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PREFACIO. 


La  carencia  de  nn  código  ó ley  suprema  aplicable  á las 
árduas  cuestiones  y gravísimos  conflictos  que  tienen 
lugar  entre  los  Estados,  es  origen  de  no  pocas  vacilaciones 
en  los  publicistas,  de  notables  contradicciones  en  la  juris- 
prudencia y práctica  de  los  pueblos,  de  confusión  y des- 
concierto en  las  relaciones  internacionales,  que  no  obede- 
ciendo á principios  bien  definidos  y constantes,  puede 
mas  algunas  veces  en  ellas,  la  arbitrariedad  que  la  jus- 
ticia, la  fuerza  que  la  acción  del  derecho. 

En  la  época  actual  de  la  civilización  y en  medio  del 
gran  fraccionamiento  de  las  nacionalidades  modernas 
es  necesario  convenir  que  la  ley  exterior  de  los  Estados 
tiene  que  resentirse  de  falta  de  uniformidad,  como  reflejo 
que  es  de  sus  condiciones  generales;  siendo  esta  la  causa 
que  ha  impedido  la  realización  de  un  acuerdo  común 
en  la  legislación  universal,  proyecto  que  ofrece  en  la 
esfera  práctica  tantas  dificultades,  como  el  de  la  paz 
perpétua  de  Rousseau,  de  Kant,  ó de  Saint  Fierre. 


prefacio- 


En  nuestro  concepto  el  libro  que  nos  hemos  decidido  ú 
publicar,  satisface  esta  necesidad.  Reconociendo  en  el  la 
utilidad  de  unirla  teoría  á la  práctica,  cieno  enunciar  nin- 
gún pensamiento  aventurado  ó injustificable,  de  inducir 
del  hecho  el  derecho,  procuramos  presentar  en  íntimo  con- 
sorcio la  idea  y su  resultado,  resolver  prácticamente  todas 
las  cuestiones,  establecer  precedentes  de  inestimable 
valor  en  la  ley  de  las  naciones  por  medio  del  examen  de 
numerosísimos  casos  recogidos  á costa  de  una  gran  per- 
severancia, y facilitar  el  camino  para  alcanzar  mayor 
uniformidad  en  la  jurisprudencia  y ley  porque  se  rijen 
las  relaciones  de  los  Estados. 


En  conformidad  con  este  plan  damos  todo  el  desarrollo 
que  nos  ha  sido  posible  á la  parte  histórica,  no  solo 
siguiendo  en  un  rápido  bosquejo  preliminar  los  progresos 
del  derecho  de  gentes,  sino  deteniéndonos  en  los  ante- 
cedentes de  las  cuestiones  que  discutimos,  único  modo 
de  apreciar  su  verdadera  significación.  Pero  nuestro 
trabajo  seria  incompleto  sino  hubiéramos  admitido  co- 
munmente las  opiniones  de  los  publicistas  mas  emi- 
nentes justificando  la  nuestra  siempre  que  nos  hemos 
separado  de  sus  doctrinas. 


En  el  orden  de  las  materias  hemos  adoptado  un  sis- 
tema diferente  al  que  se  ha  seguido  hasta  hoy,  dividién- 
dolas en  cuatro  secciones : concerniente  la  primera  al 
estado  de  paz,  la  segunda  al  de  guerra,  la  tercera  al  de 
neutralidad  y la  cuarta  á los  tratados  de  paz  y al  dere- 

olio  de  postlí minio,  comprendiendo  su  aplicación  á los 
casos  de  represa. 
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dose  apenas  del  vasto  continente  americano,  cuya  in- 
fluencia y poderío  se  acrecenta,  empero,  cada  dia  mas 
marchando  de  consuno  con  la  civilización  européa. 

Finalmente,  y para  que  este  libro  sea  un  verdadero 
repertorio  donde  puedan  consultar  con  fruto  el  publi- 
cista y el  diplomático,  le  hemos  ilustrado  con  numerosí- 
simas citas  que  facilitarán  la  investigación;  de  las  cua- 
les las  primeras  confirman  generalmente  la  opinión 
sustentada  en  el  texto,  y las  segundas,  que  no  siem- 
pre se  encuentran  conformes  con  él,  se  han  añadido 
como  fuentes  dignas  de  examinarse. 


París,  T>  de  mayo  de  18G8. 
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DERECHO  INTERNACIONAL 


INTRODUCCION 


BOSQUEJO  HISTÓRICO  DEL  DERECHO  INTERNACIONAL. 


§ 1.  La  importancia  del  derecho  internacional  en  la  ciencia  dívísíou 
general  del  derecho  se  refleja  también  en  Ja  historia  del  historia, 
mismo  derecho  internacional.  Para  metodizar,  pues,  su  estudio  y 
para  que  puedan  seguirse  paso  á paso  los  progresos  de  la  civiliza- 
ción en  la  determinación  cada  vez  mas  justa  y racional  de  las  rela- 
ciones entre  los  Estados,  es  preciso  dividirla  en  las  épocas  que  hayan 
sido  caracterizadas  por  algún  suceso  de  innegable  influencia  en  la 
constitución  del  derecho  internacional.  En  nuestro  concepto,  debe 
dividirse  esta  historia  en  las  siguientes  épocas  : 


Primera  : Desde  los  tiempos  antiguos  hasta  la  caída  del  imperio 
romano,  476. 

Segunda  : Desde  la  caída  del  imperio  romano  hasta  la  paz  de 
Westfalia,  476-1648. 

Tercera  : Desde  la  paz  de  Westfalia  hasta  la  paz  de  Utrecht,  1648- 
1713. 

Cuarta  : Desde  la  paz  de  Utrecht  hasta  el  íin  de  la  guerra  de  los 
siete  años,  1713-1763. 

Quinta  : Desde  la  guerra  de  los  siete  años  hasta  la  revolución 
francesa,  1763-1789. 

Sexta  : Desde  la  revolución  francesa  hasta  los  congresos  de  I aiis  > 
de  Viena,  1789-1816. 

Sétima  : Desde  el  congreso  de  Viena  hasta  nuestros  dias,  1815-1808. 
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§2 


El  Derecho 
internacional 

entre  los  an- 
tiguos. 


BOSQUEJO  HISTÓRICO 

Esta  división  de  la  historia  del  derecho  internacional  nos  parece 
mas  racional  que  la  <le  oíros  aulores,  quienes  sin  tener  en  cuenta  la 
magnitud  de  ciertos  hechos  y la  importancia  decisiva  en  la  esfera 
del  derecho  internacional,  la  lian  dividido  en  períodos  iguales,  o cual 
equivale  á hacer  de  la  cronología,  y no  de  los  progresos  realizados 
por  el  espíritu,  la  base  de  la  división  de  la  historia. 

PRIMERA  ÉPOCA.  — DESDE  LOS  TIEMPOS  ANTIGUOS  HASTA 
LA  CAIDA  DEL  IMPERIO  ROMANO.  476. 

§ 2.  En  esta  primera  época  el  derecho  internacional  se 
nos  ofrece  dominado  por  la  idea  religiosa  ó por  las  fórmulas 
del  derecho  romano. 

En  los  tiempos  heróicos  de  Grecia,  la  barbárie  de  las  costumbres 
era  tal,  según  se  desprende  de  los  cantos  de  Homero,  que  jamás 
se  daba  cuartel  en  las  batallas,  ni  se  contentaban  con  matar  á un 
enemigo  y arrebatarle  sus  armas,  sino  que  el  cadáver  era  hor- 
riblemente mutilado  y abandonado  para  que  sirviera  de  pasto  á 
las  aves  de  rapiña. 

En  tiempo  de  la  primera  guerra  médica,  los  griegos  dieron  muerte 
á los  heraldos  enviados  por  Darío  á Atenas  y á Esparta  para  pedir 
el  agua  y la  tierra  en  señal  de  sumisión. 

En  la  guerra  del  Peloponeso,  no  parece  sino  que  trataron  de  rivali- 
zar en  crueldad  los  Atenienses  y los  Espartanos.  Aun  cuando  se  sus- 
pendían las  hostilidades,  los  Estados  de  Grecia  no  alcanzaban  una 
situación  pacífica.  La  oposición  de  Atenas  y de  Esparta  que  domina  toda 
la  historia  de  Grecia,  excitaba  continuos  desórdenes  y luchas  entre  los 
Estados  griegos.  Por  otra  parte,  estos  se  consideraban  como  supe- 
riores en  sus  relaciones  con  los  demás  pueblos.  Aristóteles  ase- 
guraba que  los  Bárbaros  estaban  destinados  por  la  naturaleza  á ser 
esclavos  de  los  Griegos,  y que  se  podianemplear  legítimamente  todos 
los  medios  necesarios  para  reducirlos  á la  esclavitud. 

Los  elementos  del  derecho  público  que  servían  para  las  rela- 
ciones internacionales  de  los  distintos  pueblos  de  Grecia  eran  los 
siguientes  : 

los  combates;6*1'3  ^ ^ SePU'tU‘'a  * ’°S  qUe  perdian  Ia  vida  e" 

l Ño  “ Pn0dil  levanta,¡  un  trofé0  duradero  después  de  una  victoria; 

- ““  - d*  ™ 


DEL  DERECHO  INTERNACIONAL 
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4,J  Se  poclia  privar  de  sepultura  á los  que  hubiesen  cometfe^s^- 
legios ; 

5o  Era  permitido  á todos  los  Griegos  frecuentar  los  juegos  públicos 
y los  templos,  y ofrecer  sacriiicios  aun  en  tiempo  de  guerra. 

Todos  estos  principios  fueron  reconocidos  y sancionados  por  el  consejo 
de  los  Amfictiones,  que  entendía  en  las  infracciones  hechas  ú las  leyes 
y á las  costumbres  consagradas  por  la  religión. 

El  carácter  del  derecho  internacional  proclamado  por  Roma  en  su 
legislación  de  las  doce  Tablas,  es  tan  exclusivo  como  el  derecho 
público.  Así  como  Aristóteles  sostenía  la  legitimidad  de  la  esclavitud  y 
el  derecho  de  Grecia  para  imponerla  á los  pueblos  extranjeros,  así  la 
legislación  de  las  doce  Tablas  establecía  el  principio  de  que  contra  el 
enemigo  la  autoridad  era  eterna,  adversús  hostem  (eterna  auctoritas. 


Roma,  sin  embargo,  fue  desde  entonces  la  ciudad  del  derecho.  Y es 
tal  la  superioridad  de  su  civilización  sobre  la  civilización  griega,  que 
en  vano  buscaremos  entre  los  filósofos  y moralistas  griegos  una 
teoría  del  derecho  internacional  tan  ámplia  y humanitaria  como  la 
formulada  por  Cicerón.  * 


§ 3.  Cicerón  dice  que  la  maldad  del  hombre  le  obliga  á usar  Teoría  do 
de  la  violencia  con  los  demás  hombres  y á oponer  la  fuerza  Clccron* 
á la  fuerza.  En  la  vida  privada,  añade,  podemos  contentarnos  com 
el  arrepentimiento  de  un  enemigo;  pero  en  la  vida  pública  hay 
que  observar  con  todo  rigor  las  leyes  de  la  guerra.  Esta  no  tiene 
otro  objeto  que  permitirnos  vivir  en  paz  después  de  la  victoria.  Los 
vencidos  deben  ser  perdonados,  á menos  de  que  por  haber  violado 
los  derechos  de  la  guerra  no  sean  indignos  de  ello.  Por  esto  los  anti- 
guos romanos  concedieron  el  derecho  de  ciudadanía,  jus  civitatis. 
á los  Túsenlos,  á los  Sabinos  y á otros  muchos  pueblos,  pero  des- 
truyeron en  cambio  hasta  sus  cimientos  las  ciudades  de  Cartago  x 
Numancia. 

Cicerón  afirma,  que  las  proposiciones  de  paz  deben  ser  siempic 
escuchadas,  á no  ser  que  sean  insidiosas:  que  para  que  una  guuia 


* Wheaton,  Hisloirc  des  progres  du  droit  de  gens,  v.  1,  p.  ^ Halleck, 1 

tional  Law,  ch.  1,  § 3;  Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  § 10;  Larden,  npto- 
mat:c,  pt.  1;  Laurent,  Droit  des  gens,  v.  2 y 3;  Hombre,  IUadc c ’ 
Tl.irwaU’s,  Uislory  of  Greece,  t.  1,  p.  181-182,  y t.  III,  P-  192,  19G  3b  , 380  o8l, 
Hiime’s  lissa„s,  XI;  Mitford’s  ¡listar y of  Greece,  I,  ch.  la,  § < ; Thucj elide,  ///  •, 
Hl».  VI;  Sainte-Croix,  Sur  les  anciens  gouvcrncmcnts  fédératifs ; .Xlackinlosh,  Mxsctl- 
laneous  Works,  p.  163;  Warü,  Laxo  of  nations,  t.  I,  p.  1"J  >'  Mnniuiig,  Lato  of  » 
lions , p.  6-8. 
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sea  justa  es  preciso  que  su  motivo  lo  sea  y que  se  declare  previamente, 

observando  las  formalidades  establecidas. 

Sostiene  también  que  es  necesario  guardar  la  fe  ; aun  cor , los  . 

mi-os  y cita  en  apoyo  de  su  proposición  los  ejemplos  de  Regu  o 

volviendo  á Cartas»,  y del  senado  romano  entregando  a F irro 

el  traidor  que  había  ofrecido  envenenarle.  Explica  la  decadencia 

en  que  había  caído  la  república  por  el  olvido  de  estos  principios, 

y termina  con  estas  notables  palabras  : « Mientras  que  el  pueblo 

romano  conservó  su  imperio  por  medio  de  beneficios  y no  por  medio 

de  injusticias,  mientras  que  hizo  la  guerra  ya  para  extender  su 

imperio  ó ya  en  defensa  de  sus  aliados,  estas  guerras  fueron  siempre 

terminadas  por  actos  de  clemencia  ó de  una  severidad  necesaria 

El  senado  vino  á ser  como  el  asilo  de  los  reyes,  de  los  pueblos  y 

de  la  nación.  Nuestros  magistrados  y nuestros  generales  cifraban  su 

principal  gloria  en  proteger  con  justicia  y buena  fé  las  provincias 

y los  aliados.  Asi  Roma  merecía  mas  bien  el  nombre  de  patrona 

que  de  señora  de,  mundo.  Pero  hace  mucho  tiempo  que  esos  usos  y 

esa  disciplina  han  caído  insensiblemente  en  olvido,  desapareciendo 

por  completo  desde  el  tiempo  de  Syla.  En  efecto,  cuando  los  duda- 
* 

danos  mismos  eran  tratados  con  tanta  crueldad,  que  había  de  parecer 
injusto  para  con  los  aliados!  » 

Cicerón  se  lamentaba  amargamente  del  contraste  que  ofrecía  la 
conducta  de  los  Romanos  con  las  demás  naciones,  en  los  tiempos  en 
que  él  vivía  y en  los  primeros  tiempos  de  la  república.* 

ei gen-  § 4.  El  jus  gentium  de  los  Romanos  distaba  mucho  de  ser 

íturo  de  los  , , 

Romanos.  un  derecho  internacional  positivo,  fundado  en  el  mútuo 
consentimiento  de  los  pueblos  ó en  las  prácticas  generalmente  reci- 
bidas. Los  Romanos  daban  á esta  parte  del  derecho  el  nombre  de 
deiecho  de  gentes,  por  que  su  objeto  era  determinar  la  conducta  de 
Roma  en  caso  de  guerra  con  las  demás  naciones,  y no  suponía  el  que 
estas  naciones  estuviesen  obligadas  á observarlo.  Consultando  todas 
as  definiciones  dadas  del  jus  gentium  por  los  jurisconsultos  romanos, 
se  ve  con  entera  claridad  ue  estos  términos  no  significaban  una 
vega  de  conducta  aplicable á las  relaciones  internacionales,  sino  mas 

\Z2  PnnCÍPÍ0  genCTal  de  derech0  fundad0  en  la  naturaleza 
a,  según  podía  fundarlo  en  esta  naturaleza  y entenderlo,  la 

GrandeurZ  |3'  ^ m>  22'32  í Montesquieu, 

10,1,0  h P-  17  y siguientes.  • ch-  6 » Wheaton,  Htstotre  du  Droit  des  Gens , 
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civilización  de  Roma.  De  aquí  se  deriva  el  que  el  derecho  de  gentes 
jus  gentium,  se  haya  opuesto  por  la  misma  legislación  romana  al 
rigor  del  derecho  civil,  jus  civile,  y aun  al  derecho  público  ó político 
jus  publicum.  Savigny  dice  acerca  de  la  significación  del  jus  gen- 
tium, que  fue  debido  á las  conquistas  de  Roma.  Según  este  autor 
cuando  Roma  entró  en  relaciones  con  los  pueblos  vecinos,  sus  tri- 
bunales tuvieron  que  entender  en  muchos  asuntos  propios  y 
exclusivos  de  los  extranjeros.  Por  otra  parte,  extendiendo  Roma  su 
dominación,  era  imposible  que  no  llegara  á pensar  en  la  idea  abs- 
tracta de  un  derecho  común  y basado  en  la  misma  naturaleza 
humana.  Los  romanos  no  se  cuidaban  de  si  este  derecho  era  ó no 
verdaderamente  reconocido  por  todos  los  pueblos,  y lo  fundaban 
solamente  en  la  nocion  de  justicia  común  á todos  los  hombres. 

Savigny  distingue  y separa  cuidadosamente  lo  que  según  el 
derecho  romano  pertenecía  al  jus  gentium , y lo  que  correspondía 
al  jus  civile.  Ciertas  reglas  y ciertas  instituciones,  dice  el  mismo 
autor  eran  comunes  al  jus  gentium  y al  derecho  civil,  jus  civile  : 
entre  estas  se  encuentran  las  aplicables  á los  contratos  mas  usuales, 
como  el  de  compra-venta,  el  de  arrendamiento  y el  de  sociedad. 
Aunque  pertenecían  exclusivamente  al  derecho  civil  romano  un  gran 
número  de  instituciones,  estas  se  basaban  generalmente  en  la 
naturaleza  humana  y existían  también  con  distintas  formas  en  las 
demás  naciones.  Por  esto , cuando  Roma  extendió  sus  relacio- 
nes con  los  otros  pueblos,  los  tribunales  romanos  reconocieron  en 
la  práctica  las  instituciones  del  derecho  general  correspondientes 
á las  del  derecho  civil,  y admitieron,  por  ejemplo,  un  matrimonio 
según  el  derecho  de  gentes  tan  válido  como  el  matrimonio  civil,  aun- 
que privado  de  algunos  de  sus  efectos. 

Pero,  como  hace  notar  Savigny,  á medida  que  el  pueblo  romano  se 
asimilaba  las  naciones  conquistadas,  perdia  su  individualidad  y 
exclusivo  carácter,  y el  jus  gentium  adquiría  mayor  importancia. 

§ 5.  A pesar  de  los  grandes  progresos  realizados  hasta  jn^nfaciomi°i 
la  caída  del  imperio  romano  en  la  esfera  general  del 
derecho  de  gentes,  las  relaciones  internacionales  distaban 

* Gvotius,  de  J.-B.  ac  P.  Prolog ; Wlieatoii,  Histoxre  des  progris  inter- 

nalional,  I,  p.  26;  Rutherfortb’s , Inst.  Nal.  Law,  B.  II,  ch.  , S , mI)  1 * ’ 

Lilterratur  des  Volkerrechls , I.  Band,  §§  32-44;  Ward,  Law  of  na tions,  I,  p-  » 
Paidessus,  Us  et  coutumes  de  la  iner , I,  chs.  1-5;  Laurent,  Droit  des  yens,  ■, 
Manning,  Law  of  nations,  p.  7-8;  Boulay-Paly,  Droit  com.  Mar , v. 

Savigny,  System  des  heutigen  llomischen  llecfils,  I,  Bd.  11.  I,  Ka¡>.  II,  $ > 1 

(jcschicle  des  llomischen  Reclits  ttn  Mitlelalter,  I,  Bd.  Kap.  I,  S !■ 
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mucho  de  regirse  por  principios  de  estricta  justicia,  y el  derecho  nte.- 
nacional  pedia  considerarse  en  un  estado  elementa  y rudimentario. 
La  invasión  de  las  tribus  germánicas,  con  su  idea  de  hbeitad  c n 
pendencia  que  aceleró  la  caida  del  imperio,  vino  también  á hacer  mas 
insegura  y mudable  la  situación  de  los  pueblos  a quienes  Roma  había 
servido  de  lazo  de  unión.  En  vano  trataremos,  al  final  de  esta  época, 
de  encontrar  un  principio  fijo,  un  centro  constante  de  relaciones 
internacionales.  Estas  son  tan  varias,  tan  contradictorias  y,  sobre  todo, 
tan  poco  permanentes  , como  podia  esperarse  de  la  disolución  del 


grande  imperio. 

Sin  embargo,  á los  nuevos  Estados  que  surgen  en  medio  de 
estas  vastas  ruinas,  Roma  ha  trasmitido  su  idea,  y con  su  idea  su 
derecho.  Estos  Estados,  pues,  tienen  algunos  principios  comunes 
de  tal  importancia,  que  combinados  con  el  espíritu  de  los  pueblos 
germánicos,  habían  de  ser  como  la  base  del  nuevo  órden  de  cosas 
y el  fundamento  de  la  nueva  civilización.  * 


SEGUNDA  ÉPOCA.  — DESDE  LA  CAIDA  DEL  IMPERIO  ROMANO 
HASTA  LA  PAZ  DE  WESTFALIA.  — 476-1648. 


dcfdmcho  § 6.  A pesar  de  la  caida  del  imperio  romano,  muchas 
ía"1  legisla-  ciuciades  conservaron  su  antigua  constitución  munici- 
Europa^no-  Pal  Y el  anti8u0  derecho  por  que  se  regían.  Savigny,  que 
dema.  ha  estudiado  cuidadosamente  la  historia  del  derecho 
durante  la  Edad-Media,  afirma  que  la  legislación  romana  continuó, 
aun  antes  de  que  se  encontraran  las  Pandectas  en  Amalfi,  consti- 
tuyendo una  parte  integral  de  la  legislación  européa.  En  prueba  de  su 
tesis,  alega  que  los  pueblos  vencidos  conservaban,  en  tiempo  de  los 
Bárbaros,  gran  parte  de  sus  derechos,  que  sus  tierras  no  eran  entera- 
mente coníiscadas,  que  eran  respetadas  su  libertad  personal  y sus 
costumbres,  que  se  les  reconocía  generalmente  el  privilegio  de 
gobernarse  poi  sus  propias  leyes,  y que  las  constituciones  munici- 
pales eran  también  generalmente  mantenidas. 

bo  elemento  y otro  poder  conservó  durante  esta  época  la  tradi- 

nütion^T.’l  I;  Laurent>  Droit  des  gens,  v.  IV;  Ward,  Law  oí 

of  Europe,  I,  Pp.  ^ ’ Eküosophy  of  History,  lee.  10;  Hailam.  LteratuÁ 
8 P-  2,  y Gibbon,  Decline  and  FaU  of  the  Román  Emp¡re . 
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§ * 

cion  de  la  legislación  romana  : este  elemento  era  la  Iglesia  que  servia 
también  por  este  medio  de  lazo  de  unión  entre  los  pueblos  ^ 

Así,  cuando  la  creación  del  imperio  de  Occidente  por  Garlo- 
magno,  el  derecho  romano  en  sus  principios  mas  generales  y absolutos 
y confundido  completamente  con  el  jus  gentium,  en  el  sentido  de 
derecho  natural  ó fundado  en  la  naturaleza  humana,  llegó  á ser 
común  de  todos  los  pueblos  que  lo  formaron.  Otro  hecho  dependiente 
también  de  la  grande  influencia  alcanzada  por  el  principio  del  dere- 
cho en  la  civilización  romana,  y del  papel  que  desempeñó  esta  durante 
la  Edad-Media,  fue  la  importancia  adquirida  por  los  jurisconsultos. 
Los  profesores  de  la  célebre  universidad  de  Bolonia  estaban  facultados 
para  arreglar  como  árbitros  las  diferencias  que  resultaran  entre  los 
distintos  Estados  de  Italia,  y Federico  Barbaroja  y las  ciudades  lom- 
bardas recurrieron  en  mas  de  una  ocasión  á la  opinión  de  los 
jurisconsultos  para  resolver  sus  cuestiones  que,  al  fin,  lo  fueron  en 
sentido  favorable  á las  pretensiones  del  emperador.  * 

§ 7.  Pero  hemos  dicho  que  la  Iglesia  servia  de  lazo  de  unión  ei  derecho 
universal  entre  los  pueblos  en  esta  época  de  la  historia.  Y canoniL0’ 
bien,  la  Iglesia  no  podía  cumplir  con  su  misión,  sin  la  constitución 
de  un  derecho , que  fué  llamado  canónico.  Este  se  basó  en  cierto 
modo  en  el  romano,  y la  organización  de  la  Iglesia  católica  ofreció 
muchos  puntos  de  contacto  con  la  organización  del  imperio.  La  supe- 
rior civilización  de  la  Iglesia,  con  respecto  á los  pueblos  germánicos, 
y su  fuerza  centralizadora  y absorvente,  determinó  la  influencia 
casi  decisiva  en  las  cuestiones  internacionales  del  poder  (pontifical. 
Esta  influencia  salvó  entonces,  en  mas  de  una  ocasión,  los  ver- 
daderos intereses  de  la  civilización  y del  progreso. 

El  derecho  romano  y el  canónico  fueron  como  las  dos  grandes 
bases  del  derecho  internacional  durante  la  Edad-Media  ; sin  embaí  go, 
este  distaba  mucho  de  la  estrecha  significación  que  tuvo  en  la  ipoea 
de  la  república  y aun  en  la  del  imperio.  Se  aplicaba  á un  inicio 
Orden  de  cosas,  á una  nueva  manera  de  ser  de  la  sociedad,  y sus 
principios  habían  sido  profundamente  modificados  poi  la  ci\i 
lizacion  cristiana.  La  antigua  unidad  del  vasto  impelió  de  los  csaies 
se  había  roto.  Habíanse  formado,  á consecuencia  de  este  hecho, 


* Wheaton,  Ilistoire  des  progres  du  Droil  des  gens,,  y.  I,  p. 
o[  nations  D.  5,  ch.  1-3;  Savigny,  Geschiclüe  des  liomischen  Hcehts 
I Bd,  kup.  3. 


Smitli’s  11  ’eafth 
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numerosas  nacionalidades  más  ó ménos  dei  antiguo 

tanto,  imposible  la  aplicación  en  Roma  de  las  pro- 

derecho  romano,  que  suponía  1 naciones.  Desde  la 

Vincias  que  habían  constituido  ^tantas  ^ ^ 

aparición  de  estos ^nac.ons di  mültipies  á causa  de  su 

ciones  reciprocas  debí  antecedentes  históricos,  se  puede 

r"ma;r^TLecl,o  internacional  europeo.  Este  derecho 
decir  que  nació  ^ Roma>  derecho  de  un  pueblo  que  se 

no  era  ya  e j derecho  de  todos  los  pueblos  formulado  se- 

i-**  - — e 

adquirían  las  nuevas  nacionalidades 
Derecho ¡n-  §8.  Los  Ródios  fueron  quizás  el  primer  pueblo  que 

marítimo'^n  estableció  leyes  y reglamentos  sobre  el  comercio  mariti  . 
ESSfifc  Sin  embargo,  la  compilación  conocida  con  el  nombre  de 
leyes  ródias,  no  fué  probablemente  redactada  únicamente  para  la  isla 
de  Ilódas,  y es  mas  bien  una  colección  de  usos  marítimos  establecidos 
en  distintos  periodos.  Esta  compilación  legal  es  sumamente  incom- 
pleta. 

! do  Otra  de  las  compilaciones  sobre  derecho  marítimo 
Amalfi.  correspondientes  á esta  época  son  las  tablas  de  Amalfi  ó 
amalfitanas.  Estas  tablas  no  han  llegado  hasta  nosotros  y asi,  como 
dice  Cauchy,  no  forman  hoy  mas  que  un  interesante  recuerdo. 

n.  es  de  La  compilación  conocida  con  los  nombres  de  Roles  ó 
Oleren,  juicios  de  Oleron  se  atribuyen  por  algunos  á la  reina 
Eleonor,  duquesa  de  Guiena,  que  le  dió  el  nombre  de  su  isla  favorita 
Oleron.  Otros  dicen  que  fué  promulgada  por  Ricardo  I de  Inglaterra. 
Pardessus  y algunos  escritores  franceses,  entre  otros  Cauchy,  sostienen 
que  esta  compilación  fué  formada  en  Francia.  Lo  cierto  es  que  las 
leyes  ó roles  de  Oleron  se  dirijen  á fijar  reglamentos  para  la  navega- 
ción en  los  mares  del  oeste  y constituyen  la  base  principal  sobre  que 
se  lia  fundado  en  la  Edad-Media  la  jurisprudencia  marítima  en  los 
puertos  del  Océano.  Luis  XIV  de  Francia  hizo  redactar  y poner  en 
íonna  de  leyes  en  su  célebre  ordenanza  las  costumbres  que,  basadas  en 
estas  leyes  ó roles  de  Oleron,  se  observaban  en  los  puertos  franceses.  ** 

’ Savigny , Geschichle,  etc.,  III,  Bd,  kap.  19;  Heffter,  Droit  Ínter nalxonal,  § 5- 
^ealon,  Histoire  des  progrés  rtu  droit  ínter  nalxonal,  I,  p.  30. 

**  Emeno°'i,  Trnités  des  Assurances , pref.;  Selden,  De  Domino  Maris  can  24* 
of  Natons,  pp.  13,  14;  Azuni,  Broil  marUime,  vol.  I ch.  ¡’; 
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§ 9.  El  Consulado  de  la  mar , según  Pardessus,  no  debe 
considerarse  como  un  código  de  leyes  marítimas  promul-  dezmar, 
gado  por  el  poder  legislativo  de  un  pueblo,  sino  como  un  resúmen 
de  los  usos  y costumbres  observados  en  los  puertos  del  Mediterráneo 
Esta  compilación  supone  en  sus  autores  un  conocimiento  muy  profundo 
de  las  leyes  marítimas  romanas  y de  las  costumbres  y códigos 
especiales  marítimos,  publicados  generalmente  en  latín,  de  las  ciu- 
dades del  Mediterráneo.  Casi  todos  los  Estados  de  Europa  le  han 
acordado  una  grande  autoridad  y los  redactores  de  la  ordenanza  de 
Luis  XIV  la  han  tenido  muy  en  cuenta  en  el  desempeño  de  su  trabajo. 

El  Consulado  de  la  mar,  ó las  buenas  costumbres  de  la  mar , como 
otros  le  llaman,  porque  empieza  diciendo  « Agí  comencen  les  bones 
costumes  de  la  mar _,»  contiene  reglas  aplicables  á la  decisión  de  las  cues- 
tiones acerca  del  comercio  y la  navegación,  lo  mismo  en  tiempo  de 
guerra  que  en  tiempo  de  paz,  y además  determina  los  derechos  res- 
pectivos de  las  naciones  beligerantes  y neutrales  en  esta  época  de  la 
historia.  Bajo  este  punto  de  vista  es  una  obra  de  grande  importancia 
histórica  y científica. 

Sus  principios  y reglas  con  respecto  á presas  y á la  neutralidad  fueron 
reconocidos  en  el  tratado  de  la  ciudad  de  Pisa  y la  de  Arlés  en  1221, 
en  el  de  Inglaterra  con  los  duques  de  Borgoña  en  1478,  y en  dos  de 
Eduardo  III  de  Inglaterra  con  las  ciudades  marítimas  de  Vizcaya  y 
Portugal. 

La  extensión  que  tomó  el  Consulado  de  la  mar  en  esta  época  de 
la  Edad-Media  autoriza  á afirmar  que  con  muy  cortas  excepciones, 
como  por  ejemplo,  la  de  la  liga  anseática,  se  reconocía  la  libertad 
de  los  buques  neutrales,  así  como  la  de  las  mercancías  neutrales  car- 
gadas sobre  buques  enemigos,  y se  consideraban  de  buena  presa, 
cualesquiera  que  fueran  los  buques  en  que  se  encontraran,  las  del 
enemigo. 

El  Guidon  de  la  mar  es  una  obra  mucho  mas  Guido»  do 

i tn  Ia  mar- 

perfecta  que  la  anterior.  Su  redacción  se  fija  generalmente 
liácia  el  fin  del  siglo  xvi.  El  Guidon  de  la  mar  trata  pi  incipa 
mente  del  contrato  de  seguros  marítimos,  pero  también  se  ocupa 
de  otras  cuestiones,  como  por  ejemplo,  de  la  de  piesas  que  *scu 
en  el  capítulo  VI,  y de  las  represalias  y letras  de  marca  que  discute 
en  el  capítulo  X.  El  autor  de  esta  obra  es  desconocido.  Casi  todas  sus 


Story,  Miscellancous  Writings,  p.  100;  Pardessus,  Us  ct 
vol.  I,  caps.  5-11  ; Boulay-Paty,  Droil  Com.  Mor.,  vol. 
Ih'oit  mar  i time  International^ , lome  I,  P-  30G. 
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decisiones  forman  parle  de  la  ordenanza  de  Luis  XIV  de  1681,  y lian 
figurado  después  en  el  código  de  comercio  vigente  en  Francia.  En 
ciertos  puntos,  como  en  el  de  represálias,  la  ordenanza  de  Luis  XIV 
no  hace  mas  que  copiarlo  literalmente  Se  ha  supuesto  por  algunos, 
que  fue  redactado  en  provecho  de  los  negociantes  de  Rouen,  pero 
esta  afirmación  nos  parece  enteramente  gratuita. 

Además  de  las  compilaciones  citadas  se  recuerdan  en  esta 
piiacioncs.  ¿poca  la  colección  titulada  Juicios  ele  Damme  ó Leyes  de  1 Vest- 
c apelle,  conteniendo  los  usos  marítimos  establecidos  en  algunas  ciudades 
de  los  Paiscs-Bajos ; las  Costumbres  de  Amsterdam,  que  contenían  prin- 
cipalmente los  usos  en  práctica  en  los  puertos  situados  en  el  Bál- 
tico, y el  Derecho  marítimo  de  Wisby,  que  compilaba  las  ordenanzas 
marítimas  establecidas  par  la  ciudad  de  Wisby,  en  Gottlandia.  Mu- 
chos autores  han  sostenido  que  las  leyes  de  Wisby  son  mas  antiguas 
que  las  de  Oleron.  * 

§ 10.  Los  extranjeros  no  tenían  en  la  Edad-Media,  á 
auíwna  ó do  menos  de  contrato  especial,  derecho  á la  protección  del 

( dbanagio . . . ~ 

soberano  en  cuyo  territorio  se  encontraban.  Lomo  conse- 
cuencia general  de  este  principio,  no  tenían  derecho  de  sucesión  sobre 
los  bienes  situados  en  el  territorio  de  otro  Estado,  ni  podían  dispo- 
ner por  testamento  de  estos  bienes,  que  eran  confiscados  cuando 
morían  en  su  propio  territorio.  Este  derecho  de  aubana(l)  fué  poco  á 
poco  desapareciendo,  merced  á la  constitución  de  las  grandes  monar- 
quías europeas  y á la  multiplicación  y frecuencia  de  las  relaciones 
internacionales. 

Derecho  do  0tra  consecuencia  general  del  principio  ántes  establecido 
naufragio . y ¿0]  estac[0  cjc  hostilidad  en  que  durante  esta  época 
so  encontraban  las  naciones,  fué  el  derecho  conocido  con  el  nombre  de 
derecho  de  naufragio.  En  virtud  de  él  eran  confiscados  los  restos  de  los 
buques  que  encallaban  en  las  costas,  y aun  frecuentemente,  sus 
tripulantes  y pasageros  eran  reducidos  á la  esclavitud,  de  la  cual  no 


* W beatón,  Histoirc  des  progrés  du  droit  des  gens , v.  p.  69-83;  Pardessus, 
Coilection  des  /oís  marítimos , vol.  II,  ch.  13  ; Halleck,  International  Lato,  ch.  1, 
§ 13,  p.  10-1 J;  Emcrigon,  Traité  des  assurances,  pref;  Clairac,  Les  uscl  coutumes 
de  la  mor , p.  2 et  seq.  ; Manning,  Law  of  Nations , p.  12;  Azuni,  Droit  mari- 
'»ic,  \ol.  I,  ch.  4;  Pardessus,  Vs  et  coutumes  de  la  mer , tome  II,  caps  12,  13- 
°u  a)  1 aty,  Droit  Com.  Mar , vol.  I,  p.  59-82;  Story,  Miscellaneou  Writings , p.  100. 
trii  V l[aducl0res  al  español  de  la  obra  Droit  International  privé  de  Fcelix  han 
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v 'onagium,  que  en  la  baja  latinidad  significaba  lo  mismo  nnp 
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se  libraban  sino  mediante  enormes  rescates.  Cierto  es  que  la  legislación 
romana  había  condenado  estos  hechos  y que  los  condenaba  también 
desde  el  siglo  vi  la  ley  de  los  Visigodos,  pero  en  la  época  feudal  no 
podian  dejar  de  aparecer  á causa  de  los  grandes  privilegios  de  la 
aristocrácia  y de  la  situación  general  de  los  pueblos  de  Europa. 

Desde  el  siglo  xi  se  empezó  á protestar  en  contra  de  este  derecho 
de  naufrágio,  pero  la  generalidad  de  estas  disposiciones  prueba  lo 
extendido  y arraigado  que  estaba. 

Los  Estados  del  norte  de  Europa,  que  formaban  la  liga  anseática, 
fueron  los  primeros  que  convirtieron  el  derecho  de  naufrágio  en  un 
impuesto  sobre  los  objetos  salvados.  Sin  embargo,  á pesar  de  todo, 
se  conservaba  aun  en  el  siglo  xvii.  En  este  siglo  los  duques  de 
Lauenberg  hacían  alarde  de  su  liberalidad  porque  no  confiscaban 
sino  una  tercera  parte  de  las  mercancías  que  salvaban  en  sus 
costas. 

La  admisión  de  la  esclavitud  personal  en  la  Edad-Media  es  La  j 
el  precedente  necesario  lo  mismo  del  derecho  de  aubana,  tud- 
que  del  derecho  de  naufrágio.  Sin  embargo,  desde  el  siglo  xiv,  la 
esclavitud  empieza  á desaparecer  de  las  costumbres  europeas  conser- 
vándose solo  con  respecto  á los  Turcos.  * 

§ 11.  El  descubrimiento  de  América  por  Cristóbal  Colon,  1492.  — ei 

• • ^ descubrí— 

que  produjo  desde  luego  el  engrandecimiento  de  España,  miento  <iei 
contribuyó  también  poderosamente  á alentar  el  espíritu  americano, 
emprendedor  que  caracteriza  á los  pueblos  de  Europa  durante  el 
siglo  xv.  Después  de  España,  la  nación  en  cuya  política  ejerció  mas 
influencia  el  descubrimiento  del  nuevo  mundo  fué  Portugal,  que  se 
esforzaba  igualmente  en  encontrar  una  nueva  via  para  la  India.  Ya 
ántes  de  que  Colon  hiciera  su  segundo  viaje,  trató  de  organizar  una 
expedición  al  nuevo  continente,  la  cual  no  llegó  á realizarse  por 
la  actitud  que  asumió  el  gobierno  de  España.  Pero  si  Portugal  no 
llevó  á cabo  su  proyecto,  se  ocupó,  sin  embargo,  en  estorbar  los 
descubrimientos  de  los  Españoles,  resultando  entre  ambos  países 
sérias  desavenencias. 

* Wheaton,  Histoire  du  Droit  des  Gens , v.  I,  p.  89-97;  Pardessus,  Lois  me in- 
times antéricures , v.  II.  Introd.  p.  cvm-cxxir ; Grotius,  De  J.  B.  ac  P.,  Uv.  il  , 
ch-  VI,  § 6;  Robertson,  Ilist.  Charles  V,  note  XXIX;  ConslUut.  Fredcncé,u, 

8 9,  ad,  cale.  corp.  Juris;  Muratori,  Anliq.  ital.  mediccert,  tomo  II,  col.  1UJ- 

ibid.,  Rcrum  Halle,  script.,  vol.  VI,  col.  551  ; Const.  regni  s¡culi,hb.  I,  üt.  xvru, 
ap.  Concioni,  vol.  I,  p.  313;  Rousset,  Supplémenl  au  corps  diplomattque,  vo1-  ’*> 
1>arl-  I,  p.  12G;  Rlackstone,  Commentaries  on  the  Laxes  of  England,  vol.  I,  p. 
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«mi  — Bula  Apenas  fué  un  hecho  público  en  Europa  el  descubrí- 
de  Alejan-  m¡ento  Colon,  Alejandro  VI  expidió  á favor  de  los  reyes 

católicos  su  célebre  bula  de  4 de  mayo  de  1493.  En  ella  declaró  que 
concedía,  como  sumo  pontífice  romano,  ú los  reyes  Don  Fernando  y 
Doña  Isabel  y á sus  sucesores  en  las  coronas  de  Castilla  y León,  todas 
las  tierras  ó islas  descubiertas  y por  descubrir  que  estuviesen  al 
occidente  y mediodía ‘de  una  línea  que  se  debía  considerar  tirada 
desde  el  polo  ártico  al  antártico,  y que  pasase  mas  al  occidente  de 
cualesquiera  de  las  islas  que  vulgarmente  se  llaman  de  los  Azores  y 
las  de  Cabo  Verde  la  distancia  de  cien  leguas.  Decía  también  que 
concedía  el  dominio  de  estas  tierras  é islas  á los  reyes  de  España, 
con  tal  de  que  no  se  hallasen  ocupadas  por  otro  principe  cristiano 
antes  del  di  a de  la  Navidad  del  año  1492,  dejando  de  este  modo 
reservadas  las  conquistas  de  Portugal  con  la  distancia  de  aquellas 
cien  leguas,  y evitando  todo  perjuicio  á los  demás  soberanos  cris- 
tianos, con  la  circunstancia  de  ser  los  países  concedidos  los  que 
no  estuviesen  poseídos  ó poblados  por  alguno  de  ellos  hasta  el 
tiempo  en  que  tuvieron  principio  los  descubrimientos  por  parte 
de  la  corona  de  Castilla.  Con  la  misma  fecha,  expidió  Alejandro  VI 
otra  bula  concediendo  á los  reyes  de  Castilla  y de  León,  en  los 
países  que  descubrieran  y conquistaran,  los  mismos  privilegios, 
prerogativas  y facultades  que  habían  obtenido  de  la  silla  apostólica 
los  reyes  ele  Portugal,  por  lo  perteneciente  á las  conquistas  de  la 
costa  de  Africa  y demás  hasta  la  India.  A tiñes  del  mismo  año  1493, 
confirmó  el  pontífice,  por  una  nueva  bula,  las  dos  anteriores  y anuló 
todas  las  otras  gracias  que  pudiesen  haber  sido  hechas  de  aquellas 
tierras,  á fin  de  que  solo  los  reyes  de  Castilla  y de  León  enviasen 
á ellas  sus  gentes  para  que  practicasen  el  descubrimiento. 

I).  Juan  II  de  Portugal  reclamó  sin*  éxito,  contra  estas  bulas  del 
Papa,  pretendiendo  que  estaban  en  directa  oposición  con  las  conce- 
siones reconocidas  anteriormente  por  la  silla  apostólica  á la  corona 


portuguesa.  Desde  entonces  el  gobierno  portugués  abandonando  sus 
i aclamaciones  ante  la  corte  de  Roma,  trató  de  conseguir,  por  medio 
de  un  tratado  con  los  reyes  católicos,  lo  que  de  otro  modo  veia 
de  imposible  realización.  A este  efecto,  propuso  á los  reyes  de  Castilla 
la  celebración  de  un  arreglo  amistoso  de  la  cuestión. 

ia'1n\i7 Tor-  E1  tlia  5 clc  junio  del  mismo  año,  se  reunieron  en  Tor- 
^7“*  . desiiIas  los  representantes  de  Portugal  y los  de  España 

UI~  T ^ tiemp°  SUS  CODr°ro“«ias  que  el  tratado 
quedo  concluido  el  d,a  1 del  mismo  mes,  os  decir,  dos  dias.  des- 
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pues.  Se  convino  en  dar  mayor  extensión  á la  línea  establecida 
por  Alejandro  VI,  fijándola  á trescientas  setenta  leguas  al  occidente 
de  las  islas  de  Cabo  Verde;  y para  asegurar  aun  mas  el  cumpli- 
miento de  este  tratado,  se  declaró  que  todos  los  descubrimientos  que 
por  cualquiera  de  los  dos  países  se  hicieran  dentro  de  la  línea 
divisoria  habían  de  ser  entregados  al  que  tuviera  derecho  á ellos. 
Se  dispuso  igualmente  que  para  fijar  el  meridiano  establecido  se 
mandasen,  dentro  de  los  diez  primeros  meses  contados  desde  el  dia 
en  que  se  concluyese  la  capitulación,  dos  ó cuatro  embarcaciones 
de  una  y otra  nación,  con  personas  inteligentes  en  geografía,  astro- 
nomía y náutica,  para  que,  saliendo  de  las  islas  de  Cabo  Verde  y 
navegando  al  Occidente,  determinasen  con  exactitud  el  sitio  hasta 
donde  debiesen  llegar  las  trescientas  setenta  leguas,  el  parage  por 
donde  debía  pasar  el  meridiano  de  demarcación  y los  territorios  que 
liabia  de  cortar,  para  que  en  ningún  tiempo  surgieran  cuestiones 
entre  los  dos  Estados  con  este  motivo. 

Tal  fué  en  sus  disposiciones  generales  el  tratado  de  Tordesillas 
que  puso  término  á la  primera  discusión  internacional  europea,  á 
que  dió  lugar  el  descubrimiento  de  América,  y que  andando  los 
tiempos  liabia  de  producir  las  interminables  cuestiones  de  los  límites 
entre  los  dominios  americanos  de  las  coronas  de  España  y de 


Portugal. 

Esta  célebre  cuestión  internacional  curopéa,  con  motivo 
del  descubrimiento  del  nuevo  continente,  revela  el  carácter 
de  las  relaciones  políticas  que  alimentaban  los  Estados  de 
Europa  con  el  pontífice  romano.  Tanto  España  como  Portugal 
admitieron  la  competencia  y autoridad  de  Alejandro  VI  para 


Influencia 
que  ejerció 
el  poder  del 
Papa,  en  la 
conquista 
del  nuevo 
continente. 

conceder 


sobre  las  nuevas  tierras  derecho  de  dominio,  y Portugal  principal- 


mente reconoció  de  tal  modo  la  legitimidad  de  esta  facultad  en  los 
pontífices,  que  reclamó  contra  la  bula  do  4 de  mayo  de  1493,  y 
solo  cuando  vió  que  no  eran  atendidas  sus  pretensiones,  se  resolvió 


á tratar  directamente  con  España. 

Entre  las  muchas  consecuencias  que  para  las  relaciones  Ja 0,f Jata  y 
internacionales  de  los  Estados  européos  produjo  el  descu-  dáe  ¡os 
brinden to  de  América,  descuella  la  cuestión  de  la  trata  nacida 
en  esta  época,  también  á causa  de  las  medidas  adoptadas  poi  Callos 


para  organizar  el  trabajo  en  las  colonias  americanas. 

Al  mismo  tiempo  que  esta  época  de  la  historia  del  dciecho  mtn 

nacional  legaba  ú las  venideras  la  cuestión  de  la  trata,  preparaba 

igualmente  la  de  la  libertad  de  los  mares.  España  y Portugal  pie- 
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tendieron  con  motivo  do  su  descubrimiento  el  dominio  exclusivo 
del  Océano,  y el  derecho  exclusivo  de  comercio  con  los  nuevos  terri- 
torios. Asi  tenemos  que  buscar  en  el  resultado  de  los  viajes  de  Colon 
v en  el  paso  del  cabo  de  Bueno-Esperanza,  el  antecedente  histórico 
déla  cuestión  que  algún  tiempo  después  ocupó  la  atención  de  Grotius 
y de  Seldcn.  * 

§ 12.  Pero  la  influencia  que  ejercia  la  autoridad  pontificia 
La  reforma.  Jag  cuest¡0nes  internacionales  no  podia  ménos  de  producir 


con  el  tiempo  consecuencias  fatales  para  los  distintos  Estados  euro- 
peos. Entre  estas  consecuencias,  no  era  la  ménos  importante  la  de 
aislar  estos  Estados  concediendo  á un  poder  y autoridad  extraños  la 
facultad  de  entender  en  sus  mutuas  relaciones  y aun  en  sus  asuntos 
de  política  interior.  En  efecto,  apénas  empieza  á dibujarse  en  el 
siglo  xin  la  constitución  de  las  monarquías  absolutas,  empiezan  tam- 
bién las  protestas  contra  las  atribuciones  del  pontificado,  protestas 
que,  unidas  á otras  causas  puramente  religiosas,  dieron  lugar  á la 
aparición  de  la  reforma  en  el  siglo  xvj.  Con  relación  al  derecho 
internacional,  el  hecho  de  la  reforma  fué,  por  tanto,  de  grande 
importancia.  Suponía  la  constitución  de  las  monarquías  europeas  y 
significaba  que  las  relaciones  entre  los  Estados  debían  do  fundarse 
en  los  Estados  mismos,  y no  en  la  voluntad  del  jefe  de  la  iglesia 
católica. 


El  carácter  positivo  que  desde  entonces  adquirió  el  derecho 
internacional  se  reflejó,  como  no  podia  ménos  de  suceder,  en  los  publi- 
cistas de  esta  época.  ** 

oucUblproce-  § *3.  Uno  de  los  mas  notables  fué  el  jesuíta  español 
fciX:  Francisco  Suarez,  que  señaló  ántes  que  ningún  otro  la 
cisco suarez.  distinción  entre  el  derecho  natural  y los  principios  con- 
vencionales observados  por  las  naciones.  « Fué  el  primero,  dice 


* C‘  (iaIvo>  Amfrica  Latina,  Primer  período,  Bula  de  Alejandro  17,  /,  de  Mayo 
H9°  L P*  4>  Tratado  de  Tordesillas  de  7 de  Junio  de  1494;  1. 1,  p 17-19-  Memo- 
«ay  d^ertacon  bórica  y geográfica  sobre  el  meridiano,  I,  p.  195-196;  Herrera  d.I, 
I lib  I Tnm  ’ a °¿  domara,  lib.  t,  cap.  19;  Lafitau,  Histoire  des  découvertes, 

i i italT’l  T T"‘  llb-  IVIU'C“p-  3>'  *****  '-"‘¡ni.  Colección, 

^ °Par7!“tr0d““i0"  de"C8ros  c"  las  W»  españolas 
10.  la  compañía  real  de  Guinea  establecida  en  Francia,  tomo  ii,  p 61  • Idem  Tratado 

del  asuMito  c negros  concluido  en  Madrid  entre  España  é Inglaterra/  tomo  n,  p.  78. 

“ ''JZZTT , w„c";  '■ s 1°  ;,Schlescl'  pmt*»  * '«•*»».  .<*•  <5; 

taurent,  Droil  des  oens  v \ \v&  T’r  í6^0¿?  c d(!S  progrés  du  droit  international ; 
’,6  1 kS  °ens'  v-  5 i Ward>  Law  °f  nations,  vol.  n,  ch.  17. 
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Mackintosh,  en  comprender  que  el  derecho  internacional  se  como 
no  solo  de  los  principios  de  justicia  aplicados  á las  mutuas  relaciones 
de  los  Estados,  sino  de  los  usos  observados  durante  mucho  tiempo 
por  los  pueblos  de  Europa  en  sus  relaciones  internacionales,  usos  que 
han  sido  consagrados  después  como  ley  consuetudinaria  de  las  nacio- 
nes cristianas  de  Europa  y de  América.  » 

Otra  obra  importante,  también  publicada  á mediados 
del  siglo  xvr,  es  la  de  Francisco  Victoria  intitulada  Relee-  victoria- 
tiones  theologicce.  En  esta  obra  de  teología  casuística,  el  autor  trata 
de  los  títulos  que  tenian  los  Españoles  á la  dominación  del  nuevo 
continente  y de  los  derechos  de  la  guerra.  Ocupándose  de  la  pri- 
mera cuestión,  sostiene  el  derecho  de  los  Indios  á la  dominación 
exclusiva  de  su  propio  país.  Niega  que  se  pueda  declarar  la  guerra 
á los  paganos  so  pretesto  de  que  no  admitan  las  doctrinas  cris- 
tianas, pero  reconoce  que  están  en  el  deber  de  dejar  predicar  el 
evangelio  á los  que  quieran  escucharlo. 

Con  respecto  á los  derechos  de  la  guerra,  examina  si  los  pueblos 
cristianos  pueden  con  entera  justicia  hacerla;  á quien  pertenece  el 
derecho  de  declararla,  que  causas  pueden  justificar  el  ejercicio  de 
este  derecho  y cuales  produce  sobre  el  enemigo  una  guerra  justa. 

Victoria  resuelve  afirmativamente  la  primera  cuestión.  Para  resol- 
ver la  segunda,  compara  los  derechos  del  individuo  con  los  del 
Estado,  y dice  que  este  tiene  no  solo  el  de  detenderse  á sí 
mismo,  sino  el  de  pedir  reparación  por  los  perjuicios  que  hubiere 
recibido.  Examinando  la  tercera  cuestión,  sostiene  que  la  diver- 
sidad de  religión  no  puede  considerarse  como  motivo  que  justifique 
una  guerra.  Afirma  que  en  tiempo  de  guerra  es  lícito  hacer  todo 
lo  necesario  para  la  defensa  y conservación  del  ¡Estado,  y que 
cuando  es  justa  se  puede  ocupar  el  territorio  del  enemigo  y sus 
fortalezas  con  el  objeto  de  castigarle  y obligarle  á firmar  la  paz. 
Discute  también  acerca  de  los  actos  que  constituyen  la  hostilidad, 
y dice  que  no  se  debe  dar  la  muerte  ni  á las  mujeres,  ni  á los 
niños,  los  cuales,  aun  en  las  guerras  contra  los  Turcos,  deben  sei 
tenidos  por  inocentes.  Termina,  en  fin,  Victoria,  esta  parte  de  su 
obra,  estableciendo  las  tres  reglas  siguientes  : 

Primera  : Que  el  soberano  que  tiene  derecho  de  hacer  la  guerra  no 
debe  buscar  protestos  para  este  fin,  sino  tratar  de  v i \ ir  en  paz  ion 
todo  el  inundo,  y teniendo  entendido  que  la  declaración  de  gueita 

solo  puede  justilicarsc  por  la  necesidad, 
a 
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Segunda  : Que  aun  cuando  una  guerra  sea  justa,  no  debe  tener  por 
objeto  la  destrucción  completa  del  enemigo,  sino  el  ocasionarle  un 
mal,  en  virtud  del  cual  la  paz  pueda  asegurarse. 

Tercera  : Que  el  vencedor  debe  usar  con  moderación  y humildad 
cristiana  de  la  victoria. 

Una  de  las  obras  mas  completas  sobre  los  principios  de  Baltasar 
la  guerra,  publicadas  en  esta  época,  fue  la  de  Baltasar  de 
Avala  titulada  Da  jure  et  ofjicús  belli. 

Avala  sostiene  que  las  formas  que  deben  observarse  en  la  declaración 
de  una  guerra  son  tan  esenciales,  que  sin  ellas  ninguna  se  podrá 
considerar  justa.  Como  Victoria,  Ayala  reconoce  que  el  poder  de 
declarar  y de  hacer  la  guerra  es  exclusivo  del  Estado,  y que  ni 
los  rebeldes,  ni  los  piratas,  pueden  ser  considerados  como  enemigos 
públicos.  También  dice,  que  la  diferencia  de  religión  no  es  causa  que 
justifique  la  guerra,  y que  los  infieles  tienen  derechos  de  soberanía  y 
de  dominio  reconocidos  por  el  derecho  de  gentes. 

Las  represálias,  según  Ayala,  participan  del  carácter  de  las  guer- 
ras,}-así  solo  pueden  ser  decretadas  por  el  supremo  poder  del  Estado. 
En  cuanto  á las  cosas  tomadas  al  enemigo,  y al  jus  postliminü, 
afirma  que  las  primeras  'pertenecen  de  derecho  al  vencedor,  y 
prueba  que,  según  las  leyes  de  España,  no  solo  las  tierras  y las  casas 
sino  los  buques  de  guerra  apresados  eran  propiedad  de  la  Coiona.  Re- 
lativamente á los  bienes  muebles  dice,  que  el  Estado  debia  limitar  el 
derecho  que  tenían  los  vencedores  á apropiárselos.  Cita  muchos 
textos  del  derecho  romano  para  probar  que  las  personas  podían  ser 
también  propiedad  de  los  vencedores,  lo  cual  sucedía  en  la  guerra 
entre  las  naciones  cristianas  y los  Turcos.  Las  personas  así  convertidas 
en  esclavas  recobraban  su  libertad  volviendo  á su  propio  país  por  de- 
recho de  postliminio,  y por  este  mismo  el  poseedor  de  bienes 
inmuebles  recobraba  su  propiedad  una  vez  expulsados  del  país  los 
enemigos. 


Ayala  agrega  que  los  contratos  con  los  rebeldes  son  enteramente 
nulos,  y aplica  el  mismo  principio  con  respecto  á los  contratos  con 
tiranos,  entendiendo  por  esta  palabra  usurpadores. 

Los  tratados  entre  las  naciones  son  divididos  por  este  autor  en 
tres  grandes  clases  ó grupos,  á saber  : 

Io  Los  tratados  en  los  cuales  el  partido  vencedor  impone  su  lev  al 
vencido ; J 

2°  L°^ lratados  de  Paz  y de  alianza  fundados  sobre  bases  recíprocas; 


o 
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3°  Los  tratados  de  alianza  entre  naciones  que  no  se  lian  hecho  nunca 
la  guerra. 

Este  último  grupo,  según  Ayala,  puede  subdividirse  en  tratados  de 
alianza  defensiva  y en  otros  de  alianza  á la  vez  defensiva  y ofensiva 
pudiéndose  añadir  á todos  los  anteriores  los  de  comercio. 

Se  ocupa  también  de  los  derechos  de  legación  y dice  que,  en 
todos  los  tiempos  y en  todas  las  naciones,  los  embaj adores* han 
sido  considerados  como  sagrados  c inviolables.  Pero  los  derechos  de 
legación,  según  este  publicista,  no  pertenecen  ni  á los  piratas,  ni  á 
los  ladrones,  ni  á los  rebeldes,  ni  tampoco  el  carácter  de  embajador 
es  bastante  para  que  los  traidores  sean  inviolables.  Aplicando  estos 
principios  á la  cuestión  de  los  dos  embajadores  de  Francisco  Io,  asesi- 
nados en  el  Milanesado,  Ayala  probaba  que  la  razón  y la  justicia  esta- 
ban dfe  parte  del  emperador  Carlos  V. 

Otro  publicista  notable  del  mismo  siglo  xvi  fué  Albericus  A1|)Crj 
Gentilis,  que  publicó  en  1589  su  tratado  De  jure  belli.  Esta  Gcnliiis 
obra  es  la  base  de  la  de  Grotius.  Lampredi  dice  acerca  de  este  punto, 
que  Gentilis  fué  el  primero  que  explicó  las  leyes  de  la  paz  y de  la 
guerra,  sugiriendo  probablemente  á Grotius  la  idea  de  su  obra  sobre 
el  mismo  asunto. 

En  1583,  Gentilis  publicó  también  un  trabajo  de  mucha  importancia 
sobre  el  derecho  de  embajada,  de  legationibus , que  dedicó  á sir  Felipe 
Sydney.  Una  de  las  cuestiones  de  que  se  ocupa  en  este  libro,  es 
la  de  si  el  carácter  público  de  los  embajadores  se  extiende  á los  Estados 
á que  no  están  acreditados.  Gentilis  la  resuelve  negativamente.  Niega 
también  que  los  rebeldes  tengan  derecho  de  embajada,  y en  el  case 
de  guerra  civil,  dice  que  para  que  nazca  este  derecho,  es  preciso  que 
los  dos  partidos  sean  de  tal  modo  iguales  en  fuerzas,  que  puedan 
considerarse  como  enemigos  públicos.  Sostiene  que  las  diferencias  de 
religión  no  pueden  privar  de  los  derechos  de  embajada,  porque, 
aunque  dos  pueblos  se  traten  y consideren  como  herejes  y cismáticos, 
no  dejan  por  esto  de  estar  sometidos  á las  leyes  públicas. 

Este  autor  hace  extensivas  las  inmunidades  de  los  embajadoies  á 
los  individuos  que  les  acompañan,  á sus  bienes  y á las  casas  que 
habitan;  pero  pretende  que  están  sujetos  á la  jurisdicción  locai  ordi 
naria  de  los  tribunales  civiles  con  respecto  á los  contratos  que  cele- 
bren durante  el  tiempo  de  su  misión. 

Trata  con  detenimiento  de  las  cualidades  necesarias  en  un  embaja- 
dor. Estas  son  tan  numerosas  como  las  que  Liccion  exijo  pañi 
formar  un  orador  perfecto.  Gentilis  quiere  que  un  embajador  sea 
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elocuente,  que  reúna  grandes  conocimientos  en  la  historia  y en  la 
filosofía  de  la  política,  que  tenga  dignidad  en  sus  maneras,  piudcncia 
y (ir, noza  de  carácter,  y que  defienda  á todo  trance  la  verdad  y la 

justicia.  dc  |0S  publicistas  que  precedieron  á Grotius  fué 

Maqníavcio.  jyfaqUiavel0 , que  ocupó  puestos  políticos  de  grande  impor- 
tancia. En  su  obra  titulada  El  príncipe,  describe  la  sociedad  en  que 
vi via  de  un  modo  tan  lúgubre,  que  muestra  que  no  era  mas  que  un 
conjunto  de  corrupción  y de  miserias.  Gentilis  cree  que  la  obra  de 
Maquiavelo  es  una  sátira  ardiente  de  los  vicios  de  los  príncipes,  y 
una  completa  exposición  de  los  medios  que  ponen  en  juego  los  tira- 
nos. Lo  cierto  es  que  la  obra  de  Maquiavelo  ha  sido  generalmente 
juzgada  en  distinto  sentido,  y que  su  nombre  ha  servido  para  desig- 
nar un  sistema  de  gobierno  basado  exclusivamente  sobie  el  mas 
intolerable  absolutismo  y la  mas  solapada  y repugnante  hipocresía. 
El  gran  defecto  de  este  publicista  fué  separar  completamente  y 
aun  oponer  la  política  á la  moral.  Así,  sus  conclusiones  se  dirigen 
á alcanzar  por  cualquier  medio  el  poder  y la  preponderancia.  Algu- 
nos escritores  han  dicho  que  esta  obra  inspiró  la  Saint-Barthélemy  y 
los  asesinatos  de  los  Paises-Bajos ; en  nuestro  concepto,  esos  hechos 
deben  atribuirse  mas  bien  al  carácter  que  necesariamente  tomó  en 
este  siglo  la  lucha  religiosa,  que  á la  influencia  ejercida  por  el 
libro  de  Maquiavelo.  * 

§ 14.  Pero  ni  la  obra  de  Maquiavelo,  ni  la  de  Victoria,  ni 
ninguna  de  las  que  nos  hemos  ocupado,  contiene  una  teoría 
del  derecho  internacional  á la  altura  de  esta  época  de  la  historia.  Ne- 
cesitábase de  un  hombre  que  dominara  todas  las  grandes  cues- 
tiones que  trabajaban  á la  sociedad  européa  en  el  siglo  xvi  y en  los 
primeros  años  del  xvii;  un  hombre  á quien  no  fuera  extraña 
ni  la  religión,  ni  la  política,  ni  la  íilosofía,  ni  la  historia,  y que 
tratara  además  de  dar  unidad,  de  sistematizar  sus  ideas.  Este 
hombre,  necesario  en  la  historia  de  la  humanidad,  y que  debía 
representar  en  ella  un  papel  de  tan  grande  importancia,  fué  Hugo 
Grotius. 

dCS  progrés  du  droit  des  S/ens,  v.  I,  p.  32-53;  Mackintosh, 
rcJ  anuí  n 'UCa  Plnl0S0PhV>  sect.  3,p.  51;  Balthazaris  Ayate,  J.-C.  el  Exercitus 
Viuíl  n°°S,  ST'Tl  Jundlci’  de  ¿ure  et  °^ciis  belli>  libri  III,  Antverpiae, 

ss  *-*••  «¿¿LISA 
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Grolius  nació  el  dia  10  de  abril  de  1883  en  riele  c 
. ou  precoz 

inteligencia,  su  gran  memoria, su  incansable  actividad  para  el  estudio 

llamaron  bien  pronto  la  atención  general.  A la  edad  de  8 años 

componía  versos  en  latín,  y á los  15,  sostenía  tésis  en  el  mismo 

idioma  sobre  filosofía,  matemáticas  y jurisprudencia.  A los  17  años 

defendió  una  causa,  como  abogado,  ante  los  tribunales.  Apenas 

tenia  24  años,  fué  nombrado  cronista  de  las  Provincias-Unidas 

y abogado  fiscal  en  las  provincias  de  Holanda  y Zelandia.  Después 

y habiendo  muerto  el  pensionario  de  Rotterdam,  Grotius  le  reemplazó. 

Este  nuevo  puesto  le  puso  en  íntima  relación  con  Barneveld,  gran 

pensionario  de  Holanda,  cuya  suerte  influyó  tanto  en  la  del  célebre 

publicista. 

Una  cuestión  religiosa,  la  cuestión  de  los  Gornavistas  y de  los 
Remontrantes,  fué  causa  de  que  el  principe  de  Orange  penetrase  en 
Holanda  á mano  armada  é hiciese  prender  en  1618  á Barneveld, 
y Hoogerberter , pensionario  de  Leyde. 

Grotius  fué  acusado  de  haber  sido  cómplice  de  Barneveld;  de 
haber  sido  diputado  de  los  Estados  cerca  del  senado  de  Amsterdam 
para  libertar  esta  ciudad  de  los  partidarios  de  Gomar,  y de  haber 
excitado  á la  ciudad  de  Utrecht  para  que  se  defendiera  contra  el 
príncipe  de  Orange.  Grotius  declinó  la  competencia  de  los  funciona- 
rios nombrados  para  juzgarle  y no  habiendo  sido  atendido,  protestó 
contra  la  violencia  de  que  era  objeto.  Esta  firmeza  de  carácter 
exaltó  á sus  perseguidores  que  le  condenaron  á prisión  perpetua  y á 
la  confiscación  de  sus  bienes.  Fué  conducido  á la  fortaleza  de  Lou- 
vestein,  y encerrado  en  ella  el  dia  6 de  junio  de  1619. 

A los  14  meses  de  prisión  logró  fugarse,  merced  á una  hábil 
combinación  de  su  fiel  y heroica  esposa,  y se  dirigió  á Francia  donde 
Luis  XIII  le  acogió  cordiahnente  y le  señaló  una  pensión  de  3,000 
francos  anuales. 

Grotius  se  consagró  entóneos  á su  gran  obra  sobre  el  Derecho  de  la 
guerra  y de  la  paz,  en  la  cual  empleó  18  meses,  es  decir,  desde  el 
principio  del  año  1623  hasta  junio  de  1624.  En  noviembie  del  mis 
mo  año  se  empezóla  impresión  que  fué  terminada  enmaizode  16  o. 
Grotius  dedicó  esta  primera  edición  á Luis  XHI. 

En  1627,  fué  condenada  por  Roma  y su  título  puesto  en  el 
índice. 

Algún  tiempo  después,  con  motivo  de  la  muerte  de  Mauricio  de 
Nassau,  volvió  Grotius  á su  patria  donde  le  fueron  devueltos  sus  bienes 
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pero  no  pud ¡enclo  obtener  su  rehabilitación  se  retiró  á la  ciudad  de 

En  1635  aceptó  el  cargo  de  embajador  de  Suecia  cerca  de  la  corte 
de  Francia.  Las  vacilaciones  de  Grotius  con  respecto  al  protestantismo, 
vacilaciones  que  le  habían  ocasionado  grandes  enemistades,  dificultaron 
mucho  el  cumplimiento  de  su  misión.  En  4640,  publicó  sus 
anotaciones  sobre  Cassander,  en  las  cuales  sostuvo  la  transus  tan  dación, 
la  autoridad  del  Papa,  el  celibato  eclesiástico,  la  comunión  bajo  una 
especie.  Siguiendo  por  este  camino  llegó  bien  pronto,  en  1642.  á reco- 
nocer que  "la  reforma  había  sido  mas  bien  funesta  que  provechosa. 
Estas  cuestiones  teológicas  le  separaban  mucho  del  activo  desempeño 
de  su  cargo,  y agoviado  por  los  disgustos  que  esa  lucha  le  ocasionaba, 
solicitó  y obtuvo  del  gobierno  sueco  su  separación  de  la  embajada 
y el  permiso  para  trasladarse  á Stockholmo.  No  sentándole*  bien  el 
clima  de  Suecia  se  dirigió  á Lubeck.  Apenas  se  puso  en  el  mar,  una 
violenta  tempestad  arrojó  al  cabo  de  tres  dias  el  buque  que  le  con- 
ducía á las  costas  de  Pomcránia,  desde  donde  tuvo  que  andar 
espuesto  al  aire  y al  frió  sobre  un  mal  carro  unas  sesenta  leguas  hasta 
llegar  á Rostock.  Grotius  murió  el  28  de  agosto  de  1645,  no  sin 
que  dejara  de  decirse  que  la  reina  de  Suecia  le  había  hecho  enve- 
nenar (1). 

Por  muy  notables  que  sean  todas  sus  obras  es  preciso  reconocer 
que  su  Derecho  de  la  guerra  y de  la  paz  es  la  mas  importante,  y 
la  que  ha  hecho  pasar  su  nombre  á la  posteridad.  Sin  su  publicación 
Grotius  que  figuró  en  el  siglo  de  Scaligero,  ele  Belarmino,de  Mariana, 

(1)  Las  principales  obras  escritas  por  Grotius  fueron  las  siguientes  : 

Colección  de  poesías.  El  Haya,  1601. 

Maro  liberum,  sen  de  jure  quod  Batavis  competit  ad  Indica  commercia,  1009. 

De  Antiquitate  reipublicaí  Batavicae,  1610. 

De  veritate  religionis  christianae. 

Ordmuin  Hollandue  et  Westfrisiae  decretum  pro  pace  ecclesiarum,  mimilum 
S.  Scriptnra»,  Concdiorum,  Patrum,  confessorum  et  tlieologorum  testimoniis. 

De  imperio  suinmarum  potestatuin  circa  sacra. 

Defcnsio  íidci  catholicie,  de  Satisfactione  Christi,  adversos  Faustum  Socinuno 
Senensem. 

Couciliatio  dissidentium  de  re  prffldestinatoriá  atque  graliá  opinionurn. 

Disquisitio,  au  Pelagiana  sint  illa  dogmata,  quae  mine  sub  eo  nomine  tradu- 

vUlJ  til  i , 

Commeníar¡Ura  v,clfrum  se»tentia  'lc  fato’  et  dc  “ quod  est  in  nos  Irá  poteslate. 

commentanus  ad  loca  qua;dam  Novi  Testamenti  de  Anticbristo. 

isscrtatio  de  Coenaj  administratione,  ubi  pastores  non  adsunt 

Va  aiJ  pacem  ecclesiasticam. 

vo£airroi,z  sssr  iocw“m  "•  t-  "■ ,nibus  a8itur  de  ndc  «• 
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de  Sarpí,  de  Bacon,  de  Pascal  y de  Hobbcs  no  hubiera  podido  salva 
los  límites  que  separan  el  publicista  mediano  del  de  génio. 

El  Derecho  de  la  guerra  y de  la  paz,  se  adoptó  como  libro  de  texto  i I 
en  todas  las  universidades.  ’ 

Según  Ompteda,  hasta  1758,  se  habían  hecho  45  ediciones.  Hallam  i i 
dice  que  el  tratado  de  Grotius  forma  época  en  la  historia  filosófica 
y aun  en  la  política  de  Europa,  y que  30  ó 40  años  después  de  su 
publicación,  era  citado  como  autoridad  por  los  profesores  de  las 
universidades,  y se  consideraba,  al  rnénos  en  los  Estados  protestantes íl 
de  Europa,  como  necesario  al  estudio  del  derecho  civil. 

La  obra  de  Grotius  ha  sido  seriamente  combatida  en  su  método 
en  sus  tendencias  por  algunos  publicistas. 

Uno  de  los  argumentos  que  se  han  aducido  es  que  el  autor,  preocu- 
pado con  la  jurisprudencia  romana,  ha  distraído  su  atención  de  la . 
idea  filosófica  del  derecho.  Por  grave  que  á primera  vista  parezcan 
este  argumento,  se  apreciará  también  su  verdadero  valor  teniendo  en 
cuenta  que  aun  en  nuestros  dias  se  recurre  á la  legislación  y juris- 
prudencia romana  como  fuentes  del  derecho  internacional,  y que  una 
escuela  moderna  de  gran  renombre,  la  escuela  histórica  alemana  repre- 
sentada por  Savigny,  ha  sostenido  y sostiene  pretensiones  superiores 
á las  de  Grotius. 

Según  J.  J.  Rousseau,  Grotius  ha  confundido  el  hecho  con  el  derccfio 
y los  deberes  de  las  naciones  con  la  práctica  de  las  naciones.  Hallam 
refuta  la  opinión  del  publicista  de  Ginebra  y dice  que  aunque 


De  suramo  Sacerdotio. 

De  Dogmatis,  Ritibus  et  Gubernatione  ecclesite  christianae. 

Apologeticus  eorum  qui  Hollandúe,  Westfrisiae  et  vicinis  quibusdam  nationibus 
ex  legibus  praefuerunt  ante  mutationem,  anni  1618;  Parisiis,  1622. 

De  jure  belli  ac  pacis,  libri  tres  ; Parisiis,  1625. 

Exeerpta  ex  tragediis  et  comediis  graecis,  túin  quae,  exstant,  tíim  quae  pcrieum  , 
eméndala  et  latinis  versibus  reddita,  1626. 

Euripidis  tragedia  Phenissae,  emendata  ex  manuscriptis,  et  latina  facta  ab  uaon 
Grotio;  Parisiis,  1630.  . ....  p -¡j 

Florum  sparsio  in  jas  Justinianeum  et  in  loca  quíedam  jnris  civilis,  an-  ’ 

De  origine  genlium  americanarum  dissertatio  piior,  1642. 

De  origine  gentium  americanarum  dissertatio  altera,  adversas  o rec  a 
bonum  quem  fecit  barba;  Parisiis  1643. 

Historia  Gothorum,  Vandalorum  et  Longobardorum,  1655.  inducías 

Annales  et  historia  de  rebus  bclgicis;  ab  obitu  Philippi  regís  nsqi 
anni  1609  ; Amstelodami,  1657. 

Hugonis  Grotii  Epístola; ; Amstelodami,  1687.  , 

Sobre  la  obra  de  Maro  liberum  puede  consultarse  lo  que  deeim  ■ 

la  libertad  de  los  mares.  „„ 
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Ooiius  ha  reconocido  la  legitimidad  de  la  esclavitud  y proclamado 
la  completa  obediencia  á los  príncipes,  no  ha  llegado  a sai  nal 
esta  injusticia;  que  el  primer  principio  de  la  hlosóha  de  Giotms 
en  respetar  lo  que  consideraba  como  verdad  divina  y que,  si  algún 
ve/,  se  había  equivocado  en  la  aplicación  de  este  principio,  era  más 
bien  debido  á las  ideas  de  su  tiempo,  y que  los  que  condenaban 
enteramente  el  principio  de  autoridad  no  podían  apreciar  con  exac- 
titud su  libro.  Pero  esta  objeción  se  refuta  fácil  y victoriosamente 
con  tener  solo  en  cuenta  que  está  motivada  en  un  punto  de  vista 
exclusivo  é incompleto  del  escritor  que  la  alega.  Por  que  un  método 
superior  al  de  Rousseau  mismo  llega  forzosamente  á la  conclusión 
de  que  los  hechos  constituyen  también  teoría,  que  hay  una  íntima 
relación  entre  el  hecho  y la  idea  que  maniíiesta,  y que  la  historia, 
eonio  dice  un  publicista  contemporáneo,  es  la  metafísica  en  acción 


de  la  humanidad.  Si  Grotius  sella  atenido  generalmente  á los  hechos, 
no  puede  ser  por  este  motivo  censurado.  Antes  mas  bien  merece  una 
mayor  consideración  y respeto  por  haber  evitado  con  su  buen  sentido 
práctico  los  peligros  de  nuevas  é injustificadas  teorías. 

No  obstante,  la  obra  de  Grotius  dista  mucho  de  ser  completa. 
Como  todos  los  grandes  publicistas,  es  principalmente  un  hombre 
de  su  tiempo.  Su  mérito  ha  estado  en  levantar  las  cuestiones  de 
derecho  internacional;  su  defecto  en  no  fundar  bien  lo  que  debía 
servir  de  base  de  su  libro.  Para  Grotius  en  realidad  no  liav  derecho 

V 

do  la  guerra,  es  decir,  la  guerra  queda  como  un  hecho  antijurídico  y 
antisocial,  y lo  único  que  se  puede  conseguir  es  que  dentro  de  este 
hecho  antijurídico  se  respeten  en  todo  lo  posible  los  deberes  de 
humanidad.  El  principio,  pues,  sobre  el  cual  levantó  su  obra  no 
está  justificado,  ni  fundado  racionalmente.  Por  esto,  desde  Grotius, 
la  tendencia  de  todos  los  publicistas , como  veremos  mas  ade- 
lante, ha  sido  salvar  esta  dificultad  gravísima  que  dejando  al  derecho 
internacional  sin  razón  de  ser  y como  hecho  pasajero  y transitorio, 
compromete  la  existencia  de  todos  los  demás  y niega  lógicamente  la 
historia  y la  sociedad  misma. 


Todas  las  otras  criticas  son  ó superficiales  y,  por  decirlo  así,  ex- 
trañas a su  objeto,  ó debidas  á un  espíritu  de  conocida  parcialidad* 
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TERCEI1A  ÉPOCA.  DESDE  LA  PAZ  DE  WESTFALIA  HASTA  LA 

PAZ  DE  UTRECHT,  1648-1713. 


§ 15.  Con  razón  se  ha  considerado  la  paz  de  Westfalia  d£“dcSo 
como  el  punto  que  abre  la  historia  del  derecho  interna-  Sf™ag„Sí 
cional  moderno.  Por  la  paz  de  Westfalia  se  proclamó  la  SadépoSi° 
legitimidad  de  la  reforma  consagrándose  la  igual  consideración  del 
catolicismo,  el  luteranismo  y el  calvinismo ; se  cerró  el  período  de 
las  luchas  religiosas  y las  guerras  contra  la  casa  de  Austria;  se  detuvo 
el  impulso  de  Alemania  hacia  la  constitución  de  su  nacionalidad  bajo 
la  idea  católica ; se  facilitó,  en  fin,  el  engrandecimiento  de  la  Prusia 
que  liabia  de  servir  de  contrapeso  al  poder  de  la  casa  de  Austria.  El  i 
tratado  de  Westfalia  es  como  la  base  del  derecho  internacional  européo  ' 
hasta  la  revolución  francesa.  Poco  tiempo  después  de  este  tratado  se 
celebró  el  de  los  Pirineos  entre  España  y Francia,  que,  dando  por 
resultado  la  unión  de  la  infanta  Maria-Tercsa  con  Luis  XIV,  preparó 
el  advenimiento  sobre  el  trono  de  España  de  la  dinastía  borbónica. 

La  paz  de  Westfalia  coincide  con  la  aparición  de  nuevos  publicistas 
que  tratan  de  profundizar  los  principios  del  derecho  internacional,  y 
con  el  establecimiento  de  legaciones  permanentes  que  representaba  el 
carácter  permanente  también  de  las  relaciones  internacionales. 

Desde  la  paz  de  Westfalia  hasta  la  paz  de  Utrecht,  es  decir,  durante 
un  periodo  de  poco  más  de  medio  siglo,  la  política  internacional  euro- 
péa  está  dominada  por  las  pretensiones  de  Luis  XIV  que  trata  no 
solo  de  extender  los  límites  de  la  Francia  hasta  el  Rliin,  sino  también 
de  adquirir  la  soberanía  de  España  y sus  inmensas  colonias.  Estas 
guerras  fueron  suspendidas  por  los  tratados  de  Aix-la-Chapellc  en  1068, 
de  Nimega  en  1678  y de  Ryswick  en  1697.  Durante  este  período 
las  Provincias-Unidas  se  aliaban  ya  con  Francia,  ya  con  Inglaterra, 
según  los  temores  que  les  inspiraba  el  engrandecimiento  de  cualquiera 
de  estos  Estados.  Inglaterra  consumó  también  su  revolución  política, 
aislándose  un  tanto  por  su  posición  y las  pretensiones  de  su  gobierno, 
por  más  de  que  el  de  Francia  se  apresuró  á reconocer  á Oomnell,  así 
como  en  1688  lo  hizo  con  Guillermo  III.  * 
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Desde  la  paz  de  Wcstfalia  los  Estados  europeos  empezaron 
Kcurop¿^  ¿ vivir  mas  en  relación  y contacto, de  tal  modo  que  los  cambios 
de  uno  ó el  engrandecimiento  de  otro,  influían  más  ó ménos  directamente 
en  la  situación  de  todos.  Este  fué  el  antecedente  necesario  de  un 
principio  que,  desarrollándose,  ha  llegado  á constituir  la  base  del  dere- 
cho internacional  europeo.  Este  principio  es  el  del  equilibrio  de 


los  grandes  Estados. 

Pero  como  en  las  relaciones  internacionales  no  liay  prin- 
intervencion.  cipio  que  no  encierre  en  sí  ó se  traduzca  por  un  derecho, 
este  principio  del  equilibrio  europeo  dió  lugar  lógica  y necesariamente 
á lo  que  se  ha  llamado  derecho  de  intervención.  Considerado  este, 
pues,  bajo  tal  punto  de  vista,  no  es  mas  que  la  significación,  en  el 
terreno  de  los  hechos,  del  principio  general  del  equilibrio  de  los 
grandes  Estados  de  Europa.  Y como  todas  las  cuestiones  que  se  agitan 
en  la  época  que  nos  ocupa  son  ocasionadas  por  el  engrandecimiento 
pretendido  ó realizado  por  algunas  naciones,  resulta  que  en  todas  las 
referidas  cuestiones  encontraremos  más  ó ménos  directamente  com- 


prendido el  derecho  de  intervención  (1). 

luís  xiv  y Los  resultados  de  la  paz  de  Wcstfalia,  permanentes  en 
fiespucs'dc  el  fondo,  no  lo  fueron  en  su  aplicación,  á consecuencia  de 
wcstfalia.  ° la  política  adoptada  por  Luis  XIV.  En  vez  de  tratar  sola- 
mente de  conservar  la  preponderancia  de  Francia  sobre  las  dos 
ramas  de  la  casa  de  Austria,  amenazó  al  mismo  tiempo  la  indepen- 
dencia de  Holanda  y de  Alemania  y el  dominio  de  España  sobre 
sus  provincias  de  los  Paises-Bajos.  Esta  conducta  del  monarca 
francés  apresuró  la  revolución  inglesa  de  1688,  y fué  la  causa  de  que 
Inglaterra  figurara  en  la  liga  de  Augsburgo.  Otro  hecho  vino  á com- 
plicar la  situación  ya  difícil  de  Europa. 

La  guerra  do  La  línea  masculina  de  la  casa  reinante  en  España  estaba 
en  España,  a punto  de  extinguirse  con  Cárlos  II.  Los  soberanos  de 
Austria,  Francia  y Baviera  reclamaban  derechos  al  trono  de  España, 
* aunque  Luis  XIV  liabia  renunciado  á estos  por  su  contrato  matri- 
monial con  la  infanta  Maria-Teresa,  los  reclamaba,  sin  embargo, 
para  los  descendientes  del  mismo  matrimonio.  Interesaba  á Europa 
que  no  se  realizasen  los  planes  de  Luis  XIV  ni  los  del  emperador 
e Austria,  por  la  preponderancia  absoluta  que  cualquiera  de  ellos 
hubiera  alcanzado  dominando  en  España. 

El  asunto  de  la  sucesión  ocupó,  pues,  preferentemente  la  atención 


fl)  Véase  el  Capitulo  II. 
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ele  la  política  européa,  durante  este  período,  dando,  al  fin,  pOV  resuI 
tado  el  célebre  testamento  de  Carlos  II  á virtud  del  cual  fué  instj 
tuido  heredero  universal  de  la  corona  de  España  el  duque  de  Anjou" 
nieto  de  Luis  XIV.  Á falta  del  duque  de  Anjou  se  nombraba  here- 
dero de  estos  dominios  al  duque  de  Berri ; á falta  del  duque  de  Berri 
al  archiduque  Cárlos  y á falta  del  archiduque  Carlos,  al  duque  de 
Saboya.  Luis  XIV  aprobó  el  testamento  de  Cárlos  II  y dió  así  lu^ar  á 
la  sangrienta  y desastrosa  guerra  que  terminó  por  la  paz  de  Utrccht 
en  1713. 

Por  el  tratado  de  Utreclit  se  reconoció  el  derecho  de  una  de  , 
las  líneas  de  la  casa  de  Borbon  á la  corona  de  España,  pero  con  LJlrocllt- 
la  condición  de  que  esta  corona  no  se  reuniría  á la  de  Francia. 
Al  mismo  tiempo  este  tratado  con  feria  el  dominio  de  Bélgica,  el 
Milanesado  y Nápoles,  que  habían  pertenecido  á la  corona  de  España, 
á la  casa  de  Austria.  Se  reconoció  de  nuevo,  por  el  mismo,  la  legi- 
timidad de  la  revolución  inglesa  de  1688  garantizándose  la  sucesión  á 
la  corona  de  Inglaterra  en  la  casa  de  Hanover. 

El  tratado  de  Utrecht  ha  sido  clespues  constantemente  confirmado 
en  los  celebrados  hasta  la  época  de  la  revolución  francesa.  La  pri- 
mera vez  en  que  se  omitió  esta  confirmación  fué  en  el  de  la  paz  de 
Luneville  en  1800.  También  se  hizo  caso  omiso  en  la  de  Amiens 
en  1803.  El  tratado  de  Viena  de  1738  trasfirió  la  soberanía  del  reino 


de  Nápoles  á una  de  las  ramas  de  la  casa  de  Borbon. 

Como  se  vé,  la  importancia  de  la  paz  de  Utrccht  en  el  derecho 
internacional  européo  es  inmensa.  Wheaton  clecia  en  1833  que  la  parte 
central  de  Europa  se  fundaba  aun  sobre  las  bases  de  esta  paz.  Esto 
ha  dejado  de  ser  enteramente  exacto  desde  las  últimas  guerras 
entre  Francia  é Italia  contra  Austria  y principalmente  después  de  la 
última  guerra  entre  Austria  y Prusia. 


Desde  la  paz  de  Nimega  de  1678  hasta  la  guerra  sostenida  Derecho 

. , , r i marítimo  ; 

3i*  r rancia  en  1689,  para  restablecer  en  el  trono  de  Ingla-  ordenanzas 

’ 1 . tic  Lilis  IIT 

'■  ■ • *“  de  IGSI. 
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1 . de  Luis  XIV 

térra  á «facobo  II,  el  gobierno  francés  se  ocupó  seriamente  de  igsi. 
del  desarrollo  de  los  recursos  marítimos  de  la  nación.  A este  fin  se 
dirigió  la  publicación  de  la  ordenanza  para  la  marina  de  1081.  En 
ella  se  compilaron  todas  las  ordenanzas  francesas  desde  Lulos  M 
en  1400  hasta  los  edictos  mas  recientes,  consultándose  también  las 


costumbres  marítimas  contenidas  en  el  Consulado  de.  la  mar. 

La  ordenanza  de  la  marina  de  1081  reunió  por  este  medio  los 
principios  y reglas  admitidos  con  respecto  á las  presas  marítimas,  y 

á los  demás  puntos  de  esta  parte  importantísima  del  derecho  intci- 
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nacional.  En  lo  relativo  i las  presas  marítimas  ha  ejercido  grande 
autoridad  en  los  tribunales  de  casi  todos  los  Estados  manamos 
de  Europa,  v principalmente  en  los  ingleses. 

Admitió  el  principio  establecido  por  el  Consulado  de  la  mar,  que 
declaraba  que  las  mercancías  enemigas  conducidas  por  un  buque 
neutral  eran  buena  presa,  pero  rechazó  el  otro,  admitido  también  pol- 
la misma  obra,  que  establecía  que  las  mercancías  neutrales  condu- 
cidas por  buques  enemigos  no  podían  considerarse  como  buena 
presa.  En  este  punto  la  ordenanza  de  Luis  XIV  se  resintió  de  un  es- 
píritu de  exclusión  digno  de  la  mayor  censura.  España  adoptó  también 
esta  parte  de  la  ordenanza  francesa  en  contradicción  con  su  famoso 
Consulado  de  la  mar.  Pero  las  demás  naciones  marítimas  de  Europa 
rechazaron  esta  conclusión  y confiscaban  solamente,  según  los  prin- 
cipios racionales  del  derecho  de  gentes,  las  mercancías  pertenecientes 
al  enemigo. 

Esta  última  regla  del  Consulado  de  la  mar  fué,  en  su  sentido  general, 
cayendo  en  desuso,  merced  al  principio  superior  que  se  denominó  con 
la  frase  de  buques  libres,  mercancías  libres. 

En  1604  la  Sublime  Puerta  consintió  en  que  la  bandera  francesa 
protegiera  las  mercancías  enemigas  contra  los  buques  de  guerra  oto- 
manos. Este  mismo  principio  se  consignó  después  en  varios  tratados 
celebrados  por  Turquía  con  otros  Estados  de  Europa. 

El  tratado  de  los  Pirineos  de  16o9,  que  terminó  la  guerra  entre  Fran- 
cia y España,  estipuló  que  si  cualquiera  de  las  partes  contratantes 
se  empeñaba  en  una  guerra  con  otro  tercer  Estado,  las  mercancías 
enemigas  conducidas  por  buques  de  la  otra  parte  neutral  no  podrían 
ser  confiscadas,  y que  lo  serian  en  cambio  las  mercancías  neutrales 
que  condujeran  á bordo  los  buques  enemigos.  Estas  estipulaciones, 
particulares  á Francia  y España,  son  también  como  un  antecedente 
de  la  ordenanza  de  la  marina  de  1681. 

ca  regia  (te  Antes  de  la  paz  de  Utrecht,  Inglaterra  reconoció  por 

mercancía0’  muchos  tratados  la  regla  de  buques  libres , mercancías  li- 
^ibre.  Entre  estos  se  citan  el  de  1604  con  Portugal,  el  de 

1677  con  Francia  y los  de  1074  y 1688  con  Holanda. 

En  el  tratado  celebrado  con  Portugal,  se  reconocia  por  Inglaterra 
no  solo  la  regla  de  buques  libres,  mercancías  «libres,  sino  la  correla- 
tiva de  buques  enemigos,  mercancías  enemigas  y confiscables.  Esta 
estipu  ación  continuó  hasta  1810  formando  parte  de  la  legislación 
internacional  de  los  dos  reinos. 

higlateira  celebró  en  1667  un  tratado  con  Francia  adhiriéndose  á 
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la  regla  anterior.  El  objeto  que  se  propuso  fue  proteger  su 

contra  los  corsarios  franceses ; y el  consentimiento  de  Franci#  ■;  . 

* ‘«uuci  d estos 

principios,  que  se  separaban  de  los  reconocidos  por  sus  leyes  de  presas 
fué  alcanzado  por  la  admisión  de  fábricas  francesas  en  Inglaterra.  ’ 

Estas  dos  reglas  de  buques  libres,  mercancías  libres  y buques  ene- 
migos, mercancías  enemigas,  fueron  reconocidas  por  Holanda,  y por 
los  tratados  de  1663  entre  Francia  y Dinamarca  y de  1672  entre 
Francia  y Suecia. 

Por  el  de  1670,  Suecia  y Dinamarca  adoptaron  la  antigua  regla 
establecida  por  el  Consulado  de  la  mar , y esta  misma  fué  estipulada 
en  los  tratados  entre  Inglaterra  y Suecia  de  1661,  1666  y 1670  y entre 
Inglaterra  y Dinamarca  de  1670. 

Después  de  la  paz  de  Utrecht  se  firmaron  tratados  especiales  do  nave- 
gación y de  comercio  entre  Inglaterra  y Francia,  Inglaterra  y Holanda, 
y Francia  y Holanda.  En  todos  ellos  se  adoptó  la  regla  de  buques  li- 
bres, mercancías  libres , buques  enemigos,  mercancías  enemigas. 

En  esta  época  se  dió  también  alguna  extensión  á las  leyes 
que  definían  el  contrabando  de  guerra.  Por  la  ordenanza  bando ‘de 
de  la  marina  francesa  esta  clase  de  contrabando  se  limitaba  guen'1' 
á las  municiones  de  guerra,  pero  Valin  dice  que  desde  principios 
del  siglo  xvm  se  consideró  también  como  contrabando  de  guerra,  la 
pez  y el  algodón.  Por  el  tratado  entre  Francia  y Dinamarca  con- 
cluido en  1742,  se  consideraban  como  contrabando  de  guerra, 
además  de  los  efectos  indicados,  la  resina,  los  mástiles,  la  lana,  las 
maderas  de  construcción,  las  cuerdas,  todos  los  útiles,  en  lin,  necesa- 
rios para  los  buques.  La  extensión  que  durante  esta  época  tomó 
el  contrabando  de  guerra  se  fundó  en  el  carácter  especial  de 
aquellas  luchas  entre  los  pueblos  de  Europa,  y en  las  distinciones 
y sutilezas  establecidas  por  los  publicistas.  Grotius,  por  ejemplo,  dis- 
tinguía entre  las  cosas  que  pueden  servir  para  la  guerra,  las  que  no 
pueden  servir,  y las  que  pueden  y no  pueden  servir,  según  los  casos. 
Esta  clasificación,  puramente  arbitraria,  puede  justificarlo  todo. 

El  derecho  de  bloqueo  constituye  uno  de  los  rasgos  carac-  ^ Derecho^  | 
terísticos  de  la  época  histórica  que  examinamos.  El  limita  ó 
niega  las  facultades  de  un  neutral  para  ejercer  el  comercio  con  un 
puerto  sitiado  y cuya  rendición  se  procura  por  el  beligeiantc.  El  de 
reclio  de  bloqueo,  según  resulta  de  la  ordenanza  promulgada  poi  los 
Estados -Generales  en  1630,  se  practicó  obedeciendo  á los  mismos 
principios  que  reconocieron  después  los  publicistas  y que  las  naciones 
marítimas  sancionaron  en  época  posterior. 
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Pero  este  derecho  no  autorizaba  las  medidas  que  en  1652  tomaron  los 
Estados-Generales  con  el  comercio  ingles,  ni  los  principios  e a con- 
vención firmada  en  Londres  en  1689  entre  Inglaterra  y los  misinos  Esta- 
dos-Generales, que  prohibió  todo  comercio  con  los  puertos  de  l rancia. 

Este  bloqueo  de  todos  los  puertos  de  un  Estado,  bloqueo  nunca  real 
;¡  n¡  electivo,  no  es  tampoco  legítimo,  habiendo  protestado  en  su  contra  y 
//  cn  t0t|0  tiempo  los  neutrales.  Muchos  tratados  celebrados  en  el 
/ { sj,r]0  XVJI  reconocen  á estos  el  derecho  de  continuar  su  comercio  con  el 
enemigo,  exceptuando  solo  los  casos  de  las  mercancías  que  constituyan 
contrabando  de  guerra  y de  los  puertos  bloqueados. 

Las  compilaciones  mas  antiguas  del  derecho  marítimo 

visita,  reconocen  como  consecuencia  indispensable  de  la  confis- 
cación de  ciertas  mercancías  el  derecho  de  visita.  Asi  esta  admitido 
en  el  Consulado  de  la  mar. 

Pero  á pesar  de  que  este  derecho  de  visita  se  admitió  por  la 
legislación  de  Inglaterra,  de  Francia  y de  España,  estas  mismas 
naciones  se  opusieron  á que  fuera  ejercicio  por  Holanda  y los  Estados 
belgas.  Las  cuestiones  que  se  promovieron  con  este  motivo  dieron 
lugar  á varios  tratados  en  los  cuales  se  determinaba  la  manera  de 
ejercerlo,  y aun  se  suspendía  en  determinadas  circunstancias. 

Los  Estados-Generales  tuvieron  que  resolver  en  1654  dos  cuestiones 
de  mucha  importancia  acerca  de  este  derecho,  y su  resolución  forma 
un  precedente.  Varios  buques  mercantes  de  Holanda,  que  navegaban 
escoltados  por  uno  de  guerra , fueron  registrados  por  los  ingle- 
ses. Con  este  motivo  los  Estados-Generales,  resolvieron  que  los  capi- 
tanes de  guerra  no  debían  consentir,  en  adelante,  el  registro 
de  sus  buques,  pero  que  los  mercantes  teniendo  en  cuenta  los 
ti  atados  celebrados  con  Inglaterra  no  podían  eximirse  ni  oponerse  á 
este  registro. 

A fines  del  siglo  xvn,  los  Estados-Generales  pretendieron  eludir  los 

tratados  celebrados  con  Inglaterra  acerca  de  este  mismo  derecho 

de  visita,  pero  el  gobierno  inglés  se  opuso.  La  conducta  de  los 

Estados-Generales  lia  sido  contradictoria.  Querían  eximir  á sus  buques 

J el  derecho  de  visita  y pretendían  ejercerlo  cuando  figuraban  como 

>e  ¡geranios.  Estas  contradicciones,  siempre  censurables,  fueron,  sin 

embargo,  muy  frecuentes  en  esta  época  de  la  historia  del  derecho 
internacional. 

fctaSSS?  L'"?  do.  las  cuesliou«s  q«e  surgieron  en  osle  mismo 
1 no  o,  fué  la  de  la  libertad  de  los  mares,  provocada 
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por  las  exorbitantes  pretensiones  de  España  y de  Portugal  que 
fortalecidas  con  la  famosa  bula  de  Alejandro  VI,  parecía  como  que 
trataban  de  atribuirse  el  dominio  del  mundo.  Grotius  resolvió  esta 
cuestión  en  el  sentido  de  la  libertad  de  los  mares  en  su  Alare  liberum 
siendo  el  primero  en  combatir  las  pretensiones  de  los  Portugueses 
al  comercio  exclusivo  con  la  India.  Este  libro  de  Grotius  fué  refutado 
por  el  publicista  inglés  Selden  en  su  obra  de  Alare  clavsum  (I). 
Selden  sostenía  la  tendencia  del  gobierno  inglés  á la  dominación  de 
los  llamados  mares  británicos.  Así  puede  decirse,  que  la  cuestión 
acerca  de  la  libertad  planteada  desde  el  siglo  xv,  en  que  se  descubrió 
la  América,  apoyada  después  por  los  gobiernos  de  España  y Portugal, 
continuó  siendo  objeto  preferente  de  la  atención  de  los  Estados  euro- 
peos durante  el  siglo  xvn,  á causa  de  las  pretensiones  de  la  Gran- 
Bretaña.  Francia  se  opuso  siempre  al  reconocimiento  de  la  sobe- 
ranía de  Inglaterra  sobre  los  llamados  mares  británicos  y llegó 
hasta  publicar  la  ordenanza  de  1689,  que  fué  al  poco  tiempo  uno 
de  los  motivos  alegados  por  el  gobierno  inglés  para  declararle  la 
guerra. 

Después  de  muchas  y grandes  cuestiones,  Holanda  reconoció  en 
cierto  modo  á Inglaterra,  el  dominio  de  los  mares  británicos;  pero 
este  hecho  no  constituye  una  justificación  ni  un  precedente  á favor 
de  la  doctrina  sustentada  por  el  gobierno  inglés. 

Desde  el  siglo  xiv,  Dinamarca  ejerció  un  derecho  de  E1  Sund  y 
soberanía  sobre  los  estrechos  que  dan  entrada  al  mar  los  Bclts- 
Báltico.  Esta  soberanía,  que  perjudicaba  notablemente  á los  demás 
Estados  del  Báltico,  había  sido,  casi  desde  su  origen,  objeto  de 
muchas  discusiones.  Las  reclamaciones  sin  éxito  de  las  ciudades 
anseáticas,  y principalmente  Lubeck  para  obtener  la  libertad  de  la 
navegación  en  este  mar,  dió  lugar  á varias  guerras  en  las  cuales, 
según  se  inclinaba  la  victoria,  se  atendían  ó se  dejaban  de  atonda 
de  parte  de  Dinamarca  las  reclamaciones  que  habían  servido  de 
fundamento  á la  lucha. 

Se  ha  atribuido  al  tratado  de  Spira  el  reconocimiento  de  estas 
pretensiones  de  Dinamarca,  pero  no  contiene  ninguna  disposición  te» 
minante  acerca  de  este  asunto. 

El  aumento  délos  derechos  del  Sund  por  el  gobierno  dinamarqués, 
dió  lugar  á la  formación  de  muchas  ligas  mai  ítimas  a ina 
siglo  XVI  y al  principio  del  xvn.  A virtud  del  tratado  de  Brmmsbro 


(1)  Véase  capitulo  V. 
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de  1645  fueron  eximidos  los  buques  suecos  de  estos  derechos.  Holanda 
obtuvo  también  en  1642  el  rescate  por  el  tratado  de  redención. 

La  cuestión  de  los  derechos  del  Sund  se  resolvió,  pues,  en*  esta 
época  generalmente  á favor  de  las  pretensiones  de  Dinamarca. 

r»  i n T71 . v ^ Iz-wr.  nconílAuoc  moc  TlAf’nVklA.Q  Hp.  fiSf.fi 
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pubi¡cí«,-is  § JO.  Entre  los  escritores  mas  notables  de  este  período 
encuentra  Puffendorf,  discípulo  de  Grotius.  En  1672 


posteriores  A 
Grotius.  — 
Pu/rendorf. 


publicó  su  obra  titulada  De  jure  naturce  et  gentium,  de 
la  cual  hizo  después  un  compendio  con  el  titulo  De  officiis  hominis 
et  eivis.  La  obra  de  Puffendorf  es  inferior,  sin  embargo,  á la 
de  Grotius,  aunque  supone  un  adelanto  en  las  doctrinas  del  derecho 
internacional. 

En  1693,  Leibnitz  dió  á luz  su  colección  de  tratados  y otros 
Leibmtz.  a(,tos  diplomáticos,  y en  el  prefácio  de  esta  obra  trató  de 
los  principios  del  derecho  internacional.  Los  trabajos  de  Leibnitz  no 
contribuyeron  mucho  al  adelanto  del  derecho  de  gentes. 

Un  jurisconsulto  inglés,  el  doctor  Zouch,  publicó  en  1650 
Zouch*  un  compendio  de  derecho  internacional  que  intituló  Juris 
el  judien  fecialis , sive  juris  ínter  gentes  et  queestionum  de  eodem 
explicatis.  Este  jurisconsulto  fué  el  primero  que  designó  con  los  térmi- 
nos de  Jus  ínter  gentes  el  jus  gentium  de  la  antigua  legislación  romana. 
De  esta  nueva  denominación  se  derivó  después  el  término  de  derecho 
internacional. 

José  Selden  nació  en  Sussex  en  1584  y murió  en  1634. 

Escribió  una  obra  de  derecho  internacional  en  que  le 
hacia  derivar  de  las  instituciones  del  pueblo  hebreo.  Es  mas  conocido 
por  su  obra  titulada  Mure  clausum. 

Otro  publicista  inglés  de  esta  misma  época  fué  Hobbes, 
nacido  en  1588,  y que  murió  en  1679.  En  su  obra,  De  cive 
trata  acerca  de  los  principios  fundamentales  del  derecho  internacio- 
nal, y sostiene  que  el  estado  de  naturaleza  es  un  estado  de  guerra 
perpétua. 

Juan  Loecenius  dió  á luz  en  1651  su  obra  titulada  Dejure 
marítimo  et  navali.  Este  trabajo  es  de  mucha  importancia  y 
se  cita  con  grande  aprecio  por  casi  todos  los  tratadistas. 

Carlos uoiioy  En  1666’  Gárlos  MólI°y  Publicó  en  Inglaterra  la  primera 

edición  de  su  obra  De  jure  marítimo  et  navali.  Fué  tan 
¿lance  la  popularidad  de  este  libro,  que  diez  años  después  se  habían 
cocho  ya  nueve  ediciones  inglesas. 

...  ^ hc“lon>  Histoire  des  progres  du  droit  des  neos,  v.  I n f mofK  • di  -n- 
on  bit.  Law,  nref  n uu.  n r.  ’ p*  uu-05  PlnlUmore, 
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Además  de  estos  autores  podemos  citar  á Cumberland,  Wicquefort 
Samuel  Rachel,  que  fundó  una  escuela  contraria  á la  de  Grotius,  y 
Huriche.  Los  demás  publicistas  de  esta  época  tienen  poca  impor- 
tancia y no  ejercieron  verdadera  influencia  en  los  progresos  del 
derecho  internacional.  * 


CUARTA  ÉPOCA.  ■ DESDE  LA  PAZ  DE  UTRECHT  II4STA 
EL  FINAL  DE  LA  GUERRA  DE  SIETE  AÑOS  — 1713-1763. 

§ 17.  Los  tratados  de  Utrecht  crearon  para  Europa  una  c 
situación  pacífica  que  se  prolongó  por  mas  de  veinte  c“®n¿“s 
años,  caracterizándose  por  la  cordialidad  v armonía  de  V-lrcciU;  cues' 

' x « nones  que  so 

las  relaciones  de  los  gobiernos  de  Francia  y de  Inglaterra. 

Sin  embargo,  en  1739  estalló  la  guerra  de  Inglaterra  y época- 
de  España  que  se  extendió  á Francia  cinco  años  después. 

La  cuestión  complicadísima  de  la  sucesión  de  Austria  motivó,  por 
este  mismo  tiempo,  la  guerra  entre  los  Estados  de  la  parte  central  de 
Europa.  Baviera,  Cerdeña,  España,  Prusia  y Sajonia  se  disputaban, 
á la  muerte  de  Carlos  VI,  en  1740,  los  derechos  al  dominio  del  im- 
perio austriaco.  Prusia  pretendía  también  la  dominación  de  la  Silesia 
que  le  íué  al  fin  cedida  por  el  tratado  de  Brcslau  y confirmada  por 
el  de  Dresde  de  1745.  El  congreso  de  Aix-la-ChapelIe  de  1748  ter- 
minó estas  luchas,  confirmando  los  tratados  de  Westfalia  y de  Utrecht, 
á excepción  de  la  cesión  de  la  Silesia  á Prusia  y de  los  ducados  de 
Parma  y Guastalla,  al  infante  D.  Felipe.  También  fueron  reconocidas 
la  pragmática  sanción  de  Cárlos  VI  y la  sucesión  de  la  casa  de 
Hanover  á la  corona  de  Inglaterra. 

La  paz  de  Aix-la-Chapelle  dió  lugar,  al  poco  tiempo  de  La 
su  celebración,  á una  guerra  entre  Inglaterra  y Francia  dc siete ail0:> 
y aun  á la  célebre  de  los  siete  años. 

En  1756  el  rey  de  Inglaterra  celebró  un  tratado  de  alianza  defen- 
siva con  Prusia,  garantizándose  la  mútua  posesión  del  Hanover  y de 
la  Silesia  y declarándose  en  contra  de  la  entrada  de  tropas  ex tranjei  as 
en  el  territorio  aleman.  Francia,  por  su  parte,  firmó  un  tintado  de 
alianza  defensiva  con  Austria,  que  se  convirtió  en  17o8  en  olio  de 
alianza  á la  vez  defensiva  y ofensiva. 

* Halleck,  International  Lato,  ch.  I,  § 18,  p.  16-18;  Duponceau,  Tradde  Byn- 
liershoek,  int.  p.  13  et  seq.;  Wheaton,  Hisloire  (les  Progres  (lu  D>od  des  Gens, 
v.  I.;  Mackeldey,  Civil  Law,  p.  98  et  seq.,  Enciclopedia  Americana  passmi ; 
Manning.  Law  of  Nations,  pp.  25-32;  Maekintosli,  Miscellaneous  Works,  pp.  16)- 
168  ; Real,  Science  du  Gouvcrncment , vol.  Yin. 
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Federico  II  de  Prusia  empezó  la  guerra  de  los  siete  años  invadiendo 
la  Sajonia  y publicando  unos  documentos  encontrados  en  Dresdc,  que 
probaban  que  los  gobiernos  de  Viena,  Dresde  y San-Petersburgo  se 
proponían  dividirse  los  estados  de  la  monarquía  prusiana.  Francia  y 
España  se  vieron  necesariamente  complicadas  en  esta  lucha. 

No  obstante,  no  pudiendo  Francia  y España  sostenerla 
nPsay  de  hu-  p0r  ]a  supremacía  marítima  de  la  Inglaterra,  la  guerra  fué 
*d e'mf  terminada  por  la  paz  de  Paris  de  1763,  á virtud  de  la  cual 
Francia  perdió  todas  sus  posesiones  en  América,  y España  tuvo  que 
ceder  á Inglaterra  la  Florida.  Francia  renunció  también  á todos  los 
territorios  que  liabia  adquirido  en  la  India  desde  1749.  y se  obligó  á 
demoler  las  fortificaciones  de  Dunkerque. 

La  guerra  entre  Austria  y Prusia  terminó  al  mismo  tiempo  por  el 
tratado  de  paz  de  Hubcrstburgo.  Este  tratado  confirmaba  los  derechos 
de  Prusia  sobre  la  Silesia  y los  tratados  de  Westfalia,  de  Utrecht  y 
de  Aix-la-Chapelle. 

La  importancia  de  los  resultados  de  la  guerra  de  los  siete  años  es 
incuestionable.  Por  ellos  se  estableció  definitivamente  la  monar- 
quía prusiana  en  Alemania,  sirviendo  de  contrapeso  á la  tendencia 
del  imperio  austríaco.  Señala  igualmente  lá  decadencia  militar  y ma- 
rítima de  España,  convertida  en  una  potencia  subordinada  á los 
proyectos  del  gobierno  francés. 

La  neutralidad  de  la  Holanda  durante  esta  larga  lucha,  era  también 
signo  indudable  de  su  debilidad  é impotencia.  En  efecto,  poco  tiempo 
después  descendió  del  lugar  que  liabia  ocupado  entre  los  Estados  de 
Europa. 

Un  hecho  de  mucha  importancia,  correspondiente  á este  período, 
fué  la  constitución  definitiva  del  imperio  ruso  como  Estado  européo, 
merced  a los  territorios  adquiridos  por  el  tratado  de  Neustadt  de  1721.* 
Derecho  de  Muchas  cuestiones  surgieron  en  esta  época  sobre  los 

los  neutrales  , . . r 

y beiigeran-  aeréenos  de  los  Estados  neutrales  y beligerantes  respecto 
ai  comercio  al  comercio  y á la  navegación,  con  motivo  de  las  dos 

y navega-  , . J 

cíon,  grandes  guerras  marítimas  terminadas  en  1748  y 1763. 
Así  como  en  la  época  anterior,  el  gobierno  francés  se  separó  de 
los  principios  sustentados  por  el  Consulado  de  la  mar  acerca  de  las 
presas  marítimas;  por  su  ordenanza  de  21  de  octubre  de  1744  trata  de 

Wheaton,  Hisloire  des  Progrés  du  droil  des  gens,  v.  1 d. 

P* 13  J MÍrabeaU’  De  l°  monarcllie  **"•;  Lloyd,  Hist.  of  tlie 
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uniformar  estos  principios  con  los  demás  Estados  de  Europa  que  los 
habían  admitido,  estipulando  por  tratados  la  regla  de  buciues  libres 
mercancías  libres,  y buques  enemigos,  mercancías  enemigas. 

Una  de  las  discusiones  internacionales  mas  célebres  fué 
la  que  promovieron  los  gobiernos  de  Prusia  y de  Ingla-  cntv¿sciaSín- 
terra  acerca  de  la  libertad  de  la  navegación  neutral.  El  fiuíffstó 
resultado  de  esta  cuestión  fué  el  tratado  de  alianza  cele-  neutraiedCI011 
brado  entre  Inglaterra  y Prusia  el  día  16  de  enero  de  1766. 

En  la  lucha  marítima  que  sostuvieron  durante  este  período  Guerra 
Francia  é Inglaterra,  esta  última  potencia  trató  de  esta-  de  m6- 
blecer  el  principio  que  prohíbe  á los  Estados  neutrales  que  ejerzan, 
en  tiempo  de  guerra  un  comercio  que  no  les  esté  permitido  en  el  d<v 
paz.  Este  principio  recibió  después  la  denominación  de  la  regla  de  la 
guerra  de  1766,  y cayó  en  desuso  durante  la  de  la  independencia  de 
la  América  del  Norte. 


La  cuestión,  pues,  de  derecho  internacional  marítimo  que  ocupa 
preferentemente  la  atención,  es  la  relativa  al  apresamiento  de  los 
buques  neutrales.  Sobre  este  punto  publicó  Hubner  en  1769  su  libro 
titutado,  De  la  saisie  cíes  bátiments  neutres. 

Las  relaciones  diplomáticas  de  los  Estados  europeos  dista-  cuestiones 
ban  mucho  en  esta  época  de  ser  lo  que  fueron  poste-  precedencia, 
riormente.  En  aquella  situación  de  Europa  agitóse,  entre  los  sobera- 
nos, la  cuestión  de  la  precedencia,  y principalmente  con  motivo  de 
fijar  el  lugar  que  correspondía  á las  repúblicas.  En  yoga  aun  el 
pretendido  derecho  divino  de  los  reyes,  no  podía  considerarse  que 
un  gobierno  que  debiera  su  autoridad  á la  elección  de  un  pueblo, 
ya  se  ejerciera  por  un  solo  funcionario,  ya  por  muchos,  fuera  digno 
del  mismo  respeto  público  que  otro  dinástico  y tradicional.  Este 
principio  forma  parte  del  derecho  internacional  europeo  hasta  la 
aparición  de  la  república  inglesa,  que,  merced  á la  constancia  y esfuer- 
zos de  Cromwell,  alcanzó  igual  consideración  diplomática  que  los 
demás  Estados  européos. 

Entre  los  soberanos  de  Europa  correspondía  el  primer  lugar  al 
emperador  de  Alemania.  Después  de  la  abdicación  de  Carlos  'S , 
el  gobierno  español  y el  francés  se  empeñaron  en  una  cuestión 
acerca  de  la  precedencia,  que  fué  resuelta  en  el  siglo  xvn  á favor  de 
Francia. 

Puede  recordarse  también  la  lucha  que  con  motivo  de  estas  discu- 
siones tuvieron  en  Lóndres,  en  1661 , las  embajadas  de  España 
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y do  Francia,  lucha  de  la  cual  resultaron  muchos  muertos  y he- 
ridos. . . 

privilegios  También  se  definieron  mejor  los  derechos  y privilegios 

embíaíores.  correspondientes  á los  ministros  públicos.  Por  regla 
general,  estos  se  consideraron  exentos  de  la  jurisdicción  local  del 
país  cerca  del  cual  ejercían  sus  funciones.  El  ejemplo  que  puede 
citarse  en  contra,  acaecido  en  Inglaterra  en  tiempo  de  Cromwell,  ade- 
más de  que  ha  sido  censurado  por  casi  todos  los  publicistas,  no 
puede  formar  precedente  en  la  materia,  porque  D.  Pantaleon  de  Sá, 
hermano  del  embajador  portugués,  juzgado  y condenado  á muerte 
por  los  tribunales  de  Inglaterra,  no  desempeñaba  funciones  diplo- 
máticas. * 

& 18.  Así  como  en  esta  época  abundan  las  cuestiones 

Publicistas  J . 

más  notables  cle  derecho  internacional,  registrándose  muchos  y muy 

de  esla  épo- 
ca- importantes  cambios  en  la  situación  de  los  Estados  de 

Europa,  así  también  fué  fecunda  en  publicistas  célebres.  Entre  estos, 

podemos  citar  á W'olíí,  Vattel,  Bynkershoek,  Montesquieu,  Rutherforth, 

Barbeyrac,  Mably,  Valin,  Ábreu,  Pothier,  Burlamaqui  y Dumont. 

Wolíf  nació  en  Silesia  el  año  1679  y fué  discípulo  de 

Leibnitz.  Su  tratado  sobre  el  derecho  de  gentes,  Jus  gen- 

tium,  fué  publicado  por  primera  vez  en  1749.  Era  un  compendio 

de  su  gran  obra  sobre  derecho  natural,  publicada  desde  1740  á 1743, 

y compuesta  de  nueve  tomos  en  4o.  Según  Vattel,  es  el  primero 

que  lia  separado  los  principios  del  derecho  de  gentes  de  los  que 

constituyen  la  moral  individual  (1).  Wolff  murió  en  17o4  á la  edad 

de  76  años,  y contribuyó  poderosamente  á sostener  en  Alemania 

la  íilosoíía  de  Leibnitz,  casi  hasta  la  época  en  que  Ivant  publicó  su 

Critica  de  la  razón  pura. 

vuiiei  ^os  escritos  de  Wolíf  sobre  el  derecho  de  gentes  fueron 
popularizados  por  Vattel,  quien  dándoles  una  forma  más  ligera 
los  hizo  accesibles  á la  generalidad.  Sin  embargo,  no  le  copió 
servilmente,  separándose  de  su  maestro  en  algunos  puntos  fun- 
damentales (2).  La  obra  de  Vattel  se  cita  aun  más  frecuentemente 
que  la  de  Grotius,  apesar  de  que  su  mérito  relativo  es  mucho  menor. 
Vattel  nació  en  1714  y murió  en  1767, 


woiir. 


Wheaton,  IHsioire  des  Progrés  du  üroil  des  Gens,  v.  I,  p.  261-286;  Manning 

mw  o f Nations,  pp.  226  ct  seq.;  Lord  Liverpool,  Discurso,  etc.;  Martens,  Cause s 
célebres  du  Droit  des  Gens,  v.  II. 

(1)  Véase,  Sistema  de  Wolff,  § 28,  p.  65. 

(2)  Véase,  Sistema  de  Vattel,  § 28,  p.  66. 
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Bynkershoek  es  considerado  por  Wheaton  como  el  pu- 
blicista mas  notable  de  esta  época.  En  1702  escribió  su  B¡,nkorst*ock 
tratado  De  dominio  maris,  en  1721  su  De  foro  legaiorum  y en 
1737  sus  Qucestiones  juris  publici.  El  libro  primero  de  esta  últi- 
ma obra,  De  rebus  bellicis , es  importantísimo  bajo  el  punto  de  vista 
del  derecho  internacional.  Las  relaciones  de  las  naciones  beligerantes 
y neutrales  en  tiempo  de  guerra  han  sido  tratadas  de  un  modo  supe- 
rior. Lo  mismo  podemos  decir  de  la  cuestión  acerca  de  la  fuerza 
obligatoria  del  derecho  internacional.  v 

Según  este  publicista,  el  derecho  internacional  se  deriva  de  la  razón 
y del  uso,  ex  ratione  et  usu,  y el  uso  se  funda  en  los  tratados  y en 
las  ordenanzas  particulares.  Con  estos  principios  explica  todo  el  dere- 
cho de  gentes.  Así,  por  ejemplo,  hablando  del  contrabando  de 
guerra,  dice  que  el  derecho  de  gentes  sobre  este  punto  se  deriva  del 
uso  y de  la  razón;  que  la  razón  ordena  que  el  amigo  de  dos  adver- 
sarios no  se  incline  á favor  de  ninguno  de  ellos,  y que  el  uso  se 
prueba  por  los  tratados  y ordenanzas  que  han  tendido  constan- 
temente á reglar  esta  materia.  Hermanando  de  este  modo  el 
hecho  y el  principio,  ha  contribuido  poderosamente  al  adelanto  del 
derecho  internacional.  Uno  de  los  principios  formulados  y admitidos 
por  este  jurisconsulto,  es  que  uno  ó dos  tratados  que  se  separasen 
del  uso  general  no  tendrían  fuerza  para  cambiar  el  derecho  de  gentes. 
Esto  muestra  la  alta  consideración  que  merecía  la  história  á Byn- 
kershoek (1). 

Montesquieu  dió  á luz  su  Espíritu  de  las  leyes  algún 

. Montesquieu 

tiempo  antes  que  Vattel  publicara  su  libro  de  derecho  in- 
ternacional. Montesquieu  dice,  que  el  derecho  de  gentes  se  funda  en 
la  consideración  que  las  naciones  deben,  en  tiempo  de  paz,  hacerse  el 
mayor  bien  que  puedan,  y en  tiempo  de  guerra  el  mayor  mal  posible, 
sin  perjudicar  sus  verdaderos  intereses.  Después  afirma  que  el  ob- 
jeto de  la  guerra  es  la  victoria,  y el  de  esta , la  conquista  ó 
la  conservación,  y agrega  que  de  este  principio  y del  anterior 
deben  deducirse  todas  las  leyes  que  forman  el  derecho  de  gentes. 

Rutlierforth  publicó  su  obra  titulada  Instituciones  del  Ru(herforth 
derecho  natural  en  1754.  Según  este  autor,  el  derecho  de 
gentes  es  el  derecho  natural  aplicado  en  virdud  de  una  contención 
positiva  al  conjunto  de  las  sociedades  civiles.  Sentado  este  principio, 
Rutlierforth  afirmaba  que  las  reglas  del  derecho  de  gentes  no  son 


(1)  Véase,  Sistema  de  Bynkershoek,  § 28,  p.  64. 
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sino  las  reglas  de  la  sana  razón  que  se  pueden  deducir  de  la  natura- 
tea  misma  de  las  cosas,  de  la  história  de  la  sociedad  ó de  la  opimon 
de  los  hombres  ilustrados. 

Uno  de  los  anotadores  más  conocidos  de  esta  época,  es 
sarbeyrac.  jQar^eyrac  que  nació  en  1674  y murió  en  1747.  Sus  tra- 
ducciones al  francés  de  las  obras  de  Grotius,  Puffendorf  y Bynkershoek 
son  muy  recomendables. 

Mably  nació  en  Grenoble  el  año  1709  y murió  en  1785. 
MabIy'  En  1748  publicó  en  Holanda  una  obra  de  derecho  interna- 
cional con  el  título  de  Derecho  público  de  Europa  fundado  en  los 
tratados , por  haberse  prohibido  en  Francia  su  impresión.  El  título 
adoptado  por  Mably  fué  vivamente  censurado  por  Real.  Mably  ha 
amenizado  su  libro  con  una  gran  porción  de  cuestiones  históricas  de 
mucho  interés. 

En  1760  y en  1763,  Yalin  publicó  su  Comentario  sobre  la 
uhn'  ordenanza  de  la  marina  y su  Tratado  de  las  presas , obras 
de  bastante  importancia  para  el  estudio  de  la  jurisprudencia  interna- 
cional francesa. 

Esta  misma  consideración,  con  respecto  á la  jurispruden- 
cia internacional  de  España,  merece  la  publicación  hecha  en 
Cádiz  el  año  1746  por  Abreu,  Tratado  jurídico  político,  sobre  las 
presas  marítimas . 

Pothier  se  ocupó  también  en  Francia  del  asunto  de  las 

Pothier.  . . 

presas  marítimas  en  su  Traité  de  propriété. 

En  1740,  Bertodano  dió  á luz  en  Madrid  su  Colección  de 
tratados  de  paz,  alianza , neutralidad,  etc.,  desde  1598  hasta 
1700.  La  edición  de  1796  contiene  los  efectuados  hasta  1737. 


Dumont. 


Juan  Dumont  publicó  en  1726,  los  primeros  cuatro  tomos 
de  una  riquísima  colección  de  tratados  y documentos  diplo- 
máticos. La  muerte  de  Dumont  interrumpió  su  impresión  que  fué  con- 
tinuada y aumentada  porRousset. 

J.  Burlamaqui  nació  en  Ginebra  en  1694.  Escribió  muchas 

Burlamaqui.  . 

obras,  entre  las  cuales  se  hallan  los  Principios  del  derecho 
político,  los  Principios  del  derecho  natural  y de  gentes,  y los  Elementos 
de  derecho  natural.  * 


* Halleck,  International  Lato,  ch.  I,  § 21,  p.  19;  Wheaton,  Hisloire  des  Progres 
(ti  >°i¿  des  Gens,  v.  I,  p.  243-251;  Montesquieu,  Esprit  des  lois,  liv.  1 ch.  III - 

bhllwi^PrécV'd'  VOl‘  ’ 111  P'  328-545  ’ n0te;  EncicloPedia  Americana  ; 
eis^JPrém  du  Droit  des  Gens,  § 12;  Garden,  De  Diplomatic,  pl.  1;  Azuni, 
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QUINTA  ÉPOCA.  — DESDE  LA  GUERRA  DE  SIETE  AÑOS 
HASTA  LA  REVOLUCION  FRANCESA.  — 1763-1789. 


8 19.  La  división  de  la  Polonia  es  el  hecho  con  que  se 

° i Cuestiones 

inaugura  esta  nueva  época  del  derecho  Internacional  dc,  dcre<:ho 
^ 1 • internacional 

Este  gran  crimen  lo  califica  Wlieaton  diciendo,  que  es  la  liatildas  dl»- 
v.  ; v|  ,u  ranie  esla 

violación  mas  flagrante  de  toda  justicia  natural  v del  dere-  fcca  cn  el 

ü j viejo  y nuevo 

cho  internacional  que  tuvo  lugar  después  de  haber  salido  visiones-  !ie 
Europa  de  la  barbárie.  La  primera  división  de  la  Polonia  Ia  I>olonia- 
á favor  del  Austria,  la  Prusia  y la  Rusia,  fue  consagrada  por  el  tratado 
celebrado  en  San  Petersburgo  el  clia  5 de  agosto  de  1772;  la  segunda 
á favor  de  Prusia  y de  Rusia  tuvo  lugar  en  1793  y fue  favorable- 
mente reconocida  por  la  dieta  de  Grodno.  La  tercera  y última  entre 
Austria,  Prusia  y Rusia,  se  verificó  en  1794. 

Poco  tiempo  después  de  la  primera  división  del  reino  sucesiones 
de  Polonia,  empezó  á agitarse  la  Europa  central  con  motivo  Bavíera°  de 
de  la  cuestión  promovida  por  la  sucesión  al  trono  de  Baviera  entre 
Austria  y Prusia.  La  guerra  entre  estos  dos  Estados  fué  de  corta  du- 
ración y terminó  con  la  paz  de  Teschcn  en  1779,  hecha  por  la  media- 
ción y garantía  de  Francia  y de  Rusia.  El  tratado  de  Teschen  con- 
firmó las  estipulaciones  de  la  paz  de  Westfalia.  * 

La  falta  de  cumplimiento  práctico  del  tratado  de  Tordesillas  fJsnn- 
y las  grandes  dificultades  que  el  trazado  del  meridiano 
convenido  por  España  y Portugal  ofrecia,  dieron  origen  á ‘p^“ayllror- 
cuestioncs  entre  ambos  gobiernos,  que  no  fueron  resucitas  u'saL 
hasta  el  tratado  de  San  Ildefonso  en  1777. 

Una  de  las  causas  más  graves  de  estas  diferencias  que  combatieron 
durante  tres  siglos  la  buena  armonía  entre  los  dos  Estados  de  la  pe- 
nínsula Ibérica,  fué  la  unión  de  Portugal  á España  bajo  el  reinado  dc 
Felipe  II  y sus  dos  immediatos  sucesores.  El  tratado  de  Lisboa  do  13 
de  febrero  de  1608,  que  restituyó  su  independencia  á Portugal, 
fué  como  la  señal  de  las  nuevas  y sangrientas  reyertas  que  liana 


Droit  Maritime,  pt.  2,  ch.  1 ; Mackinlosh,  Miscellancous  Works,  pt. .111; 
Dioil  Maritime,  tit.  1,  pt.  3,  § 39;  Manning,  Laxo  of  Nationr,  p.  3.-3». 
* Wlieaton,  Hisloire  du  droit  des  gens,  v.  I,  P-  333-344. 
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§ ™ 

de  provocar  aquel  reino  por  motivo  de  sus  establecimientos  en  el 
fínisi  1 

D Manuel  Lobo,  gobernador  de  Rio  Janéiro,  fundó  en  1680 
dd  s“  en  la  costa  septentrional  del  Rio  de  la  Plata,  una  colonia 
Tra?ádo  de  que  denominó  del  Sacramento.  Los  Españoles  consideiaban 
dcífisT50  como  suyo  este  territorio,  y veian  además  con  disgusto,  que 
ofrecía  algunos  peligros  para  el  comercio  y la  seguridad  de  Buenos- 
Aires.  El  gobierno  español  reclamó  del  portugués  su  demolición ; pero 
marchando  esta  reclamación  con  mucha  lentitud,  el  gobernador  de 
Buenos-Aires  asumió  la  responsabilidad  del  hecho  y mandó  una  expedi- 
ción que  destruyó  la  colonia.  Esta  resolución  causó  una  profunda 
irritación  en  Portugal,  y después  de  diversas  alternativas  se  firmó  en 
Lisboa  el  tratado  provisional  de  7 de  mayo  de  1681,  en  el  cual  los  dos 
gobiernos  interesados  convinieron  en  que  sin  prejuzgar  la  cuestión 
de  propiedad  ó dominio  del  territorio  disputado,  se  restablecería  la 
colonia  del  Sacramento,  privándola  del  derecho  de  comerciar  con 
los  habitantes  de  las  poblaciones  españolas  inmediatas  y sin  conceder 
dominio  alguno  en  los  terrenos  adyacentes.  Se  disponia  también  en  el 
tratado,  el  nombramiento  de  una  comisión  mixta  que  debía  decidir 
en  el  plazo  de  dos  meses  contados  desde  su  fecha,  á cual  de  las  dos 
potencias  correspondía  en  propiedad  el  territorio  disputado,  y en  caso 
de  discordancia  la  cuestión  seria  resuelta  por  el  Papa. 

Traiado  Los  comisionados  nombrados  trataron  de  resolver  la  cues- 
de  i7ov°a  tion,  pero  después  de  muchas  discusiones  no  pudieron  llegar 
á un  acuerdo.  Los  Portugueses  se  resistieron  fundados  en  la  opinión 
de  algunos  geógrafos,  cuya  inexactitud  se  ha  probado  después,  á la 
entrega  de  la  colonia  del  Sacramento.  Estos  derechos  fueron  fortale- 
cidos después  por  el  gobierno  de  Portugal,  en  virtud  del  tratado  fir- 
mado más  tarde  en  Lisboa  el  dia  18  de  junio  de  1701.  Sin  embar- 
go, habiéndose  este  separado  de  Felipe  V y adherídose  á las  pre- 
tensiones del  archiduque,  los  Españoles  volvieron  á apoderarse  de 
la  colonia  del  Sacramento,  la  cual  fué  nuevamente  devuelta  á Por- 
tugal, merced  á la  paz  de  Utrecht,  pero  con  la  condición  de  que  el 
rey  de  España  podria  recuperarla,  ofreciendo  en  el  término  de  año  y 
medio  una  compensación  territorial. 

Habiéndose  resistido  Portugal  á aceptar  la  compensación  que  le  ofrecía 
el  gobierno  de  España,  y agravádose  esa  resistencia  con  las  pretensio- 
nes exorbitantes  en  la  demarcación  del  territorio  jurisdiccional  de 
aquella  plaza,  limitado  por  los  Españoles  al  alcance  de  un  tiro  de 
canon,  fundó  Felipe  V la  ciudad  de  Montevideo,  precisamente  en  el 
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territorio  disputado  por  Portugal,  no  solo  con  el  plan  de  dirimir  la 
cuestión  por  ese  medio,  sino  para  vigilar  también  más  de  cerca  el 
comercio  fraudulento  y las  usurpaciones  territoriales  de  los  colonos 
portugueses. 

Desde  1735  á 1737,  las  hostilidades  dirigidas  por  el  gobierno  de 
Buenos-Aires  estrecharon  de  tal  modo  la  colonia  del  Sacramento, que 
fácilmente  hubiera  sido  tomada,  sino  se  hubieran  recibido  órdenes 
precisas  de  la  corte  de  Madrid  para  .que  se  levantase  el  sitio  de  la 
plaza. 

Esta  situation  duró  hasta  el  advenimiento  de  Fernando  IV  Iratadodo 
al  trono  de  España,  en  que  se  trató  de  ponerla  término  por  17S0* 
medio  del  arreglo  de  la  cuestión  general  de  límites.  Por  el  tratado 
que  se  firmó  el  13  de  enero  de  1750,  se  acordó  que  España  adquiriese 
la  colonia  del  Sacramento,  mediante  una  compensación  territorial  de 
más  de  500  leguas  en  el  Paraguay ; pero  el  12  de  febrero  de  1761 
se  firmó  entre  las  partes  interesadas  otro  nuevo  que  dejó  sin  efecto 
las  estipulaciones  del  de  1750. 


Durante  la  guerra  de  1762,  las  tropas  españolas  volvie-  n 
ron  á apoderarse  de  la  colonia  del  Sacramento;  pero,  en  vir-  cupacionde 

la  colonia 

tud  del  tratado  de  Paris  de  1763,  España  se  obligó  de  nuevo  dei  sacra - 

r ° menlo. 

á devolver  dicha  plaza  á Portugal. 


En  1766,  el  marqués  de  Pombal  dispuso  la  organización  Espedi- 
do una  expedición  que  atacando,  sin  prévia  declaración  de  !LonxraVado 
guerra,  los  fuertes  españoles  de  Santa  Tecla,  Santa  Teresa  ^ns^de’ 
y Montevideo,  derrotó  un  pequeño  destacamento  de  tropas 
de  Buenos-Aires.  Este  hecho  decidió  al  gobierno  de  España  á enviar 
una  escuadra  de  seis  navios  de  línea  y gran  número  de  transpor- 
tes, llevando  un  ejército  de  12,000  hombres  al  mando  del  teniente 
general  de  marina,  marqués  de  Casa-Tilly.  Este  se  apoderó  de  la 
colonia  del  Sacramento,  de  la  isla  de  San  Gabriel  y de  todos  los  esta- 
blecimientos de  los  Portugueses  en  el  territorio  del  Plata.  Amenazaba 
la  guerra  extenderse  también  á la  misma  península  ibérica,  cuando  la 
caida  del  marqués  de  Pombal  facilitó  la  conclusión  de  un  nuevo  y 
definitivo  tratado  entre  España  y Portugal, ajustado  y concluido  en 
San  Ildefonso  el  dia  Io  de  octubre  de  1777.  Este  fué  el  ultimo 
que  se  celebró,  sobre  límites  en  el  continente  americano,  entre  las 
coronas  de  España  y Portugal,  y si  bien  es  cierto  que  puso  termino 
á las  agitadas  cuestiones  de  tres  siglos  en  la  parte  relativa  al  men- 
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diano,  también  lo  es,  que  fué  en  gran  provecho  y beneficio  de  Portugal, 
dejando  gérmenes  profundos  de  futuras  desavenencias.  , 

La"  libre  na-  La  libre  navegación  del  Escalda  fué  en  esta  época  objeto 
dci  eEscaiíía  de  reclamaciones  entre  el  gobierno  austríaco  y el  de  la 
Holanda  (1).  Estas  cuestiones  terminaron  por  el  tratado  de  Fontaine- 
bleau  de  8 de  noviembre  de  178o. 

Intervención  Poco  tiempo  después  del  tratado  de  Fontainebleau,  tuvo 
en  holanda  lugar  la  intervención  de  Prusia  en  Holanda  á favor  del  sta- 
thouder.  El  gobierno  francés  había  declarado  al  de  Inglaterra,  en 
setiembre  de  1787,  que  no  consentiría  la  intervención  armada  de 
Prusia  en  los  asuntos  de  Holanda,  pero  el  gobierno  inglés  contestó 
que  su  intención  era  sostener  los  derechos  del  statliouder.  Esta  de- 
claración hizo  ceder  á Francia  en  sus  propósitos.  La  nueva  situación 
de  Holanda  fué  reconocida  por  los  tratados  de  alianza  que  celebró  con 
Inglaterra  y con  Prusia  el  lo  de  abril  de  1788. 

La  triple  Estos  tratados  de  1788,  á virtud  de  los  cuales  se  sostuvo 
alianza.  el  poder  de  la  casa  de  Orange  en  Holanda  hasta  179ó, 
constituyeron  la  triple  alianza  de  Holanda,  Inglaterra  y Prusia,  que 
tanta  influencia  ejerció  en  las  cuestiones  européas.  La  triple  alianza 
obligó  á Dinamarca  á cesar  en  la  su  cooperación  que  daba  á Rusia  contra 
Suecia  en  1788,  á que  se  celebrara  la  paz  entre  Austria  y la  Puerta 
Otomana  en  el  congreso  de  Reichenbach,  y á que  Rusia  renun- 
ciara á sus  pretensiones  sobre  Turquía  en  la  paz  de  Jassy  de 
1792. 


ímiepen-  Las  colonias  inglesas  norte-americanas  se  declararon  mde- 

dencia  de  los  .. 

Esiados-uni-  pendientes  de  la  metrópoli  el  día  4 de  julio  de  1776,  tor- 
dos de  Norte  . „ , . J ’ 

America,  mando  una  confederación  para  su  mútua  defensa.  Francia 
reconoció  su  independencia  en  1788,  celebrando  con  los  Estados-Uni- 
dos norte-americanos  un  tratado  de  amistad  y comercio,  y otro  de 
alianza  defensiva  eventual. 

El  gobierno  francés  informó  á Inglaterra  de  la  celebración  de 
estos  tratados  y justificó  su  conducta  alegando  que  los  Estados-Unidos 

* C.  Calvo,  América  Latina , Colleccion  histórica  de  los  tratados : tratado  de  Lis- 
boa firmado  entreja  España  y Portugal  el  13  de  febrero  de  16G8 ; de  7 de  mayo 
ce  16G8,  t.  I,  p.  176;  de  18  de  junio  de  1701;  de  Utrecht  el  6 de  Febrero  de  1715, 
t-  H,  p 5S;  ríe  13  de  enero  de  1150,  t.  II,  p.  242;  firmado  en  el  Pardo,  el  13  dé 
C re™  e 1761,  t.  II,  p.  348  ; celebrado  en  París  el  10  de  febrero  de  1763  (véase  el 
q e ™ismo  tratado),  t.  II,  p.  359;  firmado  en  San  Ildefonso,  el  Io  de  octubre 

‘i  , . 111,  p.  128;  Memoria  de  la  administración  del  Conde  de  Florida  1 llanca 

VILp!  XVIII  SU  Majestad  el  rey  Cárl0S  111  de  España’  el6  de  n0V-  de  1781 5 Lit.  tomo 
(I)  Véase  el  capítulo  II. 
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estaban  de  hecho  en  posesión  de  su  independencia,  y que  Francia 
no  había  obtenido  ninguna  ventaja  exclusiva.  También  se  quejaba 
de  que  los  cruceros  ingleses  interrumpieran  su  comercio  legítimo 
con  la  nueva  república,  lo  que  era,  añadía,  contrario  al  derecho  de 
gentes  y á los  tratados  celebrados. 

Inglaterra  contestó  que  el  gobierno  francés  habia  abierto  sus 
puertos  á los  buques  de  guerra  de  los  Estados-Unidos  así  como  á sus 
presas;  que  les  habia  facilitado  medios  de  aumentar  sus  arma- 
mentos y de  que  fueran  mayores  los  perjuicios  que  causaran  al  co- 
mercio inglés;  y que,  por  último,  la  rebelión  no  podía  dar  derechos 
más  grandes  que  los  de  una  guerra  legitima,  siendo  esto  lo  que  habia 
acontecido  en  las  relaciones  de  Francia  y los  Estados-Unidos. 


Esta  discusión  continuó  por  algún  tiempo  entre  ambos  Estados. 

El  tratado  de  amistad  y de  comercio  celebrado  entre  ordenanza 
Francia  y los  Estados-Unidos  en  1788,  habia  establecido  Sesa  cle 
entre  los  dos  países  la  regla  de  buques  libres,  mercancías  libres. 
El  26  de  julio  del  mismo  año,  una  ordenanza  del  gobierno  francés 
reconocía  este  principio  con  respecto  á todos  los  Estados  neutrales, 
contenia  muchas  disposiciones  en  lo  concerniente  á las  pruebas  de  pro- 
piedad que  se  debían  exigirá  los  buques  neutrales,  y reproducía  las 
leyes  sobre  presas  marítimas  de  la  ordenanza  de  Luis  XIV. 


Los  principios  que  sirvieron  de  base  á la  neutralidad  taneutrai¡- 
armada  están  consignados  en  la  nota  de  la  emperatriz  de  dad  armada- 
Rusia  comunicada  á Inglaterra,  Francia  y España,  en  febrero 
de  1780.  Esos  principios  eran  los  siguientes  : 

Io  Que  los  buques  neutrales  podrían  navegar  libremente  de  puerto 
á puerto  y en  las  costas  de  los  Estados  beligerantes. 


2°  Que  las  mercancías  que  pertenecieran  á los  súbditos  de  los  Esta- 
dos beligerantes,  serian  libres,  cargadas  en  buques  neutrales,  con 
tal  que  no  constituyesen  contrabando  de  guerra. 

3°  Que  la  emperatriz  se  referia,  para  determinar  los  objetos  que 
podían  constituir  contrabando  de  guerra,  á los  artículos  40  y 11  de  su 
tratado  de  comercio  con  Inglaterra,  extendiendo  estas  obligaciones  á 
todos  los  Estados  beligerantes. 

4o  Que  con  respecto  á lo  que  caracteriza  un  puerto  bloqueado,  no  se 
concederá  esta  denominación  sino  á aquel  en  que  haya  un  peligro 
evidente  de  entrar  á causa  de  la  fijeza  y proximidad  de  los  buques 
de  guerra  que  lo  cerquen. 
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Dinamarca  y Suecia  aprobaron  los  principios  de  la  declaración 
rusa  y notificaron  esta  resolución  á los  Estados  beligerantes. 

La  convención  de  la  neutralidad  armada  fué  firmada  por  Rusia  y 
Dinamarca  el  9 de  julio  de  1780.  El  27  de  setiembre  del  mismo  año, 
Suecia  firmó  también  esta  convención,  que  declaraba  el  mar  Báltico 
mare  clausum  para  los  buques  de  guerra  de  los  Estados  beligerantes. 

En  1781,  los  Estados-Unidos  norte-americanos  reconociéron  los  prin- 
cipios de  la  neutralidad  armada.  Prusia  y Austria  hiciéron  lo  mismo 
en  1781.  En  1782,  se  adhirió  á ellos  Portugal,  y al  siguiente  año  el 
rey  de  las  dos  Sicilias. 

La  neutralidad  armada  continuó  amenazando  la  seguridad  del  im- 
perio británico  hasta  la  paz  de  1782.  Con  el  objeto  de  conjurar  los 
peligros  que  lo  rodeaban,  propuso  celebrar  un  tratado  de  paz  parti- 
cular con  la  república  de  Holanda,  bajo  la  mediación  de  Rusia  y 
según  las  bases  del  tratado  de  1674.  Estas  negociaciones  no  condu- 
jeron á ningún  resultado  favorable,  y el  gobierno  inglés  continuó 
aplicando  á los  Estados  neutrales,  durante  la  guerra  de  la  indepen- 
dencia de  sus  colónias  en  América,  los  principios  que  aplicaba  ántes 
de  ella.  Sin  embargo,  no  hizo  práctica  en  esta  ocasión,  la  regla  de  la 
guerra  de  1756. 

El  tratado  de  paz  de  Versalles  la  terminó  en  1783.  Por  él,  Ingla- 
terra reconoció  la  independencia  de  los  Estados-Unidos  norte-ameri- 
canos, restituyó  á España  la  Florida  y la  isla  de  Menorca,  cedió  á 
Francia  la  isla  de  Tabago  y el  Senegal.  Las  plazas  tomadas  en  las 
Indias  Orientales  fueron  devueltas  igualmente. 

Este  tratado  confirmó  respecto  á Inglaterra,  Francia  y España 
los  de  paz  y de  comercio  de  Utrecht  sobre  la  libertad  de  la  nave- 
gación neutral. 

Los  Estados-Unidos  norte-americanos  adoptaron  las  reglas  de  buques 
libres,  mercancías  libres,  y buques  enemigos,  mercancías  enemigas,  en 
sus  tratados  con  Holanda,  Suecia  y Prusia  de  1783  y 1785. 

El  tratado  celebrado  entre  los  Estados-Unidos  y Prusia  contiene  dos 
estipulaciones  notabilísimas  que  tienen  por  objeto  limitar  las  opera- 
ciones militares  en  tiempo  de  guerra.  * 

* Wheaton,  Histoire  des  Progres  du  Droit  des  Gens , v.  I,  348-358  et  seq. ; 
Ompteda,  Litera t ur  \olkerrecht;  Botta,  Hislory  of  the  American  Revolution  ; 
Gi alíame,  Hislory  of  the  United  States;  Bancroft,  Histonj  of  the  United  States; 

aac¡,s-  Rwtteil  des  Traités , vol.  i-x;  Franklin,  Life  and  Works,  vol.  n,  p.  448; 

us-sel,  Hist.Mod.  Europe,  vol.  m ; Rotteck,  Hist.  of  the  World,  vol.  m;  Sports* 

ip.  or.  of  the  American  Revolution;  Pitkin,  Civil  and  Pol.  Hist.  U.  States • 
naueck,  International  Law,  cli.  I,  § § 22,  23,  p.  22-24. 
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§ 20.  Entre  los  publicistas  mas  notables  do  este  período 

se  encuentran  Moser , Lampredi,  Martens,  Galiani  v l?®8  notables 

J esta  época 

Bentham. 

Moser  nació  en  Stuttgard  en  1701  y murió  en  178o.  En 
1749  fundó  en  Hanau  una  academia  destinada  á los  jóvenes  Moscr- 
que  se  dedicaran  á la  carrera  diplomática  y administrativa.  La  obra 
más  importante  de  este  escritor  se  titula  : Ensayo  sobre  el  dei'echo 
de  gentes  más  moderno  de  las  naciones  europeas , tanto  en  tiempo  de  paz 
como  de  guerra.  El  objeto  que  Moser  se  propuso  al  publicarla,  fué 
ilustrar  los  principios  generales  del  derecho  de  gentes  con  las 
cuestiones  y casos  más  recientes  que  le  ofrecieran  las  relaciones  inter- 
nacionales de  los  pueblos  de  Europa.  Moser  consideraba  el  derecho 
de  gentes  como  la  colección  de  las  reglas  establecidas  por  la  práctica 
de  las  naciones  y sin  sujetarse  á principio  alguno. 

Discutiendo  acerca  de  la  importancia  del  derecho  natural,  dice 
que  aunque  fuera  cosa  fácil  reconocer  sus  principios,  no  lo  seria 
mostrar  su  aplicación  práctica  y no  tendrían  importancia  alguna  en 
frente  de  los  tratados  ó del  uso,  bases  fundamentales  del  derecho  in- 
ternacional. 

La  tendencia  puramente  histórica  y positiva  de  este  publicista  es 
tan  marcada,  que  puede  considerarse  como  uno  de  los  mas  genuinos 
representantes  de  la  llamada  escuela  histórica. 

Martens  dió  á luz  en  1783  un  resúmen  de  sus  lecciones  sobre 

, llartcns. 

el  derecho  de  gentes.  En  1788,  le  aumento  y publico  un 
tratado  sobre  la  misma  materia.  De  esta  obra  se  han  hecho  muchas 
ediciones  (1). 

Lampredi  nació  en  Italia  en  1761  y murió  en  1836.  Su 

r d t . Lampredi. 

trabajo  más  importante  se  titula  : Juris  natural  et  gentium. 

Galiani,  italiano  también  y contemporáneo  de  Lampredi, 
se  ocupó  en  criticar  la  obra  de  este. 

Uno  de  los  más  célebres  escritores  ingleses,  Bentham,  Bentham. 
publicó  desde  1786  á 1789  varios  fragmentos  sobre  cues- 
tiones de  derecho  internacional.  Bentham  las  resohió  según  su  sis 
tema  general,  conocido  con  el  nombre  de  sistema  utilitaiio.  El  mismo 
autor  publicó  un  proyecto  de  paz  perpetua  que  dió  lugar  á la  forma- 
ción de  muchas  sociedades,  que  se  proponían  conseguir  este  írn 


(1)  Véase*  Sistema  de  Martens,  § 28,  p.  07. 
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los  Estados-Unidos.  Bcntham  nació  en  1149  y 


SEXTA  ÉPOCA. 

LAP 


DESDE  LA  REVOLUCION  FRANCES 

AZ  DE  PARÍS  Y VIENA.  1789-1815. 


A 


HASTA 


comedien-  o c La  revolución  francesa  conmovió  las  relaciones  in- 

cías  cíe  ia  o 

ímoí“íiony  ternacionales  de  todos  los  Estados  europeos,  y aun  dejó 
h%  cierna-  sentir  el  poder  de  su  influjo  en  los  americanos. 
cs?"a¿pocadc  La  primera  cuestión  política  européa  que  promueve  esta 
revolución,  es  la  del  derecho  de  intervención  en  los  asuntos  interiores 
de  Francia  y de  las  grandes  potencias  europeas.  No  podemos  enumerar 
aquí  las  guerras  encendidas  por  esta  actitud  de  Francia  y ele  las  de- 
más potencias  de  Europa,  ni  los  tratados  que  las  terminaron.  Si  lo 
hiciéramos,  nuestro  bosquejo  histórico  tomaria  proporciones  indebi- 
das. Basta  para  nuestro  objeto  con  haber  manifestado  el  principio 
sobre  que  se  fundaban  y los  tratados  subsiguientes. 

Las  originadas  por  la  revolución  francesa  produjeron  también 
sus  resultados  en  el  derecho  internacional  marítimo.  Inglaterra 
y los  aliados  trataron  de  cercar  por  fiambre  á la  nueva  república,  y á 
este  fin  no  permitían  el  arrivo  de  ningún  buque  á los  puertos  de 
Francia.  La  convención  nacional  en  1793,  publicó  un  decreto  decla- 
rando que  no  siendo  respetado  por  los  aliados  el  pabellón  neutral,  se 
autorizaba  á los  armadores  franceses  para  que  se  apoderasen  y condu- 
jesen á los  puertos  de  la  república  los  buques  neutrales  cargados,  ya 
de  comestibles  pertenecientes  h los  neutrales  y destinados  á puertos 
enemigos,  o ya  de  mercancías  pertenecientes  á los  enemigos.  En  el 
primer  caso  se  concedía  la  indemnización  correspondiente.  Los  efectos 
de  este  decreto  debían  cesar  tan  pronto  como  los  aliados  dejaran  de 
persistir  en  su  conducta. 

Durante  esta  lucha  y en  virtud  de  una  orden  de  1763,  Inglaterra 
volvió  á poner  en  vigor  la  regla  de  la  guerra  de  1736. 

entrcSeisitm  k°s  cluceros  mgleses  se  habían  apoderado  de  varias 
“«™°  mercancías  pertenecientes  á ciudadanos  de  Francia  v 

üsicicios  Un  i-  1*1/1  * 

Je  la  Amén-  conducidas  a bordo  de  buques  de  los  Estados-Unidos.  Esto 


* Wheaton,  Histoire  des  Progres  du  Droit  des  gens,  v.  I,  p.  387;  Ilalleck,  Inter- 
na  tona  mw,  ch.  I,  § 24,  p.  24-26;  Mackintosh,  Miscellaneous  Works , p.  157-164  * 

VlZaiTZ  Martens’  Précis  du  droit  des  <>ens>  § 12  i Carden,  De  di- 

b T tit  ís  35?  ' We  ani  °f  Franktin;  De  Cussy,  n roit  Maritime, 
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dió  lugar  á que  el  gobierno  francés  reclamara  de  este  ca  dei  norte 
último  la  oposición  á la  conducta  de  Inglaterra.  Los  francés.0'  n° 
Estados-Unidos  sostuvieron  que  esta  se  hallaba  perfectamente  justifi- 
cada por  sus  leyes  y que  no  podían  impedir  la  ejecución  de  aquellas 
medidas  en  contra  del  comercio  francés. 

Esta  discusión  fué  causa  de  que  el  Directorio  publicara  en  1796 
un  decreto  por  el  cual  declaró,  que  las  mercancías  encontradas  á bor- 
do de  los  buques  de  los  Estados-Unidos  se  considerasen  como  de 
buena  presa  por  los  cruceros  franceses. 

También  fué  de  mucha  importancia  la  discusión  pronto-  Los  Estados- 
vida  sobre  los  derechos  de  los  neutrales,  entre  el  gobierno  Sr0,cadedei 
prusiano  y el  de  los  Estados-Unidos,  terminada  por  el  p?usi'£  — 
tratado  de  11  de  julio  de  1799,  que  consagra  nuevamente  ío^neutraafs. 
y dá  mayor  prestigio  á la  regla  de  buques  libres , mercancías 
libres. 

A fines  del  siglo  pasado,  el  emperador  de  Rusia  propuso  dadN*“|£,ali' 
á los  gobiernos  de  Dinamarca,  Prusia  y Suecia  la  conclu-  de  «oo. 
sion  de  un  tratado  que  renovara  la  neutralidad  armada  de  1780.  El 
gobierno  ruso  se  fundaba  principalmente  en  que  las  naciones  del 
norte  tenían  á todo  trance  que  defenderse  de  agresiones  como  la  de 
la  fragata  danesa  Freya.  Después  de  algunas  alternativas  é incidentes, 
la  Rusia  celebró  varios  tratados  con  Suecia,  Dinamarca,  y Prusia,  los 
cuales  dieron  lugar  á una  especie  de  cuádruple  alianza. 

La  celebración  de  estos  tratados  y á consecuencia  de  ellos,  el  go- 
bierno inglés  decretó  el  embargo  de  los  buques  rusos,  suecos  y dane- 
ses, y manifestó  en  una  nota  que  dirigió  á los  ministros  de  Dinamarca 
y Suecia  que  los  principios  de  1780,  cuyo  restablecimiento  se  preten- 
día, perjudicaban  los  intereses  más  caros  de  Inglaterra.  La  guerra 
entre  Inglaterra  y los  Estados  del  Báltico  empezó  el  2 de  abril  de  1801 
por  la  batalla  de  Copenhague,  á la  cual  siguió  un  armisticio  con  Di- 
namarca. Al  poco  tiempo  murió  el  emperador  de  Rusia  y el  gobierno 
inglés  celebró  también  un  armisticio  con  Rusia  y Suecia,  preparándose 
inmediatamente  en  San  Petersburgo  la  negociación  de  un  tratado, 
que  se  firmó  en  junio  de  1801,  al  cual  adhirieron  en  octubie  del 
mismo  año  y en  marzo  de  1802,  los  gobiernos  de  Dinamarca  y 
Suecia. 

La  revolución  francesa  había  cambiado  en  pocos  años 
la  faz  de  Europa.  El  sistema  creado  por  los  tratados  de  y isis. 
Weslfalia  y do  Utrecht  no  existia  ya.  Habían  desaparecido  las  antiguas 
repúblicas  de  Holanda,  Vcnecia  y Génova;  habían  tenido  que  abdicar 
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los  Borbolles  en  España  y en  Ñipóles;  había  sido  expulsada  la  casa 
de  Bra-ania  do  la  monarquía  portuguesa,  estableciéndose  en  el 
Brasil-  se  habla  disuelto  el  antiguo  imperio  germánico  y se  halda 
formado  la  confederación  del  Rhin;  se  habían,  por  último,  cons- 
tituido en  Estados  independientes  las  colonias  de  España  en 

América. 


Europa  no  podía  menos  de  oponerse,  en  esta  época,  á las  pretensiones 
del  imperio  francés  que  amenazaba  convertirse  en  una  monarquía 
universal.  Esta  tendencia  de  los  Estados  aliados  contra  el  formidable 
poder  reunido  por  Napoleón  Io,  se  manifiesta  bien  claramente  en  los 
tratados  de  París  de  1814  y 1815.  Por  ellos,  la  Francia  fue  redu- 
cida á sus  antiguos  límites,  y se  trató  de  resolver  y fijar  la  situación 
de  los  Estados  de  Europa. 


El  artículo  Io  del  tratado  de  París  declaraba  que  Austria,  Inglaterra, 
Prusia  y Rusia  se  reservaban  la  libre  disposición  de  los  territorios  á 
los  cuales  habia  renunciado  Francia  por  el  art.  3 del  tratado  público. 
El  art.  2o  secreto,  disponía  que  el  rey  de  Cerdcña  adquiriese  la  repú- 
blica de  Genova.  El  art.  4o  determinaba,  que  los  países  alemanes 
situados  á la  orilla  izquierda  del  Rhin,  y que  habían  sido  incorpo- 
rados á Francia  desde  1791,  sirvieran  para  aumentar  el  territorio  de 
Holanda  y compensar  á Prusia  y á otros  Estados. 


Tratados  de  Pero  el  tratado  de  París  de  1814  no  habia  hecho  más 
que  sentar  un  poco  las  bases  para  el  restablecimiento  de 
la  paz  en  Europa,  y determinó  que  se  reuniera  en  Viena  un  congreso 
que  adoptara,  á este  fin,  las  medidas  necesarias.  Las  cuatro  potencias 
aliadas  trataron,  tan  pronto  como  constituyeron  el  congreso,  de  dis- 
poner de  los  territorios  cedidos  por  Francia,  sin  consultar  á esta  nación 
ni  á los  demás  Estados  representados  en  el  congreso.  Pero  se  renunció 
bien  pronto  á esta  pretensión  y se  constituyó  el  comité  directivo 
compuesto  de  los  representantes  de  Austria,  Inglaterra,  España, 
Francia,  Prusia,  Portugal,  Rusia  y Suecia.  Este  comité  general  consti- 
tuyó otros  tres  para  la  resolución  de  los  asuntos  de  Italia  y de  Suiza, 
y la  organización  de  la  confederación  germánica. 


. Proyecto  de  Una  de  las  primeras  cuestiones  de  que  se  ocudó  el  con- 
íncorporacion  n r 

á klapmi°a'a  ^res0  *iena>  fuó  la  de  la  incorporación  de  Sajonia  á 
Prusia.  El  representante  de  Inglaterra  manifestó  en  esta  oca- 
sión que,  si  la  incorporación  de  los  Estados  de  Sajonia  era  indispensable 
á la  reconstrucción  de  la  monarquía  prusiana,  consentiría  en  ella;  pero, 
que  si  esta  incorporación  se  verificaba  con  el  objeto  de  que  sirviera 
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de  compensación  á Prusia  por  la  última  división  de  Polonia,  se  opondría 
con  todas  sus  fuerzas. 

El  representante  prusiano  trató  según  los  principios  del  derecho 
de  gentes,  el  interés  político  de  Alemania  y el  de  Sajonia  misma, 
probando  en  todos  conceptos  la  necesidad  y utilidad  de  la  incorpo- 
ración. 

Las  dificultades  y los  peligros  que  ofrecía  la  resolución  de  esta 
cuestión  en  el  congreso  de  Viena  fueron  tales,  que  hubo  momentos 
en  que  se  temió  su  disolución,  dando  lugar  á una  alianza  secreta 
entre  Austria,  Inglaterra  y Francia,  firmada  en  Viena  el  3 de 
febrero  de  1815  y dirigida  contra  las  pretensiones  de  Prusia  con 
respecto  á Sajonia,  y de  Rusia  con  respecto  al  reino  de  Polonia. 
Inglaterra,  Francia  v Austria  manifestaron  que  verían  „ 

° 7 ^ 1 Reconocí- 

con  gran  satisfacción  el  restablecimiento  del  reino  de  Polo-  in}enl0  dc,la 

° división  de 

nia.  Los  plenipotenciarios  rusos  se  esforzaron  en  demostrar  ,a  l’o!t>nia- 
su  imposibilidad,  y declararon  que  su  gobierno  trabajaba  y traba- 
jaría en  mejorar  la  situación  del  pueblo  polaco. 

El  resultado  de  estas  declaraciones  fue,  que  el  congreso  de  Viena 
confirmara  la  división  de  Polonia,  y de  acuerdo  con  sus  disposiciones, 
el  emperador  Alejandro  concedió  la  constitución  de  noviembre 
de  1815. 


En  la  cuestión  entre  Prusia  y Sajonia  adoptóse  un  tér- 
mino medio.  El  reino  prusiano  fue  reconstruido  según  su 
situación  antes  de  la  guerra  de  1806,  y los  Estados  sajones 
se  dividieron  entre  Prusia  y su  antiguo  soberano. 


Uesolsicion 
de  la  cues- 
!i<m  entre 
la  Prusia  y 
la  Sajonia. 


El  acta  final  del  congreso  de  Viena,  que  confirmaba  la  La  ciudad  de 
división  de  la  Polonia,  dispuso  también  que  la  ciudad  de  Cracovia. 
Cracovia,  con  su  territorio,  permaneciese  completamente  libre,  inde- 
pendiente y neutral  bajo  la  protección  de  Rusia,  Austria  y Prusia. 
Esta  disposición  dió  lugar  después,  complicándose  con  la  actitud  de 
Rusia  y de  Austria  con  motivo  de  las  insurrecciones  de  Polonia, 
á muchas  diferencias  entre  el  gobierno  ruso  y los  de  Inglaterra  > 
Francia. 

Va  se  liabia  convenido,  con  anterioridad  al  congreso  de  ei^  congreso 
Viena,  por  Austria,  Inglaterra,  Prusia  y Rusia,  en  que  la  itaiiu. 
Austria  fuera  restablecida  en  su  integridad  de  1803.  Para  nacei 
efectivas  las  estipulaciones  del  tratado  de  Toeplitz  de  1813,  el  con- 
greso do  Viena  devolvió  á Austria  todos  los  territorios  que  esta  liabia 
cedido  ú Francia  por  los  tratados  de  Campo-Formio  en  1707,  de 
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Lunévillc  en  1801,  de  Presburgo  en  180o,  de  Fontaincbleau  en  1807 
y de  Viena  en  1809,  exceptuando  la  Bélgica  y las  antiguas  pose- 
siones en  la  Suabia.  Se  retrocedieron  también  al  imperio  austríaco 
todos  los  territorios  que  constituyeron  después  el  reino  lombardo- 
venelo  con  los  valles  de  Vattelina,  Bormio  y Chiazvenna. 

Los  ducados  de  Parma,  Plasencia  y Guastalla  fueron  cedidos  á la 
archiduquesa  María  Luisa,  teniendo  derecho  á ellos,  de  sucesión  y de 
reversión,  la  casa  de  Austria.  El  ducado  de  Módena  al  archiduque 
Francisco  de  Este,  y el  de  Massa  y Carrara  á la  archiduquesa  María 
Beatriz  de  Este,  con  iguales  derechos  de  sucesión  y reversión  por 
parte  de  Austria.  El  ducado  de  Lúea  á la  infanta  María  Luisa  y 
sus  descendientes,  y el  de  Toscana  al  archiduque  Fernando  de 
Austria. 


Los  tratados  de  Viena  restablecieron  á Fernando  IV  en  el  reino  de 
Nápoles,  siendo  reconocido  como  rey  de  las  Dos  Sicilias.  Al  rey  de 
Cerdcña  se  le  devolvieron  sus  antiguas  posesiones  del  Piamonte  y de 
Saboya,  aumentándolas  con  la  república  de  Génova. 

Bélgica  Se  decidió  también  la  unión  de  Bélgica  y el  gran 
y Holanda.  ducado  (je  Luxeniburgo  á la  Holanda,  bajo  la  monarquía 
del  rey  de  los  Paises-Bajos. 

constitución  El  congreso  de  Viena  determinó  al  mismo  tiempo  la 
constitución  de  la  confederación  germánica  y de  la  confe- 

iaácontederae.  Aeración  suiza,  completando  de  este  modo  su  obra  de 
cion  suiza.  reconstrucción. 


No  se  limitó  á resolver  las  cuestiones  indicadas,  restaurando  en  lo 
posible  la  antigua  situación  curopéa,  hizo  más  aun;  tocó  otras  cues- 
tiones de  innegable  importancia.  Entre  estas  se  encuentrau  la  de  la 
clasiíicacion  de  los  ministros  públicos,  la  de  la  abolición  de  la  trata 
de  negros,  y la  de  la  libre  navegación  de  los  rios.  * 

Publicistas  § 22.  Antes  de  la  revolución  francesa  Martens  publicó  su 
ca. e- a Mar-  Précis  da  droit  des  gens  moderna  ele  l’Europe,  y después 
dio  á luz  muchas  obras  importantes  sobre  cuestiones  inter- 
nacionales, aplicando  en  todas  ellas  su  sistema  (1). 


* Whealon,  Histoirc  des  progrés  da  droit  des  gens,  v.  n,  p.  46-172;  Mackintosh, 
Miscellaneous  Worlcs,  p.  4111-465 ; Jomini,  Les  guerres  de  la  revolution ; Jomini, 
líe  pol.  el  mil.  de  Napoléon;  Napoleón,  Mémoires  de  S le- 1!  é lene  ¡ Aliso»,  Ilisl.  of 
Europe,  íirst  series;  Amstrong,  Noticcs  of  the  War  of  1812;  Duer,  Lecturos  on  In- 
surance, vol.  I. 

(I)  ^ease,  Sistema  de  Martens,  § 28. 
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Iíant,  el  filósofo  de  Koenigsberg,  autor  de  la  Crítica  de 
la  razón  pura , aplieó  también  los  principios  generales 
de  su  filosofía  á las  cuestiones  de  derecho  de  gentes.  Pero  el  sistema 
de  Iíant,  esencialmente  subjetivo,  tenia  que  conducirle,  en  la  esfera 
del  derecho  internacional,  á conclusiones  inadmisibles  é igualmente 
contrarias  á la  razón  y á la  historia.  Así  Iíant,  por  ejemplo,  condena 
la  guerra,  como  medio  digno  solamente  de  los  bárbaros,  y sueña  un 
estado  de  paz  de  imposible  realización. 

En  1795,  Domingo  Alberto  Azuni  publicó  su  Sistema  uni- 
versal de  los  principios  del  derecho  marítimo  européo.  Esta  AzunL 
obra  de  bastante  importancia  ha  sido  traducida  al  inglés  en  1800. 

Iíoch  representa  la  tendencia  histórica  que  en  esta  época 
tomaron  los  estudios  del  derecho  de  gentes.  En  1796  dió  a Koch' 
luz  su  Compendio  de  la  historia  de  los  tratados  de  paz,  y escribió 
después  otras  obras  históricas. 


Savigny  fué  el  jefe  de  la  escuela  histórica  de  los  juris- 
consultos alemanes.  Dedicado  al  estudio  del  derecho  romano  Savisny' 
demuestra  sus  progresos  y traza  admirablemente  su  situación  en  la 
Edad-Media  y su  influencia  en  los  tiempos  modernos.  Trata,  con  este 
motivo,  de  cuestiones  propias  del  derecho  de  gentes,  estando  siempre 
mas  al  antecedente  histórico  que  á la  idea  ó principio  que  supone  ese 
mismo  antecedente. 


Además  de  estos  publicistas  podemos  citar  á sir  James  Mackinlosh, 
Basols,  Rayneval,  Horne,  Jouffroy,  Hall,  Warden,  Frick,  el  Conde  de 
Merlin  y Robinson.  * 

§ 23.  Deben  tenerse  muy  en  cuenta  en  esta  época  las  dcci-  Decisiones 
siones  y sentencias  de  los  tribunales  sobre  asuntos  de  dere-  cientos  tribu- 
cho  internacional.  Unas  y otras,  además  de  constituir  Ia  b' 
como  la  base  de  una  jurisprudencia  internacional,  están  regularmente 
tundadas  en  consideraciones  de  mucha  importancia  y que  dan  lugar 
á precedentes  de  gran  fuerza.  ** 


* Halleck,  International  Law,  ch.  I,  § 27,  p.  27-29;  Willm,  IUsloire  de  laphilo- 
saphie  allemande,  v.  I;  Alison,  Hist.  of  Europe,  first  series;  Jomini,  I ie  po  . e 
mil.  de  Napoléon;  Napier,  Hist.  Peninsular  War ; Thiers,  Hist.  de  la  Rcvolution  u 
Consulatet  de  V Empire-,  De  Cussy,  Droil  maritime,  liv.  I,  tit.  3,  § 39; 

Legal  Sludies,  tille  9 ; Wheaton,  Hist.  des  Progrés  da  Droil  des  Gens,  Y.  II,  P-  w-í¡-. 

**  Ilalleck.  International  Laxo,  ch.  I,  § 28,  p.  29-30;  Duer,  on  Insurance,  vol.  I. 
5-747;  Mauníng,  Law  of  nalions,  p.  45-47;  rhillimore,  on  hit  Law,  v°l-  I, 


p.  74G-747  ; 


* o > -KUIV  \J¡  J-  ' - i r y r,  J >■ 

pref.,  p.  21-22;  Story,  Miscellaneous  Writings,  p.  282;  Hoflman,  Legal  Sludies, 
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SÉTIMA.  ÉPOCA.  — DESDE 
HASTA  NUESTROS 


EL  CONGRESO  DE  VI ENA 

dias  —1815-1868. 


Hechos  c,uc  § 24.  Después  de  la  paz  de  Viena,  Europa  toda,  como 
ípociu"  CSta  extenuada  por  las  grandes  guerras  de  la  revolución  fran- 
cesa, entró  en  un  período  de  mayor  calma  y tranquilidad.  Sin 
embargo,  el  impulso  á favor  del  restablecimiento  de  las  antiguas 
monarquías  estaba  dado  y las  consecuencias  no  podían  tardar  en 
producirse.  Así,  después  de  las  guerras  de  la  revolución  vienen  las 
de  las  grandes  intervenciones  en  contra  de  los  gobiernos  popu- 
lares. 


Alianza 
perpetua  en- 
tre la  Ingla- 
terra, Aus- 
tria, l’rusia, 
Uusia  y Fran- 
cia.Su  objeto. 


Austria,-  Inglaterra,  Prusia  y Rusia  habían  logrado 
celebrar  una  alianza  perpétua  á la  cual  se  adhirió  Francia 
en  1818  en  el  congreso  de  Aix-la-Cliapelle.  Esta  nueva 
alianza  tenia  por  objeto,  según  los  gobiernos  de  Austria, 
Prusia  y Rusia,  evitar  los  cambios  de  sistema  é impedir 


las  conmociones  populares  en  los  Estados. 


intervención  Uno  de  los  primeros  casos  en  que  se  manifiestan  y des- 

CD 

Nápoics.  cubren  las  tendencias  del  Austria,  Rusia  y Prusia,  es  su 
intervención  en  los  asuntos  de  Ñapóles,  en  virtud  de  los  tratados  de 
Troppau  y de  Laybacli.  El  gobierno  inglés  no  quiso  asociarse  á esta 
intervención. 


congreso  do  El  congreso  de  Verona  en  1822,  dió  por  resultado  al 

Yerona.  In-  L 

tcncncionde  poco  tiempo,  la  intervención  de  Francia  en  España,  con 
España.  el  consentimiento  y aprobación  de  Austria,  Prusia  y Rusia. 
También  protestó  en  contra  de  esta  intervención  el  gobierno  inglés  (1). 

Independen-  El  carácter  que  habia  recibido  la  política  internacional 
ion  ¡as  'espa-  européa  después  de  la  paz  de  Viena,  influyó  notablemente 
tug^esaisPcn  en  d reconocimiento  de  la  independencia  de  las  colonias 
americanas  de  España  y de  Portugal,  dando  también 
lugar  á debates  importantísimos.  La  célebre  doctrina  de  Monroe  se 
formuló  con  este  motivo  (2).  Esta  actitud  del  gobierno  de  los 
Estados-Unidos  norte-americanos  influyó  de  un  modo  decisivo  en  la 
conducía  del  gobierno  inglés,  facilitándose  asi  mas  y mas  el  recono- 
cimiento de  los  nuevos  Estados  de  América  por  las  naciones  européas, 


Sobre  estas  intervenciones,  véase  el  capítulo  II. 
Véase  el  capítulo  II. 
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que  desde  entónces  renunciaron  al  proyecto  de  auxiliar  á España  en 
la  reconquista  de  sus  colonias  americanas  (1). 

La  Inglaterra,  que  liabia  protestado  contra  la  interven- 
ción de  los  otros  Estados  europeos  en  los  asuntos  de  ciín^nTor- 
Nápoles  y de  España,  intervino  á su  vez,  aunque  fundán-  tu§;a1' 
dose  en  razones  especiales,  en  los  asuntos  interiores  de  Portugal  (2). 

La  situación  de  España  á la  muerte  de  Fernando  Vil,  La  cnftdru_ 
y la  de  Portugal  con  motivo  de  las  pretensiones  de  D.  Mi-  ple  alianza- 
guel  á la  corona  de  este  reino,  fueron  el  antecedente  necesario  de 
la  cuádruple  alianza  celebrada  en  1834  entre  Inglaterra,  Francia, 
España  y Portugal.  Esta  alianza  contribuyó  poderosamente  á terminar 
las  guerras  originadas  por  las  pretensiones  de  D.  Miguel  á la  corona 
de  Portugal  y de  D.  Cárlos  á la  de  España,  con  el  apoyo  material  y 
moral  que  en  su  virtud  recibieron  los  soberanos  legítimos  de  los  dos 
reinos. 

A consecuencia  de  la  revolución  belga  de  1830,  se  verifi-  mtorven- 

. cion  de  las 

có  en  interés  de  la  paz  de  Europa  y del  respeto  de  los  tra-  cinco  f?ran- 

r J r des  potencias 

tados,  la  intervención  de  las  cinco  grandes  potencias  cn  nengica. 
en  Bélgica.  Esta  intervención  dio  por  resultado  la  separación  clclini- 
tiva  de  Bélgica  de  los  Paises-Bajos,  reconocida  por  el  tratado  de 
lo  de  Noviembre  de  1831.  Las  potencias  signatarias  de  este  tratado 
continuaron  después  sosteniendo  la  independencia  del  nuevo  reino 
contra  las  obstinadas  pretensiones  del  gobierno  holandés. 


(1)  Ilalleck  asegura,  al  hablar  de  la  independencia  de  estas  colonias,  que  Inglaterra 
facilitó  para  este  fin  hasta  ciento  cincuenta  millones  de  libras  esterlinas,  los  cuales 
ha  perdido  por  la  informalidad  é insolvencia  de  los  nuevos  Estados.  En  esta 
ocasión  el  publicista  norte-americano  no  ha  recurrido  á buenas  fuentes.  Porque  si 
bien  es  cierto  que  Inglaterra  contribuyó  poderosamente  á la  independencia  de  esta 
parte  de  América  y cubrió  muchos  empréstitos,  también  lo  es  que  los  nuevos 
gobiernos  reconocieron  estas  obligaciones  y las  cumplieron,  ó figuran  actualmente  en 
la  déuda  de  dichos  Estados.  Halleclc  hace  notar  también  los  perjuicios  que  esta  inde- 
pendencia trajo  inmediatamente  al  comercio  inglés,  y los  hace  subir  á otros  ciento 
cincuenta  millones  de  libras  esterlinas.  Así,  dice,  la  independencia  de  la  Amélica 
latina  ha  costado  & Inglaterra  la  enorme  suma  de  mil  quinientos  millones  de  pesos. 

Que  el  comercio  inglés  sufriera  grandes  perjuicios  por  este  cambio  en  el  modo  de 
ser  de  los  Estados  sur-americanos,  es  cosa  que  fácilmente  se  comprende  Tal  suce  i •, 
con  la  revolución  francesa.  Pero,  ¿cuánto  no  se  ha  desarrollado  ese  mismo 
comercio  inglés,  después  que  los  nuevos  Estados  americanos  se  constituyeron  He 
aquí  lo  que  Ilalleck  ha  olvidado,  y lo  que  debiera,  sin  embargo,  haber  recordado. 
En  trabajos  especiales  refutamos  con  hechos,  estos  y otros  erioies  que  se  ían  esca 
pado  á algunos  publicistas  prohijando  sin  examen  los  juicios  de  escritores 
apasionados.  ( Véase  Halleclc.  cap.  I § 30 ; — Cárlos  Calvo,  Anules  historíeos  de 
la  América  latina,  t.  I,  Introducción,  p, xxxn  — cxxxv). 

(2)  Véase  capitulo  II. 
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ncvoiu-  El  espíritu  revolucionario  que  ha  trabajado  constante- 
cion  griega.  mente  ¿ Europa  durante  la  primera  mitad  de  este  siglo 
se  manifestó  también  en  1821  en  la  Morea  y en  las  islas  del  archipié- 
lago griego.  La  revolución  griega  fué  como  el  pretexto  por  parte  de 
Rusia  para  plantear  la  cuestión  de  Oriente.  Sin  embargo,  como  los 
demás  Estados  europeos  no  podian  consentir  este  engrandecimiento 
de  los  herederos  de  Pedro  el  Grande,  el  7 de  octubre  del  mismo 
año,  se  celebró  un  tratado  entre  Rusia  y Turquía  en  cuya  virtud 
el  sultán  reconoció  algunas  garantías  á favor  de  sus  súbditos  cristia- 
nos de  Servia. 

Quedaba  por  resolver  la  cuestión  griega,  y para  conseguirlo, 
Inglaterra,  Francia  y Rusia  celebraron  en  1827  un  tratado  en  Lóndres, 
que  tenia  por  objeto  la  pacificación  de  Grecia.  Esta  se  obtuvo,  al  fin, 
obligando  á la  Puerta  á reconocer  la  independencia  del  nuevo  reino. 

Poco  tiempo  después,  y por  la  falta  de  cumplimiento  de  los  trata- 
dos celebrados,  estalló  la  guerra  entre  Rusia  y Turquía.  Su  resultado 
fué  el  tratado  de  Andrinópolis  de  1829. 

Las  complicaciones  continuaron  aun  para  el  imperio  turco,  que  se 
encontró  inmediatamente  con  la  sublevación  del  Egipto  y con  que 
las  tropas  de  Ibrahim-Pachá  amenazaban  á Constantinopla.  La  con- 
vención de  abril  de  1833  resolvió  transitoriamente  este  nuevo  conflicto, 
cuya  solución  definitiva  no  se  alcanzó  hasta  el  tratado  de  Lóndres 
de"  1840. 


Discusión 
sobre  el  de- 
recho de  vi- 
sita entre  la 
Gran-BreLafia 
y los  Esta- 
dos-Unidos,y 
el  iráíico  de 
negros. 

en  1841, 
Francia, 


La  conducta  de  Inglaterra  con  respecto  á la  trata  de 
negros  y algunas  otras  pretenciones  suyas,  dieron  lugar  á 
la  discusión  promovida  en  esta  época  acerca  del  derecho 
de  visita  entre  el  gobierno  inglés  y el  de  los  Estados- 
Unidos  norte- americanos.  Aun  duraba  esta  discusión 
cuando  se  firmó  en  Lóndres  un  tratado  entre  Austria, 
Inglaterra,  Prusia  y Rusia  suprimiendo  la  trata. 


Tratado  de  Inglaterra  concluyó  también  en  1842  un  tratado  con  los 
\\asinngton.  Estados-Unidos,  firmado  en  Washington,  que  tendía  á la 
abolición  de  la  trata,  en  tanto  que  se  pudiera  conseguir  que  se  cerra- 
ran los  mercados  de  esclavos  de  la  Union  norte-americana. 

Este  tratado  fué  seguido  del  celebrado  el  29  de  mayo  de  1845 
entre  Inglaterra  y Francia,  que  tuvo  por  objeto  suprimir  el  derecho 
de  visita  recíproca  estipulado  por  los  de  1831  y 1833 
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Pero  la  cuestión  de  la  trata  tenia  aun  que  dar  lugar  á 
muchas  discusiones  entre  los  gobiernos.  Inglaterra  adoptó,  oní“ft“ 
respecto  al  Brasil,  las  mismas  medidas  que  empleó  Brasa! 1 1 01 
contra  Portugal  en  1839.  A consecuencia  de  estas  disposiciones,  los 
tribunales  ingleses  eran  competentes  para  juzgar  á los  buques  bra- 
sileños que  hicieran  la  trata  y fueran  apresados  por  los  cruceros  de 
Inglaterra.  El  gobierno  del  Brasil  protestó  en  1845  contra  estos  actos 
que  usurpaban,  en  su  opinión,  sus  derechos  legítimos  de  soberanía 
é independencia. 

Una  de  las  cuestiones  mas  instructivas  de  esta  época  fue 
la  promovida  entre  el  gobierno  de  los  Estados-Unidos  La  Cl,l,lla' 
norte-americanos  y el  inglés,  con  motivo  del  asunto  de  la  Criolla. 
Esta  cuestión,  que  damos  en  todos  sus  detalles  en  la  sección  correspon- 
diente, fue  resuelta  según  las  pretensiones  del  gobierno  inglés. 

Después  del  tratado  de  Washington  de  1842,  el  suceso  Revolución 
mas  importante  que  se  realiza  en  Europa  es  la  revolución  de 

francesa  de  1848,  que  arrojó  del  trono  á Luis  Felipe  y estableció  en 
Francia  la  república,  la  cual  desapareció  para  dar  lugar  al  imperio 
constituido  por  Napoleón  III. 

La  revolución  de  1848,  que  se  extendió  por  casi  toda  Revoiuci 
Europa,  tuvo  también  su  eco  en  Hungría.  El  movimiento  cn  Hm,STia- 
húngaro  fué  sofocado  por  Austria,  con  el  auxilio  de  la  intervención 
armada  de  Rusia. 

Apcsar  de  los  tratados  celebrados,  Rusia  no  habia  Guerra 
desistido  de  extender  su  influencia  y su  dominación  sobre  el  m-s.  — "cun- 

„ , , , greso  de  Pa- 

nnperio  turco.  Esta  actitud  dio  lugar  a la  guerra  de  m,  isss. 
Oriente  de  1854  cn  la  cual  tomaron  parte  Inglaterra,  Francia,  Cerderia 
y Turquía  contra  Russia.  El  resultado  de  ella  fué  el  congreso  de 
París  de  1856  (I). 

Otro  de  los  hechos  que  han  ejercido  mas  influencia  en  Italia  y trata- 
la  situación  actual  de  Europa,  ha  sido  la  constitución  deíi-  dudeZmiL 
nitiva  del  reino  de  Italia,  después  de  la  última  guerra  sostenida  por 
Francia  y el  Piamonte  contra  Austria.  Esta  guerra,  que  termino  con 
el  tratado  de  Zurieh  de  1859,  fué  también  el  motivo  ocasional  de  la 
anexión  al  imperio  francés  de  Niza  y la  Saboya. 


(1)  Véase  la  parte  correspondiente. 
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s 21 


Los  Estados- 
Unidos  de  la 
América  del 
norte  y Mé- 
jico.—Expe- 
dición de  lili- 
tmsloros,  Cu- 
ba,Nicaragua 
y la  Sonora. 


Ullil 


gran 


Interven- 
ción anglo- 
francesa  en 
el  Rio  (¡c  la 
Piala. 


Las  cuestiones  mas  importantes  que  durante  esta  época 
tuvieron  que  resolverse  en  América  fueron,  á mas  de  las 
ya  citadas,  la  de  la  anexión  de  Tejas  á los  Estados-Unidos, 
que  dió  origen  á la  guerra  entre  la  Union  Americana  y 
Méjico,  que  terminó  por  el  tratado  de  Guadalupe  en  1848, 
y la  cesión  hecha  por  el  segundo  á los  primeros  de 
parte  de  su  territorio.  Poco  después  se  sucedieron 
las  expediciones  de  filibusteros  contra  Cuba,  Nicaragua,  y la  So- 
nora . 

Al  mismo  tiempo  que  esto  se  verificaba,  tenían  lugar 
en  el  Rio  de  la  Plata  las  intervenciones  de  Inglaterra  y 
de  Francia  que  tanto  daño  causaron  al  comercio  en 
general  y á la  situación  de  las  repúblicas  Argentina  y del 
Uruguay,  y que  terminaron  reconociendo,  las  dos  potencias  aliadas, 
el  poder  dictatorial  del  general  Rosas  (1). 

La  guerra  civil  de  los  Estados-Unidos  norte-americanos 
y la  intervención  francesa  en  la  república  de  Méjico,  así 
como  la  desastrosa  guerra  entre  España  y Chile  y el  Perú, 
y la  larga  lucha  que  sostienen  la  República  Argentina,  la 
del  Uruguay  y el  imperio  del  Brasil,  aliados  contra  el 
gobierno  del  Paraguay,  constituyen  otros  tantos  hechos  de 
importancia  que  han  ejercido  ó ejercen  todavía  grande  influencia  en 
la  situación  general  de  los  Estados  americanos  y en  sus  relaciones 
con  los  Estados  européos  (2). 

En  Europa,  después  del  tratado  de  Zurich,  no  encontra- 
mos suceso  alguno  de  verdadera  importancia  hasta  llegar  á 
los  que  motivaron  la  paz  de  Praga.  Las  guerras  de  Inglaterra  en  la 
India,  de  Rusia  en  Asia,  de  Francia  y la  Gran— Bretaña  en  China  y de 
España  en  el  imperio  de  Marruecos,  no  tienen  realmente  importancia 
internacional.  No  sucede  así  con  la  reciente  entre  Prusia  é Italia 
contra  Austria,  origen  de  la  referida  paz  de  Praga. 

El  tratado  de  Praga  ha  sido  el  punto  de  partida  necesario  para  la 
nueva  organización  de  la  Alemania  del  Norte  (3),  y para  la  adquisi- 
ción de  la  Venecia  por  Italia.  Además,  y aunque  indirectamente,  la 
paz  de  Praga  ha  ejercido  mucha  influencia  en  el  restablecimiento  de 


Guerra  ci- 
vil de  los  Es- 
tados-Unidos 
de  Norte-A  - 
mérica-— in- 
tervención 
francesa  en 
Méjico . — 

Guerra  entre 
España  y c-1 
Perú  y Chile. 


Paz 

de  Praga. 


(1)  Véase  Intervenciones  en  el  Rio  de  la  Plata,  capítulo  II. 

(2j  \ éase  Intervención  francesa  en  Méjico,  capítulo  II. 

(3)  Vease  Confederación  de  la  Alemania  del  Norte,  capítulo  I. 
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la  autonomía  del  reino  húngaro  (1)  y ha  sido  ocasión  de  la  cuestión 
del  Luxemburgo  resuelta  por  las  últimas  conferencias  de  Londres. 

La  actitud  de  Italia  liácia  liorna  y la  posibilidad, 
según  el  gobierno  francés,  de  que  dejara  de  cumplirse  el  Roma*  iíucr- 
tratado  de  15  de  setiembre,  lia  producido  la  nueva  ínter-  VLUCccsaUn’ 
vención  francesa  á favor  del  Papa.  La  cuestión  no  ha  terminado 
aun,  y su  resolución  nos  parece  de  tal  modo  complicada  y difícil,  que 
no  nos  atrevemos  a emitir  sobre  ella  y sus  consecuencias  ninguna 
apreciación.  * 

§ 25.  Así  como  esta  época  es  fecundísima  en  cuestiones  publicistas 
de  derecho  internacional,  lo  es  también  en  publicistas  Smi)ürá" 
notables.  Entre  el  gran  número  de  estos  citaremos  á los  siguientes, 
que  son,  en  nuestro  concepto,  los  que  han  contribuido  mas  á los  pro- 
gresos del  derecho  de  gentes. 

La  filosofía  de  la  escuela  kantista  fué  séria  y profun- 
damente combatida  por  Hegel,  que  separándose  de  Iíant 
en  las  cuestiones  fundamentales  de  la  filosofía,  tenia  que  hacerlo 
también  en  las  fundamentales  del  derecho  internacional.  Hegel  dá 
gran  consideración  é importancia  al  elemento  histórico,  y no  cae 
así  en  la  aspiración  subjetiva  de  Kant  acerca  de  la  paz  perpétua. 
Según  él,  la  guerra  es  necesaria  y justificativa  y sirve  como  gran 
elemento  de  progreso,  es  decir,  usando  el  lenguage  de  esta  escuela, 
hay  una  idea  de  la  guerra  como  la  hay  de  la  vida,  de  la  planta,  del 
hombre,  del  espíritu.  Partiendo  de  esta  consideración  ha  llegado 
Proudhon,  en  su  obra  titulada  La  guerre  et  la  paix,  á sostener  la 
legitimidad  de  la  fuerza,  es  decir,  á proclamar  el  derecho  de  la 
fuerza. 

La  admisión  de  una  idea  de  la  guerra,  en  el  sentido  dado  á la 
palabra  idea  por  la  filosofía  hegeliana,  implica  la  imposibilidad  com- 


(lj  Véase,  Union  real  bajo  un  mismo  soberano,  capítulo  I,  nota. 

* Wheaton,  Iíistoire  des  progrés  du  droit  des  gens,  v.  II,  p • 200-3*3,  Ilallecfc, 
International  Law,  ch.  1,  §§  29-3-'.,  p.  30-38;  Alison,  Hist 

§§  47-91  ; Alison,  Hist.  of  Europc,  sccond  series,  ch.  4,  §§  103  106,  Ca P o > 
Iíistoire  de  la  Rcstauration ; Capefigue,  L’Europc  depuis  l'avénemen  u roí  - 
Philippe;  Manning,  Law  of  nalions,  p.  ;39-56;  Martens,  Cuide  diplomante >,v . 1. 
Bib.  Dip.;  Phü, imore,  o n Int.  Law,  yol.  ID,  P-  681-685  notes,  vol.  1,  P-  ^ 
vol.  III,  pref ; Présidcnt’s  Messages  and  Cong.  Documente  on  thewar  wtíi  México 
Prcsident’s  Messarjcs,  dec.  1856,  57,58;  Everett,  Letler  of  Dcc.  1 st.  18a-,  _g. 
documente ; Marcy,  Dip.  Correspondence,  Cong.  Documente;  Marcy,  Letler  to  Lo 
Sartiges,  Cong.  Documents. 
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§ 25 

plcta  y absoluta  do  la  paz  perpetua  y una  distinta  consideración 
del  derecho  internacional  (1). 

Wheaton  es  uno  de  los  publicistas  mas  eminentes  de 
wheaton . ^ época  Nac¡ó  gn  ]os  Estacios_Unidos  en  1785  y murió 

en  1848.  La  primera  edición  de  sus  Elementos  ele  derecho  interna- 
cional se  imprimió  en  1830.  Su  Historia  del  derecho  de  gentes,  es  la 
mas  completa  en  su  género  (2). 

Kent,  también  norte-americano,  dió  á luz  en  1826  una 
Kent‘  obra  en  que  discutió  brevemente  los  principios  del  dere- 
cho internacional.  Este  libro  es  muy  apreciado  y tiene  gran  autori- 
dad en  los  Estados-Unidos. 


Slory  publicó  en  1834  sus  Comentarios  sobre  el  conflicto 
de  las  leyes , obra  en  que  examina  muchas  cuestiones  im- 
portantes de  derecho  internacional.  Es  también  muy  citada. 

Entre  los  publicistas  de  las  repúblicas  sud- americanas 

Bello . 1 r 

podemos  citar  á Andrés  Bello,  que  dió  á luz  en  1832  un 
tratado  elemental  de  derecho  internacional,  en  donde  sucintamente 
toca  y resuelve  las  cuestiones  de  mas  importancia.  Autores  muy  no- 
tables, principalmente  Ilalleck,  le  citan  con  grande  encomio.  De  esta 
obra  se  han  hecho  muchas  ediciones  en  América  y en  España. 

El  conde  de  Ilauterive  y el  barón  de  Cussy  comenzaron 
y^dc^cussy  cn  ^34  'a  publicación  de  su  Recueil  des  traites  de  com- 
merce,  tantas  veces  citado  en  los  autores. 


i Entre  las  obras  que  pueden  adoptarse  para  la  enseñanza 

del  derecho  internacional  ligura,  en  primera  línea,  el  libro 
de  Hefftcr.  Este  publicista  condensa  en  un  corto  número  de  páginas 
todas  las  cuestiones,  y facilita  su  estudio,  al  mismo  tiempo,  por  su 
claridad  y por  su  método  (3). 

F El  tratado  de  derecho  internacional  privado  de  Fcelix  es 

muy  notable.  Los  principios  establecidos  por  Story  han 
sido  adoptados  por  él. 


(1)  \éase  W¡llm,  Hisloire  de  la  Philosopliic  allemande,  vol.  III  y IV,  y principal- 
mente  ^eia,  Inlroduction  á la  philosophie  de  Hcgel. 

(2)  Véase,  Sistema  de  Wheaton,  § 28. 

(3)  Véase,  Sistema  de  ffeffter,  § 28 
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Hautcfcuille. 


Ortolan . 


I’inhciio- 

Ferrcira. 


El  doctor  Pliillimore  publicó  su  obra  titulada  The  latos 
of  domicil  en  1847,  y después  sus  Comentarles  on  uni-  Ph,1Un,orB- 
versal  public  Laio  desde  1854  á 1856;  ambas  son  de  una  grande  im- 
portancia y le  han  dado  una  merecida  autoridad. 

Hautefeuille  publicó  en  1848  su  obra  titulada  Droits  el 
Devoirs  des  nations  neutros  en  ternps  de  guerra  maritime. 

De  ella  se  hizo  una  segunda  edición  en  1858. 

Uno  de  los  autores  que  han  tratado  con  mas  acierto  las 
cuestiones  del  derecho  internacional  marítimo,  ha  sido  Or- 
tolan. Su  obra,  Regles  Ínter nationales  et  Diplomatie  de  la  mer  es  la 
mas  completa  en  su  género. 

En  1845  Pinheiro-Ferreira  publicó  su  Cours  du  droit 
public.  Este  autor  ha  anotado  á Vattel  y á Martens,  y 
ha  escrito  además  muchos  artículos  sobre  cuestiones  de  derecho  inter- 
nacional en  la  Revue  étrangére  de  legislation. 

Un  año  después,  en  1846,  Mens  publicaba  su  Manuel  Alens 
pratique  du  Consulat.  Esta  obra  fué  seguida  por  el  Manuel  J 
des  Agents  consulaires  de  Moreuil,  impresa  en  1850. 

Las  mas  completas  y autorizadas  de  este  género  son 
las  de  De  Clercq.  A su  Cuide  pratique  des  Comidáis , se  De  c,CKq‘ 
asoció  de  Vallat.  Se  han  hecho  varias  ediciones  del  Formulaire  des 
Chancelleries  diplomatiques  et  consulaires ; y se  han  publicado  ya  nueve 
tomos  de  su  importante  Recueil  de  traités  de  la  Frunce.  Todas  estas 
obras  han  sido  adoptadas  oficialmente  y publicadas  bajo  los  auspicios 
del  Ministerio  de  negocios  extranjeros. 

En  1850,  comenzó  el  conde  de  Garden  la  publicación 
de  su  obra  titulada  Histoire  genérale  des  traités  de  paix, 
que  llega  hasta  el  año  1814  y consta  de  catorce  volúmenes. 

Uno  de  los  trabajos  mas  recomendables  que  se  han  pu- 
blicado en  estos  últimos  tiempos  sobre  el  derecho  de  los 
Estados  neutrales  en  el  mar,  es  el  que  con  el  título  de  le  Droit  des 
neutros  sur  mer  ha  dado  á luz  en  1865  el  doctor  Gessncr. 

Entre  los  tratados  de  derecho  internacional  publicados 
recientemente,  es  muy  notable  el  de  Halleck.  * 

La  octava  edición  de  los  Elementos  de  derecho  interna- 
cional de  Wheaton,  anotada  por  Dana  y publicada  en  Bos- 
ton el  año  1866,  merece  una  mención  especial. 


Carden . 


Gessner. 


IXalloek 


rana. 


* International  Laiv;  or  Rules  regulating  thc  Inlercourse  of  slalcs  in  peace  and  ¡car, 
publicado  on  San-Francisco  .Estados-Unidos),  1&0I  • 
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Dana,  en  sus  notas,  está  á una  gran  altura,  mostrando  que  le  son 
familiares  las  mas  árduas  cuestiones  de  derecho  internacional. 

Entre  los  anotadores  de  Europa  se  distinguen  Pradier 
dSdcCIvc T-  Fodcré,  que  ha  publicado  en  1863  una  excelente  edición 
e° 1 ou'  de  Vattel  y en  1867  una  traducción  de  Grotius,  ambas 

rejuvenecidas  con  notas  de  mucha  importancia;  Cárlos  Vergé  por  sus 
anotaciones  á la  nueva  edición  de  Martens,  publicada  el  año  1864 ; y 
Ott,  por  sus  notas  á la  de  Iíluber,  edición  de  1863. 

para  completar  esta  sucinta  reseña,  podríamos  citar  otras  muchas 
obras  especiales  de  derecho  internacional  y aun  de  historia  ó de 
política  que  tratan  más  ó ménos  directamente  de  estas  materias. 
Pero  nuestra  tarea  seria  de  este  modo  interminable,  á causa  de  las 
innumerables  publicaciones  de  que  tendriamos  que  ocuparnos.  Lo 
mismo  decimos  de  los  libros  que  se  han  publicado  con  motivo  de  al- 
gunas de  las  discusiones  promovidas  entre  dos  ó más  Estados,  ó 
coleccionando  las  decisiones  y sentencias  de  los  tribunales  sobre  pun- 
tos de  derecho  internacional;  y sobre  la  correspondencia  diplomá- 
tica y debates  parlamentarios  á que  han  dado  lugar  las  mismas  cues- 
tiones. La  bibliografía  del  derecho  internacional  exigiría  hoy,  para  ser 
completa,  muchos  volúmenes,  y sale,  por  otra  parte,  fuera  del  plan 
que  nos  liemos  trazado.  * 


* Wheaton,  Histoire  des  progrés  du  droit  des  gens,  v.  II;  Martens,  Cuide  diplo- 
mo! ¡que,  vol.  I,  Bib.  Dip.;  Phiüimore,  on  Int.  Law,  vol.  III,  p.  681-685,  notes- 
, r?*’.  LaW  ^ nations'  P-  39-56;  Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  annotó 
I '387!2i’dí?íérae  édilion>  Guiliaumin  et  O,  1864,  v.  II,  Bibliographie  raisonnée, 

nar  Oír  rn’n  " •*  Z>m¿  dCS  9<mS  moderne  de  vEurope,  nouvelle  édition  annotée 
pat  Utt’  Wllaumin  et  O,  1861,  Bibliothéque  choisie,  p.  419-468. 
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§ 26.  El  publicista  americano,  Bello,  dice  que  el  derecho 
internacional  ó de  gentes,  es  la  colección  de  las  leyes  del  derecho 
ó reglas  generales  de  conducta  que  las  naciones  deben 
observar  entre  sí  para  su  seguridad  y bienestar  común.  Vattel  funda 
su  definición  en  el  jus  gentium  del  antiguo  derecho  romano.  Según 
Halleck,  debe  entenderse  por  derecho  internacional  « las  reglas  de 
conducta  que  rigen  las  relaciones  de  los  Estados  ».  Esta  definición 
fundada  en  la  de  Bello,  pero  mas  ámplia  y extensa,  nos  parece  la  mas 
aceptable  en  el  estado  actual  de  los  estudios  juridicos.  Preciso  es,  sin 
embargo,  reconocer  que  es  sumamente  difícil,  por  no  decir  imposible, 
dar  una  definición  completa  del  derecho  internacional  ó de  gentes; 
que  la  significación  de  este  derecho  cambia  ó se  modifica  con  los  pro  - 
gresos  de  la  civilización,  y que  así  debemos  aceptar  solo  como  provi- 
soria la  definición  anterior  del  publicista  norte-americano.  * 

* Vattel,  Droit  des  gens,  prelim.,  § 3;  Martens,  Préeis  du  droit  des  gens,  § 2, 
Wheaton,  E lementary  int.  Lavo,  pt.  1,  ch.  1,  § 11;  Bello,  Derecho  internacional, 
No.  prelim.  § 1;  Hautefeuille,  Des  nations  neutres,  v.  I.  p.  3;  Foelix,  Droit , inteina- 
tional , tit.  prelim.,  ch.  1,  § 1 ; Ortolan,  Diplomatie  de  la  mer , liv.  1,  ch.  4;  Philli- 
more,  On  int.  Law,  vol.  I,  § 9 ; Manning,  Law  of  nations,  p.  2-57 ; Bentliam, 
Aloráis  and  leg , vol.  II,  p.  256;  Polson,  Law  of  nations , p.  1;  Riquelme,  Dere- 
cho público  inlernacimal,  lib.  1 tit.  1,  § 1 ; Savigny,  Rom.  Rechts,  B.  1 K.  2,  § 1 ; 
Ompleda,  Litlcralur  des  Volkerrechts,  § 64;  Wildman,  Int.  Law,  vol.  I,  p.  ; 
Bowyer,  On  Pub.  Law,  ch.  2;  Garden,  De  diplomatie,  v.  I,  p.  36;  Rayneval,  Droi 
déla  nature,  etc,  liv.  I,  ch.  1,  § 10;  D’Aguesseau,  (Euvrcs , v.  I,  p.  337;  Rea, 
Science  du  gouvcrncmcnt,  v.  I,  p.  22;  Massé,  Droit  com .,  S 1- 
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§ 27 

§ 27.  Los  escritores  de  los  siglos  xvii  y xvm  lian  esta- 
dd'derccho  blecido  numerosísimas  divisiones  en  el  derecho  intcma- 
STSSfSrí  cional.  Llevando  á esta  parte  del  derecho  el  espíritu  de  la 

P0S1UV0‘  filosofía  escolástica,  las  divisiones  establecidas  por  esos 
publicistas  se  fundan  mas  bien  en  distinciones  sutiles,  que  en  la  natu- 
raleza misma  de  las  cosas.  Sin  embargo,  como  estas  divisiones,  han 
sido  casi  consagradas  por  el  uso  y como  los  autores  del  siglo  pasado, 
y aun  algunos  del  xvii  como  Grotius,  se  han,  por  decirlo  así, 
rejuvenecido,  merced  á las  ediciones  anotadas  de  sus  obras  publica- 
das en  nuestros  tiempos,  no  creemos  del  todo  inútil  darlas  á cono- 
cer, aunque  ligeramente.  La  mas  común  es  la  que  establece  el  derecho 
natural  de  los  Estados  y derecho  positivo  de  los  Estados.  El  derecho 
natural  de  las  naciones  se  ha  subdividido  á su  vez  en  divino  y 
divino  positivo.  El  derecho  positivo  de  los  Estados  se  ha  subdivi- 
dido en  convencional  y usual,  ó en  derecho  fundado  en  las  con- 
venciones ó tratados  internacionales  y derecho  fundado  en  los  usos 
y costumbres,  ó en  las  leyes  de  la  cortesía  y amistad  entre  los  Es- 
tados. Grotius,  el  creador  de  la  ciencia  del  derecho  internacional,  le 
miracle  de  l'Hollande,  como  le  llamó  Enrique  IV  de  Francia,  divide 
el  derecho  en  natural  y voluntario,  y subdivide  el  voluntario  en  hu- 
mano y divino,  y dice  que  el  derecho  se  divide  en  civil,  menos  ex- 
tenso que  el  civil  y más  estenso  que  el  civil  ó de  gentes. 

Vattel  divide  el  derecho  internacional  en  necesario  y voluntario, 
interno  y externo,  y en  convencional,  consuetudinario  y positivo. 

Según  Martens,  el  derecho  de  gentes  positivo  puede  dividirse  en 
convencional  y consuetudinario,  y el  público  exterior  no  es  más  que 
una  rama  del  de  gentes. 

No  nos  detendremos  más  en  este  punto.  Como  dice  Halleck,  estas 
divisiones  son  un  tanto  arbitrarias,  y deben  solo  seguirse  cuando 
sean  necesarias  ó convenientes  para  señalar  las  fuentes  de  la  juris- 
pi  udencia  internacional  ó para  discutir  la  naturaleza  y carácter  de 
las  leyes  que  fijan  las  relaciones  de  los  Estados.  * 


Vattel,  Droil  des  gens,  Prelim  §§  22-28;  Wheaton,  Elem.  int.  Latv , t.  p,  ch.  1, 
§§  9-11;  Martens,  Prccis  du  droil  des  gens , §§  5 et  seq.;  Pinheiro  Ferrara,  Notes 
SU1.  u<lcl’  v'  HL  P*  22;  Hcffter,  Droit  ínter  nalional,  § 2;  Bello,  Derecho  internado- 
na,  n prel.,  § 1;  Riquelmc,  Derecho  público  internación-ai,  lib.  p tit  d ser  1 • 
Maumng  UvJ  o,  r.  57;  WUdman,  Law,  ¿ol.  I,  p.  2,  3 WolV 
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§ 28.  Pero,  si  las  divisiones  establecidas  por  los  anti- 
guos publicistas  no  tienen  ya  grande  importancia,  hay  en  f¿!cTdc° 
cambio  una  cuestión  preliminar  discutida  por  todos,  de  cuyo  n»cionaln?Cr‘ 
examen  no  podemos  ni  debemos  dispensarnos.  Esta  cuestión  es  refe- 
rente á los  fundamentos  y bases  del  derecho  internacional.  Para  en- 
contrar esta  base  y este  fundamento  es  preciso  recurrir  á los  princi- 
pios de  justicia  aplicables  á las  relaciones  de  los  Estados.  En  las  rela- 
ciones internacionales  no  es  posible,  por  lo  ménos  actualmente,  la 
redacción  de  un  código  que  fije  y determine  los  derechos  respectivos 
de  los  Estados,  y contenga  una  sanción  de  los  principios  que  esta- 
blezca. Los  Estados  son  como  grandes  individuos  que  no  reconocen 
tribunal  superior  en  la  tierra.  Viven  hoy,  como  vivían  en  la  Edad- 
Media  los  grandes  señores  feudales.  Si  esto  es  así,  ¿ en  qué  base 
podrán  fundarse  los  principios  de  justicia  que  deben  ser  aplicados 
en  las  relaciones  internacionales?  Los  publicistas  han  resuelto  esta 
cuestión  según  el  sistema  filosófico  que  han  adoptado,  y de  aquí  se 
derivan,  usando  el  lenguaje  de  Wheaton,  las  diferencias  fundamen- 
tales que  notamos  en  sus  escritos. 

Grotius  en  su  obra  De  jure  belli  ac  pacis  establece  estos  Sistcma  dc 
principios  sobre  el  derecho  natural,  jus  naturale.  « El  de-  Grotius- 
reclio  natural,  dice,  es  un  dictado  de  la  recta  razón  que  nos  hace 
conocer  que  un  acto,  según  sea  ó no  conforme  á la  naturaleza 
racional,  es  ó no  moralmente  necesario  y está  ó no  prohibido  por  Dios, 
autor  de  la  naturaleza.  » Este  derecho  definido  por  Grotius  es  inmu- 
table, Dios  mismo  no  podría  cambiarlo.  Pero  el  derecho  natural  y el 
de  gentes  no  deben  confundirse  según  este  autor.  El  derecho  de  gen- 
tes, para  Grotius,  se  funda  en  las  convenciones  de  las  naciones,  en 
las  reglas  establecidas  para  la  utilidad  y conveniencia,  no  de  un  Es- 
tado ó nación  particular,  sino  de  todas  las  naciones. 

Wheaton  dice  acerca  de  estos  principios  fundamentales  establecidos 
por  Grotius : « Todos  los  razonamientos  dc  Grotius  se  fundan  sobre  Ja 
distinción  que  hace  entre  el  derecho  de  gentes  natural  y el  derecho 
de  gentes  positivo  ó voluntario.  Deduce  el  primer  elemento  del  de 
gentes  de  la  suposición  de  una  sociedad  en  la  cual  los  hombies 
viven  en  lo  que  se  ha  llamado  estado  de  naturaleza ; esta  sociedad 
natural  no  tiene  otro  superior  que  Dios,  otro  derecho  que  la  lej  di 
vina  grabada  en  el  corazón  del  hombre  y anunciada  poi  la  \oz 
de  la  conciencia.  Las  naciones  que  viven  entre  sí  en  semejante  situa- 
ción de  mutua  independencia,  deben  regirse  por  esta  misma  ey. 

Para  demostrar  la  exactitud  de  su  definición  un  tanto  oscura  dc 

G3 


§ 28  FUENTES  DEL  DERECHO  INTERNACIONAL 

derecho  natural,  Grotius  dá  pruebas  de  una  vasta  erudición  y nos 
muestra  todas  las  fuentes  á que  ha  recurrido.  Después  lia  basado  el 
derecho  de  gentes  positivo  ó voluntario  sobre  el  consentimiento  de 
todas  las  naciones  ó de  la  mayor  parte  de  ellas  en  observar  ciertas 
reglas  de  conducta  en  sus  relaciones  recíprocas,  y ha  tratado  de  de- 
mostrar la  existencia  de  estas  reglas  invocando  las  mismas  autorida- 
des que  para  su  definición  del  natural.  Estas  dos  ficciones  ó hipótesis 
del  estado  de  naturaleza  y del  consentimiento  general  de  los  Estados 
fundan  toda  la  doctrina  sustentada  por  Grotius.  » 

. Puffendorf  no  admite  la  existencia  de  un  derecho  de 

Sistema  de 

Puirendorf.  g.entes  positivo  distinto  del  natural.  Para  Puffendorf,  todos 
los  distintos  derechos  internacionales  se  fundan  en  él.  Aun  los  privi- 
legios de  los  embajadores  reconocen  el  mismo  origen.  El  grave  in- 
conveniente de  la  doctrina  de  Puffendorf  es  la  confusión  casi  inevi- 
table á que  da  lugar  entre  la  moral  y el  derecho.  Los  discípulos  de 
esta  escuela  han  considerado,  con  efecto,  el  derecho  internacional  como 
una  parte  de  las  ciencias  morales. 

sistema  de  Bynkershoek  deriva  el  derecho  de  gentes  de  la  razón 
Bynkcrshoek  y jos  usos  establecidos  por  los  tratados  y ordenanzas. 

« Los  jurisconsultos  antiguos,  dice,  afirman  que  el  derecho  de 
gentes  es  el  que  se  observa  conforme  á las  leyes  de  la  razón 
entre  todas  ó la  mayor  parte  y mas  civilizadas  de  las  naciones.  Se 
puede  en  un  concepto,  sin  peligro  alguno,  seguir  esta  definición 
que  establece  dos  fundamentos  del  derecho  internacional  : la  razón 
y el  uso.  Pero  sea  cualquiera  la  definición  que  se  adopte  del  derecho 
de  gentes  y las  discusiones  que  sobre  esto  se  promuevan,  se  tendrá 
siempre  que  reconocer  que  lo  que  la  razón  dicte  á los  pueblos  y 
lo  que  los  pueblos  establezcan  en  sus  relaciones  recíprocas,  consti- 
tuye el  único  derecho  de  los  que  no  tienen  otra  ley  que  seguir.  Si 
todos  los  hombres  son  hombres,  es  decir,  si  todos  los  hombres  hacen 
uso  de  la  tazón,  tendrán  que  observar  ciertas  reglas  y principios 
comunes  que,  sancionados  por  el  uso,  impondrán  á los  pueblos 
obligaciones  recíprocas.  Sin  esto  no  se  puede  concebir  ni  guerra, 
ni  paz,  ni  alianzas,  ni  embajadas,  ni  comercio.  Lo  que  el  uso 
determine  resolverá  en  todos  los  casos  las  cuestiones,  por  que  de 
este  uso  se  forma  el  derecho  de  gentes.  « Es  mas  explícito  aun 
en  el  párrafo  siguiente  : » Es  cierto,  dice,  como  lo  sostienen 
os  Estados  Generales  en  una  memoria  que  han  publicado  en 
bol,  que,  según  el  derecho  de  gentes,  un  embajador,  aunque 
sea  curable,  no  puede  ser  detenido,  porque  la  equidad  exige 
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que  se  observe  esta  conducta,  sino  se  han  hecho  previamente  decía 
raciones  contrarias.  El  derecho  de  gentes  es  una  presunción  fundada 
en  la  costumbre,  y la  presunción  no  tiene  fuerza  desde  que  se  ha 
manifestado  á tiempo  una  voluntad  contraria.  Por  esto,  en  lo  que 
concierne  á los  privilegios  de  los  embajadores  creo  que  no  hay  uno 
de  que  puedan  disfrutar,  si  se  ha  declarado  que  no  se  les  conce-  1 
derian.  Una  voluntad  expresa  deroga  la  tácita  opuesta.  Los  prin- 
cipios  del  derecho  de  gentes  se  aplican  solo  á los  que  consienten 
por  convenio  tácito.  » Esta  doctrina  de  Bynkershoek,  sancionando 
el  absolutismo  completo  de  los  Estados,  edifica  el  derecho  interna- 
cional sobre  base  tan  movible  como  el  capricho  ó la  voluntad  de  un 
soberano.  Si  se  aplicasen  estos  principios,  todo  seria  justo  é injusto 
á la.  vez,  legítimo  ó ilegítimo  en  la  esfera  de  las  relaciones  interna- 
cionales. 

Para  encontrar  un  sistema  de  derecho  internacional 

. Sistema 

más  racional  y completo  tenemos  que  llegar  á Wolff,  el  woirr. 

maestro  de  Vattel.  ílé  aquí,  como  el  filósofo  de  Hall  se  explica  Sobre  el 
carácter,  fundamentos  y significación  del  derecho  de  gentes.  « No 
reconociendo  las  naciones  entre  si  otro  derecho  que  el  establecido  por 
la  naturaleza,  parecerá  quizás  superfluo  dar  un  tratado  de  derecho 
de  gentes  distinto  del  natural;  pero  los  que  piensan  de  este  modo 
han  examinado  la  cuestión  muy  superficialmente.  Es  cierto  que  las 
naciones  no  pueden  ser  consideradas  sino  como  otras  tantas  personas 
particulares  que  viven  en  el  estado  de  naturaleza...  Por  esta  razón  se 
deben  aplicar  á las  naciones  los  derechos  y los  deberes  que  la  natura- 
leza atribuye  y prescribe  á todos  los  hombres  libres  y ligados  unos  á 
otros  por  los  vínculos  de  esta  misma  naturaleza.  Sin  embargo,  las 
naciones  y los  Estados  soberanos  son  personas  morales  y sujetas  á 
las  obligaciones  y derechos  que  resultan  en  virtud  del  derecho  na- 
tural, del  acto  de  asociación  que  ha  formado  el  cuerpo  político.  La 
naturaleza  y especie  de  estas  personas  morales  difiere  necesariamente 
y bajo  muchos  aspectos,  de  la  naturaleza  y de  la  esencia  de  los  in- 
dividuos físicos,  es  decir,  de  los  hombres  que  las  componen.  Cuando 
se  quiere,  ptiés,  aplicar  á las  naciones  los  deberes  que  la  ley  naluial 
prescribe  á cada  hombre  en  particular  y los  derechos  que  le  con- 
cede, tendrán  que  modificarse  estos  derechos  y deberes  según 
la  distinta  naturaleza  de  los  sujetos  á quienes  se  apliquen.  Esto 
prueba  que  el  derecho  de  gentes  no  es  lo  mismo  que  el  natural  que 
rige  las  acciones  de  los  particulares.  ¿Porque,  pues,  no  se  ha  de 
tratar  separadamente,  como  un  derecho  propio  de  las  naciones  ? » 
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WolíT  dividió  el  derecho  de  gentes  en  voluntario,  fundado  en  el  con- 
sentimiento presunto  de  las  naciones;  en  convencional,  basado  en 
el  consentimiento  expreso,  y en  consuetudinario,  apoyado  en  el  con- 
sentimiento tácito.  El  fundamento  del  derecho  de  gentes  volunta- 
rio es,  según  él,  la  gran  república  de  las  naciones,  establecida 
por  la  naturaleza  misma  y de  la  cual  son  miembros  todos  los  Es- 
tados. 

Vattel,  el  publicista  de  Ncufchátel,  se  separa  de  su 

vaitci.  maestro  en  los  principios  fundamentales  del  derecho  inter- 
nacional. Esto  ha  dado  á su  obra  un  nuevo  carácter.  No  admite  la 
deducción  establecida  por  WolíT  del  derecho  de  gentes  voluntario. 
,,  Wolff,  dice,  deduce  este  derecho  de  la  especie  de  una  gran  repú- 
blica, ( invitatis  maximee,)  instituida  por  la  naturaleza  misma  y de  la 
cual  son  miembros  todas  las  naciones  del  mundo.  Según  él,  el  dere- 
cho de  gentes  voluntario  será  como  el  civil  de  esta  gran  república. 
Esta  idea  no  me  satisface,  y además  la  ficción  de  la  gran  república 
no  me  parece  acertada  ni  bastante  sólida  para  fundar  en  ella  las 
reglas  de  un  derecho  de  gentes  universal  y necesariamente  admi- 
tido por  los  Estados  soberanos.  Por  mi  parte,  no  reconozco  otra 
sociedad  natural  entre  las  naciones  que  la  establecida  por  la  natura- 
leza entre  todos  los  hombres.  Es  esencial  á las  sociedades  civiles, 
(civitatis)  el  que  cada  miembro  ceda  una  parte  de  sus  derechos  al 
cuerpo  social,  y que  exista  una  autoridad  capaz  de  mandar  á todos 
los  individuos,  de  dictarles  leyes,  de  obligar  á los  que  se  nieguen  á 
la  obediencia.  Pues  bien,  no  se  puede  suponer  la  existencia  de  un 
orden  semejante  entre  las  naciones.  Cada  Estado  se  juzga  soberano  y 
es,  en  efecto,  independiente  de  todos  los  demás.  Deben  ser  conside- 
rados, según  WolíT,  como  otros  tantos  individuos  libres,  que  viven 
juntos  en  el  estado  de  naturaleza,  y no  reconocen  otras  leyes  que  las 
de  ella  ó las  de  su  creador.  Es  cierto  que  la  naturaleza  ha  estable- 
cido una  sociedad  general  entre  todos  los  hombres  cuando  los  ha 
creado  de  modo  que  para  vivir  como  hombres  tienen  necesidad  del 
auxilio  de  sus  semejantes;  pero  no  les  ha  impuesto  precisamente 
la  obligación  de  unirse  en  sociedad  civil  propiamente  dicha;  y si 
todos  siguieran  las  leyes  de  su  buena  madre  seria  inútil  su  estable- 
cimiento. » 

Esta  negación  de  la  sociedad  civil  es  immediatamente  atenuada 
por  \attel,  que  dice  : « Es  tan  insignificante  el  poder  de  los  indivi- 
duos por  sí  mismos,  que  casi  no  podrían  vivir  sin  la  protección  y 

las  leyes  do  la  sociedad  civil.  » Sin  embargo,  el  principio  anterior  es 
GO 
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uno  de  los  que  predominan  en  la  obra  del  publicista  de  Neufchátel 
produciendo  importantísimas  consecuencias. 

Después  de  establecer  esta  diferencia  entre  su  doctrina  y la  de 
Wolff  reconoce  que  los  Estados  no  se  pueden  igualar  con  los  indi- 
viduos, aunque  basta  la  ley  natural  para  fijar  sus  relaciones;  estas 
son  de  otro  género  que  las  individuales,  en  una  palabra,  que  las  na- 
ciones son  en  sus  relaciones  recíprocas  absolutas  é independientes,  sin 
dejar  por  esto  de  estar  sometidas  á ios  principios  del  derecho  natural 
que  rige  á los  individuos  particulares. 

Con  estos  principios  generales,  Vattcl  resuelve  todas  las  cuestiones 
fundamentales  del  derecho  de  gentes.  Este  derecho  no  es  otra  cosa 
mas  que  la  aplicación  del  natural  á las  relaciones  internacionales. 
Cuando  se  aplica  extrictamente  á estas  constituye  el  derecho  de  gentes 
necesario,  llamado  así  por  que  las  naciones  no  pueden  prescindir  de 
su  observancia.  El  derecho  de  gentes  necesario  es  tan  inmutable,  como 
la  naturaleza  misma  de  las  cosas.  De  la  independencia  y libertad  de 
las  naciones,  Vattel  deduce  la  fuerza  de  los  tratados,  aun  de  aquellos 
que  se  hagan  contra  la  ley  natural,  llegando  por  este  camino  á la 
afirmación  del  derecho  de  gentes  voluntario,  punto  fundamental  de 
la  diferencia  entre  este  sistema  y el  de  Wolff. 

Admite,  igualmente,  el  derecho  de  gentes  convencional  que  obliga 
en  tanto  que  haya  una  convención,  y que  es,  por  esta  causa,  parti- 
cular, y el  consuetudinario,  particular  también  como  el  convencional. 
Pero  lo  que  importa  no  perder  de  vista  es,  que  el  gran  resultado  de 
los  trabajos  de  Vattel  ha  sido  probar  que  la  base  y fundamento  del 
derecho  de  gentes  era  el  natural,  por  más  que  este  tuviera  que  modi- 
ficarse en  su  aplicación  á las  relaciones  internacionales. 

Martens  parte  de  los  mismos  principios  que  Vattel  y JJcM,irteMS 
reconoce  como  fundamento  del  derecho  de  gentes,  el 
natural  modificado  según  la  significación  de  las  relaciones  interna- 
cionales á que  se  aplica.  Este  autor,  sin  embargo,  extiende  más  aun  ¡ 
que  Vattel  los  derechos  de  las  naciones  para  cambiar  los  principios 
del  natural  por  convenciones  y tratados. 

Según  Wheaton,  Heffter  establece  el  derecho  de  gentes,  sistema  de 
tomándolo  en  la  significación  lata  del  jus  gentium  del 
derecho  romano,  en  el  uso  y el  consentimiento  tácito  de  las  naciones. 
Esta  afirmación  del  eminente  publicista  norte-americano  no  es  del 

todo  exacta.  Véase  como  el  mismo  Heffter  expone  los  fundamentos 
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del  derecho  de  gentes  : « El  derecho,  dice,  se  manifiesta  en  la 

libertad  exterior  de  la  persona.  El  individuo  afirma  su  derecho  cuando 
crea  el  hecho  según  su  voluntad,  y modifica  esta  voluntad  en  aten- 
ción á las  inspiraciones  de  su  convicción  íntima  ó de  sus  intereses 
exteriores.  Pero  en  las  relaciones  sociales  de  los  individuos,  el  derecho 
se  establece  por  su  voluntad  colectiva  ó por  la  de  la  autoridad  á 
que  obedecen.  En  este  caso  es  una  orden  social.  Ninguna  aso- 
ciación permanente  puede  existir  sin  leyes:  Ubi  societas  ubi  jus  est. 
El  derecho,  sin  embargo,  no  implica  siempre  la  sanción  que  le  pro- 
tege y le  impone  de  una  manera  eficaz  : al  lado  del  obligatorio 
hay  otro  libre  que  los  individuos  mismos  deben  proteger  para  que 
se  conserve.  El  derecho  internacional  con  su  carácter  primordial 
pertenece  á esta  última  clase.  Cada  Estado  empieza  por  afirmar 
él  mismo  la  ley  de  sus  relaciones  con  los  demás.  Desde  que  un 
Estado  sale  del  aislamiento,  tiene  que  establecer  en  su  comercio 
con  los  otros  una  ley  común,  á la  cual  ninguno  puede  sustraerse  sin 
renunciar  al  mismo  tiempo  ó sin  atentar  á su  existencia  individual 
y relacionada.  Esta  ley  se  restringe  ó ensancha  según  el  grado  de 
cultura  de  las  naciones.  Basándose  desde  luego  sobre  necesidades 
puramente  materiales,  se  fúnda  después  en  su  desarrollo  sobre  la 
moral  y traza  á la  acción  un  fin  extrictamente  moral,  después  de 
haberse  despojado  de  sus  elementos  impuros.  La  ley  internacional 
encuentra  su  fuerza  en  la  condición  común  de  que  cada  miembro 
de  la  asociación,  colocado  en  circunstancias  análogas,  obrará  del 
mismo  modo,  impulsado  á la  vez  por  motivos  materiales  y morales. 
Esta  ley  internacional  reúne  á los  Estados  en  un  vasto  conjunto  ó 
sistema  del  cual  ninguno  puede  desligarse.  » 

Heífter  no  admite  el  término  de  derecho  internacional  para  designar 
los  principios  que  rigen  las  relaciones  de  los  Estados.  Según  este 
publicista,  no  expresa  bien  la  idea  del  jus  gentium  de  los  juriscon- 
sultos romanos.  Propone  para  designar  el  derecho  de  gentes,  en  lo 
que  se  refiere  á las  relaciones  de  las  naciones,  los  Estados  y los 
soberanos,  la  denominación  de  Derecho  'público  externo. 

Opinión  Savigny  ha  dado  por  base  al  derecho  internacional  la 
sa\ibnj.  mjsma  comunidad  de  ideas  que  contribuye  á formar  el 
derecho  positivo  de  cada  nación.  Esta  comunidad  de  ideas,  fundada 
sobre  un  origen  y una  religión  extendida  á muchos  pueblos,  consti- 
tuye el  derecho  internacional,  tal  como  existe  en  los  Estados  cristianos 
de  Europa,  derecho  no  desconocido  de  los  pueblos  antiguos  y que 
encontramos  en  Roma  con  el  nombre  de  jus  feciale . Ei  derecho 
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internacional,  según  Savigny,  puede  ser  considerado  como  positivo 
pero  imperfecto  con  relación  á la  incertidumbre  de  sus  preceptos! 
porque  no  tiene  la  base  del  positivo  de  cada  nación  particular  ; 
el  poder  político  del  Estado  y magistrados  con  autoridad  para  hacer 
cumplir  las  leyes.  Los  progresos  de  la  civilización  fundados  sobre  la 
religión  cristiana  nos  han  conducido,  según  él,  á observar  un  dere- 
cho análogo  en  nuestras  relaciones  con  todas  las  naciones  del  mundo, 
cualquiera  que  sea  su  religión  y sin  reciprocidad. 

Uno  de  los  publicistas  más  notables  de  nuestro  siglo, 

Wheaton,  reconoce  como  fundamento  del  derecho  interna-  DcYWie,Hon- 
cional,  por  una  parte,  los  tratados  y convenciones  de  los  Estados,  y 
por  otra,  los  principios  de  justicia  aplicables  á las  relaciones  de  las 
naciones  independientes.  Wheaton,  se  coloca  así  entre  las  dos  grandes 
escuelas  que  se  han  dividido  desde  el  siglo  xvn,  el  dominio  del 
derecho  internacional,  escuelas  que  podemos  designar  con  los 
nombres  de.  idealista  y de  positivista,  y de  las  cuales,  la  primera  ha 
tendido  siempre  á fundar  el  derecho  de  gentes  en  los  principios 
absolutos  de  la  idea  de  justicia  entendida  de  esta  ó de  la  otra  manera, 
y la  segunda  en  los  tratados,  convenciones  ó leyes  positivas,  recono- 
ciendo en  todos  los  casos  la  absoluta  independencia  de  los  Estados 
para  determinar  estos  tratados  y convenciones. 


DcPhillimorc 


El  sábio  doctor  Phillimore  se  coloca  también  en  esta, 
asignando  como  fundamentos  al  derecho  internacional,  los 
tratados  y los  principios  de  justicia. 

Otros  publicistas  y filósofos  le  han  dado  por  base  y fudamento 
el  interés  de  los  Estados.  Bentham  es  el  más  autorizado  represen- 
tante de  esta  escuela. 


Por  nuestra  parte,  sin  desconocer  que  la  idea  general  de  justicia 
puede  modiíicar  en  bien  y provecho  común  las  relaciones  de  los 
Estados,  nos  inclinaremos  en  nuestra  obra  á los  principios  deíinidos 
por  los  tratados,  á las  reglas  que  se  deduzcan  de  las  convenciones  ó 
de  los  casos  ocurridos  y resueltos,  á la  jurisprudencia  establecida, 
sin  permitirnos  aplicaciones  inútiles  ó perjudiciales  de  teon'as  no 
justificadas,  ni  alterar  con  sistemático  fin  el  lenguaje  de  los  hechos, 
siempre  claro  y terminante,  cuando  el  ánimo  del  que  los  examina  está 
guiado  por  el  espíritu  de  la  mas  severa  imparcialidad. 


* Wliealon,  Rlemcnts  du  droil  iniernational,  v.  I,  p.  1-23;  Grotius,  Le  Di  oí/  de 
la  (jume  el  de  lupair,  liv.  I,  ch.  1,  odition  Gmllaumin,  annotéc  par  Pradier  r oilcrc ; 
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cinciercs  § 29-  El  derecho  de  gentes  bajo  su  punto  de  vista  positivo 
de  ias  leyes  m-áctico  no  tiene  extensión  universal.  Casi  está  limitado, 

intcrnaeiena-  J r 

les.  p01.  ¡o  ménos  en  el  sentido  en  que  lo  hemos  expuesto  an- 

teriormente, á los  Estados  de  Europa  y de  América.  Por  esto  muchos 
autores  lian  calificado  el  derecho  internacional  como  público  européo, 
ó han  limitado  su  significación  á los  pueblos  cristianos  ó que  marchan 
á la  cabeza  de  la  civilización  (1).  Sin  embargo,  lo  cierto  es  que  todos 
los  pueblos,  por  el  solo  hecho  de  serlo  y de  sostener,  como  tales,  rela- 
ciones con  los  demás  tienen  un  derecho  internacional.  Para  los  publi- 
cistas que  confunden  la  nocion  de  derecho  con  la  de  ley  (2),  ó 
para  los  que  hacen  derivar  el  derecho  de  la  ley,  y no  esta  de  aquel,  es 
indudable  que  no  puede  existir  derecho  de  gentes  en  los  pueblos  que 
ocupan  el  último  grado  en  la  escala  de  la  civilización.  A este  res- 
pecto la  opinión  de  Montesquieu  nos  parece  la  mas  autorizada  y se- 
gura. « Todas  las  naciones,  dice,  tienen  un  derecho  de  gentes,  lo 


Bynkershoek,  Quacstiones  juris  publici,  lib.  I,  cap.  X:  Bynkershoek,  De  jure  legatorum, 
cap.  XIX;  WolíF,  Jus  genlium,  Pref ; Vattel,  Droit  des  gens,  Pref,  p.  54-55-58; 
Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  Introduction,  édilion  Guillaumin,  annotée  par 
Ch.  Yergé;  Ilefl'ter,  Le  Droit  International  public  de  l’Europe,  Introduction,  §§  2-9, 
Savigny,  System  des  heutigen  romischen  lieclits,  Bel.  1,  Cap.  II  , § 6. 

(1)  En  virtud  del  tratado  firmado  en  Paris  el  30  de  Marzo  de  1856,  las  grandes 
potencias  de  Europa  invitaron  al  sultán  á participar  de  las  ventajas  de  la  ley  pública 
ó derecho  internacional  européo.  La  Turquía  ha  firmado  tratados  con  Austria, 
Venecia  y Polonia  en  1699,  con  Rusia  en  1774,  1792,  1812,  1826,  1829,  1833.  Los 
Estados-Unidos  norte-americanos  .y  las  naciones  marítimas  de  Europa  han  celebrado 
tratados  con  China  y el  Japón,  con  Persia,  Siam,  Anuían  y con  casi  todos  los  pueblos 
del  Oriente.  Una  prueba  incontrastable  de  la  influencia  cada  vez  mas  decisiva  de  la 
civilización  occidental  en  Asia,  es  la  traducción  de  los  Elementos  de  derecho  inter- 
nacional de  Wheaton  á la  lengua  china.  Esta  traducción  hecha  en  1864  por 
órden  del  gobierno  chino,  se  debe  á los  cuidados  del  reverendo  P.  Martin,  misionero 
norte-americano,  auxiliado  por  una  comisión,  nombrada  al  efecto,  de  literatos  chinos. 
Este  gobierno  ha  empezado  ya  á citar  la  obra  de  Wheaton  en  su  corresponden- 
cia diplomática.  (Tratado  de  Paris,  marzo  30, 1856  ; Tratados  de  la  Turquía  con  Austria, 
Venecia  y Polonia,  en  1699;  con  Austria  en  1718  (la  paz  de  Passavowitz) ; y con  Rusia 
en  1774,  1792,  1812,  1826,  1829  y 1833;  Tratados  de  los  Estados-Unidos  con  China, 
de  1844  y 1858;  y con  el  Japón  de  1854  y 1858  ; con  el  imperio  Otomano,  de  1830 
y 1862;  con  Siam  de,  1833  y 1858;  con  Arjel  de  1795,  1815,  y 1816;  Trípoli,  de 
1796 y 1805:  Túnez,  de  1799  y 1824;  Persia,  de  1856;  el  sultán  de  Muscat,  de  1833; 
Marruecos  de  1836;  y Borneo  de  1850.) 

(2)  La  lengua  inglesa  no  tiene  mas  que  la  palabra  ley  para  expresar  las  dos  ideas  que 
los  romanos  designaban  con  las  palabras  jas  y lex  y que  los  franceses  designan  con 
las  palabras  droit  y loi,  los  alemanes  con  las  palabras  recht  y geselz.  Casi  todas 
as  lenguas,  ménos  la  inglesa,  tienen  dos  palabras  distintas  para  estas  ideas.  Llamamos 
a atención  sobre  esta  irregularidad,  por  la  dificultad  á que  dá  origen  en  la  lectura 

de  los  escritores  ingleses  y norte-americanos. 
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tienen  hasta  los  Iroqueses  que  se  comen  á sus  prisioneros.  Los  iro_ 
queses  envian  y reciben  embajadores,  y conocen  derechos  de  guerra 
y de  paz ; la  desgracia  es,  que  este  derecho  de  gentes  no  está  fundado 
en  los  verdaderos  principios.  » 

El  primer  carácter  pues  de  las  leyes  internacionales,  ó del  derecho 
internacional  en  tanto  que  aparece  reconocido  por  una  ley,  es  la  falta 
de  universalidad,  la  particularidad  de  su  extensión.  Si  hay  principios 
de  derecho  universalmente  aplicables  en  su  expresión  absoluta,  como 
lo  afirma  Montesquieu,  no  hay  una  ley  universal  de  las  naciones  ni 
aun  en  los  pueblos  que  marchan  á la  cabeza  de  la  civilización.  De 
existir  esta  ley  implicaría  la  negación  del  progreso,  de  la  libertad  y 
hasta  de  la  civilización. 

Otro  carácter  general  de  las  leyes  internacionales  es  que  á diferencia 
de  las  civiles,  políticas  ó administrativas,  no  pueden  ser  sancionadas 
por  una  autoridad  superior  á las  relaciones  á que  han  de  aplicarse.  El 
carácter  obligatorio  de  las  leyes  internacionales  se  funda  en  otra  base 
que  el  de  las  civiles  ó políticas.  Algunos  publicistas  hacen  esta  distin- 
ción para  no  admitir  la  denominación  de  leyes  internacionales,  sino 
la  de  reglas  internacionales.  Así  Ortolan,por  ejemplo,  intitula  su  tra- 
tado sobre  derecho  internacional  marítimo,  — Ittglcs  internado-nales  et 
diplomatiques  de  la  mer.  Sin  embargo,  nos  parece  que  la  palabra  ley  se 
puede  aplicar  sin  inconveniente  al  caso  en  cuestión,  sin  quesea  razón 
bastante  á impedirlo  que  las  internacionales  no  tengan,  por  los  mis- 
mos medios,  el  carácter  obligatorio  de  las  civiles  ó políticas.  La  nocion 
de  ley  no  es  tan  estrecha  como  se  supone  por  algunos,  ¿No  hay,  acaso, 
leyes  morales,  leyes  físicas,  leyes  de  la  cantidad? 

Pero  si  el  carácter  obligatorio  de  las  leyes  internacionales  no  tiene 
los  mismos  rasgos  distintivos  que  el  de  las  civiles,  no  deja  por  esto 
de  ser  menos  positivo  y real.  No  solo  son  moralmento  obligatorias 
estas  leyes  internacionales,  lo  son  también  materialmente.  ¿Qué  nación 
se  atreverá  á infringir  en  sus  relaciones  exteriores  los  principios  de 
derecho  reconocidos  y respetados  por  los  demás  pueblos?  Hé  aquí 
como  las  leyes  internacionales  son  igualmente  obligatorias,  aunque  no 
por  el  mismo  procedimiento,  que  las  políticas  ó civiles. 

Hay,  además,  puntos  de  derecho  internacional  tan  claramente  defi- 
nidos, que  no  dejan  lugar  á duda  alguna  con  respecto  á su  carácter 
obligatorio.  Tal  sucede  con  la  piratería. 

Un  Estado  que  faltara  á esta  ley  no  solo  perdería  su  puesto  entre 
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las  naciones  civilizadas,  sino  (¡110  sufriría  inmediatamente  las  conse- 
cuencias de  su  conducta.  * 

§ 30.  Algunos  jurisconsultos  han  tratado  la  cuestión  de 
castigados'  si  los  Estados  podían  ser  castigados  por  las  ofensas  que 
ios  Estados.  comet|eran  contra  el  derecho  internacional.  Esto  ha  dado 


lUgar  á muchas  discusiones  fundadas  solamente  en  la  interpretación 
de  una  palabra.  Es  claro  que  un  Estado  no  puede  ser  procesado  como 
un  individuo,  ni  sentenciado  ú obligado  á cumplir  una  condena. 
No  obstante,  un  Estado  ofendido  puede  pedir  reparación  y aun 
obtenerla  por  la  fuerza  de  las  armas,  lo  cual  implica  siempre  una 
pena,  un  sufrimento  para  el  ofensor.  Por  lo  demás,  siendo  absoluta- 
mente independientes  los  Estados,  no  puede  haber  entre  ellos  las  re- 
laciones de  derecho  penal  que  hay  entre  los  súbditos  ó ciudadanos  de 
un  mismo  país.  Estas  relaciones  supondrían  la  existencia  de  un  tri- 
bunal superior,  y la  negación,  por  tanto,  de  la  independencia  absoluta 
de  las  naciones. 

Atendiendo  á los  caracteres  de  las  leyes  internacionales  se  puede 
decir  que  hay  un  derecho  de  gentes,  fundado  en  el  estado  actual  de 
las  naciones,  que  se  deriva  lógica  y necesariamente  de  la  naturaleza 
misma  de  las  cosas  y que  110  tiene  necesidad  siquiera  para  ser  ob- 
servado de  ninguna  sanción  exterior;  por  que  interesa  á todas  las 
naciones  que  se  hallan  á la  misma  altura  en  la  carrera  de  la  civili- 
zación . 

Esto  sucede  con  el  respeto  recíproco  de  la  independencia  de  los 
Estados,  con  la  necesidad  en  que  están  las  naciones  civilizadas  de 
aplicar  á las  guerras  ciertos  principios  de  humanidad,  con  los  deberes 
de  múlua  cortesía  internacional,  etc.,  etc.  Pero  no  es  este  solo  el 
derecho  que  puede  deducirse  del  carácter  general  de  las  leyes  interna- 
cionales. 


Hay  también  un  derecho  internacional  particular  que  se  funda 
sobre  actos  voluntarios  de  los  Estados,  sobre  prácticas  seguidas,  sobre 
principios  admitidos  en  circunstancias  determinadas,  sobre  reglas  de 
cortesía  particular  entre  varios  Estados,  que  no  pueden  crear  dere- 


Montesquieu,  Esprit  des  lois,  liv.  I,  ch.  3;  Ahreas,  Cours  de  droit  naturel ; 
Heffter,  Droit  Inter national,  introduction,  § 3,  p.  4 ; Dana,  Elem.  Inl.  Lavo  by 
Wheaton,  note  7 ; Manning,  On  Inl.  Law,  2;  Heron,  Ilist.  of  Jurispnidence,  146; 
ttelix,  Droit  Inl.  privé,  ch.  1,  § 1,  note  1;  Hautefeuille,  Droit  des  nations  neulres, 
• 3,  Bello,  Derecho  internacional;  Riquelme,  Derecho  pub.  Int.;  Kent.,  Com.l.  2, 

note  a;  Westlake,  f'r.  Intern.  Lato,  1;  Phillimore,  Int.  Law,  I.  2-  Woolsev, 
lnlrod.  § 9.  ’ 
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clio  alguno  en  provecho  de  las  demás  naciones,  sobre  todo  aquello 
en  iin,  que  dé  lugar  á una  relación  internacional  particular  ó tran- 
sitoria. * 

8 31.  Casi  todos  los  publicistas  están  de  acuerdo  en  la 

° rúenles  ge- 

enumeración  de  las  fuentes  del  derecho  internacional.  ?crall,'s  dcl 

No  sucede  lo  mismo  en  cuanto  á la  clasificación  é impor-  tcrnacional- 
tanda  de  estas  fuentes.  Principalmente  entre  los  autores  norte- 
americanos é ingleses  y los  del  centro  de  Europa,  hay  una  diver- 
gencia notable  en  el  valor  y autoridad  legal  que  conceden  á las  sen- 
tencias de  los  tribunales.  Débese  esta  divergencia  al  distinto  sistema 
político  y administrativo  vigente  en  Inglaterra  y los  Estados-Unidos, 
y en  las  demás  naciones  européas.  Una  sentencia  ó decisión  de  un 
tribunal  en  Inglaterra  ó en  los  Estados-Unidos,  se  estima  corno 
prueba  evidente  de  la  justa  aplicación  de  la  ley;  es,  como  dice 
Dana,  una  declaración  de  la  ley  común.  Las  decisiones  judiciales  no 
tienen  en  las  naciones  monárquicas  européas,  excepto  Inglaterra, 
esta  consideración ; así  es  muy  frecuente  que  los  publicistas  européos 
concedan  más  autoridad  á las  opiniones  de  los  autores,  que  á las 
sentencias  de  los  tribunales.  Hautefeuille  es  una  prueba  de  ello.  Para 
determinar,  pués,  el  orden  de  las  fuentes  del  derecho  internacional 
es  preciso  atenerse  á las  condiciones  especiales  de  la  organización 
particular  de  cada  Estado.  Las  decisiones  de  un  tribunal  podrán 
tener  más  valor  y fuerza  en  Inglaterra  que  en  Francia,  en  Francia 
que  en  España,  etc.  Por  el  contrario,  las  opiniones  de  un  autor  po- 
drán tener  más  valor  en  Francia  que  en  los  Estados-Unidos.  Sin 
perder  de  vista  estas  consideraciones  de  grande  importancia 
práctica,  señalaremos  á continuación  las  fuentes  dcl  derecho  inter- 
nacional, ocupándonos  en  el  exámen  de  cada  una  de  ellas.  ** 

§ 32.  Esta  fuente  del  derecho  internacional  es,  según  Libros  tic 
Halleck,  quizá  la  más  copiosa  de  todas.  Es  condición  indis-  tos  nías  áu- 

n i . . , -i  ~ torteados. 

pen. sable  para  que  un  libro  pueda  considerarse  como 


punir,; 

liechs,  B.  2,  p.  94-96. 

**  Whealon,  Elcm.  Droil  Int.,  pt.  1,  ch.  1,  S 10;  Vattel,  Droil  des  yens,  pre  . 
S 1,  Chitty , note;  Manning,  La, o of  Nations,  p.  76;  Wildman,  Jnl  La, o,  vol.  I, 
p.  32;  IlelRer,  Droil  internalional,  S 2;  Relio,  Derecho  internacional,  N.  I reí.  3-, 
A ns til),  l’rov.  of  JurispruUencc,  pp.  147,  J48,  207,  20b. 
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fuente  de  derecho  internacional  que  sea  de  reconocida  autoridad. 

« Si  los  principales  publicistas,  dice  Kent,  están  de  acuerdo  acerca  de 
un  principio,  la  presunción  á favor  de  la  legitimidad  de  este  principio 
será  de  tal  fuerza,  que  solo  podrá  dejar  de  cumplirlo  una  nación  que 
se  mofe  de  la  ley  y de  la  justicia!  » Esta  misma  doctrina  lia  sido 
sostenida  por  Mackintosh  en  su  discurso  sobre  la  anexión  de  Génova 
al  reino  de  Cerdeña. 

Pero  la  autoridad  de  los  jurisconsultos  es  evidente  también,  aun  en 
el  caso  de  que  sus  opiniones  no  sean  unánimes.  Ofrecen  desde  luego 
una  prenda  segura  de  imparcialidad.  Asi,  son  citados  frecuentemente 
en  las  contiendas  internacionales,  los  autores  que  escribieron  con 
anterioridad  al  hecho  en  cuestión.  Y cuando  los  publicistas  de  un 
Estado  son  contrarios  á las  pretensiones  de  su  Gobierno  se  puede 
alcanzar  un  argumento  de  gran  peso  en  contra  de  esas  mismas  pre- 
tensiones. Tal  sucedió  en  la  célebre  cuestión  Canstatt  con  el  dic- 
tamen emitido  por  el  doctor  Phill imore.  Este  mismo  publicista  dice 
con  mucha  razón  que  si  la  autoridad  de  Zouch,  Lee,  Mansfield,  y sobre 
todo  la  de  Stowel,  está  en  contra  de  una  pretensión  de  Inglaterra, 
si  Valin,  Domat,  Pothier  y Yattcl  están  en  contra  de  una  pretensión 
de  Francia;  si  Grotius  y Bynkershoek  se  oponen  á una  reclamación 
de  Holanda,  Puffendorf  á una  de  Suecia,  si  Heineccius,  Leibnitz 
y WolfF  se  colocan  en  contra  de  Alemania,  y si  Story,  Wheaton 
y Kent  rechazan  la  pretensión  de  los  Estados-Unidos,  el  peso  de  estas 
autoridades  será  casi  incontrastable. 

Debemos  hacer  notar  acerca  de  esta  autoridad  que  se  concede  á los 
publicistas,  que  se  funda  también  en  el  apoyo  que  reciben  las  doc- 
trinas que  sustentan,  bien  de  los  hombres  públicos  y los  gobiernos, 
bien  de  las  sentencias  de  los  tribunales,  es  decir,  que  esta  fuente  del 
derecho  internacional,  participa  en  gran  manera  del  valor  de  algu- 
nas de  las  otras,  asi  como  estas  últimas  adquieren  en  virtud  de  aquel' a 
nueva  fuerza  y prestigio.  * 

La  historia  § 33.  La  historia  de  las  guerras,  negociaciones,  tratados 
como  fuente.  cje  paz  y COraercio  y toda  clase  de  negociaciones  entre 
los  Estados,  es  otra  de  las  grandes  fuentes  de  derecho  internacional. 


Halleck,  Int.  Lato.  ch.  2,  § 26-27;  Pliillimore,  On  int.  Laiü,  vol.  I,  § 60; 
Wheaton,  ¿ríe»».  Droit.  Int.,  pt.  1 ch.  1,  § 12;  Mackintosh,  Miscellnneous  Works, 
p.  704;  Kent.  Com.  on  Am.  Lavo,  vol.  1,  p.  19;  Wildman,  Int.  Laxo,  vol.  I,  p. 
34-35;  Manning,  Lato  o f nations,  p.  56;  Suarez,  De  legibus , lib.  6;  Polson,  Law 
of  nations , § 3;  Relio,  Derecho  internacional , No.  Pr.  87. 
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Es  indudable  que  la  historia  por  si  misma,  no  siendo  más  que  la 
manifestación  en  el  tiempo  y el  espacio  de  las  leyes  del  espíritu 
humano,  ofrece  cierto  carácter  de  incertidumbre  á propósito  para  sos- 
tener toda  clase  de  principios  y conclusiones.  La  historia  bajo  este 
punto  de  vistá  no  es  más  que  un  grande  arsenal  de  hechos.  Sin  em- 
bargo, no  deja  de  tener  importancia  la  manera  como  se  han  resuelto 
■en  otros  tiempos  y por  otras  naciones  las  cuestiones  internacionales. 

Y si  se  llegara  á alcanzar,  lo  cual  es  muy  difícil  en  la  historia  uni- 
versal, pero  fácil  en  la  de  una  época  determinada,  una  completa  uni- 
formidad de  soluciones  prácticas  en  cuestiones  de  la  misma  ó parecida 
naturaleza,  este  argumento  podria  ser  de  un  valor  irrefutable.  Pol- 
la historia  de  los  tratados  y negociaciones  diplomáticas,  y por  la 
de  las  grandes  guerras  puede  deducirse,  sin  mucho  esfuerzo,  la 
tendencia  del  derecho  internacional  en  cualquiera  de  sus  épocas. 
Además,  una  gran  parte  del  derecho  internacional  se  funda  en  la 
costumbre,  en  prácticas  generalmente  seguidas,  en  una  jurisprudencia 
tradicional,  y en  este  punto  es  absoluta  la  necesidad  de  la  historia  y 
teóricamente  concluyentes  sus  resultados.  * 

§ 34.  A la  historia  de  los  tratados  y negociaciones 

JLíi  corres- 

internacionales  pueden  agregarse  también  los  papeles  de  pondencia 
Estado  y la  correspondencia  diplomática.  En  estos  papeles  diplomat,c<1- 
y en  la  correspondencia  á que  dan  lugar  las  contiendas  entre  las 
naciones,  es  posible  examinar  no  solo  la  resolución  de  casos  y con- 
flictos particulares,  sino  el  modo  como  se  ha  llegado  al  fin,  la  ten- 
dencia y significación  de  las  pretensiones  discutidas,  la  actitud  de  los 
distintos  gobiernos,  y aun  los  resortes  y manejos  puestos  en  juego  por 
los  diplomáticos.  Como  escuela  de  enseñanza  práctica  estos  documentos 
son  importantísimos.  Como  fuentes  de  derecho  internacional  consti- 
tuyen un  precedente  no  siempre  conforme  á la  justicia,  pero  si  ina- 
preciable. ** 

§ 3o.  Bajo  cierto  aspecto  los  Estados  en  sus  contiendas  son  Lasop¡njo. 
como  los  individuos  en  las  suyas.  Así,  cuando  surge  alguna  nesdetosiy- 
cuestion  entre  dos  Estados,  los  gobiernos  suelen  asesorarse 
con  jurisconsultos  ó legistas  nombrados  para  este  fin.  Estos  informes 


* Wheaton,  Elem.  Droil  int .,  pt.  1,  cb.  1,  § 4 ; Grotius,  Droil  de  la ’.  guerrc  el 
de  la  paix , édit.  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Fodcrc  liv.  I,  ch.  1,  § 1- , en. 
more,  On  ¡ni.  Law,  vol.  I,  § 49  el  seg.;  HelTler,  Droil  inlernational,  « 0-9;  Polson, 
Law  °f  nalions,  § 3;  Rulherforth,  Tnsli  tutes,  liv.  I,  oh.  9,  S 1-6. 

**  Wheaton,  Uist.  Law  of  nations,  p.  749;  Wheaton,  Elem.  Droit  tnl.,  pt  U 
ch.  1,  § 12  ; Phillimore,  On  Int.  Law, y ol.  I,  § 67. 
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confidenciales  son  de  gran  valor,  ya  se  resuelva  ó no,  según  su  sen- 
tido, la  cuestión  pendiente.  Principalmente  en  los  casos  en  que  la 
opinión  de  los  jurisconsultos  sea  contraria  á las  pretensiones  del  go- 
bierno que  los  haya  consultado,  y cuando  la  nación  además  sea  lo  bas- 
tantemente fuerte  para  poder  exigir  su  reclamación  por  medio  de  las 
armas,  el  dictamen  de  los  asesores  ofrecerá  grandes  visos  de  notoria 
imparcialidad,  y tendrá  más  títulos  á ser  considerado  en  conformidad 
con  los  verdaderos  principios  del  derecho  .le  gentes.  Seria,  pues,  una 
adquisición  importantísima  para  los  progresos  del  derecho  interna- 
cional, la  publicación  de  estos  dictámenes , de  los  cuales  están  llenas 
las  oficinas  de  los  ministerios  de  relaciones  exteriores  de  todos  los 
Estados.  La  publicación  de  estos  dictámenes  seria  indicio  también, 
por  parte  de  los  gobiernos  que  la  llevaran  á término,  de  alta  y lau- 
dable sinceridad,  de  meritoria  y reconocida  buena  fé.  * 

ias  deci-  § 36.  Otra  fuente  de  derecho  internacional,  ya  más  ca- 
tribunafesde  racter¡zada  y concreta  que  las  anteriores,  son  las  ordenan- 
presas.  zas  ¿ leyes  de  los  Estados  soberanos  que  arreglan  las 
cuestiones  sobre  presas  marítimas  en  tiempo  de  guerra.  Esta  fuente 
de  derecho  internacional  es  ya  perfectamente  definida  y positiva.  No 
es  la  opinión  de  un  publicista,  ni  la  enseñanza  ó precedente  dedu- 
cido de  un  hecho  histórico,  ni  el  dictámen  confidencial  y particular 
de  un  asesor.  Tiene  carácter  de  ley,  y dentro  de  sus  límites,  fuerza 
obligatoria.  El  uso  de  las  naciones  y el  derecho  de  gentes  en  su  estado 
actual,  no  permiten  aun  el  establecimiento  de  un  alto  tribunal  entera- 
mente imparcial  para  el  exámen  y decisión  de  las  cuestiones  sobre 
presas  marítimas.  Estos  tribunales  corresponden  siempre  al  Estado 
beligerante,  y dependen  por  tanto  en  su  constitución,  de  las  leyes  é 
instituciones  del  país.  Por  esto,  aunque  las  cuestiones  sobre  presas 
marítimas  tengan  carácter  verdaderamente  internacional,  el  tribunal 
que  entiende  en  ellas  no  le  tiene  sino  local;  es  un  tribunal  ex  parte. 
Sir  W.  Grant  en  sus  observaciones  sobre  las  ordenanzas  marítimas  de 
Luis  XIV  confirma,  en  este  punto,  nuestra  doctrina.  Por  tal  motivo,  las 
ordenanzas  y las  decisiones  de  los  tribunales  que  entienden  en  las 
cuestiones  de  presas  tienen  mucha  fuerza  como  fuente  de  derecho  inter- 
nacional, pero  es  preciso  distinguir  si  los  principios  en  que  están  fun- 
dadas estas  decisiones  tienen  carácter  predominante  local  ó general, 
pues  los  primeros  no  podrán  nunca  estimarse  como  propios  del  dere- 
cho de  gentes.  Debe  también  no  perderse  de  vista,  al  estudiar  las  sen- 

* Whealon,  lilem.  droil  in¿.,  vol.  I,  p.  1,  § 12,  p.  28. 
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§ 38 

tencias  y decisiones  de  los  tribunales  de  presas,  la  influencia  que  la 
exaltación  del  patriotismo,  puede  ejercer  en  los  jueces.  No  cveémos, 
como  Halleck,  que  esta  observación  sea  particularmente  aplicable  á las 
decisiones  del  almirantazgo  británico.  En  nuestro  concepto,  la  obser- 
vación anterior  es  general,  y aplicable  á las  decisiones  de  todos  ellos.  * 

§ 37.  Los  tribunales  de  presas  dependen  generalmente, 
en  los  Estados  de  Europa,  del  poder  ejecutivo.  Esto  dismi-  ácíSSe 

. , „ . ' los  Estados- 

nuye  en  mucho  la  tuerza  que  pueden  tener  sus  decisiones  unidos, 
como  fuentes  del  derecho  internacional.  En  los  Estados-Unidos  norte- 
americanos los  tribunales  de  presas  son  regulares  formados  por 
jueces  independientes  y vitalicios,  nombrados  por  el  Presidente 
de  la  república  y confirmados  por  el  Senado.  Estos  jueces  solo  pue- 
den ser  separados  del  ejercicio  de  sus  funciones  en  caso  de  prevari- 
cación. Las  leyes  vigentes  en  los  Estados-Unidos  sobre  presas  marítimas 
son  obligatorias  para  ios  tribunales  que  entienden  en  estos  asuntos. 
Cuando  no  hay  ley  expresa,  se  supone  que  el  Gobierno  no  se  separa 
de  los  usos  admitidos  por  las  naciones,  y se  decide  en  consecuencia. 
Estos  tribunales  no  dependen,  pues,  directamente  del  poder  ejecu- 
tivo, y sus  decisiones  pueden  ser  consultadas  con  gran  fruto.  Ade- 
más, la  última  guerra  colosal  entre  federales  y confederados,  dá  á 
sus  decisiones,  por  la  variedad  de  casos  y cuestiones  que  resuelven, 
una  grande  importancia,  y un  vitalísimo  interés.  ** 


§ 38.  La  misma  importancia  que  como  fuentes  del  dere- 
cho internacional  tienen  las  decisiones  de  los  tribunales  de  de  ios  triiw- 
, . , ......  nales  locales. 

presas  marítimas,  se  puede  conceder  a las  decisiones  y pro- 
videncias de  los  demás  tribunales  locales  en  asuntos  de  derecho 
público  exterior.  Aluchas  cuestiones  de  esta  clase  se  deciden  por  los 
tribunales  locales  con  arreglo  á la  legislación  propia  y peculiar  del 
Estado,  y no  son  asi  verdaderas  fuentes  de  derecho  internacional. 
Pero  hay  otras  cuestiones  internacionales  que  los  tribunales  de  un 
Estado  tienen  que  resolver  con  arreglo  á principios  generales  del  derecho 
de  gentes  y estas  decisiones  podrán  ser  invocadas  como  autoridad  en 
casos  semejantes  por  otro  cualquiera.  Es  claro  que  el  valoi  de 
estas  providencias  no  es  concluyente  en  derecho,  peí  o sin  en  induda 


Whealon,  Elem.  droit  int.,  pt.  I,  ch.  1,  S l2>  I hillimoie,  On 

’ - - r. — r i»  Insurance,  vol.  i,  (>•  ota. 


S 59;  Ketit,  Com.  o»  Am  Law,  »ol.  I.  p.  «8¡  Buer,  On  Insurance,  vol.  I,  P 
note;  Wildman,  Int.  Law,  vol.  I,  p.  36;  Polson,  Law  o nations,  stc.  • 

**  Wheaton,  Elem.  Droit  int.,  v.  1,  pt-  b ch-  b s lá;  Dana»  KlCm‘ 
by  Wlieaton,  note  10. 
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lilemente  para  robustecer  una  opinión,  y aun  pueden  servil  para  fun- 
darla. * 

§ 39.  También  pueden  consultarse  provechosamente,  y 
regimientos  aun  en  ciertos  casos  invocarse  como  principio  de  autoridad 
Cernía  Es-  en  contiendas  internacionales,  las  leyes  y reglamentos 
mercantiles  de  cada  Estado,  y las  que  los  gobiernos 
prescriban  á sus  cruceros  de  guerra.  Muchos  de  los  grandes  adelantos 
v conquistas  del  derecho  internacional  moderno  se  fundan  y son 
debidos  ¡i  las  relaciones  mercantiles  de  los  Estados.  Pliillimore  reco- 
noce que  los  reglamentos  de  comercio  y las  órdenes  que  los  gobiernos 
dicten  á los  cruceros  de  guerra,  pueden,  en  muchos  casos,  producir 
evidencia  contra  cualquier  Estado  que  se  aparte  sin  justa  causa  de  los 
principios  que  en  otra  ocasión  haya  invocado  solemne  y delibera- 
damente. ** 


Tribunales 

mixtos. 


§ 40.  Ya  hemos  dicho  que  lo  que  constituye  la  debilidad 
relativa,  en  derecho  internacional,  de  las  decisiones  de  los 


almirantazgos  y tribunales  locales,  y aun  también  de  los  reglamentos 
de  comercio  y ordenanzas  marítimas,  es  la  parcialidad,  presunta  por  lo 
menos,  de  estas  providencias  y estos  reglamentos  y ordenanzas.  Son 
los  tribunales  de  un  Estado,  es  el  poder  de  un  Estado  quien  dicta 
esas  decisiones  y reglamentos.  Pero  surgen  diferencias  en  las  relaciones 
internacionales  en  las  cuales  las  partes  contendientes  tienen  derecho 
á exponer  sus  reclamaciones,  á hacerse  oir  en  juicio.  Tal  acontece  en 
todas  las  cuestiones  sometidas  al  arbitraje.  Las  sentencias  de  los 
árbitros  que  entiendan  en  estas  cuestiones  tienen,  pues,  mayor  im- 
portancia que  las  decisiones,  por  ejemplo,  de  un  almirantazgo.  Sin 
embargo,  el  arbitraje  no  ha  sido  muy  fecundo  como  medio  de  dis- 
cutir grandes  cuestiones  de  derecho  internacional.  El  procedi- 
miento de  los  árbitros  se  ha  limitado  frecuentemente  á llegar  á las 
bases  de  un  arreglo  sin  entrar  en  altas  discusiones  de  principios,  ó 
en  aplicaciones  de  nuevas  teorías.  Pero  como  solución  de  contiendas 
particulares  y como  aplicables  á casos  particulares  también,  y aun 
siendo  por  lo  cómun  fácil  y posible  inferir  del  hecho  un  principio,  las  . 


W lieaton,  Elem.  Droit  hit.,  pt.  f,  ch.  1,  g 12;  Polson,  Law  ofnalions,  sec.  3(5; 
Phillimoro,  On  int.  Lato,  vol.  I,  g 57. 

**  WUeiUon>  El<™~  Droit  Int.,  pt.  1,  ch.  1,  § 12;  Halleck,  Int.  Law,  ch.  2,. 

S 2>,  p.  58;  Duer,  Oh  Insurance,  vol.  1,  p.  479;  Kent,  Com.  on  Am.  Law  vol  l' 
p.  (58-71.  ’ 
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decisiones  de  los  árbitros  pueden  estimarse  como  una  de  las  fuentes 
más  autorizadas  del  derecho  internacional.  * ** 

§ \\ . La  fuente  última  del  derecho  internacional  son  los  Trata(los 
tratados  entre  las  naciones.  En  virtud  de  ellos,  los  Estados  cünvcnckmcs 
fijan  y determinan  sus  relaciones  lo  mismo  en  tiempo  de  guerra 
que  en  el  de  paz  y en  todos  sentidos.  Como  la  ley  jurídica  en 
general  es  la  manifestación  del  derecho,  los  tratados  entre  las 
naciones  son  la  más  firme  y legítima  del  derecho  internacional. 
La  fuerza  obligatoria  de  los  tratados  y convenciones  se  impone  sola- 
mente, en  todo  el  rigor  del  derecho,  á las  partes  contratantes. 
Pero  cuando  un  tratado  disminuye  el  rigor  de  una  ley  ántes 
aceptada  ó resuelve  una  cuestión  práctica  que  ha  dado  origen  á 
graves  contiendas,  sus  efectos  se  extenderán  desde  luego  á las  partes 
contratantes  y después  á los  demás  Estados  en  sus  relaciones  con  ellas. 
Unas  veces  los  tratados  afirman  los  principios  del  derecho  de  gentes 
generalmente  reconocidos,  ó establecen  reglas  particulares  entre  los 
contratantes;  otras  resuelven  cuestiones  dudosas  ó llevan  á las  rela- 
ciones internacionales  el  gérmen  fecundísimo  de  nuevas  ideas. 

Pero  en  todos  los  casos,  ya  apliquen  nuevos  principios  ó re- 
suelvan antiguas  cuestiones,  los  tratados  deben  ser  considerados 
como  la  mas  importante  é incontrovertible  fuente  del  derecho  in- 
ternacional. Y tanto  es  así,  qué,  como  todos  los  publicistas  afirman 
y la  razón  de  las  cosas  lo  demuestra,  una  série  de  tratados  que  re- 
suelvan del  mismo  modo  una  idéntica  cuestión,  puede  considerarse 
que  expresa  acerca  de  la  materia  la  opinión  de  las  naciones.  Y los 
tratados  tienen  aun  doble  importancia  si  se  atiende,  como  dice 
Heffter,  á que  el  derecho  público  exterior  es  un  derecho  no  escrito, 
aun  en  el  sentido  jurídico  de  la  palabra,  y cuya  codificación  es, 
por  tanto,  imposible.  Por  eso  afirma  el  mismo  publicista,  y noso- 
tros también,  que  « los  tratados  internacionales  constituyen  la  fuente 
de  más  importancia  del  derecho  público  exterior  y sus  textos  é inter- 
pretación pueden  servir  de  prueba  de  la  armonía  de  los  gobiernos.  * » 


* Wheaton,  FJem.  Droit  int.,  pt.  1,  ch.  1,  g 12;  Halleck,  Int.  Law,  ch.  2,  § 23, 
p.  57;  Polson,  Law  of  nalions,  sec.  3;  Phillimore,  On  mt.  Uno,  vol.  I,  g oJ, 
Jlcport  of  dccisions  of  com.  between  U.  S.  and  Great  Britain,  1856. 

**  Halleck,  Int.  Law  ch  2 c 28,  p.  60,  Bynkershoek,  Qaoest.  Jur.  pub.,  Uv.  I, 
cap.  10;  Wheaton,  Blcm  Int.,, part.  1,  ch.  1,  § 12,  p.  »í  Helltor  DroU 

in terna tional,  § 8,  p.  16;  Phillimore,  On  Int • Lcn0>  vol>  L s 5">  0rtolan>  DlI>  0 
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§ 42.  Algunos  autores  enumeran  otras  especies  de 

srrffi  fuentes  del  derecho  internacional.  Halleck  dice  que  la 
internacional  pr¡incra  dc  que  pL1C(ien  deducirse  las  reglas  de  conducta 

que  deben  observar  las  naciones  es  la  ley  divina  ó el  principio 
sobre  que  se  funda  la  justicia,  y define  en  seguida  la  justicia  como  la 
definía  el  derecho  romano  : constans  et  perpetua  voluntas  jus  suum 
cuique  tribuendi.  Este  principio,  que  Halleck  coloca  como  fuente 
suprema  del  derecho  internacional  es  en  sí  muy  vago,  no  contiene 
una  regla  práctica  segura  con  la  cual  se  pueda  llegar  al  terreno  de 
los  hechos,  y nos  parece  más  propio  de  un  publicista  del  siglo  xvu, 
de  Grotius,  por  ejemplo,  que  de  uno  del  nuestro.  * 

8 43.  El  derecho  romano  se  ha  considerado  también 

El  derecho  ° 

romano.  como  fuente  de  derecho  internacional  á que  puede  recur- 
rirse  en  nuestros  tiempos.  Esta  afirmación  se  liga  intimamente  con 
las  grandes  luchas  sostenidas  en  nuestro  siglo  por  los  jurisconsultos 
alemanes  de  la  escuela  histórica  y de  la  filosófica.  El  derecho  romano 
se  podrá  tomar  como  fuente  de  derecho  internacional , y muy 
subsidiaria  por  cierto,  en  los  pueblos  en  que,  por  falta  de  codi- 
ficación, tengan  aun  que  recurrir  al  Corpus  juris  civilis  para  la 
decisión  de  sus  cuestiones  y la  determinación  de  su  derecho.  Por 
importante  que  bajo  el  punto  de  vista  jurídico  sea  la  antigua  civiliza- 
ción romana,  no  lo  es  tanto  que  sus  leyes  puedan  aplicarse  sin  graví- 
simos inconvenientes  á las  relaciones  internacionales  de  los  pueblos 
modernos.  Sin  embargo,  los  principios  generales  que  han  servido  de 
base  á la  legislación  romana,  podrían,  quizás  aun,  en  casos  especia- 
lísimos,  resolver  algunas  cuestiones  internacionales,  principalmente 
las  que  corresponden  al  derecho  internacional  privado.  Es  en  este 
único  sentido  como  el  antiguo  derecho  romano  puede  tenerse  por 
luente  del  derecho  internacional  en  los  tiempos  modernos. 

Ortolan  en  su  obra  intitulada  Regles  internationales  et  diplomatie  de 
la  mer  clasifica  teóricamente  las  fuentes  del  derecho  internacional  en 
tres  grupos  : la  razón,  que  hace  que  el  hombre  adquiera  el  conoci- 
miento de  lo  justo  y de  lo  injusto;  la  costumbre  y los  tratados 
públicos.  Esta  clasificación  no  tiene  valor  práctico.  Su  mismo  autor  lo 


matie  de  la  mer,  liv.  1,  ch.  5;  Bello,  Derecho  Internacional,  n°  prel.,  $ 7,-  Man- 
rung,  Laxo  of  nations,  p.  74,  et  seq.;  Polson,  Law  of  nalions,  sec.  3;  Wildman, 
nL  he.w,  yol.  1,  ch.  1;  Massé,  Droit  commercial,  liv.  i,  tit.  2,  ch.  2. 

I liillimore,  On.  int.  Law , vol.  1 § 23;  Justiniano,  Instit.,  lib.  1,  tit.  1, 
Heineccius  Efem  Jurís,  naL  et  gcnt  , lib.  1?  cap.  1(  § 12.  Manning,  Law  of  na- 
’ P*  ,8;  D*mond-  Prin  of  MoralUy,  Essay  1,  p.  2,  ch.  4;  Cotelle,  Droit 
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reconoce  así,  y dice  que  el  orden  práctico  de  estas  fuentes  es  inverso 
debiéndose  atener  en  este  sentido  primero  á los  tratados,  después  á la 
costumbre  y en  último  lugar  á los  principios. 

Helfter  no  distingue  otras  fuentes  de  derecho  internacional  que  las 
contiendas  políticas  que  fijan  la  significación  de  un  Estado,  y los 
tratados  públicos. 

Bello  enumera  solo  como  fuentes  de  derecho  internacional  las  obras 
de  los  autores  más  acreditados  de  jurisprudencia  internacional,  como 
Grotius,  Barbeyrac,  Vattel,  etc.;  las  decisiones  de  los  almirantazgos  y 
tribunales  que  administran  justicia  en  casos  de  derecho  de  gentes,  y las 
ordenanzas  y reglamentos  publicados  por  algunas  potencias  para  la 
dirección  de  sus  juzgados  y para  noticia  de  las  naciones  extranjeras. 

Con  un  sentido  mas  práctico  y positivo  Whcaton  ha  citado  casi 
todas  las  fuentes  del  derecho  internacional  moderno,  omitiendo,  sin 
embargo,  hablar  de  los  papeles  de  Estado  y correspondencia  diplo- 
mática, de  las  providencias  de  tribunales  locales  en  asuntos  de  dere- 
cho de  gentes,  y colocando  en  un  mismo  grupo  las  sentencias  arbi- 
trales y las  decisiones  de  los  tribunales  de  presas  marítimas. 

Créemos  que  nuestra  clasificación,  enteramente  práctica,  como  la  de 
Wheaton,  salva  los  ligeros  inconvenientes  que  ofrece  la  del  publicista 
norte-americano,  y la  extremada  concisión  de  la  admitida  por 
Heffter,  ó la  notoria  insuficiencia  de  la  de  Bello,  que  hasta  olvida  los 
tratados  públicos.  * 


* Hallcck,  Inl.  Law,  chap.  2 § 21,  p.  55;  Ortolan,  Diplomalie  de  la  mer,  edilion 
París,  1864  t.  I p.  68-69;  HefTter,  Droil  Ínter national,  §§  6,  9,  p.  19;  Helio, 
Derecho  internacional,  p.13:  Phillimore,  On  Inl.  Law , vol.  I § 38;  Wildman,  Inl. 
Law,  vol.  I p.  3i;  WisemaH,  Exccllency  of  Ihe  civil  Law  p.  110;  líynkersliock. 
De  Foro  legalorum,  ch.  6;  IJurke,  The  works  of,  vol.  2,  Letlers  on  a regicida 
pcacc. 
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estado  de  paz 


CAPITULO  I 

NACIONES  Y ESTADOS  SOBERANOS 

§ 44.  La  mayor  parte  de  los  autores  modernos  lian 
deDia“acion  definido  la  palabra  nación  como  Cicerón  : Respublica  est  cce- 
y ei  Estado.  ^us  multitudinis , juris  consensu  et  utilitatis  communione 
sociatus.  Yattel  dice  : « Las  naciones  ó Estados  son  cuerpos  polí- 
ticos ó sociedades  de  hombres  que  procuran  su  bienestar  y ventaja 
connm  reuniendo  sus  fuerzas. » Esta  deíinicion,  así  como  todas  las  que 
más  ó menos  directamente  se  han  deducido  de  la  de  Cicerón,  ha 
sido  con  mucha  razón  censurada  por  Wheaton.  Según  este  publicista 
no  puede  aceptarse  sin  grandes  limitaciones  ó aclaraciones  impor- 
tantes. Es  indudable  que  si  la  nación  no  es  más  que  la  asociación  de 
individuos  para  su  común  ventaja  y prosperidad,  la  asociación  de 
negociantes  ingleses  que  se  constituyó  con  aprobación  de  la  Corona 
para  comerciar  con  la  India  seria  una  nación.  Es  indudable  también 
que  todas  las  asociaciones  constituidas  en  los  tiempos  modernos,  con 
el  fin  evidente  de  la  ventaja  y utilidad  de  los  asociados,  tendrían  este 
mismo  carácter.  Admitiendo,  pues,  la  definición  de  Cicerón  ó la  de 
Vattel,  la  fuerza  misma  de  su  sentido  nos  llevaria  á afirmar  que  una 
asociación  de  ladrones  ó piratas,  reunidos  para  su  mutua  seguridad  y 
ventaja,  constituía  una  nación  ó un  Estado. 

Otro  de  los  graves  inconvenientes  de  la  definición  de  Yattel  es  que 
confunde  las  nociones,  bien  claras  y distintas  por  cierto,  de  Estado 
y de  nación.  Se  comprende  fácilmente  la  existencia  de  un  Estado 
sobre  naciones  distintas,  como  se  comprende  la  existencia  de  una 
nación  bajo  otro  Estado.  Así  Austria,  por  ejemplo,  es  un  Estado  sobre 
muchas  distintas  nacionalidades,  y Polonia  es  una  nación  bajo  otro 
Estado.  Y por  más  de  que  el  Estado,  como  órgano  supremo  del 
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derecho  en  un  pueblo,  vaya  poco  á poco  fusionando  las  nacionalidades 
que  lo  determinen,  borrando  diferencias  y resolviendo  antagonismos, 
nunca  podrá  llegar  á confundí t se  con  la  nación,  á ser  una  misma 
cosa  que  la  nación. 

La  causa  de  que  íos  publicistas  confundan  generalmente  las 
nociones  de  Estado  y de  nación,  es  que  acostumbrados  á resolverlo 
todo  bajo  el  punto  de  vista  del  derecho  internacional,  tratando  este 
derecho  de  las  relaciones  internacionales,  influyendo  los  gobiernos 
decisivamente  en  estas  y necesitándose  por  otra  parte  para  ellas 
un  punto  de  apoyo,  un  centro,  ó en  una  palabra  un  poder,  no  han 
visto  que  más  allá  de  este  poder  había  el  principio  que  le  daba 
origen  y fuerza;  la  nación,  enfin,  de  la  cual  el  Estado  no  es  más  que 
órgano  en  la  esfera  del  derecho,  asi  como  el  gobierno  es  el  órgano 
del  Estado.  El  fundamento  verdaderamente  racional  de  la  distinción 
práctica  entre  la  nación  y el  Estado  no  está  en  que  varias  razas  de 
hombres  puedan  existir  bajo  un  Estado  y sujetas  á una  misma  auto- 
ridad ó centro  gubernativo,  sino  en  que  el  Estado  no  es  más  que 
una  faz  particular  de  la  nación  y no  toda  la  nación,  que  en  la  nación 
hay  religión,  ciencia,  arte,  derecho,  y el  Estado  es  solo  el  órgano, 
la  manifestación  de  este  último  fin. 

La  existencia  de  un  Estado  requiere  condiciones  indispensables. 
El  supone  como  bases  una  sociedad  capaz  de  sostener  su  inde- 
pendencia con  sus  propios  recursos,  una  autoridad  encargada  de- 
la  dirección  de  la  sociedad  hácia  su  fin  y la  permanencia  ó esta- 
bilidad de  esta  misma  sociedad.  Si  alguna  de  estas  condiciones  falta, 
el  Estado  no  existe,  ó no  existe  por  lo  menos  en  su  integridad  y 
como  debiera  para  ser  fuente  y causa  de  relaciones  internacionales. 
Así,  las  tribus  entregadas  al  pillaje  no  forman  verdaderos  Estados, 
y ni  el  derecho  internacional  antiguo,  ni  el  moderno,  las  reconocen 
en  este  sentido.  Cicerón  decía,  que  para  que  un  pueblo  se  consi- 
derara enemigo  de  otro  necesitaba  un  Estado,  una  curia,  un  tesoro 
público,  el  consentimiento  de  los  ciudadanos  y el  poder  de  concluir 
tratados  de  paz  y de  alianza,  y estos  principios  continúan  siendo 
en  su  espíritu  v requisitos  esenciales,  regla  admitida  en  el  estado 
actual  de  la  civilización.  * 

* Ahrens,  Cours  de  droit  intcrnational,  Grotius,  De  Jur.  Bel.  ac  Pac.,  Iib.  i, 
cap.  1,  s 14;  Vattel,  Droit  des  gens,  liv.  1,  ch.  1,  § 4;  HeíRer , Droit  Interna- 
tional, §§  16-25;  Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  §§  1G-19;  Wheaton,  E temen - 
Lary  Int.  Lavo,  pt.  1,  ch.  2,  S 12;  Burlamaqui,  Droit  de  la  nature  el  des  gens, 
v.  4,  pt.  1,  ch.  4;  Garden,  De  Diplomalie,  liv.  1,  § 3;  Bello;  Derecho  internacional, 
pt.  1,  cap.  1,  g 1;  Merlin,  Repertoire  verb.  Souveraineté. 
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§ 45.  Según  la  idea  que  acabamos  de  dar  acerca  del 
i>  dqjcndon-  Estado,  no  es  condición  indispensable  de  su  existencia  que 
iici  0LFacíoC  su  territorio  esté  más  ó menos  dividido,  y en  este  ó el  otro 
continente.  El  territorio  de  algunos  Estados,  Rusia,  por  ejemplo,  y los 
Estados-Unidos  norte-americanos,  forma  un  todo  compacto  y unido; 
al  contrario,  otros,  como  el  de  Inglaterra,  está  separado  por  grandes 
mares  y situado  en  todos  los  continentes.  Bajo  la  palabra  Estado  se 
incluyen  todas  las  posesiones  de  una  nación  en  cualquier  parte  que 
se  encuentren  y por  grande  que  sea  la  distancia  que  las  separe. 
Vattel  ha  formulado  esta  regla  importantísima  de  derecho  interna- 
cional del  modo  siguiente  : « Siempre  que  las  leyes  políticas  ó los 
tratados  no  establezcan  diferencias,  lo  que  se  dice  del  territorio  de 
una  nación  se  aplica  también  á sus  colonias.  » 

Esta  regla  resuelve  implícitamente  la  cuestión  de  si  dichas  posesiones 
ó colonias  pueden  tomarse  alguna  vez  por  el  mismo  Estado./,  Hubieran 
podido  las  posesiones  inglesas  en  la  India,  durante  el  tiempo  en 
que  fueron  administradas  por  la  Compañía,  confundirse  con  el  Estado 
inglés?  La  respuesta  es  muy  sencilla.  Por  mas  que  la  Compañía 
de  la  india  Oriental  fuera  como  el  gobierno  supremo  de  esta  pose- 
sión, dependía  en  un  todo  del  gobierno  británico,  y era  y debía  ser 
representada  por  este  gobierno  en  sus  relaciones  con  los  Estados  y 
gobiernos  extranjeros. 

§ 46.  Ya  hemos  dicho  que  el  Estado,  órgano  supremo 

Soberanía  1 ° 1 

de  'dos' sta’  ^ derecho  en  un  pueblo,  necesita  á su  vez  de  un  orga- 
nismo que  lo  realice  y traduzca  en  el  terreno  de  los  hechos. 
Este  organismo  constituye  el  gobierno  de  una  nación  ó de  un  Estado. 
El  gobierno  de  un  Estado,  resultado  originario  de  la  soberanía  del 
mismo  puede  sostener  dos  clases  de  i elaciones  fundamentales,  ó de 
derecho  público  interno,  como  son  las  que  mantiene  bajo  el  punto 
de  vista  político  con  los  ciudadanos  ó súbditos  del  país,  ó relaciones 
de  derecho  público  exterior , ó derecho  internacional , como  las 
que  sostiene  con  los  demás  Estados.  Las  relaciones  de  derecho 
internacional  pueden  extenderse  desde  los  representantes  ó deposi- 
tarios del  poder  supremo  de  una  nación  hasta  las  corporaciones, 
y sociedades  públicas  y los  individuos  particulares.  Y como  en  algu- 
nas naciones  el  gobierno  es  absoluto  y se  identifica  con  la  persona 
que  lo  ejerce,  los  publicistas  han  solido  usar  como  sinónimas  las 
palabras  Estado  y Soberano,  atribuyendo  á los  monarcas  la  determina- 
ción de  las  relaciones  internacionales  de  los  pueblos.  El  poder  que 

corresponde  á toda  nación  de  determinar  su  manera  de  ser  de 
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formular  sus  condiciones  de  derecho,  de  constituirse  el  listado  y .el 
gobierno  según  la  idea  que  represente,  ó el  fin  humano  que  realice, 
forma  lo  que  se  ha  designado  con  los  términos  de  soberanía  de  la 
nación.  Según  Vattel,  toda  nación  que  se  gobierna  á si  misma  bajo 
cualquier  forma  que  sea,  sin  dependencia  de  ningún  extranjero  es 
un  Estado  soberano.  Vattel  ha  dado  mucha  extensión  á esta  definición. 
El  carácter  esencial  de  la  soberanía  de  un  Estado  no  se  funda  en 
que  dependa  en  más  ó en  menos,  ó no  dependa  de  otro  sino  en 
que  pueda  determinar  su  constitución,  fijar  sus  leyes,  establecer 
su  gobierno,  etc.,  etc.,  sin  intervención  de  ninguna  nación  extran- 
jera. La  soberanía  de  un  Estado  puede  también  modificarse,  deter- 
minarse en  cierto  sentido  á virtud  de  convenciones  y tratados  sin 
que  se  pueda  decir  con  razón,  en  estos  casos,  que  se  haya  perdido 
completamente.  Por  lo  demás,  Vattel  mismo  se  corrijo  cuando  dice 
que,  para  que  una  nación  figure  en  la  gran  sociedad  sometida  al 
derecho  de  gentes  es  preciso  que  sea  realmente  soberana  é inde- 
pendiente, es  decir,  « que  se  gobierne  á si 'misma  por  su  propia  auto- 
ridad y por  sus  leyes.  » 

■ La  dependencia,  pues,  de  un  Estado  con  respecto  á otro  es  una 
limitación  de  la  soberanía,  pero  no  una  negación  completa  de  ella.  Esta 
dependencia  puede  ser  de  tal  naturaleza  que  sujete  por  completo  y 
prive  de  sus  derechos  al  Estado  dependiente.  Pero  en  estos  casos, 
los  tratados  que  determinen  esta  dependencia  fijarán  también,  directa  ó 
indirectamente,  la  consideración  que  ha  de  merecer  aquel  Estado  en 
las  relaciones  internacionales. 

Tampoco  se  considera  incompatible  con  la  soberanía  de  La  cuu  íui 
un  Estado  la  obediencia  transitoria  que  deba  prestar  á las  dc  CraciJV 
órdenes  de  un  gobierno  extranjero,  ni  la  influencia  habitual  á que  se 
someta.  La  ciudad  de  Cracovia  fue  reconocida  en  el  congreso  de  Vicna 
de  1815  como  Estado  libre,  independiente  y neutral  bajo  la  protec- 
ción de  Rusia,  Austria  y Prusia.  A pesar  de  la  incontrastable 
influencia  que  en  este  Estado  ejercían  sus  poderosos  protectores,  Craco- 
via fué  considerada  como  nación  independiente  en  sus  relaciones 
internacionales  hasta  1846,  época  de  su  incorporación  al  imperio  austría- 
co. Esta  incorporación  dió  lugar  á una  protesta  de  Inglaterra,  Fian- 
cia  y Suecia  fundada  en  la  violación  de  los  tratados  de  1815. 

Tampoco  modifica  la  soberanía  de  un  Estado  en  sus  relaciones  de 
derecho  internacional  el  pago  de  un  tributo  ó la  dependencia  feudal 
nominal,  como  era  la  del  reino  de  Nápoles,  antes  de  1818,  con  res- 
pecto á la  Santa-Silla.  El  pago  de  un  tributo  no  tiene  relación  alguna 
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con  la  soberanía,  ó no  puede  á lo  menos  modificarla  en  su  significa- 
ción internacional.  ¿ Qué  tenia  que  ver , como  dice  muj  bien  un 
publicista,  con  la  soberanía  de  los  Estados  marítimos  de  Europa  el  tri- 
buto que  estos  pagaban,  hace  algunos  siglos,  á los  Estados  de  Berbería? 

De  otra  naturaleza  son  las  condiciones  impuestas  por  Turquía  al 
principado  de  Montenegro  en  1862.  Por  ellas  se  confiere  á Turquía 
el  derecho  de  pasage  por  el  territorio  montenegrino,  y el  dominio 
eminente  del  sultán  sobre  este  territorio.  * * * § 

§ 47.  Ni  la  dependencia,  tal  como  la  hemos  considerado, 
uiPjjroíecio-  ni  la  influencia  accidental  ó el  tributo  alteran  la  sobera- 
nía de  un  Estado  hasta  el  punto  de  hacerle  desaparecer  en  sus 
relaciones  de  derecho  internacional  ó como  miembro  de  la  sociedad 
de  las  naciones.  La  misma  significación  puede  tener  el  protectorado 
siempre  que  no  degenere  en  verdadera  incorporación.  Necesitase  para 
esto  que  el  Estado  que  se  coloca  bajo  la  protección  de  otro  extran- 
jero, se  reserve  siempre  y en  todo  caso  el  derecho  de  gobernarse  á sí 
mismo  y de  adoptar  las  leyes  que  tenga  por  conveniente.  La  conven- 
ción <3  tratado  especial  que  funde  el  protectorado  determinará  las 
relaciones  que  deben  existir  en  los  dos  pueblos  y los  derechos  que 
se  reserva  el  Estado  protector.  El  protectorado  se  considera  disuelto 
de  hecho  por  la  falta  de  cumplimiento  ó por  pretender  el  ejercicio  de 
derechos  y facultades  no  estipuladas  en  el  tratado.  El  protectorado 
es  por  su  naturaleza  un  hecho  libre  y voluntario,  y no  podrá  en  nin- 
guna ocasión  imponerse  por  la  fuerza. 

El  Estado  que  solicite  ó consienta  el  protectorado  de  una  nación 
extranjera  debe  cuidarse  mucho  de  conservar  en  su  integridad  los  de- 
rechos de  su  soberanía  y el  ejercicio  de  ellos,  es  decir,  usando 
el  lenguaje  de  los  tratadistas,  de  conservar  estos  derechos  de  jure 
y de  fado.  De  este  modo,  los  efectos  del  protectorado  no  alterarán  en 


* Wheaton,  Elem.  lnl.  Law,  pt.  1,  ch.  2,  §§  2,  12,  13,  14;  Grotius,  de  Jar. 

Bel.  ac  Pac.,  lib.  1,  cap.  3,  \\  2,  3,  7,  21;  Vattel,  Droit  des  gens,  liv.  1,  cb.  18, 

§ 210;  Phillimore,  O n lnl.  Law,  vol.  1,  §§  63,  77;  Heffter,  Droit  interna tional, 
§§  10-25,  29-31 ; Heineccius,  Elementa  Juris,  Nat.  et  Gent.,  lib.  1,  § 231 ; Wildman, 
Jnt..  Law,  vol.  1,  p.  40;  Puffendorf,  Jas  Nat.  et  Gent..,  lib.  8,  cap.  12,  §5;  Gar- 
den,  De  diplomatie , liv.  1,  § 3;  Bowyer,  Universal  public  Law,  ch.  27;  Rayneval, 
Inst.  dii  droit  naturel , liv.  1,  ch.  4;  Bello,  Derecho  internacional,  pt.  1,  cap.  1, 

§ 3;  Riquelme,  Der.  Pub.  Int.,  t.  1,  pp.  104,  105;  Martens,  Précis  du  droit  des 
ge >«,§§19,  20  et  seq. ; Martens,  Nouvcau  recueil,  vol.  2,  p.  386;  Ortolan,  Diplomatie 
e a mer,  hv.  1,  ch.  2;  de  Cussy,  Précis  hislorique , p.  7;  Kluber,  Acler  des  Wei- 
ner  Gong.,  b.  5,  § 138;  Bynkershcek,  Quaest  Jur.  Pub.,  lib.  1,  cap.  17;  Ward, 
Hisl.  Law  of  nalions,  vol.  2,  p.  69. 
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ÍO  más  mínimo  el  valor  y la  consideración  internacional  del  Estado 
que  merezca  la  protección. 


§ 48.  La  unión  de  dos  ó más  Estados  como  consecuencia  de 
un  pacto  ó convención,  es  un  hecho  muy  frecuente  en 
Ja  historia  de  las  naciones.  Para  determinar  si  los  Estados 
que  se  unen  conservan  ó no  su  soberanía  individual  y sus 
coi-respondientes  relaciones  internacionales,  es  preciso  examinar 
condiciones  generales  que  sirvan  de  base  á la  unión  pactada.  íSi 


Union  do 
varios  Hala- 
dos; sn  se  ton- 
tos interna- 
cumules. 


las 


los  Estados  que  se  unen  crean  un  nuevo  poder  nacional,  un 
Estado  nuevo  del  cual  cada  uno  de  ellos  es  un  elemento  componente, 
es  indudable  que  habrán  perdido  su  soberanía  exterior  individual,  por 
más  de  que  conserven  muchos  derechos  recíprocos  de  importancia.  Si 
no  llegan  á constituir  ese  nuevo  poder  central,  esa  nueva  naciona- 
lidad y Estado,  conservarán  indudablemente  su  antigua  considera- 
ción internacional. 


La  unión  de  los  Estados  dá  lugar  á muchas  é importantes  cuestio- 
nes. Pueden  unirse  por  medio  de  una  unión  personal  ó real  bajo  el 
mismo  soberano;  por  incorporación  ó por  pacto  federal  ó constituir 
una  confederación  ó un  Estado  compuesto.  En  todos  estos  casos  pue- 
den sufrir  graves  cambios  las  condiciones  internacionales  de  los 
Estados.  La  historia  por  otra  parte  nos  ofrece  notables  ejemplos  de 
uniones  y confederaciones  de  los  pueblos.  Expondremos,  pues,  los 
resultados  más  importantes  y característicos  que  estas  uniones  ejercen 
en  la  soberanía  exterior  de  las  naciones.  ** 


§49.  La  unión  personal  de  varios  Estados  bajo  un  mismo 
soberano  no  accarrea  la  extinción  de  la  soberanía  indivi- 
dual de  los  Estados  que  la  llevan  á cabo,  si  se  ha  verifi- 
cado según  los  principios  de  la  igualdad  completa  de 
derechos.  Y aun  la  unión  real  de  varios  Estados,  bajo  un 
mismo  soberano,  hecha  según  estos  principios,  produce 


Un  ¡oii  por- 
sniiiil  It.'ijn  ii  n 
iiiisui'i  solie- 
ran'». — 
Silería  y No- 

niofCM.  — 

Kl  cantón  ilc 
PiCMlcliátcl . 
— Manila. 


* Grotius.  De  Jur.  Del.  ac.  Pac.  lib.  i,  cap.  3,  § 21  ; W healon , blem.  Inl, 
Law,  pt.  1,  ch.  2,  § 13;  Wheaton,  Jlist.  Law  of  nalions,  p.  ó,  ■><•,  00;  O™™» 
Diplomarte  de  la  mer,  liv.  1,  ch.  2;  Vattel,  Uroit  des  y ens , liv.  1,  oh.  10,  $ '•>*  I 
-Maneas,  Précis  du  droit  des  yens,  § 20;  Maricas,  Nouveau  Recudí,  vol.  2,  p. 
WiUlman,  Inl.  Law.  vol  1,  p.  67  ; Riquelme  Derecho  Púb.  Jnt.,  torno  , p. 

**  Grotius,  De  Jur.  Del.  ac  Pac.,  lib.  I,  cap.  0,  § «,  0;  Wheaton,  h em.  n . 
Law,  pt.  1,  ch.  2,  § 15,  16;  Martcns,  Précis  du  droit  des  yens  § ' " 1 • 
Diplomalie  de  la  mer,  liv.  1,  ch.  2;  Hclftcr,  Droit  intcrnalionul,  § 1 > Kllj,';r> 
Droit  des  yens,  pt.  l,  ch.  1,  § 27;  WHdman,  Inl.  Lavj,  vol.  1,  p.  07,  Mor  ni, 

fíeperloire  verb.  Souverainelé : Rinuclmc,  Derecho  público  inl.,  t.  \,  p.  107. 
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idénticas  consecuencias.  Los  reinos  de  Suecia  y Noruega  están  unidos 
bajo  una  misma  dinastía,  pero  tienen  constitución,  lejos,  adminis- 
tración distintas,  y en  sus  relaciones  internacionales  deben  ser  repre- 
sentados por  el  rey  de  Suecia  y de  Noruega.  El  cantón  de  Ncutchátel 
formaba  parte  de  la  confederación  suiza  y su  soberano  era  el  rey  de 
Prusia,  no  considerándose,  sin  embargo,  dicho  cantón  incorporado  á 
este  reino.  Lo  mismo  sucedía  en  otra  época  con  los  reinos  de  Ingla- 
terra y Hanover,  con  Inglaterra  é Irlanda.  La  unión  personal  bajo 
un  mismo  soberano,  puede  algunas  veces  hacer  que  se  pierda  la 
individualidad  de  un  Estado,  pero  rota  la  unión,  vuelve  esa  individuali- 
dad á recobrarse  ipso  f'acto.  Esta  unión  bajo  un  soberano  unió  perso- 
nal) s crea  además  entre  ios  Estados  que  se  unan , y aunque  puedan 
mirarse  respectivamente  como  extranjeros,  ciertos  vínculos  impres- 
cindibles. Nsi  nota  Heffter  con  mucha  oportunidad,  que  difícilmente 
podrán  hacerse  la  guerra  los  Estados  que  se  unan  de  este  modo.  * 


Union  real 
bajo  un  mis- 
mo soberano 
— La  Union 
del  Imperio 
Austríaco. 


§ 50.  La  unión  de  los  Estados  — unió  civitatum  — bajo 
un  mismo  soberano  es  real,  cuando  la  soberanía  indivi- 
dual de  cada  uno  se  pierde  en  la  general  resultante  de 
la  unión.  Heffter  dice  que  la  unión  real  se  verifica  cuando 


se  fusionan  los  destinos  de  los  pueblos  unidos.  La  de  los  diversos 


Estados  que  forman  el  imperio  austríaco,  ménos  Hungría  (1),  es  un 
ejemplo  de  unión  real  bajo  un  mismo  soberano.  Estos  Estados  tienen 
leyes  fundamentales  é instituciones  políticas  distintas,  pero  están  unidos 


* Heffter,  Droil  international,  § 20,  p.  41;  Grolius,  ele  J ur  Bel.  ac  Pac.,  lib.  1, 
cap.  3,  § 7;  Wheaton,  Elem.  Int.  Lavo,  pt.  1,  ch.  2,  § 16;  Martens,  Preces  du 
droil  des  gens,  § 29;  Phillimore,  On  Int.  Laxo,  vol.  1,  § 76;  Ortolan,  Diplomalie 
de  la  mer,  liv.  1,  ch.  2;  Kluber,  Droil  des  gens,  pt.  1,  ch.  1,  § 27;  Bowyer,  Uni- 
versal Public  Law,  ch.  27. 

(1)  Y decimos  ménos  la  Hungría  por  la  situación  actual  de  este  reino  en  el  imperio 
austríaco.  Las  relaciones  del  reino  de  Hungría  con  Austria  han  sido  muy  varias  desde 
la  gran  insurrección  de  1848.  El  mismo  procedimiento  que  ha  seguido  Rusia,  después  de 
sofocar  la  última  insurrección  de  Folonia,  fué  seguido  por  el  gobierno  austríaco  una 
vez  terminado  y ahogado  en  sangre  el  movimiento  de  1848.  Austria  trató  de  hacer 
desaparecer  la  Hungría  en  el  imperio,  borrando  por  medio  de  la  fuerza  la  diferencia 
de  instituciones  y costumbres.  Hungría,  sin  embargo,  no  pudo  ser  completamente 
dominada:  en  1860  el  gobierno  austríaco  se  decidió  á cambiar  de  política.  La  or- 
denanza de  20  de  octubre  de  dicho  año  y la  de  27  de  Febrero  de  1861  establecieron 
ciertas  garantías  y alguna  independencia  con  respecto  á las  partes  que  forman  el 
imperio  de  Austria. 

Estas  ordenanzas  determinaban  la  creación  de  una  Dieta  del  imperio  y de  dictas 
particulares  para  las  distintas  nacionalidades  absorvidas  por  la  Corona.  Reservábase 
c emperador  el  supremo  poder  legislativo ; no  obstante,  la  Dieta  tenia  voz  consultiva 
y su  intervención  era  necesaria  en  la  aprobación  de  las  contribuciones  ordinarias  y 
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Union 

delosEstados 
por  incorpo- 
ración. — 
Incorpora- 
ción de  Esco- 
cia á la  Ingla- 
terra. 


Incorpora- 
ción dclaPo- 
loniaá  la  Ru- 
sia. 


de  tal  modo  bajo  Ia  misma  dinastía,  que  su  soberanía  exterior  lia 
sido  absorvida  par  la  general  del  imperio.  * 

§ 51.  La  unión  de  los  Estados  por  incorporación  produce 
con  respecto  á la  soberanía  exterior  los  mismos  resultados 
que  la  real.  La  particular  de  cada  uno  queda  en  ambos  casos 
confundida  en  la  general  ó en  la  del  Estado  incorporante. 

Por  este  motivo  una  nación  que  se  incorpora  á otra  pierdo 
el  derecho  de  decidir  sus  relaciones  exteriores,  de  declarar  la  guerra, 
de  celebrar  tratados,  pierde,  enfin,  su  nacionalidad.  Si  la  incorpora- 
ción se  verifica  por  consentimiento  de  la  nación  incorporada,  el 
súbdito  o ciudadano  que  no  esté  conforme  con  ella,  por  que  supone  la 
pérdida  de  su  nacionalidad,  puede  abandonar  el  país  y disponer  libre- 
mente de  las  propiedades  que  posea.  Un  ejemplo  de  unión  por  incor- 
poración, es  el  que  nos  ofrece  Inglaterra  relativamente  al  antiguo 
reino  de  Escocia. 

La  unión  por  incorporación  de  Rusia  y Polonia  es,  según 
Wheaton,  un  hecho  irregular  no  susceptible  de  exacta 
definición.  Sin  embargo,  este  hecho  fué  diplomáticamente 
legitimado  por  el  congreso  de  Viena,  que  declaró  en  su  acta  final  que 
el  gran  ducado  de  Varsovia  á excepción  de  los  distritos  y provincias 
enumerados  en  otros  artículos,  quedaba  reunido  al  imperio  de  Rusia 
y ligado  irrevocablemente  por  su  constitución  á ser  poseído  por  el 
emperador,  sus  herederos  y sucesores;  y concedía  al  czar  el  título  de 
rey  de  Polonia  y facultades  para  determinar  la  administración  interior 
de  este  país  en  conformidad  con  la  existencia  política  y significación 
del  imperio,  pero  reconociendo  siempre  la  necesidad  de  una  repre- 
sentación é instituciones  nacionales. 

extraordinarias  y en  los  asuntos  de  quintas.  Estas  ordenanzas  restablecieron  la 
antigua  organización  de  Hungría,  limitando,  sin  embargo,  notablemente  los  poderes 
de  la  Dieta.  En  vano  fueron  todos  los  esfuerzos  hechos  por  el  gobierno  austríaco 
para  conseguir  que  Hungría  mandara  á la  Dicta  del  imperio  sus  representantes. 
Hungría  constituyó  su  dieta  particular  según  las  ordenanzas,  y se  negó  resueltamente 
á que  sus  diputados  tomaran  asiento  en  la  Dicta  imperial.  Esta  concluí  la,  (pie 
echaba  por  tierra  todos  los  planes  del  gobierno  austríaco,  dió  pi  ón  Lo  sus  te.su  tut  °* 
naturales.  En  1865  el  emperador  constituyóla  Dicta  húngara  en  Peslh ; asís  io 
personalmente  á su  apertura,  ofreció  que  se  coronaria  cu  la  misma  capita  corno 
rey  de  Hungría  y que  restablecería  la  antigua  constitución  del  leino.  Estas  piornedas 
fian  sido  cumplidas,  y el  antiguo  reino  de  Hungría  restablecido  en  su  a“  ' 

regido  por  su  constitución  propia,  no  forma  ya  una  eidadeta  unión  lea 
imperio  austríaco.  , . _ , T 

* Grotius,  De  Jur.  Bel.  ao  Pac.,  lib.  I,  cap.  3,  § 7;  Wheaton,  Law 

pt.  I,  ch.  2,  § 17;  Annuairc  des  deux  mondes,  185á-18o3,  p.  541-o  to , Anniu 
rcyhtcr,  1849,  p.  317;  Dana,  nota  n°  20  al  Elem.  Int.  Law  de  \\  hcaton,  eig  i 
edition,  p.  Cl. 
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Sujetándose  á estos  principios  establecidos  por  el  congreso  de  Viena, 
el  emperador  Alejandro  concedió  al  reino  de  Polonia  la  constitución 
de  noviembre  de  1815.  En  virtud  de  esta  constitución  se  declaraba 
unido  á Rusia  el  reino  de  Polonia,  pero  el  emperador,  para  ejercer  en 
el  nuevo  reino  incorporado  la  autoridad  soberana,  debía  coronarse  en 
Varsovia  y jurar  allí  el  cumplimiento  de  la  constitución.  El  rey  y una 
dieta  compuesta  de  dos  cámaras,  formaban  el  poder  legislativo. 
Polonia  conservaría  su  ejército,  el  derecho  de  acuñar  moneda  y el  de 
premiar  el  mérito  de  los  particulares.  La  constitución  del  emperador 
Alejandro  estaba,  pues,  dentro  del  espíritu  del  congreso  de  1815. 

En  1830  la  Polonia  se  levantó  en  contra  de  sus  dominadores,  pero 
fué  vencida  por  los  ejércitos  rusos.  Con  este  motivo  el  emperador 
Nicolás  publicó  un  manifiesto  el  26  de  febrero  de  1832  declarando 
que  el  reino  de  Polonia  se  consideraba  unido  para  siempre,  for- 
mando parte  integrante  del  imperio;  que  la  coronación  de  los  reyes 
de  Polonia  debía  de  celebrarse  en  Moscou;  que  la  Dieta  quedaba 
abolida  y el  ejército  del  imperio  y del  reino  serian  uno  mismo, 
Bajo  el  punto  de  vista  administrativo  Polonia  conservaba  aun 
cierta  independencia.  El  reino,  según  el  estatuto  del  emperador 
Nicolás,  debia  ser  dirigido  por  un  gobierno  general  y un  consejo 
de  administración  nombrado  por  el  emperador.  Los  códigos  civil 
y criminal  eran  distintos.  En  el  consejo  de  Estado  del  imperio 
ruso  se  estableció  también  una  sección  para  los  asuntos  de  Polonia. 
Créaronse  también  Estados  provinciales  para  deliberar  acerca  de 
los  intereses  generales  del  reino,  y se  conservaron  en  su  estado 
anterior  las  asambleas  de  los  nobles  y las  de  las  comunidades  y los 
consejos  de  Varsovia.  El  estatuto  del  emperador  Nicolás  iba  aun 
más  allá  del  congreso  de  Viena  en  cuanto  á la  incorporación  de 
Polonia,  y dió  lugar  á una  protesta  de  los  gobiernos  de  Francia  y de 
Inglaterra. 

La  dieta  de  Polonia  fue  restablecida  en  1861,  decretándose  nueva- 
mente que  el  emperador  de  Rusia  debia  solo  obrar  como  rey  de 
Polonia  en  los  asuntos  relativos  al  reino.  Pero  en  1862  Polonia 
vuelve  á levantarse  contra  el  imperio.  Rusia  celebró  entonces  con  Pru- 
sia  la  convención  llamada  de  San  Petersburgo,  por  la  cual  esta  última 
consintió  en  alejar  á todos  los  polacos  de  sus  fronteras  y en  que  los 
ejércitos  rusos  entraran  en  su  territorio  en  persecución  de  los  in- 
surrectos. Francia  é Inglaterra  se  opusieron  á esta  convención  sin 
obtener  resultado,  y propusieron  además,  á Rusia,  seis  proyectos 
de  arreglo  con  Polonia,  que  fueron  rechazados  todos  por  el  gobierno 
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del  emperador.  No  quedaba  otrorecuiso  á las  potencias  occidentales, 
que  declarar  la  guerra  á Rusia;  pero  i enunciaron  á esta  medida 
extrema  y la  insurrección  polaca  fue  ahogada  en  sangre,  y lioy  la 
antigua  Polonia  ha  sido  declarada  una  provincia  de  Rusia. 

La  dominación  de  Rusia  en  Polonia  no  se  funda,  como  se  des- 
prende de  los  datos  anteriores,  en  ningún  título  legítimo,  ni  aun  siquiera 
en  los  artículos  del  congreso  de  Viena.  La  fuerza  de  las  armas  es  el 
único  precedente  en  que  se  puede  fundar.  La  Polonia  tiene,  pues,  el 
derecho  imprescriptible  de  restablecer  su  nacionalidad,  porque  las 
incorporaciones  violentas  y forzadas  de  las  naciones  no  se  pueden 
tomar  como  principio  constitutivo  de  derecho  de  gentes,  ni  como 
dando  origen  á situaciones  legítimas  y respectables.  Por  otra  parte, 
las  protestas  de  Inglaterra  y Francia  en  contra  de  esta  incorporación, 
podrán  ser  invocadas  en  cualquiera  época  como  argumento  que  presta 
nueva  fuerza  y apoyo  á la  causa  polaca.  * 

§ 52.  Cuando  varios  Estados  soberanos  se  unen  por  me-  umonrede- 

1 ral  y confo- 

dio  de  un  pacto,  pueden  formar  un  Sistema  de  Estados  Aeraciones. 
confederados  propiamente  dichos  ó un  Gobierno  federal  supremo.  Si  las 
condiciones  de  este  pacto  son  de  tal  naturaleza  que  cada  uno  de  los  Es- 
tados asociados  retiene  el  principio  de  su  soberanía,  y puede,  por  tanto, 
regirse  según  sus  propias  leyes,  obligándose  solo  á la  deliberación 
común  sobre  ciertos  asuntos,  y á la  gestión  y defensa  también  común 
de  determinados  intereses,  haciendo  cumplir  cada  Estado  dentro  de 
sus  límites  los  acuerdos  generales,  se  tendrá  un  sistema  de  Estados  con- 
federados. Si  por  el  contrario,  el  gobierno  establecido  por  el  pacto  de 
unión  de  los  Estados  es  soberano  y supremo  en  la  esfera  de  sus  atri- 
buciones, y obra,  no  ya  sobre  los  que  se  asocien,  sino  también  directa- 
mente sobre  los  ciudadanos  de  cada  uno,  se  tendrá  una  unión  y un 
gobierno  federal. 

Podemos  decir,  por  consiguiente,  que  el  rasgo  más  En  gué 
característico  que  separa  los  Estados  confederados  de  los 
federales  es,  que  en  los  primeros  no  existe  un  poder  y ^Estados 
ejecutivo  común  que  imponga  sus  decretos  y que  esté  en 


* Riquelme,  Derecho  público  inl-,  tomo  I,  p.  107;  Wliealon,  Elem.  Int.  ¿aw, 
I't-  1.  ch.  2,  § 18,  p.  54,  55;  Grotius,  De  jur.  bel.  ac  pac.,  lib.  1,  cap.  á,  § -i  , 
HclTter,  Droit  inlernational,  § 20;  Phillimore,  On  Int.  Lato,  yol.  I,  s ' »>. 

Précis  du  droit  des  gens  8 20-  Mcrlin,  fíépertoire  verb.  Souvera  mete;  Kkiber, 
Droil  des  gons,  pt.  3}  cli.  1 § 27;  Dana,  eiglith  edition  , Elem . Int.  Law , by 
■Wlieaton,  Note  27,  p.  04. 
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relación  directa  con  los  ciudadanos  de  los  Estados.  Esta  distinta 
significación  de  los  confederados  y de  los  federales,  les  imprime 
una  consideración  diferente  en  sus  relaciones  de  derecho  interna- 
cional. Los  confederados  tienen  una  esfera  particular  de  acción 
exterior,  y en  esta  esfera  pueden  sostener  relaciones  diplomáticas  con 
otras  naciones.  Los  federales  que  dán  origen  con  la  existencia  del 
supremo  poder  ejecutivo  central  á una  nueva  soberanía,  no  pueden 
sostener  relaciones  exteriores  con  las  otras  naciones.  * 

§ 53  La  confederación  germánica,  creada  por  el  pacto 
cion°  Gfcrmú-  federal  de  1813,  puede  servirnos  de  ejemplo  para  apre- 
ciar la  importanciar  y significación  que  tiene  bajo  el  punto 
de  vista  del  derecho  internacional  un  sistema  de  Estados  confedera- 
dos. Antes  de  la  guerra  de  Austria  y Prusia  contra  Dinamarca  en 
1864,  y de  la  guerra  de  Austria  contra  Prusia  en  1866  formaban  parte  de 
esta  confederación  los  principes  y ciudades  libres  de  Alemania,  el 
emperador  de  Austria  y el  rey  de  Prusia,  por  los  Estados  que  pertene- 
cían al  antiguo  imperio  germánico,  el  rey  ele  los  Paises-Bajos  por  el 
Gran  Ducado  del  Luxemburgo,  y el  rey  de  Dinamarca  por  el  llols- 
tein.  La  confederación  germánica  tenia  por  objeto  supremo  la  seguri- 
dad interior  y exterior  de  Alemania,  y la  inviolabilidad  é independen- 
cia de  los  Estados  confederados.  Con  el  consentimiento  unámine  de  los 
confederados  podían  otros  Estados  formar  parte  de  la  confederación. 
Los  asuntos  de  la  confederación  se  resolvían  en  una  Dieta,  á la  cual 
asistían  los  plenipotenciarios  de  los  Estados  y votaban  según  su  repre- 
sentación. Las  asambleas  ordinarias  decidían  si  una  cuestión  clebia  ó 
no  ser  sometida  á la  asamblea  general.  En  esta  formaban  mayoría 
las  dos  terceras  partes  de  los  votos  : conocía  de  los  asuntos  relativos 
á las  leyes  fundamentales  de  la  confederación  ó á los  cambios  que 
en  ellas  se  verificaran ; de  los  reglamentos  orgánicos  necesarios  para 
traducir  á la  práctica  los  principios  que  servían  de  base  á la  Con- 
federación ; de  la  admisión  de  nuevos  Estados  y de  los  asuntos  re- 
ligiosos. En  la  Dieta  no  figuraban  mas  que  17  votos  válidos.  En 
asamblea  general  se  reunían  70  representantes,  figurando  por  4 el 
imperio  austríaco  y por  otros  4 el  reino  de  Prusia. 


^ beato»,  Elcm.  Int.  Law,  L 1 ch.  2,  § 18-22;  Ortolan,  Diplomalie  de  lamer , 
*v  , ch'  P-  15 i Grotius,  de  Jur.  Bel.  ac.  Pac.,  lib.  1,  cap  3 § 7;  Martens, 
asr  du  dr0lt  des  (Jens,  § 29;  Phillimore,  on  Int  Law,  vol.  1,  § 103;  Wildman, 
n . Lato.  vol.  I,  p.  67;  Bowyer,  Universal  Public  Law,  ch.  27;  ¡Merli» , Rever- 
torre  verb.  Souverainetc. 
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Los  Estados-Confederados  se  obligaban  á defender  á la  Alemania  y 
á los  individuales  que  componían  la  Confederación,  en  caso  de  que 
fueran  atacados,  garantizándose  mutuamente  todas  sus  posesiones. 
Si  la  Confederación  declaraba  la  guerra  á otra  nación  extranjera,  nin- 
guno de  ellos  podía  entablar  negociaciones  con  el  enemigo,  ni  hacer 
la  paz  ó celebrar  un  armisticio  sin  el  consentimiento  de  los  otros. 
Se  obligaban  también  á no  declararse  la  guerra  por  ningún  pretesto 
y á someter  á la  Dieta  tocias  sus  diferencias ; si  esta  no  conseguía  resol- 
ver la  cuestión,  se  resolvía  por  medio  de  un  juicio  y una  sentencia, 
(Austrágalinstauz),  que  no  admitía  apelación. 

Si  en  un  Estado  de  la  confederación,  estallaba  ó estaba  á punto  de 
estallar  una  insurrección , la  Dieta  podía  intervenir  para  sofocarla. 
Cuando  un  Estado  se  negaba  ó retardaba  indebidamente  la  adminis- 
tración de  justicia,  los  interesados  podían  invocar  la  mediación  de 
la  Dieta  que  en  algunos  casos  podía  someter  el  litigio  á la  decisión  de 
un  tribunal  especial. 

Sus  decretos  y decisiones  se  cumplían  por  los  gobiernos  respectivos 
de  los  Estados,  á no  ser  que  interviniera  para  sofocar  una  insur- 
rección. 

Los  confederados  tenían  el  derecho  de  adquirir  bienes  raíces  en 
los  demás  Estados  germánicos,  y el  de  emigrar  libremente  á otro. 
Podían  cumplir  el  servicio  militar  en  cualquiera  de  ellos  y desem- 
peñar funcciones  civiles,  salvo  los  derechos  superiores  de  su  soberano 
por  nacimiento.  Estaban  generalmente  libres  de  todo  impuesto,  en  el 
caso  de  trasportar  sus  bienes  de  un  Estado  á otro. 

La  Dieta  podía  establecer  las  medidas  que  estimara  convenientes  en 
las  relaciones  comerciales  de  los  Estados  confederados  y acerca  de  la 
navegación  en  los  rios  de  Alemania. 

Resultaba,  pues,  de  esta  organización,  que  respecto  á la  s„beranía 
política  interior,  los  Estados  de  la  confederación  germánica  £*tc'¿"[ados 
conservaban  su  independencia;  estaban  regidos  por  dis-  dcracion . 

tintos  soberanos,  no  formaban  un  Estado  compuesto.  De 
este  modo  podían  sostener  relaciones  internacionales  impoi  tantísimas. 
Tenían  el  derecho  de  celebrar  alianzas  siempre  que  no  se  dirigieran 
contra  la  seguridad  de  la  confederación,  y disfrutaban  asi  de  los 
derechos  de  legación. 

Por  el  acta  de  1820  se  definieron  mejor  aun,  los  derechos  de  los 

Estados  de  esta  confederación.  Los  soberanos  de  los  Estados  conlcde- 
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ráelos  que  tenían  posesiones  fuera  de  la  con  todera  cion,  podían  declarar 
y hacer  la  guerra  á una  nación  extranjera  independientemente  de  la 
confederación  que  permanecería  neutral  á no  ser  que  la  Dicta  reco- 
nociera peligro  inminente  para  el  territorio  confederado.  Esta  decisión 
podía  aplicarse  al  emperador  de  Austria  y á los  reyes  de  Prusia,  Di- 
namarca, y los  Paises-Bajos.  Por  esta  acta  se  reconoce  también,  que 
los  Estados  que  no  tienen  posesiones  fuera  de  los  límites  de  la  con- 
federación, conservan  la  autoridad  suprema  de  declarar  y de  hacer  la 
guerra  separadamente  y de  negociar  y firmar  tratados  de  paz,  á no 
ser  que  la  confederación  la  hubiera  declarado,  en  cuyo  caso  ningún 
Estaiio  en  particular  podría  tratar  ó negociar  con  el  enemigo.  La 
Dieta  podía  también  intervenir  en  las  diferencias  entre  una  potencia 
extranjera  y un  Estado  confederado,  á petición  de  este.  Si  encon- 
traba injustas  las  pretensiones  del  Estado  confederado  podía  inter- 
poner toda  su  influencia  para  que  renunciara  á ellas;  si  justas,  debía 
emplear  sus  buenos  oficios  con  la  nación  extranjera  á favor  del  Estado 
confederado. 

Modifica-  La  constitución  de  la  confederación  germánica  fué  nueva 
poreTacmde  v profundamente  modificada  por  el  acta  de  la  Dieta  de 
28  de  junio  de  1832.  Los  artículos  más  importantes  son  el  4° 
y el  o°.  El  espíritu  de  esta  acta  fué  extender  más  y más  el  poder 
material  y moral  de  la  Dieta  en  sus  relaciones  con  los  Estados  con- 
federados. 


ia deladiota  En  Ia  ^eta  introdujo  nuevos  cambios  en  la  cons- 
titucion  germánica.  Dispuso  que  siempre  que  ocurriera 
algún  conflicto  entre  los  gobiernos  de  los  Estados  confederados  y las 
cámaras  legislativas,  ya  relativamente  á la  interpretación  de  la  cons- 
titución legal,  ya  con  referencia  al  deslinde  de  las  atribuciones  de 
las  cámaras,  se  recurriese,  una  vez  agotados  todos  los  medios  cons- 
titucionales para  arreglar  la  cuestión,  á un  tribunal  federal  de  árbi- 
tros cuyo  procedimiento  fija  y determina.  La  sentencia  de  estos  árbi- 
tros, según  el  acta  correspondiente  de  la  Dieta,  tiene  los  efectos  de  una 
sentencia  austrégal,  y este  arbitraje  puede  aplicarse  á las  cuestiones 


que  surjan  en  las  ciudades  libres,  entre  el  senado  y las  autoridades 
establecidas,  y á las  dificultades  que  nazcan  entre  los  miembros  de  la 
confederación. 


Tentativas  Este  poder  creciente  de  la  Dieta  germánica,  esta  iníluen- 
^nizacion'de'  c‘a  (lue  poco  á poco  fué  extendiéndose  sobre  los  Estados 
uii(j'dndc"u  confederados,  determinó  en  1848  una  tentativa  de  unión 


f 
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política,  do  formación  de  un  grande  imperio  alemán.  El  congreso 
reunido  en  Francfort,  con  la  aprobación  de  la  Dieta,  propuso  la  crea- 
ción de  un  imperio  de  Alemania  sometido  á un  emperador,  la  orga- 
nización del  poder  legislativo  en  una  Dieta  compuesta  de  dos  cáma- 
ras, el  establecimiento  de  un  poder  judicial  imperial  y la  libertad  de 
la  tribuna  y de  la  prensa,  y ofreció  al  rey  de  Prusia  la  corona  impe- 
rial. Este  proyecto  fue  rechazado  por  Austria,  Baviera , Hanover  y 
Wurtemberg.  Prusia  también  lo  rechazó.  El  proyecto  del  congreso  de 
Francfort  es,  sin  embargo,  importantísimo.  Manifiesta,  bien  concreta- 
mente, la  tendencia  á la  unidad  de  los  pueblos  germánicos,  y es  como 
el  punto  intermedio  que  separa  la  Alemania  confederada  que  creó  el 
congreso  de  Viena  de  1815  de  la  confederación  de  la  Alemania  del 
norte  que  ha  creado  la  paz  de  Praga. 


Después  de  1848,  Austria  y Prusia  trataron  por  varios 
medios  de  establecer  una  especie  de  gobierno  central  ger- 
mánico, pero  no  alcanzaron  resultado  alguno  en  sus 
esfuerzos  y quedó  siempre  en  pié  la  antigua  confederación 
germánica.  La  guerra  contra  Dinamarca  en  1864  aceleró 
la  descomposición  latente  de  la  confederación  alemana. 
Dinamarca,  abandonada  por  todas  las  grandes  potencias 


Esfuerzos 
de  Austria  y 
V rusia  para 
establecer  un 
gobierno  cen- 
tral . — La 
guerra  de 
H 801  de  Aus- 
tria y Prusia 
contra  Dina- 
marca. 


européas,  no  pudo  resistir  á las  fuerzas  de  Austria,  Prusia  y las  de  la 


confederación,  y después  de  una  lucha  gloriosísima,  pero  prácticamente 


ineficaz,  se  vió  en  la  necesidad  de  firmar  en  Viena,  el  Io  de  agosto 


de  1864,  los  preliminares  de  paz  por  los  cuales  el  rey  de  Dinamarca 
renunció  á sus  derechos  sobre  los  ducados  de  Slesvig,  Ilolstein  y 
Lauenburgo  á favor  del  emperador  de  Austria  y del  rey  de  Prusia, 
declarando  que  la  cesión  del  ducado  de  Slesvig  comprendía  las  islas 
pertenecientes  á este  ducado  así  como  el  territorio  situado  sobre  el 
continente,  y que  á datar  del  2 de  agosto  siguiente  se  establecería 
un  armisticio  sobre  la  base  del  uti  possicletis  militar. 

§ 54.  Después  de  esta  guerra  con  Dinamarca,  la  confc-  confede- 
deracion  germánica  tendiendo  visiblemente  á la  unidad,  norte  do  la 
era  imposible  que  dejara  de  empeñarse  una  gran  lucha 
entre  las  dos  potencias  que  se  podían  disputar  el  mando  y dirección 
de  Alemania.  Esta  lucha  tuvo  lugar  en  1866.  Su  consecuencia  fue  la 
paz  de  Praga,  la  disolución  de  la  antigua  confederación  germánica, 
la  formación  de  la  confederación  de  la  Alemania  del  noite  y de  la  Ale 
manía  del  sur,  la  exclusión  del  Austria  de  las  nuevas  confederaciones 
alemanas,  y el  inmenso  poder  adquirido  por  la  Prusia,  puesta  hoy 
al  trente  del  gran  movimiento  germánico. 
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Ks  lados 
que  forman 
la  nueva  con- 
federación 


He  aquí  los  Estados  de  que  se  compone  actualmente  la 
confederación  de  la  Alemania  del  norte  : 

UliiUViuu. 

Reino  de  Prusia,  reino  de  Sajonia,  gran  ducado  de  Mecklenburgo 
Sclnverin,  gran  ducado  de  Oldenburgo,  ducado  de  Brunswick,  gran 
ducado  de  Sajonia-Wcimar,  Hamburgo,  ducado  de  Anhalt,  ducado  de 
Sajonia-Mein ingen,  ducado  de  Sajonia-Coburgo,  ducado  de  Sajonia- 
Altenburgo,  principado  de  Lippe-Detmold,  Bremen,  gran  ducado  de 
Mecklenburgo-Strelitz,  principado  de  Reuss  menor,  principado  de 
Schwarzburgo-Rudolstadt,  principado  de  Schwarzburgo-Sondersliausen, 
principado  de  Waldcck,  Lubeck,  Reuss  mayor,  principado  de  Schaum- 
burgo-Lippe,  Hesse-Darmstadt,  por  la  provincia  situada  á la  orilla 
derecha  del  Mein. 


consiitu-  Por  l‘d  constitución  actual  de  la  confederación  alemana 

Confedera-3  del  norte  corresponden  á la  competencia  de  la  confedera- 
ción dol  ñor-  ¡A  . 
te  de  Alema-  1/1011  * 

ma.  ^0  Las  disposiciones  relativas  á los  derechos  de  cambio 
de  residencia,  de  establecimiento  de  domicilio  y de  ejercicio  de 
industria,  y las  concernientes  á la  colonización  y emigración  á país 
extranjero. 

2°  La  legislación  aduanera  y comercial,  y los  impuestos  indirectos 
con  relación  á fines  de  la  confederación. 

3o  El  reglamento  del  sistema  de  pesos  y medidas,  y el  de  la 
moneda,  pudiendo  fijar  también  los  principios  relativos  á la  emisión 

4“  Las  disposiciones  generales  relativas  á los  bancos. 

5o  Los  privilegios  de  invención. 

6o  La  protección  de  la  propiedad  intelectual. 

7°  La  organización  de  un  sistema  protector  del  comercio  aleman 
en  el  extranjero,  de  la  navegación  alemana  y de  su  pabellón  en  el 
mar,  y la  formación  de  un  cuerpo  consular  común , cuyos  fondos 
serán  suministrados  por  la  Confederación. 

8o  Lo  concerniente  á los  caminos  de  hierro  en  interés  de  la  defensa 
del  país  y de  las  relaciones  generales. 

9o  La  navegación  de  las  vías  fluviales  comunes  á muchos  Estados 
y la  situación  de  estas,  así  como  la  determinación  de  los  peages. 

10°  Los  correos  y los  telégrafos. 

11"  Las  disposiciones  para  el  cumplimiento  recíproco  de  las  provi- 
dencias judiciales  y toda  clase  de  diligencias  de  este  género. 

12"  La  forma  con  que  han  de  ser  legalizados  los  documentos 
públicos. 
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13°  El  establecimiento  de  un  procedimiento  civil  común  y un 
derecho  común  sobre  quiebras,  letras  de  cambio  y de  comercio. 

¡ Qué  distancia  tan  grande  separa  las  atribuciones  del  nuevo  poder 
central  de  la  confederación  alemana  del  norte  y las  que  tenia  en  la. 
antigua  confederación  germánica ! La  nueva  lo  unifica  todo,  lo  re- 
glamenta todo,  desciende  hasta  los  detalles  mas  insignificantes.  Bajo 
su  peso  apénas  se  distingue  la  individualidad  de  los  Estados  confede- 
rados. Pero  esta  constitución  es  aun  mas  explícita  y terminante. 

« El  articulo  6°  dice  : — El  consejo  federal  se  compone  de  los 
representantes  de  los  miembros  de  la  confederación.  El  derecho  de 
votar  se  reparte  entre  estos,  en  la  proporción  admitida  en  la  asam- 
blea plena  de  la  antigua  confederación  germánica,  de  tal  modo,  que 
Prusia  con  los  antiguos  votos  de  Hanovre,  Hesse  Electoral,  Holstein, 
Nassau  y Francfort  tiene  17  votos,  Sajonia  4,  Hesse  1,  Mecklemburgo- 
Schwerin  2,  Sajonia-Weimar  1,  Mecklemburgo-Strélitz  1,  Olden- 
burgo  1,  Brunswick  2,  Sajonia-Mein ingen  1,  Sajonia  Altenburgo  1, 
Sajonia-Coburgo-Gotha  1,  Anlialt  1,  Sclrwarzburgo-Budolsladt  1, 
Schwarzburgo-Sondershausen  1,  Waldeck  1 , Reuss,  mayor  1,  Rcuss, 
menor,  1,  Schaumburgo-Lippe  1,  Lippe  1,  Lubeck  1,  Bremen  1, 
Hamburgo  1.  Total,  43  votos.  » 

Es  decir,  Prusia  reúne,  cerca  de  la  mitad  de  ellos.  Si  la  individua- 
lidad de  los  Estados  confederados  casi  desaparece  por  las  grandes 
atribuciones  concedidas  al  poder  central  de  la  nueva  confederación 
norte-alemana,  ¿no  puede  también  afirmarse  á la  vista  del  resultado 
anterior,  que  el  consejo  federal  llegará  á ser  con  el  tiempo,  si  no  lo 
es  ya,  un  consejo  prusiano? 

En  cuanto  á las  relaciones  exteriores  de  la  confederación,  el  artículo 
TI  establece  lo  siguiente  : « La  presidencia  de  la  confederación  per- 
tenece á la  corona  de  Prusia  que  tiene  el  derecho,  en  virtud  de  esta 
cualidad,  de  representar  la  confederación  en  las  relaciones  internacio- 
nales, de  declarar  la  guerra  y firmar  la  paz  en  nombre  de  la  confede- 
ración, de  celebrar  alianzas  y otros  tratados  con  los  Estados  extranjeros , 
de  enviar  y recibir  ministros  públicos . » 

El  rey  de  Prusia  se  reserva  además  el  derecho  de  convocar  el 
consejo  federal  y el  reiclistag,  declarar  su  apertura  y prorogar  ó dar 
por  terminadas  sus  sesiones. 

Previendo  el  caso  de  que  algunos  de  los  Estados  confederados  se 
nieguen  á cumplir  lo  dispuesto  en  la  ley  fundamental,  la  nueva  cons- 
titución dispone  que  podrán  ser  obligados  por  la  fuerza,  ocupándolos 

y anulando  sus  poderes  gubernamentales. 
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La  antigua  confederación  germánica , basada  sobre  cimientos  tan 
frágiles  por  el  congreso  de  1815,  ha  llegado  por  la  lógica  irresistible 
de  los  hechos,  á ser  una  confederación  en  el  nombre  y en  realidad  un 
Estado  compuesto  ó una  federación  de  Estados,  o el  transito  para  la 
formación  de  un  grande  imperio.  La  fuerza  de  la  tradición,  la  ambi- 
ción desmedida  de  Prusia,  el  movimiento  hácia  la  unidad  que  impulsa 
generalmente  á los  pueblos  de  Europa,  lian  consumado  esta  obra, 
cuyas  consecuencias,  respecto  al  derecho  internacional  europeo,  son 
incalculables. 

§ 55.  La  confederación  helvética  ha  sido  establecida  por 
cion  'heívé-  el  pacto  federal  de  1815.  A diferencia  de  la  germánica  ha 
conservado  su  antiguo  carácter  y las  bases  generales  sobre 
que  se  levantó.  El  lin  de  la  confederación  suiza  es  la  conservación  de 
la  libertad,  seguridad  é independencia  de  sus  pueblos  con  relación 
al  exterior,  y del  orden  y tranquilidad  pública  en  el  interior.  Los 
veintidós  cantones  que  la  forman  se  han  unido  bajo  el  pié  de  la  mas 
completa  igualdad,  garantizándose  reciprocamente  sus  constituciones 
y territorios.  El  poder  supremo  de  la  confederación  reside  en  la  Dieta 
formada  por  un  diputado  de  cada  cantón,  teniendo  un  solo  voto.  La 
confederación  tiene  un  ejército  común  y un  tesoro  general.  Para  evitar 
los  inconvenientes  que  dentro  de  un  regimen  de  igualdad  produciría  la 
permanencia  de  la  capital  de  la  confederación  en  un  mismo  can- 
tón, la  Dieta  se  reúne  alternativamente  en  Berna,  Lucerna  y Zurich. 
Corresponde  á la  Dieta  declarar  la  guerra  y celebrar  tratados  de  paz, 
de  alianza  y de  comercio.  Los  cantones  de  la  confederación  pueden 
celebrar  capitulaciones  militares  y tratados  sobre  asuntos  económicos  y 
de  policía  con  los  demás  Estados.  Necesítase  para  que  estos  actos 
sean  válidos,  que  estén  en  conformidad  con  las  leyes  fundamentales 
de  la  confederación,  y no  pueden  ser  contrarios  á los  derechos  cons- 
titucionales de  los  otros  cantones.  Como  la  Dieta  tiene  el  poder  de 
declarar  la  guerra,  ejerce  también  el  de  fijar  la  organización  del 
ejército,  nombrar  el  general  en  jefe  y el  estado-mayor,  etc.  Las 
sesiones  de  la  Dieta  no  duran  todo  el  año.  Cuando  estas  ter- 
minan se  encarga  de  la  dirección  de  los  negocios  públicos  un  fun- 
cionario que  alterna  su  residencia  cada  dos  años  en  Berna,  Lucerna 
y Zurich.  Este  funcionario  asume  también,  por  encargo  de  la  Dieta, 
la  dirección  de  los  asuntos  públicos  en  casos  extraordinarios.  Siempre 
que  surja  algún  peligro  interior  ó exterior  para  un  cantón,  podrá 
este  reclamar  el  auxilio  de  los  demás.  Tales  son  los  principales  linea- 

montos  de  la  constitución  helvética,  que  si  no  reconoce  todos  los  prin- 
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cipios  de  la  confederación  suiza  existente  antes  de  la  revolución 
francesa,  si  no  consagra  aquellas  omnímodas  facultades  que  tenían 
los  antiguos  cantones  para  celebrar  tratados,  y si  centraliza  mas  el 
poder  y unifica  mas  las  relaciones  exteriores  de  la  confederación,  está 
en  cambio  organizada  con  tal  espíritu  de  igualdad  entre  los  cantones 
que  la  forman,  ha  interpretado  tan  perfectamente  la  tradición  histórica 
de  sus  pueblos  y se  levanta  sobre  cimientos  tan  sólidos,  que  puede 
citarse  como  el  único  ejemplo  de  verdadera  confederación  existente 
en  Europa,  mucho  mas,  después  de  la  completa  desaparición  déla 
confederación  germánica. 

§ 56.  Como  ejemplo  de  una  gran  federación  pode-  Fedcraciones 
mos  citar  los  Estados -Unidos  de  Norte -América.  Su  — Los  e$u- 

dos-Unidos 

constitución  establece  un  gobierno  supremo  ó Estado  Aln¿rkartCsu 
compuesto,  cuya  esfera  de  acción  se  extiende  sobre  los  de  constitución, 
la  Union  y sobre  todos  los  ciudadanos.  Esta  Constitución  está  prece- 
dida de  la  notable  declaración  siguiente : « Nosotros,  el  pueblo  de  los 
Estados-Unidos,  con  el  objeto  de  formar  una  unión  mas  perfecta,  es- 
tablecer la  justicia,  asegurar  la  paz  interior,  proveer  á la  defensa  co- 
mún, promover  el  bienestar  general,  y alcanzar  los  beneficios  de  la 
libertad,  para  nosotros  y para  nuestra  posteridad  ordenamos  y esta- 
blecemos esta  constitución  para  los  Estados-Unidos  de  América.  » 
Precisando  aun  mas  este  pensamiento  el  artículo  6o  dice  : « Esta 
constitución  y las  leyes  de  los  Estados  Unidos,  que  en  virtud  de  ella 
se  hicieren,  y todos  los  tratados  hechos  ó que  se  hagan  bajo  la  auto- 
ridad de  los  Estados-Unidos,  serán  la  suprema  ley  de  la  tierra ; y los 
jueces  en  cada  Estado,  estarán  sugetos  á ella,  apesar  de  lo  que  en 
contrario  dispongan  la  constitución  ó leyes  de  cada  Estado.  » 

El  poder  legislativo  de  la  república  reside  en  un  E|  podGI. 
congreso  de  los  Estados-Unidos,  compuesto  de  un  senado  legislativo.; 
y de  una  cámara  de  representantes.  El  primero  tiene  facultad  de 
crear  y cobrar  impuestos,  contraer  empréstitos  y reglamentar  el 
comercio  con  las  naciones  extranjeras,  y entre  los  diversos  Estados  y 
con  las  tribus  indias;  de  establecer  una  regla  uniforme  de  natuiali- 
zacion  y leyes  uniformes  sobre  bancarota , de  acuñar  moneda  y fijar 
las  pesas  y medidas,  de  establecer  oficinas  de  correos  y caminos  de 
posta;  de  promover  el  adelanto  de  las  ciencias  y artes  útiles  y 
conceder  privilégios  de  invención;  de  clasificar  y castigar  los  actos  de 
piratería  y felonía  cometidos  en  los  altos  mares  y las  ofensas  contra 
el  derecho  de  gentes;  de  declarar  la  guerra,  conceder  patentes  de 
corso,  represálias  y reglamentos  concernientes  á las  presas  que  se 
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hagan  en  mar  ó en  tierra ; de  levantar  tropas  y mantenerlas,  y 
proveer  y mantener  una  armada,  formando  ordenanzas  para  el  arreglo 
de  las  fuerzas  marítimas  y terrestres;  de  ejercer  exclusivamente  la 
legislación  civil  y criminal  sobre  el  territorio  que  sirve  de  asiento  al 
gobierno  federal  y sobre  todas  las  fortalezas,  almacenes,  arsenales 
marítimos  ó militares  de  la  Union ; de  hacer,  enlin,  todas  las  leyes 
necesarias  para  asegurar  los  poderes  concedidos  por  la  Constitución 
al  gobierno  de  los  Estados-Unidos  ó á cualquiera  de  sus  departa- 
mentos ó empleados. 

po¡cr  El  poder  ejecutivo  reside  en  un  presidente  nombrado 
ejecutivo.  p0r  electores  elegidos  en  cada  Estado  según  determine  su 
legislatura.  El  presidente  manda  en  gefe  el  ejército  y armada  de  los 
Estados-Unidos ; tiene  facultad,  por  medio  y con  el  consejo  y consen- 
timiento del  senado,  para  hacer  tratados;  nombra,  bajo  la  misma 
condición,  embajadores  y otros  ministros  públicos,  y cónsules  jueces 
de  la  Córte  suprema  y todos  los  otros  empleados  cuyos  nombra- 
mientos, no  estén  determinados  de  otro  modo  en  la  Constitución; 
recibe  los  embajadores  y otros  ministros  públicos,  y cuida  de  que 
las  leyes  sean  fielmente  ejecutadas. 

roda  judi  El  poder  judicial  reside  en  una  corte  suprema  y en  los 

cial-  tribunales  inferiores  que  el  congreso  establece.  Se  extiende 
á todos  los  casos  en  derecho  y equidad  que  emanan  de  la  constitu- 
ción, de  las  leyes  y de  los  tratados  hechos  y por  hacerse  bajo  su 
autoridad ; á todos  los  casos  relativos  á los  embajadores  y otros  minis- 
tros públicos  y á los  cónsules ; á los  del  almirantazgo  y jurisdicción 
marítima ; á las  controversias  en  que  los  Estados-Unidos  sean  una  de 
las  partes,  y á las  que  tengan  lugar  entre  un  Estado  de  la  Union  y 
los  ciudadanos  de  este  y otros  extranjeros,  ciudadanos  ó súbditos, 
exceptuándose  las  causas  en  ley  ó equidad  empezadas  ó proseguidas 
contra  uno  de  los  Estados-Unidos  por  ciudadanos  de  otro,  ó por  ciu- 
dadanos y súbditos  de  alguno  extranjero. 

tos  Esta-  Ningún  Estado  puede  hacer  tratado,  alianza,  ni  confe- 
dereciK)s  en  deracion ; dar  patentes  de  corso  y represália;  acuñar  mo- 
neda; emitir  billetes  de  crédito ; no  ofrecer  sino  oro  ó plata 
en  pago  de  sus  déudas ; aprobar  ningún  proyecto  de  ley  para  conde- 
nar sin  forma  de  juicio,  ni  ninguna  retroactiva,  ni  anulando  las 
obligaciones  contraidas  por  contrato , ni  conceder  títulos  de  nobleza. 
Tampoco  puede,  sin  el  consentimiento  del  congreso,  imponer  con- 
tribuciones ni  derechos  sobre  la  importación  ó exportación,  ni  crear  de- 
rechos de  tonelage,  ni  mantener  tropas  ó buques  de  guerra  en  tiempo 
too 
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de  paz  j ó entrar  en  convenio  ó pacto  con  otro  Estado  ó con  una 
potencia  extranjera,  ni  empeñarse  en  guciia  á menos  de  ser  invadido 
ó hallarse  en  tan  inminente  peligro,  que  no  admita  demora.  Los 
Estados-Unidos  garantizan  á cada  uno  de  los  de  la  Union  una  forma 
de  gobierno  republicana,  protegiéndolos  contra  la  invasión,  yd  requi- 
sición de  la  legislatura  ó del  ejecutivo  , cuando  la  legislatura  no 
puede  ser  convocada,  contra  la  violencia  doméstica  (1). 

La  constitución  de  los  Estados-Unidos  liga,  pues,  todos 
los  de  la  Union  y todos  los  ciudadanos  y aun  todos  los  po-  ralcs  sobr.c 
deres  de  la  república,  dando  asi  lugar  á un  gobierno  federal  tucion. 
supremo  en  el  cual  reside  exclusivamente  la  soberanía  exterior  de  la 
nación , confundiéndose,  por  tanto,  con  esta  soberanía  Ja  independen- 
cia exterior  de  cada  Estado  (2).  * 


§ 57.  La  constitución  de  la  Confederación  Argentina,  Confcde. 
sancionada  en  1853  y reformada  en  1860,  se  funda  en  la  tfnas'ifconsl 
constitución  federal  de  los  Estados-Unidos,  estableciendo  tituciün- 
también  un  gobierno  supremo.  Bajo  este  punto  de  vista  no  le  cor- 
responde exactamente  el  título  de  república  confederada  (3).  ** 


§ 58.  La  república  de  Méjico  forma  otra  federación  de 
Estados,  ó Estado  compuesto,  á semejanza  de  los  norte- 


Ropública 
de  Méjico. 


(1)  Constitución  de  los  Estados-Unidos  de  América , traducida  del  texto  inglés  por 
Nicolás  A.  Calvo.  Buenos-Ayres  1860. 

(2)  Véase  esta  constitución  tratada  in  extenso  en  nuestro  Diccionario  de  derecho 
internacional  y de  la  diplomacia,  el  artículo  correspondiente  á los  Estados-Unidos 
de  norte  América. 

* Story,  Comentario  sobre  la  constitución  federal  de  los  Estados-Unidos,  traducida 
al  español  y anotada  por  Nicolás  A.  Calvo,  Buenos-Ayres,  1860;  Wlieaton,  Elem. 
Jnt.  Law,  pt.  1,  ch.  2 § 24,  25,  34;  liana,  la  misma  obra  eighth  edition  nota  31, 
p.  79;  Kent,  Commentaries  on  American  Law,  vol.  1,  pp.  212  elseq;  Phillimore, 
Onlnt.  Law,  vol.  1,  § 21,  22;  Ortolan,  Diplomalie  de  la  Mcr  liv.  1,  ch.  2;  Mar- 
tens,  Precis  du  droit  des  gens,  edition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé,  liv.  1, 
ch.  3 § 29;  Hamilton,  the  Federalist,  Public  Lato,  ch.  27;  Halleck,  Int.  Lato, 
ch-  3,  § 15,  16. 

(3)  Nos  ocupamos  detenidamente  del  exámen  de  esta  constitución  y de  la 
significación  general  de  la  reforma  de  1860  en  nuestro  « Diccionario  de  Derecho 
internacional  y de  la  Diplomacia  en  el  articulo  correspondiente  á la  República 
Argentina.  » 

Constitución  de  la  Confederación  Argentina  (reformada),  Buenos-Ayres.  Nicolás 

• Calvo,  notas  ¡i  su  traducción  de  los  Commentarios  sobre  la  constitución  federal  de 
os  hslados-ü nidos,  por  Story,  Buenos-Ayres  1860,  tomo  I,  p.  114-149-150-151, 
0m°  ' ’ p;  88-1G9;  iAi  Reforma  Pacifica,  artículos  1856-1860;  Alberdi,  Organiza- 
ción c la  Confederación  Argentina,  tomo  I,  apéndice  con  el  título  de  Estudios  sobre 
lu  constitución  argentina  de  1853. 
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americanos.  Su  organización  es  mas  central  izadora,  mas  cscnciálmente 
unitaria  que  la  de  las  verdaderas  confederaciones. 

§ 59.  Los  Estados  semi-soberanos  carecen  de  algunos 
semi-sobc-  de  los  derechos  esenciales  de  la  soberanía.  Hertius  los 

ranos'  llama  quasi-regno.  Son  objeto  del  derecho  internacional  en 
tanto  que  puedan  sostener  relaciones  diplomáticas  con  los  demás  pue- 
blos. Generalmente  sufren,  en  tiempo  de  guerra,  las  consecuencias 
con  la  nación  de  que  dependen,  y en  tiempo  de  paz  deben  alcanzar 
autorización  del  Estado  superior  para  celebrar  tratados.  La  semi- 
soberanía  limita  solamente  los  derechos  internacionales,  la  considera- 
ción exterior  del  Estado  semi-soberano. 

El  antiguo  imperio  de  Alemania  estaba  formado  de  una  porción 
de  Estados  que  gozaban  de  soberanía  territorial,  que  no  la  tenian 
exterior  y estaban  legislativa  y judicialmente  sometidos  al  gobierno 
imperial.  « El  número  de  estos  Estados,  dice  Martens , había  dismi- 
nuido considerablemente  á consecuencia  de  la  cesión  á Francia  por  1 
el  tratado  de  Lunéville  en  1801  de  la  orilla  izquierda  del  Rhin,  de 
la  secularización  de  muchos  Estados  eclesiásticos  y de  las  disposiciones 
del  acta  de  la  Confederación  del  Rhin  en  1806.  » 
islas  jóiií-  La  situación  de  las  islas  Jónicas  después  del  tratado 
cas.  firmado  en  París,  en  1815,  entre  Austria,  Inglaterra  y P ru- 
sia ha  sido  hasta  1864,  la  de  un  Estado  semi-soberano.  Martens  ob- 
serva con  mucha  razón,  que  no  debe  confundirse  la  situación  de  las 
islas  Jónicas,  con  la  que  el  acta  final  del  congreso  de  Viena  dió  á la  ciu- 
dad libre  de  Cracovia.  Por  el  tratado  de  París  de  1815  las  siete  islas  de 
Corfú,  Cefalonia,  Zante,  Santa-Maure,  Itaca,  Cerigo  y Paxos  con 
todas  sus  dependencias,  formáron  un  Estado  independiente  con  la  de- 
nominación de  Estados-Unidos  de  las  islas  Jónicas,  que , según  los 
términos  de  dicho  tratado,  fueron  colocados  bajo  la  protección  inme- 
diata del  rey  de  la  Gran-Bretaña  y de  Irlanda  y de  sus  herederos  y 
sucesores,  autorizándole  para  ocupar  militarmente  sus  fortalezas  y pla- 
zas y á mandar  su  ejército. 

Después  del  tratado  de  París,  y en  conformidad  con  su  artículo  3o, 

los  Estados-Unidos  de  las  islas  Jónicas  determinaron  y constituyeron 

su  organización  interior  con  la  aprobación  de  Inglaterra.  El  gobierno 

civil  de  estos  Estados  se  componía  de  la  asamblea  legislativa,  el 

senado  y el  poder  judicial.  La  primera  debía  ser  elegida  por  los 

nobles.  Los  miembros  del  senado  por  la  asamblea  legislativa,  y el 

poder  judicial  por  el  senado.  El  derecho  de  convocar  y prorogar 

el  parlamento  correspondía  al  lord  comisario.  El  rev  de  Inglaterra 
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podía  disolver  la  asamblea.  El  poder  ejecutivo  correspondía  al  senado 
que  se  componía  solo  de  seis  senadores,  pero  se  reservaba  al  rey  de 
Inglaterra  el  nombramiento  del  presidente  y la  elección  de  los  senadores 
debia  ser  aprobada  por  el  lord  comisario.  Ningún  individuo  natural  ó 
súbdito  de  los  Estados-Unidos  de  las  islas  Jónicas  podia  desempeñar 
las  funciones  de  cónsul  de  otro  país  cerca  de  los  mismos  Esta- 
dos. Eran  considerados  como  cónsules  de  las  islas  Jónicas  y debían 
protección  á los  súbditos  de  estas  islas,  los  cónsules  ingleses  en  el 
extranjero.  Las  reclamaciones  que  el  gobierno  de  las  islas  Jónicas 
tuviera  que  hacer  de  otros  Estados,  debían  dirij irse  por  el  lord 
comisario  y ser  hechas  por  la  diplomacia  inglesa.  Para  la  expedi- 
ción del  exequátur  á los  cónsules  extranjeros  era  necesario  la  apro- 
bación del  lord  comisario,  quien  debia  igualmente  autorizar  con  un 
pasaporte  á los  buques  que  navegaran  con  bandera  jónica  y sin  cuyo 
requisito  no  podían  efectuarlo  legalmente.  Sobre  sus  plazas  fuertes 
ondeaba  la  bandera  británica,  salvo  las  grandes  solennídades  en  que 
debía  enarbolase  el  pabellón  nacional.  El  jefe  de  las  tropas  inglesas, 
lo  era  á la  vez  de  las  Jónicas.  Asi  continuaron  estas  islas  hasta  1864, 
en  cuya  época,  y por  haber  renunciado  Inglaterra  á su  protectorado 
se  anexionaron  á Grecia. 

La  guerra  de  Crimea  suscitó  una  cuestión  importante.  Tratábase  de 
fijar  si  los  buques  de  aquellas  islas  podían  ó no  ser  considerados  como 
neutrales  en  su  tráfico  con  los  puertos  rusos.  Los  tribunales  ingleses 
la  decidieron  afirmativamente,  en  atención  á que  los  Estados  de  las 
islas  Jónicas  no  podíar  considerarse  como  interesados  en  la  guerra. 

Los  Estados-Unidos  de  las  islas  Jónicas  ó los  del  anti- 

Prinoipa- 

guo  imperio  germánico,  no  han  sido  los  únicos  semi-  ¿Jos  do  ^Moi- 
soberanos  que  pueden  citarse  en  Europa.  y s°1' 

Los  principados  de  Moldavia,  Valaquia  y Servia,  han 
estado  durante  mucho  tiempo  bajo  el  protectorado  de  Rusia.  En 
1861,  la  Moldavia  y la  Valaquia  se  constituyeron  en  una  sola  provin- 
cia con  el  nombre  de  Roumania,  ó Moldo-Valaquia,  reconociendo  siem- 
pre el  dominio  eminente  de  la  Puerta  Otomana.  El  gobierno  de  la 
Moldo-Valaquia  es  representativo;  la  nación  está  representada  poi 
el  senado  y una  asamblea  legislativa.  El  principe  Cárlos  de  Hohen- 
zollern  ha  sido  reconocido  por  la  Puerta  como  principe  de  la  Rou- 
manía  en  1866.  En  reconocimiento  del  derecho  eminente  de  la  Puerta, 
la  Moldo-Valaquia  le  paga  un  tributo  anual. 

El  tratado  de  Paris  de  1856  determinó  la  posición  de  la  Servia 
decidiendo  que  esta  provincia  permaneciera  bajo  el  dominio  eminente 
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de  Turquía,  pero  con  un  principo  hereditario  garantizado  por  las 
potencias  signatarias.  A virtud  de  un  firman  de  1867  las  tropas  tur- 
cas han  evacuado  definitivamente  sus  plazas  fuertes.  Servia,  por  su 
parle,  ha  reconocido  también  la  soberanía  de  la  Puerta  Otomana. 

Durante  la  dominación  de  los  Mamelucos,  Turquía  tenia 
so]jre  c]  Egipto  una  especie  de  vasallaje.  En  1840  y á 
consecuencia  de  la  convención  firmada  en  Londres  el  dia  15  de  julio 
entre  los  representantes  de  Austria,  Inglaterra,  Prusia  y Rusia,  Tur- 
quía consintió  en  reconocer  la  semi -soberanía  del  Egipto  por  medio 
de,  un  tributo  anual.  El  virey  tiene  el  derecho  de  percibir,  como 
delegado  del  sultán,  el  importe  de  las  contribuciones,  pero  el  ejército 
se  considera  como  formando  parte  de  el  del  imperio  otomano.  Las  leyes 
y tratados  que  celebra  la  Puerta  son  obligatorios  para  el  Egipto,  que  de 
este  modo  se  halla  en  sus  relaciones  exteriores,  absorvido  por  la 
Turquía. 


Tríijus  in-  Las  tribus  de  indios  que  se  encuentran  en  la  América 
amcríí'iinus"  del  norte,  pueden  ser  consideradas  como  semi-soberanas 
en  sus  relaciones  con  el  gobierno  de  los  Estados-Unidos.  Muchas  de 
estas  tribus  se  lian  sometido  á las  leyes  de  la  Union  americana. 
Otras  ú las  del  Estado  en  cuyo  limite  se  encuentran.  Algunas,  enfin, 
como  sucede  á los  indios  situados  al  oeste  del  Estado  de  Georgia, 
conservan  el  dominio  absoluto]  del  territorio  que  habitan  y algunos 
derechos  de  soberanía. 

En  1831  el  tribunal  supremo  de  los  Estados-Unidos  decidió  que  los 
Cherokees  constituían  un  Estado  capaz  de  gobernarse  con  indepen- 
dencia y que  habia  sido  considerado  como  tal  desde  la  primera  colo- 
nización del  país.  Esta  tribu  ha  celebrado  muchos  tratados  con 
aquellos  y en  todos  ha  sido  reconocida  como  un  pueblo  capaz  de 
sostener  tratos  internacionales.  Sin  embargo,  sus  relaciones  con  el 
gobierno  de  la  república,  son  las  de  un  pueblo  dependiente  con  res- 
pecto al  Estado  protector. 

Eos  tribunales  de  los  Estados-Unidos  confirmaron  esta  decisión  en 
una  providencia  de  1832.  El  tribunal  supremo  declaró  que  el  gobierno 
inglés  ántes  de  la  emancipación  é independencia  de  las  colonias  no 
se  habia  mezclado  en  los  asuntos  interiores  de  las  tribus  indias,  sino 
para  separar  de  ellas  á los  agentes  extranjeros  que  pudieran  inducir- 
las ;í  celebrar  alianzas  con  Estados  enemigos  ó rivales  de  Inglaterra. 
El  gobierno  inglés  se  aseguraba  por  medio  de  subsidios  la  alianza  y 
dependencia  de  las  tribus,  y adquiría  sus  tierras  por  contratos  de 

venta  celebrados  con  entera  libertad,  sin  obligarlas  nunca  á cesiones- 
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forzosas;  resultando  de  esta  conducta  que  ha  considerado  á las  tribus 
indias  durante  su  dominación  en  América,  como  naciones  colocadas 
bajo  su  protección,  pero  capaces  de  gobernarse  por  si  mismas.  Estos 
principios  han  sido  aplicados  por  los  Estados-Unidos,  y la  protección 
solicitada  por  las  tribus  y concedida  por  el  .gobierno  de  la  república 
se  ha  considerado  siempre,  por  una  y otra  parte,  como  el  lazo  de 
unión  entre  un  Estado  dependiente  y otro  superior.  El  tribunal  de  los 
Estados-Unidos  se  fundaba  también  en  que  una  nación  débil  no  se 
entiende  que  renuncie  á su  soberanía  y al  derecho  de  gobernarse  á 
si  misma  por  que  se  coloque  bajo  la  protección  de  otra  que  sea 
fuerte.  El  tribunal  dedujo  de  todas  estas  consideraciones  que  la  tribu 
de  los  Cherokees  era  una  sociedad  política  distinta , ocupando  un  ter- 
ritorio propio,  aunque  incluido  ó enclavado  en  el  de  Georgia,  con 
límites  exactamente  definidos,  en  los  cuales  las  leyes  de  este  Estado 
no  pueden  ser  aplicadas,  y donde  no  pueden  tampoco  entrar  los  ciu- 
dadanos de  Georgia  sin  el  consentimiento  de  los  Cherokees  ó en 
virtud  de  los  tratados  ó determinaciones  del  congreso. 

Pero  los  Estados-Unidos  tienen  justo  título  de  dominio  sobre  tocias 
las  tierras  ocupadas  por  las  tribus  indias  situadas  en  los  límites  de  los 
trece  Estados  originarios  ó fundadores  de  la  república , que  ha  sido 
adquirido,  ya  á consecuencia  de  los  tratados  de  paz  celebrados  con 
Inglaterra,  ya  á virtud  de  las  cesiones  hechas  por  Francia  y por 
España,  ó del  abandono  verificado  por  muchos  Estados.  Las  tribus 
indias  no  tienen  realmente  sino  el  simple  derecho  de  ocupación. 
También  se  debe  advertir  que  siempre  que  los  Estados -Unidos 
han  adquirido  por  compra  un  territorio  de  alguna  tribu,  y la 
han  obligado  á salir  de  él,  se  ha  considerado  este  acto  como 
anulación  completa  del  título  de  la  ocupación  india.  Estos  prece- 
dentes son  de  mucha  importancia,  por  que  en  ellos  se  funda 
la  pretcnsión  de  los  Estados-Unidos  á que  las  tribus  indias  no 
pueden  enajenar  su  derecho  de  ocupación  á otros  estranjeros , 
sino  al  gobierno  de  la  república.  Las  tribus  indias  son  protegidas 
por  los  Estados-Unidos  en  su  derecho  de  ocupación,  como  dicen 
los  publicistas  norte-americanos.  Pero  esta  protección  se  extiende  aun 
mas.  Hay  algunas  leyes  decretadas  por  el  gobierno  de  la  república 
con  efecto  ejecutivo  entre  los  indios,  tal  sucede  con  cieitas  lejos 
penales  y con  algunas  acerca  de  la  enseñanza  de  la  agricultura  y 
de  la  industria  y sobre  instrucción  primaria. 

Como  principio  general  se  puede  decir,  respecto  á esta  materia,  que 

las  relaciones  de  las  tribus  indias  con  los  Estados-Unidos  son  especía- 
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Relaciones 
do  algunos 
Estados  tri- 
butarios de 
Turquía  con 
los  Estados 
europeos. 


1 ¡simas,  sui  generis , y que  se  forman  y modifican  según  los  tiempos 
y las  circunstancias,  habiendo  hasta  ahora  tenido  el  carácter  que  liemos 
indicado  y pudiendo  ser  estimadas  como  relaciones  de  semi-soberanía 
ó dependencia. 

Las  relaciones  del  imperio  turco  con  algunos  de  sus 
Estados  tributarios  de  Asia  y Africa  son  y han  sido  tan 
irregulares,  que  estos  se  han  considerado  por  las  naciones 
de  Europa  y de  América  como  independientes , some- 
tiéndolos en  cuanto  á las  cuestiones  de  derecho  internacio- 
nal á los  mismos  principios  que  á las  demás  poblaciones  mahome- 
tanas. Bynkershoek  decía  que  estos  pueblos  no  podían  considerarse 
como  piratas  sino  como  sociedades  regularmente  'organizadas,  con 
territorio  fijó  y gobierno  establecido,  y comparables  con  Estados 
independientes.  Las  relaciones  de  Turquía  con  ellos  se  han  extendido, 
sin  embargo,  considerablemente  desde  1856,  pero  su  soberanía  exte- 
riores de  escasísima  importancia  en  la  situación  actual  de  Europa  y 
del  derecho  de  gentes.  * 

Estados  § 60.  Por  mas  que  los  Estados,  impelidos  por  el  mo- 
modernos.  yimientc  incesante  de  la  historia  y la  fuerza  irresistible 
de  la  idea,  sufren  frecuentemente  grandes  cambios  y profundas  alte- 
raciones en  su  manera  de  ser  interior  y en  su  significación  interna- 
cional, única  que  verdaderamente  importa  á nuestro  objeto,  estos 
cambios  y trasformaciones  no  son  tan  momentáneos  ni  repentinos 
que  impidan  la  enumeración  de  estos  grandes  cuerpos  políticos  ó 
individualidades  sujetos  al  derecho  de  gentes,  según  la  clasificación 
y los  principios  que  hemos  establecido.  En  esta  enumeración,  que 
consideramos  de  importancia  para  el  publicista,  dividiremos  los  Esta- 
dos en  dos  grandes  grupos,  comprendiendo  en  el  primero  los  sobera- 
nos é independientes,  y en  el  segundo,  los  dependientes,  semi-sobe- 
ranos,  tributarios  etc.  Tratarémos  separadamente  de  los  de  Europa, 
América,  Asia  y Africa,  y nos  serviremos  en  su  enumeración  del 
orden  alfabético. 

EUROPA.  — Estados  soberanos  é independientes.  — Imperios  : 
Austria  (1);  Francia  (2);  Rusia  (3);  Turquia  (4).  — Reinos  : B a viera  (5) ; 


* Martens,  Precis  da  droit  des  gens,  liv.  1,  § 20;  NVheaton,  Elem.  Int.  Lato, 
pt.  1,  ch.  2,  § 13;  Phillimore,  On  Int.  Law  vol  1,  § 78;  HefTter,  Droit  ínter- 
national  § 22  ; Ortolan,  Diplomatie  de  la  mer , liv.  1 ch.  2;  Kluber,  Droit  des  gens, 
pt-  3,  ch.  1 § s>4;  Moser,  Bcitragc  etc.,  b.  1,  p.  508. 

(1)  Antes  de  1859  el  imperio  de  Austria  comprendía  el  archiducado  de  Austria, 
} los  reinos  de  Bohemia,  Galitzia,  Hungría,  Iliria,  Esclavonia,  Croacia,  Dalmacia  y el 
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Bélgica  (6);  Dinamarca  (7);  España ; Estados-Pontificios  (8) ; Grecia  (9)- 
Holanda  ó reino  de  los  Paises-Bajos  (10);  Inglaterra  ó reino-unido  de 
la  Gran  Bretaña  é Irlanda;  Italia  (11);  Suecia  y Noruega  (12);  Por- 
tugal; Prusia  (13);  Sajonia  (14);  Wurtemberg  (15).  Grandes -ducados, 
ducados,  principados,  etc.  : Anhalt  (16);  Gran  ducado  de  Badén  (17); 
Ducado  de  Brunswick  (18);  Gran  ducado  de  Hesse  (19);  Lippe  (20); 
Lippe-Schauemburgo  (21) ; Gran  ducado  de  Mecklemburgo-Scliwerin 
y gran  ducado  de  Mecklemburgo-Strélitz  (22);  Ducados  de  Sajonia- 
Meiningen;  Sajonia-Altenburgo  y Sajonia -Coburgo-Gotha;  Gran 
ducado  de  Oldenburgo;  Principado  de  Scliwarzburgo-Sondershau- 
sen  (23) ; Los  dos  principados  de  Reuss  y el  principado  de  Waldeck ; 


Lombardo-Veneto.  El  reino  de  Iliria,  formado  en  1816,  había  sido  refundido  en  el 
imperio  antes  de  1859.  En  esta  época  y á consecuencia  del  tratado  de  Zurich,  de  10 
de  noviembre,  Austria,  cedió  al  Piamontc  la  Lombardia.  Sin  embargo,  el  empera- 
dor conservó  el  título  de  rey  de  Lombardia  y de  Venecia.  En  1866  como  resul- 
tado de  los  preliminares  de  paz  entre  Austria  y Prusia  firmados  en  Nicolsburgo  y 
del  tratado  de  Praga,  cedió  á Francia,  quien  á su  vez  lo  hizo  al  rey  de  Italia, 
la  Yenecia,  reconoció  la  disolución  de  la  confederación  germánica  tal  como  había 
existido  hasta  allí,  prestó  su  consentimiento  á la  organización  de  la  del  norte 
sin  su  participación  y trasfirió  al  rey  de  Prusia  todos  los  derechos  que  había  adqui- 
rido en  la  guerra  contra  Dinamarca  en  1864,  sobre  los  ducados  de  Ilolstein  y de 
Slesvig  y que  habían  sido  reconocidos  por  la  paz  de  Viena  de  30  de  octubre  de 
mismo  año.  Por  el  restablecimiento  de  la  constitución  húngara  y la  coronación 
en  Pesth-Ojen,  como  reyes  de  Hungría,  del  emperador  y la  emperatriz  de  Austria 
en  junio  de  1867,  este  reino  se  puede  considerar  desde  entonces  como  unido  per- 
sonalmente al  imperio  austríaco,  habiendo  cambiado  por  completo  su  manera  de 
ser  y prestándose  en  ciertas  materias,  como  por  ejemplo  en  asuntos  rentísticos, 
á relaciones  internacionales. 


(2)  Después  de  la  última  guerra  de  este  imperio  contra  el  de  Austria,  en  1859, 
Francia  adquirió  por  anexión  y por  cesión  del  rey  de  Italia,  Niza  y la  Saboya.  Esta 
es  la  única  modificación  territorial  que  ha  tenido  este  imperio  desde  su  constitución 
en  diciembre  de  1851. 

(3)  La  incorporación  total  de  la  Polonia,  convertida  en  una  provincia  del  imperio, 
ha  sido  consumada  en  estos  últimos  años.  Rusia  ha  desatendido  en  este  punto  las 
protestas  de  Francia  y de  Inglaterra,  asi  como  también  los  medios  de  arreglo 
propuestos  por  estas  dos  potencias. 

(4)  El  tratado  de  París,  de  1856,  ha  consignado  la  admisión  del  imperio  turco  en 
el  derecho  internacional  europeo,  afirmando  de  este  modo  las  relaciones  e a 
Puerta  Otomana  con  las  grandes  potencias  de  Europa. 

(5)  Monarquía  representativa  desde  1818. 

(6)  La  existencia  independiente  del  reino  de  Bélgica,  constituido  ja  pest  ’ 

fué  definitivamente  reconocida  por  el  rey  de  los  Paises-Bajos  en  el  tra  ai  o i 

abril  de  1839.  , . . 

P)  O de  paz,  firmado  on  Viena  el  30  do  octubre  de  186-.,  modificó  a 

extensión  , dominio  territorial  de  este  reino,  que  toro  que  ceder  a Aosma  j 
los  ducados  de  Slesvig,  Holstcin  y Lauenburgo.  . 

(8)  De  estos  Estados  se  segregó  en  1859  la  Romanía,  y en  1860  la  Umbría  j 
Marcas,  que  forman  parle  del  reino  de  Italia. 
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Principado  de  Monaco  (24).  — Confederaciones  : Confederación  de  la 
Alemania  del  norte;  Confederación  Helvética.  Ciudades  libres  : 
Bromen,  Hamburgo,  Lubeck  (25); — Repúblicas:  República  de  Andorra, 
República  de  San-Marino.  — Estados  dependientes,  semi-soberanos, 
tributarios,  etc.  : Principados  Danubianos  ó Moldo-Val  aqu  i a ; Servia; 
Principado  de  Montenegro. 

AMÉRICA.  — América  del  norte.  Estados  soberanos  é indepen- 
dientes. — Repúblicas  y Federaciones  : Estados-Unidos  (26);  Méjico  (27). 

Estados  dependientes  y semi-soberanos  : Tribus  de  los  indios.  — 

América  central  (28).  Estados  soberanos  é independientes.  — Re- 
públicas:  Costa-Rica  (29);  Guatemala  (30);  Honduras  (31);  Nicara- 


(9)  Hasta  1829  este  reino  formó  parte  del  imperio  otomano  del  cual  fué  separado 
en  dicho  año  por  el  tratado  de  Andrinópolis.  La  independencia  de  Grecia  fué  pro- 
clamada por  la  conferencia  de  Londres  de  3 de  febrero  de  1830.  El  año  1864  se  le 
incorporaron  las  islas  Jónicas. 

(10)  Los  lazos  que  unían  el  Limburgo  con  la  antigua  confederación  germánica  han 
sido  declarados  rotos  por  el  rey  de  Prusia  en  1867.  El  gran  ducado  de  Luxemburgo, 
unido  persolnamentc  con  Holanda,  ha  formado  parte  de  la  confederación  germánica 
desde  1815  hasta  su  disolución  en  1866.  Prusia  tenia  el  derecho  de  dar  la  guarni- 
ción en  la  capital  de  este  ducado,  pero  ha  renunciado  á él  por  el  tratado  de  Londres 
de  1867.  Las  grandes  potencias  signatarias  de  esta  convención  han  declarado  la 
neutralidad  del  Luxemburgo,  pero  reconociendo  siempre  la  soberanía  de  la  casa  rei- 
nante en  Holanda. 

(11)  Este  reino,  constituido  desde  1859,  comprende  hoy  toda  la  península  itálica 
menos  los  Estados-Pontificios.  Su  legitimidad  se  funda  en  la  paz  de  Villafranca  y el 
tratado  de  Zurich  de  10  de  noviembre  de  1859,  en  las  anexiones  sucesivas  de  Parma, 
Módena,  Toscana,  reino  de  las  Dos-Sicilias  y la  mayor  parte  de  los  Estados  de  la 
Iglesia,  y en  el  tratado  de  Praga  de  1866.  La  proclamación  del  reino  de  Italia  tuvo 
lugar  el  dia  14  de  marzo  de  1861.  Reconocido  desde  luego  por  pocas  de  las  potencias 
europeas ; lo  ha  sido,  al  fin,  por  todas.  El  emperador  Napoleón  III,  fundándose  en 
que  el  gobierno  italiano  violaba  ó no  tenia  fuerzas  bastantes  para  cumplir  con  las 
estipulaciones  de  la  convención  de  15  de  setiembre,  ha  enviado  á Roma  una 
nueva  espedicion  á fines  de  1867  y ocupa  militarmente  los  Estados-Pontificios. 

(12)  Reinos-unidos  bajo  una  misma  persona  á consecuencia  del  tratado  de  Riel 
firmado  el  4 de  enero  de  1814. 

v 

(13)  Después  de  la  guerra  contra  Dinamarca,  en  1864,  Prusia  y Austria  adquirieron 
los  ducados  de  Holstein,  Slesvig  y Lauenburgo.  Por  el  tratado  de  Gastein  de  14  de 
agosto  de  1865  el  rey  de  Prusia  adquirió  la  soberanía  del  Lauenburgo,  pagando  una 
indemnización  al  emperador  de  Austria.  Prusia  ha  extendido  después  su  territorio 
con  las  adquisiciones  del  reino  de  Hanover,  el  Hesse-Electoral,  Holstein,  Nassau  y 
Francfort,  y su  influencia  política  con  la  organización  de  la  nueva  confederación 
de  la  Alemania  del  norte. 

(14)  Este  reino  forma  parte  de  la  confederación  norte-alemana. 

(15)  En  agosto  de  1866  concluyó  un  tratado  de  paz  con  Prusia  y otro  tratado  de 
alianza  ofensiva  y defensiva,  obligándose  á poner  sus  tropas,  en  caso  de  guerra,  bajo 
las  órdenes  del  rey  de  Prusia,  y á pagar  ocho  millones  de  florines  al  gobierno  pru- 
siano por  los  gastos  de  la  guerra. 
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gua  (32);  San-Salvador  (33).  — Haití , Santo  Domingo.  — América 
del  Sur.  Estados  soberanos  é independientes.  — Repúblicas  (34)  ■ 
República  Argentina;  Bolivia;  Chile;  Ecuador;  Estados-Unidos  de 
Colombia  ( Nueva-Granada );  Paraguay;  Perú;  Uruguay  ó República 
Oriental;  Venezuela.  — Imperio  : Brasil  (35). 

ASIA. — Estados  soberanos é independientes.  — Imperios:  China  (36)- 
Japón  (37);  Birmania  ó império  de  Annam  (38).  — Reinos:  Persia- 
Siam  (39). 

AFRICA.  — Estados  soberanos  é independientes.  — Imperios  ; 
Marruecos  (40);  Abisinia  (41);  Regencia  de  Túnez  (42).  República: 
Liberia  (43). 

Entre  los  Estados  dependientes  podemos  citar  en  el  continente  afri- 


(16)  Los  ducados  de  Anhalt,  separados  desde  1603,  han  vuelto  á reunirse  en  un 
solo  Estado  por  el  decreto  de  30  de  agosto  de  1863.  Este  ducado  forma  parte  de 
la  confederación  norte-alemana. 

(17)  El  gobierno  de  este  gran-ducado  celebró,  en  1866, un  tratado  conPrusia  recono- 
ciendo los  principios  generales  del  tratado  de  Praga  y la  necesidad  de  un  nuevo 
reglamento  del  Zollverein. 

(18)  Forma  parte  de  la  confederación  norte-alemana. 

(19)  Ha  celebrado  también  tratados  con  Prusia  en  1866,  en  el  mismo  sentido  que 
el  gran-ducado  de  Badén. 

(20)  El  principado  de  Lippe.  corresponde  á la  Confederación  norte-alemana. 

(21)  Forma  también  parte  de  dicha  confederación. 

(22)  Forman  ambos  partes  de  la  confederación  norte-alemana. 

(23)  Forman  también  parte  de  la  confederación  de  la  Alemania  del  norte. 

(24)  A consecuencia  de  un  tratado  celebrado  con  el  gobierno  francés  en  1861,  el 
príncipe  de  Monaco  ha  cedido  á Francia  por  4 milliones  de  francos,  los  pueblos 
de  Roquebrun  y Mentón.  En  1865  este  principado  hizo  también  cesión  á Francia 
durante  cinco  años,  y merced  á una  renta  de  20,000  francos  á favor  del  príncipe  rei- 
nante, de  su  línea  aduanera.  Esta  convención  ha  empezado  á llevarse  á cabo  desde  1866. 

(25)  Ciudades  libres  y anseáticas  comprendidas  actualmente  como  partes  de  la 
confederación  alemana . 

(26)  Comprende  la  mayor  parte  de  la  América  del  norte.  Por  un  convenio  celebrado 
con  Rusia  recientemente,  esta  república  ha  ensanchado  su  territorio  con  la  América 
rusa.  Ha  adquirido  también  las  islas  que  peternecian  á Dinamarca  en  el  mar  de 
las  Antillas.  El  tratado  de  cesión  de  la  América  rusa  fué  aceptado  por  el  senado 


de  la  república  el  dia  10  de  abril  de  1867. 

(27)  La  república  mejicana,  á consecuencia  de  la  intervención  francesa  que  fundo  c 
efímero  trono  de  Maximiliano,  no  ha  sido  reconocida  aun  por  las  potencias  europeas. 
Ha  entrado,  sin  embargo,  en  negociaciones  amistosas  con  el  gobierno  austríaco  que 
solicitaba  del  de  la  república  la  entrega  del  cuerpo  de  Maximiliano.  A las  primeras 
insinuaciones  de  Austria,  el  gobierno  mejicano  contestó  que  accedería  a sus  pie- 


tensiones  siempre  que  fueran  hechas  en  debida  y conveniente  forma.  Sometiéndose 
á estas  condiciones,  el  gobierno  austríaco  dirijió  al  de  la  república  una  nota  digna 
y reverente,  en  la  cual,  sin  permitirse  la  menor  alusión,  m la  mas  insignificante 
queja,  reclamábala  entrega  del  cuerpo  de  Maximiliano.  El  gobierno  de  la  repú- 
blica accedió  entonces  á los  deseos  del  gobierno  austríaco,  y dió  término  así  a un 
incidente  mm  j «i  minio  de  vista  diplomático.  El 


incidente  que  no  deja  de  ser  "importante  bajo  el  punto  de  vista  diplom 
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cano,  el  Egipto,  y entre  las  posesiones  de  los  Estados  europeos,  la 
Argelia. 

§ 61.  Pueden  existir  grandes  asociaciones  de  pueblos 
Asociaciones  ^ gjn  tener  un  fm  político  determinado,  ni  constituir 

un  Estado  verdadero  en  toda  la  generalidad  de  la  palabra,  tengan, 
sin  embargo,  cierta  consideración  internacional  é influyan  ya  en  un 
sentido  ó ya  en  otro  sobre  el  modo  de  ser  de  los  Estados  ó pueblos 
asociados  en  sus  relaciones  mútuas.  He  aqui  por  que  estas  asocia- 
ciones pueden  considerarse  bajo  el  dominio  del  derecho  de  gentes. 
La  asociación  aduanera  alemana,  el  Zollverein,  es  el  ejemplo  que 
podemos  presentar  de  esta  clase  de  asociaciones. 

imperio  austríaco  es  el  primer  gobierno  de  Europa,  que,  después  del  suceso  de 
Querétaro,  ha  tratado  diplomáticamente  con  la  república  mejicana. 

(28)  La  América  central  formó  al  principio  de  su  emancipación  la  república  federa- 
tiva de  Guatemala,  pero  después  se  ha  dividido  en  cinco  que  son:  Costa-Rica,  Guate- 
mala, Honduras,  Nicaragua  y San-Salvador. 

(29)  Forma  república  independiente  desde  1842  en  que  se  disolvió  la  unión  de  las 
cinco  repúblicas  de  la  América  central. 

(30)  Viviendo  también  como  república  independiente  desde  1842,  logró  en  1851  re- 
dactar la  Constitución  aun  vigente. 

(31)  Ha  tratado  en  muchas  ocasiones  después  de  su  separación  de  la  confederación 
de  la  America  central,  de  constituir  una  república  federativa  con  Nicaragua  y San- 
Salvador.  Sus  esfuerzos  no  han  obtenido  resultado. 

(32)  Como  las  otras  repúblicas  de  la  America  central,  formó  parte  del  imperio  meji- 
cano hasla  1823;  se  separó  de  la  confederación  en  1839. 

(33)  El  hecho  mas  notable,  después  de  la  separación  de  estas  repúblicas,  ha  sido  su 
momentánea  unión,  en  1859,  para  rechazar  las  invasiones  de  los  filibusteros. 

(34)  Si  estas  repúblicas  no  se  encuentran  á la  misma  altura  en  el  camino  de  la  civi- 
lización, han  realizado  desde  su  emancipación  de  España,  grandes  y notabilísi- 
mos progresos,  y en  todas  se  descubren  señales  indudables  de  un  próspero  porvenir. 
Aumenta  su  población,  afirmanse  sus  leyes  y sus  instituciones  fundamentales.  Los 
dos  grandes  principios  ó formas  del  derecho  humano,  la  igualdad  y la  libertad, 
son  cada  vez  mas  lógica  y extensamente  aplicados.  La  inmigración  europea 
ha  adquirido  tales  proporciones  que  empieza  á llamar  seriamente  ia  atención 
de  los  publicistas  del  viejo  continente.  ¿ Qué  mas  se  puede  decir  d favor  de  sus 
instituciones,  de  su  organización  y de  sus  elementos  de  vida?  En  las  partes  corres- 
pondientes de  esta  obra  tratarémos  de  todas  las  cuestiones  mas  notables  que  han 
surgido  en  estos  últimos  tiempos  entre  las  repúblicas  de  la  América  del  Sur  y los 
Estados  de  Europa.  Tendrémos,  así,  mas  de  una  ocasión  para  probar,  qui  si  estos 
hubieran  aplicado  en  sus  relaciones  con  aquella  los  principios  de  derecho  interna- 
cional que  aplican  en  las  que  sostienen  con  los  otros  Estados  europeos,  es  decir,  que 
si  los  principios  del  derecho  internacional  europeo,  hubieran  regido  siempre  las  re- 
laciones con  aquellas  repúblicas  se  hubieran  evitado  sérias  desavenencias,  gravísimos 
conflictos,  guerras  sangrientas  y costosísimas,  negociaciones  inútiles  ó ilegítimas  y 
vergonzosas  é inauditas  explotaciones. 

(35)  La  independencia  de  este  imperio  fué  reconocida  por  Portugal  en  1825. 

(36)  Las  relaciones  del  celeste  imperio  con  los  pueblos  civilizados,  van  siendo  cada 
dia  mas  numerosas.  El  tratado  de  Nankin,  de  1842,  no  declaraba  abiertos  al  comercio 
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El  origen  de  esta  grande  asociación  aduanera  reside  en 
la  ley  general  de  aduanas  para  el  reino  de  Prusia  de  1818.  — Historia.0 

Sin  embargo,  los  principios  que  servían  de  base  no  podían  fácilmente 
y sin  perjuicios  extenderse  á todos  los  miembros  de  la  naciente 
confederación  germánica.  La  libertad  completa  de  industria  y de 
comercio,  es  decir,  el  libre  cambio,  no  podia  ser  reconocido  en  toda 
su  extensión  por  los  Estados,  que  mas  atrasados  que  otros  países 
extranjeros,  no  hubieran  sostenido  la  lucha  mercantil  con  armas 
iguales  y en  terreno  igual.  Por  eso  la  misma  ley  de  1818  fijaba 
un  derecho  protector  de  poca  importancia  á favor  de  la  industria 
y tráfico  nacional,  establecía  la  libre  exportación,  suprimía  las 
aduanas  interiores,  que  como  en  Francia,  antes  de  la  revolución, 
separaban  una  provincia  de  otra,  y fundaba  los  derechos  de  tarifa  en 
un  principio  mas  justo  y real  que  el  de  las  tarifas  antiguas.  En  vez 
de  la  apreciación  ad  valoren,  irregular  y arbitraria,  la  determinaba 
según  la  medida  ó el  peso. 


extranjero  mas  que  cinco  puertos  del  imperio.  El  tratado  de  Tientsin,  de  1858  Je  abre 
ocho  puertos  mas. 

(37)  Este  imperio  se  encuentra  en  sus  relaciones  internacionales  á la  misma  altura 
que  China.  A virtud  de  tratados  con  Estados  de  Europa  y algunos  de  América,  el  Japón 
ha  abierto  seis  de  sus  puertos  al  comercio  extranjero. 

138)  En  1859  envió  una  embajada  á Paris,  pero  no  tuvo  resultado  alguno  diplo- 
mático. 


(39)  Inglaterra,  en  1855,  y Francia  en  el  siguiente  año,  han  celebrado  tratados  de 
comercio  con  el  rey  de  Siam. 

Los  demás  pueblos  y territorios  de  Asia,  ó forman  Estados  insignificantes  bajo  el 
punto  de  vista  de  sus  relaciones  internacionales  ó son  posesiones  ó dependencias  de 
algunos  Estados  europeos.  Tal  sucede  por  ejemplo  con  India,  Sibcria,  Arabia  &. 

(40)  Las  relaciones  internacionales  de  Marruecos  son  irregulares.  De  aqui  sus 
guerras  con  algunas  potencias  de  Europa,  como  sucedió  con  España  en  1859.  Por 
otra  parte,  la  situación  de  este  imperio  á la  entrada  del  Méditerraneo  le  dá  una 
significación  importante,  para  cuyo  independiente  sostenimiento  necesitaría  una  mayor 
ilustración  y cultura. 

(41)  Sus  relaciones  internacionales  son  escasísimas,  su  situación  política  instable,  su 
población  insignificante  en  relación  con  su  territorio. 

(42)  La  regencia  de  Túnez  ha  sido  considerada  hasta  principios  del  siglo  x\m, 
como  una  dependencia  ó provincia  del  imperio  oLomano.  Desde  esta  época  los  ejs 
de  Túnez  empezaron  á celebrar  tratados  y concluir  alianzas  con  los  demás  star  os 
sin  estar  sujetos  á la  soberanía  de  la  Puerta.  Estos  derechos  han  seguido  ejercién- 
dose por  el  gobierno  de  Túnez,  y así  esta  regencia  constituye  hoy  un  Esta  o verc  a- 

deramente  independiente.  , OI,  i¡h-r.aíi 

F»3)  Esta  república  fuó  fundada  en  1822.  Se  componía  de  negros  puestos  en  .¡,b®r 
por  los  Estados-Unidos  norte-americanos  y de  indíjenas  de  Africa.  Desde  la  ep 
de  su  constiiucion  en  1847  en  nue  se  declaró  independiente,  dependió  de  una  com 
pañia  americana  de  colonización.  Algunos  Estados  de  Europa  y América  sostienen 
cuerpo  consular  en  Monrovia,  capital  de  la  república. 


§ OI  NACIONES  Y ESTADOS  SODEUANOS  ¡CAP.  J 

Con  esta  ley,  Prusia  liabia  andado  la  mitad  del  camino  en  la  cons- 
titución de  la  asociación  aduanera  alemana.  Para  completar  su 
trabajo,  necesitaba  que  los  diversos  Estados  de  la  confederación  se 
adhirieran  á su  proyecto  y empezaran  por  echar  á tierra  las  murallas 
aduaneras  que  los  separaban.  Esto  no  se  podia  conseguir  sino  por 
negociaciones  particulares.  Prusia  las  entabló  en  1822,  y el  14  de 
enero  de  1828  firmó  el  primer  tratado  con  el  electorado  de  Hesse. 
La  semilla  arrojada  al  viento  no  tardó  en  prosperar  y dar  sus  frutos 
naturales.  Sajonia  trató  también  y aceptó  el  pensamiento  de  Prusia. 
La  liga  de  los  Estados  de  Turinja  figuró  igualmente  en  la  asociación. 
Diez  años  bastaron,  pues,  á Prtisia  para  realizar  su  obra.  En  1842 
la  asociación  aduanera  contaba  ya  ademas  de  los  Estados  citados  con 
Badén,  Lippe,  Brunswick,  Francfort,  Nazau,  Luxemburgo.  En  1855 
el  Zollverein  comprendía  todos  los  Estados  de  la  confederación 
germánica  mpnos  Austria,  Mecklemburgo,  Holstein,  Lauemburgo  y 
las  ciudades  anseáticas.  Este  aislamiento  y esta  falta  de  iniciativa  del 
imperio  austríaco  en  asunto  de  tanto  interés,  no  deja  de  ser  notable. 

Estados  y afluí  1111  cuadro  de  los  territorios  que  formaron  el 

que^formarfei  Zollverein  de  la  antigua  confederación  germánica,  comprgn- 


zoiiverein.  diendo  su  población  en  1864. 

Estados  y territorios.  Población. 

Prusia.  . 19,135,933 

Schwarzburgo-Soudershausen , baj a-señoria,  (1819) . 37 ,540 

Schwarzburgo-Rudolstadt,  baj  a-señoria,  (1822).  . 16,192 

Sajonia-Weimar  : bailía  de  Allstedt  et  Oldis- 

leben,  (1823) 9,858 

Anhalt  (1826  y 1828).  193,046 

Lippe,  las  aldeas:  Lipperode,  Cappel  y Graeven- 

liagen,  (1826).  . 948 

Mecklemburgo- Schwerin,  las  comunas:  Rossow, 

Netzeband,  Schoencberg,  (1826) 884 

Coburgo-Gotha : bailía  de  Volkenrode,  (1829).  . 2,973 

Hcsse-Homburgo  : bailía  de  Meisenheim,  (1829).  13,752 

Oldemburgo:  principado  de  Birkenfeld,  (1830).  . 35,198 

Waldeck  (sin  Pyrmont,  abril  16  de  1831)  . . . 51,824 

Brunswick  : territorios  de  Blakenburgo,  Calvocrde, 

Walkenricd,  (1841)  .........  27,119 

Lippe  Detmold,  (octubre  18  de  1841) 110,588 

Pyrmont,  (diciembre  11  de  1841) 7,319 

Luxemburgo,  (febrero  8 de  1842) 202,937 
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Baviera,  (sin  Haulsdorf,  marzo  22  de  1833).  . . 4,806,934 

Bailía  de  Ostheim 3,705 

Bailía  de  Koenisberg,  en  el  ducado  de  Coburgo  . 2,437 

Sajonia-Real,  (marzo  30  de  1833) 2,343,994 

Hanovre,  (setiembre  7 de  1851,  sin  el  puerto  de 
Geestemünde  y algunas  partes  del  principado 
de  Lüneburgo,  y las  bailías  de  Harburgo  y de 

Lesum) 1,912,087 

Con  Schaumburgo-Lippe,  (setiembre  25  de  1851).  31,382 

Partes  del  territorio  de  Brema,  (enero  1 de  1857).  303 

Wurtemberg  (marzo  22  de  1833),  comprendiendo 

la  guarnición  austriaca  en  Ulm 1,748,328 

Badén,  (mayo  12  de  1835) 1,425,478 

Hesse  Electoral,  (agosto  25  de  1831)  ....  716,889 

Gran  Ducado  de  Hesse,  (febrero  14  de  1828)  . . 858,217 

Con  la  bailía  de  Homburgo,  (1835) 13,622 

Turinja,  (mayo  10  de  1833) . los  circuios  prusia- 
nos, Erfurt,  Schleusingen,  Ziegenruck,  las 

aldeas  de  Mollschütz  y Kischlitz 112,607 

Smalkaiden,  (Hesse  Electoral) 28,174 

Sajonia-W’eimar 266,638 

Sajonia-Mein ingen,  (Prusia) 178,065 

Sajonia-Altenburgo 141,891 

Sajonia-Coburgo-Gotha 159,117 

Schvvarzb-Sondershausen,  alta  señoría  ....  28,649 

Schwarzbourg-Rudolstadt,  alta  señoría 57,560 

Reuss  mayor 43,851 

Reuss  menor 86,472 

Iíaulsdorf,  (Baviera) 

Brunswick,  (octubre  10  de  1841,  el  distrito  del 

Ilarz  y del  Wcser,  enero  13  de  1844)  . • • 265,589 

Con  Wolfsburgo,  Luclitringen,  etc.  (Prusia)  . • 2,934 

Oldenburgo,  (setiembre  7 de  1851)  ; sin  incluir  el 
principado  de  Lubeck  (21,093  hab.),  el  puerto 

de  Brake  (2,339  hab.) 242,028 

Con  el  territorio  de  Jadc  (Prusia).  . • • • 1,573 

Partes  del  territorio  de  Brema.  • ...  806 
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Nassau,  (diciembre  10  de  1835) 408,311 

Ciudad  libre  de  Francfort,  (enero  25  de  1830)  . 91 ,180 

Guarnición  federal  austríaca 1,004 

Total  general  del  Zollverein 35,880,282  (1) 


Desde  su  constitución,  el  Zollverein  celebró  tratados  de 
■manos,  comercj0  con  todos  los  Estados  de  Europa  y América. 
En  1841  con  Inglaterra.  En  1844  con  Bélgica.  En  1847  con  Nápolés, 
y con  Francia.  En  1850  Austria,  que  basta  entonces  había  permane- 
cido indiferente  respecto  al  Zollverein  trató  de  corregir  su  error. 
Su  conducta  dió  lugar  al  congreso  aduanero  de  Cassel,  al  tratado  de 
comercio  con  el  Zollverein  y al  de  unión  aduanera,  cuya  ejecución 
se  fijó  para  el  año  1859.  No  obstante,  los  tratados  con  el  Austria  no 
produjeron  los  resultados  que  generalmente  se  esperaban,  y las  confe- 
rencias aduaneras  de  Darmstadt  en  1854  y de  Eisenach  en  1856 
apenas  introdujeron  algunas  insignificantes  rebajas  en  las  tarifas. 

La  importancia  que  desde  su  creación,  basta  la  última 
cía "e^aso-  guerra  de  Prusia  y Austria,  lia  tenido  el  Zollverein  es 
incuestionable.  Ha  sido  como  el  gran  lazo  de  unión  de 
los  Estados  alemanes.  Merced  á esta  grande  asociación,  la  Alemania 
está  hoy  cruzada  de  ferro-carriles  y la  preponderancia  de  Prusia  se 
debe  en  gran  parte  á su  iniciativa.  Sin  el  Zollverein  acaso  los  Esta- 
dos alemanes  hubieran  perdido  su  tendencia  á la  unidad,  y desde 
luego,  no  hubieran  sido  tan  fuertes,  y mientras  dure  la  división  de 
los  Estados  alemanes  no  creemos  que  [puede  dudarse  de  la  vitalidad 
de  su  grande  asociación  aduanera. 

su  cigani-  El  tratado  recientemente  concluido  en  Berlín  entre  la 
confederación  norte-alemana,  Baviera,  Wurtemberg,  Hesse, 
y Badén  estipula  la  continuación  de  la  asociación,  desde  el  Io  de 
enero  de  1868  basta  el  31  de  diciembre  de  1877,  estableciendo  que 
el  consejo  federal,  en  su  carácter  de  órgano  común  de  los  gobiernos, 
y el  parlamento  en  el  de  representante  de  las  poblaciones,  ejerzan  la 
legislación  y administración  común  de  la  asociación,  y que  el  consejo 
federal  forme  en  su  seno  comisiones  permanentes : Io  para  las  aduanas 
y las  contribuciones;  2o  para  el  comercio  y las  comunicaciones; 
3"  para  la  contabilidad.  El  establecimiento  de  este  consejo  federal  y 

(1)  A Imanad)  de  París,  18G7. 
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del  parlamento  del  Zollverein  es  una  de  las  reformas  mas  impor- 
tantes del  tratado  de  unión  aduanera  de  1867.  Los  artículos  9 y 
10  aplican  al  consejo  y al  parlamento  los  principios  correspondientes 
de  la  constitución  de  la  Alemania  del  norte. 

El  consejo  federal  del  Zollverein  se  compone  de  repre-  Con 
sentantes  de  los  Estados  que  forman  la  confederación  norte-  federal, 
alemana  y de  los  Estados  de  la  Alemania  del  sur.  Este  consejo  federal 
reúne  cincuenta  y ocho  representantes  de  los  cuales  Prusia  envia  17; 
Ba viera,  6;  Sajonia,  4 ; Wurtemberg,  4;  Badén,  3;  Hcsse,  3;  Mecklem- 
burgo-Schwerin,  2;  Sajonia-Weimar,  1;  Mecklemburgo-Strelitz , 1; 
Oldenburgo,  1;  Brunswick,  2;  Sajonia-Meiningen,  1 ; Sajonia-Alten- 
burgo,  1 ; Sajonia-Coburgo-Gotha,  1 ; Anlialt,  1 ; Schwarzburgo-Rudol- 
stadt,  1;  Schwarzburgo-Sondershausen , 1;  Waldeck,  1;  Beuss, 
menor,  1;  Reuss,  mayor,  1;  Schaumburgo-Lippe,  1 ; Lippe,  1; 
Lubeck,  1 ; Brema,  1 ; y Hamburgo,  1 (1).  El  voto  de  cada  Estado  es 
indivisible,  es  decir,  comprende  la  totalidad  de  la  votación  de  los 
representantes  que  mande  cada  uno.  La  presidencia  del  consejo 
federal  pertenece  á la  corona  de  Prusia,  autorizada,  en  uso  de 
los  derechos  que  le  confiere,  á negociar,  en  nombre  de  los  del 
Zollverein,  tratados  de  comercio  y navegación  con  los  Estados  extran- 
jeros. Para  la  celebración  de  estos  tratados  se  necesita  la  aprobación 
del  consejo  federal,  y para  su  ejecución,  la  autorización  del  parla- 
mento. Este  consejo  debe  reunirse  una  vez  al  año. 

El  parleinento  aduanero  se  compone  de  los  miembros  del  Reichstag 
de  la  confederación  de  la  Alemania  del  norte,  y de  los  diputados  de 
la  Alemania  del  sur  elegidos  por  sufragio  universal  directo  y secreto. 
Sus  deliberaciones  son  públicas.  Su  período  legislativo  .es  de  tres 
años.  La  disolución  del  Parlamento,  durante  estos  tres  años,  no  podrá 
verificarse  sino  por  una  decisión  del  consejo  federal  de  acuerdo 
con  la  presidencia.  La  disolución  del  Reichstag  de  la  confederación 
norte-alemana  no  exije  nuevas  elecciones  en  los  Estados  alemanes 
del  sur.  El  parlamento  decide  por  mayoría  absoluta  de  votos,  necesi- 
tándose para  que  sean  válidas  sus  decisiones,  la  j1 11’08011013  c^c 
mayoría  del  número  legal  de  sus  diputados. 

Son  asuntos  que  competen  á la  decisión  del  consejo  federal. 

Io  Las  ordenanzas  legales  que  deben  ser  presentadas  á la  represen- 

(1)  Por  una  disposición  especial  de  abril  de  este  mismo  año  (1868),  la  ciudad  y el 
territorio  de  Hamburgo  han  dejado  de  formar  parte  del  Zollverein,  quedando  como 
puerto  li-unco  y libre  para  el  comercio  internacional.  (L'lmlépouiance  beUjc.) 
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lacion  popular,  comprendiendo  los  tratados  de  comercio  y navega- 
ción. 

2o  Las  prescripciones  administrativas  ó instituciones  que  sirvan 
para  el  cumplimiento  de  las  leyes  comunes. 

3o  Los  defectos  ó vicios  señalados  en  el  cumplimiento  de  estas 


leyes. 

4o  La  fijación  definitiva  de  la  suma  total,  presentada  por  la  comi- 
sión de  contabilidad,  de  los  derechos  de  aduana  y contribuciones 
sobre  la  sal,  el  azúcar  y el  tabaco. 

E11  su  espíritu,  puede  decirse  que  no  ha  cambiado  la  asocia- 
ción aduanera  alemana.  Hoy,  como  antes,  su  objeto  supremo  es 
facilitar  el  comercio  interior  y sus  relaciones  con  el  exterior  y pro- 
teger equitativa  y módicamente  la  industria  nacional  con  respecto 
á la  extranjera.  Su  organización  actual  concede  á Prusia  mayor  im- 
portancia de  la  que  antes  tenia,  resultado  inevitable  de  la  signifi- 
cación política  de  este  reino,  después  de  la  paz  de  Praga.  Por  lo  demás, 
hoy  como  ayer,  el  Zollverein  es  uno  de  los  grandes  elementos  de 
unión  de  los  Estados  alemanes.  * 


origen  do  § 62.  El  origen  de  los  Estados,  dice  Heflfter,  es  en 
VKr  general  resultado  de  evoluciones  históricas.  Pero  no 
lsd0,  es  su  origen  lo  que  interesa  al  derecho  internacional. 
Lo  (fue  á este  le  importa  es  saber  cuando  se  puede  decir  que 
es  soberano  un  Estado,  y esta  cuestión  se  resuelve  prácticamente 
con  mucha  facilidad.  La  soberanía  empieza  desde  el  momento  mismo 
en  que  existe  la  sociedad  de  que  sea  órgano,  ó desde  aquel  en 
que  una  sociedad  con  su  órgano  supremo  de  derecho,  es  decir, 
con  su  Estado,  se  separa  de  otra  en  la  cual  estuviera  como  englo- 
bada ó confundida. 

Este  principio  puede  aplicarse  igualmente  á la  soberanía  interior  y 
exterior  de  los  Estados.  Sin  embargo,  la  soberanía  interior  de  un 
Estado  no  necesita,  para  existir,  del  reconocimiento  de  los  demás. 
Como  dice  Wheaton,  un  Estado  nuevo  por  el  solo  hecho  de  existir,  es 
un  Estado  con  respecto  á su  soberanía  interior.  Por  eso,  la  soberanía 
interior  de  los  Estados -Unidos  norte-americanos  existe  desde  el  4 de 
setiembre  de  1776,  y asi  lo  ha  decidido  el  tribunal  supremo  en 
1808,  declarando  que  desde  aquella  fecha  los  Estados  que  compo- 
nían la  unión  federal  habían  podido  ejercer  todos  los  derechos  de 


* Heffter,  Droit  interna  liona!,  p.  19,  190,  454;  Martens,  Recudí  des  traites;  W. 
Occhclhauser,  Der  Zollverein,  Frankf.  1851;  Idem,  Die  verfassung  des  deutschen 
Zollvercins,  Augsb.  1851  , Traites  d'union  du  i 6 tnai  1856  et  ¡867. 
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soberanía  en  su  legislación  interior  y que  el  ejercicio  de  esta  sobe- 
ranía era  independiente  del  reconocimiento  hecho  por  el  rey  de 
Inglaterra  en  el  tratado  de  1782. 

Pero  si  el  Estado  ejerce  la  soberanía  interior  desde  que  se  cons- 
tituye, no  sucede  lo  mismo  con  la  exterior.  Esta  debe  ser  reconocida 
por  los  demás  y hasta  que  esto  se  verifique,  el  Estado  nuevo  no 
podrá  entrar  en  la  gran  sociedad  legal  de  las  naciones.  No  obs- 
tante los  Estados  son  libres  de  reconocer  ó no  el  nuevo,  pero  en 
todo  caso  se  esponen  á sufrir  las  consecuencias  de  su  conducta.  * 

§ 63.  Los  Estados  no  son  eternos  ; nacen,  se  desarrollan 
y perecen  como  los  individuos.  Bajo  este  punto  de  vista  do  un  Esta- 
son  solamente  grandes  individualidades  á las  cuales  se 
aplican  también  las  leyes  generales  de  la  vida.  El  Estado  existe 
en  tanto  que  conserva  y puede  conservar  su  carácter  de  cuerpo 
político  independiente.  En  su  identidad,  pues,  no  influyen  los  cambios 
y alteraciones  internas  que  experimenten  sus  instituciones.  En 
su  esfera  interior,  en  sus  relaciones  de  derecho  público  es  esencial- 
mente trasformable,  y por  esto  se  dice  que  en  cuanto  á los  miem- 
bros que  forman  una  sociedad  es  variable,  y en  cuanto  á la  socie- 
dad misma,  permanente.  Para  que  se  altere,  ó cambie  su  identidad 
exterior  necesítase  indispensablemente  un  cambio  fundamental  en 
la  manera  de  ser  de  la  sociedad,  cambio  de  tal  naturaleza,  que 
alterando  las  condiciones  mismas  de  la  sociedad  que  lo  sufra,  altere 
las  de  él.  Por  lo  general,  los  cambios  y alteraciones  internas  de  un 
Estado  no  influyen  decisivamente  en  su  consideración  internacional 
y no  le  eximen  de  ninguna  obligación,  ni  le  privan  de  ningún  dere- 
cho en  la  esfera  de  sus  relaciones  exteriores.  ** 

§ 64.  Pero  si  los  cambios  internos,  siempre  que  no  sean  civ¡icrri$us 
fundamentales,  no  influyen  ni  modifican  la  identidad  de  un  f¿*^0rania 
Estado  en  su  consideración  y relaciones  exteriores,  ¿suce-  oo  un  Estado, 
derá  lo  mismo  y se  aplicarán  los  mismos  principios  en  el  caso  de 
guerra  civil?  Este  ¿se  podrá  considerar  como  dividido  en  dos  Esta- 
dos distintos  deduciendo  de  esta  consideración  todas  las  consccuen- 

* Heffter,  Droil  International,  § 23,  24;  Halleck,  International  Law,  cli.  3,  § 18; 
Wheaton,  Elem.  Int.  Law,  pt.  1,  ch.  2,  § 6 ; Phillimore,  On  Int.  Law,  w>l.  1 
§ 204  ; Klubcr,  Droit  des  gens,  pt.  3,  ch.  1,  § 23. 

**  Heffter,  Droit  Ínter  national,  § 24;  Halleck,  International  Law  ch  3 s 1 J ; 
Wheaton,  Elem.  Int.  Law,  pt.  1,  ch.  2,  § 7,  p.  34;  Grotius.  de  Jur.  De.  «C.Pac., 

Hf>.  2,  cap.  9,  § 3;  Phillimore,  ¿n  Int  Law,  vol.  I,  § 126;  Bel\o,  Dcrecho  , ule,  na- 
cional, pte.  1,  cap.  1,  § 8;  Rutherforlh  Instilulcs,  b,  2.  ch,  10,  §j$  12, 

Merlin,  Rcpcrtoire , verb.  Souverainelé. 
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cias  lógicas  á que  dá  lugar?  ¿Podrá  un  Estado  extranjero  tomar  parle 
á favor  de  uno  de  los  contendientes?  ¿Cuando  procederá  la  decla- 
ración de  beligerantes  ? He  aquí  las  grandes  cuestiones  de  derecho 
internacional  á que  dan  origen  los  Estados  envueltos  en  guerra  civil, 
cuestiones  que  han  recibido  distinta  solución  teórica  y práctica  por 
los  publicistas,  y según  la  diferente  conducta  de  los  gobiernos. 

Grotius  ha  establecido  el  principio,  que  una  nación  en  guerra 
civil  era  considerada  por  cierto  tiempo  como  formando  dos  nacio- 
nes. Aplicando  este  principio,  Vattel  sostiene  que  cuando  un  pue- 
blo está  envuelto  en  una  guerra  civil,  los  demás  pueden  auxiliar 
directamente  á aquel  de  los  contendientes  que  juzguen  asistido 
de  la  justicia.  Reconociendo  el  mismo  Vattel  los  peligros  é incon- 
venientes de  su  doctrina,  dice  después,  que  no  se  debe  abusar  de  este 
principio  para  encender  en  un  país,  con  objeto  determinado,  la  guerra 
civil.  Pero  ápesar  de  esta  especie  de  rectificación,  cita  algunos  ejem- 
plos que  lo  confirman  y concluye  diciendo : « Con  respecto  á estos 
monstruos  que  bajo  el  título  de  soberanos  se  convierten  en  plaga  y 
horror  dé  la  humanidad,  no  hay  mas  que  decir  sino  que  son  verda- 
deras fieras  de  que  cualquier  hombre  de  corazón  podrá  con  justicia 
purgar  la  tierra.  La  antigüedad  ha  honrado  á Hércules  que  la  libró 
de  un  Anteo,  de  un  Busiris  y de  un  Diomedes.» 

Pinheiro-Ferreira  rechaza  estas  conclusiones  fundándose  en  la  inde- 
pendencia de  las  naciones,  en  la  soberanía  de  los  Estados,  en  la  faci- 
lidad con  que  esta  doctrina  se  presta  á los  abusos  de  los  gobiernos. 

Whcaton  reproduce  la  doctrina  de  Vattel  y aun  sus  mismas  pala- 
bras; pero  añade  que  siempre  que  un  Estado  extranjero  se  pone  del 
lado  de  uno  de  los  partidos  contendientes  se  declara  necesariamente 
aliado  del  partido  á quien  auxilia,  y que  como  en  este  caso  el 
derecho  de  gentes  no  establece  diferencia  alguna  entre  una  guerra 
justa  y una  injusta,  el  Estado  que  interviene  gozará  contra  su  ene- 
migo de  todos  los  derechos  de  la  guerra. 

Halleck  combate  la  doctrina  de  Vattel.  Afirma  que  esta  doctrina 
contradice  todo  lo  que  el  mismo  autor  escribe  acerca  de  la  interven- 
ción de  un  Estado  en  los  asuntos  interiores  de  otro.  « Si  un  Estado 
extranjero,  dice,  puede  tomar  parte  en  las  guerras  civiles  de  otro 
no  habrá  límite  alguno  al  derecho  de  intervención.  » Halleck  se 
opone  á lo  que  sirve  de  base  y fundamento  á esta  doctrina,  al 
principio  establecido  por  Grotius,  y desarrollado  después  por  Vattel. 
Los  contendientes  de  un  Estado  que  se  encuentre  en  guerra  civil, 

según  él,  pueden  tener  títulos  á los  derechos  de  la  guerra  ¡y, 
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por  tanto,  á ser  reconocidos  como  beligerantes  por  los  Estados 
extranjeros  que  deben  ser  neutrales  en  la  cuestión.  Este  reconoci- 
miento de  beligerantes  supone  ciertos  derechos  como  el  de  bloqueo 
sitio,  etc.,  pero  no  implica  el  que  las  dos  facciones  en  lucha  consti- 
tuyan dos  Estados  diferentes.  Y aun  haciendo  esta  suposición, 
continua  Halleck,  no  llegará  nunca  en  razón,  á deducirse  que  una 
potencia  extranjera  pueda  auxiliar  á una  fracción  cuya  causa  estime 
justa,  porque  esto  seria  lo  mismo  que  si  dicha  potencia  se  constitu- 
yera en  juez  de  la  justicia  ó injusticia  de  la  guerra,  lo  cual  no  puede 
verificarse  en  el  caso  en  cuestión,  pues  la  guerra  entre  dos  Estados 
es  en  derecho  internacional  considerada  siempre  como  justa  con  res- 
pecto á los  beligerantes.  El  publicista  cuya  opinión  estamos  resu- 
miendo, no  cree  tampoco  que  la  justicia  ó injusticia  de  una  guerra 
sea  razón  suficiente  para  legitimar  la  intervención  de  un  Estado  extran- 
jero. Como  se  vé  la  cuestión  no  deja  de  ofrecer  sérias  dificultades. 

Para  resolverla  cumplidamente  tenemos  que  relacio-  uocono_ 
narla  con  esa  otra  cuestión  que  hemos  enunciado  poco  bogantes 
ha.  Nos  referimos  al  reconocimiento  como  beligerantes  de  gLunCmf  dvit 
las  facciones  que  combatan  en  un  pais.  Racionalmente  examinado  ¿ en 
qué  se  funda  este  reconocimiento  ? El  único  motivo  verdaderamente 
racional  y legítimo  para  que  un  Estado  reconozca  como  beligerantes 
á las  facciones  de  otro  está  en  que  la  lucha  de  estas  facciones  compro- 
meta los  derechos  é intereses  del  gobierno  extranjero,  que  por  medio 
de  la  declaración  de  beligerantes  define  así  su  posición  respecto  de 
los  contendientes. 

Como  es  natural,  los  Estados  lejanos  de  aquel  que  sufre  las  luchas 
intestinas  no  tienen  interés  en  reconocer  á los  contendientes  como 


beligerantes,  y si  lo  hacen  dan  una  especie  de  apoyo  moral  á las  (ac- 
ciones que  han  levantado  el  estandarte  de  la  rebelión. 

Varia,  y no  poco,  la  cuestión  sí  se  trata  de  una  nación  esencial- 
mente marítima.  En  este  caso,  los  intereses  comerciales  de  las  demás 
y la  protección  que  todas  deben  á sus  súbditos  pueden  obligar,  aun 
á las  mas  apartadas,  á reconocer  á los  combatientes  como  belige- 
rantes. Estos  podrán  entonces  hacer  que  sus  cruceros  visiten  los 
buques  mercantes  extranjeros,  cuyos  interesados  tendrán  que  conl'oi 
marse,  si  llega  el  caso,  á las  decisiones  de  los  tribunales  de  presas 

establecidos. 

Este  derecho  de  visita  no  podrián  ejercerle  los  combatientes , antes 
de  ser  reconocidos  beligerantes,  sin  exponerse  á ser  tratados  como 
piratas. 
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Esta  cuestión  ha  sido  tratada  muy  detenida  y profun- 
damente en  la  correspondencia  diplomática  sostenida  por 
M.  Adams  y el  conde  Russell,  con  motivo  de  la  conducta 
observada  por  el  gobierno  inglés  en  la  insurrección  que 
trabajó  últimamente  la  existencia  de  los  Estados-Unidos 
norte-americanos.  M.  Adams  pretendía  que  el  reconoci- 
miento de  los  Estados  rebeldes  como  beligerantes,  veriücado 
por  el  gabinete  de  Londres,  era  un  hecho  sin  precedentes 
en  la  historia  del  derecho  internacional,  y consecuencia 
de  una'  precipitación  inconcebible  en  el  gobierno  inglés.  Según 
él,  cuando  estalla  una  insurrección  contra  un  gobierno  legitima- 
mente  constituido,  deben  los  gobiernos  de  los  demás  Estados  abs- 
tenerse cuidadosamente  de  toda  medida  que  pudiera  ejercer  influen- 
cia sobre  la  situación  del  pais  combatido  por  los  insurrectos.  Inútil 
creemos  decir  que  M.  Adams  se  refiere  aquí  á Estados  que  están  en 
buena  armonía  y en  pacíficas  relaciones.  Pero , continua  el  mismo, 
si  después  de  pasado  un  tiempo  que  se  conceptúe  moralmente  bas- 
tante, se  vé  que  la  lucha  sigue,  que  no  hay  esperanzas  de  una 
próxima  conclusión,  y sobre  todo  cuando  aquella  es  marítima,  se 
justifica  por  completo,  y ningún  hecho  puede  citarse  en  contrario, 
la  necesidad  del  reconocimiento  de  los  combatientes  como  beli- 
gerantes. 

Estos  principios  eran  también  acceptados  por  el  conde  Rússell, 
que  justificaba,  sin  embargo,  la  conducta  del  gobierno  inglés,  fundán- 
dose en  la  tuerza  de  las  circunstancias,  en  la  urgencia  del  asunto  y 
en  la  necesidad  de  aclarar  las  posiciones  (1). 

Tenemos,  pues,  un  dato  positivo  que  forma  precedente  lystórico  y 
que  se  refiere  á dos  potencias  de  primer  orden,  con  respecto  á la 
declaración  y reconocimiento  de  beligerantes.  Tal  es  el  parecer  de 
M.  Adams,  adoptado  en  principio  por  el  gobierno  inglés.  Combi- 
nando esta  solución  dada  por  M.  Adams  á la  cuestión  de  los  beli- 
gerantes con  la  de  Wheaton  á la  cuestión  — guerra  civil  — tendremos 
la  de  esta  última  así  como  logramos  la  de  la  primera. 

querías  C?u-  Us  indudable  que  un  Estado  combatido  por  la  guerra 
°noS  tSenénS  civil  ó mista,  como  la  llamaba  Grotius,  no  puede  ser 

carácter  in-  . . , 

tentación ai.  considerado  como  formando  dos  distintos  a no  ser  que 

(1)  Correspondencia  diplomática  entre  M.  Adams  y el  conde  Rússell;  empezó  el 
7 de  abril  de  186o  y terminó  el  18  de  setiembre  del  mismo  año. 
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la  persistencia  de  la  lucha,  la  igualdad  de  los  elementos  en  ella 
empeñados  y la  imposible  determinación  , por  tanto , del  resul- 
tado, justifiquen  cumplidamente  esta  consideración.  Así  como  un 
Estado  es,  desde  el  momento  de  su  constitución,  soberano  en  sus 
relaciones  internas,  si  bien  necesita  del  reconocimiento  de  los  demás 
Estados  para  ejercer  los  derechos  que  corresponden  á su  soberanía 
exterior,  así  mismo,  una  vez  reconocido  por  los  demás,  no  puede  esti- 
marse dividido  en  dos  por  el  solo  hecho  de  que  le  combata  una  facción. 
En  este  concepto,  las  luchas  civiles  no  tienen  carácter  internacional. 
Nacen  y mueren  dentro  del  mismo  Estado  que  las  sufre.  Sus  conse- 
cuencias, siempre  lamentables,  deben  permanecer  como  extrañas  á la 
vista  y acción  de  los  demás. 

Aun  los  extranjeros  residentes  en  el  pais  trabajado  por  estas  luchas 
están  en  el  caso  de  sufrir  sus  resultados  y no  podrán  reclamar 
indemnización  alguna,  á no  ser  que  se  pruebe  evidentemente  que  el 
gobierno  legítimo  pudo  protegerlos  ó evitarles  los  perjuicios.  Estos 
principios  han  sido  reconocidos  en  mas  de  una  ocasión  y de  una 
manera  terminante  por  los  gobiernos  de  Europa  y de  América  (1). 
La  opinión  de  Wheaton  que  sostiene  que  el  Estado  que  interviene  en 
una  guerra  civil  á favor  de  cualquiera  de  los  contendientes  se  coloca 
así  en  situación  de  lucha  para  con  el  otro,  no  puede  tener  cum- 
plida aplicación  sino  en  el  caso  de  verdadera  guerra  entre  los  parti- 
dos opuestos,  caso  que  no  puede  manifestarse  si  no  concurren  las 
condiciones  generales  que  hemos  señalado.  La  opinión  de  Halleck 
está  bien  fundada  en  cuanto  á que  el  Estado  trabajado  por  una  fac- 
ción no  puede  considerarse  dividido  en  dos  distintos  por  este  solo 
hecho  ; pero  pueden,  sin  embargo,  concurrir  circunstancias  de  tal 
especie  que  justifiquen  en  casos  especialisimos  las  conclusiones  de 
Vattel.  El  reconocimiento  y declaración  de  beligerantes  por  un  Estado 
extranjero,  es  como  el  primer  paso  para  esta  especie  de  conside- 
ración pública  que  exige  la  guerra  según  el  derecho  internacional. 
Pero  así  como  este  reconocimiento  debe  someterse.',  como  dice 
M.  Adams,  á condiciones  particulares  fuera  de  las  cuales  seria  tenido 
por  parcial  ó precipitado  é imprudente,  así  la  intervención  de  un 
Estado  á favor  de  las  facciones  que  agitaran  á otro,  ó del  gobierno 
legítimo  de  este  mismo,  seria  un  hecho  de  notoria  parcialidad  y de 
violación  de  la  soberanía  interior  de  las  naciones,  si  circunstancias 


(1)  Vease  el  capitulo  IX  Deberes  múluos  de  los  Estados. 
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a v ¡simas,  concurriendo  con'la  persistencia  de  la  lucha,  no  la  justi- 
ficaran. * 

§ 6o.  La  soberanía  exterior  de  un  Estado  puede  alterarse 
miM°to°do ín-  por  la  separación  de  una  provincia  ó de  una  colonia.  La 
dependencia.  sojJerani'a  exterjor  de  esta,  no  puede  considerarse  como 

efectiva,  sino  cuando  sea  reconocida  por  los  demás  Estados.  Se  apli- 
can á este  caso  los  principios  generales  del  derecho  internacional 
sobre  el  reconocimiento  de  la  soberanía  exterior  de  las  naciones.  En 
tanto  que  continué  la  ludia  civil  entre  la  nación  y su  provincia  ó 
colonia,  los  otros  Estados,  como  ya  hemos  visto,  deben  permanecer 
en  extricta  neutralidad;  pero  si  la  guerra  se  prolonga,  ó si  la  nación, 
agotados  sus  medios  de  ..acción,  no  puede  continuar  la  lucha,  entonces 
los  demás  podrán  reconocer  legítimamente  la  independencia  del 
nuevo  Estado  cuya  existencia  de  hecho  ha  llegado  á ser  incues- 
tionable, ó tomar  parte  á su  favor  en  la  lucha  y celebrar  también 
con  él  tratados  de  amistad  v de  comercio. 

V 

El  reconocimiento  hecho  por  Francia,  de  la  indepen- 
dencia de  los  Estados-Unidos  norte-americanos  fué  mirado 
por  el  gobierno  inglés  como  un  acto  de  injusta  agresión, 
á causa  de  los  socorros  y auxilios  que  secretamente  prestó 
á los  sublevados  el  gobierno  francés.  Este  era  en  verdad 
motivo  justo  de  queja.  Si  Francia  hubiera  conservado  una  actitud 
neutral,  ni  el  tratado  de  comercio  que  celebró  con  los  Estados-Unidos, 
ni  aun  el  de  alianza  eventual,  hubieran  sido  justa  causa  para  la  de- 
claración de  guerra  que  verificó  el  gobierno  inglés. 

Cuando  una  colonia  se  separa  del  Estado  á que  pertenece,  sostiene 
su  segregación , crea  y establece  su  gobierno,  y se  ofrece  al  mundo 
como  un  Estado  constituido,  el  reconocimiento  de  su  independencia 
por  los  extranjeros,  no  puede  considerarse  como  motivo  de  queja  ni 
reclamación  por  aquel  á quien  haya  pertenecido  la  colonia. 

De  ]os  Después  que  se  declararon  independientes  los  Paises- 
Paises-Bajos  gajos  pasaron  cerca  de  70  años  antes  de  que  esta  inde- 
pendencia fuera  reconocida  por  España.  Los  Paises-Bajos,  sin  embargo, 


Keconoei- 
mierito  de  la 
independen- 
cia de  los 
Estados-Uni- 
dos por  la 
lírancia. 


* Grotius,  Le  droit  de  la  guerre  et  de  la  paix,  édition  Guillaumin,  annotée  par 
Pradier-Foderé,  liv.  2,  ch.  18,  § 2;  Vattel,  Le  droit  des  gens,  édition  Guillaumin, 
annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2,  ch.  4,  § 56;  Whcaton,  Elem.  Int.  Lato,  pt. 
1,  ch.  2,  § 7;  Bynkershoek,  Quaest.  Jur.  Pub.,  lib.  2,  cap.  3;  Wildman,  Int. 
Law,  vol,  p.  51;  Kent,  Cora,  on  Am.  Lavo , vol.  I,  p.  24-25;  Puflendorf,  de  Jur. 
Nat.  el  Cent.;  Dana,  Elem.  Int.  Law  by  Wheaton,  eighth  édition,  note  15,  p.  15; 
Halleck,  Int.  Law,  ch.  2,  § 20. 
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habían  sido  reconocidos  ya  por  todas  las  naciones  de  Km 
raénos  el  Austria. 

Lo  mismo  sucedió  con  Portugal  sublevado  contra 
España  á mitad  del  siglo  xvir,  independiente  desde  luego  Dc  Porl"gal* 
y no  reconocida  su  independencia  por  España  hasta  fines  del  mismo 
siglo  por  el  tratado  de  Lisboa  de  1688.  Antes  de  esta  época  Ingla- 
terra había  concluido  un  tratado  con  Portugal,  reconociendo  á la  casa 
de  Braganza  como  soberana  legal  del  reino,  y fundibulóse  en  la  nece- 
sidad de  proteger  el  comercio  y los  intereses  de  súbditos  británicos. 

Las  causas  que  influyeron  en  el  no  reeonocimento  de  la 
república  francesa  dc  1792  son  bien  conocidas.  Por  una  |MifficnV£ 
parte  la  incertidumbre  del  porvenir,  por  otra  el  carácter  uesa' 
de  ciertos  actos  revolucionarios  y la  influencia  que  estos  actos  podían 
ejercer  en  los  Estados  limítrofes,  así  como  también  da  resolución 
tomada  por  Inglaterra  dc  no  entrar  en  negociaciones  con  Napoleón  I, 
determinaron  esta  falta  de  reconocimiento.  Pero  después,  todos  los 
Estados  de  Europa  y de  América  han  reconocido  el  gobierno  revolu- 
cianariode  Luis  Felipe  en  1830;  el  de  la  república  en  1818,  y el  del 
imperio  en  1852.  ¿No  trataron  también  con  la  de  Inglaterra  lodos 
los  Estados  dc  Europa  ? La  obstinación  por  parto  de  Francia  y 
España  de  no  reconocerla,  fue  tenida  por  el  gobierno  inglés  como 
un  acto  de  hostilidad,  al  cual  respondió  con  la  alianza  celebrada  con 
Holanda  y Alemania  en  contra  de  España  y Francia. 

La  independencia  de  Grecia  filé  reconocida  por  Francia,  ,;l 
Inglaterra  y Rusia  en  1832,  poro  desde  1827,  estas  [Hilen- 
cias  habían  celebrado  ya  con  Grecia  tratados  de  comercio  y arreglos 
consulares. 

Sin  el  consentimiento  dc  la  Holanda  fué  reconocida 
en  1830  la  independencia  dc  Bélgica,  y aunque  la  de 
ambas  han  sido  debidas  á una  intervención  , la  cuestión  del  reco- 
nocimiento no  es  ménos  clara  y terminante. 

La  independencia  de  las  colonias  sud-arnerioanas,  fue 
reconocida  primero  por  los  Estados-Unidos  de  Norte-A  me- 
dica y después  por  Inglaterra.  Las  razones  en  que  funda- 
ron su  reconocimiento  estas  potencias,  fueron  Ja  persisten- 
cia de  la  lucha  de  estas  colonias,  sn  separación,  por  el  Océano,  de  la 
metrópoli  y la  imposibilidad  material  de  España,  de  continuar  la  lucha. 

El  gobierno  de  esta  reclamó,  por  medio  de  su  representante  en 
Londres,  contra  el  reconocimiento  hecho  por  Inglaterra  de  la  inde- 
pendencia dc  las  provincias-unidas  del  Rio  de  la  Piala;  pero  AI.  Oan- 
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ning  respondió  el  26  de  marzo  de  1826  lo  siguiente  : « Todas  las 
naciones  son  recíprocamente  responsables,  es  decir,  están  obligadas 
al  cumplimiento  de  los  deberes  que  la  naturaleza  lia  impuesto  á 
los  pueblos  en  sus  mutuas  relaciones  y á la  indemnización  de  los 
daños  y perjuicios  que  ocasionen  sus  súbditos  ó ciudadanos.  Una 
metrópoli,  sin  embargo,  no  puede  ser  responsable  por  actos  que 
no  tiene  medios  de  dirijir  ni  reprimir.  Será  preciso,  pues,  que  los 
habitantes  de  los  países  cuya  independencia  está  de  hecho  estáble- 
cida  no  sean  responsables  de  su  conducta  ante  los  otros  Estados  ó 
que  deban  ser  tratados  como  bandidos  ó piratas.  La  primera  de  estas 
suposiciones  es  absurda,  la  segunda  monstruosa  y no  puede  aplicarse 
á una  parte  considerable  del  género  humano  por  un  tiempo  indefinido. 
No  se  descubre,  por  consiguiente,  otro  remedio  que  reconocer  la  exis- 
tencia de  las  nuevas  naciones,  y extender  á ellas  de  este  modo  la 
esfera  de  los  derechos  y obligaciones  que  los  pueblos  civilizados  deben 
respetar  mútuamentc  y pueden  recíprocamente  exigirse.  » 

Fundamentos  Ua  historia  del  reconocimiento  de  estas  mismas  colo- 
apoyaroifios  nías  por  parte  de  los  Estados-Unidos  del  norte  de  Amé- 
dosa<e;Sreco-  rica  no  es  menos  notable,  ni  ménos  digna  de  ser  tenida 
de  las  repú-  en  cuenta,  como  lijando  los  principios  generales  consti- 
pano-amcri-  tuyendo  un  precedente  de  inapreciable  valor. 

canas 

En  1818  M.  Clay  propuso  al  Congreso  el  nombramien- 
to de  una  especie  de  embajada  cerca  de  las  antiguas  colonias  hispano- 
americanas para  atestiguar  á estos  pueblos  las  simpatías  de  los  Estados- 
Unidos  y mostrar  el  deseo  que  animaba  á la  república  de  entrar 
con  ellos  en  relaciones  de  amistad.  La  proposición  de  M.  Clay  fué 
rechazada  por  115  votos  contra  45,  alegándose  como  motivo  en  la 
discusión,  el  estado  incierto  de  estas  provincias,  y la  continuación  de 
la  guerra  que  tenia  lugar  entonces.  Monroe,  en  su  mensaje  de  aquel 
año,  se  felicitaba  de  la  absoluta  neutralidad  de  los  Estados-Unidos  en 
esta  cuestión. 

No  obstante,  en  su  mensaje  de  diciembre  de  1819,  sin  olvidarse  de 
la  linea  de  conducta  adoptada  por  el  gobierno,  el  mismo  presidente 
hacia  notar,  que  Buenos-Ayres  mantenía  aun  firme  el  estandarte  de 
su  independencia  que  declaró  en  1816,  la  cual  existia  de  hecho  desde 
1810  y que  lo  mismo  sucedía  con  las  provincias  del  norte  del  Plata, 
Chile  y Venezuela.  Monroe  no  se  limitaba  en  este  mensaje  á consig- 
nar esos  hechos,  sino  que  declaró  que  la  soberanía  de  que  habían 
gozado  durante  tanto  tiempo  las  colonias  españolas  y muy  particu- 
larmente Buenos-Ayres,  apesar  de  los  esfuerzos  de  España,  era  un 
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título  innegable  á la  consideración  de  las  demás  naciones ; que 
podía  presumirse  que  haciéndose  evidente  la  impotencia  de  España 
para  recobrar  aquellos  territorios,  el  mismo  gobierno  español  renun- 
ciaría á la  continuación  de  la  guerra,  y que  en  esta  determina- 
ción no  dejarían  de  influir  las  opiniones  de  los  Estados  neu- 
trales. El  presidente  terminaba  proponiendo  que  fueran  revisadas  las 
leyes  acerca  de  la  neutralidad  para  darles  mayor  efecto  y mas 
rigorosa  aplicación.  En  1820  hizo  las  mismas  declaraciones,  y mani- 
festó que  la  política  uniformemente  seguida  por  el  gobierno  de  los 
Estados-Unidos  en  la  cuestión  de  las  antiguas  colonias  españolas  había 
sido  la  de  alcanzar  por  medios  amistosos,  que  España  las  reconociera 
como  independientes.  La  opinión  pública,  sin  embargo,  se  pronun- 
ciaba ya  de  tal  modo  á favor  de  este  reconocimiento,  que  en  1821 
el  mismo  M.  Clay  cuya  proposición  había  sido  desechada  por  el  con- 
greso federal  en  1818,  presentó  una  nueva  explícita  y terminante 
sobre  el  reconocimiento  de  la  independencia  de  los  Estados  hispano- 
americanos, y esta  fué  aceptada  por  el  congreso,  pero  desechada 
por  el  senado.  M.  Monroe,  en  su  mensaje  de  marzo  aconsejó  aun  la 
neutralidad,  confiando  en  que  el  cambio  de  gobierno  en  España  con- 
duciría bien  pronto  á un  satisfactorio  arreglo  de  la  cuestión.  En  su 
segundo  mensaje  del  mismo  año  1821,  M.  Monroe  dijo,  que  era  cosa 
evidente  que  ni  España  podía  someter  á sus  colonias,  ni  estas  acepta- 
rían condición  alguna  sin  el  reconocimiento  prévio  de  su  indepen- 
dencia. Esta  declaración  importantísima,  que  fijaba  de  una  vez  la 
actitud  de  los  Estados-Unidos  en  la  cuestión  de  España  y sus  colonias 
americanas,  fué  como  la  base  de  la  célebre  sesión  del  congreso 
federal  en  enero  de  1822,  sesión  en  la  cual,  de  acuerdo  con  el  pre- 
sidente Monroe,  el  congreso,  por  medio  de  una  votación  casi  uná- 
nime, reconoció  la  independencia  de  Méjico  y de  las  demás  colonias 
españolas  de  la  América  del  sur.  El  gobierno  de  los  Estados-Unidos 
acreditó  al  poco  tiempo  ministros  cerca  de  los  gobiernos  de  los  nuevas 
Estados,  (lj 

Los  mismos  principios  fueron  aplicados  por  el  gobierno  Do  Tejas 
de  ios  Estados-Unidos  relativamente  á Tejas.  El  congreso 
de  1836  determinó  que  se  reconociera  su  independencia  tan  pionto 
como  el  gobierno  obtuviera  los  datos  necesarios  para  juzgar  si  esta 
provincia  podría  cumplir  la’s  obligaciones  y ejercer  los  derechos  de 
un  Estado  independiente.  En  el  mismo  año  el  presidente  Jackson  en 


(1)  Véase  : La  Doctrina  de  Monroe,  capitulo  II. 
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mi  mensaje  especial  al  congreso  sobre  este  asunto,  recomendándole 
la  mayor  circunspección,  decía  que  el  reconocimiento  de  la  inde- 
pendencia de  un  nuevo  Estado , teniendo  derecho  á figurar  en  la 
gran  familia  de  las  naciones,  había  sido  siempre  negocio  delicado  y 
de  gran  responsabilidad ; pero  que  lo  era  mas  aun  cuando  se  trataba 
de  un  Estado  que  había  formado  parte  integral  de  otro  del  cual  se 
había  separado  violentamente.  En  este  caso,  anadia,  un  reconoci- 
miento prematuro  de  independencia  no  puede  ser  considerado  como 
causa  legítima  de  guerra,  pero  sí  como  acto  de  hostilidad  para  con 
una  de  las  partes  beligerantes. 

Los  Estados-Unidos  norte-americanos  han  obedecido  siempre  en 
estos  casos  á las  reglas  de  la  mas  completa  prudencia.  Solo  han  reco- 
nocido los  nuevos  Estados  separados  de  una  metrópoli  ó de  la  pátria 
común,  cuando  estos  han  podido  por  si  mismos  vivir  independientes 
y cuando  ha  desaparecido  para  ellos  el  peligro  de  ser  nuevamente 
subyugados.  Obedeciendo  á estos  principios  reconocieron  después  la 
independencia  separada  de  Nueva-Granada,  Venezuela  y el  Ecuador, 
miembros  de  la  antigua  Colombia,  y,  al  fin,  la  de  Tejas  en  1837, 
que  fue  también  reconocida  en  1840  por  los  gobiernos  de  Inglaterra 
y Francia. 

1849  Otro  precedente  que  puede  tenerse  en  cuenta  en  el  asunto 

Insurrección  O116  110S  ocupa  es  la  conducta  seguida  por  los  mismos 
de  Hungna.  Estados-Unidos  norte-americanos  cuando  la  insurrección 
de  Hungría  en  1849.  Esta  llegó  á constituir  un  gobierno  completa- 
mente organizado,  disponía  de  un  poderoso  ejército  y pudo  durante 
algún  tiempo  rechazar  victoriosamente  las  fuerzas  del  Austria.  Algu- 
nos agentes  húngaros  que  habían  llegado  á los  Estados-Unidos  trata- 
ron de  que  el  gobierno  de  la  república  reconociese  la  independencia 
de  Hungría.  Este  no  procedió  precipitadamente  en  el  asunto  y nombró 
un  agente  diplomático,  M.  Mann,  para  que  le  ilustrara  acerca  de 
la  situación  y porvenir  de  Hungría;  el  cual  cumplió  su  misión  y 
dió  cuenta  al  gobierno  de  su  resultado,  disuadiéndole  de  verificar 
este  reconocimiento.  En  efecto,  poco  tiempo  después,  el  movimiento 
húngaro  fue  sofocado,  merced  á la  cooperación  que  prestaron  á 
Austria  ios  ejércitos  rusos. 

De  todos  los  casos  citados  anteriormente  se  deduce  que  aunque  el 
reconocimiento  de  la  independencia  y soberanía  de  una  provincia  ó 
colonia  sublevada  depende  en  mucho  de  la  consideración  política  que 
esta  declaración  de  independencia  merezca  al  Estado  que  haya  de 
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hacerla,  no  es,  sin  embargo,  un  hecho  de  escasa  importancia  ó 
acerca  del  cual  no  haya  precedentes  de  un  valor  indudable  y real.  * 

s 66  El  poder  llamado  á hacer  el  reconocimiento  de 

o * , A que  po- 

independencia  de  una  colonia  ó provincia  es  el  supremo  ¡¡-Yde^i  rc- 
del  Estado.  Las  autoridades  inferiores  ó los  particulares  “ÍYÍdc0 
no  tienen  la  necesaria  para  efectuarlo  Se  trata  de  estable-  Prenda  de 
cer  une  nueva  relación  de  derecho  internacional  con  res-  ó provincia- 
pecto  á un  Estado  nuevo  y el  establecimiento  de  ella  corresponde 
indudablemente  al  poder  último  y supremo  de  las  naciones.  En  tanto 
que  un  nuevo  Estado  no  haya  sido  reconocido  por  el  poder  supremo 
del  Estado  extranjero  en  que  se  cuestione  acerca  de  su  soberanía,  ó 
por  el  gobierno  de  aquel  al  cual  pertenecía  anteriormente,  los  tribu- 
nales y súbditos  de  los  demás  deben  juzgar  como  legalmente  subsis- 
tente el  antiguo  orden  de  cosas.  ** 

§ 67.  Cuando  un  Estado  sufre,  en  su  manera  de  ser,  un 
cambio  fundamental,  sus  efectos  alcanzan  también  á sus 
relaciones  internacionales.  Estos  efectos  pueden  ser  con- 
siderados, ya  relativamente  á los  tratados  de  comercio  ó 
alianza  celebrados  por  él,  ó á sus  deudas  públicas,  ya 
con  referencia  al  dominio  público  y derechos  de  pro- 
piedad privada,  ya,  enfin,  con  relación  á los  perjuicios  ó daños 
que  el  Estado  infiera  al  gobierno  ó á los  súbditos  de  otro.  Trata- 
remos de  todos  estos  casos  con  separación,  siguiendo  el  método  de 
Wheaton.  '*** 


Efectos  pro 
ducidos  por 
un  cambio 
fundamental 
en  las  rela- 
ciones inter- 
nacionales 
de  un  Esta- 
do. 


§ 68.  Yattel  admite  la  división  de  los  tratados  en  reales  Efectos 
y personales.  Partiendo  de  esta  base  es  indudable  que  un  {^°|oYua- 
cambio  fundamental  en  la  manera  de  ser  de  un  Estado  podrá  lados' 
anular  los  tratados  reales,  así  como  los  personales  expiran  con  la 
muerte  de  los  contratantes.  Esta  división  no  se  funda,  sin  embargo, 
en  el  estado  actual  de  las  relaciones  internacionales,  en  un  principio 
verdaderamente  racional.  No  obstante  hay  que  admitir  que  ocurren 


* Wheaton,  Elem.  Int.  Lcao,  pt.  1,  ch.  2,  § 7-10;  Id.,  eight  edition,  by  Dana, 
note  16,  p.  41;  Bynkershoek,  Qucest.  Jur.  pul.,  lib.  2,  cap.  3;  \YBdman,^«íer 
nalional 
Martens, 

Alison, 

*•  Wheaton,' ^FAém.  du  droit  intermití  onal,  ch.  2,  § 18,  p.  37;  Halleck,  Di  lerna  lio- 
nal  Law,  ch.  3,  8 22,  p.  75,  76;  Martens,  Nonvellcs  causes,  etc.,  v.  I,  p.  ' 6 

Bello,  Derecho  internacional,  pie.  I,  cap.  1,  § 7,  Garden,  De  diplomahe,  liv.  § , 
Webster,  The  Works  of,  vol.  6,  p.  488-506. 

***  Wheaton,  E tómen  ts  du  droit  interna! tonal,  v.  I,  pt-  2,  § 11,  p.  38. 
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ciertos  cambios  en  la  constitución  de  los  Estados,  en  la  dinastía  rei- 
nante ó en  la  persona  del  soberano  que  tienen  por  efecto  anular  los 
tratados  que  haya  celebrado  el  Estado  con  las  demás  naciones.  La 
obligación  que  resulta  de  los  tratados  se  funda  sobre  el  contrato  mismo 
y sobre  las  relaciones  mútuas  de  los  contratantes , y no  cabe  duda 
que  el  cambio  de  estas  relaciones  influirá  necesariamente  en  el  cum- 
plimiento de  aquella  obligación.  Desde  el  momento,  pues,  como 
dice  Wheaton,  en  que  estas  relaciones  concluyan,  cesarán  también 
los  efectos  del  tratado. 

Hay  cambios  fundamentales  en  la  manera  de  ser  de  un  Estado  en 
los  cuales  es  posible  la  conservación  y cumplimiento  de  las  antiguas 
obligaciones.  Cuando  Tejas  se  decidió  á formar  parte  de  la  república 
de  | los  Estados-Unidos,  Francia  é Inglaterra  se  apresuraron  á mani- 
festar que  este  hecho  no  libraba  al  nuevo  Estado  de  la  federación 
norte-americana  del  cumplimiento  del  tratado  que  había  celebrado 
anteriormente  con  dichas  potencias.  Para  decidir  hasta  que  punto 
puede  influir  un  cambio  fundamental  de  un  Estado  en  el  cumpli- 
miento de  las  antiguas  obligaciones,  es  indispensable  conocer  bien  la 
naturaleza  de  este  cambio,  y su  verdadera  y legitima  significación.  * 
Efectos  pro  § 69.  « Un  pueblo  libre,  dice  Grotius,  que  haya  cam- 
d¿wdóiid¿n  ^‘ac*°  su  f°rma  de  gobierno  por  la  monárquica  no  se  exí- 
púbiicas.  mirá  por  esto  del  pago  de  sus  deudas  anteriores.  » 

Siendo  el  pueblo  el  mismo,  cambiando  solamente  la  forma  acci- 
dental y transitoria  de  su  gobierno,  es  indudable  que  las  déudas 
públicas  contraidas  á nombre  de  la  nación  y por  agentes  debida- 
mente autorizados  tienen  que  ser  forzosamente  reconocidas  por  el 
nuevo  gobierno.  Absorve  este  nuevo  gobierno  el  dominio  público  del 
Estado,  sucede  al  anterior  en  sus  derechos  fiscales,  debe,  pues , pagar 
y reconocer  las  deudas  anteriormente  contraídas.  Estos  principios  se 
han  observado  en  todas  las  anexiones  é incorporaciones  modernas  de 
territorios  y nacionalidades. 

Por  la  anexión  de  Tejas  á los  Estados-Unidos  el  gobierno  central 
de  la  república  adquirió  la  facultad  de  determinar  y percibir  los  im- 
puestos, pero  Tejas  conservó  la  propiedad  de  sus  tierras  públicas 
ofrecidas  en  garantía  de  sus  deúdas,  y el  acto  de  anexión  declaraba 
terminantemente  que  estas  tierras  no  pertenecían  á los  Estados- 
Unidos.  Algún  tiempo  después  estos  se  apropiaron  algunas  de  ellas 

* Wheaton,  Elements  du  Droit  intemational,  vol.  I,  pt.  2,  § 11,  p.  38;  Vattel, 
Droii  des  gens,  llv.  II,  ch.  12,  §§  183-197,  edition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier 
l’odéi'é ; Dana,  Elem.  Int.  Lato,  by  Wheaton  eighth  edition,  etc. 
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consintiendo  en  pagar  diez  millones  de  dollars  ( unos  cincuenta  mi- 
llones de  francos)  de  los  cuales  se  reservaban  la  mitad  hasta  que  los 
tenedores  de  los  bonos  de  Tejas  hubieran  verificado  el  descuento 
natural  de  sus  títulos.  Modificando,  al  fin,  esta  determinación,  el  go- 
bierno de  los  Estados-Unidos  reservó  en  su  poder  las  tres  cuartas 
partes  de  la  cantidad  con  el  objeto  antes  indicado. 

La  cuestión  del  pago  de  las  déudas  públicas  de  un  Estado  que 
va  á sufrir  un  cambio  fundamental  en  su  manera  de  ser,  se  ha 
resuelto  entre  las  naciones  de  Europa  por  cláusulas  especiales  y 
admitiendo  generalmente  el  principio  de  la  obligación  del  nuevo 
Estado  á pagar  la  déuda  íntegra  del  antiguo.  El  tratado  de  Zurich, 
concluido  el  10  de  noviembre  de  1857  entre  Austria  y Francia, 
reglamenta  en  varios  artículos  lo  relativo  á la  déuda  pública  y al 
Monte  Lombardo-Veneto,  designando  las  cargas  que  había  de  tomar 
sobre  sí  el  nuevo  gobierno  de  Lombardía,  y la  participación  que  le 
correspondía  en  el  empréstito  nacional  austríaco  de  1854.  También' 
puede  consultarse  acerca  de  este  punto  el  artículo  13  del  tratado 
de  1839  entre  Bélgica  y Holanda,  y el  artículo  l.°  del  de  Praga 
de  1866,  determinando  la  cesión  de  Venecia  al  reino  de  Italia  bajo 
las  mismas  bases  que  se  verificó  en  1859  la  de  la  Lombardía.  * 


§ 70.  Pero  ¿qué  efectos  producirá  un  cambio  fundamental 
en  la  manera  de  ser  de  un  Estado  sobre  los  bienes  públicos 
y la  propiedad  de  los  particulares?  Hé  aquí  una  cuestión 
que  ha  sido  discutida  bajo  todas  sus  fases  por  los  Estados 


Efectos  so- 
bro el  domi- 
nio y la  pro- 
piedad pri- 
vada. 


de  Europa  á principios  de  nuestro  siglo.  En  esa  época  de  restaura- 
ciones inesperadas  ó alcanzadas  por  intervenciones  extranjeras  y de 
revoluciones  violentísimas,  los  gobiernos  que  se  sucedían  en  el  mando 
de  los  Estados  se  apresuraban  á echar  por  tierra  la  obra  de  sus  pre- 
decesores. Hasta  qué  punto  obraban  estos  gobiernos  en  justicia  no  es 
cuestión  propia  del  derecho  internacional,  sino  mas  bien  del  dere- 
cho político  ó particular  de  cada  Estado,  y de  la  historia  de  cada 
país.  Pero  según  el  derecho  internacional  importa  averiguar  si  los 
cambios  fundamentales  que  ocurran  en  un  Estado  pueden  influir  sobre 
el  dominio  público  y la  propiedad  privada  en  el  mismo,  y el  sentido 
en  que  puede  verificarse  esta  influencia. 


desde  luego , el  dominio  público  del  Estado  es  bajo  cierto 


* Grotius,  Le  droit  de  la  guerre  el  de  la  paix , edition  Guillaumin,  annotée  par 
Rradier-Fodcré,  liv.  2,  ch.  9,  § 8;  JJxid'cndorl',  De  Jure  nalurce  el  rjenlium , ¡ib.  8, 
cap.  12,  § 1-3;  HeíTter,  Droit  int.  § 2 4; 
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punto  de  vista  como  el  Estado  mismo,  y refleja  esta  personalidad 
como  el  dominio  privado  refleja  la  personalidad  de  su  propieta- 
rio. El  gobierno,  pues,  que  se  establece  en  un  Estado,  se  convierte 
ipso  fado  en  propietario  del  dominio  público.  Esto  es  incontrover- 
tible. Pero,  ¿y  en  cuanto  á la  propiedad  privada?  Algunos  gobiernos, 
nacidos  á impulso  de  una  revolución,  han  decretado  la  confiscación 
de  todos  los  bienes  pertenecientes  á los  partidarios  vencidos.  En  estos 
casos,  dice  Wheaton,  es  preciso  dar  al  hecho  la  consideración  de 
derecho,  y lo  único  que  se  necesita  es  que  la  confiscación  sea  positiva 
y no  equívoca. 

Pero  si  los  gobiernos  revolucionarios  han  llegado  hasta  la  confisca- 
ción de  la  propiedad  particular,  los  gobiernos  restaurados  han  llegado 
hasta  el  restablecimiento  del  antiguo  estado  de  cosas,  hiriendo  del 
mismo  modo  derechos  adquiridos  á la  sombra  de  una  situación 
política  y garantidos  por  leyes  expresas.  No  hay  duda  alguna  de  que 
cuando  se  restablece  en  el  poder  el  sistema  antiguo  de  gobierno  y 
de  organización  y modo  de  ser  del  Estado  el  dominio  público  que 
no  haya  sido  enagenado,  así  como  las  propiedades  particulares  confis- 
cadas que  no  hayan  sido  vendidas,  vuelven  lógica  y necesariamente 
á sus  anteriores  poseedores  y propietarios,  aplicándose  los  principios 
del  jus  poslliminii.  Pero,  fe  y el  dominio  público  que  ba  sido  enage- 
nado y las  propiedades  particulares  que  hayan  sido  vendidas  ? La 
misma  regla  no  se  puede  aplicar  aquí  sin  grandes  dificultades.  El 
hecho  de  la  revolución  ha  creado  en  este  punto  una  especie  de  dere- 
cho que  es  preciso  tener  en  cuenta.  Y por  mas  de  que  en  la  práctica 
se  haya  pasado  en  muchas  ocasiones  por  encima  de  ese  derecho,  como 
ha  sucedido  en  algunas  restauraciones  españolas  en  tiempo  de  Fer- 
nando VII,  no  es  menos  cierto  que  todos  los  publicistas,  desde  Gro- 
tius,  se  han  opuesto  y han  condenado  la  aplicación  general  de  estas 
medidas  extraordinarias.  Cuando  el  dominio  público  enagenado  ha 
sido  adquirido  por  extranjeros  ó cuando  lo  han  sido  así  también  los 
bienes  confiscados  y vendidos  de  los  particulares,  deben  respetarse 
estos  actos,  aun  cuando  el  gobierno  que  los  haya  autorizado  se  consi- 
dere como  usurpador  por  el  soberano  legítimo. 

Cuando  el  importe  de  los  bienes  confiscados  y vendidos  ha  sido 
percibido  por  el  Estado,  pueden  ser  confirmadas  estas  enagénaciones, 
indemnizándose  por  el  tesoro  público  á los  antiguos  propietarios. 
Tal  aconteció  con  respecto  á los  bienes  de  los  emigrados  franceses, 
confiscados  y vendidos  durante  la  revolución.  La  enagenacion  de  los 

bienes  del  Estado  pertenecientes  á las  provincias  de  Bélgica  y Alc- 
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manía  que  se  incorporaron  á Francia  en  la  época  de  la  revolución 
y que  después  fueron  segregadas  del  territorio  francés  por  las  estipu- 
laciones de  1814  y 1.815,  quedaron  generalmente  reconocidas  por  estos 
tratados  y por  las  decisiones  de  la  diéta  germánica.  No  se  resolvió 
tan  fácilmente  la  cuestión  á que  dió  lugar  la  enagenacion  del  dominio 
público  de  los  distintos  territorios  de  que  se  componía  el  antiguo  reino 
de  Westfalia.  Prusia  reconoció  estas  enagenaciones,  pero  el  elector 
de  Hesse  y el  duque  de  Brunswick  se  negaron  á ello  resueltamente. 

Klüber  dice,  reasumiendo  esta  materia,  que  los  actos  del  gobierno 
intermediario  deberán  ser  reconocidos  por  el  que  le  suceda  ó por  el 
del  legítimo : 

1°  Si  el  soberano  legítimo  ha  reconocido  al  gobierno  intermediario 
por  medio  de  una  paz  anterior  ó posterior,  ó si  ha  accedido  á algún 
acto  especial  del  conquistador,  bien  por  una  declaración  explícita  ó 
implícita  de  su  voluntad,  ó bien  por  un  tratado  celebrado  con  el 
mismo  gobierno  conquistador  ó con  una  tercera  potencia.  El  hecho 
del  reconocimiento  del  rey  de  Westfalia,  obligó  á Prusia,  en  el  caso 
ántes  citado,  á sostener  la  validez  de  aquellas  enagenaciones. 

2o  Si  son  conformes  á los  principios  de  la  constitución  y adminis- 
tración anteriores. 

3o  Si,  aunque  no  sean  conformes  á estos  principios,  han  sido  nece- 
sarios ó de  indudable  utilidad. 

4o  Si  el  conquistador  ha  usado  de  su  poder  para  exigir  á un  indi- 
viduo, súbdito  ó no  del  Estado,  el  pago  de  una  déuda  á favor  del 
mismo  Estado,  ó el  cumplimiento  de  una  obligación  cualquiera.  En 
estos  casos  el  soberano  legítimo  no  podrá  anular  lo  hecho  sin  indem- 
nizar completamente  á los  interesados. 

5o  Lo  mismo  sucederá  cuando  los  actos  del  gobierno  intermediario 
han  tenido  lugar  en  provecho  del  Estado. 

6o  Si  el  comprador  ha  hecho  mejoras  reales  en  la  cosa  de  que  se  le 
va  á despojar,  puede  y debe  exigir  la  indemnización  correspondiente. 

Esta  enumeración  de  Klüber  fija  reglas  generales  para  resolver 
todas  las  cuestiones  que  ocurran  acerca  del  dominio  público,  y la  pro- 
piedad particular  por  los  cambios  fundamentales  del  gobierno  y sig- 
nificación política  de  un  país.  Pero  no  siempre  se  lian  tenido  en 
cuenta  estas  reglas,  que  se  fundan,  sin  embargo,  en  principios  de 
verdadera  justicia  y equidad,  confirmados  mas  y mas  cada  día,  ya 
por  los  tratados,  ó ya  por  el  uso  y práctica  de  las  naciones. 

* Wheaton,  Elemente  du  Droil  inlcrnational,  vol.  I,  PP-  40-42;  Grolius,  Le  uroit 
de  la  ejuerre  el  de  la  paix,  édilion  Guülaumin  annotée  par  Pradicr-l'oderé,  liv.  a 
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ncsponsa-  s 71.  La  responsabilidad  de  los  actos  de  \iolcncia  comc- 
bilida i (lo un  “ 1 . .1  ... 

goincrno  nur  tidos  por  un  gobierno,  aun  cuando  mere  ilegitimo,  recae 

los  acios  do  1 0 , • i 1 • 

violencia  doi  gl  ciuc  le  sucede,  liasta  un  punto  tal  qUC  111  Cl  camino 

que  le  ha  pro-  1 ....  „ 

cedido.  Je  dinastía  le  eximiría  de  ella. 

En  los  tratados  de  paz  de  1814  y 1815  las  potencias  aliadas  aplicaron 
este  principio  contra  Francia  en  todo  rigor.  Lo  mismo  sucedió  en  las 
negociaciones  entre  los  Estados-Unidos  norte-americanos,  Francia, 
Holanda  y el  reino  de  Ñapóles  con  motivo  de  las  presas  y confisca- 
ciones hechas  á consecuencia  de  los  decretos  dados  por  Napoleón  I 
en  Berlín  y Milán.  La  responsabilidad  del  gobierno  por  estas  presas 
y confiscaciones  ha  sido  terminantemente  reconocida  en  el  tratado 
entre  Francia  y los  Estados-Unidos  de  1831  : y por  el  gobierno  tradi- 
cional del  antiguo  reino  de  Ñapóles  con  motivo  de  las  conliseacioncs 
de  buques  que  liabia  decretado  el  gobierno  de  Murat.  * 

como  se  § *72.  Hemos  visto  los  efectos  que  el  cambio  funda- 
Ecran^aficuñ  mental  de  un  Estado  produce  en  la  esfera  del  derecho  inter- 
nacional. Veamos  ahora  como  pueden  los  Estados  perder 
su  soberanía. 

Es  claro  que  si  dos  Estados  se  amalgaman  bajo  una  unión  real, 
constituyendo  un  cuerpo  político  común  y como  una  sola  naciona- 
lidad en  frente  de  las  demás  naciones,  este  hecho  terminará  con  la 
soberanía  anterior  particular  de  los  dos.  La  incorporación  es  también 
uno  de  los  medios  porque  pierden  los  Estados  su  soberanía.  El 
antiguo  principado  de  Gales  y los  reinos  de  Escocia  é Irlanda  perdie- 
ron la  suya  incorporándose  á Inglaterra.  Lo  mismo  sucedió  á Nor- 
mandía  con  Francia.  Los  antiguos  Estados  italianos  la  han  perdido 
por  la  formación  de  uno  nuevo,  y también  la  perdieron  las  siete  Pro- 
vincias Unidas  que  agregadas  á los  Países  Bajos  austríacos  formaron, 
bajo  el  príncipe  de  Orange,  este  reino. 

¿Y  cuáles  serán  los  electos  generales  de  esta  total  extinción  de  la 
soberanía  de  un  Estado?  Perdida  esta  no  es  posible  dudar  que  con- 
cluyen todas  las  relaciones  de  derecho  público  que  se  fundaban  en 
aquella  suprema.  Solo  se  conservarán  de  ellas,  por  tanto,  las  que  sean 
compatibles  con  el  nuevo  orden  de  cosas,  ó aquellas  cuya  continuación 
haya  sido  expresamente  estipulada.  Continuarán,  sin  embargo,  con 

ch.  14,  § 16;  K! übcr,  Droit  des  Gens,  sect.  2,  ch.  1,  § 259,  p.  333;  Vattel,  Droit 
des  Gens,  édition  Guiilaurnin  aunotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  1,  ch.  1,  § 260,  261; 
Puffendorf,  De  Jure  natura!  el  rjentium,  lib.  8,  cap.  12,  § 1-3;  HeíTter,  Droit  Inter- 
national, § 188;  Rotteck  und  Welcker,  Staats-Lexikon,  Artikel  Domaincn-YcrJcauf ; 
Conversa/ions-Lexieon,  Artikel,  Domainen-Vcrkauf. 

W beatón,  Eleincnts  du  Droil  inlcrnalional,  pt.  1,  ch.  2,  § 11,  p.  42. 
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.su  antigua  fuerza  obligatoria  todos  los  derechos  y relaciones  privadas 
La  desaparición  de  un  Estado  no  puede  nunca  destruir  las  obliga 
•ciones  y derechos  de  los  particulares.  * 

S 73.  Si  la  soberanía  de  un  Estado  se  pierde  por  la  división  do 
-incorporación  a otro,  asi  como  por  la  unión  real  de  varios,  varios, 
se  pierde  igualmente  por  la  división  de  uno  en  varios.  Las  con- 
secuencias bajo  este  punto  de  vista  son  enteramente  iguales.  Desde  que 
un  Estado  se  divide  ó fracciona,  ha  dejado  de  ser  lo  que  era  ánlcs, 
su  soberanía  se  ha  fraccionado  también  y perdido  su  carácter  por  este 
fraccionamiento.  No  existe  ya  el  antiguo  centro  común.  Según  los 
principios  generalmente  admitidos,  las  obligaciones  que  pesaran  en  este 
caso  sobre  el  antiguo  Estado  son  obligaciones  también  para  los  nuevos, 
á no  ser  que  hayan  sido  objeto  de  estipulaciones  especiales.  Esla  doc- 
trina ha  sido  reconocida  en  el  tratado  que  fundó  el  nuevo  reino  de 
Bélgica,  y en  muchas  decisiones  importantes  de  los  tribunales. 

Según  Kent,  cuando  un  Estado  se  divide  en  dos,  sin  compartir 
por  medio  de  disposiciones  especiales  las  obligaciones  que  sobre  él 
pesen,  estas  se  pagarán  mancomunadamente  por  ambos. 

Story  sostiene  los  mismos  principios  y dice,  que  la  división  de  un 
Estado  no  supone  la  acumulación  de  las  obligaciones  ántcs  contraídas. 
No  puede,  en  efecto,  admitirse  otra  doctrina  mas  racional  y conforme 
á la  justicia. 

Esta  misma  doctrina  se  aplica  á la  incorporación  de  un  Estado  ó 
varios  en  otro.  En  esta  incorporación  debe,  no  obstante,  notarse 
si  los  Estados  constituyen  una  confederación  ó una  soberanía  central, 
•es  decir,  un  Estado  compuesto:  en  el  primer  caso  tendrían  que  cum- 
plir sus  respectivas  obligaciones : en  el  segundo  es  preciso  atenerse  al 
carácter  y significación  de  la  nueva  soberanía.  Si  los  Estados , al 
formar  el  Estado  compuesto,  se  han  privado  por  la  naturaleza  misma 
de  su  nueva  constitución  de  los  medios  de  cumplir  sus  antiguas  obli- 
gaciones, es  indudable  que  este  cumplimiento  corresponderá  al  gobierno 
central.  Si  no  se  han  privado  de  ellos  sucederá  lo  mismo,  en  el 
cumplimiento  de  sus  obligaciones  anteriores,  que  si  hubieran  loimado 
una  confederación.  ** 

* Heffter,  Droit  international,  § 25,  p.  50;  Wheaton,  Elem.  da  Droit  interna tional, 
,p!~  1,  ch.  2,  §§  8,  9-  Grotius,  Droit  de  la  guare  el  de  la  paix,  cdilion  Guillaumm 
annolée  par  Pradier-Foderé.  liv.  2,  ch.  9,  § 6;  Bello,  Derecho  internacional,  pt.  1, 
cap.  1,  § 8;  Puflendorf  De  Jure  Natura:  el  Gentium,  lib.  8,  cap.  12,  § 9,  Phillimore 
On  Int.  law,  vol.  I,  § 125. 

**  Halleck,  International  law,  ch.  3,  § 27,  pp.  78,  79;  Wheaton,  Elcmcnts  du 
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S 74.  Los  Estados  tienen  en  virtud  de  la  lev  misma  de 

lndepen-  c 

encía  de  un  su  organización  y de  sus  derechos  de  soberanía,  una  esfera 
stado  sobe-  ° J 

rano.  de  acción  propia,  exclusiva,  particular  á cada  uno.  En  esta 
son  completamente  independientes,  y como  sin  ella  es  imposible  la 
existencia  de  esas  grandes  personalidades  cuyas  relaciones  dan  origen 
al  derecho  internacional , se  comprende  fácilmente  la  importancia 
incuestionable  de  los  derechos  y deberes  que  reconozcan  este  funda- 
mento. La  soberanía  de  un  Estado  implica  necesariamente  su  inde- 
pendencia. En  su  cualidad  de  personas  morales  y libres,  tienen  en  si 
mismos  su  propio  íin,  y no  deben  servir  de  medios  á los  otros.  Los 
Estados,  pues,  son  verdaderamente  independientes,  y uno  de  sus 
primeros  deberes  es  el  reconocimiento  recíproco  de  esta  indepen- 
dencia. 

Algunos  publicistas  han  dividido  en  dos  grandes  grupos  los  dere- 
chos de  los  Estados.  Esta  división  se  funda  en  el  carácter  especial  de 
la  soberanía  é independencia  de  las  naciones,  y en  el  de  algunas  rela- 
ciones internacionales  pasajeras  y transitorias.  La  denominación  que 
han  dado  á estos  dos  grupos,  ha  sido  la  de  derechos  absolutos,  ó pri- 


droit  International , pt.  1,  ch.  “2,  § 9;  Heffter,  Droit  international,  § 25;  Wildman, 
Ini.  law,  vol.  I,  p.  68;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  I,  § 137;  Grotius,  Droit 
de  la  rjuerre  et  de  la  paix,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé  liv.  2, 

ch.  9,  § 10;  Merlin,  Iiepertoirc  verb.  souveraineté;  Zacharia,  Staats  un  Bundesrecht. 
§ 58. 
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Indepen- 
dencia de  un 
Estado  en  la 
constitución 
d¿  su  gobier- 
no interior. 


mitivos  ó téticos  y relativos,  ó condicionales  ó hipotéticos.  Los  abso 
lutos  son  aquellos  que  existen  á consecuencia  ele  la  vida  misma  del 
Estado,  y sin  los  cuales  no  podrían  tampoco  ser.  Hay  una  relación 
íntima  ó de  esencia  entre  el  Estado  y estos  derechos  absolutos.  Los 
relativos  ó condicionales  son  aquellos  que  nacen  en  circunstancias 
particulares,  que  son  como  accidentales  en  la  vida  del  Estado  y no 
absolutamente  necesarios  para  su  existencia.  Como  ejemplo  de  esta 
clase  de  derechos  pueden  ser  citados  los  que  se  derivan  de  las  guer- 
ras, y los  que  resultan  de  algunas  relaciones  de  amistad  cnlrc  los 
Estados.  * 

§ 75.  Si  los  Estados  son  recíprocamente  independientes 
y como  séres  morales,  distintos  unos  de  otros,  debe  admi- 
tirse como  consecuencia  lógica,  que  tienen  derecho  á deter- 
minar y organizar  su  constitución  interior.  Así,  es  ley  gene- 
ral de  las  naciones  que  ningún  Estado  puede  abolir,  cambiar  ó establecer 
la  constitución  interior  de  otro,  sean  cualesquiera  las  instituciones 
políticas  que  adopte  y los  gobiernos  que  organice.  Pero  esta  ley  es 
aplicable  solo  en  su  propio  y legítimo  terreno.  Suponer  que  una 
nación  puede  determinar  cambios  en  su  manera  de  ser  que  afecten 
en  más  ó en  menos  la  seguridad  ó los  derechos  de  otra,  y que  es 
libre,  independiente  é irresponsable  en  la  determinación  de  estos 
cambios,  es  ir  mas  allá  de  la  razón  y del  principio  án  tes  establecido. 
Una  nación  es  independiente  para  determinar  su  forma  de  gobierno 
y sus  instituciones,  siempre  que  no  lastime  ó niegue  la  independencia 
de  las  demás.  En  este  sentido,  puede  admitirse  en  toda  su  exten- 
sión la  doctrina  que  hemos  expuesto,  y el  Estado  que  se  atreva  á 
quebrantarla,  podrá  ser  mirado  como  perturbador  de  la  paz  pública. 

Este  mismo  derecho  que  tienen  los  Estados  para  crear  su  consti- 
tución política  y determinar  su  forma  de  gobierno,  siempre  que  no 
nieguen  ó limiten  la  independencia  de  los  demás,  le  tienen  también 
en  la  elección  de  sus  propios  gobernantes.  En  las  dinastías  heredita- 
rias, la  sucesión  al  supremo  poder  está  determinada  por  las  lejos  de 
su  constitución,  siendo  asunto  exclusivo  de  la  nación  el  resohci  todas 
las  cuestiones  que  se  originen.  En  los  Estados  electo  os,  la  elección 
del  jefe  es  asunto  también  de  la  competencia  exclusiva  de  la  nación, 

* Kliiber,  Droit  des  aens  §§  36,  45;  Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin, 
annotáe  de  Pradier-Foderé  prélim.,  § 15;  Wheaton,  Elern.  du  Droit  International, 

Pt.  2,  cb.  § i? §8  ».  35;  Ortol.»  Dp^Ue  te  la 
mer,  liv.  i,  ch.  8;  Bello,  Derecho  internacional,  pt.  1,  cap.  1,  § O K“Iuel  °> 
Derecho  internacional,  lib.  1,  tit.  1,  sec.  J,  cap.  5;  Rayneval,  Inst.  du  droit  na 
lurcl,  liv.  2,  ch.  1. 
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que  la  verificará  con  arreglo  á las  leyes.  Ni  en  uno  ni  en  otro  caso 
puede  justificarse  la  intervención  de  un  Estado  ó gobierno  extranjero.  * 
8 76.  Pero  si  la  independencia  de  los  Estados  es  abso- 

Interven-  1*1 

cioncs.  lufa,  y los  derechos  que  les  corresponden  también  ¿sobre 
qué  principios  se  fundarán  las  intervenciones?  Un  Estado  inde- 
pendiente tiene  derecho  á aumentar  su  población,  sus  riquezas,  su  ter- 
ritorio, á extender  su  poder  y su  influencia,  á mejorar  las  condiciones 
de  su  industria  y su  comercio,  á aumentar  ó disminuir  su  ejército  y 
armada.  Esto  lia  sido  reconocido  por  todos  los  publicistas  y por  el 
uso  y práctica  de  las  naciones.  Pero  el  ejercicio  de  este  derecho  tiene 
que  acomodarse  con  el  que  á todos  corresponde.  De  otro  modo,  se 
convertiría  en  privilegio  y echaría  por  tierra  no  solo  el  principio  de 
igualdad  de  los  Estados,  sino  su  misma  independencia  y soberanía. 

El  desarrollo  natural  de  una  nación,  su  aumento  de  población  y 
de  poder  y aun  de  territorio  no  pueden  justificar  por  sí  mismos  una 
intervención.  Necesítase  para  esto  hechos  de  otra  naturaleza,  que 
vengan  á destruir  en  un  momento  dado  y para  una  gran  parte  de 
las  naciones  (para  los  Estados  de  todo  un  continente,  por  ejemplo, ) 
el  sistema  de  relaciones  internacionales  establecido,  la  situación  exte- 
rior creada  y protegida  por  ese  sistema.  Por  esta  razón  las  interven- 
ciones no  pueden  verificarse  para  impedir  el  desarrollo  de  la  civili- 
zación en  un  país  ó destruir  sus  riquezas  y talar  sus  campos.  El  ori- 
gen y la  causa  de  todas  las  intervenciones  está  en  una  relación  de 
derecho  internacional  que  se  quiere  sostener  por  los  Estados  que 
intervienen  y romper  por  los  intervenidos. 

La  intervención  motivada  por  el  aumento  del  ejército  y la  armada 
de  un  Estado,  no  puede  justificarse  cumplidamente  sino  en  el  caso  en 
que  este  aumento  de  fuerzas  militares  inspire  serios  y fundados  temo- 
res á los  demás.  \,  aun  entonces,  las  explicaciones  y declaraciones 
diplomáticas  podrán  cortar  el  conflicto  en  su  nacimiento.  Tampoco  se 
considera  como  causa  justificada  de  intervención  la  adquisición  de 
colonias  ó territorios  situados  á gran  distancia  de  la  metrópoli.  Este 
engrandecimiento,  como  dicen  algunos  publicistas,  es  mas  bien  causa 

, Grotius,  Droit  de  la  Querré  et  de  la  paix,  édition  Guillaumin,  annotée  par 
1 iadier-Foderé,  liv.  2,  ch.  9,  § 8;  Whealon,  Elémenls  du  droit  internnlional, 
Pt-  2,  ch.  t,  §§  12,  15;  Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  §§  76,  78;  Phillimore, 
On  int.  law,  vol.  I,  §§  148,  389,  390;  Wildman,  Int.  lato , vol.  I,  pp.  47,  68; 
attel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  prélim,  § 22, 
1V-  1,  ch.  5,  §§  66,  67;  Kent,  Com.  on  am.  law,  vol.  I,  p.  21;  HeíTlor,  Droit 
»«erna  tonal,  § 26;  Ortolan,  Diplomatie  de  la  mer,  liv.  1,  ch.  2;  Bynkershoek, 
Quaesl.  jur.  pub .,  lib,  2,  cap.  21,  8 1. 
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y origen  de  debilidad  para  el  Estado  que  lo  verifica.  Las  colonias,  en 
efecto,  Iráen  siempre,  en  período  más  ó menos  largo,  grandes  y á 
veces  insolubles  cuestiones. 

¿Cuáles  son,  pues,  los  motivos  en  que  puede  fundarse  la  interven- 
ción de  un  Estado  en  otro?  Las  opiniones  de  los  publicistas  son  con- 
tradictorias, unos  sostienen  como  principio  general  y absoluto  la  no 
intervención,  miéntras  que  otros  establecen  excepciones  que  la  justi- 
fican. No  es  nuestro  propósito  discutir  la  lógica  de  este  raciocinio. 
Pero,  lo  cierto,  lo  indudable  es  que  las  intervenciones  han  existido  y 
existen  en  las  relaciones  internacionales,  que  constituyen  un  hecho 
importantísimo  que  no  es  posible  desconocer,  y que  se  pueden  esta- 
blecer con  entera  seguridad  las  reglas  y condiciones  en  que  deben 
racionalmente  fundarse,  por  lo  menos  en  el  estado  actual  del  derecho 
internacional  y de  las  relaciones  y situación  de  los  Estados. 

Heffter  dice  : que  las  intervenciones  propiamente  dichas  pueden  jus- 
tificarse solamente  en  estos  cuatro  casos  : 

Io  Cuando  la  intervención  tiene  lugar  con  el  consentimiento  for- 
mal del  Estado  que  la  sufre,  ó en  virtud  de  una  cláusula  expresa  de 
un  tratado  público  que  tenga  por  objeto  garantir  la  constitución  de 
un  Estado,  y hacer  exigióle  esta  garantía  en  circunstancias  dadas.  En 
las  Confederaciones,  la  Constitución  ó pacto  fundamental  determinará 
hasta  que  punto  pueden  ser  aceptables  y legítimos  los  cambios  inte- 
riores que  efectúe  cada  Estado  en  particular. 

2o  Cuando  los  cambios  interiores  que  se  verifiquen  en  un  Estado 
perjudiquen  los  derechos  legítimos  de  un  vecino.  Tal  sucede  si  estos 
cambios  producen  el  resultado  de  privar  á un  soberano  extranjero  de 
sus  derechos  eventuales  de  sucesión,  ó de  sus  derechos  señoriales. 

3o  También  tendrán  derecho  de  intervención  para  poner  termino 
á una  guerra  intestina  que  devore  y consuma  la  existencia  de  uno  ó 
muchos  países,  las  naciones  que  admitan  entre  sí  un  lazo  de  derecho 
común  y que  alimenten  un  comercio  recíproco,  fundándose  en  los 
principios  de  humanidad. 

4o.  Las  intervenciones  se  justifican  igualmente  cuando  tienen  por 
objeto  impedir  que  un  Estado  se  mezcle  en  los  asuntos  inteiioies  de 
otro,  de  modo  que  cree  un  precedente  atentatorio  á la  independencia 
y seguridad  de  los  demás. 

El  ejemplo  elegido  por  Heffter  para  explicar  el  caso  según»  o, 
no  es  en  la  situación  presente  de  los  pueblos  de  Euiopa  \ Amélica 
de  gran  oportunidad.  Según  él,  la  intervención  de  España  á favor 

de  la  duquesa  de  Parma  cuando  este  Estado  entró  á formar  parte  del 
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nuevo  reino  de  Italia,  hubiera  sido  justa  y digna  de  respeto.  Y si 
los  derechos  eventuales  de  un  soberano  extranjero  no  pueden  hoy 
justificar  generalmente  una  intervención,  ménos  podrán  hacerlo  sus 
derechos  señoriales,  tradición  de  una  época  cuyos  principios  6 
instituciones  no  están  conformes  con  el  espíritu  moderno. 

Ya  en  el  siglo  xvn  Grotius  liabia  establecido  el  principio  de  que 
la  posibilidad  de  ser  atacados,  no  daba  el  derecho  de  convertirse  en 
agresores,  echando  así  por  tierra  las  bases  y fundamentos  del  derecho 
de  intervención.  Por  que  si  la  posibilidad  de  un  ataque  no  justifica 
este  derecho,  tampoco  lo  justilicará  la  pérdida  de  preponderáncia,  ni 
el  desequilibrio  entre  las  grandes  potencias,  ni  todos  esos  motivos, 
eníin,  sobre  que  se  han  basado  y basan  las  intervenciones.  Grotius 
en  este  punto  se  dejó  dominar,  mas  bien  por  una  generosa  aspiración 
ó por  la  aplicación  de  un  principio  de  moral  individual  á la  esfera 
de  las  naciones,  que  no  por  la  práctica  de  los  Estados  y los  principios 
del  derecho  internacional. 

Yattel  opina  que  si  una  nación  se  mezcla  en  los  asuntos  peculiares 
de  otra,  sin  que  esté  autorizada  para  hacerlo,  en  virtud  de  convenios 
existentes,  se  expone  á ser  tratada  como  enemiga.  Empero,  un  Es- 
tado puede  ofrecer  á otro  sus  buenos  servicios. 

Martens  conviene  en  que  un  Estado  puede  oponerse  á ciertos  cam- 
bios que  se  verifiquen  en  otro,  siempre  que  estos  sean  contrarios  á 
derechos  particulares  que  hayan  sido  reconocidos,  ó á su  propia  segu- 
ridad y conservación.  Esta  doctrina  es  ya  mas  precisa,  práctica  y 
completa  que  la  de  Grotius  y Yattel. 

Wlieaton  establece  como  principio,  que  todo  Estado  independiente 
puede  aumentar  su  territorio,  su  población,  sus  riquezas,  por  medios 
legítimos  en  virtud  de  su  propia  soberanía,  y que  la  única  limita- 
ción que  en  la  práctica  encuentra,  es  que  se  aplica  igualmente  á 
todos  los  Estados.  Establecido  este  principio  llega  fácilmente  á fundar 
el  derecho  de  intervención. 

Ileíítcr  después  de  enumerar  los  casos  que  ya  hemos  citado  y de 
declarar  que  el  principio  de  no  intervención  es  el  solo  verdadero  y 
real  dice,  que  los  cambios  que  ocurran  en  un  pais  de  naturalera  ame- 
nazadora para  la  existencia  ó intereses  de  los  Estados  vecinos,  auto- 
rizan solamente  el  empleo  de  medidas  preventivas  ó de  negociaciones 
amistosas.  Por  esto,  añade,  si  en  un  Estado  se  organiza  un  centro 
de  propaganda  con  el  fin  do  hacer  circular  por  los  otros  teorias 
v principios  subversivos,  se  podrá  recurrir  al  establecimiento  de  un 

cordon  militar,  á exigir  garantías,  á la  retorsión,  etc.,  etc. 
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No  nos  proponemos  tratar  la  cuestión  teórica  del  derecho  de  inter- 
vención sino  por  medio  de  la  cuestión  práctica  Desde  el  mo- 
mento en  que  son  un  hecho  en  las  relaciones  internacionales , 
y este  hecho  no  puede  desconocerse,  constituyen  también  un 
derecho,  cuya  tendencia  y apreciación  corresponden  lógica  y ne- 
cesariamente al  derecho  internacional.  Esta  consideración,  que  á 
nuestro  entender  resuelve  clara  y distintamente  un  punto  sobre  el  cual 
han  vacilado  los  mas  grandes  tratadistas,  va  á ser  plenamente 
confirmada  en  el  estudio  de  las  intervenciones  mas  importantes  de  la 
historia  moderna. 

En  el  principio  del  equilibrio  délos  Estados  en  el  cual  se 

OrígeD  di 

han  buscado  las  garantías  del  orden  internacional  v de  íasimervon- 

. J ciones.— In- 

la  paz  publica,  ha  dominado  casi  por  completo,  desde  las  ten-endones 

en  los  siglos 

grandes  luchas  de  la  casa  de  Austria,  el  hecho  de  las  xvi-xvu. 
intervenciones.  Las  luchas  religiosas  que  destrozaron  la  Europa  en  los 
siglos  xvi  y xvii,  fueron  también  causa  fundamental  de  grandes  inter- 
venciones y de  frecuentísimos  atentados  contra  la  soberanía  interior 
de  los  Estados  hasta  la  paz  de  Westfalia.  Los  intereses  políticos,  mez- 
clados con  el  ardor  propio  de  estas  luchas,  contribuyeron  no  poco  á 
estas  intervenciones.  Así,  dos  grandes  principios,  el  del  equi- 
librio europeo  y el  religioso  fundan  y legitiman  las  interven- 
ciones que  tuvieron  lugar  en  tiempo  de  Carlos  V y de  Felipe  lí, 
ya  á favor  del  partido  católico  en  Francia,  Inglaterra  y Alemania,  ya 
en  contra  del  colosal  poder  de  España,  que  amenazaba  absolverlo  lodo 
bajo  su  dominio,  creando  una  monarquía  universal,  un  nuevo  impe- 
rio romano.  La  paz  de  Westfalia  cierra  el  período  de  estas  luchas, 
da  estabilidad  á los  Estados  en  sus  relaciones  mutuas,  reconoce  la 
tolerancia  religiosa.  Pero  la  estabilidad  creada  por  este  tratado,  que 
no  podía  ser  definitiva,  porque  el  carácter  de  todas  las  soluciones 
históricas  es  pasagero  y transitorio,  fué  rota  en  el  reinado  do 
Luis  XIV,  y nuevas  guerras  entre  Francia  y Austria  y los  Estados 
protestantes  de  Alemania,  y nuevas  revoluciones,  y nuevas  interven- 
ciones como  consecuencia  de  este  estado  general  de  Europa  y fon- 
dadas en  él,  y,  por  tanto,  por  él  legitimadas,  tuvieron  lugar.  Si  en 
estas  no  se  aplicaron  los  principios  actuales  del  derecho  de  gentes, 
tampoco  lo  aplicaron  en  aquellas  guerras.  La  forma  de  las  interven- 
ciones no  tiene  nada  que  ver,  en  este  concepto,  con  el  piincipio 
histórico  que  las  funda.  Esta  es  la  causa  del  hecho  que  observa 
Wheaton  cuando  dice,  que  de  estas  intervenciones  no  se  pueden 

deducir  reglas  de  conducta  lija  aplicables  en  circunstancias  análogas. 
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La  revolución  francesa  fue  después  del  metimiento 
ei'mcTen11  los  religioso  del  siglo  xvi  y de  la  revolución  de  Inglaterra 
xvní-xix.  en  el  xvii,  el  hecho  que  ejerció  mayor  inllucneia  en  los 
destinos  del  mundo,  y,  por  consiguiente,  en  la  organización  y relacio- 


nes de  los  Estados.  Todas  las  coaliciones  formadas  contra  Francia, 
desde  1789  hasta  el  congreso  de  Aix-la-Chapelle,  reconocieron  por 
motivo  los  grandes  peligros  que  la  revolución  ofrecía  para  la  conser- 
vación del  orden  monárquico  en  Europa,  y del  equilibrio  de  los 
Estados.  El  derecho  de  intervención  era,  pues,  clara  y resueltamente 
sostenido  en  estas  coaliciones.  Francia,  al  contrario,  pretendía  la  legiti- 
midad del  derecho  de  no-intervencion,  fundándose  en  la  soberanía  é 
independencia  de  las  naciones.  Las  coaliciones  contra  Francia  dieron 
al  fin,  por  resultado,  la  conclusión  de  una  alianza  permanente  entre 
Inglaterra,  Austria,  Prusia  y Rusia  ; y el  pensamiento  general  de  esta 
alianza,  según  los  tres  últimos  Estados,  era  organizar  un  sistema  de 
intervención  en  Europa  á favor  de  las  instituciones  monárquicas  y en 
contra  de  las  tendencias  revolucionarias  de  los  pueblos.  La  conserva- 
ción de  las  instituciones  tradicionales  combatidas  por  el  huracán  de 
las  revoluciones  fué  la  idea,  pues,  que  sirvió  de  base  á las  coaliciones 
é intervenciones  que  cierran  la  historia  de  Europa  en  el  siglo  xvm,  y 
abren  la  del  xix.  Estas  intervenciones  reconocen  un  fundamento 
legítimo  á la  manera  de  las  de  los  siglos  xvi  y xyii. 

Pero  el  sistema  de  intervención  perpetua  que  sostenían  las  potencias 
aliadas  no  podía  tener  los  resultados  prometidos.  La  revolución  fran- 
cesa había  sido,  si  se  nos  permite  la  palabra,  normalizada,  no  vencida, 
y los  acontecimientos  que  siguieron  al  congreso  de  Aix-la-Chapelle  lo 
prueban  concluyentcmente.  Inglaterra  fué  en  esta  ocasión  quien  se 


opuso  á las  pretensiones  de  Austria,  Prusia  y Rusia,  y á las  conclu- 
siones de  los  congresos  de  Troppau  y Laybach.  Las  medidas  que 
tomaron  las  grandes  potencias  relativamente  á la  revolución  de  Nápoles 
de  1820,  se  consideraron  por  el  gobierno  inglés  como  tendiendo  á 
establecer  un  protesto  perpétuo  de  intervención  de  los  Estados  de 
primer  orden  de  Europa  en  los  demás.  Inglaterra  no  admitía 
las  conclusiones  de  estos  congresos,  fundándose  en  que  la  ejecución  de 
ellas,  si  había  de  ser  recíproca,  era  contraria  á sus  propias  leyes,  y 
por  que  además  las  estimaba  peligrosas  para  poderlas  aceptar  como 
principios  autorizados  de  derecho  de  gentes, 
ncciara-  El  gobierno  inglés  hizo  con  este  motivo  declaraciones 
ftiutcrm ""  du  muchísima  importancia.  Manifestó  que  solo  reconocía 
uc  el  derecho  de  intervención,  cuando  fueran  seria  y real- 
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mente  amenazados  la  seguridad  é intereses  esenciales  do  ch<>  do . Ber- 
lín Estado  por  los  cambios  que  en  otro  sobrevinieran,  y que  el  Vjcr 
cicio  de  este  derecho  no  podía  justificarse  sino  en  casos  de  urgente 
necesidad.  Agregaba,  que  el  derecho  de  intervención  no  podía  definirse 
en  términos  generales  y aplicarse  con  este  carácter  de  generalidad 
á todos  los  movimientos  populares,  sino  que  tenia  que  acomodarse  á 
estos  movimientos  y ser  una  medida  particular  y sui  generis , según 
los  casos,  sin  que  debiera  establecerse  un  principio  general  de  inter- 
vención como  base  de  una  alianza  ó tratado.  El  gobierno  inglés  com- 
pletaba su  pensamiento  diciendo,  que  el  ejercicio  del  derecho  de  ínter- i 
vención  era  una  excepción  de  los  principios  generales  de  dere-  ' 
cho  de  gentes,  únicamente  admisible  en  circunstancias  especiales;  \\ 
que  no  se  pueden  fijar  ni  determinar  préviamente  sin  inconvenientes 
gravísimos  y que  no  pueden  figurar  en  las  relaciones  diplomáticas 
de  los  Estados,  ni  en  un  sistema  de  derecho  de  gentes  (1). 


La  celebración  del  congreso  de  Yerona  en  1822  y las 

° J Inlcrvcn- 

conclusiones  admitidas  por  él,  que  sirvieron  do  base  á ciim  n-ancc*» 

1 1 en  España  caí 

la  intervención  francesa  en  España,  dieron  motivo  á que  1«-3- 
el  gobierno  inglés  manifestara  nuevamente  su  Opinión  acerca  de 
las  intervenciones.  En  la  comunicación  pasada  por  lord  Caslle- 
reagh  á los  aliados,  en  mayo  de  1823,  sostiene  que  un  Estado  no 
tiene  derecho  para  exigir  de  otro  un  cambio  interior  de  gobierno, 
ni  mucho  menos  para  amenazarle  con  la  fuerza,  si  se  niega  á reali- 
zarlo. En  su  concepto,  la  revolución  española  que  no  había  tenido 
consecuencias  exteriores,  no  podía  justificar  una  intervención.  Expli- 
caba el  espíritu  de  las  antiguas  coaliciones  contra  Francia,  y declaraba 
que  estas  no  habían  tenido  otro  objeto  que  librar  al  continente  europeo 
de  su  dominación  militar,  y que  una  vez  conseguido  esto,  debia 
estarse  á la  posesión,  establecida  por  los  tratados  de  paz  bajo  la  pro- 
tección de  los  Estados  aliados.  Afirmaba  también,  que  aquella  alianza 


no  podía  tener  por  objeto  formar  un  centro  que  tendiera  al  gobierno 
del  mundo,  ó á ejercer  una  perpetua  vigilancia  en  los  asuntos  inte- 
riores de  los  demás  Estados.  Lord  Castlereagh  decía,  que  el  gobierno 
inglés  no  tenia  noticia  alguna  de  que  España  proyéctala  la  ¡n\a 
sion  del  territorio  francés,  ni  de  seducir  su  ejéi cito  ó eehai  poi 
tierra  sus  instituciones  políticas,  y que  mientras  el  combate  y a 
agitación  no  salvasen  las  fronteras  españolas,  no  descubría  motivo 
alguno  que  justificara  una  intervención  extranjera.  Cuando  á princi- 


(1)  Despacho  de  lord  Castlereagh  de  10  de  Enero  de  1*21. 
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píos  de  este  siglo,  añadía  lord  Castlercagh,  se  aliaron  todas  las  poten- 
cias de  Europa  contra  Francia,  fué  por  que  esta  trató  de  imponer 
por  las  armas  sus  principios  y su  absoluta  preponderancia. 

La  doctrina  que  se  desprende  de  estas  dos  declaraciones  no  puede 
ser  mas  terminante.  Para  el  gobierno  inglés,  el  derecho  de  interven- 
ción es  de  indudable  legitimidad ; pero  no  puede  constituirla  base  de 
un  sistema  de  derecho  internacional,  ni  puede  aplicarse  del  mis- 
mo modo  y bajo  la  misma  forma,  á tocios  los  casos  particulares  que 
ocurran  en  la  práctica.  Esta  doctrina  expuesta  por  una  nación  de  pri- 
mer orden,  con  motivo  de  los  Congresos  de  Troppau,  Lavbachy 
Verona,  forma  un  precedente  de  gran  autoridad  acerca  del  derecho 
de  intervención. 

En  esta  misma  época  se  agitaba  en  Europa  y en  América  la  gran 
cuestión  de  la  independencia  de  las  antiguas  colonias  y posesiones 
americanas  ele  España.  Debatida  en  los  campos  de  batalla  desde  los 
primeros  años  de  nuestro  siglo,  esta  lucha  tocaba  á su  fin  en  1823. 
La  conducta  seguida  en  este  caso  por  Inglaterra  es,  en  verdad,  notable. 
Las  declaraciones  de  M.  Canning  en  su  correspondencia  con  el  prin- 
cipe de  Polignac,  son  de  un  valor  inestimable,  y revelan  el  importan- 
tísimo papel  desempeñado  por  Inglaterra.  El  gobierno  inglés  declaró 
entonces  que  no  entraría  en  negociaciones  que  tuvieran  por  objeto, 
ya  el  rehusar  ó diferir  el  reconocimiento  de  las  colonias  españolas, 
ó ya  el  esperar  indefinidamente  la  solución  de  esta  cuestión  por  parte 
de  España.  Pero  si  las  declaraciones  del  gobierno  inglés  son  notables, 
aun  lo  son  mas  las  que  con  igual  motivo  hizo  el  gobierno  de  los 
Estados-Unidos  norte-americanos,  porque  ellas  constituyen  la  célebre 
doctrina  de  Monroe,  de  que  pasamos  á ocuparnos.  * 

Doctrina  § 77.  El  poder  de  los  pueblos  de  América  ; el  progreso 
de  Monroe.  realizado  en  poco  tiempo,  lo  mismo  por  la  del  Norte 

que  por  la  del  Sur;  la  significación  general  de  todos  los  Esta- 
dos que  han  aparecido  en  el  nuevo  mundo  con  virtiendo  las  anti- 
guas immensas  colonias  européas  en  otras  tantas  grandes  repúblicas 
ó en  imperios  como  el  del  Brasil,  que  no  por  ser  imperio  es  ménos 
opuesto  en  su  constitución  de  los  pueblos  y monarquías  de  Europa; 
la  actitud  que  en  mas  de  una  ocasión  han  tomado  los  gobiernos  de 

* Wheaton,  Éléments  du  droit  int.,  v.  I,  pt.  2,  ch.  1,  3-5,  pp.  77,  78,  80,  82  ; 
A íittel,  Droit  des  yens,  edition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2,  §56; 
Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  edition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé,  liv.  3, 
ch.  2,  § 74,  note  ; Phillimore,  On  int.  law,  vol.  I,  § 400;  Heffter,  Droit  int., 
§ 44-46;  Riquelme,  Derecho  público  int.,  lih.  1,  tit.  2,  cap.  14;  Manning,  Lato  of 
nalions , p.  98;  Wenck,  Codexjurés  geni.,  v.  I,  p.  3. 
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Europa ; y sobre  todo , la  conducta  seguida  por  Francia  y por 
Inglaterra  con  motivo  de  la  última  gigantesca  lucha  que  ha  ensan- 
grentado los  campos  de  la  república  de  Washington,  y la  intervención 
del  imperio  francés  en  los  asuntos  de  Méjico,  han  dado  una 
importancia  incuestionable  á lo  que  en  el  mundo  político  y diplo- 
mático se  conoce  con  el  nombre  de  doctrina  de  Monroe. 

Apénas  existe  pueblo  de  América  que  en  sus  relaciones  diplomáti- 
cas con  los  Estados  de  Europa  no  haya,  durante  los  últimos  años, 
invocado  la  doctrina  de  Monroe  de  una  manera  terminante,  ó buscado  'í 
apoyo  en  sus  conclusiones.  Apénas  hay  publicista  americano  que  al  i 
tratar  de  las  cuestiones  de  derecho  internacional,  y al  determinar 
los  vínculos  que  deben  unir  la  América  y la  Europa  no  sostenga  la 
legitimidad  de  la  doctrina  de  Monroe.  A su  nombre  se  ha  lirmado 
el  derecho  de  los  pueblos  de  América  á influir  en  la  situación  polí- 
tica de  los  Estados  del  viejo  continente,  se  ha  rechazado  toda  inter- 
vención extraña  en  sus  manos,  se  ha  formado  un  gran  partido  que 
impulsa  en  cierto  sentido  á los  gobiernos  del  nuevo  mundo  y ha 
proclamado  que  los  Estados-Unidos  norte-americanos  podían  y debían 
absolver  á todos  los  demás  pueblos  que  habitan  las  vastas  regiones 
de  aquel  continente.  De  la  doctrina  de  Monroe,  por  tanto,  se  ha 
hecho  á la  vez  un  escudo  y un  arma  de  combate,  y hasta  un  principio 
de  gobierno. 

Su  estudio  no  puede,  pues,  ser  indiferente  al  diplomático,  y el  exacto 
cumplimiento  de  los  principios  en  que  se  funda  debe  importar  mucho 
á los  que  consagran  atención  preferente  á las  cuestiones  de  de- 
recho. 

Esta  doctrina  está  contenida  en  el  discurso  inaugural  de  los  trabajos 
legislativos  pronunciado  por  Monroe,  presidente  de  los  Estados-Unidos 
del  Norte  de  América,  el  dia  2 de  diciembre  de  1822.  En  él  se  encuen- 
tran dos  declaraciones  distintas,  referentes  á los  asuntos  de  política 
exterior,  y que,  sin  embargo,  se  han  confundido  generalmente,  como 
si  no  fueran  mas  que  la  aplicación  de  un  mismo  principio.  La  pri- 
mera es  relativa  á la  toma  de  posesión  por  las  potencias  europeas,  que 
se  fundaban  en  el  título  del  primer  ocupante,  de  algunos  territorios 
del  continente  americano.  El  motivo  fué  una  cuestión  de  límites  que 
preocupaba  á los  Estados-Unidos.  La  segunda,  contenida  en  el  mis- 
mo discurso  inaugural,  se  referia  á la  intervención  de  los  de  Europa 
en  los  asuntos  interiores  de  los  americanos,  y reconocía  por  motivo 
las  guerras  de  independencia  sostenida  por  las  colonias  hispano- 
americanas. 
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8 78.  Dividiremos  de  este  modo  nuestro  trabajo  y empe- 

pnmora  ° ..... 

parto  de  la  zarémos  por  examinar  la  declaración  relativa  a la  ínterven- 

docirinade  1 . . 

Monroe.  De-  ci0n  de  las  naciones  de  Europa  en  los  asuntos  interiores 

c.laracion  re- 
lativa á la  fie  Jos  Estados  de  América. 

intervención 

de  las  poten-  para  el  conocimiento  exacto  y acertada  apreciación 

cías  euro- 
peas en  ios  (ie  esta  parte  de  la  doctrina  de  Monroe  es  preciso  tener 

asuntos  do  1 . , 1 

.América.  muy  en  cuenta  la  significación  general  en  aquella  época 
de  la  política  exterior  de  Europa. 

Hemos  dicho  ya  cual  fué  la  idea  fundamental  de  los 
dcTafgrán-  congresos  de  Aix-la-Chapelle,  Laybach  y Verona.  Si  exte- 
deSEuropaaf  rior  y ostensiblemente  estos  congresos  y estas  alianzas  euro- 
¡a Organiza-  péas  tenían  por  objeto  la  conservación  de  la  paz  en  Europa, 
Estados  de  realmente  y en  el  fondo  no  eran  otra  cosa  sino  un  esfuerzo 
de  los  poderes  tradicionales  en  contra  de  todo  cambio,  de 
toda  innovación.  Tal  fué  la  interpretación  auténtica  hecha  por  Austria, 
Prusia  y Rusia  del  espíritu  de  aquellas  alianzas,  interpretación  plena- 
mente confirmada  por  las  intervenciones  de  España,  Ñapóles  y el 
Piamonte,  y por  el  restablecimiento  de  las  monarquías  absolutas  en 
casi  todas  las  naciones  de  Europa. 

Este  espíritu  dominante  en  el  continente  europeo,  como  no  podia 
menos  de  acontecer,  se  reflejó  en  las  relaciones  de  los  Estados  de 
Europa  con  los  pueblos  de  América. 

Las  colonias  españolas  y portuguesas  en  América  esta- 
clon  de  las  ban  en  completa  insurrección  contra  sus  metrópolis  y 
pallólas  y dominadas  casi  todas  por  el  espíritu  republicano.  Si,  pues, 
portuguesas.  j0§  so]3eranos  dc  Europa  se  habían  unido  y coaligado  para 
sostener  el  absolutismo  de  su  poder,  en  contra  de  los  derechos  de  los 
pueblos,  no  era  de  extrañar  que  estuviesen  dispuestos  á intervenir  en 
los  asuntos  de  América,  ni  menos  que  trataran  de  ayudar  á España 
y Portugal  en  la  reconquista  de  sus  colonias.  La  significación  polí- 
tica del  gobierno  español  en  aquella  época,  era  una  especie  de  garan- 
tía que  imposibilitaba  la  ejecución  de  estos  propósitos.  Pero  verificada 
la  intervención  francesa  en  España,  derrocado  el  sistema  constitu- 
cional y restablecido  el  absoluto,  desapareció  por  completo  aquella 
débil  garantía.  Y antes  de  esta  intervención,  las  grandes  potencias 
européas  habían  declarado  en  Laybach,  que  consideraban  como 
nula  y contraria  á las  leyes  públicas  de  Europa  cualquiera  reforma 
llevada  á cabo  por  medio  de  una  insurrección,  y que  estaban  dis- 
puestas á combatir  el  principio  de  rebelión  en  cualquiera  parle  y bajó 

cualquiera  forma  que  se  presentara,  invocando  para  justificar  esta  regla 
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de  conducta  la  manifestación  que  habían  hecho  en  Troppau,  en  la 
cual  se  afirmaba  que  las  naciones  européas  tenían  el  derecho  impres- 
criptible de  colocarse  en  abierta  hostilidad  contra  los  Estados  que, 
á causa  de  un  cambio  de  gobierno,  ofrecieran  un  ejemplo  peligroso. 

Estas  V otras  declaraciones  semejantes,  y sobre  todo  la 

* * Provectos 

intervención  de  Francia  en  España , hicieron  creer  al  sóbrela  isla 

• de  Cuba. 

gobierno  inglés  que  Francia  trataba  de  engrandecer  su 
territorio  obteniendo  la  cesión  de  alguna  antigua  colonia  española, 
como  por  ejemplo,  la  isla  de  Cuba.  Inglaterra  estuvo  por  este  motivo 
á punto  de  declarar  la  guerra  á Francia;  pero  se  resolvió,  por  último, 
á oponerse  por  medios  diplomáticos  á las  pretensiones  y tendencias 
de  los  demás  Estados  de  Europa. 

Si  la  actitud  de  Francia  inspiraba  recelos  á Inglaterra,  no  los  ins- 
piraba menores  la  de  esta  á aquella.  El  gobierno  francés  llegó  a 
íigurarse  que  Inglaterra  había  decidido  enviar  una  escuadra  a las 
Antillas  y tomar  posesión  de  Cuba.  Así,  esta  isla,  por  uno  de  esos 
accidentes  tan  frecuentes  en  las  relaciones  diplomáticas  de  los  Esta- 
dos, llegó  á ser  como  el  punto  central  á que  se  dirigían  las  miradas 
del  gobierno  francés  y del  gabinete  de  Londres. 

La  situación  de  la  isla  de  Cuba,  por  otra  parte,  no  dejaba,  en  cierto 
modo,  de  justiíicar  los  recelos  de  ambos  gobiernos.  Habíanse  for- 
mado en  ella  dos  partidos  de  los  cuales,  uno  pretendía  la  incorpo- 
ración de  la  isla  á Inglaterra,  y otro  á los  Estados-Unidos.  Este 
último,  mas  fuerte  y decidido  que  el  partido  inglés,  envió  un 
agente  secreto  á Washington,  encargado  de  celebrar  una  conferencia 
con  el  Presidente  de  la  república,  Monroe,  y de  manifestarle,  que  si 
el  gobierno  de  los  Estados-Unidos  ofrecía  su  protección  y admitía  en 
la  unión  norte-americana  á la  isla  de  Cuba,  esta  se  separaría  deíinili- 
vamente  de  España  por  medio  de  una  insurrección  de  éxito  seguro. 

Habían  sido  ya  hechas  á M.  Monroe  estas  proposiciones,  cuando 
supo  por  el  embajador  francés  la  noticia  de  que  Inglaterra  tenia  el 
proyecto  de  apoderarse  de  la  isla  de  Cuba.  El  gobierno  de  los  Esta- 
dos-Unidos no  despreció  la  importancia  de  la  coníidencia  y mani- 
festó al  agente  cubano,  que  sus  lazos  de  amistad  con  España  no  le 
permitían  aceptar  su  ofrecimiento,  y dió  á entender  al  gobierno  inglés 
que  no  vería  con  gusto  que  la  isla  de  Cuba  pasara  á otras  manos 
que  las  de  España,  y le  comunicó  la  noticia  que  habia  circulado 
sobre  el  particular. 

M.  Canning  rechazó  enérgicamente  el  proyecte  que  ^ Des  hechas 
atribuía  al  gobierno  inglés  y protestó  contra  cualquiera  i,or  M*  Ca" 
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Ti¡níT  ú los  tentativa,  bien  de  Francia,  bien  de  los  Estados-Unidos  para 

lisiados  Uní-  1 

dos.  apoderarse  de  la  isla  de  Cuba,  terminando  por  proponer 

que,  á virtud  de  un  acuerdo  entre  Francia,  Inglaterra  y los  Esta- 
dos-Unidos, se  declarase  solemnemente  que  la  isla  de  Cuba  quedaría 
siempre  en  poder  de  España. 

Inglaterra  se  apresuró  también  á secundar  la  política  de  los  Esta- 
dos-Unidos, relativamente  á la  independencia  de  las  colonias  españo- 
las. Interesaba  en  gran  manera  á su  gobierno  que  los  nacientes 
Estados  americanos  pudieran  completar  su  independencia,  con  lo 
cual  se  daba  el  golpe  de  gracia  á las  pretensiones  de  la  Francia,  y á 
los  proyectos  absolutistas  de  la  mayor  parte  de  los  soberanos  de 
Europa;  logrando  al  mismo  tiempo  la  nación  inglesa,  grandes  benc- 
íicios  por  el  desarrollo  natural  de  su  comercio. 

jVI.  Canning  manifestaba  también  que  su  gobierno  no  procedía 
á reconocer  formalmente  la  independencia  de  las  colonias  españolas, 
porque  temía  que  semejante  reconocimiento  fuera  causa  de  una  guerra 
entre  Inglaterra  y las  demás  naciones  del  continente;  pero  que  confiaba 
en  que  aquella  so  alcanzaría  completamente,  siempre  que  ninguna  otra 
potencia  de  Europa  auxiliase  á España  en  su  obra  de  reconquista. 
M.  Canning  proponía  á este  fin,  que  los  Estados-Unidos  y la  Ingla- 
terra declarasen  en  común  que  nunca  se  apropiarían  ninguna  de  las 
colonias  españolas,  ni  se  opondrían  tampoco  á un  arreglo  entre  estas 
y la  metrópoli. 

Contestó  M.  Rusli  que  no  entraba  en  el  sistema  de  política  exterior 
de  los  Estados-Unidos  tomar  parte  alguna  en  la  de  los  de  Europa; 
pero  que,  sin  embargo,  no  tendría  inconveniente  en  suscribir  aquella 
declaración,  si  Inglaterra  consentía  desde  luego  en  reconocerla  inde- 
pendencia de  las  colonias.  M.  Canning  no  se  atrevió  á reconocerla  y 
la  declaración  no  llegó  á verificarse.  Sin  embargo,  M.  Rush  había 
trasmitido  á su  gobierno  las  pretensiones  del  inglés,  y se  obtuvo 
por  resultado  la  famosa  declaración  de  Monroe  del  2 de  diciembre 
do  1823,  contra  toda  intervención  de  Europa  en  los  asuntos  interiores 
de  América. 

o ¡irnn  ,ic  Antes  de  hacer  esta  declaración,  M.  Monroe  consultó  la 
Ji'.iv  sm.  opinión  de  M.  Jellérson,  quien  dijo  que  la  primera  regla 
de  conducta  del  gobierno  de  los  Estados-Unidos  debía  ser  no  mez- 
clarse nunca  en  los  asuntos  interiores  de  Europa,  y no  permitir  que 
es! a se  mezclara  en  los  de  América,  y que,  por  tanto,  juzgaba  conve- 
niente. la  declaración  proyectada. 

liemos  creído  necesario  citar  todos  los  hechos  por  que,  solo  así,  se 
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podrá  apreciar  con  entera  precisión  y verdadera  imparcialidad  la  im- 
portancia de  la  doctrina  de  Monroe  acerca  de  las  intervenciones  de 
Europa  en  los  asuntos  interiores  de  los  pueblos  de  América. 

M.  Monroe  declaró  en  su  citado  mensage  de  diciembre 
de  1823,  que  los  Estados-Unidos  no  pretendían  adquirir  sun-agcTic 
ninguna  de  las  antiguas  posesiones  de  España  en  América  S-Ko'tt 
y que  no  se  opondrían  á cualquier  arreglo  amistoso  entre  d^«lp  norteé 
estas  y la  metrópoli;  pero  que  rechazarían  por  todos  los  amürica' 
medios,  la  intervención  de  otro  Estado  en  este  asunto  bajo  cualquiera 
forma  que  se  presentara,  principalmente,  el  que  aquellas  colonias 
pasaran,  por  conquista  ó por  adquisición,  á otro  Estado  que  España. 

Esta  declaración  era  terminante,  en  cuanto  á las  intervenciones 
extranjeras,  pero  no  precisaba  aun  el  pensamiento  del  gobierno  de  los 
Estados-Unidos.  Al  íin  de  su  mensage,  M.  Monroe,  lamentándose 
de  que  los  esfuerzos  hechos  por  los  pueblos  de  España  y Portugal 
á favor  de  su  libertad  hubieran  sido  ineficaces,  dijo,  que  el  gobierno 
de  los  Estados -Unidos  no  había  nunca  tomado  parte  en  las  guerras 


de  los  de  Europa,  por  que  lo  había  considerado  en  oposición  con 
su  política.  « Solo,  continuaba  Mr.  Monroe,  cuando  son  hollados  ó 
seriamente  comprometidos  nuestros  derechos,  ó cuando  nos  sentimos 
heridos  en  nuestra  dignidad  nos  preparamos  para  defendernos. 
Sin  embargo,  nuestro  interés  por  todo  lo  que  ocurre  en  esta  parte 
del  hemisferio  es  grande,  y la  causa  de  ello  no  puede  ser  mas 
racional  y justa.  El  sistema  político  de  las  potencias  europeas  aliadas 
es  esencialmente  distinto  del  que  hemos  adoptado,  v esta  diferencia 
proviene  de  la  que  existe  en  los  respectivos  gobiernos.  Pues  bien, 
teniendo  en  cuenta  los  lazos  de  amistad  que  nos  unen  con  dichas 
potencias  aliadas,  debemos  declarar  que  consideraremos  como  peligrosa 
á nuestra  tranquilidad  y seguridad,  cualquiera  tentativa  de  querer 


extender  su  sistema  político  sobre  nuestro  hemisferio.  El  gobierno  s\ 
de  los  Estados-Unidos  no  intervendrá  jamás  en  las  colonias  americanas  ^ 
de  los  Estados  de  Europa ; pero  estimará  como  acío  de  hostilidad  cual- 
quiera intervención  extranjera  que  tenga  por  objeto  la  opresión  de  -os 
Estados  que  han  declarado  su  independencia  y que  la  han  susto. -ido.  » 


Tratando  después  M.  Monroe  de  la  intervención  cu 
España,  dijo,  que  ningún  gobierno  tenia  mas  derechos  que 
el  de  los  Estados-Unidos  para  emitir  su  opinión  sobre  el 
carácter  y naturaleza  de  osa  intervención;  pero  que  no  des- 
mentiría por  tal  motivo  la  regla  de  conducta  que  había 
seguido  siempre  respecto  á sus  relaciones  con  los  Estados 


l-l  pif?:!— 
dnil'.’  M<m- 
ru.  ■ ¡coya 
su  <!<■<;.  mía 
on  ¡a  no  in- 
loi  vonoion 
(Je  los  IMa- 
;!=■- -LniUoá 
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do  Europa,  regla  de  conducta  que  consistía  en  no  intervenir  en 
ningún  caso  en  los  asuntos  interiores  de  estos  Estados.  El  gobierno 
de  los  Estados-Unidos,  añadía,  considera  los  gobiernos  de  fado  como 
legítimos,  y se  ha  propuesto  en  todas  ocasiones  mantener  relaciones 
amistosas  con  los  Estados  de  Europa  y conservarlas  por  medio  de 
una  política  franca,  firme  y leal,  reconociendo  siempre  sus  recla- 
maciones justas,  y no  tolerando  en  ninguna  ocasión  ni  insultos, 
ni  violencias  de  su  parte.  No  está  el  gobierno  de  los  Estados-Uni- 
dos, continúa  M.  Monroe,  en  las  mismas  circunstancias  respecto 
á los  países  de  América.  « Es  imposible  que  los  Estados  de  Europa 
extiendan  su  sistema  sobre  cualquiera  de  las  Américas,  sin  que  ame- 
nacen nuestro  bienestar,  y es  cosa  fundada  presumir  que  nuestros 
hermanos  del  Sur,  entregados  á si  mismos,  rechazarían  tal  sistema 
político.  No  podemos,  por  tanto,  mirar  con  indiferencia  que  tal  polí- 
tica, bajo  cualquiera  forma  que  sea,  domine  en  los  territorios  ame- 
ricanos. Comparando  la  fuerza  y los  recursos  de  España  con  los 
de  los  nuevos  Estados,  y teniendo  en  cuenta  la  distancia  que  los  separa, 
es  evidente  que  España  no  volverá  jamás  á reducirlos  ásu  autoridad. 
Pero,  sea  de  esto  lo  que  quiera,  la  política  de  los  Estados-Unidos  con- 
siste, en  la  inteligencia  de  que  las  demás  potencias  obrarán  del  mismo 
modo,  en  dejar  que  las  partes  mismas  resuelvan  la  cuestión.  » 
i#aini  rag  Fué  tal  el  efecto  que  produjo  en  Inglaterra  este  discurso, 
notables  de  que  M.  Bi'ougliam  no  tuvo  inconveniente  en  decir  que  se 
había,  por  fin,  resuelto  la  cuestión  de  las  colonias  espa- 
ñolas, que  todos  los  amigos  de  la  libertad  en  Europa,  estaban  de 
enhorabuena,  y que  lo  que  la  había  resuelto  y daba  lugar  á aquellas 
felicitaciones,  era  el  mensage  del  Presidente  de  los  Estados-Unidos 
\ ! Sir  James  Mac-Intosh  se  expresó  del  mismo  modo 

Sir  Jaraeá  • . 

Mac-intosb  a-  y di  o,  que  su  mas  vivo  deseo  era  que  Inglaterra  v la 

poya  la  opir  J 

nion  do Brou-  república  norte-americana  marcharan  siempre  unidas,  y 
defendieran  juntas  la  causa  de  la  libertad  y de  la  justicia. 
Esta  decisión  y energía  del  gobierno  de  los  Estados- 

La  resol  u-  a o o 

Estados3 ,0?  Unidos  ejerció  una  grande  y poderosa  influencia  sobre 

dos  ejerció  la  vacilante  actitud  del  gobierno  inglés  y sobre  los  proyec- 
ta influen-  0 0 J v J 

cía  poderosa  tos  de  los  Estados  absolutistas  de  Europa.  Como  dice  un 

en  la  política  , 

íaun^aferra6  PLl^'c*sta  norte-americano,  los  gobiernos  absolutos  de 
Europa  no  se  atrevieron  á empeñar  una  guerra  contra 
un  poder  moral  y material  incontrastable,  como  el  que  hubieran  ofre- 
cido Inglaterra  y los  Estados-Unidos  combatiendo  en  defensa  de  los 
gobiernos  constitucionales. 
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Segunda 
parto  do  la 
doctrina  do 
Monroe. 


Pretensio- 
nes de  la 
ltusia  ú la 
colonización 
de  ciertos  ter- 
ritorios del 
norte  de  A- 
mérica.1821. 


Las  estipu- 
laciones del 
tratado  de 
1821  entre  la 
Inglaterra  y 
los  Estados- 
Unidos. 


§ 79.  Tratarémos  esta  segunda  parte  de  la  doctrina 
de  Monroe  siguiendo  el  mismo  método  que  en  la  an- 
terior. 

En  la  época  de  las  declaraciones  hechas  por  Monroe, 
los  únicos  Estados  européós  que  tenían  posesiones  en  la 
América  del  norte  eran  Inglaterra  y Rusia.  España  había 
cedido  parte  de  los  territorios  que  ocupaba  á los  Estados- 
Unidos  y había  perdido  por  la  revolución  mejicana,  el 
antiguo  imperio  de  Motezuma.  En  setiembre  de  1821,  el  gobierno 
ruso  reclamó  la  posesión  de  ciertos  territorios,  situados  hacia  el 
norte  de  esta  parte  del  continente  americano. 

Esta  reclamación  venia  á complicar,  y casi  á echar  por 
tierra,  las  estipulaciones  del  tratado  de  1818  entre  Ingla- 
terra y los  Estados-Unidos,  en  virtud  del  cual  podían 
ocupar  en  común  durante  diez  años  todo  territorio  que 
pudiera  ser  reclamado  por  cualquiera  de  los  dos  Esta- 
dos, al  noroeste  del  continente,  entendiéndose  que  esta  ocupación  no 
perjudicaría  los  derechos  que  correspondieran  á cada  uno  de  los 
contratantes.  Estas  cuestiones  eran  de  muy  difícil  resolución,  pero 
ligaban  los  intereses  de  Inglaterra  y los  Estados-Unidos,  y,  así, 
ámbos  gobiernos  se  opusieron  á las  pretensiones  del  de  Rusia. 

M.  Adams,  que  desempeñaba  entonces  en  los  Estados- 
Unidos  la  secretaria  de  relaciones  exteriores,  autorizó  al 
representante  en  Londres,  para  que  tratara  libremente 
con  el  gobierno  inglés  acerca  de  este  asunto,  y envió 
al  mismo  tiempo  copia  de  las  instrucciones  al  ministro 
de  los  Estados-Unidos  en  San  Petersburgo.  Los  principios 
que  servían  de  base  á las  instrucciones  de  M.  Adams  eran,  que 
España  había  perdido,  á consecuencia  de  los  tratados  y de  las  revo- 
luciones, sus  derechos  sobre  los  territorios  americanos ; que  los  Esta- 
dos-Unidos no  podían  admitir  que  el  territorio  americano  fuese 
nuevamente  colonizado  por  los  Estados  de  Europa  en  la  parte  que 
no  les  estuviese  sometida,  y que  la  soberanía  de  las  naciones  que 
se  habian  constituido  en  América,  bastaba,  para  que  pudiera  consi- 
derarse como  extendida  á todo  el  continente,  respetando  solo  los 
derechos  adquiridos.  Las  consecuencias  de  estas  premisas,  según  M 
Adams,  se  reducían  á que  el  continente  americano  no  volvería  á ser 
colonizado,  y que  poblado  por  Estados  libres  y naciones  civilizadas, 
no  seria  aceessible  á los  européos  sino  bajo  principios  de  absoluta 
igualdad,  convirtiéndose  el  Océano  Pacífico  en  un  mar  libre  como 
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el  Atlántico,  y dejando  la  navegación  do  los  rios  y aguas  jurisdic- 
cionales á lo  que  sobre  ella  determinaran  los  Estados  amei  ¡canos. 
Estas  instrucciones  contienen  en  su  fundamento  la  dcciai  ación  del 
Presidente  Monroe  sobre  los  territorios  no  ocupados  de  América. 
Así,  Dana  observa,  con  mucha  razón  en  nuestro  concepto,  que  M. 
Adams  es  verdaderamente  el  autor  de  esta  parte  de  la  doclrina  de 
Monroe. 

El  gobierno  inglés  se  opuso  enérgicamente  á esta  declaración,  esti- 
mando que  los  títulos  que  hasta  aquella  época  le  habían  dado  derecho 
á territorios  americanos  debían  ser  válidos  y producir  los  mismos 
efectos  en  otra  cualquiera  ocasión,  pero  M.  Monroe  posteriormente  en 
su  mensage,  insistió  en  declarar  que  América  había  dejado  de  estar 
sujeta  á nuevas  colonizaciones  européas. 

Como  á primera  vista  se  descubre,  el  objeto  y fin  de  M.  Monroe 
era  extender  los  principios  del  derecho  público  européo  á los  territo- 
rios americanos,  cortando  así,  las  pretensiones  mal  encubiertas  ó 
resueltamente  sostenidas  por  Inglaterra  y Husia.  Pero  esta  declara- 
ción era  sumamente  lata.  Se  podia  entender  por  ella  que  los  Estados- 
Unidos  se  declaraban  como  protectores  supremos  de  los  demás  Esta- 
dos americanos,  cuyos  territorios  no  tenían  inconveniente  en  garanti- 
zar. Así,  para  apreciar  su  importancia  práctica  y el  pensamiento  car- 
dinal que  la  determina,  hay  que  atenerse  á los  hechos  posteriores  que, 
concretándola,  no  podían  ménos  de  definirla  en  toda  su  extensión. 
Uno  de  estos  hechos  fué  el  Congreso  de  Panamá. 

ei  congreso  r¿un‘on  de  este  Congreso  fué  propuesto  por  los 

do  Panamá.  Estados  de  la  América  del  Sur,  y el  fin  á que  aspiraban 
era  el  de  alcanzar  una  estrechísima  alianza  defensiva  entre  todos 
los  pueblos  americanos  y la  determinación,  según  los  principios  del 
derecho  de  gentes,  de  sus  recíprocas  relaciones.  Los  Estados-Unidos 
norte-americanos  fueron  invitados  á tomar  parte  y esta  invitación  fué 
aceptada. 

Este  Congreso  debia  naturalmente  ocuparse  de  cuestiones  vitales 
para  los  Estados  americanos,  y para  sus  relaciones  con  las  naciones 
de  Europa.  Una  de  ellas  era,  á no  dudarlo,  la  de  la  consideración 
que  por  el  derecho  público  exterior  debían  tener  los  territorios  del 
nuevo  continente.  ¿ Podían  ser  sometidos  á nuevas  colonizaciones 
européas?  ¿El  título  déla  no  ocupación  y del  primer  descubrimiento 
seria  bastante  para  justificar  la  toma  de  posesión  dentro  del  conti- 
nente americano  ? Pero  esta  cuestión  podia  aun  presentarse  con  mas 

habilidad  por  los  Estados  del  sur  de  América,  comprometiendo  en 
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ella  al  gobierno  de  los  Estados-Unidos.  Así  es,  que  los  Estados  sur- 
americanos,  partiendo  de  la  declaración  de  Monroe,  dieron  la  cuestión 
como  resuelta,  y ponian  solo  á discusión  los  medios  por  los  cuales,  de 
acuerdo  con  los  Estados-Unidos,  podría  hacerse  efectiva  la  declaración 
precitada. 

Esta  manera  habilísima  de  presentar  una  cuestión  de  tal  magnitud 
y este  sentido  práctico  que  se  daba  á la  declaración  de  Monroe  no 
podía  menos  de  llamar  la  atención  de  los  Estados-Unidos,  cuya  polí- 
tica exterior  con  las  naciones  de  Europa,  expectante  y neutral  en  cierto 
modo,  tenia  forzosamente  que  cambiar  de  carácter  si  hacían  causa 
común  con  los  Estados  sur-americanos.  Tal  fué  el  motivo  de  que  el 
Congreso  de  los  Estados-Unidos  declarara  que  el  gobierno  de  la  repú- 
blica no  debía  hacer  causa  común  con  los  Estados  del  sur  de  Amé- 
rica por  la  cuestión  sobre  nuevas  colonizaciones,  y que  dicho  gobierno 
debía  quedar  en  libertad  de  obrar,  según  las  circunstancias  y en  con- 
formidad siempre  con  sus  sentimientos  de  amistad  hacia  los  nuevos 
Estados,  y con  los  principios  de  honor  y dignidad  que  servían  de  norte 
á su  conducta. 

La  oposición  de  los  Estados-Unidos  fué  una  de  las 
principales  causas  que  influyeron  en  la  insignificancia  de 
los  resultados  del  Congreso  de  Panamá.  La  oposición  en 
contra  de  este  Congreso  fué  cada  vez  mas  poderosa  en 
los  Estados-Unidos.  El  Congreso  federal  hizo  á este  respecto  declara- 
ciones de  tal  carácter,  que  casi  echaban  por  tierra  la  doctrina  de  Mon- 
roe. Sin  embargo,  por  lo  mismo,  esta  doctrina  adquirió  mas  precisión 
práctica  de  la  que  anteriormente  tenia,  cosa  en  verdad  extraña  y 
singular  á primera  vista. 

Al  aceptar  la  invitación  para  el  Congreso  de  Panamá, 

M.  Adams  se  proponía  que  los  Estados  del  Sur  hicieran 
por  su  cuenta  la  misma  declaración  que  habia  hecho  á 
nombre  de  los  EsLados-Unidos  M.  Monroe.  Pero  este  pensamiento  de 
M.  Adams  fué  rechazado  también  por  el  Congreso  federal,  como 
implicando  una  especie  de  garantía  moral  de  los  Estados-Unidos  á 
íavor  de  los  Estados  americanos. 

No  obstante,  las  palabras  de  M.  Webster  confirman  palabra* 
el  sentido  de  aplicación  práctica  en  que  aceptaba  M.  Adams  ¡¡J  websicr. 
esta  parte  de  la  doctrina  de  Monroe.  M.  Webster  decía 
que  los  Estados-Unidos,  tenían  un  grande  interés  en  que  su  comercio 
se  abriera  camino  por  todos  los  vastos  territorios  arrancados  a la 

dominación  de  España,  v que  los  nuevos  Estados  no  debían  permitir 
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otras  colonizaciones  en  sus  respectivos  territorios,  Es  cierto,  afirmaba 
M.  Webster,  que  los  Estaclos-Unidos  no  necesitan  del  concurso  de  esos 
Estados  para  hacer  respetarla  independencia  de  su  propio  tciritorio, 
pero  no  por  esto  dejará  el  gobierno  de  la  república  de  tenci  inteiés 
en  que  este  principio  se  afirme  y extienda. 

También  se  expresaba  en  ei  mismo  sentido  M.  Clay, 
m °ciay.n  ° secretario  de  relaciones  exteriores  del  gobierno  de  la  repú- 
blica, en  su  correspondencia  con  M.  Poinset^  ministro  de  los  Estados- 
Unidos  en  Méjico.  M.  Clay  afirmaba  que  no  podían  ya  aplicarse  á la 
ocupación  de  America  los  principios  que  habían  fundado  esta  ocu- 
pación hacia  tres  siglos.  Los  territorios,  anadia,  en  los  cuales  se  po- 
dría plantear  la  colonización,  son  hoy  propios  de  todos  los  america- 
nos, y estos  no  pueden  ser  obligados  á la  admisión  de  nuevas  colo- 
nias. Como  Europa,  continúa  M.  Clay,  rechazaría  con  indignación  la 
tentativa  de  establecer  colonias  en  sus  territorios,  debe  respetar  y 
reconocer  este  mismo  derecho  en  los  pueblos  de  América. 

, Esta  parte  de  la  doctrina  de  Monroe,  ha  sido  invocada 

Declaración  1 

de m. roí t con  en  muchas  ocasiones  por  los  Estados-Unidos  norte- 

motivo  de  la  _ r 

cuestión  dei  americanos  en  sus  relaciones  con  los  de  Europa.  Llega, 
por  ejemplo,  la  cuestión  de  límites  del  Oregon,  y protes- 
tando el  gobierno  de  los  Estados-Unidos  contra  cualquiera  inter- 
vención de  los  Estados  européos  para  impedir  la  anexión  de  Tejas, 
declara  que,  en  la  situación  en  que  el  mundo  se  encontraba,  era 
oportuno  dar  nueva  fuerza  á la  declaración  de  Monroe,  declaración 
que  mereció  la  completa  aprobación  de  M.  Polk  en  su  mensage  al 
Congreso.  « Si  de  una  parte,  (decía  M.  Polk),  debemos  respetar  los 
derechos  existentes  de  las  naciones  européas , debemos  también  hacer 
saber  al  mundo  entero,  que  desde  hoy  en  adelante  no  permitirémos 
que  se  establezcan  nuevas  colonias  de  Europa  sobre  el  continente 
norte-americano ! » 

intervención  Estos  mismos  principios  sirvieron  de  guia  á la  política 
SOpor'te?a  de  los  Estados-Unidos  en  la  intervención  solicitada  por  el 
Yucatán  en  1848.  Combatido  por  la  insurrección  de  los 
indios  que  no  podia  dominar,  se  dirigió  al  gobierno  de  los  Estados- 
Unidos  manifestándole,  que  si  le  prestaba  su  auxilio  contra  aquella 
insurrección  le  trasmitiría  la  jurisdicción  y soberanía  de  la  penín- 
sula. Es  de  advertir  que  el  Yucatán  se  había  dirigido  en  este  mismo 
sentido  á dos  gobiernos  européos:  al  español  y al  inglés.  Pues  bien, 
el  presidente  de  los  Estados-Unidos,  apoyándose  sobre  la  doctrina  de 


Morir 


°e,  y por  el  temor  de  que  el  Yucatán  cayera  en  poder  de  un 
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Estado  europeo,  « hecho  que  nunca  seria  autorizado  por  el  gobierno 
de  los  Estados- Unidos  j> , consiguió  que  el  Congreso  decretara  inme- 
diatamente la  formación  de  un  ejército,  y le  permitiera  tomar  pose- 
sión temporal  del  Yucatán,  y auxiliar  á este  pueblo  en  contra  de  la 
insurrección  de  los  indios.  Este  decreto  no  se  llevó  á cabo,  por  la 
conclusión  de  un  tratado  entre  el  Yucatán  y los  indios  insurrectos. 
Esta  cuestión  dió  motivo  á que  se  discutiera  detenidamente  la  doc- 
trina de  Monroe  y las  declaraciones  de  M.  Aclams.  El  resultado  de  la 
discusión  fué  poner  de  relieve,  que  el  pensamiento  fundamental  ele 
M.  Aclaras  habia  sido  combatir  el  sistema  colonial  européo,  inaplicable 
á la  situación  nueva  de  América,  bastando  para  conseguir  este  fin  la 
declaración  de  que  todas  las  partes  del  continente  americano  estaban 
ocupadas  por  naciones  civilizadas  tan  respetables  como  las  europeas. 

Por  lo  demás,  siendo  este  el  único  sentido  en  que  puede  admitirse 
esta  parte  de  la  doctrina  de  Monroe,  se  puede  decir  que  ha  sido 
plenamente  confirmada.  Las  cuestiones  de  límites  entre  los  antiguos 
establecimientos  européos  y los  nuevos  Estados  americanos  han  sido 
resueltas  por  los  principios  generales  del  derecho  internacional. 
El  título  de  primer  ocupante  ó de  primer  descubridor  no  da  ya  la 
posesión  sobre  los  territorios  americanos.  Sobre  ellos  no  podrá,  pues,  , 
existir  mas  posesión  de  derecho  que  la  que  resulte  de  un  tratado  ó de  ‘ 
una  guerra,  y se  puede  decir  que  bajo  este  punto  de  vista,  el  derecho 
público  européo  es  también  derecho  público  americano  y derecho 
público  européo-americano. 

§ 80.  La  doctrina  de  Monroe  dista  mucho,  como  lo  prueba  consídera- 
concluyentemente  el  examen  anterior,  de  ser  lo  que  en  rales  sobre 
más  de  una  ocasión  han  pretendido  algunos  gobiernos,  deiadocmna 
Debemos  en  primer  lugar  observar,  que  aunque  ha  ejercido  do  Momoc- 
grande  influencia  en  la  política  exterior  de  los  Estados-Unidos,  no  ha 
sido,  sin  embargo,  expresa  y directamente  confirmada  por  ninguna 
disposición  legal.  Esta  falta  de  sanción  puede  ser  legalmente  de 
importancia;  y á esto  se  debe  también  el  que  las  declaraciones  de 
Monroe  se  conozcan  con  el  título  de  doctrina  y no  con  el  de  leyes. 

Pero  se  ha  creido  que  significaba  un  divorcio  completo  y absoluto 
entre  el  continente  européo  y el  americano,  y en  verdad  que  tal  no 
es  su  propio  y natural  sentido.  Protesta  la  doctrina  de  Monroe 
contra  la  dominación  política  europea  alcanzada  por  medio  de  la 
fuerza  ó por  intervenciones  en  los  asuntos  interiores  de  los  Estados 

americanos;  pero  no  protesta  contra  la  influencia  civilizadora  que 
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pueda  tener  Europa.  Este  es  un  punto  tan  obvio  que  no  nos  permi- 
tiremos insistir  en  él. 

Un  hecho  también  notable  que  se  observa  en  la  historia  de  los 
Estados-Unidos  es  que,  á pesar  de  la  grande  influencia  ejercida  por 
la  doctrina  de  Monroe,  el  gobierno  de  la  república  no  ha  celebrado 
bajo  esta  Dase  ningún  tratado  de  alianza  con  los  demás  Estados  ame- 
ricanos. Esto  prueba  la  indeterminación  de  dicha  doctrina  que,  en 
electo,  no  hace  mas  que  declarar  que  las  intervenciones  europeas,  ó la 
dominación  política  européa  sobre  los  territorios  americanos,  es  un 
peligro  para  la  paz  y bienestar  de  los  Estados-Unidos.  Esto  explica  tam- 
bién por  que  estos  no  median  sino  en  rarísimas  ocasiones,  en  las  cues- 
tiones de  los  demás  Estados  americanos  con  los  de  Europa,  y que  hayan 
podido  presenciar  tranquilamente,  sin  faltar  á los  principios  ni  al  espí- 
ritu de  la  doclrina  de  Monroe,  el  hecho  tristemente  célebre  del  bombar- 
deo de  Valparaíso  por  la  escuadra  española.  Ella,  que  es  como  la  declara- 
ción de  la  independencia  total  de  América,  y en  esto  solo  estriba  su  gran- 
dísima importancia,  no  puede  ser  un  escudo  contra  las  agresiones  que 
tengan  que  lamentar  en  este  ó el  otro  caso  los  Estados  americanos. 

Entendida  así  no  creemos  que  se  presta  á violentas  interpre- 
taciones, ni  que  pierde  tampoco  su  indisputable  importancia  y 
genuina  significación.  De  todos  modos,  tal  como  la  hemos  expuesto 
la  hemos  recibido  de  la  historia.  * 


* Dana,  Elcm.  Inl.  Lato  by  Wheaton,  eiglith  edition,  note  3G,  p.  97  ; Mensaje  de 
M Monroe,  2 dic.,  1823;  Convención  de  Nootka-sound  entre  España  y la  Gran  Bre- 
taña de  20  de  octubre,  1790;  Tratado  entre  los  Estados-Unidos  y España,  22  do 
lebrero  de  1819;  Utase  del  Emperador  Alejandro,  4 set.,  1831;  M.  Adams  á 
M.  Knsh,  2 julio,  1823;  Memorándum  de  Rl.  Rush,  ministro  de  los  Estados-Unidos 
en  la  Corte  de  Londres;  Mensaje  anual  de  M.  Monroe,  7 dic.,  1824;  Discurso  de 
M.  Webster  sobre  la  misión  de  Panamá,  Webster  Works  v.  3,  p.  178;  .Mensajes 
de  M.  Adams  de  dic.  26,  1825  y marzo  26,  1826;  Nota  de  M.  Clay  á M.  Poinset, 
2>  marzo,  1825,  Life  of  Canning  by  Stapleton  ; Resolución  de  M.  Clay,  20  enero, 
1825;  fíriefioechscl  zivischen  Varnhagen  von  Ense  und  Oelsner,  vol.  3;  Discurso  de 
M.  Everelt  sobre  la  misión  de  Panamá,  Cong.  debates,  1826;  Discurso  de  M.  Calhoun 
sobre  la  cuestión  de  Yucatán,  Calhoun's  Works,  v.  2,  p’.  454;  su  mensaje  especial 
sobre  el  Yucatán,  29  de  abril,  1848  ; Mensaje  anual  de  M.  Polk  2 de  dic.,  1845; 
Debate  en  el  senado  sobre  la  cuestión  de  Yucatán,  abril  y marzo,  1818,  Congress 
Globo  and  Appendix  for  lsl.  Scss.  31  tli.  Cong.;  Discurso  deM.  Canning  12  de  dic., 
182(>;  Carta  de  J.  Q.  Adams  sobre  la  doctrina  Monroe,  al  Rev.  Dr.  Channing,  de 
11  ag.,  1837;  El  tratado  Claylon-Bulwer,  United  States  Laws,  v.  10  p.  995;  Debates 
en  el  Senado  de  los  Estados-Unidos  sobre  el  tratado  Clayton-Bulwer,  1855-56,  Con- 
gress  Globo  and  Appendix  for  lst  Sess.  34  th.  Cong.  : Carta  de  M.  Everett  2 de 
set.de  1863,  sobre  la  doclrina  Monroe,  en  el  New-York  Ledger;  Artículo  de  M.  Bu- 
channn  sobre  la  doctrina  Monroe,  en  su  History  of  bis  Administralion,  p.  276  ; 
IS'ortlt- American  Itcview,  1856.  p.  478;  J.  M.  Torres  Caicedo,  Union  Latina  Ameri- 
cana, París  1865,  cap.  12,  p.  63. 
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El  restablecimiento  de  la  monarquía  absoluta  en  Espa- 
ña por  la  intervención  armada  de  1823,  la  significación  c¡onn"¡ioCi"‘. 
política  del  nuevo  gobierno  en  sus  relaciones  exteriores  roí-tugar  011 
y la  muerte  en  1828  de  D.  Juan  VI  de  Portugal,  fueron  los  hechos 
que  motivaron  la  de  Inglaterra  de  1826  en  este  último  reino.  A la 
muerte  de  P.  Juan  VI,  el  gobierno  español,  de  acuerdo  con  el 
partido  absolutista  portugués,  protegió  las  pretensiones  de  don  Miguel 
á la  corona  del  reino,  temeroso  de  que  la  monarquía  constitucional 
continuara  en  aquella  parte  de  la  península.  La  regencia  portuguesa 
reclamó  entonces  de  Inglaterra  el  cumplimiento  de  antiguos  tratados 
de  amistad  y alianza,  para  protegerse  convenientemente  contra  la 
actitud  hostil  del  gobierno  español.  Inglaterra  cumplió  lo  esti- 
pulado y mandó  á Portugal  un  cuerpo  de  ejército  para  su  defen- 
sa. Esta  intervención,  sin  embargo,  no  puede  compararse  ni  en  su 
motivo,  ni  en  sus  medios,  ni  en  su  objeto  á la  francesa  en 
España.  Inglaterra  intervino  en  Portugal  en  virtud  de  tratados 
anteriores  y en  apoyo  de  la  situación  legítima,  y declarando  previa- 
mente que  no  era  su  ánimo  imponer  al  pueblo  portugués  constitu- 
ción alguna,  por  mas  de  que  las  leyes  vigentes  en  aquel  reino  mere- 
cieran todas  sus  simpatías.  Por  otra  parte,  España  había  dado  al 
gobierno  inglés  seguridades  de  que  respetaría  la  independencia  y 
constitución  del  reino  de  Portugal,  y al  intervenir  en  este  reino  ú 
petición  de  su  propio  gobierno,  Inglaterra  no  se  propuso  mas  que 
hacer  efectivas  las  seguridades  dadas  por  España.  Esta  fue*,  pues, 
una  intervención  plenamente  justificada  y legítima  en  su  origen  y 
resultados.  * 

§ 81.  El  tratado  de  1826  entre  Inglaterra,  Francia  y 

D Interven- 

Rusia  sobre  los  asuntos  de  Grecia,  es  la  base  de  la  Ínter-  cien  ¿ favor 
vención  de  los  tres  primeros  Estados,  con  motivo  de  la 
horrible  lucha  que  desde  hacia  tiempo  venia  sosteniendo  el  pueblo 
griego  contra  el  imperio  turco.  Esta  intervención  se  fundaba  en  Jo 
prolongado  de  la  lucha,  en  su  carácter  de  ferocidad  por  parte  del 
gobierno  turco,  y en  los  males  que  tal  situation  traía  sobre  Euiopa. 

El  pueblo  griego  había  también  solicitado  la  de  Inglaterra,  Francia 
y Rusia.  El  tratado  en  que  se  acordó  esta'  intervención  disponía 
que  seria  ofrecida  al  gobierno  turco  la  mediación  do  las  tres 
potencias,  y que  al  mismo  tiempo  se  propondría  un  armisticio  á los 

* Whealon,  Élémcnls  da  droil  Int.,  ch.  i,  pt.  2,  § 8,  p.  87  ; Resúmen  del  Dis- 
curso de  M.  Camiing  en  la  Camara  de  los  Comunes,  el  11  de  diciembre  de  18.t>. 
Annual  Regisler,  vol.  G8,  p.  192. 
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contendientes;  fijaba,  también,  los  términos  para  resolver  la  signifi- 
cación política  de  Grecia  y declaraba  que  la  cuestión  de  límites  seria 
objeto  de  posteriores  estipulaciones.  A estos  artículos  públicos  se 
añadió  otro  secreto  en  virtud  del  cual,  los  contratantes  disponian  que 
se  mandaran  agentes  consulares  á Grecia,  y que  los  de  Grecia  fueran 
recibidos,  que  se  concediera  un  mes  para  la  aceptación  del  armisticio 
propuesto,  y que  si  no  era  aceptado  por  los  contendientes,  los  con- 
tratantes adoptarían  por  su  propia  cuenta  las  medidas  que  reclamaran 
las  circunstancias,  para  lo  cual  autorizaban  á sus  representantes  en 
Londres. 

Grecia  aceptó  la  mediación  de  los  tres  grandes  Estados  europeos, 
pero  Turquía  no  se  conformó,  siendo  esta  la  causa  de  la  batalla  de 
Navarino. 

La  intervención  que  acabamos  de  narrar  en  sus  principales  acci- 
dentes está  completamente  justificada  ante  los  principios  del  derecho 
internacional.  Sus  motivos  fueron  legítimos,  su  desenlace  lo  fué 
también.  Por  esto  dice  Heífter,  que  la  legitimidad  de  la  batalla  de 
Navarino  es  incuestionable. 

Los  tres  Estados  que  intervinieron  á favor  de  Grecia  en  su  lucha 
contra  Turquía,  garantizaron  después  la  independencia  del  nuevo 
reino  y el  artículo  de  su  constitución  que  exije  que  los  monarcas  pro- 
fesen la  religión  de  la  Iglesia  griega.  Este  dió  lugar  á muchas 
cuestiones  después  de  la  abdicación  del  rey  Othon  en  1862,  pero  fué, 
al  fin,  nuevamente  confirmado.  * 

intervención  § 82.  Si  la  intervención  á favor  de  Grecia  reconoce  los 
en  Turquía,  principios  que  hemos  expuesto,  la  llevada  á cabo  en  pró 
de  Turquía  en  1840  reconoce  la  necesidad  de  la  libertad  é independen- 
cia del  imperio  turco  para  la  conservación  del  equilibrio  européo. 
Bajo  este  punto  de  vista  dicha  intervención  se  justifica  tan  plena- 
mente como  la  que  dió  lugar  á la  célebre  batalla  de  Navarino.  La  situa- 
ción del  imperio  turco  en  1839  era  desesperada.  Estaba  amenazado 
de  dos  gravísimos  peligros:  caér  bajo  el  dominio  de  Meliemet-Ali , 
pachá  de  Egypto,  ó bajo  el  protectorado  del  imperio  ruso.  En  uno  y 
otro  caso  quedaba  roto  el  equilibrio  européo  fundado  en  los  anti- 
guos tratados.  Las  cuestiones  á que  dió  motivo  esta  situación  del 
imperio  turco  fueron  muy  arduas.  Sin  embargo,  se  resolvieron  por  el 

Wheaton,  Élérnents  du  droit  ínter national,  pt.  2,  ch.  1,  § 9,  p.  89;  Tratado 
fumado  en  Lúndres  el  6 de  julio  de  1826,  entre  la  Inglaterra , la  Francia  y la 
Rusia;  Dana,  Elem.  Inl.  Lato  by  Wheaton, eighth  edition,  note  37,  p.  116;  Tratado 
firmado  en  Lúndres  el  20  de  noviembre  de  1852,  entre  la  Gran  Bretaña,  Rusia, 
Francia,  Batiera  y Grecia. 
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tratado  de  15  de  julio  de  4840  firmado  por  Austria,  Inglaterra,  Prusia 
y Rusia,  y aceptado  después  por  el  gobierno  turco. 

Se  basaba  esta  intervención,  en  primer  lugar,  en  el  equilibrio  euro- 
peo, en  segundo,  en  algunas  circunstancias  ó requisitos  secun- 
darios fijados  para  estos  casos  en  el  congreso  de  Aix-la-Ch apelle  cele- 
brado en  1818. 

El  tratado  de  1840  reconocía  la  necesidad  de  la  libertad  é indepen- 
dencia del  imperio  turco  para  la  paz  de  Europa,  constituyendo  por  esta 
razón  uno  de  los  precedentes  diplomáticos  de  la  última  intervención 
de  Francia  é Inglaterra  á favor  de  Turquía.  Inglaterra,  no  obstante, 
fué  impulsada  á esta  intervención,  no  solo  por  el  tratado  de  1840  y 
por  los  temores  de  que  se  rompiera  el  equilibrio  curopéo,  sino  por 
sus  grandes  intereses  en  la  lid. 

La  necesidad  por  otra  parte,  de  que  Rusia  no  dominara  en  el  mar 
Negro  y en  los  Dardanelos,  si  es  que  había  de  conservarse  el  presti- 
gio de  las  demás  grandes  naciones  de  Europa,  es  un  hecho  evidentí- 
simo. Dominando  Rusia  en  el  mar  Negro  se  constituiría  ipso  f acto  en 
el  Estado  mas  influyente  y poderoso  de  Europa.  Francia,  Inglaterra, 
Austria,  todas  las  grandes  potencias  europeas  descenderían  á poten- 
cias de  segunda  clase.  He  aquí,  pues,  los  hechos  y consideraciones 
que  justifican  esta  intervención.  Inglaterra  y Francia  tomaron,  sin 
embargo,  parte  en  esta  guerra,  fundándose  en  que  habían  garantizado 
la  independencia  del  imperio  turco.  La  Cerdeña  figuró  después  con 
los  aliados.  La  consecuencia  de  esta  intervención  fué  el  tratado  de 
París  de  1856,  entre  Austria,  Cerdeña,  Inglaterra,  Francia,  Prusia, 
Rusia  y Turquía.  Por  él  se  declara  extensivo  y aplicable  á las  rela- 
ciones internacionales  con  Turquía  el  derecho  público  européo,  y se 
obligan  las  partes  contratantes  á respetar  la  independencia  é integridad 
del  territorio  del  imperio  otomano.  En  el  caso  en  que  alguna  de 
ellas  tuviere  en  el  porvenir  con  Turquía  cuestiones  de  naturaleza 
á comprometer  sus  buenas  relaciones  recíprocas,  deberá  someterlas 
á la  mediación  de  las  demás.  También  se  resuelve  en  este  tratado  la 
cuestión  que  produjo  el  rompimiento  entre  Rusia  y J urquía,  recono- 
ciendo el  firman  del  sultán  que  determina  la  igualdad  de  condi- 
ciones de  todos  los  súbditos  del  imperio,  sin  distinción  de  creencias 
religiosas  y afirmando  que  los  gobiernos  contratantes  no  se  mezcla- 
rán ni  directa,  ni  indirectamente,  en  la  administración  interior  del 
imperio  turco.  Se  consagra  por  él  la  neutralidad  del  mar  Negro 
y la  libre  navegación  del  Danubio,  y se  determina  que  el  primero 
quedará  cerrado  á todo  buque  de  guerra,  exceptuando  los  que  por 
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parte  de  Rusia  y Turquía  se  dediquen  al  resguardo  de  las  costas, 
CUyo  número  y porto  se  había  de  fijar  por  convenciones  especiales. 
Modifícanse  también  los  límites  de  Besarabia,  á fin  de  que  Rusia 
no  tenga  derecho  alguno  territorial  á las  bocas  del  Danubio,  que  se 
encuentran  comprendidas  por  esta  modificación  en  el  territorio  Moldo- 
Valaco.  Los  artículos  XXVÍII  y XXIX  reconocen  la  independencia 
de  Servia  bajo  la  protección  de  Turquía,  conservando  el  princi- 
pado su  administración  independiente  y nacional  y las  libertades  de 
culto,  legislación,  navegación  y comercio,  y declarándose  que  Turquía 
no  podrá  efectuar  una  intervención  armada  en  Servia,  sin  el  acuerdo 
previo  de  los  contratantes. 

Austria,  Inglaterra  y Francia  concluyeron  acerca  de  Turquía  otro 
tratado  el  15  de  abril  de  1856,  garantizando  conjunta  y separada- 
mente la  independencia  y la  integridad  del  imperio  otomano,  según 
las  estipulaciones  del  anterior,  y conviniendo -en  considerar  como 
caso  de  guerra  cualquiera  infracción  á sus  terminantes  disposiciones. 

En  marzo  del  mismo  año  1856,  se  concluyó  otro  suplementario 
entre  Austria,  Ccrdeña,  Inglaterra,  Francia,  Prusia,  y Rusia  de 
una  parte,  y Turquía  de  la  otra,  declarando  que  el  gobierno  turco 
aceptaba  la  exclusión  en  los  Dardanelos  de  todo  buque  de  guerra  en 
tiempo  de  paz,  exceptuando  los  que  los  contratantes  tuvieran  á 
bien  conservar  en  las  bocas  del  Danubio  como  garantía  de  su  neu- 
tralidad, los  que  Rusia  y Turquía,  de  común  acuerdo,  fijaran  para  vigi- 
lar las  costas  del  mar  Negro,  y los  de  las  domas  naciones  que  estu- 
vieran al  servicio  de  las  embajadas  y establecimientos  diplomáticos. 
Por  último,  un  tratado  entre  Rusia  y Turquía,  determinando  el  porte 
y número  de  los  buques  que  han  de  vigilar  las  costas  del  mar  Negro, 
ha  terminado  la  obra  del  tratado  de  Paris.  * 

§ 83.  La  intervención  en  Bélgica  no  ha  tenido  un  carácter 

Interven- 

don  cu  búi-  bien  definido.  Ha  sido,  como  dice  Wheaton,  ya  mediación. 

gira.  „ J * 

ya  arbitrage  forzado  e impuesto,  ya  verdadera  intervención 
armada,  según  las  fases  y períodos  de  la  constitución  de  la  nueva 
monarquía.  Sin  embargo,  la  revolución  belga  ha  sido  definitivamente 
reconocida  por  el  tratado  de  1839  celebrado  entre  Bélgica  y Holanda.  La 
intervención  en  Bélgica  tuvo  el  carácter  general  de  una  intervención 


* Whealon,  ^ÉlúmeiUs  du  droít  ínter national,  v-  I,  pt.  2,  ch.  1,  § 10,  p,  90; 
Witcalon ,llisloire  desprog.  du  droit  des  yens,  v.  II,  p.  252-260;  Dana,  Elcm.  Int. 
fMW  by  Wheaton,  eighlh  eilition,  note  39,  p.  118;  Tratado  de  Paris  30  de  marzo  de 
18i6,  entre  Gran-Rretaña,  Francia,  Rusia,  Austria,  Prusia,  Cerdcña  y Turquía;  Tra- 
tado de  15  de  abril  de  1856  cutre  ia  Gran-B retan  i,  Francia  y Austria;  Convención  entre 
Rusia  y Turquía  de  30  de  marzo  de  1856. 
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á favor  de  la  revolución  de  un  pueblo.  Esta,  no  obstante,  no  íué  reco- 
nocida en  toda  su  extensión.  Se  ha  rehusado  á Bélgica  el  reconoci- 
miento  del  derecho  de  conquista  y de  poslliminio,  privándole  también 
de  una  parte  del  Luxcmburgo,  de  la  orilla  izquierda  del  Escalda 
y de  la  derecha  del  Mosa.  Estos  hechos  fijan  la  verdadera  significa- 
ción de  la  intervención  en  Bélgica.  Si  por  una  parte  se  reconoce  un 
hecho  revolucionario,  por  otra  se  le  limita  y se  le  relaciona  con  el 
principio  del  equilibrio  europeo,  que  ha  llegado  á ser  una  de  las 
bases  del  derecho  público  de  Europa,  y acaso  el  único  motivo  que 
ha  dado  margen  á las  modernas  intervenciones  entre  los  Estados 
européos.  * 

§ 84.  La  intervención  francesa  en  Roma,  fundada  en  el  sos-  intervención 
lenimiento  de  los  intereses  del  catolicismo,  reconoce  también  en  Ko,na’ 
por  motivo  la  preponderancia  del  imperio  francés,  que  se  fortalece 
de  este  modo  con  el  poder  de  todos  los  elementos  católicos  européos.  j i 
Esta  intervención  ha  surgido  otra  vez  con  motivo  de  la  actitud  del  j I 
partido  revolucionario  en  Italia  y de  la  invasión  de  los  Estados-Pon- 
tificios por  las  bandas  garibaldinas.  La  nueva  intervención  francesa 
en  Roma  ha  anulado  en  este  punto  la  convención  de  45  de  setiembre 
de  1864  entre  Francia  é Italia,  y el  gobierno  francés  ha  convocado  á 
las  demás  naciones  de  Europa  para  la  celebración  de  una  conferencia 
que  tenga  por  objeto  fijar  y garantir  los  intereses  del  pontificado. 

§ 85.  Sin  embargo  de  que  no  es  posible  fijar  una  regía 
general  acerca  de  las  intervenciones,  pueden  deducirse  ¡jm'ies 
^algunos  principios  de  los  últimos  casos  que  hemos  citado.  tío 

Las  intervenciones  entre  los  distintos  Estados  européos 
han  adquirido  en  estos  últimos  años,  desde  la  intervención 
en  Grecia,  un  carácter  especialísimo.  Han  sido  fundadas  siempre,  ó 
casi  siempre  por  un  alto  principio  de  política  internacional:  ya,  por  el 
equilibrio  de  las  naciones  de  Europa,  ya  por  los  intereses  representa- 
dos por  una  grande  idea,  como  sucede  en  la  de  Roma.  Para  apreciar, 
pues,  su  legitimidad  ó ilegitimidad  hay  que  discutir  el  principio  en 
que  se  fundan  y como  en  las  últimas  que  hemos  citado  es  leal 
mente  importante,  ellas  lo  son  también  por  su  origen  y por  su  signi- 
ficación. Si  no  sirven  para  deducir  una  regla  general  se  ve,  al 
menos,  que  están  íntimamente  ligadas  con  la  situación  de  Europa, 
y que  corresponden*  á un  sistema  de  política  exterior  determinado. 

Bajo  cierto  punto  de  vista,  puede  decirse  que  todas  las  ¡nlerven- 

* Wheaton,  Elémenls  ilu  droil  interna lional,  v.  I,  [>t.  2,  § 11,  p.  92;  Whcnlon, 

Ilisl.  des  prog.  du  droil  des  gens,  v.  II,  p.  219-239. 
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clones  que  liemos  señalado  últimamente  son  eminentemente  racio- 
nales. Sin  la  intervención  á favor  de  Grecia  se  hubiera  piolon- 
gado  una  guerra  feroz,  y Turquía  no  hubiera  dado  un  gian  paso 

' en  su  consideración  como  Estado  europeo. 

Sin  la  intervención  á favor  de  Turquía  y en  contra  de  Rusia  este 
imperio,  ya  de  suyo  poderoso,  ejercería  en  Europa  una  influencia 
perjudicial  á la  independencia  de  las  demás  naciones.  Sin  la  fran- 
cesa en  Roma,  el  jefe  del  catolicismo  hubiera  tenido  que  salir  de 
sus  Estados  y la  Europa  se  encontraría  envuelta  en  un  gravísimo 
conflicto,  que  puede  llegar,  pero  que  ha  impedido  por  ahora.  El 
pensamiento  de  todas  estas  intervenciones  es  grande.  Las  conse- 
cuencias han  sido  en  general  grandes  también  : se  han  llamado  el 
tratado  entre  Bélgica  y Holanda  de  1839,  ó el  de  París  de  18o6. 
Aun  las  intervenciones  europeas  del  primer  tercio  de  este  siglo  se 
fundaban  en  un  principio  de  política  internacional.  Cierto  es  que  ese 
principio  marchaba  en  contra  de  la  corriente  de  las  ideas,  no  lo  es 
menos  que  en  su  aplicación  se  perseguía  una  quimera,  por  que  nin- 
guna fuerza  humana  era  bastante  á restaurar  el  derecho  divino  de  los 
reyes,  pero  esto  no  importa  á la  validez  y oportunidad  de  nuestra 
observación.  Y bien,  si  las  intervenciones  de  los  Estados  européos 
entre  sí  han  tenido  este  carácter  general,  ¿cual  ha  sido  el  de  esos 
mismos  Estados  en  los  de  América  ? 


interven-  § 86.  En  las  intervenciones  de  los  Estados  de  América 
Estados  eu-  hay  que  examinar  los  principios  en  que  se  han  fundado, 
Estados  de  la  cuestión  diplomática  que  las  originó,  el  modo  como  se 
llevaron  á cabo,  y sus  resultados  generales.  Seguirémos 
este  orden  en  la  exposición  de  las  intervenciones  francesa  y anglo- 
francesa  en  el  Rio  de  la  Plata,  y de  la  francesa  en  Méjico. 

interven-  § 87.  La  situación  interior  de  Francia  en  1838  y la 
cn'eí'iüo^e  imPremcditada  conducta  del  vice-cónsul  de  esta  nación  en 
i84o)ata  1838  Buenos-Aires,  son  los  dos  motivos  sobre  que  se  funda  la 
intervención  francesa  en  las  repúblicas  del  Plata.  El 
gobierno  de  Luis  Felipe  acogió  ávidamente  las  fútiles  reclamaciones 
hechas  por  M.  Roger  al  de  Buenos-Aires,  encargado  de  las  rela- 
ciones exteriores  de  la  Confederación  Argentina,  viendo  en  ello  un 
medio  de  apartar  la  atención  pública  de  las  cuestiones  de  política  inte- 
r*or»  y de  debilitar,  por  tanto,  la  fuerza  de  las  oposiciones.  El  gobierno 


argentino  se  negaba  á satisfacer  las  reclamaciones  del  vice-cónsul 

francés,  á causa  de  que  no  le  reconocía  carácter  representativo  y 

diplomático  y de  que  había  obrado,  en  los  casos  que  daban  lugar  á 
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las  reclamaciones,  con  arreglo  á sus  leyes.  M.  Roger,  que  contaba 
con  el  apoyo  decidido  de  su  gobierno,  insistió  fuertemente  en  ellas 
y no  siendo  atendido,  se  resolvió  á cerrar  la  cancillería  y marchar 
ií  Montevideo,  donde  se  reunió  é hizo  causa  común  con  los  emi- 
grados políticos  de  la  República  Argentina. 

El  contra-almirante  Leblanc,  jefe  de  las  fuerzas  navales  de  Francia 
en  el  Brasil  y en  la  Plata,  habia  recibido  órdenes  del  gobierno  para 
que  prestara  al  vice-cónsul  el  apoyo  de  sus  fuerzas.  M.  Roger  le 
pidió,  y en  marzo  de  1838,  M.  Leblanc  llegó  á Montevideo. 
Fuerte  con  esta  protección,  M.  Roger  volvió  á Buenos-Aires  y amenazó 
de  nuevo  al  gobierno  argentino,  sin  que  por  esto  mereciera  del  dicta- 
dor distinta  acogida.  Sin  embargo,  cuando  la  escuadra  se  presentó 
en  el  Plata,  el  gobierno  argentino  invitó  al  contra-almirante  ú 
un  arreglo  satisfactorio  de  la  cuestión,  manifestándole  que  si 
ántes  no  se  habia  resuelto,  era  debido  á que  el  asunto  no  se 
podía  tratar  sino  con  un  verdadero  representante,  con  un  manda- 
tario de  Francia.  M.  Leblanc,  siguiendo  los  consejos  de  M.  Roger,  no 
salió  de  sus  buques,  y fue  declarado  el  bloqueo  de  los  puertos  de 
la  República  Argentina  el  dia  28  de  marzo  de  1838. 

La  escuadra  francesa  se  apoyaba  para  sus  operaciones  en  el  puerto 
de  Montevideo.  Al  frente  de  la  república  del  Uruguay  se  encontraba  el 
general  Oribe,  íntimamente  ligado  al  dictator  Rosas  y que  no  pres- 
taba, por  tanto,  á la  escuadra  la  protección  que  necesitaba.  Este  hecho 
influyó  por  mucho  en  la  caida  del  general  Oribe  y en  el  triunfo  del  gene- 
ral Rivera.  Asi,  la  intervención  francesa  en  la  República  Argentina  se 
convirtió  también  en  intervención  del  Uruguay,  sometido  desde  la 
elevación  del  general  Rivera  á la  influencia  de  Francia.  En  la  toma 
de  la  isla  argentina  de  Martin  García,  los  soldados  del  Uruguay  figuran 
formando  parte  de  la  expedición  francesa. 

El  nombramiento  de  M.  Buchet-Martigny  como  cónsul  general  y 
encargado  de  negocios  en  Buenos-Aires?  no  dió  resultado  alguno  á 
favor  de  un  arreglo  de  las  cuestiones  pendientes.  Este  agente,  no  llegó 
siquiera  á participar  oficialmente  su  nombramiento  al  gobierno  argen- 
tino. Sin  embargo,  los  trabajos  de  M.  Buchet  condujeron  á la  coalición 
de  1839  entre  las  tropas  francesas,  Rivera  y los  emigrados  de  la  Repú- 
blica Argentina,  con  el  general  Lavalle.  Francia  contribuía  con  esta 
conducta  á encender  los  odios  y profundizar  las  diferencias  cutio  la 
república  argentina  y el  gobierno  del  general  Rivera.  Esta  coalición 
terminó  con  la  sangrienta  batalla  de  Pago-Largo  y la  muerte  de 
Estrada.  En  tal  estado  de  cosas,  M.  Nicho’son,  comodoro  de  los  Esta- 
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dos-Unidos,  trató  de  arreglar  las  diferencias  pendientes.  Él  gobierno 
de  la  república  argentina  le  manifestó  que  estaba  dispuesto  á con- 
ceder á los  súbditos  franceses  la  misma  protección  que  á todos  los 
de  las  naciones  con  las  cuales  no  existían  tratados,  que  serian  consi- 
derados así  con  respecto  á la  jn’estacion  del  servicio  militar  , y que 
las  indemnizaciones  debían  ser  recíprocas.  Buchet -Martigny,  en  vista 
do  este  resultado,  se  apresuró  á manifestar  que  M.  Nicholson  había 
obrado  en  aquel  asunto  por  su  propia  cuenta  y declaró  que  el  gobier- 
no de  Rosas  era  el  único  responsable  de  la  lucha  con  Francia,  que 
representaba  en  esta  ocasión  los  principios  de  la  civilización  y de  la 
justicia  en  contra  de  un  gobierno  que  desconocía  por  completo  el 
derecho  de  gentes  y las  leyes  de  humanidad.  Desde  entonces  los 
agentes  de  Francia  en  el  Rio  de  la  Plata  no  pensaron  mas  sino  en 
que  su  nación  declarara  abiertamente  la  guerra  á la  República  Argen- 
tina. En  este  sentido  habló  M.  Roger  al  gobierno  francés  que,  preo- 
cupado con  otros  asuntos,  no  hizo  gran  caso  de  las  manifesta- 
ciones del  vice-cónsul.  Empezaron  aquellas  expediciones  de  los  buques 
franceses  sin  mas  objeto  que  destruir  é incendiar  las  embarca- 
ciones mercantes  argentinas,  expediciones  que  tantos  y tan  inútiles 
desastres  trajeron  para  el  comercio  de  la  república.  De  entonces 
data  también  la  segunda  coalición  con  el  general  Lavalle,  debida 
exclusivamente  á la  protección  y á los  esfuerzos  de  los  agentes  fran- 
ceses. 

Pero  la  intervención  francesa  en  el  Rio  de  la  Plata,  nacida  por  la 
situación  especial  del  gobierno  francés  y la  impremeditation  y lige- 
reza de  sus  agentes,  debía  terminar  tan  inusitadamente  como  empezó. 
El  almirante  Mackau  llegó  á Montevideo  el  23  de  setiembre  de  1840, 
y después  de  permanecer  allí  algunos  dias  se  presentó  delante 
do  Buenos-Aires,  y propuso  la  apertura  de  las  conferencias  de  paz, 
que  íuéron  aceptadas  por  el  gobierno  de  la  República  Argen- 
tina. Estas  conferencias  produjéron  el  tratado  de  29  de  octubre 
de  1810,  ratificado  el  31  del  mismo  mes  y año  por  el  dictador  Rosas. 

Este  tratado  es  notable  bajo  dos  puntos  de  vista  tristemente  célebres. 
Por  su  artículo  primero  legitima  las  indemnizaciones  pedidas  por  el 
gobierno  francés,  y si  bien  es  cierto  que  Rosas  ganó  de  este  modo 
estabilidad,  también  lo  es  que  fué  á costa  de  una  humillación 
y de  asentar  un  precedente  funestísimo  en  las  relaciones  de  los  Es- 
tados européos  con  los  americanos. 

Por  su  artículo  3o  este  tratado  prueba  plenamente  el  carácter 

extraño  é injustificable  de  esta  intervención,  que  tuvo  que  abandonar 
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sus  aliados  á la  clemencia  del  gobierno  tiránico  de  la  República  Argen- 
tina y que  terminó,  como  debía  terminar,  sin  definir  ningún  verda- 
dero y legítimo  derecho,  sin  consagrar  ningún  pensamiento  fecundo, 
teniendo  Francia  que  reconocer  la  legitimidad  de  un  gobierno  del 
cual  sus  mismos  agentes  habían  dicho  que  estaba  fuera  de  las  leves 

V 

de  la  humanidad,  y teniendo  este  gobierno  que  afirmar  un  principio 
que  había  de  traer  para  los  Estados  de  la  América  del  Sur  intermi- 
nables y gravísimas  complicaciones.  * 

§ 88.  Poco  tiempo  después  déla  celebración  del  tratado 

de  1840  entre  Francia  y la  República  Argentina,  Lavalle  cion'angio- 

, Ir.uicc.-ncnel 

lúe  derrotado  y muerto,  Rivera  batido  completamente  en  n¡o«ioin  nata 

Arroyo-brande,  y Montevideo  sitiado  por  las  tuerzas  argen- 
tinas al  mando  del  general  Oribe.  La  guerra  empezó,  pues,  á destro- 
zar la  república  del  Uruguay,  bajo  el  pretesto,  por  parte  de  Rosas,  de 
colocar  al  frente  de  este  país  al  que  llamaba  presidente  legal  de  la 
república.  La  conducta  del  gobierno  francés  durante  la  intervención 

* Un  oílicier  de  la  flotte.  Recua  des  Deux-Mondes,  t.  XXV,  p.  301-370;  Docu- 
mentos Oficiales  (Buenos- Aires,  1838,  1839;)  Correspondencia  tenida  entre  M.  Roger, 
vice-cónsul,  encargado  interinamente  del  consulado  de  Francia  en  Buenos-Aires  y 
el  señor  Arana,  ministro  de  la  Confederación  Argentina,  reclamando  el  primero  á 
nombre  del  derecho  de  genles,  para  que  los  Franceses  que  pública  y notoriamente 
se  liabian  establecido  en  la  República  con  los  mismos  (jocas  y libertades  driles  que 
los  ciudadanos  Argentinos,  no  sean  considerados  domiciliarios  del  lugar  en  donde 
están  establecidos;  Contestación  del  señor  ministro  Arana,  y oíros  documentos  rela- 
tivos al  mismo  asunto  (1838;)  Correspondencia  sostenida  entre  el  gobierno  de  la 
Confederación  Argentina  y el  señor  Nicholson,  capitán  comandante  de  las  fuerzas 
navales  de  los  Estados- Unidos  en  la  costa  del  Brasil  y Rio  de  la  Plata,  sobre  la 
cuestión  promovida  por  los  Agentes  de  la  Francia  (1839;)  El  contra-almirante 
Leblanc  al  gobernador  de  Buenos-Aires,  (marzo  24  y 27,  abril,  mayo  5 de  1838;) 
El  gobernador  de  Buenos-Aires  al  contra-almirante  Leblanc,  (abril,  3 y 20;)  El 
contra-almirante  Leblanc  al  señor  Arana,  ministro  de  relaciones  exteriores,  infor- 
mándole del  bloqueo  de  todo  el  litoral  de  la  República,  (marzo  de  1838;)  El  ministro 
de  relaciones  exteriores  al  contra-almirante  Leblanc  (marzo  20  de  1838;)  Idem, 
al  presidente  de  la  Cámara  de  Justicia  (marzo  29  de  1838;)  Circular  del  contra- 
almirante francés  Leblanc  á los  ministros  y cónsules  extranjeros  residentes  en 
Buenos-Aires  (marzo  28  de  1838;)  Misión  de  M.  Buehct  de  Martigny  y sus  instruc- 
ciones (octubre  12  de  1838,  marzo  0 y octubre  21  de  1839;)  Declaración  de  gucria 
del  gobierno  del  Uruguay  (marzo  11  do  1839)  ; Instrucciones  del  mariscal  Soult  a 
representante  de  la  Francia;  Nota  de  M.  Thicrs  al  ministro  del  Uruguay  en  I' rancia 
(julio  31  de  1840;)  Misión  del  almirante  Mackau,  ó instrucciones  de  M.  Tluers  a 
este  último  (.julio  21  de  1840;)  Dépéche  de  l’amiral  Mackau  á M.  le  presiden  du 
Conscil,  i bord  de  la  frégatc  la  Gloire , devant  Montevideo  (le  22  novembre  1810;) 
Negociación  de  paz  y tratado  firmado  el  29  de  octubre  de  1810;  Carlos  Calvo  Amé- 
rica latina  — Anales  Históricos  de  la  Revolución,  tomo  I,  introducción;  M.  Guizot, 
Jíistoirc  parlementaire  de  F ranee,  Discussion  sur  le  traite  concia  le  29  oriol  re 
entróla  France  et  la  Republique  Argentino,  (scance  du  8 furrier  1841).  v.  III,  p.  411. 

— Chambre  des  Pairs. 
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de  1838  á 1840  servia  en  esta  ocasión  admirablemente  á los  planes 
de  Rosas,  quien  legitimaba  su  guerra,  fundándose  en  el  tratado  de 

1840.  (art.  4°). 

Esta  intervención  de  la  República  Argentina  en  los  asuntos  del  Uru- 
guay empezó  á ocupar  la  atención  de  los  gobiernos  europeos,  y prin- 
cipalmente del  francés,  con  motivo  de  una  resolución  del  general 
Oribe. 

El  dia  Io  de  abril  de  1843  este  general  publicó  un  bando  con- 
denando á la  última  pena  á los  extranjeros  que  tomáran  las  armas  en 
contra  suva.  Este  acto  produjo  un  efecto  contrario  del  que  Oribe  se 
proponía,  organizándose  en  Montevideo  una  legión,  á cuyo  frente 
ondeaba  el  pabellón  francés.  Gran  conflicto  fué  este  para  el  gobierno 
de  Luis  Felipe,  que  había  reconocido  la  legitimidad  de  la  dictadura 
de  Rosas.  Por  tanto  era  imposible  que  Francia  autorizara  la  formación 
de  la  legión  francesa  en  Montevideo,  ni  ménos  permitir  que  se 
cubriese  con  los  colores  de  su  bandera. 

El  almirante  Massiéu  de  Clerval  hizo  cuanto  le  fué  posi- 

Elalmiran-  . 

¡c  Massieude  bie,  en  virtud  de  órdenes  superiores,  para  disolver  esa 
Clerval.  , 

legión,  y alcanzó,  por  fin,  despojarla  del  carácter  extran- 
jero que  tenia,  pudiendo  decirse  que  se  constituyó  en  una  verdadera 
fuerza  del  pais. 

.. . La  situación  del  Brasil  en  esta  época  y su  actitud  desde 

r.a  política  1 J 

ef'fiodete  1828»  con  la  República  del  Uruguay,  son  hechos  que  se 
ph;a.  enlazan  íntimamente  con  la  intervención  anglo-francesa  en 

el  Rio  de  la  Plata,  y constituyen  uno  de  los  precedentes  diplomáticos 
de  ella,  siendo  como  son  el  antecedente  necesario  de  la  misión  encar- 
gada por  el  gobierno  brasileño  al  vizconde  de  Abrantes. 

m3  En  1843  hacía  ya  tiempo  que  el  gobierno  imperial  del 
aiiaiua  entre  ®ras^  se  ocupaba  en  combatir  la  insurrección  republicana 
gobierno ^ar-  flue  ^abajaba  la  provincia  de  Rio  Grande  del  Sur.  No  se 
gemino.  ocultaba  al  gabinete  de  Rio  Janeiro  la  protección  que  el 
general  Rivera,  presidente  del  Uruguay,  prestaba  á los  republicanos 
de  Rio-Grande  ; esta  conducta  de  Rivera  con  respecto  al  Brasil,  la 
alianza  inquebrantable  de  Rosas  con  Oribe  y el  constante  empeño 
del  dictador  argentino  de  ver  en  dicho  aliado  el  presidente  legal 
del  Uruguay  formaban,  á no  dudarlo,  cierta  comunidad  de  intereses 
entre  el  gobierno  del  Brasil  y el  de  Rosas.  Por  otra  parte,  el  Bra- 
sil no  habia  reconocido  sin  esfuerzo  la  independencia  de  la  Banda 
Oriental,  y al  combatir  á su  gobierno  obedecía  al  triple  motivo 

de  su  tradición  histórica,  de  sus  tendencias  absorventes  y de 
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la  necesidad  de  pacificar  la  provincia  de  Rio  Grande.  Rosas  encon- 
traba también,  en  su  situación,  indudables  ventajas  en  la  coopera- 
ción que  el  Brasil  podía  prestarle,  tanto  mas,  cuanto  que  hablábase 
ya  de  la  posibilidad  de  una  nueva  intervención  francesa  en  el  Rio  de 
la  Plata.  Si,  pues,  el  gobierno  de  Rosas  fortalecía  sus  pretensiones, 
material  y moralmente,  aliándose  con  el  Brasil,  era  natural  que  esta 
alianza  formara  parte  de  sus  planes  y proyectos.  No  debe,  por  tanto 
extrañarse  que  el  gobierno  argentino  autorizara  á su  ministro  cerca’ 
de  la  corte  de  Rio  Janeiro  para  la  celebración  de  un  tratado  de  alianza, 
y que  semejante  proyecto  fuera  muy  favorablemente  acogido  por  el  go- 
bierno del  imperio. 

Este  tratado  firmado  por  los  representantes  de  la  Con- 

r r El  Empcra- 

federacion  Argentina  y del  imperio  del  Brasil  el  dia  24  de  cbr  doi  Bra- 

su  i at mea  ci 

marzo  de  4843  fué  ratificado  por  el  emperador  el  27  del  tratado  de 

r x ali ama,  el 

mismo  mes  y año.  Ambos  Estados  se  obligaban  á pacificar  side  marzo 
la  provincia  de  Rio  Grande  y á restablecer  la  autoridad 
legítima  en  el  Uruguay,  conviniendo  en  la  expulsión  de  los  rebeldes 
é intrusos,  no  solo  del  territorio  de  la  República  Argentina  y del 
imperio,  sino  de  la  Banda  Oriental  que  no  había  tomado  parte  en  la 
celebración  del  tratado. 

Presentado  que  fué  el  tratado  á Rosas,  este  se  negó 

1 . El  general 

terminántemente  á ratificarlo,  fundándose  en  que  no  podia  Rosas  lo  re- 
llevarse  á cumplido  término  sin  el  acuerdo  del  gobierno 
legal  de  la  República  del  Uruguay,  sobre  cuyo  territorio  tendrían 
que  entrar  los  ejércitos  del  imperio,  y sobre  cuyo  derecho  de  asilo 
se  determinaba  también  en  el  tratado  (1). 

Esta  conducta  inexplicable  de  Rosas  produjo  un  cambio 
radical  en  la  actitud  del  gobierno  brasileño.  El  gabinete  3Iisi0"  :j 
de  Rio  Janeiro  empezó  á recelar  del  dictador  argentino,  y ^{frontes  d° 
á temer,  que  una  vez  triunfante  Oribe,  la  República 
del  Uruguay  se  convirtiera  en  una  provincia  ó dependencia  de 
la  Confederación  Argentina  y que  la  de  Rio  Grande  del  Sur  corriese 
igual  peligro.  Alarmado  por  estos  temores  se  apresuró  á mandar  á 
Europa  en  4844,  al  vizconde  de  Abrantes,  encargado  ostensiblemente 
de  negociar  un  tratado  de  comercio  con  el  Zollverein,  pero  con  el  ob- 
jeto real  de  preparar  contra  la  República  Argentina,  las  naciones 
que  habían  reconocido  y garantizado  la  independencia  de  la  Banda 
Oriental. 


(1)  Pereira  Pinto,  Apontamcntos  para  o Direilo  internacional , nota  argentina,  lo 
mo  3°  pag.  89,  Rio  de  Janeiro,  186G. 
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que  recibe 
en  Inglaterra 
y Frauda  la 
miden 
Atirantes. 


El  vizconde  de  Abrantes  llegó  á Europa  y expuso  en  un  memorán- 
dum (¡lie  dirigió  al  gobierno  inglés  el  9 de  noviembre  de  1844  v al 
francés  el  7 de  diciembre  del  mismo  año,  el  objeto  de  su  misión 
y la  necesidad  de  que  estas  potencias  interviniéran  en  los  asuntos 
del  Rio  do  la  Plata. 

a fúgida  Los  gobiernos  de  Inglaterra  y de  Francia  acogieron  favo- 

rablemente la  misión  del  vizconde  de  Abrantes.  Sin  em- 
bargo, al  acceder  á las  conclusiones  de  su  memorándum  el 
gobierno  francés,  como  afirma  de  Brossard  (1)  estaba  ani- 
mado por  sentimientos  un  tanto  extraños  al  asunto  en  cuestión.  « En 
la  intervención  común  con  Inglaterra,  dice  de  Brossard,  el  gabinete 
del  19  de  octubre  tuvo  en  cuenta  sobre  lodo  la  ventaja  de  renovar  de 
una  manera  brillante  é inesperada  á los  ojos  de  las  Cámaras  y de 
Europa,  y sobre  una  cuestión  grave  de  política  exterior,  la  buena 
armonía  con  Inglaterra,  interrumpida  por  efecto  de  las  complicaciones 
de  1810  v de  los  ardientes  debates  acerca  del  derecho  de  visita.  El 

V 

gobierno  francés  encontró  también  un  medio  de  imponer  silencio  á 
los  clamores  de  la  oposición,  (jue  se  quejaba  de  que  estaban  aban- 
donados los  intereses  franceses  en  el  Plata,  y se  propuso  ganar  tiempo 
por  medio  de  negociaciones.  » La  actitud  del  gobierno  francés  en 
1844  con  respecto  á los  asuntos  del  Plata  se  resentía,  pues,  de  los 
mismos  vicios  que  tuvo  la  de  1838. 

Resuelta  por  Inglaterra  y Francia  la  intervención  en  el 
Rio  de  la  Plata,  se  decidió  desde  luego  excluir  de  esta 
empresa  al  gobierno  que  la  habia  iniciado,  y no  contar, 
por  tanto,  con  la  cooperación  del  Brasil. 

Además  y para  que  pudieran  entablarse  las  oportunas 
negociaciones  diplomáticas,  el  gobierno  inglés  nombró  á 
M.  Ouselev  como  su  enviado  extraordinario  cerca  del  gobier- 


Sc  decido 
lo  inlervcn- 
f.iini  Anglo- 
frnncesa  en 
el  Maní. 


l'riimuti 
misión  anglo 
francesa. 
Onscley  y 
DcUuudis. 


no  argentino,  y el  francés  al  barón  de  Deífaudis.  Las 
instrucciones  que  seles  comunicáron  son  un  tanto  vagas  é indefinidas. 
Esto  no  obstante,  en  las  de  M.  Guizot  al  barón  de  Deífaudis  se 
hacen  declaraciones  notables  que  dan  á conocer  el  carácter  de  la 
intervención  y aun  la  significación  que,  según  el  mismo  gobierno 
flanees,  tuvo  la  de  1838.  M.  Guizot  reconocía  en  aquellas  instrucciones 
la  legiíimitad  del  gobierno  de  Rosas,  declaraba  que  el  gobierno  francés 
no  estaba  aliado  al  de  Montevideo,  y que  no  era  tampoco  su  intención 
volver  á empezar  lo  que  había  terminado  felizmente  el  tratado  de  1840. 


1*1  ( u,,s'^'(Hions  his  tonques  el  poli  tiques  sur  les  Republiques  de  la  Plata,  pag  209. 
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Si  los  enviados  extraordinarios  de  Francia  y de  Inglaterra  no  alcan- 
zaban resultado  alguno  en  sus  negociaciones,  se  dcbia  recurrir  al  blo- 
queo de  los  puertos  y á la  captura  de  los  buques. 

M.  Ouseley  fué  el  primero  que  se  presentó  en  Buenos-Aires. 

El  encargado  de  negocios  de  los  Estados-Unidos  le  ofreció  sus  bue- 
nos oficios,  pero  esta  proposición  no  fué  admitida.  Rosas  exigió  como 
condición  para  las  negociaciones,  el  reconocimiento  previo  del  blo- 
queo de  Montevideo  por  la  escuadra  argentina.  Los  enviados  se  nega- 
ron á este  reconocimiento.  Por  último,  después  de  varias  é inútiles 
gestiones,  por  una  y otra  parte,  los  señores  Deffaudisy  Ouseley  salieron 
de  Buenos-Aires  fijando  un  plazo  definitivo  al  gobierno  Argentino  y 
amenazándole  con  el  bloqueo  de  los  puertos  de  la  república.  Esta 
nota  no  mereció  contestación  y dió  por  resultados  la  declaración 
del  bloqueo  en  18  de  setiembre  de  1845,  el  apresamiento  de  la  escua- 
dra argentina  por  la  aliada,  la  ocupación  de  la  Colonia  y el  combate 
de  Obligado,  que  abrió  el  Paraná,  aunque  no  por  mucho  tiempo,  al 
comercio  européo. 

Apesar  de  esta  actitud  de  las  fuerzas  aliadas,  el  general  Rosas  hizo  á 
los  gobiernos  de  Francia  y de  Inglaterra  proposiciones  para  un  arre- 
glo amistoso,  por  mediación  de  M.  de  Mareuil,  cónsul  de  Francia  en 
Buenos-Aires.  Por  mas  que  estas  proposiciones,  que  partían  siempre 
del  restablecimiento  del  gobierno  de  Oribe  en  la  Banda  Oriental,  no 
fueran  aceptadas,  y que  fué  censurado  por  muchos  que  M.  de  Mareuil 
se  encargarse  de  presentarlas  al  gobiernos  francés,  es  lo  cierto,  que 
revelaban  en  el  de  Rosas  deseo  de  arreglar  la  cuestión  pendiente. 
Por  otra  parte,  Inglaterra  y Francia  habian  recogido  ya  los  frutos 
naturales  de  su  conducta.  Su  comercio  con  la  Confederación  argen- 
tina, ántcs  floreciente,  se  habia  casi  arruinado.  El  gobierno  de  la 
república  no  podía  tampoco  pagar  el  empréstito  que  había  nego- 
ciado en  Inglaterra.  Era,  por  tanto,  muy  difícil  que,  vistas  las  ten- 
dencias conciliadoras  del  general  Rosas,  los  gobiernos  de  I1  rancia  y 
de  Inglaterra  no  renunciaran  á sus  antiguas  pretensiones  y dejaran 
•de  limitar  sus  exigencias.  Si  las  proposiciones  de  M.  de  Mareuil  no 
fueron  aceptadas,  modificaron  en  gran  manera  la  actitud  de  Jo»  go- 
biernos interventores,  hasta  el  punto  que  las  tropas  inglesas  fueron 
llamadas  y se  ordenó  también  la  evacuación  del  Paraná  por  los 
buques  de  guerra.  * 

• Carlos  Calvo,  América  latina,  tercer  periodo;  Tratado  de  alianza  ofensiva  e defensiva 
■entre  o Brasil  e a Confederado  Argentina,  24  de  marro  1843;  Mémoire  de  l'amiral  Más- 
tic i de  Clerval  « son  successeur,  du  24  fevricr  1844;  Instructions  du  ministre  des  a/faires 
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Esta  nueva  actitud  de  los  gobiernos  interventores  dió 
lugar  á su  segunda  misión  cerca  del  gobierno  argentino, 
desempeñada  porM.  Ilood,  que  liabia  sido  cónsul  de  In- 
glaterra en  Montevideo. 

Las  proposiciones  de  que  se  hizo  cargo  M.  Hood,  fundábanse  en 
¡tarto  en  las  presentadas  por  M.  de  Mareuil.  Se  reconocía  por  ellas 
que  la  navegación  del  Paraná  debía  quedar  sujeta  á las  leyes  y regla- 
mentos de  la  República  Argentina ; que  el  bloqueo  de  los  puertos  de 
la  República  seria  levantado  tan  pronto  como  las  tropas  argentinas 
evacuaran  el  territorio  Oriental;  que  se  llevaría  á cabo  también  desde 
aquel  momento  el  desarme  de  la  legión  extranjera  en  Montevideo; 
que  se  verificaría  en  la  Banda  Oriental  la  elección  de  un  presidente , 
obligándose  ántcs  el  general  Oribe  á sujetarse  á los  resultados  de 
ella,  y,  en  lin,  que  se  concedería  una  amnistía  general  recíproca  y 
completa  para  las  personas  y para  los  bienes. 

Estas  proposiciones  fueron  aceptadas  en  julio  de  184C,  por 
el  general  Rosas  y en  agosto  del  mismo  año,  por  el  gene- 
ral Oribe.  Faltaba,  sin  embargo,  lo  mas  importante  : la  celebra- 
ción del  tratado  con  arreglo  á estos  principios.  Su  redacción 
correspondía  á los  Sres.  Ouseley  y Deffaudis,  pero  estos  se  nega- 
ron á autorizar  un  tratado  que  estaba  fuera  de  sus  primitivas  ins- 
trucciones y dieron  así  lugar  á la  tercera  misión  diplomática,  para 
la  cual  fueron  nombrados  en  representación  de  Francia  el  conde  de 
Walewski  y en  la  de  Inglaterra  lord  Howden.  * 


1846 

Segunda  mi 
sion  anglo- 
francesa. 
M.  Hood. 


étrangéres  brésilien  au  vicomte  d’ Abranles,  da  23  aoat  1844 ; Lcltre  de  Lord  Aber- 
reen au  vicomte  d’ Abranles,  da  28  novembre  1844;  Lettre  de  il/.  Guizot  au  vicomte 
d' Abranles,  du  31  janvier  1845;  Archivo  americano,  junio  13  de  1846;  Protes  lation 
da  ministre  argenlin  á Rio  Janeiro  contre  la  reconnaissance  du  Paraguay  par  le 
Brésil,  du  21  février  1845;  iYo/e  du  Gouvernement  imperial  au  ministre  argén tin 
a Rio  Janeiro , du  20  juillet  1845;  Lettre  du  general  San  Martin,  20  décembre  1845; 
cn  el  Morning  chronicle  de  12  febrero  1846;  Note  de  M.  Ouseley  au  ministre  argen- 
lin,  du  21,  et  du  ministre  argenlin  á il/.  Ouseley,  du  24  mai  1845;  Note  de  M.  Ou- 
seley au  ministre  argenlin,  du  27  juin  1845;  Lettre  de  M.  Guizot  á M.  Vamiral 
Machan,  du  4 raars  1845;  Chevalierde  Saint-Robert,  Le  général  Rosas  et  la  question 
de  la  Plata ; Propositions  du  général  Rosas  á M.  de  Mareuil,  du  26  oclobre  1845; 
Correspondencia  oficial  entre  el  gobierno  argentino  y los  señores  Ouseley  y Deffaudis ; 
Archivo  americano,  série  1,  1843-1845;  Guizot,  Histoire  parlementaire  de  la  France, 
'ol.  4,  pp.  386,  390,  395,  401,  402,  407;  A de  Brossard,  Considérations  hist.  et 
pol.  sur  les  Republiques  de  la  Plata,  p.  627,  París,  1850;  Memorándum  de  M.  le 
'icomte  d’Abrantés,  ministre  du  Brésil  á París,  7 décembre  1844;  Instructions  de 
M.  Guizot,  ministre  des  affaires  étrangéres,  á M.  Deffaudis  (22  mars  1815);  Ins- 
tructions  de  Lord  Aberdeen  á M.  W.  G.  Ouseley  (20  février  1845). 

. . l’  de  Arana,  ministre  des  affaires  étrangéres  argén  tin,  á M.  Hood,  du 

- juillet  1846;  A ote  de  M.  Hood  au  ministre  des  affaires  étrangéres  araentin  du 
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Las  instrucciones  que  recibiéron  estos  nuevos  ministros  Tercera 

tenían  ya  otro  carácter  que  las  comunicadas  á M.  Deffaudis  mírsfnnc^asl0' 
y M.  Ouseley.  La  convención  Hood  servia  de  base  á estas 
instrucciones.  Sin  embargo,  Francia  é Inglaterra  se  sepa-  walewski. 
raban  un  poco  de  los  principios  de  dicha  convención,  dando  así  lugar 
á que  el  general  Rosas  contestara  á la  nota  en  que  se  le  comunicaba 
el  proyecto  del  nuevo  tratado,  negándose  á entrar  en  negociaciones 
bajo  las  bases  que  se  le  proponían,  y reproduciendo  sobre  poco  mas 
ó menos,  las  proposiciones  que  habia  mandado  por  conducto  de  M.  de 
Mareuil.  Esta  nota  fué  contestada  por  uno  de  los  plenipotenciarios  en 
sentido  tan  conciliador  que  declaraban,  por  ejemplo,  con  respecto 
al  desarme  de  los  extranjeros  en  la  República  del  Uruguay,  no 
ya  que  le  reclamarían  sino  que  lo  efectuarían.  Las  negociaciones 
se  continuaron  de  este  modo  por  algún  tiempo,  pero  fué  imposible 
que  los  plenipotenciarios  y el  gobierno  argentino  llegaran  á un  acuerdo 
sobre  la  navegación  futura  del  Paraná.  Así,  la  tercera  misión  diplomá- 
tica al  Rio  de  la  Plata  no  tuvo  mas  resultado  práctico  que  las  dos 
anteriores.  Sin  embargo,  debe  notarse  en  ella  la  tendencia  cada  vez 
mas  perceptible,  de  los  gobiernos  de  Francia  y de  Inglaterra  á con- 
seguir la  paz  por  cualquier  medio  y hasta  á dar  cierta  consideración 
á las  pretensiones  del  general  Oribe  sobre  el  gobierno  de  Montevideo. 

Al  mismo  tiempo  esta  tercera  misión  diplomática  dio  lugar  á que 
se  concretara  y fijara  mas  la  posición  de  Inglaterra,  ya  un  tanto 
definida  por  la  misión  de  M.  Hood.  Según  sus  instrucciones,  lord 
Howden  y el  conde  Walewski,  terminada  su  misión  cerca  del  gobierno 
de  Buenos-Aires,  debían  tratar  de  concluir  un  armisticio  entre  los 
contendientes.  A este  fin,  lord  Howden  propuso  á M.  de  Walewski 
celebrar  una  entrevista  con  el  general  Oribe,  ofrecerle  el  armisticio 
prescrito,  y que  se  acordara  la  formación  de  una  junta  provisora 
nombrada  por  el  general  Oribe  y el  gobierno  de  Montevideo,  la  cual 
debía  presidir  las  elecciones  que  tendrían  que  verificarse.  Lord 
Howden  opinaba  también,  si  el  armisticio  no  era  aceptado , que  se 
propusiera  al  gobierno  de  Montevideo  una  capitulación  lo  mas 
ventajosa  posible  con  el  general  Oribe.  Aquel  se  negó  resueltamente 
á todo  arreglo  con  dicho  general,  en  tanto  que  no  hubiera  ase- 

31  aoüt  1846;  Note  du  ministre  (les  afTaires  él rcmgcres  argenlin  a M.  Hood,  du 
6 septembre  1846;  Archivo  Americano,  serie  1,  1845-1847;  Correspondencia  oficml 
entre  el  gobierno  argentino  y Mr  Hood ; Giuzot,  Histoire  parlemenlaire  de  la  France, 
v.  4,  p.  33-151;  A.  de  Brossard,  Considérations  historiques  el  politiques  sur  les 
Republiques  de  la  Plata,  p.  330,  París,  1350  Projet  de  traite  connu  sous  le  nom  dd 
Bases-Ilood,  (1846). 
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gurado  la  independencia  de  la  república,  alejando  de  su  territorio 
las  tropas  argentinas.  El  general  Oribe  consintió  en  la  suspen- 
sión de  las  hostilidades  durante  seis  meses  y exigió  como  condi- 
ción previa  que  se  levantara  el  bloqueo  en  las  dos  orillas  del  Plata. 
Esta  suspensión  no  fue  aceptada  por  el  gobierno  de  Montevideo. 
Lord  Howden  consideró  ante  esta  negativa,  que  liabia  llegado  el 
caso  previsto  en  las  instrucciones  de  ordenar  á la  escuadra  inglesa 
que  levantara  el  bloqueo  en  el  Kio  de  la  Plata.  Contra  esta  deter- 
minación protestó  el  gobierno  de  Montevideo  y los  comerciantes  ingle- 
ses que  residían  en  la  ciudad.  M.  de  Walewski  no  siguió  en  este 
punto  al  representante  inglés  y tomólas  disposiciones  oportunas  para 
sostener  el  bloqueo  en  el  Plata  y proteger  la  ciudad  de  Montevideo 
hasta  que  resolvieran  por  sí  la  cuestión  los  gobiernos  de  Francia 
y de  Inglaterra. 

A pesar  de  la  actitud  asumida  por  M.  de  Walewski,  el  gobierno 
francés  aceptó  en  el  fondo  el  giro  dado  á la  cuestión  por  lord  Ilowdcn 
y de  acuerdo  siempre  con  Inglaterra,  se  nombraron  nuevos  plenipo- 
tenciarios. * 

Para  esta  misión  diplomática  fueron  nombrados  por 
cumia  mí-  Francia  el  barón  Gros  y por  Inglaterra  M.  Gore.  Estos 
MfToreS<y  el  plenipotenciarios  debían  tratar  directamente  con  el  general 
Barón  uros.  Oribe  y el  gobierno  de  Montevideo,  sin  entenderse  para 
nada  con  el  de  la  República  Argentina. 

Los  nuevos  plenipotenciarios  de  Inglaterra  y de  Francia  empeza- 
ron sus  negociaciones  con  el  general  Oribe,  el  cual  no  tuvo  incon- 
veniente en  hacer  la  declaración  que  se  le  exijía,  en  conformidad  con 
las  bases  de  la  convención  Hood  (I). 

Necesitábase,  no  obstante,  para  que  las  tropas  argentinas  se  reti- 
raran del  territorio  Oriental  el  consentimiento  del  general  Rosas,  y 
este,  léjos  de  prestarlo,  excitó  al  general  Oribe  á que  retirara  su  pala- 


* Note  de  M.  Walewski  á lord  Howden,  du  11  jm'llet  1847;  Letlre  de  M.dc  Wa- 
lewsk't  á lord  Howden,  du  15  juillet  1847  ; Note  confidentielle  de  M.  Barreiro,  mi- 
nistre des  affaires  ctrangcres  de  Montevideo  ti  M . de  Walewski,  du  15  juillet  1847  ; 
Letlre  de  M.  de  Walewski  á lord  Howden,  du  11  juillet  1848;  Archivo  americano , 
sér.  2,  184G-1847  ; Correspondencia  oficial  entre  el  gobierno  argentino  y los  señores 
de  Walewski  y Howden ; A.  de  Brossard,  Considérations  hist.  ct  Pol.  sur  les  I té- 
publiques  de  la  Plata,  p.  351,  Paris,  1850;  Instructious  de  M.  Guizot  á M.  le  comte 
de  Walewski  (8  de  mars  1847);  Note  collective  de  M.  de  Walewski  et  lord  Howden 
(3  de  juin  1847)  ; Projet  de  traite  présente  par  le  comte  de  Walewski  (1847). 

(1)  Protocolo  de  la  negociación  de  paz,  promovida  par  los  señores  ministros  ple- 
nipotenciarios de  los  gobiernos  interventores ; iniciado  el  21  de  marzo,  y terminado 
el  8 de  junio  de  1818.  Publicación  oficial.  Montevideo  1848. 
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Término  de 
la  interven- 
ción inglesa. 
Tratado  de 
paz  firmado 
el  24  de  no- 
viembre. 


bra  fundándose  en  que  reconocería  de  este  modo  la  legitimidad  del 
gobierno  de  Montevideo  y los  actos  de  su  administración,  y en  que  no 
se  tenían  en  cuenta  para  nada  los  derechos  y los  intereses  de  la  Con- 
federación Argentina.  Tal  fue  la  causa  de  que  estas  negociaciones  no 
condujeran,  como  se  prometían  los  gobiernos  aliados  de  Francia  y 
de  Inglaterra,  á un  resultado  amistoso. 

Inglaterra,  sin  embargo,  muy  inclinada  ya  desde  la 
misión  de  M.  Hood,  á terminar  un  asunto  que  tanto  había 
lastimado  sus  intereses  mercantiles,  se  aprovechó  del  mal 
éxito  de  las  nuevas  negociaciones  para  apresurarse  á cele- 
brar un  tratado  restableciendo  las  perfectas  relaciones  de 
amistad  entre  la  Confederación  Argentina  y S.  M.  Británica,  recono- 
ciendo todos  los  derechos  que  como  nación  libre  é independiente  cor- 
responden á la  Confederación  ; disponiendo  la  evacuación  de  los 
puntos  ocupados  y la  devolución  de  los  buques  y obligándose,  por 
último,  á saludar  el  pabellón  de  la  República  con  21  cañonazos. 

Aun  después  del  anterior  tratado,  Francia  continuó  su  Qllinta  mi- 
intervención  en  el  Rio  de  la  Plata.  Sin  embargo,  la  acti-  sÍaiS^ 
tud  de  Francia  que  había  seguido  en'esta  cuestión  las  osci-  Leprecíour- 
laciones  de  la  política  inglesa  se  modificó  más  en  este  sentido  á causa 
de  dicho  tratado.  Esto  se  desprende  de  las  instrucciones  comunicadas 
por  M.  Bastide,  ministro  de  relaciones  exteriores  de  la  República 
Francesa,  al  almirante  Le  Predour,  jefe  de  la  escuadra  de  Francia  en 
el  Plata. 


En  conformidad  con  estas  instrucciones  basadas  en  la  fl 

convención  Hood  y en  el  tratado  con  Inglaterra,  se  firmó  ¡^[^ven- 
una  autorizada  por  D.  Felipe  Arana,  en  representación  de 
la  Confederación  Argentina  y por  el  almirante  Le  Prédour  ^a’d^íe" 
en  la  de  la  República  Francesa,  convención  que  no  llegó  agosto, 
á ratificarse  por  Francia,  pero  que  no  por  eso  ha  dejado  de  ser  de 
hecho  menos  válida. 

A pesar  de  este  tratado  el  gobierno  francés  se  abstuvo  en  consi- 
derar el  establecido  en  Montevideo  como  único  gobierno  legítimo, 
y en  no  ver  en  D.  Manuel  Oribe  más  que  el  carácter  de  brigadiei 
del  ejército.  No  obstante,  entró  en  negociaciones  diplomáticas 
con  este  que'dieron  por  resultado’  la  convención  de  13  de  setiembie 
do  I8o0,  firmada  en  representación  de  f rancia  por  el  almirante 
Le  Prédour,  y en  dg]  general  Oribe  por  el  ministio  de  i ela- 
ciones exteriores  de  su  gobierno,  D.  Carlos  G.  Villa-demoros.  En  ella 
el  general  Oribe  confirma  el  tratado  celebrado  entre  la  Coníede- 
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ración  Argentina  y el  Gobierno  francés,  y se  estípula  y consagra  ade- 
mas la  independencia  de  la  república  del  Uruguay. 

Esta  convención  con  el  general  Oribe,  y el  tratado  con  el  gobierno 
de  la  República  Argentina  de  31  de  agosto  de  1850,  fueron  las  últi- 
mas palabras  que  en  el  terreno  oficial  y diplomático  pronunció  Fran- 
cia, en  su  intervención  en  los  asuntos  interiores  de  las  dos  repúblicas 
del  Plata.  El  gobierno  inglés,  con  su  buen  sentido  práctico,  com- 
prendió más  pronto  que  el  francés  la  inutilidad  de  sus  esfuerzos 
v lo  injustificado  y arbitrario  de  sus  pretensiones  en  esta  cuestión. 
A este  mismo  resultado  llegó  también  en  poco  tiempo  este  último, 
que  reconoció  una  vez  mas  la  legitimidad  del  poder  dictatorial  de 
Rosas,  y declaró  igualmente  que  saludaría  el  pabellón  de  la  Repú- 
blica Argentina  con  21  disparos  de  cañón.  Hemos  visto  como  empezó 
y terminó  la  intervención  anglo-francesa  en  el  Rio  de  la  Plata.  Y 
bien,  ¿ qué  principio  de  derecho  internacional  podrá  deducirse  de  esta 
intervención  ? ¿ Qué  resultados  obtuvieron  en  bien  de  la  humanidad 
los  gobiernos  aliados  ? Pero  veámos  otro  ejemplo  notabilísimo  de 
intervención  de  los  Estados  européos  en  los  asuntos  de  los  Estados 
americanos.  Nos  referimos  á la  intervención  en  la  república  de 
Méjico.  * 

, , § 89.  Si  el  rasgo  que  caracteriza  mejor  las  intervenciones 

armada  de  la  je  ]os  Estados  européos  en  el  rio  de  la  Plata  es  la  absoluta 

Francia,  la  1 

InI^-cVnIa  carcnc*a  de  l°s  principios  del  derecho  internacional  y la 
. Méjico.  arbitrariedad  más  completa,  la  reciente  intervención  de 
esos  mismos  Estados  en  la  república  mejicana,  ofrece  idénticos  carac- 
teres y conduce  también  á idénticos  resultados.  Como  dice  Dana, 

* Instructions  de  M.  Guizot  á M.  le  barón  Gros,  (15  décembre  1847);  instructions 
de  M.  Bastide,  ministre  des  Affaires  étrangéres  de  la  République  franfaise  a l’amiral 
Lepredour  (28  janvier  1848) ; Instructions  du  général  La  Hilte,  ministre  des  Affaires 
clrangéres  á l’amiral  Lepredour  (26  janvier  1850),  n°  t,  n°  2,  n°  3;  Dépéche  de 
l'amiral  Lepredour  au  ministre  des  Affaires  étrangéres  (30  avril  1351) ; Discours  de 
l'cmpereur  du  Brésil  (4  mai  1847);  Dépéche  de  M.  Gros  á M.  le  ministre  des  Af- 
faires étrangéres,  du  23  aoút  1848;  Happort  de  M.  Daru  a l’Assemblée  législative , 
au  nom  de  la  Commission  des  crédils  supplémentaires,  du  17  décembre  1849;  Rap- 
P°rt  de  M.  Sauvaeré  Barlelemy  a l’Assemblée  consliluante,  au  nom  du  comité  des 
finances,  du  26  décembre  1848;  Deffaudis,  Queslions  diplornatiques ; Tratado  de  paz 
entre  la  Inglaterra  y la  républica  argentina , celebrado  el  24  de  noviembre  1848 ; 
Projet  de  traite  de  M.  l'amiral  Lepredour  avec  le  général  Rosas  (1849) ; idem,  avec 
le  général  Oribe  (1849) ; Extraits  de  la  pétition  adressée  á TAssemblée  législative  par 
5,459  franpais  résidants  dans  la  Plata ; Convención  de  paz  entre  la  Francia  y la  Répu- 
blica Argentina,  celebrada  el  31  do.  Agosto  de  1851;  Archivo  americano  sér.  2, 1848- 
1850;  Correspondencia  oficial  entre  el  gobierno  argentino  y los  señores  Gros  y Gore 
y el  almirante  Lepredour;  A.  de  Brossard,  Considérations  Itist.  d Pol.  sur  les 
Républiques  de  la  Plata,  p.  372,  París,  1850. 
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la  intervención  de  Inglaterra,  Francia  y España  en  los  asuntos  de 
Méjico,  muestra  los  principios  que  sirven  de  guía  á los  Estados  euro- 
peos en  sus  intervenciones,  y forma  en  derecho  internacional  un  pre- 
cedente contra  las  partes  que  la  han  llevado  á cabo. 

El  objeto  ostensible  de  la  intervención  en  la  república  Fundament0 

medrana  fue  lograr  una  indemnización  á favor  de  los  deJainter- 

mejioanci , o vención. 

súbditos  de  las  potencias  que  intervinieron  por  los  per- 
juicios que,  según  se  aseguraba,  les  había  ocasionado  el  gobierno  de 
la  república. 


Las  potencias  que  reclamaban  esta  indemnización  cele- 
braron en  Londres,  en  octubre  de  1861,  unas  conferencias  conVen- 
que  dieron  por  resultado  la  convención  del  mismo  año.  dres.Estipu- 
En  ella  se  declaraba  que  el  gobierno  mejicano  no  había 
reémbolsado  los  bonos  que  había  expedido,  y de  los  cuales  una  gran 
parte  estaban  en  manos  de  los  súbditos  de  las  potencias  firmantes. 
Esta  falta  de  reémbolso  daba  lugar  á las  reclamaciones  acordadas  en 
la  convención  de  Londres.  Otro  de  los  motivos  que  servían  de  base  á las 
redamaciones  éralos  malos  tratamientos  de  que,  según  se  decia,  habían 
sido  víctimas  algunos  de  los  súbditos  de  las  potencias  que  reclamaban, 
á consecuencia  de  los  hechos  anteriores,  que  estos  y los  bienes  que 
•á  ellos  pertenecieran  fueran  protegidos  más  eficazmente  por  el  gobier- 
no mejicano,  y que  cumpliéra  también  las  obligaciones  que  con 
respecto  á ellos  había  contraido.  La  convención  de  Londres  esti- 
pulaba en  su  segundo  artículo,  que  las  partes  contratantes  se  obliga- 
ban á no  adquirir  ningún  territorio,  ni  ninguna  ventaja  especial, 
á no  ejercer  en  los  asuntos  interiores  de  Méjico  una  influencia  tal  que 
pudiera  perjudicar  ó limitar  ¿os  derechos  que  corresponden  á la  Nación 
mejicana  para  determinar  la  forma  de  gobierno  que  estime  más  con- 
veniente á sus  intereses.  Para  alcanzar  todos  los  fines  que  se  propo- 
nían las  potencias  aliadas  era  preciso  adoptar  los  medios  necesarios. 
Pues  bien,  la  convención  declaraba  acerca  de  este  punto,  que  las  partes 
contratantes  habían  resuelto  no  emplear  medios  coercitivos,  y no  apo- 
derarse del  territorio  mejicano,  sino  en  los  límites  que  se  habían  ti  ti- 
zado para  obtener  el  resultado  que  se  prometían. 


Como  á primera  vista  se  comprende,  esta  convención  suponía  una 
guerra  de  conquista  contra  aquella  república  mejicana,  con  la  sola 
limitación  de  que  el  pueblo  mejicano  podría  elegir  la  forma  de  go- 
bierno que  le  pareciera  más  conveniente.  Pero  aun  suponía  más  : el 

reembolso  de  las  obligaciones  mejicanas  podía  ser  autorizado  poi  el  go- 
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bierno  de  la  república ; pero  no  sucedía  lo  mismo  con  la  protección 
más  eficaz  que  se  solicitaba  á favor  de  los  súbditos  de  las  potencias 
\ contratantes.  Esta  pretensión,  vaga  c incalificable,  dejaba  al  arbitrio  y 
| decisión  suprema  de  aquellas  potencias,  la  clase  de  gobierno  que  había 
! de  establecerse  en  Méjico.  Si  este  no  podía,  á juicio  de  las  partes 
contratantes,  prestar  aquella  protección,  inútil  creemos  decir  que,  según 
el  espíritu  y la  letra  de  la  convención  de  Londres,  debería  continuar 
la  intervención.  Luego  la  consecuencia  última  é indeclinable  de  dicha 
convención  era  una  intervención  armada  en  Méjico  y la  ocupación, 
armada  también,  del  territorio  mejicano,  hasta  que  las  potencias  euro- 
peas hubieran  conseguido  el  establecimiento  de  un  gobierno  que  acce- 
diera á sus  pretcnsiones. 

Las  potencias  aliadas  invitaron  también  á los  Estados- 

Las  poten- 
cias interven-  Unidos,  como  cuarta  parte  contratante,  para  el  arreglo  de 

toras  invitan  1 

áios Estados-  ]os  asuntos  de  Méjico.  Es  de  advertir,  que  la  nota  por 

Unidos  a to-  J 'ir 

mar  parte  en  medio  de  la  cual  se  invitaba  á los  Estados-Unidos  había 

la  alianza. 

sido  firmada  un  mes  después  de  la  celebración  del  tra- 
tado de  Londres. 


No  podían  los  Estados-Unidos,  por  su  significación  histórica  y polí- 
tica, ni  aun  por  su  situación  topográfica,  ver  con  indiferencia  que 
los  Estados  de  Europa  intervinieran  en  los  asuntos  de  Méjico.  Tam- 
poco era  posible  por  estas  mismas  razones,  que  el  gabinete  de  Was- 
hington se  adhiriéra  como  cuarta  potencia  al  tratado  de  Londres. 
Así,  la  actitud  de  los  Estados-Unidos  fué  desde  luego  la  de  una  po- 
tencia que  trata  de  resolver  diplomáticamente  un  grave  conflicto. 
M.  Seward.  secretario  entonces  de  Estado  del  gobierno  de  Washington 
propuso  un  arreglo  de  las  reclamaciones  pecuniarias,  y se  autorizó 
al  ministro  de  aquella  república,  residente  en  Méjico,  á que  celebrara 
un  tratado  en  este  sentido. 


m.  seward  su  contestación  á la  nota  de  las  tres  potencias  que 

ancgioamis-  lc  invita^an  á tomar  parte  en  el  arreglo  de  los  asuntos 
tos°.  de  Méjico,  M.  Seward  les  comunicó  las  proposiciones 
para  un  arreglo  amistoso  que  habia  sometido  al  gobierno  mejicano, 
y manifestó  que  le  animaba  la  esperanza  de  que  así  se  evitaría 
la  proyectada  intervención.  Sin  embargo,  las  potencias  aliadas 
rechazaron  las  proposiciones  de  M.  Seward,  mostrando  que  no  se 
daban  por  satisfachos  con  el  pago  de  las  cantidades  debidas  á 
sus  súbditos,  y que  insistían  en  reclamar  á favor  de  ellos  y de  sus 

bienes  una  protección  más  eficaz.  Este  último  pensamiento  v las 
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consecuencias  que  se  derivan  de  él,  constituye  casi  la  única  base  de 
la  intervención  en  Méjico. 

En  las  instrucciones  dirigidas  por  M.  Thouvenel,  mi- 

Instruccio- 

nistro  de  relaciones  exteriores  de  Francia,  al  almirante  nuos  de  m. 

Thouvenel  al 

francés  en  el  golto  de  Méjico,  se  declara  que  la  presencia  almirante 
de  las  fuerzas  aliadas  sobre  el  territorio  mejicano  podria 
hacer  que  la  parte  mas  sensata  de  la  población  mejicana,  cansada  del 
estado  de  anarquía  y suspirando  por  el  orden  y la  tranquilidad, 
tentára  un  esfuerzo  para  establecer  en  el  país  un  gobierno  capaz  de 
ofrecer  las  garantías  de  orden  y seguridad  de  que  habían  carecido 
todos  los  que  se  habían  sucedido  desde  la  época  de  la  indepen- 
dencia. M.  Thouvenel  agregaba,  que  el  interés  supremo  de  los 
aliados  estaba  en  este  cambio  de  la  situación  de  la  república  y reco- 
mendaba al  almirante,  que  estimulara  los  esfuerzos  que  se  hicieran 
en  aquel  sentido  por  los  partidos,  y que  no  dejara  de  prestar  su  apoyo 
moral  á cualquier  movimiento  que  pudiera  llegar  á asegurar  por 
completo  los  intereses  de  los  súbditos  extranjeros  que  residían  en 
Méjico. 

Pero  donde  se  manifiestan  con  claridad  y precisión  los  i8r*2- 

J r La  carta  do 

motivos  de  la  intervención  européa  en  Méjico  es  en  la  Napoleón  m, 

1 J al  general 

carta  dirigida  el  7 de  julio  de  1862  por  el  emperador  Na-  For°v  pono 
poleon  III  al  general  Forey.  Según  su  contexto,  Francia  cl.»jóvihMa 
se  proponía  con  la  intervención  en  Méjico  : cion- 

Io  Obtener  una  indemnización  de  los  daños  y perjuicios  causados 
á los  extranjeros  por  el  gobierno  mejicano. 

2o  Impedir  el  engrandecimiento  de  los  Estados-Unidos  por  aquella 
parte  de  América. 

3o  Evitar  que  los  Estados-Unidos  se  conviertan  en  el  único  depósito 
mercantil  de  los  productos  del  continente  norte-americano. 

4o  Restablecer  el  prestigio  de  la  raza  latina  en  América. 

6°  Extender  la  influencia  y los  intereses  de  Francia  por  medio  del 
nuevo  gobierno  fundado  en  Méjico. 

En  conformidad  con  todos  estos  propósitos,  Napoleón  III  encarga 
al  general  Forey  que  establezca  en  Méjico  una  monarquía,  si  esta 
forma  de  gobierno  no  es  incompatible  con  el  sentimiento  nacional 
del  país,  y que  si  esto  no  puede  ser,  que  procure  en  todo  caso  el 
establecimiento  de  un  gobierno  que  ofrezca  alguna  estabilidad.- 

En  su  carta  al  general  Laurcncez,  Napoleón  III  declaró  que  era 
contrario  ú.  sus  intereses,  á su  origen  y á sus  principios  tratar  do 
imponer  cualquiera  clase  de  gobierno  a la  nación  mejicana,  v que  los 


mera. 

Se  proyecta 
Ja  sustitución 
del  gobierno 
republicano 
con  una  mo- 
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naturales  podían  elegir  libremente  el  gobierno  que  mejor  les  convi- 

Pero  á pesar  de  esta  declaración,  lo  cierto  es  que  el  fin 
que  se  proponían  las  potencias  que  firmaron  la  conven- 
ción de  Lóndres  fué,  la  sustitución  del  gobierno  republi- 
cano de  Méjico  con  un  gobierno  monárquico  (1).  Y por- 
que tal  era  el  objeto  que  se  proponían  las  potencias  aliadas  basaron 
su  intervención  en  la  reclamación  de  indemnizaciones  por  hechos 
mas  definidos,  sin  saber  hasta  que  punto  era  en  este  asunto  res- 
ponsable el  gobierno  mejicano,  á cuanto  ascendía  la  deuda,  si  esta 
era  ó no  legítima,  ignorándolo,  en  una  palabra,  todo  y pretendiéndolo 
todo.  No  es  propio,  en  verdad,  de  la  práctica  de  las  naciones,  que  estas 
intervengan  con  su  autoridad  á favor  de  aquellos  de  sus  súbditos  ó 
ciudadanos  que  hayan  tenido  á bien  prestar  su  dinero  á los  gobier- 
nos extranjeros  Y ya  que  tal  cosa  suceda,  debe,  al  menos,  verificarse 
con  exacto  conocimiento  de  causa  (2). 

Pero  véamos  como  se  va  complicando  y definiendo  la 
intervención  de  los  Estados  européos  en  Méjico.  En  su 
nota  de  4 de  diciembre  de  1861,  M.  Seward  dice,  que 
aunque  dé  por  admitido  el  derecho  que  pretenden  los 

(1)  Revuedes  Deux-Mondes,  avril  1861.  Articulo  publicado  porM.  Michel  Chevalier. 

(2)  El  antecedente  de  la  intervención  francesa  en  Méjico  y el  hecho  que  más  tarde 
produjo  la  separación  de  Inglaterra  y España  de  la  empresa  que  determinó  la  con- 
vención de  Lóndres  de  1861,  fué  la  reclamación  Jecker.  Este  mismo  asunto  llegó 
á ser,  andando  el  tiempo,  uno  de  los  motivos  mas  podorosos  de  queja  del  gobierno 
francés  con  respecto  al  de  Maximiliano.  La  cuestión  Jecker  domina,  pues,  desde  el 
principio  hasta  el  fin,  esta  célebre  intervención  en  los  asuntos  de  la  república  meji- 
cana, que  había  de  producir  resultados  tan  funestos  para  el  príncipe  que  aceptó 
la  corona  imperial  y tan  graves  para  el  gobierno  que  se  atrevió  á llevarla  á cabo. 

Los  bonos  de  Jecker  fueron  debidos  en  Méjico  al  gobierno  faccioso  de  Miramon. 
Este  que  gravó  de  una  manera  enormísima  el  tesoro  mejicano,  aceptó  en  sus  momen- 
tos de  gran  apuro  el  proyecto  que  presentó  á Díaz,  ministro  de  Miramon,  el  ban- 
quero suizo,  reducido  á lo  siguiente  : 

El  Estado  tenia  que  hacer  una  emisión  de  15  millones  de  pesos  en  bonos 
leembolsables  en  ocho  años  y que  produjeran  un  interés  de  C por  100.  Estos 
bonos  debían  ser  admitidos  en  todas  las  cantidades  que  tuvieran  que  abonarse  al 

pr°P°rC,0niCle  U\2°  P°r  100 ' Los  títu,os  ^ la  deuda  interior  se  podían 
también  Convertir  en  bonos  de  la  nueva  emisión,  abonando  en  metálico  un  25  por 

milío^  v hP°  r PerClbirMde  GSte  modo  un  capital  en  metálico  de  unos  tres 

para  barrí  P<3S°f  ‘ Miramon  se  apresuró  á autorizar  al  banco  Jecker  y C* 

25  ñor  inft  p3  GmiS,l0n  e11  b°nos  de  los  15  millones  de  pesos,  y para  que  recibiera  el 

conversión  p f0  U *Cj.  6 ^°S  tened°res  de  los  antiguos  títulos  que  se  prestaran  á la 
emersión.  Esto  sucedía  á fines  de  1859. 

un  millón  a*  Sobicrno  de  Miramon,  en  cumplimiento  de  su  contrato, 

los  cuatro  mn  p '°r ' ? pesos*de  los  cuales  poco  mas  de  medio  fué  en  metálico.  A 
’ LC  er  poseía,  pues,  por  un  desembolso  de  millón  y medio  de  pesos 
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aliados  do  juzgar  por  sí  mismos,  si  lian  sufrido  perjuicios  bastante 
graves  para  justificar  la  guerra  cpie  se  proponen  hacer  ú Méjico,  no 
puede  menos  de  recordarles  que  los  Estados-Unidos  estaban  vivamente 
interesados  en  que  no  se  hicieran  dueños  de  ninguna  parte  del 
territorio  mejicano;  ni  adquirieran  ventaja  alguna  particular,  pro- 
curando sobre  todo,  no  ejercer  influencia  alguna  que  pudiera  debilitar 
el  derecho  que  tiene  el  pueblo  mejicano  de  elegir  y constituir  libre- 
mente su  gobierno.  Después  de  estas  afirmaciones  M.  Seward  decla- 
raba que  los  Estados- Un  idos  rehusaban  la  alianza  ofrecida,  fundándose 
en  su  conducta  tradicional  de  no  mezclarse  en  la  política  de  los  Estados 
de  Europa,  en  las  simpatías  que  les  inspiraba  la  república  mejicana,  y 
en  que  las  reclamaciones  que  tuvieran  que  hacer  á Méjico  lo  se- 
rian por  vías  amistosas.  La  actitud  de  los  Estados-Unidos  compli- 
caba, pues,  seriamente  la  intervención  de  las  potencias  aliadas  en 


unos  doce  millones  en  fondos  del  Estado.  En  mayode186ü  la  casa  Jccker  se  declaró 
en  quiebra,  acusando  un  pasivo  de  cinco  millones.  En  sus  cajas  los  liquidadores 
encontraron  en  bonos  la  suma  de  68,391,250  francos. 

En  enero  de  1861,  Juárez  pudo  entrar  en  Méjico  después  de  derrotar  ;í  Mirumon, 
siendo  uno  de  sus  primeros  decretos  declarar  nulo  y sin  efecto  c!  contrato  Jccker, 
que  habia  servido  para  prolongar  la  guerra  civil  en  la  república.  Esto  era  acabar 
con  los  68  miliones  en  bonos  que  se  habían  encontrado  en  las  cajas  de  Jccker, 
y con  el  capital  empleado  en  la  conversión  d 1 los  antiguos  títulos.  El  banquero 
suizo  no  podía  conformarse  con  esta  determinación,  y lo  cierto  fué  que  al  poco 
tiempo  el  conde  de  Saligny,  ministro  do  Francia  en  Méjico,  dirigió  una  nota  al  de 
relaciones  exteriores  de  la  república,  declarando  que  habia  recibido  órdenes  precisas 
y perentorias  de  su  gobierno  para  el  arreglo  inmediato  de  la  cueslion  Jccker,  y que 
esta  era  la  única  que  podria  suscitar  graves  dificultades  entre  Francia  y Méjico. 
La  legación  francesa  presentaba  á continuación  de  la  ñola  un  proyecto  de  arreglo, 
y reclamaba  á favor  de  Jecker  cincuenta  millones  de  francos,  amorlizables  por 
medio  de  un  15  por  100  de  las  rentas  de  aduanas. 

Extraño  parecerá  que  la  legación  francesa  se  hiciera  cargo  do  este  modo  de  una  re- 
clamación á nombre  de  un  ciudadano  suizo,  cuya  protección  correspondía  enton- 
ces en  Méjico  á los  Estados-Unidos,  pero  el  hecho,  sin  embargo,  no  es  menos 
cierto.  Jecker  no  fué  naturalizado  en  Francia  hasta  el  diu  20  de  marzo  de  1802,  y 
la  nota  á que  aludimos  del  conde  de  Saligny  es  de  mayo  de  1801. 

Las  negociaciones  acerca  de  este  punto  siguieron  algún  tiempo  hasta  que  por  la 
convención  de  Londres  las  fuerzas  aliadas  llegaron  á pisar  el  territorio  mejicano. 
Entonces  volvió  á presentarse  la  cuestión  Jccker.  El  ultimátum,  del  gobierno  de 
Francia  al  de  Juárez  se  resumía  en  los  dos  artículos  siguientes  : 

Art.  1°.  Méjico  se  obliga  á pagar  á Francia  una  suma  de  sesenta  millones  de 
francos,  cantidad  en  que  ha  sido  evaluada  la  totalidad  de  las  reclamaciones  francesas 
hasta  el  31  de  julio  último. 

Art.  2».  Méjico  quedará  obligado  á la  ejecución  completa,  leal  é inmediata  del 
contrato  concluido  en  lebrero  de  1859  entre  el  gobierno  mejicano  y la  casa  Jecker.  » 
Este  ultimátum  fué  causa  de  varias  notas  del  gobierno  de  Inglaterra  al  francés  en 
las  cuales  lord  Russell  desaprueba  la  conducta  de  Francia  y manifiesta,  que  si  la 
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Méjico.  Sin  embargo,  otro  suceso  gravísimo  vino  ;í  aumentar  estas 
complicaciones. 

A consecuencia  de  los  propósitos  del  gobierno  francés, 
los  jefes  de  la  expedición  francesa  habían  prestado  su  apoyo 
mejicano  que  sostenía  la  necesidad  de  la  creación  de  un 

Esto  dio  lugar  á la  conferencia  que  se  verificó  en  Ori- 
zaba el  dia  9 de  abril  de  1862,  á consecuencia  de  la  cual, 
y alegando  que  los  franceses  no  estaban  dentro  del  espí- 
ritu de  la  convención  de  Lóndres,  se  retiraron  de  la  expedición  las 
fuerzas  inglesas  y españolas , siendo  este  hecho  aprobado  después 
por  los  respectivos  gobiernos.  Desde  este  momento  el  peso  de  la  inter- 
vención gravitó  solo  sobre  Francia,  cuyas  tendencias  en  este  asunto 
eran  ya  bien  conocidas.  Los  acontecimientos  se  precipitan  de  un  modo 
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reclamación  Jecker  fuera  completamente  abandonada,  Inglaterra  no  tendría  inconve- 
niente en  apoyar  las  reclamaciones  francesas.  El  gobierno  francés,  sin  embargo,  no 
retrocedió  en  sus  propósitos,  motivando  con  su  conducta  el  que  Inglaterra  y España 
se  separaran  de  la  obra  que  habían  emprendido  juntos. 

Lord  Palmerston  protestó  también  ante  el  parlamento  contra  esta  conducta  del 
gobierno  francés.  He  aquí  sus  propias  palabras  : 

« Jamás  el  gobierno  inglés  ha  tomado  medidas,  ni  las  tomará  tampoco,  para  obli- 
gar al  gobierno  de  ¡Méjico  á satisfacer  créditos  de  particulares  que,  por  un  acto 
espontáneo,  hayan  facilitado  capitales  á gobiernos  ilegítimos  de  la  república  ; ni  la 
falla  de  pago  de  estos  créditos  podrá  considerarse  nunca  como  un  motivo  de  guerra.  » 

Aun  untes  de  pisar  Maximiliano  el  territorio  de  Méjico,  ya  estaba  nuevamente  en 
planta  la  cuestión  Jecker.  Maximiliano  en  Miramar  se  obligó  á satisfacer,  salvo  revi- 
sión, los  créditos  á favor  de  los  súbditos  franceses.  Entre  estos  se  hallaba  el  cré- 
dito Jecker.  Y era  de  tal  preferencia  para  el  gobierno  francés  que  cuando  Maximi- 
liano llegó  á Méjico,  M.  Corta,  que  había  sido  comisionado  por  el  gobierno 
francés  para  apreciar  los  recursos  de  aquel  país,  presentó  al  príncipe  austríaco  un 
proyecto  de  arreglo  de  la  deuda  Jecker.  Y después  de  estos  trabajos  vienen 
los  de  M.  Bonnefons  que  en  marzo  de  1865,  reclamó  á Maximiliano,  por  medio  de  una 
nota,  una  pronta  solución  del  crédito  Jecker.  El  proyecto  de  M.  Bonnefons  para  el 
reembolso  de  este  crédito  basado  en  el  de  M.  Corta,  no  se  llevó  á cabo  por  la  opo- 
sición del  señor  Ramírez,  ministro  de  relaciones  exteriores  del  gobierno  de  Maximi- 
liano. M.  Bonnefons  se  quejaba  de  lo  ocurrido  y decía  al  ministro  de  hacienda 
francés,  que  era  sensible  que  la  oposición  del  señor  Ramírez  hubiera  bastado  para 
echar  por  tierra  una  combinación  debida  á la  iniciativa  de  M.  Corta,  apoyada  por  la 
alta  influencia  del  ministro  de  Francia,  aceptada  como  un  beneficio  por  el  comercio, 
considerada  por  el  mismo  Consejo  de  Estado  como  no  enteramente  favorable  á los 
tenedores  de  los  bonos  Jecker,  y contra  la  cual  no  habían  hecho  objeción  alguna  los 
demás  ministros  mejicanos. 

Bero  á pesar  de  esta  oposición  del  señor  Ramírez,  era  preciso  que  el  gobierno  de 
/o  X.miliano  ^e8ara  á un  acuerdo  en  esta  cuestión,  y por  fin  el  dia  10  de  abril  de 
nal  Se/^irm<a  un  arregl°  P°r  el  cual  los  bonos  Jecker  se  reducían  á un  valor  nomi- 
na de  40  por  100.  Este  arreglo  fué  considerado  por  M.  Bonnefons  como  un  triunfo 
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pasmoso.  Sin  la  influencia  de  sus  aliados,  el  gobierno  francés  realizó 
bien  pronto  su  obra,  y auxiliado  por  este,  el  partido  imperialista  se 
apoderó  de  Méjico. 

Inmediatamente  constituyó  una  Junta  de  notables  sin 
recurrir  al  voto  general  del  pueblo,  junta  que  se  consa- 
gró al  establecimiento  de  un  gobierno  imperial  y que 
ofreció  después  el  trono  de  Méjico  al  archiduque  Maximi- 
liano de  Austria.  El  gobierno  francés  estimó  el  establecimiento  del 
imperio  mejicano,  como  resultado  legítimo  de  la  voluntad  y de  la 
soberanía  de  aquel  pueblo,  reconoció  el  nuevo  gobierno  y entró  con 
él  en  negociaciones. 

La  consecuencia  de  estas  negociaciones  fué  el  tratado  de 

...  , T r>  • , . Trillado  de 

.Miramar,  por  el  cual  I4  rancia  se  obligaba  a sostener  en  ni  ruinar. 

Méjico  ciertas  fuerzas  militares,  y el  nuevo  gobierno  á pagar  los 
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para  la  política  francesa,  que  quería  que  esle  asunto  fuera  tratado , no  como  un  asunto 
francés,  sino  como  un  asunto  mejicano. 

El  conde  de  Keratry  dice  acerca  de  este  arreglo  : « M.  Bonnefons  crcia 
que  liabia  llegado  á un  arreglo  favorable  de  la  cuestión.  Y bien,  ¡ nosotros 
deséamos  para  nuestro  país  pocas  victorias  como  esta  ! Por  lo  demás,  la  serie  de 
los  sucesos  se  encargó  de  desmentir  las  esperanzas  de  M.  Bonnefons.  Los  tenedores 
de  las  obligaciones  mejicanas  han  sido  los  que  han  pagado  indirectamente  la  suma 
entregada  á la  antigua  casa  suiza.  Bajo  el  punto  de  vista  político  este  arreglo  era 
una  protesta,  incompleta  aun,  pero  terrible,  del  derecho  contra  la  injusticia,  porque 
Francia  no  reclamaba  de  un  gobierno  que  liabia  levantado  con  sus  brazos,  sino  el  40 
por  100  de  la  enorme  cantidad  que  habia  exigido  al  gobierno  de  Juárez,  so  pena  de 
asolar  el  territorio  mejicano  con  la  fuerza  de  las  armas  » ( La  créance  Jocher,  p.  47.) 

Por  más  de  que  una  vez  verificado  este  arreglo  podia  considerarse  como  terminado 
el  asunto,  aun  trajo  graves  complicaciones  al  gobierno  francés  y al  de  Maximiliano. 
Los  tenedores  del  papel  y Jecker  mismo,  trataron  de  alcanzar  el  reembolso  inme- 
diato de  los  bonos,  en  vez  del  reembolso  por  plazos  que  se  fijaban  en  el  arreglo. 
SI.  Jecker  tuvo  en  cuenta  para  esto,  los  fondos  con  que  contaba  la  Comisión  meji- 
cana instalada  en  París,  y pretendió  que  se  le  entregaran  libranzas  sobre  esta  comi- 
sión. Después  de  algún  tiempo  consiguió,  al  fin,  lo  que  se  proponía,  y llegó  á cobrar 
de  ella  la  suma  de  12,000,000  francos.  Desde  este  momento  el  gobierno  francés  se 
puso  en  contra  de  esle  crédito  y dio  á entender  al  de  Maximiliano  que  liabia 
hecho  muy  mal  efecto  en  Pa>is  el  pago  de  los  12, (¡60,000  francos.  Asi  lo  prueba 
una  orden  emanada  del  gabinete  de  Maximiliano  á M.  César  ministro  de  Hacienda, 
en  la  cual  se  pille  que  este  entregue  todos  los  antecedentes  de  la  cueslioir  Jecker 
y de  los  últimos  arreglos  celebrados. 

La  casa  Jecker  y C*  quedó  sin  cobrar  el  último  plazo  de  su  crédito  importante  10 
millones  de  francos,  que  reclama  hoy  del  gobierno  francés. 

A la  vista  de  estos  hechos  nos  parecen  inútiles  ios  comentarios.  La  cuestión  Jecker 
forma  una  de  las  páginas  mas  tristes  de  la  historia  del  derecho  de  las  naciones 
en  estos  últimos  años,  y una  pruet  a evidente  de  las  gravísimas  complicaciones  que 
resultan,  cu  las  relaciones  internacionales,  por  la  ambición  ó falta  de  prudencia  de 
los  gobiernos. 
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Inslruccio- 
uos  de  M. 
Seward  al  mi- 
nistro de  los 
Estados-Uni- 
dos en  Eran- 
cía. 


gastos  que  ocasionara  el  cuerpo  de  ocupación,  á indemnizar  ti  Fran- 
cia los  de  la  expedición  y á los  franceses,  cuyas  pérdidas  ó sufri- 
mientos habían  sido  causa  de  ella. 

ios  raidos-  PC1’°  ¿ cómo  consideró  el  gobierno  de  los  Estados-Unidos 
Uniá°roTono-  establecimiento  del  imperio  mejicano  ? Se  recordará  la 
cor  entape-  nota  de  M.  Seward  á las  potencias  aliadas.  Era  absoluta- 
mente imposible  que  el  gobierno  de  Washington  reco- 
nociera como  legítimo  el  imperio  mejicano. 

Kot(i  dc  M M.  Seward,  en  su  nota  de  7 de  abril  de  1864  á M.  Day- 

fde  ablii  t011»  mínistro  eíl  Paris  dc  Ios  Estados-Unidos,  dice,  que  la 
do  i8G4.  Cámara  de  los  representantes  se  había  opuesto  por  una 
votación  unánime  al  reconocimiento  de  una  monarquía  en  Méjico,  y 
que  esta  votación  era  la  expresión  real  de  los  sentimientos  que  ani- 
maban acerca  de  este  punto  al  pueblo  de  los  Estados-Unidos. 

Pero  donde  M.  Seward  declara  el  pensamiento  de  su 
gobierno  acerca,  de  la  intervención  francesa  en  Méjico, 
es  en  su  carta  de  30  de  Junio  de  1865  á M.  Bigelow, 
ministro  de  los  Estados-Unidos  en  Francia.  M.  Seward 
le  dice  que  convendría  hacer  entender  á M.  Drouyn  de 
Lhuys  las  intenciones  del  gobierno  de  los  Estados-Unidos,  el  cual  cree 
que  Francia  es  una  nación  beligerante  en  guerra  con  la  república  de 
Méjico  y sostiene  á este  respecto  los  principios  de  la  más  extricta 
neutralidad.  En  esta  misma  carta  M.  Seward  manifiesta  que  la  amis- 
tad que  unía  los  Estados- Unidos  con  la  república  de  Méjico  y sus 
simpatías  por  la  forma  republicana  en  el  continente  americano,  así 
como  su  confianza  en  el  valor  dc  este  sistema,  habían  sido  objeto 
constante  de  sus  declaraciones,  y que  por  este  motivo  su  gobierno 
evitaba  cuidadosamente  el  intervenir  en  los  asuntos  de  los  Estados 
extranjeros. 

Aun  mas  explícita  fue  la  nota  de  M.  Seward  del  6 de 
setiembre  del  mismo  año,  en  la  cual  declaraba  que  el 
gobierno  de  los  Estados-Unidos,  veía  con  profundo  sen- 
timiento el  antagonismo  entre  Francia  y ellos,  á que 
estaban  dando  lugar  los  asuntos  de  Méjico.  M.  Seward, 
decía,  que  los  Estados-Unidos  deseaban  que  los  gobiernos  de  los  pue- 
blos confinantes  fueran  como  el  suyo  propio,  y obedecieran  al  mis- 
mo sistema  político.  Después,  anadia  las  siguientes  gravísimas 
palabras  : « El  pueblo  americano  tiene  la  firme  convicción  de 
que  no  es  posible  el  progreso  en  esta  parte  del  mundo,  sino  por 
medio  dc  instituciones  políticas  análogas  y semejantes  en  todos  los 
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Estados  de  América.  Pues  bien,  el  gobierno  de  los  Estados-Unidos 
orée  que  Francia  está  empleando  su  influencia,  junto  con  una 
gran  fuerza  militar,  para  destruir  el  gobierno  republicano  en  Méjico 
y para  establecer  uno  imperial  bajo  la  soberanía  de  un  principe 
europeo,  el  cual  era  completamente  extraño  á Méjico  liasla  el  dia 
en  que  fue  nombrado  Emperador.  Por  esto,  los  Estados-Unidos  no  se 
creen  obligados  á reconocer  en  Méjico  un  sistema  político  que  está 

en  oposición  con  el  del  gobierno  republicano,  con  el  cual  han  sostenido 
constantemente  relaciones  de  buena  amistad  y armonía.  » 

El  gobierno  francés,  que  empezó  á temer  las  comnlica- 

. , iii  . 1 Napoleón  IU 

ciones  a que  daba  lugar  su  intervención  en  Méjico,  dirigió  propone  ai 

° gobierno  do 

un  despacho  á su  representante  en  los  Estados-Unidos,  Washington 

, . el  reconocí- 

manifestando  que  lo  único  que  reclamaba  de  aquel  otq-  míenlo  de 

^ ° Maximiliano, 

bierno  era  la  seguridad  de  qu  e no  se  opondría  á que  se  y ornee  re i¡- 

1 rar  sus  tro- 

consolidara  el  nuevo  orden  de  cosas  creado  en  Méjico,  y pas- 
que, para  esta  seguridad,  la  mejor  garantía  quo  el  gabinete  de  Was- 
hington podia  prestar  era  el  reconocimiento  del  emperador  Maximi- 
liano. Más  adelante,  en  este  mismo  despacho,  se  declaraba  que  el 
reconocimiento  del  emperador  Maximiliano  por  el  gobierno  federal 
seria  en  opinión  de  Francia  un  motivo  suficiente  para  retirar  sus  tro- 
pas de  Méjico  en  un  plazo  convenido. 

M.  Seward  contestó  en  estos  términos.  « Según  parece  al  E1 
gobierno  délos  Estados-Unidos,  la  intención  del  emperador  Es"aüf,s-u! í- 
delos  franceses  con  respecto  á Méjico  es  retirar  el  ejército  ^lafrccóno- 
de  ocupación  en  un  plazo  conveniente;  pero  alcanzando  cimM?nt0, 
ántes  la  seguridad  de  que  el  gobierno  de  los  Estados-Unidos  ha 
entrado  en  relaciones  amistosas  con  la  autoridad  que  lia  revestido  la 
forma  imperial  en  la  capital  de  Méjico. 

El  presidente  de  los  Estados-Unidos  se  complace  en  las  buenas  dis- 
posiciones que  manifiesta  el  emperador  de  los  franceses,  pero  siente, 
no  poder  aceptar  la  condición  que  se  pretende  imponerle  y que  es 
enteramente  impracticable.  Por  lo  visto  el  gobierno  del  emperador  no 
está  suficientemente  ilustrado  sobre  la  naturaleza  del  descontento  que 
existe  en  los  Estados-Unidos  con  motivo  de  los  asuntos  de  Méjico.  La 
causa  principal  de  este  descontento  ño  es  la  presencia  en  Méjico  de  un 
ejército  extranjero,  ni  mucho  ménos  el  que  este  sea  un  ejercí  lo  fran- 
cés. Los  Estados-Unidos  reconocen  el  derecho  que  tienen  las  naciones 
soberanas  de  hacerse  la  guerra  en  tanto  que  no  le  'perjudiquen. 
La  causa  real  del  descontento  de  los  Estados-Unidos  se  funda  en 

ver  que  un  ejército  francés  está  ocupado  en  combatir  un  gobierno 
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republicano,  (establecido  por  su  propio  pueblo  y con  el  cual  sim- 
patiza profundamente  el  gobierno  de  los  Estados-Unidos),  con  la 
intención  de  suprimirle  y fundar  sobre  sus  ruinas  uno  mo- 
nárquico extranjero,  cuya  presencia,  en  tanto  que  dure,  tiene 
que  ser  considerada  por  el  pueblo  de  los  Estados-Unidos  como 
injuriosa  y amenazadora  de  sus  propias  y queridas  instituciones 
republicanas.  El  gobierno  de  los  Estados-Unidos  tiene  la  firme 
esperanza  que  Francia  juzgará  compatible  con  sus  intereses  y su 
propia  honra  el  renunciar  de  una  vez  á su  actitud  agresiva  en  Méjico, 
dejando  al  pueblo  de  este  país  en  el  libre  goce  del  sistema  de  gobierno 
republicano  que  ha  establecido.  » 

El  gobierno  francés  trató  de  que  Inglaterra  reconociera  la  legitimi- 
dad del  gobierno  imperial  en  Méjico,  pero  esta  fundándose  casi 
en  las  mismas  razones  que  los  Estados-Unidos,  se  negó  á acceder  á 
los  deseos  del  emperador  de  los  franceses.  Lord  Palmerston  decía,  con 
este  motivo,  que  el  gobierno  inglés  reconocería  al  emperador  Maximi- 
liano cuando  ofreciera  garantías  de  estabilidad,  y que  entre  tanto  no 
pensaba  que  el  gobierno  imperial  conviniera  á los  intereses  del  pue- 
blo mejicano.  Sin  embargo,  Inglaterra  abandonó  después  esta  actitud 
y te  reconoció. 


Otro  hecho  dió  lugar  á que  se  fijara  más  y más  la  ac- 
titud de  los  Estados-Unidos,  con  respecto  al  gobierno  de  Maximiliano 
y al  de  la  república  mejicana.  A mediados  de  1865  el  ministro  de 
la  república  mejicana  en  Washington  denunció  al  gobierno  de  los 
Estados-Unidos,  que  un  agente  comercial  de  Maximiliano  trataba  de 
ejercer  las  funciones  consulares  en  Nueva-York.  M.  Seward  le  con- 
testó que  el  gobierno  de  los  Estados- Unidos  reconocía  solo  la  legi- 
timidad del  agente  nombrado  por  el  de  Juárez,  pero  que  esto  no 
obstaba  para  que  sostuviera  relaciones  comerciales  con  ios  puertos 
do  la  república  mejicana  que  no  estaban  sometidos  al  gobierno  legí- 
timo. 


En  1866,  M.  Seward  dirigió  una  nota  á M.  Bigelovv,  repre- 

Nota  de  1 

m.  seward.  sentante  délos  Estados-Unidos  en  Francia,  en  la  cual  con 

— Las  rcla- 

{~n.ro  la  franqueza  y energía  propia  de  la  diplomacia  de  la  gran 
Unidos  república  norte-americana,  declaraba  que  la  guerra  entre 

y el  imperio  r , 1 0 

adquieren*  l'ran(‘ia  y la  república  de  Méjico  había  llegado  á ser  perju- 
eraveCi8C6  y peligrosa  para  los  Estados-Unidos  y para  la  causa 

republicana,  y que  por  esto  el  gobierno  de  los  Estados-Uni- 
dos pedia  que  concluyera  de  una  vez.  M.  Seward  anadia,  que  según 
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la  Opinión  del  presidente,  Francia  no  debía  retardar  un  solo  instante! < 
la  retirada  ofrecida  del  cuerpo  de  ocupación  en  Méjico. 

Ya  desde  1865,  como  reconoce  el  conde  de  Kcratry,  el  gobierno 
francés  liabia  decidido  retirar  su  protección  al  imperio  de  Maximi- 
liano, pero  las  notas  del  gabinete  de  Washington  apresuraron,  sin 
duda,  el  desenlace  de  esta  grave  cuestión. 

En  julio  del  mismo  año  1866,  Maximiliano  nombró  mi- 
nistro déla  guerra  al  general  Osmont  del  cuerpo  expcdicio-  ei  Empe- 
ñado francés,  y encargó  del  Tesoro  á M.  Frían t,  intendente  miliario  nom- 
del  mismo.  El  gobierno  de  los  Estados-Unidos  creyó  ver  osmónt 

. . . , J ministro  de 

en  esta  resolución  un  motivo  de  que  se  prolongara  la  ocu-  )a  guerra, 
pación  de  Méjico  por  el  ejército  francés,  y dirigió  al  marqués  de 
Montholon  la  siguiente  nota,  tan  importante  por  su  contenido. 

M.  Seward  al  marqués  de  Montholon.  Washington  16 
de  agosto  de  1866.  j provoróifcó*- 


Señor  : 

Tengo  el  honor  de  llamar  su  atención  sobre  dos  órde- 


Estc acto 
provocó  la  ce- 
lebro nota  do 
M.  S'.ward  á 
M.  do  Mon- 
tliulon  do 
agosto  1866. 


nes  ó decretos,  expedidos,  según  se  asegura,  el  26  de  julio  ° ' 
último,  por  el  príncipe  Maximiliano,  qiie  'pretende  ser  emperador  de 
Méjico.  En  estas  órdenes  declara  que  ha  confiado  la  dirección  del 
departamento  de  la  guerra  al  general  Osmont,  jefe  de  Estado  mayor 
del  cuerpo  expedicionario  francés,  y la  del  Tesoro  á M.  Frían t,  inten- 
dente en  jefe  del  cuerpo. 

El  presidente  cree  necesario  hacer  saber  al  emperador  do  los 
franceses,  que  el  nombramiento  para  las  funciones  administrativas 
de  los  referidos  oficiales  del  cuerpo  expedicionario  francés  por  el 
príncipe  Maximiliano,  es  de  naturaleza  a herir  las  buenas  relaciones 
entre  los  Estados-Unidos  y Francia,  porque  el  congreso  y el  pueblo  de 
los  Estados-Unidos  podrán  ver  en  este  hecho  un  indicio  imcompatible 
con  la  obligación  contraida  para  la  retirada  del  cuerpo  expedicio- 
nario francés  de  Méjico.  William  H.  Seward. 

A causa  de  esta  nota,  que  el  conde  de  Kcratry  califica  Et  gobi-mo 

1 / , francés  da  v X- 

de  amenazadora , el  gobierno  francés  se  apresuro  a piícacionos 

’ ° . . . , satisfactorias 

declarar  que  los  Sres.  Osmont  y Friant  no  habían  sino 
autorizados  para  aceptar  sus  carteras.  En  esta  misma  época  el 
presidente  Johnson  declaraba  nulo  y sin  efecto  un  decreto  de  .Maxi- 
miliano, que  ordenaba  el  bloqueo  de  algunos  puertos  de  .Méjico. 

El  gobierno  francés  no  podía  sostener  por  más  tiempo  decido  el 

la  intervención  armada  en  Méjico  Había  resuelto  retirar  «..edición 

J 11*1  Iranc-i-sa  un 

el  cuerpo  expedicionario  en  tres  divisiones,  que  saldrían  ue  Mújic- . 
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Méj ico  cío  seis  en  seis  meses  y se  decidió  después  á retirarlo  en  una 
sola  y dentro  del  año  1867.  Esta  modificación  dio  lugar  á una  nueva 
nota  de  M.  Seward,  de  la  cual  tomamos  los  siguientes  párrafos  : 

« La  cuestión  que  me  sometéis  en  vuestro  último  despacho,  acerca 
de  lo  que  pensaría  nuestro  gobierno  sobre  la  llamada  de  la  totalidad 
del  cuerpo  expedicionario  francés  en  todo  el  próximo  año,  en  vez  de 
retirarlo  en  tres  divisiones  de  seis  en  seis  meses,  no  me  ha  sido  nunca 
presentada  directamente. 

« « .•••*••  ************ 

« Algunos  incidentes  que  han  surgido  en  este  asunto,  y de  los 
cuales  se  ha  ocupado  la  prensa  en  Francia  y en  Méjico,  incidentes 
que  parecían  indicar  que  el  emperador  no  estaba  dispuesto  á 
cumplir  lo  estipulado,  han  producido  el  efecto  inevitable  de  hacer 
que  se  dude  de  la  sinceridad  del  emperador  al  obligarse  y de  su  fide- 
lidad en  el  cumplimiento  de  la  obligación  contraida. 

« Hoy  esperamos  el  principio  de  la  retirada  del  cuerpo  expedicio- 
nario. Cuando  esta  operación  se  haya  verificado,  el  gobierno  atenderá, 
vengan  de  donde  vinieren  , todas  las  sugestiones  que  tiendan  á ase- 
gurar de  nuevo  el  restablecimiento  de  la  tranquilidad,  de  la  paz  y del 
gobierno  constitucional  indígena  en  Méjico.  Hasta  tanto  que  esto  se 
verifique,  cualquiera  tentativa  de  negociación  tendría  por  efecto  extra- 
viar la  opinión  pública  en  los  Estados-Unidos  y complicar  mas  la  situa- 
ción de  Méjico.  » 

Misión  del  La  misión  del  general  Castelnau,  cuyo  objeto  defmi- 
feimu^y^o  tivo  fué  preparar  la  abdicación  de  Maximiliano,  muestra 
Campbell  y hasta  que  punto  el  gobierno  francés  se  veia  impulsado  por 
sFierman . las  circunstancias.  Por  su  parte  el  gabinete  de  Washing- 

ton tan  pronto  como  tuvo  noticias  de  la  misión  de  dicho  general, 
se  apresuró  á nombrar  como  plenipotenciarios  cerca  del  gobierno  de 
Juárez,  á M.  Campbell  y al  general  Sherman.  En  las  instrucciones  del 
gobierno  de  los  Estados-Unidos  al  primero  se  dibuja  ya  perfec- 
tamente la  solución  de  la  cuestión  de  Méjico,  y la  actitud  de  Francia 
con  respecto  al  imperio  de  Maximiliano,  nacido  á la  sombra  de  su 
intervención.  El  gobierno  de  los  Estados-Unidos  manifiesta  en  estas 
instrucciones,  que  Francia  estaba  dispuesta  á retirar  sus  tropas  de 
Méjico,  ya  en  una  sola  división , ó ya,  según  lo  convenido,  en  tres 
que  partirían  de  seis  en  seis  meses.  Se  dejaba,  pués,  como  nota 
el  conde  de  Iveratry,  al  arbitrio  del  gobierno  francés,  la  evacuación 

de  Méjico,  ya  retirando  sus  tropas  de  una  vez,  ó va  verificándolo 
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poco  á poco.  Pero  el  gobierno  francés  prefirió  retirarlas  de  una  sola 
así  se  efectuó  á principios  de  1867,  dejando  de  este  modo  ¿Maximiliano 
sin  la  protección  que  liabia  levantado  su  imperio.  El  relato  de  los 
hechos  posteriores  no  es  de  nuestra  incumbencia.  La  catástrofe  de 
Querétaro  era  inevitable,  desde  el  momento  en  que  Maximiliano 
echado  en  los  brazos  del  partido  clerical,  se  propuso  sostener  por 
medio  de  las  armas  la  corona  que  habían  ceñido  á su  frente  las 
bayonetas  francesas  (1).  * 

§ 90.  Por  más  de  que  nos  empeñemos  en  ver  en  estas  in- 
tervenciones de  los  Estados  europeos  en  los  de  América  al-  «•««¡««•s  soiú-e 

■,  . , oslas  inlci- 

guna  razón  que  las  justifique,  es  lo  cierto, que  no  encontraré-  'endones, 
mos  ninguna.  ¿Cómo  ha  de  poderse  justificar  una  intervención  arma- 
da en  los  motivos  que  determinaron  la  francesa  de  4838  en  el  rio  de 
la  Plata,  ó en  los  que  dieron  lugar  á la  anglo-francesa  en  los  mismos 


(1)  Las  complicaciones  que  ha  traído  esta  intervención  en  los  asuntos  de  Méjico  no 
han  concluido  aun.  Una  de  las  primeras  resoluciones  del  gobierno  del  Sr.Junrez  ha 
sido  declarar,  que  no  sostendría  relaciones  diplomáticas  con  ninguno  de  los  listados 
que  habían  reconocido  el  imperio  de  Maximiliano.  A consecuencia  de  esta  declaración 
el  gobierno  inglés,  según  dijo  Lord  Stanley  el  21  de  febrero  do  1868  ante  la 
cámara  de  los  comunes,  se  vio  obligado  á retirar  su  legación  en  Méjico  y suspender 
las  relaciones  diplomáticas  entre  ambos  países.  Esta  suspensión  imposibilita,  por 
ahora,  el  cumplimiento  de  la  convención  acerca  de  la  indemnización  concedida 
á favor  de  los  súbditos  ingleses  tenedores  de  títulos  de  la  deuda  mejicana.  Lord 
Stanley  declaró  en  dicha  sesión  que  aunque  la  convención  á que  se  referia  estaba 
vigente,  era  asunto  muy  grave  precipitarse  en  pedir  su  cumplimiento,  y que  lo 
único  que  podia  hacer  el  gobierno  inglés  era  no  poderla  de  vista. 


* Manuel  Payno,  México  and  her  fmancial  queslions  willi  Englaiul,  Spain  and 
France,  México,  1862  ; Genaro  Ros  de  Cea,  Observaciones  acerca  de  la  intervención 
Europea  en  Méjico,  París,  1859;  idem,  Queslion  mcxicuinc . Simples  observa! ions 
d'un  Mexicain , París,  161 ; conde  de  Reus,  Discurso  pronunciado  en  el  Senado,  Ses. 
10,  11,  12  de  diciembre  1862 ; Le  Mexique  el  Valliance  Jlispano-anglo-t'rnngaise, 
Bruxelles,  1862;  Ligero  bosquejo  de  la  actual  situación  en  Méjico,  Madrid,  1862; 
Billault,  Discurso  sobre  la  cuestión  mejicana,  pronunciado  en  la  sesión  del  Cuerpo 
legislativo  7 de  febrero,  1863  ; Thiers,  Discours  sur  l’expédilion  du  Mexique,  pro- 
noncé  au  Corps  législatif,  les  20  et  27  janvier  1864;  Le  general  Prim,  le  Señal,  les 
Cortes  el  la  Presse  espagnole  dans  la  queslion  du  ¡Mexique,  París,  186.1,  Micho 
Chevalier ,L’cxpédition  du  Mexique,  fícv.  des  Deux-Mondes,  1 et  15  ¡mil  1862, 
La  queslion  du  Mexique  devanl  les  Cortes  d'Espagne.  Discours  proponeos  p>u 
MM.  Bermudez  de  Castro,  Concha,  Mon  et  Ríos  y Rosas,  Paris,  1561 ; Quctqucs 
sidéralions  á propos  de  la  crcalion  d’un  corps  mililairc  belge  pour  le  .4  ex  upa,, 
Bruxelles,  1864;  George  E.  Church,  México,  ffistorieal  and  polüxcal  review, 
New-York,  1866  ; Discours  sur  Vexpédilion  du  Mexique,  prononcés  au  .orps  ogrs  a- 


Riva  Palacio  y Martínez  de  la  Torre,  Memorándum  sobre  el  proceso  del  archiduque 
Fernando  Maximiliano  de  Austria,  Méjico,  1807;  Mexican  Afíairs,  Messagcs  o f ihe 
Presiden t of  Ihe  United,  States,  1864-1867. 
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Estados?  Asi,  los  resultados  de  estas  intervenciones  fueron  funestísi- 
mos, lo  mismo  para  el  comercio  europeo  que  para  la  situación  de  las 
dos  repúblicas  del  Plata.  La  intervención  anglo-francesa , en  los  asuntos 
de  la  confederación  argentina,  es  el  único  hecho  que  motivó  la  larga 
duración  del  gobierno  dictatorial  de  Rosas.  Un  año  después  de  termi- 
nada, el  dictator  era  derrotado  por  el  general  Urquiza  en  los  campos 
de  Caseros.  Las  mismas  desastrosas  consecuencias  ha  traído  para  el 
Estado  que  se  obstinó  en  llevarla  á cabo,  la  intervención  en  Ja  repú- 
blica mejicana.  El  imperio  francés  se  ha  visto,  por  la  lógica  irresis- 
tible de  los  hechos,  obligado  á retirar  sus  tropas,  abandonando  á sus 
aliados  en  Méjico  como  los  abandonó  en  el  Rio  de  la  Plata,  y una 
vez  verificado  esto,  ha  caido  por  tierra  en  pocos  meses  la  obra  levan- 
tada durante  algunos  años  en  esta  parte  de  América  por  las  fuerzas 
francesas.  El  comercio  con  Méjico  se  ha  perdido  casi : los  empréstitos 
del  imperio  mejicano  han  consumido  muchos  y grandes  capi- 
tales. La  correspondencia  diplomática  entre  el  gobierno  de  los  Esta- 
dos-Unidos y el  de  Francia,  con  motivo  de  este  asunto,  ha  probado 
una  vez  más  que  las  naciones  de  Europa  han  intervenido  siempre 
en  sus  relaciones  con  los. Estados  americanos,  en  los  relativamente 
débiles,  no  atreviéndose  á intervenir  nunca  en  los  fuertes  y pode- 
rosos. 

-Ahora  bien,  considerando  imparcial  y profundamente  estas  interven- 
ciones en  los  Estados  americanos,  y teniendo  en  cuenta  sus  resultados  y 
los  motivos  que  las  han  servido  de  base,  no  puede  menos  de  llegarse 
á conocer  que  la  única  razón  en  que  se  fundan  es  la  distinta  significa- 
ción política  de  los  pueblos  americanos  y los  Estados  européos,  y los 
recuerdos  por  parte  de  estos  últimos  de  la  época  en  que  el  gran  conti- 
nente americano  era  una  colonia  de  Europa.  Sin  embargo,  la  situación 
actual  de  América  no  permite  que  se  alimenten  ya  estos  recuerdos  de 
una  época  definitivamente  pasada.  América,  como  Europa,  está  boy 
poblada  por  naciones  independientes  y libres,  cuya  existencia  debe 
ser  respetada.  En  cuanto  á la  distinta  significación  política  de  los 
Estados  americanos  y los  Estados  européos,  es  fácil  reconocer  que  no 
puede  dar  fundamento  justificado  á ninguna  intervención  armada. 
Si  las  intervenciones  se  pudieran  justificar  de  este  modo,  los  Estados 
americanos  tendrían  también  derecho  á intervenir  en  los  asuntos  inte- 
riores de  los  européos,  y entonces  no  seria  posible  relación  alguna 
pacífica  y amistosa  entre  los  pueblos  de  uno  y otro  continente.  Es, 
pues,  altamente  inconveniente,  por  el  precedente  á que  puede  dar 

lugar,  la  declaración  que  se  ha  hecho,  afirmando  que  la  intervención 
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en  Méjico  tenia  por  objeto  fundamental  levantar  los  intereses  de  la 
raza  latina  en  la  América  del  norte,  y oponerse  al  engrandecimiento  de 
los  Estados-Unidos,  porque  este  mismo  pretesto  puede  servir  á em- 
presas de  igual  género  por  parte  de  cualquiera  de  los  actuales  Estados 
americanos.  A nombre  de  los  intereses  de  la  raza  anglo-sajona  podrían, 
de  admitirse  esta  doctrina,  intervenir  en  los  asuntos  interiores  de 
Europa  los  Estados-Unidos  norte  americanos,  y á nombre  de  la  raza 
latina  republicana  de  América  podrían  intervenir  en  Europa  también 
los  Estados  de  la  América  Central  y de  la  América  del  Sur.  Véase, 
por  tanto,  el  lamentable  y funestísimo  error  que  abriga  en  su  seno 
la  doctrina  que  combatimos. 


Sí,  pues,  las  intervenciones  de  la  Europa,  en  los  Estados  ameri- 
canos, no  han  podido  en  definitiva  fundarse  sino  en  la  distinta  signi- 
ficación política  de  los  dos  continentes,  ó en  la  antigua  consideración 
de  .América  con  respecto  á los  Estados  de  Europa,  y si  estos  dos 
fundamentos  no  tienen  ninguna  razón  que  los  legitime  cumplida- 
mente, ellas  no  podrían  figurar  en  derecho  internacional  como  pre- 
cedente justificado,  sino  mas  bien  como  hechos  debidos  á un  gran 
abuso  de  fuerza,  esencialmente  perturbadora  en  sus  medios  y en 
sus  resultados,  y dignos,  por  tanto,  de  la  mayor  censura. 

§ 91.  Otro  de  los  motivos  aparentes  eñ  que  se  han  IIKÍcmn¡za. 
fundado,  fué  el  de  alcanzar  indemnizaciones  en  prove-  cion?s  pccu~ 

7 1 manas. 

cho  de  sus  súbditos,  ó de  extranjeros  cuya  protección  se 
han  atribuido  indebidamente  (1) ; y ha  llegado  hasta  un  punto  tal 
este  abuso,  que  M.  Thiers  no  ha  tenido  inconveniente  en  hacer  una 
grave  y elocuente  revelación  pronunciando,  desde  la  tribuna  del 
Cuerpo  Legislativo  francés,  estas  palabras: 

« En  la  época  de  la  expedición  de  San  Juan  de  Ulloa,  el  gobierno 
francés  había  disminuido  considerablemente  el  monto  de  las  reclama- 
ciones de  nuestros  compatriotas  : las  había  reducido  á tres  millones. 

Y bien,  cuando  el  ministerio  de  relaciones  exteriores  tuvo  que  dis- 
tribuir estos  tres  millones,  encontró  que  en  realidad  no  tenia  que  pa - 


(1)  Puede  recordarse  acerca  de  este  punto  la  cuestión  Jechcr  de  que  liemos  dado 
cuenta  anteriormente,  y la  cuestión  Canstalt,  que  motivó  las  enormísimas  reclama- 
ciones de  Inglaterra  al  gobierno  del  Paraguay.  Y citamos  estos  dos  hechos,  entre  los 
numerosísimos  que  podrían  ser  citados  por  la  coincidencia  especial  de  que,  tanto  Jecker 
como  Cansía1 1 no  pertenecían  como  súbditos  ü las  naciones  redamantes,  (tóase 
sobre  lodos  estos  hechos  el  articulo  Indemnizaciones  en  el  Diccionario  del  derecho 
internacional  y de  la  diplomacia  del  mismo  autor, 
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garsino  dos.  Quedaba,  pues,  un  millón  (!)  que  se  ha  empleado 
después  en  aliviar  otros  sufrimientos  (1).  » 

Estas  indemnizaciones  pecuniarias  hechas  sin  examen  alguno  de 
causa  y como  ú la  aventura,  pero  con  la  amenaza  siempre,  por  parte 
de  los  gobiernos  européos,  de  apoyar  con  la  fuerza  sus  reclamaciones, 
ha  sido  la  fuente  mas  copiosa  de  las  intervenciones  de  dichos  gobiernos 
en  América.  Pero  lo  cierto  es  que  en  derecho  internacional,  no  se 
puede  admitir  como  legítimo  este  motivo  de  intervención,  y que 
tampoco  lo  han  admitido  en  sus  relaciones  reciprocas  los  Estados 
européos.  ¿ Porqué,  pues,  se  aplica  por  estos  en  sus  relacio- 
nes con  los  Estados  americanos.  ? Creemos,  no  obstante,  que  los 
resultados  de  la  intervención  francesa  en  Méjico  habrán  hecho  com- 
prender á los  gobiernos  de  Europa,  que  deben  sostener  con  América 
los  mismos  principios  de  política  internacional  que  sostienen  entre  sí. 
La  lección  ha  sido  muy  severa  para  esperar  que  vuelva  á repetirse  (2) . 

Medí  ido  § 92.  Es  preciso  no  confundir  la  mediación  con  la  inter- 
nos. vención.  El  uso  de  las  naciones  autoriza  que  un  Estado 
proponga  sus  buenos  oficios  ó su  mediación  para  arreglar  las  disen- 
siones de  varios  Estados  ó las  discusiones  interiores  de  uno  solo. 
Cuando  esta  mediación  es  aceptada,  queda  justificada  la  intervención. 

El  derecho  de  mediación  puede  fundarse  sobre  convenciones  posi- 
tivas así  como  sobre  tratados  de  garantía.  Se  pueden  citar  muchos 
ejemplos  de  mediaciones  que  han  reconocido  este  fundamento. 

Casos  de  Francia  y Suecia  garantizaron,  cuando  la  paz  de  West- 
med ¡aciones,  fal ia , la  constitución  del  imperio  germánico,  constituyendo 
así  una  mediación  sobre  la  situación  futura  de  este  imperio. 

La  república  de  Ginebra  estaba  unida  en  otro  tiempo  por  un  tra- 
tado de  alianza  con  los  cantones  suizos  de  Berna  y Zurich.  Pues 
bien,  estos  cantones  se  unieron  en  1738  á Francia,  ofreciendo  la 
mediación  de  las  tres  potencias  para  resolver  las  disensiones  que  tur- 
baban la  paz  de  aquella  república.  El  resultado  de  esta  mediación 
fué  el  establecimiento  de  una  constitución  que  dió  lugar  á nuevas 
cuestiones  que  fueron  terminadas  por  una  intervención. 

La  constitución  de  1a  Confederación  suiza  fué  preparada  en  1813 
por  la  mediación  de  las  grandes  potencias  aliadas,  y fué  reconocida 
después  por  ellas,  como  base  del  pacto  federal  de  Suiza,  en  el 

'*)  M.  Thicrs,  Discours  sur  l’cxpédition  du  Mexique,  prononcé  au  Corps  législatif 
dans  la  séance  du  9 juillet  1867. 

(2)  Véase  el  capitulo  IX.  Deberes  mutuos  de  los  Estados  § Un  gobierno  no  es  res- 
ponsable de  los  perjuicios  que  las  facciones  causan  á los  extranjeros . 
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Congreso  de  Yiena.  Un  ejemplo  también  de  esta  especie  de  media- 
ción nos  es  ofrecido  por  la  constitución  de  la  antigua  confederación 
germánica.  Este  principio  lia  sido  reconocido  igualmente  por  la  nueva 
organización  de  la  Alemania  del  norte.  La  constitución  de  los  Estados- 
Unidos  norte-americanos  garantiza  á cada  Estado  de  la  Union  la  for- 
ma de  gobierno  republicano,  y la  autoridad  federal  se  obliga  á pro- 
teger todos  esos  Estados  contra  los  ataques  exteriores  ó las  revueltas  á 
petición  siempre  de  aquel  cuya  seguridad  se  vea  amenazada. 

La  mediación  no  resulta  muchas  veces,  como  hemos  indicado,  de 
un  tratado  ó constitución  anterior.  En  estos  casos  la  mediación  es 
casi  lo  mismo  que  un  arbitrage  y es  preciso  dejar  su  acceplacion  á 
la  voluntad  libre  de  la  parte  interesada.  Podemos  también  citar  mu- 
chos ejemplos  de  esta  clase  de  mediaciones. 

En  1812  el  gobierno  ruso  ofreció  su  mediación  en  las  diferencias 
que  habían  surgido  entre  Inglaterra  y los  Estados-Unidos  norte-ame- 
ricanos. Estos  últimos  aceptáron  la  mediación  propuesta,  pero  Ingla- 
terra la  rechazó.  Rusia  no  pretendía  resolver  las  cuestiones  pendien- 
tes, y dar  á su  resolución  carácter  obligatorio;  pretendía  solo  en  este 
caso  examinar  la  causa  de  las  diferencias  y dar  su  opinión  y sus  con- 
sejos. El  desempeño  de  este  mismo  papel  fue  ofrecido  por  Rusia  en  la 
cuestión  relativa  á la  interpretación  de  la  cláusula  del  tratado  de 
Gand,  relativa  á la  devolución  de  los  esclavos  que  se  capturaran.  La 
mediación  del  gobierno  ruso  fue  en  este  caso  aceptada,  y su  dicta- 
men ejecutado,  á virtud  de  la  convención  de  12  de  julio  de  1822. 
En  1836  el  gobierno  inglés  ofreció  su  mediación  entre  Francia  y los 
Estados-Unidos,  mediación  que  no  llegó  á tener  lugar  por  que  el 
gobierno  francés  cumplió  al  fin  las  obligaciones  que  había  contraido 
por  la  convención  de  4 de  julio  de  1831. 

Las  mediaciones  con  motivo  de  las  discusiones  interiores  de  un 
Estado,  no  han  sido  aceptadas  tan  frecuentemente  como  las  que 
hemos  expuesto.  En  este  punto,  la  regla  práctica  general  ha  sido 
contraria  á tales  mediaciones;  sin  duda  alguna  por  las  grandes  difi- 
cultades que  ofrecen  en  su  ejecución.  Así  en  1847  fue  rechazada  la 
mediación  ofrecida  por  Inglaterra  entre  la  reina  de  Portugal  > los 
insurrectos.  En  1849  Inglaterra  y Francia  ofrecieron  su  mediación 
entre  el  rey  de  Ñapóles  y los  sicilianos  que  se  habían  sublevado, 
pero  estos  no  la  aceptáron.  Francia  é Inglaterra  se  quejaron  también 
al  gobierno  napolitano,  en  1856,  porla  crueldad  con  que  trataba  a sus 
propios  súbditos,  complicados  en  los  sucesos  políticos.  No  siendo  aten- 
didas estas  reclamaciones,  los  gobiernos  de  Inglaterra  y de  I rancia 
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decidieron  mandar  una  escuadra  que  los  protegiera  contra  los  abusos 
del  poder.  Rusia,  sin  embargo,  protestó  de  esta  conducta,  fundán- 
dose en  que  se  trataba  por  aquel  medio  de  ejercer  una  presión  injus- 
tificada  sobre  los  asuntos  interiores  de  un  Estado  soberano. 

La  guerra  civil  de  los  Estados-Unidos  norte-americanos  dió  lugar 
al  ofrecimiento  de  mediaciones  por  parte  de  los  Estados  euro- 
peos, que  fueron  igualmente  rechazadas.  Una  de  ellas  fue  ofre- 
cida por  el  gobierno  ruso.  Francia  intentó  después  que  Inglaterra  y 
Rusia  se  unieran  á su  gobierno  y ofrecieran  una  nueva  mediación 
entre  las  partes  contendientes.  Rusia  no  aceptó  el  pensamiento  de 
Francia,  y el  gobierno  francés  propuso  entonces  solo  al  de  los  Estados- 
Unidos  la  proyectada  mediación.  Este  la  rechazó  también  como  ha- 
bía rechazado  antes  la  del  gobierno  ruso.  * 

independen  - § 93.  Una  consecuencia  natural  de  la  soberanía  de  un  Es- 
Esiadu^nTu  ta(*°  es  SLl  independencia  en  lo  que  se  refiere  á su  poder  le- 
ícgísiacion  g'lslativo.  Esta  independencia  no  es,  sin  embargo,  absoluta  en 
todas  sus  esferas.  Si  puede  serlo,  por  ejemplo,  en  las  relaciones  de 
derecho  que  se  establezcan  entre  los  propios  súbditos  ó ciudadanos  y 
su  gobierno,  no  podrá  serlo  en  las  que  se  entablen  entre  súbditos  ó 
ciudadanos  de  otro  Estado,  residiendo  temporalmente  dentro  del  ter- 
ritorio de  un  Estado.  Estas  relaciones  particulares  han  dado  origen  al 
derecho  internacional  privado. 

La  misma  independencia  que  tiene  un  Estado  soberano  en  su  poder 
legislativo,  le  corresponde  en  su  poder  judicial.  Sin  embargo,  el  dere- 

* Whcaton,  Elem.  droit  hit.  v.  I,  pt.  2,  ch.  1,  § 13,  p.  94;  Flassan,  Iltsloire  de 
la  diploma tie  francaise,  v.  V,  p.  78;  v.  VII,  p.  27-297  ; Acia  final  del  congreso  de 
Vicna,  art.  74 ; Constitución  de  los  Estados-Unidos,  art.  3 ; Wiener  Schlussacte , 
vom.  XV  mai  1820,  art.  62;  Dana,  Elem.  int.  lato,  by  Whcaton,  eiglith  edition,  note 
40,  p.  120;  1812,  Oferta  de  mediación  de  la  Rusia  entre  los  Estados-Unidos  y la 
Gran  Bretaña,  Waitc’s  Slatc  papers,  IX,  223  ; President  Madison’s  message,  may  25, 
1813;  Hansard’s  Debates,  v.  XXX,  526;  Convención  entre  la  Gran  Bretaña  y los  Estados- 
Unidos  12  de  julio  1822,  United  States  Laws,  v.  III,  282,  314;  Martens,  Nouveau 
Recucll,  vi.  66;  Oferta  de  mediación  de  la  Gran  Bretaña  entre  la  reina  de  Portugal 
y los  insurgentes;  Hansard’s  Debates,  v.  XCII,  306,  1291;XCIII,  417-466;  Annual  Re- 
gislcr,  1847,  p.  346.  En  1856,  la  Francia  y la  Inglaterra  se  quejan  al  Rey  de  las  Dos 
Sicilias  por  los  malos  tratamientos  á los  prisionieros  políticos;  Annual  Register  1856, 
p.  234 ; Martens,  Nouveau  Recueil,  XV,  759.  La  Rusia  ofrece  la  mediación 
durante  la  guerra  civil  de  los  Estados-Unidos ; Nota  del  príncipe  GortschakoíT 
al  Barón  Stoeckl,  10  de  julio  1861 ; Propuesta  de  mediación  de  la  Francia  á los 
Estados-Unidos  en  1862;  Circular  del  ministro  francés  de  Negocios  Extrangeros  de 
oct.  3,1862;  El  conde  Russell  al  conde  Cowlcy,  18  nov.  1852;  Discurso  del  em- 
perador Napoleón  en  la  camaras  legislativas,  12  en.  1863;  Le  Livre  jaunc 
1863;  M.  Drouyn  de  Lhuys  á M.  Mercier,  9 en.  1863;  M.  Seward  a M.  Dayton, 
6 feb.  1868;  M.  Dayton  á M.  Seward,  26  feb.  1863;  U.  S.  dipl.  corr.  1863 
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reclio  internacional  modifica  aquí  también  esta  independencia  consa 
grando  á la  vista  de  altísimas  y respetables  consideraciones  ciertas  li- 
mitaciones al  ejercicio  de  este  poder.  Tal  sucede  con  los  derechos  que 
la  ley  internacional  reconoce  en  los  ministros  públicos,  y con  todos 
los  que  se  derivan  de  la  ficción  jurídica  de  la  exterritorialidad. 

La  consecuencia  general  que  se  desprende  de  la  independencia  del 
poder  legislativo  y judicial  que  corresponde  á los  Estados  sobe- 
ranos es  que  estos  podrán  castigar  con  arreglo  á sus  leyes  y tribu- 
nales y premiar  también,  sin  intervención  extraña,  á sus  propios 
súbditos  ó ciudadanos,  siempre  que  se  encuentren  dentro  de  los 
límites  de  su  territorio  jurisdicional.  Esta  consecuencia  es  de  grande 
importancia  práctica  en  las  relaciones  internacionales,  y ha  dado 
lugar  á cuestiones  de  mucho  interés.  Entre  estas  se  encuentra  la 
de  Martin  Koszta,  que  forma  en  el  punto  que  nos  ocupa  un  pre- 
cedente de  innegable  valor.  * 

Martin  Koszta,  natural  de  Gronzvardein,  liabia  tomado 

Caso  do  Mar- 

parte  en  la  rebelión  de  Hungría  en  1848  contra  el  empe-  tin  |'-°szta- 
rador  de  Austria.  A consecuencia  de  estos  sucesos  y después  de  la 
capitulación  de  Viltagos,  Koszta  abandonó  su  país  y se  refugió  en 
Turquía.  El  gobierno  austríaco  reclamó  del  turco  la  entrega  de  los 
refugiados,  pero  este  se  negó  á hacerlo,  los  internó  en  Kintaych  y 
les  permitió  más  tarde  que  se  trasladaran  á los  Estados-Unidos. 
Entre  ellos  se  encontraba  Martin  Koszta. 

Una  vez  en  los  Estados-Unidos,  pretendió  su  naturalización  en  la 
república  y dió  para  ello  los  pasos  preliminares.  Protegido  así  por 
su  nueva  patria,  Koszta  volvió,  á causa  de  sus  asuntos,  al  puerto 
de  Smirna.  Así  que  llegó,  el  cónsul  austríaco,  M.  de  Weekbccker, 
le  hizo  prender  y ordenó  su  conducción  á bordo  del  buque  de 
guerra  de  su  nación  El  Húsar,  que  se  encontraba  en  el  puerto. 
Esto  sucedía  el  22  de  junio  de  18o3.  Las  autoridades  turcas  protes- 
taron contra  esta  conducta,  que  envolvía  una  violación  del  territorio 
del  imperio. 

El  23  de  junio  se  presentó  en  las  aguas  de  Smirna  un  buque  de 
guerra  de  los  Estados-Unidos,  el  San  Luis,  que  pidió  y obtuvo  que 

* XVheaton,  Eléments  du  droit  internalional,  pt.  2,  ch.  2,  §§2,  12,  Bynkershoefc, 
De  foro  Icgalorum,  cap.  2,  3,  § 8;  Carden,  De  diplómate,  yo!.  I,  pt.  3,  $ ' , 
Wildman,  hu.  lato.  \ oí.  I,  p.  60;  Fcelix,  Droit  int.  privé,  § 3;  Relio,  Dered, o 
internacional,  pt.  l,  Cap.  4 8 4-  Polson,  Lato  of  nations,  sec.  5;  Haberos,  l’raetcct, 
t.  II,  lib.  1,  lit.  3;  Casa  regís,  D ¡scursus  Leg.,  PP.  I3C,  174;  Riqnelm  e Derecho 
público  int.,  lib.  2,  lit.  1,  cap.  1;  Rayncva!,  Droit  de  la  nature,  etc.,  liv.  1,  ch.  11. 
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Martin  Ivoszta  saliera  del  buque  austríaco  y fuera  puesto  bajo  la  pro- 
tección del  cónsul  de  Francia,  hasta  que  se  decidiera  la  cuestión 
acerca  de  su  nacionalidad.  Esta  cuestión  se  resolvió  posteriormente  á 
favor  de  los  Estados-Unidos  y Ivoszta  fué  puesto  en  libertad. 

El  gobierno  austríaco  dirigió  con  motivo  de  la  conducta  del  San 
luis  un  memorándum  á los  demás  de  Europa;  declarando  que 
los  Estados-Unidos  habían  violado  el  territorrio  neutral  del  imperio 
turco.  Las  razones  en  que  se  fundaba  este  documento  fueron  rebati- 
das por  el  despacho  de  M.  Marcy,  secretario  de  Estado  del  gobierno 
de  los  Estados-Unidos,  al  encargado  de  negocios  de  Austria.  En 
este  despacho  M.  Marcy  sostenía  que  el  gobierno  austríaco  había 
sido  verdaderamente  agresor  con  respecto  al  gobierno  turco  y que  los 
Estados-Unidos  no  liabian  violado  el  territorio  de  Turquía.  Si  el  go- 
bierno turco,  decía  M.  Marcy,  hubiera  podido  proteger  de  la  intru- 
sión austríaca  la"  integridad  de  su  territorio,  impidiendo  la  captura  de 
una  persona  que  cubría  el  pabellón  norte-americano,  no  hubiera  ha- 
bido ocasión  para  que  se  interpusiera  la  autoridad  de  los  Estados- 
Unidos  en  defensa  de  esa  persona. 

El  Congreso  de  los  Estados-Unidos  aprobó  por  174  votos  contra  9 
la  conducta  en  Smirna  del  comandante  del  San  Luis  y le  premió  con 
una  medalla  conmemorativa. 

El  barón  de  Cussy  se  muestra  favorable  en  esta  cuestión  á las  pre- 
tensiones del  gobierno  austríaco  y dice  : que  en  interés  del  derecho 
de  gentes  los  Estados-Unidos  debían  haber  dado  á Austria  y par- 
ticularmente á Turquía,  explicaciones  satisfactorias  por  las  amenazas 
hostiles  dirigidas  por  un  capitán  de  un  buque  de  guerra  de  la  Union, 
al  capitán  de  otro  de  la  misma  clase  de  la  marina  austríaca  en  el  puerto 
amigo  de  Smirna.  Pero  esta  observación  del  barón  de  Cussy  pierde 
toda  su  fuerza  con  las  últimas  palabras  del  citado  despacho  de  M.  Marcy 
Helas  aquí  : « Antes  de  cerrar  esta  comunicación,  el  que  suscribe  se 
ocupará  brevemente  de  la  queja  formulada  por  Austria  contra  el  capitán 
Ingraham,  por  haber  violado  el  territorio  neutral  del  imperio  turco. 
Es  inexplicable  este  derecho  que  pretende  atribuirse  el  gobierno  aus- 
tríaco para  pedir  explicaciones  al  de  los  Estados-Unidos  por  actos  de 
sus  agentes,  que  afectan  los  derechos  territoriales  soberanos  de  Tur- 
quía. Bajo  este  respecto,  el  gobierno  de  los  Estados-Unidos  no  reco- 
noce en  el  de  Austria  derecho  alguno  para  exigir  tales  explicaciones. 
Si  se  verificó  en  Smirna  algún  hecho  que  haya  podido  violar  la  neu- 
tralidad de  aquel  territorio,  el  gobierno  de  los  Estados-Unidos  dará 
explicaciones  satisfactorias  al  del  Sultán  cuando  este  las  pida, 
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y al  efecto,  lo  ha  indicado  así  á su  ministro  residente  en  Turquía 
para  que  lo  haga  saber.  En  tal  asunto,  los  Estados-Unidos,  así  como 
la  parte  injuriada,  son  el  único  juez  legal,  y es  en  verdad  extraño 
que  el  Austria,  que  ha  perdido  la  cuestión  en  el  terreno  jurídico, 
haya  pedido  cuenta  á los  Estados-Unidos  por  la  violación  de  los  dere- 
chos soberanos  territoriales  del  emperador  de  Turquía ! 

Otro  ejemplo  muy  interesante  del  poder  que  adquieren 
los  Estados  sobre  sus  nuevos  súbditos  ó ciudadanos  es  el  cari°sch:irz. 
que  nos  ofrece  M.  Cari  Schurz,  natural  de  Alemania,  el  cual  fue  con- 
denado á muerte  en  1848  por  un  tribunal  germánico,  á causa  de  su 
complicación  en  los  movimientos  revolucionarios.  Juntamente  con  M. 
Schurz  fué  condenado  su  profesor,  M.  Kinkel.  El  primero  consiguió 
escapar  á la  acción  de  la  justicia  y se  refugió  en  los  Estados-Unidos, 
donde  se  hizo  naturalizar,  llegando  á ser  miembro  del  congreso  por 
el  Estado  de  Ohío,  después  general  del  ejército  federal,  y finalmente 
ministro  de  los  Estados-Unidos  en  España.  Hay  que  advertir  que 
después  de  haberse  escapado  de  Alemania,  M.  Schurz  habia  vuelto  dis- 
frazado y habia  conseguido  la  evasión  del  profesor  Kinkel.  Pues  bien,  el 
gobierno  de  los  Estados-Unidos  nombró  últimamente  á M.  Cari  Schurz 
su  representante  cerca  del  gobierno  ele  Berlín , autorizándole  para  la 
negociación  de  un  tratado  que  regulase  entre  los  dos  pueblos  las  cues- 
tiones sobre,  el  derecho  de  naturalización,  tratado  que  lia  sido  con- 
cluido recientemente  (1).  El  gobierno  de  Berlín  no  ha  opuesto  la 
menor  dificultad  á la  admisión  de  M.  Cari  Schurz,  en  su  calidad  de 
representante  de  los  Estados-Unidos,  antes  al  contrario,  se  apresuró  á 
concederle  una  completa  amnistía. 

El  nombramiento  de  M.  Cari  Schurz  como  representante  de  los 
Estados-Unidos  cerca  de  Prusia,  tiene  también  un  origen  que  im- 
porta conocer.  JVI.  Kalm,  natural  de  Alemania,  pero  que  ha  adquirido 
la  ciudadanía  en  los  Estados-Unidos,  se  dirigió  á M.  Seward  con  mo- 
tivo de  un  viaje  que  proyectaba  á Prusia,  reclamando  la  protección 
de  los  Estados-Unidos.  M.  Seward  comunicó  esta  reclamación  al  con- 
greso, pero  se  apresuró  á terminar  con  Prusia  el  tratado  de  que  ya 
hemos  hecho  mención,  tratado  que  ha  puesto  fin  á cuestiones  pendientes 
entre  ios  dos  gobiernos  hacia  mas  de  veinte  años,  y para  cuya  última- 
cion  M.  Seward  hizo  el  significativo  nombramiento  de  M.  Cari  Schuiz. 

(1)  Véase  Naturalización. 

* Wheaton,  Elcm.  droit  int.,  pt.  2,  ch.  2,  § 5,  note  (a);  Ñola  de  Mr  Marcy  a 
Hulsemann,  set.  2G,  1853;  Concj.  üoc.,  33  d.  Gong.  Ist.  Sess-  Sen.,  Ex.  Doc.  ir  1; 
De  Cussy,  Droit  marítima,  liv.  2,  ch.  12,  § 12. 
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§ 93. Uno  de  los  derechos  más  importantes  que  resulta  de 
la  soberanía  é independencia  de  los  Estados  es  el  de  pro- 
pia  conservación.  Este  derecho  es  el  primero  de  todos  los 
derechos  absolutos  ó permanentes  y sirve  de  base  fundamental  á un 
gran  número  de  derechos  ocasionales.  Y es  tal  su  importancia,  que 
no  es  solamente  un  derecho  con  respecto  á los  demás  Estados,  sino 
con  relación  á sus  propios  miembros,  constituyendo  así  el  deber 
mas  solemne  éj  importante  de  los  súbditos  ó ciudadanos.  Phillimorc 
dice,  que  el  derecho  de  propia  conservación  forma  la  primera  ley  de 
las  naciones,  y que  una  sociedad  que  prescinda  de  estar  en  condi- 
ciones de  rechazar  la  agresión  exterior  falta  á su  deber  principal  para 
con  los  miembros  de  que  se  compone,  y al  fin  más  importante  de 
su  institución.  * 

§ 94.  El  derecho  de  propia  conservación  supone,  según 
que  envuelve  Martens,  todo  lo  que  la  seguridad  exterior  de  un  Estado 
propia  con-  pueda  exigir,  ya  para  detenderse  de  un  agresor,  ya  para 

servacion.  . , , . , , . 

prevenir  el  golpe  que  le  amenace.  Asi,  según  este  mismo 
publicista,  un  Estado  tiene  el  derecho  de  levantar  fortalezas  en  el 
interior  delpaisóen  las  fronteras,  aumentar,  según  estime  conveniente, 
su  ejército  y su  armada  y concluir  tratados  de  alianza  y de  subsidios. 
A pesar  de  estas  afirmaciones  absolutas  de  Martens,  las  relaciones 
cada  vez  más  íntimas  de  los  Estados  modifican  en  mucho  la  extensión 
de  estos  derechos.  Por  esto  Phillimore,  con  una  conciencia  más  clara 
del  estado  actual  de  los  pueblos,  declara  que  no  se  puede  sostener 
como  principio  de  derecho  internacional  la  absoluta  libertad  de  un 
Estado,  respecto  á la  creación  de  estos  medios  de  defensa. . 

El  ejercicio  de  estos  derechos  que  se  fundan  en  el  de  propia 
-conservación,  puede  ser  modificado  por  tratados  especiales  con  otros 
Estados.  Por  el  tratado  de  1856  entre  Rusia,  Turqíua  y los  aliados, 
la  primera  renunció  á sostener  fuerzas  navales  en  el  mar  Negro, 
y á levantar  en  aquellas  costas  arsenales  de  guerra.  Sobre  un  tratado 
también,  se  ha  fundado  la  demolición  de  las  fortificaciones  de  Luxem- 
burgo;  y en  1748,  igualmente  en  virtud  de  un  tratado,  Francia  se 
obligó  á destruir  las  de  Dunkerque. 

Estos  derechos  se  limitan  también  por  los  recíprocos  de  los 

* Wheaton,  Elétn.  droit  inl.,  pt.  2,  ch.  1,  § 2;  V'attel,  Droit  des  gens,  édition 
Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  1,  ch.  24,  § 177;  Phillimore.  O»  int. 
law  vol.  I,  § 210;  Garden,  De  diplomatie,  vol.  I,  pt.  3,  § 5;  Martens,  Précis 
du  droit  des  ¡yens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé,  § 116;  Ortolan, 
Diplomatie  de  la  mer,  liv.  1,  ch.  3;  Polson,  Law  of  nalions,  sec.  5. 

194 


Derecho 
de  propia 
conserva- 
ción. 


CAP.  II J 


Y DE  PROPIA  CONSERVACION 


§ 94 

demás  Estados.  Es  impossible  que  una  nación  cualquiera  lia^a' 
preparativos  extraordinarios  de  guerra  que  amenacen,  en  cierto  modo 
la  paz  é independencia  de  las  demás,  sin  que  estas  no  estén  au- 
torizadas á pedir  las  explicaciones  oportunas,  ó á hacer  que  cesen 
aquellos,  si  las  explicaciones  no  son  satisfactorias.  Esto,  sin  em- 
bargo, no  podrid  ser  causa  justificada  de  guerra  sino  en  rarísimas 
ocasiones. 

Debe  hacerse  una  distinción  en  las  cuestiones  que  surjan  con  este 
motivo  entre  los  preparativos  de  guerra  exclusivamente  defensivos  y 
los  que  tienen  un  carácter  marcado  de  agresión.  El  aumento  extra- 
ordinario de  las  fuerzas  militares  y navales  de  un  Estado,  puede,  con 
justa  causa,  preocupar  la  atención  de  los  otros  y ser  un  mo- 
tivo fundado  para  pedir  las  explicaciones  de  que  ya  hemos  ha- 
blado. No  se  encuentra  en  el  mismo  caso,  á pesar  de  su  gravedad, 
el  armamento  de  fortificaciones,  por  que  rara  vez  se  podrá  con- 
siderar como  injurioso  ó peligroso  para  los  demás  Estados.  Lo 
mismo  puede  decirse  acerca  del  establecimiento  de  escuelas  militares 
ó de  la  generalización  de  la  enseñanza  militar.  En  estos  asuntos  los 
Estados  soberanos  son  absolutamente  independientes,  y nadie  tiene 
derecho  para  pedirles  explicaciones. 

Se  ha  pretendido  por  algunos  (pie  el  derecho  de  propia  conser- 
vación y defensa  llegaba  en  ciertos  casos,  hasta  legitimar  que  un 
Estado  ejerciera  actos  de  verdadera  soberanía  dentro  de  los  límites 
de  otro.  Phillimore  dice,  que  puede  acontecer  (pie  las  facciones 
que  trabájenla  existencia  de  un  Estado,  so  refugien  en  los  límites  de 
otro  y allí  se  reorganicen  para  comenzar  de  nuevo  la  lucha.  En 
este  caso,  añade  el  publicista  inglés,  si  el  Estado  cuyo  territorio  sirve 
de  refugio  á las  facciones  no  atiende  las  reclamaciones  del  que 
sufre  las  consecuencias  de  su  conducta,  este  último  queda  auto- 
rizado, por  el  derecho  internacional,  á salvar  las  fronteras  y tomar  las 
medidas  necesarias  para  su  seguridad,  ya  capturando  ó dispersando 
á los  rebeldes,  ya  destruyendo  su  asilo.  Para  sostener  esta  doctrina, 
Phillimore  se  apoya  en  la  importancia  que  tiene  el  derecho  de 
propia  conservación  en  los  Estados,  y en  que  cuando  este  derecho 
esté  en  colisión  con  otros  debe  ser  atendido  preferentemente.  Es, 
sin  embargo,  indudable  que  esta  doctrina  de  Phillimore  destruiría  en 
gran  número  de  casos  la  soberanía  y la  independencia  de  las  naciones, 
y seria  fatal,  usando  el  mismo  lenguaje  del  publicista  inglés,  á la 
paz  del  mundo.  Por  estas  consideraciones  no  puede  admitirse  en  est 
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punto  su  doctrina,  que  lia  sido  sucinta,  pero  victoriosamente  comba- 
tida por  Halleck. 

La  no  admisión  de  esta  doctrina  no  implica  que  un  Estado  tenga 
que  tolerar  y sufrir  que,  por  incuria  ó complicidad  de  olio,  se  orga- 
nicen en  territorio  extraño  las  facciones  que  habrán  de  combatirle. 
Si  tal  sucede,  el  Estado  cuya  seguridad  está  amenazada  podrá  salvar 
las  fronteras  y perseguir  la  insurrección  en  su  foco.  Pero  al  hacer 
esto  realiza  un  acto  de  verdadera  hostilidad  y no  uno  pacífico  y de- 
rivado de  su  derecho  de  propia  conservación.  Este  acto  no  implica, 
en  verdad,  la  declaración  previa  ni  subsiguiente  de  guerra,  pero  puede 
muy  bien  clasificarse  como  hecho  propio  de  lo  que  los  publicistas 
han  llamado  guerra  imperfecta.  Bajo  este  concepto  puede  ser  recha- 
zada la  doctrina  anterior  de  Phillimore.  * 


* W'heaton,  Elem.  droit  int.,  pt.  2,  ch.  2,  § 2;  Halleck,  Int.  lato,  ch.  4,  § 19- 
27,  p.  92-96;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  I,  § 211,  212,  213,  218,  219;  vol.  III, 
appendix,  pp.  828  et  seq.;  Martens,  Précis  du  droit  des  gens , édition  Guillaumin, 
annotée  par  Ch.  Vergé,  §§  117,  118;  Polson,  Law  of  nations,  sec.  5;  Martens, 

Recueil  des  traites,  v.  II,  p.  469;  Heffter,  Droit  international,  appendice;  Ortolan, 

Diploma ti-e  de  la  mer,  app.  spécial,  liv.  1,  ch.  3;  De  Cussy,  Précis  des  evénements, 

ch.  12;  Pinheiro  Ferreira,  Com.  sur  Martens,  v.  I,  note  62;  Gunther,  Europ.  Vol-  \ 

ker redil , b.  I,  pp.  293-319;  Moscr,  Vcrsuch,  etc.,  b.  VI,  pp.  409,  413;  Jomini,  Précis 

de  Vari  de  la  guerre , ch.  2,  sec.  1,  § 1;  Halleck,  Elem.  mil.  art.  and  Science,  ch.  3; 

Phillimore,  Lelter  to  lord  Ashburlon,  pp.  27,  et  seq.;  Wildman,  Int.  lato,  vol.  I, 
ch.  2;  Webster,  Off.  and  dip.  papers,  pp.  104-120,  140-222;  Grotius,  Droit  de  la 
guerre  el  de  la  paix,  éd.  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Fodéré,  liv.  1,  ch.  3, 

§ 1;  Vattel,  Droit  des  gens,  éd.  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Fodéré,  liv.  2, 
ch.  G,  § 72;  Burlamaqni,  Droit  de  la  nat.,  etc.,  v.  V,  pt.  4,  ch.  3. 
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§ 93.  Los  Estados  soberanos  son  naturalmente  iguales.  lguaUlad 
Vattel  dice,  que  las  naciones  son  como  otros  tantos  indivi-  dos10Ssobeía- 
duos  que  se  deben  la  mútua  consideración  y tienen  las  mis-  nos- 
mas  obligaciones  é iguales  derechos.  Uno  de  los  principios  fundamen- 
tales del  derecho  público  generalmente  reconocido,  dice  sir  Scott,  es 
la  igualdad  é independencia  perfecta  de  los  distintos  Estados.  La  magni- 
tud relativa,  añade,  no  crea  distinción  de  derechos,  y cualquiera  dife- 
rencia que  se  apoye  en  semejante  base  deberá  ser  considerada  como 
una  usurpación. 

Este  principio  de  la  igualdad  de  las  naciones,  admitido  por  todos 
los  publicistas,  conduce  á consecuencias  de  grande  importancia  en  la 
esfera  del  derecho  internacional.  De  él  se  deduce  lógicamente  la  regla 
de  que  lo  que  es  legal  para  una  nación  lo  es  igualmente  para  otra, 
y que  lo  injusto  para  un  Estado  lo  es  para  todos. 

« Las  naciones,  dice  Vattel,  son  libres,  independientes,  iguales,  y 
cada  una  debe  juzgar  en  su  conciencia  lo  que  tiene  que  hacer  para  el 
cumplimiento  de  sus  deberes.  El  efecto  de  este  principio  es  crear,  al 
menos  exteriormente,  una  perfecta  igualdad  de  derechos  entre  las 
naciones  en  la  administración  y gestión  de  sus  negocios  y en  la  rea- 
lización de  sus  proyectos,  sin  consideración  á la  justicia  intrínseca  de 
su  conducta,  de  la  cual  no  tienen  derecho  á juzgar  las  demás. 
Así,  lo  que  se  permite  á una,  es  permitido  también  á otra  cualquieia, 
y todas  deben  ser  consideradas  en  la  sociedad  humana  como  usu- 
fructuarias de  derechos  iguales». 

Más  adelante , el  mismo  autor  deduce  del  derecho  de  igualdad 
de  las  naciones,  las  reglas  délo  que  Wolff  llamaba  derecho  de  gentes 
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voluntario,  fundándose  cu  que  todas  las  naciones  deben  respetar  aquel 
derecho.  * 

&90.  Siendo  los  Eslados  soberanos  absolutamente  iguales 

Títulos  y ■’  . 

iii^uiii'iiios  podrá  cada  uno,  dentro  de  su  esfera,  atribuirse  el  título 

(Je.  los  Usía-  1 

«'o*-  ó dignidad  que  estime  conveniente,  y aun  exigir  de  sus  súb- 
ditos ludas  las  muestras  de  honor  (pie  correspondan  al  título  adoptado. 
Sin  embargo,  ningún  Estado  podrá  obligar  á los  demás  á que 
reconozcan  su  nuevo  título  ó dignidad,  por  que  este  asunto,  como 
dicen  algunos  publicistas,  no  es  de  estricto  derecho.  Por  esta  causa, 
el  título  real  de  rey  de  Prusia  que  se  atribuyó  Federico  1 en  1701, 
no  lué  reconocido  por  el  Papa  hasta  1786,  ni  por  los  caballeros  de 
la  orden  teutónica  basta  1792.  El  título  de  emperador  de  todas  las 
Kusias,  que  se  asignó  Pedro  el  Grande  en  1701,  fue  reconocido  por 
Francia  en  174.'»,  por  España  cu  17ót)  y por  Polonia  en  1764.  Siempre 
que  un  soberano  llega  á designarse  con  un  título  ó dignidad  superior 
á aquel  que  antes  le  distinguiera,  lia  sido  práctica  constante  de  los 
Estados  diferir  un  tanto  su  reconocimiento.  ** 

§ 97.  Los  títulos  consagrados  por  los  usos  y prácticas 

Ti  lulos  con-  ... 

sapallos  por  internacionales  son  : 

El  de  SancUtas  Sun  Sanctissimus  Pater  para  designar 
al  jefe  de  la  iglesia  católica.  También  se  usa  con  este  objeto,  desde  el 
siglo  III,  el  título  de  Summus  Pontifex,  y el  de  Papa  desde  el  siglo  V. 

El  título  de  Majestad  correspondió  desde  luego  exclusivamente  al 
emperador  de  Alemania,  hasta  que  en  el  siglo  XV  se  hizo  extensivo  á 
los  reyes.  Sin  embargo,  el  emperador  de  Alemania  no  les  reconoció 
este  título  hasta  el  siglo  XVlll. 

Los  duques  y los  príncipes  llevan  el  título  de  Altezas  Serenísimas. 

* llalleck,  Int.  lato,  ch.  5,  §§  1,2,  pp.  97,  98;  Yatlel,  Droit  des  gens,  édition 
Guillaiunin,  annotéc  par  Praiiier-Fodéró,  prélim.,  §§  18,21;  Heü’ler,  Droit  int.,  §27; 
Philliniorc,  On  int.  lato,  vol.  I,  §§  168,  169;  Marlens,  Précis  dtt  droit  des  gens , 
♦ulition  (iuillaiimin,  annotéc  par  Ch.  Yergé,  § 125;  Gunther,  Europ.  Volkerrecht, 
b.  I,  §§  6,  7,  p.  281;  Wheaton,  Plan,  droit  int.,  pt.  2,  cb.  1,  § 1;  Wildman,  int. 
lato,  vol.  1,  p.  18;  Orlolan,  Diplomatie  de  la  mer,  1.  1,  ch.  2;  Kluber,  Droit  des 
gens  ntod.,  § 36;  Carden,  De  diplomatie,  v.  I,  pp.  353,  et  seq.;  Bello,’J9erec/io  inter- 
nacional, pi.  1,  cap.  1,  § 2;  Polson,  Late  of  nations,  sec.  5;  Bowyer,  Unieersal 
publie  lato,  ch.  23. 

**  Bollo,  Derecho  internacional,  pt.  1,  cap.  18,  § 1;  Phillimore,  On  int.  lato,  vol.  II, 

Ü 10;  Yaltel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotéc  par  Pradier-Fodéré,  liv.  2, 
1,11  • SÜ  11-13;  Wheaton,  Elem.  droit  int.,  pt.  2,  ch.  3,  § 6;  Heffter,  Droit  Inter- 
national, § ; Polson,  l.aw  of  nations,  sec.  5;  Kluber;  Droit  des  gens  moderno, 

pt.  1,  tit.  I,  ch.  2,  § 107,  note;  Glassan,  llist.  de  la  diplomatie  frangaise,  liv.  2, 
pp.  328-361;  Waril,  llist.  lato  of  nations,  vol.  II,  pp.  245-218;  Rayneval,  Inst.  du  droit 
nal.,  liv.  2,  ch.  15. 
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Los  duques  de  Alemania  se  designan  generalmente  con  el  solo  título 
de  Altezas,  el  cual  servia  en  otro  tiempo  para  designar  al  empera- 
dor turco,  que  hoy  usa  también  el  de  Majestad. 

Los  Estados  federales  y las  repúblicas  no  tienen  títulos  constantes 
ni  bien  definidos.  La  antigua  confederación  germánica  recibía  en  sus 
relaciones  diplomáticas  el  título  de  Serení  sima  Confederación,  germá- 
nica. Las  repúblicas  de  Polonia,  Vcnecia  y Genova  usaban  el  de  Se- 
renísimas repúblicas. 

Hay  que  advertir  también,  que  los  monarcas  européos  tienen  algunos 
títulos  especiales  debidos  al  jefe  de  la  Iglesia  Católica.  Así-  el  rey  de 
Francia  se  denomina  Rex  ckristianissimus,  el  de  Inglaterra  Defensor 
fidei,  el  de  España,  desde  1496,  Rex  catholicus , el  de  Portugal,  Rex 
ftdelissimus.  Los  reyes  de  Hungría  y de  Polonia  se  llamaban  Rex 
apostolicus  y Rex  orthodoxus.  El  Papa  se  designa  á sí  mismo  con  el 
título  de  Servus  Servorum  Dei.  * ** 


§ 98.  Pero  á pesar  de  la  importancia  que  tiene  en 
derecho  internacional  el  principio  de  la  igualdad  de  los 
Estados,  puede  ser  modificado  este  principio,  bien  por  un 
contrato  positivo,  por  un  tratado,  ó bien  por  un  consenti- 


Inílucncia 
de  los  trata- 
dos sobre  c! 
derecho  do 
igualdad. 


miento  tácito  fundado  en  el  uso.  La  debilidad  manifiesta  de  unos 


Estados,  la  ambición  y fuerzas  de  otros,  la  tendencia  á la  dominación 
que  se  ha  manifestado  en  algunos,  han  contribuido  poderosa  y deci- 
sivamente á establecer  diferencias  marcadas  en  el  rango  y dignidad1 
de  los  Estados.  El  ceremonial  se  funda,  pues,  en  los  tratados  al 
efecto,  ó en  las  costumbres  admitidas  y sancionadas  por  el  tiempo. 
Esta  superioridad  de  unos  sobre  otros,  superioridad  que  no  niega  sino 
explica  el  principio  de  igualdad,  se  funda  en  la  naturaleza  misma  de 
las  cosas  y en  las  leyes  de  la  historia  de  los  pueblos.  También  son 
naturalmente  iguales  los  individuos,  pero  se  diferencian  después,  según 
la  mayor  ó menor  importancia  de  sus  aptitudes  ó funciones. 


* Heírter,  Droit  intemational,  § 53,  p.  115;  Acto  Constitución  clu  W urteinbcrg , 
85;  Const.  du  duché  de  Brunswick , § 7;  Const.  du  duché  d'Altembourg,  § 6 ctc. , 

iLchler,  Lehrbruch  des  Kirchenrechls,  § 110;  Tr.  bh.  de  Mo.ser,  Aleine  <t 

• VI, 'p.  20;  Moser,  Versuche  b.  I,  PP-  238,  241 , 242;  Moser,  Staatsrechl,  L.  I\  , p.  yb 
>ec  ret  de  la  Diete  federóle  du  16  aoút  I SU;  Klüber,  Oeffenthches  Redil,  § U-t, 
-B.  Becmann,  Sintagma  digirió  tal,  v.  f,  n.  2 et  3;  D’Aubigne,  Htst.  unir. , v.  , 
>.  5;  Bynkershoek,  De  jure,  legal,  t.  III,  §§  16,  17. 

**  Wheaton,  Elem.  Droit  int.  pt.  2,  ch.  3,  § 1,  P-  160  ; Vattel,  Droit  des  g:ns, 
■d.  Guillaumin,  annotce  par  Pradier-Fodóre,  liv.  2,  ch.  3,  S 1 > 1 

nternacional,  pt.  1,  cap.  18,  § 1 ; Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  od.  Giiillau- 
niii,  annolée  par  C.h.  Vergé,  125,  1¿6;  Ortolan,  Di  plomo  lie  de  la  inri,  lis.  t,  ih.  5. 
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precedencia  § 09.  En  estos  principios  se  funda  la  precedencia  del 
‘leí  gobierno  pana  como  jefe  de  la  iglesia  católica,  con  respecto  á los 

del  Papa  con  1 J . 

respecto  ít  monarcas  v príncipes  de  los  Estados  católicos,  Rusia  y 

los  gobiernos  * * * § 1 1 ^ 

católicos.  ]os  Estados  protestantes,  que  no  ven  en  el  Papa  sino  el 
obispo  de  Roma,  no  la  reconocen,  considerándole  solamente  como 
príncipe  de  los  Estados  romanos.  * 

§ 100.  Las  cuestiones  acerca  de  la  precedencia  de  los 
depreco-  Estados  lian  tenido  en  otra  época  una  grande  importancia, 
y han  dado  lugar  á mas  de  un  gravísimo  conflicto.  Bajo 
el  punto  de  vista  histórico  estas  cuestiones  son,  por  tanto,  de. mucho 
interés.  Pero  es  preciso  reconocer  que  los  progresos  del  derecho  de 
gentes  y de  la  civilización  en  general  han  disminuido  en  gran  manera 
la  gravedad  de  estas  cuestiones.  Los  progresos  de  la  civilización, 
como  dice  Whcaton,  no  permiten  que  sean  hoy  sacrificados  los  inte- 
reses de  la  humanidad  á pretensiones  tan  vanas.  No  obstante,  el 
estudio  de  estas  cuestiones  en  su  estado  actual,  no  cleja  de  tener  una 
verdadera  importancia,  así  como  la  tiene  el  estudio  de  las  modifica- 
ciones que  los  tratados  ó los  usos  admitidos  han  introducido  en  el 
principio  de  igualdad  de  los  Estados  soberanos. 

Las  cuestiones  de  precedencia  de  los  Estados  aparecen  lógicamente 
siempre  que  so  trata  de  la  celebración  de  un  congreso.  Así  entre  los 
años  1814  y 1821  tuvieron  que  resolverse  cinco  veces:  en  el  congreso 
de  Yicna,  en  el  de  Aix-la-Chapelle,  en  el  de  Troppau,  en  cldeVerona, 
y en  el  de  Laybach.  Estas  cuestiones,  sin  embargo,  como  todos  los 
asuntos  de  etiqueta,  se  arreglan  siempre  antes  de  la  celebración  de 
los  congresos  y no  dentro  del  congreso  mismo. 

La  gravedad  que  en  otra  época  tuvieron  estas  cuestiones,  motivó 
el  que  se  adoptaran  ciertas  regias  convencionales  al  efecto,  obligato- 
rias solamente  para  los  Estados  que  las  establecían  ó aceptaban  ; 
aunque  se  han  impuesto  también,  en  muchos  casos,  á Estados  que 
no  las  habían  aceptado  ni  establecido;  pero  se  evitaba  de  este  modo 
cuestiones  de  precedencia  tan  alarmantes  como  la  que  tuvo  lugar  en 
Londres  entre  el  embajador  de  Francia  y el  de  España  en  la  época 
de  Luis  XIV,  ó tan  ridiculas  como  la  de  aquellos  dos  embajadores, 


* Whcaton,  Ele ni.  droit  Int.  v.  I,  pt.  2,  ch.  3,  § 3,  p:  151;  Martens,  Précis  du 
droil  des  gens,  éd.  Guillaumin,  annotéc  par  Ch.  Vergé,  § 132;  Vattel,  Droit  des 

gens,  éd.  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-F odéré,  lib.  2,  ch.  3,  § 40;  Klüber, 

Droit  des  gens,  pt.  2,  lit.  1,  ch.  3,  § 95;  Gmither,  Europ.  Volkerrecht , b.  I, 
p.  222;  Polson,  Law  of  nations,  sec.  5;  Bello,  Derecho  internacional,  pt.  1,  cap.  18, 

§ 3. 
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que  encontrándose  en  un  puente  de  Praga  se  llevaron  allí  casi  todo 
el  dia  sin  dejarse  paso.  * 

S 101.  Las  leyes  de  la  cortesía  internacional  en  Europa 
han  concedido  á ciertos  Estados  lo  que  se  lia  llamado  reales- 
honores  reales.  Todos  los  imperios  y monarquías  européas,  los  Estados 
del  Papa,  los  grandes  ducados  alemanes,  la  confederación  suiza  v la 

V 

alemana  los  disfrutan  actualmente.  También  gozaron  de  esta  conside- 
ración en  otra  época  la  república  de  las  Provincias-Unidas  y la  de 
Venecia,  así  como  el  antiguo  imperio  germánico. 

Entre  los  príncipes  que  tienen  derecho  á ellos  se  han  suscitado 
en  más  de  una  ocasión  cuestiones  de  precedencia,  pero  se  ha- 
llan resueltas  en  este  punto  por  el  uso  ó por  los  tratados,  ó 
de  no  estarlo,  se  han  considerado  generalmente  de  escasísima  impor- 
tancia. ** 

§ 102.  El  título  de  emperador  ha  sido  considerado  EmPorado- 
como  superior  al  de  rey.  Hoy,  sin  embargo,  ha  cesado  resyrcyes- 
esta  diferencia,  y han  alcanzado  ambos  la  misma  consideración.  Se 
puede  afirmar,  en  el  Estado  actual  de  las  relaciones  internacionales, 
que  la  influencia  ó importancia  de  un  soberano  depende  mas  bien  de 
la  importancia  del  Estado  á cuyo  frente  se  encuentre,  que  no  del 
título  con  que  se  le  distinga.  *** 

§ 103.  Para  resolver  las  cuestiones  de  precedencia  entre  los 
monarcas,  es  preciso  establecer  una  distinción  entre  los  que  entre ma!* 
disfrutan  de  honores  reales , pero  que  no  han  sido  corona-  cas' 


* Wheaton,  Elem.  droit  int.  p.  151;  Wildman,  Int.  law,  v.  I,  cli.  3,  p.  38; 
Phillimore,  On  int.  law,  v.  II,  § 39,  101,  102  ; Grotius,  Droit  de  la  guerrccl  de  la 
paix,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Fodéré  , liv.  1 ch.  7,  §3;  Vattel, 
Droit  des  gens,  édition  Guillaumin.  annotée  par  Pradier-Fodéré,  liv.  I,  ch.  3,  § 40 ; 
Heffter,  Droit  International,  § 55;  de  Cussy,  Précis  des  évenements,  passim;  Bello, 
Derecho  internacional,  pt.  J,  cap.  18,  § 3;  Bynkershoek,  Quacst.  jar.  pub.  hh.  2, 
cap.  9;  Ward,  Law  of  nalions,  v.  II.  pp.  458,  etseq;  Wicrjuefort,  Vambassadcur, 
etc.,1.  1,  §24;  Villefort,  Priviléges  diplomatiques,  passim. 

**  Wheaton,  Elem.  droit  int.  pt.  2,  ch.  3,  § 2,  p.  150;  HcíTter,  Droit  nilcnm- 
lional,  §§  28,  53;  Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  pa.  ,a‘  iL'‘ 
Fodéré,  liv.  2,  ch.  3,  §38;  Klüber.  Droit  des  gens,  §§91,  92;  Carden,  De  dip  o- 
matie,  v.  I,  p.  355;  Martens,  Précis  da  droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  anno  a 
par  Ch.  Vergé,  § 129;  Martens,  Cuide  diplomalique,  §64;  Martens,  ccuci  i 
plem.,  v.  IV,  pp.  33,  340.  . „ 

***  Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Fodere,  ln . 
ch.  3,  § 40  ; Wheaton/ Elem  droit  int-,  pt.  2,  ch.  3,  § 56 ; Pdlson. 
tions,  sec.  5;  Kluber,  Droit  des  gens  modernc,  § 9o;  Marlen;,,  / ki  í 
des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé,  h > • ai  Clls>  ,lut 
plomallquc.  § 65,  G6. 
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dos,  y los  que  lo  lian  sido.  Estos  últimos  tienen  naturalmente 
dereclio  de  precedencia  sobre  aquellos,  así  como  los  que  disfrutan  de 
honores  reales  le  tienen  sobre  los  que  no  los  disfi  utan.  Esta  re- 
cría csta  basada  en  el  consentimiento  tácito  de  las  partes,  y no  se 
extiende  á las  relaciones  con  los  Estados  que  no  admiten  seme- 
jantes principios.  * ** 

§ 104.  Los  representantes  de  los  Estados  monárquicos 
entro  los  Es-  semi-soberanos  y dependientes  se  colocan  después  de  los 
soberanos  y representantes  de  los  Estados  monárquicos  soberanos  é 

dependien-  1 .... 

tes.  independientes.  ¡Sin  embargo,  la  colocación  lógica  y nece- 
saria de  los  representantes  de  dichos  Estados  es  después  de  los  del 
Estado  cuya  protección  reclaman  ó cuya  soberanía  reconocen. 

Los  Estados  semi-soberanos  ó dependientes  pueden,  en  algunos 
casos,  llegar  á disfrutar  de  precedencia  aun  sobre  los  que  son  comple- 
tamente soberanos.  Tal  sucedió  con  los  electores,  según  la  antigua 
constitución  del  imperio  germánico,  que  disfrutaban  de  precedencia 
con  respecto  á príncipes  que  no  tenían  derecho  á los  honores  reales. 
El  carácter,  pues,  de  Estado  soberano  no  confiere  necesariamente  un 
derecho  de  precedencia  sobre  los  Estados  dependientes  ó semi-sobe- 
ranos. 

§ 105.  El  derecho  público  positivo  de  Europa  no  ha 
dcnciaP,e(Ccm  fijado  de  un  modo  preciso  el  de  las  repúblicas,  en  sus  re- 
laciones  con  los  imperios  y las  monarquías.  En  el 
• congreso  de  Viena  de  1815  se  trató  de  resolver  esta 
cuestión,  pero  se  suscitaron  algunas  dudas  y no  se  llegó  á nin- 
gún resultado  definitivo  (1).  Los  publicistas  européos,  han  atri- 
buido generalmente  á las  repúblicas  que  tenian  derecho  á los 
honores  reales  un  puesto  inferior  al  de  monarcas  coronados  de  la 


* 44  beatón,  Elem.  clroit  int.,  pt.  2,  ch.  3,  § 3;  Phillimore,  On  int.  lato,  vol.  II 
§ 41;  HeíFler,  Droit  intermtional,  § 53;  Maricos,  Guide  diplomatique , §§  65,  66; 
Polson,  Laxo  of  nations,  § 5;  Kluber,  Droit  des  gens,  pt.  2,  tit.  2,  ch.  3,  § 98. 

**  Wheaton,  Elem.  droit  int.,  pt.  2,  ch.  3,  § 3;  Garden,  De  diplomatie,  livre  5, 
§§  2 et  seq.;  Heffter,  Droit  International,  §§  28.  41,  53;  Martens,  Manuel  diploma- 
tique, ch.  1;  Polson,  Laxo  of  nations,  sec.  5;  Horne,  On  diplomacy,  sec.  1. 

(1)  El  congreso  de  Viena  trató  de  clasificar  los  diversos  Estados  de  Europa  ron 
el  objeto  de  determinar  su  rango  respectivo.  En  la  sesión  del  10  de  diciembre  de 
1813  los  plenipotenciarios  de  las  ocho  potencias  que  firmaron  el  tratado  de  París, 
nombraron  una  comisión  para  que  se  ocupara  en  la  clasificación  referida.  Su  infor- 
me, presentado  en  la  sesión  del  9 de  febrero  de  1815,  proponía  que  se  divi- 
dieran las  potencias  de  Europa  en  tres  órdenes.  Este  informe  no  fué  admitido 
por  las  dificultades  que  ocurrieron,  principalmente  con  respecto  al  puesto  que 
habían  de  ocupar  las  repúblicas. 
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misma  clase.  Las  Provincias-Unidas,  Yenecia  y Suiza  reconocían  un 
rango  superior  en  los  emperadores  y monarcas  reinantes,  y rehusa- 
ban esta  superioridad  á los  electores  y a los  principes  que  tcnian 
derecho  á los  honores  reales. 

Pero  á pesar  de  este  vacio  que  se  nota  en  el  derecho  público  posi- 
tivo europeo,  las  repúblicas,  según  los  principios  del  derecho  inter- 
nacional, ocupan' el  mismo  puesto,  con  respecto  á la  precedencia,  que 
las  monarquías  ó que  otro  cualquier  Estado  soberano.  Este  puesto  lo 
han  tenido  de  hecho,  en  Europa  misma,  la  república  inglesa  en 
tiempo  de  Cromwell  y la  francesa  nacida  á la  sombra  de  la  revo- 
lución del  siglo  pasado.  Las  repúblicas  de  América  tienen  en  sus 
relaciones  con  Europa  la  misma  consideración  que  los  Estados 
monárquicos  europeos.  * * * § 

§ 106.  Sucede  frecuentemente  que  el  rango  de  los  Esta- 
dos es  igual  ó no  está  bien  determinado,  y en  estos  casos  laSnacion 
se  ha  recurrido  á diversos  medios  para  evitar  las  cues-  (a,tanat!' 
tiones  á que  podrían  dar  lugar  las  pretensiones  de  las  partes.  Uno 
de  ellos  es  lo  que  se  ha  llamado  alternación  ó alternativa , en 
virtud  del  cual  se  cambian,  ya  siguiendo  un  orden  regular  ó ya  por 
la  suerte,  el  rango  y puesto  de  las  potencias.  Este  medio  ha  sido  muy 
frecuente  en  la  redacción  de  los  tratados,  haciendo  que  en  cada  ejem- 
plar ocupe  el  primer  puesto  cada  una  de  las  potencias  que  los  li aya 
firmado.  Otras  veces  se  ha  adoptado  para  fijar  este  órden  el  de  las 
letras  del  alfabeto  francés,  debiendo  firmar  los  plenipotenciarios  según 
esta  regla.  Así  lo  hicieron  los  que  tomaron  parte  en  el  congreso  de 
Vicna  en  el  órden  siguiente  : Austria,  Dinamarca,  España,  Francia, 
Gran-Bretaña,  Prusia,  Rusia  y Suecia.  ** 

§ 107.  Uno  délos  hechos  que  muestran  mejoría  impor-  ma  de 
tancia  práctica  creciente  del  principio  de  la  igualdad  de  nsre^cioDes 
los  Estados,  es  las  alteraciones  que  ha  sufrido  el  idioma 
empleado  por  las  naciones  en  sus  relaciones  diplomáticas.  En  la  Edad- 

* Wheaton,  Elem.  droit  int.,  pt.  2,  ch.  3,  § 3,  pp.  151,  153;  Phillimoi  c,  On 

int.  law,  vol.  II,  §§  41,  43;  Bello,  Derecho  internacional,  pt . 1 , cap . 18,  S 3 ; ' at- 

tcl,  Droit  des  gens,  édition*  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Fodéré,  liv.  2,  c i . , 

§ 38;  Polson.  Law  of  nations,  sec.  5;  Martcns,  Précis  du  droit  des  gens,  edition 
Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé,  §§  133,  135;  Kluber,  Ac,e’1  _ .. 

gressns , b.  VIII,  p.  98,110;  Wildman,  Int.  law,  vol.  I,  pp.  38,  88,  Ga.de  , 
plomatie,  vol.  I,  p.  367;  Marlens,  Guide  diplomaiique,  vol.  II,  ch.  2. 

**  Wheaton,  Elem.  droit  int.,  pt.  2,  ch.  3,  § 4;  Phillimore,  On  int,  laxo,  vol.  II, 

§5  42,  43;  Bello,  Derecho  internacional,  pt.  1,  cap.  18,  § 3;  Polson,  Law  of  nations, 
sec.  5;  Marlens,  Guide  diploma! igue,  v.  I,  §§  37,  41. 
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media  se  empleó  generalmente  el  latino  en  las  relaciones  diplo- 
máticas y en  la  redacción  de  los  tratados.  A fin  del  siglo  xv  la  nación 
preponderante  de  Europa,  España,  extendió  con  su  influencia  su  idioma 
para  las  relaciones  diplomáticas.  En  el  xvn  se  hizo  uso  como  len- 
guage  diplomático  del  idioma  francés.  Este  siglo  fué  el  de  Luis  XIV 
v de  la  incontrastable  influencia  de  Francia.  Pero  la  igual- 
dad  de  los  Estados  lia  autorizado,  á pesar  de  la  preponderancia  que 
aun  conserva  el  idioma  francés,  á que  cada  nación  haga  uso  del 
suyo  al  tratar  con  las  demás.  Según  la  práctica,  pués,  de  muchos 
Estados,  cada  uno  sigue  su  correspondencia  diplomática  en  su  propio 
idioma,  y los  tratados  se  redactan  en  los  de  los  pueblos  que 
los  celebran  y en  columnas  paralelas.  Cuando  los  Estados  que  nego- 
cian algún  tratado  tienen  un  idioma  común,  hacen  generalmente  uso 
de  él  para  la  redacción  de  los  documentos.  * 

ceremonia  § 108.  El  principio  de  igualdad  de  los  Estados,  que  se  ex- 
íes  militares  tiende  en  sus  aplicaciones  generales  á los  puntos  que  aca- 
hamos  de  examinar,  determina  también  como  consecuencia 
indispensable,  los  ceremoniales  militares  y marítimos  de  los  Estados. 
Estos  se  fundan  inmediatamente  en  la  mútua  consideración  y respeto 
que  unos  á otros  se  deben,  consideración  que  no  puede  ménos  de  ma- 
nifestarse por  signos  exteriores.  En  muchos  puntos,  estos  ceremo- 
niales considerados  en  sí  mismos  son,  como  dice  Halleck,  triviales  é 
insignificantes;  pero  pierden  su  trivialidad  é insignificancia  desde  el 
momento  que  seles  considera  en  la  idea  que  representan  y en  la  nece- 
sidad á que  responden.  Y la  gravedad  de  su  inobservancia  ha  sido 
tal  en  ciertas  ocasiones,  que  han  llegado  á surgir  diferencias  inter- 
nacionales y enemistades,  cuyo  fin  último  ha  sido  una  guerra  larga 
y desastrosa. 

El  poder  de  determinar  estos  ceremoniales  militares  y marítimos 
corresponde  á cada  Estado  en  particular  dentro  de  los  límites  de  su 
territorio  jurisdicional.  Pero  en  todo  lo  que  se  refiere  á las  recla- 
maciones de  una  nación  con  otra  respecto  á ellos,  es  preciso, 
atender  á lo  que  se  haya  establecido  por  los  tratados,  por  el  uso 
constante  y por  las  ordenanzas  municipales.  Estas  fuentes,  y en 
su  defecto  los  principios  generales  del  derecho  de  gentes,  resolverán 
todas  las  cuestiones  que  se  susciten  acerca  de  este  punto.  ** 

* NVheaton,  Elcm.  droit  int.,  pt.  2,  ch.  3,  § 5;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  II, 
§ /ii ; Polson,  Law  of  nations,  sec.  5;  Home,  On  diplomacy , § 50. 

**  Whcaton,  Elem.  droit  int.  pt.  2,  ch.  3,  § 7;  Martens,  Précis  du  droit  des 
gens,  ódition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé,  §§  158,  159;  HefTter,  Droit  inter- 
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§ 109.  El  ceremonial  marítimo,  relacionado  antigua-  C(  cm 

mente  con  las  pretensiones  de  algunos  Estados  á la  sobe-  marítimo  én 
1 . , , ..  «>s  puertos 

ranía  de  los  mares,  ha  merecido  una  atención  preterente,  extranjeros 
, ..  . . , . . , , , . y en  alta  mar 

no  solo  de  los  publicistas  sino  también  de  los  gobiernos. 

En  el  siglo  xvii  no  se  veía  en  el  ceremonial  marítimo  un  acto  de 

recíproca  cortesía,  sino  una  señal  de  inferioridad  denigrante  para  el 

Estado  que  tenia  que  cumplirlo. 

En  dicho  siglo  , y aun  en  el  xvi,  la  cuestión  mas  importante  con 
respecto  al  ceremonial  marítimo  fué  la  del  saludo  que  se  debían 
los  buques  de  guerra  pertenecientes  á dos  Estados  distintos.  Este 
saludo  consistía  también  en  aquella  época  en  disparar  varios  ca- 
ñonazos; cuando  existia  completa  igualdad  entre  las  naciones  que 
le  cambiaban.  Por  eso,  además  de  estas  salvas,  se  había  esta- 
blecido el  saludo  amainando  ó plegando  el  pabellón,  amainando  las 
velas  mas  altas,  y el  que  consistía  en  tomar  la  dirección  contraria 
al  viento.  Estos  saludos  significaban  una  gran  sumisión  y un  pro- 
fundo respeto,  y se  imponían  á los  pueblos  débiles  por  los  fuertes. 

Para  hacer  reconocer  Inglaterra  la  soberanía  que  se  atribuía  sobre 
los  mares  llamados  británicos,  decretó  en  tiempo  de  Jacobo  I,  que 
todos  los  buques  de  guerra  extranjeros  que  se  encontraran  en  ellos 
saludaran  á los  ingleses  de  la  misma  clase,  recogiendo  sus  ve- 
las más  altas  y su  pabellón,  sin  que  los  buques  de  Inglaterra  tuvie- 
ran que  devolver  este  saludo.  Esta  orden  ocasionó  serias  protestas  de 
parte  de  los  gobiernos  suficientemente  fuertes  para  resistir  asemejantes 
pretensiones.  Una  ordenanza  de  Felipe  II  prohibió  terminantemente 
á los  súbditos  españoles  que  recogieran  en  ningún  caso  el  pabellón 
real,  y les  encargaba  que  se  defendieran  si  tal  cosa  les  era  exigida  y 
que  murieran,  más  bien  que  consentir  en  ello. 

Francia  se  opuso  igualmente  á las  pretensiones  del  Cac0(l0  SuI. 
gobierno  inglés,  y sus  historiadores  todos  han  censurado  1f^a®^jad01 
la  conducta  de  Sully,  que  al  trasladarse  á Inglaterra  como 
embajador  francés,  no  tuvo  inconveniente  en  mandar  que  se  reco- 
giera el  pabellón  de  Francia  ante  un  buque  de  Inglaterra. 


Los  gobiernos  de  Francia  y de  Inglaterra  siguieron  con  cntreC)osgo- 
motivo  del  ceremonial  marítimo  exijido  por  el  segundo  fierra  y 
una  larga  cuestión  cuyo  resultado  íuc  indeciso,  porque  el 


Francia. 


nalional,  §§  32,  197;  Bynkershoek,  De  dominio  morís,  cap.  \ § 4 ^"‘i’Tcnc f¡? 
int,  law.,  vol.  II,  § 34;  Kluber,  Droil  des  gen s mod.,  §&  MI,  — > i- 

Droil  marítimo,  liv.  1,  til.  2,  §§  61,  62;  Orlóla»,  Viplomaiie  déla  mer , hv.  - ch. 
15;  Itiqueliue.  Üer.  púb,  int.,  liv.  1,  lít.  2,  cap.  11. 
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rey  de  Inglaterra  dispuso  que  los  almirantes  ingleses  procura- 
ran no  encontrarse  con  las  Ilotas  de  Francia,  y que  si  el  encuen- 
tro era  inevitable  se  saludaran  al  mismo  tiempo,  ó no  se  saludaran, 
según  tuvieran  por  conveniente. 

El  gobierno  francés  consagró  los  mismos  principios  en  el  artículo 
4°  del  reglamento  de  9 de  mayo  de  1665.  Esto  no  era  resolver  la 
cuestión,  y así  acontecía  que  cuando  las  fuerzas  navales  de  los  dos 
Estados  que  se  encontraban  en  el  mar. eran  desiguales,  la  más  fuerte 
obligaba  á la  más  débil  á recoger  su  pabellón  y disparar  el  primer 
cañonazo.  Se  cometieron  de  este  modo,  en  tiempo  de  paz,  muchos  actos 
de  verdadera  hostilidad  entre  ambas  naciones. 

En  1689  se  publicó  la  célebre  ordenanza  de  Luis  XIV  que  disponía 
(pie  los  buques  de  guerra  franceses  que  se  encontraran  con  los 
de  otros  Estados,  obligaran  á estos  á saludar  primero,  fuera  el 
que  fuera  el  mar  ó las  costas  en  que  se  verificara  el  encuentro.  Este 
fue  uno  de  los  motivos  de  la  guerra  que  estalló  en  aquel  año 
entre  Inglaterra  y Francia. 

Tiatido  en  En  m*sm0  s'§^°  XVII>  y después  de  una  guerra  de 
iré  la  mgia-  diez  v ocho  meses  entre  la  Inglaterra  y las  Provincias- 

tena  y las  J o j 

unidas  de*!! o Unidas,  se  celebró  un  tratado  entre  las  partes  beligerantes, 

landa.  en  virtud  del  cual  se  consideró  que  los  buques  de  las  Pro- 
vincias-Unidas, de  guerra  ó corsarios  ó de  cualquiera  clase  que  fuesen, 
<{uc  se  encontraran  con  alguno  de  guerra  inglés  en  los  mares 
británicos,  deberían  amainar  su  pabellón  y sus  velas  mas  altas. 

Tratados  de  Esta  cláusula  se  estipuló  también  en  los  tratados  de 
166'íg7L7  Y 1662  y 1667,  cuya  interpretación  dió  lugar  á tantas  y tan 
grandes  cuestiones  hasta  la  ruptura  de  la  paz  y el  tratado  de  1674, 
en  el  cual  se  convino  que  todos  los  buques  de  guerra  de  los  Estados- 
Generales,  ya  marchasen  solos  ó reunidos  en  escuadras,  debían  amai- 
nar el  pabellón  y las  velas  altas,  ante  cualquiera  buque  de  guerra  inglés, 
aunque  fuera  un  yacht , que  se  encontrase  con  ellos  en  los  mares  bri- 
tánicos. Para  evitar  más  dudas  en  esta  cuestión,  se  fijó  la  extensión 
de  estos  mares  desde  el  cabo  de  Finisterre  en  España,  hasta  el  de 
Staten  en  Noruega. 

Francia  exijió  también  y obtuvo  de  los  Estados-Generales  esta  mis- 
ma muestra  de  sumisión  é inferioridad. 

Tratado  en-  En  s*^°  xvm  se  modificó  en  sentido  mas  civilizador 
Usuec\a‘de y e*  ceremonial  marítimo  y se  abandonó,  casi  por  completo, 
el  saludo  que  consistía  en  amainar  ó recoger  el  pabellón. 

Rusia  y Suecia  convinieron  por  el  tratado  de  1721  en  que  sus  buques 
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de  guerra  se  saludaran  igualmente  y en  que  los  buques  fueran  los 
primeros  que  tuvieran  que  saludar  á las  fortalezas  y á los  puertos 
A pesar  de  los  nuevos  principios  de  que  en  el  mismo  siglo  xvm 
empieza  á revestirse  el  derecho  de  gentes,  aun  se  suscitan  algunas 
cuestiones  entre  los  Estados,  con  respecto  al  ceremonial  marítimo, 
dándole  siempre  la  misma  estrecha  significación  que  tenia  en  el  siglo 
xvn.  Por  esto,  los  buques  de  las  marinas  reales  exijianel  primer  saludo 
cuando  arribaban  á los  puertos  de  alguna  república.  Sin  embargo, 
poco  á poco  se  fueron  abandonando  estas  pretensiones,  por  más  de 
que  Inglaterra  hizo  confirmar  en  su  tratado  de  1784  con  Holanda 
las  disposiciones  del  tratado  de  1674. 

Para  evitar  las  cuestiones  á que  daba  lugar  el  ceremo- 

. Tratado  de 

mal  marítimo,  muchos  Estados  convinieron  en  abolir  los  <787  entre 

Francia  yRu- 

saludos  en  alta  mar  y en  las  costas,  regularizándolos  en  los  «¡a.paraabo- 

lir  el  saludo 

puertos  bato  el  pié  de  una  completa  igualdad.  Así  se  deter-  en  aUa  mar 

* y en  las  cos- 

minó  en  el  tratado  concluido  en  1787  entre  Francia  y Rusia.  las 
Se  han  firmado  otros  en  igual  sentido  entre  Rusia  y Suecia,  y 
entre  Rusia  y Dinamarca,  llegándose  á modificar  por  completo  la  anti- 
gua significación  del  ceremonial  marítimo  que  se  admite  hoy  como 
regla  de  cortesía  y consideración  internacional,  y no  como  muestra 
de  inferioridad.  * 

§ 110.  Ya  hemos  visto  las  pretensiones  de  Inglaterra  en  la 

. , . . ...  , Ceremonial 

parte  concerniente  al  ceremonial  marítimo  en  los  mares  marítimo  en 

los  estrechos. 

británicos,  no  obstante,  en  los  mismos  principios  se  fun- 
daban las  de  otros  Estados  con  respecto  á estrechos,  sobre  los  cuales 
se  consideraban  con  absoluto  dominio.  Tal  sucedía  con  las  pretensio- 
nes de  Dinamarca  sobre  los  que  dan  entrada  al  mar  Báltico.  Las  difi- 
cultades prácticas  de  estas  pretensiones  no  tienen  ya  lugar,  por  que,  ó 
ha  desaparecido  la  razón  de  derecho  en  que  las  pretensiones  se  fun- 
daban ó se  han  reglamentado  y determinado  por  tratados  especiales.  ** 


* Ortolan,  Diplomatie  de  la  mer,  vol.  I,  liv.  2,  ch.  15;  Halleck,  ínl.  laio., 
ch.  5,  § 19;  Cussy,  Droit  mar  ilime,  liv.  1,  tit  2,  § 62;  Martens,  Précis  du  dioit 
des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé,  §§  158,  160  ; Hcffter,  Dioit 
international , § 197;  Garden,  De  diplomatie , vol.  I,  PP-  406  et  seq.;  Cleirac,  Us  el 
coulumes  de  la  mer,  p.  513;  d’Hauterive  et  de  Cussy,  Recudí  de  traites,  etc., 
v.  II,  pt.  5,  p.  70;  Bouchard,  Théorie  des  traites  de  commerce,  p.  427;  Mar- 
tens, Guide  diplomatique , § 68. 

**  Wheaton,  Elements  droil  int .,  vol.  II,  ch.  3,  § 7;  Phillimore,  O»  int.  laio; 
vol.  II,  § 44;  Heffter,  Droit  int.,  § 197;  Ortolan,  Dip.  déla  mer,  liv.  2,  ch.  15, 
de  Cussy,  Droit  maritime,  liv.  1,  tit.  2,  § 62;  liv.  2,  ch.  29;  Ch.tty,  Commcrcxal 
law,  vol.  II,  p.  324;  Schlegel,  Staats  Rccht  des  Ií.  D.,  Th.  1,  p.  412;  Garden,  De 
diplomatie,  liv.  3,  § 2;  Martens,  Nouveau  recueil,  vol.  VIII,  p.  72. 
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glaterra y el 
Brasil. 

1827. 


Entre  Rusia 
y Dinamarca. 
1829. 


el  Brasil 
á las 


se 
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§ 111.  Entre  los  tratados  que  aplican  los  nuevos  prin- 
cipios del  derecho  de  gentes  al  ceremonial  marítimo, 
hay  además  de  los  que  hemos  citado,  el  celebrado  en 
1787  entre  Rusia  y el  reino  de  las  Dos  Sicilias.  En  este 
se  disponía  que  el  saludo  se  verificase,  solo  en  el  caso  en 
(pie  los  buques  de  dichos  Estados  mandados  por  oficiales  de  distinta 
categoría  se  encontraran  en  alta  mar;  entre  los  de  igual  clase  no 
debía  tener  lugar.  En  los  puertos  en  que  hubiera  guarnición,  los 
buques  de  ambos  Estados  debian  hacer  el  saludo  usual,  que  seria 
devuelto  disparo  por  disparo.  Se  exceptuaban  de  esta  regla  las  resi- 
dencias de  los  respectivos  soberanos. 

Estos  mismos  principios  sirvieron  dexbase  al  tratado  de 
1809  entre  Rusia  y Suecia  y al  de  4798  entre  Rusia  y 
Portugal. 

En  el  tratado  de  1827  entre  Inglaterra  y 
convino  en  que  el  saludo  se  conformaría 
observadas  entre  las  potencias  marítimas. 

Por  el  tratado  de  1829  celebrado  entre  Rusia  y Dinamarca 
se  estableció  que  los  buques  de  guerra  continuarían  saludan- 
do á los  puertos  ó baterías,  devolviéndose  el  saludo  disparo 
por  disparo;  pero  que  no  deberían  saludar  á otros  buques  que  tuvieran 
categoría  inferior  al  de  un  almirante,  y que  la  devolución  del  saludo 
por  el  buque  de  un  almirante  seria  de  dos  disparos  menos,  y por  el 
de  un  gran  almirante  de  cuatro. 

De  los  tratados  que  acabamos  de  enumerar,  así  como 
de  la  tendencia  que  en  este  punto  ofrece  el  derecho  inter- 
nacional, se  lian  deducido  por  los  publicistas  algunas  reglas  generales, 
que  no  dejan  de  tener  importancia,  las  cuales  pueden  reducirse  á 
las  siguientes  : 

Io  Los  buques  mercantes  no  suelen  saludarse  : sin  embargo,  algu- 
nas veces  lo  hacen,  izando  sus  respectivas  banderas.  También  usan  el 
saludo  de  amainar  ó recoger  las  velas. 

2o  Todos  los  Estados  soberanos  son  iguales  con  respecto  al  ceremo- 
nial marítimo.  Las  diferencias  establecidas  tienen  un  carácter  indivi- 
dual y no  suponen  inferioridad  ni  sumisión. 

3o  Cuando  no  hay  tratados  que  lo  establezcan,  los  saludos  no  son 
obligatorios,  y en  este  caso  serán  asunto  exclusivo  de  cortesía  v de 
etiqueta. 

4’  La  no  devolución  de  un  saludo  no  puede  ser  considerada  sino 
208 


Reglas  ge 
nerales. 


CAP.  lll] 


DERECHOS  DE  IGUALDAD 


112 


como  falta  de  amistad,  que  podrá  justificar  el  que  se  pidan  explica- 
ciones, pero  no  el  que  se  cometan  actos  hostiles. 

5o  Cuando  dos  buques  de  guerra  se  encuentren  en  alta  mar,  la  cor- 
tesía requiere  que  el  oficial  de  inferior  categoría  salude  primero,  y 
que  su  saludo  sea  contestado  disparo  por  disparo.  Esta  misma  regla  se 
aplica  también  al  encuentro  de  dos  escuadras. 

6o  Si  un  buque  de  guerra,  cualquiera  que  sea  su  categoría,  se 
encuentra  con  una  escuadra,  deberá  saludar  primero. 

7o  Los  buques  que  lleven  á bordo  soberanos,  miembros  de  familias 
reales,  jefes  de  Estados  ó embajadores  deberán  ser  saludados  pri- 
mero. * 

S 112.  Al  entrar  ó salir  de  puertos  extranjeros  y al  pasar 

. «/i  Saludos  on- 

por  delante  de  tuertes,  baterías  ó guarniciones  extranjeras,  tie  ios  >>u- 

J i J ques  y fuer_ 

los  buques  de  guerra  deben  saludar  primero,  sin  tener  en 

cuenta  la  categoría  relativa  de  los  oficiales.  Estos  saludos  deben  ser 

devueltos  disparo  por  disparo,  y se  hacen  generalmente  después  de 

haber  anclado  el  buque,  y una  vez  enteradas  las  partes  del  número  de 

cañonazos  que  se  han  de  cambiar.  El  saludo  entre  los  buques  y los 

fuertes  no  tiene  carácter  personal  sino  internacional,  y por  tanto  debe 

regirse  por  los  principios  de  la  igualdad  mas  completa.  Estos  mismos 

principios  se  aplican  al  cambio  de  cumplimientos  y visitas  con  las 

autoridades  de  los  puertos,  verificándose  en  primer  lugar  la  visita 

del  buque  sin  atender  á la  categoría  recíproca  de  los  oficiales. 

A la  conducta  anterior  que  debe  ser  seguida  en  los  fn  cas(  de 

saludos  entre  los  buques  y los  fuertes,  guarniciones  y ¿Xr^so- 
baterías,  se  ha  hecho  una  excepción  importante.  Cuando  J-^brosdo 
los  buques  llevan  á bordo  soberanos,  miembros  de  una  í*"li¿X'ijai 
familia  real  ó embajadores,  los  fuertes  y guarniciones  ó iad0‘'es- 
baterías  deben  saludar  antes.  Sin  embargo,  estos  saludos  consagrados 
directamente  á la  categoría  de  la  persona  que  el  buque  lleva  á bordo, 
no  constituyen  una  verdadera  excepción  de  los  principios  establecidos. 
En  este  caso,  puede  dejar  de  contestar  al  saludo  de  los  fuertes  ó 
guarniciones  : á pesar  de  todo,  siendo  buque  extranjero  la  cortesía  exijo 
que  conteste  disparo  por  disparo. 


* Orlolan,  Diplomatic  de  la  mar,  liv.  3,  ch.  15;  de  Cussy,  üroUmaritime,  liv.  1; 
tit.  2,  § 62;  Heffter,  Droit  int.,  § 197;  Kluber,  Droit  des  gens , §§117,  121;  dilau- 
terive  et  de  Cnssy,  Rccueil  de  traites,  vo!.  II,  pt-  2>  P-  70  ’ Martens,  Cuide  dtplo- 
matique,  § 68;  Martens,  Volkerrechl,  § 155;  Ñau,  Volhcrseercchl,  § 139,  ct  scq., 
Riqnelme,  Derecho  púb.  int.,  lib.  1,  lít.  2,  cap.  11. 
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Los  embajadores  que  arriban  á un  puerto  de  la  na 
cion  para  que  han  sido  nombrados,  si  no  es  su  capital 
deben  ser  visitados  por  las  autoridades  locales,  y esta 
regla  de  cortesía  se  funda  en  el  carácter  representativo 
de  estos  funcionarios. 

Es  asunto  propio  de  las  leyes  y reglamentos  de  cada 
país  determinar  los  saludos  y ceremonias  que  deberán 
efectuarse  en  los  casos  siguientes  : 

Io  Cuando  un  buque,  que  haya  arribado  á un  puerto  extranjero, 
desembarque  ó reciba  á bordo  á su  propio  soberano  ó á empleados 
de  su  gobierno. 

2o  Los  saludos  y cumplimientos  que  en  estas  ocasiones  deberán 
hacer  los  demas  buques  anclados  en  el  puerto  y los  establecimientos 
militares  situados  en  la  costa. 

3°  Los  saludos  que  en  cada  país  se  fijen  para  sus  propios  empleados 
ó autoridades.  Estos  saludos  sirven  generalmente  como  de  medida 
para  apreciar  los  que  se  deben  a las  autoridades  extranjeras,  porque 
ningún  Estado  las  concede  cumplidos  superiores  á los  de  las  suyas. 

En  las  cuestiones  á que  den  lugar  los  casos  anteriores  y que  no 
puedan  ser  arregladas  satisfactoriamente,  la  parte  que  disienta  dejará 
de  concurrir  á la  ceremonia.  * 

§ 113.  Puede  acontecer  que  se  encuentren  en  un  mismo 
guerra*  de  puerto  algunos  buques  de  guerra  perten encientes  a dis- 
udosfundea-  tintas  naciones  y en  este  caso,  y siendo  los  oficiales  de 
mismonpuer”  igual  categoría,  el  último  buque  que  arriba  debe  saludar 
primero.  El  saludo  se  deberá  responder  disparo  por  disparo, 
pero  no  sin  enterarse  antes  de  que  las  leyes  locales  lo  permiten.  También 
se  deben  los  oficiales  de  estos  buques,  puestos  en  contacto  por  su 
encuentro  accidental  en  un  puerto  extranjero,  ciertas  visitas  de  aten- 
ción Las  reglas  de  cortesía  exijen  que  el  oficial  del  buque  que  se 
encuentre  en  la  rada  mande  sus  cumplidos  al  del  que  arriba  nueva- 
mente, y que  este  cumplido  sea  devuelto  por  el  último.  Esto  hecho, 
las  visitas  se  cambiarán  atendiendo  á la  distinta  categoría  de  los 
oficiales,  debiendo  el  inferior  visitar  primero  al  superior. 

El  número  de  cañonazos  que  debe  dispararse  en  estos  saludos,  so 

* Ortolan,  Diploinatie  de  la  mer,  liv.  3,  ch.  lo;  Heffter,  Dioit  international , § 197 ; 
Cussy,  Droit  mar  i time,  liv.  p.  1,  tit.  2,  § 62;  Mavlens^  Cuide  diplomad  que  t 
§ G8  ; Moscr,  Kleine  Schriften,  b.  IX,  p.  297;  Riquelme,  perecho  púb.  int.,  lib.  1, 
tit.  2,  cap.  11. 
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sujeta  por  regla  general  á los  que,  según  las  leyes,  tenga  quehacer  la 
parte  que  lo  efectúe  primero.  * 

§ 114.  Las  fiestas  y duelos  nacionales  han  dado  lugar  á una 
parte,  que  no  deja  de  tener  interés,  del  ceremonial  marí- 
timo. ¿Qué  conducta  seguirán  los  oficiales  de  buques  de 
guerra,  anclados  en  un  puerto  extranjero,  cuando  este 
celebre  alguna  fiesta  nacional,  ó lamente  alguna  desgracia  que 
tenga  el  mismo  carácter  de  nacionalidad?  La  buena  armonía  entre 
los  Estados  exije  que  en  todos  estos  casos  los  buques  extranjeros 
tomen  parte  en  las  fiestas  ó duelos  que  celebre  el  puerto  en  que  se 
encuentren  , pero  si  estas  fiestas  ó duelos  fueran  motivadas 
por  un  suceso  que  pudiera  ofender  ó herir  los  sentimientos 
nacionales  del  Estado  á que  pertenezcan  los  buques,  permane- 
cerán como  espectadores  silenciosos,  ó saldrán  del  puerto  en  tanto 
que  dure  la  ceremonia  ó fiesta  popular. 

Los  oficiales  de  los  buques  deben  en  todas  estas  circunstancias 
obrar  con  la  mayor  circunspección,  respetar,  sobre  todo,  las  prác- 
ticas seguidas  y las  costumbres  del  pueblo  en  cuyas  aguas  se  hallen. 
Solo  de  este  modo  se  cultivan  y desarrollan  las  relaciones  de  amistad 
entre  los  Estados. 

En  las  ceremonias  públicas  que  se  celebran  en  tierra  , . 

suelen  desembarcar  y figurar  en  ellas,  según  su  categoría,  on  c«s«  ,io 

J ° 'o  o?  íiestas  publi- 

los  comandantes  de  los  buques  y los  oficiales  de  su  cr- 
estado mayor.  La  precedencia  de  estos  comandantes  se  lija  en  tales 
casos  según  su  categoría,  y si  esta  es  igual  en  relación  á la  época  de  su 
arribada.  Si  surgen  cuestiones  acerca  de  esta  precedencia  es  conve- 
niente que  los  oficiales  que  las  promuevan  no  tomen  parte  pública 
en  las  ceremonias. 

Uno  de  los  puntos  que  ha  dado  lugar  á muchas  dife- 
rencias entre  los  marinos  de  distintas  naciones  ha  sido  el 
orden  en  que  debían  colocarse  las  banderas  en  los  buques 
empavesados.  Cada  Estado  ha  reglamentado  este  punto  se- 
gún lo  ha  estimado  mas  conveniente.  El  gobierno  francés 
determinó  en  1827,  que  los  buques  de  guerra  franceses 
que  se  empavesaran  en  los  puertos  de  Francia,  colocaran  en  piimeia 
línea  las  banderas  de  los  buques  de  guerra  extranjeros  que  se  encon- 
trasen en  los  mismos  puertos,  según  el  orden  siguiente  : la  bandera 
de  la  nación  á que  perteneciese  el  oficial  cuyo  grado  fuera  superior, 


Disposicio- 
nes respecto 
al  orden  en 
que  deben 
colocarse 
las  banderas 
en  los  bu- 
ques empa- 
vesados. 


* Oiiolan,  Diplomalie  de  la  mcr,  ch.  15,  p.  31G. 
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ó en  caso  do  grado  igual,  la  de  aquella  á que  correspondiera  el 
buque  que  hubiera  arribado  ántes ; y sucesivamente,  las  banderas 
de  los  demás  buques  extranjeros,  según  los  grados  de  sus  coman- 
dantes, ó su  arribada  en  caso  de  igualdad  de  grados.  Por  este  mis- 
mo decreto  se  establecía  que  los  buques  franceses  que  se  encon- 
traran en  puertos  extranjeros  izaran  en  primer  lugar  la  bandera  de 
la  nación  á que  perteneciera  el  puerto,  después  la  de  los  de- 
mas buques  de  guerra  que  se  encontraran  en  las  mismas  aguas 
según  el  orden  anterior,  y,  por  último,  las  de  las  naciones  que 
tuvieran  consulados  en  el  mismo  puerto.  Esta  ordenanza  fué  mo- 
dificada por  otra  orden  ministerial  que]  prescribió  que  los  buques 
franceses  se  empavesasen  solamente  con  banderas  y señales  francesas. 
Ortolan  nota  que  se  debe  tener  el  mayor  cuidado  en  colocar  con- 
venientemente estas  banderas  de  señales  , por  la  semejanza  que 
tienen  con  las  de  otras  naciones,  y que  lo  mejor  seria  suprimirlas 
por  completo  en  estas  ocasiones.  * 

§ 115.  Los  reglamentos  de  la  marina  inglesa  son  exce- 
sivamente reducidos  y breves  con  respecto  al  punto  que 
nos  ocupa.  Los  saludos  que  los  buques  extranjeros  hagan 
á la  bandera  inglesa  deben  ser  contestados  disparo  por 
disparo.  Cuando  un  buque  de  guerra  inglés  se  encuentre  con  otro 
extranjero  de  la  misma  clase,  pero  mandado  por  un  oficial  supe- 
rior, deberá  saludarle  con  el  número  de  cañonazos  correspondiente 
á la  misma  graduación  en  la  marina  británica,  cuidando  particular- 
mente de  que  su  saludo  sea  contestado  disparo  por  disparo.  Estas 
mismas  reglas  se  observarán  cuando  un  buque  de  guerra  inglés  y 
otro  de  una  nación  distinta  se  cucuentren  en  un  puerto  extranjero, 
siempre  que  las  leyes  locales  lo  permitan.  ** 

Regiamen  § H6.  El  decreto  de  15  de  agosto  de  1851  fija  las  reglas  á 
tos  dolama-  que  ha  de  someterse  la  marina  francesa  en  sus  relaciones 

nna  francesa 

con  la  de  otros  Estados.  Los  artículos  correpondientes  al 
ceremonial  marítimo  son  739,  741,  742,  743,  744,  745  y 751.  Por 
ellos  se  resuelven  todos  los  casos  que  pueden  ocurrir.  Se  determinan 
los  deberes  de  los  comandantes  de  los  buques  franceses  cuando  liallán- 


Heglamen- 
Iüs  de  ¡ama- 
rina inglesa 
con  respecto 
al  ceremo- 
nial. 


* Ortolan,  Diplomatie  de  la  mer,  v.  I,  liv.  2,  ch.  15,  p.  316;  Cussy,  Droit 
maritime,  liv.  1,  tit.  2,  §62;  HclTter,  Droit  international,  § 197;  Garden,  De  Di- 
plomatie, v.  I,  p.  406  et  seq.;  Riquelme,  Derecho  púb.  int.,  lib.  1 tít.  2,  cap.  11; 
Abreu,  Colección  P.  7,  p.  642;  Martens,  Guidc  diplomatiquc,  §§  67-70. 

**  Phillimore,  On  int.  lato , vol.  II,  §§  36,  37;  Prendcrgast,  Law  relating  to  t'ie 
ofíicers  of  thenavy,  pt.  2,  p.  49. 
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dosc  en  puertos  extranjeros,  tengan  que  celebrar  alguna  liesta  nacional 
encargándoles  muy  particularmente  que  se  conformen  á los  usos 
establecidos  en  el  país  en  que  se  encuentren  ó tenga  lugar  la  ceremo- 
nia. Se  declara  que  el  comandante  de  uno  ó muchos  buques  de 
guerra  del  Estado  puede  saludar  en  alta  mar  la  bandera  de  otros 
buques  extranjeros,  conformándose  á los  usos  admitidos  por  la  ar- 
mada á que  pertenezcan,  y asegurándose  previamente  de  la  recipro- 
cidad del  saludo,  y que  pueden  saludar  también  á los  agentes 
superiores  de  los  Estados  extranjeros  que  vengan  á su  bordo,  según 
los  usos  de  su  país.  Se  dispone  que  los  buques  de  guerra  franceses 
saluden  á los  puertos  extranjeros  cuando  arriben  á ellos,  y sus  coman- 
dantes se  hayan  asegurado  de  que  el  saludo  será  devuelto  disparo  por 
disparo;  y que  después  lo  hagan  á los  demas  buques  anclados  en  la 
misma  rada.  Se  establece  el  principio  de  que  siempre  que  un  buque  de 
guerra  francés  sea  saludado  por  un  buque  de 'guerra  extranjero, 
devuelva  disparo  por  disparo  el  saludo,  sin  atender  el  grado  igual  ó 
distinto  de  los  oficiales,  y que  cuando  el  saludo  se  haga  por  un  buque 
mercante  sea  devuelto  con  dos  disparos  de  menos. 

Dispone  además  este  decreto  que  no  se  hagan  saludos  personales, 
pero  que,  sin  embargo,  se  observen  también  á este  respecto  los  usos  y 
precedentes  del  país  en  que  se  encuentre  el  buque ; y fija,  por  último, 
con  gran  precisión  las  reglas  que  han  de  observarse  en  las  visitas 
y cumplidos  que  deben  los  oíiciales  de  la  marina  francesa  á los  mari- 
nos extranjeros  y á las  autoridades  de  las  plazas  á que  arriben.  * 

§ 117.  Los  reglamentos  de  la  marina  española  aplican  los 
mismos  principios  generales  al  asunto  en  cuestión.  Por  memos  do  i« 

110  marina  espa- 

reales  órdenes  de  15  de  agosto  de  1741,  de  2 de  julio  ooia-iieaies 

0 ’ J ordenes  tic 

de  1770,  de  5 de  diciembre  de  1776  y de  30  de  marzo  ^41,  -o"0  v 

* 1838. 

de  1838  se  ha  provisto  que,  sin  alterar  los  usos  establecidos 


en  cada  puerto,  se  devuelva  disparo  por  disparo  el  saludo  que  á su  arri- 
bada verifiquen  los  buques  extranjeros.  Las  ordenanzas  de  1793  mandan 
que  los  jefes  de  buques  ó de  escuadras,  se  informen  cuando  lleguen 
á un  puerto  extranjero  de  las  prácticas  que  cu  él  se  sigan,  y que 
saluden,  asegurándose  previamente  de  que  les  será  devuelto  el  saludo  • 
En  el  caso  de  que  no  haya  uso  ni  práctica  alguna  establecida  están 
autorizados  por  las  mismas  ordenanzas  á celebrar  un  arreglo  al  efecto. 
Estas  y la  real  orden  de  7 de  febrero  de  1799  prescriben  que  lo* 


* Orlóla»,  Diploma  tic  de  la  mer,  v.  J,p.  34á,  noto,  (juatiiémc  úfJilíoii , Pliillmioie 
()n  ¡ni.  lato,  vol.  2,  § 35;  Helfler,  üroit  internahonal,  § 197;  Cussy,  Droit  mar  ¡ 
lime,  1.  \,  til.  2,  § G2;  Maricas,  Cuide  diplomaliijuc,  §§  07-iü. 
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buques  españoles  que  encontraren  oíros  de  distinta  nación  en  alta 
mar  ó en  puertos  extranjeros,  no  deben  saludar  ni  exijir  que  les 
saluden,  y que  en  el  caso  de  que  lo  fuesen  responderán  con  igual 
número  de  disparos.  Los  buques  de  guerra  extranjeros  deben  saludar 
únicamente  á los  de  su  nación  en  los  puertos  de  España. 

Por  las  reales  órdenes  de  enero  de  1846  y 7 de  setiem- 

Uonlcsordc- 

nes  de  is¿«  Jiro  do  1848  se  manda  que  se  hagan  en  los  puertos  de 

y 1828.  1 ° 1 

España  donde  haya  buques  extranjeros,  las  mismas  salvas 
y demostraciones  con  motivo  de  los  dias  de  los  soberanos  á que  per- 
tenezcan esos  buques,  que  las  que  se  verifiquen  en  los  dias  de  los 
de  España,  con  tal  de  que  los  buques  extranjeros  tengan  la  mis- 
ma cortesía  en  igualdad  de  circunstancias.  * 

§ 118.  Los  reglamentos  del  ejército  y la  armada 

lleglnnicnlo  ° ~ j j 

del  ejercito  y c|tí  los  Estados  -Unidos  determinan  con  gran  minuciosi- 
dc  unidos^08  'os  saludos  y honores  militares  que  deben  á los 

empleados  ó funcionarios  de  la  república,  según  su  res- 
pectiva categoría.  El  saludo  nacional  consta  de  tantos  cañonazos 
como  Estados  hay  en  la  Union  Norte-Americana.  El  Presidente 
de  los  Estados-Unidos  es  saludado  con  21  cañonazos,  el  Vice-presi- 
dente  con  17.  Los  jefes  de  los  grandes  ministerios,  el  general  en  jefe 
del  ejército  y los  gobernadores  de  Estados  y territorios  en  sus  res- 
pectivas jurisdicciones  con  lo;  los  mayores  generales  y ministros  pú- 
blicos con  13,  los  brigadieres  generales  con  11  y los  oficiales  de  la 
armada,  según  su  categoría,  en  relación  con  los  del  ejército.  El 
Presidente  y Vice-presidente  de  los  Estados-Unidos  deben  ser  reci- 
bidos por  las  tropas  con  las  banderas  desplegadas  y al  sonido  de 
trompetas  y clarines,  y saludados  por  los  oficiales.  Los  hono- 
res que  se  tributan  á los  demas  empleados  del  gobierno  son  distin- 
tos, según  la  categoría  que  corresponde  á cada  cual.  Cuando  los  fun- 
cionarios extranjeros  residentes  en  los  Estados-Unidos  son  invitados 
á visitar  lina  fortificación  ó un  buque  del  Estado,  deben  ser  saludados 
según  su  clase  y recibir  los  mismos  honores  que  los  empleados  de 
los  Estados-Unidos  de  la  respectiva  categoría.  Según  esta  regla,  á un 
soberano  extranjero  se  le  rendirán  idénticos  á los  del  Presidente, 
y á los  embajadores  y ministros  los  mismos  que  correspondan 
á los  ministros  norte-americanos  de  igual  clase.  Los  buques  ex- 
tranjeros que  arriban  á los  puertos  de  los  Estados-Unidos  son  salu- 

* hi'iuelmo,  Derecho  público  int lib.  1,  tít  2,  cap.  11 ; Ordenanzas  de  la  ar- 
mada, [lassim. 
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dados  con  un  número  de  cañonazos  igual  al  que  haya  sido  dispa- 
rado por  ellos,  pero  en  ningún  caso  el  que  disparen  los  puertos 
podrá  ser  mayor  que  el  del  tiro  nacional. 

Los  principios  que  sirven  de  base  á estas  reglas  se  han  aplicado 
también  á la  armada  de  los  Estados-Unidos.  Los  buques  de  guerra 
de  esta  república  saludan  el  pabellón  extranjero,  cuando  llegan  á 
puertos  de  otros  Estados,  siempre  que  reciban  aviso  de  que  el  saludo 
será  devuelto  disparo  á disparo.  * 

§ 119.  Los  reglamentos  de  los  Estados- Unidos,  ofrecen 

..  . , Dificultad 

en  su  aplicación  algunas  dificultades.  El  comodoro  es  el  poética  do 

, , las  reglas  aa- 

empleado  u oficial  de  mas  categoría  en  la  armada  de  los  tenores. 
Estados-Unidos;  y bien,  ¿deberá  recibir  los  mismos  honores  que  un 
almirante  de  Francia  ó de  Inglaterra  que  desempeña  un  mando  de 
igual  categoría,  ó únicamente  los  debidos  á un  comodoro  inglés  ó 
francés,  cuya  categoría  es  notoriamente  inferior,  aunque  tienen  el 
mismo  título  ? ¿Deberá  un  general  de  los  Estados-Unidos  recibir  los 
mismos  honores  que  un  mariscal  de  Francia,  ó los  que  se  tributan 
y conceden  á un  general  francés  ? ¿ Qué  honores  deberá  tributar  un 
buque  de  guerra  de  los  Estados-Unidos,  anclado  en  un  puerto  extran- 
jero, al  soberano  de  la  nación  que  lo  visite  ? ¿ Se  le  tributarán  los 
mismos  que  al  Presidente  de  los  Estados-Unidos,  ó los  muy  supe- 
riores quizás  que  les  serán  debidos  por  sus  propios  buques  ? 

Estas  cuestiones  pueden  ser  de  mucha  importancia.  Por  eso  cuando 
no  estén  resueltas  por  los  tratados,  deberán  ser  objeto  de  un  arreglo 
especial  entre  las  partes  interesadas,  y cuando  este  no  pueda 
verificarse,  lo  mejor  y mas  prudente  será  que  los  interesados  se  abs- 
tengan de  saludos,  visitas  y ceremonias. 

Cuestiones  de  esta  clase  son  muy  frecuentes  en  la  apli-  mc¡™meBa?i- 
cacion  del  ceremonial  marítimo.  Una  de  ellas,  respecto  á comodoro* 

la  categoría  relativa  de  los  oficiales,  ocurrió  en  Méjico  shubrlck- 

entre  el  vice-almirantc  Baudin,  que  mandaba  el  buque  fran- 
cés Nereide  y el  comodoro  Shubrick,  comandante  de  la  corbeta  de  los 
Estados-Unidos  Macedonian. 

Otra  cuestión  de  esta  naturaleza  ocurrió  en  lolon  en  co-aimiranio 
1830,  entre  el  vico-almirante  de  Rigny,  que  mandaba  el  pJjaiJ  unl 
buque  francés  Conquerant,  y el  capitán  de  una  fi agata  fiVsa. 
inglesa. 


* Halleck,  ¡m.  law,  ch.  5,  § 27,  p.  «6;  United  States  Military  Regulations; 
United  States  Navy  Regulations. 
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Ninguna  cuestión  de  este  género  se  suscitaría  si  los  saludos  de  los 
buques,  en  alta  mar  ó en  puertos,  se  consideraran  diririgidos,  no  á 
las  personas,  sino  á las  naciones ; pues,  conceptuándose  éstas  iguales, 
aquellos  lo  serian  también.  Esta  regla  es  aplicable  al  saludo,  en  tierra, 
de  los  oficiales  extranjeros. 

La  cuestión  de  quien  debe  saludar  primero  se  resuelve  fácilmente, 
aplicando  los  principios  que  rigen  los  saludos  entre  los  buques,  las 
plazas  y los  fuertes.  * 

* Ortolan,  Diplomatie  de  la  mcr,  vol.  I,  liv.  2,  ch.  15;  HeíTter,  Droit  interna- 
lional,  § 197;  Cooper,  Naval  liist.  of  t/ie  United  States,  inlroduction ; Reporls  of 
the  Lee  of  the  Navy,  Cong.  Doc.,  1841,  etc.  ; Blanchard  et  Dauzats,  Relation  de 
l’expédition  frangaise  au  Mexique,  pp.  583-585;  Kluber,  Droit  des  gens , § 121;  Ñau, 
Volkersurecht,  § 143;  Décret  du  15  aoút  1851,  art.  749. 
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§ 120.  La  soberanía  de  un  Estado  es  el  producto  de  las 
fuerzas  individuales  que  le  componen,  ó mejor  dicho,  la  los'podcrcs* 
consecuencia  y el  centro  de  ellas.  Por  tanto,  la  nación  es 
el  origen  del  poder  que  reside,  según  la  constitución  de  cada  pueblo, 
en  uno  ó en  varios  individuos,  y que  se  divide  en  legislativo,  ejecu- 
tivo y judicial.  Llámase  democrático  al  Estado  cuyo  poder  estriba  en 
todas  sus  partes  componentes ; representativo  á aquel  en  que  está 
conferido  á un  número  determinado  de  individuos,  y monárquico  al 
que  es  regido  por  uno  solo.  * 

§ 121.  La  palabra  prerogativa  se  emplea  generalmente 
para  expresar  el  poder  de  un  soberano,  relativamente  á sus  tivas  uei 

A 1 soberano. 

súbditos  y á los  derechos  superiores  de  que  se  encuentra 
revestido.  También  se  aplica  á algunos  altos  cuerpos  y poderes  de 
las  naciones  y se  dice,  por  ejemplo  : las  prerogativas  del  congreso, 
las  prerogativas  de  la  corte,  etc. 

Según  Blackstone,  la  palabra  prerogativa  se  deriva  de  pros  y rogo, 
y atendiendo  á su  etimología,  significa  algo  anterior  ó preferente  á 
lo  demas.  De  aquí  deduce  que  solo  puede  aplicarse  á los  derechos  y 

* Grotius,  Droit  de  la  guerre  el  de  la  paix,  édition  Guillaiimi»,  annotée  pai  I ia- 
dier-Foderé,  liv.  1,  ch.  3,  §§  6,  7,  17  ; Vatlel,  Droit  des  {jens,  édltion  Guillaumin, 
annotée  par  Pradicr-Foderé,  liv.  1,  ch.  1,  §§  b 3;  VVheaton,  Llcm.  dioü  inl. 
pt.  1,  ch.  2,  § 5;  Puflendorf,  Oejur  nat.  clgenlium,  lib.  7,  cap.  2,  §20;  OrloJan, 
Diploma  lie  de  la  mcr , v.  I,  pp.  ti,  i 2;  Marlens,  Précis  du  droit  des  gens,  cdiUon 
Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Vcrgé,  § 23;  HefTtcr,  Droit  inlermlional, ^ Ib,  ¿o; 
Bowyer,  Universal  public  lato,  pp.  210,  216;  Carden,  De  diploma!, e,  v.  I,  PP-  106, 
110;  Burlamaqui,  Droit  de  la  notare  ct  des  (jens,  v.  IV,  pt.  2,  ch.  o ; Orto  an, 
Domaine  international , p.  16  et  seq  ; Rayneval,  Institutions  du  droit,  v.  I.  p.  -t  * , 
Proudhon  et  Dumay,  Domaine  public,  v.  I,  ch.  7 ; Merlin,  Heperloirc,  til.  sourc- 
ruinetó , Dalloz,  Heperloirc,  til.  souveraiueté. 
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privilegios  exclusivos  ele  los  reyes,  como  lo  manifiesla  bien  claramente 
su  nombre  de  prcrogativas  reales,  es  decir,  anexas  á la  corona  y pe- 
culiares, por  tanto,  únicamente  del  que  las  posee.  Fielo  dice,  que  la 
prerogativa  es  aquella  ley  del  rey,  que  en  ningún  caso  es  la  del  súb- 
dito. 

Pero  la  significación  de  esta  palabra  lia  sido  entendida  de  muy 
diverso  modo  por  los  publicistas.  La  parte  que  algunos  monarcas 
tienen  ó tuvieron  en  los  ingresos  del  fisco,  ha  sido  denominada 
prerogativas  fiscales  del  rey.  También  se  lia  extendido  la  significación 
de  esta  palabra  á designar  la  cosa  que  produce  las  rentas  de 
la  corona,  y así  los  dominios  mismos  de  un  monarca  se  han  consi- 
derado como  prcrogativas  de  la  corona.  Igual  denominación  se 
ha  aplicado  á las  tierras  confiscadas,  minas  de  oro  ó plata,  bienes 
mostrencos, etc.  Sin  embargo,  en  realidad, estas  cosas  pueden  pertenecer 
ú un  monarca,  en  virtud  de  sus  prcrogativas  ó de  su  soberanía,  pero 
no  son  ni  las  unas  ni  la  otra.  Una  cosa  es  el  derecho  de  propie- 
dad ó la  propriedad  misma,  y otra  el  origen  y fundamento  de  ese 
derecho.  * 


§ 122.  Para  encontrar  el  origen  y la  significación  de  la 

Jura  majes-  . . . . , _ , . 

taiis  y rega-  palabra  majestad  hay  que  recurrir  al  derecho  romano  y ala 
lengua  latina.  La  palabra  majestas  fué  empleada  por  los 
romanos  para  expresar  la  suprema  dignidad  del  gobierno.  Esta 
significación  fué  admitida  y aplicada  por  los  jurisconsultos  de  la 
Edad  media  como  'designando  la  dignidad  soberana  del  Estado,  y 
aplicándola  á los  distintos  derechos  de  que  está  revestido  en  las 
naciones  el  supremo  poder,  los  denominaron  jura  majestalis. 

También  hay  que  buscar  en  la  historia  del  imperio  romano,  y de 
su  derecho  el  origen  de  las  regalías.  « Al  desmembrarse  el  imperio 
romano,  dice  Gamboa,  los  jefes  y ciudades  que  se  declararon  inde- 


pendientes se  apropiaron  aquellas  tierras  que  la  naturaleza  había 
íavorecido  mas  con  productos  extraordinarios.  Estos  territorios  y 
derechos  reservados  fueron  designados  con  el  nombre  de  regalías. 
Este  autor,  como  se  ve,  aplica  la  palabra  regalía  á los  derechos  y 
á la  cosa  misma.  Los  publicistas  ingleses  la  emplean  también 
con  referencia  á la  corona  y al  cetro,  y á las  tierras  reales  y de  la 
iglesia,  y algunas  veces  á la  dignidad  y poder,  y aun  á los  derechos 


* Halleck,  lnl.  lato,  ch.  6,  § 2,  p.  121,  122;  RutherforÜi,  Institutes,  b.  2,  ch.  3, 
§ 10;  Rlackstone,  Commenlaries,  vol.  I,  p.  239  et  seq.;  Tomlins,  Laxo  dictioxxary, 
veib.  prerogative .;  Dalloz,  Repertoire,  verb.  prerogative ; Bouvier,  Law  clictionanj, 
verb.  prerogative ; Merlin,  Repertoire , verb.  souveraineté . 
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pecuniarios  de  los  monarcas.  El  poder  y dignidad  de  estos  lian  sido 
designados  con  el  nombre  de  majara  regalía , y sus  derechos  fiscales 
con  el  de  regalía  minora. 

La  palabra  regalía  no  puede,  por  tanto,  confundirse  con  la  de 
soberanía  ó con  los  derechos  de  majestad,  jura  majeslalis.  Aquella 
puede  aplicarse  á los  derechos  y prerogativas,  no  solo  del  rey  sino 
también  á los  de  la  iglesia,  de  las  cortes,  del  tesoro  público,  lo  mismo 
que  á la  propiedad  de  la  iglesia  ó del  Estado.  Usándola  con  referencia 
á las  propiedades  de  la  corona  comprende,  no  solo  las  que  la  perte- 
necen necesariamente,  sino  aquellas  de  que  puede  disponer  en  favor 
de  sus  súbditos.  * 


§ 123.  Según  el  derecho  romano,  por  derecho  de  pro- 
piedad se  entendía  el  de  usar , disfrutar  y abusar  ytffiñiodei 
de  una  cosa,  según  su  naturaleza.  Esta  definición  ha  sido  v'slad<)' 
censurada  en  nuestros  tiempos.  No  es  nuestro  objeto  entrar  á debatir 
la  naturaleza  del  derecho  de  propiedad,  ni  tratar  de  establecer  su 
exacta  definición.  Para  nuestro  fin  basta  con  que  digamos  que  se 
puede  entender  por  propiedad  el  derecho  exclusivo  sóbrela  posesión  de 
una  cosa  reconocida  y sancionada  por  la  sociedad.  Cuando  la  cosa 
sobre  que  se  fundó  la  propiedad  pertenece  á una  persona  ó cuerpo 
particular,  forma  lo  que  se  conoce  con  el  nombre  de  propiedad 
privada.  Cuando  pertenece  al  Estado,  constituye  lo  que  se  lia 
llamado  propiedad  pública  ó propiedad  del  Estado.  Estaos,  por  tanto, 
distinta  de  su  soberanía  y de  las  prerogativas  de  sus  gobernantes 
ó de  la  persona  en  quien  resida  el  supremo  poder. 

Los  publicistas  han  hecho  una  distinción  entre  la  propiedad  y el 
dominio,  pero,  como  dice  Bouvicr,  no  tiene  gran  importancia 
práctica. 

Una  distinción  que  produce  algunas  consecuencias  apreciables  es 
la  que  divídela  propiedad  del  Estado  en  la  que  disfruta  por  razón 
de  sus  leyes  interiores,  y las  que  goza  en  virtud  de  las  leyes  interna- 
cionales. El  derecho  que  tiene  el  Estado  á la  primera  clase  de  pío- 
piedad  es  tan  absoluto  como  el  individual  pero  con  respecto  á la 
segunda,  el  Estado  no  tiene  este  derecho  absoluto  sino  con  icíbicn- 


* Justiniano,  Digest.  48,  lit.  i,  §§  1,2;  Erskine,  Instituía,  P-  323  ct  seq.  ; 
Voet,  ad  Pandee,  lib.  4,  tít.  4,  § 2;  Rlackslonc,  Commcn Kiries,  vol.  I,  pr!  / ’ 

Roywcr,  Universal  publiv  law,  p.  217;  Gamboa,  Commcnlanes,  cap.  2,  b j >»  - > 
24;  Don,  Derecho  público  general,  lib.  1,  tít.  9,  cap.  5;  Tomlins,  Law  dict tonar g, 
verb.  Ilegalia ; Delcbecque,  Lcgislalion  des  mines,  etc.,  v.  I,  p.  17,  Mcilin,  U/tci 
(oiré  do  jurisprudence,  verb.  Droits  régaüens. 
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cia  á los  demás.  Esta  clase  de  propiedad  constituye  el  dominio  inter- 
nacional de  los  Estados , y la  otea  el  privado  ó público  de  los  mismos 

Estados.*  , „ . , . ...  . 

§ i 24.  Vattcl  dice  que  el  Estado,  en  tanto  que  institución, 

cnilñcníodci  no  puede  subsistir,  si  no  tiene  el  poder  de  disponer  en 

Estado.  cier(,as  ocasiones  de  todos  los  bienes  sometidos  á su 
imperio.  Según  el  mismo  autor,  esta  necesidad  crea  un  dereclio 
que  constituye  el  dominio  eminente  del  Estado,  y que  debe 
colocarse  en  el  número  de  los  derechos  de  majestad,  jura  majestatis. 
De  estas  consideraciones  deduce  que  cuando  un  pueblo  delega  su  poder 
á ún  soberano  le  confiere  ipso  facto  el  derecho  eminente,  á menos 
que  no  se  le  reserve  es  presamente.  Cuando  un  soberano,  añade, 
dispone  de  los  bienes  públicos  á virtud  de  su  dominio  emi- 
nente, la  enajenación  es  válida,  y cuando  merced  á este  mismo 
título  y en  ocasiones  determinadas,  dispone  de  los  bienes  de  una  cor- 
poración ó de  un  individuo,  la  enajenación  será  válida  igualmente. 

Wheaton  llega  por  otro  camino  á la  nocion  del  dominio  eminente 
dominium  eminens  del  Estado.  « Los  derechos  del  Estado,  dice,  á los 
bienes  públicos  ó á su  dominio  son  absolutos,  y excluyen  los  de  sus 
propios  súbditos  y Jos  de  las  demas  naciones.  El  derecho  de  propie- 
dad nacional,  relativamente  á los  bienes  que  pertenecen  á los  particu- 
lares ó á las  corporaciones  y que  se  encuentran  en  su  territorio,  es 
absoluto  con  referencia  á las  otras  naciones,  por  que  excluye  todos  sus 
derechos  ; pero  en  lo  concerniente  á los  súbditos  del  Estado  constituye 
lo  que  se  ha  llamado  dominio  eminente,  es  decir,  el  derecho  que  tiene 
el  Estado,  en  caso  de  necesidad  ó utilidad  pública,  de  disponer  de  todos 
los  bienes  situados  dentro  de  sus  límites.  » 

El  dominio  eminente,  según  estas  explicaciones,  se  aplica  solamente 
al  derecho  supremo  que  corresponde  al  Estado  sobre  los  bienes  de 
los  particulares.  Con  respecto  á sus  propios  bienes  no  puede  decirse, 
en  verdad,  que  el  Estado  le  tenga ; posee  solo  el  derecho  de 
propiedad,  lo  cual  no  significa  lo  mismo.  Aquel  es  por  su  misma 
naturaleza  un  atributo  indispensable  de  la  soberanía  y transferiblc 

* Ortolan,  Domainc  ínter national,  §§  13  et  seq.;  Proudhon  el  Duinay,  Domaine 
pubíic,  vol.  I,  clis.  14,  15;  Vattel,  Droit  iles  gens,  édition  Guillaumin,  annotée 
par  Pradicr-Foderé,  liv.  1,  ch.  20,  §§  235,  244;  Wheaton,  Elem.  droit  int.,  pt.  2; 
di.  4,  §§  2,  3;  Polson,  Law  of  nalions,  sec.  5;  Ivent,  Com.  on  can  law , vol.  II, 
l>.  339;  Ilaiitefeuille,  Des  nations  neutres , tit.  1,  di.  1,  secs.  1,  3;  Riquelme, 
Derecho  público  internacional,  lib.  1,  tít.  1,  sec.  1,  cap  2;  Rulherforth,  Ins titules, 
vol.  II,  ch.  9,  § 6;  Cushing,  Opinions  U.S.  Attys.  Gen.  vol.  VI,  p.  670;  American 
jurtsl.  ir  37,  p.  121;  Bouvicr,  Law  dictionary,  verb.;  Domutn  Oiltcnden,  Opinions 
U.  S.  AUys.  Gen.,  vol.  V,  p.  578. 
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con  ella,  y niega  en  cierto  modo  á nombre  y en  provecho  del  Es 
lado  el  derecho  de  propiedad  privada.  * 

§ 125.  El  Estado  es,  como  un  gran  individuo,  susceptible 
de  derechos  y obligaciones  con  respecto  á los  demas  puedc^Kf 
Entre  los  derechos  que  le  corresponden  naturalmente,  p,0I,!CdBd- 
se  encuentra  el  de  adquirir  y disfrutar  propiedades.  La  propiedad 
que  tiene  generalmente  en  cuenta  el  derecho  de  gentes  es  la  inter- 
nacional. Hay,  sin  embargo,  que  notar  que  los  derechos  de  conquista 
y cesión,  los  de  captura,  etc.,  se  relacionan  íntimamente  con  la  pro- 
piedad particular  ó privada. 

El  rasgo  mas  característico  que  tiene  la  propiedad  de  un  Estado  con 
respecto  á la  de  otros,  es  la  exclusión,  según  la  naturaleza  de 
este  derecho,  de  toda  intervención  extranjera,  y el  ser  susceptible  de 
libre  disposición.  ** 

§ 126.  Los  Estados  pueden  adquirir  propiedad  por  cual-  ad 

quiera  de  los  modos  que  emplean  los  individuos.  Pueden  j»™- 

obtenerla,  por  cesión,  compra  ó cambio,  herencia,  pres-  Estados, 
cripcion.  Pero  los  Estados  tienen  modos  particulares  de  adqui- 
rirla, y tal  sucede, por  ejemplo,  con  la  que  se  apropian  por  derecho  de 
conquista,  si  se  les  reconoce  después  por  los  tratados  públicos. 

No  debemos  discutir  todos  estos  modos  de  adquirir  propiedad  que 
han  reconocido  los  publicistas  á favor  de  los  Estados.  Trataremos, 
sin  embargo,  de  los  mas  importantes  en  su  aplicación  á los  Estados 
constituidos.  *** 


* Vattel,  Droit  des  gens , édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  I, 
ch.  20,  § 244;  Wheaton,  Elem.  droit  int . , v.  I,  p.  158;Cooper,  Justinian,  p.  442; 
Erskine,  Instituyes,  pp.  231,  312;  Burlamaqui,  Droit  déla  nal.  el  des  gens , v.  IV, 
pt.  2,  ch.  2;  Bowyer,  Universal  public  law , pp.  227,  372;  Bouvier,  Law  Dictionary 
verb.  eminent  domain\  Bello,  Derecho  internacional , pt.  1,  cap.  4,  §1. 

**  Wheaton,  Elem.  droit  int.,  pt.  2,  ch.  4,  § 34;  Ortolan,  Domaine  international, 
§§  15-22;  Heffter,  Droit  international,  §§  64,69,  70;  Polson,  Lato  of  nations,  sec.  5; 
Jlartens,  Précis  du  droit  des  gens , § 34;  Phillimore,  On  international  law,  vol.  I. 
§ 150;  Burlamaqui,  Droit  de  la  nat.  el  des  gens,  v.  IV,  pt.  3,  ch.  5. 

***  Grotius,  Droit  de  la  guerre  el  de  la  paix,  édition  Guillaumin,  annotée  par 

Pradier-Foderé,  liv.  2,  ch.  4;  Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée 
par  Pradier-Foderé,  liv.  2,  ch.  7-11;  Wheaton,  Elem.  droit  Int.,  pt.  2,  ch.  », 

§ 1,  4,  5;  Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotee  par 

Ch.  Vergé,  § 35  et  scq.;  Phillimore,  On  Int . Law,  vol.  I,  § 221-277;  Heffler,  Droit 
international,  § 76;  Ortolan,  Domaine  international,  § 53  et  seq. ; Rutherlorlli,  /ns  t- 
tutes,  b.  1,  ch.  3,  b.  2,  ch.  9;  Bowyer,  Universal  public  law,  ch.  28;  1 ullendori, 
De  Jur.  nat.  et  gent.,  lib.  4,  cap.  4-G;  Burlamaqui,  Droit  de  la  nal.  et  des  gens, 
vol.  IV,  pt.  3,  ch.  5;  Moser,  Versuch,  etc.,  b.  5,  c.  9;  Bello,  Derecho  internacional 
pt.  1,  cap.  4;  Riquelme,  Derecho  púb.  int.,  lib.  1.  tjt.  1,  cap.  2;  Schma  z,  roí 
des  gens,  liv.  4,  ch.  1 . 
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§ 127.  ¿Podrán  considerarse  la  usucapión  y la  prescripción 
y ^n'cscní-  como  modos  de  adquirir  la  propiedad  los  pueblos  y los  Estados? 
ci0"'  Vattel,  después  de  una  larga  discusión,  decide  que  la  usuca- 

pión, y la  prescripción  como  medios  generales  de  adquirir  la  propiedad, 
se  fundan  en  el  derecho  natural.  Establecido  este  principio,  llega  fácil 
v lógicamente  a sostener  que  así  como  estos  dos  modos  de  adquirir  la 
propiedad  son  de  derecho  de  gentes  y deben  aplicarse  á las  naciones : 
« La  usucapión  y la  prescripción,  son  de  uso  mas  necesario 
entre  los  Estados  soberanos  que  entre  los  particulares.  Las  cuestiones 
que  surgen  entre  los  primeros  son  de  otra  importancia  que  las 
individuales;  sus  diferencias  no  terminan  ordinariamente  sino  por 
guerras  sangrientas,  y por  este  motivo  la  paz  y la  dicha  del 
género  humano  exijen  con  mas  razón  que  no  se  turbe  fácilmente  la 
posesión  de  los  soberanos  y que  si  no  ha  sido  disputada  en  un  gran 
número  de  años,  se  considere  como  inquebrantable  y legítima.  Si 
fuese  permitido  para  justificar  la  posesión  de  un  Estado,  ir  retrocediendo 
siempre  á los  tiempos  antiguos,  pocos  soberanos  estarían  seguros  en 
sus  derechos  y no  habría  nunca  paz  sobre  la  tierra.  » 

Mas  adelante,  añade,  hablando  sobre  el  mismo  asunto.  « Supues- 
to que  la  prescripción  está  sujeta  á tantas  dificultades,  seria  conveniente 
que  las  naciones  confinantes  se  pusieran  de  acuerdo  acerca  de  este 
punto  por  medio  de  tratados,  fijando  principalmente  el  número  de  años 
necesario  para  fundar  una  legítima  prescripción.  Si,  á falta  de  tratados, 
la  costumbre  ha  determinado  alguna  cosa  en  esta  materia,  las  naciones 
entre  las  cuales  se  haya  establecido  deben  conformarse  á sus  de- 
cisiones. » 

'NVheaton  admite  también  la  legitimidad  de  estos  modos  de  adquirir 
aplicados  a los  Estados,  y sostiene,  que  la  posesión  no  interrumpida 
por  un  Estado  de  un  territorio  ó de  bienes  de  cualquiera  clase  durante 
un  tiempo  determinado,  excluye  los  derechos  de  otro  al  mismo 
territorio  ó bienes.  Estap  rescripcion,  agrega  el  mismo  autor,  se  funda 
en  los  mismos  principios  que  la  señalada  en  el  derecho  civil. 

Podemos,  pues,  afirmar,  con  las  dos  autoridades  que  hemos  citado, 
que  la  usucapión  y la  prescripción,  aun  en  el  estado  de  indetermina- 
ción en  que  se  encuentran,  con  respecto  á las  naciones,  son  títulos 
legítimos  de  adquisición  en  los  Estados.  * 

íos^en  ‘qué  § 128.  Una  gran  fuente  de  adquisiciones  de  dominios,  por 

* Vattel,  Droit  des  gens , édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2, 
eb.  ti,  § 147 , 1M;  Wheaton,  Elcm  droit  int.,  v.  I,  p.  159. 
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parte  de  los  Estados,  lian  sido  las  conquistas  legitimadas  v 

D •>  fundan  lo 

reconocidas  después  por  los  tratados.  Estas,  y una  larga  derechos S'<T 
posesión,  constituyen  casi  todos  los  títulos  de  las  naciones  propiedad, 
europeas  á los  territorios  que  les  pertenecen  en  Europa. 

El  descubrimiento  de  América, y los  que  al  terminar  la  edad-media  se 
hicieron  por  Asia  y Africa,  dieron  lugar  á que  nuevos  títulos  de  domi- 
nio entraran  á constituir  parte  del  derecho  internacional  curopéo. 
Tales  fueron  la  prioridad  de  descubrimiento,  la  primera  ocupación, 
la  colonización,  etc.;  confirmados  después  por  tratados  positivos. 

Otra  de  las  grandes  bases  sobre  que  descansan  los  derechos  de  pro- 
piedad que  las  naciones  tienen,  es,  como  dice  Wheaton,  el  de  que  la 
larga  y no  interrumpida  posesión  de  un  territorio  por  una  nación, 
excluye  los  derechos  de  otra  cualquiera  al  mismo  territorio.  Este  prin- 
cipio, que  se  funda  en  el  consentimiento  general  de  los  hombres  es 
obligatorio  para  todas  los  Estados.  Esto  es  de  tal  fuerza,  á causa  de  la 
sanción  que  ha  recibido  por  su  continua  observancia,  que  puede 
considerarse  como  un  contrato  tácito  ó como  un  derecho  positivo  de 
las  naciones. 

El  derecho  público  europeo,  al  finalizar  la  edad-media,  estaba  com- 
pletamente dominado  por  la  iglesia  católica.  El  Papa  era  la  auto- 
ridad superior  gcrárquica  que  podía  dirimir  las  cuestiones  interna- 
cionales. Se  suponía,  por  otra  parte,  que  los  pueblos  católico-romanos 
tenían  implícito  derecho  de  dominación  sobre  los  paganos,  y 
se  afirmaba  el  derecho  de  conquista.  Ambos  principios  combinados 
dieron  lugar  á la  consideración  que,  con  referencia  á las  naciones 
europeas,  tuvieron  al  principio  de  su  descubrimiento  los  pueblos  ame- 
ricanos, y á la  célebre  bula  de  Alejandro  VI  que  fijaba,  por  medio  de 
una  línea  trazada  de  polo  á polo,  cien  léguas  al  oeste  de  las  islas 
Azores,  los  territorios  que  habían  de  pertenece]*  á la  corona  de  España 
y á la  de  Portugal.  En  la  rectificación  que  posteriormente  se  hizo 
por  acuerdo  de  las  partes  interesadas  en  esta  bula,  se  fijaba  esta 
línea  imaginaria  á trescientas  cincuenta  léguas  al  oeste  de  dichas 
islas,  y en  este  tratado  apoyaron  después  los  portugueses  sus  preten- 
siones al  dominio  del  imperio  del  Brasil. 

Pero  las  naciones  de  Europa  no  fundaban  sus  derechos  á la  domi- 
nación de  América  exclusivamente  en  estas  decisiones  de  la  silla 
romana,  ó en  los  principios  de  la  religión  católica.  La  prioridad  del 
descubrimiento,  como  liemos  dicho,  era  una  de  las  bases  j fun- 
damentos sobre  que  los  pueblos  europeos  establecían  sus  derechos  á 
la  dominación  de  los  inmensos  territorios  américanos.  España  misma 
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fundaba  en  esta  consideración  algunos  do  los  suyos  sobre  los  terri- 
torios del  nuevo  continente.  Francia,  Inglaterra  y Holanda  se  apoya- 
ban en  los  mismos,  es  decir,  en  la  prioridad  del  descubrimiento, 
en  la  conquista  ó en  la  colonización  para  su  dominación  de  los  terri- 
torios habitados  por  pueblos  paganos.  Las  pretensiones  de  España 
y Portugal  á la  del  nuevo  mundo,  consagradas  por  |la  bula  de  Ale- 
jandro VI,  y la  necesidad  que  sentian  las  demas  naciones  de  Europa 
de  extender  por  nuevas  tierras  sus  horizontes,  dieron  lugar  á guerras 
sangrientas  y desastrosas,  que  hubieran  podido  evitarse  con  una 
idea  mas  clara  del  derecho  internacional. 

rg9  A fines  del  siglo  pasado  y con  motivo  de  la  ocupación 

Discusión  de  Notska-Sund,  España  reclamó  del  gobierno  inglés  la 
Ef  iHatcrra0  P0sesi0n  de  la  costa  noroeste  de  América  hasta  el  estrecho 
P-ctT'  del  Príncipe  William,  fundándose  sobre  la  prioridad  del 
Notska-sund.  descubrimiento  y en  una  larga  posesión , confirmada 
por  el  tratado  de  Ulrecht.  Inglaterra  no  admitió  las  pretensiones  del 
gobierno  español,  alegando  que  la  tierra  era  herencia  común  de  todos 
los  hombres  y que  cada  nación  tenia  el  derecho  de  apropriarse  una 
parte  mas  ó menos  grande  de  ella,  ocupándola  y cultivándola.  Estas 
diferencias  dieron  lugar  á la  celebración  de  un  tratado  en  el  cual  el 
gobierno  inglés,  se  sometió  á las  condiciones  siguientes  : 

Io  La  navegación  y la  pesca  de  los  súbditos  de  Inglaterra  en  estos 
mares  no  debían  servir  de  pretesto  al  sostenimiento  de  un  comercio 
ilícito  con  los  establecimientos  y colonias  de  España ; y los  ingleses  no 
podrían  navegar  ni  pescar  á una  distancia  menor  de  10  leguas 
marinas  de  la  costa  ocupada  por  los  españoles. 

2o  En  todas  las  colonias  establecidas  por  Inglaterra  y España  en  la 
costa  noroeste  de  la  América  septentrional,  habrá,  á partir  de  abril 
de  1789,  reciprocidad  de  trato  y de  comercio. 

3°  En  las  costas  Este  y Oeste  de  la  América  meridional  no  se  podrá 
formar  por  los  súbditos  de  las  partes  contratantes  ninguna  nueva 
colonia  situada  en  medio  de  las  establecidas  ya  por  los  españoles.  Esto 
no  obstaba  para  que  los  súbditos  de  las  potencias  tuvieran  derecho 
de  pescar  junto  á estas  costas  y aun  de  establecer  en  ellas  cabañas  con 
este  fin. 

1821-1825.  Otra  cuestión  muy  importante  también  sobre  estos 
tre  ia  Rusia  derechos,  que  se  han  atribuido  las  naciones  de  Europa  á 
dos-unidos  y la  dominación  de  los  territorios,  es  la  que  tuvo  lugar,  desde 
"d'  1821  hasta  1824,  entre  el  gobierno  ruso  v los  Estados-Uni- 
ños  norte-americanos.  En  setiembre  de  1821  el  gobierno  ruso  declaró 
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que  tenia  derecho  territorial  exclusivo  sobre  la  costa  Noroeste  do  \m 
rica,  desde  el  estrecho  de  Bering  hasta  los  54  grados  de  latitud.  El 
mismo  gobierno  pretendía  que  los  tenia  á las  islas  Aleontes  en  la 
costa  oriental  de  Siberia,  y en  las  islas  Kuriles  desde  el  cabo  sur  hasta 
los  15  grados  51  minutos  latitud  norte.  Por  osle  ukase  de  aquel  so 
declaraba  igualmente,  que  quedaba  prohibida  d otra  cualquiera  nación 
la  navegación  y la  pesca  en  los  límites  establecidos  y que  no  so  per- 
mitía d los  buques  extranjeros,  bajo  pena  de  coníiscacion  de  sus 
mercancías,  acercarse  á una  distancia  de  menos  de  100  leguas  ita- 
lianas á sus  establecimientos  en  dichos  territorios.  Fundábase  esta 
pretensión  d la  dominación  exclusiva  de  ellos  en  la  prioridad  de  su 
descubrimiento,  en  la  de  su  ocupación  y en  la  posesión  tranquila 
que  había  disfrutado  durante  cerca  de  medio  siglo.  Por  este  mismo 
notabilísimo  ukase  se  hacia  saber  que  los  mares  que  bañaban  las 
posesiones  rusas  de  Asia  y América  debían  ser  considerados  como 
cerrados,  y que,  por  tanto,  su  soberanía  pertenecía  exclusivamente  al 
gobierno  del  tzar  que  podría  declararlos  ó no  abiertos  al  comercio 
europeo.  Igualmente  se  anunciaba,  que  por  el  momento  no  se  baria 
mas  que  impedir  á favor  de  la  compañía  ruso-americana,  el  contra- 
bando en  estos  mares. 

El  ukase  que  nos  ocupa  perjudicaba  en  gran  manera  los  derechos 
de  los  Estados-Unidos  norte-americanos  y los  de  la  Gran  Bretaña. 

El  gobierno  de  los  primeros  negó  en  una  célebre  nota  las  pre- 
tensiones del  gobierno  ruso,  declarando  que  desde  el  dia  en  que  exis- 
tían como  nación  independiente,  sus  buques  habían  navegado  libre- 
mente por  los  mares  en  cuestión,  que  el  derecho  de  navegar  por  ellos 
les  era  concedido  por  el  hecho  mismo  de  su  independencia  soberana, 
y que  los  ciudadanos  de  la  república  tenían  también  el  de  traficar 
con  los  naturales  del  país  ó indígenas  que  no  estaban  sometidos  ;i 
la  jurisdicción  territorial  de  otra  nación.  Esta  nota  del  gobierno  de 
os  Estados-Unidos  rechazaba  así  mismo  las  pretensiones  de  aquel, 
fundándose  en  que  Rusia  no  tenia  derecho  á ninguna  parte  de  Ame- 
rica situada  mas  allá  de  los  55  grados,  límite  de  los  descubrimientos 
rusos  hasta  1799,  y en  que,  los  mares  que  el  gobierno  de  Sau-Petcrs- 
burgo  pretendía  considerar  como  cerrados  tonian  entre  los  dos  conti- 
nentes una  anchura  de  4,000  millas. 

La  cuestión  promovida  por  la  actitud  de  la  república  norte-ame- 
ricana terminó  por  la  convención  de  abril  de  18á4,  cu  la  cual  se 
reconoce  que  los  ciudadanos  de  los  Estados-Unidos  y los  súbdito; 
de  Rusia  pueden  navegar  y pescar  libremente  en  todas  las  parles 
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dol  Océano  Pacífico ; que  no  se  formaría  ninguna  dependencia  de 
los  Estados -Unidos  al  norte  de  los  54  grados  40  minutos  de 
latitud,  ni  ningún  establecimiento  mas  allá  de  la  mitad  de  esta  línea, 
y se  señaló  un  plazo  de  10  años  durante  el  cual  los  buques  de  las 
dos  naciones  podrían  navegar  y pescar  libremente  en  todos  los  mares 
comprendidos  entre  aquellas  costas. 

La  cuestión  entre  Inglaterrra  y Rusia  se  arregló  por  la  convención 
de  febrero  de  1825,  en  la  que  se  fijaron  de  una  vez  los  límites  entre 
las  posesiones  de  ambos  Estados  en  el  continente  norte-americano.  La 
línea  que  se  fijó  comenzaba  en  la  isla  del  príncipe  de  Gales  á los 
54  grados  40  minutos  'y  llegaba  hasta  el  estrecho  de  Portland  á los 
56  grados  de  latitud;  desde  aquí  seguía  á lo  largo  de  la  costa  hasta 
el  monte  de  San  Elias,  inclinándose  después  liácia  el  norte  y termi- 
nando en  el  Océano  Glacial. 

Como  cuestión  importantísima  acerca  de  los  títulos  de 

Discusión  . i i • • i ...  . . . 

entre  la  in-  una  nación  al  dominio  de  un  territorio,  podemos  citar  la 
ios*8 retados-  originada  por  las  pretensiones  de  los  Estados-Unidos  norte- 
Cucstioñ  dei  americanos  á la  posesión  del  Qregon,  que  eran  las  si- 

Ot  egon. 

gu  ícntes : 

Io  Prioridad  de  descubrimiento  y ocupación. 

2o  La  adquisición  de  todos  los  títulos  de  España  sobre  estos  terri- 
torios, fundados  en  el  descubrimiento  por  súbditos  españoles  antes  de 
que  hubiera  sido  conocido  por  ningún  otro  pueblo,  y según  el  tratado 
de  1819  entre  aquella  y los  Estados-Unidos. 

3o  El  reconocimiento  tácito  de  los  títulos  de  éstos,  á la  dominación 
del  Oregon  por  el  mismo  gobierno  inglés,  que  tuvo  lugar  cuando  éste 
les  restituyó  el  fuerte  Jorge  á la  desembocadura  del  Colombia. 

El  gobierno  inglés  contestaba  á los  argumentos  del  de  los  Estados- 
Unidos  diciendo : 

1°  Que  la  Colombia  no  había  sido  descubierta  por  un  norte-ame- 
ricano, sino  por  el  lugar  teniente  Meases,  de  la  marina  británica. 

2o  Que  los  títulos  derivados  del  tratado  de  1819  entre  España  y 
los  Estados-Unidos  concedían  á estos  últimos  los  mismos  derechos 
que  á la  primera,  es  decir,  los  de  establecerse  en  todas  las  partes  del 
territorio,  navegar  y pescar  en  los  mares  que  los  cercan  y traficar 
con  los  indígenas. 

3o  Que  la  restitución  del  fuerte  Jorge  habia  tenido  lugar  con  ciertas 
restricciones  sobre  los  derechos  del  gobierno  inglés  á este  territorio. 

Estas  cuestiones  entre  el  gobierno  inglés  y el  de  los  Estados-Unidos 

se  prolongaron  durante  muchos  años  dando  lugar  á las  convenciones 
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de  1818  y 1827  y,  por  último,  al  tratado  de  1840  que  las  resolvía 
completamente,  en  el  cual  las  partes  interesadas  convinieron  : 

Io  Que  el  límite  entre  el  territorio  poseido  por  cada  uno  de  los  dos 
gobiernos  seria  continuado  hacia  el  Oeste  sobre  la  paralela  de  los 
49  grados  de  latitud  norte  hasta  la  mitad  del  canal  que  separa  el  con- 
tinente de  la  isla  Vancuver,  y desde  aquí  se  dirigiría  hasta  el  Océano 
Pacífico,  entendiéndose  siempre,  que  la  navegación  del  canal  seria 
libre  á los  buques  de  las  dos  partes  contratantes. 

2o.  Que  la  navegación  del  Colombia,  desde  los  49  grados  de  latitud 
norte  hasta  su  desembocadura,  seria  libre  para  la  compañía  de  la  ba- 
hía de  Hudson  y para  los  súbditos  ingleses  que  comerciaran  con  esta 
compañía. 

3o.  Que  se  reconocían  los  derechos  de  posesión  adquiridos  por  la 
referida  compañía  y por  otros  súbditos  ingleses  hasta  la  mitad  de  los 
49  grados  de  latitud  norte.  * 

§ 129.  Una  de  las  cuestiones  que  ha  sido  objeto  de  cons- 
tantes protestas  por  parte  del  gobierno  de  la  república  ar- 
gentina, y no  resuelta  aun,  en  razón  á la  extricta  justicia, 
sino  según  la  fuerza,  es  la  ocupación  de  las  islas  Malvi- 
nas por  el  gobierno  inglés. 

El  descubrimiento  de  estas  islas  corresponde  seguramente  íí  Es- 
paña, pero  no  así  su  primera  ocupación,  que  no  tuvo  efecto  hasta 
1764  y fue  realizada  á nombre  del  gobierno  francés.  Tan  pronto 
como  aquella  nación  tuvo  noticias  del  suceso  reclamó  de  este  la  po- 
sesión de  las  islas  citadas,  como  dependencias  del  confínenle  de  h¿ 
América  meridional,  y el  rey  de  Francia  ordenó  que  fueran  entregadas 
á sus  autoridades. 

En  1763  los  ingleses  arribaron  á aquellas  islas.  El  almi-  T]-.U](.S  en 
ranteByron  comandante  de  la  expedición  que  se  presentó  i^'ocupadoñ 
casualmente  ( su  objeto  era  un  viaje  al  rededor  del 
mundo)  tomó  posesión  de  ellas  en  nombre  de  S.  M.  B.  olvidándose 
que  veinte  años  antes  el  gobierno  inglés  había  reconocido  el  dominio 
exclusivo  de  España. 

Esta  conducta  dió  lugar  á reclamaciones  del  gobierno  c^c^o|uorn^ 
español  y á que  una  expedición  que  salió  de  Buenos-Aires,  CSI>ail('- 1 " 


Discusión 
entre  la  In- 
glaterra y la 
república 
argentina  so- 
bre la  ocupa- 
ción de  las 
islas  Malvi- 
nas . 


roit  int.,  v.  I,  j.p.  159-1 08;  Annual  rcrjhter,  a n.  171/0 
— - „ -™,5;  an.  17 91,  pp.  203,  214, ,222,  227;  Correspondencia  cuín 

M.  Aclams  y M.  Polclicar ; Congross  documcnts,  20  lh.  congress  and  Ist.  sess.  ir  JV 
Grccnliow,  liistory  of  Orcgon  and  California,  l’roois  and  illuslrations. 


* Wheaton,  Elcm.  dr 
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imision  de  los  §0  apoderara  del  establecimiento  que  habían  íundado  los 

ingleses.  1 . . t 1 í 

i.os  ingleses  ingleses.  Causó  este  hecho  tal  irritación  en  Inglaterra  que 
á ocupar  las  poco  faltó  para  que  declarara  la  guerra  á España ; pero, 
por  último,  la  cuestión  quedo  pendiente  a virtud  del  conve- 
nio de  1771,  por  el  cual  esta  se  obligó  á devolver  el  establecimiento 
á los  ingleses,  pero  in  statu  quo  y con  reserva  de  derechos. 

Alando-  Tres  años  después  de  estos  sucesos  los  ingleses  abando- 
wocSiioñto  liaron  el  establecimiento  creado  por  ellos  en  las  Malvinas. 
y«smnoPef°  Desde  esta  época,  1774,  España  fué  dueña  exclusiva  de 
d°'soíu!oab~  todas  las  islas,  sin  que  ninguna  otra  nación  se  estableciera 
en  el  archipiélago,  ejerciendo  actos  de  verdadera  soberanía  como, 
por  ejemplo,  el  nombramiento  de  gobernadores  y el  sostenimiento  de 
guarnición  y de  buques. 

En  1776  el  gobierno  español  dió  órden  al  de  Buenos-Aires,  para 
que  enviase  á estas  islas  dos  cruceros;  yen  1777  mandó  ¿1  goberna- 
dor de  las  Malvinas  que  arrasase  totalmente  el  establecimiento  de 
Puerto  Egmont. 

Y,  por  último,  en  178:1 , recibió  aviso  de  haberse  cumplido  esta 
resolución.  Estalló  después  la  guerra  entre  España  y la  Gran-Bre- 
laüa,  pero  las  Malvinas  continuaron  en  poder  del  gobierno  español. 

Tratado  de  por  C1  tratado  de  28  de  octubre  de  1790  entre  Inglaterra 
inigatcrra  y y España  se  convino  en  que  los  súbditos  británicos  no 
esta  posesión  pescarían  ni  navegarían,  en  los  mares  del  Sur,  á una  dis- 
tancia de  diez  léguas  marítimas  de  las  costas  ocupadas  por  los  espa- 
ñoles, y en  que  los  súbditos  de  ambos  Estados  no  formarían  en 
adelante  establecimiento  alguno  al  sur  de  las  costas  é islas  adyacen- 
tes ocupadas  entonces  por  la  segunda,  aunque  podrían  hacer  obras 
temporales  para  la  pesca. 

Los  hechos  anteriores  prueban  de  un  modo  concluyente  el  derecho 
de  España  á la  dominación  de  las  islas  Malvinas,  y no  creemos  ne- 
cesario insistir  sobre  este  punto. 

L'ai'gwuinaCa  í>cr0  llega  la  época  de  la  emancipación  de  los  pueblos 
P'!deiU  d°e  u amGricanos,  y es  claro  que  los  derechos  de  España  debían 
'pando  °ias’  Pasar  a Ia  nación  que  sustituyó  su  poder  en  aquellas 

Malvinas,  regiones.  Esta  fué  la  república  argentina , que  en  1820 
tomó  posesión  de  ellas  por  medio  del  coronel  de  su  marina  D.  Daniel 
Jewitt,  quien  por  decreto  de  10  de  junio  de  1829  restableció  su  go- 
bierno y comandancia. 
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Los  esfuerzos  hechos  por  la  república  argentina  para  el 
establecimiento  de  una  colonia  en  esas  islas  empezaban  á Nuev*3agre- 
producir  sus  frutos  y se  encontraba  en  un  estado  flore-  ia  Tnginfcna 
cíente,  cuando  en  1833  se  presentó  en  aquellas  aguas  la  dcsafojau'IS 
corbeta  de  guerra  británica  Clio;  y su  jefe  el  capitán  íi^argcn- 
ünglow,  tomó  posesión  á viva  fuerza  del  archipiélago  de  tina’ 
las  Malvinas,  enarbolando  inmediatamente  el  pabellón  inglés. 

Esta  agresión  motivó  una  protesta  del  representante 
argentino  en  Londres,  que  fué  contestada  por  lord  Pal-  HyCparolestT 
merston  declarando,  que  el  comandante  del  Clio  había  bHc^argeú- 
obrado  á consecuencia  de  las  instrucciones  comunicadas  . Argumentos 
por  el  gobierno  al  almirante  Baker,  en  las  que  se  le  or-  apoya  íTin- 
denaba  enviase  á sus  aguas  un  buque  de  guerra  para  teutosVk 
ejercer  allí  los  antiguos  ó incontestables  derechos  que  corres- 
pondian  á S.  M.  B.  La  contestación  de  lord  Palmerston  Malvinas- 
dió  lugar  á una  nueva  réplica  y protesta  del  representante  argen- 
tino en  Londres,  D.  Manuel  Moreno,  en  la  cual  se  justificó  cumpli- 
damente el  incuestionable  derecho  de  la  república  al  dominio  de  las 
mismas,  así  como  el  incalificable  despojo  ejercido  por  la  Inglaterra. 
El  señor  Moreno  terminaba  su  nota  con  las  siguientes  palabras : 

« El  infrascripto,  pues,  en  cumplimiento  de  sus  órdenes  é instruc- 
ciones, protesta  formalmente  en  nombre  de  las  provincias  unidas  del 
Rio  de  la  Plata,  contra  la  soberanía  asumida  últimamente  en  las  islas 
Malvinas  por  la  corona  de  la  Gran  Bretaña,  y contra  el  despojo  del 
establecimiento  de  la  república  en  Puerto  Luis,  llamado  por  otro 
nombre  el  Puei'to  de  la  Soledad,  por  la  corbeta  de  S.  M.  B.  Clio, 
con  las  reclamaciones  que  son  de  demandar  por  la  lesión  y ofensa 
inferidas,  igualmente  que  por  todo  acto  consiguiente  á aquel  proce- 
dimiento. » 


A pesar  de  esta  protesta,  Inglaterra  continúa  aun  ocu-  Laar^n"^ca 
péndolas  indebidamente,  fundándose  en  aquel  antiguo  dere-  mr^t%ncsus 
cho  que  tuvo  que  ceder  á España  y que  abandonó  de  ‘lü'uJ'0S' 
hecho  en  1774.  La  república  argentina  conserva,  pues,  y consen  ai  á 
por  mucho  que  dure  y se  prolongue  el  despojo  cometido  en  sus  do- 
minios por  el  gobierno  inglés,  el  derecho  de  propiedad  sobre  las  islas 
en  cuestión,  derecho  que  le  trasfirió  tácitamente  el  gobierno  de  España, 
que  fue  reconocido  solemnemente  cuando  en  1820  la  república  tomó 
posesión  de  ellas,  y que  se  halla  solo  interrumpido  en  su  ejer- 
cicio, á consecuencia  de  un  inconcebible  é injustificable  abuso  de  la 

fuerza.  Inglaterra  se  ha  apoderado  de  las  Malvinas  en  1833  del  mismo 
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modo  que  en  1807  trató  de  apoderarse  de  Copenhague.  Y aun  el  caso 
de  las  primeras  es  mas  extraño  todavía  y opuesto  ;i  los  principios 
del  derecho  internacional.  * 

¿ ruwic  un  §¡30  Una  vez  vistos  los  títulos  en  que  puede  fundarse  la 
be  rano  cea-  propiedad  de  los  Estados,  examinaremos  hasta  qué  punto 
territorio  ? pueden  disponer  de  su  territorio.  Es  indudable  que  un  Esta- 
do soberano  tendrá  el  mismo  derecho  para  disponer  de  la  propiedad 
de  su  territorio,  que  el  que  tiene  para  adquirirla.  Sin  embargo,  este 
derecho  que  en  principio  se  reconoce  á los  Estados  soberanos  se  mo- 
difica según  las  leyes  constituidas  de  cada  Estado  particular,  que  fijan 
y determinan  las  condiciones  generales  de  su  ejercicio.  La  facultad 
de  disponer  del  territorio  nacional  puede  ser  de  gran  importancia  en 
ciertas  ocasiones.  Tal  sucedería,  por  ejemplo,  si  un  Estado  continua- 
mente ajitado  por  la  movilidad  de  su  gobierno  y de  sus  instituciones 
tuviera  la  facultad  de  disponer  de  su  territorio,  porque  en  este  caso, 
y consultando  su  propio  interés,  los  Estados  confinantes  se  apresura- 
rían á adquirir  el  territorio  del  Estado  tumultuoso. 

Un  gobierno  de  hecho  que  haya  sido  reconocido  por  otros  Estados 
y que  esté  en  relación  íntima  con  la  gran  masa  del  pueblo  que  cons- 
tituye la  nación,  tiene  las  mismas  facultades  y poderes  que  el  gobierno 
legítimo  con  respecto  al  territorio  nacional.  Si,  pues,  en  el  ejercicio 
de  estas  facultades  se  somete  á las  prescripciones  de  la  constitución 
del  Estado,  lo  que  baga  y determine  será  válido  y legítimo.  Las  con- 
secuencias internacionales  de  este  principio  pueden  ser  de  mucha 
importancia  práctica.  ** 


* Carlos  Calvo,  América  Latina,  Colección  histórica  de  los  tratados,  tomo  II, 
p.  391,  Transacción  entre  España  é Inglaterra  con  motivo  de  actos  hostiles  en  las 
islas  Malvinas,  1771;  fíiblioteca  del  Comercio  del  Plata.  El  derecho  de  la  repú- 
blica  argentina  á las  Islas  Malvinas.  Parle  del  informe  presentado  al  gobierno  de 
Buenos  Aires  en  lo  de  agosto  de  IS52  por  D.  Luis  Vernet,  ex-gobernador  de  las 
islas;  América  Latina,  tercer  periodo;  Documentos  diplomáticos  cambiados  entre  los 
gobiernos  de  S.  M.  fí.  y el  de  la  república  argentina;  Protesta  del  ministro  argen- 
tino en  Londres,  de  17  junio,  1833;  Nota  del  ministro  de  relaciones  exteriores  argén- 
lino  al  encargado  de  negocios,  ad  interim  de  S.  M.  B.,  Buenos  Aires,  16  enero  de 
1833;  Respuesta,  17  enero  de  1833;  Inscription  frangaise;  Instrumento  que  otorgó 
M.  Luis  de  Bougainvillc  para  la  entrega  de  las  Malvinas;  Respuesta  de  lord  Pal- 
merston  al  ministro  argentino  en  Lóndres,  8 enero  de  1834 ; Nota  del  ministro 
argentino  referente-  á la  respuesta  de  lord  Palmerslon,  Lóndres,  29  diciembre 
de  1834;  Nota  del  ministro  argentino  al  conde  de  Aberdeen,  18  diciembre  de  1841; 
Respuesta,  29  diciembre  de  1841 . 

**  PhiUimore.  On  int.  law,  vol.  I,  §§  283  et  scq.;  HeíTler,  Droit  International, 
s 71,  Kent,  Com.  on  Am-Laio,  vol.  I,  p.  166;  Bello,  Derecho  internacional,  pt.  1, 
cap.  4,  § 2;  Webster,  á De  la  Rosa,  ag.  25,  1351;  Riquelme,  Derecho  público  int., 
1 ■ 1,  tít.  1,  cap.  2;  Cong.  Doc.,  32  d.  Cong.,  lst.  sess.  Scnate,  Ex  Doc.  N®  97. 
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§131.  Con  respecto  á este  poder  que  en  los  Estados  soberanos 
tienen  los  gobiernos  para  disponer  del  territorio  nacional,  ocurridos  en 
es  bueno  notar  las  profundas  alteraciones  que  ha  introdu-  disponer 
cido  en  su  actual  significación  el  derecho  de  gentes.  Nece-  nacional?0 
sítase  hoy  para  que  la  cesión,  trasferencia,  enajenación  etc.,  de  un 
territorio  perteneciente  á un  Estado  sea  válida,  el  consentimiento  es- 
preso  ó tácito  de  las  personas  que  lo  habiten. 

En  la  época  de  las  monarquías  absolutas  y también  en  la  feu- 
dal, los  soberanos  podían  motu  propio  trasferir  ó ceder  el  territorio 
ó parte  de  él.  Y estas  cesiones  ó ventas  de  soberanía  implicaban 
no  solo  el  derecho  de  dominio  eminente,  sino  la  propiedad  suprema 
de  todas  las  tierras  de  posesión  particular  y hasta  la  continuación 
de  los  servicios  de  los  súbditos  ó vasallos  trasferidos  también  y ena- 
jenados con  la  propiedad  del  suelo.  * 

§ 132.  Pero  si  en  principio  y en  regla  generarse  establece  ¿POr  qUó 
que  un  Estado  soberano  puede  enajenar  ó disponer  de  su  mdodl<cníjc-" 
territorio,  es  preciso  averiguar  los  medios  ó modos  admi-  tcrr1Jorio°¿a- 
tidos  de  verificar  esta  enajenación.  Hcffter  dice,  que  el  do- 
minio público  se  enajenaren  general  por  los  mismos  medios  que  el 
privado.  Esta  afirmación  nos  autoriza  á decir  que  el  dominio  público 
podrá  servir  para  constituir  una  renta,  feudo  ó hipoteca,  y que  puede 
ser  objeto  de  venta,  de  cambio,  de  donación  etc.,  trataremos  de  cada 
uno  de  estos  modos  de  enajenarse  ó trasferirsc  el  territorio  nacional.** 

§ 133.  E11  las  antiguas  relaciones  de  los  Estados  de  constitución 
Europa  era  muy  frecuente  la  constitución  de  rentas  per-  pcrpóiua. 
pétuas  á favor  de  un  Estado  extranjero  ó de  algún  individuo  de  otro 
país.  Muchos  ejemplos  de  esta  especie  podríamos  citar,  tomados  de  la 
historia  de  la  antigua  confederación  germánica.  Estas  rentas  grava- 
ban la  totalidad  de  los  bienes  afectos  á su  pago  y susceptibles  de  dar 
fruto,  y no  se  consideraban  extinguidas  hasta  su  destrucción  completa. 
La  destrucción  parcial  de  los  bienes  que  les  estaban  afectos  las  extin- 
guía también  parcialmente.  *'** 

* Grolius,  Droit  de  la  gucrreetde  lapaix,  édition  Guillaumin,  annotéc  par  I i.idicr- 
Foderé,  llv.  3,  ch.  11,  § 4;  Bello,  Derecho  internacional,  pt.  2,  cap.  4,  § 2,  Ward, 
Law  of  nalions,  vol.  II,  pp.  256-258;  Riquelme,  Derecho  púb.  internacional,  hb.  1, 
tít.  1,  cap.  2. 

**  HcfTter,  Droit  intcrnatioml , c’.i.  2,  § 71;  Martens,  Recudí  de  Traites , v.  VIII, 
pp.  229-54;  I).  Haas,  Veber  des  repar tilions  princip.  der  staalsschulden.  Bonn 
1831,  g§  24  ct  seq. 

**’  Ileirter,  Droit  internnlional , ch.  2,  § 71,  p.  150;  Martini,  De  jure  censum; 
Colon.  1690,  v.  IV,  no  1;  urusemann,  De  cciisu  resero . Rinteln  1705,  § 12. 
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tío'un' ftSudo'.  § 134.  También  se  ha  enajenado  el  territorio  nacional 
constituyendo  un  feudo  á favor  de  un  súbdito  extranjero.  La  validez 
de  esta  constitución  y sus  efectos  legales  deben  apreciarse  por  la  le- 
gislación especial  de  cada  Estado,  exceptuando  los  feudos  situados  en 
territorio  extranjero,  los  cuales  se  rijen  siempre  por  las  leyes  y usos 
del  lugar  en  que  estén.  * 

territorio  na-  § 13o.  El  territorio  nacional  puede  también  ser  liipote- 
cionai.  cado  ó empeñado  para  responder  de  algún  crédito.  Roberto, 
duque  de  Normandia,  reunió  dinero  para  emprender  la  primera 
cruzada,  hipotecando  su  ducado  á su  hermano  Guillermo.  Cárlos  VIH 
compró  por  una  pensión  anual  de  cuatro  mil  trescientos  ducados  el 
derecho  al  imperio  de  Constantinopla,  y no  tuvo  inconveniente,  á 
pesar  del  ridículo  en  que  incurrió,  en  reclamar  los  derechos  y privi- 
legios imperiales. 

En  1798  Córcega  fué  empeñada  á Francia  por  la  república  de  Ge- 
nova. En  1803  la  ciudad  de  Wismar  fué  hipotecada  por  Suecia  al 
duque  de  Meeklemburgo.  Estos  son  los  dos  ejemplos  mas  modernos 
que  recuerda  la  historia  de  esta  especie  de  carga  impuesta  al  territo- 
rio de  un  Estado.  ** 

venia  dei  § 136.  La  historia  nos  ofrece  muchos  casos  en  que  ha 
,ercio°nái.na"  sido  vendido  el  todo  ó parte  de  un  territorio  nacional. 
En  1311  fueron  vendidas  en  diez  mil  marcos  de  plata  por  el  Mar- 
grave  de  Branderbugo  al  gran  maestro  de  la  orden  teutónica  tres 
ciudades.  En  1333  fué  traspasada  la  ciudad  y el  territorio  de  Mechlin 
por  cien  mil  reales  de  oro,  en  virtud  de  un  tratado  de  venta  entre  su 
soberano  y el  conde  de  Flandes.  En  esta  misma  época  fueron  vendidos 
por  Juan  de  Luxemburgo  á Felipe  de  Valois,  y en  el  precio  de  ciento 
ochenta  mil  florines  la  ciudad  y el  país  de  Lucques.  La  soberanía 
que  por  tanto  tiempo  disfrutaron  los  Papas  sobre  Avignon  fué  com- 
prada por  Clemente  VI,  que  entregó  por  ella  ochenta  mil  florines,  á 
Juana,  reina  de  Nápoles  y condesa  de  Pro  venza, 
caso  de  las  La  adquisición  de  la  isla  de  San  Thomas  y la  de  San 
Thomas  y Juan  y de  ]a  América  rusa  por  los  Estados-Unidos  norte- 

san  Juan,  y J 1 


* Heflfter,  Droit  international,  ch.  2,  § 71;  Griebner,  De  dominio  directo  in  ter- 
ritorio alieno.  (Jenichen,  Thes  juris  feud.  II,  206);  de  Cramer,  Observ.  juris  unto. 
741,  § 14  ; Du  Moulin,  Sur  la  coutume  de  París,  § 12,  no  4 et  sur  Chassaneul,  De 
foudis  v.  III,  § 7;  Cujac.  lib.  feud.  cap.  2. 

**  Halleck,  Int.  law,  ch.  6,  § II,  p.  129;  Ward,  Laxo  of  nations , vol.  II,  pp.  260 
262;  Russell , Iíist.  of  modern  Europe,  vol.  I,  pp.  185-472;  Garnier,  Hist.  de 
Frunce,  liv.  1,  pp.  429,  461,  494;  White,  Hist.  of  Franco,  p.  208. 
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americanos  pueden  también  servir  de  ejemplos  de  ventas  do  ia  Amén- 
de  territorios  nacionales.  Las  islas  de  San  Thomas  y San  nuias5'*»  Iüjos 
Juan;  que  pertenecían  á Dinamarca,  han  sido  adquiridas  ados.Unw 
por  los  Estados-Unidos  por  la  cantidad  de  siete  millones  y medio  de 
dollars.  Esta  venta  lia  sido  reconocida  por  un  tratado  subsiguiente. 

La  adquisición  de  la  América  rusa,  que  lia  costado  á los  Estados- 
Unidos  la  cantidad  de  siete  millones  doscientos  mil  dollars,  lia  sido 
reconocida  igualmente  por  un  tratado  posterior  entre  los  dos  go- 
biernos. 

Los  Estados-Unidos  lian  tratado  de  adquirir  por  este  medio  parte 
de  las  posesiones  inglesas  en  América,  pero  el  gobierno  inglés  se  lia 
negado  á entrar  en  negociaciones.  * 

§ 137.  También  se  pueden  citar  muchos  ejemplos  de  ccsio- 
lies  y donaciones  del  todo  ó parte  de  un  territorio  nacional,  y donación. 

El  emperador  Luis  V declaró  rey  al  delfín  Humberto, 
con  el  privilegio  de  poder  disponer  de  la  soberanía  como  á amibos, 
bien  tuviera.  Usando  de  este  privilegio  en  1343,  Humberto  cedió  sus 
dominios  á Felipe  de  Valois.  De  esta  misma  manera  el  emperador 
Enrique  VI  coníirió  á Ricardo  I el  reino  de  Arlés,  y el  emperador 
Baudouin  dió  al  duque  de  Borgoña  el  de  Tesalonia. 

Las  donaciones  del  territorio  nacional  llegaron  hasta  cambiar  el  or- 
den de  sucesión.  Cárlos  II,  rey  de  Sicilia  y conde  de  Pro  venza,  cam- 
bió por  testamento  el  orden  de  sucesión  al  condado.  Las  reclamacio- 
nes de  Cárlos  VIH  al  trono  de  Nápoles,  se  fundaban  en  la  adopción 
de  Luis  de  Anjou  por  Juana,  reina  de  Nápoles. 

Pueden  también  recordarse,  como  ejemplos  de  cesiones  Casos 
y donaciones  de  territorio,  la  cesión  de  los  Países-Bajos  modernos, 
españoles  hecha  por  Felipe  V á favor  de  Maximiliano  Manuel,  duque 
y elector  de  Baviera,  en  2 de  enero  de  1712;  la  cesión  de  la  Luisia- 
na  y Nueva-Orleans  por  la  corona  francesa  á favor  de  España  en 
noviembre  de  1762;  la  retrocesión  de  la  Luisiana,  hecha  en  1800 
por  el  gobierno  español  al  francés  y sancionada  por  el  tratado 
concluido  entre  ambos  el  21  de  marzo  de  1801,  y I»  cesión  de  la 
Florida  por  el  gobierno  de  España  al  de  los  Estados-Unidos  noi  te- 
americanos,  en  virtud  del  tratado  firmado  en  Washington  el  22 
de  febrero  de  1819. 

* Halleck,  International  lato, ch.  VI,  § 10,  p.  128;  Ward,  Lato  of  nations  vol.  i», 
pp.  258-260;  Riquelme,  Derecho  púb.  ini.,  lib*  L L caP‘  " ’ .J”*1011.  ’ ., 
dip.,  liv.  2.  pp.  330,  364,  365;  Dupuy,  üroils  de  roy,  J.  C.,  p.  70;  I.eibnilz, 
Cotí . dtp. , p.  200. 
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Las  cesiones  mas  célebres  de  nuestros  tiempos  lian  sido  la  de  Niza 
y Sabova  y la  de  Milán  y la  Venccia. 

Niza  y Saboya  fueron  cedidas  á la  Francia  por  el  gobierno  de  Víc- 
tor Manuel.  El  tratado  en  que  se  funda  esta  cesión  fué  firmado  en 
Turin  el  24  de  marzo  de  1860. 

La  Lombardía  fué  cedida  en  los  preliminares  de  paz  de  Villafranca 
por  el  emperador  de  Austria  al  de  Francia  que  la  cedió  á su  vez  al 
rey  de  Italia. 

V 

La  cesión  de  la  Venecia  está  fundada  en  la  paz  de  Praga  de  1866. 
La  misma  fué  también  cedida  por  el  emperador  de  Austria  al  em- 
perador de  los  franceses,  y por  éste  al  rey  de  Italia.  * 
jurisdicción  s 138.  Los  límites  jurisdiccionales  de  un  Estado  se  c\- 
marítima.  tienden  no  solo  á su  territorio,  sino  también  á las  aguas 
que  le  atraviesen  ó cerquen ; á los  puertos,  bahías,  golfos,  desem- 
bocaduras de  rios  y mares  enclavados  en  sus  tierras.  Además,  y 
debido  al  uso  y práctica  general  de  las  naciones,  se  ha  establecido 
que  los  Estados  ejerzan  jurisdicción  sobre  e!  mar  que  los  cerque 
á la  distancia  de  una  legua  marina  ó de  un  tiro  de  cañón  de  sus 
costas. 

Como  todas  las  cuestiones  que  so  pueden  originar  acerca  de  estos 
puntos  son  de  mucha  importancia  en  las  relaciones  internacionales, 
trataremos  de  todas  ellas  separadamente.  ** 

§ 139.  Los  puertos  y las  radas  pertenecen,  sin  duda  al- 
guna, á la  nación  que  posee  las  costas  que  los  forman. 
Esta  propiedad  no  perjudica  ni  daña  los  derechos  de  las  demás  á 
la  libre  navegación  de  los  mares.  La  propiedad  de  estos  puertos  y 


Puertos  y 
radas. 


11  Ward,  Law  of  nations,  vol.  II,  pp.  262-264;  Dnmont,  Corps  dip.,  vol.  I,  pp. 
288,  337,  362;  Pfelfel,  Droit  pub.  d’  Allemagne,  vol.  I,  p.  541 ; Leibnitz,  Cod  dip., 
pp.  51,  137,  158,  220,  382;  Henault,  Hist.  chron.,  vol.  1,  p.  315. 

**  Grotius,  Droit  de  la  guerra  el  de  la  paix,  edition  Guillaumin,  annolée  par 
Pradier-Foderé,  liv.  2,  oh.  3,  § 10:  Vattcl,  Droit  des  gens,  edition  Guillaumin 
annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  l,ch.  23,  § 289;  Wheaton,  Elem.  droit  int.  pt.  2, 
ch.  3,  § 10  ; PoIson,£aie  of  nations,  scc.  5;  Azuni,  Droit  marítimo,  vol.  I,  ch.  2, 
art.  3;  Emerigon,  Des  assurances,  ch.  12, § 19;13ynkershoek,  Qucest.  jitr.  pub.,  lib.  1,  cap. 
8;  Bynkershoek,  Dominio  mar is,  cap.  2;  Galiani,  Dei  doveri,  dei  P.  A'.,  lib.  1;  Orto- 
lan,  Diplomatie  de  la  mer,  liv.  2,  ch.8  ; Wildman,  Int.  law,  vol.  I,p.  70;  HetTter, 
Droit  internalional,  §§  65  et  seq.;  Martens,P/em  du  droit  des  gens,  édition  Guillau- 
min,  ann.  par  Ch.  Vergé,  § 41;  Abren,  Sobre  presas,  pt.  1,  cap.  5, §§  13,  16;  Haute- 
fcuille,  Droit  des  nations  neutres,  tit.  1,  ch.  3,  sec.,  1;  De  Citssy,  Droit  maritime, 
liv.  1,  tit.  2,  § 40;  Carden,  De  la  diplomatie,  vol.  I,  p.  399;  Riquelme,  Derecho 
púb.  int.,  lib.  1,  tít.  2,  cap.  3;  Valin,  Com.  sur  lord,  liv.  5,  tit.  1;  l.occenius, 
De  jure  marítimo,  lib.  1,  cap.  4,  § 6;  Pistoye  et  Duvcrdy,  'frailé  des prises,  tit.  2, 
ch.  1,  sec.  1. 
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radas  es  una  consecuencia  necesaria  de  la  situación  geográfica  de 
los  Estados  y no  perjudicando,  como  no  perjudica,  el  derecho  de  las 
demás  naciones,  debe  admitirse  como  incontestable  en  derecho  in- 
ternacional . 

Y el  derecho  de  propiedad  sobre  los  puertos  y las  radas  autoriza  al 
Estado  que  los  posee  á declararlos  cerrados,  abiertos  ó francos,  sin 
consideración  á las  demás  naciones,  y á sujetar  á los  buques  y mer- 
cancías extranjeras  que  á ellos  arriben,  á estos  ó los  otros  derechos 
fiscales  y á los  reglamentos  que  tenga  por  conveniente. 

Sin  embargo,  para  que  estas  medidas  sean  conformes  á los  princi- 
pios del  derecho  internacional  deben  ser  generales,  es  decir,  deben 
aplicarse  ó entenderse  que  se  aplican  á todas  las  naciones,  porque  de 
otro  modo  se  constituirían  privilegios  odiosos,  que  echarían  por 
tierra  la  ley  de  la  igualdad  de  los  Estados.  Si  un  Estado,  faltando  á 
estos  principios,  cerrara  sus  puertos  para  el  comercio  de  una  nación  y 
los  abriera  para  el  de  otra,  se  expondría  seguramente  á justas  recla- 
maciones y quejas,  y persistiendo  en  su  conducta,  á medidas  de 
retorsión.  Por  esto  cuando  un  puerto  está  abierto  al  comercio  se 
considera  como  tal  para  todos  los  buques  y para  todas  las  naciones,  y 
por  esto  también  los  puertos  y radas  de  un  Estado  están  abiertos  á 
los  buques  de  guerra  de  todos  los  Estados  amigos,  á menos  que  no 
se  determine  lo  contrario  por  los  tratados. 

Estos  principios  lian  sido  reconocidos  por  muchos  de  ellos,  princi- 
palmente por  los  celebrados  entre  Francia  y Holanda,  y forman,  por 
decirlo  así,  la  doctrina  admitida  por  todos  los  publicistas. 

Hay  casos  especialísimos  en  que  un  Estado  puede  negarse  á admitir 
en  sus  radas  ó puertos  los  buques  de  guerra  de  otro.  En  182o 
una  escuadra  francesa  fue  detenida  algunas  horas  á la  entrada  del 
puerto  de  la  Habana,  fundándose  las  autoridades  españolas  en  las 


dificultades  á que  podia  dar  origen  la  entrada  de  fuerzas  tan  conside- 
rables. El  almirante  que  mandaba  la  escuadra  dió  las  necesarias  ex- 
plicaciones, y entonces  se  la  permitió  que  anclase  en  el  puerto,  donde 
permaneció  algunos  clias.  Se  ve,  pues,  por  este  ejemplo,  las  razones 
en  que  se  funda  en  casos  determinados  la  no  admisión  en  un  pacato 
de  cierto  número  de  buques  de  guerra  de  un  Estado  amigo.  Este 
punto  ha  sido  objeto,  como  no  podia  menos  de  suceder,  de  los  tratados 
entre  las  naciones.  Muchos  gobiernos  lian  convenido  que  no  recibirán 
en  sus  puertos  mas  de  seis  buques  de  guerra  extranjeros : oíros  lian 
reducido  este  número  á cuatro  ó á tres.  Obedeciendo  á tratados  de  esta 

especie,  el  vice-almirante  francés  Hugon  tuvo  en  1842,  al  llcgai  á 
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Nápoles,  que  dividir  su  escuadra,  quedándose  con  una  parte  en  frente 
de  la  población,  enviando  otra  a bahía  y el  resto  á Gastollaraare. 

Los  Estados  tienen  también  un  derecho  incontestable  á prohibir  la 
entrada  de  los  extranjeros  en  los  puertos  puramente  militares,  ó en 
los  arsenales  destinados  á la  construcción  y armamento  ó reparación 
de  los  buques  de  guerra.  * 

Golfos  y bn-  § 140.  ¿Se  podran  aplicar  los  principios  que  hemos  esta- 
hías.  blecido  acerca  de  las  radas  y los  puertos  á los  golfos  y las 
bahías?  Es  claro  que  se  trata  aquí  de  golfos  ó bahías  cuya  entrada  pueda 


ser  naturalmente  defendida  por  la  artillería  del  Estado,  lo  cual  sucede 
cuando  la  anchura  de  ellos  no  es  del  doble  de  un  tiro  de  cañón 
ó cuando  está  defendida  por  islas,  bancos  ó rocas.  Pues  bien, 
respecto  á estos  golfos  y bahías  la  práctica  de  las  naciones  ha  sanciona- 
do los  mismos  principios  relativos  á los  puertos  y radas.  La  propiedad 
de  los  golfos  y bahías  corresponde,  por  tanto,  al  Estado  en  cuyas 
costas  se  encuentran.  ** 

„ . ^ § 141.  Los  estrechos  sirven  de  comunicación  á mares 

Estrechos  y 

mares  en-  libres,  v deben  ser,  por  tanto,  libres  también.  Así,  como 

clavados.  t A 7 

dice  un  publicista,  aunque  el  estrecho  de  Gibraltar  no 
pudiera  dar  paso  mas  que  á un  solo  buque  seria  tan  libre  como 
el  mar  Mediterráneo  y el  Océano  Atlántico  á quienes  sirve  de  comu- 
nicación. Bajo  este  punto  de  vista  los  estrechos  no  pueden  ser  pro- 
piedad de  ningún  Estado. 

Esta  consideración  de  los  estrechos  no  lleva,  sin  embargo,  como 
pudiera  creerse,  á terminar  con  toda  clase  de  derechos  délos  Estados 
en  cuyas  costas  se  encuentren.  Cuando  los  estrechos  sean  tales  que 
los  buques  (pie  los  crucen  tengan  que  pasar  bajo  la  artillería  de  los 
tuertes,  no  se  podrá  negar  al  Estado  que  sea  dueño  de  aquellas  costas 
que  vigile,  atendiendo  á su  propia  seguridad,  la  navegación  en  aquel 
sitio,  y que  tome  las  precauciones  que  estime  necesarias,  sobre  todo 
en  tiempo  de  guerra. 

Puede  también  suceder  que  la  navegación  en  ciertos  estrechos  sea 
de  tal  modo  difícil  y peligrosa  que  no  se  pueda  hacer  sino  bajo  la  di- 


* Ortolan,  Diplomatie  de  la  mer,  vol.  I,  liv.  2,  ch  8,  pp.  140-145,  Wheaton, 
Elem.  droit  int.,  pt.  2,  ch.  2,  § 9,  n°  3;  D’Hauterive  et  de  Cussy,  Recueil  de 
traites  de  navig.  et  de  comm .,  v.  I,  pt  1;  Tratados  entre  la  Francia  y la  Holanda 
de  27  abril  1602,  art.  21;  del  10  agosto  1678,  art.  8;  del20  setiembre  1697,  art.  13; 
del  11  de  abril  1713,  art.  12;  del  12  diciembre  1739,  art.  10;  Tratado  entre  la  Fran- 
cia y la  Rusia  del  11  de  enero  1787,  art.  19;  Dinamarca  y Dos  Sicilias,  de  6 de 
abril  1748,  art.  12;  Dinamarca  y Genova,  del  30  de  julio  1789,  art.  3. 

'"'  Ortolan,  Diplomatie  de  la  mer,  vol.  I.  liv.  2,  ch.  8,  p.  145. 
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reccion  de  hombres  prácticos  y experimentados  y merced  al  sosteni- 
miento de  faros  y señales  convenientes.  En  este  caso  será  preciso  re- 
conocer igualmente  que  el  Estado  que  sostiene  estos  faros  y facilita 
estos  medios  tiene  derecho  á ser  indemnizado  por  los  buques 
que  de  ellos  se  sirvan.  A este  fin  se  han  establecido  por  los  tratados 
ciertos  derechos  fijos  que  los  buques  deben  satisfacer  en  las  circun- 
tancias  enunciadas. 

Pero  si  la  imposición  de  estos  derechos  no  es  contraria  á los  prin- 
cipios del  derecho  de  gentes,  ni  á la  libertad  de  los  estrechos  que 
sirven  de  comunicación  á dos  mares  libres,  no  sucederá  lo  mismo 
queriendo  aplicar  esta  regla  y los  derechos  de  dominio  á los  mares 
encerrados.  Para  que  este  derecho  de  dominio  sea  legítimo  res- 
pecto á un  mar  encerrado  es  preciso  que  en  efecto  lo  esté  en  el 
territorio  de  una  nación,  y lo  esté  de  tal  modo  que  no  pueda  servir 
de  medio  de  comunicación  con  ningún  otro  pueblo.  Los  mares 
cuyas  costas  pertenecen  á dos  ó mas  Estados,  no  son  propiedad  de 
ninguno;  son  mares  libres. 

Veamos  ahora  cómo  se  han  aplicado  estos  principios  por  los  distintos 
Estados.* 

§ 142.  Dinamarca  ha  exigido  durante  mucho  tiempo  la  per-  los  esiic- 

. iiii  i Ti.  chos  del  llál- 

cepcion  de  derechos  de  peage  sobre  todos  los  buques  mor-  tico, 
cantes  extranjeros  que  cruzaban  los  estrechos  del  Báltico.  Estos  derechos 
se  fijaron  y reconocieron  por  primera  vez  en  el  tratado  de  1645  entre 
el  gobierno  dinamarqués  y los  Estados  generales  de  las  Provincias- 
Unidas.  Después  lo  fueron  por  el  tratado  con  Francia  de  1663  y por 
el  de  1742. 

Su  percepción  podia  justificarse  al  principio,  porque  estaban  en 
relación  con  los  gastos  que  ocasionaban.  Pero  después,  y á causa  del 
desarrollo  general  del  comercio,  tomaron  tal  aumento  que  se  hicieron 
muy  desproporcionados  con  los  gastos  que  debían  cubrir.  Eran,  pues, 
estos  derechos  una  especie  de  prima  que  el  gobierno  dinamarqués 
cobraba  al  comercio  extranjero.  Las  reclamaciones  sobre  este  abuso 
no  podían  tardar  desde  entonces,  y así  sucedió. 

El  gobierno  crue  siguió  con  mas  constancia  esta  cuestión  Discusión 

1 ° t -n  i jo/o  entro  iosi,s- 

fué  el  de  los  Estados-Unidos  norte-americanos.  Desde  lbJ-b  tados-uaídos 

. j y iJinalilal  Cu. 

manifestó  su  intención  de  no  someterse  por  mas  tiempo  ai 

pago  de  los  peages  del  Báltico.  Dinamarca  defendió  su  pretendido 

* Ortolan,  Diplomalic  de  la  mer,  vol.  I,  liv.  2,  ch.  8,  p.  141),  147;  GciurJ  de 
Rayncval,  /«.sí.  clu  droit  de  la  untare  el  des  (¡cus,  liv.  2,  ch.  í),  § 7. 
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derecho,  fundándose  en  la  prescripción  inmemorial,  en  los  tratados 
con  otras  naciones  y principalmente  en  que  la  remota  ó incontcstada 
antigüedad  de  aquella  práctica  había  hecho  que  figurara,  como  acon- 
tecía, formando  parte  del  derecho  público  europeo  y reconocida  por 
todas  las  naciones  marítimas.  El  gobierno  dinamarqués  admitía,  sin 
embargo,  que  según  los  principios  generales  de  la  ley  de  las  nacio- 
nes, seria  muy  difícil  que  se  reconociera  en  los  tiempos  modernos  la 
imposición  de  peages,  semejantes  á los  derechos  del  Sund,  en  aquellos 
puntos  en  que  antes  no  hubieran  existido.  Esta  declaración  probaba 
de  un  modo  evidente,  que  lo  que  el  gobierno  dinamarqués  seproponia 
con  su  conducta  era  la  conservación  de  un  privilegio.  M.  Marcy,  mi- 
nistro de  relaciones  exteriores  del  gobierno  de  los  Estados-Unidos, 
se  oponia  á las  pretensiones  del  gobierno  dinamarqués  fundándose  en 
el  principio  superior  de  la  igualdad  é independencia  de  las  naciones. 
Según  él,  Dinamarca  tenia  derecho  á ser  indemnizada  conveniente- 
mente por  los  gastos  que  había  hecho  en  los  estrechos  del  Báltico, 
por  los  faros,  boyas  etc.;  pero  este  derecho,. que  debía  ser  objeto  de 
estipulaciones  especiales,  no  implicaba  la  legitimidad  de  los  peages. 
M.  Marcy  anadia  que  los  Estados-Unidos  no  podían  reconocerla  sin 
crear  un  precedente  funestísimo  para  su  comercio.  « Si  reconocemos 
estas  exacciones  á la  entrada  del  Báltico,  decia,  podría  exijírsenos 
también  que  reconociéramos  otras  semejantes  en  los  estrechos  de 
Gibraltar  y Messina,  en  los  Dardanelos  y en  todos  los  grandes  ríos 
navegables,  cuyos  altos  afluentes  y tributarios  pertenecen  á distintas 
naciones  soberanas.  '> 


Esta  actitud  de  los  Estados-Unidos  norte-americanos  dió  por  resul- 
tado la  celebración  de  muchos  tratados  entre  Dinamarca  y la  mayor 
parte  de  las  naciones  de  Europa  y de  América  á virtud  de  los  cuales 
se  lian  suprimido  completamente  y para  siempre  los  derechos  que 
percibía  el  gobierno  dinamarqués  de  los  buques  mercantes  extranjeros 
que  cruzaban  los  estrechos  del  Sund  y los  dos  Belt.  Por  estos  trata- 
dos también  se  han  obligado  á indemnizarle  de  todos  los  gastos  que 
le  ocasione  la  conservación  de  los  faros,  boyas,  el  establecimiento  de 
prácticos  etc.  en  dichos  estrechos. 


Tratado  de  14 
de  Marzo 
4857. 

Bretaña, 


En  el  tratado  concluido  el  14  de  marzo  de  1857  entre 
Dinamarca  de  una  parte  y Austria.  Bélgica,  Francia,  Gran- 
Hanover,  Mccklemburgo-Schwerin , Oldcmburgo,  Paises- 


Bajos,  Prusia,  Rusia,  Suecia  y Noruega  y las  ciudades  anséaticas  de 
Lubeck,  Bromen  y Hamburgo  de  otra,  Dinamarca  se  obligó  á no  per- 
cibir derecho  alguno  de  peage  sobre  los  buques  qiíe  se  dirigieran 
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del  mar  del  Norte  al  Báltico  ó vice-versa,  pasando  por  los  dos  Belt  ó 
el  Sund,  ya  se  limiten  á atravesar  las  aguas  de  Dinamarca  ó ya  ten- 
gan, por  circunstancias  especiales,  que  permanecer  en  ellas  algún 
tiempo.  También  se  obligó  á no  detener  bajo  ningún  pretesto  á los 
buques  que  tuvieran  que  cruzar  el  Sund  ó los  Belt,  reservándose,  no 
obstante,  la  facultad  de  reglamentar,  por  acuerdos  especiales,  los  dere- 
chos fiscales  y aduaneros  que  deberían  satisfacer  los  buques  pertene- 
cientes á naciones  que  no  hubieran  tomado  parte  en  el  tratado.  Dina- 
marca se  obligaba  además  á conservar  y sostener  en  el  mejor  estado 
los  fuegos  y faros  existentes  y las  boyas  y balisas;  á cuidar  muy 
particularmente  de  los  intereses  de  la  navegación,  y á vigilar  el  ser- 
vicio de  pilotaje,  cuyo  empleo  será  facultativo  para  los  capitanes  y 
patrones  de  buques.  Como  indemnización  y compensación  de  los 
sacrificios  que  este  tratado  imponía  al  gobierno  dinamarqués  se  con- 
vino en  que  las  potencias  contratantes  le  pagarían  una  suma  de 
30.476,325  rigsdalers  (91.434,975  fr.) 


El  tratado  sobre  este  mismo  asunto  entre  Dinamarca  v <18,57) 

J Tratado  entre 

los  Estados-Unidos  norte-americanos  se  concluyó  el  11  de  Dinamarca  y 
abril  de  1857.  Los  principios  que  dominan  en  él  son  los  UniUos 
mismos  que  los  del  anterior.  Los  Estados-Unidos  se  obligaron  á pagar 
á Dinamarca  la  suma  de  717,829  rigsdalers  (2.400,000  fr.)  * 


§ 143.  Los  buques  de  guerra  extranjeros  no  pueden  Es(rccho< 
entrar  en  los  estrechos  de  los  Dardanelos,  ni  del  Bósforo.  dci  Bosforo  y 
E1  gobierno  turco  ha  sostenido  siempre  esta  exclusión  de  dáñelos, 
los  buques  de  guerra  extranjeros  de  dichos  estrechos,  que  ha  sido 
reconocida  por  el  tratado  de  1809  entre  Inglaterra  y Turquía  y pol- 
la convención  de  los  estrechos  de  13  de  julio  de  1841.  Después  de  la 
guerra  de  Oriente  los  principios  establecidos  en  esta  recibieron  una 
nueva  consagración  por  el  tratado  de  París  de  1856,  que  sostiene 
también  en  este  punto  las  pretensiones  de  la  Puerta  Otomana. 


* Ortolan,  Diplomatie  de  la  mer,  vol.  I,  liv.  2,  ch.  8.  pp.  147-150;  DHauteiive 
et  de  Cussy,  Recudí  de  traites  de  navigation  el  de  commerce,  vol,  I,  pt-  1 ; 1C) 

ton,  Élém.  Droit  int .,  pt.  2,  ch.  4,  § 9;  Whealon,  Ilist.  des  prog.  du  dr0]'  , 
gens,  deuxiéme  édition,  vo!.  I,  pp.  205-213;  P residen l's  messages,  dec.  18of,  18oo, 
Cong.  Doc..  H.  of  R.,  33  d.  Cong..  lst,  Sess.,  Ex  doc.  108;  Marcy,  Cor.  */»•«/ 
slale,  on  danish  sound  ducs ; Hautefeuillc,  Des  nations  neutros , lit.  1,  ch.  3 uc 
Cussy,  Droit  marítimo,  liv.  1,  lit.  2,  §55;  Wildman,  Int.  lau¡.  vol  I,  ch.  s;  Mebs-er, 


Life  and  works  of,  vol.  YI,-p.  406 

**  Ortolan,  Diplomatie  de  la  mer,  vol.  I,  liv.  2,  ch.  8,  p.  loO  ; oppcndice  \ol. 
annexe  A ; appendice  spécial  du  vol.  II,  n”  17,  annexe  1". 
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Bi  mar  negro  § 144.  El  mismo  congreso  de  Paris  de  1856  determinó, 
5cClparilrCdo  que  las  aguas  y puertos  del  mar  Negro  se  considerarían 
1H56’  como  cerradas  á todo  buque  de  guerra,  incluyendo  los  de 
las  naciones  que  dominan  en  sus  costas  y obligándose  éstas  á no 
levantar  ni  conservar  en  el  litoral  de  diclio  mar,  ningún  arsenal 
militar  marítimo.  El  mar  Negro  es,  sin  embargo,  libre  y abierto 
para  el  comercio  de  todas  las  naciones,  y Rusia  y Turquía  se  han 
obligado  también  á la  admisión  de  cónsules  en  todos  sus  puertos.  El 
tratado  de  Paris  autoriza  igualmente  á Rusia  y á la  Puerta  Otomana 
para  que,  de  común  acuerdo,  establezcan  en  algunos  buques  del  Esta- 
do, cuyo  único  fin  será  la  vigilancia  de  las  costas,  habiéndose  cele- 
brado con  este  motivo  una  convención  particular  entre  el  gobierno 
ruso  y el  de  Turquía.  La  significación  dada  á este  mar  por  el  congreso 
de  Paris,  se  conoce  con  el  nombre  de  Neutralización  clel  mar  Negro* 
ei  golfo  do  § 145.  El  golfo  de  Finlandia  pertenecía  en  otra  época 

arSipStago  rey  de  Suecia,  cuyos  derechos  exclusivos  á su  dominación 

de  Grecia.  je  jlan  gj(j0  rec0nocidos.  Después  de  la  cesión  de  la  provin- 
cia de  Finlandia  á la  Rusia,  y no  habiéndose  hecho  en  el  acta  de 
ella  declaración  sobre  este  punto,  es  cuestionable,  como  dice  Schmalz, 
decidir  si  dicho  golfo  pertenece  á Suecia.  La  resolución  de  esta  cues- 
tión implica  la  consideración  que  deberá  tener  en  el  derecho  interna- 
cional. 

Con  respecto  al  archipiélago  griego  no  es  posible  cuestión  alguna, 
desde  que  Grecia  se  ha  convertido  en  reino  independiente.  Han  termi- 
nado, pues,  completamente  las  pretensiones  de  Turquía  al  dominio 
exclusivo  de  estos  mares.  ** 

§ 146.  Cuando  el  barón  de  Martens  publicó  su  obra 
sobre  el  derecho  de  gentes,  resumía  del  siguiente  modo  la 
situación  de  las  naciones  de.  Europa,  respecto  á los  golfos 
y estrechos  situados  en  sus  costas. 

« No  se  niega  el  derecho  esclusivo,  Io  de  Inglaterra  al  canal  de 
San-Jorge;  2o  del  rey  de  Dinamarca  á los  estrechos  del  Báltico; 
3o  de  la  Turquía  al  archipiélago,  al  mar  de  Mármara  y á los 
estrechos  que  dan  entrada  al  mar  Negro;  4o  del  rey  de  Nápoles,  nue- 
vamente desde  1815,  al  estrecho  de  Messina;  5o  de  la  Holanda  al 
Zuiderzée ; 6o  del  rey  de  Suecia  al  golfo  de  Finlandia.  » 


Considera- 
ciones gene- 
rales sobre 
los  golfos  y 
estrechos. 


* Ortolan,  Diplomado  de  la  mer,  vol.  I,  liv.  2,  ch.  8,  p.  151. 

**  Martena,  Précis  du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé, 
vol.  I,  Uv.  2,  §42;  Ortolan,  Diplomado  de  la  mor,  vol.  I,  liv.  2,  ch.  8,  p.  152; 
Schmalz,  Droit  des  gens  europeen , liv.  4,  ch.  1,  p.  145. 
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Fronteras 

marítimas. 


Pinheiro-Ferreira,  al  anotar  este  párrafo  de  Martens,  dice,  que  no 
se  debían  confundir  los  estrechos  !del  Sund,  Messina  y los  que  co- 
munican el  mar  Negro  con  el  Mediterráneo,  con  el  canal  de  San-Jorge, 
el  Zuiderzée  ó el  golfo  de  Finlandia.  Y bien,  los  hechos  lian  dado 
razón  á este  publicista . En  el  derecho  internacional  europeo  no 
existen  ya  esos  grandes  privilegios  que  atribuyendo  á los  Estados  la 
dominación  exclusiva  de  los  estrechos,  hacían  ineficaz  ó inútil  el 
principio  de  la  libertad  de  los  mares,  perjudicando  notablemente  el 
comercio  de  los  pueblos  y sirviendo  de  remora  á los  progresos  de  la 
civilización.  * 

§ 147.  ¿Hasta  donde  se  extienden  las  fronteras  marítimas 
de  los  Estados?  He  aquí  una  cuestión  cuya  importancia  no 
puede  desconocerse.  Las  fronteras  marítimas  son  por  naturaleza  sus- 
ceptibles de  un  ataque  imprevisto,  de  una  repentina  invasión  y así  los 
gobiernos  deben  mirar  con  gran  cuidado  y detenimiento  todo  lo  que 
á ellas  se  refiera. 

Los  límites  naturales  marítimos  de  un  Estado,  son  las  costas  desde 
las  cuales  empieza  el  imperio  del  mar.  Pero  para  su  conveniente  de- 
fensa, la  práctica  general  de  las  naciones,  reconocida  por  muchos 
tratados,  ha  autorizado  el  que  se  trace  á cierta  distancia  de  las  costas 
una  línea  imaginaria  que  se  conceptúa  como  el  límite  último  de  las 
fronteras  marítimas  de  un  Estado.  Todo  lo  que  se  encuentre  dentro 
de  esta  línea,  se  considera  ipso  fado  sometido  á la  jurisdicción  del 
Estado  que  la  domine.  El  mar  comprendido  entre  ella  y la  costa,  toma 
el  nombre  de  mar  territorial. 

Los  publicistas  no  están  de  acuerdo  sobre  la  extensión 

Opiniones 

que  se  ha  de  dar  á la  frontera  marítima  artificial  de  los  dc  lijs  pubií- 

cinIus. 

Estados. 

Según  Grotius,  los  límites  marítimos  de  un  Estado  alcanzan  toda 
la  extensión  de  mar  que  puede  defender  desde  la  costa,  y funda  esta 
afirmación  diciendo,  que  el  límite  de  la  jurisdicción  debo  ser  el 
de  la  posibilidad  de  una  defensa  real  por  medio  de  instrumentos  de 
guerra.  Bynkcrshoek  resuelve  esta  cuestión  del  misino  modo  y formula 
así  su  pensamiento  : Terree  potestas  finitur  ubi  finitur  armorum  vis. 
Ilautefeuille  admite  igual  solución,  pero  opina  que  en  las  bahías 
y golfos  de  poca  extensión,  la  línea  debe  medirse  de  promontorio  á 
promontorio. 

* Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé, 
vol.  I,  liv.  2,  § 42;  Ortolan,  Diplomatie  de  la  mer , vol.  I,  liv.  2,  ch.  8,  p.  152, 
Pinheiro-Ferreira,  Notes  sur  de  Martens,  n°  23. 
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Valin  se  separa  de  estos  principios  y trata  de  fijar  las  fronteras 
marítimas  de  los  Estados  sobre  un  fundamento  natural.  Según  él,  debe 
considerarse  como  mar  territorial  de  la  nación  que  posea  las  costas 
vecinas,  toda  la  extensión  de  mar  adyacente  en  que  se  encuentre 
fondo.  Esta  doctrina  es  absolutamente  impracticable.  Mientras  que 
por  unos  lados  el  mar  ofrece  fondo  aun  á treinta  leguas  de  las 
costas,  por  otros  deja  de  ofrecerlo  á muy  poca  distancia  de  ellas.  El 
mar  territorial  de  un  Estado  no  tendría  de  este  modo  uniformidad 
alguna  en  su  extensión.  Por  unos  sitios  esa  extensión  seria  excesiva; 
por  otros  apenas  se  apartaría  cincuenta  brazas  de  la  costa. 

Rayneval  sostiene  que  la  distancia  de  un  tiro  de  cañón  como  me- 
dida del  mar  territorial  es  demasiado  corta,  y que  ese  mar  debe  ex- 
tenderse á todo  lo  que  la  vista  alcance  desde  las  costas,  es  decir,  al 
horizonte  real.  Este  principio  es  muy  arbitrario,  depende  de  las  con- 
diciones en  que  se  coloque  el  observador  y no  puede,  por  tanto,  ser 
admitido  en  derecho  internacional. 

Limites  tiei  Para  poder  fundar  en  consideraciones  racionales  la  dis- 
mar territo- 
rial, fijado  tanda  á que  debe  extenderse  el  mar  territorial  de  los  Es- 

por  el  dere- 

di'  eonsue-  tados,  hav  que  tener  en  cuenta  que  estos  no  tienen  sobre 
tudinario  á " 1 J- 

lidia  de  ira-  el  mar,  derecho  de  propiedad,  sino  de  vigilancia  y de 
eiaics.  jurisdicción.  El  poder  de  los  Estados  sobre  los  mares  que 
los  rodean  se  basa  en  el  derecho  de  defensa ; pues,  debe  extenderse 
hasta  donde  lleguen  los  temores  serios  de  un  peligro  real  y sea  al 
mismo  tiempo  posible  la  defensa.  De  estos  principios  se  deduce  fácil- 
mente, que  se  debe  considerar  como  mar  territorial  todo  el  espacio 
que  pueda  ser  defendido  desde  las  costas,  ó dentro  del  cual  puedan 
estas  ser  atacadas.  Desde  la  invención  de  las  armas  de  fuego,  este 
espacio  se  ha  considerado  generalmente  como  de  lina  extensión  de 
tres  millas.  « Dentro  de  estos  límites,  dice  Wlieaton,  los  derechos  de 
propiedad  y de  jurisdicción  territorial  son  absolutos  y excluyen  los 
de  todas  las  demás  naciones.  » 

Debe  tenerse  presente  que  esta  extensión  asignada  al  mar  territorial, 
forma  un  principio  de  derecho  internacional,  que  dehe  observarse  en 
los  casos  en  que  los  tratados  no  dispongan  otra  cosa.  Si  dos  ó mas  na- 
ciones modifican  por  un  tratado  positivo  este  principio,  la  disposición 
que  adopten  será  obligatoria  en  sus  recíprocas  relaciones,  pero  no  se 
aplicará  á las  de  esos  mismos  Estados  con  los  demás. 

Hay  algunos  asuntos  de  interés  general  que  exigen  que  se  dé  ma- 
yor extensión  que  la  que  hemos  indicado  á los  mares  territoriales. 

Tales  son  los  de  aduanas  y las  disposiciones  para  rcglamen- 
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tar  los  derechos  de  pesca,  etc.,  etc.  Pero  en  estos  casos  la  distancia 
que  se  asigne  por  los  tratados  á los  mares  territoriales,  no  será  obli- 
gatoria, aun  entre  las  partes  contratantes,  sino  por  el  objeto  mismo 
que  haya  dado  motivo. 

Por  el  tratado  concluido  entre  Inglaterra  y Francia  el  2 
de  agosto  de  1839,  cuyo  objeto  era  determinar  la  exten-  tr(i  Ja  íngia- 
sion  dentro  de  la  cual  podría  ejercerse  el  derecho  exclu-  cía  de  ,839. 
sivo  de  pesca  de  los  dos  países,  se  fijó  esta,  á tres  millas  de  distancia 
de  la  costa  en  la  baja  mar. 

Es  práctica,  generalmente  seguida,  que  los  gobiernos  lijen  por  sí, 
las  leyes  y reglamentos  relativos  al  comercio  dentro  de  los  mares  ter- 
ritoriales. 

Así  el  gobierno  inglés,  por  una  ley  de  28  de  agosto  de 

u Resolución 

i833,  dispuso  que  los  buques  mercantes  extranjeros  que  dcl  gobierno 

, , . J n inglés,  die- 

se encontraran  a una  legua  de  la  costa  y que  permitién-  tada  ei28  do 

dolo  el  tiempo  no  se  dirigieran  al  puerto  de  su  destino,  •'833. 
fueran  advertidos  de  que  debían  retirarse  en  el  término  de  cuarenta 
y ocho  horas,  en  la  inteligencia,  de  que  si  su  cargamento  era  de 
mercancías  prohibidas  y no  obedecían  á esta  advertencia,  serian  con- 
fiscados. * . 

§ 148.  Las  palabras  costas  y 7'iberas  comprenden  todas  . 

u 17  J 1 Significación 

las  tierras  que  se  elevan  junto  al  mar,  aunque  no  sean  de  ,as  i);,la- 
bien  lirmes  para  poder  ser  habitadas.  Estos  términos  no  iberas, 
se  aplican,  pues,  á las  tierras  que  están  perpétuamente  cubiertas  de 
agua. 

Sir  W.  Scott  ha  tenido  ocasión  de  aplicarlos  á las  resolucio- 
nes de  una  cuestión  importante.  Se  trataba  de  la  validez  ó nulidad 
de  una  presa  hecha  sobre  el  territorio  neutral  de  los  Estados- 
Unidos,  en  la  desembocadura  del  rio  Mississipí.  En  esta  parte  hay 
una  gran  porción  de  islas  formadas  de  lodo  y troncos  de  árboles,  que 

* Ortolan,  Diplomatie  de  la  raer,  vol.  I,  liv.  2,  ch.  8,  pp.  152-1 Gi;  Wbeaton, 
Eletn.  droit  int.,  vol.  I,  p.*169’;  Ordonnance  de  la  marine  da  mois  daoiil  IOS/, 
liv.  4,  tit.  7;  Valin,  Commentairo  sur  l'ordonnunco  de  1681 , Jiv.  5,  lit.  1,  Ve  la 
liberté  de  la  peche;  Grotius,  Droit  de  la  guerre  et  de  la  paix,  édition  Guillaumiii 
unnotée  par  Pradier  Foderé,  liv.  2,  ch.  3.  §§  13,  14,  n°  2;  Vattel,  Dioil  des  gens 
édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier  Foderé,  liv.  1,  ch.  23,  § 289;  De  Martens, 
Prccis  du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé,  §40,  Pinhoi- 
ro-Ferreira,  Notes  sur  de  Martens , n°  22;  Pinheiro-Ferreira,  Manuel  du  ciloyen  sous 
un  gouvernemen t représen talif,  pt.  3,  p.  588;  Azuni,  Droit  maritime,  v.  I,  ch.  2, 
art.  2,  § 14;  Ivluber.  Droit  des  gens  moderne  de  l’Europe,  § 130;  Bynkershock,  Ve 
dominio  maris,  cap.  2;  DeRayneval,  Inst.  du  droit  de  la  nature  el  des  gens,  liv.  2, 
ch.  9,  § 10. 
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parece  como  parte  de  la  tierra  firme.  Se  pretendía,  sin  embargo,  que 
no  pertenecían  al  continente  americano,  que  eran  nulius,  que  no 
podían  ser  habitadas,  y que  para  lo  único  que  la  gente  iba  á ellas 
era  para  coger  nidos  de  pájaros.  También  se  sostenía  que  el  territorio 
de  los  Estados-Unidos  no  comenzaba  sino  en  la  Baliza,  tuerte  que 
había  sido  levantado  á la  entrada  del  rio  por  los  españoles.  Sir 
W.  Scott,  sin  embargo,  decidió  que  aquellas  islas  estaban  bajo  la 
jurisdicción  de  los  Estados-Unidos,  porque  se  formaban  de  los  frag- 
mentos de  la  tierra  firme,  y aplicó  la  siguiente  regla  del  derecho 
romano,  que  sirve  de  base  á la  doctrina  que  sostenemos : Quocl  vis 
fluminis  de  tuo  prendió  detraxerit,  et  vieino  pr cedió  attulerit,  palarn 
iuam  remanct.  * 

La  libertad  § 149.  Todas  las  cuestiones  que  hemos  discutido  ante- 
de  los maies.  r¡ormente  suponen  ó conducen  á la  fundamental  de  la 

libertad  ó no  libertad  de  los  mares.  Si  se  declara  y consagra  la  pri- 
mera, se  podrá  llegar  paso  á paso  y combinando  este  principio 
con  la  situación  histórica  de  los  pueblos,  al  estado  actual  de 
esta  parte  del  derecho  público  exterior.  Si,  al  contrario,  se  admite 
y justifica  el  principio  opuesto,  se  llegará  lógica  y necesariamente  á 
otras  consecuencias  prácticas  y á otro  modo  de  ser  de  las  relaciones 
marítimas  de  los  Estados.  He  aquí  porque  la  discusión  del  principio 
de  la  libertad  de  ios  mares  sirve  de  fundamento  imprescindible  á todo 
lo  que  hemos  dicho  con  respecto  á la  significación  que  tienen,  según 
el  derecho  de  gentes  moderno,  los  puertos  y radas,  los  golfos,  los 
estrechos  y el  territorio  marítimo  de  los  Estados.  Esto  solo  basta  para 
probar  la  importancia  de  esta  cuestión,  y el  gran  detenimiento  con- 
que ha  sido  tratada  por  los  publicistas.  ** 

Los  mares  no  § ISO.  Que  los  mares  no  son  susceptibles  de  la  propie- 
mcsSUdeePscr  dad  individual  es  un  hecho  que  no  necesita  demostración, 
apropiados.  ^ p0drán,  sin  embargo,  ser  susceptibles  de  la  de  una 
nación?  Antes  de  responder  á esta  pregunta  debemos  establecer 

* Wheaton,  Elem.  droit  int .,  pt.  2,  ch.  4,  § 7,  pp.  169,  170;  Ortolan,  Domaine 
ínter national,  § 93;  Wildman,  Int.  law,  vol.  I,  pp.  39,  40;  Pistoye  et  Duvcrdy, 
f railé  des  prises,  tit.  2.  ch.  1,  sec.  1. 

” Halleck,  Int.  law,  ch.  6,  §§  18,  20,  pp.  133,  135;  Dana,  Elem.  int.  law  by 
Wheaton,  eighth  edition,  note  113,  p.  269  ; Wheaton,  Elem.  droit  int.,  pt.  2 ch.  4, 
§§  9,  10;  Ortolan,  Regles  ínter.,  pp.  120-126;  Kent,  Commentaires,  pp.  110-112; 
Wildman,  Int.  law,  vol.  I,  p.  71;  Heffter,  Droit  International,  § 75;  De  Cussy, 
Droit  marilime , liv.  1,  tit.  2,  §§  39,  41,  55;  Hautefeuille,  Droits  des  nations  neutres, 
pt.  1,  ch.  1,  § 4;  Grotius,  Droit  de  la  guerre  et  de  la  paix,  édition  Guillaumin, 
annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2,  ch.  3,  §§  8,  13;  Vattel,  Droit  des  gens,  edition 
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una  distinción  de  mucha  importancia.  La  propiedad  de  los  mares  no 
debe  confundirse  con  el  imperio  de  los  mares.  Esta  confusión  ha  sido 
generalmente  causa  de  que  no  se  haya  resuelto  con  la  claridad  con- 
veniente la  cuestión  que  nos  ocupa. 

Los  argumentos  que  se  lian  invocado  por  los  antiguos  publicistas 
á favor  de  la  libertad  de  los  mares,  y por  tanto,  de  la  imposibilidad 
de  su  apropiación,  no  son  suficientes  al  fin  para  que  se  empleaban. 
Se  sostenía,  por  ejemplo,  que  los  mares  no  podían  ser  objeto  de  la 
apropiación  de  ningún  Estado  porque  eran  indefinidos,  y las  cosas  in- 
definidas no  pueden  ser  objeto  de  propiedad.  Se  decía  también,  en 
defensa  de  este  principio,  que  sobre  los  mares  no  se  podían  trazar 
límites  ni  fronteras;  y que  eran  además  tan  extensos,  que  todos  lo> 
pueblos  podian  disfrutar  de  sus  ventajas.  Pero,  como  á primera  vista 
se  comprende,  estos  argumentos  son  insuficientes  y débiles,  ó funda- 
dos en  falsas  apreciaciones.  La  mar  no  es  indefinida,  y si  lo  fuera, 
por  este  solo  hecho  lo  seria  también  la  tierra  que  le  sirve  de  límites, 
lo  cual  produciría  la  negación  de  la  propiedad  sobre  la  tierra.  Tam- 
poco es  cierto  que  sobre  los  mares  no  puedan  trazarse  límites  y fron- 
teras, porque  la  ciencia  náutica,  cada  vez  mas  adelantada  en  sus 
medios,  prueba  que  es  muy  fácil  trazar  líneas  imaginarias,  pero  exac- 
tas, por  medio  de  los  meridianos  y las  paralelas.  En  cuanto  á la  ex- 
tensión de  los  mares  también  puede  dccirsse  que  bajo  ciertos  puntos 
de  vista  son  muy  pequeñas,  para  la  pesca  de  perlas,  por  ejemplo,  y 
que  así,  admitiendo  esta  doctrina  se  podría  sostener  igualmente  que 
los  mares  eran  á la  vez  susceptibles  y no  susceptibles  de  apropiación , 
y aun  no  solo  de  apropiación  colectiva  ó de  un  Estado,  sino  de  apro- 
piación individual. 

Si,  pues,  tratamos  de  resolver  esta  cuestión  según  datos  seguros, 
es  preciso  que  adoptemos  otro  método,  y llegaremos  de  este  modo  á 
otras  conclusiones. 

Hay  una  razón  puramente  material  que  impide  la  apropiación  de 
los  mares.  La  apropiación  de  una  cosa  es  imposible  si  no  es  esta  cosa 


Guillaumm,  annotéc  par  Pradier-Foderé,  liv.  1,  ch.  23,  §§  279,  2SG,  289,  Maitens, 
Prccis  du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annolce  par  Ch.  \crgc,  §42,  o^jer, 
Univ . pub.  law , chs.  13,  28;  Bynkcrshoek,  De  dominio  maris , cap.  7 ; Ortolan, 
Dip.  de  la  mer,  v.  I,  pp.  120-126;  Polson,  Law  of  nalions,  sec.  5;  Klubcr,  Droit 
des  gens  mod.,  § 132;  Puirendorf,  De  jure  n alurcc  el  gen.,  lib.  4,  cap-  o,  § 7; 
Pystoye  e.t  Diiverdy,  Traité  des  prises,  tit.  2,  ch.  1,  scc.  2;  Bello,  Derecho  ¡uta  - 
nacional,  pt.  1,  cap.  2,  § 4;  Rayucval,  Jnsl.  du  droit  nal,  liv.  2,  cli.  10;  Gunlhci, 
llurop.  Volkerrcchl,  v.  ’lí,  p.  460;  Seldcn,  Alare  clausum,  passirn  ; Stymaim,  De  jure 
marítimo,  lil>.  1,  cap.  4,  p.  179  el  scq. 
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susceptible  de  posesión  ó tenencia.  Y bien,  ¿qué  nación  podrá  decir 
que  está  en  situación  de  ejercer  sobre  los  mares  esa  posesión  ó tenen- 
cia, para  lo  cual  no  bastarían  las  escuadras  reunidas  de  todos  los 
pueblos  de  la  tierra  ? 

Pero  esta  imposibilidad  física  de  la  apropiación  de  los  mares,  es  el 
argumento  mas  ajeno  al  asunto,  y por  tanto,  de  menos  fuerza  que 
podemos  invocar.  Los  mares  son  un  elemento  necesario  al  desarrollo 
moral  de  las  naciones;  son  un  gran  medio  de  comunicación  entre  los 
pueblos,  y bajo  este  punto  de  vista  se  justifica  mas  bien  que  bajo  el 
físico,  que  no  sean  susceptibles  de  apropiación.  Pero  la  razón  última 
y decisiva  en  este  asunto  es  la  situación  de  los  pueblos,  la  diversidad 
de  las  naciones  y los  Estados,  y la  igualdad  necesaria,  recíproca,  de 
estos  grandes  organismos.  El  Estado  que  tuviera  el  dominio  de  los 
mares  tendría  por  este  solo  hecho  el  de  la  tierra  también,  seria  el 
Estado  universal,  y esto  es  contrario  á las  leyes  de  la  historia,  que 
se  fundan  en  la  diversidad  y multiplicidad  de  las  naciones,  y á las 
leyes  del  espíritu,  que  en  la  esfera  del  derecho  no  puede  alcanzar  la 
absoluta  unidad  y la  plenitud  de  su  existencia.  * 


¿rodria  un  § 131.  En  Estado  tendría  imperio  en  los  mares  si  pu- 
cerímferió  diera  0011  relación  á los  demás,  ejercer  sobre  ellos  ciertos 
sobrrcs°?ma  actos  de  soberanía,  como  la  imposición  de  tributos,  ó 
el  derecho  de  jurisdicción.  Decidir  si  este  imperio  es  posible,  es  cosa 
fácil  una  vez  resuelta  la  cuestión  anterior;  mas  aun,  esta  implica 
necesariamente  la  solución  de  la  última.  Si  los  mares  no  pueden 
ser  la  propiedad  de  un  Estado,  y si  su  uso  es  libre  y común  á 
todas  las  naciones,  tampoco  podrán  estar  sometidos  al  imperio  de 
una  nación.  En  este  punto  es  también  argumento  último  y decisivo, 
el  principio  de  la  igualdad  recíproca  de  los  Estados. 

Estas  conclusiones  completamente  lógicas  y legítimas  en  el  estado 
actual  del  derecho  de  gentes  y que  han  sido  consagradas  por  las  re- 
laciones internacionales,  no  se  han  alcanzado  en  la  historia  del  dere- 
cho sin  grandes  luchas  y graves  consecuencias. 


Casos  en  que 
se  ha  preten- 
dido el  do- 
minio de  los 
mares. 


Muchos  pueblos  han  pretendido  desde  la  Edad-Media  el 
dominio  exclusivo.  Se  recordarán  á este  respecto  las  pre- 
tcnsiones de  la  república  de  Yenecia  y las  ceremonias  de 


los  Dux.  En  el  siglo  xvi  y á principios  del  xvii  los  portugueses  se 


* Ortolan,  Diplomatie  de  la  mer,  liv.  2,  ch.  7;  Bentham,  Fue  genérale  d’un  corps 
complet  de  legislalion,  ch.  4,  plan  du  Code  maritime;  Savigny,  Traité  (lela  posses- 
S'O»,  § 1,  18  ; Hogcl;  Proudhon,  Flanee  el  Hhin. 
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opusieron  á la  navegación  de  los  otros  pueblos  por  los  mares  de 
Guinea,  y á que  fueran  á las  Indias-Orientales.  En  tiempos  de  Carlos  l 
y de  Carlos  II,  los  ingleses  pretendían  la  propiedad  de  todos  los  ma- 
res que  bañan  las  costas  de  la  Gran-Bretaña  hasta  las  de  los  Esta- 
dos-Unidos. Los  holandeses  se  opusieron  también  á que  los  españoles, 
que  iban  á Filipinas,  siguieran  el  camino  del  cabo  de  Biiena  Espe- 
ranza, y los  españoles  se  creyeron  con  derechos  exclusivos  á la  domi- 
nación del  Océano  Pacífico. 

Así  como  algunos  Estados  han  pretendido  la  propiedad  de  los  ma- 
res, muchas  naciones  se  han  atribuido  también  su  imperio,  ó han 
ejercido  en  alta  mar  actos  injustificables  de  soberanía.  La  historia 
marítima  de  Inglaterra  es  una  prueba  de  ello.  Francia,  al  contrario, 
se  ha  opuesto  generalmente  á estas  pretensiones.  Así  Luis  XIV  no 
queria  que  el  Canal  de  la  Mancha  se  llamase  canal  británico , y la 
república  francesa  hizo  inscribir  sobre  la  bandera  de  los  buques  estas 
palabras  : Libertad  de  los  mares  para  el  mundo ; igualdad  de  derechos 
para  todas  las  naciones. 

Pero  hemos  dicho  que  la  cuestión  sobre  la  libertad  de  Discusión 
los  mares  había  dado  lugar  á grandes  debates  entre  los  porroíosVju- 

....  ir-.  ..  risconsuüos 

publicistas,  y vamos  a demostrarlo.  Los  jurisconsultos  m-  ingleses, 
gleses  han  sostenido  generalmente,  en  oposición  á los  del  continente 
■europeo,  el  principio  de  la  apropiación  de  los  mares.  Esta  tendencia 
de  Inglaterra  ha  sido  representada  principalmente  por  Selden,  en  su 
obra  Mare  clausum,  publicada  en  1635,  contra  la  obra  de  Grotius, 
titulada  Mare  liberum.  La  celebridad  de  ambos  publicistas  y la 
grande  importancia  y solemnidad  de  la  cuestión  que  debatieron  en 
estas  dos  obras,  nos  obliga  á hacer  de  ellas  una  corta  é imparcial 
exposición.  Empezaremos  por  la  de  Grotius,  anterior  en  fecha  á la 
de  Selden.  * )>  ' *'•  tvv. 

§ 152.  El  Mare  liberum  de  Grotius,  publicado  por  primera  GT^reilbe~ 
vez  en  1609,  tenia  por  objeto  combatir  las  pretensiones  de  rum- 
los  portugueses  al  dominio  exclusivo  de  los  mares  que  bañan  la  costa 
de  Africa,  y al  mar  de  las  Indias. 

Grotius  examina  uno  á uno  todos  los  títulos  en, que  fundaban  su 
derecho  á la  dominación  exclusiva  de  dichos  mares  y al  comercio 
exclusivo  también  con  las  Indias.  Negaba  que  le  tuvieran,  en  virtud  Je 
la  prioridad  del  descubrimiento,  porque  las  Indias  habían  sido  conocí- 


* Orlolan,  Diplomarte  de  la  mcr,  v.  I,  liv.  2,  ch.  7,  pp.  119-122;  Ordonnances  dos 
/•oís  de  Portugal,  liv.  5,  til.  112;  Azuni,  Droit  marítimo,  v.  I,  art.  5,  § 33,  p.  Ü'K. 
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das  por  los  romanos,  por  los  persas  y los  árabes  y aun  por  los  vene- 
cianos mismos,  antes  que  por  ellos.  Negaba  igualmente  que  les  cor- 
respondiera este  derecho,  como  consecuencia  de  la  célebre  bula  de 
Alejandro  VI,  por  la  falta  de  autoridad  del  Papa  en  este  asunto. 

En  el  capítulo  Y de  su  obra,  Grotius  se  contrae  á establecer  la 
libertad  de  los  mares  en  general  y para  esto  entra  en  largas  y suti- 
les discusiones  sobre  las  cosas  que  deben  ser  comunes,  y las  que  son 
susceptibles  de  apropiación  ; establece  distinciones  entre  el  derecho  de 
propiedad  y el  de  protección  y jurisdicción,  y declara  que  si  la  pro- 
piedad es  inicua  con  respecto  á ciertas  cosas,  es  bárbara  é inhumana 
refiriéndose  al  mar. 

« No  se  trata,  dice  Grotius,  de  un  mar  interior  que  tenga  apenas 
el  ancho  de  un  rio;  se  trata  del  Océano,  á quien  la  antigüedad  daba 
los  nombres,  infinito,  padre  de  las  cosas,  límite  del  cielo ; que  ali- 
menta con  sus  constantes  exhalaciones,  no  solo  las  fuentes,  los  ríos 
y los  mares,  sino  hasta  las  nubes,  y,  según  creían  los  antiguos,  los 
astros,  y que,  en  fin,  rodeando  y penetrando  en  la  tierra,  morada  de 
los  hombres,  no  puede  ser  encerrado,  ni  contenido  y mas  bien  que 
ser  poseído,  posee.  » 

Mas  adelante,  añade,  que  la  navegación  en  al  La  marera  libre  para 
todos,  aun  sin  haber  obtenido  el  permiso  de  ningún  príncipe. 

En  el  último  capítulo,  llega  á la  consecuencia  práctica  que  se  pro- 
, ponia:  á establecer  el  derecho  de  los  holandeses  á comerciar  con  la 
| India  y á sostener  la  justicia  de  una  guerra  que  se  motivara  en  estos 
principios,  que,  según  el  mismo  publicista,  suponían  la  libertad  del 
género  humano.  * 

seiden  y su  § 153.  La  doctrina  sostenida  por  Grotius  en  su  obra  de 
*1<lsumL.lau~  AJare  liberum  se  oponía  manifiestamente  á las  tendencias  deí 
gobierno  inglés,  que  pretendió  el  dominio  exclusivo  de  los  mares  que 
cercaban  las  costas  de  la  Gran-Bretaña.  Seldcn  se  encargó  de  refutar 
la  obra  de  Grotius  y publicó,  á este  efecto,  en  1635  su  Alare  clausum, 
que  dedicó  á Cárlos  I,  y en  él  se  proponía  demostrar,  que,  según  eí 
derecho  natural  y el  derecho  de  gentes,  el  mar  era  tan  susceptible  de 
apropiación  como  “la  tierra,  y que  el  rey  de  Inglaterra  tenia  derecho 
incuestionable  al  dominio  -exclusivo  de  lo  que  denominaba  Océano 
británico. 


* Grotius,  Marc  liberum ; Grotius,  Droit  de  la  guerra  el  de  la  paix,  édition  Gttil- 
lauiniii,  unnotéc  par  Pradicr-Foderé,  liv.  2,  ch.  2,  § 3;  Ortolan,  Diplomatic  de  lai 
mer,  v.  I,  liv.  2,  ch.  7,  pp.  12V-127. 
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Para  probar  su  tesis,  Selden  hace  alardes  de  una  portentosa  eru- 
dición. La  historia,  la  geografía,  la  náutica,  el  derecho,  todo  cspueslo 
á contribución  en  su  obra  para  el  11  n que  se  proponía.  Enumera 
diez  y siete  pueblos  de  la  antigüedad  que  fueron  propietarios  de  los 
mares  que  cercaban  sus  territorios.  Se  apoya  también  para  justificar 
sus  pretensiones  en  la  bula  de  Alejandro  Vi  y en  la  lucarna  Domini. 
Rechaza,  como  Grotius,  las  pretcnsiones  de  los  portugueses;  pero  lo 
hace,  no  porque  en  sí  fueran  ilegítimas,  sino  porque  el  rey  de  Por- 
tugal no  tenia  derecho  á ellas. 

Selden  refuta  después,  y victoriosamente  en  cierto  sentido,  algunos 
de  los  argumentos  expuestos  por  Grotius  en  su  Alare  liberum. 

El  derecho  que  tienen  los  buques  extranjeros  de  cruzar  mares 
pertenecientes  á otras  naciones,  decia  Selden,  es  como  las  servidum- 
bres análogas  impuestas  algunas  veces  al  propietario  de  un  feudo. 

El  otro  argumento  acerca  de  la  imposibilidad  de  establecer  límites 
y fronteras  empleado  por  Grotius  á favor  de  la  libertad  de  los  mares, 
es  también  victoriosamente  refutado  por  Selden,  que  afirma,  y con 
razón,  que  las  paralelas  y meridianos  son  fronteras  tan  bien  definidas 
como  los  fosos,  las  murallas  ó los  rios. 


La  obra  de  Selden  en  este  punto  es  superior  á la  de  Grotius,  pol- 
la imposibilidad  en  que  se  hallaba  este  último  publicista  de  demostrar, 
en  la  época  en  que  escribió  su  libro,  los  verdaderos  fundamentos  de 
la  libertad  de  los  mares.  Necesitábase  para  esto  una  mayor  ilustración 
y los  grandes  progresos  realizados  después  en  las  ciencias  sociales. 

El  libro  segundo  de  la  obra  de  Selden  está  consagrado  á probar  la 
propiedad  del  rey  de  Inglaterra  sobre  el  Océano  británico.  Selden 
le  divide  en  cuatro  partes,  según  los  puntos  cardinales  del  mundo, 
y dice  que  como  el  Océano  Septentrional  y el  Occidental  se  extiende 
á tanta  distancia,  llegando  este  hasta  América,  y aquel  no  solo  á 
Groclandia  é Islandia,  sino  hasta  regiones  completamente  desconoci- 
das, no  se  deben  nombrar  en  toda  su  extensión  con  el  nombre  de 


Océano  británico.  Sin  embargo,  añade,  aun  mas  allá  efe 
en  que  pierden  este  nombre,  el  rey  de  la  Gran-Bretana 


los  límites 
tiene  sobre 


uno  y otro  los  derechos  mas  extensos,  y de  estos  derechos  es  pieciso 


no  hacer  abstracción. 

Véase  do  qué  modo  Selden  justifica  esta  pretensión  de 


Inglaterra  al 


dominio  exclusivo  del  Océano  británico. 

«Después  do  la  llegada  de  los  normandos,  se  hace  en  los  documen- 
tos públicos  frecuente  mención  de  los  prefectos  marítimos.  Los 
diplomas  ó nombramientos  de  los  almirantes  ingleses  contienen  las 
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siguientes  palabras:  Prefecto  general  de  nuestras  flotas  y de  nuestros 
mares.  Esta  fórmula  muestra  bien  claramente  que  la  Gran-Bretaiia 
es  propietaria  de  algunos. 

«Al  contrario,  los  nombramientos  y los  títulos  de  los  almirantes 
franceses,  no  indican  que  estuvieran  encargados  de  sostener  ningún 
dominio  sobre  los  mares;  estos  almirantes  tenian  solamente  la  juris- 
dicción sobre  las  tuerzas  navales,  como  sobre  las  personas  y las 
cosas  muebles. 

«Cuando  la  Normandía  fué  perdida  por  los  reyes  Juan  y Enri- 
que III,  las  islas  de  Jersey  y de  Guernesey  y las  que  las  rodean, 
continuaron  bajo  la  dominación  inglesa,  como  prenda  y prueba  de  la 
propiedad  de  este  mar,  patrimonio  del  reino.  Cuando  Enrique  II[ 
renunció  á una  gran  parte  de  la  Aquitania,  concedió  á su  hijo  mavor 
Eduardo,  la  isla  de  Oleron,  como  consecuencia  de  este  dominio  sa- 
grado, y aunque  después  esta  isla  y otras  muchas  inmediatas  hayan 
pasado  por  distintas  causas  bajo  otra  dominación,  sin  embargo,  la 
propiedad  del  mar  en  que  estaban  situadas,  continúa  correspondiendo 
á los  reyes  de  Inglaterra. 

« Los  reyes  de  Dinamarca  y de  Suecia  pidieron  á la  reina  Isabel 
que  permitiera  que  sus  buques  cargados  de  trigo  para  España,  cru- 
zaran los  mares  británicos.  Este  permiso  no  les  fuó  concedido.  Es 
claro  que  no  se  hubiera  hecho  tal  petición  á la  reina  de  Inglaterra,  si 
se  hubiera  desconocido  su  derecho  al  dominio  de  estos  mares. 

«Los  franceses  acostumbraban  pedir  permiso  al  rey  de  Inglaterra 
para  pescar  lenguados,  que  mandaban  después  á su  rey  Enrique  IV; 
y algunos  de  sus  buques  fueron  aprehendidos  por  atreverse  á pescar 
sin  este  permiso. 

«No  debemos  olvidarnos  del  mar  que  se  extiende  á lo  lejos  hácia 
el  norte  y baña  las  costas  de  Filandia,  Islandia,  y de  las  demás  islas 
sometidas  á Dinamarca  y á la  Noruega,  porque  este,  según  la  opi- 
nión de  muchos,  pertenece  á los  ingleses. 

También  se  demuestra  con  mucha  claridad  el  derecho  del  rey  de 
la  Gran-Bretaiia  al  dominio  de  los  que  se  extienden  mucho  mas  al 
norte  de  la  Islandia,  es  decir,  hasta  Groelandia.  Algunos  comer- 
ciantes ingleses  de  la  compañía  moscovita  fueron  los  primeros  que 
navegaron  por  este  mar  antes  de  que  fuese  ocupado  y frecuentado 
para  la  pesca  de  la  ballena. » 

Selden  concluye  diciendo,  que  era  indudable,  según  los  testimonios 
invocados,  que  los  puertos  y costas  de  las  naciones  vecinas  eran  al 

Sur  y al  Este  los  límites  del  imperio  británico;  imperio  marítimo  por 
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excelencia,  pero  que  en  el  vasto  Océano  Septentrional  y Occidental 
ocupado  por  Inglaterra,  Escocia  é Irlanda,  estos  límites  tenían  aun 
que  ser  constituidos. 

Las  teorías  del  libro  de  Selden  fueron  aceptadas  por  el  gobierno 
inglés.  Cárlos  I las  notificó  á los  Estados  generales ; el  largo  Parla- 
mento las  hizo  traducir  al  inglés  acompañadas  de  un  comentario,  y 
para  sostener  estas  doctrinas  declaró  la  guerra  á Holanda.  Eníin, 
Guillermo  III  en  su  manifiesto  de  27  de  mayo  de  1689,  censuraba  á 
Luis  XIV  que  hubiese  tolerado  que  sus  súbditos  violasen  los  derechos 
de  soberanía  de  la  corona  de  Inglaterra  sobre  los  mares  británicos. 

La  obra  de  Grotius  es,  bajo  el  punto  de  vista  de  la  erudición  y 
del  método,  inferior  á la  de  Selden,  pero,  en  definitiva,  Grotius  procla- 
mando la  libertad  de  los  mares  estaba  mas  en  el  espíritu  de  la  civi- 
lización moderna  que  su  ilustrado  y terrible  antagonista.  El  libro  de 
Selden,  por  otra  parte,  alentando  á Inglaterra  en  su  espíritu  de  exclu- 
sivismo y dominación  universal,  debía  producir  y produjo  una  reac- 
sion  favorable  á las  ideas  de  aquel  en  las  naciones  del  continente 
curopéo.  Bajo  este  punto  de  vista  su  obra  tiene  una  grande  impor- 
tancia, y se  llega  por  su  mediación  á un  fin  enteramente  opuesto  del 
que  su  autor  se  proponía.  Sirvió  también  admirablemente,  para  que 
se  buscara  en  otros  principios  superiores  á los  de  Grotius,  el  funda- 
mento acerca  de  la  doctrina  de  la  libertad  de  los  mares,  que  este 
publicista  liabia  discutido  empírica  y superficialmente.  * 

§ 154.  Apenas  han  pasado  dos  siglos  después  de  la  pu-  Admisionpor 
blicacion  de  la  obra  de  Selden,  y el  principio  de  la  líber-  las  nacío- 
tad  de  los  mares,  tan  combatido  por  Inglaterra,  está  ya  ¿e 

admitido  por  todas  las  naciones.  No  es  posible,  pues,  dis-  los  n,ares- 
cutir  hoy  acerca  de  su  legitimidad  ó ilegitimidad.  Sobre  este  punto, 
el  derecho  público  exterior  de  Europa  y de  América  ha  reconocido 
que  ningún  pueblo  tiene  derecho  exclusivo  de  dominio  en  alta  mar; 
que  las  banderas  de  todas  las  naciones  soberanas  son  iguales 
en  derechos  y libres,  teniendo,  sin  embargo,  que  conformarse 
á los  principios  del  de  gentes;  que  cualquiera  que  sea  la  fuerza 
naval  de  un  Estado  no  tendrá  por  esto  menor  ó mayor  considera- 
ción que  las  demás  naciones;  que  las  violaciones  de  estos  piinci- 
pios,  vengan  de  donde  vinieren,  serán  siempre  ilegítimas  \ censu- 
rables, y,  por  último,  que  las  medidas  de  vigilancia  ó policia  entre 

* Selden,  More  clausuro  ; Ortolan,  Diplotnatic  de  la  mor , vol.  I,  liv.  2,  oh.  7, 
p[>.  12H-13G. 
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1 tuques  de  distintas  naciones  tienen  lugar  en  virtud  de  tratados  espe- 
ciales, obligatorios  solamente  para  las  partes  contratantes.  * 


Dc^ciio  do  § 155.  El  derecho  de  dominio  sobre  islas  formadas  por 
s1in"mi¡as  aluvión,  pertenece  indudablemente  á la  nación  cuyas  tierras 
y cuyas  aguas  contribuyen  á formarlas.  Cuando  las  islas  están 
situadas  cerca  de  la  tierra  firme,  se  consideran  como  dependencias 
suyas,  á no  ser  que  un  poder  extraño  haya  adquirido  titulo  á su 
dominio. 


La  posesión  y ocupación  de  la  tierra  firme  supone  la  de  las  islas 
inmediatas,  aunque  no  se  haya  ejercido  sobre  ellas  acto  alguno  posi- 
tivo de  posesión.  Con  respecto  á estas  islas  puede  decirse  que  si 
otro  Estado  cualquiera  tratara  de  colonizarlas,  daría  á aquel  en  cuya 
inmediación  estuvieran  situadas  justo  motivo  de  queja,  y aun  de 
guerra,  si  persistía  en  sus  propósitos. 

La  posesión  de  las  islas  situadas  á distancia  de  la  tierra  firme  se 
alcanza  por  los  mismos  títulos  que  la  de  otro  territorio  cualquiera. 


Decisión  del 
congreso  de 
los  Estados- 
Unidos  de 
norte-amé- 
rica  sobre 
las  islas  de- 
siertas. 


El  congreso  federal  de  los  Estados-Unidos  norte-ameri- 
canos decidió,  el  18  de  agosto  de  1856,  que  cuando  un 
ciudadano  descubra  una  isla  ó roca  que  no  pertenezca  á 
nadie,  puede  el  gobierno  de  la  república  considerarla  como 
suya,  y aun  emplear  la  fuerza  para  la  defensa  y pro- 


tección de  sus  descubridores.  No  obstante,  estas  islas  ó rocas  no 


forman  parte  de  su  territorio,  y los  crímenes  ó delitos  que  en  ellas 
se  cometan  se  considerarán  como  si  lo  hubiesen  sido  en  alta  mar  en 


un  buque  de  la  república,  y serán  juzgados  según  las  leyes  estable- 
cidas al  efecto. 


Por  esta  misma  decisión  los  ciudadanos  de  los  Estados- Unidos  que 
tomaran,  en  condiciones  legítimas,  posesión  de  algún  depósito  de 
guano  en  islas  ó rocas  que  no  pertenecieran  á nadie,  serian  protegi- 
dos por  el  gobierno,  siempre  que  embarcaran  el  guano  para  su  país 
y lo  vendieran  según  los  precios  establecidos  por  los  reglamentos.  ** 


* Ortolan,  Diplomatie  de  la  mer,  vol.  I,  liv.  2,  ch.  7,  pp.  111-1 38 . 

**  Dana,  Elem.  int.  law  by  AYheaton,  eighth  edition,  note  104,  p.  255;  U.  S.  Sta- 
tulcs  at  large,  vol.  XI,  p.  119;  Wheaton,  Elem.  droit  int.,  pt.  2,  c!i.  4,  § 7 ; Gro- 
tius,  Droit  de  la  guerre  et  de  la  paix,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier- 
Foderé,  liv.  2,  ch.  2,  § 4 ; Ortolan,  Diplomatie  de  la  mer,  liv.  2,  ch.  8;  Vattel, 
Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  1,  ch.  18, 
§§  207,209,  295;  Wildman,  Int.  law.,\ ol.  I,  p.  70;  Brightley,  Digcst  o f tlie  laws 
of  tlie  V . S .,  p.  301;  Riquelme,  Derecho púb.  int.,  lib.  1,  tít.  1,  cap.  2;  Ortolan, 
Domaine  internalional,  § 93;  Puffendorf,  De  jure  nal.  et  geni.,  lib.  4,  cap.  6,  §4. 
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§ 156.  Aplicando  los  principios  que  nos  lian  servido  Los  1;ig,,g 
para  resolver  las  cuestiones  anteriores,  á la  consideración  sus  <oslas‘ 
que  deben  merecer  los  lagos  y sus  costas  en  derecho  internacional,  es 
claro  que  deberán  estar  sometidos  á la  nación  en  cuyo  territorio  es- 
tén situados. 

Puede  suceder,  sin  embargo,  que  las  costas  de  los  lagos  pertenez- 
can á dos  ó mas  naciones  y entonces  tendrán  que  considerarse  forzo- 
samente como  mares  libres. 

Los  publicistas  no  establecen  distinción  alguna,  con  respecto  á estas 
conclusiones,  entre  los  lagos  de  agua  salada  y los  lagos  de  agua 
dulce.  * 

§ 157.  Si  la  libertad  de  los  mares  es  un  principio  definí-  ia  libertad 
tivamente  consagrado  por  el  derecho  de  gentes,  y recono-  gacion  dolos 
cido  por  la  práctica  de  las  naciones,  parece  lógico  y natu- 
ral á primera  vista  que  se  aplique  á la  navegación  de  los  rios, 
grandes  medios  de  comunicación  también  entre  los  pueblos  y fuentes 
perpétuas  del  progreso  y la  civilización  de  las  naciones.  Partiendo 
de  esta  consideración,  es  fácil  llegar  á sostener  que  la  navegación 
de  los  rios  debe  ser  tan  libre  como  la  de  los  mares;  que  el  derecho 
de  gentes  debe  aplicarse  del  mismo  modo  á este  punto ; que  los 
reglamentos  particulares  establecidos  por  cada  pueblo  acerca  de 
esta  navegación  no  deben  tener  carácter  fiscal;  y que  la  autoridad 
no  puede  intervenir  en  ella  sino  para  facilitarla,  generalizarla  y hacer 
que  se  respeten  los  derechos  de  todos. 

Los  publicistas  admiten  el  principio  general  de  la  libi  ‘C  los  publicis- 
navegacion  de  los  rios;  pero  en  su  aplicación,  ó no  ‘JS’ 
están  de  acuerdo,  ó llegan,  concediendo  á los  Estados  un  derecho 
de  propiedad  absoluto  sobre  los  rios  en  sus  territorios,  á negar  el 
principio  admitido.  Sin  embargo,  la  tendencia  marcada  es  á gene- 
ralizar y aplicar  cada  vez  con  mas  extensión  el  principio  de  la 
libertad  fluvial. 

Kliiber  sostiene  el  derecho  absoluto  de  propiedad  de  los  Estados 
sobre  los  rios  situados  dentro  de  su  territorio,  y llega  á legitimar, 
partiendo  de  esta  afirmación,  que  un  Estado  cierre  por  completo  á los 
demás  sus  vías  fluviales. 

* Wheaton,  Elem.  droit  int pt.  2,  ah.  4,  § 11;  Martens,  Précis  du  droit  des 
gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.Vergó,  §§  39,  156;  Phillimore,  On  tnl.  law, 
vol.  I,  § 155;  HefFter,  Droit  Ínter national,  § 76;  Hautefeuille,  Des  nations  neutros, 
til.  1,  ch.  3;  Poison,  Law  of  nations,  scc.  5;  Wildman,  Int.  law,  vol.  I,  pp.  71,  72; 
Riquclme,  Derecho  púb.  Int.,  lib.  1,  tit.  I,  cap.  4. 
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Martens  modifica  un  lanto  el  rigor  de  estas  conclusiones  diciendo 
,,  que  el  paso  inocente  por  un  rio  no  debe  ser  negado,  por  mas  que  la 
facultad  de  negarlo  ó concederlo  corresponda  al  Estado  en  cuyo  ter 
ri torio  esté  situado. 

Wheaton  dice:  « Las  cosas  cuyo  uso  es  inagotable,  como  sucede 
con  el  mar  y las  aguas  corrientes,  no  pueden  corresponder  en  pro- 
piedad á nadie,  de  modo  que  no  se  puede  excluir  á los  demás  de  ser- 
virse de  ellas,  á no  ser  que  esto  incomode  ó perjudique  notoriamente 
al  propietario  legítimo.  Por  esto  hemos  visto,  |que  la  jurisdicción  de 
un  Estado  sobre  los  estrechos  ó brazos  de  mar,  situados  en  sus  cos- 
tas y sirviendo  al  mismo  tiempo  de  comunicación  con  otro  ó con 
mares  comunes  á todos  los  hombres,  no  excluye  á las  demás  na- 
ciones del  derecho  de  cruzar  libremente  por  estas  aguas.  El  mismo 
principio  se  aplica  á los  rios  que  pasan  de  un  Estado  á otro  y des- 
pués al  mar,  ó al  territorio  de  un  tercero.  El  derecho  de  nave- 
gar, para  un  fin  mercantil,  sobre  un  rio  que  corre  dentro  del 
territorio  de  muchos  Estados,  es  común  á todos  los  pueblos  situa- 
dos en  sus  orillas  ; pero  como  este  es  un  derecho  imperfecto,  su 
ejercicio  puede  ser  modificado  en  atención  á la  seguridad  de  los  Esta- 
dos interesados,  y no  puede  establecerse  de  una  manera  eficaz,  sino 
por  convenciones  recíprocas. 

«El  ejercicio  de  este  derecho  de  navegación,  continúa  Wheaton, 
implica  el  de  servirse  de  todos  los  medios  necesarios  al  goce  del 
derecho  principal.  Por  esto  la  legislación  romana,  que  consideraba 
los  rios  navegables  como  propiedad  pública  y común,  declaraba  que 
el  derecho  de  servirse  de  las  riberas  de  un  rio  suponía  el  de  aprovechar 
sus  aguas,  y que  el  derecho  de  navegar  implicaba  el  de  amarrar 
los  buques  en  las  orillas  y el  de  descargarlos.  Los  publicistas  aplican 
este  principio  del  derecho  romano  á las  relaciones  internacionales,  y 
pretenden  que  es  una  consecuencia  necesaria  del  de  libre  navegación. 
Este  derecho  incidental,  como  el  principal,  es  por  su  naturaleza 
imperfecto,  y para  su  ejercicio  debe  consultarse  la  ventaja  de  las 
partes  interesadas. » 

Heffter  sostiene  que  la  jurisdicción  de  un  Estado  se  extiende  sobre 
todas  las  vias  fluviales  que  cruzan  su  territorio  hasta  su  desemboca- 
• dura,  es  decir,  hasta  el  punto  en  que  sus  aguas  se  contunden  con  las 
i del  mar.  «Privados  de  la  libertad  que  distingue  los  altos  mares,  anade 
este  publicista,  los  rios  constituyen  una  dependencia  natural  de  los 
terrenos  que  cruzan.  Los  Estados  ribereños  pueden,  hasta  que  los 

nos  entren  en  otro  territorio,  dedicarlos  á su  propio  uso  y al  de  los 
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requisólas,  y excluir  de  él  á los  demás.  Solo  en  el  caso  de  que  el 
rio  sea  una  via  de  comunicación  indispensable  para  la  subsistencia 
de  otra  nación  no  podrá  ser  cerrado.  Los  antiguos  autores  suponían 
para  explicar  esta  regla,  un  principio  mucho  mas  extenso  que  deno- 
minaban jus  usus  innocui , en  provecho  de  todas  las  naciones,  y re- 
conocían al  mismo  tiempo  la  naturaleza  imperfecta  de  un  derecho 
que,  para  existir,  tenia  necesidad  de  ser  reconocido  por  tratados  espe- 
ciales. » 


Por  lo  que  antecede  se  vé,  que  la  objeción  mas  seria,  expuesta  con- 
tra la  libre  navegación  de  los  rios,  se  funda  en  que  estos  son  consi- 
derados como  enclavados  en  el  territorio  de  cada  Estado,  y formando 
parte  del  dominio  de  la  nación  con  el  mismo  título  que  las  tierras. 
Según  esta  doctrina,  el  pueblo  que  está  en  posesión  de  las  orillas  de 
un  rio,  desde  su  nacimiento  hasta  su  desembocadura,  es  propietario 
absoluto  de  él  y puede  disponer  de  sus  aguas,  según  tenga  por  con- 
veniente. Pero  esta  objeción  se  desvanece  desde  el  momento  en  que 
se  tienen  en  cuenta  las  grandes  vias  fluviales  de  algunos  continentes, 
que  forman  verdaderos  mares,  como  sucede  con  algunos  rios  de 
América,  y los  intereses  superiores  del  comercio  y de  la  civilización  de 
los  pueblos.  Pero  á pesar  de  la  fuerza  y valor  innegable  de  este 
argumento,  se  reconoce  generalmente  que  la  navegación  de  los  rios 
situados  dentro  del  territorio  de  un  Estado,  es  asunto  propio  y ex- 
clusivo de  él,  que  puede  reglamentarla  ó impedirla  á voluntad. 

Pero,  ¿qué  sistema  se  podrá  seguir  con  los  rios  que  cruzan  el 
territorio  de  varios  Estados?  ¿Se  resolverá  esta  cuestión  como  la 
anterior?  Lo  ha  sido,  bien  sosteniendo  que  cada  Estado  es  propie- 
tario de  la  parte  de  rio  que  cruce  su  territorio,  sin  tener  en  cuen- 
ta los  ribereños  superiores  ó inferiores;  bien  afirmando  que  estos 
tienen  la  propiedad  de  los  rios  y pueden  conceder  á los  demás, 
por  tratados  especiales  y como  un  derecho  imperfecto,  el  de  nave- 
gación, ó bien  afirmando  que  tienen  solamente  los  derechos  que  les 
concede  la  vecindad  de  la  via  fluvial.  Esta  última  opinión  cuenta 
en  su  apoyo  con  la  autoridad  de  Grotius,  y la  anterior  con  la  del 
doctor  Philimore.  En  la  práctica,  la  última  es  la  mas  generalmente 
seguida. 

Hasta  ahora  hemos  tratado  la  cuestión  de  la  libre  navegación  de 
los  rios,  ateniéndonos  mas  bien  á la  opinión  de  los  autores  que  á la 
doctrina  contenida  y sancionada  por  los  tratados.  Completaremos,  pues, 
nuestro  trabajo  viendo  cómo  se  ha  resuelto  por  los  Estados  esta 
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cuestión  y cuáles  son,  con  respecto  á olla,  las  tendencias  generales 
del  derecho  internacional  moderno.  * 

§ 158.  La  importancia  de  la  libre  navegación  de  este  rio  se 
ha  admitido  há  ya  mucho  tiempo.  En  el  congreso  de  Rasladt 
los  plenipotenciarios  franceses  exigieron  y obtuvieron  la  abolición  de 
los  impuestos  sobre  su  navegación.  La  convención  sobre  el  derecho 
de  navegación  en  el  Rhin,  firmada  en  1804,  determinó  las  relaciones 
de  los  Estados  ribereños  y fué  como  el  paso  preliminar  de  los 
principios  que  se  proclamaron  después.  El  artículo  Y del  tratado  fir- 
mado en  París  el  30  de  mayo  de  1814  establece  definitivamente  la 
libre,  navegación  de  este  rio.  Este  artículo  fué  completado  por  el  congreso 
de  Vicna  en  el  reglamento  especial  de  navegación,  reconocido  como 
parte  integrante  del  tratado  de  paz.  En  él  se  disponía,  con  respecto  al 
Uhin,  que  su  navegación  seria  enteramente  libre  y no  podría  prohibirse 
a ninguno  que  se  conformara  á los  reglamentos  que  se  establecieren 
en  bien  general  y en  favor  del  comercio  de  todas  las  naciones ; que 
una  comisión  central  cuidaría  de  la  cxtricta  observancia  del  regla- 
mento, y que,  en  caso  de  guerra,  quedaba  asegurada  la  neutralidad  de 
su  navegación. 

Una  comisión  central  fué  encargada  por  el  artículo  XXXI  del  re- 
glamento, de  arreglar  los  detalles  indispensables  y las  disposiciones 
particulares  concernientes  á las  tarifas,  á la  organización  y modo  de 
proceder  de  las  autoridades  que  se  establecieran,  á la  policía  fluvial 
y á todo  lo  necesario  para  poner  en  práctica  el  reglamento  definiti- 
vo. Esta  comisión  central  debía  haber  celebrado  su  primera  sesión 
el  Io  de  junio  de  1815  ; pero,  sin  embargo,  no  se  reunió  hasta  el 
dia  15  de  agosto  de  1816. 

Discusión  La  interpretación  del  reglamento  de  1815,  acerca 
por'ci'go-  de  la  libre  navegación  del  Rhin,  fué  causa  de  una  cucs- 

los'raises-0  tion  entre  el  gobierno  de  los  Países-Bajos  y los  demás 

BtlJUS'  Estados  ribereños  interesados  en  el  comercio  de  este  rio. 
El  primero  reclamaba  el  derecho  exclusivo  de  reglamentar  el  co- 
mercio que  se  hiciera  por  el  Rhin  en  los  parages  en  que  el  rio  cru- 
zaba por  su  territorio  y desembocaba  al  mar.  En  apoyo  de  estas  pre- 
tensiones, alegaba  que  las  palabras  empleadas  en  los  congresos  de 
París  y de  Viena  hasta  el  mar,  no  eran  sinónimas  de  en  el  mar,  y 

* Kluber,  Droit  des  gens  moderno,  § i 35;  Martens,  Précis  dw  droit  des  gens,  edi- 
lion  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé,  v.  I,  § 84;  Wheaton,  Elcm.  droit  *»/., 
vol.  I,  pp.  181,  182;  Heffter,  Droit  Ínter national,  § 77;  Caratheodory,  Du  droit 
int.  concernanl  les  grands  cours  d’eau,  pp.  29  ct  seq. 
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que  interpretando  estos  tratados  en  dicho  sentido,  era  preciso  limitar 
sus  disposiciones  al  verdadero  Rhin,  que  no  era  navegable  hasta  su 
desembocadura.  Para  apreciar  el  valor  del  argumento  alegado  á favor 
de  sus  pretensiones,  es  preciso  tener  en  cuenta  que  este  rio  se  divide, 
cerca  del  Nimegue,  en  tres  grandes  ramas,  que  toman  los  nombres 
de  Waal,  Lech  é Issel.  Ninguna  de  ellas  es  conocida  con  el  nombre  de 
Rhin,  que  se  aplicaba  solamente  al  rio  pequeño  que  se  separa  del 
Lech  en  Wycle.  Estas  pretensiones  del  gobierno  neerlandés  eran 
seguramente  contrarias  al  espíritu  y á la  letra  de  los  tratados  que 
se  extendía  á consagrar  el  uso  de  aquellas  aguas,  desde  el  punto  en 
que  eran  navegables  hasta  el  mar. 

Muchos  esfuerzos  se  hicieron  por  los  contendientes  para  arreglar 
esta  cuestión,  pero  todos  fueron  infructuosos.  Inglaterra  tomó,  al  fm, 
la  iniciativa  en  este  asunto  y la  sometió  al  congreso  de  Verona. 

En  una  nota  del  27  de  noviembre  de  1827 , el  duque  de  Las  diferen- 
Wellington  declaraba  que,  en  contradicción  con  el  acta  del  Metidas  al" 
congreso  de  Viena,  Holanda  cerraba  al  comercio  las  bocas  co\4íona  de 
del  Rhin,  y que  como  la  cuestión  era  de  interés  general,  el  ministro 
inglés  habia  recibido  la  órden  de  proponer  á las  potencias  aliadas  que 
tomaran  las  medidas  oportunas  cerca  de  la  corte  de  Bruselas  para 
asegurar  el  cumplimiento  de  las  estipulaciones  de  dicho  congreso  rela- 
tivas á la  libre  navegación  del  Rhin.  Según  resulta  del  protocolo  de 
esta  sesión,  los  plenipotenciarios  de  Austria,  Prusia  y Rusia  recono- 
cieron que  las  cinco  potencias  tenían,  en  efecto,  el  derecho  de  recla- 
mar la  ejecución  de  los  principios  establecidos  por  el  congreso  de 
Viena  con  respecto  á la  navegación  lluvial.  El  plenipotenciario  francés 
fué  el  único  que  reservó  su  parecer  hasta  pedir  instrucciones  á su 
gobierno. 

A pesar  de  esta  solemne  manifestación  el  gobierno  de  1g3l 
Holanda  insistió  en  sus  pretensiones  y no  cedió  de  ellas  f;°cnv3e/‘den 
hasta  la  convención  concluida  en  Mayence  el  31  de  marzo  j”jfr7E'sSdos 
de  1831  entre  todos  los  Estados  ribereños  del  Rhin.  Sus  ribereños, 
estipulaciones  han  sido  completadas  posteriormente  por  muchas  dis- 
posiciones adicionales.  La  convención  de  Mayence  consagra  la  libre 
navegación  del  Rhin  desde  el  punto  en  que  es  navegable  hasta  el  mar, 
comprendiendo  sus  dos  principales  brazos  en  los  límites  de  los 
Paises-Bajos,  el  Lech  y el  Waal, como  prolongación  del  Rhin,  pasando 
el  primero  por  Rotterdan  y Briel,  y el  segundo  por  Dordrecht  y ílel- 
vcetzluys,  con  el  derecho  do  hacer  uso  del  canal  de  Yoernapara  la  co- 
municación con  Helvoetzluys.  El  gobierno  neerlandés  se  obliga  en  el 
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caso  en  que,  por  cualquier  accidente,  se  obstruyeran  para  la  navegación 
los  pasos  al  mar  por  Briel  y Helvoetzluys,  á señalar  otras  vias  de  co- 
municación tan  cómodas  y fáciles  como  las  abiertas  á sus  propios 
súbditos.  Se  reglamentó  también  la  policía  del  rio  y se  fijaron  los 
derechos  que  debían  satisfacer  los  buques  y mercancías  que  cruzaran 
el  territorio  neerlandés  en  dirección  al  mar,  ó viniendo  del  mar  para 
subir  al  rio.  También  se  fijaron  los  derechos  que  en  este  concepto 
correspondían  á los  demás  puertos  de  los  Estados  situados  á las  ori- 
llas del  alto  Rhin. 

Aunque  por  esta  convención  se  ha  proclamado  resueltamente 
su  libre  navegación  existen  todavía  principios  y restricciones,  que  no 
se  hallan  de  completo  acuerdo  con  lo  resuelto  : en  este  número  puede 
contarse  el  no  permitir  mas  que  á los  súbditos  legítimos  de  los  Estados 
ribereños  la  navegación  del  Rhin  arriba  y la  de  este  al  mar.  En  este 
punto  no  aplica  de  una  manera  lógica  los  principios  del  tratado  de 
París  de  1814,  ni  los  establecidos  por  el  reglamento  orgánico  de  1815.  * 
j [di  § 159.  A fines  del  siglo  pasado  tuvo  lugar  la  célebre 
cuestión  acerca  de  la  libre  navegación  del  Escalda,  en- 
tre Austria  y las  Provincias-Unidas. 

El  tratado  de  Westfalia,  que  fundaba  la  independencia  de  las  Provin- 
cias-Unidas, contenía  un  artículo  en  virtud  del  cual  la  desembocadura 
del  Escalda,  medio  de  comunicación  principal  entre  ellas  y las  diez 
provincias  católicas  que  aun  estaban  bajo  la  dominación  de  España, 
quedaba  cerrada  completamente  para  el  comercio  con  las  Provincias- 
Unidas. 

Estas  provincias  católicas  de  los  Paises-Bajos  fueron  cedidas  al 
Austria  en  1713  por  el  tratado  de  Utrecht,  y sometidas  á una  servi- 
dumbre militar  en  favor  de  las  Provincias-Unidas.  El  tratado  de  15 
de  noviembre  de  1815  entre  Austria,  Inglaterra  y Holanda  disponía 
que  muchas  de  sus  ciudades  recibieran  guarnición  holandesa. 

En  1784,  José  II,  con  el  objeto  de  desembarazar  á Bélgica  de  la 
servidumbre  comercial  que  sobre  ella  pesaba,  hizo  algunas  reclama- 
ciones al  gobierno  de  las  Provincias-Unidas.  Este  las  desatendió  y 
entonces  el  emperador  declaró  que  no  podía  consentir  que  uno  de  los 
mejores  ríos  del  mundo  permaneciera  cerrado  al  comercio  y que  la 
política  hubiera  despojado  á sus  súbditos  de  un  beneficio  que  la  natu- 

MVheaton,  Elem.  droit  int,  pp.  184,  185,318;  Caratheodory,  Bu  droit  int.  con- 
c ernant  les  grands  cou/rx  d'cau , pp.  115,  116;  Wheaton,  Hisl.  prog.  du  droit  des 
gens]  Ortolan,  Domuinc  intcrnational , § 44;  Martens,  Nouveau  recueil,  v.  IX,  p.  252; 
Phillimore,  On  int.  hw,  vol.  I,  §§  163-1G8 
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raleza  les  habia  concedido.  El  emperador  manifestó  que  renunciaría 
á sus  antiguas  reclamaciones,  si  las  Provincias-Unidas  consentian  en 


abrir  á sus  súbditos  la  navegación  del  Escalda. 

Los  holandeses  solicitaron  entonces  la  mediación  de  de 

Inglaterra  y de  Francia  que,  aceptada  por  esta  última,  pro-  Fff¿ne' 
dujo  el  tratado  de  Fontainebleau  de  8 de  noviembre  de  1785,  tratado 
que  confirmaba  el  de  Westfalia;  pero  que  dejaba  cerrado  el  Escalda 
para  las  provincias  belgas,  desde  Saftingen  hasta  el  mar.  Tratado  do 

En  el  tratado  de  París  de  30  de  mayo  de  1814  se  establece,  Pansdei8u- 
por  el  3°  de  sus  artículos  secretos,  que  la  libre  navegación  del  Escal- 
da se  fundaría  sobre  los  principios  que  en  su  artículo  5o  regularizaban 
la  del  Rhin. 


Este  principio  fué  confirmado  por  el  artículo  1°  del  reglamento 
que  forma  parte  del  acta  final  de  este  tratado,  artículo  que  consa- 
graba también  la  libre  navegación  del  Mein , el  Mosa,  el  Moselle  y el 
Neckar. 

A virtud  del  mismo  tratado  el  puerto  de  Antuenpia  debía  convertirse 
en  punto  puramente  mercantil,  y sus  fortificaciones  serian  destruidas. 

Por  el  tratado  de  1839  entre  Bélgica  y Holanda  Tratado? ñire 
se  dispuso  que  se  aplicarían  á los  rios  navegables  que  nSílnda? 
separan  ó cruzan  el  territorio  de  ambos  Estados  los  artículos  corres- 
pondientes del  acta  final  de  Viena,  y que  la  navegación  del  Escalda 
se  sometería  á la  vigilancia  y cuidado  común  ejercido  por  comisarios 
nombrados  al  efecto.  El  Escalda  quedó  desde  entonces  abierto  al  comer- 
cio de  todas  las  naciones,  formando  de  este  modo  un  extraño  con- 
traste con  los  principios  proclamados  respecto  al  Rhin. 

Posteriormente  y merced  al  tratado  de  12  de  mayo  Xrat’8®3cn_ 
de  1863  entre  Bélgica  y los  Paises-Bajos,  el  rey  de  Holanda  j.'  Jos^r/iics 
ha  renunciado  á todos  sus  derechos  sobre  el  Escalda  por  BajüS- 
mádio  de  una  indemnización  de  17.141.640  florines,  que  se  ha  obli- 
gado á abonarle  el  gobierno  belga.  Dicho  monarca  ha  hecho  saber, 
con  fecha  lo  de  julio  de  1863,  á las  potencias  interesadas,  que  esta 
renuncia  era  aplicable  á todas  las  banderas;  el  de  Bélgica  ha  hecho 
también  una  declaración  semejante. 

En  un  tratado  celebrado  en  mayo  de  1863  entre  Bélgica  Tra,ado3en_ 
y los  Estados-Unidos  norte-americanos,  estos  se  han  obli-  j”  £sy 
gado  á pagar  una  parte  de  la  capitalización  de  los  derechos 
sobre  el  Escalda,  siempre  que  no  exceda  de  36  millones  de  francos,  oe 
los  cuales  Bélgica  tendrá  que  pagar  una  tercera  parte,  y siempre  (pie 
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la  cantidad  que  cu  este  concepto  corresponda  á los  Estados-Unidos  no 
pase  de  2. 779. 200  francos.  * 

§ 160.  En  1815  se  firmó  un  tratado  entre  Prusia  y 
Sajoniaenquc  se  disponía  que  se  aplicaran  lo  mas  pronto 
posible  á la  navegación  del  Elba  los  principios  del  congreso  de 
Viena.  Al  efecto  se  nombró  una  comisión  de  los  Estados  ribereños 
que  dieronpor  terminado  su  trabajo  el  dia  23  de  junio  de  1821,  en 
que  firmaron  un  acta  de  navegación  compuesta  de  treinta  y cuatro 
artículos. 

Esta  acta  contradecía  por  su  espíritu  exclusivo  los  principios  del 
congreso  de  Viena;  pero  en  1844,  y merced  á los  esfuerzos  de  la 
ciudad  libre  de  Hamburgo,  una  adicional  corrijió  esta  contradicción 
y estableció  sobre  mas  ancha  base  la  navegación  del  Elba. 

Aun  después  de  esta  época  no  se  podia  considerar  como  entera- 
mente libre  la  navegación  de  este  rio,  á causa  del  Peage  de  Stade  á 
favor  de  Hanover.  Esta  cuestión,  sin  embargo,  ha  sido  últimamente 
resuelta,  conformándose  el  Hanover  á recibir  una  indemnización  pe- 
cuniaria. Desde  ese  momento  puede  considerarse  como  enteramente 
libre  la  navegación  del  Elba.  ** 

§ 161.  La  libre  navegación  del  Pófué  establecida  principal- 
mente por  el  tratado  del  3 de  julio  do  1859  entre  Austria  y 
los  ducados  de  Parma  y Módena,  al  cual  se  adhirió  en  1850  el  go- 
bierno del  Papa. 

En  él  se  estipuló  que  la  navegación  del  Pó  seria  enteramente  libre 
y no  podría  prohibirse  á nadie  bajo  ningún  pretesto;  se  determi- 
naba que  los  reglamentos  por  que  debía  regirse  se  hicieran  en  el 
sentido  mas  favorable  posible  al  desarrollo  del  comercio  de  todas 
las  naciones;  se  aboban  todos  los  .antiguos  derechos;  se  declaraba  que 
no  pudiéndose  conceder  el  monopolio  exclusivo  de  la  navegación  del 
rio  á una  asociación  ó corporación , menos  se  podría  otorgarla  á sim- 
ples particulares,  y que  los  derechos  de  aduana  no  tendrían  nada  de 
común  con  el  de  navegación  que  se  percibiría,  destinado  exclusi- 
vamente á cubrir  los  gastos  necesarios  para  la  buena  conservación 


* Dana,  Elem  int .,  law,  by  AVheaton,  eighth  edition,  note  116,  p.  2/6;  United  Sta- 
tes latos,  1865,  p.  57;  Law  of  nations,  pp.  282,  361,  468;  Wheaton,  Elem. droit  int., 
pt.  2,  ch.  4,  §§  16,  17;  Ortolan,  Domaine  inlernational,  § 44;  De  Cussy,  Droit  ma- 
riiimc,  liv.  1,  tit.  2,  § 57;  Phillimo?c,  On  int.  lato,  vol,  I,  §§  164-168;  Martens, 
Nouveau  recueil,  v.  IX,  p.  361;  Recudí  de  traités,  v.  XXX,  p.  209;  Moyer,  Corpus 
juris  tjerm..  v.  II,  pp.  224-239,  298;  Caratlieodory,  Bu  droit  inlernational  concernanl 
les  cjrands  cours  d'eau,  pp.  117-118. 

**  Earatheodory,  Du  droit  inlernational  concernant  les  grands  cours  d'eau,  p.119. 
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clel  rio;  y se  nombraba,  enfin,  una  comisión  de  vigilancia  cuyas 
atribuciones  eran  minuciosamente  definidas. 

El  tratado  de  Zurich  de  10  de  noviembre  de  1859  entre  Austria, 
Francia  y Cerdeña  confirma  también  la  libre  navegación  del  Pó  decla- 
rando que  esta  y la  de  sus  afluentes  deberá  ser  sostenida  en  confor- 
midad con  los  tratados.  * 


§ 162.  El  Danubio  lia  sido  el  último  rio  de  Europa  á 
que  se  ha  aplicado  el  principio  de  la  libre  navegación. 

El  artículo  4o  del  tratado  de  Bukarest  de  1812  es- 
tablecía que  la  navegación  del  Danubio  seria  común  á 


El  Danubio. 


181 2 

Tratado  de 
Bukarest. 


Rusia  y á Turquía  con  la  reserva  de  que  los  buques  de  guerra  rusos 
podrían  bajar  el  rio  hasta  la  desembocadura  del  Piuth. 

En  1829,  y después  de  la  paz  dt  Andrinópolis,  Rusia  se  hizo  dueña 
exclusiva  de  la  navegación  á pesar  de  las  protestas  de  la  Gran-Bretaña. 

El  tratado  de  2o  de  julio  de  1840  entre  Austria  y H840. 
Rusia  establecía  la  libre  navegación  del  Danubio;  pero  lüsula  j-rÍ- 
no  llegó  á cumplirse,  permaneciendo  como  letra  muerta  sia‘ 
á causa  del  artículo  segundo  del  de  Andrinópolis  que  reconocía  el 
dominio  exclusivo  de  Rusia  sobre  la  desembocadura  de  Sulina. 


Llegó  á tomar  tal  importancia  esta  cuestión  que  <856. 

. 1 Tralado  de 

cuando  la  última  guerra  entre  Rusia  y las  potencias  alia-  París, 
das  se  hizo  de  la  libre  navegación  de  ese  rio  una  condición  indis- 
pensable para  la  conclusión  de  le  paz,  llegándose  á consagrar  este 
principio  en  el  tratado  de  París  de  1856. 


Este,  estipuló  que  se  aplicarían  á la  navegación  del  Danubio  y á 
sus  bocas  los  principios  del  congreso  de  Viena;  que  para  aplicar 
estos  principios  se  nombraría  una  comisión  compuesta  de  los  delega- 
dos de  todas  las  naciones  representadas  en  el  congreso  y encargada 
de  disponer  y hacer  ejecutar  los  trabajos  necesarios  para  desem- 
barazar las  bocas  del  Danubio  y el  mar  cercano  con  el  objeto  de  faci- 
litar la  navegación ; que  se  nombraria  una  segunda  comisión 
compuesta  de  los  delegados  de  los  Estados  ribereños,  la  cual  seria  per- 
manente y tendría  por  objeto  redactar  los  reglamentos  de  navegación 
y de  policía  fluvial,  hacer  desaparecer  las  trabas  que  se  oponen  con 
respecto  al  Danubio  á la  aplicación  de  las  disposiciones  del  tratado  de 
Viena,  ordenar  y hacer  ejecutar  los  trabajos  necesarios  según  el  es- 
tado del  rio,  y cuidar,  una  vez  disuelta  la  comisión  européa,  dt.  que 
las  bocas  del  Danubio  y el  mar  cercano  se  conserven  en  buen  estado 


* Cnrathcodory,  Du  droil  int.  concernanl  les  grands  cours  d'cau,  p.  122. 
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para  la  navegación;  y que,  por  ultimo,  tendría  que  dar  por  termi- 
nado su  trabajo  en  el  plazo  de  dos  años,  y la  comisión  ribereña  cum- 
pliría en  el  mismo  los  dos  primeros  trabajos  que  se  le  encar- 
gaban . 


1857. 

Acta  de  na- 
vegación fir- 
mada entre 
los  Estados 
ribereños. 


A consecuencia  de  estas  estipulaciones,  los  Esta- 
dos ribereños  del  Danubio  firmaron  el  7 de  noviembre  de 
1857  un  acta  de  navegación,  compuesta  de  47  artículos,  y 
cuyas  determinaciones  mas  importantes  eran  las  siguientes : 


Los  Estados  signatarios  manifestaban  el  mayor  respeto  á las 
condiciones  del  congreso  de  Viena  y á las  del  de  París  y se  apresu- 
raban á declarar  la  entera  y completa  libertad  del  Danubio.  Se 
aboderon  por  ella  todos  los  privilegios  concedidos  á las  corpora- 
ciones y á los  particulares,  y todos  los  derechos  que  se  exigían 
en  la  navegación  del  rio.  Se  declaran  todos  los  puertos  del  Danu- 
bio con  derecho  á una  navegación  como  la  de  alta  mar,  y el  rio 
abierto  para  los  buques  de  todas  las  naciones,  que  serian  recibi- 
dos y tratados  bajo  la  mas  completa  igualdad.  Fueron  abolidos  todos 
los  peages  basados  sobre  el  solo  hecho  de  la  navegación  y todos  los 
derechos  que  se  cobraban  sobre  las  mercancías.  Se  modificaron  los 
reglamentos  sanitarios,  en  sentido  favorable  á la  facilidad  del  comer- 
cio. Se  estableció  un  buen  sistema  de  pilotage  para  los  pasos  difíciles, 
y se  dispuso  que  la  navegación  interior  de  puerto  á puerto  quedara 
reservada  á los  súbditos  de  los  Estados  ribereños. 


Discusiones  Esta  última  disposición  que  heria  los  derechos  de  los  Es 
origen  por  tados  ribereños  junto  con  algunas  omisiones  de  importan- 

pane  de  los  .....  , , , 

ribereños  cia^dio  lugar  a que  estos  Estados  protestaran  contra  el 
acta  de  navegación  del  Danubio,  declarándola  contraria  á las  dispo- 
siciones del  acta  final  de  Viena  y á las  del  tratado  de  París.  La  cues- 
tión no  ha  podido  aun  resolverse  á pesar  de  las  conferencias  de 
París  de  1858,  en  las  cuales  el  ministro  de  la  Puerta  Otomana  de- 
claró que  el  gobierno  turco  consentía  en  esperar  la  solución  de  la 
cuestión  promovida,  tomando  en  consideración  las  observaciones 
expuestas  por  las  potencias,  antes  de  aplicar  á la  parte  de  rio  que 
recorre  el  “territorio  del  imperio  los  principios  del  acta  de  navegación,, 
conservando  el  estado  de  cosas  que  resultaba  de  sus  tratados  con  los 
Estados  no  ribereños. 

De  todos  los  Estados  queconcurrieron  á la  celebración  del  tratado 

de  París  de  1856,  Austria  es  el  único  que  sostuvo  la  legitimidad  del 
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acta  de  navegación  de  4857  y su  conformidad  con  los  tratados  de 
Viena  y de  París.  * 

§163.  La  libre  navegación  del  Misisipí  es  un  hecho  desde 
1795;  sin  embargo,  los  debates  á que  dió  lugar  entre  el  n Misis’i1í- 
gobierno  de  España  y el  de  los  Estados-Unidos  norte-americanos, 
constituyen  uno  de  los  precedentes  de  mas  valor  en  la  cuestión  de  la 
libre  navegación  de  los  rios. 

Por  la  paz  de  París  de  1763,  España  y Francia  cedieron  á Ingla- . 
térra,  la  primera,  la  Florida,  y la  segunda  el  Canadá.  El  derecho  de 
navegar  por  el  Misisipí  se  reconoció  entonces  como  exclusivo  de  la 
Gran-Bretaña.  Poco  tiempo  después  la  Luisiana  fue  cedida  á España 
por  Francia,  y la  Florida  volvió  también  á su  poder,  en  virtud  del 
tratado  de  1783. 

España  dominaba  así  la  desembocadura  del  Misisipí,  y pretendió, 
por  este  motivo,  el  derecho  exclusivo  de  navegación  sobre  la  parte 
de  este  rio  situada  en  sus  dominios. 

Los  Estados-Unidos,  entre  tanto,  se  habían  constituido  Discusión 
en  nación  independiente,  y por  el  artículo  VIH  del  tra- 
tado  de  1783  que  reconocía  esta  independencia,  se  resta-  unidos, 
bleció  que  la  navegación  del  Misisipí  seria  libre  y franca  á los  ciuda- 
danos de  los  Estados-Unidos  y á los  súbditos  de  la  Gran-Bretaña. 
El  gobierno  de  aquellos  estaba,  pues,  en  el  deber  de  oponerse  á las 
pretensiones  del  de  España,  y así  lo  hizo.  Las  razones  que  alegó 
fueron  concluyentes.  Los  Estados-Unidos  fundaban  su  derecho  á par- 
ticipar con  España  de  la  navegación  por  el  Misisipí,  en  la  conside- 
ración de  que,  así  como  el  Océano  era  libre  para  todos  los  hombres, 
los  rios  debian  serlo  para  todos  los  ribereños,  y en  que  casi  lodos 

* Caratheodory,  Du  droit  inlernalional  concernanl  les  grands  cours  d’eau,  |>|>.  124- 
135;  Herodoto,  lib.  4,  § 51;  Strabon,  lib.  7,  cap.  0;  Das  Gcographi  che  element  un 
Welthandel  mil  besonderer  Rücksicht  auf  die  Dañan  (Manchen  1813/;  Marlons,  If  M, 
v.II,  p.  393;  v.  IV,  p.  222;  v.VII,  p.  497;  Wurm,  Vier  briefe  üher  die  freie  Donuus- 
chiffahrl  (Leipzig  1855),  S.  17 ; Ñola  de  lord  Aberdeen  de  3/  de  octubre  1829  al  em- 
bajador de  S.  M.  B.  en  San  Petersburgo;  Correspondente  wilh  the  fíussian  govern- 
menl  respecting  obslruclions  lo  Ihe  navigalion  of  the  Salina  Channel  of  Ihc  ¡Jnnubo 
in  papers  luid  before  partiatnenl  (1853);  Drei  Oeslerrelehisehc  Denkschnflen  uberdte 
Donauschiffahrlsactc  vom.  7,  nov.  1857  (Leipzig,  1858);  Instrucciones  enviadas  el 
29  de  dic.  de  1817  al  primer  interprete  del  Divan  imperial , v.  Jasiinunl,  Aklcn- 
stücke,  v.  III,  p.  174¡  jy0ta  circular  dirigida  el  10  de  enero  de  1818  ú los  represen- 
tantes otomanos  en  el  extranjero , v.  Jasmund,  Aktenslücke,  v.III,  p.  170;  Protocoles 
de  (a  Conférence  de  Vícnne,  v.IV,  V;  Congrés  de  París , Séaoces  du  0 mars  el  du  12 
mars  1856;  Mémoirc  aulriehienne  du  21  mars  4853;  Mémoirc  de  M.de  Prokesch  du 
23  mars  1833  ; Mémoirc  sur  la  liberté  du  Da  nube,  p.  37.  (Traite  du  Zollveroiti  aver 
la  Bavicrcet  le  Wurlemberg.) 
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los  Estados  permitían  á los  ribereños  extranjeros  navegar  libre- 
mente por  los  rios  que  se  encontraban,  en  parte,  en  su  territorio. 
Cuando  los  habitantes  de  la  parte  inferior  de  un  rio,  decía  el  gobierno 
de  los  Estados-Unidos,  se  oponen  y logran  que  los  de  la  superior 
no  naveguen  por  sus  aguas,  es  que  ha  triunfado  el  mas  fuerte 
sobre  el  débil,  y la  sociedad  en  general  condena  estos  triunfos.  De- 
mostraba también  la  conveniencia  de  la  admisión  de  sus  principios 
haciendo  ver  que  los  súbditos  españoles  alcanzarían  por  este  medio 
ventajas  de  que  se  privaban  de  otro  modo. 


i79S  El  resultado  de  este  debate  fue  el  tratado  de  San  Lo_ 

són* Lorenzo  renzo  de  1795;  por  él  se  reconoció  que  los  ciudadanos  de 
os  Estados-Unidos  podian  navegar  libremente  por  el  Misisipí. 

Después  de  este  tratado  los  Estados-Unidos  adquirieron  la  Luisiana 
y la  Florida,  con  lo  cual  el  Misisipí,  desde  su  fuente  hasta  su  del- 
sembocadura,  guedó  incluido  en  el  territorio  de  la  república  norte- 
americana. Por  otra  parte,  no  habiéndose  confirmado  el  tratado  de 
1783  entre  Inglaterra  y los  Estados-Unidos  por  el  tratado  de  Gand 
de  1814,  los  últimos  han  adquirido  el  dominio  eminente  del  Misi- 
sipí, como  rio  situado  dentro  de  su  territorio.  * 
ei  san  § 164.  La  navegación  del  San  Lorenzo  y de  sus  grandes 
lagos  dio  lugar  á una  cuestión,  de  la  misma  naturaleza 
que  la  del  Misisipí,  entre  Inglaterra  y los  Estados-Unidos. 

La  primera  estaba  en  posesión  de  las  orillas  septentrionales  de  los 
lagos  y del  rio  en  toda  su  extensión,  así  como  de  las  orillas  meridio- 
nales, desde  los  45  grados  de  latitud  hasta  su  desembocadura.  Las 
orillas  meridionales  de  los  grandes  lagos  y del  San  Lorenzo  hasta  el 
sitio  en  que  las  fronteras  venían  á tocar  el  rio,  pertenecían  á los  Es- 
tados-Unidos , que  reclamaban  el  derecho  de  la  libre  navegación 
desde  su  origen  hasta  su  desembocadura,  fundándose  en  el  derecho 
natural  y en  la  necesidad. 

Discusión  Los  Estados-Unidos  alegaban,  en  la  correspondencia  que 
tados-unidos  con  este  motivo  sostuvieron  con  el  gobierno  inglés,  que  el 
w ingiatcna.  mjsm0  COngreso  de  Viena  consagraba  la  libertad  de  la 

navegación  fluvial  en  todas  las  naciones,  que  Inglaterra  había,  toma- 
do parte  en  él , y que  sus  conclusiones  podian  considerarse  como 
expresión  legítima  de  la  opinión  pública  en  Europa.  Se  fundaba 


* W beatón,  Hisloire  des  progrés  du  droit  des  gens , vol.  II,  pp.  19(3  et  seq.; 
Wheaton,  Elem.  droit  int.,  pte.  2,  ch.  4,  § 18;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  I, 
§169;  De  Cussy,  Droit  marilime , liv.  1,  tit.  2,  § 57:  liv.  2,  ch.  28;  Waite,  State 
paper s,  vol.  X,  pp.  135-140. 
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también  en  que  antes  de  la  guerra  de  independencia  de  la  repú- 
blica, las  colonias  inglesas  tenian  derecho  á la  libre  navegación 
de  este  rio,  derecho  que  habia  sido  alcanzado  después  de  la  guerra 
de  1756,  merced  á los  esfuerzos  reunidos  de  la  metrópoli  y las  colo- 
nias; que  la  libre  navegación  del  San  Lorenzo  no  podía  ocasionar 
perjuicios  á los  intereses  de  la  Gran-Bretaña. 

El  gobierno  inglés  se  opuso  á estas  pretensiones,  sosteniendo  que  el 
libre  paso  de  una  nación  sobre  un  territorio  extranjero  se  habia  con- 
siderado siempre  como  excepción  al  derecho  de  propiedad;  que  los 
principios  adoptados  por  el  congreso  de  Viena  eran  resultado  de  un 
convenio  mutuo,  que  se  basaba  en  los  intereses  de  los  distintos  Esta- 
dos ribereños  de  un  rio,  y no  podian  servir  para  justificar  la  doctrina 
de  un  derecho  natural,  y que  la  pretensión  del  gobierno  de  la  re- 
pública norte-americana,  con  respecto  á otro  anterior,  no  era 
sostenible,  porque  aun  cuando  este  derecho  hubiera  existido  debía 
cesar  necesariamente  desde  el  tratado  de  1783,  que  reconocía  la  in- 
dependencia de  la  república. 

El  gobierno  de  los  Estados-Unidos  replicaba,  que  cuando  un  rio 
separa  ó cruza  muchos  Estados,  los  habitantes  de  la  parte  superior 
tenian  un  derecho  á su  navegación,  derecho  de  tal  fuerza  que  no 
podía  ser  negado  ó desconocido  por  los  habitantes  de  la  parte  infe- 
rior. Y que  el  derecho  natural  necesitaba  muchas  veces  de  una  ex- 
presión positiva  y que  por  esto  los  principios  proclamados  en  Viena 
debían  considerarse  como  un  homenage  tributado  por  el  hombre  al 
gran  legislador  del  universo,  libertando  sus  obras  de  las  trabas  á las 
cuales  habían  sido  arbitrariamente  sometidas. 

Philimore  censuró  la  conducta  del  gobierno  inglés,  manifestando 
que  en  este  caso  el  sunsunun  jus  era  sinónimo  de  summa  injuria. 

Esta  cuestión  no  ha  sido  resuelta  hasta  el  tratado  entre  iso*. 
Inglaterra  y los  Estados-Unidos,  firmado  en  Washington  tre  mgiater- 

. . ra  y los  Es- 

el  dia  5 de  junio  de  1864.  En  el  artículo  4o  se  estipula  lados-unidos 
que  ios  Estados-Unidos  tendrán  derecho  de  libre  navegación  sobre  el 
rio  San  Lorenzo  y los  canales  del  Canadá,  como  medios  de  comuni- 
cación entre  los  grandes  lagos  y el  Océano  atlántico,  y que  este  de- 
recho será  tan  libre  como  el  de  los  súbditos  de  S.  M.  Biilánica,  que- 
dando sujetos  á los  mismos  peages. 

El  gobierno  inglés  se  ha  reservado  el  derecho  de  suspender  esti 
privilegio,  notificándolo  antes  debidamente  al  de  los  Estados-Unidos.  * 

* Wlieaton,  Hist.  law  of  natians,  pp.  511  et  seq.;  Wliealon,  Elem . droit  int., 
ptc.  2,  cli . -5,  S 19;  De  Cussy,  Droit  maritime.  liv.  2,  ch.  SS;  Phillimoro, 
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Jj1  plata* lu  § 105.  En  la  América  del  Sur  la  cuestión  de  las  vias  na- 
vegables es  de  una  inmensa  importancia.  Los  Estados  en  que  se  divide 
esta  parle  del  continente  americano,  separados  por  montañas  inaccesi- 
bles ó por  inmensos  bosques,  casi  no  tienen  mas  vias  de  comunicación 
que  las  lluviales.  Entre  estas,  una  de  las  mas  importantes,  y que 
por  medio  de  sus  numerosos  afluentes  baña  una  extensión  de  cerca 
de  300,000  leguas  cuadradas,  es  la  del  Rio  de  la  Plata. 

Traiadus  con  rePllk^ca  argentina,  durante  la  dictadura  del  general 

1deI1®1lseya  Rüsas>  sostuvo>  Andándose  en  los  tratados  celebrados  con 
Inglaterra  de  2 de  lebrero  de  1825,  y el  24  de  noviem- 
bre de  1843,  el  derecho  exclusivo  á la  navegación  interior  de  este  rio. 

El  partido  mas  liberal  y avanzado  de  la  misma  república,  sostenía 
en  contra  de  las  ideas  exclusivas  del  dictador  Rosas,  el  principio  de 
la  libre  navegación  de  los  rios.  Una  vez  concluida  por  los  tratados 
de  1849  y 1850  la  intervención  anglo-francesa  en  el  Rio  de  la 
Plata,  Rosas  que  no  se  habia  sostenido  sino  merced  á ella,  fué 
derrotado  en  Monte-Caseros  por  los  ejércitos  aliados  de  la  república 
argentina  y del  Brasil,  al  mando  del  general  Urquiza,  gobernador  de 
la  provincia  de  Entre-Rios.  Con  este  hecho  cambió  la  significación 
del  gobierno  argentino,  y el  mencionado  general  se  apresuró  á reco- 
nocer el  principio  de  la  libre  navegación  de  los  rios,  tan  tenazmente 
combatido  por  el  general  Rosas. 

H85i  El  13  de  octubre  de  1851  se  concluyó  en  Rio-Ja- 

kalrepúbiica  neiro  un  tratado  entre  el  gobierno  imperial,  y el  de  la 
y el  Brasil,  república  del  Uruguay,  relativo  al  comercio  y a la  na- 
vegación de  los  rios  que  cruzan  estos  Estados.  El  artículo  XIV  es- 
tablece que  la  navegación  del  Uruguay,  y de  sus  afluentes  seria  libre 
para  las  partes  contratantes,  y el  XV  estipula  que  los  ribereños 
del  rio  de  la  Plata  y de  sus  afluentes  serian  invitados  á la  celebración 
de  un  convenio,  que  tendría  por  objeto  la  libre  navegación  del  Paraná 
y del  Paraguay. 

El  dia  10  de  julio  de  1853,  el  general  Urquiza,  en  su 
carácter  de  presidente  de  la  confederación  argentina,  firmó 
en  San  José  de  Flores  con  los  representantes  de  Francia, 
Inglaterra  y los  Estados-Unidos  norte-americanos,  ti  es  da- 
tados que  consagraron  el  principio  de  la  libre  navegación 
de  los  rios. 

En  ellos  se  estipuló  que  la  navegación  fluvial  del 

On  internaiional  law,  vol.  J,  § 170;  Iiansard,  Parí,  deb.,  vol.  CXXVII,  n°  6,  pp. 
1073- íi;  Conyress  docs.,  1827,  1828,  n°  43;  U.  S.  S la  tutes  al  large,  vol.  X,  p- 
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Paraná  y del  Uruguay  pertenecientes  á la  confederación  argen- 
tina seria  enteramente  libre;  que  para  asegurar  este  principio  no 
podría  poseer  la  isla  de  Martin  García,  situada  á la  entrada  de 
estos  rios,  ningún  Estado  que  no  hubiera  proclamado  antes  el  dere- 
cho de  la  libre  navegación,  y que  aun  en  el  caso  de  guerra  entre  los 
Estados  ribereños  la  navegación  del  Paraná  y del  Uruguay  seria  libre 
para  los  buques  mercantes  de  todos  los  Estados,  siempre  que  no  con- 
dujeran municiones  ó armas  de  guerra. 

Por  un  decreto  del  dia  10  de  octubre  de  1853,  la  re- 
pública del  Uruguay  abrió  al  comercio  de  todas  las  nacio- 
nes sus  rios  navegables,  y en  virtud  de  un  tratado  firmado 
el  4 de  marzo  del  mismo  año  entre  el  Paraguay  y los 
gobiernos  de  Francia  y de  Inglaterra,  el  primero  con- 
cedió á dichas  dos  naciones  la  libre  navegación  del  rio 
Paraguay  hasta  la  Asunción. 

La  confederación  argentina  extendió  por  su  convención 
fluvial  con  el  imperio  del  Brasil  del  20  de  noviembre  de 
1857  los  principios  que  había  ya  admitido,  respecto  á la 
navegación  de  los  rios,  en  sus  tratados  con  los  Estados  de 
Europa  y con  los  Estados-Unidos  norte-americanos. 

En  esta  convención  el  gobierno  de  la  república  argentina  decla- 
raba libre  para  el  comercio  de  todas  las  naciones  la  navegación  de 
los  rios  Uruguay,  Paraná  y Paraguay,  desde  el  de  la  Plata  hasta 
los  puertos  habilitados  ó que]  se  habilitaren  para  este  fin  en  los  Es- 
tados respectivos.  Declarábase  también  que  esta  libertad  de  nave- 
gación no  se  entiende  concedida  á todas  las  banderas  respecto  de 
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los  afluentes,  salvo  en  el  caso  de  que  haya  estipulaciones  especia- 
les en  contrario,  ni  de  lo  que  se  haga  de  puerto  á puerto  de  la 
misma  nación.  También  se  estipula  en  esta  convención,  que  los  bu- 
ques de  guerra  de  los  Estados  ribereños  disfrutarían  de  la  libertad 
de  tránsito  y de  entrada  en  todo  el  curso  de  los  rios  habilitado  para 


los  buques  mercantes.  <839 

A consecuencia  de  un  tratado  concluido  el  dia  4 de  xratado^er^ 
febrero  de  1859  entre  los  Estados-Un  ¡dos norte-americanos  ^yj^os^ 
y la  república  del  Paraguay,  esta  última  ha  concedido  á los  dos. 
buques  mercantes  de  aquellos  la  libre  navegación  del  Paraguay 


dentro  de  su  territorio  jurisdiccional. 

Bolivia  también  ha  abierto  á los  Estados-Unidos,  por  su  <858 
tratado  de  1858,  el  rio  de  la  Plata  y sus  afluentes  en  la  ^^ados- 
partc  situada  dentro  de  su  territorrio.  El  gobierno  de  esta  unidos. 
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república  sur-americana  ha  invitado  á que  arriben  á sus  puertos  los 
baques  de  todas  las  naciones  y ha  declarado  que  sus  poblaciones  si- 
tuadas á las  orillas  del  Plata,  se  considerarían  como  puertos  abiertos 
al  comercio  en  general,  en  conformidad  con  los  tratados  que  esta- 
blecían la  reciprocidad  entre  el  comercio  de  los  Estados-Unidos  y 
el  de  la  Bolivia.  * 

8 166.  El  tratado  concluido  entre  el  imperio  del  Brasil 

El  A mazo-  ° t t r 

ñas.  y la  república  del  Perú  en  1851,  consagra,  con  respec- 

to á la  navegación  del  Amazonas,  los  principios  establecidos  por  el 
congreso  de  Viena. 

A pesar  de  este  tratado  y de  la  importancia  de  su  sig- 
•rntado  en-  nificacion,  el  Brasil  negaba  á los  Estados  ribereños  sitúa - 

tre  el  Brasil 

y el  Perú.  dos  sobre  la  parte  superior  del  rio  el  derecho  de  libre 
navegación,  y cerraba  esta  gran  via  fluvial  al  comercio  de  Europa. 

Esta  conducta  mereció  las  protestas  de  Francia  y de  Inglaterra. 
El  gobierno  de  los  Estados-Unidos,  en  una  nota  que  dirigió  al  de  Rio- 
Janeiro,  manifestó  que  abrigaba  la  confianza  de  que  el  gobierno  bra- 
sileño se  esforzarla  por  todos  los  medios  posibles  en  desarrollar  sus 
grandes  recursos,  y que  entre  estos,  ninguno  conduciría  mejor  al  re- 
sultado apetecido  que  la  supresión  de  las  restricciones  sobre  la  nave- 
gación del  Amazonas,  y especialmente  la  de  las  que  pesaban  sobre 
los  buques  de  los  Estados-Unidos  para  que  estos  pudieran  dirigirse 
libremente  por  el  Amazonas  y sus  tributarios  á Bolivia  y al  Perú. 

El  gobierno  del  Brasil  comprendiendo,  al  fin,  de  qué  lado  estaban 
en  la  cuestión  de  la  navegación  de  los  rios,  los  intereses  de  la  civi- 
lización y la  justicia  decretó,  á partir  de  setiembre  de  1867,  la  libre 
navegación  de  los  tres  rios  mas  importantes  del  imperio  : el  Amazo- 
nas, el  San  Francisco  y el  Tocantino  (1). 

* Colección  de  tratados  de  la  república  argentina , pp.  241,  271,  295,  383;  De 
Brossard,  Considerations  historiques  el  politiques  sur  les  republiques  de  la  Plata, 
(Paris  1850)  liv.  4,  chs.  7,  9;  Annuaire  des  Deux-Mondes,  années  1850-1859  ; 
Martens,  l\.  M.  v.  VII,  pp.  259,  Sol;  Dana,  Elem.  int.  law,  by  Wheaton,  eighth 
edition,  note  118,  pp.  287,  288;  Tratado  entre  los  Estados-Unidos  y la  confederación 
argentina  de  10  de  julio,  1853;  Tratado  entre  los  Estados-Unidos  y el  Paraguay, 
de  A de  febrero  1859;  Tratado  entre  los  Estados -Unidos  y Bolivia,  de  13  de  mayo 
de  1858. 

(1)  Este  decreto  declarando  la  libre  navegación  de  los  rios  del  imperio  consta 
de  los  cinco  articulos  siguientes. 

Art.  lu  — Picará  aberta,  desde  o dia7  de  setembro  de  1867,  aos  navios  mercantes 
de  todas  as  na^bes,  a navegado  do  rio  Amazonas  até  á fronteira  do  Brazil,  do  rio 
Tocantins  até  Cametá,  do  Tapajoz  ate  Santarém,  do  Madeira  até  Borba,  e do  Rio 
Negro  até  Manáos. 
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La  república  del  Ecuador  había  decidido,  desde  1853,  la 
libre  navegación  de  todos  sus  rios,  con  inclusión  de  los 
afluentes  del  Amazonas. 

En  1858  y en  el  tratado  concluido  entre  los  Estados- 
Unidos  norte-americanos  y la  república  de  Bolivia,  el  go- 
bierno de  ésta  declaró  también  la  libre  navegación  del  Amazo 
ñas  en  la  parte  situada  dentro  de  su  territorio. 

Los  gobiernós  de  la  república  del  Perú  y de  los  Estados- 
Unidos  norte-americanos  celebraron  el  26  de  julio  de 
1851  un  tratado  de  navegación  y de  comercio,  en  el  cual 
se  disponía  una  libertad  recíproca  de  navegación  y de  co- 
mercio entre  sus  respectivos  territorios,  declarando  que  los  ciuda- 
danos de  ambas  repúblicas  podrían  frecuentar  con  sus  buques  los 
puertos  y lugares  de  la  otra  donde  se  permitiera  el  comercio  extran- 
jero, consagrándose  la  entera  libertad  de  tráfico  en  los  territorios  de 
las  dos  repúblicas  y obligándose  á no  conceder  ningún  privilegio  ó 
inmunidad  á otras  naciones  en  materia  de  comercio  y navegación, 
que  no  fueran  inmediatamente  concedidos  á los  ciudadanos  de  la  otra 
parte  contratante. 

En  octubre  del  mismo  año,  el  Perú  celebró  un  tratado 
con  el  imperio  del  Brasil  para  reglamentar  la  navegación 
del  Amazonas  y sus  tributarios,  y en  él  se  estipulaba  que 
los  buques  de  cualquiera  de  los  dos  pueblos  que  pasa- 
ran de  un  Estado  á otro  por  el  uno  ó por  los  otros,  quedarían  suje- 
tos únicamente  al  pago  recíproco  de  los  derechos  que  cada  na- 
ción impusiera  á sus  propios  productos.  Tan  pronto  como  este 
tratado  llegó  á conocimiento  del  gobierno  de  los  Estados-Unidos,  éste 
pretendió  que  quedaba  comprendido,  con  respecto  á sus  buques,  en 
las  estipulaciones  del  de  26  de  julio  de  1851.  Esta  interpretación  fué  re- 
chazada por  el  gobierno  del  Perú  y por  el  del  imperio  brasileño,  que  se 


1851 

Tratado  en- 
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Art.  2o  — Na  mesma  data  fixada  no  art.  Io  íicará  igualmen  te  aberta  a navegaeao 
do  rio  de  S.  Francisco  até  a cidade  do  Penedo. 

Art.  3o.  — A navegaeao  dos  aflluentes  do  Amazonas,  na  parte  em  que  só  urna  das 
margens  pertence  ao  Brazil,  fica  dependendo  de  prévio  ajuste  coin  os  outros  Esta- 
dos ribeirinhos  sobre  os  respectivos  limites,  e regulamentos  policiacs  e fiscaes. 

Art.  4o.  — As  presentes  disposirSes  cm  nada  alteráo  a observancia  do  que  pres- 
crevem  os  tratados  vigentes  de  navegarao,  e commercio  com  as  repúblicas  do  uú, 
e de  Venezuela,  conforme  os  regulamentos  jú  expedidos  para  esse  im. 

Art.  5-  - Os  meus  ministros,  e secretarios  de  estado  pelas  repartieses  competentes 
promoverás  os  ajustes  de  que  trata  o art.  3“,  e expedirás  as  ordens,  e regulamentos 
nccessarios  para  a cfTecliva  execuráo  deste  decreto.  » 

Este  decreto  fué  firmado  en  Rio- Janeiro  el  dia  7 de  diciembre  de  1866. 
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opuso  á que  los  buques  de  los  Estados-Unidos  cruzaran  la  parte  de  aquel 
rio  dentro  de  su  territorio.  Pero  esta  cuestión  lia  quedado  resuelta  con  la 
declaración  de  la  libre  navegación  del  Amazonas,  hecha  reciente- 
mente por  el  gobierno  del  Brasil.  * 

Doctrina  § 167.  Después  de  haber  visto  como  se  han  resuelto, 
íanpnicticay  por  los  tratados,  las  cuestiones  concernientes  á la  navega- 
ias°naciones.  cion  de  los  ríos , es  asunto  de  poca  dificultad  deducir  la 
doctrina  general  sustentada  acerca  del  punto  que  discutimos.  La 
aplicaremos  á los  casos  mas  importantes  que  pueden  ocurrir. 
ríos  navega-  Cuando  un  rio  está  situado  dentro  del  territorio  de 
bdonfro  dc°is  un  Estado,  se  considera  en  derecho  internacional,  como 
im'Sa.Vó  . estando  bajo  el  dominio  del  mismo  Estado , única  autori- 
dc'iimües!  dad  y poder  que  determinará  ó no  su  libre  navegación. 

El  rio  que  sirve  de  límites  á uno  ó varios  Estados  se  considera 
como  su  propriedad,  á no  ser  que  uno  de  ellos  la  haya  adquirido 
por  título  válido  y legítimo,  como  por  ejemplo,  por  primera 
ocupación,  compra,  cesión,  etc. 

Pero  cuando  un  rio  no  solo  separa  á varios  Estados  , sino  que 
divide  y marca  también  sus  jurisdicciones  territoriales,  la  línea  que 
señale  este  límite  de  jurisdicción  se  estimará  como  pasando  por  la 
parte  mas  profunda  y como  por  el  centro  mismo  de  la  corriente  del 
rio,  sin  atender  á si  este  punto  está  mas  ó menos  inclinado  á una  de 
las  orillas.  Solo  en  el  caso  en  que,  á causa  de  la  situación  de  esta 
línea,  un  rio  navegable  no  lo  fuera  para  uno  de  ios  Estados  que 
limitara,  se  supondrá  que  la  línea  pasa  por  la  mitad  del  rio  y á 
distancia  igual  de  las  dos  orillas. 

La  división  de  las  islas  situadas  en  un  no  se  conforma  á la  regla 
anterior.  ** 


* Pereira  Pinto,  Aponlamentos  para  o direito  internacional,  tomo  III,  pp.  364 
et  seq.;  Dana,  Elem.  int.  laiv,  by  Wheaton,  eighth  edition,  note  118,  p.  288, 
Tratado  entre  los  Estados  Unidos  y D Olivia,  i 3 de  mayo  i 858;  Decreto  del  gobierno 
del  Ecuador  de  26  noviembre  de  1853;  Tratado  entre  los  Estados-Unidos  y el  Perú, 
de  26  julio  de  1851;  Tratado  entre  el  Perú  y el  Brasil  de  23  octubre  1851;  Cara- 
tb eod ory,  Droit  internalional  concernant  lesgrands  cours  d'eau,  pp.  149-1 51;  Annuai- 
re  des  Deux  Mondes,  années  1853-1855;  Martens,  fí.  M.  vol.  VI,  p.  640. 

**  Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  1, 
eh.  22,  §§  266,  268,  270;  Wheaton,  Elem.  droit  int.,  pte.  2,  ch.  4,  § 11;  Phillimore, 
On  int.  law,  vol.  I,  § 155;  Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin, 
annotée  par  Ch.  Vergé,  § 39;  Heffler,  Droit  international,  §§  66-77;  De  Cussy,  Droit 
maritime,  liv.  1,  tit.  2,  § 57;  Rayneval,  Droit  de  la  naturc,  v.  I,  p.  307;  Wolfius, 
Jus  yentium,  §§  106-109;  Puffendorf,  De  jur.  nat.  et  gentium , lib.  4,  cap.  7,  § 2; 
lypmannus,  Jus  marit.,  etc.,  cap.  5,  n.  476-552;  Guudling,  Jus  nat.y  p.  248;  Mer- 
in>  Repertoire,  verb.  alluvium. 
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§ 168.  Puede  suceder  que  un  rio  navegable  cruce  el  híos  navega- 
territorio  de  varios  Estados  ó que  formando  los  límites  de  z^eucríi- 
uno,  cruce  el  de  otro  antes  de  desembocar  en  el  mar.  En  r&íados" 
este  caso,  es  principio  admitido,  que  el  derecho  de  navegación  para 
objetos  comerciales,  es  común  á todos  los  Estados  ribereños.  Este 
derecho,  sin  embargo,  puede  ser  reglamentado  en  su  ejercicio, 
y debe  ser  también  objeto  de  tratados  especiales  que  lo  determinen. 
Porque  un  rio  navegable  de  estas  condiciones  puede  cruzar  el  terri- 
torio de  varios  Estados,  y después  desembocar  al  mar  dentro  del 
territorio  de  uno  solo,  y en  este  caso  el  último  tiene  derecho  á con- 
sultar su  propia  seguridad  con  respecto  á la  navegación  de  dicho 
rio.* * * § 

§ 169.  La  legislación  romana  reconocía  que  el  derecho  Derechos  in- 
de  navegar  por  un  rio,  implicaba  el  de  amarrar  y sujetar  debidos  a la 
los  buques  á sus  orillas  ó islas,  el  de  cargar  ó descargar  deXs^rlos. 
las  mercancías  y el  de  todos  los  derechos,  en  fin,  incidentales  pero 
necesarios  al  de  la  navegación.  Esta  regla  ha  sido  admitida  por  el 
derecho  internacional  moderno,  que  ha  sometido  también  el  ejercicio  de 
estos  derechos  incidentales  á los  mismos  principios  que  el  del  derecho 
en  que  se  fundan.  La  conveniencia,  pues,  de  las  partes  interesadas 
servirá  de  regla  á su  ejercicio.  ** 

§ 170.  Para  conciliar  el  derecho  que  tienen  los  Estados  ¿Enquéprín- 
sobre  los  rios  navegables  situados  en  sus  dominios,  con  el  bas'aVei  dé- 
de  las  demás  naciones  á servirse  de  estos  grandes  y i'rehnavega- 
poderosos  medios  de  comunicación,  se  ha  dicho  que  c‘°rios?103 
este  último  constituía  el  de  pasage  ó cruzamiento  inocente  de  los 
buques  de  un  Estado  por  los  rios  pertenecientes  á otro.  Esta 
fórmula  ó término  escogido  para  expresar  la  idea  en  cuestión, 

* Justiniano,  Institutos,  lib.  2,  tít.  1,  § 1,  2;  Grotius,  Droit  de  la  guare  el  de  la 
paix,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2,  ch.  2,  §§  12-14;  Valtel, 

Droit  des  gens,  edition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Fodéré,  liv.  2,  ch.  9,  §§  126- 

130;  ch.  10,  §§  132-134;  Po'son,  Lavo  of  nalions,  sec.  5;  Phillimore,  On  inl.  law, 
vol.  I,  §§  155,  156;  Wildman,  Int  law,  vol.  I,  p.  76;  HeíTler,  Droit  in/ernalional, 

§ 77;  Ortolan,  Domaine  international,  § 44;  De  Cussy,  Droit  mari time,  liv,  1,  tit.2, 

§ 57;  Riquelme,  Derecho  público  int.,  lib.  1,  tít.  1,  cap.  4;  Bowyer,  U/iiv.  pub. 
law,  ch.  28;  PuíTendorf,  De  jur.  nal.  et  genlium.  lib.  3,  cap.  3,  §§  3-6. 

**  Justiniano,  Institutos,  lib.  2,  tíL  1,  § 1-5;  Grotius,  Droit  de  la  guerre  el  de  la 
paix,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2 ch.  2,  § 15;  Vattel,  Droit 
des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2,  ch.  9,  § 129;  Whea- 
ton,  Elem.  droit  int.,  pte.  2,  ch.  4,  § 13;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  I,  §§  157- 
161;  Bowyer,  Unto.  pub.  law,  ch.  28;  PuíTendorf,  De  jur.  nal.  et  genlium,  lib.  3, 
cap.  3,  § 8. 
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tiene  una  importancia  muy  escasa  en  frente  de  las  reglas  y principios 
generales  en  que  hemos  fundado  el  derecho  de  navegación  de  los 
rios.  Debemos  advertir,  sin  embargo,  que,  según  todos  los  publicistas, 
este  derecho  de  pasage  inocente,  es  imperfecto,  y se  modilica  se- 
gún las  disposiciones  de  los  tratados.  * 

Cambios  en  § 171.  Una  de  las  cuestiones  á que  pueden  dar  lugar  los 
c,ioCs"nos.de  rios  que  sirven  de  límites  á dos  Estados,  es  debida  á la  posi- 
bilidad de  ciertos  cambios  mas  ó menos  importantes  en  su  curso  v 
que  pueden  afectar  el  derecho  de  propiedad  de  los  situados  á 
sus  orillas.  Tal  sucede  en  el  caso  en  que  por  aluvión  la  orilla  vaya 
ensanchándose  de  un  lado , y perdiendo  del  otro , ó en  que  una  isla 
desaparezca  y dé  origen  á la  formación  de  otra.  Para  la  solución  de 
todas  estas  cuestiones  se  han  aplicado  generalmente  los  principios  de 
la  legislación  romana  y se  han  considerado  estos  cambios  como  un 
medio  legítimo  de  adquirir  propiedad. 

Si  el  aumento  del  territorio  de  un  Estado  por  el  medio  indicado  es 
gradual,  ó si  la  disminución  es  del  mismo  carácter,  no  se  podrá  en 
realidad  considerar  como  adquisición  ó pérdida  de  propiedad  esta 
disminución  ó este  aumento.  Lo  mismo  puede  decirse  de  la  formación 
lenta  y gradual  de  las  islas.  En  todos  estos  casos  cada  Estado  ganará 
ó perderá  según  se  incline  ó no  de  su  lado  el  efecto  correspondiente 
de  las  aguas.  Pero  cuando  un  rio  deja  su  antigua  madre  y forma  una 
nueva  ó cuando  un  lago  se  divide  en  varios,  los  límites  de  los  Esta- 
dos quedarán  naturalmente  donde  antes  estaban.** 

* Wheaton,  Elem.  droit  int .,  pte.  2,  ch.  4,  § 12,  14,  15;  Phillimore,  Onint.  law , 
vol.  I,  §§155-169;  HeíTter.  Droit  International,  §§  77-80;  Grotius,  Droit  de  la  guerre 
el  de  la  paix,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2,  ch.  3,  §§  7- 
12;  Wildman,  Int.  law,  vol.  I,  p.  76;  Wheaton,  Hist.  law  of  nalions  pp.  282, 
284,  552;  De  Cussy,  Droit  maritime , liv.  1,  tit.  2,  § 57;  Bello,  Derecho  internacio- 
nal, pte.  1,  cap.  3,  § 5;  Riquelme,  Derecho  Público  int.,  lib.  1,  lít.  1,  cap.  4; 
Bowyer,  Unió.  pub.  laxo,  ch.  28;  PulTendorf,  De  jur  nat.  et  gentium,  lib.  3, 
cap.  3,  § 5 et  seq. ; Polson,  Law  ofnations,  sec.  5. 

**  Grotius,  Droit  de  la  guerre  et  de  la  paix,  édition  Guillaumin,  annotée  par 
Pradier-Foderé,  liv.  2,  ch.  3,  §§  16,  17;  liv.  7,  ch.  3,  § 17;  Ortolan,  Dornainc 
inlernational,  §§  78-93;  Pufíendorf,  De  jur.  nat.  et  gentium,  lib.  4,  cap.  7,  §11; 
cap.  5,  § 8;  Gunther,  Europ.  Volkerreclit,  v.  II,  pp.  55,  57;  Bowyer,  Univ.pub.  law, 
ch.  28;  Heffter,  Droit  inlernational,  § 69,  note,  § 77;  Rayneval,  Inst.  du  droit 
naturel,  liv.  2,  ch.  11  ; Pothier,  QEuvres  de,  vol.  X,  pp.  87  et  seq.;  Riquelme, 
Derecho  púb.  int.,  lib.  1,  tít.l,  cap.  4;  Chardon,  Droit  d'alluvion,  passim;  De  Camps, 
Manuel  des  prop.  rio.,  passim;  Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée 
par  Pradier-Foderé,  liv.  1,  ch.  22,  §§  268-277;  Justiniano,  Institutos,  lib.  2,  tíi. 
1,  SS  20-24;  Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par 
Ch.  Vergé,  § 45;  Kluber,  Droit  des  gens  moderne,  § 134;  Heineccius,  Recitationes , 
lib.  2,  tit.  1,  §§  356-369;  Bello,  Derecho  internacional,  pte.  1,  cap.  3;  Pando, 
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CAPITULO  V 

DERECHOS  DE  LEGISLACION  Y JURISDICCION 


§ 172.  No  es  posible  que  se  considere  un  Estado  como  poder  exciu- 
sobcrano  é independiente,  si  no  tiene  el  poder  necesario  |!Jiac¡oncí- 
para  establecer  su  legislación  civil  y criminal.  Los  Estados  Vllycnrainal 
que  carecen  de  él  se  hallan  privados  de  uno  de  los  atributos  esencia- 
les de  la  soberanía  de  las  naciones,  y deben  ser  mirados  mas  bien 
como  dependientes  que  como  soberanos  y libres. 

Un  Estado  semejante  no  podría  ejercer  jurisdicción  alguna,  ni  lle- 
var á cabo  las  empresas  que  estimara  convenientes,  ni  celebrar  con- 
tratos ; seria,  en  una  palabra,  un  Estado  enteramente  muerto,  bajo  el 
punto  de  vista  del  derecho  de  gentes. 

El  derecho  de  legislación  y jurisdicción  de  los  Estados  Extensión  de 

estos  clero— 

es  extensísimo  dentro  de  sus  propios  límites.  Puede  y debe  chos. 
cada  uno  reglamentar  y determinar  todas  las  cuestiones  civiles  y 
criminales;  fijar  las  condiciones  generales  de  la  posesión,  trasmisión 
y expropiación,  lo  mismo  de  los  bienes  muebles  que  de  los 
raíces;  determinar  el  estado  y capacidad  de  las  personas  que  en  él 
se  encuentren,  y los  requisitos  necesarios  para  la  validez  de  los  con- 
tratos, y los  derechos  y obligaciones  que  de  ellos  resulten ; y,  por  ul- 
timo, fijar  el  procedimiento  que  deba  seguirse  para  la  reclamación 
de  derechos  y determinar  el  modo  como  se  ha  de  administrar  la  jus- 
ticia. 


Derecho  internacional,  p.  99;  Asso,  Instituciones,  p.  101;  Alvarez,  Institutos,  lib.  2, 
tit.  1,  § 6;  Gómez,  Elementos,  lib.  2,  tit.  4,  § 3;  Voet,  Ad  Pandects , vol.  I, 
PP . 606,  607;  Pestel,  Commentarice  de  repub.  llalava.,  § 268;  Woltius,  Jus  Gcntium, 
§§  108,  109;  Cushing,  Opinious  U.  S.  Allorncys  gent.,  vol.  V,  pp.  264,  412,  I íoiuihon 
el  Durnay,  Domaine  public,  vol.  IV,  cli.  56,  sec.  7;  Las  siete  partidas , part.  3, 
tit.  28,  p.  31;  Sala  mejicana,  tomo  II,  p.  62;  Almeida,  Derecho  público,  tomo  I, 
p.  199. 
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conflictos  do  Pero  la  multiplicidad  y frecuencia  de  las  relaciones  in- 
jurisdiccion.  tcrnacionalcs,  sobre  todo  en  la  época  moderna,  lia  puesto 
fin,  bajo  cierto  aspecto,  á este  absolutismo  del  poder  de  legislación  y 
jurisdicción  de  los  Estados.  Acontece  en  muchas  ocasiones  que  un 
individuo  posee  bienes  en  una  nación  distinta  de  la  suya,  ó tiene 
que  celebrar  fuera  de  su  patria  contratos  y obligaciones  ó seguir  un 
juicio  en  reclamación  de  derechos,  y en  todos  estos  casos  nace  forzo- 
samente un  conílicto  de  jurisdicción  entre  la  nación  á que  pertenezca 
el  interesado  y aquella  en  la  cual  tenga  bienes,  ó se  halle  accidental- 
mente. Este  conílicto  de  jurisdicción,  base  fundamental  del  derecho 
internacional  privado,  se  resuelve  por  leyes  de  carácter  especial  y de 
tendencia  mas  uniforme  á medida  que  son  mas  constantes,  numero- 
sas y pacíficas  las  relaciones  de  los  pueblos. 

El  valor  legal  que  dentro  de  un  Estado  pueden  tener  las  legisla- 
ciones extranjeras  depende  de  su  consentimiento  expreso  ó tácito. 
El  primero  se  manifiesta  por  medio  de  leyes  directas  ó por  los 
tratados  habidos  entre  las  naciones.  El  segundo  se  deduce  de  las 
decisiones  del  poder  judicial  y administrativo  respectivo  y aun  de  las 
doctrinas  de  los  publicistas. 

« Los  legisladores,  las  autoridades  públicas,  los  tribunales  y los 
autores,  dice  Fcelix,  admitiendo  la  aplicación  de  las  leyes  extranjeras, 
obran,  no  conforme  á un  deber  de  necesidad,  ó una  obligación  cuyo 
cumplimiento  puede  exigirse,  sino  únicamente  por  consideraciones 
de  utilidad  y conveniencia  recíproca  entre  las  naciones  (ex  comüate, 
ab  t'cciprocam  utilitatem).  La  necesidad  del  bien  público  y general 
de  las  naciones  ha  hecho  conceder  en  cada  Estado  á las  leyes  extran- 
jeras efectos  mas  ó menos  extensos,  y todas  han  hallado  ventajas 
en  este  modo  de  proceder.  Los  súbditos  respectivos  sostienen  múl- 
tiples relaciones  con  los  de  los  otros;  tienen  interés  en  negocios  celebra- 
dos y en  bienes  situados  en  el  extranjero.  De  aquí  dimana  la  necesidad 
ó al  menos  la  utilidad  para  cada  Estado,  en  el  propio  interés  de  sus 
súbditos,  de  conceder  ciertos  efectos  á las  leyes  extranjeras,  y de  reco- 
nocer la  validez  de  los  actos  celebrados  en  los  países  extranjeros,  á fin 
de  que  aquellos  hallen  en  los  mismos  una  protección  recíproca  de 
sus  intereses.  Así  es  como  se  ha  formado  entre  las  naciones  una  con- 
vención tácita  sobre  las  necesidades  mutuas  que  no  es  la  misma  en 
todas  partes  • algunos  Estados  han  adoptado  el  principio  de  la  reci- 
procidad completa,  tratando  á los  extranjeros  de  la  misma  manera 
que  sus  súbditos  son  tratados  en  la  patria  de  aquellos.  Otros  mi- 
ran ciertos  derechos  como  inherentes  á la  cualidad  de  ciudadanía, 
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en  términos  que  excluyen  de  ellos  á los  extranjeros;  ó bien  dan  tal 
importancia  á algunas  de  sus  instituciones,  que  rehúsan  la  aplicación 
de  toda  ley  extranjera  incompatible  con  el  espíritu  de  ellas.  Pero  lo 
cierto  es,  que  en  el  dia  todas  las  naciones  han  adoptado  como  princi- 
pio la  aplicación  en  sus  territorios  de  las  leyes  extranjeras,  salvas,  no 
obstante,  las  restricciones  que  el  derecho  de  soberanía  y el  interés 
de  sus  propios  súbditos  exigen.  Esta  es  la  doctrina  profesada  por 
todos  los  autores  que  han  escrito  sobre  la  materia. 

Huberus  establece  las  siguientes  reglas,  con  respecto  á los  conflictos 
de  jurisdicción: 

Ia.  Las  leyes  de  cada  Estado  rigen  á las  personas  y las  cosas  situa- 
das en  los  límites  de  su  territorio. 

2a.  Todas  las  personas  que  habiten  en  los  límites  del  territorio  de 
un  Estado  son  consideradas  como  súbditos  de  ese  mismo  Estado,  aun 
siendo  su  residencia  solamente  temporal, 

3a.  La  conveniencia  recíproca  de  las  naciones  ha  hecho  que  estas 
consientan  en  que  todo  trato,  de  cualesquiera  especie  que  sea,  concluido 
dentro  de  su  territorio  con  arreglo  á sus  propias  leyes  se  considere 
válido  en  todas  partes,  con  tal  de  que  no  perjudique  á los  demás  Es- 
tados ni  á sus  ciudadanos. 

De  estas  tres  reglas  es  fácil  deducir  un  principio  general,  acerca  de 
los  conflictos  de  jurisdicción,  que  ha  sido  formulado  del  modo  si- 
guiente por  un  publicista  : 

Todos  los  aetos  pasados  y todos  los  contratos  que  se  hayan  ('ele- 
bracio  con  arreglo  á las  leyes  del  país  en  que  hayan  tenido  lugar,  son 
válidos  aun  en  otro  que  se  rija  por  leyes  distintas  y según  las  cuales 
estos  actos  ó contratos  no  podrían  tener  eficacia  alguna.  Los 
celebrados  con  infracción  de  las  del  país  en  que  hayan  tenido 
lugar,  no  son  válidos  en  ninguna  parte.  Estos  principios  se  apli- 
can no  solo  á los  que  se  hayan  llevado  á cabo  entre  personas  que 
tengan  domicilio  fijo  en  el  país  de  su  celebración,  sino  también 
á los  de  aquellas  que  le  tengan  temporal.  La  única  limitación  que 
sufre  este  principio  es  que  si  al  dar  cumplimiento  á un  acto  ó contrato 
celebrado  en  otro  país,  se  perjudicara  á aquel  en  que  deba  ejecu- 
tarse, este  puede  no  considerarle  válido  dentro  de  su  territorio. 


* Foelix,  Droit  inlernational  privé , qua tríeme  édition,  revue  et  augmenté  par 
Demangeat,  cli.  3,  §§  9/11;  Whcaton,  Blém.  droit  int. , pte.  2,  ch.  2,  §§  i,  2;  Vallel» 
Droit  des  yens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Fodéró,  liv.  1,  ch.  1 ; HuíT- 
ler,  Droit  inlernational,  § 7;  Garden,  De  diplomado,  v.  I.  pte.  3,  § 7 ; Merlin, 
liepertoire,  verb.  souverainctc-,  Dalloz,  lteper/oirc,  v?rb.  souveraincló ; IUqnehue, 
Derecho  púb.  int.,  lib.  2,  tit.  1,  cap.  1 ; Polson,  Lato  of  nations,  ser.  5. 
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lovcs  sobro  § 173.  Las  leyes  de  cada  Estado  rijen  de  una  manera 
bienes raiccs  especial  los  bienes  raices  ó inmuebles  situados  dentro  de 
su  territorio.  Esta  legislación  no  suele  distinguir  si  los  individuos  que 
tienen  que  ejercer  derechos  sobre  esos  bienes  son  naturales  ó extran- 
jeros. Por  eso  al  conjunto  de  estas  leyes  se  ha  dado  por  los  publicis- 
tas el  nombre  de  estatuto  real,  como  para  indicar  que  tienen  mas 
bien  en  cuenta  la  naturaleza  de  la  cosa  que  el  estado  de  la  persona. 
El  estatuto  real  se  funda  en  el  principio  de  la  soberanía  territorial 
que  corresponde  á cada  Estado.  En  virtud  de  esta  soberanía  y de  las 
leyes  que  la  traducen  en  la  práctica,  todos  los  bienes  inmuebles  de 
un  país  están  rejidos  por  la  del  lugar  en  que  se  encuentren,  lex 
loci  nei  sitoe,  y no  podrán,  por  tanto,  ser  poseídos,  ni  vendidos,  ni 
adquiridos  sino  con  arreglo  al  estatuto  real. 


Legislación 
sobre  los 
bienes  raices 
en  los  Esta- 
dos-Unidos 
do  norte- 
amén  ca  y en 
Inglaterra. 


En  los  Estados-Unidos  del  norte  de  América  y en  Ingla- 
terra se  aplica  en  toda  su  extensión  el  estatuto  real.  El 
contrato  de  venta  de  bienes  raices  celebrado  en  cualquiera 
de  los  Estados  que  componen  la  Union  norte-americana, 
se  rige  por  las  leyes  del  Estado  en  que  esté  situado  el  in- 


mueble, y debe  someterse  á ellas  para  que  sea  válido. 


En  la  mayor  parte  de  los  pueblos  de  Europa,  el  estatuto  real  ha 
perdido  la  significación  que  tuvo  en  la  Edad-Media,  y que  conserva 
aun  en  Inglaterra  y los  Estados-Unidos.  Aquellos  consideran  válido 
cualquier  contrato,  donación  ó testamento  hecho  con  arreglo  á las  le- 
yes del  país  en  que  se  verifique,  y aunque  se  refiera  á bienes  inmue- 
bles, siempre  que  las  de  aquel  en  que  estén  situados  autoricen  su 
enajenación  inter-vivos  ó por  testamento.  Sin  embargo,  cuando  las 
leyes  de  un  país  prescriban  formalidades  que  solo  puedan  verificarse 
en  el  sitio  en  que  estén  situados  los  bienes  raices,  deberán  cumplirse 
con  todo  rigor  para  que  sea  válido  el  acto  ó contrato  que  á ellos  se 
refiera.  * 


Leyes  sobre  8 174.  Los  bienes  muebles  no  pueden  ser  considerados 

bienes  mue- 
bles. como  los  raices.  Los  primeros  dependen  mas  de  la  per- 
sona que  los  posee  y no  tienen  el  carácter  de  fijeza  é inmutabilidad  de 
los  segundos.  Los  bienes  muebles,  según  el  lenguaje  de  los  juristas,  pa- 


* Fcelix,  Derecho  int.  privado,  traducido  al  español,  Madrid,  1860,  t.  I,  p.  83; 
Wheaton,  Elém.  droil  int.,  pte.2,  ch.  2,  § 3,  pp.  106,109;  Huberus,  rrailecliunes, 
lib.  1,  lit.  III,  < laConfliclu  legum,  §15;  Slory,  Conflicl  of  laws,  §§  364,  373,428,483; 
Wheaton,  Hcports,  vol.  III,  p.  212;  Cranch,  Reports,  vol.  VII,  p.  115  ;Bo\vyer,  Univ. 
pul.  la w,  ch.  16;  Wesllake,  Prívate  int.  law,  ch.  4;  Massé,  Droit  commercial, 
vol.  II,  §§  65  ct  scq. 
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§ m 


rece  como  que  se  adhieren  á la  persona  de  su  dueño : mobilia  sequun- 
tur  personan : mobilia  ossibus  inhcerent.  Los  actos  ó contratos  que  se 
celebren  concernientes  á ellos,  se  rigen  por  la  ley  del  domicilio  de  la 
persona  á que  pertenezcan:  lex  loci  domicilii.  Así,  por  ejemplo,  la 
ley  del  país  en  que  el  propietario  de  bienes  muebles  estuviera  domi- 
ciliado á la  época  de  su  muerte,  rejirá  la  sucesión  de  estos  bienes, 
sea  cualquiera  el  lugar  en  que  estén  situados.  Este  principio  ha  dado 
margen  en  Inglaterra  á algunas  cuestiones  jurídicas.  Se  admitía  sin 
discusión,  siempre  que  el  súbdito  inglés  no  hubiera  salido  del  territo- 
rio del  reino ; como,  por  ejemplo,  sino  hubiera  hecho  mas  que  tras- 
ladarse de  Londres  á Escocia : se  negaba  en  el  caso  de  que  se  hubiera 
trasladado  á otra  nación.  Sin  embargo,  esta  cuestión  ha  sido  resuelta 
por  los  tribunales  británicos,  que  Lan  decidido  que  las  disposicio- 
nes testamentarias  sobre  bienes  muebles  de  los  súbditos  ingleses  de- 
ben ser  rejidas  por  la  ley  del  domicilio : lex  loci  domicilii. 

Una  de  las  consecuencias  de  que  los  actos  y contratos  sobre  bienes 
muebles  se  rijan  por  la  ley  del  domicilio  de  la  persona  que  los  posea, 
es  que  las  formalidades  que  les  son  inherentes  tienen  forzosamente 
que  acomodarse  á las  del  lugar  en  que  se  verifiquen. 

Este  principio,  sostenido  por  todos  los  publicistas,  ha  si-  caso  cíe  un 
do  reconocido  por  los  tribunales  ingleses  con  motivo  de  m?cCi?“doden 
un  testamento,  hecho  con  arreglo  á la  ley  del  domicilio, 
por  un  escoces  establecido  en  la  India  y que  poseía  bienes  muebles 
en  Escocia.  Pretendióse  ante  los  tribunales  escoceses  la  invalidación 
de  un  legado  hecho  en  este  testamento,  y el  asunto  llegó  de 
apelación  en  apelación  hasta  la  cámara  de  los  Pares.  Esta  decidió 
que  la  interpretación  del  testamento  y sus  consecuencias  legales 
debían  ser  rejidas  por  la  ley  del  país  en  que  el  testadoi  estaba 
domiciliado. 

Pero  en  la  aplicación  á los  bienes  muebles  de  la  regla  lex  loci  do - 
micilü  hay  que  tener  en  cuenta,  que  en  algunos  casos  las  leyes  loca- 
les dan  á ciertos  bienes  muebles  la  consideración  de  inmuebles.  La 
legislación  escocesa  considera  como  inmueble  la  renta  que  producen 
las  tierras.  Los  contratos,  respecto  á fondos  públicos,  se  suelen  íejii 
por  la  ley  local,  y el  mismo  principio  puede  aplicarse  á las  acciones 
de  bancos,  canales,  carreteras,  ferro-carriles  y á las  de  todas  aquellas 
compañías  que  deban  su  existencia  á las  leyes  locales  y estén  regla- 
mentadas por  ellas.  * 

* W beatón,  Elém.  droit  int pte.  % ch.  2,  § 5,  pp.  109,  110;  Foelix,  Droit  int. 
privé,  § 37;  Halleck,  Int.  law,  ch.  7,  § 3,  p.  149;  Huberns  Prcelcctiones,  v.  II, 
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coyes  so-  § 175.  Los  contratos  deben  rejirse,  en  extricto  derecho,  por 
l0,ria-  la  ley  del  lugar  en  que  se  celebren.  Así,  la  lex  loci  contrae - 
■ 1 tus  es  el  principio  por  el  cual  se  determina  el  valor  legal  de  la  forma  y 
efectos  de  las  convenciones.  «Esta  regla,  dice  Story,  está  fundada  no 
solo  en  la  conveniencia,  sino  en  la  necesidad  que  tienen  las  naciones 
de  relacionarse  y vivir  una  con  otra.  El  Estado  que  dejara  de  aplicar 
esta  regla,  se  aislaría  bien  pronto  del  movimiento  general,  y llegaría  en 
poco  tiempo  á estar  en  sus  relaciones  con  los  demás,  en  la  misma 
situación  en  que,  bajo  este  punto  de  vista,  se  encuentran  hoy  las  tri- 
bus salvajes. » 


El  principio  de  que  los  contratos  se  deben  rejir  por  la  ley  del  lu- 
gar en  que  se  celebren,  se  aplica  á todas  las  convenciones  humanas; 
hay  mas  aun : así  como  es  válido  todo  contrato  que  se  conforme  á la 
legislación  de  la  localidad  en  que  se  verifique,  del  mismo  modo  será 
nulo  y de  ningún  efecto,  todo  aquel  que  se  celebre  faltando  á dicha 
regla.  Pero  no  se  crea  que  la  lex  loci  contractus  se  puede  aplicar  al 
status  y capacidad  personal  de  los  ciudadanos  de  un  Estado,  ni  á ca- 
sos en  que  de  aplicarse,  tuviera  que  violar  leyes  terminantemente 
adoptadas  por  otros.  Inútil  es,  pues,  que  se  trate  de  fundar  e 
la  lex  loci  la  validez  de  un  contrato,  cuyos  efectos  para  aquel,  con 
el  cual  se  pretendiera  esa  validez,  fueran  subversivos  ó inmorales. 
Ef  deber  recíproco  de  las  naciones  no  llega  hasta  el  punto  de  permi- 
tir ó tolerar  la  violación  de  sus  leyes  particulares.  Por  esto  son  nulos 
en  todos  los  Estados  los  contratos  contra  el  órden  público,  ó contra  la 
moral  y las  buenas  costumbres,  ó contrarios  á las  ordenanzas  de 
policía . " 


lib.  I,  tit.  3,  De  canfliclu  legum,  §§  14,  15;  Story,  Conflict  of  law,  §§  347-423; 
Bynkershoek,  Quwstionum  juris  publici,  lib.  1,  cap.  16;  Henry,  Foreign.  laxo, 
append.  p.  196;  Merlin,  Repertoire , tit.  loi,  § 6,  n°  3;  Gardner,  Intitutes,  p.  122, 
et  seq.;  Bovvyer,  Univ.  pub.  law,  ch.  16;  Massé,  Droit  commercial,  vol.  II,  §§  66 
el  seq.;  Riquelme,  Derecho  púb.  internacional , lib.  2,  tit.  1,  caps.  1-5;  Westlake, 
Prívate  int.  law,  ch.  8. 

* Story,  Conflit.  of  laws,  §§  242-244;  Wheaton,  Elém.  droit  int.,  pte.  2,  ch.  2, 
§ 7,  pp.  115-118;  Kent,  Com.  on  am.  law,  vol.  II,  pp.  93,  454,  455;  Halieck, 
Internacional  law , ch.  7,  § 4,  pp.  150,  151;  Huberus,  Prcelectiones  de  confliclu  le- 
gum, §§  2,  8,  11,  123;  Pardessus,  Droit  commercial,  pt.  6,  tit.  7,  ch.  2,  § 3;  Eme- 
rigon,  Traité  d’assurance,  v.  I,  pp.  212-216;  Parke,  On  Insurance , sixth  édition, 
P-  341;  Haggard,  Consistory  reporte,  vol.  II,  pp.  428-433;  Merlin  Répertoire , tit. 
Loi,  § 6;  Toullier,  Droit  frangais,  v.  I,  n®  118,  576;  Bowyer,  Univ.  pub.  law, 
cli.  16;  Riquelme,  Derecho  púb.  int.,  lib.  2,  tit.  t,  cap.  4;  Gardner,  Instílales, 
pp.  122  et  seq.;  Massé,  Droit  commercial , vol.  II,  §§  77  et  seq.;  Justiniano,  Insti- 
tutos, lib.  1,  tit.  2,  § 2;  Westlake,  Prívate  int.  law , ch.  7;  Bouhier,  Les  coulu- 
mes,  etc.,  ch.  21,  § 190. 
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§ 176.  Se  pueden  clasificar  en  cinco  grupos  lasexcepcio 
que  sufre  la  lex  loci  contractas , que  son  las  siguientes:  aiare(?ia¿cx 

Ia  Cuando  el  acto,  según  los  términos  de  Ja  convención,  tus. 
debe  ejecutarse  en  otro  lugar  que  aquel  donde  se  baya  celebrado. 

2a  Cuando  el  contrato  es  contrario  á las  buenas  costumbres,  ó á 
las  instituciones  y prohibiciones  existentes  en  el  país  donde  debe  eje- 
cutarse. 

3a  Cuando  se  trata  de  apreciar  las  excepciones  dilatorias  opuestas  á 
la  demanda. 

4a  Cuando  dos  extranjeros  contratan  juntos. 

5a  Cuando  los  contratantes  tienen  intención  de  eludir  las  leyes  de 
su  patria. 

Estas  excepciones  son  de  grande  importancia.  Su  examen,  por  rá- 
pido que  sea,  presta  nueva  luz  á la  parte  dificilísima  del  derecho  in- 
ternacional privado,  que  se  refiere  á los  contratos.  Trataremos,  pues, 
de  ellas  según  el  orden  en  que  las  hemos  expuesto. 

Primera  excepción.  No  hay  duda  alguna  de  que  un  con-  primera 
trato  que  no  indique  lugar  para  la  entrega,  pago  ó cum-  exLCpcl0n‘ 
plimiento  de  la  cosa  estipulada,  debe  rejirse  por  la  ley  de  aquel  en 
que  se  haya  celebrado.  Sin  embargo,  no  debe  suceder  lo  mismo  con 
los  que  ya  por  su  naturaleza,  ya  por  disposición  expresa  de  las  par- 
tes deban  ser  ejecutados  en  otro  distinto  del  de  su  celebración  y 
perfeccionamiento.  En  este  caso,  como  dice  Foelix,  todo  lo  que  con- 
cierna al  cumplimiento  de  las  obligaciones  estipuladas  en  el  contrato  y 
su  ejecución,  ó iodo  lo  que  deba  hacerse  después  de  celebrado  el  con- 
trato, debe  rejirse  por  la  ley  del  lugar  en  que  haya  de  ejecutarse. 
Esta  determinará  las  formalidades  de  la  entrega,  pago  ó cum- 
plimiento de  la  cosa  estipulada,  la  moneda  en  que  ha  de  verifi- 
carse el  pago,  la  morosidad  ó no  morosidad  de  la  persona  obligada, 
la  obligación  de  dar  finiquito  y el  modo  de  entender  el  resarcimiento 
de  daños  y perjuicios.  El  fundamento  de  esta  determinación  res- 
pecto á los  contratos  que  nos  ocupan  es  muy  sencillo.  ¿Cuál  puede 
haber  sido  la  intención  de  las  partes  contratantes  al  fijar  un  lugar 
determinado  para  la  ejecución  de  un  contrato,  sino  someterse  á lo 
que  prescriban  sus  leyes  ? En  conformidad  con  esta  docti  ina, 
Story  dice  lo  siguiente:  «La  regla  locus  regü  actum  supone  que 

la  ejecución  del  contrato  debe  verificarse  en  el  lugar  en  que  se  cele- 
bró. Poro  si  las  partes  han  convenido,  explícita  ó implícitamente,  que 

el  contrato  se  ejecutase  en  otro  lugar,  debe  presumirse  su  intención 
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(le  que  la  validez,  naturaleza,  vínculo  é interpretación  del  contrato 
se  rijan  por  la  ley  del  lugar  en  que  deba  ejecutarse.» 

secunda  Segunda  excepción.  Cuando  el  acto  ó contrato  sea  con- 
cxccpcion.  tr  a rio  á las  costumbres,  instituciones  ó leyes  del  país  en 
que  deba  ejecutarse,  ó cuando  implique  perjuicio,  ya  para  los  intere- 
resos  de  otra  nación,  bien  para  los  derechos  adquiridos  por  sus  ciu- 
danos,  dejarán  de  aplicarse  en  cualquier  país  las  leyes  extranjeras,  ó 
como  dice  Story,  ccsaia  la  coinitas  en  que  se  funda  la  fuerza  de  esas 
leyes.  Dicho  autor  cita  como  ejemplo  de  este  genero  el  convenio  por 
el  cual  se  compromete  un  individuo  á introducir  fraudulentamente 
algunos  efectos  en  otro  país  : « los  tribunales  de  este,  dice,  no  reco- 
nocerían los  efectos  del  contrato,  y lo  mismo  sucedería  con  el  de  su- 
ministrar objetos  ó mercancías  al  enemigo  en  tiempo  de  guerra.  » 

No  se  crea,  sin  embargo,  que  esta  excepción  puede  llegar  hasta  el 
punto  de  que  no  se  pueda  solicitar  ni  aun  la  validez  de  ciertos  con- 
tratos en  países  en  que  no  deban  ser  ejecutados  y cumplidos,  pero 
cuya  legislación,  costumbres  ó instituciones  sean  contrarios  á ellos. 
Así,  el  celebrado  para  la  venta  y entrega  de^  esclavos  en  un  país 
donde  no  se  prohíba  tal  hecho,  puede  ser  sometido,  en  cuanto  á 
su  validez',  á los  tribunales  de  otro  en  el  cual  esté  prohibido 
semejante  tráfico.  Pero  si  la  venta  y entrega  de  esclavos  debia  veri- 
ficarse en  un  país  que  no  permitiera  la  esclavitud,  ó hubiera  pro- 
hibido ese  tráfico,  su  validez  no  se  podría  reclamar  ante  los  tribu- 
nales de  ese  Estado.  Un  ejemplo  de  un  contrato  opuesto  á las  pro- 
hibiciones legales  del  país  en  que  debia  ejecutarse  se  encuentra 
en  una  causa  fallada  por  el  tribunal  real  de  París  en  1829,  que 
declaró  la  nulidad  de  obligaciones  suscritas  en  pago  de  billetes  de 
una  lotería  extranjera. 

El  contrato  celebrado  por  una  prostituta  para  cobrar  el  precio  de 
su  prostitución,  no  podrá  de  ningún  modo  reclamarse  ante  tribunales 
extranjeros,  á causa  de  la  inmoralidad  de  su  origen  y de  su  perni- 
cioso ejemplo. 

La  regla  locus  regit  actum  se  interrumpe  también  en  la  siguiente 
hipótesis,  presentada  por  Savigny. 

« Un  hombre  sometido  á una  ley  personal  que  exije  la  celebra- 
ción del  matrimonio  ante  la  iglesia,  se  casa  en  un  país  cuya  ley  no 
dá  efecto  alguno  civil  al  matrimonio  religioso,  y donde  este  no  se 
conoce  quizás.  Puede  sostenerse  que  una  unión  semejante,  contraida 
según  la  regla  locus  regit  actum , no  debe,  sin  embargo,  tenerse 
por  legítima,  atendiendo  á que  la  ley  personal , aun  sin  suponer  que 
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haya  sobre  este  punto  una  disposición  expresa , se  reviste  aquí  de  un 
carácter  en  rigor  obligatorio.  » 

En  general  para  saber  qué  leyes  pueden  ser  derogadas  en  cada 
Estado  por  actos  ó contratos  celebrados  en  el  extranjero,  hay  que 
estar  á lo  que  decidan  acerca  de  este  punto  las  del  mismo. 
A esto  se  debe,  por  ejemplo,  que  en  los  pueblos  que  carecen  de 
leyes  sobre  letras  de  cambio  y apremios  por  este  concepto,  no  se  puede 
ordenar  por  los  tribunales  esta  clase  de  ejecuciones  en  virtud  de  una 
letra  de  cambio  extendida  y aceptada  en  el  extranjero.  A esto  se  debe 
también,  el  que  un  acto  que  lleve  aparejada  ejecución  en  el  lugar  en 
que  se  verifique,  no  goce  de  esta  prerogativa  en  otro  en  que 
la  via  ejecutiva  esté  en  oposición  con  la  organización  judicial  es- 
tablecida. 

Tercera  excepción.  Las  excepciones  dilatorias  que  se  opo-  Tercera  ex- 
nen  á una  demanda  cualquiera  tienen  su  base  siempre  en  ccpcion' 
la  ley  del  lugar  en  que  está  situado  el  tribunal  que  conozca  de  la  de- 
manda. En  este  concepto,  deben  rejirse  por  la  del  Estado  á que 
corresponda  el  tribunal  que  sustancie  el  asunto. 

Fcelix  aplica  este  principio  á las  excepciones  perentorias,  pero,  como 
observa  Savigny,  esta  doctrina  no  es  exacta.  Las  excepciones  peren- 
torias determinan  siempre  hasta  que  grado  es  incompleta  la  validez 
de  una  obligación.  ¿Cómo,  pues,  se  ha  de  atenerse,  á una  ley  para 
determinar  la  validez  intrínseca  de  una  obligación,  y á otra  para  la 
admisión  ó no  admisión  de  las  excepciones  perentorias? 

La  tercera  excepción  á la  regla  general,  encierra  la  prescripción 
extintiva  de  una  deuda,  que  debe  rejirse  por  la  ley  que  protege  al 
deudor,  es  decir,  por  la  de  su  domicilio.  Esta  doctrina  cuenta  en  su 
apoyo  la  opinión  de  los  mas  eminentes  jurisconsultos  y las  sentencias 
de  muchos  tribunales. 

Cuarta  excepción.  Esta  excepción  no  necesita  explica-  cuarta  ex- 

. . 1 . ccpcion. 

cion  alguna,  y no  puede  dar  origen  á cuestiones  de  ninguna 
especie.  Ha  sido  generalmente  reconocida  por  las  leyes  de  todos  los 
pueblos.  Es  claro  que  dos  extranjeros  del  mismo  país  que  contraten 
en  otro  Estado,  deben  atenerse  á su  propia  legislación  y no  á la  de 
aquel  en  que  accidentalmente  se  hallen. 

Quinta  excepción.  También  esta  excepción  es  por  sí  Quinta  ex- 
misma  tan  evidente  que  no  dá  lugar  ádudas.  La  obligación 
contraida  en  país  extranjero  con  el  fin  único  de  eludir  las  leyes  pa- 
trias tiene  un  fundamento  ilegal  de  imposible  validación. 
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Además  ele  las  excepciones  que  hemos  enumerado  , ocurren  algu- 
nos casos  especial isimos,  pero  que  se  resuelven  fácilmente  con  solo 
atender  á los  principios  que  nos  han  servido  de  regla,  y á la  natura- 
leza y significación  de  los  contratos.  Cuando  las  partes  ajustan  un 
convenio  recorriendo  juntas  varios  países  ¿cual  será  el  locus  contractos? 
Claro  es  que  no  puede  ser  otro  que  aquel  en  que  el  contrato  se  per- 
feccione. « Cuando  la  existencia  de  un  contrato , dice  Foelix,  de- 
pende del  cumplimiento  de  una  condición  y esta  se  cumple  en  otro  lugar 
que  el  de  su  redacción,  es  este  último  el  que  rije  su  susbtancia,  por- 
que la  condición  cumplida  se  retrotrae  al  contrato  mismo.» 

Por  último,  si  la  ley  del  país  en  que  se  haya  celebrado  un  con- 
trato autoriza  á las  partes  á cambiarlo,  modificarlo  ó invalidarlo, 
deben  reconocer  esta  misma  facultad,  ya  se  extienda  á todos  los  con- 
tratantes, ó ya  á uno  solo , los  tribunales  de  otro  cualquier  Estado 
que  entiendan  del  asunto.  * 

§ 177.  Todas  las  demandas  ó cuestiones  que  se  en- 
La  lexfori.  tablen  ante  los  tribunales  de  un  país  deben  seguirse, 
según  prescriban  sus  leyes.  Este  principio  no  admite 
excepción  alguna  : es  una  consecuencia  inmediata  é indeclinable  de 
la  soberanía  de  las  naciones.  Así  puede  decirse  que  la  lex  domicilii 
ó la  lex  loci  contractos  deben  determinar  la  validez  de  una  obliga- 
ción; pero  que  siempre  que  se  tenga  que  reclamar  ante  los  tribuna- 
les de  un  Estado  el  cumplimiento  de  un  contrato  habrá  que  some- 
terse á la  lex  fori. 

Estas  formalidades  imprescindibles,  á que  tienen  que  sujetarse  en 
cada  país  todas  las  cuestiones  jurídicas,  han  sido  designadas  por  los 
autores  con  el  nombre  de  ordinatorice  litis. 

Hablando  de  esta  regla  de  la  lex  fori  dice  Story,  que  el  principio 
sobre  que  se  basa  es  tan  evidente  que  no  necesita  ser  demostrado. 
El  mismo  publicista  afirma  que  la  cuestión  de  la  administración  de 
justicia,  es  como  una  parte  del  derecho  público  de  las  naciones. 

En  virtud  de  la  lex  fori  se  juzga  y aprecia,  según  las  de  cada  Es- 
tado , si  las  cuestiones  que  se  entablen  deben  llevarse  ante  un  tri- 
bunal ordinario  ó uno  privilegiado,  si  el  emplazamiento  se  ha  de 
hacer  con  estos  ó los  otros  requisitos,  si  los  términos  de  compaie- 
ceneia  han  de  ser  mas  ó menos  cortos , si  la  prueba  se  ha  de  rec-ibii 
de  este  ó el  otro  modo. 

* Foelix,  Derecho  internacional  privado,  traducido  al  español,  Madrid,  1860,  t.  I, 
Pl>-  161,  168,  171,  172,  177,  179;  Halleck,  Int.  law,  ch.  7,  § 5,  pp.  151-153;  Slory; 
Conflict  of  laws,  §§  245,  248;  Westlake,  Prívate  int.  law,  ch.  6;  Burrill.  On  assign- 
ments,  p.  336. 
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Lo  único  que  se  puede  desear,  bajo  este  punto  de  vista,  es  que  las 
naciones  no  establezcan  odiosos  privilegios , y que  abran , lo  mismo 
para  los  extranjeros  que  para  los  ciudadanos,  las  puertas  de  los  tri- 
bunales de  justicia  con  absoluta  igualdad  y en  bien  de  todos.  * 


§ 178.  El  derecho  de  legislación  de  las  naciones  com-  SXfdfial 
prende  todo  lo  que  se  refiere  al  estado  y capacidad  de  pSp^dd 
sus  súbditos,  respecto  á sus  derechos  personales  en  su  plreonai. 
propio  territorio.  Por  esto  han  dicho  algunos  publicistas  que  la  ley 
personal  de  cada  individuo  es  la  de  la  nación  de  que  sea  miembro. 
El  conjunto  de  ellas  dentro  de  cada  pueblo,  forma  lo  que  lia  reci- 
bido el  nombre  de  estatuto  personal. 


El  carácter  distintivo,  el  rasgo  predominante  de  las  leyes  que 
constituyen  el  estatuto  personal  es  que  siguen  á la  persona  por  donde 
quiera  que  vaya,  y que  no  se  aplican  sino  á los  nacionales,  no  ejer- 
ciendo efecto  alguno  sobre  los  extranjeros , que  se  encuentren  acci- 
dentalmente en  el  territorio. 


Explicando  un  publicista  el  fundamento  de  esta  cualidad  caracte- 
rística del  estatuto  personal  dice  : « Seria  contradictorio  que  un 
individuo  cambiase  de  estado  y de  condición  siempre  que  un  viaje  le 
llevase  á otro  sitio;  que  en  un  mismo  momento  fuese  mayor  aquí, 
menor  allí;  que  la  mujer  estuviese  á un  tiempo  sometida  al  poder 
marital  y libre  de  él;  que  un  individuo  fuese  considerado  en  un 
lugar  como  inhábil,  y en  otro  como  capaz  de  todos  los  actos  de  la 
vida  civil.  » Pardessus  dice  respecto  á esto  que  « el  consentimiento 
general  de  las  naciones  civilizadas  ha  querido  que  lo  que  concierne 
á la  capacidad  de  un  individuo  se  regulase  por  las  leyes  del  país  al 
cual  pertenece.  » 

Las  cualidades  á que  se  refiere  el  estatuto  personal  son  las  de 
ciudadanía,  legitimidad  ó ilegitimidad,  minoría  ó no  minoría,  idio- 
tismo, locura,  casamiento  y divorcio.  Pero  por  lo  mismo  que  el  esta- 
tuto personal  es  consecuencia  lógica  de  la  soberanía  de  un  Estado, 
no  puede  imponerse  á otro  sin  que  este  deje  de  perder  la  sin  a.  Los 
deberes  y obligaciones  personales  que  tienen  los  súbditos  de  un 
Estado  se  pierden,  bajo  cierto  punto  de  vista,  al  trasladarse  ó residir 


* Foelix,  Derecho  internacional  privado,  traducido  al  español,  Madrid,  1860,  t.  I, 
pp.  202-205;  Halleck,  Int.  law,  ch.  7,  §6,  p.  153,  154;  Story,  Conflicl  of  laxos, 
§§  556,  557;  Kent,  Com.  on  am.  law.vol.  II,  p.  118;  MassA,  Droit  commercial,  v.  II, 
§§  220  et  seq. ; Boullenois,  Traité  des  lois , v.  II,  p.  462;  Merlin,  Repcrtoire,  sec.  3, 
§§  7,  8;  Riquelme,  Derecho  púb.  int.,  lib.  2,  tit.  1,  caps.  1-5;  Westlake,  Prívate 
int.  lato,  ch.  14. 
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en  otro.  Mas  claro  aun ; las  leyes  de  un  Estado  no  tienen  jurisdic- 
ción alguna  sobre  sus  súbditos,  mientras  residan  en  país  extranjero. 
Sin  embargo,  desde  el  momento  en  que  un  ciudadano  vuelve  á su 
patria,  se  coloca  ipso  fado , bajo  su  jurisdicción,  y no  solo  se  sujeta 
de  nuevo  á sus  leyes,  sino  á sus  antiguos  deberes  y obligaciones  de 
fidelidad. 

Lo  mismo  que  hemos  dicho  sobre  el  estado  personal  de  un  indi- 
viduo, puede  decirse  acerca  del  de  las  personas  colectivas  ó jurí- 
dicas. No  obstante,  hay  casos  en  que  la  capacidad  de  estas  se  mide, 
no  según  las  leyes  del  Estado  á que  pertenezcan,  sino  según  las  de 
aquel  en  que  residan.  « Cuando  las  leyes  de  un  país,  dice  Savigny, 
limitan  la  facultad  de  adquirir  de  los  establecimientos  eclesiásticos, 
estas  restricciones  alcanzan  á los  de  los  paises  extranjeros.  Por  reci- 
procidad, los  de  un  Estado  donde  estas  restricciones  existen,  no  están 
sometidos  á ellas  en  aquellos  donde  no  las  hay.  Así,  en  los  dos  casos 
la  capacidad  se  juzga,  no  según  el  derecho  del  lugar  donde  tienen 
su  asiento  esos  establecimientos,  sino  según  el  derecho  del  Estado  del 
cual  depende  el  juez  llamado  á pronunciar  el  fallo.  » * * * § 


aubanaó  de  § 179.  En  la  época  feudal  fué reconocido  un  derecho, que 
jus  abinagii  se  denominó  de  aubana,  en  cuya  virtud  el  extranjero  que 
había  adquirido  bienes  raíces  en  un  Estado,  no  podia  disponer  de 
ellos,  ni  á favor  de  sus  legítimos  herederos,  si  es  que  los  tenia,  ni  en 
el  de  un  extraño.  El  derecho  eminente  del  Estado  sobre  su  territorio 
prevalecía  en  este  caso,  á pesar  del  interés  opuesto  del  extranjero  y 
de  su  familia. 


Se  comprende  que  en  la  organización  feudal  la  posesión  de  la 
tierra  diera  origen  á los  grandes  privilegios  que  caracterizan  esta 
época  de  la  historia.  El  derecho  de  aubana , era,  pues,  una  conse- 
cuencia lógica  é imprescindible  de  la  idea  general  que  servia  de  base 
á las  instituciones  feudales.  Pero,  una  vez  formadas  las  naciona- 
lidades modernas  y establecidas  relaciones  constantes  de  pueblo 


* Halleck,  Int.  law,  ch.  7,  § 7,  pp.  154,  155;  Fcelix,  Derecho  internacional  privado, 

traducido  al  español,  Madrid,  1860,  tomo  I,  lib.  1,  lit.  1,  sec.  1,  § 31,  p.  48;  Sa- 
vigny,  § 365;  Wheaton,  Elem.  droit  int.,  pte.  2,  ch.  2,  §2,  note;  Grotius,  Droit  de 

la  guerre  et  de  la  paix,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Fodéré,  liv . 1 ch.  1, 

§ 14,  n.  1;  Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-lodéré, 
prelim.,  § 1;  liv.  l,ch.  1,  § 1;  Burlamaqui,  Droit  nalurel,  vol.  II,  pte.  1.  ch.  4; 
Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé,  § 92, 
et  seq.;  Heffter,  Droit  interna/ ional,  §§  58-63;  Bello,  Derecho  internacional,  pt.  1, 
cap.  4,  §§  3.5.  Massé,  Droit  commercial,  vol.  II,  §§  55  etseq. ; Wesllake,  Prevale 
int,  law,  ch.  13. 
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á pueblo,  y levantada  la  personalidad  humana  y definidos  los  dere- 
chos del  hombre  y del  ciudadano,  tenia  que  desaparecer  la  aubana 
como  contradictoria  y opuesta  al  nuevo  principio  dominante  en  la 
organización  de  las  naciones. 

Por  el  derecho  de  aubana,  el  soberano  de  un  Estado  era  legítimo 
sucesor  de  todos  los  bienes  que  mor  lis-causa  dejara  un  extranjero 
dentro  del  mismo  territorio.  Este  derecho  recibió  en  la  época  feudal 
el  nombre  de  jus  albinagü. 

En  Francia  fué  abolido  en  1791  por  un  decreto  de  la  asamblea 
constituyente.  Sin  embargo,  el  código  Napoleón  estableció  en  1803, 
acerca  de  este  punto,  el  principio  de  la  reciprocidad,  vigente  hasta 
1819  en  que  una  ordenanza  concedió  á los  extranjeros  el  derecho  de 
poseer  bienes  muebles  en  Francia,  y de  heredar  por  sucesión  y por 
testamento,  como  si  fueran  ciudadanos  franceses. 

Lo  mismo  que  Francia  han  hecho,  acerca  del  derecho  de  aubana, 
todas  las  naciones.  Story  no  vacila  en  afirmar  que  semejante  derecho 
no  es  hoy  reconocido  por  ninguna  de  las  naciones  civilizadas  de  la 
tierra. 

El  jus  detractas j por  el  cual  se  cobraba  un  impuesto  ei  jus  de- 
sobre toda  propiedad  adquirida  en  un  Estado,  ya  fuera  lracius- 
por  sucesión  ó testamento,  y trasladada  á otro,  ha  sido  igualmente 
abolido. 

Muchos  tratados  celebrados  entre  los  Estados  de  Europa  y los  del 
norte  de  América  han  estipulado  que  los  extranjeros  que,  por  suce- 
sión ó testamento,  adquieran  bienes  raices  situados  en  los  Estados- 
Unidos,  podrán  venderlos  en  un  plazo  determinado  y retirar  el  dinero 
que  provenga  de  la  venta  sin  pagar  ningún  derecho  de  detractus. 
Tal  es  la  legislación  vigente  acerca  de  este  punto  en  casi  todos  los 
Estados.  * 

§ 180.  La  legislación  inglesa,  acerca  déla  propiedad  que  Leg¡siac¡on 
pueda  pasar  á poder  de  extranjeros,  por  herencia  ó sucesión,  D^;cehs“s7e 
ha  conservado  en  cierto  modo  el  carácter  feudal.  Así, 

* Wheaton,  Elém.  droit  int.,  pte.  2,  ch.  2,  § 4;  Vattel,  Droit  des  gens,  édi- 
tion  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2,  ch.  8,  §§  112,  H-* , Yon 
Mayer,  Corpus  juris  Conf.  Gemí.  v.  II,  p.  17;  Kliiber,  Droit  des  gens,  pte.  1, 
tit.  1,  ch.  2,  §§  32,  33;  Kent,  Com.  on  Ara.  law,  fifth  edilion,  vol.  II,  pp.  67,6 J; 
Merlin,  Repertoire  tit.  Aubaine;  Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  éditioa  Guillau- 
min,  annotée  par  Ch.  Vergé,  § 90;  Cushing,  Opinions  of  U.  S.  Atly’s  gen.,  vol. 
VIII,  p.  411;  Massé,  Droit  commcrcial,  vol.  II,  §§  8-14;  Bacquet,  Droit  d' aubaine, 
chs.  2,  et  seq.  ; Tratado  entre  los  Estados-Unidos  y Prusia  on  1828,  art.  44;  Elliol, 
American  diplomalic  cade,  vol.  I,  p.  388. 
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como  consecuencia  del  derecho  que  se  llama  escheat , siempre  cjue 
muera  en  Inglaterra  un  extranjero  que  deje  bienes  y no  tenga  los 
herederos  que  las  leyes  inglesas  reconocen,  pasarán,  por  una  especie 
de  reversión,  á la  familia  feudal  á que  debieran  pertenecer.  Pero 
cuando  no  hay  tenencias  feudales,  ni  ninguna  persona  que  suceda  á 
la  herencia  por  escheat , el  Estado  ocupa  el  lugar  del  señor  feudal, 
en  virtud  de  su  soberanía,  como  propietario  eminente  de  todas  las 
tierras  y bienes  que  están  bajo  su  jurisdicción. 

Legislación  exclusivismo  de  la  legislación  inglesa,  acerca  de  la 

edos'unfdosa'  sucesión  de  bienes  poseidos  por  extranjeros  dentro  del 
an?érica,rtre'-  territorio  inglés,  ha  sido  modificado  por  la  mayor  parte 
feEesádeS  cle  los  Estados  flue  forman  la  Union  norte-americana.  Allí 
fallecidos.  jas  cuestiones  sobre  herencias,  testamentos,  sucesiones,  te- 
nencia de  bienes  raíces  ó muebles,  se  resuelven  por  las  leyes  espe- 
ciales de  cada  Estado.  Por  lo  demás,  y como  ya  hemos  dicho,  los 
Estados-Unidos  han  decidido  en  muchos  tratados,  que  no  admiten  la 
legitimidad  del  derecho  de  escheat , ni  del  de  aubana.  Algunos  publi- 
cistas han  pretendido  que  sobre  esta  legislación  general  de  los  Estados- 
Unidos  prevaleciera  en  este  punto  la  particular  de  cada  uno  de 
ellos.  Sin  embargo,  las  córtes  se  han  opuesto  á esta  doctrina,  de- 
clarando la  fuerza  superior  legal  de  los  tratados.  * 


casamientos  §181.  Elmatrimonio  es  considerado  por  unos  pueblos 
etianjeroe.x"  como  un  acto  puramente  civil,  por  otros,  como  un  acto 
civil  y religioso  á la  vez,  por  algunos,  en  fin,  como  un  acto  exclu- 
sivamente religioso.  Esta  distinta  consideración  del  matrimonio  in- 
fluye necesariamente  en  el  derecho  internacional  privado  acerca  de 
la  legitimidad  ó ilegitimidad  de  los  casamientos  fuera  del  país  natal. 

La  regla  general  que  domina  en  esta  materia,  según  Huber,  es  que 
la  validez  de  un  matrimonio  debe  determinarse  atendiendo  á las  leyes 
del  país  en  que  se  haya  celebrado,  no  sufriendo  esta  regla  otra  ex- 
cepción que  la  que  resulta  de  la  intención  de  eludir  malicio- 
samente las  leyes  del  Estado  á que  pertenezcan  las  partes  contratan- 
tes. Huber  cita  como  ejemplo  de  esta  excepción  el  caso  de  dos  meno- 


* Halleck,  Int  law,  ch.  7,  § 9,  p.  156;  Kent,  Com.  on  am.  law , vol.  IV,  p.  420; 
Bouvier,  Law  dictionary,  verb.  Escheat;  Cushing,  Opinions  U.  S.  Atlorney  general * 
vol,  VIII,  p.  411;  Black s tone,  Commenlaries , vol.  II,  p.  244;  Merlin,  Repertoire,  verb. 
Aubaine ; Jefferson,  Works  of,  vol.  III,  p.  365;  U.  S.  Stalutes  at  large,  vol.  VIII  ; 
't  ratado  entre  los  Estados  Unidos  y los  Paises-Bajos,  1782,  art.  6 ; Tratado  con 
Francia,  1778,  art.  11;  Convención  con  Francia,  1800,  art.  7;  Tratado  con  Frusta, 
1828,  art.  14. 
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res  que  vayan  á otro  Estado  para  contraer  matrimonio,  sin  el  consen- 
timiento de  sus  curadores  exigido  por  las  leyes  de  su  país.  Esta  regla 
general  que  consiste  en  aplicar,  para  la  determinación  de  la  validez 
ó no  validez  de  un  matrimonio,  la  lex  loci,  sufre  muchas  excepciones. 
El  matrimonio  no  es  un  contrato  de  la  naturaleza  de  los  demás.  Las 
obligaciones  á que  da  lugar  tienen  un  carácter  singularísimo.  La  signi- 
ficación que  imprime  á las  partes  contratantes  es  de  grande  interés 
individual  y social.  Por  esto,  son  muy  distintas  las  reglas  de  derecho 
internacional  respecto  al  matrimonio.  Cada  nación  ha  querido  ase- 
gurar en  este  punto  sus  derechos  de  una  manera  especial,  aten- 
diendo unas  veces  á sus  antecedentes  históricos,  y otras  á las  nece- 
sidades de  la  organización  política. 

La  legislación  inglesa  estima  como  válidos  los  casamientos  celebra- 
dos en  Escocia  por  personas  domiciliadas  en  Inglaterra,  y que  debían 
obtener  antes  de  casarse  el  consentimiento  de  sus  padres,  parientes  ó 
curadores,  siempre  que  las  leyes  escocesas  no  le  exijan.  Este  mismo 
principio  ha  sido  reconocido  por  la  legislación  de  los  Estados- 
Unidos  norte-americanos.  El  motivo  de  estas  disposiciones  lia  sido 
evitar  la  confusión  que  de  otro  modo  podía  tener  lugar,  relativamente 
á las  sucesiones  y al  estado  de  las  personas. 

La  legislación  francesa  exige  una  edad  determinada  para  que  un 
ciudadano  francés  pueda  contraer  matrimonio.  Esta  condición  es  tan 
esencial,  que  no  puede  faltarse  á ella  por  nada  ni  por  nadie.  La  lex 
loci  no  será,  pues,  bastante  para  dar  validez  á un  casamiento  cele- 
brado con  omisión  de  ese  requisito. 

Las  dificultades  que  ocurren  al  tratar  de  averiguar  á qué  legislación 
deben  quedar  sometidos  los  bienes  de  un  matrimonio  celebrado  por 
extranjeros,  son,  en  verdad,  de  consideración.  Story  dá,  para  re- 
solver esta  cuestión,  algunas  reglas  de  gran  utilidad  práctica.  En 
general,  puede  decirse  que  la  lex  reí  sitx  rige  los  bienes  raíces,  y la  ¿ex 
domicilii  los  muebles.  En  el  caso  de  un  cambio  de  domicilio , la  ley 
del  nuevo  rejirá  tocias  las  adquisiciones  futuras,  y la  lex  rei  sílex  los 
bienes  raíces.  Debe  atenderse  también  en  el  caso  de  cuestiones  ó dudas 
de  este  género,  á lo  que  se  disponga  acerca  de  los  bienes  en  el  con- 
trato matrimonial.* 

* Story,  Conflicl  of  laws,  §§  108-99;  Halleck,  hit.  law,  ch.  7,  § 10,  pp.  157, 
158-,  Whcaton,  Klém.  droit  int.,  pie.  2,  ch.  2,  § 7 ; Iluberus,  Prwlcctioncs,  lib.  1, 
tit.  a,  § 8;  Iíent,  Com.  on  am.  law,  vol.  II,  p.  63;  Bowyer,  Unió.  pub.  law  , 
ch.  1G;  Massé,  Droit  commcrcial,  vol.  II,  §§  63,  332,  etseq.;  Westlake,  Prívate  hit. 
law,  ch.  11. 
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. § 182.  Si  la  celebración  de  un  matrimonio  es  asunto 

interés  para  los  Estados,  no  le  ofrece  menor  la  disolución  de 
ese  mismo  matrimonio.  La  jurisprudencia  internacional  sobre  divor- 
cios, se  funda,  pues,  en  los  mismos  principios  que  la  que  rije  sobre 
celebración  de  matrimonios.  Story,  dice,  que  un  divorcio  regularmen- 
te obtenido,  según  la  jurisprudencia  del  país  en  que  se  celebró  el  casa- 
miento, y donde  están  domiciliadas  las  partes,  será  válido  en  otro 
cualquiera.  Pero  la  dificultad  estriba  en  que  un  matrimonio  puede 
celebrarse  en  un  país  y los  cónyuges  pueden  después  variar  de  do- 
micilio, así  como  también,  en  que  uno  solo  sea  el  que  varié.  Y en 
estos  casos  es  posible  que  ocurra,  y ha  ocurrido,  que  el  divorcio 
admitido  y procedente  por  la  causa  alegada  en  el  país  en  que  se  cele- 
bró el  matrimonio,  no  lo  sea  en  aquel  en  que  los  cónyuges  hayan 
fijado  su  domicilio.  Sobre  este  asunto  pueden  presentarse  muchos 
conflictos  de  jurisdicción  internacional.  * 

Naturaliza-  8 183.  Hay  dos  causas  determinantes  del  cambio  de  na- 
cambio de  ¡ cionalidad;  la  ley  ó los  hechos  del  individuo.  La  cesión 
/ de  un  territorio,  por  ejemplo,  implica  un  cambio  de  na- 
cionalidad en  virtud  de  una  ley.  El  matrimonio  de  una  mujer  con  un 
extranjero,  según  la  legislación  de  casi  todos  los  pueblos  de  Europa 
y América,  y la  naturalización  pueden  servir  de  ejemplos  de  cambios 
de  nacionalidad  debidos  á los  hechos  del  individuo. 

De  todos  los  casos  de  cambios  de  nacionalidad  que  reconocen  las 
leyes  de  los  Estados,  el  mas  importante  y el  que  da  lugar  á mayor 
número  de  cuestiones  es  la  naturalización. 

Todo  Estado  ó nación  independiente  tiene  derecho  á conferir  el 
título  de  ciudadano  á un  extranjero  sin  consultar  al  Estado  en  que 
haya  nacido . Es  regla  general  admitida  por  la  mayor  parte 
de  las  naciones,  que  si  un  ciudadano  de  un  país  emigra  voluntaria- 
mente y lija  su  residencia  en  otro,  del  cual  recibe  los  derechos  de 
ciudadanía,  el  país  en.  que  haya  nacido  ha  perdido  sobre  él  todos  sus 
derechos.  Sin  embargo,  la  legislación  inglesa  sostiene  que  la  cualidad 
de  ciudadanía,  debida  al  nacimiento  en  un  Estado,  acompaña  al 
hombre  durante  toda  la  vida. 


* Story,  Conflict  of  laws , §§  200-230;  Halleck,  Int.  law,  ch.  7,  § 11,  pp.  158/159 
MVheaton , Elúrn.  droit  int.,  pte.  2,  ch.  2 ,§  21;  Ferguson,  On  marriage  and  tlworcc, 
vol.  I,  § 18;  Kent,  Com.  on  am.  law,  vol.  II,  p.  62;  Bowyer,  Vnio.  pul),  law , 
ch.  16;  Erskine,  Inslitules,  b.  1,  tit.  6,  §§  38,  43;  Garduer,  Institutes,  pp.  201  et  seq; 
"Westlake,  Prívate  int.  law , ch.  11. 
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La  legislación  dé  los  Estados-Unidos  se  inclinó  un  poco 
á adoptar  los  principios  de  la  legislación  inglesa  preten-  c:oV°oc  l'¡',s 
diendo  que  ningún  ciudadano  podia  perder  su  carácter  de  unúks’ac 
ciudadanía  sm  el  consentimiento  de  su  propio  Estado.  ca. 

Sin  embargo,  muchas  decisiones  importantes  han  modificado  en  este 
punto  la  antigua  legislación  de  los  Estados-Unidos,  y han  consignado 
que  la  expatriación  efectiva  y la  subsiguiente  naturalización  bastaban 
para  que  el  súbdito  de  un  país  perdiese  su  ciudadanía  anterior  y ad- 
quiriese una  nueva.  Mas  aun , aquel  gobierno  ha  llegado  hasta 
á prestar  protección  á sus  ciudadanos  naturalizados  que  han  vuelto 
á su  antigua  patria,  contra  toda  nueva  carga  ó deber  impuesto  en 
las  leyes  con  posterioridad  al  hecho  de  la  naturalización.  Es  decir, 
que  si  en  la  época  de  la  expatriación  de  un  ciudadano  cualquiera, 
este  estaba  libre  por  la  legislación  de  su  patria  del  servicio  militar, 
y después,  la  legislación  del  mismo  Estado  generalizó  ese  servicio, 
los  Estados-Unidos  han  prestado  protección  á ese  ciudadano  contra 
el  nuevo  deber  impuesto  por  las  leyes. 

Para  obtener  la  naturalización  en  los  Estados-Unidos,  el  extranjero 
debe  declarar,  bajo  juramento,  ante  una  autoridad  judicial,  su  inten- 
ción de  hacerse  ciudadano  de  la  república  y de  renunciar  á su  ante- 
rior 'ciudadanía.  Pasados  dos  años  de  esta  declaración,  podrá  ser 
naturalizado  (1). 

(i)  El  22  de  febrero  de  1868,  es  decir,  en  un  aniversario  de  Washington,  se  ha 
concluido  un  tratado  acerca  de  esta  cuestión  de  ciudadanía,  entre  los  Estados- 
Unidos  y la  nneva  confederación  norte-alemana.  Las  principales  disposiciones  de 
dicho  tratado  son  las  siguientes: 

El  súbdito  de  la  confederación  norte-alemana  que  emigre  á los  Estados-Unidos  y 
adquiera,  después  de  una  permanencia  de  cinco  años,  el  derecho  de  ciudadano,  sera 
considerado  como  tal,  si  regresase  al  pais,  y estará  exento  del  servicio  militar.  La 
misma  regla  se  observará  relativamente  á los  ciudadanos  de  aquella  república  que 
adquiriesen  ciudadanía  en  ¡la  confederación. 

Si  el  súbdito  aleman  hubiera  cometido  un  crimen  antes  de  abandonar  el  territorio 
de  la  confederación  ó se  hubiera  sustraído  ilegalmente  al  servicio  militar , podrá 
ser  perseguido  y castigado,  aun  después  de  los  cinco  años,  si  vuelve  al  territorio 
de  la  confederación;  pero  durante  éstos  cinco  años  no  se  podrá  pedir  su  extradición 
á los  Estados-Unidos. 

El  súbdito  que  habiendo  adquirido  en  los  Estados-Unidos  el  derecho  de  cinc  a<  a- 
ma,  regrese  á Alemania  con  intención  de  no  voher  á aquellos,  podía  recobiar  su* 
antiguos  derechos  después  de  residir  dos  anos  cu  el  territoiio  de  la  tone  e 
ración. 

Este  tratado  da  una  solución  satisfactoria  á la  cuestión  presentada  por  Lin- 
coln, en  su  mensage  del  8 de  diciembre  de  1863.  En  él  hacia  notar  que  los 
extranjeros  se  hacían  frecuentemente  ciudadanos  de  los  Estados-Unidos  para 
eludir  el  cumplimiento  de  las  leyes  de  su  país  natal,  al  cual  volvían  una  vez  na- 
turalizados, reclamando  siempre  la  protección  del  goloerno  de  los  Es/ados-Uni  los. 
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Kn  Ingla- 
terra. 


En  Austria  y 
Prusia. 


En  Itiidia. 


En  Kspafla. 


Para  adquirir  en  Inglaterra  por  naturalización  los  dere- 
chos de  ciudadanía,  se  necesita  un  acta  del  parlamento. 

En  Austria  el  extranjero  adquiere  el  derecho  de  ciuda- 
danía siendo  nombrado  para  cargos  públicos,  y también 
cuando  las  autoridades  superiores  administrativas  se  le  confieran. 
Lo  mismo  sucede  en  Prusia. 

Para  ser  naturalizado  en  Rusia,  el  extranjero  necesita 
prestar  juramento  al  emperador  y puede  en  cualquier 
tiempo  renunciar  á su  naturalización  y volver  á su  patria. 

En  España  se  obtiene  carta  de  naturalización  bien  por 
acuerdo  del  poder  legislativo,  ó bien  por  el  del  gobierno. 
La  legislación  de  este  país  establece  cuatro  clases  distintas  de  na- 
turalización que  producen  diferentes  derechos.  Las  tres  primeras 
se  otorgan  solo  con  el  concurso  de  las  cortes,  la  cuarta  corres- 
ponde al  gobierno.  El  extranjero  que  obtiene  naturalización  en  Espa- 
ña, sin  permiso  del  suyo,  no  se  exime  de  las  obligaciones  y debe- 
res de  su  antigua  nacionalidad. 

Las  leyes  acerca  de  la  naturalización  en  Francia  lian 
sufrido  todos  los  cambios  y alteraciones  políticas  experi- 
mentados por  este  país  en  el  presente  siglo.  Actualmente  se  adquiere 
por  decreto  del  emperador,  como  sucedió  al  príncipe  Poniatowslu, 
que  fue  elevado  en  seguida  á la  dignidad  de  senador  ; por  residir  en 
el  territorio  cierto  número  de  años,  y por  otras  causas  que  se  enu- 
meran en  multitud  de  leyes. 

La  naturalización  en  los  Estados  de  América,  es,  por 
regla  general,  mas  fácil  y expedita  que  en  los  de 
Europa.  La  legislación  liberal  y espansiva  de  los  pueblos  del  nuevo 
continente  debia  resolver  esta  cuestión  con  arreglo  á la  idea  que  la 
sirve  de  base.  Ya  hemos  visto  las  condiciones  generales  de  la  natu- 
ralización en  los  Estados-Unidos  norte-americanos;  pues  bien,  estas 
condiciones  se  facilitan  aun  mas,  en  algunos  Estados  de  la  América 
del  Sur. 

En ci imperio  La  constitución  del  imperio  del  Brasil,  sancionada  el  2o 
del  aun,:).  mavz0  ñc  1824,  remite  á leyes  especiales  el  fijarlas  con- 
diciones para  la  naturalización  de  los  extranjeros.  Estas  leyes  promul- 


F.n  Francia. 


En  América. 


Para  evitar  este  abuso,  decía,  debe  fijarse  un  término,  pasado  el  cual,  los  extran- 
jeros naturalizados  en  los  Estados-Unidos  y que  hayan  regresado  ú su  patria  nativa, 
no  podrán  reclamar  la  protección  del  gobierno  de  la  república.  (Lincoln-Mensage, 
8 de  diciembre  18G3). 
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gadas  después,  exigían  del  extranjero  que  solicitaba  los  derechos  do 
ciudadanía,  cuatro  años  de  residencia  en  el  pais  y mas  de  veinte  y un 
años  de  edad  ; que  gozara  en  el  suyo  de  los  derechos  civiles ; 
que  hiciera  ante  la  autoridad  local  una  declaración  previa  de  su  in- 
tención de  naturalizarse,  declaración  que  servia  de  punto  de  par- 
tida para  contar  el  plazo  de  los  cuatro  años;  que  prestara  otra 
acerca  de  sus  principios  religiosos,  y que  acreditara  poseer  bienes 
raices,  ó ejercer  alguna  profesión  ó tener  parte  en  algún  estableci- 
miento industrial.  Estos  principios  eran  demasiado  restrictivos,  y han 
sufrido  modificaciones  importantes.  Se  ha  reducido  a dos  años  el 
tiempo  necesario  de  residencia,  y se  ha  establecido  que  los  hombres 
notables  por  su  talento  ó que  hayan  merecido  bien  del  Estado,  los 
que  hayan  inventado  alguna  industria  ó hayan  tomado  parte  en  una 
campaña  al  servicio  del  Brasil,  ó se  hayan  casado  con  una  brasileña, 
ó adoptado  un  brasileño,  así  como  los  hijos  de  los  extranjeros  natu- 
ralizados, no  necesiten  para  adquirir  los  derechos  de  ciudadanía, 
otra  cosa  que  una  declaración  ante  la  autoridad  municipal  del  lugar 
en  que  residan. 

Si  el  extranjero  llega  al  Brasil  como  inmigrante  ó colono  para  com- 
prar tierras  al  Estado,  y establecer  allí  su  residencia,  ó si  llega  á sus 
espensas  para  ejercer  alguna  industria,  ó costeado  por  el  tesoro  pú- 
blico para  ser  ocupado  en  los  trabajos  agrícolas,  podrá  ser  naturali- 
zado al  cabo  dedos  años  ó antes,  si  se  le  juzga  digno  de  este  honor. 
Los  inmigrantes  y colonos  naturalizados  están  exentos  del  servicio 
militar,  pero  deben  prestar  el  de  la  guardia  nacional  dentro  del  mu- 
nicipio. 

Y aun  ha  llegado  á ser  mas  expansiva  la  legislación  del  Brasil 
acerca  de  la  naturalización  de  los  extranjeros,  porque  con  mucha  fre- 
cuencia ha  sucedido,  que  el  poder  legislativo  ha  autorizado  al  gobierno 
para  conceder  derechos  de  ciudadanía,  sin  atender  á las  condiciones 
exigidas  por  las  leyes,  y sobre  una  simple  solicitud  de  los  interesa- 
dos. 

Una  vez  naturalizado  un  extranjero  en  el  Brasil,  se  considera  como 
ciudadano  del  imperio.  Sin  embargo,  y á pesar  do  que  goza  de  di  le- 
chos civiles  y políticos,  no  podrá  ejercer  los  cargos  de  regente  del 
imperio,  ministro  ó diputado  de  la  asamblea  general. 

El  artículo  20  de  la  Constitución  de  la  confederación  ’^cracion  in- 
argehtina,  sancionada  el  Io  de  mayo  de  1853,  dice  lo  si-  geniu.it. 
guíente,  acerca  de  la  situación  de  los  extranjeros  en  la  república  y de 
los  requisitos  para  obtener  la  naturalización. 
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« Articulo  20.  Los  extranjeros  gozan  en  el  territorio  de  la  confede- 
ración de  todos  los  derechos  civiles  del  ciudadano,  pueden  ejercer  su 
industria,  comercio  y profesión;  poseer  bienes  raíces,  comprarlos  y 
enajenarlos,  navegar  los  rios  y costas;  ejercer  libremente  su  culto; 
testar  y casarse  conforme  á las  leyes.  No  están  obligados  á admitir  la 
ciudadanía,  ni  á pagar  contribuciones  forzosas  extraordinarias.  Ob- 
tienen nacionalización  residiendo  dos  años  continuos  en  la  confedera- 
ción; pero  la  autoridad  puede  acortar  este  término  á favor  del  que  lo 
solicite  alegando  y probando  servicios  á la  república.  » 

En  la  repú-  La  constitución  de  la  república  oriental  del  Uruguay 
fil‘caguuyüru"  divide  á los  ciudadanos  en  naturales  y legales,  y establece 
lo  siguiente  acerca  de  estos  últimos:  « Ciudadanos  legales  son  : los 
extranjeros  padres  de  ciudadanos  naturales,  avecindados  en  el  país 
antes  del  establecimiento  de  la  presente  constitución ; los  hijos  de 
padre  ó madre  natural  del  país,  nacidos  fuera  del  Estado,  desde  el 
acto  de  avecindarse  en  él;  los  extranjeros  que,  en  calidad  de  oficiales, 
lian  combatido  y combatieren  en  los  ejércitos  de  mar  ó tierra  de  la 
nación;  los  extranjeros,  aunque  sin  hijos,  ó con  hijos  extranjeros, 
pero  casados  con  hijas  del  país,  que,  profesando  alguna  ciencia,  arte 
ó industria,  ó poseyendo  algún  capital  en  giro  ó propiedad  raíz,  se 
hallen  residiendo  en  el  Estado  al  tiempo  de  jurarse  la  constitución  : 
los  extranjeros  casados  con  extranjeras,  que  tengan  algunas  de  las 
calidades  que  se  acaban  de  mencionar,  y tres  años  de  residencia  en 
el  Estado;  los  extranjeros  no  casados  que  también  tengan  algunas  de 
dichas  calidades,  y cuatro  años  de  residencia:  los  que  obtengan  gracia 
especial  de  la  Asamblea,  por  servicios  notables  ó méritos  relevantes.  « 

Kn  chile  ka  Constitución  chilena,  jurada  y promulgada  el  25  de 
mayo  de  1833,  dice  lo  siguiente  en  el  párrafo  3o  de  su 
artículo  6o,  acerca  de  la  naturalización. 

«3o  Los  extranjeros  que,  profesando  alguna  ciencia,  arte  ó industria, 
ó poseyendo  alguna  propriedad  raiz,  ó capital  en  giro , declaren  ante 
la  municipalidad  del  territorio  en  que  residan,  su  intención  de  ave- 
cindarse en  Chile,  y hayan  cumplido  diez  años  de  residencia  en  el 
territorio  de  la  república. — Bastarán  seis  años  de  residencia,  si  son 
casados  y tienen  familia  en  Chile ; y tres  años  si  son  casados  con 
chilena.  » 

El  párrafo  4°  de  este  mismo  artículo  reconoce  también  como 
medio  de  naturalización  la  gracia  especial  que  á este  fin  conceda  el 
congreso  de  la  república. 

292 


CAP.  v|  DERECHOS  DE  LEGISLACION  Y JURISDICCION  § I8í> 

La  constitución  de  Bolivia  es  bastante  mas  liberal  que 
la  de  Chile  con  respecto  á las  condiciones  que  exije  en  la  En  Bolivia- 
naturalización  de  los  extranjeros,  pero  no  lo  es  tanto,  sin  embargo, 
como  la  de  la  confederación  argentina. 

Según  la  constitución  de  Bolivia  de  1843  se  consideran  como  ciu- 
dadanos de  la  república  los  extranjeros  que  obtuvieren  carta  de 
ciudadanía ; los  casados  con  boliviana  que  sepan  leer  y escribir, 
ó tengan  algún  empleo  ó industria,  ó profesen  alguna  ciencia  y 
no  estén  sujetos  á otro  en  clase  de  sirviente  doméstico;  los  extran- 
jeros solteros  que  tengan  un  año  de  vecindad  en  la  república,  y 
reúnan  las  mismas  condiciones ; y los  ciudadanos  de  las  naciones  de 
la  América  antes  española,  según  lo  que  determinen  los  tratados. 

En  la  república  del  Perú  son  ciudadanos  por  naturali- 

r 1 En  el  Perú. 

zacion  : Los  extranjeros  mayores  de  veintiún  años,  resL 
dentes  en  el  Perú  que  ejercen  algún  oficio,  industria  ó profesión  y 
que  se  inscriben  en  el  registro  cívico  en  la  forma  determinada  por 
la  ley.  Estas  disposiciones  son  de  la  constitución  promulgada  en  1860. 
(Art.  3o.) 

La  de  la  república  del  Ecuador,  sancionada  en  1856 , „ , „ 

r 7 7 En  el  Ecua 

dispone  en  su  título  1°,  sección  2a,  lo  siguiente  : tior- 

«Son  ecuatorianos  por  naturalización:  l.°  Los  naturales  de  otros 
Estados  que  se  hallen  actualmente  en  el  goce  de  este  derecho.  2.°  Los 
extranjeros  que,  profesando  alguna  ciencia,  arte  ó industria  útil,  ó 
poseyendo  alguna  propiedad  raiz,  ó capital  en  giro  y después  de  un 
año  de  residencia  declaren  ante  la  autoridad  que  designe  la  ley,  su 
intención  de  avecindarse  en  el  Ecuador.  3.°  Los  que  obtengan  del 
congreso  carta  de  naturaleza  por  servicios  que  hayan  prestado  ó pue- 
dan prestar  al  país;  ó del  poder  ejecutivo  en  los  casos  prevenidos 
por  la  ley. » 

La  legislación  de  los  Estados-Unidos  de  Venezuela  reía-  ^s'd’o’ve-* 
tiva  á este  asunto  se  halla  basada  en  disposiciones  mas 
latas  todavía. 

La  constitución  de  la  república  de  los  de  Colombia , En  los 
establece  la  misma  división  que  la  del  Ecuador.  He  aquí  lle  Colombia, 
sus  determinaciones,  con  respecto  á los  ciudadanos  naturalizados : 

« Son  colombianos  por  naturalización:  t.°  Todos  los  hombres  libres 
nacidos  fuera  del  territorio  de  los  Estados-Unidos  de  Colombia,  que 

se  hallaban  domiciliados  en  ella  á tiempo  que  el  lugar  de  su  doinici- 
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lio  so  declaró  independiente  de  la  España,  y que  después  se  some- 
tieron á la  constitución  colombiana  de  1821.  2.°  Los  hombres  nacidos 
libres  en  el  territorio  de  la  república,  de  padre  extranjero  que  no  se 
hallara  en  ella  al  servicio  de  otra  nación  ó gobierno.  3.°  Las  mujeres 
libres  no  colombianas,  desde  que  se  hayan  casado  ó casaren  con  co- 
lombiano. 4.°  Los  hijos  de  esclavos  nacidos  libres  en  el  territorio  de 
la  nación  á virtud  de  la  ley.  5.°  Los  libertos  nacidos  en  el  territorio 
de  la  república.  6.°  Los  extranjeros  que  residan  durante  un  año  en 
el  país  y manifiesten  la  intención  de  avecindarse  en  la  república.  » 

Por  una  ley  especial  que  concuerda  con  el  espíritu  de  estas  dispo- 
siciones, se  establece  que  para  que  los  últimos  obtengan  carta  de  ciu- 
dadanía bastará  con  que  la  soliciten  de  la  primera  autoridad  del 
Estado  en  que  se  domicilien. 

Todas  estas  leyes  que  hemos  citado  fijando  las  reglas  para  ad- 
quirir el  derecho  de  ciudadanía  en  las  repúblicas  de  la  América  del 
Sur,  han  sido  modificadas  por  disposiciones  especiales  en  conformidad 
con  el  espíritu  cada  vez  mas  liberal  y progresivo  de  aquellos  Estados. 
La  naturalización  sin  condiciones  prévias,  y estando  solo  á una  de- 
claración del  que  la  solicite,  ha  venido  á ser  como  la  jurisprudencia 
común  de  las  repúblicas  sud  americanas  en  lo  que  se  refiere  á su 
concesión.  Sin  embargo,  la  legislación  de  la  confederación  argentina 
acerca  de  esta  materia,  es  superior  por  su  alto  espíritu  de  libertad 
á la  de  los  demás  Estados  de  América,  aun  incluyendo  los  de  la 
del  norte.  En  la  confederación  argentina , según  disposiciones*  últi- 
mas, no  solo  se  adquiere  el  derecho  de  ciudadanía  por  la  simple 
petición  de  un  extranjero  avecindado,  sino  que  este  es  tan  extenso  y 
tan  ámplio,  que  autoriza  al  que  lo  haya  obtenido  para  el  ejercicio  de 
todos  los  civiles  y políticos  de  los  demás  ciudadanos,  y para  el  des- 
empeño de  los  cargos  públicos,  exceptuando  el  de  presidente  de  la 
confederación.  * 


* Fcelix,  Derecho  int.  privado , traducido  al  español,  Madrid,  1860,  t.  I,  lib.  1, 
tit.  1,  sec.  1,  p.  63  et  seq. ; Dana,  Elem.  int.  law,  by  Wheaton,  eigtli  edition, 
note  49,  pp.  142-147;  Kent,  Com.  on  am.  law,  vol.  I,  liv.  4;  Phillimore,  On  int. 
law,  vol.  I,  pp.  350-354;  HeíFter,  Europ.  volkerrecht , liv.  1,  ch.  1,  § 4;  Marténs, 
Nouveau  recueil,  v.  II ; De  Beaudant,  De  la  naturalización ; Twiss,  Law  of  nations, 
vol.  I,  ch.  9;  Wistlake,  Prívale  int.  law;  Tratado  entre  los  Estados-Unidos  y la 
confederación  norte-alemana,  2 de  febrero  de  1868;  Constitución  del  imperio  del 
Brasil,  sancionada  el  2o  de  marzo  1824 ; Constitución  de  la  confederación  argenti- 
na, sancionada  el  4 de  mayo  de  1853,  art.  20 ; Constitución  chilena,  promulgada  el  25 
de  mayo  de  1833,  art.  6,  §§  3,  4;  Constituciones  de  Bolivia,  de  1826  y 1843;  Cons- 
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§ 184.  Pero  si  es  indudable  que  toda  nación  indepen-  Leyes  do  na_ 
diente  tiene  derecho  á conferir  el  título  de  ciudadano  á KjSlí 
un  extranjero,  lo  es  igualmente  que  puede  reglamentar  la  CremeSuCoE-' 
fidelidad  de  sus  propios  súbditos,  é imponer  condiciones  fllct0‘ 
ó prohibir  completamente  su  expatriación.  En  este  sentido  las  leyes 
de  todos  los  pueblos  han  fijado  requisitos  esenciales  para  la  absoluta 
desnaturalización  de  sus  súbditos  ó ciudadanos,  llegándose  á exigir 
por  algunas  el  consentimiento  supremo  del  poder  ejecutivo.  Pues  bien, 
¿cómo  se  conciban  estos  dos  derechos?  Si  el  derecho  público  exterior 
reconoce  en  un  Estado  facultades  para  naturalizar  los  súbditos  ó ciu- 
dadanos de  otro,  ¿cómo  reconoce  también  el  poder  del  mismo  Estado 
para  fijar  condiciones  ó impedir  en  absoluto  la  expatriación?  A pri- 
mera vista  parece  que  estas  dos  reglas  son  inconciliables  : sin  em- 
bargo, la  contradicción  no  es  mas  que  aparente. 

El  derecho  internacional  reconoce  el  poder  de  un  Estado  para  na- 
turalizar los  súbditos  ó ciudadanos  de  otro,  pero  la  naturalización  no 
se  verifica  en  virtud  del  mismo  derecho  internacional,  sino  de  la  legis- 
lación local.  Así,  el  nuevo  ciudadano  ó súbdito  es  creación  pura  y 
exclusiva  de  las  leyes  civiles  y políticas  del  país  que  lo  adopta  y dis- 
frutará únicamente  de  los  derechos,  privilegios  é inmunidades  que 
aquellas  le  confieran.  Y lo  que  decimos  de  naturalización  se  aplica 
también  á la  expatriación  ó rompimiento  de  los  vínculos  naturales  de 
ciudadanía,  que  nacen  y se  conservan  siempre  á la  sombra  de  la  le- 
gislación local.  El  derecho  de  expatriación,  pues,  como  el  de  natura- 
lización se  subordinan  bajo  el  punto  de  vista  del  derecho  internacio- 
nal al  principio  general  de  que  cada  Estado  independiente  es  soberano 
en  su  propio  territorio,  y que  sus  leyes  son  obligatorias  para  las 
personas  que  se  hallan  dentro  de  su  jurisdicción,  pero  no  tienen 
efecto  extra-territorial. 

Resulta  claramente  de  la  doctrina  asentada,  que  mientras  el  súb- 
dito ó ciudadano  naturalizado  permanece  en  los  límites  y bajo  la  ju- 

litucion  de  la  república  del  Perú,  promulgada  en  1823;  Constitución  de  la  repú- 
blica del  Ecuador , sancionada  en  iS6 5;  Constitución  de  la  Nueva-Granada;  Grotius 
Droit  de  la  guerre  el  de  la  paix,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Fodére, 
liv.  2,  ch.  5,  § 24;  Wheaton,  Elem.  int.  law,  app.  n.  1 ; Wheaton,  Jitsl.  law  of 
nations,  pp.  717  et  seq.;  Halleck,  hit.  law,  ch.  29,  § 3;  Gunther,  Das  europaisches 
volkerrechts,  pp.  2,  p.  309;  Jenkins,  Ufe  of  sir  L.,  vol.  II,  p.  713;  Cushing,  Opi- 
nions  ü.  S.  Attgs  geni.,  vol.  VIII.  p.  125  et  seq.;  May,  Droit  piiblic  de  Bavicre , 
vol.  II,  § 159,  160;  Weishaar,  Droit  privé  de  Wurlemberg,  vol.  I,  §§  7-4-78;  Bowyer, 
Conslilulional  laxo  of  England,  p.  406;  Sergeant,  Consl.  law,  p.  319;  Rawle,  On 
thc  constilution ; ch.  9;  Bello,  Derecho  internacional,  pte.  2,  ch.  5,  § 13;  liritish 
stalulcs,  Gco,  1,  c.  4;  U.  S.  Statules  at  large,  vol.  II,  pp.  153-155. 
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risdiecion  de  su  nueva  patria,  ó en  otro  cualquier  Estado  conservará 
el  carácter  nacional  conferido  por  la  naturalización.  Pero  si  este  no 
ha  sido  adquirido  rompiendo,  según  las  leyes  locales,  el  anterior 
vínculo  patrio,  es  evidente  que  la  vuelta  del  naturalizado  á su  país 
natal  le  colocará  nuevamente  bajo  su  jurisdicción,  sujetándole  á 
las  obligaciones,  cargas  y penas  que  le  impongan  ó hayan  im- 
puesto las  leyes,  á no  ser  que  se  estipule  lo  contrario  en  tratados 
especiales. 

Estos  principios  han  sido  reconocidos,  como  hemos  dicho  en  el 
párrafo  anterior,  por  la  jurisprudencia  de  los  Estados-Unidos.  En  el 
caso  de  Simón  Tousig,  que  había  vuelto  voluntariamente  al  Austria, 
fll.  Marcy  se  negó  á pedir  su  libertad  como  ciudadano  de  los  Estados- 
Unidos.  En  el  de  J.  P.  Iínacke,  ciudadano  naturalizado  de  los 
Estados-Unidos,  que  al  regresar  á su  país  natal  (Prusia)  había  sido 
obligado  á prestar  el  servicio  militar,  M.  Wheaton,  declaró  que  si  el 
interesado  hubiera  permanecido  en  el  territorio  de  la  república 
norte-americana  ó visitado,  con  fin  legítimo,  otro  cualquier  país,  con 
excepción  de  Prusia,  las  autoridades  de  los  Estados-Unidos  le  hubie- 
ran protegido  en  sus  derechos  y privilegios  como  ciudadano  natura- 
lizado, pero  que  habiendo  regresado  á su  país  natal,  se  restablecía  su 
antiguo  carácter  y estaba,  en  la  obligación  de  obedecer  las  leyes  locales, 
como  si  no  hubiera  emigrado.  M.  Webster,  secretario  de  Estado  del 
gobierno  de  Washington,  reconoció  con  motivo  del  caso  de  Ignacio 
Tolen,  natural  de  España  y naturalizado  en  los  Estados-Unidos,  esta 
doctrina,  resolución  confirmada  después  por  el  mismo  M.  Webster  al 
resolver  sóbrela  pretensión  de  Víctor  B.  Depierre,  natural  de  Francia, 
y naturalizado  en  los  Estados-Unidos , el  cual , decía ; « Si  como 
resulta,  el  gobierno  francés  no  reconoce  el  derecho  de  los  naturales 
de  ese  país  á renunciar  su  ciudadanía,  puede  legalmente  reclamar  sus 
servicios  siempre  que  los  encuentre  dentro  de  la  jurisdicción  fran- 
cesa. » Sin  embargo,  la  fidelidad  perpetua  á la  patria  natal  ha  sido 
considerada  como  legado  de  los  antiguos  tiempos  por  M.  Cass,  siendo 
notable  su  despacho  al  ministro  de  los  Estados-Unidos  en  Berlín  con 
motivo  del  caso  de  Hofer.  * 

* Halleck,  Int.  law,  ch.  29,  §§  3,  4;  AVheaton,  Elém.  int.  law,  pt.  2,  ch.  2, 
§ 6,  note;  Gardner,  Institutes,  pp.  448,  et  seq.;  Breckenridge,  Miscellanies , p.  409; 
Webster,  Works  of,  vol.  VI.  p.  521;  Marcy,  Letler  on  Koszta’s  case,  sept.  26  til» 
18o3;  Webster,  Letler  to  Sharkey,  july  5 th,  1852;  American  State  paper s,  for.  reí., 
'°  ' P-  h59;  Cushing,  Ojnnions  V.  S.  fAttys  geni.,  vol.  VIII,  pp.  125,  el  seq; 

ong - docs.,  32  d.  Cong.,  1 sst.  sess.  H.  R.,  Ex  Doc.  n\  10;  33  d.  Cong.  1 sst. 
sess.  H.  R.,  Ex.  Doc.  n\  41. 
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§ 185.  Las  leyes  de  comercio  y navegación  no  tienen  Royes  do 
carácter  obligatorio  sino  para  los  ciudadanos  del  Estado  tí  a vejación, 
en  que  rijan,  ó para  los  extranjeros  que  se  hallen  dentro  de  sus  lími- 
tes. Por  esto,  las  infracciones  de  las  leyes  de  un  Estado  que  regla- 
menten ó prohíban  el  comercio  sobre  géneros  determinados,  cometi- 
das por  extranjeros  dentro  del  territorio  de  otro,  no  son  jus- 
ticiables ante  los  tribunales  del  país  cuyas  leyes  hayan  sido  viola- 
das. Para  que  las  ofensas  cometidas  por  extranjeros  contra  las  leyes 
de  comercio  ó navegación  de  un  Estado  lo  sean  ante  los  tribu- 
nales del  país , aunque  no  hayan  tenido  lugar  dentro  de  los  lí- 
mites de  su  territorio,  es  preciso  que  se  hayan  cometido  á bordo  de 
buques  de  guerra  ó mercantes  del  mismo  y en  un  parage  exento 
de  la  jurisdicción  de  cualquiera  otro  pueblo. 

Con  respecto  á las  jleyes  de  comercio  y navegación , y á las  cues- 
tiones de  derecho  internacional  privado  á que  pueden  dar  lugar, 
debe  hacerse  una  distinción,  de  grande  utilidad  práctica,  entre  los 
reglamentos  comerciales  que  permiten  ó prohíben  ciertos  tráficos,  y las 
leyes  criminales  sobre  comercio  ó navegación,  aplicables  á Lodos  los 
ciudadanos.  Porque  es  preciso  tener  en  cuenta  que  el  domicilio 
comercial  ó mercantil  puede  algunas  veces  eximir  al  comerciante  del 
cumplimiento  de  los  reglamentos  sobre  tráfico;  pero  no  le  eximirá  en 
ninguna  ocasión  de  la  responsabilidad  en  que  incurra  por  infraccione 
de  la  legislación  criminal.  * 

§ 186.  Se  ha  establecido  como  regla  general  de  dere-  Lq.!fcbi;as.,rc 
clio  internacional  privado,  que  el  certificado  de  descargo  á favor  de 
un  comerciante  ó banquero  que  haya  quebrado,  siempre  que  sea 
expedido  en  el  mismo  país  en  que  contrajo  sus  deudas,  es  obliga- 
torio para  todos  los  acreedores,  aun  cuando  sean  extranjeros.  Sin 
embargo,  en  la  aplicación  de  esta  regla  hay  que  distinguir  los  casos 
en  que  según  la  lex  loci  haya  extinción  directa  y total  de  la  deuda, 
y aquellas  en  que  solo  haya  una  extinción  parcial,  ó un  aplazamiento 
del  recurso.  La  legislación  de  algunos  Estados  da  al  certificado  de 
descargo  una  extensión  tal,  que  extingue  todos  los  derechos  y i ocio- 
sos de  los  acreedores.  Otros,  por  el  contrario,  le  consonan  toda  su 
fuerza  y vigor. 

La  práctica  en  la  regla  que  se  debe  seguir  para  la  distribución 
de  los  bienes  muebles  de  un  quebrado  situados  en  otro  teniloiio, 

* Whcaton,  Elém.  droit  int.,  vol.  I,  pte  2,  cli.  2,  § 13;  l'uclix,  Droil  int.  pricc, 

SS  510-532;  Relio,  Derecho  internacional,  pt.  1,  cap.  4,  §§  5,  G;  American  jurist, 
vol.  XXII,  pp.  381-386;  Mussé,  Droit  commercial,  vol.  II,  §§  38,  37G,  et  sen. 
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luí  sido  muy  contradictoria.  No  obstante,  en  la  generalidad  de  l0s 
casos,  y á virtud  de  una  ficción  legal,  s«  lia  estimado  que  los 
bienes  muebles  dependiendo  de  la  persona,  debían  estar  sometidos, 
por  mas  que  se  encontraran  en  otro  territorio,  al  tribunal  del  domi- 
cilio del  quebrado.  La  jurisprudencia  de  los  Estados-Unidos  norte- 
americanos es  contraria  á esta  doctrina  y prefiere,  relativamente  á 
los  acreedores,  la  lex  loci  rei  sitoe  á la  lex  domicilii,  sin  conceder  á 
las  leyes  de  los  Estados  extranjeros  efecto  extraterritorial  en  perjui- 
cio de  la  autoridad,  derechos  é intereses  del  país. 

caso  ocurido  En  conformidad  con  este  principio  el  tribunal  supremo 
dos-Unklos  de  los  Estados-Unidos,  con  motivo  de  haberse  acoderado 

de  norte  , . . , , . , , ,.  „ 1 

américa.  algunos  ciudadanos  de  la  república  de  bienes  que  perte- 
necían á un  quebrado  domiciliado  en  el  extranjero,  y que  debían 
figurar  por  la  lex  domicilii  en  la  masa  común,  decidió  que  los  que 
habían  obrado  así  debían  ser  preferidos  á los  síndicos,  que  reclama- 
ban, según  las  leyes  del  domicilio  del  deudor,  su  incorporación  á 
la  masa  total  de  bienes. 


La  aplicación  de  los  principios  del  derecho  internacional  á las  cues- 
tiones de  quiebras  y bancarotas  ha  ocasionado  muchas  discusiones 
importantes  de  que  suelen  dar  cuenta  libros  y publicaciones  espe- 
ciales, pero  que  si  ocuparan  nuestra  atención  nos  separarían  mucho 
de  nuestro  objeto.  * 

sobre  tra¡-  § 187.  Es  un  principio  general  de  derecho  que  los  crí- 
Ccrknen°cs?s  menes  tienen  siempre  carácter  local  y son  solo  justiciables 
y penables  por  las  leyes  del  Estado  en  que  se  hayan  cometido.  De 
este  principio  se  deduce  que  la  legislación  criminal  de  un  país  se 
extiende  sobre  todas  las  personas  que  en  él  residan,  sean  ó no  extran- 
jeros. Y aun  hay  leyes  criminales  que  por  la  naturaleza  especialisima 
de  los  delitos  que  definen  y castigan,  obligan  á los  culpables  del 
hecho,  aun  fuera  de  los  límites  de  su  territorio.  Tal  sucede  con  las 
que  castigan  los  delitos  de  traición.  Importa  poco  que  un  delito 
de  esta  especie  haya  sido  cometido  por  el  ciudadano  de  un  Estado 
fuera  de  los  límites  de  su  territorio  : el  ofendido,  podiá  peise 
guir  al  delincuente  y castigarle  cuando  haya  \uelto  á su  patna. 


* Wheaton,  „An.  MI  «■*.  vol.  I.  P*  » , ch.  ZZ^, 

vol.  II,  p.  393;  Ilalleck,  lnl.  law.  ch.  7,  S 13,  p.  1M»  L0™ 
vol.  I,  p.  4,  note.  ctl.  1832;  Bell,  Com.  on  the  law  of  Seo  ti  and,  v . , IP-  > 
687;  Wheaton,  Reporls , vol.  XII,  pp.  153-163;  Rose,  Cases  ta  D>ar‘  ínlJ  J¿  ¡ ’ 
p.  402;  Massé,  Droil  commerclal,  vol.  III,  §§  197-295;  Westlake,  Prívale  mi.  law, 

ch.  7. 
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Por  esto  se  dice  que  las  leyes  sobre  los  delitos  de  traición  acompa- 
ñan siempre  á los  delincuentes  sea  cualquiera  el  sitio  donde  se  en- 
cuentren y el  lugar  donde  las  violen.  Su  gravedad  justifica  perfecta- 
mente que  se  castiguen  con  arreglo  á la  legislación  de  cada  país  y sin 
tener  en  cuenta  el  lugar  en  que  se  cometan.  * 

§ 188.  El  poder  judicial  tiene  en  los  Estados,  bajo 
cierto  aspecto,  tanta  importancia  como  el  legislativo.  dK°d<juün 
Atributo  de  la  soberanía  de  los  pueblos,  condición  esen-  Estad0‘ 
cial  de  su  ejercicio,  no  puede  depender  de  otro;  porque  implicaría 
esta  dependencia  la  del  que  la  consintiera. 

Pero  el  poder  judicial  no  se  entiende  limitado  en  su  ejercicio  pol- 
la aplicación,  en  casos  especiales,  de  los  principios  del  derecho  de  las 
naciones.  Así,  están  exceptuados  de  él  los  ministros  públicos, 
sin  que  se  pueda  decir  por  tal  motivo  que  el  Estado  no  sea  libre  ó 
independiente.  Del  mismo  modo,  cuando  una  escuadra  extranjera 
cruza  las  aguas  de  una  nación  ó un  ejército  salva  su  territorio  con 
su  consentimiento  expreso  ó tácito,  el  poder  judicial,  por  mas  que 
no  sea  competente  para  entender  en  lo  que  se  refiera  á la  una  ó al 
otro,  no  sufrirá  limitación  ni  menoscabo  alguno  en  sus  requisitos  y 
cualidades  esenciales. 

Se  puede  establecer  como  principio  general  de  derecho  de  gentes 
que  el  poder  jurisdiccional  se  extiende  en  absoluto  por  todo  su 
territorio  con  exclusión  completa  del  de  otro  cualquiera.  Y es  tal 
la  fuerza  de  este  principio , que  combinado  con  los  estatutos 
personales  de  las  naciones , llega  en  ciertos  casos  á concederle 
autoridad  y fuerza,  fuera  de  los  límites  de  su  propio  territorio.  Tal 
acontece  con  el  poder  que  tienen  los  Estados  sobre  sus  buques 
de  guerra  y de  particulares  en  alta  mar,  y aun  en  puertos  extran- 
jeros. Esto  se  verifica  del  mismo  modo  en  la  ejecución  de  algunas 
de  las  leyes  rentísticas  y fiscales  de  los  pueblos. 

Otro  caso  de  incompetencia  del  poder  judicial,  aun  dentro  de  los 
limites  de  su  territorio,  es  el  que  se  refiere  á un  soberano  extranjero 

durante  el  tiempo  que  resida  en  él. 

Pero  estas  excepciones  del  ejercicio  del  poder  judicial  no  son 
verdaderas  limitaciones  de  él.  Significan  solo  que  sobre  el  de- 

* Foelix,  Droit  int.  privé,  §§  510-532;  Wheaton,  Elém.  droit  int.,  pt.  2,  el».  2 
§ 13;  Bowyer.  Vniv.  public  laivr  ch.  17;  Riquelme,  Derecho  público  internacional , 
lib.  2,  lít.  1,  cap.  6;  American  jurist,  vol.  XXII,  pp.  381-386;  Massé,  Droit  com- 
mercial,  vol.  II,  §§  39  el  scq. 
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rocho  particular  de  cada  pueblo  hay  una  fórmula  superior,  que  es  el 
derecho  de  gentes.  * 

§ 189.  Una  distinción  derivada  del  derecho  romano,  acep- 
dícuTde  ios  tada  por  casi  todos  los  publicistas  modernos,  ha  servido 
ios  asuntos  como  para  aclarar  y dar  la  medida  de  la  extensión  del  po- 

der  judicial  de  los  Estados  en  los  asuntos  civiles.  Esta  dis- 
tinción, fundada  en  la  división  de  los  derechos  en  reales,  mistos  y 
personales,  especifica  ó determina  el  carácter  de  la  ley  que  puede  ser 
aplicada  en  los  casos  que  ocurran.  En  cuestiones  sobre  derechos  rea- 
les se  estará  al  estatuto  real,  al  forum  rei  sitce ; en  las  promovidas  so- 
bre derechos  mistos,  es  preciso  atenerse  unas  veces  al  estatuto  perso- 
nal, otras  al  real;  ya  al  forum  reí  sitce , ó bien  al  forum  domicilii ; 
en  las  que  versen  sobre  derechos  personales  se  estará  al  forum  domicilii 
ó al  forum  contractus.  En  esta  distinción  se  ha  fundado  la  legislación 
comun  inglesa,  al  dividir  los  pleitos  civiles  en  personales,  reales  y 
mistos,  dando  á los  primeros  el  carácter  transitorio  y movible  que  tie- 
nen todas  las  cuestiones  que  dependen  ó se  regulan  por  el  forum  do- 
micilii. 

Para  que  el  poder  judicial  entienda  en  los  asuntos  civiles  que  cor- 
responden al  forum  domicilii  y que  tienen  carácter  personal  predo- 
minante, es  preciso,  pues,  que  la  persona  se  encuentre  dentro  de  los 
límites  de  su  territorio  jurisdiccional.  De  otro  modo  el  Estado  le  ten- 
dría fuera  de  sus  límites  jurisdiccionales,  lo  cual  es  imposible  en  regla 
general.  ** 

§ 190.  Es  incuestionable  que  un  Estado  tiene  jurisdicción 
jurisdicción  completa  sobre  sus  ciudadanos,  mientras  estén  dentro  del 
sobrias0  territorio.  Pero,  ¿llegará  este  poder  hasta  regularizar  los 
ciudadanos.  ¿crec}10Sj  deberes  y obligaciones  de  los  que  residan  en 

extranjero?  Así  al  menos,  lo  han  sostenido  algunos  publicistas.  Sin 
embargo,  como  dice  Story,  hay  que  notar  que  el  derecho  de 
ejecutar  las  decisiones  judiciales  de  una  nación  en  otra,  íundado 

* Halleck,  International  law,  ch.  7,  § 15,  pp.  161,  162;  Wheaton,  Elém. 
droit  international,  vol.  I,  pt.  2,  ch.  2,  §§  9,  12;  Heffter,  Droit  international  § 59 
Webster,  Dip.  and  off.  papers,  pp.  140  etseq.;  Bowyer,  Vmv.  pubhc  lato,  ch.  6, 
Wildman,  International  laiv,  vol.  I,  p.  70;  Bello,  Derecho  internacional  fie.  1, 
cap.  4,  § 7;  Riquelrae,  Derecho  público  internacional,  lib.  2,  tít.  1,  cap.  1 , J>  dSs  , 

Droit  commercial,  vol.  II,  §§  41,  et  seq. 

**  Huberus,  Prcelectiones , lib.  5,  tít.  1 ; Story,  Conflicl  of  laws,  o3i, 
Pardessus,  Droit  c om.,  vol.  V,  § 13-53;  Blackstone,  Commentanes  vol  III,  PP- 
117,118,  194;  Henry,  Foreign  law,  ch.  8,  p.  54;  ch-  i.  > P-  » ou  ’ 
Traité  des  lois,  vol.  I,  pp.  581-635;  Yoet,  Ad  Pandect.,  lib.  5,  tit.  i,  » m-’  . 
Riquelrae,  Derecho  público  int.,  lib.  2,  tít.  1,  cap.  3;  Bowyer,  üntv.  pu  ic  > 
#h.  16;  Westlake,  Prívate  int.  law , chs.  5,  6. 
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en  el  principio  de  la  cortesía  Internacional,  ex  eomitate  gentium  no 
está  igualmente  admitido  por  todas. 


Foelix  dice  que  «las  relaciones  de  buena  amistad  ( co mitas ) y las 
consideraciones  de  utilidad  y conveniencia  recíproca  ( ab  reciproca  ni 
utilitatem ) han  dado  lugar  á excepciones  al  principio  de  que  las  sen- 
tencias no  pueden  ejecutarse  en  un  país  extranjero ; consignadas  en 
los  tratados  de  nación  á nación,  en  las  leves  de  los  Estados  que 
admiten  el  principio  de  reciprocidad,  y en  los  usos.» 

No  es  posible  admitir  en  el  estado  actual  de  las  naciones  que  una 
sentencia  en  virtud  de  la  cual  se  confisquen  los  bienes  que  tenga  un 
ciudadano  establecido  en  el  extranjero,  sea  cumplida  y ejecutada  por 
aquella  en  que  resida.  Tal  cumplimiento  y ejecución  seria  contrario 
á su  independencia.  Lo  mismo  sucedería  con  sentencias  en  oposi- 
ción con  las  leyes  locales  ó las  instituciones  vigentes  en  la  que 
deban  ser  ejecutadas. 

La  jurisdicción,  pues,  absoluta  y completa  sobre  sus  súbditos,  mien- 
tras estos  residen  en  su  propio  territorio,  no  puede  serlo  igualmente 
durante  su  permanencia  en  el  extranjero.  * 

§191.  Todos  los  publicistas  reconocen  que  el  poder  ju-  Jai.¡..Iiccion 
dicial  puede  entender  en  las  cuestiones  sobre  derechos  tic  nn  Estado 

sobre  Jos  ex- 

reales  y personales  que  se  promuevan  por  personas  resi-  tranjeros que 
denles  en  el  territorio,  aunque  hayan  tenido  origen  en 
otros  Estados.  Story  afirma,  que  la  legitimidad  de  este  principio  es 
indiscutible. 

Preciso  es  no  confundir  el  principio  que  hemos  establecido  con  las 
leyes  que  los  tribunales  deban  aplicar  en  el  caso  litigioso.  Estas  po- 
drán ser  bien  las  peculiares  del  Estado,  ó ya  las  vigentes  en  países 
extranjeros,  pero  en  ninguno  de  ambos  casos  se  modifica  la  regla 
enunciada;  puesto  que  todas  las  personas  que  residen,  temporal  ó in- 
definidamente, en  una  nación  se  hallan  sujetas  á sus  tribunales. 

No  es,  empero,  completamente  igual  la  jurisdicción  sobre  extran- 
jeros que  se  observa  en  todos  los  países;  que  pueden,  en  virtud  de 
su  autonomía,  rehusarse  á entender  en  las  cuestiones  que  surjan  cntie 
los  extraños  que  residan  en  su  territorio.  Entre  estas  hay  algunas  que 
deben  someterse  á tribunales  especiales  ó determinados,  en  atención 


* Foelix,  Derecho  int  privado,  traducido  al  español,  Madrid,  1860,  lomo  II,  M 319, 
320;  Wheaton,  Elértx.  droit  int.,  pie.  2,  ch.  2,  § 13;  Story , Conflict  of  lenes , ^ 2J, 
540;  Martens,  Précis  da  droil  des  gens,  édilion  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  lerge, 
§ 95;  Huberus,  Proelccliones,  lib.  1,  til.  3,  S 2;  Bohemer,  Jas  publicum  univcr- 
salc , ele.,  lib.  1,  cap.  4,  § 6,  nota;  Henry,  Foreign.  law,  p.  1 7;  Wcsllake,  Pt  ivale 
int  law,  ch.  12. 
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á la  índole  de  los  derechos  que  las  sirven  de  fundamento.  Asi  ve- 
mos  que  las  acciones  reales  y posesorias  no  podrán  ser  intentadas 
y seguidas,  sino  ante  los  tribunales  del  territorio  en  que  radiquen  los 
bienes  que  las  originan.  Algunos  Estados  han  adoptado  la  máxima 
de  actor  sequitur  forum  rei. 

En  íes  Esta-  En  otros,  como  por  ejemplo,  en  los  Estados-Unidos  del 
d¿.n,ulrlCcn  nor*e  América  y en  Inglaterra,  se  someten  las  acciones 
Inglaterra,  personales  que  nacen  ex  delicio , ó ex  contráctil,  al  tribu- 
nal del  lugar  en  que  hayan  tenido  origen. 

En  Francia.  jui  ispi  udencia  francesa  ha  establecido,  que  sus  tri- 

bunales pueden  entender  en  las  cuestiones  promovidas 
entre  extranjeros,  en  los  siguientes  casos : 

Io  Cuando  la  obligación  haya  sido  contraida,  bien  sea  en  Francia  ó 
bien  en  otro  Estado,  entre  extranjeros  y franceses. 

2o  En  las  obligaciones  mercantiles  contraídas  en  Francia. 

3o  Siempre  que  los  extranjeros  sometan  voluntariamente  sus  litigios 
á la  decisión  de  los  tribunales  franceses. 

Para  resolver  todas  las  dudas  que  puedan  ocurrirse  acerca  del  poder 
judicial  de  un  Estado  con  respecto  á los  extranjeros  que  en  él  residan ? 
debe  tenerse  en  cuenta,  como  ya  hemos  indicado,  que  no  entiende 
sino  en  casos  de  acciones  personales  ó reales,  siempre  que  los  bienes 
en  que  se  funden  radiquen  en  el  mismo  país.  A no  ser  así,  los  con- 
flictos de  jurisdicción  internacional  que  ocurrirían  á cada  paso,  serian 
de  incalculables  consecuencias.  * 

jurisdicción  §192  Que  un  Estado  debe  tener  jurisdicción  sobre  los  bienes 
sobre  íoshic-  raíces  situados  dentro  de  su  territorio,  es  un  principio  de 
nes raíces,  evidencia  tal,  que  no  necesita  demostración.  Y no  se  funda 
esta  jurisdicción  sobre  la  regla  lex  loci  rei  sitce,  como  dicen  casi  to- 
dos los  publicistas,  sino  sobre  los  derechos  eminentes  de  los  Estados, 
sobre  las  condiciones  necesarias  del  derecho  público. 

De  consiguiente,  todo  lo  referente  á ellos  es  asunto  propio  y espe- 
cial de  los  Estados  respectivos  ; por  cuya  razón  cada  uno  tiene 
leyes  propias  que  determinan  el  modo,  la  forma,  y los  accidentes 


* Wheaton,  Elém.  droit  int. , v.  I,  pt.  2,  ch.  2,  § 19;  Stovy  Conflicl  of  laws, 
§§  541-544 ; Pardessus,  Droit  commercial,  pt.  6,  tit.  7,  ch.  1,  § 1 ; Huberus,  ice 
lectiones , lib.  1,  tít.  2,  § 2;  Grotius,  Droit  de  la  guerre  el  de  la  paxx , édiUon 
Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2,  ch.  18,  § 4;  Vatt eU Orad  des  gen,* 
édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  1,  ch.  19,  $ 2Já,  nv.  -¿,  c i.  , 

§§  99-103;  Polhier,  Procedure  civile,  pt.  1,  ch.  1,  P-  2>'  ^en^’  a * 

ch.  8,  p.  54;  ch.  9,  p.  63;  Wildman,  Jnt.  law , vol.  I,  P;  40;  Riquelme, ,Derei ■ • 

púb.  internacional,  lib.  2,  tít.  1,  cap. 2;  Massé, Droit  convnei ctal,  vol.  ,¡>8  > 
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de  los  procedimientos  á que  dieren  lugar;  y es  tal  la  fuerza  eminente  i 
del  Estado  en  este  punto,  que  el  poseedor  de  tales  bienes  no  puede  \ 
evadirse,  sea  ó no  extranjero,  de  la  sumisión  debida  á la  ley  na- 
cional. 

« Cualquiera  tentativa,  dice  Story,  de  un  tribunal  extranjero  para 
fundar  jurisdicción  sobre  bienes  raíces  de  otro  Estado,  debe  conside- 
rarse como  enteramente  inútil  y de  imposible  cumplimiento.  » 

La  regla  de  derecho  común  adoptada  en  este  punto  por  todas  las 
naciones  es,  que  las  acciones  reales  tienen  que  someterse  á la  lex  reí 
sita,  así  como  las  personales  se  sujetan,  por  regla  general,  á la  ley 
del  domicilio  del  demandado.  * 

§ 193.  Los  bienes  muebles  se  consideran,  por  una  fie-  Jurisdicción 
cion  legal,  situados,  aunque  no  lo  estén,  en  el  lugar  en  sóbrelos 

...  ° bienes  mue- 

que  resida  el  propietario.  Son,  por  tanto,  regidos  por  las  bies, 
leyes  de  esta  residencia ; y así  se  respetan  generalmente  por  los  Es- 
tados los  acuerdos  de  los  tribunales  locales  concerniente  á ellos.  Sin 
embargo,  la  doctrina  contraria  lia  empezado  á aplicarse  en  los  Esta- 
dos-Unidos norte-americanos. 

Wheaton  estima  que  la  regla  respecto  á la  jurisdicción  de  un  Es- 
tado sobre  los  bienes  muebles  que  se  hallen  dentro  de  su  territorio 
es  la  misma  que  la  de  los  bienes  raíces,  con  la  sola  excepción  de  que 
en  las  cuestiones  sobre  bienes  muebles,  pueden  las  leyes  extranjeras 
influir  sobre  el  fondo  de  la  decisión,  reservándose  solo  á la  lex  fori 
las  formas  del  procedimiento,  el  sistema  probatorio  y las  condiciones 
de  la  prescripción.  « La  lex  domicilii , dice  este  publicista,  es  la  ley 
aplicable  á un  testamento  de  bienes  muebles,  y á las  sucesiones  intes- 
das  de  ellos,  si  el  testamento  ha  sido  hecho,  ó si  los  herederos  ab 
ntestato  residen  en  país  extranjero;  pero  la  lex  fori  del  Estado  en 
que  se  intente  el  procedimiento,  determinará  sus  formas,  la  clase  de 
pruebas  necesarias  y las  reglas  de  la  prescripción.  » 

Aunque  el  modo  como  deba  ser  ejecutado  un  testamento  sobre 
bienes  muebles  hecho  en  país  extranjero,  sea  determinado  por  la  Ic\ 
local,  este  testamento  no  se  podrá  cumplimentar  en  el  país  en  que 
estén  situados  los  bienes,  sin  haber  sido  homologado  por  sus  tí  ¡bana- 
les. Lo  mismo  sucede  con  el  extranjero  constituido  en  albacea  poi  un 


* Slory,  Con  (lid  of  laics,  §§  551-555;  Wheaton,  Elém . droit  hit.  I*t.  2, ch.  2 
§§  3,  1G;  Halleck,  Int.  law,  eh.  7,  § 19,  p.  165;  lattel,  Droit  des  gens,  edition 


Guillan min,  annotée  par  Prailier-Foderé,  liv.  2,  ch.  8,  § 103;  Hubeius, 
tiunes,  lib.  1,  til.  3,  § 15  ; Henry,  Foreign  law,  ch.  8,  § 3;  Riqnelme, 
público  int.,  lib.  2,  til.  1,  cap.  3;  Massé,  Droit  comviercial,  tol.  II, 
soi| . ; Wesllake,  Prívate  int.  law , ch.  G. 
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tostador,  que  no  podrá  entrar  á ejercer  sus  funciones  sin  obtener  los 
certificados  expedidos  al  efecto  por  la  administración  local.  El  admi- 
nistrador de  una  sucesión  intestada,  nombrado  de  oficio,  no  puede 
tampoco  intervenir  de  modo  alguno  en  los  bienes  muebles  situados  en 
otro  Estado  y que  figuren  en  la  herencia,  sin  que  el  tribunal  del  lu- 
gar en  que  radican  lo  confirme  en  su  nombramiento.  * 

Contratos  § 194.  Las  leyes  de  cortesía  internacional  han  estable- 
cido  algunas  diferencias,  dignas  de  ser  tenidas  en  cuenta, 
ne°,rr  entre  los  contratos  ínter-vivos  y las  disposiciones  mortis- 
causa  de  los  extranjeros.  El  jus  disponendi  se  ha  aplicado,  sin  res- 
tricción alguna,  á los  contratos  ínter-vivos  celebrados  por  extranjeros. 
Por  el  contrario,  en  las  disposiciones  mortis-causa  se  han  establecido 
limitaciones  de  mucha  importancia  partiendo  del  principio:  testamen- 
tifactio  estjuris  civilis.  No  obstante,  la  tendencia  del  derecho  de  gentes 
es  borrar,  poco  á poco,  la  regla  anterior,  tomada  de  la  legislación  ro- 
mana, y que  se  ha  conservado  hasta  nuestros  dias,  á pesar  de  la  dis- 
tinta significación  que  tienen  todas  las  condiciones  de  derecho  en  los 
pueblos  modernos. 

Potliier,  comentando  la  legislación  francesa  acerca  de  este  punto, 
dice  lo  siguiente: 

« La  diferencia  establecida  por  la  ley  entre  los  contratos  ínter-vivos 
y las  disposiciones  mortis-causa  permitiendo  á los  extranjeros  cele- 
brar los  primeros  y prohibiéndoles  las  segundas,  se  fundan  en  la  na- 
turaleza misma  de  los  unos  v de  las  otras.  Los  actos  ínter-vivos  están 
basados  en  el  derecho  de  gentes  ( jus  gentium  ó ley  de  la  natura- 
leza.) Pues  bien,  los  extranjeros  gozan  de  todas  las  facultades  y po- 
deres reconocidos  por  el  jus  gentium , pudiendo,  por  tanto,  celebrar 
toda  especie  de  actos  ó contratos  ínter-vivos.  Pero  el  derecho  de 
hacer  un  testamento  se  apoya  en  el  derecho  civil  testamenti  faciio  est 
juris  civilis  y por  esto  los  extranjeros  no  tienen  esta  facultad.  » 

Las  razones  expuestas  por  este  pubicista  son  las  únicas  que  pueden 
ser  alegadas  para  justificar  la  distinta  consideración  de  los  actos  ínter- 
vivos  y de  las  disposiciones  mortis-causa. 

Pero  como  se  vé  desde  luego,  estas  razones  descansan  en  una  dis- 
tinción establecida  por  el  derecho  romano,  y que  de  aplicarse  lógica - 

* Wheaton,  Elém.  droit  int.,  v.  I,  pte.  2,  ch.  2,  § 17;Halleck,  Int.  lato. 
ch.  7,  §§  20,  21,  pp.  106,  167  ; Story,  Conflicl  of  laws,  § 550;  Kent,  Comon  am, 
law,  vol.  II,  p.  431;  Code  civil  franjáis,  avt.  1000;  Bowyer,  Unió,  public  lato, 
ch.  10;  Riquelme,  Derecho  público  internacional,  lib.  2,  tit . 1,  capíls  1-4;  Massé, 
Droit  commercial , vol.  II,  §§  167  et  seq.;  AVestlake,  Prívate  int.  law,  ch.  5-8. 
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mente  produciría  resultados  funestísimos.  No  en  otro  principio  que 
en  este  de  testcimenti  fcictio  est  juris  civihs,  se  tunda  la  disposición 
sostenida  por  algunos  pueblos,  y en  virtud  de  la  cual  el  tesoro  se 
apodera  de  los  bienes  pertenecientes  á los  extranjeros,  que  mueren  en 
el  país  : tal  no  es*la  tendencia  del  derecho  internacional  moderno.* 


Efecto  inter- 
nacional dis- 
tinto de  las 
cesiones  vo- 
lunarias  y 
de  los  tras- 
pasos por 
cansa  de 
quiebra. 


§ 19o.  Los  tribunales  de  los  Estados-Unidos  norte-ame- 
ricanos han  establecido  una  diferencia  de  importancia 
entre  la  cesión  voluntaria  de  bienes  hecha  por  un  extran- 
jero á favor  de  sus  acreedores,  y el  traspaso  de  esos  mis- 
' mos  bienes  por  causa  de  quiebra  y en  virtud  de  providencia 
judicial.  A la  cesión  voluntaria  se  ha  aplicado  en  toda  su  extensión 
el  jus  disponendi  ó el  jus  legitimi  dominii ; pero  al  traspaso  por  causa 
de  quiebra,  en  tanto  que  resulta  de  un  procedimiento  in  invitum  del 
deudor,  no  se  podía  aplicar  el  mismo  principio.  Para  fundar  esta  re- 
gla de  jurisprudencia,  Story  hace  notar,  que  en  los  traspasos  por 
causa  de  quiebra  y resultado  de  un  proceso  no  pueden  figurar  los 
bienes  raices  que  el  deudor  extranjero  tenga  en  otro  país,  mientras 
que  en  las  cesiones  voluntarias  constarán  toda  clase  de  bienes, 
sin  referencia  alguna  al  lugar  en  que  estén  situados.  No  obstante  este 
principio,  hay  que  atenerse  á las  leyes  internacionales  ó á la  juris- 
prudencia establecida  entre  los  Estados  para  determinar  la  extensión 
que  pueda  tener  un  traspaso  semejante. 


La  legislación  inglesa  reconoce,  aplicando  en  esto  una  regla  de 
cortesía  internacional,  la  misma  extensión  á entrambos  hechos. 

Para  apreciar  la  significación  que  tenga  el  traspaso  de  bienes  por 
causa  de  quiebra , es  preciso  tener  en  cuenta  la  de  la  legisla- 
ción especial  de  los  Estados  acerca  de  este  punto.  En  general,  las 
leyes  sobre  quiebras  de  casi  todos  los  pueblos,  tienen  por  objeto 
secuestrar  y traspasar  á síndicos  ó delegados,  nombrados  al  efecto, 
todos  los  bienes  que  pertenezcan  al  quebrado.  En  los  Estados-Unidos 
este  traspaso  no  se  estima  como  debido  al  consentimiento  tácito  del 
propietario,  sino  como  efecto,  proprio  vigore,  de  la  ley  municipal,  y 
siendo  frecuentemente  in  invitum  de  aquel.  Esto  explica  perfectamen- 
te las  diferencias  establecidas,  que  ya  hemos  hecho  notar,  poi  la 
jurisprudencia  de  ese  país.  ** 


* Polhicr,  Traite  des  personnes,  pte.  1,  tit.  2,  scc.  2;  Sala  mejicana,  vol.  II, 
pp.  109,  110;  Riquelme,  Derecho  público  int.,  lib  2,  tít.  1,  caps  1-4;  Westlake, 
Prívale  int.  law,  chs.  8,  9. 

**  Dana.  Elem.  int.  laxo,  by  Wlieaton,  eigth  edition,  note  93,  p.  225;  Story,  Con- 
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dcmfSuio  § i96:  L°S  bucIues  de  ?ucrra  y mercantes  en  alta  mar 

Sobucsl'dcU‘  están  slljctos’  siemPre  que  no  se  encuentren  dentro  de  los 

guerra  y límites  jurisdiccionales  de  otra  nación,  á la  del  Esleír* 
mercantes  , . _T  3l<luO 

en  alta  mar.  a que  pertenecen.  Yattel  dice,  que  los  buques  de  una 

nación  cuando  navegan  sobre  un  mar  libre,  son  como  porciones  ó 
pedazos  de  su  mismo  territorio. 

Este  derecho  supremo  de  jurisdicción  que  tienen  los  Estados  sobre 
sus  buques  mercantes  ó de  guerra  en  alta  mar,  resulta,  según  el 
mismo  publicista,  mas  bien  del  principio  de  libertad  del  Océano  y del 
derecho  que  tienen  los  Estados  todos  á cruzar  sus  aguas,  que  de  la  so- 
beranía que  corresponde  á un  país  sobre  las  personas  que  tripulen 
sus  buques  ó flotas. 

La  jurisdicción  á que  nos  referimos  es  exclusiva  en  tanto  que  se 
limite  á conocer  los  delitos  cometidos  contra  sus  propias  leyes.  Los 
que  tengan  lugar  contra  el  derecho  de  gentes  pueden  ser  juzgados 
por  los  tribunales  del  país  en  que  se  hallen  los  delincuentes,  aunque 
fueren  cometidos  á bordo  de  un  buque  extranjero  y en  alta  mar. 
Este  poder  común  á todos  los  Estados,  no  implica  ó supone  el  dere- 
cho de  visita  y registro  con  el  objeto  de  apoderarse  ó custodiar  á los 
criminales.  Para  ejercerle  es  preciso  que  se  determine  así  por  los  tra- 
tados. 

¿ Podrá  un  Estado  reclamar  la  prestación  del  servicio  militar  por 
sus  súbditos  á bordo  de  sus  buques  de  guerra  ó mercantes  en  alta 
mar  ? Es  indudable  que  sí,  toda  vez  que  concurran  las  circunstancias 
expresadas.  * 

S d 97.  Los  puertos,  cuando  no  hay  prohibiciones 

Los  buques  ° r , 

de  guerra  y terminantes  en  .contrario,  se  consideran  abiertos  a toaos 

sus  presas  _ , . 

en  puertos  los  buques  de  guerra  y corsarios  de  los  pueblos  con 
extranjeros.  * ° * 

quienes  se  encuentren  en  paz.  Hay  mas;  estarán  exentos 
de  la  jurisdicción  local,  si  lo  determinan  así  los  tratados  ó si  no 
hay  prohibición  especial  que  les  impida  la  arribada  á las  aguas  neu- 


Xictof  latos,  §§  403-423;  Kent,  Com.  on  am.  law,\ ol.  II,  PP-  302,  400-408;  Henry, 
Foreing  lavo,  pp.  127-135,  175;  Merlin,  Repertoire,  §§  1,  3,  art.  10,  pp.  4 - , 

íaims.  On  equity , b.  3,  ch.  8,  § 6;  Westlake,  Prívate  tnt.  lato,  ch.  9. 

* Wheaton,  Elém.  droit  int.  vol.  I,  pte.  2,  ch.  2,  § 10;  Halleck,  n . aw, c : . , 
i 24;Wheaton,  fíeports,  vol.  VII,  p.  352;  Grotius, Droit  e a guerre 
ídition  Guiliaumin,  annotée  par  Pradier-Fodere,  liv.  2,  ch.  i § » ' 9,fi. 

les  gens,  édition  Guiliaumin,  annotée  par  Pradier-Fodere,  iv . , c • * 

iv.  2,  ch.  7,  § 80;  ^shing,  Opinions  of  U.  S.  Attys  geni.,  vo  . > P* 

Autherforth,  Inslilutes,  b.  2,  ch.  9,  §§  8,  9;  Ortolan,  Diplomatte  de  la  tner,  • •* 

:h.  13;  Riquelme,  Derecho  público  internacional,  lib.  1,  pie.  2,  cap. 
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Irales.  Esta  excepción  de  la  jurisdicción  local  se  extiende  á los  bu- 
ques de  guerra  y corsarios,  á las  presas  de  unos  ó de  otros,  y á los 
prisioneros  que  se  hallen  á bordo  de  cualquiera  de  ellas  ó del 
que  los  haya  apresado;  y se  funda  en  una  aplicación,  especial  á es- 
tos casos  particulares,  del  principio  de  la  exterritorialidad. 

Debemos  advertir,  que  cuando  los  prisioneros  que  conduzca  un 
buque  de  guerra  hayan  sido  hechos  en  tierra,  podrán  ser  ó no  remi- 
tidos á la  autoridad  local,  según  los  acuerdos  que  existan  entre  los 
beligerantes  y los  Estados  neutrales.  * 

§ 198.  La  exención  absoluta  de  la  jurisdicción  local  *<°s  bupucs 

. J mercantes 

no  puede  en  rigor  corresponder  de  derecho  sino  á los  bu-  en  puertos 

extranjeros . 

ques  de  guerra  de  un  Estado  que  lleguen  á un  puerto  ex- 
tranjero, porque  representan,  en  cierto  modo,  aquel  á que  per- 
tenecen, y por  esta  sola  consideración  deben  estar  exentos  de  la 
jurisdicción  local  de  los  demás.  Pero  este  principio  no  puede 
ser  aplicado  á los  mercantes  ó de  particulares,  á no  ser  que  los 
tratados  lo  determinen  expresamente.  Hay , sin  embargo , excep- 
ciones muy  dignas  de  ser  tenidas  en  cuenta,  y que  se  fundan  en  el 
derecho  de  asilo  marítimo  (1). 

Pero  si  en  rigor  de  derecho  no  pueden  eximirse  en  absoluto  de  la 
jurisdicción  local  los  buques  mercantes  que  arriben  á un  puerto  ex- 
tranjero, se  eximen,  no  obstante,  relativamente,  bien  en  virtud  de 
las  disposiciones  de  los  tratados,  bien  á merced  de  la  jurisprudencia 
establecida. 

La  jurisprudencia  marítima  francesa  distingue  en  este  caso  los  ac- 
tos de  pura  disciplina  interior  de  los  buques  y aun  los  crímenes  ó 
delitos  que  se  cometan  entre  los  tripulantes,  cuando  no  se  altere  la 
tranquilidad  del  puerto , de  los  que  se  cometan,  aunque  sea  á bordo, 
por  personas  extrañas  á la  tripulación  ó contra  estas  ó entre 
los  tripulantes  mismos,  siempre  que  por  tal  causa  se  compro- 
meta aquella.  Los  hechos  correspondientes  á la  primera  clase  están  ab- 
solutamente exceptuados  de  la  competencia  de  la  jurisdicción  local. 
Esta  no  puede  intervenir  en  tales  casos,  á menos  que  no  se  reclame 
su  auxilio  ó protección.  En  cuanto  á los  segundos,  la  legislación  fran- 
cesa reconoce  que  su  conocimiento  se  debe  de  derecho  á las  autori- 

* Whcaton,  Elém.  droit  int.,  v.  I,  pte.  2,  ch.  2,  § 9;  Fcelix,  Droit  int.  privé, 

§ 164;  Halleck,  Int.  law , ch.  7,  § 25;  Ortolan,  Diplomalie  de  lamer,  liv.  2,  ch.13, 
rhillimore,  On  int.  law,  vol.  I,  §341;  Cushing,  OpinionsU.  S.  Allys  geni,  vol.  VII, 
p.  123;  Kent,  Com.  on  am.  law , vol.  I,  p.  157,  nota;  Hautefeuille,  Des  nalions 
neutros,  vol.  1,  pp.  475,  476. 

(1)  Véase  la  sección  correspondiente  de  esta  obra. 
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dados  dol  país;  que  la  jurisdicicon  local  es  soberana  en  todo  lo  que 
concierne  á los  intereses  públicos  y del  Estado,  y que  por  tanto  lo¡> 
crímenes  que  cometan  los  tripulantes  de  un  buque  extranjero  contra 
personas  extrañas  á la  tripulación,  ó alterando  la  tranquilidad  pú- 
blica dol  puerto,  serán  justiciables  ante  las  autoridades  de  la  localidad. 

En  conformidad  con  esta  doctrina,  el  consejo  de  Estado 
'ridusen^  en  Francia  resolvió,  á favor  délos  cónsules  americanos,  el 
conflicto  de  jurisdicción  ocurrido  en  1806  en  Anvers,  con 
motivo  de  la  riña  tenida  por  dos  marineros  del  Newton,  á bordo  de 
uno  de  sus  botes,  y el  que  por  esta  misma  época  ocurrió  en  Marsella, 
á causa  del  asunto  de  la  Sally.  La  sentencia  que  dió  en  esta  ocasión 
dicho  consejo,  es  muy  notable.  Véase  los  términos  en  que  está  con- 


cebida : 

«Considerando  que  un  buque  neutral  no  puede  ser  te- 
, semencia  nido  indefinidamente  como  localidad  también  neutral,  y 

.¡0°  irancia  fIue  protección  que  se  le  concede  en  los  puertos  fran- 

ceses no  podria  eximirle  de  la  jurisdicción  local  en  lo  que 
toca  á los  intereses  del  Estado;  que  así,  el  buque  neutral  admitido 
en  uno  de  sus  puertos,  está  de  derecho  sometido  á las  leyes  de 
policía  que  rijan  el  lugar  donde  se  encuentre;  que  los  individuos  de 
la  tripulación  son  igualmente  justiciables  ante  los  tribunales  del  país, 
por  los  delitos  que  cometan,  aun  á bordo  del  buque,  contra  personas 
extrañas  á la  misma  tripulación,  así  como  también  por  los  contratos 
que  celebren  con  dichas  personas ; pero  que  si  sobre  estos  hechos  la 
competencia  de  la  jurisdicción  territorial  es  indudable,  no  sucede  lo 
mismo  con  respecto  á los  delitos  que  se  cometan  entre  los  individuos 
de  la  tripulación  de  un  buque  neutral;  que  en  este  caso  los  derechos 
del  Estado  neutral  deben  ser  respetados,  porque  se  trata  de  la  disci- 
plina interior  del  buque  en  la  cual,  sin  que  sea  su  auxilio  reclamado 
ó lo  exija  la  tranquilidad  del  puerto,  no  debe  mezclarse  la  autoridad 
local : 

«Es  de  parecer  que  esta  distinción,  indicada  por  el  informe  del 
ministro  de  justicia,  y conforme  al  uso,  es  la  única  regla  que  se  pue- 
de seguir  en  esta  materia;  y aplicando  esta  doctrina  á los  dos  casos 
particulares  que  han  dado  lugar  á las  reclamaciones  de  los  cónsules 
de  los  Estados  - Unidos ; considerando  que  en  uno  de  ellos  se 
trata  de  una  riña  habida  en  el  bote  del  buque  americano  Newton , 
entre  dos  marineros  del  mismo,  y en  el  otro,  de  una  herida  grave 
hecha  por  el  segundo  capitán  del  buque  la  Sally  á uno  de  los  mari- 
neros, que  sin  su  orden  se  habia  servido  de  un  bote; 


m 


CAP.  y]  DERECHOS  DE  LEGISLACION  Y JURISDICCION  § 198 

«Es  de  Opinión  que  se  debe  acojer  la.  reclamación  y prohibir  á los 
tribunales  franceses  el  conocimiento  de  las  dos  causas  precitadas.  v> 
Otra  de  las  discusiones  quemas  luz  arrojan  sobre  esta  caso  ocum- 
parte  del  derecho  internacional,  es  la  promovida  por  los  bíque°norte- 
sucesos  ocurridos  á bordo  del  buque  mercante  norte-ame-  /.TcSt. 
ricano  La  Criolla. 

En  1841  salió  del  puerto  de  Virginia  para  el  de  Nueva-Orleans, 
llevando  á su  bordo  135  esclavos.  Durante  la  travesía  algunos  se  su- 
blevaron contra  los  oficiales  y la  tripulación,  y se  apoderaron  del 
buque,  después  de  haber  muerto  á un  pasagero  y de  herir  grave- 
mente al  capitán  y á algunos  de  los  tripulantes.  El  segundo  se  vio 
obligado,  bajo  pena  de  muerte,  á dirigir  su  rumbo  al  puerto  in- 
glés de  Nasau,  donde  arribó  al  cabo  de  algún  tiempo.  El  cónsul 
americano,  residente  en  esta  ciudad,  hizo  prender  á diez  y nueve 
esclavos,  que  eran  los  que  mas  activamente  habían  figurado  en  la 
conspiración , y las  autoridades  inglesas  empezaron  á entender 
en  el  sumario.  En  cuanto  á los  demás,  no  pudo  averiguarse  si  llega- 
ron á tierra,  recobrando  asi  su  libertad,  ó si  se  la  dió  el  cónsul  ó el 
capitán  del  buque. 

Con  este  motivo  M.  Webster  escribió  á Lord  Ashburton, 
manifestándole  que  el  gobierno  de  los  Estados-Unidos  no  eiur^efgV 
podia  consentir  que  los  buques  norte-americanos,  que  á rsaX/-uni- 
consccuencia  del  mal  tiempo  ó de  accidentes  imprevistos  américa  y 
arribaran  á puertos  ingleses,  fueran  sometidos  á las  au-  clBruánicaM' 
toridades  locales  hasta  el  punto  de  que  intervinieran  es- 
tas en  la  posición  de  las  personas  ó las  cosas  que  se  hallaran  á 
bordo.  Sí  reconocía,  que  siempre  que  se  refugiaran  algunos  esclavos 
pertenecientes  á ciudadanos  de  los  Estados-Unidos  en  Inglaterra,  cor- 
respondía á las  autoridades  inglesas  determinar  lo  que  tuvieran  por 
conveniente  acerca  de  su  condición,  pero  que  no  se  podia  aplicar 
la  misma  doctrina  en  el  caso  de  que  se  encontraran  á bordo  de 
un  buque  americano,  anclado  en  un  puerto  inglés,  porque  no  esia- 
ban  entonces  en  los  límites  de  la  jurisprudencia  inglesa,  ó bajo  la 
acción  exclusiva  de  las  leyes  de  Inglaterra. 

M.  Wheaton  publicó  en  la  Revue  Frangaise  et  Etrangére  un  a í- 
tículo  sobre  esta  cuestión,  sosteniendo  que  La  Criolla  no  había  sido 
sometida  á la  jurisdicción  inglesa,  y que  el  patrón  del  buque  había 
quedado  en  libertad  do  hacer  lo  que  tuviera  por  conveniente,  pudieu- 
do,  por  tanto,  conducir  á los  Estados-Unidos  todas  las  personas  que 
se,  hallaban  á bordo,  fueran  esclavos  ó criminales. 
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El  gobierno  de  los  Estados-Unidos  reclamó  del  inglés  la  devolución 
de  los  esclavos,  pero  este  se  negó  á verificarla,  fundándose  en  que 
al  pisar  el  territorio  de  Inglaterra,  se  habían  hecho  hombres  libres. 


Por  consecuencia  de  la  convención  de  8 de  febrero  de 
J8S0-,  se  sometió  la  resolución  de  este  asunto  á una 
comisión  nombrada  al  efecto,  la  cual  no  pudo  llegar  apo- 
nerse de  acuerdo,  de  cuyas  resultas  se  sometió  el  punto 
en  cuestión  á la  decisión  de  M.  Bates,  de  Londres,  el  cual  resolvió: 


Arbitrajeo  y 
solución  de 
la  cuestión 
do 

La  Criolla. 


Io  Que  las  autoridades  inglesas  no  podían  tener  derecho  alguno  so- 
bre los  esclavos  que  se  encontrasen  á bordo  de  un  buque  americano 
en  los  puertos  de  Inglaterra ; mas  aun,  que  estas  autoridades  debían 
proteger  al  capitán  del  buque  ~en  el  ejercicio  de  los  suyos  sobre 


aquellos. 

2o  Que  la  ley  municipal  inglesa  no  puede  autorizar  á ningún  ma- 
gistrado para  que  viole  la  de  las  naciones , invadiendo  con  fuerza 
armada  un  buque  que  pertenezca  á un  Estado  amigo  y que  no  ha 
cometido  delito  alguno;  relajando  violentamente  la  disciplina  que 
debe  el  patrón  del  buque  mantener  á bordo,  en  virtud  de  las  leyes 
de  su  país. 


T . . . La  legislación  francesa  no  se  contenta  con  eximir  á los 

Legislación  0 

francesa,  buques  mercantes  extranjeros  de  la  jurisdicción  local  en  los 
casos  expuestos  anteriormente,  sino  que  prescribe  á sus  cónsules, 
que  se  resistan  á su  aplicación. 

Esta  distinta  jurisdicción,  propia  en  los  asuntos  puramente  inte- 
riores de  la  tripulación,  local  en  los  exteriores,  ha  hecho  decir  á al- 
gunos publicistas,  que  su  situación  era  mista , qne  el  privilegio  de 
la  exterritorialidad  se  aplicaba  á ellos  unas  veces  y otras  no. 

Hemos  citado  algunos  ejemplos  en  que  se  lia  aplicado  la  regla  en  vir- 
tud de  la  cual  son  eximidos  de  la  jurisdicción  local  los  buques  mer- 
cantes extranjeros  ; veamos  ahora  otros  de  algunos  sometidos  á ella, 
«n  los  casos  de  su  competencia. 


♦ss9  En  1859,  en  el  puerto  del  Havre  y á bordo  de  un 

en  el  puerto  buque  de  los  Estados-Unidos  norte-americanos,  se  cometió 
bordoIadee’un  un  delito  que  puso  en  conmoción  y alarma  á la  pobla- 

buque  norte-  . , , ■.  n 

americano,  cion  entera.  El  segundo  dió  muerte  a uno  de  los  marineros- 
é hirió  gravemente  á otro.  La  excitación  de  las  tripulaciones  de 
los  demás  de  la  misma  nación  anclados  en  el  puerto,  fue  grande, 
y pretendían  que  se  aplicara  inmediatamente  al  agresor  la  ley  de 

Lynch,  pero  el  delincuente,  para  sustraerse  á los  peligros  de  que 
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se  veia  amenazado,  se  entregó  voluntariamente  a las  autoridades 
francesas. 

Llevado  el  caso  ante  el  tribunal  de  Casación , el  procurador  gene- 
ral 31.  Dupin  sostuvo  enérgicamente  el  derecho  de  la  jurisdicción 
territorial,  y defendió  el  principio  de  que  los  buques  mercantes  no 
podían  pretender  las  mismas  inmunidades  que  los  de  guerra. 

La  sentencia  de  este  tribunal  sostuvo  la  del  imperial  de  Kouen, 
que  había  reconocido  la  competencia  de  los  tribunales  franceses 
para  conocer  del  hecho  en  cuestión,  y había  mandado  al  procesado 
ante  el  tribunal  de  assises  del  Sena-Inferior. 


En  el  año  1856,  un  piloto  francés  denunció  á la  autori- 
dad correspondiente  los  malos  tratamientos  y actos  brutales 
de  que  había  sido  objeto  por  parte  del  segundo  capitán 
de  un  buque  de  los  Estados-Unidos,  la  cual  lo  puso  en 
conocimiento  del  procurador  imperial,  pero  este  declinó 
la  competencia  de  los  tribunales  franceses.  A la  vez  el 


1856 

Discusión  en- 
tre ios  Esta- 
dos-Unidos y 
Francia. Casó 
ocurrido  en 
Franciaá  bor- 
do de  un  bu- 
que norte- 
americano. 


cónsul  de  los  Estados-Unidos  reclamaba  el  conocimiento  de  la  causa, 


fundándose  en  el  articulo  octavo  de  la  convención  consular  con- 


cluida en  1853  entre  Francia  y los  Estados-Unidos. 

El  ministro  de  relaciones  exteriores,  que  habia  sido  consultado 
sobre  el  sentido  y la  importancia  de  esta  convención,  declaró  : «que 
le  costaba  trabajo  explicarse  como  el  cónsul  de  los  Estados-Unidos 
habia  podido  apoyarse  sobre  el  texto  inglés  de  la  convención,  para 
entablar  reclamación  semejante,  y que  el  espíritu  de  esa  convención 
no  era  ciertamente  el  de  someter  á la  jurisdicción  consular  el  cono- 
cimiento de  los  delitos  ó diferencias  en  que  pudieran  estar  intere- 
sadas personas  extrañas  á la  tripulación  de  un  buque,  lo  que  eviden- 
temente sucedía  en  el  caso  del  piloto  V.  » 

El  segundo  del  buque  de  los  Estados-Unidos  fué  juzgado  por  los 
tribunales  franceses  y sentenciado  el  24  de  julio  de  1836  á la  pena 
de  prisión  correccional. 

El  tribunal  correccional  de  Marsella  sentenció  también  C.,c018(i44  lin 
en  1844  al  capitán  de  un  buque  mercante  inglés,  que  por  ^'^pulito 
una  cuestión  acerca  del  sitio  que  debía  ocupar  su  buque  c,t  JIaistlla‘ 
en  el  puerto  habia  pasado  á vias  de  hecho  contra  el  capitán  de  otro 
trances,  arrancando  y rasgando  además  el  pabellón. 

A pesar  de  las  diferencias  que  se  encuentran  en  los  tratados  acerca 
de  los  derechos  que  corresponden  á los  buques  mercantes  en  los  puertos 
extranjeros,  el  espíritu,  por  lo  menos,  de  las  convenciones  mas  re- 
cientes, esLá  conforme  con  la  distinción  que  hemos  establecido  entre 
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los  1 tochos  verificados  por  la  tripulación  entre  sí  y los  que  tienen 
consecuencias  exteriores.  Todos  los  tratados  de  comercio  y navegación 
celebrados  por  Francia  desde  1830,  lo  mismo  con  los  Estados  de 
América  que  con  los  demás  de  Europa,  se  han  redactado  en  este 
sentido,  que  dominaba  también  ya  en  la  convención  firmada  por  el 
gobierno  francés  y los  Estados-Unidos  norte-americanos  en  1788. 


Wlieaton  dice,  que  la  legislación  francesa  ha  establecido,  acerca 
del  punto  qtie  nos  ocupa,  las  reglas  «mas  conformes  con  los  princi- 
pios del  derecho  universal  de  gentes  » (1). 

Si  los  individuos  de  la  tripulación  de  los  buques  de  comercio  extran- 
jeros, cometen  en  tierra  algún  crimen  ó delito,  la  autoridad  local,  no 
existiendo  convenciones  que  lo  impidan,  es  competente  para  perse- 
guir y hasta  prender  á los  culpables  á bordo.  Pero  debe  proceder  en 
este  caso  con  extrema  prudencia  y después  de  haber  dado  parte  al 
cónsul,  ó al  jefe  de  policía  de  los  buques  del  puerto. 

Inútil  nos  parece  decir  que  las  exenciones  de  la  jurisdicción  local 
á favor  de  los  buques  mercantes  extranjeros,  no  tendrán  lugar  sino  en 
tanto  que  estos  pertenezcan  á una  nación  amiga  ó se  les  pueda 
aplicar  el  derecho  de  asilo,  y mientras  que  respeten  los  principios 
del  de  gentes.  De  otro  modo,  en  virtud  de  legítima  defensa,  el 
Estado  atacado  ú ofendido,  podrá  tomar  todas  las  medidas  que  es- 
time necesarias  para  vengar  la  ofensa  recibida  é impedir  el  mal 
con  (pie  se  le  amenace. 


1832  El  tribunal  de  Casación  francés  aplicó  estos  principios 

a ¡berío ' en  1832  con  motivo  del  asunto  del  Carlo-Alberto , buque 
en  Francia.  mercante  qe  Cerdeüa,  que  se  aproximó  á Marsella  para 

desembarcar  á la  duquesa  de  Berry  y algunos  de  sus  partidarios,  que 
se  proponían  encender  la  guerra  civil  en  Francia. 

Debe  también  tenerse  en  cuenta,  en  la  materia  que  nos  ocupa,  que 
los  principios  generales  que  hemos  expuesto  sobre  la  extensión  de  la 
jurisdicción,  local,  referentes  á los  buques  mercantes  en  los  puertos 
extranjeros,  se  aplican  solamente  entre  los  Estados  que  marchan  á la 
cabeza  de  la  civilización.  Con  respecto  á los  demás  pueblos,  la  exención 
de  la  jurisdicción  local  es  absoluta  y completa,  como  sucede  en  las 
llamadas  Escalas  de  Levante.  También  hay  algunas  sentencias  del 
tribunal  de  Casación  francés  sancionando  esta  doctrina.  Entie  otias, 
es  notable  la  de  17  de  mayo  de  1839,  con  motivo  de  un  homicidio 


(1)  lievue  de  droit  frunzáis  et  élrangei’,  raars  1845. 
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cometido  en  Cayor,  en  perjuicio  de  un  ciudadano  francés,  por  la 
que  reconoce  la  competencia  de  los  tribunales  franceses  para 
juzgar  á los  delincuentes , y declara  que,  según  el  artículo  37  de  la 
ordenanza  de  4834,  los  consejos  de  guerra  podían  conocer  hasta 
de  los  crímenes  ó delitos  que  cometieran  los  indígenas  entre  sí,  fuera 
de  los  límites  de  las  posesiones  francesas  norte-africanas.  * 

§ 199.  En  términos  generales  podemos  decir,  que  el  jiesumen  dc 
poder  judicial  de  un  Estado  se  extiende : judiJaios'dc 

unEslado. 

Primero.  — A conocer  de  todos  los  pleitos  que  se  promuevan  con 
relación  á los  bienes  raíces  situados  dentro  de  su  territorio. 

Segundo.  — A conocer  de  los  pleitos  in  reus  sobre  bienes  muebles 
que  se  hallen  en  su  territorio. 

Tercero.  — Al  conocimiento  de  las  acciones  mistas  que  se  entablen 
sobre  bienes  raíces  y muebles,  comprendidos  en  su  territorio. 

Cuarto.  — A sus  buques  de  guerra  y mercantes  en  alta  mar;  á sus 
buques  de  guerra  y sus  presas  en  puertos  extranjeros,  y en  casos 
determinados,  á los  mercantes  en  los  mismos. 

Quinto.  — Al  conocimiento  de  todos  los  pleitos  sobre  derechos  y 
contratos,  cuando  las  personas  residan  en  el  territorio,  y sujetándose 
los  tribunales  á la  regla  de  decisión  que,  según  los  casos,  corres- 
ponda. 

Sesto. — Al  castigo  de  todos  los  delitos  que  se  cometan  contra  sus 
leyes  por  individuos  que  se  hallen  dentro  del  territorio. 

Sétimo.  — Al  castigo  de  todos  los  delitos  cometidos  por  cualquier 
individuo  á bordo  de  sus  buques  de  guerra  ó mercantes  en  alta  mar, 
y en  algunos  casos,  á los  de  estos  en  puertos  extranjeros. 

Octavo.  — Al  castigo  de  todos  los  delitos  que  cometan  sus  súbdi- 
tos, sea  cualquiera  el  lugar  ó sitio  en  que  los  hayan  cometido. 

Noveno.  — Al  de  los  cometidos  contra  la  ley  de  las  naciones,  no 

* Wheaton,  Elém.  droit  i ni.,  vol.  I,,pte.  2,  ch.  2,  § 9 ; Dana,  Elem.  mt.  tote, 
by  Wheaton,  eighth  edition,  note  62,  p.  165  ; Halleck,  Int.  lato,  ch.  7,  § 26,  rto- 
lan,  Diplomalié  dc  la  mer,  vol.  I,  liv.  2,  ch.  13;  Cushing,  Opinions  ofU.  . Alto) 
ncy's  general,  vol.  VIII,  pp.  73  et  seq.;  Legaré,  Opinions  of  U.  S.  Allys.  geni. 
vol.  IV,  p.  98;  Webster,  Dip.  and  off.  papos,  pp.  85,  86;  VatteL  Droil  des  gens, 
édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  lív.  2,  ch.  1,  § 123;  Dc  Clcicq, 
Formulairc  des  chancellóles,  vol.  I,  p.  366;  vol.  II,  p.  65;  Massé,  Droit  commerciol, 
vol.  II,  S§  31-44;  Riquclmc,  Derecho  público  internacional,  lib.  1,  til.  2,  cap.  9; 
Wirt,  Opinions  U.  S.  Atly's  geni.,  vol.  II,  p.  86;  Remen,  Opinions  U.  S.  Atlifs 
geni.  vol.  II,  p.  378;  Helio,  Revuc  dc  législation,  vol.  XVII,  p.  143. 
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importando  el  sitio  en  que  se  consumaron  ni  la  distinta  nacionalidad 
de  los  criminales.  * 

Extradición  § 200.  Foelix  defínela  extradición  diciendo,  que  es  el  acto 
d°  p0r  ei  cua]  un  gobierno  entrega  un  individuo  perseguido 

por  un  crimen  ó delito,  á otro  que  lo  reclama,  á fin  de  juzgarle  y 
castigarle  por  haberlo  perpetrado. 

El  poder  de  los  Estados  sobre  sus  súbditos  está  naturalmente  limi- 
tado á la  extensión  de  su  territorio  jurisdiccional.  Si  un  crimen 
se  comete  dentro  de  él,  y su  autor  ó autores  se  refújian  en 
el  de  otro  Estado,  el  delito  quedará  impune  sino  logra  el  ofendido 
la  extradición  de  los  criminales. 

¿Es  principio  general  de  derecho  de  gentes  la  extradición?  ¿Es  un 
derecho  imperfecto?  ¿Procede  en  todos  los  casos  que  puedan  ocur- 
rir? Mucho  han  debatido  los  publicistas  estas  cuestiones  que  no  tie- 
nen, en  nuestro  concepto,  la  importancia  que  se  les  ha  atribuido. 

Estudiada  prácticamente  la  cuestión  puede  decirse,  que  en  el  estado 
actual  de  las  relaciones  .internacionales  la  extradición  de  criminales 
se  funda  solo  en  los  tratados  celebrados  al  efecto , y no  puede 
ser  legalmente  exijida  donde  no  existan.  Algunas  veces , aun 
sin  haberlos,  las  naciones  consienten  en  ella,  pero  esta  práctica 
es  puramente  de  cortesía  internacional  y no  puede  ser  legalmente 


Por  regla  general,  el  individuo  cuya  extradición  haya  sido  conce- 
dida, solo  podrá  ser  perseguido  y juzgado  por  el  delito  en  cuya 
virtud  se  obtuvo.  Es  principio  consignado  también  generalmente 
en  los  tratados  de  extradición,  que  esta  proceda  siempre  por  crí- 
menes ó delitos  comunes,  pero  no  por  los  delitos  políticos.  Los 
tratados  de  extradición  celebrados  por  Inglaterra  con  Dinamarca  en 
1061,  y con  los  Países-Bajos  en  1662,  no  le  reconocen,  y han  sido, 
por  esta  causa,  fuertemente  censurados  por  M.  Kluit.  Los  exis- 
tentes sobre  esta  materia  suelen  enumerar  los  crímenes  ó delitos 
que  tienen  fuerza  bastante  para  producir  la  extradición. 


Casos  en  (pie 
tiene  lugar 
la  ex  l radi- 


HemOS  dicho  anteriormente,  que  las  naciones,  en  algu- 
nos casos,  solian  acceder  á la  extradición  de  criminales 


* Story,  Conflict  of  laws,  S§  530-583;  Wheaton,  Elém.  droit  mi.,  pte  -,  cli.  2, 
§§  1-13;  Henry,  Foreign,  Uno,  chs.  8,  et  seq.;  Cushiug,  Opinions  of  V.  S.  Atty  s 
geni.,  vol.  VIII,  p.  73;  Pliillimorc,  On  int.  law , part.  3,  chs.  18-20;  Huberus, 
Prcvlecliones  lib.  1,  til.  3;  Riquelmc.  Derecho  püb.  internacional,  vol.  I,  pp.  -•*  > 

ííowycr,  Univ.  public  law,  chs  lü,  17;  Gardiier,  Inslilules,  pp.  1-37. 

314 


CAP.  v]£dERECHOS  DE  LEGISLACION  Y JURISDICCION  § 200 

sin  que  existan  tratados  sobre  el  particular.  Esta  práctica,  cíon  sin  ia 
fundada  en  las  reglas  de  la  cortesía  internacional,  lo  está  defraudas 
también  en  la  naturaleza  especial  de  algunos  delitos. 

Un  ejemplo  muy  notable  de  una  extradición  concedida  SSiadu 
por  el  poder  ejecutivo,  á petición  de  las  autoridades  de  dida  aTeti- 
otro  Estado,  sin  que  hubiera  tratados  que  regularan  la  aítoridacies 
materia,  es  la  cuestión  Argüelles  entre  las  autoridades  de  det°ado.Es‘ 
la  isla  de  Cuba  y el  ministro  español  en  los  Estados-Unidos  norte-ameri- 
canos. Argüelles  era  un  empleado  del  gobierno  español,  que  ocupaba 
un  puesto  de  importancia  en  uno  de  los  puntos  de  la  isla  mencionada. 
Este  funcionario  liabia  dado  cuenta  de  un  cargamento  de  esclavos 
de  que  habian  logrado  apoderarse  las  autoridades  locales , po- 
niéndoles inmediatamente  en  libertad,  entre  los  cuales  decía  haber 
muerto  ciento  cuarenta,  atacados  de  la  viruela.  Las  autoridades 
superiores  de  la  isla  de  Cuba  se  enteraron,  al  poco  tiempo, 
de  que  estos  ciento  cuarenta  esclavos  habian  sido  vendidos,  hacién- 
dose uso  de  documentos  falsificados  por  Argüelles;  y este,  para  eludir 
la  acción  de  la  justicia,  se  fugó  á Nueva-York.  El  capitán  general  de 
Cuba  y el  ministro  de  España , oficiaron  el  hecho  al  ministro  de 
relaciones  exteriores  de  los  Estados-Unidos,  y pidieron  ia  prisión  y 
extradición  de  Argüelles,  fundándose  no  solo  en  lo  horrible  del 
delito,  sino  en  que  la  presencia  del  delincuente  era  necesaria  en  Cuba, 
para  poner  en  libertad  á los  hombres  que  liabia  vendido.  El  ministro 
M.  Seward,  con  el  consentimiento  del  presidente,  mandó  arrestar  á 
Argüelles  que  fué  entregado  á un  agente  especial  del  gobierno  espa- 
ñol y conducido  á Cuba.  Esta  extradición  efectuada  solo  en  virtud 
de  una  órden  del  poder  ejecutivo,  dió  lugar  á que  en  el  senado  de 
los  Estados-Unidos,  se  interpelara  al  gobierno  acerca  de  lo  ocurrido 
y de  la  autoridad  que  la  había  decretado.  El  presidente  de  la  repú- 
blica dió  á conocer  las  reclamaciones  de  las  autoridades  españolas, 
y después  de  algunos  debates,  terminó  la  cuestión  sin  consecuencias 
ulteriores. 

Sin  embargo,  desde  que  los  tratados  sobre  extradición  lian  llegado 
á ser  tan  numerosos  y frecuentísimos  como  lo  son  actualmente,  casi 
no  puede  citarse  el  caso  de  una  extradición  concedida  por  el  poder 
ejecutivo  de  un  pueblo  y en  virtud  de  las  reglas  de  la  cortesía  inter- 
nacional. 

Los  Estados  no  suelen  reconocer  en  los  tratados  la  extradición  de 
sus  propios  súbditos,  ni  aun  la  de  los  procesados  por  delitos  leves. 

El  principio  general  que  domina  en  la  materia  que  nos  ocupa,  es  que 
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la  extradición  es  una  cuestión  política  mas  bien  que  judicial;  <¡uo 
depende  de  la  razón  de  Estado,  mas  bien  que  de  las  reglas  de  la 
ley:  tal  es  el  que  se  lia  aplicado  á todos  los  tratados  de  extradi- 
ción existentes  (1). 

dobsmHiu-  HaY  una  cspecie  de  extradición  sumarisima,  si  es  que 
neícJ deser-  Podemos  Oamarla  así,  y que  no  exige  ninguna  de  las 
lores.  formalidades  de  la  extradición  de  los  criminales  ordinarios. 
Es  la  referente  á los  militares  y marinos  desertores.  Para  la  entrega 
de  los  del  ejei cito,  los  listados  acostumbran  & celebrar  tratados 
especiales  en  algunas  épocas  ; los  de  la  armada  deben  ser  entre- 
gados á petición  del  cónsul,  ó en  su  defecto,  de  los  comandantes 
ó capitanes  de  los  buques.  Esta  diferencia  se  justilica,  aten- 
diendo á las  necesidades  especiales  del  servicio  marítimo. 

En  el  CM0  La  extradición,  propiamente  dicha,  no  se  puede  aplicar 
ímedmínal0  ;en  todos  los  casos  a los  criminales  que  se  refujian  en  los 
buqüeextraií1-  ¡ ^)llílues  extranjeros  anclados  en  un  puerto.  Sobre  los 
jero.  de  guerra  extranjeros,  las  autoridades  locales  no  tie- 
nen jurisdicción  alguna.  La  extradición  de  los  criminales  que  se 
hayan  refujiado  en  ellos  deberá  ser  objeto  de  reclamación  cerca  de 
su  comandante  ó de  negociaciones  diplomáticas.  No  sucede  lo  mis- 
mo con  los  mercantes,  que  en  este  asunto  están  por  completo  so- 
metidos á las  autoridades  del  puerto  en  que  se  hallen.  No  obstante, 
los  derechos  de  las  autoridades  locales  para  apoderarse  de  los  crimi- 
nales que  hayan  buscado  refujio  á bordo  de  los  segundos,  no  existen 
sino  están  dentro  de  las  aguas  del  Estado.  Muchas  cuestiones  inte- 
resantes se  pueden  ofrecer  acerca  de  la  aplicación  de  esta  doctrina. 

En  1840,  un  buque  mercante  francés,  l'Océan , recibió  á 
en  bordo  en  el  puerto  de  Valencia  al  Sr.  Sotelo,  ex-ministro 
español,  perseguido  por  sucesos  políticos.  El  buque  dejó 
las  aguas  de  Valencia  y las  de  España,  pero  habiendo  arri- 
bado á Alicante,  las  autoridades  de  esta  ciudad  giraron 
una  visita  á bordo,  y le  prendieron.  En  este  caso,  el  de- 
recho de  las  autoridades  españolas  era  incuestionable.  El 
buque  mercante  francés  le  había  recibido  en  un  puerto  español,  j 
filé  después  capturado  en  otro  puerto  español.  En  la  naturaleza  de 
estos  hechos  no  podia  influir  el  que  el  buque  mercante  hubieia 
estado  por  mas  ó menos  tiempo  en  alta  mar.  Si  hubiera  reeojido  al 
Sr.  Sotelo  allí , donde  no  violaba  las  leyes  de  ningún  Estado , 


1840 

Caso  del  Sr. 
Solelo,  ex-nil- 
nistro  espa- 
ikoi  refujiado 
a bordo  de 
un  buque 
francos  en  el 
puerlo  de 
Valencia,  por 
sucesos  polí- 
ticos. 


(1)  \ éasc,  Tratado  de  extradición. 
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y donde  se  podía  considerar  como  parte  del  territorio  frunces,  las 
autoridades  de  Alicante  no  se  hubieran  podido  apoderar,  en  dere- 
cho, de  dicho  señor.  * 

§ 201.  Entre  los  delitos  que,  por  su  carácter  especial, 
caen  bajo  el  dominio  del  derecho  de  gentes,  puede  citarse  La  imalCMa* 
el  de  piratería.  Bello  entiende  por  esta  palabra,  un  robo  ó depredación 
ejecutado  con  violencia  en  alta  mar,  sin  autoridad  legítima  (1).  Para 
Wheaton  son  piratas  los  individuos  que  cruzan  los  mares,  en  virtud 
de  su  propia  autoridad,  con  el  objeto  de  cometer  actos  de  depreda- 
ción saqueando  con  violencia,  en  tiempo  de  paz  ó de  guerra,  los  bu- 
ques de  todas  las  naciones.  Podemos  aceptar  estas  definiciones  sin 
inconveniente  alguno. 

El  delito  de  piratería  tiene  una  doble  significación  que  importa  no 
olvidar  y que  se  funda  en  la  consideración  que  merece  á las  leyes 
particulares  de  algunos  Estados,  y al  derecho  de  gentes.  Según  las 
primeras  se  juzgan  como  tales  muchos  actos  que  no  reconoce  el  se- 
gundo, es  decir,  la  ley  general  de  las  naciones,  y que  son  justiciables 
cuando  se  cometen  por  súbditos  ó ciudadanos  de  los  mismos  Estados 
y 'ante  sus  propios  tribunales.  Esta  especie  de  colisión  respecto  á 
la  piratería  entre  las  leyes  de  algunos  pueblos  y el  derecho  de  gentes, 
ha  producido  ya  mas  de  un  conllicto  y dado  ocasión  á que  los  Esta- 
dos poderosos  dominen  y se  impongan  en  los  mares  á los  relativa- 
mente débiles. 

* Wheaton,  Elém.  droil  int.,  ptc.  2,  ch.  2,  § 13;  Fcelix,  Derecho  int.  privado , 
traducido  al  español,  Madrid,  1860,  tomo  II,  lib.  2,  tit.  9,  cap,  7,  §§608-643;  Dana, 
Elem.  int.  law,  note  73,  p.  182;  Ortolan,  Diplomatie  de  la  mor,  vol.  T,  liv.  2, 
ch.  14;  V.  S.  Lates,  vol.  8,  9,  12;  Grotius,  Droil  de  la  guerre  et  de  la  paix,  édi- 
tion  Guillaumin,  annotée  par  Pradier  Fodérc,  liv.  2,  ch,  II,  §§  3-5;  Hcineccius,  Prai- 
leclioncs ; Yattel,  Droil  des  gens , édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier  Federé) 
liv.  2,  ch.  6,  §§76,  77;  Bnrlamaqui,  Droil  na  lar  el,  vol . II,  ptc.  4,  ch.  3,  §§  23-29 
Kent,  Com.  on  am.  law,  vol.  I,  p.  35-38;  Phillimore,  On  int.  lato,  vol.  I,  §§  3G0- 
385;  Slory,  Conflicl  of  laws,  §§  626-628;  Gardner,  Instilules,  pp.  153-170;  RiilhcrforLli, 
Jnstilulcs  of  nal.  law,  vol,  II,  ch.  9,  pp  12;  Schmelzing,  Syslcmilischcr  Crundriss 
des  praktischen  europaischen  Volkerrechls , §61;  Martens,  Précis  da  droil  des  gens, 
édition  Guillaumin,  annotée  par  Gh.  Vergé,  §§  91-101;  Kiubcr,  Europ.  I olkerrecht, 

§ 86;  Heirter,  Droil  intemational , § 63;  PuíTendorf,  Elementa,  lib.  8,  cap.  3,  §§  23, 
24;  Voet,  De  stat,  § 11,  cap.  1,  n.  6;  Leyser,  Medí  tallones  ad  Pandectas,  ined.10  ; 
Mittermaier,  Das  deutschc  Strafoerfahren , thl.  1,§  59,  pp.  314-319;  Lushing,  Opi- 
nions  U.  S.  allí/,  geni.,  vol.  VIII,  p.  73;  Riquelmc,  Derechopúb.  int., lib.  2,  tít.  2, 
cap.  5;  Bowyer , Univ.  public.  law,  ch.  17;  Massé,  Droil  commercial,  vol.  II,  § 1 *• 

(1)  Rynkershoek  decía:  Qui  autem  nullius  prineipis  auctoritale,  sive  maii,  si\o 
Ierra,  rapiunt,  piratarum  proedonumque  vocabulo  inlclliguntur.  Undc,  ut  piratic 
puniunstur,  qui  ad  liostem  deprcadandum  cnavigant  sine  mandato  pradecti  maris,  et 
non  pracstitis,  quoe  porro  proBslari  desiderant  forma;  admiralilatum.  » Rynkershoek. 
Quuesl  jur.  pul.,  lib.  1,  cap.  17. 
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r.í'grishicíon  Por  la  ley  de  10  de  abril  de  1825  se  define  en  Francia 
de  tal  modo  el  delito  de  piratería  que  se  aplica  esta  deno- 
minación á actos  que  no  tienen  evidentemente  semejante  carácter.  Pa- 
réccnnos  por  este  motivo  muy  racionales  y oportunas  las  observacio- 
nes hechas  sobre  esta  ley  por  M.  P.  Royer  Collard,  catedrático  de 
derecho  de  gentes  en  la  universidad  de  Paris.  La  piratería,  dice, 
puede  ser  perseguida  por  todas  las  naciones  y juzgada  por  sus  tribu- 
nales en  conformidad  con  sus  leyes,  Pues  bien,  continua,  nadie  pen- 
sara que  los  ti  i bu  nales  franceses  en  tiempo  de  paz  podrán  juzgar  y 
condenar  la  tripulación  de  un  buque  extranjero  que  no  habiendo  co- 
metido actos  de  violencia  ni  hostilidad,  navegue  armado  sin  pasapor- 
tes legítimos  y regulares  ó llevando  comisiones  de  distintos  Estados. 
El  buque  que  por  orden  de  su  gobierno  cometiera  actos  de  hostilidad 
contra  uno  francés  en  tiempo  de  paz,  no  podría  ser  tratado  como 
pirata. 

Legislación  La  legislación  de  Inglaterra  y la  de  los  Estados-Unidos, 
y^elrfsTs-  han  comprendido  también  en  los  actos  de  piratería  hechos 
taios  L¡mdos  y delitos  que  no  deben  tener  esta  significación.  Así  han 
sostenido  que  la  trata  de  negros  constituía  acto  pirático,  doctrina  re- 
conocida en  1841  por  Austria,  Prusia  y Rusia  (1). 


Legislación 

española. 


Los  artículos  27  y 29  de  la  ordenanza  de  corso  de  1801 
establecen  que  debe  ser  tenido  como  pirata,  el  buque  que 
lleva  patente  falsa,  el  que  no  lleva  ninguna,  el  que  pelea  con  otra 
bandera  que  la  suya  y el  que  se  arme  en  corso  sin  licencia  del  go- 
bierno ó reciba  sin  este  requisito  patente  de  otro  Estado,  aunque  sea 
aliado  de  España. 

Pero  si  en  realidad  ni  la  trata  de  negros,  ni  el  navegar  sin  patente 
ó con  una  falsa,  puede  tomarse  como  delito  de  piratería,  según  el 
derecho  de  gentes,  otros  muchos  actos  merecen  semejante  calificación. 


Los  delitos  de  robo  y homicidio  cometidos  á bordo  de  un  buque  en 
alta  mar  son  justiciables  únicamente  ante  los  tribunales  del  país  a 
que  aquel  pertenece.  Sin  embargo,  si  se  perpetran  por  una  tripu- 
lación que  se  subleva  y apodera  de  él,  cuya  nacionalidad  se  pierde 
por  este  solo  hecho,  constituirán  verdaderos  actos  de  piratería,  clara 
y terminantemente  definidos. 


Caso  del  Geri- 
ty,  buque  de 
los  Estados- 
Unidos. 


El  tribunal  del  Banco  de  la  reina,  Queeris  bench,  en  In- 
glaterra, ha  resuelto  un  acto  de  piratería  semejante  al 
que  en  términos  generales  acabamos  de  exponer.  El  Genty , 


(1)  Véase  esta  cuestión  tratada  extensamente  en  la  parte  correspondiente. 
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brick  de  los  Estados-Unidos,  se  dió  á la  vela  desde  Matamoros,  en  no- 
viembre de  1863,  con  nn  cargamento  de  algodón  destinado  á Nucva- 
York.  Cuando  llegó  á unas  veinticinco  léguas  de  la  costa  algunos 
de  los  tripulantes  se  sublevaron,  tomaron  posesión  de  él,  deja- 
ron al  capitán  en  un  botecillo  á merced  de  las  olas,  se  dirijieron 
á Honduras  de  Inglaterra,  vendieron  el  cargamento  y abandonaron 
la  nave.  Tres  de  estos  individuos,  encontrados  en  Liverpool,  fueron 
capturados  en  virtud  del  tratado  de  1842  y á petición  del  ministro  de 
los  Estados-Unidos.  Los  detenidos  alegaron  que  habían  obrado  bajo 
la  autoridad  de  los  Estados  confederados,  reconocidos  como  belige- 
rantes por  la  Gran-Bretaña  y que,  por  tanto,  no  eran  responsables 
del  crimen  que  se  les  imputaba.  En  contra  de  esta  alegación 
el  tribunal  juzgaba  el  delito  de  carácter  pirático,  y sostenía  que 
procedia  la  detención  de  sus  autores  hasta  la  terminación  del  jui- 
cio,y que  aquel  era  justiciable  en  Inglaterra  según  el  derecho  de 
gentes. 

Una  de  las  cuestiones  estudiadas  con  mas  detención  por  Ortolan,  es 
si  se  debe  considerar  como  actos  de  piratería,  según  el  derecho  de 
gentes,  los  que  cometa  el  buque  de  país  neutral  armado  en  corso 
que  haya  recibido  autorización  de  un  beligerante  y capture  los  bu- 
ques del  contrario,  pero  en  paz  con  su  propia  nación.  Recono- 
cemos con  el  publicista  antes  citado,  que  esta  cuestión  no  ha  sido 
concluyentemente  resuelta  por  el  derecho  internacional,  y que  aun 
admitiendo  que  el  capitán  y los  oficiales  del  buque  sean  indignos 
de  ser  tratados  según  las  leyes  de  la  guerra,  no  se  sigue  que  su  con- 
ducta se  mire  como  pirática  en  derecho  de  gentes.  A falta  de  una 
práctica  constante  y bien  definida,  los  Estados  han  resuelto  este  pun- 
to obligándose  en  los  tratados  á prohibir  á sus  súbditos  ó ciudadanos 
que  acepten  patentes  de  corso  por  parte  de  ningún  gobierno  extran- 
jero. En  algunos  no  se  hace  solamente  esta  prohibición  sino  que  se 
establece  que  los  que  la  infrinjan  serán  conceptuados  como  piratas. 
Durante  la  última  guerra  de  los  Estados-Unidos  y Méjico,  el  gobierno 
de  Washington,  en  una  nota  que  dirigió  al  español,  le  recordaba  el 
artículo  14  de  su  tratado  de  20  de  octubre  de  1793,  y el  presidente 
Monroe  en  su  mensage  de  diciembre  de  1846,  dando  cuenta  al  con- 
greso de  este  incidente,  solicitaba  una  autorización  para  juzgai  \ 
castigar  como  piratas  los  súbditos  españoles  que  aceptaran  patentes  de 
corso  contra  les  Estados-Unidos  (1). 

(1)  Entre  los  tratados  que  resuelven  en  este  sentido  el  punto  que  nos  ocupa, 
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Considérase  también  como  buque  de  piratas  el  que  admite  paten- 
tes de  corso  de  dos  ó mas  gobiernos.  Sin  embargo,  las  leyes  particu- 
lares de  los  Estados  suelen  limitar  esta  calificación  y sus  consecuencias 
al  capitán  y oficiales  del  buque,  exceptuando  á los  demás  individuos 
de  la  tripulación.  Pero  á pesar  de  tal  excepción,  Ortolan  piensa  que 
los  gobiernos  no  ligados  por  ellas  pueden  en  dicho  caso  tratar  como 
piratas  á toda  la  tripulación. 

No  se  pueden  aplicar  las  reglas  anteriores  al  caso  en  que  un  corsa- 
rio hubiera  sido  autorizado  por  su  mismo  gobierno  y por  el  de  uno  ó 
varios  aliados  en  gueira  contia  un  enemig'o  común.  Esta  práctica  se 
presta,  no  obstante,  á grandes  abusos  respecto  al  comercio  neutral  (1), 
y es  en  rigor  ele  derecho  injustificable,  por  mas  de  que  diste  mucho 
de  ser  un  acto  realmente  pirático. 

¿Estará  facultado  un  gobierno  para  tratar  como  piratas  á los  rebel- 
des que  crucen  los  mares  y se  apoderen  de  los  bienes  que  pertenez- 
can á los  súbditos  ó ciudadanos  que  no  hayan  faltado  á su  fidelidad? 
Para  contestar  sobre  este  punto  es  preciso  tener  en  cuenta  la  posición 
de  los  sublevados  en  relación  con  la  del  gobierno,  y la  extensión  de 
la  rebelión,  su  organización,  su  poder  general.  A los  ojos  de  la  ley 
un  rebelde  es  un  criminal  sujeto  á los  tribunales  ordinarios  ó de 
guerra.  Si,  pues,  se  apoderan  de  un  buque  en  alta  mar  y se  dedican 
á robar  la  propiedad  de  los  demás  súbditos  ó ciudadanos  con  el  pro- 
testo de  una  rebelión  organizada,  los  tribunales  del  Estado  podrán 
perseguirlos  por  crimen  de  piratería.  El  presidente  de  los  Estados- 
Unidos  en  1861,  manifestó  que  cualquier  individuo  que  bajo  la  pre- 
tendida autoridad  de  los  Estados  confederados  atacara  los  buques  de 
la  república,  seria  juzgado  bajo  la  prevención  de  piratería.  Pero  esta 
cuestión  sale  fuera  en  este  sentido  de  los  límites  del  derecho  interna- 
cional, y es  mas  bien  propia  del  derecho  público,'  correspondiendo  al 
gobierno  determinar  el  carácter  de  las  depredaciones  que  lleven  á 
cabo  los  rebeldes. 

Cuando  una  rebelión  adquiere  grandes  proporciones  y se  organiza 
y constituye,  el  gobierno  establecido  debe  reconocer  en  los  subleva- 
dos los  derechos  correspondientes  á los  beligerantes  por  mas  de  que 
se  reserve  el  uso  de  su  poder  en  circunstancias  excepcionales.  Los 
sublevados  en  este  caso  no  deberán  ser  tratados  como  piratas. 

podemos  citar  : el  de  1778  entre  Francia  é Inglaterra,  el  de  1789  entre  Génova  y 
Dinamarca  y los  celebrados  por  los  Estados-Unidos  con  Inglaterra,  España,  I insia 
y Suecia,  que  fueron  posteriormente  renovados. 

(1)  Véanse  los  capítulos  siguientes. 
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El  corsario  provisto  de  una  patente  en  regla  y obrando  á nombre 
de  su  propia  nación  no  puede  ser  tratado  como  pirata,  porque  exceda 
los  términos  de  sus  instrucciones.  Esta  doctrina  ha  sido  defendida  por 
Bynkershoek. 

En  una  causa  promovida  ante  el  almirantazgo  británico  en  1801, 
se  pretendió  que  el  apresamiento  y venta  de  un  buque  inglés  por  un 
corsario  argelino  no  era  título  legítimo  de  propiedad,  porque  la  cap- 
tura tenia  carácter  pirático;  pero  este  tribunal  decidió  que  el  título 
derivado  de  una  captura  argelina  era  válido  contra  el  primitivo  pro- 
pietario. 


Penas  contra 
los  piratas. 
Tribunales 
que  en- 
tienden en 
estos  de- 
litos. 


La  piratería  ha  merecido  siempre  los  mas  severos  cas- 
tigos, y en  época  no  muy  lejana  se  ahorcaba  al  pirata  en 
el  acto  de  tomarle,  sin  formación  de  causa.  Una  ley  in- 
glesa de  principios  del  siglo  pasado  autorizaba  á los  ca- 
pitanes de  buques  á que  hicieran  colgar  del  palo  mayor  á 
los  piratas  que  capturasen.  La  legislación  do  los  pueblos  modernos 
se  ha  modificado  en  este  punto  notablemente.  El  derecho  de  matar 
á los  piratas,  decia  M.  Pardessus,  se  pierde  al  mismo  tiempo  que  el 
de  matar  al  enemigo  en  un  combate  ó por  causa  de  legitima  defensa; 
pero  en  lugar  de  ser  tratados  como  prisioneros,  lo  son  como  cri- 
minales. El  pirata,  una  vez  aprehendido,  debe  ser  juzgado  por  los 
tribunales  de  marina,  determinación  altamente  racional  por  la  signi- 
ficación y circunstancias  especiales  de  estos  delitos. 


Los  piratas  pueden  ser  juzgados  por  todas  las  naciones,  porque  su 
buque  se  considera  sin  bandera  alguna  que  lo  proteja,  y esta  falta  de 
nacionalidad  y el  círculo  extensísimo  de  sus  delitos  que  pueden  he- 
rir á todos  los  navegantes , fundan  y legitiman  este  derecho  amplio  de 
las  naciones.  Si  la  piratería  es  un  delito  contra  el  derecho  de  gentes, 
lógico  es  que  los  Estados  todos  puedan  perseguirla  y castigarla. 

Los  objetos  de  que  se  hayan  apoderado  los  piratas  de- 
ben  ser  devueltos  á sus  dueños,  porque  el  robo  no  consti-  chas  pur  ios 

1 1 . piratas. 

tuye  título  legítimo  de  propiedad;  así  que  lio  pueden 
ser  trasmisibles  á una  tercera  persona,  y la  ley  común  de  las 
naciones  autoriza  á los  despojados  para  reclamar  su  propiedad 
donde  quiéra  que  la  encuentren.  A pesar  de  la  universalidad  de  este 
principio,  la  legislación  española  establece  que  las  represas  hechas  á 
un  pirata  pertenezcan  al  armador  si  el  pirata  las  ha  poseido  durante 
veinticuatro  horas.  La  restitución  de  los  objetos  de  que  se  haya 
apoderado  el  pirata  se  efectúa  probando  la  identidad  de  la  propie- 
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dad,  y cuando  el  objeto  lia  sido  vendido,  que  el  comprador  sabia  ó 
podia  saber  su  procedencia  (1). 

„ t Bvnkershock  trató  extensamente  én  sus  Cuestiones  de 

Carácter  pi-  * 

rátíco  de  los  derecho  público  acerca  de  si  los  berberiscos  tenían  carác- 

geiínos.  ter  pirático.  Esta  cuestión  ha  perdido  su  importancia 
práctica  desde  la  conquista  por  Francia  de  aquella  parte  del  continente 
africano.  Sin  embargo,  la  opinión  de  Bynkershoek  ilustra  este  punto 
de  derecho  internacional,  y ha  servido  de  base  á algunas  decisiones 
del  almirantazgo  inglés,  precedente  en  que  fundamos  la  necesidad,  al 
menos,  de  su  rápida  exposición.  El  citado  autor  no  atribuía  á los  ar- 
gelinos la  significación  de  piratas,  porque  tenían  domicilio  fijo,  na- 
cionalidad definida  y gobierno  reconocido  por  los  Estados  européos. 

Pero  no  obstante  estas  consideraciones,  es  indudable  que  los  anti- 
guos berberiscos,  viviendo  del  saqueo  de  las  naves  européas,  esclavi- 
zando á los  prisioneros  y exigiendo  rescates  por  su  libertad,  forma- 
ban una  especie  de  piratería  organizada  y pública,  que  por  la  debili- 
dad ó falta  de  energía  de  los  restantes  pueblos  del  Mediterráneo 
había  sido  como  reconocida  y sancionada.  Los  hechos  en  que  se 
fijó  Bynkershoek  no  son,  pues,  esencialmente  constitutivos  del  carác- 
ter pirático,  sino  mas  ó menos  accidentales  y exteriores,  ó dependien- 
tes de  las  circunstancias.  Por  eso,  los  argelinos  eran  calificados  de  pi- 
ratas en  muchas  leyes  y publicaciones  anteriores  y posteriores  á la 
época  del  citado  publicista. 

La  célebre  asociación  de  los  filibusteros,  terror  del  mar 
Lost'*rosbus"  (^e  ^as  ^Iltl^as  durante  los  siglos  XVII  y XVIII,  constituyó 
también  una  especie  particular  de  piratería,  es  decir,  una 
piratería  organizada  ala  manera  de  la  de  los  argelinos,  aunque  no  tan 
poderosa.  Los  filibusteros  sostuvieron  relaciones  de  amistad  con  las 
autoridades  de  Santo  Domingo,  que  no  ponían  obstáculo  alguno  á las 
expediciones,  ni  al  reparto  ó distribución  del  botin.  Llegó  esta  asocia- 
ción á ser  de  tal  modo  formidable,  que  en  1683  dirigió  una  expedi- 
ción contra  la  ciudad  de  Vera-Cruz,  que  saqueó  por  completo,  y en 
1684  organizó  otra  formidable  en  contra  del  Perú,  y poco  después  una 
contra  el  Yucatán;  hasta  que  por  fin  fué  disuelta  en  el  siglo  X\ III. Las 
expediciones  filibusteras  dirigidas  por  Walker  en  nuestro  mismo  si- 

(1)  Entr  los  tratados  de  comercio  que  consagran  esta  regla  se  citan  el  celebrado  en 
1658  entre  Dinamarca  y Suecia,  el  de  1675  entre  Inglaterra  y Turquía,  el  de  1742  entie 
Francia  y Dinamarca,  el  de  1787  entre  Francia  y Rusia,  el  de  1795  entre  España  } 
los  Estados-Unidos,  el  de  1828  entre  Francia  y el  Brasil,  el  de  J 835  entre  Ausüia  y 
(«recia,  el  de  1843  entre  Francia  y Venezuela  y el  de  1861  entre  Francia  y el  l eiú. 
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glo  contra  la  América  central,  han  sido  hechos  aislados  que,  á pesar 
de  su  importancia,  distan  mucho  de  tener  la  de  aquella,  y sus  re- 
sultados, que  concluyeron  por  la  muerte  de  su  jefe  y principales  cóm- 
plices, son  bien  conocidos. 

Pero  la  piratería  organizada  no  ha  desaparecido  aun 

,1  • . . Piratería  or- 

totalmente  de  ios  mares,  y si  no  existen  ni  los  filibusteros  ganizada  en 

. , i.  , , . los  mares  de 

ni  Jos  piratas  argelinos,  cuentanse  ios  que  se  extienden  por  la  oceama. 
los  mares  de  la  Oceanía,  contra  los  cuales  son  insuficientes  los  cru- 
ceros españoles  y ha  sido  preciso  en  mas  de  una  ocasión  librar  ver" 
daderas  batallas.  * 

§ 202.  Los  delincuentes  que  hacen  armas  contra  el  go- 
bierno establecido  para  sustraerse  á Ja  pena  de  sus  delitos  Bandldos* 
y vivir  del  pillage  toman  el  nombre  de  bandidos  ó facinerosos.  El 
círculo  de  acción  de  estos  criminales  es  generalmente  limitado,  no 
extendiéndose  mas  allá  de  los  confines  de  una  nación,  pero  si  le  sal- 
van, las  extranjeras  no  les  deben  asilo,  y sus  naves  pueden  ser  tra- 
tadas como  piráticas  por  cualquiera  buque  de  guerra  ó corsario  que 
las  encuentre.  No  deben  confundirse  con  estos  delincuentes  los  que 
toman  las  armas  para  defender  opiniones  políticas.  ** 

§ 203.  La  ejecución  de  las  sentencias  dictadas  en  materia  Ejecución  de 
criminal  por  tribunales  extranjeros,  no  puede  ser  consen-  chis  fxtrañ- 
tida  ni  autorizada  en  ningún  Estado.  Todos  los  publicistas  'terla  Ccntn¿- 
están  conformes  en  este  punto.  Por  tanto,  si  una  senten- 
cia en  materia  criminal  impone  una  pena  corporis  aflictiva,  esta  no 
podrá  ser  aplicada  en  otro  Estado.  Si  implica  la  pérdida  de  los  de- 
rechos civiles  no  producirá  efecto  alguno  tampoco,  y si  confisca  los 
bienes  del  delincuente,  no  se  entenderán  por  esto  confiscados  los  que 
posea  en  otra  nación. 

Hay  un  caso  en  que  una  sentencia  condenatoria  ó absolutoria,  de 


* Bello,  Derecho  internacional , pte.  2,  cap.  10,  § 3;  Wheaton,  Elcm.  drotl  int . 
ptc.  2,  ch.  2,  § 15;  Ortolan,  Diplomalie  de  la  mer , liv.  2,  ch.  11  ; Pistoyc  el 
Duverdy,  Traité  des  prises  maritimes , lit.  1,  sect.  1,  § 1 ; De  Cussy,  P/iases  el 
causes  célebres,  liv.  1,  tit.  3,  § 35,  note  2;  liv.  2,  ch.  36,  § 4;  Cauchy , Droil 
marítimo  internacional,  v.  II,  ch.  3,  sect.  6;  Riquelme,  Derecho  púb.  int.,  lib.  1, 
lít.  2,  cap.  8;  Dana,  Elém.  int.  law  by  Wheaton,  noles  74,  84;  De  Martens, 
Essai  c oncernant  les  armaleurs,  ch.  3;  De  Cussy,  Précis  hislorique,  etc.  ch.  8,  p. 
319;  Kent,  Commcnlaries,  pt.  1,  lee.  9;  Bynkershoek,  Qucvsl.  jur.  pub.,  lib.  1,  cap. 
17;  Loccenius,  De  jure  marítimo , lib.  2,  cap.  3,  § 1 ; D Hauterive  et  de  Cussj,  fíe- 
cueilde  I railes  <le  commerce  el  de  uavigation,  vol.  II,  pt.  1,  p.  88;  Ainould,  Sys- 
téme  mari'hne  el  potinque  des  Européens,  ch.  10,  p.  98;  Bouchaud,  Théorie  des 
traites  de  commerce,  p.  78. 

**  Bello,  Derecho  internacional,  pte.  2,  cap.  10,  § 3. 
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cualquiera  clase  que  sea,  pronunciada  por  un  tribunal  extranjero, 
puede  tener  derla  acción  extraterritorial.  Si  ha  sido  pronunciada  por 
los  tribunales  del  Estado  en  cuyo  territorio  se  haya  cometido  el  de- 
lito, formará  ante  los  tribunales  de  otro  cualquiera  que  entienda,  ó 
pretenda  entender  en  la  misma  causa,  una  excepción  perentoria:  la 
exceptio  rei  juclicatcc.  No  sucederá  lo  mismo  si  ha  sido  pronunciada 
por  el  tribunal  de  uno  distinto  á aquel  donde  se  ha  cometido  el  delito, 
ó por  uno  que  no  tenga  jurisdicción  sobre  el  delincuente.  * ** 

Providencias  § 204.  Las  providencias  in  re  de  un  tribunal  extranjero, 
‘tribunales3  siempre  que  sea  competente,  como  sucede  con  las  de  los 
síis  efectos,  de  presas,  o de  los  de  rentas  públicas,  son  concluyentes 
en  cuanto  al  título  del  propietario  á la  cosa  en  cuestión,  cuando  se 
lleva  el  mismo  asunto  á otros  tribunales  ó á otro  país. 

Wheaton  dice  que  los  juicios  ó sentencias  de  un  tribunal  extranjero 
competente,  tales  como  las  providencias  in  re  de  un  almirantazgo,  se 
consideran  como  pruebas  concluyentes  sobre  el  derecho  de  propiedad 
de  la  cosa  eh  cuestión,  cuando  este  es  de  nuevo  puesto  en  juicio  ante 
los  tribunales  de  otro  país.  » *'* 

. , . 8 20o.  Las  providencias  definitivas  de  los  tribunales  ex- 

Providencias  ° r 

ad  remado  tranjeros,  bajo  la  condición  siempre  de  que  sean  compe- 
IeSosXlsuse-  lentes,  sc  respetan,  por  regla  general,  por  los  de  otro  Es- 
cfectos.  tado  como  esceptio  reí  judicatce.  No  obstante,  en  lo  que  se 
refiere  á su  ejecución,  los  Estados  lian  celebrado  convenciones  espe- 
ciales, siendo  distinta  en  cada  uno  de  ellos. 

En  los  Estados-Unidos  norte-americanos  la  sentencia  definitiva  de 
un  tribunal  extranjero  se  estima  como  prueba  irrecusable  de  una 
obligación,  á menos  que  dicha  sentencia  no  pueda  ser  atacada  de  nu- 

* Foelix,  Derecho  internacional  privado,  traducido  al  español,  Madrid  1860,  tomo 
II,  lib.  2,  lít.  9,  cap.  5,  pp.  439-442;  Wheaton,  Elem.  droit  int.,  pte.  2,  ch.  2,  g 14; 
Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Yergé, 
§§  86,  94,  104;  Pinbeiro-Ferreira,  Notes  sur  Martens,  vol.  I,  note  44,  pp.  418,419; 
Story,  Conflict  of  laws,  §§  621,  628;  Kluber,  Droit  des  gens  moderne,  pie  2,  tit.  1 
ch.  2,  §§  64  65;  Riquelme,  Derecho  público  internacional,  lib.  2,  tít.  2,  cap.  3; 
Bowyer,  Universal  public  law,  ch.  17;  Westlake,  Prívate  International  law,  ch.  11. 

**  Wheaton,  Elém.  droit  int.,  vol.  I,  pte.  2,  ch.  2,  §§  18,  21;  Vattel,  Droit  des 
gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2,  ch.  7,  §§84,  85;  Kent, 
Com.  on  am.  law,  vol.  II,  p.  119;  Halleck,  Int.  law,  ch.  7,  § 30,  pp.  175,  176; 
Foelix,  Droit  int.  privé,  §§  293-311;  Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  édition 
Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Yergé,  §§  93-95;  Pardessus,  Droit  commercial,  pte.  6, 
tit.  7<  ch.  2,  § 2,  n»  1488;  Kluber,  Droit  des  gens,  § 59;  Merlin,  Réperloire,  vol.  VI, 
tit.  Jugement ; Massé,  Droit  commercial,  vol.  II,  §§  298-325  ; Riquelme,  Derecho 
público  internacional,  lib.  2,  tít.  1,  cap.  9;  Bowyer,  Universal  public  law,  chs.  17, 
21;  Gardner,  Institutos,  p.  146;  Westlake,  Prívate  international  lato,  ch.  12. 
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lidad.  En  el  caso  en  que  esto  no  sea  posible,  los  tribunales  de  los 
Estados-Unidos  confirman  la  sentencia  definitiva  del  tribunal  extran- 
jero y se  declara  ejecutoria  contra  el  deudor.  Pero  si  durante  la  sus- 
tanciacion  se  reconoce  que  ha  sido  pronunciada  sin  citación  de 
la  persona  obligada,  ó que  se  tunda  en  falsas  presunciones  y en 
motivos  insuficientes  de  hecho  y de  derecho,  no  la  conceden  fuerza  eje- 
cutiva. Tal  es  también  la  jurisprudencia  seguida  en  Inglaterra.  La 
sentencia  pronunciada  por  cualquiera  de  los  tribunales  de  los  Es- 
tados que  forman  la  Union  norte-americana  tiene  fuerza  ejecutiva  en 
todos  los  demás. 

La  legislación  francesa  no  otorga  fuerza  ejecutiva  á las  sentencias 
pronunciadas  por  los  tribunales  extranjeros  contra  súbditos  franceses; 
pero  cuando  se  refieren  á personas  que  lo  son,  les  concede  el  valor 
de  csceptio  rei  judicatce.  En  todos  los  casos  tienen,  para  alcanzarla, 
que  ser  examinadas  nuevamente  por  los  tribunales  de  la  nación.  * 

S 206.  Marshall  está  en  un  todo  conforme  con  la  doc-  , 
trina  establecida  generalmente,  acerca  del  efecto  extra-  territorial  do 
territorial  de  las  sentencias  pronunciadas  por  los  tri-  cías  que  pro- 

1 r nuncien  los 

bunales  extranjeros  en  los  asuntos  de  su  jurisdicción.  tribunales 

J J extranjeros 

En  las  cuestiones  puramente  locales,  opina  que  las  de-  en  *?s  !*s,1.n- 

1 r ‘ tos  de  juris- 

cisiones  del  tribunal  deben  ser  universalmente  obligato-  dicción. 
rias,  importando  poco  que  la  sentencia  sea  irregular,  porque  el  tri- 
bunal local  es  en  estos  casos  absolutamente  supremo,  « Así,  pues, 
dice,  si  el  tribunal  de  un  país  declara  á un  buque  extranjero  buena 
presa,  y esta  sentencia  se  lleva  ante  el  tribunal  de  otro,  este  último 
podrá  examinar  no  solo  la  autoridad  del  primero  para  obrar  como 
tribunal  de  presas,  sino  también  si  el  buque  condenado  debía  estar 
sujeto  á su  jurisdicción.  Pero  si  la  materia  que  dé  lugar  á la  sen- 
tencia debe  rejirse  por  el  forura  rei  sitce  la  sentencia  del  tribunal 
competente  será  universalmente  obligatoria.  Immobilia  jus  junsdic- 
tionis  esse  reputantur , vbi  sita  sunt.  El  mismo  principio,  se  aplica 
respecto  á los  bienes -muebles  que  estén  bajóla  jurisdicción  del  tri- 
bunal que  pronuncie  la  sentencia,  y así  estas  serán  válidas  ante  Jos 
de  otro  cualquier  país,  que  entiendan  directa  ó indirectamente  en  la 
misma  cuestión.  » ** 


Vattel,  Droil  des  f/ens,  edition  Guiliaumin,  annotóo  par  l'radicr-I'  oderé,  liv.  2, 
Ch.  7,  §§  81,  85;  Story,  Con  (lie  L of  latos,  §§  585,  59!,  593;  Wlieaton,  lilém.  droil 
int.,  pie.  2,  ch.  2,  § 18,  Halleck,  Inter  nacional  law,  ch.  7,  § 3!,  p.  17G;  Massé, 
Droil  commercial , vol.  II,  §§  298-325. 

**  Halleck,  International  law,  ch.  7,  § 32,  p.  177;  Story,  Confluí  of  latos, 
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§ 207.  Las  leyes  extranjeras  que,  en  casos  dados,  ten- 
leyc^cx'i rán-  gan  que  ser  aplicadas  por  los  de  otro  país,  deben  ser  pro- 
Jeras*  badas  ante  los  que  hayan  de  aplicarlas.  Esta  prueba  puede 
verificarse  de  muchos  modos,  según  las  circunstancias  ó la  naturaleza 
especial  de  los  casos  que  ocurran  y la  práctica  general  de  las  naciones. 
La  manera  mas  frecuente  es  la  presentación  de  una  copia  autorizada 
con  el  sello  del  Estado,  ó la  de  un  certificado  expedido  por  un  fun- 
cionario competente.  Algunas  naciones  no  usan  ningún  sello  para  las 
copias  de  sus  leyes  ó decretos,  pero  en  cambio  se  certifican  por  la 
firma  y rúbrica  ó firma  solamente  del  ministro  de  justicia.  En  otras 
hay  un  funcionario  particular  para  expedir  copias  auténticas  de  las 
leyes.»  Las  leyes,  costumbres  y usos  extranjeros  no  escritos,  dice 
Story,  se  prueban  ordinariamente  por  testimonio  verbal.  Esta  decla- 
ración se  presta  bajo  juramento.  Sin  embargo,  algunas  veces  han 
tenido  fuerza  probatoria  en  estos  casos  los  certificados  de  personas  res- 
petables. » Para  determinar,  pues,  el  modo  cómo  debe  probarse  la 
autenticidad  de  una  ley  ó costumbre  extranjera,  es  preciso  atender  á 
los  principios  que  haya  establecido  la  jurisprudencia  local.  * 


Prueba  de  la 
legitimidad 
de  los  con- 
tratos cele- 
brados y de 
los  instru- 
mentos otor- 
gados en  el 
extranjero. 


§ 208.  En  unos  casos  los  contratos  celebrados  y los  ins- 
trumentos otorgados  en  el  extranjero,  se  prueban  por  la 
ley  del  sitio  lex  loci  en  que  tuvieron  lugar;  en  otros  se 
verifican  con  arreglo  á la  de  aquel  en  que  se  haya  enta- 
blado la  acción.  El  derecho  internacional  privado  no  ha 
fijado  aun  una  regla  general  acerca  de  esta  materia. 


« En  las  relaciones  de  la  ley  común,  dice  Story,  se  encuentran  pocas 
huellas  de  doctrinas  establecidas  sobre  este  particular.  » Si  los  instru- 
mentos ó contratos  pueden  probarse  según  la  lex  fori  se  admitirá  con 
preferencia  esta  prueba;  pero  si  no  se  puede  presentar  este  testimonio 
y tampoco  lo  exige  la  ley  local,  se  admitirá  como  bastante  el  del  sitio 
en  que  se  celebraron  los  contratos  ú otorgaron  los  instrumentos.  Así, 
si  la  ley  de  un  país  extranjero  permite  que  se  pruebe  por  declaración 
verbal  el  pago  de  una  deuda  constituida  por  escrito,  esta  prescripción 
seria  respetada  en  Escocia,  por  mas  de  que  la  legislación  del  país  no 
admita  semejante  manera  de  extinguir  tal  obligación.  Una  deuda  con- 
traída en  Inglaterra  puede  ser  acreditada  en  Francia  por  testimonio 


§§  584-592;  Vattel,  Droit  des  gens , édition  Guillaiunin,  annotée  par  Pradier-Foderé, 
liv.  2,  ch.  7,  §§  84,  85;  Boullenois,  Traite  des  lois , vol.  I,  pp.  618-623. 

* Slory , Con (lict  of  laivs,  §§  637-643;  Halleck,  International  lato,  ch.  7,  § 33, 
p.  1/8;  Gardner,  Ins  ti  tutes,  p.  142,  ele. 
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verbal;  pero  la  adquirida  en  este  país  rio  puede  acreditarse  ante  sus 
tribunales  por  igual  medio.  * • 

§ 209.  Las  providencias  de  los  tribunales  extranjeros  como  so  a- 
se  prueban  del  mismo  modo  que  los  demás  actos  cele-  providencial 
brados  ó instrumentos  que  se  otorgan  en  otro  país.  El  e«>siimoniLy 
sello  público  de  un  Estado  puesto  al  pié  de  una  sentencia,  d0ClXsentd’ 
es  el  testimonio  mas  alto  y conveniente  de  su  autenticidad. 

Marshall  ha  establecido  las  siguientes  reglas,  acerca  de  la  com- 
probación de  providencias  extranjeras,  aplicables  también  general- 
mente á los  testimonios  documentados. 

« Se  prueba  la  autenticidad  de  las  providencias  de  los  tribunales 
extranjeros  : 

Primero.  — Por  una  copia  autorizada  con  el  gran  sello  del  Estado. 

Segundo.  — Por  una  copia  que  pueda  averiguarse  que  está  con- 
forme con  el  original. 

Tercero.  — Por  certiíicado  de  un  funcionario,  debidamente  auto- 
rizado al  efecto  por  la  ley.  » 

Debemos  advertir  que  si  los  interesados  no  pudieran  probar  la 
autenticidad  de  una  providencia  extranjera  por  ninguno  de  los  medios 
indicados,  los  tribunales  admiten  otras  clases  inferiores  de  pruebas, 
siempre  que  se  justifique  cumplidamente  que  ha  habido  obstáculos 
insuperables  para  hacer  uso  de  los  medios  enumerados  anterior- 
mente. ** 

* Story,  Conflict  of  laws , §§  629,  636;  Voet,  De  stat .,  c.  2,  ir  9,  § 5 ; Halleck, 
International  law , ch.  7,  § 34,  p.  179;  Riquelme,  Derecho  público  internacional , 
lib.  2,  tít.  1,  cap.  3;  Erskine,  Instila  tes,  b.  3,  tít.  2,  §§  39,  40;  Gardner,  Institutos , 
pp.  111,  120,  etc.;  Starkie,  On  evidence , pt.  2,  §§  130,  131. 

**  Story,  Conflict  of  laws,  § 643;  Halleck,  Int.  law,  ch.  § 35,  p.  180;  Massé, 
Droil  commercial,  vol.  II,  §§  336  et  seq.;  Phillips,  On  ■ evidence , vol.  I,  p.  432, 
vol.II,  pp.  133  et  seq.;  Starkie,  On  Evidence,  pte.  2,  § 92;  Gardner,  Institutos, 
p.  146;  Westlake,  Prívate  international  law , ch.  12. 
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CAPITULO  VI 

DERECHOS  DE  LEGACION  Y TRATADOS 


ei  derecho  § 210.  Uno  de  los  atributos  esenciales  de  la  soberanía 
es  un  atri-  de  las  naciones  es  el  derecho  de  legación,  que  consiste 
ciaideiaso-  en  la  facultad  que  tiene  un  Estado  independiente  de  en- 

beranía  de  . ...  , 

un  Estado,  viar  agentes  diplomáticos ; y su  ejercicio  supone  al  mismo 

tiempo  el  deber  de  recibir  los  de  las  demás  naciones.  El  derecho  de 
legación  se  considera  como  un  derecho  perfecto  en  principio,  pero 
imperfecto  en  la  práctica,  porque  ningún  Estado  puede  ser  obligado 
á nombrar  ni  á recibir  esta  clase  de  agentes.  No  obstante,  el  uso  y 
las  reglas  de  la  cortesía  internacional  lo  han  establecido  como  un 
deber  recíproco  entre  los  pueblos;  y se  considera  como  signo  evidente 
de  paz  y amistad  la  existencia  de  legaciones  diplomáticas  permanentes ; 
del  mismo  modo  que  puede  considerarse  cual  un  signo  de  desavenencia 
ó de  hostilidad  la  interrupción,  ó la  falta  absoluta  de  ellas.  Bueno  es,  sin 
embargo,  tener  presente  que  el  establecimiento  de  Jas  legaciones  de- 
pende en  cierto  modo  de  la  naturaleza  é importancia  de  las  relaciones 
entre  los  diversos  Estados  y aun  de  los  medios  de  que  dispongan  para 
sostenerlas.  No  puede  extrañarse  su  falta  entre  pueblos  que  no  tienen 
relaciones  políticas  ó mercantiles;  ni  que  un  Estado  pequeño  y de 
escasos  recursos  no  sostenga  representantes  cerca  de  los  demás.  * * * § 

* Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé , liv.  4, 
ch.  5,  §§  55-65;  Wheaton,  Elém.  droit  international,  vol.  I,  pte  3,  ch.  1,  § 2; 
Riquelme,  Derecho  público  internacional,  lib . 2,  tit..  2,  cap.  ad  1;  Horne,  On 
diplomacy,  sec.  1,  §§  5,  6;  Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin, 
annotée  par  Ch.  Yergé,  §§  185-190;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  II,  §114;  Heffter, 

Droit  international,  § 200;  Real,  Science  du  gouvernement,  vol.  Y,  p 140;  Rousset, 

Cérémonial  diplomatique,  vol.  II,  p.  481;  Bello,  Derecho  internacional , pte.  3,  cap.  1, 

§ 2;  Wicquefort,  L’ambassadeur  el  ses  fonclions,  liv.  1,  ch.  3;  Martens,  Guido 
diplomatique,  § 5;  Polson,  Law  of  nations,  sec.  5;  Ompteda,  Lilleralur  volkerrechle 
vol.  II,  p.  351;  Rutherforth,  lnstitutes,  b.  3,  ch.  9,  § 20;  Bowyer,  Universal  public 
law,  ch.  20. 
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§ 212 

8 211.  Siendo  el  derecho  de  legación  un  atributo  esen-  „ , „ 

cial  de  la  soberanía  de  un  Estado,  no  podrá  ser  ejercido  beranosü”de* 
por  uno  dependiente  ó semi-soberano , sino  en  tanto  pondicn'l®s- 
que  haya  sido  autorizado  al  efecto  por  aquel  ó aquellos  de  quien  ■ 
dependa.  La  constitución  de  los  Estados-Unidos  de  América  prohíbe  á i 
cada  Estado  particular  el  entrar,  sin  consentimiento  del  congreso,  en 
cualquier  arreglo  ó convenio  con  otro  ó con  una  nación  extranjera.  \ 
Esta  prohibición  influye  de  tal  modo  en  el  derecho  de  legación  que 
ántes  tenia  cada  uno  de  ellos,  que  puede  decirse  que  no  existe  ya. 
Esto  mismo  sucede  con  respecto  á los  que  forman  las  federaciones  de 
la  América  meridional. 

En  las  confederaciones  européas  se  ha  reconocido  generalmente  á 
cada  Estado  el  derecho  de  legación.  * * * 

§ 212.  Para  saber  á que  autoridad  ó poder  corresponde  cómo  so 
en  un  Estado  cualquiera  el  derecho  de  legación,  hay  que  ejXCreciioStc 
recurrir  á su  constitución  ó ley  fundamental;  que  deter-  guerra  cívíl 
minará  si  corresponde  á un  monarca,  á un  jefe  supremo  del  Estado 
ó á un  congreso.  Pero  ¿qué  harán  los  Estados  extranjeros  en  el  caso 
de  revolución  ó guerra  civil  en  otro  con  el  cual  alimenten  relaciones 
por  medio  de  representantes  diplomáticos?  ¿Las  continuarán  con  el 
antiguo  gobierno,  ó con  el  revolucionario?  ¿Podrán ó deberán  seguir- 
las con  ambos?  La  práctica  establecida  en  estos  casos  es,  ó la  inter- 
rupción de  toda  relación  diplomática  hasta  el  término  final  de  la 
contienda,  ó el  nombramiento  de  agentes  con  carácter  especial  y li- 
mitado, que  disfrutan  de  las  inmunidades  de  los  ministros  públicos , 
pero  que  no  tienen  derechos  y prerogativas  diplomáticas.  Sin  em- 
bargo, siempre  que  las  relaciones  diplomáticas  deban  ser  conserva- 
das, la  regla  mas  segura  y mas  lógica  es  la  de  continuarlas  con 
el  gobierno  de  facto,  representante,  por  lo  menos  en  aquellos  momen- 
tos, de  la  soberanía  del  Estado.  ** * * §§ 

* Wheaton,  Elém.  droit  int.,  vol.  I,  pte.  3,  ch.  1,  § 3;  Vattel,  Droit  des  9en*> 
édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv . 4,  ch.  5,  § 60,  a ec  , 

Int.  law,  ch.  8,  § 2;  Kluber,  Droit  des  gens  modeme , pte.  2,  tit.  2,  ch.  , S 0 > 
Merlin,  Répertoire,  tit.  ministre  public,  sec.  2,  § 1,  n°  3,  4;  Hetfter,  Dioil  in  e)na 

tional,  § 200;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  II,  § 116;  Home,  On  diplomacy,  sec.  l; 
Bello,  Derecho  internacional,  pte.  3,  cap.  1,  § 2;  Martens,  Cuide  dtplomaUgue,  § 5, 

Riquelme,  Derecho  público  internacional,  lib.  2,  tit.  2,  cap.  ad.  1. 

**  Wheaton,  Elém.  droit  des  gens,  vol.  I,  pte.  3,  cb . 1,  § 4;  Vattel,  Droit  des  gens, 
édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2,  ch.  4,  § 56,  Bello,  De)  cc  o w- 

tcrnacional , pte.  3,  cap.  1,  § 2;  Merlin,  Répertoire,  tit.  ministre  public , sec.  § b; 

Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Yergé, 

§§  70-82;  Martens,  Cuide  diplomatique,  § 5. 
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un  Estado  § 213.  Ya  hemos  dicho  que  el  derecho  de  legación  ero 

puedo  negar-  . . ' u 

se  á recibir  en  la  practica  un  derecho  impcrtecto,  y que  así  los  Esta- 

cierlos  agen-  ....  , 

tes  diploma-  dos  podían  negarse  a recibir  agentes  diplomáticos.  Esta 

ticos  y ciertas  . 

personas.  negación  puede  fundarse  ya  en  el  carácter  personal  del 
agente,  ó bien  en  la  clase  de  autoridad  y poder  que  lcliaya  conferido 
el  Estado  que  lo  nombre.  Esto  sucedia  con  los  legados  pontificios 
revestidos  de  poderes  que  se  consideraban  incompatibles  con  la  cons- 
titución y las  leyes  de  aquellos  á que  eran  enviados.  También  se 
ha  rehusado  algunas  veces  el  recibimiento  de  un  agente  diplomático 
extranjero  por  su  conocida  hostilidad  hácia  el  país  en  que  debia 
residir.  Los  Estados  pueden  imponer  condiciones  especiales  á la  ad- 
misión de  los  agentes  diplomáticos,  pero  una  vez  admitidos  gozarán 
de  todos  Jos  privilegios  que  les  conceda  el  derecho  de  gentes  y los 
tratados  especiales,  á no  ser  que  hayan  sido  modificados  por  las  con- 
diciones que  se  impusieron  para  su  admisión.  * 

Admisión  § 214.  Algunos  Estados  se  niegan  á recibir  como  agente 
deun' agente  diplomático  á uno  de  sus  súbditos,  y otros  admiten  en  tal 
diplomático.  c0ncep|;0  ¿ los  suyos,  pero  les  imponen  la  obligación  de 

sujetarse  á las  leyes  locales.  Estas  condiciones,  que  no  pueden  nunca 
llegar  hasta  el  punto  de  modificar  ó limitar  el  carácter  público  del 
diplomático,  que  tiene  el  del  Estado  que  representa,  deberán  ex- 
presarse siempre  antes  ó en  el  acto  de  recibirle,  porque  de  no  ser  así 
se  hallaría  en  la  imposibilidad  de  exigir  los  honores  y derechos 
anexos  á su  empleo.  ** 


¿ Qué  poder 
ó funcionario 
puede  enviar 
y recibir  ta- 
les agentes? 


§ 215.  Depende  de  la  constitución  general  de  los  Esta- 
dos la  designación  del  poder  ó funcionario  público  qué 
puede  enviar  y recibir  agentes  diplomáticos.  En  las  repú- 
blicas este  derecho  corresponde  generalmente  al  jefe  del 


poder  ejecutivo  : en  las  monarquías,  al  soberano.  Según  la  constitu- 
ción de  los  Estados-Unidos  el  presidente  es  el  funcionario  designado 


* Wheaton,  Elém.  droit  int . , pte.  3,  ch.  1,  §§  4,  5;  Hefl'ter,  Droit  inlernational, 
§ 200;  Merlin,  Répertoire,  tit.  ministre  public,  sec.  2,  § 6;  Bynkershoek,  De  foro 
legal.,  cap.  2,  § 10;  Moser,  Versuch,  b.  3,  p.  89;  Kluber,  Droit  des  gens  moderno, 
§§  17G,  187;  Horne.  On  diplomacy , sec.  1;  Wildman,  Int.  law,  vol.  I,  pp.  83,  et 
seq. 

**  Wheaton,  Elém.  droit  int.,  pte.  3,  ch.  1,  §§  4,  5;  Martens,  Précis  du  droit  des 
gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé,  § 188;  Hefl’ter,  Droit  inlernational, 
§ 202;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  II,  § 3;  Wildman,  Int.  law,  vol.  I,  ch.  3; 
Moser,  Beilrage , etc.,  b.  3,  pp.  90  et  seq.;  Bynkershoek,  De  foro  legal.,  cap.  H. 
§ 10;  Merlin,  Répertoire,  tit.  ministre  public,  sec.  5,  § 7;  Martens,  Manuel  diplo 
matique,  § 6;  Carden,  De  diplomatie,  liv . 5,  § 2. 
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para  recibir  á los  ministros  extranjeros ; pero  no  podrá  nombrar 
agentes  diplomáticos  sin  conocimiento  y consentimiento  del  senado. 
En  los  países  monárquicos  se  acostumbra  á hacer  una  distinción  en 
el  rango  de  los  ministros  públicos,  siendo  recibidos  por  el  soberano 
los  que  corresponden  á la  primera,  segunda  y tercera  clase,  y por  el 
ministro  de  relaciones  exteriores,  los  de  grado  inferior.  * 

§ 216.  La  máxima  de  Luis  XI  qui  nescit  disimulare 

. i • i i , . * La  díploma- 

nescit  reqnare  ha  sido  durante  largo  tiempo  el  único  prin-  cia  v L>1  ano 

. . , r r de  la  nego- 

cipio  que  se  ha  consultado  por  los  diplomáticos,  y la  elación, 
sola  regla  que  han  tenido  presente  en  sus  estipulaciones.  Por  esto 
algunos  publicistas  indican,  que  para  terminar  con  buen  éxito  una 
negociación,  se  necesita  tacto  y sagacidad  para  engañar.  Afortunada- 
mente la  diplomacia  moderna  ha  dejado  de  emplear  los  medios  in- 
decorosos de  que  se  hacia  uso  allá  en  el  siglo  XV,  y de  los  cuales 
puede  servir  como  ejemplo  la  política  de  Fernando  el  católico.  Así, 
los  mas  hábiles  diplomáticos  de  nuestros  tiempos  se  distinguen  tanto 
por  su  elevado  carácter  personal  é integridad  intachable,  como  por 
el  talento  y la  instrucción.  ** 

§ 217.  Si  el  derecho  de  legación  es  uno  de  los  atributos 
de  la  soberanía  de  un  Estado,  no  lo  es  menos  el  de  negó-  ncgocíctín 
ciar  y celebrar  tratados  públicos  con  otras  naciones.  Hay, 
sin  embargo,  que  tener  en  cuenta  al  ejercerlo,  que  puede  haber  tra- 
tados precedentes  en  virtud  de  los  cuales  sea  imposible,  en  cierto 
tiempo  y por  los  mismos  gobiernos,  la  celebración  de  otros  que  los 
modifiquen  ó destruyan.  Pero  esto  no  altera  en  nada  el  principio. 
Y es  tal  su  fuerza,  que  un  Estado  que  haya  abandonado  su  derecho 
general  de  celebrar  tratados  y contraer  obligaciones,  no  puede  ser 
considerado  como  soberano  é independiente. 

Martens  está  conforme  en  que  el  poder  de  celebrar  tratados  es  un 
atributo  de  la  soberanía  de  las  naciones,  pero  enumera  muchos  abu- 
sos de  poder  cometidos  en  este  punto  por  algunos  Estados  de  Europa, 
que  han  impuesto  algunos  especiales  á pueblos  que  no  lian  sido  con- 
sultados siquiera  para  su  redacción.  *** 


* Wheaton,  Elém.  droit  int.,  pie.  3,  ch.  1,  § ",  11,  12,  Halleck,  In ternalional 
law,  ch.  8,  § 6;  ch.  9,  § 10;  Phillimore,  Oh  int.  law,  vol.  I,  ch.  J;  .aermi, 
Répertoire,  tit.  ministre  public,  sec.  2,  §1,'  Wildman,  Int.  law,  \o  . ’ > 

Horno,  On  diplomacy,  sec.,  1,  2. 

**  Macchiavdli,  ll  principe,  discorsi  2;  Flassan,  De  la  diplomalie,  vol.  I,  pp.  23o, 
241»,  247;  lleirter,  Droit  interna  liona!,  § 228-233;  Merlin,  Répertoire,  tit.  ministre 
public,  sec.  3;  ¡Mably,  Droit  des  gens,  vol.  I,  pp.  15  el  seq. 

***  Valtcl,  Droit  des  gens,  édition  Giiillaumin,  annotée  par  Pradicr-Fodoré,  liv.  2, 
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Tratados  c*:- , l 
lebradas  por  \ 
Estados  se- 
m ¡-soberanos 
ó dependien- 
tes. 


\ 218.  Los  Estados  semi-soberanos  ó dependientes  no 
podrán  celebrar  tratados  sino  en  tanto  que  estén  autoriza- 
dos por  aquellos  de  quienes  dependan.  Hay  que  adver- 
tir que  el  pago  de  tributos,  ó la  obediencia  casual,  ó la 
influencia  habitual,  no  destruyen  aunque  pueden  alterar  la  soberanía. 
El  poder  que  tengan  para  celebrar  tratados,  los  Estados  que  vivan 
bajo  el  protectorado  de  otro,  y los  que  se  confederen  ó se  unan,  de- 
penderá necesariamente  del  carácter  de  sus  leyes  fundamentales. 
Los  de  la  confederación  germánica  podían  celebrar  tratados  de  alianza 
y comercio  : los  de  la  helvética,  según  el  pacto  federal  de  1815,  no 
tienen  este  poder,  que  reside  solo  en  la  dicta.  La  constitución  de 
los  Estados-Unidos  de  América  prohíbe  también  á los  que  forman  parte 
de  la  confederación,  que  celebren  tratados  ó convenciones  con  nacio- 
nes extranjeras  sin  el  consentimiento  del  congreso  federal. 

Es  asunto,  pues,  que  interesa  particularmente  al  Estado  soberano 
que  trate  con  otro  semi-soberano  ó dependiente,  el  averiguar  hasta 
qué  punto  este  último  puede  contraer  obligaciones  y es  capaz  de 
cumplirlas.  * 


Poder  de  un 
Estado  para 
celebrar  tra- 
tados . 


§ 219.  Para  averiguar  en  quién  reside  el  poder  de  cele- 
brar tratados  hay  que  recurrir  á la  constitución  fundamen- 
tal del  Estado  de  que  se  trate.  Gomo  este  derecho  es  un 


atributo  esencial  de  la  soberanía  de  un  pueblo,  es  indudable  que  la 


facultad  de  ejercerle  debe  depender  de  la  constitución  íntima  del  país. 


Así,  en  las  repúblicas  reside  en  el  jefe  del  poder  ejecutivo,  asistido 
de  este  ó el  otro  cuerpo  del  Estado ; y en  las  monarquías  es  peculiar, 
con  mas  ó menos  restricciones,  del  soberano.  El  presidente  de  los 
Estados-Unidos  de  norte-américa  y de  las  repúblicas  sud-americanas 
no  pueden  celebrar  tratados  de  paz  ó guerra,  sin  el  consentimiento  y 
aprobación  del  senado,  por  mayoría  cuando  menos  de  las  dos  terceras 


ch.  12,  § 155;  Wheaton.  Elém.  droit  iní .,  pte.  3,  ch.  2,  §1;  Halleck.  Internatio- 
nal lato , ch.  3;  ch.  8,  §§  8,  9;  Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  édition  Guillau- 
min,  annotée  par  Ch.  Vergé,  § 119;  Martens,  Recueil  de  traités,  vol.  V,  p.  222; 
Pinheiro-Ferreira,  Notes  sur  Martens , n°  63;  Phillimorc,  On  int.  law , vol.  II,  § 44; 
Wildman,  International  law,  vol.  I,  ch.  3;  Home,  On  diplomacy,  sec.  1,  § 5; 
Bowyer,  Universal  public  law,  ch.  20. 

* Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2, 
ch.  12,  § 55;  Hedter,  Droit  internalional , §§  200  et  seq.;  Wheaton,  Elém.  droit 
inler nalional,  pte.  3,  ch.  2,  § 1 ; Pando,  Derecho  internacional , pte.  3,  cap.  1, § 2; 
Riqnelme,  Derecho  público  internacional , lib.  1,  tít.  1,  cap.  15;  Conslitution  of  tho 
United  States , art.  1,  sec.  10;  Story,  Com.  on  thc  conslitution  of  thc  United  States, 
§ 1347  et  seq. 
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partes  de  votos.  Pueden  sin  embargo , en  su  calidad  de  jefe  del 
ejército  y la  armada  celebrar  armisticios  con  el  enemigo.  En  ge- 
neral podemos  decir  que  las  convenciones  militares  no  necesitan 
del  poder  supremo  del  Estado  para  su  negociación  ni  ratificación  : por 
esto  las  treguas,  canges  de  prisioneros,  armisticios,  capitulaciones, 
rescate  de  propiedades  etc.,  no  se  someten  sino  en  casos  especialísi- 
mos  á la  ratificación  del  primer  poder  del  Estado.  * 

§ 220.  Muchas  é importantes  cuestiones  han  sido  discu-  Ratificación 
tidas  por  los  publicistas  acerca  de  la  ratificación  general  lüS  tratados, 
de  los  tratados.  Se  ha  admitido  por  unos  que  era  absolutamente  nece- 
saria siempre  que  el  ministro  público  (mandatario)  que  hubiere 
negociado  el  tratado,  estuviera  plenamente  autorizado  para  ello,  y 
hubiera  seguido  las  instrucciones  de  su  gobierno.  Otros  han  tenido  en 
cuenta  las  instrucciones  secretas  que  reciben  en  tales  casos  los  refe- 
ridos funcionarios  y han  hecho  dependería  ratificación  de  su  obser- 
vancia ó no  observancia. 

Lo  cierto  es  que  la  misión  que  para  negociar  tratados  se  confia  á los 
ministros  públicos  no  admite  comparación  con  un  contrato  de  man- 
dato, ni  se  puede  tampoco  rejir  por  las  mismas  leyes.  Bajo  este 
punto  de  vista  la  opinión  de  Grotius  y de  Puffendorf,  carece  de  base. 
El  mandatario  puede  abusar  de  sus  poderes  sin  compromiso  alguno 
para  el  Estado  : mientras  que  si  el  ministro  público  abusare  de  ellos  . 
podría  acarrearle  gravísimos  peligros.  ¿ Cómo  se  han  de  aplicar,  pues, 
a los  tratados  las  antiguas  leyes  romanas  sobre  el  mandato? 

Pero  si  la  ratificación  es  un  hecho  independiente  que  corresponde 
á los  poderes  supremos  de  un  Estado,  no  es  menos  evidente  que  la 
garantía  de  un  ministro  público  que  haya  obrado  en  el  círculo  de  sus 
legítimas  atribuciones  debe  ser  tenida  muy  en  cuenta  por  ellos.  Tal 
es  la  causa  de  que  solo  en  casos  rarísimos  acontezca  que  una  nación 
deje  de  ratificar  un  tratado  celebrado  con  arreglo  á sus  instruc- 
ciones : pero  pueden  presentarse  algunos,  bien  por  la  imposibilidad 
física  ó moral  de  cumplir  lo  estipulado,  bien  por  el  error  mutuo  de 
los  contratantes  relativo  á un  hecho  esencial  ó bien  por  el  cambio 
absoluto  de  las  circunstancias  que  le  ocasionaron. 

El  cambio  de  las  ratificaciones  entre  los  Estados  contratantes  tiene 

* Slory,  Com.  on  thc  conslitulion,  § 1502;  Wheaton,  Eléni . droit  'International, 
pl,e.  3,  ch.  2,  § 6;  Heflfter,  Droit  international,  §§  81  et  seq.;  Kent,  Com.  on  am. 
law,  vol . I,  pp.  284,  285;  Bello,  Derecho  internacional,  pte  1,  cap.  9,  § 1;  Ili- 
qnelme,  Derecho  público  internacional,  lib.  1,  tít.  1,  cap.  15. 
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el  efecto  retroactivo  de  confirmar  el  tratado,  desde  el  dia  de  su  fecha. 

En  algunos  casos  se  ha  procedido  inmediatamente  á la  ejecución 
de  lo  estipulado  por  los  plenipotenciarios,  sin  aguardar  el  cambio  de 
ratificaciones.  Así  sucedió  con  el  tratado  de  15  de  julio  de  1840  entre 
Austria,  Inglaterra,  Prusia,  Rusia  y Turquía  : lo  cual  se  verifica  siempre 
que  los  plenipotenciarios  reciben  autorización  expresa  para  ello. 

El  derecho  de  ratificar  los  tratados  corresponde,  según  las  diversas 
constituciones  de  los  pueblos,  ya  al  monarca  solo,  ó asistido  de  algún 
consejo  ó representación  popular,  ya  al  jefe  de  la  república  con  in- 
tervención mas  ó menos  directa  de  otros  poderes  del  Estado.  * 

. . . § 221 . Se  ha  discutido  por  los  publicistas  acerca  de  si 

Legislación  u * 

necesaria  im  tratado,  debidamente  ratificado,  podrá  ser  obligatorio 
en  vigor  ios  para  ias  partes  contratantes  sin  la  legislación  auxiliar  que  se 
necesite  para  su  cumplida  ejecución.  Esta  cuestión  puede 
resolverse  fácilmente,  atendiendo  á la  significación  y al  objeto  particular 
de  cada  uno.  Los  tratados  de  comercio  que  alteren  las  leyes  exis- 
tentes entre  los  contratantes  necesitan  generalmente  en  los  Estados 
modernos  la  sanción  del  poder  legislativo,  y sin  ella  no  podrán  eje- 
cutarse : los  que  modifiquen  en  algún  modo  las  leyes  fundamentales, 
necesitarán  para  su  ejecución  una  aprobación  igual.  Estos  tratados 
son  considerados  imperfectos  en  su  efecto  obligatorio  hasta  que  la 
nación  los  reconoce  y aprueba  por  medio  de  sus  delegados.  Tal  acon- 
teceria  con  el  que  estipulara  la  enagenacion  de  parte  de  un  territorio- 
garantido  por  la  ley  fundamental. 

Por  estos  motivos  no  se  llevó  á cumplido  término  el  tratado  de 
comercio  de  Utrecht,  entre  Inglaterra  y Francia.  Era  preciso  que  el 
parlamento  inglés  sancionare  las  modificaciones  que  introducía  en  las 
leyes  del  comercio  y la  navegación,  y este  se  negó  á aprobar  el  bilí 
propuesto  al  efecto.  En  los  Estados-Unidos,  los  tratados  hechos  y rati- 
ficados por  el  presidente  con  el  consentimiento  y aprobación  del  se- 
nado, que  tienen  fuerza  de  ley  suprema  de  la  república,  se  someten 
después  necesariamente  por  esta  consideración  al  congreso,  que  adopta 
las  leyes  que  sean  precisas  para  su  ejecución  y práctica. 

* Yattel , Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2. 
ch.  12,  § 156;  Wheaton,  Elém.  droit  international,  pie.  3,  ch.  2,  § 5;  Martcns, 
Précis  du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé,  § 48;  HeO’ler, 
Droit  international , § 87;  Kluber,  Droit  des  gens  moderne,  § 48 ; Riquelme,  Derecho 
público  internacional,  lib.  t,  tít.  1,  cap.  15;  Adair,  Mission  to  the  court  of  Vicuña, 

P-  54;  Garden,  De  diplomatie,  liv.  4,  sec.  1,  § 1;  WilJman,  International  lawy 
vol.  1,  ch.  4. 
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§ m 


En  Inglaterra  se  someten  también  al  parlamento  los  tratados  en 
cuya  virtud  la  Gran-Bretaña  se  obligue  á entregar,  por  cualquier  con- 
cepto, alguna  cantidad  de  dinero.  Pero  cuando  se  celebran  y ratifican 
por  los  poderes  competentes,  sin  limitación  ni  condición  alguna,  el 
poder  legislativo  está  en  el  deber  de  aprobarlos.  Y es  de  tal  modo 
cierta  esta  doctrina,  que  en  los  mismos  Estados-Unidos,  donde  tan 
grande  influencia  ejerce  el  congreso  acerca  de  todos  los  puntos  refe- 
rentes á la  ejecución  de  los  tratados,  se  observa  y cumple  con  estricto 
rigor.  Por  eso  en  1796  adoptó  todas  las  leyes  necesarias  para  la  ejecu- 
ción del  celebrado  con  Inglaterra  en  1794;  las  del  de  Washington,  y 
en  1853  y 1854  las  adecuadas  á la  convención  con  Méjico.  En  todos 
estos  casos  su  misión  era  clara  y terminante.  Tratábase  de  con- 
venciones celebradas  y ratificadas  por  el  único  poder  que  en  aquella 
república  puede  celebrar  y ratificar  tratados,  por  el  presidente  y 
el  senado,  y el  congreso  estaba  en  el  deber  de  disponer  su  ejecu- 
ción. De  otro  modo  hubiera  usurpado  atribuciones  en  contra  ele 
la  constitución  fundamental  de  la  república.  Pero  la  nación  que  cele- 
bre un  tratado  que  no  sea  llevado  á cumplido  efecto,  después  de  cam- 
biadas las  ratificaciones,  á causa  de  oponerse  á ello  legítimamente  algún 
cuerpo  del  Estado,  ¿no  incurrirá  en  alguna  responsabilidad  con  res- 
pecto á la  otra  parte  contratante?  En  1831  los  Estados-Unidos  y Fran- 
cia celebraron  un  tratado  por  el  cual  se  obligaba  esta  última  potencia 
á indemnizar  los  perjuicios  que  habia  ocasionado  al  comercio  maríti- 
mo de  los  Estados-Unidos.  Ratificado  este  tratado  pasó  al  poder  le- 
gislativo francés  para  que  votara  la  cantidad  necesaria  para  la  indem- 
nización, el  cual  se  negó  á hacerlo,  dejándose,  por  tanto,  de 
cumplir  legal  y legítimamente.  Pero,  ¿qué  derecho  correspondía  en 
tal  caso  á aquellos  ? Qué  tenían  que  ver  con  que  una  contradicción 
de  poderes  en  Francia  anulara  una  convención  solemne  y libre- 
mente celebrada  y ratificada?  En  la  convención  se  habia  obligado  la 
nación  francesa;  esta  era,  pues,  responsable  ante  ellos  que  tenían  el 


derecho  de  quejarse  y el  de  reclamar  su  cumplimiento. 

En  el  tratado  celebrado  en  1824  enlre  Inglaterra  y los 

. Yrj#laLrkrra  > 

Estados-Unidos , ocurrió  también  un  incidente  particular,  ios 


pero  que  se  resuelve  fácilmente.  El  senado  norte-ameri- 
cano le  ratificó,  pero  modificándole  en  parte,  porque  exceptué)  sus 
tas  de  la  vigilancia  de  los  cruceros  extranjeros.  M.  Canníng  se 
entóneos  á ratificarle,  fundándose  en  esta  enmienda  y alegando 


eos- 

negó 

que 


se  habia  celebrado  de  otro  modo  con  acuerdo  del  presidente  de  la 


república.  Pero  esta  objeción  no  tenia,  sin  embargo,  fundamento 
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alguno,  porque  la  constitución  confiere  á aquel  cuerpo  el  poder  de 
ratificarlos.  * 


Legislación  § 222.  Según  Blakstone,  la  constitución  inglesa  dispone 
iosXEtados-  que  ningún  poder  en  el  reino  tiene  facultades  para  demorar, 
y ení¿dcran-  retener  ó anular  convenios  celebrados  por  el  rey.  Sin  cm- 
Brctafia.  Largo,  en  Inglaterra  los  tratados  no  son  obligatorios  hasta 
que  sus  estipulaciones  hayan  sido  publicadas  como  ley,  y nadie  podrá 
reclamar  ante  los  tribunales  un  derecho  que  se  funde  en  uno  con- 
trario á un  decreto  clel  parlamento. 

La  de  los  Estados-Unidos  dice  que  un  tratado  es  ley  suprema 
del  país,  y,  por  tanto,  tiene  ante  los  tribunales  la  misma  fuerza  que 
los  decretos  del  parlamento,  y cualquiera  ley  que  se  adoptara  con- 
traria á uno  de  ellos,  seria  inconstitucional.  Guando  por  sus  términos 
una  de  las  partes  contratantes  se  compromete  á la  ejecución  de  un 
acto  particular,  el  tratado  se  dirijo  á la  sección  política  correspon- 
diente del  gobierno  y no  al  poder  judicial.  El  congreso  en  este  caso 
debe  ejecutarle  cuanto  antes  y declararle  con  fuerza  de  ley,  habiéndolo 
hecho  así  ya  en  muchas  ocasiones.  ** 


§ 223.  Los  tratados  entre  las  naciones  han  sido  dividi- 
í^'Trahuios!  dos  por  los  publicistas  en  muchas  clases.  Una  de  las  divi- 
j’caios' ylipcr-  sioncs  de  mas  importancia  es  la  que  los  clasifica  en  perso- 
nales y reales . Los  primeros  son  aquellos  que,  fundándose 
en  la  persona  que  los  celebra  y ratifica,  desaparecen  tan  pronto  como 
esta  deja  de  existir  6 pierde,  por  cualquiera  causa,  el  ejercicio  de 
su  soberanía  : los  segundos  se  apoyan  en  un  hecho  independiente 
de  todo  carácter  personal , y que  puede  ser  mas  ó menos  duradero. 
Estos  no  se  anulan  mientras  subsista  el  hecho  que  les  haya  dado 
origen. 


* Ilalleck,  International  lato,  ch.  8,  §§  15,  18;  Wheaton,  ElUments  du  droit  In- 
ternational, ptc.  3,  olí.  2,  § 7,  note;  Grolius,  Droit  de  la  guerra  ct  de  la  paix, 
édition  Giiillauniin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  20,  § 7 ; Yaltcl,  Droit 
des  gens,  édition  Guillaiimin,  annotée  par  Pradier-l'oderé,  liv.  1,  ch.  20,  § 244  ; 
Kent,  Commentaries  on  amcrican  laiv,  vol.  I,  pp.  164,  285  ; Storv,  Commentaries 
on  the  constitulion,  § 1502;  Webster,  Off  and  diplomatic  papers,  pref. , pp.  18,  19; 
American  State  papers,  1824;  Wheaton,  Life  of  pinkney,  pp.  517-549  ; President’s 
message,  dec.  1834;  Gong,  doc.,  18  Gong.,  2d  session,  doc.  n°  2;  Hansard,  Parí, 
debates,  (N.  S.)  vol.  I,  p.  1;  Lord  Mahon,  Ilislory  of  england,  vol.  I,  p.  24. 
Animal  regisler,  1824,  p.  119;  1834,  p.  361;  Holmes,  Aunáis  of  America,  vol.  II, 
l>.  o06 ; Laurencc,  On  visitation  and  search,  p.  2S. 

**  blakstone,  Commentaries , vol.  I,  p.  257;  Wheaton,  Eléments  du  droit  inter- 
nacional, ptc.  3,  ch.  2,  § 7;  Halleck,  International  law,  ch.  8,  § 19;  Kent,  Commen- 
laries  on  ameriean  Uno,  vol.  I,  p.  285;  Polson,  Lato  of  nations,  sec.  5. 
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§ 225 

Se  lian  dividido  también  en  tratados  de  confederación  y asociación  • 
de  garantía  y seguridad  ; de  alianza ; de  auxilio  y de  subsidios  • 
iguales  y desiguales  ; de  cesión , de  límites,  de  amistad,  de  comercio 
etc.  Estas  divisiones  son  generalmente  arbitrarias,  y no  todas  pueden 
aplicarse  con  rigor  para  distinguir  un  tratado  particular.  Para 
esto  hay  que  atenerse  á la  naturaleza  misma  de  las  estipulaciones, 
y al  fin  que  se  proponen  las  partes  contratantes.  En  uno  mismo  po- 
drá haber  estipulaciones  transitorias  y perpétuas.  Todas  las  que  se 
refieran  á cambio  ó cesión  de  territorio,  á límites,  á cuestiones  de 
propiedad,  serán  por  naturaleza  perpétuas.  Otras  podrán  perder 
su  fuerza  en  virtud  de  una  guerra  y necesitar  después  uno  nuevo 
para  su  restablecimiento.  Sin  embargo,  como  las  divisiones  arriba 
enumeradas  se  usan  frecuentemente  por  los  publicistas  y pueden  ser 
de  alguna  utilidad  para  su  clasificación,  y sobre  todo  para  el  cono- 
cimiento inmediato  de  los  efectos  de  ciertas  estipulaciones,  nos  ocu- 
paremos rápidamente  de  su  exámen.  * 

§ 224.  Se  entiende  por  tratados  iguales , aquellos  en  que  las  Tratldos 
partes  contratantes  se  obligan  á cosas  iguales  ó equiva- 
lentes  ; y por  desiguales  aquellos  en  que  las  cosas  ó 
hechos  estipulados  no  son  equitativamente  proporcionados.  Algunos 
autores  los  designan  también  con  los  nombres  de  bilaterales  y unila- 
terales ; pero  esta  denominación  no  es  exacta.  Es  preciso  tener  mucho 
cuidado  de  no  confundir  los  tratados  iguales  ó desiguales  con  las 
alianzas  del  mismo  nombre,  porque  esta  división  se  funda  en  el  rango 
ó dignidad  de  los  que  las  celebran  y no  en  el  carácter  ó significación 
de  los  hechos  á que  se  obliguen.  Puede,  por  tanto,  ser  un  tratado 
igual,  y la  alianza  desigual.  '** 

§ 225.  El  tratado  de  garantía  es  uno  de  los  mas  fre-  Tratados  dc 
cuentes  en  el  estado  actual  de  las  relaciones  internacionales.  s^{.íyd^° 
Por  él  promete  un  Estado  á otro  auxiliarle  siempre  que  se 

* Vattel,  Droit  des  yens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderc,  liv.  2, 
ch.  12,  §§  183-197;  liv.  3,  ch.  10,  § 175;  Wheaton,  Elementa  du  droit  internacional, 
pte.  1,  ch.  2,  § 11;  pt.  3,  ch.  2,  §§  9,  11;  Ilefltcr,  Droit  internaliona I,  §§  83,  99; 
Bello,  Derecho  internacional,  pt.  1,  cap.  2,  § 2;  cap.  9,  § 2;  ICent;  C om.  on  ame- 
rkanlaw,  vol.  I,  p.  175;  Martens,  Précis  du  droit  des  yens,  édition  Guillaumin, 
annotée  par  Ch.  Ycrgé,  § 58;  Polson,  Law  of  nalions,  sec.  5,  Riquclme,  Dciec  o 

público  internacional,  lib.  1,  tít.  1,  cap.  15.  . 

**  Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderc,  hv.  2, 
ch.  12,  §§  172-175;  Grotins,  Droit  de  la  guerre  el  de  la  paix , édition  Guillaumin, 
annoLée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2,  ch.  16,  § 10;  HeíTter,  Droit  inlernational,  §$  83, 
92;  líeineccius,  Elemenls  de  jure  el  genlium,  lib.  2,  §§  207-211;  Pudendorl , Juie 
natura}  et  genlium,  lib.  8,  cap.  9,  § 6;  Wildman,  International  law,  vol.  I,  p.  138. 
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vea  amenazado  en  el  goce  de  sus  derechos.  Se  aplican  también  á to- 
dos estos  y á todas  las  obligaciones  de  los  pueblos.  La  garantía  puede 
ser  estipulada  á favor  de  uno  que  no  haya  tomado  parte  en  él,  al  de 
cualquiera  de  los  que  le  firmen  o en  el  de  todas  las  partes  contra- 
tantes. Tal  sucedió  con  el  de  paz  de  Aix-la-Chapclle,  en  1748  : los  ocho 
Estados  signatarios  se  garantizaron  recíprocamente  todas  las  estipu- 
laciones convenidas. 

El  Estado  que  garantice  está  obligado  solamente  á prestar  el  auxi- 
lio estipulado.  Si  este  es  ineficaz,  no  hay  razón  para  exigir  indem- 
nización. La  garantía  no  se  extiende  nunca  mas  que  á los  derechos 
v posesiones  que  existan  cuando  se  estipule. 

El  tratado  de  seguridad  es  mas  lato  que  el  de  garantía.  El  Estado 
que  le  estipula  á favor  de  otro  debe  prestársela  completa.  * 

Tr,itat!os  de  § 226.  El  objeto  de  los  tratados  de  confederación  es  for- 
cfo°n  yasocia-  mar  una  unión  mas  ó menos  estrecha  con  respecto  á 
ciertos  asuntos  de  interés  común  para  los  cuales  se  necesi- 
tan instituciones  comunes  y permanentes.  En  virtud  de  ellos  han  apa- 
recido la  confederación  Helvética,  los  Estados-Unidos,  la  asociación 
aduanera  alemana,  etc.  Los  derechos  y las  obligaciones  de  los  Estados 
confederados  deben  ser  iguales. 

Los  tratados  de  asociación  se  celebran  generalmente  con  motivo  de 
una  guerra  y con  el  fin  de  unirse  dos  ó mas  pueblos  contra  un  ene- 
migo común.  Por  esto  se  diferencian  de  los  de  alianza,  los  cua- 
les no  reconocen  por  base  el  mismo  objeto.  ** 

Tratados  de  § 227.  Los  tratados  de  alianza  se  han  subdividido  en  mu- 
aux?i?oy’s'jb-  chas  clases  : real  y personal , igual  y desigual,  general  y 
especial,  defensiva  y ofensiva,  determinada  é indetermi- 
nada, íntima,  etc.  Las  alianzas  generales  y especiales  pueden  ser 
ofensivas  ó defensivas  ó ambas  cosas  á la  vez. 

Los  de  auxilio  y subsidio  limitados  no  tienen  el  carácter  general 
de  los  de  alianzas.  Así  una  potencia,  obligada  por  uno  de  sub- 
sidio prévio,  á facilitar  cierta  cantidad  de  dinero  á otra  en  caso 

* Vattel,  Droil  des  gens,  étiition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2, 
cli.  16,  §§  235-239;  Wheaton,  Eléments  du  droit  iniernational,  pte.  3,  ch.  2,  § 12. 
Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  édilion  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé,  § 63 1 
Kluber,  Droil  des  gens  moderne,  §§  157,  158 ; Phillimore,  On  International  law, 
v°h  tf  §§  56,  et  seq.  ; Flassan,  Histoire  de  la  diplomalic,  vol.  VIII,  p.  195.' 

**  Grotius,  Droit  de  la  guerre  et  de  la  paíx,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pra- 
•lier-Foderé,  liv.  2,  ch.  12,  § 24;  HeíTter,  Droit  iniernational,  §§  91-93;  Kluber, 

Droit  des  gens  moderne,  § 129;  Puffendorf,  De  jure  naturce  el  gentium,  lib.  5,  cap. 

§ 3 
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§ 229 

de  guerra,  no  dejará  de  ser  considerada  como  neutral  por  la  potencia 
beligerante  contraria. 

Los  tratados  de  alianza  cesan  con  el  término  estipulado  para  su  du- 
ración, por  el  consentimiento  de  las  partes  contratantes  ó poique  estas 
se  declaren  la  guerra.  * 

§ 228.  Esta  clase  de  tratados  tiene  hoy  otra  significación  Tratados  do 
que  en  los  tiempos  antiguos.  Antes  los  tratados  de  amistad  amistad* 
significaban  que  las  partes  contratantes  se  obligaban  á sostener  en  sus 
relaciones  los  principios  generales  del  derecho  de  gentes.  En  nuestros 
tiempos  se  denominan  así  los  que  tienen  por  objeto  el  reconoci- 
miento de  algún  nuevo  título  adquirido  por  un  Estado.  ** 

§ 229.  Los  tratados  de  límite  son  aquellos  por  los  cua-  Tratados  de 
les  se  determina  la  extensión  de  un  Estado  ; y tienen  comercio.0 
un  carácter  algo  permanente. 

Los  de  comercio,  que  regulan  el  tráfico  entre  los  Estados  contra- 
tantes, suelen  terminar  siempre  que  estos  se  declaran  la  guerra.  Su 
ratificación  depende  de  la  constitución  interior  de  cada  uno,  y no  es 
asunto  exclusivo  del  derecho  de  gentes.  Casi  siempre  necesitan  para 
su  ejecución  la  sanción  del  poder  legislativo.  *** 

* Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2, 
chs.  12,  13;  liv.  3,  ch.  6;  Wheaton,  Elémenls  du  droit  inlernalional,  pte.  3,  ch.  2, 
§§13,  14;  HeíFter,  Droit  ínter national,  §§  82,  90;  Bello,  Derecho  internacional,  pte.  1, 
cap.  9,  § 2;  VVildtnan,  International  law,  vol.  I,  ch.  4. 

**  Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2, 
ch.  12,  § 171;  Hel'fter,  Droit  ínter  national,  § 92;  Ortolan,  Diplomatic  de  la  mer 
liv.  1,  ch.  5;  Wildman,  International  law,  vol.  I,  p.  138. 

***  HíFeter,  Droit  ínter  national,  § 92;  Ortolan,  Diplomatie  de  lamer,  liv.  1,  ch.  5, 
Kluber,  Droit  des  gens  moderne,  § 152;  Mabby,  Droit  public  de  VEurope , vol.  II, 
ch.  12. 
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derechos  y deberes  de  los  ministros 

PÚBLICOS. 


Legaciones 

permanentes 


§ 230.  Uno  de  los  hechos  característicos  de  la  civiliza- 
ción moderna  es  la  creación  de  misiones  diplomáticas  per- 
manentes entre  las  diversas  naciones.  Su  significación  es  tan  grande, 
que  puede  considerarse  cómo  uno  de  los  que  señalan  mejor  los  pro- 
gresos realizados  por  los  Estados  de  Europa  en  los  siglos  XVI  y XVII. 

El  establecimiento  de  las  legaciones  permanentes  data  desde 
la  paz  de  Westphaüa  en  1648,  que  les  dió  estabilidad  y firmeza. 
Se  habían  hecho  continuas  las  relaciones  de  pueblo  á pueblo;  debían 
serlo  también  las  legaciones.  Las  personas  encargadas  de  ellas  son 
conocidas  con  el  nombre  de  ministros  públicos,  y con  el  de  agen- 
tes diplomáticos.  * 

. § 231.  No  ha  sido  cuestión  de  poca  importancia  la  de 

Clasificación  ° r r 

de  ios  agen-  su  clasificación.  El  antiguo  derecho  de  gentes  no  hacia 

tes  diplomá-  D ° 

ticos.  entre  las  diferentes  clases  de  legados  ó ministros  públicos, 
mas  distinción  que  la  que  resultaba  de  la  naturaleza  de  sus  funcio- 
nes. Sin  embargo,  aumentado  su  número  por  las  mas  ámplias  y cons- 
tantes relaciones  de  los  pueblos , y teniendo  cada  uno  distinta  signifi- 
cación , ya  en  virtud  de  aquellas,  bien  por  la  autoridad  que  les  había 
revestido  del  carácter  diplomático , ó bien  por  la  importancia  del  Es- 
tado que  representa,  surgieron  algunas  cuestiones  y llegó  á ser  por 


* Vattel,  Droil  des  gens , édition  Gnillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  4, 
ch.  5,  §§  55,65;  Wheaton,  Eléments  du  droit  International,  pte.  3,  pt.  1,  § 1, 
Heffler,  Droit  inleraational , § 199;  Phillimore,  On  international  law,  vol.  II,  §§  148, 
151;  Home,  On  diplomacy,  sec.  1 Kluber,  Droit  des  gens  moderne,  § 170;  Miruss, 
Des  curo}),  gesicntsclm/terccht,  § 89;  Ward,  Hist.  law  of  nalions,  vol.  II,  p.  413; 
Bello,  Derecha' internacional,  pte.  3,  cap.  i,  § 1;  Riquelme,  Derecho  público  inter- 
nacional, lib.  2,  cap.  ad.  1;  Wildman,  International  law , vol.  I,  ch.  3. 
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falta  de  una  ley  terminante,  causa  perpétua  de  reclamaciones  inter- 
nacionales . 

El  congreso  de  Yiena  dispuso,  en  su  sesión  del  19  de  marzo  de  1813 
que  los  agentes  diplomáticos  se  clasificaran  en  tres  clases : la  de  los 
embajadores,  legados  ó nuncios;  la  de  los  enviados,  ministros  ple- 
nipotenciarios ú otras  personas  acreditadas  cerca  de  los  soberanos,  y 
la  de  los  encargados  de  negocios,  acreditados  cerca  de  los  ministros 
de  relaciones  exteriores  (1)  : 

El  congreso  de  Aix-la-Chapelle,  de  1818,  aceptando  esta  división 
en  principio,  resolvió  que  los  ministros  residentes  formaran  una 
clase  intermedia  entre  los  de  segunda  clase  y los  encargados  de 
negocios  (2). 

(1)  He  aquí  el  reglamento  sobre  el  rango  de  los  agentes  diplomáticos  : 

« Para  evitar  las  dificultades  que  se  han  presentado  ya  con  fiecuencia  y que  en 
adelante  podrían  sobrevenir  con  motivo  de  las  pretensiones  de  precedencia  entre  los 
agentes  diplomáticos,  los  plenipotenciarios  de  las  potencias  signatarias  del  tratado  de 
Paris  han  convenido  en  los  artículos  siguientes ; y creen  un  deber  suyo  invitar  á 
los  representantes  de  las  demás  testas  coronadas  á que  adopten  el  mismo  reglamento. 

Art.  Io.  Los  empleados  diplomáticos  se  dividen  en  tres  clases  : 

La  de  embajadores,  legados  ó nuncios. 

La  de  enviados,  ministros  ú otros,  acreditados  cerca  de  los  soberanos. 

La  de  encargados  de  negocios  acreditados  cerca  de  los  ministros  de  negocios 
extranjeros. 

Art.  2o.  Les  embajadores,  legados  ó nuncios  tienen  carácter  representativo. 

Art.  3o.  Los  empleados  diplomáticos  en  misión  extraordinaria  no  tienen,  por  este 
concepto,  superioridad  alguna  de  rango. 

Art.  4°.  Los  empleados  diplomáticos  tomarán  puesto  entre  sí,  en  cada  clase,  según 
la  fecha  de  la  notificación  oficial  de  su  llegada. 

El  presente  reglamento  no  introducirá  ninguna  innovación  relativamente  á los 
representantes  del  Papa. 

Art.  5o.  Cada  Estado  determinará  un  modo  uniforme  para  la  recepción  de  los 
empleados  diplomáticos  de  la  clase  respectiva. 

Art.  6o.  Los  lazos  de  parentesco  ó de  alianza  de  familia  no  dan  rango  alguno  á 
sus  empleados  diplomáticos. 

Lo  mismo  sucede  con  respecto  á las  alianzas  políticas. 

Art.  7o.  En  los  actos  ó tratados  entre  muchas  potencias  que  admiten  la  alterna- 
tiva, la  suerte  decidirá , entre  los  ministros,  el  órden  que  haya  de  seguirse  en  las 
firmas. 

El  presente  reglamento  se  insertará  en  el  protocolo  de  los  plenipotenciarios  de  las 
ocho  potencias  signatarias  del  tratado  de  Paris,  en  su  sesión  del  19  de  marzo 

de  1815.  _ . _ 

(Siguen  las  llrmas  de  los  plenipotenciarios  de  Austria,  España,  t ancia  ran 

Bretaña , Portugal,  Prusia,  Rusia  y Suecia). 

(2)  El  acuerdo  de  Aix-la-Chapelle  está  redactado  así  : 

« Para  evitar  las  discusiones  desagradables  que  pudieren  tener  lugar  en  lo  futuro 
sobre  un  punto  de  etiqueta  diplomática  que  no  parece  haber  previsto  el  anexo  de 
Vicna  por  el  que  se  han  arreglado  las  cuestiones  de  rango,  se  acuerda  entre  las  cinco 
cortes  que  los  ministros  residentes  acreditados  cerca  de  ellas  formarán,  con  relación 
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Quedaron,  pues,  desde  entóneos  clasificados  legalmenlc  los  agentes 
diplomáticos  en  cuatro  grupos  ó categorías. 

Io  Embajadores  y legados  ó nuncios  del  Papa. 

2o  Enviados,  ministros  plenipotenciarios  ú otras  personas  acredi- 
tadas cerca  de  los  soberanos. 

3o  Ministros  residentes  acreditados  del  mismo  modo. 

4"  Encargados  de  negocios  acreditados  cerca  de  los  jefes  del  mi- 
nisterio de  relaciones  exteriores. 

Como  se  ve,  esta  clasificación  se  funda  en  la  clase  de  autoridad  v 
poder  conferido  por  su  gobierno  al  agente  diplomático.  * 

Agentes  d¡-  § 232.  Eos  embajadores,  legados  y nuncios,  según  el 

piomátícos  acuerdo  del  congreso  de  Viena,  son  los  únicos  ministros 

de  imir.era  ° 

jadoros°,nlíe"  (íuc  es^n  revestidos  de  carácter  representativo  ; y tienen 
gados  y nun-  derecho  á los  mismos  honores  que  le  serian  tributados  al 
poder  que  les  nombra.  Sin  embargo,  en  este  punto,  hay 
que  sujetarse  á lo  que  dispongan  los  usos  de  la  corte  ó gobierno  del 
país;  y por  esto  el  ceremonial  que  se  observa  con  esta  clase  de  fun- 
cionarios ha  variado,  según  las  alternativas  de  la  historia  política 
de  Europa  y América.  Los  embajadores  se  dividen  en  ordinarios  y 
extraordinarios,  aplicándose  la  primera  denominación  á los  nombrados 
para  desempeñar  una  misión  diplomática  permanente,  y la  segunda 
á los  que  están  encargados  de  una  accidental.  También  se  atribuye  el 
carácter  de  embajador  ó legado  extraordinario  al  nombrado  para 
ejercer  estas  altas  funciones  diplomáticas  por  un  tiempo  indetermi- 
nado. 

á su  rango,  una  clase  intermedia  entre  los  ministros  de  segundo  orden  y los  encar- 
gados de  negocios.  » 

(Signen  las  firmas  de  los  plenipotenciarios  de  Austria . Francia,  Gran  Bretaña, 
Prusia  y Rusia.) 

* Vntlel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  4, 
cli.  6,  §§  Gí)  et  seq. ; Wheaton,  Eléments  du  droit  International , pte.  3,  ch.  1,  § 6; 
Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé,  1.  7, 
ch.  3,  §§  190  et  scq. ; Riquelme,  Derecho  público  internacional , lib.  2,  cap.  ad.  1; 
Kluber,  Aclen  des  wciner  cong.,  1814,  1815;  Grotius,  Droit  de  la  guerre  el  de  la 
paix,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2,  ch.  18,  § 10;  Bynkers- 
hoék,  De  foro  legal.,  cap.  6;  Merlin,  Répertoire,  tit.  ministre  public , sec.  1;  Bur- 
lamaqui,  Droit  de  la  nalurc  et  des  gens,  vol.  V,  pt.  4,  ch.  15;  Wicquefort,  L’am- 
bassadeur  et  ses  fonctions,  liv.  § 818-838;  Wildman,  International  law,  vol.  I, 
p.  89,  94;  Zouch,  De  seg.  del  jud.,  p.  139;  Heffter,  Droit  International,  § 201-208  ; 
Phillimore,  On  internalional  law , vol.  II,  § 214  et  seq.;  Home,  On  diplomacy, 
se<:-  L S 11 ; Martens,  Cuide  diplomatique,  § 12  et  seq.;  Bello,  Derecho  internacio- 
nal, pie  3,  cap.  1,  § 4;  Garden,  De  diplomatie,  liv.  5,  § 3-6;  Real,  Science  dugou- 
vernement,  vol.  v,  PP.  33,  60. 
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Las  naciones  católicas  consideran  generalmente  como  tales  á los  le 
gados  ó nuncios  del  Papa.  * * * § 

§ 233.  En  el  número  de  agentes  diplomáticos  de  segunda 
clase  están  comprendidos  los  enviados  ordinarios  y extraor- 
dinarios, los  ministros  plenipotenciarios  y los  internuncios 
del  Papa.  Se  han  hecho  algunas  distinciones  entre  el  en- 
viado ordinario  y el  extraordinario,  y entre  este  y el  ple- 
nipotenciario; pero,  como  dice  Martens,  no  tienen  influencia  alguna 
respecto  á precedencia,  y no  son,  por  consiguiente,  de  importancia 
práctica. 

Las  diferencias  entre  esta  segunda  clase  de  agentes  diplomáticos  y 
la  primera  son  muy  difíciles  de  distinguir,  pues  si  bien  se  ha  dicho 
por  algunos,  que  estos  tienen  el  derecho  de  tratar  directamente  con 
el  soberano,  mientras  que  aquellos  están  privados  de  él,  esta  distin- 
ción carece  de  fundamento,  desde  el  momento  en  que  la  organiza- 
ción de  las  naciones  modernas,  no  basándose  exclusivamente  sobre  el 
principio  monárquico,  ha  hecho  imposible  que  los  soberanos  puedan, 
por  sí  y ante  sí,  sostener  negociaciones  internacionales. 

La  única  distinción  que  se  podría  establecer  entre  las  dos  prime 
ras  clases  deberia  apoyarse  en  alguna  diferencia  esencial  de  atribu 
ciones.  Para  determinarla  con  precisión,  hay  que  afirmar,  como  hacen 
algunos  publicistas,  que  los  ministros  públicos  de  segunda  clase  re- 
presentan la  persona  del  soberano  que  los  nombra  en  el  solo  asunto 
_ peculiar  de  su  misión  y que  no  sucede  lo  mismo  con  los  de  pri- 
mera. 

Por  estas  razones  no  existen  ya  las  diferencias  que  separaban,  no 
ha  mucho  tiempo,  estas  dos  categorías  reconocidas  por  los  congresos 
de  Yiena  y Aix-la-Chapelle.  '** * * §§ 


Asenles  di  - 
plomáticns 
de  segunda 
clase.  Envia- 
dos y minis- 
tros plenipo- 
tenciarios. 


* Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-FodCré,  Jiv . 4, 
ch.  6,  §§  70,79  ; Wlieaton,  Eléments  du  droit  in lerna Honal,  pie.  3,cli.  1,§1  ; Mar- 
tens, Précis  du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  CIi.  Vcrgé,  liv.  7, 
ch.  9,  § 192;  Phillimore,  On  International  law,  vol.  II,  §§  222  et  seq ■ ; Bello,  Dcie- 
cho  internacional,  pte.  3,  cap.  1,  § 4;  Heffter,  Droit  internalional,  §§  201,  -ON,  2_0, 
Martens,  Guide  diplomalique , § 9,  13;  Merlin,  fíépertoire,  til.  ministre public,  sec.-, 
Horne,  On  diplomacy , sec.  1,  § 9;  Real,  Science  du  gouvernement , vo  . , p.  3 , 

Riquelme,  Derecho  público  internacional,  lib.  2,  cap.  ad.  I. 

**  Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  teigé, 

§ 195;  Wheaton,  Eléments  du  droit  internalional,  pte.  3,  ch.  1,  § 0,  Riquelme, 

Derecho  público  internacional , lib.  2,  caps,  ad.,  12;  Real,  Science  du  gouvernement, 

vol.  V,  p.  42;  Phillimore,  On  International  law , vol.  II,  § 219;  Home,  On  diplomacy, 

sec.  1,  § 10;  Martens,  Guide  diplomatigue,§§  8,  14;  Garde»,  De  diplomatie,  liv.  5, 

§§  3,6;  Hugedorn,  Discours  sur  le  rang,  etc.  § 7. 
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Apomcs  di-  § 234.  En  la  tercera  clase  de  agentes  diplomáticos  están 
ScTercora  comprendidos  los  ministros,  ministros  residentes  y minis- 
dase^mm'S-  trQS  encargatlos  cle  negocios.  Hace  algunos  años  se  aplica- 
residentes.  ej  ca]jficat¡v0  c|e  residente  para  indicar  á los  embaja- 
dores que  estaban  en  servicio  permanente. 

Para  salvar  ciertas  cuestiones  á que  ha  dado  lugar  la  susceptibili- 
dad de  algunos  agentes  diplomáticos  de  primera  , segunda  y aun 
tercera  categoría , se  ha  establecido  también  una  nueva  clase  de 
ministros  que  no  tienen  derecho  á pretender  ceremonial,  ni  trata- 
miento alguno  y facilitan  mucho  en  ciertas  ocasiones,  la  resolución 
.de  las  cuestiones  internacionales;  teniendo,  no  obstante,  opcion  á todos 
los  derechos  y prerogativas  esenciales  al  carácter  de  un  ministro 
público. 

En  muy  pocas  ocasiones  se  ha  empleado  el  título  de  ministro  en- 
cargado de  negocios.  Sin  embargo,  en  1784,  el  rey  de  Suecia  dió 
este  carácter  á una  persona  que  había  sido  anteriormente  encargado 
de  negocios  en  Constantinopla.  * 

Agentes  d¡—  § 23o.  La  cuarta  categoría  de  agentes  diplomáticos 

de'ncuarta  comprende  solamente  á los  encargados  de  negocios,  que 
Encargados  están  acreditados  cerca  de  los  ministros  de  relaciones 
d°  ncs°clüi'  exteriores ; los  cuales  son  de  dos  clases ; bien  ad  hoc, 
para  un  asunto  especial,  ó bien  par  ínterin,  es  decir,  en"  Tanto  que 
dura  la  ausencia  de  un  ministro.  ** 

secretarios  § 236.  Los  secretarios  de  embajada  y legación,  que  no 
yC°ie  acioíf  f°rman  grupo  ó clase  alguna  de  agentes  diplomáticos, 
tienen,  sin  embargo,  algunos  privilegios  y exenciones.  « El 
secretario  del  embajador,  dice  Vattel,  es  su  empleado  particular,  pero 
el  de  la  embajada  es  nombrado  por  el  mismo  soberano  , lo  cual  le 

* Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  4, 
ch.  6,  §§  73,  74;  Wheaton,  Elémcnts  du  droit  inlernational,  pte.  3,  ch.  1,  § G ; 
Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé,  § 194 ; 
Martens,  Cuide  diplomatique,  § 15;  HefTter,  Droit  inlernational,  § 208;  Real, 
Science  du  gouvernement,  vol.  V,  p.  49;  Horne,  On  diplomacy , sec.  1,  § 11; 
Riquelme,  Derecho  público  internacional,  lil.  2,  cap.  ad.  1;  Garden,  De  diplomatic, 
liv.  5,  §§  3,  6. 

**  Wheaton,  Elóments  du  droit  inlernational,  pie.  3,  ch.  1,  § 6;  Martens,  Précis 
du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé,  § 194;  Heffter,  Droit 
inlernational.  § 208;  Webster,  To  am.  chargé  d’affaires  at  Vienna,  june  8 til.,  1852; 
Phillimore,  On  inlernational  law,  vol.  II,  § 220;  Merlin,  Répertoire,  tit.  ministre 
Public,  sec.  1 ; Kluber,  Droit  des  gens  moderne,  § 182;  Horne,  On  diplomacy,  sec.  1, 
§ 11;  Maillardicre,  Précis  du  droit  des  gens,  p,  330;  Martens,  Guido  diplomatique, 

§ 15,  Real,  Science  du  gouvernement,  vol.  V,  p.  52;  Garden,  De  diplomatic,  liv,  V, 
§§  3,  6. 
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dá  cierto  carácter  de  ministro  público;  goza  de  inmunidades  inde- 
pendientes del  embajador;  algunas  veces  no  está  sometido  absoluta- 
mente á sus  órdenes  y las  relaciones  oficiales  entre  ambos  se  deter- 
minan siempre  por  su  respectivo  gobierno.  » * 

§ 237.  Si  la  elevada  misión  que  desempeñan  los  minis- 
tros públicos  no  ha  de  ser  desconocida  unas  veces  é Ínter- 
rumpida  otras,  con  mengua  siempre  de  su  decoro  é impor-  ^¿sVülÍí-' 
tancia,  menester  es  concederles  ciertos  privilegios  y exen-  cos' 
dones,  como  efectivamente  se  ha  hecho. 

Dos  son  los  derechos  fundamentales,  de  que  se  derivan  otros  mu- 
chos para  su  persona,  los  de  su  familia,  empleados  y servidumbre, 
que  les  han  otorgado  todas  las  naciones:  tales  son  la  inviolabilidad  y 
la  exención  de  la  jurisdicción  local,  que  se  denomina  exterritoria- 
lidad. 

Respecto  á la  primera  no  hay  discusión  posible.  Sin  De  . 
ella  se  encontrarían  por  completo  á merced  del  país  en  labilidad, 
que  residieran,  y decaería  mucho  su  alta  significación.  Porque  no 
debe  perderse  de  vista,  que  en  ellos  está  incarnada,  por  decirlo  así, 
la  nación  que  representan  hasta  el  punto  de  que  hiere  á esta  la  ofen- 
sa que  se  hiciere  á su  persona.  Por  eso,  aun  los  pueblos  antiguos 
han  reconocido  la  inviolabilidad  de  los  embajadores  y enviados,  y los 
códigos  modernos  incluyen  entre  los  delitos  de  Estado  los  que  contra 
ellos  fueren  cometidos. 

De  la  cualidad  anterior  se  desprende  como  consecuencia  h jnde_ 
inevitable  la  necesidad  de  que  los  agentes  diplomáticos  pendencia, 
disfruten  de  una  independencia  absoluta,  por  lo  cual  no  deben  acep- 
tar, ni  mucho  menos  pretender  cargo  alguno,  ni  pensión  pública  ó 
secreta  de  la  corte  en  que  estuvieran  acreditados,  porque  la  una  ó el 
otro  obligarían  á guardar  una  fidelidad  que  debe  de  hecho  y de  de- 
recho á su  soberano. 

Y cuando  un  ministro  es  súbdito  de  la  misma  nación  en  que  re- 
presenta á una  extranjera,  estará  sometido,  si  conservare  aquella  ca- 

* Vattel,  Droit  des  yens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderc,  lir.  4, 
ch.  9,  § 122;  Wheaton,  Éléments  du  droit  inlernational,  pte.  3,  ch.  1,  § jb  , 
Grotius,  Droit  de  la  guerra  el  de  la  paix,  édition  Guidnumin,  annotée  par  lia  icí 
Federé,  liv.  2,  eli.  18,  § 18;  Foelix,  Droit  intcrnational  privé,  § Wi  \ Martens, 
Précis  du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée.  par  Ch.  Yeigé,  §§  201,  - . , 
Helfler,  Droit  International,  §208;  Bynkershoek,  De  foro  legat,  caps,  lo,  20  ; Bello, 
Derecho  internacional,  pte.  3,  cap.  1,  §4;  Riquelme,  Derecho  público  internacio- 
nal, lib.  2,  caps.  ad.  1,  2;  Horne,  On  diplomacij,  sec.  4,  § 34,-  Carden,  üe  diplo- 
malie,  liv.  5,  §6;  Real,  Science  du  gouvernement,  vol.  V,  p.  54. 
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lidad,  á las  leyes  locales,  en  los  actos  que  no  se  relacionen  con  su 
empleo,  gozando  en  todo  lo  que  á este  atañe  de  las  preeminencias  é 
inmunidades  que  le  son  anexas. 

En  cuanto  al  derecho  de  la  exterritorialidad,  preciso 

De  la  exter- 
ritorialidad. es  convenir  que  no  se  dibuja,  de  una  manera  tan  percep- 
tible en  el  horizonte  de  la  legislación  internacional.  Porque-  si  con 
esa  palabra  quiere  decirse  que  la  casa  ó residencia  de  un  ministro 
público  debe  considerarse  como  una  porción  del  territorio  de  su  país, 
resultará,  como  inmediata  consecuencia  de  semejante  aserto,  que  se 
coartan  completamente  las  facultades  de  la  autoridad  local,  lo  que  no 
es  admisible  ni  en  el  terreno  jurídico,  ni  en  el  de  la  sana  política. 

Un  ejemplo  solo  bastará  para  probar  lo  que  acabamos  de  decir. 
Supongamos  que  en  la  embajada  de  los  Estados-Unidos  en  París  se 
comete  un  crimen  ó se  traba  una  cuestión  que  trae  consecuencias 
delictuosas  entre  dos  franceses,  extraños  á ella.  En  este  caso,  si  la 
exterritorialidad  es  lo  que  algunos  autores  suponen,  nos  encontraria- 
mos con  que  los  factores  del  acto  supuesto  tendrían  que  ser  juzgados 
por  las  autoridades  y en  virtud  de  las  leyes  vigentes  en  la  república 
norte-americana,  y no  por  las  de  su  país,  lo  cual  es  absurdo. 

Por  eso  un  publicista  dice  que  hay  que  hablar  de  esa  inmunidad 
como  de  una  figura  retórica,  debiendo  atenerse  para  su  aplicación  á 
las  convenciones  hechas  por  las  naciones ; y otro  opina  que  no  debe 
extenderse  á todas  las  clases  de  agentes  diplomáticos,  y que  es  mate- 
ria dudosa  por  demás. 

Considerándola  en  el  terreno  que  la  han  colocado  generalmente, 
se  hace  indispensable  concederla  igual  extensión  que  á la  inviolabili- 
dad, es  decir,  que  protege  á todas  las  personas  que  viven  con  el  em- 
bajador. Para  nosotros  esta  es  consecuencia  y no  principio  de  la  pri- 
mera, como  lo  prueba  la  libertad  de  acción  que  tiene  el  agente  diplo- 
mático para  renunciar  á algunos  privilegios  que  se  desprenden  de  la 
una,  al  paso  que  no  puede  hacer  lo  mismo  con  ninguno  de  los  de  la 
otra. 

Porque  la  inviolabilidad  es  una  cualidad  inherente  al  cargo  de  mi- 
nistro público  y la  exterritorialidad  lo  es  accidental.  Esta  distinción, 
admitida  por  un  gran  número  de  publicistas,  conduce  á resultados 
muy  importantes,  aclarando  cuestiones  que  de  otro  modo  permanece- 
rían extremadamente  confusas.  * 


* Dana,  lilem.  inl.  law,  by  Wheaton,  eighth  edition,  note  129  p.  303;  Heffter, 
Dioil  inier nalional,  §§  204,  205,  212,  215;  Halleck,  International  law.  ch.  9,  § 13;' 
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§ 238.  La  exención  de  la  jurisdicción  civil  local  sufre, 
según  los  principios  generales  del  derecho  de  gentes,  al-  EiaCj’m?sn(iice 
gunas  excepciones  importantes.  Nos  ocuparemos  de  ellas  C10nl°cai. 
siguiendo  el  órden  en  que  las  presentan  algunos  tratadistas. 

La  sumisión  voluntaria  á la  jurisdicción  civil  local  puede  ve- 
rificarse, bien  compareciendo  el  ministro  público  por  su  libre  al- 
bedrío á contestar  ante  las  autoridades  civiles  del  país  una  demanda 
cualquiera,  ó ya  como  demandante.  Al  pronto  parece  que  el  pri- 
mer caso  ofrece  mas  dificultades  que  el  segundo ; porque  si  saliere 
condenado  en  el  litigio  no  podrá  cumplirse  la  sentencia,  y lo  mismo 
acontecerá  en  el  caso  contrario. 

Si  es  preciso  decretar  el  embargo  de  ciertos  bienes  para  el  cum- 
plimiento de  lo  fallado  ¿qué  tribunal  será  competente  para  hacerle? 
No  pudiendo  considerársele  como  un  litigante  cualquiera,  sin  que 
se  resienta  al  mismo  tiempo  la  inviolabilidad  que  le  es  necesaria  para 
el  ejercicio  de  sus  funciones,  se  ha  recurrido,  para  dejarla  á salvo 
al  medio  de  distinguir  los  trámites  todos  de  un  juicio  cualquiera 
y la  ejecución  de  la  sentencia  que  haya  recaído,  teniendo  esta  que  so- 
meterse á los  privilegios  que  le  eximen  de  la  jurisdicción  local.  Ville- 
fort  sostiene  que  semejante  solución  es  la  mas  racional  que  puede 
darse  al  asunto,  y que  ha  sido  admitida  por  los  antiguos  publi- 
cistas. 

El  gobierno  de  los  Estados-Unidos  y el  prusiano,  han 

. . . . ...  , x , . Caso  ocurri- 

sostenido  no  ha  mucho  un  vivísimo  debate,  acerca  de  do  en  pnisía 
si  podían  ser  detenidos  los  electos  personales  de  un  mi-  tro  de  ios 
nistro  público,  que  no  hubiera  cumplido  en  alguna  de  sus  ‘dos. 
partes  el  contrato  de  arrendamiento  de  la  casa  ocupada 
por  la  embajada. 

Esta  cuestión,  provino  de  que  el  propietario  de  la  que  habitaba  en 


Wheaton,  Elem.  int.  law,  pt.  3,  ch.  1,  § 14;  Grotius,  Droit  de  la  guerre  et  de  la 
paix,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2,  ch.  18,  §§  1,  6, 
Vattel  , Droit  des  gens , édilion  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-bodere,  *v.  > 

ch.  7,  §§  81-125;  Fcelix,  Droit  interna/ tonal  privó , §§169,  188,  210,  et  seq. 
Kluber,  Droit  dos  gens  moderne,  pie.  2,  tit,  2,  § 203;  Phillimore,  On  int.  law , ' o , 
§219;  vol  II,  § 153;  Bynkershoek,  De  foro  legal.,  c.  17-19;  Bello,  Deredio  interna- 
cional, pte.  3,  cap.  1,  § 3;  Horne,  On  diplomacy,  scc.  3,  §§23,  2-t;  Rulherloilli, 
Inslitues , b.  2.  ch.  9,  S 20  ; NVicquefort,  De  l’ambassadeur , liv.  1,  § 27  ; Riquclme» 


ques,  pp.  7,  et  seq.  ; Wildman,  International  law , vol.  I,  ch.  3 
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Berlín  el  representante  de  los  Estados-Unidos,  en  uso  de  un  derecho 
que  generalmente  reconocen  los  códigos  de  Europa,  liabia  detenido 
por  sí  mismo,  y sin  emplear  género  alguno  de  violencia,  una  vez 
terminado  el  plazo  del  arrendamiento,  los  muebles  que  le  pertenecían 
fundando  su  proceder  en  el  mal  estado  en  que  la  había  dejado. 

El  gabinete  de  Washington  mantuvo  muy  razonadamente,  que  las 
leyes  locales  no  podían  restringir  las  franquicias  diplomáticas  y que 
solo  en  el  caso  de  que  su  representante  hubiera  renunciado  expre- 
samente á ellas  eran  aplicables  las  prescripciones  del  código  prusiano. 

Por  lo  demás,  y como  á primera  vista  se  comprende,  si  en  el  caso 
anterior  dispusieran  las  leyes  que  se  procediera  á la  venta  de  los 
muebles  de  una  embajada  ó de  un  embajador,  la  consecuencia  inevi- 
table seria  que  de  concesión  en  concesión,  se  llegaría  bien  pronto  á 
destruir  todos  los  privilegios  y exenciones  de  los  agentes  diplo- 
máticos. Si  los  muebles  ó efectos  de  un  embajador  lian  de  estar  afec- 
tos al  pago  de  los  alquileres  de  la  casa  y de  los  daños  que  sufra 
hasta  el  punto  de  que  sea  procedente  su  embargo  y venta,  no  com- 
prendemos cómo  no  habían  de  estarlo  también  al  cumplimiento  de 
otros  contratos  tan  respetables  y sagrados  como  el  de  arrenda- 
miento. Por  esta  razón  sus  acreedores  podrían  proceder  á la  ejecución 
de  sus  títulos,  y los  tribunales  de  cualquier  país  serian  competentes  y 
tendrían  jurisdicción  bastante  para  entender  en  esta  clase  de  asuntos. 

La  exención  de  la  jurisdicción  criminal  local  puede 

Exención  J ' 

de  la  juris-  tener  dos  excepciones.  La  primera,  cuando  el  ministro 
minai.  público  sea  acusado  como  criminal  y se  someta  volunta- 
riamente á ella  : la  segunda,  si  se  presentare  á denunciar  un  delito 
ó figurase  en  una  causa  cualquieia  con  el  carácter  de  acusador 
privado.  Hay  que  tener  en  cuenta  que  estas  sumisiones  son  siempre 
incompletas  y no  dejan  generalmente  de  traer  algunos  conflictos. 
Porque  si  fuera  procesado,  la  sustanciacion  de  la  causa  terminaría 
sin  inconveniente  alguno;  pero  la  ejecución  de  la  sentencia  no  se 
podria  llevar  á cabo  por  las  autoridades  locales.  Y si  aparece  como 
denunciador  y persigue  criminalmente  á cualquier  individuo  tendrá 
que  atenerse  también  al  resultado  del  procedimiento  que  se  incoase, 
y en  caso  de  que  le  sea  contrario,  sufrir  las  consecuencias,  que  gene- 
ralmente consisten  en  multas  ó penas  corporales,  y no  pueden  ser 
tampoco  ejecutadas  por  las  autoridades  del  país.  Como  la  exención  de 
la  jurisdicción  local,  ya  sea  civil  ó criminal,  es  un  privilegio  anexo 
al  empleo  del  ministro  público  este  no  deberá,  sin  autorización  de  su 

soberano,  renunciar  á él,  directa  ó indirectamente. 
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El  único  caso  en  que  termina  inmediatamente  la  exención  de  a 
jurisdicción  referida  que  disfrutan  los  ministros  públicos  es  en  el  de 
conspiración  contra  la  seguridad  del  Estado  en  que  residan.  Y,  sin  em- 
bargo, entónces  también,  y siempre  que  su  índole  lo  permite,  liay  que 
recurrir  al  gobierno  del  que  representa  para  que  le  mande  retirar.  No 
obstante,  si  el  asunto  fuera  de  extraordinaria  gravedad,  el  gobierno 
podrá  hacerle  salir  de  los  límites  de  su  territorio  y aun  proceder  al  re- 
gistro de  sus  papeles,  é imponerle  una  pena  en  relación  con  su  delito. 
Sobre  esta  cuestión  no  se  puede  establecer  una  regla  general  de- 
ducida de  los  ejemplos  que  nos  ofrece  la  historia.  Todo  depende 
de  las  circunstancias,  de  la  situación  general  del  país,  del  carác- 
ter y extensión  del  delito  cometido,  de  la  inminencia  ó no  inmi- 
nencia del  peligro.  Heffter  dice,  que  si  se  trata  de  hechos  de  poca 
importancia  bastará  con  que  el  gobierno  ofendido  haga  una  adver- 
tencia al  ministro  público  ó dirija  una  queja  al  de  su  país;  pero 
que  si  fueren  mas  graves,  podrá  pedir  que  sea  retirado  y someterle 
entre  tanto  á una  extrecha  vigilancia;  y si  no  lo  fuere  mandarle  salir 
del  reino  en  un  plazo  fijo. 

Como  se  vé,  el  privilegio  de  exención  no  llega  hasta  convertirse  en 
un  principio  de  impunidad  para  los  delitos  que  se  puedan  cometer 
contra  la  independencia  ó seguridad  del  Estado,  ó en  perjuicio  de  los 
particulares. 

Podemos  decir,  por  tanto,  que  el  derecho  supremo  de  defensa  y 
conservación  de  los  Estados  está  por  encima  de  todos  los  privilegios 
y exenciones  que  disfrutan  los  agentes  diplomáticos;  y que  si  uno  de 
ellos  ofendiese  á algún  ciudadano  de  aquel  en  que  resida,  este 
podrá  quejarse  á su  propio  gobierno  para  que  á su  vez  lo  haga 
á quien  corresponda. 

El  obispo  de  Ross,  embajador  de  Escocia,  fué  desterrado 
de  Inglaterra  por  delito  de  conspiración  contra  el  Estado,  obispo  iio 

_ , . Ross,  emba- 

Es  cierto  que  en  este  caso  sus  coacusados,  entre  los  cua-  jacior  de  ks- 

i . coda. 

les  se  encontraba  el  duque  de  Norfolk,  fueron  juzgados 
y ejecutados,  y que  los  abogados  de  la  corona  consideraron  á aquel 
merecedor  de  la  pena  capital;  pero  su  opinión  fué  combatida  y ie- 
chazada  después  por  Gentilis,  Sir  Robert,  Blakstone  y otros  muchos. 

En  1584,  el  embajador  español  en  Inglaterra  recibió 

órden  de  salir  úq!  territorio  por  haber  conspirado  contra  ®P(}°^mt¡Jea' 

la  reina;  y no  satisfecho  el  gobierno  con  esta  medida  Éspafla,  do 

nombró  un  comisionado  cerca  de  la  corte  de  España  para  sueciacn  In- 
glaterra. 

que  se  quejara  de  lo  ocurrido. 
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Del  mismo  modo  fueron  expulsados  también  de  aquella  nación,  en 
1654  y 1717,  los  representantes  de  Francia  y Suecia,  acusados  de 
complot  contra  la  vida  de  Cromwel  el  primero  y el  segundo  por  la 
del  rey. 

i7i8 . El  príncipe  de  Cellamare,  embajador  de  España  en 

do*  de 'Éspa-  Francia,  f'ué  arrestado  en  1718  por  el  mismo  delito  y 
f‘aecia?rjn  conducido  hasta  la  frontera  con  una  escolta  militar,  apo- 
derándose el  gobierno  de  sus  papeles. 

De  los  emba-  Jaime  I de  Inglaterra  se  quejó  al  rey  de  España  de  los  em- 
^ Kspiifia  bajadores  Inojosa  y Colonna,  á quienes  se  suponía  compli- 
coiomiü  en  cados  en  la  publicación  de  un  libelo  contra  el  príncipe  de 

Inglaterra . Ga]gS  y duque  Buckinghan.  En  ninguno  de  todos 

estos  casos  protestó  contra  la  conducta  de  los  gobiernos  el  cuerpo 
diplomático,  tan  celoso  siempre  de  sus  derechos  y prerogativas. 

Del  hermano  El  caso  de  Da  Sa,  hermano  del  embajador  portugués 
dorde portu-  en  la  misma  nación,  que  fué  acusado  en  1653  como  cóm- 
plice en  un  asesinato  y juzgado  por  los  tribunales  ingleses, 
no  prueba  nada  en  contra  de  la  doctrina  establecida;  porque  no  tenia 
ni  podía  tener  los  derechos  y privilegios  de  los  ministros  públicos.  * 
Agregadosy  § 239.  Los  agregados,  la  esposa  y familia  de  un  agente 
los  íninis-  diplomático,  participan  necesariamente  de  la  inviolabilidad 
de  su  carácter  público.  Y como  la  última  tiene  siempre  la 
significación  de  su  jefe,  cualquiera  ofensa  que  se  la  hiciere  se  consi- 
derará como  dirigida  á su  persona.  ** 

Mensajeros  y § 240.  La  inviolabilidad  de  que  gozan  los  ministros  pú- 
blicos ha  sido  extendida  también  á los  mensajeros  y cor- 


* Wheaton,  Eléments  du  droit  ínter national,  pte.  3,  ch.  1,  §§  15,17;  Halleck, 
International  lato,  ch.  0,  § 17 ; HeíTter,  Droit  ínter  national,  § 214;  Villefort,  Pri- 
viléges  diplomaliques,  pp.  4,  18;  Riquelme,  Derecho  público  internacional,  lib.  2, 
cap.  ad.  § 2;  Merlin,  Répertoire , tit.  ministre  public,  sec.  5;  Vatte!,  Droit  des  gens, 
édilion  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  4,  ch.  8,  § 111;  Bynkershoek, 
De  foro  legal , cap.  14,  § 13;  cap.  16,  § 2;  Wildman,  International  lato,  vol.  I, 
pp.  93-103. 

**  Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  4, 
ch.  9,  §§  120,  121  ; Grotius,  Droit  de  la  guerre  et  de  la  paix,  édition  Guillau- 
min, annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2,  ch.  18,  § 8;  Martens,  Précis  du  droit  des 
gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé,  §§  219,  234;  Foelix,  Droit  in- 

ternational  privé,  § 185  ; HeíTter,  Droit  International , § 221  ; Horne,  On  di- 
plomacy,  sec,  4,  §§  35,  36 ; Riquelme,  Derecho  público  internacional . lib.  2, 
cap.  ad.,  1,  2;  Wicquefort,  L’ambassadeur  et  ses  fonctions,  liv.  1,  §28;  Merlin, 
Répertoire,  tit.  ministre  public , sec.  6;  Martens,  Guide  diplomatique , §§48,  et  50; 
Garden,  De  diplomatie , liv.  5,  §§  5,  6;  Toucey,  Opinions  V.  S.  Atly’s  geni- 
vol.  V,  p.  69. 
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reos  de  las  embajadas  y á los  que  van  á ellas  con  despachos  oficiales- 
y por  regla  general  á todos  los  que  desempeñan,  según  los  casos  que 
ocurran,  alguna  comisión  délas  mismas.  Para  que  sea  reconocido  el 
carácter  oficial  de  aquellos  necesitan  ir  provistos  de  un  pasaporte  es- 
pecial de  su  gobierno  que  confirme  el  de  su  comisión : en  el  caso  de 
que  los  despachos  se  envíen  por  mar,  el  buque  debe  llevar  un  pase  al 
efecto.  De  este  modo  los  primeros  quedarán  exentos  de  toda  visita  ó 
registro  al  salvar  las  fronteras  de  los  Estados  con  los  cuales  mantenga 
el  suyo  relaciones  de  amistad.  En  caso  de  guerra  necesitarán,  para 
no  ser  molestados,  dos  pasaportes,  uno  de  su  propio  gobierno  y otro 
del  beligerante  ó de  los  beligerantes. 

Los  derechos  y poderes  que  la  ley  internacional  confiere  á los  emba- 
jadores son  tan  amplios,  que  pueden,  siempre  que  se  encuentren  en 
un  territorio  neutral  y para  sostener  las  buenas  relaciones  de  este 
con  el  suyo,  mandar  despachos  ú oficios  por  medio  de  buques 
neutrales,  debiendo  ser  respetados  por  la  nación  que  esté  en  guerra 
con  la  que  le  haya  nombrado. 

En  conformidad  con  estos  principios  los  Estados-Unidos  norte- 
americanos declararon  que  se  faltaba  á la  ley  general  de  las  naciones 
violando  las  cartas  de  un  ministro  público.  Sin  embargo,  esta  exención 
desaparece  desde  el  momento  en  que  sea  un  hecho  indudable,  que 
conspira  contra  el  Estado  en  que  se  encuentre.  En  tal  caso  se  puede 
proceder  al  registro  de  su  correspondencia  y al  exámen  de  sus  pape- 
les. * 

8 24 1.  La  exención  de  la  jurisdicción  local  comprende  Exención  de 

° J 1 lajunsdic- 

como  hemos  indicado,  á todas  las  personas  que  dependan  ^¿ndldaai 
mas  ó menos  directamente  de  los  ministros  públicos.  La  personal,  de 
ficción  legal  de  la  exterritorialidad  explica  perfectamente  ó legación  y 
la  extensión  de  este  privilegio.  Sin  embargo,  el  motivo  ministro, 
verdaderamente  racional  en  que  se  funda  es  el  carácter  especial  de 
sus  funciones.  El  libre  ejercicio  de  estas  hace  indispensable  que  las 
personas  que  dependan  de  un  ministro  público  y le  auxilien  en  sus 
trabajos  sean  juzgadas  también  con  arreglo  á sus  propias  leyes, 


* Vattel,  Droil  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-I oderé,  liv' 
ch.  9,  § 123;  Wheaton,  Eléments  du  droit  inlernational,  pte.  3,  c . , S . 

Halleck,  International  law,  ch.  9,  § 10  ; Martens,  Précis du  droil  des  gens,  edUion 
Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé,  § 250;  Horne,  On  diplomacy,  sec.  , , » 

Heffter.  Droil  inlernational,  § 222;  Meriin,  Réperloite,  lit.  ministre  pubhc  sec  b; 
Martens,  Cuide  diplomatiquc,  § 51 ; Riquelme,  Derecho  público  internacional,  hv.  2, 

caps,  ad.,  1,  2. 
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y no  á las  del  país  en  que  residan.  Por  esto,  en  rigor  de  derecho,  el 
ministro  público  puede  juzgar  y castigar  los  crímenes  que  cometan 
sus  empleados  y sirvientes.  Sin  embargo,  la  práctica  moderna  es  que 
no  haga  uso  de  él  y mande  á su  país  al  criminal  para  que  sea  juz- 
gado. 

Para  que  estos  gocen  de  la  exención  de  la  jurisdicción  local  exigen 
las  leyes  civiles  de  algunos  pueblos,  y la  costumbre  donde  no  las  hay 
expresas,  que  el  gefe  de  legación  remita  al  ministerio  de  relaciones 
exteriores  una  lista  de  ellos. 

1603  En  1603,  un  hombre  llamado  Combaut,  aue  estaba  al 

Caso  ocurrido  . . T . . . . * 

en  Londres  servicio  del  duque  de  Sully,  embalador  francés  en  Londres 

con  un  sir-  . ’ 

viento  de  la  asesmo  á un  inglés.  Juzgóle  aquel  sometiéndole  á un  con- 

etnbajada 

francesa.  sejo  compuesto  de  franceses,  el  cual  le  condenó  á la  últi- 
ma pena  y le  entregó  á las  autoridades  inglesas,  para  que  fuera 
ejecutado.  Sin  embargo,  la  sentencia  no  se  cumplió,  porque  Jaime  I 
indultó  al  reo.  En  esta  ocasión,  el  gobierno  inglés  se  excedió  en  el 
ejercicio  de  su  poder;  pues  no  tenia  derecho  para  levantar  el  castigo 
impuesto  á un  extranjero  juzgado  por  un  tribunal  de  la  misma  nacio- 
nalidad; lo  único  que  podía  haber  hecho  era  negarse  á ejecutar  la 
sentencia. 


Casos  de  eje-  En  la  antigua  república  de  Venecia,  un  embajador  de 
necia  éingia-  España  sentenció  á muerte  é hizo  colgar  en  una  ventana 
de  su  palacio  á uno  de  sus  sirvientes.  Y un  representante 
de  Francia  en  Londres,  hizo  lo  mismo  con  otro  de  los  suyos,  acusado 
del  crimen  de  violación. 

A fines  del  siglo  XVII  fué  preso  por  una  patrulla  del  país 
y conducido  á un  cuerpo  de  guardia  por  haber  atentado 
contra  el  pudor  de  una  joven,  uno  de  los  sirvientes  de 
M.  de  Thon,  embajador  francés  en  Holanda,  quien  pidió 
que  se  pusiese  inmediatamente  en  libertad  al  criminal,  y 
una  vez  hecho  esto,  le  juzgó  y condenó  con  arreglo  á las  leyes  de  su 
país. 

La  mayor  parte  de  los  publicistas  modernos  han  rechazado  estas  fa- 
cultades que  se  han  atribuido  algunos  agentes  diplomáticos,  y han  dis- 
cutido mucho  también  acerca  de  si  podían  ó no  imponer  la  última 
pena,  y proceder  á su  ejecución,  declarándose  la  generalidad  por  la 
negativa. 


Caso  del  sir- 
viente de  la 
embajada 
francesa  en 
Holanda,  que 
cometió  un 
atentado  y fué 
juzgado  por 
su  embajador 


En  esta  materia  se  presenta  un  hecho  cuya  resolución  es  muy  im- 
portante ; á saber,  ¿qué  conducta  debe  observar  un  ministro  público 

si  el  criado  que  hubiera  cometido  un  delito  perteneciese  al  país  de 
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su  residencia?  Atendiendo  á las  prescripciones  del  derecho,  la  misma 
que  si  «¡e  tratase  de  uno  que  fuera  natural  del  suyo  ; pero  las  dificul- 
tades que  ocasionarla  el  procedimiento,  la  imposibilidad  casi  completa 
de  la  prueba  testifical  y los  inconvenientes  que  surgirían  al  practicar  las 
demás  clases  de  pruebas,  ha  hecho  que  se  siga  como  regla  general  la 
de  entregarle  á las  autoridades  locales.  * 

§ 242.  Aunque  á primera  vista  parece  de  imposible  reali-  ^°elsetcrse; 
zacion  el  cumplimiento  de  los  actos  judiciales  en  una  le- 
gacion,  se  han  introducido  modificaciones  especiales  que,  tros- 
sin  menoscabar  el  carácter  del  diplomático,  dejan  á la  acción 
judicial  la  amplitud  que  ha  menester  para  desempeñar  su  come- 
tido. Ásí  es  que  si  se  perpetrase  un  crimen  en  el  edificio  habi- 
tado por  un  embajador,  y el  testimonio  de  este  fuese  necesario 
para  la  incoación  y el  seguimiento  del  proceso,  se  le  invitará  á 
darle  por  medio  de  una  autoridad  competente  que  delegue  al  efecto 
el  ministro  de  relaciones  exteriores;  y si  alguno  de  sus  dependientes 
ó criados  tuviera  que  prestar  declaración  se  recabará  lina  autori- 
zación suya. 

V 

Hay  algunos  países  donde  las  leyes  penales  exigen  terminantemente 
que  se  deponga  ante  los  tribunales  y en  presencia  de  los  procesados : 
en  este  caso  el  expresado  ministro  debe  solicitar  la  comparecencia 
personal  del  agente  de  que  se  trate  ó de  la  persona  citada  en  el 
tiempo  y lugar  designados.  Y es  tal  la  fuerza  adquirida  por  esta  prác- 
tica, que  si  no  accediera  á tal  pretensión  daría  motivo  bastante  para 
que  el  gobierno  desatendido  solicitara  su  destitución. 

En  conformidad  con  esta  doctrina,  el  gobierno  de  los  Estados-Uni- 
dos norte-americanos , pidió,  en  1856,  el  retiro  del  ministro  de  los 
Países-Bajos,  que  se  liabia  negado  á comparecer  ante  un  tribunal  en 
Washington  para  prestar  declaración  en  una  causa  criminal  que  ne- 
cesitaba de  su  testimonio.  ** 


Wheaton,  Elémenls  du  droil  internallonal , pie.  3,  ch.  1,  § 16;  G roláis,  Droil 
de  la  guerre  el  de  la  paix,  édilion  Guillaumin,  annolée  par  I’iadier-Foderé,  liv. ¡[2, 
ch.  18,  § 8;  Vattel,  Droil  des  gens,  édilion  Guillaumin,  annolée  par  IVailior-I'oiliTé. 
liv.  4,  ch.  9,  §§  120,  124;  Bynkershoek,  De  foro  legalorum,  caps,  15,  20;  Marlens, 
Précis  du  droil  des  gens,  édilion  Guillaumin,  annolée  par  Gh.  Vagó,  liv.  7,  ch.  T>, 
§ 219;  ch.  9,  §§  234,  237;  l’oelix,  Droil  iu lerna tionul  privé,  § 181;  JJIackslonc, 
Commcntaries , vol.  I,  cli.  7;  Kluber,  Droil  des  gens  moderno,  pío.  2,  til.  2,  §§ 

212,  214;  Rulhcifot'lh,  Institutos,  vol.  II,  b.  2,  ch.  9,  § 20;  ftlcriin,  Itéitcrlo¡re . til. 
ministre  public,  sec,  4. 

**  Ilalleck,  International  laiv,  ch.  9,  § 21  ; Home,  On  diptomaeg,  seo.  3,  S 25- 
Gardner,  Instilutes,  p.  502;  Mu  rey,  Carla  al  ministro  atmrieano  en  los  Países  ¡¡ajos' 
Congress  documcnts  J ’ 
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Exención  de  s 243.  El  domicilio  de  un  ministro  público  es  inviolable 

la  casa  del  ° . . . , . 

ministro.  en  tanto  que  esta  cualidad  es  necesaria  para  el  ejercicio  de 
las  funciones  diplomáticas:  pero  siempre  que  peligre  la  paz  de  un 
Estado  ó que  haya  de  quedar  impune  un  delito  y eludida  escandalo- 
samente la  legislación  de  un  país,  y se  deba  cualquiera  de  estos 
hechos  á la  actitud  marcadamente  imprudente  de  un  diplomático 
que  haya  convertido  su  casa  en  asilo  de  criminales  ó en  centro  de 
conspiradores,  será  procedente,  y legítimo,  y necesario  á la  vez,  que 
el  gobierno  ofendido  empiece  por  no  respetar  las  circunstancias  es- 
peciales de  aquel  que  ha  faltado  á sus  mas  sagrados  deberes.  Por 
esto  dice  Vattel , que  los  gobiernos  de  cada  país  deben  determinar 
hasta  qué  punto  alcanza  el  derecho  de  asilo  de  las  casas  que  ocupen 
los  ministros  públicos,  y que  si  el  delincuente  que  se  haya  acogido  á 
una  embajada  es  tal,  que  su  detención  6 castigo  importe  mucho  al 
Estado,  el  gobierno  no  se  debe  detener  ante  un  privilegio  que  no  se 
concede  nunca  para  la  ruina  de  las  naciones. 

El  marqués  de  Fontenay,  embajador  de  Francia  en  Roma, 
bajador fran-  recibió  en  su  palacio  á algunos  conspiradores  napolitanos 
tes  en  Roma  ^ trató  de  sacarlos  de  la  ciudad  en  sus  coches  *,  pero 
fueron  detenidos  por  la  autoridad  á las  puertas,  y los  napolitanos  con- 
ducidos á la  cárcel.  Quejóse  vivamente  el  representante  francés  de  la 
conducta  del  gobierno  del  Papa ; pero  este  le  contestó  que  los  dere- 
chos y privilegios  de  los  embajadores  no  podian  llegar  á conceder 
protección  eficaz  á individuos  perseguidos  por  las  leyes. 

Dei  omba.a  La  misma  conducta  fué  seguida  por  España,  cuando 
en°M¡idrfdéy  el  duque  de  Ripalda  se  refugió  en  casa  del  embajador 
en stoLobno.  inglés  lord  Harrington.  El  Consejo  de  Castilla  decidió 
que  debia  ser  sacado  de  la  embajada,  aunque  hubiera  que  emplear 
la  fuerza  para  conseguirlo. 

A mediados  del  siglo  XVIII,  un  comerciante  sueco  acusado  de  cri- 
men de  alta  traición  se  refugió  en  el  palacio  del  embajador  inglés, 
en  Stokolmo , quien  se  negó  á entregarle  al  gobierno  , el  cual 
le  reclamaba  y,  decidido  á usar  de  la  fuerza,  mandó  cercar  la  casa 
que  ocupaba  la  embajada  é hizo  acompañar  por  fuerza  armada 
el  carruaje  del  embajador,  que  entregó  por  fin  al  delincuente,  no  sin 
protestar  ántes  contra  la  conducta  del  gobierno  sueco.  Inglaterra  re- 
clamó á su  vez  y llegaron  á interrumpirse  por  un  momento  las  re- 
laciones diplomáticas  entre  ambos  pueblos.  Sin  embargo,  la  opinión 
de  Phillimore  es  que  la  conducta  de  Suecia  estaba  conforme  con  los 
principios  generales  del  derecho  internacional. 
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Si  la  inviolabilidad  del  domicilio  de  un  ministro  público  es  incues- 
tionable como  principio  de  derecho  internacional  en  tanto  que  esté 
dentro  de  su  legítima  esfera  de  acción ; y si  hay  casos  gravísimos  en 
que  los  gobiernos  pueden,  en  uso  de  un  supremo  derecho,  allanar 
las  embajadas,  se  comprenderá  fácilmente  como  ha  debido  caer  en 
desuso  la  antigua  práctica  que  extendía  la  inviolabilidad  á toda  la 
manzana  en  que  estuviera  situado  el  palacio  de  la  embajada.  * * * § 

§ 244.  Los  ministros  pueden  tener  propiedades  que  110  Bienes  raíces 
dependiendo  en  nada  del  carácter  diplomático,  no  le  tienen  privX'poS 

...  , , sonal  de  los 

y,  por  consiguiente,  se  njen  siempre  por  la  ley  del  lugar,  ministros. 
lee c loci,  en  que  se  hallen,  sin  que  pueda  alcanzarlas  la  ficción  de  la 
exterritorialidad,  ni  la  inviolabilidad  de  que  aquellos  gozan,  siendo, 
por  tanto,  posible  su  embargo  y su  venta,  si  hubiere  lugar,  en  virtud 
de  un  procedimiento  ordinario. 

Y para  evitar  que  la  independencia  tan  necesaria  á estos  funcio- 
narios se  menoscabe  en  lo  mas  mínimo,  se  entiende,  en  el  caso  que 
hemos  referido,  la  sustanciacion  de  las  actuaciones  como  seguida  en 
su  ausencia  del  lugar  y hasta  de  la  nación  en  que  se  incoa  el  proce- 
dimiento. 

Yattel,  dice  que  lo  que  no  tiene  afinidad  con  las  funciones  y el 
carácter  de  los  ministros  públicos,  no  puede  participar  de  los  privile- 
gios y exenciones  que  nacen  solo  de  las  unas  y del  otro.  Esta  es  la 
regla  general  que  debe  servirnos  de  guia  para  distinguir  sin  esfuerzo 
alguno,  si  los  hechos  de  que  se  trate  referentes  á un  ministro  público 
tienen  carácter  diplomático  ó individual  y privado.  Si  gozan  del  pri- 
mero no  podrán  ser  rejidos  por  la  lex  loci;  si  participan  del  segundo, 
no  hay  motivo  ni  razón  para  que  se  exceptúen  de  las  del  país.  ** 

* Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradicr-Fodcré,  liv.  4 , 

ch.  9,  §§  113,  115;  Martens,  Précis  du  droit  des  gens , édition  Guillaumin,  annotée 

par  Ch.  Vergé,  § 217;  Wheaton,  Elémcnts  du  droit  inlernational , pie.  3,  el».  1, 

§ 17  ; Kluber,  Droit  des  gens  moderne , pte.  2,  til.  2,  ch.  3,  § 210;  Ilorne,  On 
diplomacy , sec.  3,  §§  30,  31 ; Foucey,  Opinions  of  U.  S.  altor  ncys  general,  vol.  V, 
p.  70  ; Foelix,  Droit  International  privé,  §§  211-213;  Hellter,  Droit  inlernaliuna 
§§  212,  217;  Phillimore,  On  International  law,  vol.  II,  §§  180,  204,  205;  Bollo, 
Derecho  internacional,  pte.  3,  cap.  1,  § 3;  Riquelme,  Derecho  público  inte)  nacional 
lib.  2,  cap.  ad.  2;  Merlin,  Répcrtoire,  tit.  ministre  public,  sec.  5 ; Martens,  Gutde 
diplomalique , §§  23,27;  Carden,  De  diplomatie,  liv.  5,  § 23. 

**  Grotius,  Droit  de  la  guerre  et  de  lapaix,  édition  Guillaumin, annotée  pai  1 ia- 
dier-Foderé,  liv.  2,  ch  18,  §9;  Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée 
par  Pradier-Foderé,  liv.  4,  ch.  8,  §§  114,  115;  Bynkershock,  De  foro  Icgatorum, 
cap.  16,  §6;  Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par 
Ch.  Vergé,  § 217;  Kluber,  Europ  volkerrecht,  § 210;  Phillimore,  On  inlernational 
law , vol.  II,  §§  180,  181;  Foelix,  Droit  inlernational  privé , § 216;  Hefflo.r,  D>oi( 
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§ 245.  Muchos  gobiernos  les  permiten  introducir,  libres  de 
impuestos.  pag.0>  c¡erlos  artículos  para  su  uso  y el  de  su  familia ; al- 
gunos lijan  una  cantidad,  y lo  que  de  ella  exceda  está  sujeto  al  im- 
puesto correspondiente,  y por  último,  otros  no  les  eximen  de  él,  pero 
les  reintegran  luego  de  lo  que  hubieren  abonado  en  tal  concepto. 

Este  privilegio  no  es,  empero,  verdaderamente  esencial  al  ejercicio 
de  las  funciones  diplomáticas,  y así,  se  ha  modificado  con  el  tiempo 
á causa  de  los  abusos  á que  ha  dado  lugar;  porque  los  gobiernos 
no  pueden  permitir  que  á la  sombra  de  un  derecho  concedido  á 
un  funcionario,  por  elevado  que  este  sea,  se  íalte  á las  leyes  del  país 
y se  defrauden  las  rentas  públicas.  «Si  los  ministros  públicos,  dice 
Martens,  no  hubieran  abusado  ó tolerado  los  abusos  en  este  género, 
acaso  disfrutarían  todavía  del  privilegio  de  importar  libremente  los 
efectos  que  necesitaran.  » Tal  ha  sido  el  motivo  de  que  aun  estando 
exento  de  derechos  pueda  ser  registrado  al  salvar  la  frontera,  el 
equipaje  de  los  ministros  públicos.  Pero,  á pesar  de  que  este  principio 
es  incuestionable,  ha  habido  algunos  que  se  han  quejado  á sus  respec- 
tivos gobiernos  por  hechos  de  esta  naturaleza.  Tomás  Chaloner, 
embajador  de  Inglaterra  en  España,  lo  hizo  así,  pero  su  gobierno 
le  contestó  que  aquel  hecho  no  atacaba  ni  ofendía  directamente  la 
dignidad  del  Estado  que  representaba.  Los  ministros  públicos  se  hallan 
libres  del  pago  de  todos  los  impuestos  puramente  personales  y direc- 
tos, pero  no  de  los  indirectos  á no  ser  que  estén  exceptuados  por 
privilegio  especial. 

Sin  embargo,  el  derecho  de  gentes  en  este  punto  tiende  á hacer 
que  desaparezcan  los  privilegios  concedidos  á los  agentes  diplomá- 
ticos. 

Estos  no  pueden  pretender  inmunidad  alguna  de  impuesto,  con 
respecto  á los  bienes  que  posean  como  particulares.  La  casa  que  ocupe 
la  embajada  así  como  todas  las  dependencias  que  contenga,  aunque 
sea  propiedad  del  ministro  público  ó del  gobierno  que  represente,  está 
sujeta  al  pago  de  las  contribuciones,  pero  exenta  del  servicio  de 
alojamiento. 

Los  ministros  públicos  tienen  que  pagar  también  las  de  puentes, 

iuternational , §§  215,  217  ; Miruss,  Das  curop.  gesandschaftsrecht,  § 343;  Bello, 
Derecho  internacional,  pie.  3,  cap.  1,  §3;  Riquelme,  Derecho  público  internacional, 

11b.  2,  cap.  ad.,  2;  Mcvlin,  Répertoire,  tit.  ministre  public,  sec.  5,  Carden,  De 
diplomado,  liv.  5,  §§  l«  et 

seq. 
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caminos,  faros,  etc.,  etc,  del  mismo  modo  que  el  porte  de  las  cartas 
que  expidan  ó reciban.  * * * * 

§ 246.  Entre  sus  privilegios  uno  de  los  mas  importantes  Libertad  dc 
es  el  que  se  refiere  á la  libertad  religiosa.  Considerados  cult0- 
como  si  viviesen  dentro  de  su  propio  país,  exentos  de  la  jurisdicción 
local  hasta  el  punto  que  hemos  visto,  no  podían  menos  detener  igual- 
mente en  el  interior  de  la  casa  que  habiten,  el  derecho  de 
practicar  su  religión,  que  ha  sido  reconocido  por  todos  los  pue- 
blos, y propende  á extenderse  cada  dia  mas.  La  única  limita- 
ción que  se  le  ha  impuesto  es  la  dc  la  observancia  dc  los  regla- 
mentos de  policía  para  mantener  el  orden  público.  Como  dice 
Wheaton,  « el  espíritu  cada  vez  mas  poderoso  de  independencia 
religiosa  y de  libertad , ha  extendido  este  privilegio  hasta  autorizar 
el  establecimiento  de  capillas  públicas  unidas  á las  embajadas  extran- 
jeras y en  las  cuales  ejercen  libremente  su  culto  particular,  no 
solamente  los  extranjeros  sino  los  naturales  del  país  que  le  hayan 
adoptado.  » Generalmente  este  privilegio,  no  alcanza  á las  procesiones 
públicas  ni  al  uso  de  campanas  ó celebración  de  ritos  fuera  de  los 
muros  de  la  capilla.  ** * * §§ 

§ 247.  Para  ser  recibidos  ¡los  ministros  públicos  como 
tales  y entrar  en  el  goce  de  los  privilegios  inherentes  á su 
cargo  necesitan  una  credencial  en  la  que  se  indica  su  nombre,  se  es- 
pecifica el  carácter  de  que  van  revestidos  y el  objeto  general  de  su 
misión,  y se  pide  que  se  dé  fé  á lo  que  digeren  en  representación  del 
Estado  que  les  nombra.  Como  puede  suponerse,  estos  documentos 

* Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  4, 
ch.  8,  § 114;  ch.  9,  §§  117,  118;  Wheaton,  Eléments  du  droit  des  gens , pte.  3, 

ch.  1,  § 18  ; Martens,  Précis  du  droit  des  gens , édition  Guillaumin,  annotée  par 
Ch.  Vergé,  liv.  7,  ch.  7,  §§  227,  229;  Pinheiro-Ferreira,  Notes  sur  Martens;  Moser, 

Versuch , vol.  IV,  pp.  145,  303;  Heífter,  Droit  International , §§  215,  217;  Martens, 

Cuide  diplomatique,  §§  31,  32;  Foelix,  Droit  internacional  privé,  §§  211,  210; 
Phillimore,  On  International  law,  vol.  II,  §202;  Bello,  Derecho  internacional,  pte.  3, 
cap.  1,  § 3;  Horne,  On  diplomacy,  sec.  3,  § 29;  Merlin,  Réperloire,  tit.  ministre 
public,  sec.  5,  § 5 , num.  2;  Carden,  De  diplomatie,  liv.  5,  § 22;  Riquelme,  Derecho 
público  internacional , lib.  2,  cap.  ad  § 2. 

**  Vattel,  Droit  des  gens , édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Fodéré,  liv.  4, 

ch.  7,  § 104;  Wheaton,  Elémenlsdu  droit  des  gens,  pte.  3,  ch.  1,  § 21;  Jllartens, 

Précis  du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Icrgé,  liv.  /,  ch.  0, 

§§  222  , 226;  Real,  Science  du  gouvernement,  vol.  V,  ch.  7,  n.  104;  Kluber,  Droit 
des  gens  moderno,  §§  215,  216-,  HeíTtcr,  Droit  international,  § 213;  Phillimore,  On 
inlcrnational  law,  vol.  II,  §§  207-210;  Horne,  On  diplomacy,  sec.  3,  § 32;  Bello, 
Derecho  internacional,  pte.  3,  cap.  1,  § 3;  Martens,  Guide  diplomatique,  § 35; 
Merlin,  Réperloire,  tit.  ministre  public,  sec.  5;  Garden,  De  diplomatie,  liv.  5,  §24. 
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varían,  según  la  categoría  del  puesto  para  que  so  extienden  y en 
conformidad  con  las  prescripciones  de  las  leyes  que  rijen  en  la  locali- 
dad respectiva. 

Así  es  que  las  credenciales  destinadas  á los  agentes  diplomáticos  de 
las  tres  primeras  clases  se  firman  por  el  jefe  supremo  del  Estado  y se 
dirigen  al  de  aquel  en  que  deban  residir;  y las  pertenecientes  á los  de 
a cuarta  llevan  la  del  ministro  de  negocios  extranjeros  y se  comuni- 
can solo  al  del  otro  país.  En  el  primer  caso,  el  embajador  recibe  una 
copia  auténtica  que  remite  al  funcionario  referido  solicitando  una  au- 
diencia del  soberano  para  poner  en  sus  manos  el  original,  con  la  cual 
se  facilita  el  informe  que  debe  elevársele,  evitando  á la  vez  que  se  le 
presente  alguna  poco  atenta  ó inconveniente. 

Una  credencial  será  suficiente  para  dos  ministros  enviados  al  mismo 
tiempo,  y uno  solo  puede  necesitar  varias,  bien  porque  tenga  que  re- 
presentar á su  nación  en  dos  ó mas  distintas,  ó ya  por  que  lo  haga, 
aunque  sea  en  una  misma,  bajo  cualidades  diferentes.  * 
ríenos  podo-  §248.  Algunas  .veces  se  incluyen  en  las  credenciales  los 

gociar.  plenos  poderes  para  negociar;  pero  es  mas  general  que 
estos  se  confieran  en  documentos  especiales  llamados  cartas-patentes. 
Por  este  motivo  los  ministros  enviados  á un  congreso  de  Estados,  no 
suelen  llevar  aquellas  sino  estas,  cuyas  copias 'cambian  recíprocamente, 
ó las  depositan  en  poder  de  una  potencia  mediadora  ó de  un  ministro 
presidente.  Pero  la  fuerza  de  los  plenos  poderes  no  es  tal  que  obligue 
á un  Estado  d pasar  por  lo  que  haya  firmado  su  ministro  ó repre- 
sentante. 

Los  hay  especiales  y generales,  necesitándose  de  los  primeros,  aun- 
que el  ministro  esté  provisto  de  uno  de  los  segundos,  siempre  que 
ocurra  una  negociación  particular  y determinada.  ** 


* Martens,  Précis  du  droil  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé, 
liv.  7,  ch.  3,  § 202,  note  p.  85;  Wheaton,  Elémcnts  du  droil  ínter national,  pte.  3, 
ch.  1,  § 7;  Jugler,  De  litleris  legalorum  credentialibus,  1741;  Wicquefovt,  De  l’am- 
bassadeur  el  ses  fonctions,  liv.  1,  § 15;  Heflfter,  Droit  international,  §§  200  et  seq.; 
Phillimore,  On  international  lato,  vol.  II,  § 229;  Bello,  Derecho  internacional,  pte. 
3,  cap.  1,  § 56;  Home,  On  diplomacy,  sec.  2,  § 15;  Real, Science  du  gouvcrnement, 
vol.  Y,  p.  287 ; Martens,  Guido  diplomatique,  § 18;  Riquelme,  Derecho  público 
internacional,  lib.  2,  tit.  2,  cap.  ad.  1;  Rayneval,  Institutions,  etc.,  Appendir, 
n’  2;  Biéleleld,  Institutions  poli  tiques,  v.  II,  p.  296. 

**  Martens,  Prccis  du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé, 
v"  *’  C'1,  ^ § 204;  Wheaton,  Elém.  du  droit  international , pte.  3,  ch.  1,  § 8; 
¡Viequoforl,  De  l’ambassadeur  et  ses  fonctions,  liv.  1,  § 16;  Phillimore,  On  interna’ 
tienta!  latí,  \ ol,  II,  § 230;  Home,  On  diploniacy , sec.  2,  § 17;  Martens,  Guido  diplo- 
mattque,  § 19;  De  Cailléres,  Maniere  de  negocier,  ch.  9;  Forev,  Mémoires,  vol.  III, 
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§ 249.  Reciben  además  estos  funcionarios  instrucciones 
generales  y particulares,  referentes  estas  al  objeto  de  su  lDnesUdCii0’ 
misión  y las  primeras  á la  conducta  que  deban  observar  minislro- 
con  la  corte  á donde  son  enviados  ó con  los  otros  miembros  del  cuerpo 
diplomático.  A menos  de  no  estar  autorizados  para  lo  contrario  las 
guardaránsigilosamente,  y en  el  caso  de  que  se  hubiese  dejado  á su 
discreccion  hacerlas  ó no  públicas,  deberán  pesar  bienántes  de  tomar 
una  resolución  las  ventajas  ó perjuicios  que  de  ella  pudieren  resultar; 
pues,  mas  de  una  vez  han  ocurrido  graves  conflictos  por  la  impericia 
ó falta  de  tacto  de  un  diplomático. 

Los  gobiernos  suelen  también  darles  instrucciones  públicas  y reser- 
vadas, pero  su  calificativo  las  hace  ya  tan  claras,  que  nos  evita  entrar 
en  su  análisis  y explicación.  * 

§ 250.  Los  embajadores  y ministros  de  primera  clase  presentación 
tienen  derecho  á una  audiencia  pública  del  jefe  del  poder  y rcccpcam- 
ejecutivo,  la  cual  no  es  necesaria  para  que  entren  en  el  ejercicio  de 
sus  funciones.  En  cuanto  á la  presentación  y recepción  solemne 
que  se  practicaba  otras  veces  ha  caido  en  desuso,  y actualmente,  lo 
mismo  estos  que  los  de  las  otras  categorías,  son  recibidos  en  au- 
diencia privada.  En  esta,  y al  presentar  las  credenciales,  el  mi- 
nistro pronuncia  un  discurso  ad  hoc , al  cual  responde  el  sobe- 
rano. En  los  Estados  republicanos  el  ministro  público  es  recibido 
también  de  la  misma  manera  por  la  autoridad  suprema  ó por  el 
consejo  encargado  de  los  asuntos  exteriores  de  la  nación. 

Las  credenciales  originales  que  presentan  en  el  acto  de  la  recepción 
les  son  devueltas  después.  Por  lo  demás,  cada  corte  observa  distinto 
ceremonial  para  esta  clase  de  actos.  ** 


p.  65;  Lamberty,  Mémoires,  vol.  VIII,  p.  748;  vol.  IX,  p.  653;  Biélefeld,  Inslilu- 
tions  politiques,  vol.  II,  p.  296. 

* Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Yergé, 
liv.  7,  ch.  3,  § 205;  Wheaton,  Eléments  du  droit  International , pte.  3,  ch.  1,  § 9; 
Wicquefort,  L'ambassadeur  ct  ses  fonctions,  liv.  I,  § 14;  Martens,  Guido  diploma 
lique , § 20;  Bello,  Derecho  internacional,  pte.  3,  cap.  1,  § ó;  Phillimore,  niner 
national  lato , vol.  II,  § 227;  Home,  On  diplomacy,  sec.  2,  § 16;  Carden,  vc 
diplomalic,  liv.  5,  § 12;  Walsinghano,  Mémoires,  v.  I,  pp.  260  et  seq.;  ü Estraues, 
Mémoires ; Beck,  Versueh  einer  staatspraxis , p.  245. 

**  Wheaton,  Eléments  du  droit  inier national,  pte.  3,  ch.  1,  § 12;  Heffter,  Droit 
i nternalional,  § 218;  Martens,  Guide  diplomatique,  §42;  Bello,  Derecho  internacio- 
nal, pte  3,  cap.  1,  § 6;  Phillimore,  On  International  lato,  vol.  II,  § 23i;  Home 
On  Diplomacy,  sec.  5,  § 39;  Merlin,  Réperloire,  tit.  ministre  public,  sec.  4;  Car- 
den, De  diplomatie,  liv.  5,  §§  7,  8. 
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S 2oí.  Aunque,  como  liemos  dicho,  los  ministros  públicos 

pasaportes  y ° 1 

salvo-  ]10  disfrutan  de  sus  derechos  y exenciones  hasta  que  tiene 

conductos.  d 

lugar  su  recepción  están,  sin  embargo,  protegidos  por  las 
leyes  de  derecho  internacional  desde  que  reciben  su  nombramiento. 

Para  cruzar  el  territorio  de  la  nación  á que  van  destinados  nece- 
sitan un  pasaporte  de  su  gobierno  que  acredite  el  carácter  oficial  de 
que  se  hallan  revestidos,  y en  tiempo  de  guerra,  si  hubieren  de  pasar 
por  el  del  enemigo,  un  salvo-conducto  del  de  este,  porque  de  otro 
modo  se  expondrían  á ser  tratados  como  prisioneros  de  guerra.  Así  es 
que  cuando  el  gobierno  de  un  Estado  se  niega  á dar  al  de  otro 
con  el  cual  esté  en  lucha,  un  salvo-conducto  para  un  ministro 
público,  esta  negativa  se  considera  como  señal  evidente  de  que  no 
quiere  recibirle. 


hafadorVráa-  Durante  la  última  campaña  de 'Francia  é Inglaterra,  el 
electorado  de  mariscaí  de  Belle-íslc,  embajador  francés  que  marchaba 
Hanovre.  ¿ Berlín,  trató,  sin  duda  por  imprudencia  de  sus  guias,  de 
pasar  por  un  pueblo  del  electorado  de  Hanovre  del  que  era  soberano 
el  rey  de  Inglaterra ; fué  inmediatamente  hecho  prisionero  y condu- 
cido á aquel  país,  sin  que  ni  el  suyo  ni  Prusia  pudieran  protestar 
en  contra  de  la  conducta  del  gobierno  inglés,  ajustada  en  un  todo 
á los  piincipios  y reglas  del  derecho  internacional.  * 


Pasaje  per  § 2o2.  Si  bien  es  cierto  que  los  ministros  públicos  no 

otros  Estados  ,.  . . , , . , 

tienen  derecho  a las  exenciones  y privilegios  inherentes  a 
su  empleo  fuera  del  país  en  que  van  á desempeñarle,  no  lo  es  menos 
que  los  Estados  amigos  deben  guardarles,  cuando  atraviesen  su  terri- 
torio, todas  las  consideraciones  que  merece  su  carácter  oficial.  Pero  si 
hubiere  un  temor  fundado  de  que  han  de  aprovechar  su  perma- 
nencia accidental  para  conspirar  contra  las  instituciones,  para  dar, 
en  tiempo  de  guerra,  noticias  al  enemigo  ú otro  cualesquiera  hecho 
análogo  podrá  negárseles  el  pasaje. 


Asesinato  de  Cuando  los  embajadores  franceses  Rincón  y Fregóse  se 
doref’tran-  dirigían  á Constantinopla  y á Venecia,  en  representación 
ceses.  (ie  Francisco  I fueron  detenidos  sobre  el  Pó  y asesinados 


* Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  4, 
ch.  7,  § 85;  Wheaton,  Elémenís  du  droit  international , pte.  3,  ch.  1,  § 10; 

Bynkershoek,  De  foro  legatorum,  cap.  9,  Flassan,  Histoire  de  la  diplomatie  franpaise, 

v°l.  V*  P*  246;  Martens,  Cuide  diplomatique , § 22  ; Horne,  On  diplomacy,  sec.  2, 

§ 19;  Merlin,  Répertoire , tit.  minislre  public,  sec.  5;  Real,  Science  du  gouvernemenl, 
vol.  II,  p.  297;  Riquelme,  Derecho  público  internacional,  lib.  2,  tit  2,  cap.  ad.,  2; 
Wildman,  International  law,  vol.  I,  p.  119. 
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en  virtud  de  una  orden  emanada  al  parecer  del  gobernador  del  Mila- 
nesado,  que  creyó  favorecer  de  ese  modo  la  política  del  imperador 
Carlos  V,  á quien  el  monarca  francés  se  dirigió  en  vano  pidiendo  re- 
paración del  agravio  inferido  á su  país  con  pi oceder  tan  inaudito,  re- 
sultando que  no  solo  le  declaró  la  guerra,  sino  que  solicitó  para  esta 
empresa  el  auxilio  de  todas  las  naciones. 

Algunos  consideran  este  acto,  Vattel  por  ejemplo  como  un  atentado 
tra  el  derecho  de  gentes  ; otros  cual  una  violación  de  la  fé  pú- 
blica solamente,  porque  los  ministros  asesinados  no  habían  sido  aun 
recibidos  por  los  .gobiernos  cerca  de  los  cuales  debían  residir.  Lo 
indudable  es  que  fué  un  crimen  horrible,  una  consecuencia  lamenta- 
ble de  aquella  tenebrosa  y funestísima  política  que  caracteriza  durante 
los  siglos  XVI  y XVII  á los  príncipes  de  la  casa  de  Austria. 

En  tiempos  de  guerra  general  ó en  que  peligre  el  orden  público, 
y siempre  que  un  país  tenga  que  poner  cuidado  especial  en  la  admi- 
sión de  extranjeros,  se  suele  marcar  á los  ministros  públicos,  el  itine- 
rario que  deben  seguir.  Tal  sucedió,  por  motivos  especiales,  en  el  an- 
tiguo imperio  de  Motezuma,  y durante  las  negociaciones  del  congreso 
de  Wcstfalia ; viéndose  los  correos  que  despachaban  ó recibían  los 
ministros  que  tomaron  parte  en  él  en  la  necesidad  de  no  separarse 
del  camino  que  les  era  trazado,  fuera  del  cual  no  tenían  sus  pasa- 
portes valor,  ni  eficacia  alguna.  * * * § 

§ 2o3.  Las  misiones  diplomáticas  pueden  terminar  de  Como  tcrmj_ 
muchos  modos:  ya  por  muerte  del  ministro  público,  por  dip/í- 
su  dimisión,  ó porque  expire  el  plazo  de  su  credencial;  máiicus. 
bien  por  conclusión  del  objeto  especial  que  se  propongan,  ó por 
defunción  del  soberano,  ó por  cambio  radical  en  el  gobierno  del 
Estado,  ó por  anulación  del  nombramiento;  ya,  enfin,  á instancias  de 
aquel  cerca  del  cual  se  desempeñan  ó por  causa  de  guerra,  así  como 
también  por  una  modificación  que  se  verifique  en  la  categoría 


* Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annolée  par  Pradier-Foderé,  liv.  4, 
ch  7,  §§  84,  85;  Wbeaton,  Eléments  du  droit  International,  pte.  3,  ch.  i,  § 20, 
Grotius,  Droit  de  la  guerre  et  de  la  paix,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Piadier 
Foderé,  liv.  2,  ch.  18,  § 5;  Bynkershoek,  De  foro  legatorum,  cap.  9,  § 7;  Wicquc- 
fort.  De  l’ambassadeur  et  ses  fonctions,  liv.  L,  § 29;  pp.  .434,  439,  Martens,  auses 
célebres,  v.  I,  p.  311;  Wheaton,  Hist.  law  of  nations,  p.  423;  Phillimore,  On 

internalional  law,  vol.  II,  §§  172,  175;  HeflTter,  Droit  international , §§  204,  -12  ; 

Bello,  Derecho  internacional,  pte.  3,  cap.  1,  § 3;  Martens,  Cuide  diploma  ligue, 

§ 23  ; Foelix , Droit  international  privé,  § 212;  Miruss,  Das  europ.  gesandschafts- 

recllt,  § 365;  Riquelme,  Derecho  público  internacional , lib.  2,  cap.  ad.,  2,  Larden, 
De  diplomatie,  liv.  5,  § 26;  Merlin,  fíepertoire,  lit.  mimare  public , sec.  5;  Ray- 
neval,  Inslilulions,  etc.,  append.  n°  2;  Wildman,  International  law,  vol.  I,  p.  119. 
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del  que  las  desempeñe.  Para  cada  uno  de  estos  casos  la  práctica 
ha  establecido  reglas  especiales  y formalidades,  que  son  mas  bien 
asunto  de  etiqueta  y cortesía  entre  las  naciones,  que  materia  propia  del 
derecho  de  gentes. 

A pesar  de  que  por  cualquiera  de  las  causas  enumeradas  termine 
una  misión  diplomática  el  ex-ministro  conserva  todos  sus  derechos  y 
exenciones,  y su  carácter  público  hasta  que  regresa  á su  país.* * * * ** * * §§ 


§ 254.  Cuando  un  ministro  público  muere  en  el  desem- 

Por  muerle  w . 

del  ministro  peño  de  sus  funciones,  el  secretario  de  la  embalada  ó 
público.  r j ’ 

de  no  haberle,  el  representante  de  alguna  potencia  aliada 
ó amiga,  sella  los  efectos  y archivos  de  la  legación,  se  encarga  del  ca- 
dáver y dispone  lo  necesario  para  su  entierro  ó para  conducirle  á su 
patria.  Sus  restos  mortales  tienen  derecho  á los  honores  y al  respeto 
debidos  á su  clase ; y aun  la  práctica  de  las  naciones  ha  reconocido 
á la  viuda,  familia  y criados  del  finado,  durante  cierto  tiempo,  los 
mismos  derechos  y exenciones  que  si  viviese.  Todos  los  actos  de 
última  voluntad  ó de  sucesión  intestada  de  un  agente  diplomático  se 
rijen  por  las  leyes  de  su  propio  país.  *'* 


§ 255.  La  separación  de  un  ministro  público  por  su  go- 
rc¡on£yPex-~  bierno  da  lugar  á formalidades  casi  idénticas  á las  que 
se  necesitan  para  que  entre  en  el  ejercicio  de  su  cargo. 
Por  tanto  debe  mandar  una  copia  de  la  caria  de  retiro  al  de  relaciones 
exteriores  del  país  en  que  esté  acreditado,  y solicitar  una  audiencia 
del  jefe  del  poder  ejecutivo  para  su  despedida,  en  la  cual  presentará 
el  ogriginal  y pronunciará  un  discurso  adecuado  á las  circunstancias, 
que  es  generalmente  contestado  por  el  soberano. 

También  puede  suceder  que  sea  llamado  á su  país  á petición  del 


* Martens,  Précis  du  droil  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé, 
liv.  7,  ch.  10,  § 239;  note,  p.  162;  VatLel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin, 

annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  4,  ch.  9,  § 125,  note;  Martens,  Guide  diploma - 

tique,  4C  édit.,  vol.  I,  p.  202;  Wheaton,  Eléments  du  droit  International , pte.  3, 

ch.  1,  § 23  ; Heffter,  Droil  International,  § 223,  225;  Bello,  Derecho  público  interna- 
cional, pte.  3,  cap.  1,  § 7 ; Riquelme,  Derecho  público  internacional , lib.  2,  caps, 
ad.,  1,  2 ; Real,  Science  du  gouvemement,  vol.  V,  p.  287  ; Horne,  On  diplomacy, 
sec.  7. 

**  Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé, 
liv.  7,  ch.  10,  § 242;  Wheaton,  Elements  du  droit  international,  pte.  3,  ch.  1,  §24; 

Martens,  Guide  diplomatique,  §§  60-65;  Heffter,  Droit  international,  § 225;  Philli- 

more,  On  international  law,  vol.  IT,  § 242  ; Miruss,  Das  curop.  gesandschaftsrecht, 

§§  180,182;  Moscr,  Versuch,  etc.  b.  6,  pp.  192,  569;  Riquelme,  Derecho  público 
nic) nacional,  lib.  2.  c«[is.  ad.  1,  2;  Horne,  On  diplomacy,  sec.  7,  §§54,  57;  Real» 
Science  du  gouvemement,  vol.  V,  p.  337. 
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gobierno  cerca  del  cual  ejerza  sus  funciones,  y en  este  caso  las  cir- 
cunstancias son  las  que  han  de  marcar  si  debe  ó no  solicitar  la  au- 
diencia de  despedida,  porque  claro  es  que  no  procedería  su  conce- 
sión, si  aquella  se  fundase,  por  ejemplo,  en  su  mala  conducta. 

Del  mismo  modo  la  expulsión  puede  tener  lugar  cuando  el  Estado 
que  representa  el  agente  de  que  se  trate  obligue,  por  su  conducta,  á 
un  rompimiento  súbito  de  relaciones.  Cuando  esto  acontece  se  acos- 
tumbra á pasarle  una  nota  exponiendo  los  hechos  y ofreciéndole  sus 
pasaportes . 

El  ministro  público  que  no  consigue  ser  recibido  por  el  jefe  cerca 
de  quien  va  acreditado,  está  en  igualdad  de  posición  con  el  sepa- 
rado ó expulsado.  Pero  en  todos  estos  casos  conserva  sus  fueros  y 
preeminencias  hasta  que  sale  del  territorio  en  que  se  encuenlre.  * 

§ 256.  Es  evidente  que  cuando  se  cumple  el  plazo  por  el  Por  cxp¡ra 
cual  se  constituyó  una  embajada,  esta  debe  terminar.  En  ^0áf 
estos  casos  el  gobierno  del  ministro  que  cesa  no  suele  i)r0II10Ci°n- 
mandar  carta  de  revocación,  y las  formalidades  de  su  despedida 
son  casi  iguales  á las  de  una  ordinaria. 

Cuando  un  agente  diplomático  sube  ó baja  en  categoría,  como  su- 
cede si  un  embajador  tiene  que  permanecer  cerca  del  mismo  go- 
bierno como  ministro  de  segunda  ó tercera  clase,  ó viceversa,  nece- 
sita de  una  carta  de  revocación  de  su  antiguo  empleo  y de  la 
credencial  que  le  acredite  en  su  nuevo  carácter  oficial.  '** 

§ 257.  La  muerte  ó abdicación  del  soberano  del  minis-  Por  cambi0 
tro,  ó de  aquel  cerca  del  cual  esté  acreditado , es  una  de  goblcrno- 
causa  que  en  los  Estados  monárquicos  hace  terminar  las  misiones 
diplomáticas.  Sin  embargo,  en  el  primer  caso  bastará  para  que  con- 
tinué en  el  ejercicio  de  su  empleo  con  que  el  nuevo  lo  notifique  así 
al  jefe  del  otro;  pero  en  el  segundo  hay  necesidad  de  nuevas 


* Martens,  Précis  du  droit  des  gens , édition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  \ergé, 
liv.  7,  ch.  10  § 240;  Wheaton,  Eléments  du  droit  internalional , pte.  3,  ch.  i, 
§ 24 ; Martens,  Guide  diplomatique,  §§  60,  65 ; Heffter,  Droit  internalional , § 226  , 
Bello,  Derecho  internacional , pte.  3,  cap.  § 8 ; Phillimore,  On  internalional  laxo , 
vol.  II,  § 241  ; Riquelme,  Derecho  público  internacional , lih.  2,  caps,  ad.,  1,  2 ; 
Home,  On  diplomacy , sec.  7,  §§  52,  53  ; Real,  Science  du  gouvernement , vol.  V, 
p.  337. 

**  Martens,  Précis  du  droit  des  gens , édition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Yergé, 
liv.  7,  ch.  10,  § 239;  Wheaton,  Eléments  du  droit  internalional,  pte.  3,  ch.  1,  §§  23 
24;  Martens,  Guide  diptomatique,  §§  60,  65;  Heffter,  Droit  internalional  § 226,  Pliil 
limore,  On  internalional  law,  vol.  II,  § 240;  Bello,  Derecho  internacional,  pte.  3, 
cap.  1,  § 8 ; Riquelme,  Derecho  público  internacional,  lib.  2,  caps.  ad.  1,2;  Horne, 
Un  diplomacy,  sec.  7,  §§  52,  53. 
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credenciales  que  confirmen  su  nombramiento.  En  ambos  casos  la 
práctica  autoriza  á que  se  continúen  con  él,  pero  confidencialmente, 
las  negociaciones  entabladas,  en  la  esperanza  de  que  será  pronto 
confirmado  en  su  empleo  : sup  spe  rati.  Pero  en  rigor  de  derecho, 
siempre  que  esto  ocurra,  un  gobierno  puede  negarse  á seguirlas  en 
tanto  que  no  esté  acreditado  de  nuevo,  según  exijen  las  leyes  inter- 
nacionales. * 

Del  respeto  § 258  • Un0  de  los  primeros  deberes  de  los  agentes 
Ic?s  minSs  diplomáticos,  de  cualquiera  clase  que  sean,  es  respetar  al 
Jnps'autco0ridt  gobierno  y á las  autoridades  de  la  nación  en  que  residan, 
des  locales.  p01.qUe  n0  hacerlo  así  puede  dar  lugar  á muchas  y graves 
complicaciones.  ** 


* Wheaton,  Elémcnts  du  droit  International , pte.  3,  ch.  1,  § 23,  HefTter,  Droit 
International,  §§  223,  226 ; Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin, 
annotée  par  Ch.  Ycrgé,  liv.  7,  ch.  10  : Phillimore,  On  International  lato,  vol.  II., 
§ 240;  Horne,  On  diplomacij , sec.  7,  §§  52,  53;  Berrien,  Opinions  U.  S.  Att'ys 
geni.,  vol.  II,  p.  290. 

**  Bello,  Derecho  internacional , pte.  3,  cap.  2,  § 1 ; Wheaton,  Eléments  du  droit 
ínter national,  pte.  3,  ch.  1,  § 13;  Heffter,  Droit  inlernational , §§  206,  207,  232; 
Martens,  Guidc  diplomalique , § 52 ; Wicquefort,  De  l' ambassadeur  et  ses  fonctions , 
liv.  1,  § 20;  Horne,  On  diplomacy , sec.  6,  § 42. 
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CAPITULO  VIII 

DE  LOS  CÓNSULES  Y AGENTES  COMERCIALES 


§ 2o9.  Para  encontrar  el  origen  del  establecimiento  de  los 

, . , , , Origen  do  la 

consulados  tenemos  que  remontarnos  a la  época  de  las  institución, 
cruzadas.  Algunas  ciudades  marítimas  de  Italia  que  se  ocupaban  en 
abastecerlas  de  víveres  y municiones  tuvieron  necesidad  de  fundar  en 
Asia  factorías,  y su  institución  fué  tan  favorablemente  acogida  en 
algunos  puntos,  que  no  solo  se  declararon  de  libre  comercio  todos  los 
efectos  (juc  por  su  conducto  se  importaran  ó exportaran  sino  que  se 
les  concedió  barrios  enteros  para  que  pudieran  vivir  sus  empleados, 
y el  privilegio  de  dirimir  sus  cuestiones  por  leyes  propias  y ante 
los  jueces  que  nombraran  ellos  mismos. 

El  derecho  de  establecerlas,  se  hizo  extensivo  después  con  iguales 
privilegios  á España  y á Francia.  * 

§ 260.  La  institución  de  los  consulados,  no  se  ha  gene- 
ralizado  hasta  el  siglo  XVI,  en  cuya  época  se  consideró  co-  dcrQ0S- 
rao  derecho  inherente  á la  soberanía  de  una  ciudad  ó de  un  pueblo  el 
nombramiento  de  aquellos  agentes  comerciales  que  elegían  las  fac- 


* De  Clercq  et  Vallat,  Guide  des  consulals,  liv.  1,  ch.  1,  pp.  1,  et  seq ; Heítter,  Droil 
inlernational,  liv.  3,  ch.  3,  § 244;  Miltitz,  Manuel  des  consuls,  vol.  I,  p.  G;  Bello, 
Derecho  internacional , pte.  1,  cap.  7,  § 1 ; Phillimore,  On  international  lato, 
vol.  II,  §§  243,  244 ; Moreuil,  Manuel  des  agenls  consulaires,  introduction 
Martens,  Précis  du  droit  des  gens , éditon  Guillaumin,  annotée  par  Cli.  4 ergé,  liv.  4, 
ch.  3 § 147;  note  p.  382;  Martens,  Guide  diplomatique,  § 71  ; Warden,  Trealise 
on  consuls  ; Steck,  Essai  sur  les  consuls ; De  Cussy,  üictionnaire  du  diplómale  el 
du  cónsul  ; Bursolti,  Guide  des  agenls  consulaires;  Santos  et  Baretto,  íiailé  du 
consulat;  Mirius,  Gesandtschaftsrecht,  §§  375,  396  ; Mensch,  Manuel  pralique  des 
consulals , pte.  1 ; Neumann,  Handbuch  des  consularwens  ; Dalloz,  fíépcrloire,  tit. 
cónsul , § 1 ; Borel,  Fonclions  des  consuls;  De  Podio,  Jurisdicción  des  consuls , 
Riquclme,  Derecho  público  internacional,  lib.  2,  cap.  ad.,  3;  Gardens,  De  diploma- 
lie , vol.  I,  pp.  315,  et  scq. 
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torias  que  desempeñaban  tan  alta  jurisdicción;  es  decir  que  pasaron 
á ser  no  ya  el  representante  comercial  de  un  grupo  mayor  ó menor, 
sino  el  de  su  nación,  adquiriendo  así  una  autoridad  mas  legítima,  mas 
solemne,  mas  grande. 

Pero  constituidos  definitivamente  los  pueblos  de  Europa,  refor- 
mada con  notable  mejoría  la  administración  judicial  y ensanchada  la 
esfera  de  acción  del  comercio  y de  la  industria  tuvo  forzosamente 
que  cambiar  de  carácter  y de  condiciones  quedando  reducida  su  mi- 
sión desde  la  paz  de  Westphalia,  á la  de  vigilar  y cuidar  de  los  inte- 
reses generales  de  su  nación  en  el  extranjero.  Ahora  bien;  si  los  cón- 
sules tienen  esta  índole”  en  Europa  y en  América,  los  de  Oriente,  á 
consecuencia  de  estipulaciones  especiales,  gozan  de  otras  prerogativas 
y ejercen  mayor  jurisdicción.  Por  esto  casi  no  hay  otra  cosa  de  co- 
mún entre  ellos  que  el  nombre  con  que  se  les  designa.  * * * * * * * §§ 

§ 261.  La  palabra  Cónsul  ha  tenido  muchas  acepcio- 
Dcfimcion.  nes  los  dos  magistrados  anuales  de  la  antigua  república 
romana  tomaron  este  nombre;  que  se  les  dió,  según  Floro,  porque  antes 
de  adoptar  cualquiera  determinación  debian  consultar  el  interés  ge- 
neral. 

Los  emperadores  le  usaron  también, y cuando  Constantinopla  fué 
declarada  capital  del  imperio  se  creó  un  nuevo  consulado ; que  care- 
cía, sin  embargo,  de  la  alta  significación  que  tuvo  en  los  primeros 
tiempos  de  la  república  romana . 

En  los  siglos  V y VI,  de  nuestra  era,  se  daba  este  título  á los  jefes 
de  los  bárbaros  que  conquistaron  las  provincias  occidentales  del  im- 
perio. 

En  la  Edad-Media  aparece  esta  misma  palabra,  designándose  con 
ella  á los  magistrados  de  las  ciudades  Lombardas , y algunos 
reyes  de  Francia  aceptaron  igual  denominación.  Por  último,  se  apli- 
có la  de  jueces-cónsules  á los  que  componian  un  tribunal  esta- 
blecido en  casi  todos  los  puertos  del  mediodía  de  Europa,  y que  en- 
tendía exclusivamente  en  los  negocios  mercantiles,  y de  cónsules  en  el 

* De  Clercq  et  Vallat,  Guíele  des  consulats,  liv.  1,  chs.  1,2;  HeíFter,  Droit  interna- 

tional,  liv.  3,  ch.  3,  §§  245-247  ; Miltitz,  Manuel  des  consuls , vol.  III,  ch.  1 ; Vattel, 

Droit  des  gens , édilion  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2,  ch.  2,  § 34 ; 

Phillimore,  On  international  law , vol.  II,  §§  245,  246;  Bello,  Derecho  internacional , 

pte.  1,  cap.  7,  § 1 ; Bynkershoek,  De  foro  legatorum , lib.  5,  cap.  10;  Menscb,  Manuel 

pratique  des  consulats , pte.  1,  ch.  1 ; Martens,  Précis  du  droit  des  gens , édition 

Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé,  note  p.  382;  Martens,  Guide  diplomatique , 

§§  71,  72;  Moreuil,  Manuel  des  agents  consulaircs , pte.  1,  tit.  1 ; Garden,  De  diplo- 
matie , vol.  I,  pp.  318  et  seq. 
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extranjero  á los  que  tenían  igual  misión  en  algún  puerto  extran- 
jero. 

8 262.  La  institución  consular  tiene  por  objeto: 

3 , . , , Objeto  de  la 

Io  Proteger  el  comercio  y la  navegación  de  los  nacionales  mstituccion. 
en  los  países  extranjeros  ^sostener  sus  derechos  y privilegios;  cuidar 
de  la  ejecución  de  los  tratados  y convenciones  existentes,  así  como 
del  cumplimiento  de  las  ordenanzas  de  su  soberano  relativas  á aquel ; 
prestar  socorro  y apoyo  á los  compatriotas: 

2o  Ejercer  jurisdicción  sobre  los  súbditos  de  su  propio  país,  en  tan- 
to que  este  la  conserve  y aquellos  residan  en  el  extranjero  : 

3o  Facilitar  á su  gobierno  todos  los  datos  é indicaciones  que  se  ne- 
cesiten para  asegurar  la  prosperidad  de  la  industria,  del  comercio  y 
de  la  navegación.  * 

§ 263.  En  la  organización  consular  se  establecen  gene- 

° Organizaccin 

raímentelos  siguientes  grados.  Cónsules  generales,  cónsules,  de  los  cón- 

sules. 

vice-cónsules  y agentes  consulares  ó comerciales. 

Esta  es,  con  insignificantes  variaciones,  la  clasificación  que  predo- 
mina en  todos  los  Estados,  pero  lo  único  que  puede  interesarles  es 
que  el  cónsul  ó agente  consular  acredite  en  debida  forma  la  legitimi- 
dad de  su  nombramiento,  prescindiendo  del  título  con  que  se  designe 
y no  teniendo  en  cuenta  mas  que  la  importancia  de  sus  poderes  y la 
calidad  de  sus  deberes.  ** 

§ 264.  La  patente  de  un  cónsul  se  firma  por  el  jefe  su-  Patcntc  y 
premo  del  Estado  que  le  nombra  y debe  expresar  el  título  exequátur. 
y los  poderes  que  se  le  confieren.  Cuando  llegue  al  punto  de  su  des- 
tino, presentará  una  copia  de  ella  á la  autoridad  correspondiente,  á 
fin  de  que  se  le  expida  el  exequátur,  que  es  el  acto  por  el  cual  el 
soberano  del  país  en  que  debe  residir  le  reconoce  y admite  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones,  garantizándole  las  prerogativas  y dere- 
chos que  le  competen,  y ordenando  á las  autoridades  judiciales  y 
administrativas  que  lo  atiendan  en  tal  concepto. 

Así  que  le  haya  recibido  tendrá  derecho  á ejercer  su  autoridad  y 

* Menscli,  Manuel  pralique  des  consulats , ch.  1. 

**  De  Clercq  et  Vallat,  Guide  des  consulats , liv.  2,  ch.  2;  Martens,  rrecis  du  droit 
des  gensy  édition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé,  liv.  4,  ch.  3,  § 149,  et  er, 
Droit  ínter  national,  liv.  3,  ch.  3,  § 246;  Mensch,  Manuel  des  consulats , pte.  1,  ch  . 3; 
Martens,  Guide  diplomalique , §§  75,  81,  82  ; De  Cussy,  Réglements  consulajes, 
pte.  1,  sec.  5 ; Moreuil,  Manuel  des  agents  consulaires , pte.  1,  tit.  1 , Bello,  Derecho 
internacional,  pte.  1,  cap.  7,  § 1 ; Phillimore,  On  International  law,  vol.  II,  § 253; 
Fynn,  British  consuls  abroad,  p.  6;  Heme,  On  diplomacy,  sec.  1,  §§  13,  15; 
Riquelme,  Derecho  público  internacional,  lib.  2,  cap.  a<i.,  3. 
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8 205 


Los  cónsules 
no  tienen 
carácter  re- 
presentativo 
ó diplomá- 
tico. 


gozar  de  los  privilegios,  inmunidades  y exenciones  correspondientes 
á su  empleo;  y si  fuere  revocado,  cesará  por  completo  su  carácter 
oficial.  * 

§ 265.  Una  de  las  cuestiones  que  mas  han  ocupado  en 
estos  últimos  tiempos  la  atención  de  los  publicistas  es  la 
de  si  los  cónsules  están  ó no  investidos  del  carácter  repre- 
sentativo ó diplomático.  Si  le  tienen  podrán,  sin  duda  al- 
guna, entender  en  asuntos  de  cierta  naturaleza,  y gozar  de  inmuni- 
dades y privilegios  espccialísimos,  convirtiéndose  de  este  modo  la  ins- 
titución consular  en  una  verdadera  embajada;  en  cuyo  caso  será  pre- 
ciso reconocerles  no  como  extranjeros  encargados  de  tales  ó cuales 
asuntos,  sino  cual  representantes  legítimos,  autorizados  y reconocidos 
de  otras  naciones. 

De  Clercq,  no  cree  que  se  pueda  dudar  acerca  de  la  significación 
pública  y política  de  los  cónsules,  y juzga  que  si  Yaltel,  Martcns 
y Ivlüber  han  seguido  en  este  punto  la  opinión  contraria  de  Wic- 
quefort,  es  porque  no  han  tenido  en  cuenta  las  modificaciones  cau- 
sadas por  el  tiempo  en  la  institución  consular.  Mensch,  afirma  que 
siendo  agentes  políticos  y comerciales,  se  hallan  directa  ó indi- 
rectamente considerados  así  por  todos  los  gobiernos.  Por  último, 
illoser  sostiene  que  están  revestidos  de  carácter  público,  pero  formando 
categoría  y puesto  distinto  que  los  ministros  públicos,  y Stock 
no  vacila  un  instante  en  calificarlos  así. 

Pero  las  legislaciones  inglesa  y norte  americana  y los  mas  emi- 
nentes publicistas  de  ambos  Estados , no  reconocen  semejante  ca- 
rácter en  la  institución  consular.  Wheaton,  dice  que,  por  grande  que 
sea  la  protección  que  se  conceda  á los  cónsules  en  el  ejercicio 
de  sus  funciones,  no  podrán  gozar  nunca,  según  los  principios  gene- 
rales del  derecho  de  gentes,  de  las  inmunidades  concedidas  á los 
agentes  diplomáticos,  que  por  esta  razón  los  Estados  son  libres  do  ad_ 
mitir  ó no  el  establecimiento  de  consulados  extranjeros;  del  mismo 
modo  que  pueden  revocar  el  exequátur  concedido  y,  por  último, 
que  tal  es  la  causa  de  que  estén  sometidos,  lo  mismo  en  materia 


* De  Clercq  el  de  Yallat,  Guide  des  consulals,  liv.  3,  ch.  i,  § 2 ; De  Cussy,  Régle- 
men(s  consulaires,  pte.  1,  secs.  G,  7;  Mensch,  Guide  du  consulat , pte.  1,  ch.  4; 
Martens, Précis  du  droit  des  gens,  édition,  tiuillaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé,  liv.  4, 
ch.  3,  § 148;  Martens,  Guide  diplomatique,  vol.  I,  § 74;  HcíTter,  Droit  inlernalional , 
hv.  3,  ch.  3,§  2íi8;  Phillimore,  On  inlernalional  law,  vol.  II,  §§  246,  248  ; Fynn,  Jlri- 
tish  consuls  abroad,  p.  17;  Horne,  On  diplomacy , sec.  1,  § 13;;  Eolio,  Derecho  in- 
ternacional, pte.  1,  cap. 3,  § 3;  RTquelrae,  Derecho  público  internacional,  lib.  2, 
cap.  ad.,  3;  Garden,  De  diplomatie , vol.  I,  pp.  323  et  seq. 
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civil  que  criminal,  á las  leyes  del  país  en  que  residan.  La  doctri- 
na de  Wheaton  es  la  adoptada  también  por  todas  las  repúblicas  del 
sud  de  América,  y la  que  ha  prevalecido  en  algunas  disidencias  de 
estas  con  las  naciones  de  Europa. 

Para  resolver,  pues,  esta  cuestión  hay  que  atenerse  á la  letra  y 
al  espíritu  de  los  tratados,  teniendo  en  cuenta  que  si  no  se  les 
reconoce  en  ellos  de  un  modo  terminante,  no  podrá  concedérseles 
tampoco  acudiendo  á los  principios  generales  del  derecho  de  gentes. 
Así  es  que  algunas  naciones  modernas , con  el  objeto  de  dársele, 
han  recurrido  al  medio  de  revestirlos  de  un  carácter  diplomático 
expidiéndoles  una  credencial  de  encargados  de  negocios.  Tal  sucede 
con  los  nombrados  por  Inglaterra  y Francia.  * * * § 

§ 266.  Los  cónsules  están  generalmente  sometidos  á la  ju-  los  cónsules 
risdiccion  civil  y criminal  del  Estado  en  que  residen,  y sus  Tía  juns-s 
bienes  pueden  ser  embargados  y vendidos  siempre  que  dlCÍ¿aL  *°’ 
una  providencia  judicial  lo  disponga.  Hubo  una  época  en  que  se  halla- 
ban exentos  de  la  criminal,  pero  no  fué  muy  larga,  por  tanto,  los 
que  en  la  actualidad  falten  á las  leyes  locales  pueden  ser  castigados 
según  su  legislación  penal  ó enviados  al  país  que  los  haya  nombrado. 
Hay  que  distinguir,  sin  embargo,  si  el  delito  imputado  es  mera- 
mente personal  ó si  lo  ha  cometido  á consecuencia  de  instruccio- 
nes recibidas  de  su  gobierno,  en  cuyo  caso  dará  lugar  á transac- 
ciones y arreglos  diplomáticos,  pero  no  podrá  ser  justiciable  ante 
los  tribunales  ordinarios.  Del  mismo  modo  se  hallan  sujetos  al  pago 
de  los  impuestos,  y á las  cargas  municipales  de  que  no  estuvieren 
exentos-  por  los  privilegios  propios  de  su  destino.  ** 

* Wicquefort,  De  l’ambassadeur  et  ses  fonctions,  liv.  1,  § 5;  Wheaton,  Elémcnls 

du  droit  international , pie.  3,  ch.  1,  § 22;  Mensch,  Manuel  des  consulats,  pte.  1,  ch.  2; 

Heffter,  Droit  international,  liv.  3,  ch.  3,  §248;  Halleck,  International  law,  ch.  10, 

§ 5;  Marlens,  Précis  du  droit  des  gens,  édiliou  Guillaumin,  annotéc  par  Cli.  Yergé, 
liv.  4,  ch.  3,  § 148;  Bello,  Derecho  internacional,  pie.  1,  cap.  7;  Kenl,  ,Com.  on 
am.  law,  vol.  I,  p.  44;  Horne,  On  diplomacy,  sec.  i,  § 13;  VVihlman,  Interna- 
tional law,  vol.  I,  p.  130;  Phillimore,  On  international  law,  vol.  II  * § 2i0  , 
Wesllake,  Prívate  international  law,  § 139;  Riquelme,  Derecho  público  interna 
cional,  lib.  2,  cap.  ad.  3;  De  Clercq  et  Vallat,  Guide  des  consulats,  liv.  1,  ch.  1,  §4; 
Fcelix,  Droit  international  privé,  § 218;  Flassan,  Ilisloire  de  la  diplomalie  franpaise, 
vol.  I,  ch.  9;  Martens,  Guide  diplomatique,  §§  72-74;  Carden,  fíe  diplomalie,  vol.  I, 
pp.  323  et  seq.;  Carlos  Calvo,  Una  página  de  derecho  internacional,  París  180». 

**  Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Fradier-Foderé,  liv.  2, 
ch.  2,  § 31;  Halleck,  International  law,  ch.  10,  § 6;  Wicquefort,  De  l'ambassadeur 
el  ses  fonctions,  liv.  1,  § 5;  Heffter,  Droit  international,  liv.  3,  ch.  3,  §2i8,  Byn- 
kershoek,  De  foro  legatorum,  caps.  10, 13;  Phillimore,  On  international  law,  vol.  II, 
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§267.  Según  Phillimorc,  estos  funcionarios  no  tienen  de- 
recho á ningún  ceremonial  en  el  extranjero,  ni  otro  de  pre- 
cedencia que  el  corrrespondiente  al  Estado  á que  pertenez- 
can. Pero  este  lia  perdido  su  importancia  y sus  aplicaciones,  desde  el 
■momento  en  que  se  ha  empezado  á considerar  como  iguales  á todas 
las  naciones  soberanas  é independientes , y por  esto  la  de  aquellos  no 
puede  fundarse  mas  que  en  la  mayor  ó menor  antigüedad  del  exequá- 
tur, puesto  que  nada  tiene  que  ver  el  derecho  internacional  con  la  cate- 
goría que  ocupen  como  empleados  de  su  propio  país.  Esta  puede  ser, 
y es  en  efecto  diferente  en  cada  uno,  y no  clébe  influir  en  las  cues- 
tiones de- este  género  que  haya  entre  los  de  dos  pueblos  distintos.  * 
. § 268.  Los  privilegios  v exenciones  de  que  gozan  son 

Privilegios  y ° 1 v 1 ° 

exenciones  debidos  á los  tratados  existentes,  al  uso  común  ele  las 

de  los  con- 

sutes.  naciones  ó al  derecho  público  general. 

Francia,  por  ejemplo,  concede  á los  suyos  el  carácter  público  y di- 
plomático, siempre  que  á ello  no  se  opongan  los  tratados,  lo  cual 
da  una  grande  importancia  á sus  exenciones  y privilegios. 

Inglaterra  no  reconoce  en  los  que  admite  en  sus  puertos  el  carác- 
ter público  que  los  suyos  han  reclamado  para  sí  en  mas  de  una  oca- 
sión. Conforme  enteramente  con  este  principio,  la  legislación  inglesa 
apenas  si  les  concede  exención  alguna,  llegando  hasta  el  extremo  de 
autorizar  el  derecho  de  apoderarse  y vender  los  archivos  de  los  consu- 
lados, como  sucedió  hace  algunos  años  con  el  de  Francia  en  Londres. 

Los  Estados-Unidos,  y en  general  todos  los  de  América,  están  de 
acuerdo  en  no  reconocérsele,  concediéndoles,  por  tanto,  escasísimos 
privilegios. 

La  legislación  portuguesa  en  cambio,  les  exime  hasta  de  los  dere- 
chos de  aduana,  y en  algunas  ocasiones  les  ha  reconocido  el  de  asilo. 

En  el  imperio  austríaco  los  cónsules  están  sometidos  á la  jurisdic- 
ción local,  lo  mismo  en  materias  civiles  que  criminales,  y no  gozan, 
fuera  del  ejercicio  de  sus  funciones,  do  privilegio  alguno.- 

Pero  reconózcaseles  ó no  el  carácter  público  y diplomático,  no 
hay  duda  alguna  de  que  tienen  derecho  á ciertos  privilegios  y exen- 

§ 256;  Iíent,  Com.  on  am.  laiv,  vol.  I,  p.  43;  Bello,  Derecho  internacional,  pie.  1, 
eap.  7,  § 4 ; Riquelme  Derecho  público  internacional,  lib.  2,  cap.  ad.  3;  Dalloz, 
licperloire,  tit.  consuls,  § 1 ; Wililman,  International  law.  vol.  I,  p.  130 ; Wes- 
tlake,  Prívate  International  law,  § 139. 

Phillimore,  On  International  law,  vol.  II,  § 246;  Halleck,  Internatinoal  lato, 
ch.  10,  § 7;  Heffter,  Droit  ínter national,  liv.  3,  ch.  3,  § 248;  Mensch,  Manuel  des 
consulats,  liv . 1,  ch.  8;  Fynn,  Britis/i  consuls  abroad,  p.  13;  Horne,  On  diplomacy 
sec-  L §§  13,  14;  Martens,  Guide  diplomatique,  § 85. 
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cioncs,  sin  los  cuales  seria  muy  difícil  el  desempeño  de  su  cometido. 
Y no  se  limitan  á su  persona  sino  que  se  extienden  también  á la 
casa  que  ocupe  el  consulado , y á los  efectos  públicos  que  estén  bajo 
su  custodia.  Por  esto  pueden  izar  la  bandera  y colocar  el  escudo  de 
armas  de  la  nación  que  representen  sobre  su  puerta. 

Hállanso  también  exceptuados  del  servicio  de  alojamiento  y de 
toda  contribución  directa  y personal;  no  pudiendo  tampoco  ser 
procesados  sin  que  preceda  la  revocación  de  su  exequátur. 

Todos  ■ los  cónsules  extranjeros  que  residan  en  una  misma  nación 
deben  ser  igualmente  considerados  y distinguidos,  á menos  que  los 
tratados  contengan  acerca  de  esto  disposiciones  especiales;  mas  si  fal- 
taren, las  distinciones  y privilegios  particulares  que  se  concedieran  al 
de  cualquiera  Estado  darían  causa  justa  de  queja  á los  de  los 
otros  (1).  * 


('])  Para  todas  las  cuestiones  que  se  refieren  al  status  de  los  cónsules,  y ú los 
privilegios  y exenciones  que  generalmente  les  conceden  las  leyes  y prácticas  inter- 
nacionales, deben  consultarse  las  obras  siguientes  : Phillimore’s,  International  laio, 
240,  275;  Twiss’s,  Law  of  nations,  liv.  318;  Woolsey’s  Indroduclion,  §§  95,  90; 
Halleck’s,  International  law,  239,  267;  Las  opiniones  de  los  abogados  generales 
(Estados-Unidos)  YII,  22 ; VIII,  16  ; Cuide  des  consulats , por  De  Clercq  y de 
Vallat,  1,  6,  16;  Martens,  Cuide  diplomatiquc,  cap.  12,  art.  72,  79;  Davis  contra 
Tachará,  respuesta  de  PeterVII.  276;  Valarino  contra  Thompson,  respuesta  do  Sal- 
den (n,  Y)  576. 

Con  motivo  del  célebre  asunto  Dillon,  cónsul  francés  en  San  Francisco,  que 
rehusó  comparecer  como  testigo  en  una  causa  criminal,  surgió  un  conflicto  entre 
la  constitución  de  los  Estados-Unidos  que  hace  obligatoria  esta  comparecencia  en 
las  causas  criminales,  y el  tratado  firmado  con  Francia  que  exceptuaba  á los 
cónsules  de  esta  obligación.  El  gobierno  de  los  Estados-Unidos  afirmaba  que  la 
constitución  derogaba  el  artículo  contrario  del  tratado  porque  cuando  se  adoptó 
la  constitución,  los  cónsules  franceses  no  habían  sido  exceptuados  del  cumplimiento 
de  aquel  artículo  por  ninguna  ley  internacional.  Este  asunto  terminó  definitivamente 
con  las  instrucciones  que  mandó. á sus  cónsules  en  los  Estados-Unidos  el  gobierno 
francés.  En  estas  instrucciones  se  les  ordenaba  que  en  adelante  cumpliesen  en  un 
todo  con  lo  que  prescribía,  en  el  caso  en  cuestión,  la  ley  fundamental  norte-ame- 
ricana. Véase  la  correspondencia  de  M,  Marcy  á M.  3Iason,  11  setiembre  de 
1854,  y 18  de  enero  1855.  Notas  de  M.  Masón  y de  M.  Walctvski,  3 y 7 agosto  1855. 
Anuario  de  ambos  mundos  1853,  1854,  p.  762  ; 1854,  1855,  p.  782. 

Los  tratados  firmados  por  los  Estados-Unidos  que  contienen  las  cláusulas  relativas 
á los  privilegios  y exenciones  de  los  cónsules,  se  encuentran  en  los  tomos  que  for- 
man la  colección  legislativa  de  dichos  Estados,  con  España,  27  octubre  1 795;  \ 111-150. 
Prusia,  1785,  VII 1-98  ; 1799,  AVÍ-176  ; 1828,  XVI,  382,  Inglaterra,  3 julio,  1815,  VIII, 
230, 15,  marzo,  1794,  XVI-127,  Países-Bajos,  1839-VIIÍ,-52i-Paraguoy,  4 febrero  1859, 
XII-117.  Venezuela,  27  de  agosto  1860,  XII-221.  Bolivia,  13  mayo  1858,  XI1-291.  Con- 
federación argentina,  27  de  julio  1853,  X-237.  Guatemala,  3 marzo  1849  X-l,  Bélgica, 
17julio  1858,  XII-91 . Suiza,  25  noviembre  1850,  XI-587.  Francia,  23  febrero  1853,  X-l  14. 
China,  18  junio  1858,  XII-127.  Japón,  31  marzo  1854,  XI-597;  y 17  junio  1847,  Xí-723. 

* De  Clercq  et  de  Vallat,  Guide  des  consulats,  liv.  1 , di.  1,  see.  1,  § 4 ; Bello, 
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Decisiones  § 269.  El  carácter  público  de  los  cónsules  lia  sido  frecuen- 
sobnTef  ca-  temente  objeto  de  decisiones  judiciales  en  los  tribunales 
ffic'ts  de  presas  y en  los  ordinarios  de  Francia,  Gran-Bretaña  y 
cónsules.  Estados-Unidos.  Los  casos  del  marqués  de  la  Fuente  Her- 
mosa, decidido  por  la  cour  royale  de  París  en  1842,  y el  de  M.  Soller 
por  la  de  Aix  en  4843,  son  los  mas  importantes  que  lian  ocurrido  en 
Francia;  y los  de  Barbuit  y Crético  en  Inglaterra.  En  los  Estados- 
Unidos,  cada  uno  de  ellos  ha  seguido  en  este  punto  la  jurispruden- 
cia establecida  por  el  tribunal  supremo  de  la  república.  * 

Debe  distin-  § 270.  Numerosas  son  las  cuestiones  sustentadas  por  los 
pióü'sdeuía-  publicistas  acerca  de  todos  esos  privilegios  é inmunidades, 
del  empica-  y no  hubieran  surgido  seguramente  si  se  hubiese  hecho  la 
distinción  entre  los  que  pertenecen  al  status  personal  y los 
correspondientes  al  empleo.  Teniendo  en  cuenta  la  índole  de  unos  y 
otros,  los  cónsules  pueden  ser  clasificados  en  tres  grupos: 

Io  Los  que  no  deben  extricla  fidelidad  al  Estado  en  que  residen,  ni 
tienen  bienes  en  él  comprometidos  en  negocio  alguno,  y cuya  perma- 
nencia no  presenta  mas  carácter  que  el  de  su  posición  oficial. 

2o  Aquellos  que,  á pesar  de  ser  extranjeros  y de  deber  fidelidad  á 
otra  nación  distinta  de  la  en  que  se  hallan,  poseen  bienes  en  esta  y 
han  fijado  en  ella  su  domicilio. 

3o  Los  que  habiten  y sean  ciudadanos  del  país  en  que  ejerzan  las 
funciones  consulares  en  representación  de  un  gobierno  extraño. 

Los  derechos  y exenciones  de  cada  uno  de  estos  tres  grupos,  no 
pueden  ser  los  mismos.  Sin  embargo,  todos  deben  tener  igualmente 


Derecho  internacional,  pie.  1,  cap.  7,  § 1 ; Mensch,  Guide  des  consulats,  pte.  1.  ch, 
ch.  2,  § 3 ; De  Cussy,  Réglemcnts  consulaires,  pte.  1,  sec.  1;  Martens,  Guide  diplo- 
man-¡uc,  §76;  Phillimore,  On  inlernalional  law,  vol.  II,  §§  246,  258;  Fynn,  British 
consuls  abroad,  pp.  34-55;  Home,  On  diplomacy,  sec.  1,  §§  13,  14;  Riquelme, 
Derecho  público  internacional,  lib.  2,  cap.  atl.  3;  Wildman  Inlernalional  law, 
vol.  I,  p.  130.  Steck,  Essais  sur  les  consuls. 

* Malleck  International  law,  ch.  10,  §19,  p.  254;  Mensch,  Manuel  du 
consulal,  pte.  1,  pp.  3,5;  Wheaton,  Eléments  du  droit  inlernalional,  pte.  2,  ch.  2, 
§ 11;  De  Steck,  Essai  sur  les  consuls,  sec.  7,  §§  30-40;  Miltitz,  Manuel  des  consuls, 
vol,  II,  pte.  2,  pp.  102,  135;  Pardessus,  üroil  commercial,  pte.  6,  tit.  6,  ch.  2,  § 2; 
ch.  4,  § 1-3  ; Garden,  De  diplomatie,  vol.  I,  pp.  327  et  seq. ; Cushing,  Opinions  XJ.  S. 
allorncys  general,  vol.  VII,  pp.  346-348;  Martens,  Guide  diplomalique,  § 83; 
Phillimore,  On  inlernalional  law,  vol.  II,  §272,  et  seq;  Home,  On  diplomacy.  sec.  1, 
§ 13;  De  Cussy,  Reglements  consulaires , pte.  1,  sec.  2,  § 9;  HelTíer,  Droit  inler- 
nalional, liv.  3,  ch.  3,  § 245;  Miras,  Das  europ.  gesandschaftsrecht,  § 396; 
Dailoz,  Répcrloire,  til.  consuls;  Riquelme,  Derecho  público  internacional,  lih.  2, 
cap.  ad.,  3,  Wildman,  Inlernalional  law , vol.  I,  p.  130. 
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algunos  que  pertenecen  al  empleo  que  ocupan , y que  son  indepen- 
dientes del  carácter  personal  del  empleado. 

Y aun  que  no  todos  los  publicistas  se  explican  del  mismo  modo  al  ad- 
mitir la  distinción  que  hemos  hecho;  es  fácil,  no  obstante,  deducir  de 
sus  diversos  razonamientos  algunos  principios  generales  y fundamen- 
tales, que  pueden  servir  de  guia  en  la  resolución  de  las  cuestiones  que 
ocurran  acerca  de  este  punto.  * 

§ 271.  No  ofrece  dilicultad  alguna  enumerar  y distinguir  siscieacuer- 
los  derechos  y exenciones  personales  que  corresponden  á ¿urTun 
los  cónsules  extranjeros  que  no  deben  fidelidad  al  Estado  sin  condfclo- 
en  que  residen.  Los  que  no  poseen  bienes,  ni  están  com- 
prometidos en  negocio  alguno,  ni  tienen  otra  residencia  que  la  oficiar 
en  el  país,  disfrutan  de  las  exenciones  personales  del  extranjero 
transeúnte;  los  que  tuvieren  una  y otra  cosa  deben  ser  considerados 
como  extranjeros  domiciliados  ; pero  de  ningún  modo  se  extenderán 
los  privilegios  que  correspondan  á su  empleo,  sean  los  que  fueren 
á su  propiedad  ó comercio.  Ninguna  de  estas  dos  clases  debe 
fidelidad  al  Estado  en  que  residen:  no  puede  haber,  por  tanto,  con- 
flicto alguno  entre  los  deberes  que  resultan  de  ella  y los  del  empleo. 
Pero  donde  los  ciudadanos  de  un  país  ejerzan  las  funciones  de  cónsules 
extranjeros,  pueden  ocurrir  graves  conflictos  de  este  género,  y es  ne- 
cesario averiguar  hasta  qué  punto  estarán  libres  del  cumplimiento  de 
sus  obligaciones  políticas  y municipales. 

Es  evidente  que  no  podrán  pretender  las  exenciones  de  que  go- 
zan los  otros  en  virtud  del  status  personal;  pero  tienen  dere- 
cho á las  que  pertenezcan  á su  empleo  y sean  necesarias  á su  cum- 
plimiento. Cuando  un  ciudadano  cualquiera  recibe  el  nombramiento 
de  cónsul  extranjero  en  su  patria,  su  gobierno  puede  rehusarle  la 
autorización  para  el  desempeño  de  tales  funciones,  ó imponerle 
condiciones  especiales  al  efecto  ; pero  si  fuese  reconocido  sin  con- 
dición alguna,  disfrutará  de  la  que  tengan  los  demás.  Sucede  en 
este  particular  lo  mismo  que  cuando  un  ministro  público  debe  fidelidad 
al  gobierno  cerca  del  cual  va  á ejercer  sus  funciones,  y es  recibido 


* Wicquefert,  De  Vambassadeur  el  ses  fonclions,  liv.  1 , § 5;  De  Clercq  otile  Vallat, 
Cuide  des  consulals,  liv.  1,  ch.  I,  §4;  Phillimorc,  On  international  law,  vol.  II,  SS 
245,348,  250;  Martens,  Cuide  diploma lique,  vol.  I,  § 74;  Menseli,  Manuel  (lu  consulat, 
pte.  I,  ch.  4;  Heffler,  Droit  international,  liv.  3,  ch.  3,  §§  246,  248;  Home,  On 
diplomacy,  sec.  I,  §13;  Riqnelme,  Derecho  público  internacional,  lib.  2,  cap.  a<l.  3, 
C, arden,  De  diplomatie,  vol.  1,  p.  323. 
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por  este  mcondieionalmenle.  Esta  doctrina  es  la  que  sostienen  los 
tratadistas,  y la  que  juzgamos  conforme  á la  razón  y á la  justicia. 

I'ero  si  parece  sumamente  fácil  resolverla  cuestión  (lelos  derechos 
1 v exenciones  concernientes  al  status  personal,  no  nos  sucede  lo  mismo 
■con  los  que  porlonoceu  propiamente  al  empleo  y son  indispensables 
para  su  desempeño.  * 

§ 272.  Como  el  consulado  en  la  forma  que  tiene  actual- 

Opiniones  no  * 1 

j.,s  iraiadis-  mentó  es  moderno,  no  podemos  ni  debemos  recurrir  á las 

tas. 

obras  antiguas  de  derecho  internacional  para  formarnos 
idea  de.  los  deberes  y privilegios  de  esta  institución.  Necesitamos  para 
esto  consultar  á los  autores  de  épocas  recientes,  y aun  así,  preciso  es 
que  lo  digamos,  tendremos  que  rehacer  en  parte  sus  trabajos,  las  mas 
veces,  insuficientes  y contradictorios. 

Carden  dice  que  los  cónsules  están  bajo  la  protección  de  la  ley 
general  de  las  naciones,  y que  aun  cuando  no  gozan  de  los  derechos 
concedidos  á los  ministros  públicos,  y pueden  ser  súbditos  de  aquella 
en  que  residan,  y estar  sujetos  á su  jurisdicción,  á su  policía  y á 
sus  impuestos,  no  podrán  menos  de  disfrutar  los  privilegios  necesarios 
para  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  de  su  empleo,  estando,  por 
tanto,  libres  de  todas  aquellas  cargas  civiles  que  le  impidan  su  de- 


sempeño. 

Home  afirma  que,  ya  sean  extranjeros  ó súbditos  del  Estado  en  que 
residan,  disfrutan  de  la  exención  de  contribuciones  y servicios  perso- 
nales, y que  sus  casas  están  libres  de  la  carga  de  alojar  tropas.  Igual- 
mente asegura  que  un  ciudadano  no  puede  aceptar  un  consulado  sin 
autorización  de  su  gobierno;  pero  que  una  vez  alcanzada,  cesa  de  ser 
temporalmente  súbdito  del  Estado  en  cuyo  territorio  resida.  Este  autor 
no  es  exacto  al  decir  que  esta  clase  de  funcionarios  se  halla  exenta 
del  pago  de  los  impuestos. 

M.  Cushing  sostiene,  que  los  ciudadanos  que  aceptan  un  consulado 
extranjero,  no  se  eximen,  por  este  solo  hecho,  de  cumplir  sus  deberes 
militares  y jurídicos,  y que  lo  estarán  solamente  cuando  así  lo  deter- 
minen las  leyes  locales  de  su  patria. 

Como  se  ve,  la  opinión  de  Garden  es  la  mas  completa  y racional- 
mente fundada.  Sin  embargo,  no  resuelve  la  cuestión  acerca  del 


Mattel,  Droit  des  ¡/cus,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2, 
<1».  2,  § 34;  Halleck,  International  taw,  ch.  10,  § 10  ; Mensch,  Manuel  du  consulat, 
|>te.  1.  ch.  4 ; Marlens,  Cuide  diplomatiquc,  vol.  J,  § 74;  Phillimore,  On  interna- 
tional  lato,  vol.  II,  § 250;  Horne,  On  diplomacy , sec.  1,  § 13;  Heffter,  Droit  in- 
tornational , liv.  3,  ch.  3,  § 248;  Carden,  Do  diplomatie,  vol.  I,  p.  323;  Riquelme, 
Derecho  público  internacional , lib  2,  cap.  ad.,  3. 
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cumplimiento  ele  los  deberes  jurídicos  y militares;  dando  solo  el  prin- 
cipio que  puede  conducir  á su  solución.  Sobre  este  punto  el  barón  Cárlos 
de  Martens,  hablando  de  los  cónsules  que  no  deben  fidelidad,  ni  tienen 
bienes,  ni  negocios  en  el  Estado  en  que  residen,  dice,  que  están  exen- 
tos deservir  en  la  guardia  cívica  ó municipal,  y de  las  contribuciones 
que  le  son  propias;  y refiriéndose  á los  que  los  tienen,  ó son  súbditos 
y residentes  del  país,  declara  que  siempre  que  lo  soliciten  deberán 
ser  eximidos  del  referido  servicio,  aunque,  en  caso  necesario,  se  les 
puede  obligar  á presentar  un  sustituto. 

De  Clereq  dice,  que  lo  están  cuando  son  ciudadanos  del  Estado 
que  representan,  y que  la  jurisprudencia  establecida,  tiende  á eximir- 
los aun  en  el  caso  contrario. 

Menseh  afirma  que  los  que  sean  ciudadanos  del  país  en  que  des- 
empeñen su  empleo,  no  estarán  sujetos  á los  servicios  puramente 
personales  de  la  localidad,  pero  sí  á todos  los  demás  de  cualquiera 
clase  que  fueren. 

En  nuestro  concepto,  el  principio  sostenido  por  Garden,  resuelve 
todas  las  cuestiones  que  acerca  de  este  punto  pueden  ocurrir.  Por 
mas  de  que  un  cónsul  sea  ciudadano  del  mismo  país  en  que  resida, 
hay  que  atender  á la  significación  de  sus  funciones  para  decidir  cuales 
han  de  ser  sus  privilegios.  El  cargo  de  jurado,  por  ejemplo,  que 
puede  obligar  á un  individuo  á ausentarse  por  algún  tiempo  y á gran 
distancia  de  la  población  que  habite,  no  es  compatible  con  las  obli- 
gaciones generales  de  los  cónsules.  Lo  mismo  se  puede  decir  con 
respecto  al  servicio  militar,  y especialmente  en  aquellos  pueblos  en 
que  por  el  carácter  y significación  de  el  puede  suceder  que  un  indi- 
viduo hubiera  de  alejarse  considerablemente  de  la  población.  Téngase 
en  cuenta  también  que  si  no  se  exime  á los  que  sean  ciudadanos 
del  mismo  país  en  que  vivan,  de  los  servicios  expresados,  tampoco 
lo  estarán,  por  analogía, de  algunos  cargos  municipales,  cuyo  desem- 
peño impediría  por  completo  el  cumplimiento  de  los  deberes  de  la 
institución  consular. 

Siempre,  pues,  que  un  Estado  cualquiera  permita  por  medio  del 
exequátur y que  uno  de  sus  súbditos  acepte  un  consulado  extranjero,  se 
sobreentiende  que  renuncia,  con  respecto  á él  y durante  el  tiempo 
del  consulado,  á ciertos  derechos  que  tiene  sobre  los  demás.  INo  se 
olvide  tampoco  que  la  concesión  del  exequátur  es  voluntaiia,  y que 
por  tanto  puede  ser  revocado.  * 

* Hallcck,  International  law,  ch.  10,  § 11;  Garden,  De  diplomatie , vol.  I,  ]»- 
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Leyes  de  los  § 273.  La  legislación  de  los  Estados-Unidos  del  norte 
Kespecio  de  América  está  conforme  con  los  principios  generales  del 
íe^extniirje-  derecho  de  gentes,  acerca  de  los  privilegios  y exenciones 
ros-  de  los  cónsules.  El  articulo  noveno  del  capítulo  primero 
de  la  constitución,  prohíbe  á cualquier  individuo  el  desempeño  si- 
multáneo, sin  consentimiento  del  congreso,  de  un  empleo  bajo  el 
gobierno  federal  y otro  bajo  uno  extranjero.  El  artículo  segundo 
del  capítulo  tercero  concede  á los  que  no  sean  nacionales  el  privi- 
legio de  ser  demandados  ante  los  tribunales  federales;  y la  sección 
novena  del  acta  judicial  confiere  á estos,  con  cortas  excepciones,  la  ju- 
risdicción exclusiva  de  las  demandas  que  se  entablen  contra  los  cón- 
sules y vice-cónsules;  extendiéndose  aquel  á los  que  sean  también 
ciudadanos  de  los  Estados-Unidos,  y,  por  acumulación  de  autos,  á 
todos  los  particulares  que  lo  fuesen  juntamente  con  ellos.  La  razón  de 
esto  es,  que  el  gobierno  de  los  Estados-Unidos  quiere  entender  direc- 
tamente en  todos  aquellos  asuntos  que  puedan  rozarse  con  cuestiones 
internacionales,  como  ha  declarado  terminantemente  el  tribunal  de 
apelación  de  Nueva-York. 

La  convención  firmada  entre  Francia  y la  república  norte-ameri- 
cana, el  23  de  febrero  de  1853,  reconoce  á los  cónsules  de  ambos 
Estados,  las  garantías  que  hoy  exige  el  derecho  de  gentes;  disponien- 
do que  los  unos  y los  otros  gozarán  exención  de  alojamientos  mi- 
litares, del  servicio  en  el  ejército  ó en  la  guardia  nacional  y de  otros 
deberes  de  la  misma  naturaleza,  y de  toda  contribución  directa  ó 
personal,  ya  sea  federal,  del  Estado,  ó municipal.  Si  los  cónsules  son 
ciudadanos  del  mismo  país  en  que  residen,  ó adquieren  en  él  bienes 
raíces  y entran  en  negocios,  se  estipuló  en  ella  que  se  sujeten  en- 
tonces á iguales  contribuciones  é impuestos,  y á los  mismos  tribuna- 
les que  los  demás,  exceptuándoles  solamente  en  los  asuntos  corres- 
pondientes á sus  funciones  consulares.  * 

Deberes  y § 274.  Los  deberes  que  tienen  los  cónsules  con  respecto 

poderes  so-  . 

bro  los  com-  a sus  conciudadanos  ó representados  se  definen  por  las 

patriotas.  . . . . 

leyes  especiales.  No  suele  ser  esto  en  ningún  caso  de  la 
competencia  del  derecho  internacional,  y lo  mismo  sucede  con  los 

323,  Ilorne,  On  diplomacy,  sec.  1,  § 13 ; Cushing,  Opinions  of  U.  S . att'ys  geni. , vol. 
Mil,  p.  169;  De  Clcrq  et  de  Vallat,  Guíele  des  consulats,  liv.  1,  ch.  1,  § 4;  Meusch, 
Manuel  du  consulat , pte.  1,  ch.  4;  Martens,  Guide  diplomatique,  vol.  I,  § 74; 
uquelme,  Derecho  público  internacional,  lib.  2,  cap.  ad.f  3. 

alleelt  International  law,  ch.  10,  § 12;  Constitution  of  the  United  States,  arta, 
’ y late\Stalutes  al  lar(Je>  vo1-  h PP-  77,  88,  272;  vol.  II,  p.  82;  vol.  V, 
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poderes  ó facultades  que  sobre  ellos  tengan.  Sin  embargo,  debemos 
advertir  que  no  pueden  ejercer,  sin  el  permiso  del  Estado  en  que  se 
encuentren,  otra  clase  de  jurisdicción  que  la  arbitral,  limitada  gene- 
ralmente á las  cuestiones  que  tienen  relación  con  asuntos  mercantiles- 
como  por  ejemplo,  las  que  se  promuevan  entre  el  capitán  de  un 
buque  y el  sobrecargo,  ó entre  estos  y los  consignatarios,  ó entre 
aquel  y los  marineros,  etc.,  etc. 

Algunos  tienen  el  derecho  de  exigir  á los  individuos  de  su  nación 
que  lleguen  al  lugar  de  su  residencia,  la  presentación  de  sus  pasa- 
portes y la  declaración  del  objeto  de  su  viaje;  el  de  convocar  á 
todos  los  negociantes  de  su  país  que  se  encuentren  en  el  mismo, 
así  como  á los  capitanes  de  los  buques  anclados  en  el  puerto,  para 
tratar  de  los  asuntos  generales  del  comercio  y de  los  que  tengan  un 
interés  nacional.  Esto  puede  ya  dar  origen  á cuestiones  internacio- 
nales; así  es  que  en  algunos  Estados  se  necesita  una  autorización 
especial  del  gobierno.  * 

§ 27o.  La  institución  consular  en  los  pueblos  civilizados 

r No  tienen  ju- 
no goza  del  privilegio  de  exterritorialidad,  creado  por  el  risdiccion 

derecho  de  gentes  á favor  de  los  ministros  públicos.  Esta  minai, 
regla  general  se  aplica  para  saber  si  los  cónsules  tienen  ó no  ju- 
risdicción civil  y criminal  sobre  sus  compatriotas  ó representados. 
Por  esto,  los  casamientos  y divorcios  que  se  verifiquen  ante  ellos 
no  son  válidos  para  los  tribunales  extranjeros,  ni  generalmente  para 
los  del  país  que  representen.  Porque  no  teniendo  el  privilegio  de  la 
exterritorialidad,  y no  siendo  tampoco  empleados  del  Estado  en  que 
residen,  los  actos  civiles  que  autoricen  entre  sus  compatriotas  no  se 
rijen  por  el  principio  de  la  lex  loci  ni  de  su  propio  país,  ni  de 
aquel  en  que  se  encuentren.  Tal  es  la  doctrina  admitida  y sancio- 
nada por  muchas  decisiones  importantes  en  los  Estados-Unidos  de 
América. 

Los  de  Francia,  Portugal  y algunas  otras  naciones  de  Europa,  pue- 
den autorizar,  con  validez  en  sus  respectivos  países,  los  matrimonios, 
divorcios,  etc.,  etc. 


* De  Clercq  et  de  Vallat,  Guido  des  consulats,  liv.  6,  ch.  I;  Mensch,  Manu°  ' 

sulat,  pte.  1,  ch.  9,  sec.  1 ; Phillimore,  On  internatimal  law,  vol.  II,  b - • > " 

ne,  On  diplomacy , sec.  1,  § 13;  Bello,  Derecho  internacional,  pte.l,  cap.  i,  9 >a  - 
tel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-  o ere,  iv,  c • ->  . 

34;  Martcns,  Prccis  du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotce  pur  <Ji.  \ erge, 

liv.  4,  ch.  3,  § 149;  Martcns,  Guido  diplomatique,  § 78;  Heflter,  Droit  vilerna- 
lióna’l,  liv.  3,  ch.  3,  § 24(7 ; Moreuil,  Manuel  des  a¿w's  consulaires,  pie.  3,  til.  2; 
Wildman,  International  law,  vol.  I,  p.  130. 
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En  algunas  cuestiones  de  derecho  marítimo  é internacional,  como 
por  ejemplo,  en  los  casos  de  presas,  se  les  permite  que  comparezcan 
ante  el  almirantazgo  en  representación  de  los  intereses  de  sus  com- 
patriotas; pero  lo  mismo  en  este  que  en  otros  muchos  que  pue- 
den ocurrir,  no  intervienen  en  virtud  de  un  derecho  de  jurisdicción, 
sino  por  su  carácter  de  protectores  de  los  intereses  de  la  nación  que 
los  haya  nombrado.  * 


§ 276.  Una  de  las  facultades  de  que  se  hallan  general- 
do  TSur-  mente  revestidos  es  la  de  extender  pasaportes  á favor  de 
los  subditos  de  su  país  que  vivan  dentro  de  los  lími- 
tes del  consulado,  y la  de  visar  los  que  hayan  sido  anteriormente 
concedidos  por  el  gobierno  del  suyo  ó por  sus  agentes  en  el  extran- 
jero, y los  expedidos  por  la  autoridad  del  Estado  en  que  residan  para 
los  dominios  de  la  nación  cuyos  intereses  representen. 

Pero  esto  concierne  mas  bien  á la  legislación  especial  de  cada  pue- 
blo que  á la  internacional.  Y en  este  asunto  obrarán  con  gran  cui- 
dado y circunspección,  debiendo  llevar  un  registro  exacto  de  los  que 
que  expidan  ó rubriquen.  ** 

§ 277.  Es  muy  frecuente  que  los  cónsules  se  vean  en  la  ne- 
cono.ímicn-  cesidad  de  dar  certilicados  sobre  ciertos  hechos  relativos  al 
comercio  ó la  navegación  que  interesen  á sus  conciuda- 
danos, y ocurre  repetirás  veces  que  tengan  que  legalizar  ciertos  ac- 
tos para  lo  cual  les  haya  concedido  autorización  la  legislación  del 
Estado.  Tal  acontece  con  el  traspaso  de  bienes,  declaraciones  de  tes- 
tigos en  asuntos  civiles,  lees  de  vida,  certilicados  de  residencia,  etc., 
etc.,  cuyo  valor  legal  no  puede  ser  determinado  sino  por  la  jurispru- 
dencia especial  de  cada  pueblo.  *** 


* De.  Clercq  et  de  Vallat,  Guíele  cíes  consulats,  liv.  8,  ch.  1 sec.  1,  Wheaton,  Ele- 
ments  du  droil  in Icrnational,  pte.  3,  ch.  1,  § 22;  Wicquefort,  De  l'ambassadeur  et 
ses  fonctions,  liv.  J , § 5;  Bynkershoek,  De  foro  legatoi  um,  cap.  4 0 ; Martens,  Précis 
du  droit  des  ^CHS,édition  Guillaumin,  annotée  par  Cli.Yergé,  liv.  4,  ch.  3 § 148;  Kent, 
Commenlaries  on  amcrican  laiv,  5 edit.  vol.  I,  pp.  43,  45;  Foelix,  Droit  internar 
tional privé,  § 191;  Cushing,  Opinions  V.  S.  attorneys  general,  vol.  VII,  p.  18;  vol. 
Mil, p.  98;  Santos  Bárrelo,  Traité  du  consulat,  vol.  1,  p.  21;  Miltitz,  Des  consu- 
lats, pte.  2,  pp.  408,  414,  425;  Riquelme,  Derecho  público  internacional , lib.  2, 
cap.  ad.,  3;  British  statuter , 12  and  13  Vic.,  c.  62. 

**  be  Clercq  el  de  Vallat,  Cuíde  des  consulats,  liv.  6,  ch.  4,  sec.  1;  Mensch,il/a- 
nuel  du  consulat,  pte.  1,  ch.  9,  sec.  11;  Martens,  Guidc  diplomatique,  § 78;  Fynn, 
British  consul’s  handbook,  pp.  36,  55;  Phillimore,  On  intcrnational  lato,  vol.  II.  § 
258^  Home,  On  diplomacy , sec.  1,  § 13;  Wildman , International  law,  vol.  I,  p.  130. 

De  Clercq  et  deVa.lat  Gtrde  des  consulats, liv.  6,  ch.4 ; Mensch,  Manuel  ducon- 
su  al,  pte.  1,  ch.  9,  sec.  10;  Martens,  Guidc  diplomatique,  § 78;  Instructions  to 
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§ 278.  Si  los  deberes  de  los  cónsules  les  obligan  á cui- 
dar muy  particularmente  de  los  intereses  de  sus  conciuda- 
danos, no  se  extienden,  sin  embargo,  hasta  el  punto  que 
puedan  dar  protección  alguna  contra  un  procedimiento  en 
regla  que  se  siga  por  los  tribunales  del  país.  El  que  tal  hiciera, 
podrá  ser  depuesto  y castigado.  Lo  único  que  se  les  permite  es  que 
vean  si  las  leyes  se  aplican  debidamente  y que  de  no  ser  así  lo  co- 
muniquen á su  gobierno,  el  cual  pedirá  las  explicaciones  oportunas. 

Sin  embargo , observando  una  conducta  firme,  pero  siempre  den- 
tro de  su  estera  de  acción,  y haciendo  uso  de  su  influencia  personal 
y oficial  con  las  autoridades  locales,  puede  proteger  y escudar  en 
gran  manera  los  justos  derechos  de  sus  conciudadanos  ó mitigar 
algo  en  su  favor  la  severidad  de  las  leyes.  * 

§ 279.  No  todos  los  Estados  consienten  á sus  cónsules  cónsul  co- 
que sean  comerciantes,  y en  rigor  de  derecho,  no  debería  mercmnle- 
nunca  hacerse  su  concesión  en  contra  de  la  cual  están  todos  los  pu- 
blicistas. El  cónsul  comerciante  se  pone  por  necesidad  en  concurrencia 
y lucha  con  los  del  lugar  en  que  resida,  mas  aun,  los  de  su  país 
podrán,  ver  en  tal  hecho  una  causa  que  les  haga  dudar  de  la  justicia 
é imparcialidad  que  tienen  derecho  á exigirle;  siendo  el  resultado 
que  destruye  su  influencia  oficial  y la  moral  que  debe  ejercer  sobre 
sus  conciudadanos.  ** 


No  pueden 
intervenir 
contra  un 
proce- 
dimiento 
civil. 


§ 280.  Los  privilegios  é inmunidades  de  los  cónsules 
cristianos  en  Oriente  son  mucho  mas  importantes  y exten- 
sos que  los  que  disfrutan  en  los  pueblos  mas  civilizados. 
Débese  esto,  bien  á tratados  especiales,  ó ya  á que  han 


Los  cónsules 
de  los  Esta- 
dos cristia- 
nos en 
Oriente. 


conservado  allí  el  carácter  diplomático  y las  prerogativas  de  jurisdic- 
ción que  tenian  en  su  origen.  En  conformidad  con  estos  principios, 
los  sultanes  les  han  concedido  el  privilegio  de  la  jurisdicción  sobre  sus 
compatriotas ; tanto  civil  como  criminal , dependiente  en  un  todo  de 


british  consuls,  1846,  sec.  16;  Phillimore,  On  internalional  law,  vol.  II,  § 2o8;  Horne, 
On  diplomacy , sec.  1,  § 13;  Wildman,  International  law , vol.  I,  p-  130,  HefTter, 
Droit  International,  § 247. 

* Mensch,  Manuel  du  cons-ulat,  pte.  1,  ch.  6;  Bello,  Derecho  internacional,  pie.  1, 
cap.  7,  § 2;  British  statutes,  17  y 18  vic.,  c.  104;  Phillimore,  On  internalional  law, 
vol.  II,  § 258;  Horne,  On  diplomacy,  sec.  1,  § 13;  Martens,  Cuide  d'plomatique , 
§ 78;  Moreuil,  Manuel  des  agenls  consulaires,  pte.  3,  tit.  2;  Riquelme,  Derecho  publi- 
co internacional,  lib.  1,  cap.  ad.  3. 

**  Martens,  Guide  diplomaliquc , §§  74,  79;  Santos  et  Bárrelo,  Traite  du  consulal, 
pp.  171,  196;  Bello,  Derecho  internacional,  art.  1,  cap.  7,  §1;  Phillimore,  On  in- 
ternalional law,  y ol.  II,  §251;  De  Cussy,  Reglements  consulaires,  pte  1,  sec.  3. 

379 


DE  LOS  CONSULES 


[CAP.  VIH 


§ 282 

la  legislación  del  Estado  que  representen  : así  es  que  los  asuntos  civi- 
les en  que  entienden,  están  generalmente  sujetos  á apelación  ante 
los  tribunales  superiores  del  país  respectivo,  y en  los  criminales, 
siempre  que  la  pena  no  sea  pecuniaria,  deberán  disponer  que  los 
procesados  sean  conducidos  á su  nación  para  ser  juzgados.  * 

los  cónsules  § 281.  Los  poderes  generales  de  los  cónsules  de  los  pue- 
en  china.  ]jjos  cr¡stianos  en  Turquía , Berbería  y otros  países  maho- 
metanos se  han  conferido  también,  por  tratados  especiales,  á los 
cónsules  européos  y americanos  en  el  imperio  de  la  China ; creándose 
por  este  medio,  á favor  de  los  extranjeros  que  residan  ó visiten  al- 
guna parte  del  celeste  imperio,  una  especie  de  exterritorialidad,  en 
virtud  de  la  cual  están  sujetos  solamente  á las  leyes  y autoridades  de 
su  patria  y no  á la  jurisdicción  civil  y criminal  de  los  magistrados 
locales.  ** 

, S 282.  El  artículo  13  del  tratado  de  comercio  entre  In- 

Tratado  en-  ° 

tre  Inglaterra  glaterra  y la  China,  firmado  el  año  1843,  establece  lo  si- 
guíente : 

« Cuando  un  súbdito  británico  tenga  motivo  de  queja  de  un  chino 
deberá  primeramente  presentarse  y exponer  su  agravio  al  cónsul,  el 
cual  se  informará  entónces  del  caso  y hará  lo  posible  por  arreglarlo 
amistosamente.  Lo  mismo  obrará  en  el  caso  contrario.  Si  algún  co- 
merciante inglés  desea  dirigirse  á las  autoridades  chinas  deberá  enviar 
la  petición  por  conducto  del  cónsul,  quien  verá  si  el  lenguaje  es 
conveniente,  y sino  tratará  de  que  se  cambie,  ó rehusará  darle  curso. 
Si,  desgraciadamente,  se  promoviesen  cuestiones  de  tal  naturaleza, 
que  no  pudiese  arreglarlas  amistosamente,  solicitará  el  auxilio 
de  un  empleado  chino  para  que  puedan  examinar  juntos  el  asunto  y 
decidirlo  equitativamente.  Respecto  al  castigo  de  los  criminales  ingle- 
ses,  el  gobierno  inglés  decretará  las  leyes  necesarias  al  efecto,  autori- 
zando al  cónsul  para  ponerlas  en  práctica ; y respecto  al  de  los 
criminales  chinos  deberán  ser  juzgados  y castigados  por  sus  mismas 


Halleck,  International  law,  ch.  10,  § 19;  Phillimore,  On  international  law, 
vol.  II,  §§  261-271. 

*’*  Moreuil,  Manuel  des  agents  consulaires,  Introduction;  appendice,  p.387;  Riquelrac, 
Derecho  público  international,  lib . 2,  cap.  ad.  3;  Heffter,  Droit  international,  liv.  3, 
ch.  3,  § 245;  Miltitz,  Manuel  des  consulats,  vol.  II,  pte  2,  pp.  3 et  seq. ; Mirus,  Das 
euiop.  gesandschaflsrecht,  §396;  Merlin,  Répertoire,  tit.  consuls  franpais ; Dalloz,  Ré- 
pertoire,  tit.  consuls , § I;  Fhillimore,  On  international  law,  vol.  II,  § 277;  Gardner, 
ns ü tutes,  p.  503;  Tratado  entre  la  Gran-Bretañay  la  China,  1842,  1843;  Tratado 
en  ic  los  Estados-Unidos  y la  China,  julio  3 de  1844;  Tratado  entre  la  Francia  y la 
China,  octubre  24  de  1844. 
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leyes  del  modo  provisto  en  la  correspondencia  que  tuvo  lugar  en 
Nankin  después  de  celebrada  la  paz.  » * 

§283.  Respecto  á la  jurisdicción  y á los  poderes  judi-  Acladcl  par_ 
cíales  ejercidos  por  los  cónsules  británicos  y otros  emplea-  lament0- 
dos  en  Oriente  y en  China  para  poner  en  vigor  dicho  artículo,  el 
estatuto  inglés  es  muy  general  en  sus  términos,  habiéndose  suplido 
los  detalles  por  órdenes  del  consejo  é instrucciones  del  Foreign  office 
(Ministerio  de  relaciones  exteriores.)  El  estatuto  de  agosto  de  1843 
(6  y 7 vic.,  c 94)  dispone  : « Que  Su  Magestad  tiene  y tendrá,  ejerce 
y ejercerá,  disfruta  y disfrutará  legahnente  de  cualquier  poder  ó ju- 
risdicción que  ahora  tenga  ó adquiera  en  tiempo  venidero  en  cual- 
quier país  ó punto  fuera  de  sus  dominios,  de  la  misma  y ámplia 
manera  que  si  Su  Magestad  hubiese  adquirido  tal  poder  ó jurisdic- 
ción por  la  cesión  ó conquista  del  territorio.  — Que  cualquier  acto, 
asunto  ó cosa  que  pueda  hacer  en  cualquier  época  en  cumplimiento 
de  tal  poder  ó jurisdicción  ejercido  por  Su  Magestad  en  cualquier  país 
ó punto  de  fuera  de  sus  dominios,  serán  considerados  y juzgados  en 
todos  los  tribunales  eclesiásticos  y civiles  y en  cualquier  parte  que 
sea  dentro  de  los  dominios  de  Su  Magestad  en  todos  los  casos  y en 
todos  sentidos,  tan  válidos  y eficaces  como  si  se  hubiesen  hecho  de 
acuerdo  con  la  ley  local  entonces  en  vigor  en  tal  país  ó punto.  » ** 

§ 284.  Como  consecuencia  de  las  estipulaciones  del  con-  ordenes  6 
venio  celebrado  con  la  China,  se  decretaron  por  el  consejo  británicas, 
dos  órdenes  importantes,  respecto  á la  jurisdicción  civil  y criminal 
de  los  cónsules  ingleses  en  Levante;  y el  Foreign  office  publicó  un 
memorándum  para  que  les  sirviese  de  guia,  especificando  claramente 
sus  principios.  Dice  el  citado  documento  que  siendo  este  derecho  una 
excepción  al  sistema  observado  entre  las  naciones  cristianas,  y deri- 
vándose únicamente  de  las  concesiones  hechas  por  la  soberanía  terri- 
torial, debe  estrictamente  limitarse  á los  términos  en  que  esté  hecha 
la  concesión;  declarando  además,  que  su  extensión  depende  de  la 
voluntad  del  gobierno  inglés  que  en  uso  de  sus  derechos  podrá  con- 
cederles mayor  ó menor  autoridad  sobre  los  nacionales;  siendo,  pot 
tanto,  las  medidas  que  de  tiempo  en  tiempo  dicte  el  gobierno,  la 


* Annual  register  for  1843,  vol.  LXXXV,  p.  371 ; Chínese  treatics,  Hongkong,  1844, 
pp.  99,  et  seq.;  Phillimore,  On  inlernational  law,  vol.  II,  § 277;  Halleck,  Intel  - 
nalional  law,  ch.  10,  § 24. 

**  fírilish  slatules,  6 and  7 vic. , c.  94;  Phillimore,  On  inlernational  law , vol.  II, 
§ 275;  Halleck,  International  law,  ch.  10,  § 25. 
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única  fuente  á que  deberá  acudir  el  cuerpo  consular  inglés  en  Oriente 
para  medir  la  importancia  de  su  jurisdicción.  * 

§ 28o.  Los  artículos  del  tratado  firmado  por  Francia  y 
Tprancianyrc  China,  referentes  ú las  exenciones  y privilegios  de  los  cón- 

China‘  sulcs,  son  como  sigue  : 

«XXV.  Lorsqu’un  citoyen  franjáis  aura  quelque  sujet  dcplainteou 
quelque  réclamation  a formuler  contre  un  chinois,  il  dcvra  d’abord 
exposer  ses  gricfs  au  cónsul,  qui,  aprés  avoir  examiné  l’affaire,  s’ef- 
forcera  de  1’arranger  amiablement.  De  méme,  quand  un  chinois  aura 
ú se  plaindre  d’un  franjáis,  le  cónsul  écoutera  sa  réclamation  avec 
intérét,  et  cherchera  a ménager  un  arrangement  amiable.  Mais  si  dans 
l'un  ou  l’autrc  cas,  la  chose  était  imposible,  le  cónsul  requerra  l’as- 
sistance  du  fonctionnaire  chinois  competent,  et  tous  deux,  aprés  avoir 
examiné  conjointemcnt  faffaire,  statueront  suivant  féquité.  » 

« XXVI.  Si  dorénavant,  des  citoyens  franjáis,  dans  un  des  cinq  ports, 
éprouvaient  quelque  dommage,  ou  s’ils  étaient  l’objet  de  quelque  in- 
sulte ou  vexation  de  la  part  des  sujets  chinois,  ceux-ci  serón t pour- 
suivis  par  l’autorité  lócale,  qui  prendra  les  mesures  nécessaires  pour 
la  défense  et  la  protection  des  frangais.  A bien  plus  forte  raison,  si 
des  malfaiteurs,  ou  quelque  partie  égarée  de  la  population,  tentaient 
de  piller,  de  détruire  ou  d’incendier  les  maisons,  les  magasins  des 
frangais  ou  tout  autre  établissement formé  par  eux,  lámeme  autorité, 
soit  a la  réquisition  du  cónsul,  soitde  son  propre  mouvement,  enver- 
rait  en  toute  hato  la  forcé  armée  pour  dissiper  l’émeute,  s’emparer 
des  coupables  et  les  livrer  á toute  la  sévérité  des  lois  : le  tout  sans 
préjudice  des  poursuites  á exercer  par  qui  de  clroit  pour  indemnisa- 
tion  cíes  portes  éprouvées.  » 

« XXVII.  Si,  malheureusement  í\  s’élevait  quelque  rixe  ou  quelque 
querelle  entre  des  frangais  et  des  chinois,  comine  aussi  dans  le  cas  oü, 
durant  le  cours  d’unc  semblable  querelle,  un  ou  plusieurs  individus 
seraient  tués  ou  blessés,  soit  par  des  coups  de  feu,  soit  autrement,  les 
chinois  seront  arrétés  par  fautor  i té  chinoise,  qui  se  chargera  de  les 
faire  examiner  et  punir,  s’il  y a lieu,  conformément  aux  lois  du 
pays.  Quant  aux  frangais,  ils  seront  arrétés  á la  diligence  du  cónsul, 
et  celui-ci  prendra  toutes  les  mesures  nécessaires  pour  que  les  préve- 
nus  soient  livrés  a faction  réguliére  des  lois  frangaises,  dans  la  forme 


* Annual  regisler,  vol.  LXXXY,  p.  370;  Orders  in  couneil,  oct.  2 1 843,  junio  19 
844;  lynn.  Dritish  consuls  abroad ; Philiimore,  International  law,  vol.  II,  § 276; 
ftlartens,  Nouveau  recueil  de  traites,  pn.  418,  484. 
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et  suivant  Jes  dispositions  qui  seront  ultérieurement  détcrminées  pal- 
le gouvernemcnt  franjáis.  II  en  sera  de  méme  en  toule  circonstance 
an alogue  et  non  prévue  dans  la  presente  convention,  le  principe 
étant  que,  pour  la  répression  des  crimes  et  délits  commis  par  eux 
dans  les  cinq  ports,  les  franjáis  seront  constamment  régis  par  la  loi 
frangaise.  » 


« XXVIÍÍ.  Les  frangais  qui  se  trouveront  dans  les  cinq  ports  dépen- 
dront  également,  pour  toutes  les  clifficultés  ou  les  contestations 
qui  pourraient  selever  entre  eux,  de  la  jurisdiction  frangaise.  En  cas 
de  diífercnds  survenus  entre  frangais  et  étrangers,  il  est  Lien  stipu- 
lé,  que  l’au torito  chinoise  n’aura  a s’en  méler  d’aucune  maniere.  Elle 
n’aura  pareillement  á exercer  aucune  action  sur  les  navircs  mar- 
chands  frangais;  ccux-ci  ne  releveront  que  de  l’autorité  frangaise  et 
du  capitaine.  » * 


§ 286.  M.  De  Clercq  se  lamentaba  en  1851,  de  que  aun  Leyes  y re- 
no se  hubieran  publicado  en  Francia  leyes  y reglamentos  tanccses! 
especiales  para  llevar  á cumplido  efecto,  en  lo  relativo  al  cuerpo  con- 
sular, el  tratado  de  1844  con  la  China.  Era  en  verdad  extraño  que, 
siete  años  después  de  haberse  firmado,  los  cónsules  franceses  en 
aquel  país  no  ejercieran  mas  atribuciones  que  las  concedidas  por  una 
ordenanza  de  1851.  Por  íin,  el  8 de  julio  de  1852,  se  expidió  una  ley 
con  el  objeto  de  reglamentar  su  jurisdicción  en  conformidad  con  las 
disposiciones  de  aquel;  la  cual  se  basaba  generalmente,  para  la 
criminal,  en  la  de  23  de  mayo  de  1836;  y en  lo  que  concierne  á 
la  civil  en  las  determinaciones  del  edicto  de  junio  de  1778.  Por 
ella  se  permite , en  ciertos  casos  que  se  especifican , apelar  de 
los  tribunales  consulares  franceses  en  China  al  superior  de  Pondi- 
chcry,  y en  su  virtud,  Francia  ha  reglamentado  en  todos  sus  puntos 
el  ejercicio  de  la  jurisdicción  que  compete  á sus  cónsules  en 
Oriente.  ** 

§ 287.  El  3 de  julio  de  1844  se  firmó  entre  los  Esta-  Tnitadoentre 
dos-Unidos  de  la  América  del  norte  y China  un  tratado  Unidos  y Chi- 
general  de  comercio.  He  aquí  lo  que  en  él  se  dispone , 


•De  Clercq,  Recudí  des  trailés  de  la  Franco,  yol.  V,  p 250 ; De  Clercq, 
Formulaire  des  chancelleries,  tome  II,  p.  369;  Moreuil,  Manue  ces  agen  s 
taires,  pte.  2,  p.  239;  Chenese  trealies,  Hongkong,  1844.  pp.  80,  «-• 

**  De  Clercq  et  de  Vallal,  Guido  des  consulals,  liv.  8,  ch.  3;  De  Clercq,  Formu- 
laire des  chancelleries,  vol.  II,  pp.  369,  374,  Moreuil,  Manuel  des  agents  consulajes, 
pp.  379,  et  seq.;  Ordonnance  d’aoiU  1681,  liv.  1 tit.  9,  arts.  13,  15. 
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acerca  de  Ja  jurisdicción  que  pueden  ejercer  en  China  los  cónsules 
norte-americanos. 

« Arlicle  twenty -first.  Subjects  of  China  who  may  be  guilty  of  any, 
criminal  act  toward  citizens  of  the  United  States,  who  may  commit 
any  crime  in  CJiina,  sliall  be  subject  to  be  tried  and  punished  only 
by  tíic  cónsul  or  other  public  functionary  of  the  United  States,  thereto 
autorised,  according  to  tile  laws  of  the  United  States.  And  in  order 
to  the  prevention  of  all  controversy  and  disaífection,  justice  sliall  be 
cquitably  and  impartially  administered  on  both  sides. » 

« Article  twenty  fourth.  íf  citizens  oí  the  United  States  llave  special 
occasion  to  address  any  communication  to  the  clónese  local  oíficers 
of  government,  they  sliall  submit  the  same  to  cónsul  or  other  officer, 
to  determine  if  the  language  be  proper  and  respectful  and  the  mas- 
ter  just  and  riglit  in  which  event  he  shall  transmit  the  same  to  the 
appropriate  authorities,  for  their  consideration  and  action  in  the 
premises.  In  like  manner  if  subjects  of  China  have  special  occasion  to 
address  the  cónsul  of  the  United  States,  they  shall  submit  the  commu- 
nication to  the  local  authorities  of  their  own  government,  to  deter- 
mine if  the  language  be  respectful  and  proper,  and  the  matter  just 
and  right  in  which  case  the  said  authorities  will  transmit  the  same 
to  the  cónsul,  or  other  officer,  for  his  consideration  and  action  in  the 
premises.  And  if  controversies  arise  between  citizens  of  the  United 
States  and  subjects  of  China,  which  cannot  be  amicably  settled  other- 
wise  the  same  shall  be  examined  and  decided  conformably  to  justice 
and  equity,  by  the  public  oíficers  of  the  two  nations  aeting  in  con- 
junction.  » 

« Artide  twenty  fifth.  All  questions  in  regard  to  riglits,  whether 
of  property  or  person  arising  between  citizens  of  the  United  States  in 
China  shall  be  subject  to  the  jurisdiction  and  regulated  by  the  autho- 
rities of  their  own  government.  And  all  controversies  occuring  in 
China,  between  citizens  of  the  United  States  and  the  subjects  of  any 
other  government,  shall  be  regulated  by  the  treaties  existing  be- 
tween the  United  States  and  sucli  governrnents,  without  interference 
on  the  part  of  China.  » * 

observado-  § 288.  Mr.  Cushing,  comisionado  por  los  Estados-Unidos 
este  tratado  para  el  arreglo  de  este  tratado,  observa  acerca  de  su  signi- 

* U.S.  stalutesat  largo,  vol.  VIII,  pp.  592  et  seq.;  Wheaton,  Elemente  du  droil 
úilcrnalioual , pte.  2,  ch.  2,  § 11;  Chínese  treaties , Hongkong,  1844,  pp.  45,  48; 
Halleck,  International  law , ch.  10,  § 29. 
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ficacion,  con  respecto  á las  atribuciones  de  jurisdicción  por  el  comi- 

que  confiere  á los  cónsules,  que  en  las  cuestiones  civiles  los  Estados- 
* . -ji  . unidos  norte- 

quedan  sujetos  á la  jurisdicción  propia  de  las  auton-  americanos. 

dades  norte-americanas  en  China  todas  las  que  se  promuevan  allí 
entre  sus  conciudadanos ; sometidas  á las  de  la  república  y al  gobierno 
chino  todas  las  que  se  susciten  entre  uno  de  aquellos  y un  chino,  y á 
las  leyes  internacionales  existentes,  las  que 'surjan  entre  cualquiera  de 
los  primeros  y otro  de  una  nación  que  no  sea  la  China.  Con  res- 
pecto á los  asuntos  criminales,  el  tratado  referido,  como  dice  Mr.  Cu- 
shing,  reconoce  la  exterritorialidad  absoluta  é incalificada  en  aquel 
país  de  los  ciudadanos  de  la  república. 

Después  de  ratificado,  y con  objeto  de  resolver  todos  los  puntos 
de  derecho  de  inmediata  aplicación  , se  publicaron  en  los  Estados- 
Unidos  el  acta  de  11  de  agosto  de  1848  y el  decreto  de  2 de  octu- 
bre de  1854,  que  contienen  un  sistema  completo  de  procedimientos  y 
la  organización  de  tribunales  competentes  para  todas  jlas  cuestiones 
que  puedan  suscitarse  en  China.  * 

* Cushing,  Opinions  U.  S.  attorneys  general,  vol.  YIÍ,  pp.  498,  501;  Wheaton, 
Eléments  du  droit  Ínter national,  pte.  2,  ch.  2,  § 11;  Haileck,  International  law, 
ch.  10,  § 30;  Treaty  between  the  U.S.  and  China,  art.  25. 
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Todos  los 
derechos  in- 
ternaciona- 
les tieneD 
sus  deberes 
correspon- 
dientes. 


§ 289.  Se  puede  decir,  en  términos  generales,  que  no 
hay  derecho  que  no  lleve  consigo  el  cumplimiento  de 
algún  deber.  Por  esta  razón  el  goce  de  los  derechos  recí- 
procos de  los  Estados  obliga  á llenar  sus  deberes  res-, 
pectivos. 


Vahel  ha  dividido  los  derechos  mutuos  de  las  naciones  en  perfectos 
é imperfectos.  Por  mucho  que  esta  clasificación  haya  sido  censurada 
por  algunos  publicistas,  que  no  admiten  mas  que  los  primeros,  ó 
stricti  juris , y sus  deberes  correspondientes,  y que  colocan  los 
segundos  como  reglas  de  cortesía  internacional,  comitas  gentium , ó 
leyes  de  conveniencia,  es  lo  cierto  que  ha  pasado  al  tecnicismo 
propio  del  derecho  de  gentes  y ha  sido  reconocida  por  el  uso. 


Según  Halleck  pueden  dividirse  los  deberes  recíprocos  de  los  Esta- 
dos en  tres  grandes  grupos  : 


Io  Deberes  perfectos,  como  son  los  que  se  refieren  al  de  hacer 
justicia  y respetar  la  independencia,  igualdad,  propiedad,  legislación 
y jurisdicción,  etc.,  de  los  demás  Estados. 

2o  Deberes  imperfectos,  reconocidos  generalmente  por  la  jurispru- 
dencia internacional  como  obligatorios,  pero  cuyo  cumplimiento  no 
puede  exigirse  ó reclamarse  coercitivamente.  Tales  son  los  corres- 
pondientes á los  de  urbanidad,  relaciones  diplomáticas  y mercanti- 
les, etc.,  etc. 


3°  Deberes  imperfectos,  fundados  únicamente  en  la  ley  de  la  natu- 
raleza, y de  los  cuales  parece  como  que  prescinde  el  derecho  positivo 
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de  las  naciones.  En  este  número  se  encuentran  los  de  humanidad 
de  atención  recíproca,  de  amistad,  etc.  * * * § 

§ 290.  El  deber  que  tienen  los  Estados  de  hacer  justi- 
cia á los  demás  en  todo  tiempo  y en  todas  ocasiones,  es  toctos0^" 
perfecto  y no  se  puede  faltar  á él  por  ningún  motivo.  Su  naciunales- 
cumplimiento  rigoroso  es,  según  Vattel,  «aun  mas  necesario  entre 
las  naciones  que  entre  los  individuos,  porque  la  injusticia  tiene  con- 
secuencias mas  terribles  en  las  contiendas  de  estos  poderosos  cuer- 
pos políticos , y la  reparación  es  mas  difícil  de  obtener.  » La  regla 
general  que  puede  establecerse  con  respecto  á esta  clase  de  deberes,  es 
que  los  Estados  tienen  forzosamente  que  cumplir  todos  los  actos  que  á 
nombre  suyo  se  deban  mútuamente.  Se  podrá  discutir  en  casos  dados 
sobre  si  el  derecho  es  ó no  perfecto,  pero  una  vez  declarado  tal,  nin- 
guna nación  civilizada  puede  negarse  á cumplirle.  Y es  tal  su  fuerza, 
que  es  posible  decir,  que  obliga  lo  mismo  á los  gobiernos  que  á los 
ciudadanos,  pesando  igualmente  sobre  todos  los  individuos  y colec- 
tividades que  forman  las  naciones.  ** 

§ 291.  Una  de  las  cuestiones  mas  importantes  de  dere- 

. . _ i Un  Estado 

cho  internacional  discutida  en  los  tiempos  modernos,  es  la  no  es  repon- 

sal)le  d0  los 

reierente  a la  responsabilidad  que  incumbe  á los  gobiernos  dañ!)s  y per- 

...  juicios  que 

por  los  danos  y per  uicios  que  causen  las  facciones  á los  ,as  facciones 

causen  á los 

extranjeros.  - extranjeros. 

Es  tal  la  importancia  de  este  asunto,  que  su  desenlace  puede 
afectar  no  solo  á los  derechos  internacionales  de  los  Estados,  sino 
también  á la  legislación  propia,  exclusiva,  particular  de  cada  pueblo. 
Si  se  establece  que  lo  son,  se  llegará  bien  pronto  en  la  práctica  á 


* Vattel,  Droit  des  gens , édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Fodcré, 

préliminaires,  §§  17,  18;  liv.  2,  ch.  1 ; Halleck,  International  law,  ch.  11,  §§  1,  2, 

pp.  270,  271 ; Vattel,  Essai  sur  le  fondement  du  droit  naturel ; Belime,  Philosophic 
du  droit,  2C  édit.  vol.  I,  pp.  181,  et  seq.;  JoulFroy,  Catéchisme  du  droit  naturel , int. 

§ 1-6;  Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  parCh.  Ver gé, 
intp  § 1,  note.  pp.  32-34  ; Kluber,  Droit  des  gens  moderno,  int.  § 2,  in  fine  p.  4, 
Pezzani,  Principes  supérieurs  de  la  mor  ale;  Wlieaton,  Elómcnts  du  droit  'International, 
pte.  2,  ch.  4,  §§  12  et  seq.;  De  Felice,  Droit  de  la  nalure  el  des  gens,  vol.  II, 
lees.  15-17;  Riquelme,  Derecho  público  internalional,  lit.  1,  cap.  1;  Heinecius, 
De  jur  princip.,  § 2;  Massé,  Droit  commercial,  vol.  I,  §§  45,  46;  Bowyer,  L nicci  sal 
public  law,  chs.  5,  13. 

**  Vattel  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2, 
ch.  5,  §§  63-66;  Paley,  Moral  and  political  philosophy,  b.  1.  ch.  10;  Webster, 
Diplomado  and  official  papers,  p.  167  ; Mackintosh,  Miscellanéous  workes,  p.  181; 
Phillimore,  On  internalional  law,  vol.  I,  p.  35  ; De  Felice,  Droit  de  la  nalure  et 
des  gens,  vol.  II,  lees.  14,  15;  Burlamaqui,  Droit  de  la  nalure  et  des  gens,  v ol.  IV, 
pte.  3,  ch.  1. 
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crear  un  privilegio  absurdo  y funestísimo  á favor  de  los  Estados  mas 
poderosos  y en  contra  de  los  débiles,  ó que  por  circunstancias  espe- 
ciales no  hayan  podido  consolidar  su  situación  política  : y no  escucha- 
rían nunca  las  reclamaciones  que  bajo  este  respecto  les  hicieran  los 
segundos  teniendo  estos,  en  cambio,  que  atender  y cumplir  las 
suyas,  como  ha  sucedido  en  mas  de  una  ocasión  con  las  indemniza- 
ciones pedidas  por  algunos  gobiernos  de  Europa  á los  Estados  sur- 
americanos. 

Mas  no  supondría  solamente  lo  que  acabamos  de  decir,  sino  que  equi- 
f valdría  á conceder  un  privilegio  injustificable  á favor  de  los  extranjeros 
| y contrario  á los  naturales.  Si  estos  no  tienen  derecho  alguno  á exigir 
i que  se  les  resarza  de  los  daños  y perjuicios  que  hayan  sufrido 
¿cómo  han  de  tenerle  los  demás? 

La  consecuencia  inmediata,  ineludible,  de  reconocer  semejante 
principio  seria  el  sostenimiento  de  dos  grandes  desigualdades  y dos 
enormes  privilegios:  una  interior,  privilegio  de  los  extranjeros,  y 
otra  exterior,  que  lo  seria  del  Estado  mas  fuerte. 

Todos  los  autores  de  derecho  internacional  han  negado  mas  ó me- 
nos directamente  que  deba  ser  así.  Los  textos  de  Vattel,  que  hemos 
citado  en  el  artículo  anterior,  pueden  aplicarse  perfectamente  á la« 
cuestión  que  discutimos.  Heffter  reconoce  que,  cuando  una  nación 
sostiene  relaciones  de  amistad  con  otra,  debe  admitir  á los  súbditos 
de  esta  en  condiciones  de  igualdad  con  los  suyos. 

Lord  Stanley,  en  un  notable  discurso  que  pronunció  ante  las  cáma- 

Iras  inglesas  con  motivo  de  la  célebre  cuestión  de  D.  Pacífico , dijo : 
«No  creo  que  los  gobiernos  estén  obligados,  en  todo  el  rigor  de  la 
palabra,  á indemnizar  á los  extranjeros  que  hayan  sufrido  daños  ó 
perjuicios  á consecuencia  de  fuerza  mayor.  Lo  único  que  pueden  hacer 
en  semejante  caso  es  proteger,  por  todos  los  medios  que  estén  á su 
alcance,  á los  nacionales  y á los  extranjeros  residentes  en  su  territo- 
rio contra  las  pérdidas  y las  violencias. » 

Dos  órganos  de  la  prensa  inglesa,  de  incontestable  autoridad,  el 

IMorning  Post  y el  London  News , han  sostenido  la  misma  doctrina 
tratando  de  la  intervención  européa  en  Méjico. 

El  primero  decía  en  el  número  correspondiente  al  7 de  noviembre 
de  1862 : 

« Cuando  un  gobierno  cuya  autoridad  no  está  completamente  ase- 
gurada en  el  interior,  se  muestra,  sin  embargo,  propicio  á hacer  todo 

lo  cpie  pueda  para  proteger  la  vida  y los  bienes  de  los  súbditos  in- 
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gleses,  seria  demasiado  rigor  de  nuestra  parte  exigir  á favor  de  ellos 
una  seguridad  que  es  realmente  muy  difícil  de  obtener.  » 

El  London  News,  del  15  de  febrero  del  mismo  año,  contiene  las  si- 
guientes declaraciones : 

« Eos  hombres  que 'marchan  á otras  tierras  animados  por  el  espí- 
ritu mercantil,  deben  ir  dispuestos  á sufrir  juntamente  con  los  natu- 
rales del  país  los  peligros  á que  todos  están  expuestos  por  los  desór- 
denes y perturbaciones  políticas.  » 

La  jurisprudencia  internacional  se  ha  pronunciado  también  en  con- 
tra de  la  pretendida  responsabilidad.  Los  casos  que  vamos  á citar 
servirán  al  mismo  tiempo  de  ilustración  y comprobación  de  la  doc- 
trina enunciada. 

Con  motivo  de  los  trastornos  políticos  que  tuvieron  lugar 
en  varios  puntos  de  Italia  durante  el  año  1849,  algunos  rSSiícim 
súbditos  ingleses  residentes  en  el  reino  de  Nápoles  y ?n¿ifs°afdo0 
en  el  gran  ducado  de  Toscana,  acudieron  á su  gobierno  TosCdna‘ 
para  que  pidiera  indemnización  al  de  dichos  Estados  por  los  daños  y 
perjuicios  que  habían  sufrido  á consecuencia  de  las  revueltas. 

El  gabinete  de  Londres  entabló  las  oportunas  reclamaciones. 

Las  efectuadas  contra  el  gobierno  de  Toscana  ofrecían  una  par- 
ticularidad notable  : complicaban  en  la  cuestión,  por  lo  menos  mo- 
ralmente, al  gobierno  austríaco.  Sus  tropas  habían  protegido  y 
defendido  los  derechos  del  Gran  Duque  en  contra  de  los  sediciosos, 
y ellas  fueron  las  que  se  apoderaron  de  Liorna,  dando  lugar  con  su 
conducta  á las  reclamaciones  del  gobierno  inglés. 

He  aquí  porque  Austria  se  apresuró  á pasar  una  nota  opinión  dei 

, ...  , , , . . gobierno  de 

a su  embajador  en  Londres  para  que  este  la  comunicara  Austria, 
al  ministro  de  relaciones  exteriores  de  S.  M.  B.,  protes- 
tando en  términos  expresivos  contra  la  conducta  de  Inglaterra  (1). 

(1)  En  la  nota  austríaca,  dirigida  de  Viena  el  14  de  abril  de  1850,  el  príncipe 
de  Schwartzemberg  manifestaba  su  extrañeza,  porque  hubiese  un  Estado  que  recla- 
mara para  sus  súbditos,  establecidos  en  otro  país,  ventajas  y derechos  de  que  no 
disfrutan  los  naturales.  Apoyándose  en  este  raciocinio,  expresaba  la  opinión  de  que 
cuando  un  extranjero  se  establece  en  otra  nación  que  la  suya,  y la  primeia  par  ece 
los  horrores  de  una  guerra  civil,  aquel  no  puede  menos  de  subir  los  re.su  La  os. 
Y,  anadia,  que  por  muy  dispuestos  que  estén  los  pueblos  civilizados  de  ’utopa  a 
ensanchar  los  limites  del  derecho  de  hospitalidad,  jamás  lo  harán  hasta  e pun  o 
de  conceder  á los  extranjeros  privilegios  que  las  leyes  del  país  no  asegui  an  á os 
nacionales . 

Fundándose  también  en  el  derecho  que  tiene  todo  Estado  independiente  de  ase- 
gurar su  propia  conservación,  hasta  valiéndose  de  las  armas,  reiteraba  el  rainistio 
austríaco  su  opinión.  (Véase  el  texto  de  esta  nota  en  la  parte  correspondiente  del 
Diccionario  de  derecho  internacional  y de  la  diplomacia). 
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Pero  la  cuestión  no  quedó  aquí.  El  gobierno  de  Tosca- 
na,  descoso  de  arreglar  amistosamente  el  asunto,  trató  de 
someter  la  diferencia  al  arbitraje  de  una  tercera  potencia 
y recurrió  con  este  fin  al  gabinete  de  San  Petersburgo, 
que  dirigió  una  nota  á su  embajador  en  Inglaterra,  con 
fecha  2 de  mayo  de  1850,  declarando  que  en  su  concepto,  la  cues- 
tión que  debatían  Inglaterra,  Toscana  y Nápoles,  era  tan  evidente  á 
favor  de  estos  últimos  Estados,  que  no  daba  lugar  ni  aun  á la  acep- 
tación de  aquel,  lo  cual  supondría  cierta  justicia  en  el  fondo  de  las 
reclamaciones  (1). 

Estas  dos  notas,  comunicadas  al  gobierno  de  S.  M.  B.  por  los  em- 
bajadores de  Austria  y Rusia,  terminaron  por  completo  con  los  pro- 
pósitos de  Inglaterra. 

El  mismo  principio  fué  aplicado  por  el  gobierno  de 

Otro  caso  de  x r r i o 

reclamado-  los  Estados-Unidos  norte-americanos  en  las  reclama- 
rles de  da- 
nos y perjui-  ciones  entabladas  por  España,  cerca  de  dicha  república, 
cios  entre  1 

los  Estados-  Con  motivo  de  los  sucesos  ocurridos  en  Nueva  - Or- 
inados y Es- 
paña. leans  el  año  1851.  En  esta  fecha  la  isla  de  Cuba  liabia 

sido  invadida  por  López  y sus  partidarios  que  enarbolaron  allí  por 
segunda  vez  la  bandera  de  la  rebelión.  Sofocada  por  las  tropas  de  la 
reina,  las  autoridades  españolas  mandaron  fusilar  cincuenta  norte- 
americanos, que  formaban  parte  de  la  expedición.  Fué  tal  la  irritación 
que  en  Nueva-Orleans  produjo  esta  noticia,  que  el  pueblo  amotinado 
hirió  á varios  españoles,  destruyó  algunas  de  sus  propiedades,  insultó 
la  bandera  de  España , ultrajó  al  cónsul  y allanó  el  consulado.  El 
gobierno  español  reclamó  las  indemnizaciones  correspondientes;  pero 
el  ministro  de  relaciones  exteriores  de  los  Estados-Unidos,  Mr.  Webs- 
ter, manifestó,  que  no  las  estimaba  procedentes,  porque  consideraba 
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Arbitraje 
propuesto 
al  emperador 
de  Itusia.  Su 
dictamen  á 
favor  de  Tos- 
cana. 


(1)  Apoyado  en  el  mismo  razonamiento  que  el  de  Austria,  y mirando  la  cuestión 
bajo  igual  prisma,  el  ministro  ruso,  conde  de  Nesselrode,  se  adhiere,  en  nombre 
del  gobierno  imperial,  á la  opinión  del  de  Viena. 

Según  las  reglas,  dice,  del  derecho  internacional,  tales  como  las  entiende  la  política 
rusa,  no  se  puede  admitir  que  un  soberano,  forzado  por  la  rebelión  de  sus  súbditos, 
ú recuperar  una  ciudad  ocupada  por  los  rebeldes,  esté  obligado  á indemnizar  ü los 
extranjeros  que  hayan  sufrido,  por  tal  causa,  daños  y perjuicios. 

El  ministro  ruso  no  vacilaba  en  creer,  que  el  gabinete  inglés,  reconocería  que  se 
trataba  de  una  de  las  mas  graves  cuestiones  para  la  independencia  de  los  Estados  del 
continente,  y que,  por  tanto,  no  llevaría  mas  adelante  su  pretensión  : pues,  de  no 
set  así,  la  presencia  de  los  súbditos  ingleses  en  una  nación  llegaria  á ser  hasta  un 
azote,  y podria  servir  de  instrumento  á los  revolucionarios  de  todos  los  países  para 
ocasionar  embarazos  al  respectivo  de  cada  uno.  (Véase  el  texto  en  el  Diccionario  de 
cree  o internacional  y de  la  diplomacia,  en  la  parte  correspondiente.) 
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que  los  extranjeros  que  se  establecían  en  el  territorio  de  la  república 
para  ocuparse  en  sus  negocios,  se  sometian,  ipso  fado , á las  mismas 
leyes  y tribunales  que  sus  ciudadanos,  y que  el  gobierno  no  podía 
ser  responsable  de  las  consecuencias  de  un  motín. 

Sin  embargo , Mr.  Webster  consintió  en  indemnizar  al  cónsul , 
alegando  que  dicho  funcionario  se  hallaba  especialmente  colocado 
bajo  la  protección  de  los  Estados-Unidos,  y España  se  dió  por  satis- 
fecha con  esta  solución  (1). 

igual  jurisprudencia  se  ha  seguido  en  casos  numerosísimos,  de  los 
cuales  solo  citaremos  el  de  la  revolución  francesa  de  1789,  el  de  la 
última  insurrección  polaca  y el  de  la  formidable  lucha  sostenida,  poco 
tiempo  ha,  por  los  Estados-Unidos  norte-americanos.  En  todos  ellos 
los  extranjeros  han  sufrido  daños  y perjuicios  gravísimos,  y sin  em- 
bargo, ninguna  nación  ha  exigido  la  responsabilidad  á los  gobiernos 
respectivos. 

La  mayor  parte  de  los  tratados  celebrados  por  las  repúblicas  de  la 
América  del  sur  con  los  Estados  de  Europa  establecen  el  principio 
de  igualdad  entre  los  extranjeros  y los  nacionales,  con  lo  cual 
resuelven  implícitamente  la  cuestión.  * 

§ 292.  ¿ Qué  actos  pueden  considerarse  como  reves-  ei  Estado  es 
tidos  de  carácter  verdaderamente  nacional  ó propios  de  por’ío^acú» 
Estado  ? ¿ Cuáles  pueden  conceptuarse  como  de  esfera  dc¡ónar¡os" 
privada  ó.  individual,  y no  implicando,  por  tanto,  la  res-  pul,hco,s' 
ponsabilidad  de  aquel  ? He  aquí  una  cuestión  importante  para  el 
derecho  de  gentes,  pero  que  se  resuelve,  no  obstante,  con  facilidad. 
Según  los  principios  admitidos  por  la  jurisprudencia  general  de  las 
naciones,  el  gobierno  se  confunde  siempre  con  el  Estado  de  que  sea 
órgano  : por  tanto,  este  es  responsable  de  todos  los  actos  de  los 
funcionarios  que  le  representen,  lo  mismo  por  los  del  poder  ejecutivo, 
que  por  los  del  legislativo  ó judicial.  Este  principio  general  de  juris- 

(l)  Véase  el  texto  de  las  notas  en  el  Diccionario  del  derecho  internacional  y de 
la  diplomacia,  en  la  parte  correspondiente. 

* Heffter,  Droit  internalional,  liv.  1,  ch.  1,  sec.  4,  § GO;  Despacho  del  principe 
de  Schwartzcmberg  al  señor  Hotter,  Vicna,  14  abril  de  1850;  Despacho  del  conde 
de  Nesselrode  al  barón  de  Brunow,  San-Pctersburgo,  2 mayo  de  1850,  Nota  «leí 
señor  Calderón,  ministro  de  España  en  Washington,  al  secretario  interino  de  Estado, 
Washington,  14  octubre  de  1851;  Nota  del  secretario  de  Estado  de  los  Estados-Uni- 
dos al  señor  Calderón,  Washington,  noviembre  de  1851  ; Nota  del  señor  Calderón 
al  secretario  de  Estado  de  los  Estados-Unidos,  Washington,  14  noviembre  de  1851; 
Torres  Caicedo,  Union  latina  americana,  p.  307,  París,  18G5;  Carlos  Calvo,  Anales 
de  la  revolución,  introducción,  tomo  I;  Colccion  histórica  de  tratados  de  la  America 
latina,  tomol.  int. 
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prudencia  internacional  comprende  á todos,  cualquiera  que  sea  lu 


forma  de  su  gobierno. 


Hasla  qué 
punto  es  res- 
ponsable un 
Estado  de 
los  actos  de 
sus  ciudada- 
nos particu- 
lares. 


^ 293.  El  publicista  que  discute  con  mas  amplitud  hasta 
qué  punto  un  Estado  es  responsable  por  los  actos  de  sus 
ciudadanos  particulares,  es  Vattcl.  « Cualquier  individuo 
que  ofende  á un  Estado,  hiere  sus  derechos,  turba  su 
tranquilidad  ó le  injuria,  se  declara  su  enemigo,  y se 


pone  en  el  caso  de  ser  justamente  castigado.  El  que  maltrate  á 
un  ciudadano,  ofende  indirectamente  al  Estado  que  le  concede  pro- 
tección, y su  soberano  deberá  vengar  la  injuria  cometida  y obli- 
gar,. si  es  posible,  al  ofensor  á una  reparación  completa,  ó cas- 
tigarle, porque  de  otro  modo,  el  ciudadano  ofendido  no  alcanzaria  el 
gran  fin  de  la  asociación  civil : la  seguridad.  Por  otra  parte,  la  na- 
ción ó su  soberano,  no  debe  permitir  que  los  ciudadanos  injurien 
á los  súbditos  de  otro  Estado,  y menos  aun  que  ofendan  á este 
Estado  mismo,  porque  las  naciones  deben  respetarse  mutuamente, 
abstenerse  de  toda  ofensa,  de  toda  lesión,  de  toda  injuria,  en  una 
palabra,  de  todo  lo  que  pueda  perjudicar  á las  demás.  Si  un  sobera- 
no que  puede  retener  á sus  súbditos  en  los  límites  de  la  justicia  y 
de  la  paz,  consiente  que  falten  á una  nación  extranjera,  es  como  si 
él  mismo  faltara.  La  salvación  del  Estado,  y aun  la  de  la  sociedad 
humana,  exige  esta  atención  por  parte  de  los  gobiernos.» 

Mas  adelante  hace  esta  importante  declaración  : 


« Pero  como  es  imposible,  aun  al  Estado  cuya  legislación  sea  mas 
completa  y su  soberano  el  mas  vigilante  y absoluto,  moderar  todas 
las  acciones  de  sus  súbditos,  y contenerlos  siempre  dentro  de  la  mas 
exacta  obediencia,  seria  injusto  imputar  á una  nación,  ó á su  sobe- 
rano, todas  las  faltas  que  los  ciudadanos  cometieran.  No  puede  decir- 
se en  verdad  que  se  ha  recibido  injuria  de  una  nación  porque  se  la 
haya  recibido  de  algunos  de  sus  miembros. » 

| Con  el  fondo  de  esta  doctrina  se  hallan  hoy  conformes  casi  todos 
líos  publicistas. 

Regia  gene-  § 294.  Con  esta  cuestión,  se  relaciona  el  gravísimo  asunto 
protección3  de  las  constantes  reclamaciones  de  las  grandes  potencias 
ios  gobicr-  europeas  cerca  de  los  gobiernos  de  los  Estados  americanos. 

Mattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2, 
3’  ^ *elíce>  Droit  de  la  nature  et  des  gens,  vol.  II,  lee.  9:  Burlamaqui, 

roit  de  la  nature  et  des  gens,  vol.  IV,  pte.  3,  ch.  1;  Philliraore,  On  internalioml 
aw>  vol.  I,  § 168;  Rutherforth,  Institutes,  b.  2,  ch.  9,  §§  12,  13. 
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Todas  se  han  fundado  en, ofensas  personales,  reales  unas  nos  a ios  re- 
veces, otras  abultadas  por  sus  agentes,  pintadas  siempre  tranjerose.x' 
por  ellos  cón  vivos  colores.  Y la  regla  que  en  mas  de  un  caso  han  l 
tratado  de  imponer  las  primeras  á los  segundos  es,  que  los  extran-ii 
jeros  merecen  mas  consideración  y mayores  respetos  y privilegios  que!' 
los  mismos  naturales  del  país  en  que  residen.  Este  principio,  cuya* 
aplicación  es  notoriamente  injusta  y atentatoria  á la  ley  de  la  igual- 
dad de  los  Estados,  y cuyas  consecuencias  son  esencialmente  pertur-í 
badoras,  no  constituye  regla  de  derecho  aplicable  en  las  relaciones  in-: 
ternacionales  de  los  de  Europa,  y siempre  que  se  ha  exigido  por 
alguno,  la  contestación  del  otro  ha  sido  absolutamente  negativa.  Y 
debía  de  ser  así,  porque  de  lo  contrario  los  pueblos  relativamente  dé- 
biles estarían  á merced  de  los  poderosos,  y los  ciudadanos  de  un 
país  tendrían  menos  derechos  y garantías  que  ios  residentes  extran- 
jeros. 

Entre  los  muchos  casos  que  podríamos  citar,  está  el  del  Caso  del  ca- 
capitan  Mac-Donald  de  la  guardia  de  la  reina  de  Inglaterra.  1 uonaid. 

Este  oficial  se  permitió  cometer  algunos  abusos  en  un  carruaje  del 
camino  de  hierro  de  Bonn,  en  el  reino  de  Prusia.  La  policía  local  le 
condujo  preso  entregándole  á la  correccional,  en  cuyo  poder,  después 
de  haber  sido  tratado  con  deplorable  violencia,  á consecuencia  de  la 
resistencia  que  opuso,  fue  detenido  hasta  la  sustanciacion  de  la  causa. 
Lord  Bussell  reclamó  enérgicamente  y aun  se  permitió  calificar  de  ina- 
tenta la  conducta  del  tribunal  prusiano,  que  se  negó  á poner  en  liber- 
tad á M.  Mac-Donald,  aun  después  de  conocer  el  puesto  que  ocupaba 
en  la  corte  de  S.  M.  B.  La  contestación  del  gobierno  de  Prusia  no  fué 
menos  enérgica,  sosteniendo  su  derecho  y fundando  en  la  legisla- 
ción del  reino  el  procedimiento  de  sus  magistrados.  Al  dar  cuenta 
de  esta  cuestión  el  Moniteur  universel  decia  lo  siguiente  : 

« Todavía  no  se  ha  olvidado  el  efecto  que  produjo  en  Inglaterra  el 
arresto  del  capitán  Mac-Donald,  en  Bonn,  que  implícitamente  resuelve 
el  sometimiento  de  los  residentes  británicos  en  aquel  país,  á la  acción 
sus  tribunales.  Con  este  motivo  ha  mediado  entre  el  gobierno  inglés 
y el  prusiano,  una  correspondencia  que  ha  sido  sometida  al  parla- 
mento, el  17  de  abril,  « por  órden  de  la  reina.  » 

« Habiendo  rehusado  el  de  Prusia  toda  satisfacion , repai  ación 
ó excusa,  lord  John  Russell  dirigió  al  ministro  británico  en  Bcilin,  el 
11  de  febrero  de  1861,  una  comunicación  destinada  á ser  leida  al 
barón  Schleinitz,  en  la  cual  se  insertan  estos  párrafos. 
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Parécete  al  gobierno  ele  S.  M.  que  la  conducta  del  prusiano  en 
esta  ocasión  tiene  un  carácter  poco  amistoso. 

La  ley  prusiana  ha  sido  aplicada  con  un  rigor  extremo  y sin  nece- 
sidad. 

Esta  satisfacción  no  era  reclamada  por  los  intereses  de  la  justicia. 
♦ Las  negativas  inatentas  del  tribunal  prusiano , después  de  haber  sido 
informado  del  puesto  que  ocupaba  el  capitán  Mac-Donáld , en  la  guar- 
dia de  corps  de  su  soberana , están  en  oposición  con  la  cortesía  que  es 
costumbre  tener  hacia  los  extranjeros  y es  tanto  mas  notable  cuanto 
que  no  ha  sido  desaprobada  por  el  gobierno  de  Prusia. 

Este  no  se  ha  esforzado  en  templar  ni  justificar  los  actos  consu- 
mados por  ninguna  expresión  de  sentimiento , y el  gobierno  de  S.  M. 
no  puede  dejar  de  considerar  esta  conducta  como  una  prueba  evi- 
dente de  la  poca  importancia  atribuida  á un  buen  acuerdo  entre  ambas 
potencias. 

Suplico  á V.  dé  lectura  de  este  despacho  al  barón  de  Schleinitz  y 
le  deje  copia  de  él. 

« El  ministro  inglés,  en  Berlín,  se  apresuró  á efectuar  lo  que  se  le 
ordenaba,  y el  conde  Gruñe  dirigió  una  nueva  exposición,  en  que 
lia  seguido  negando  en  los  términos  menos  urbanos,  que  el  capitán 
Mac-Donald  haya  sido  víctima  de  ningún  abuso  de  justicia,  y aun 
ha  formulado  apreciaciones  que  ofenden  á su  carácter. 

« Lord  Bussell  no  ha  contestado  a esta  comunicación,  y basta  se 
lia  abstenido  de  acusar  recibo.  » 

Es  decir,  que  á pesar  de  las  reclamaciones  entabladas  con  el  mo- 
tivo expuesto  por  el  gobierno  inglés,  y de  la  acogida  que  mere- 
cieron do  parte  del  prusiano,  el  primero  desistió  de  sus  propósitos, 
justificando  así  el  principio  de  que  un  extranjero  no  tiene  derecho, 
en  el  país  en  que  resida,  á mayor  protección  que  la  concedida  á 
los  naturales. 

Pues  bien,  no  obstante  el  valor  innegable  de  este  precedente  y de 
otros  muchos  que  pudiéramos  citar,  y de  la  práctica  constante  entre 
las  naciones  de  Europa,  se  ha  pretendido  que  con  respecto  á las 
americanas  debia  seguirse  la  conducta  opuesta,  como  si  los  princi- 
pios generales  del  derecho  internacional  européo  no  debieran  apli- 
carse á las  relaciones  con  los  Estados  de  América. 

Doctrina  de  El  mas  ardiente  defensor  de  tan  extraña  é injustificada 

M.  Thiers.  , . 

teoría,  por  lo  menos  en  Francia,  ha  sido  M.  Thiers.  Los 
argumentos  que  ha  expuesto  en  favor  y defensa  de  sus  opiniones 

meiecen  ser  conocidos  y vamos  á reducirlos  á breves  palabras. 
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Partiendo  de  que  los  Estados  de  la  America  del  sur  se  encuentran 
en  la  misma  situación  que  España  tenia  hace  dos  siglos,  -sostiene 
que  la  república  no  les  ha  sido  provechosa,  y que  esta  forma  de  go- 
bierno y las  turbulencias  á que  ha  dado  lugar,  han'causado  inmensos 
perjuicios  á los  extranjeros  residentes  en  ellos.  Explicando  esta  pri- 
mera proposición,  dice  que  sus  gobiernos  están  siempre  en  completa 
bancarota,  contrayendo  á cada  momento  empréstitos  que  no  pagan, 
y dando  así  lugar  á constantes  reclamaciones;  y que  los  extraños 
que  los  habitan  por  algún  tiempo  se  ven  confundidos  con  los  natu- 
rales y obligados  contra  su  voluntad  á prestar  algunas  veces  el  servicio 
militar  ij  siempre  los  empréstitos  forzosos  y los  impuestos  ele  guerra , 
determinándose  de  este  modo  una  nueva  causa  de  reclamaciones. 

Pero  el  motivo  mas  grave  y fecundo,  según  M.  Thiers,  de  las  in- 
dicadas reclamaciones  es  la  falta  de  seguridad  personal,  de  policía, 
el  estado  informe  de  la  administración  de  justicia  que  deja  en  la  im- 
punidad todos  los  crímenes,  y la  frecuencia  con  que  estos  se  cometen, 
lo  cual  ha  hecho  que,  renunciando  á obtener  justicia  por  los  medios 
ordinarios,  hayan  convertido  todos  sus  agravios  en  reclamaciones 
pecuniarias.  De  aquí  la  necesidad,  continúa,  de  que  los  Estados  de 
Europa  adoptaran  en  sus  relaciones  con  ellos  el  medio  de  celebrar 
lo  que  se  conoce  con  el  nombre  de  convenciones  extranjeras,  que  no 
son  otra  cosa  que  demandas  de  indemnización,  y que  han  sido  pro- 
porcionadas siempre  á la  extensión  del  comercio  sostenido  allí  por 
cada  nación. 

Pero  estas  convenciones,  añade,  no  son  siempre  posibles  con 
pueblos  en  los  cuales  la  anarquía  es  la  única  forma  de  gobierno,  y en 
estos  casos  ha  sido  preciso  recurrir  á otros  medios,  aplicándose  lo 
que  se  puede  llamar  la  regla  inglesa,  que  consiste  en  el  empleo  de  la 
fuerza  según  las  circunstancias,  tratándoles  con  toda  severidad  cuando 
podía  conseguirse  con  el  envió  de  una  escuadra,  y,  si  esto  no  era 

' Y 

factible,  usando  de  menos  rigor. 

Esta  conclusión  se  reduce  en  definitiva  á poner  fuera  de  los  princi- 
pios generales  del  derecho  internacional  moderno  de  los  pueblos  ci- 
vilizados á aquellos  Estados,  y M.  Thiers  pudo  formular  en  este  sen- 
tido mas  clara  y resueltamente  su  pensamiento,  y aun  presentar  sus 
consecuencias  que  no  son  otras  que  el  restablecimiento  de  la  domi- 
nación europea  en  América.  Porque  si  se  confirma  su  opinión,  se 
llegará  inevitablemente  á sostener  una  especie  de  derecho  supiemo 
y eminente  de  los  gobiernos  europeos  sobre  los  sur  •americanos,  me- 
diando entre  ella  y las  grandes  intervenciones  armadas  de  Europa  en 
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América  un  solo  paso,  que  se  ha  salvado  ya  en  mas  de  una  ocasión, 
como  por  ejemplo,  en  la  de  Francia  respecto  á Méjico. 

Las  consideraciones  en  que  se  funda  la  doctrina  precedente  no  pue- 
den ser  mas  inconsistentes  y fútiles.  Las  luchas  sostenidas  en  la  Amé- 
rica española,  desde  su  emancipación  política,  han  sido  indispensables 
para  salvar  la  distancia  que  separaba  esas  colonias  de  los  principios 
de  la  civilización  moderna.  Y aun  suponiendo,  lo  que  no  es  exacto, 
que  la  del  sur  haya  empleado  en  guerras  civiles  los  cincuenta  años 
trascurridos  desde  su  emancipación,  no  se  le  podrá  hacer  cargo  al- 
guno habiendo  sido  su  tendencia  mejorar  la  educación  y destruir  las 
preocupaciones  arraigadas  durante  la  época  colonial.  Bajo  este  punto 
de  vista  seria  igualmente  digna  de  vituperio  la  revolución  francesa, 
que  hizo  tan  desdichada,  durante  muchos  años,  la  existencia  de  los 
extranjeros  en  la  república. 

No  es  menos  infundada  la  acusación  establecida  sobre  la  instabili- 
lidad  de  las  instituciones  políticas  porque  esta  no  puede  motivar  una 
distinta  consideración  internacional.  De  ser  así,  el  imperio  ruso  con 
su  marcha  constante,  con  sus  instituciones  tan  lentamente  modifica- 
das y sus  poderes  tan  fuertemente  constituidos  merecería  una  con- 
sideración internacional  superior  á la  del.  actual  imperio  francés.  Por 
el  absurdo  de  esta  consecuencia  se  puede  apreciar  bien  cuan  grande 
es  el  del  principio  que  la  sirve  de  base. 

Pero  entre  los  argumentos  alegados  por  M.  Thiers  en  sostenimiento 
de  la  aplicación  de  la  regla  inglesa  á los  Estados  sur-americanos  está 
el  de  la  lentitud  ó ineficacia  de  la  administración  de  justicia,  que 
es  de  tal  naturaleza  que  se  refuta  por  sí  mismo.  Porque  no  se  trata 
de  si  es  mas  ó menos  lenta,  mas  ó menos  ilusoria  á consecuencia 
de  las  perturbaciones  políticas,  sino  de  si  se  aplica  con  igualdad  á 
los  naturales  y á los  extranjeros.  Resuelto  en  sentido  afirmativo  este 
último  punto,  la  cuestión  lo  está  también.  Tampoco  es  idéntica  la 
administración  de  justicia  en  los  Estados  de  Europa.  En  algunos  los 
procedimientos  son  mas  lentos;  en  otros  ofrecen  mayoi’es  garantías  á 
favor  de  los  litigantes;  en  estos  hay  códigos  modernos  que  fijan  los 
derechos  de  los  individuos,  en  aquellos  se  rijen  aun  por  la  legisla- 
ción de  la  Edad-Media  modificada  por  la  costumbre.  Y esta  desigual- 
dad no  produce  en  Europa,  ni  puede  realmente  producir  en  pueblos, 
que  se  encuentran  á igual  altura,  una  distinta  consideración  inter- 
nacional. 

En  derecho  internacional  hay  que  recordar  ante  todo  que  los  Esta- 
dos soberanos  son  independientes  é iguales,  principio  olvidado  com- 
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pletamente  por  los  que  sostienen  la  necesidad  de  las  convenciones 
extranjeras  ó de  la  aplicación  de  la  regla  inglesa  á los  Estados  ame- 
ricanos. Entre  estos  y los  de  Europa  no  cabe  mas  que  una  relación 
de  derecho,  que  debe  estar  fundada  en  su  completa  igualdad.  * 

§ 295.  Vattel  es  siempre  la  autoridad  mas  competente  que  Será  res 
se  puede  consultar  acerca  de  todas  las  cuestiones  á que  da  sab¿e(¡Es' 
origen  la  reciprocidad  de  los  deberes  de  los  Estados.  ¿ Qué  aXfííc  íus 
decisión  .debe  tomarse  en  el  caso  de  que  una  nación  ciudadanos* 
apruebe  los  actos  cometidos  por  sus  naturales?  « Si  la  nación  ó su 
gobierno  los  aprueba  y ratifica  los  aceptará  como  suyos  de  tal  modo, 
que  el  ofendido  deberá  estimarla  entonces  como  autorreal  de  la 
injuria,  de  la  cual  aquel  no  era  quizás  mas  que  un  instrumento.  » 
Mas  adelante  continúa : «El  soberano  que  se  niega  á reparar  el  daño 
causado  por  su  súbdito,  ó á castigar  el  culpable,  ó á entregarle  para 
que  lo  sea,  se  hace,  en  cierto  modo,  cómplice  de  la  injuria,  y es  res- 
ponsable de  ella.  » 

Es  imposible  negar  la  justicia  de  estas  conclusiones.  ** 

§ 296.  Hay  algunos  casos  en  los  cuales  un  Estado  es  res-  Será  al&una 

vez  respon- 

ponsable  por  la  conducta  general  de  sus  súbditos.  «Tal  su-  sable  cl  Es* 

_ . - tado  por  Ja 

cede,  dice  Vattel,  cuando  una  nación  por  sus  costumbres,  ó conducta  ge- 

A neral  de  sus 

por  las  máximas  de  su  gobierno,  les  autoriza  para  que  ro-  súbditos, 
ben  y maltraten  indistintamente  á los  extranjeros,  ó hagan  expediciones 
con  este  objeto  en  los  Estados  vecinos.  Así,  la  nación  de  los  Osbecks,  es 
culpable  y responsable  de  todos  los  latrocinios  cometidos  por  sus  in- 
dividuos, y los  príncipes  cuyos  súbditos  han  sido  robados  ó asesinados 
y cuyas  tierras  han  sido  infestadas  por  estos  ladrones,  pueden,  en 
justicia,  reclamar  contra  la  nación  entera.  ¿ Qué  digo  ? todas  las  na- 
ciones tienen  derecho  de  ligarse  contra  ella,  reprimirla  y aun  tratarla 
como  enemigo  del  género  humano.  » 

* Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-b oderé,  liv.  2, 
ch.  6,  §§  71,  72;  Thiers,  Discours prononcé  auCorps  Legislatif.  Séances  des  26  ct 
janvier  1864.  Cárlos  Calvo,  Anales  históricos  de  la  revolución  de  la  América  latina 
tomo  I,  int.  pp.  LXXII-CI ; Cárlos  Calvo,  Una  página  de  derecho  internacional,  p.  223; 
Phillimore,  On  intemalional  lato,  vol.  I,  § 218;  De  Felice,  Droit  de  la  nature  el  es 
gens,  vol.  II,  lee.  15;  Burlamaqui,  Droit  de  la  nature  et  des  gens,  vol,  IV,  pte.  5, 
ch.  2;  Rutherforth,  Jnstitutes,  b.  2,  ch.  9,  § 12. 

**  Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Fodere,  hv.  2, 
ch.  6,  §§  74-77;’ Pinheiro-Ferreira,  Notes  sur  Martens,  § 74;  Phillimore  On 
international  laiv,  vol.  I,  § 218;  De  Felice,  Droit  de  la  nature  et  des  gens  vol.  II, 
lee.  15;  Burlamaqui,  Droit  de  la  nature  et  des  gens,  vol.  IV,  pte.  3,  ch.  2; 
Rutherforth,  Ins  ti  tutes,' b.  2,  ch.  9,  § 12  ; Barbeyrac,  Notes  sur  Grotius. 
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Lo  mismo  puede  decirse  con  respecto  á los  piratas  de  Argel  y de 
los  demás  Estados  del  Mediterráneo,  que  saqueaban  los  buques  de  los 
europeos  y se  apoderaban  de  su  tripulación  y pasajeios.  Algunos 
publicistas  sostienen  que  se  debe  aplicar  el  mismo  principio  que  al 
de  piratería,  á los  crímenes  cometidos  por  los  que,  faltando  á todas 
las  leyes  naturales  y escritas,  se  organizan  para  llevar  á cabo  expe- 
diciones de  robo  y de  saqueo.  Sean  ó no  los  que  esto  hicieren  consi- 
derados como  piratas,  y puedan  ó no  ser  justiciables  del  mismo  modo, 
no  se  puede  dudar  de  que  el  gobierno  que  permite  á sus  ciudadanos 
que  las  emprendan  contra  un  Estado  con  el  cual  se  encuentre  en  paz, 
es  responsable  en  alto  grado  aun  cuando  su  objeto  ostensible  sea  re- 
primir la  anarquía  que  reine  en  un  país,  y establecer  un  nuevo  go- 
bierno porque  la  ofensa  será  siempre  la  misma.  * * * § 

¿será respon-  § 297.  Se  lia  pretendido  eximir  á los  Estados  de  la  res- 
iadoVór  tos  ponsabilidad  que  les  corresponde  en  la  organización  de 
« ainetanU°ios'  expediciones  agresivas  contra  otros  fundándose  en  que 
% eitl,giados?  los  individuos  que  las  liabian  organizado  y dirigido  te- 
nían el  carácter  de  expatriados.  Esta  razón  es  insuficiente  para  la 
conclusión  que  se  pretende  legitimar;  si  así  no  fuera,  se  podrían  justi- 
ficar entonces  con  igual  carácter  los  delitos  de  traición,  deserción 
y todos  los  que  se  cometieran  para  impedir  el  cumplimiento  de  los 
convenios  locales.  La  emigración  no  puede,  pues,  eximir  á los  gobier- 
nos de  la  responsabilidad  moral  ó legal  de  los  actos  que  cometan 
sus  ciudadanos ; ¿ puesto  que  el  emigrado  está  sujeto  á responder  á 
su  gobierno  por  cualquier  acto  ilegal  que  haya  cometido  en  su  tras- 
curso ? Pues  esta  misma  responsabilidad  alcanza  en  ciertos  casos  á 
su  gobierno . ** 


* Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2, 

ch.  7,  § 78,  note  1;  Pinheiro-Ferreira,  Notes  sur  Martens , § 78;  Martens,  Précis 

du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé,  § 289;  Wheaton,  Eié- 
mcnls  du  droit  International,  pte.  2,  ch.  2,  § 15;  Kluber,  Droit  des  gens  modeme, 

§ 260;  De  Felice,  Droit  de  la  nature  el  des  gens,  vol.  II,  lee.  15;  Burlamaqui, 
DOoil  déla  nature  et  des  gens,  vol  IV,  pte.  3,  ch.  2;  Rutherl'orth,  Institutes,  b.  2, 
ch.  9,  § 12;  De  Cussy,  Droit  marilime,  liv.  2,  ch.  36,  §§  1-4;  Caucliy,  Droit  ma- 
ritime  inler national,  1862,  vol.  I,  pp.  152  et  seq.  ; Alison,  History  of  Europe, 
second  series,  ch.  12,  § 41  ; President’s  annual  message,  1857. 

**  llalleck,  International  law,  ch.  11,  § 9;  Kent,  Com.  on  american  lato,  vol.  II, 
p.  49;  Cushing,  Opinions  U.  S.  attorneys  general,  vol. -VIII,  139;  Jefferson,  American 
State  papert,  foreign  relations , vol.  1,  p.  168;  Burlamaqui,  Droit  de  la  nature  et 
des  gens,  vol.  IV,  pie.  3,  ch.  2;  De  Felice,  Droit  de  la  nature  et  des  gens,  vol.  II, 
lee.  15;  De  Cussy,  Droit  marilime,  liv.  2,  ch.  36,  §§1-4;  Sergeant,  Constilutional 
aw,  p.  319,  Alison,  Ilislory  of  Europe,  second  series,  ch.  12,  § 41. 
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§ 298.  Los  Estados  se  deben  mutua  y recíprocamente 
consideración  y respeto,  que  han  de  extenderse  á todos 
los  que  representen  su  dignidad,  á su  bandera,  á sus  mi-  Estados. os 
nistros  públicos,  á sus  funcionarios  subalternos,  etc.,  etc.  La  falta 
de  respeto  á estos  no  debe  ser  considerada,  sin  embargo,  como  infe- 
rida al  Estado  á que  pertenezcan,  porque  no  representan  su  dignidad. 
La  cometida  con  un  ministro  publico  o empleado  superior  es 
necesariamente  muestra  de  poca  armonía,  contraria  á la  recta  política 
y á los  deberes  de  las  naciones,  y lia  tenido  en  muchos  casos  con- 
secuencias funestísimas.  Los  insultos  á la  bandera  es  otra  falta  gra- 
ve, que  ha  producido  también  gravísimos  conflictos.  » * 


§ 299.  No  puede  conceptuarse  como  insulto  la  falta  Ja  falta  de 

i . , , . ,T  , cortesía  en- 

de cortesía  entre  las  naciones.  Vattel  dice  acerca  de  esta  treiasnocio- 
_ . . . ...  , ncs  no  puede 

materia  : « Es  preciso  distinguir  bien  la  negligencia  ó considerarse 

i ..  i,.  , , . , , como  un  in- 

la  omisión  de  lo  que  hubiera  debido  hacerse  según  los  salto, 
usos  establecidos,  y los  actos  positivos  contrarios  al  respeto  y á la 
consideración.  Puede  uno  quejarse  de  la  negligencia  y sino  se  repara, 
considerarla  como  señal  de  falta  de  amistad;  pero  la  reparación  de 
un  insulto  debe  obtenerse  aunque  sea  por  la  fuerza  de  las  armas. 
Pedro  l de  Rusia  se  lamentó  en  un  maniliesto  de. la  Suecia,  porque 
á su  pasage  por  Riga  no  se  hicieron  las  salvas  de  ordenanza,  y estaba 
en  su  derecho  al  quejarse  por  esta  causa  ; pero  hacer  de  ella  un 
motivo  de  guerra,  hubiera  sido  prodigar  de  un  modo  inconcebible 
la  sangre  humana.  » '** 


Derecho  de 
traficar. 


§ 300.  Vattel  establece  el  principio  que  « todo  Estado 
en  virtud  de  su  libertad  natural  tiene  el  derecho  de 
comerciar  con  aquellos  que  lo  admitan,  ofendiéndole  el  que  lo  turbe 
ó interrumpa  en  el  ejercicio  de  ese  derecho.  Los  portugueses  trataron 
en  la  época  de  su  gran  poder  en  Oriente,  de  impedir  á las  demás 
naciones  de  Europa  que  comerciaran  con  los  indios;  pero  estas  se 
burlaron  de  tales  pretensiones,  y estimaron  los  actos  de  violencia 
que  se  encaminaban  á sostenerla,  como  motivo  justo  de  guerra.  » 


* Vattel,  üroit  des  gens,  édition  Guillaumfn,  annotée  par  Pradier-tocleré,  Irr.  2 
ch.  3,  §4;  Paley,  Moral  and  political  philosophy,  liv.  6,  ch.  12;  De  beuce,  r 
de  la  nature  ct  des  gens,  vol.  II,  lee.  15 ; Dymond,  Essay  on  Ihe  pnm.  of  morahty, 

essay  3,  ch.  19.  , . _ 

**  Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderc,  liv. 
ch.  3,  § 48;  Paley,  Moral  and  political  philosophy,  b.  6,  ch.  12;  De  Pehce,  Dio» 
de  la  nature  ct  des  gens,  vol.  II,  lee.  15;  Ortolan,  Diplomare  de  la  mer,  hv. 
ch.  15. 
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ü 

No  debe  confundirse  este  derecho  con  las  pretensiones  que  mani- 
fieste una  nación  para  traficar  con  las  colonias  ó dependencias  de 

otro  Estado.  * 

§ 301.  Al  derecho  de  tráfico  y comercio  que  tienen 
todas  las  naciones  corresponde  un  deber  : el  de  respetarle, 
derecho.  y¿ase  Como  expone  Vattel  su  fundamento.  « La  natu- 
raleza no  produce  en  un  mismo  lugar  todo  lo  que  es  de  uso  entre 
los  hombres  : un  país  abunda  en  trigos , otro  en  pastos  y ganados, 
otro  en  maderas  y metales.  Si  todos,  según  conviene  á la  humanidad, 
comercian  entre  sí,  ninguno  carecerá  de  lo  necesario,  y se  habrán 
cumplido  los  planes  de  la  naturaleza,  madre  común  de  los  hombres. 
Advirtamos  aun,  que  hay  países  que  son  mas  á propósito  para  una 
clase  de  productos  que  otros  ; pues  bien , establecidos  el  comer- 
cio y los  cambios,  cada  pueblo,  seguro  de  tener  lo  que  le  haga  falta, 
empleará  su  territorio  y ejercerá  su  industria  de  la  manera  mas  ven- 
tajosa, y la  humanidad  ganará  mucho  en  ello.  Tales  son  los  funda- 
mentos de  la  obligación  general  que  tienen  las  naciones  de  dedi- 
carse al  tráñeo  y desarrollar  su  comercio  recíproco.  » ** 

§ 302.  Por  mas  de  que  el  deber  que  tienen  los  Estados 
de  desarrollar  su  comercio  sea  un  principio  reconocido 
por  el  derecho  internacional,  no  se  sigue  de  aquí  que  una 
nación  no  pueda  fijar  y determinar  sus  relaciones  mercan- 
tiles con  los  demás  pueblos.  Pero,  ¿podrá  un  Estado  romperla? 
Vattel  dice : « Es  propio  de  todas  las  naciones  juzgar  si  les  convie- 
ne ó les  perjudica  dedicarse  á cierto  género  de  comercio.  Cada  una 
aceptará,  pues,  ó rehusará  el  que  le  propongan  los  extranjeros,  sin 
que  pueda  ser  acusada  de  injusticia  ó requerida  por  su  conducta, 
ni  mucho  menos  obligada  á aceptarle  por  la  fuerza.  Las  naciones  son 


Extensión 
que  puede 
dar  una  na- 
ción á sus 
relaciones 
comerciales. 


Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2, 
ch.  2,  § 24  , Martens,  Piécis  du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par 
Gh.  4 ergé,  liv.  4,  ch.  4,  §§  152,  153;  De  Felice,  Droit  de  la  nature  et  des  gens, 
vol.  II,  lee.  17;  Puffendorf,  De  jur.  natural  et  gentium,  lib.  4,  cap.  5,  § 10;  Burla- 
maqui,  Droit  de  la  nature  et  des  gens,  vol.  IV,  pte.  3,  ch.  4;  Chitty,  Commercia ' 
law,  vol.  I,  § 76;  Massé,  Droit  commercial,  liv.  1,  tit.  1;  Melón,  Essai  politigue 
sur  le  commerce,  ch.  1. 

Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2, 
ch.  2,  §§  21,  22;  Garden,  De  diplomatie,  vol.  I,  pte.  3;  Burlamaqui,  Droit  de  la 
nature  et  des  gens,  vol.  IV,  tit.  3,  ch.  4 ; De  Felice,  Droit  de  la  nature  et  des  gens, 
vo  . II,  lee.  17;  Smith,  Wealth  of  nations,  pp.  226-253;  Massé,  Droit  commercial, 
Ch'  v ^ ’ ^artens>  ^rec?s  du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par 
haLiJi*  hV‘  4’  Ch'  3’  §§  139  et  seq,>  note  P-  363  >'  Scherer,  Geschichte  des  Welt- 
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libres  en  la  administración  de  sus  negocios  y no  deben  cuenta  d na- 
die. La  obligación  de  comerciar  con  las  demás  es  imperfecta  en  sí 
y no  produce  sino  un  derecho  de  igual  carácter  que  cesa  completa- 
mente en  el  caso  en  que  el  comercio  sea  perjudicial.  Cuando  España 
atacó  á los  pueblos  de  América,  so  pretexto  de  que  se  negaban  á 
traficar  con  ella , no  hizo  otra  cosa  mas  que  mostrar  su  insaciable 
codicia.  » * 


§ 303.  China  y el  Japón  se  han  negado  por  espacio  de 
mucho  tiempo  á entrar  en  relaciones  comerciales  con  las  con°chlna)y 
demás  naciones.  Aun,  en  nuestros  dias,  su  comercio,  está  6 JaP°n' 
circunscrito  á puertos  determinados  y reducido  á ciertos  productos. 
Se  ha  cuestionado  mucho  acerca  del  derecho  que  podían  tener  los 
Estados  de  Europa  á echar  por  tierra  la  barrera  anti-comercial 
de  los  dos  imperios  asiáticos.  Si  se  pueden  aplicar  á sus  pueblos 
los  mismos  principios  generales  de  derecho  internacional  que  se 
siguen  entre  las  naciones  europeas,  la  cuestión  está  completamente 
resuelta  en  sentido  negativo.  De  todos  modos  este  asunto,  conside- 
rado como  cuestión  de  jurisprudencia  internacional,  no  tiene  grande 
importancia.  ** 


§ 304.  Los  deberes  imperfectos  son  moralmente  obliga-  DebGres  ¡m. 
torios  para  las  naciones.  Cierto  es  que  no  son  exigibles  en  pcrfectüs- 
virtud  del  derecho  positivo,  pero  esto  no  disminuye  en  nada  su  carác- 
ter obligatorio.  Para  darles,  sin  embargo,  toda  la  fuerza  de  que  son 
susceptibles,  menester  es  que  se  consagren  por  las  extipulaciones  de 
los  tratados.  Fundado  en  estos  principios , y en  el  carácter  especial  que 
tiene  el  deber  mutuo  de  comercio,  Vattel  justifica  la  necesidad  y la 
conveniencia  de  los  tratados  comerciales,  y declara,  que  si  los  pueblos 


* VaLtel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2, 
ch.  2,  § 25,  note  p.  612;  WolíF,  Jns  gentium,  §§  73,  74;  Cauchy,  Droit  marilime 
International,  1862,  vol.  I,  pp.  28,  29;  Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  édition 
Guillaumin  annotée  par  Ch.  Verf?é,  liv.  4,  ch.  3,  §§  139  et  seq.,  note  p.  363; 
Massé,  Droit  commercial,  liv.  1,  tit.  1 ; Kluber,  Droit  des  gens  moderno,  §.§  09,  71, 
135,  136;  De  Felice,  Droit  de  la  na  ture  et  des  gens,  vol.  II,  lee.  17  ; Burlamaqui, 
Droit  de  la  nature  et  des  gens,  vol.  IV,  pte.  3,  ch.  4;  Riquelme,  Derecho  publico 
internacional,  lib.  1,  lít.  1,  cap.  3. 

**  Wheaton,  Elémenls  du  droit  internalional,  pte.  1,  ch.  1,  § 10;  IlelTter,  Droit 
Ínter  nacional,  int.  § 2;  Halleck,  International  law,  ch.  11,  § 15;  Martens,  Précis 
du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé,  liv.  4,  ch.  3, 
§ 150 ; Phillimore,  On  internalional  law,  vol.  I,  §§  31,  34 ; Massé,  Droit  corn- 
mercial,  liv.  1,  tit.  1;  Suarez,  De  legibus  el  deo  legislatore,  lib.  2,  cap.  19; 
Haelschner,  De  jure  gentium  apud  gentes  Orintis.  Halae  1842. 
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§ 307 

quieren  alcanzar,  respecto  á su  comercio,  principios  constantes  y 
uniformes,  es  preciso  que  lo  consigan  por  medio  de  los  tratados.  * 

§305’.  Lo  mismo  que  los  individuos  se  deben  los  Estados 
asistencia  mutua  protección  y auxilio.  Yattel  ha  establecido  acerca 
mi,lua-  de  este  punto  la  siguiente  regla  : « Un  Estado  debe  á los 
demás  lo  que  se  debe  á sí  propio.  » Para  la  aplicación  de  esta  regla 
hay  que  atenerse  á lo  que -exijan  los  casos  particulares  que  ocurran, 
v á la  situación  especial  de  las  naciones  que  tengan  que  cumplirle 
ó merecerla.  ** 

S 306.  Cuando  un  pueblo  se  vea  acosado  por  el  hambre 

En  caso  de  * 

hambre.  ó por  otra  terrible  calamidad,  todos  los  demás  que  no 
estén  en  su  situación,  le  deben  protección  y ayuda,  sin  que  sea 
obstáculo  para  ello  la  diferencia  de  religión  ó de  culto. 

Estos  principios  han  sido  aplicados  en  muchas  ocasiones.  Inglaterra 
los  ha  puesto  en  práctica  con  Portugal ; los  Estados-Unidos  con 
Irlanda;  algunos  de  los  de  la  confederación  Helvética  con  sus  con- 
vecinos. « La  asistencia  internacional,  dice  Yattel,  en  estos  casos  extre- 
mos, es  tan  esencialmente  conforme  á los  sentimientos  de  la  huma- 
nidad, que  casi  no  hay  una  nación  civilizada  que  falte  por  completo 
al  cumplimiento  de  este  deber.  » *** 

„ , § 307.  El  esfuerzo  individual  es  en  muchos  casos  sufi- 

grandes  caía-  ciento  para  el  remedio  de  algunas  grandes  calamidades 
biicas.  públicas : cuando  no  lo  es,  suele  serlo  el  del  Estado  mismo 
que  las  sufre.  Si  ni  el  uno  ni  el  otro  bastaran  para  lograrlo,  los  de- 
más Estados  no  deben  olvidarse  de  acudir  con  los  medios  de  que 
puedan  disponer.  En  los  socorros  facilitados  por  los  Estados-Unidos 


* Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  anuotée  par  Pradior-Foderé,  liv.  2, 
ch.  2,  § 26;  Wheaton,  Elcments  clu  droit  international,  pte.  2,  ch.  4,  §§  18,  19; 
Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annolée  par  Ch.  Vergé,  liv.  4, 
ch.  3,  § 143;  Paley,  Moral  and  political  philosophy,  liv.  2,  ch.  10;  Massé,  Droit 
commercial,  vol.  I,  §§  45  et  seq.;  Pestel,  De  servilutibus  commerciorum,  Rinleln, 
1763;  Steek,  Handlungsvertrage,  Halle,  1782;  Bouchaud,  Théorie  des  traités  de 
commerce,  Paris,  1777. 

**  Yattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2, 
ch-  L § 3;  De  Felice,  Droit  de  la  nature  et  des  gens,  vol.  II,  lee.  16;  Puffendorf, 
De  jure  nalurce  et  gentium,  lib.  3,  cap.  3;  Burlamaqui,  Droit  de  la  nature  et  des 
gens,  vol.  III,  pte.  3,  ch.  4;  Riquelme,  Derecho  público  internacional,  lib.  1,  tít.  1, 
cap , 4 . 


***  Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2, 
ch.  1,  § 5;  De  Felice,  Droit  de  la  nature  et  des  gens,  vol.  II.  lee.  16  ; Burlamaqui, 
Droxl  de  la  nature  et  des  gens , vol.  IV,  pte.  3,  ch.  4;  Riquelme,  Derecho  público 
internacional,  lib.  1,  tlt.  1,  cap.  4. 
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á Irlanda,  las  provisiones  fueron  debidas  al  esfuerzo  individual  de 
ciudadanos  y los  medios  de  trasporte  á su  gobierno.  * 

§ 308.  El  deber  de  auxilio  y protección,  no  se  extiende 
hasta  evitar  ó remediar  las  calamidades  propias  de  las 
guerras  : en  estos  casos  el  de  la  neutralidad  le  supera.  Si 
una  ciudad  está  sitiada  ó un  puerto  bloqueado,  por  mucho 
que  padezcan  sus  habitantes,  los  demás  no  podrán  favore- 
cerlos ; lo  que  no  impide  que  si  aquella  termina  ó se  traslada  á otro 
punto  del  territorio,  traten,  cumpliendo  con  un  deber  de  humanidad, 
de  disminuir  y aliviar  los  sufrimientos  del  pueblo.  Los  Estados-Unidos 
norte-americanos  han  prestado,  en  mas  de  una  ocasión,  esta  clase  de 
auxilio.  ** 


Hasla  qm'¡ 
punió  suplíc- 
ele auxiliar 
á un  Estado 
que  sufre 
las  calami- 
dades de  la 
guerra. 


§ 309.  Mucho  han  discutido  los  publicistas  acerca  del  Hasta  qué 
deber  que  tienen  los  Estados  de  conservar  la  independen-  pü¡,Ul \suZ° 
cia  délos  demás,  el  cual  se  subordina  siempre  á las  ideas  cLSvar í 


políticas  dominantes.  En  Europa,  por  ejemplo,  el  equilibrio  cK  iE" 

de  las  ilaciones  determinará  su  extensión.  Pero  ¿podrán 

los  pueblos  hacer  uso  de  la  fuerza  para  cumplirle?  ¿Se  limitarán  solo 


á mediar,  aconsejaré  influir  moralmente?  Es  claro  que  esto  podrán 
hacerlo  en  todas  ocasiones.  En  cuanto  á lo  primero,  cuestión  esen- 


cialmente política  ó dependiente  de  los  tratados,  tendrá  que  ser  de- 


terminada por  las  circunstancias.  Las  guerras  de  Oriente  y de  Italia, 


y la  última  campaña  de  Prusia  pueden  dar  una  idea  de  la  situación 


política  européa  en  este  terreno.  *** 

§ 310.  Que  los  deberes  de  humanidad  entre  las  nacio- 
nes pueden  ser  solicitados  , pero  no  exigidos,  es  una  con- 
secuencia legítima  y natural  de  su  carácter  distintivo  : fun- 
dándose sobre  lo  que  se  denomina  derechos  imperfectos, 


Los  deberos 
de  humani- 
dad pueden 
ser  solicita- 
dos, pero  no 
exigidos. 


* Vattel  Droit  des  gens,  édilion  Guillaumin,  annotée  par  Pradicr-Fodcré,  liv.  2, 
ch.  1,  § 5;  De  Felice,  Droit  cíela  nalure  ct  des  gens , vol.  II,  Ice.  16;  Burlamaqui, 
Droit  de  la  nature  et  des  gens , vol.  IV,  pte.  3,  ch.  3. 

**  Grotius,  Droit  de  la  guerre  el  de  la  paix,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pra- 
dicr-Foderé,  liv.  3,  ch.  1,  § 5 ; Vatlel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annolee 
par  Pradier-Foderé,  liv.  2,  ch.  1,  § 5;  Bynkershoek,  Qua-st.  jur.  pub.,  hb.  1, 
cap.  11;  De  Felice,  Droit  de  la  nalure  et  des  gens,  vol.  H,  Ice.  16  ; Garduer,  insli- 
tules,  p.  G82;  Riquelme,  Derecho  público  internacional,  lib.  1,  t/t.  1,  cap  4. 

***  Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2, 
h.  1,  § 4;  Phillimore,  On  intcrnalional  laiv,  vol.  I,  §§  386  ct  seq.;  De  Felice, 
Droit  de  la  nalure  el  des  gens,  vol.  II,  lee.  16;  Burlamaqui,  Droit  de  la  natiüc  el 
des  gens,  v.  IV,  pte.  3,  ch.  3;  Ortolun,  Dómame  intcrnalional,  tit.  3;  Riquelme 
Derecho  público  internacional,  lib.  1,  til.  1,  cap.  4. 
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tienen  que  resentirse  de  su  origen  al  ponerlos  en  práctica.  El  cumpli- 
miento de  un  tratado,  por  ejemplo,  puede  ser  exigido  hasta  por  la 
fuerza  de  las  armas.  La  última  cuestión  de  Francia  é Italia  con 
motivo  de  las  bandas  garibaldinas  que  amenazaban  en  1807  los  Estados 
del  Papa,  y la  intervención  francesa  en  Roma  á consecuencia  de  aque* 
líos  sucesos,  es  una  prueba  concluyente  de  lo  que  hemos  afirmado. 
Pero,  ¿cómo  se  va  á imponer  de  este  modo  el  cumplimiento  de  un 
deber  de  humanidad?  ¿Se  sabe  hasta  qué  punto  podria  cumplirlo  la 
nación  á quien  se  le  exigiera? 

IJay,  empero,  respecto  á ellos  el  derecho  innegable  de  solicitar  ó pe- 
dir su  cumplimiento,  que  corresponde  á todos  los  Estados,  y tratar  de 
impedir  su  ejercicio,  es  casi  atentar  contra  la  independencia  de  la 
nación.  «Siendo  los  Estados,  dice  Vattel,  libres,  independientes  y 
dueños  de  sus  acciones,  corresponde  á cada  uno  el  juzgar  si  está  en 
el  caso  de  impedir  ó de  conceder  los  deberes  de  humanidad.  » 

8 311.  He  aquí  como  se  expresa  el  mismo  autor  acerca 

Regla  y me-  ° 1 1 

elida  de  ios  de  este  punto : « Una  desgraciada  experiencia  demuestra 
deberes  de  1 . 

humanidad  (flie  ja  mayor  parte  de  las  naciones  tratan  de  fortificarse 

entre  las  na-  1 ai 

ciones.  y enriquecerse  á costa  de  las  demás,  de  dominarlas  y aun 
de  oprimirlas  y hacerlas  caer  bajo  su  yugo  si  se  presenta  la  ocasión. 
La  prudencia  no  nos  permite  dar  mas  fuerza  á un  adversario,  y la 
propia  seguridad  nos  prohíbe  que  aumentemos  el  poder  de  un  hom- 
bre en  quien  descubrimos  el  deseo  de  despojarnos  y oprimirnos.  He- 
mos visto  que  una  nación  no  debe  su  asistencia  humanitaria  á las 
demás,  sino  en  tanto  que  puede  concedérsela  sin  faltar  á los  deberes 
que  tiene  para  consigo  misma.  De  aquí  se  sigue  que  si  el  amor  uni- 
versal del  género  humano  obliga  á un  Estado,  siempre  que  no  vea  en 
ello  inconvenientes,  á dispensar  en  todo  tiempo  y á todos,  hasta  á sus 
enemigos,  estos  oficios  cuya  tendencia  es  hacerlos  mas  moderados  y 
virtuosos;  no  deberá  prestar  socorros  que  puedan  serle  funestos,  como 
por  ejemplo, 

Io  La  grande  importancia  del  comercio,  no  solamente  para  las  ne- 
cesidades y comodidades  de  la  vida,  sino  aun  para  el  poder  de  un 
Estado  y para  proporcionarle  medios  de  defensa,  y la  insaciable  ava- 
ricia de  las  naciones  que  tratan  de  acapararlo  todo  en  exclusivo 
provecho,  así  es  como,  vuelvo  á decir,  estas  circunstancias,  auto- 
rizan que  una  nación  que  explote  sola  un  ramo  de  comercio  ó sea 
dueña  del  secreto  de  una  fabricación  importante,  reserve  para  sí  esta 
fuente  de  riqueza  y tome  las  medidas  necesarias  para  impedir  que  se 

extienda  á los  extranjeros.  Pero  si  se  trata  de  cosas  de  primera  ne- 
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cesidad,  ó necesarias  á las  comodidades  de  la  vida  toda  nación  deberá 
venderlas  á las  demás  á precios  equitativos,  y no  convertir  su  mono- 
polio en  odiosa  vejación.  El  comercio  es  la  causa  principal  de  la 
grandeza,  poder  y seguridad  de  Inglaterra.  ¿Quién  censurará  á este 
pueblo  porque  trate  de  conservarle  en  sus  manos  por  todos  los  me- 
dios justos  y dignos  que  estén  á su  disposición? 

a 2o  Con  respecto  á los  efectos  directa  y particularmente  útiles  á 
la  guerra  no  es  obligatorio  para  las  naciones  facilitarlos  á los  de- 
más. La  prudencia  al  ménos  lo  prohíbe,  por  corta  que  sea  la  sospe- 
cha que  se  abrigue  contra  el  pueblo  que  los  pida.  » * 

§ 312.  El  deber  de  amistad  internacional  es  uno  de  Deberes  de 
los  mas  respetables ; y fielmente  cumplido,  uno  de  los  mas  fernacienai*. 
sólidos  fundamentos  de  la  paz  entre  las  naciones. 

Los  Estados  no  le  han  dado,  sin  embargo,  el  lugar  que  merece ; así 
es  que  frecuentemente  tratan  de  aumentar,  en  vez  de  extinguir,  los 
odios  y las  rivalidades  de  nación  á nación,  de  pueblo  á pueblo.  Se 
cree  también,  y muy  equivocadamente  en  verdad,  que  un  pueblo  no 
es  fuerte  y poderoso  sino  trata  con  arrogancia,  y aun  con  altanería,  á 
los  demás,  dirigiendo  y educando  el  espíritu  de  las  masas,  en  confor- 
midad con  esta  creencia 

La  irritación  popular  es,  según  Dymond,  la  causa  mas  eminente  de 
guerra.  Muchas  se  habrian  cortado,  con  efecto,  si  los  gobiernos  hubie- 
ran dirigido  de  otro  modo  el  espíritu  nacional.  Pero  tal  es  la  ley  de 
la  humanidad  y de  la  historia;  cada  progreso  que  se  realiza  ha  cos- 
tado mares  de  sangre.  ** 

* Vattel,  Droit  des  gens , édition  Guillaumin  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2, 
ch.  1,  § 16;  Cicéron,  De  officiis,  lib.  3,  cap.  6;  De  Felice,  Droit  de  la  nalure  el 
des  gens,  vol.  II,  lee.  16;  Burlamaqui,  Droit  de  la  nalure  el  des  gens,  vol,  IV, 
pte.  3,  ch.  3. 

**  Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv. 2, 
ch  1,  §§  11,  12;  De  Felice,  Droit  de  lanature  ct  des  gens,  vol.  II,  lee.  1G;  Bmla- 
maqui,  Droit  de  la  nalure  el  des  gens,  vol.  IV,  pte.  3,  ch.  3;  Dymond,  Essays  on 
the  prin.  of  morality,  Essay  3,  ch.  19. 
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CAPITULO  X 

ARREGLO  DE  LAS  CUESTIONES 
INTERNACIONALES 


Moderación  8 313.  Antes  de  confiar  la  solución  de  una  cuestión' 

que  deben  ° 

tenerlos  Es-  internacional  á la  suerte  de  las  armas,  deben  los  Estados 

tados  en  las 

diferencias  agotar  todos  los  medios  posibles  y decorosos  de  un  arre- 

ínternacio-  ° 1 J 

nales.  g]0  pacífico.  Haciéndolo  así,  cumplen  con  un  alto  deber 
de  humanidad,  y podrán  evitarse  en  la  mayor  parte  de  los  casos,  las 
consecuencias  tristes  y desatrosas  de  la  guerra.  « La  nación  que 
apela  á las  armas,  dice  Riquelme,  sin  ensayar  ántes  los  medios  de 
conciliación,  da  idea  de  que,  ó su  causa  no  es  justa,  ó que  siéndolo' 
usa  de  ella  como  pretexto  para  otros  fines.  » 

Los  medios  de  conciliación  á que  deben  recurrir  los  pueblos 
siempre  que  surja  entre  ellos  alguna  diferencia,  constituyen  por  su 
naturaleza  misma  y por  el  fin  que  se  proponen , una  de  las  partes 
mas  importantes  del  derecho  internacional.  Claro  es  que  dependerán 
de  los  usos  admitidos  ó de  los  tratados  celebrados  entre  ellos,  y 
por  esta  razón  caen  bajo  la  competencia  del  derecho  positivo  de- 
gentes. 

Pero  si  las  cuestiones  que  les  dividan  han  de  recibir  una  solución 
pacífica,  es  preciso  que  las  examinen  y las  traten  con  entera  impar- 
cialidad, y dominados  por  un  espíritu  de  moderación  y de  prudencia. 
Si  estos  principios  no  regulan  la  conducta  que  se  observe  en  una 
cuestión  internacional , pronto  se  salvará  la  distancia  que  separa  los. 
beneficios  de  la  paz  de  los  horrores  de  la  guerra. 

Aun  en  las  cuestiones  fiadas  ya  á la  suerte  de  las  armas,  influye- 

en  gran  manera  el  espíritu  de  templanza  para  alcanzar  un  pronto 
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arreglo.  El  bombardeo  de  Valparaíso,  por  ejemplo,  es  uno  de  los 
hechos  que  mas  dificulta  un  ay’eglo  entre  España  y la  república 
de  Chile.  * 

§ 314.  En  el  estado  actual  de  la  sociedad  y del  derecho, 
las  naciones  no  pueden  encontrar  un  tribunal  superior  dc°sSoíuc¡on 
sobre  la  tierra,  delante  del  cual  comparezcan  para  el  arre-  nones  hner- 
glo  de  sus  diferencias.  Solo  tienen  dos  medios  para  resol-  nacionalcs- 
verlas  : las  negociaciones  amistosas , via  amicabilis , y los  hechos 
mas  ó menos  violentos,  via  facta. 

Las  primeras  han  sido  generalmente  clasificadas  por  los  publi- 
cistas en  arreglos,  transacciones,  mediaciones,  arbitrajes,  conferen- 
cias ; y los  segundos  en  retorsiones,  represalias,  secuestro  y embargo. 
Estas  divisiones  no  están  completamente  justificadas,  porque  muchos 
de  esos  grupos  no  se  distinguen  suficientemente  de  los  demás,  pero 
habiendo  sido  admitidas  y formado  parte  de  la  jurisprudencia  inter- 
nacional, es  absolutamente  preciso  tenerlas  en  cuenta.  ** 

§ 315.  « Por  el  arreglo  amigable,  dice  Riquelme,  la  Arreglo 
parte  que  tiene  derecho  á alguna  cosa,  renuncia  á ella  am,gable* 
para  evitar  discusiones;  en  este  caso  suele  ser  preferible  hacer  una 
renuncia  que  lleva  consigo  la  gratitud,  á guardar  silencio  y abandonar 
la  pretensión,  porque  esta  conducta  significa  debilidad  ó descuido  en 
la  administración  de  los  intereses  públicos. » 

No  todos  los  publicistas  están  conformes  en  la  significación  del 
arreglo  amigable.  Unos  le  explican,  según  acabamos  de  ver,  como 
la  renuncia  de  una  de  las  partes  interesadas;  otros,  como  desisti- 
miento recíproco  de  todos  los  derechos  dudosos  ó imaginarios,  de 
todas  las  pretensiones  que  no  se  justifiquen  evidentemente,  pudiendo 
llegar  hasta  eludir  la  cuestión  principal,  si  es  factible  no  resolverla. 

Pero  tenga  esta  ó la  otra  significación,  lo  cierto  es  que  supone  un 
grande  espíritu  de  moderación  y buena  fé  en  los  Estados  que  re- 

* Riquelme,  Derecho  público  internacional,  lib.  1,  tít.  I,  cap.  8;  Martens,  Ptécis 
du  droií  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotéc  par  Ch.  Acrgé,  liv-  G,  § 175, 

Droil  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Fradier-Foderé,  liv.  2,  ch.  » 

§§  323  et  seq. ; Burlamaqui,  Droil  de  la  naturc  cides  gens,  vol.  V,  pie.  4,  ci.  , 
Webster,  Diplomado  and  ofíicial  papers,  pp.  104  et  seq.;  Presidente  messsage , 

dec.  1859.  i 

**  Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Fodere,  liv.  2, 
ch.  18,  §§  32G  et  seq.;  Wheaton,  Éléments  du  droit  international,  pie.  4,  ch.  1,  § 1, 
Wolfius,  Jus  gentium,  cap.  5 ; Phillimore,  O n international  law,  vol.  If,  § 3 ; Bello, 
Derecho  internacional,  pte.  1,  cap.  11,  § 1 ; HelRcr,  Droit  international,  liv.  2,  ch.  1, 

§ 10G ; Polson,  Law  of  nations,  sec.  6;  Wildman,  International  law,  vol.  1,  ch.  5; 
Riquelme,  Derecho  público  internacional,  lib.  1,  tít.  1,  cap.  8. 
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curren  á él  para  terminar  sus  controversias  El  tratado,  íirmado 
en  Washington,  entre  Inglaterra  y los  Estados- Unidos  en  1842, 
oon  motivo  de  la  pretensión  sostenida  por  la  primera  de  registrar, 
en  persecución  de  la  trata , los  buques  de  los  segundos,  puede  servir 

de  ejemplo.  * 

§ 316.  La  transacción  supone  una  especie  de  renuncia 
Transacción.  jas  pretensiones  respectivas  de  las  partes,  y la 

adopción  de  un  término  medio  que  resuelva  la  cuestión  pendiente. 

Algunos  publicistas,  incluyen  en  ella  los  arreglos  amigables,  pero 
aunque  es,  con  efecto,  una  especie  particular  de  transacción,  tiene 
caracteres  bastante  pronunciados,  para  justificar  que  forme  un  grupo 
aparte.  Por  esta,  cada  uno  de  los  contendientes  renuncia  á una 
parte  de  sus  pretenciones  á trueque  de  asegurar  el  resto,  mien- 
tras que  por  aquellos  se  puede  llegar  hasta  la  renuncia  completa 
de  las  pretensiones  de  uno  de  los  contendientes.  Riquelme  tratando 
de  las  diferencias  que  separan  la  una  de  los  otros  pone  el  siguiente 
ejemplo  : 

« Para  comprender  mejor,  la  diferencia  que  media  entre  el  arreglo 
amigable  y la  transacción,  nos  referiremos  á un  hecho  que  ha  pasado 
en  nuestros  dias.  Sabido  es  que  el  origen  de  la  última  guerra  que 
afligió  á las  repúblicas  de  los  Estados-Unidos  de  América  y Méjico  fué 
la  incorporación  de  la  provincia  de  Tejas.  Si  la  república  mejicana, 
deseosa  de  terminar  sus  desavenencias  con  su  vecina  sin  apelar  al 
recurso  extremo  de  la  guerra,  hubiese  cedido  esta  provincia  á los 
Estados-Unidos,  habría  usado  de  un  arreglo  amistoso.  Si  se  hubiese 
limitado  á ceder  una  parte  de  Tejas,  conservando  el  resto  bajo  cier- 
tas condiciones,  habría  apelado  á la  transacción,  como  medio  de 
evitar  la  guerra.  » 

Como  ejemplos  de  transacciones  internacionales  pueden  citarse  las 
negociaciones  terminadas  por  el  tratado  de  4842,  arreglando  satisfac- 
toriamente la  cuestión  de  los  límites  del  Maine,  de  1846  sobre  la 
cuestión  del  Oregon ; y el  llamado  del  Escorial,  firmado  en  1790 
por  Inglaterra  y España.  ** 

* Riquelme,  Derecho  público  internacional,  lib.  1,  tít.  1,  cap.  8;  Vattel,  Droit 
des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2,  ch.  18,  § 326; 
Heílter,  Droit  international,  liv.  2,  ch.  1,  § 107;  Martens,  Précis  du  droit  des  gens, 
édition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé,  liv.  4,  ch.  1,  § 118;  Bello,  Derecho 
internacional , ptc.  1,  ch.  11,  § 1 ; Wheaton,  Ilist.  law  of  nalions,  pp.  585etseq.; 

ebster,  Diplomalic  and  ofíicial  paper s,  pp.  72  et  seq. 

Bello,  Derecho  internacional,  pte.  1 , cap.  11,  § 1;  Riquelme,  Derecho  público 
internacional,  lib.  1,  tít,  1,  cap.  8;  Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin 
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§ 317.  La  mediación  es  la  interposición  de  los  buenos 
oficios  de  un  Estado  amigo  para  resolver  y arreglar  las  Mcdiaci°n- 
cuestiones  internacionales  de  otros. 

El  mediador  no  entiende  en  ellas  con  el  carácter  de  juez;  su  posi- 
ción es,  por  tanto,  mas  libre,  pero  también  mas  delicada  y difícil. 
La  conciliación  de  las  pretensiones  opuestas  sobre  la  ancha  base  de 
una  mediación  aceptada,*  el  transigir  respecto  á derechos  induda- 
bles, el  apagar  resentimientos  mas  ó ménos  fundados,  todo  le  da 
una  importancia  grande  y le  impone  el  cumplimiento  de  altísimos 
deberes. 

La  mediación  puede  ser  ofrecida  espontáneamente,  en  cuyo  caso 
las  naciones  interesadas  tendrán  que  decidir  si  la  aceptan  ó no:  si 
íuere  consecuencia  de  un  acuerdo  previo  entre  las  partes,  no  puede 
ser  después  rechazada  sin  faltar  á la  buena  fe. 

Su  objeto  es  conciliar,  armonizar  los  intereses,  pero  dejando  siempre 
en  libertad  á las  partes  de  seguir  ó no  los  medios  propuestos.  Esta  es  la 
diferencia  que  separa  al  mediador  del  árbitro.  El  primero,  sin  embargo, 
obrando  recta  é imparciahnente,  atendiendo  á la  situación  especial 
de  los  pueblos  interesados  en  el  asunto,  á la  naturaleza  de  la  cuestión 
pendiente  y á lo  que  la  equidad  exija,  podrá  casi  siempre  evitar  las 
consecuencias  funestísimas  de  la  guerra;  pero  no  puede  imponer  su 
resolución  á los  interesados  ni  está  obligado  á garantizar  el  cumpli- 
miento del  pacto  debido  á sus  buenos  oficios  á no  ser  que  lo 
declare  terminantemente  en  el  tratado,  como  sucedió  en  el  firmado 
en  Teschen,  el  año  1779,  entre  el  elector  del  Palatinado  y el  de 
Sajonia. 

¿Deberá  la  mediación  ser  ofrecida  espontáneamente  y en  todos  los 
casos  por  los  Estados  neutrales?  Un  publicista  italiano,  Galiani,  sos- 
tiene que  estos  deben  mas  bien  evitarlas  que  buscarlas.  Hubncr  afirma 
lo  contrario,  y Phillimore  se  declara  partidario  de  esta  doctrina;  advir- 
tiendo empero  que  las  consecuencias  de  una  mediación  dependen  Jas 
mas  veces  déla  naturaleza  de  la  cuestión  que  se  discuta,  del  caiác- 
ter  de  los  contendientes  y de  la  posición  y autoridad  que  tenga  la 
nación  mediadora. 


annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2,  ch.  18,  § 327;  Heffter,  Droit  international,  liv.  2, 
ch.  1,  § 109;  Martens,  Précis  du  droit  des  getis,  édition  GuiJIaumm,  annotee  par  Ui. 
Vergé,  liv.  8,  ch.  1,  § 253;  Kluber,  Droit  des  gens  moderno,  § 319;  V.S.  Slatutes 
al  largo,  vol.  VIII,  pp.  582  et  scq.;  Webster,  Diplomatic  and  ofíicial  papers,  pp.  32 
et scq.  Ncumann,  Jus  principum  priva/.,  v.  MU,  §§  1 et  scq. 
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Bueno  es  consignar  aquí,  que  la  mediación  puede  aplicarse  á toda 
clase  de  cuestiones  internacionales,  aun  á las  que  son  de  un  derecho 
tan  evidente  que  no  pueden  dar  lugar  a transacción,  ni  arbitraje.  El 
caso  siguiente,  ocurrido  en  el  año  de  1844  y citado  por  Riquelme, 
lo  prueba  concluyentemente. 

« Muchos  años  hacia  que  el  gobierno  marroquí,  poco 
trc  España  y celoso  en  el  cumplimiento  de%los  tratados  que  le  ligan 

Marruecos.  , _ . , . , ,,  , 

con  la  España,  no  había  impedido  á sus  subditos  el  que 
cometiesen  hostilidades  contra  la  plaza  de  Ceuta.  Sobre  este  punto  la 
corte  de  Madrid  había  dirigido  frecuentes  quejas  al  emperador,  las 
que  unidas  á otras  varias  reclamaciones  desatendidas  también,  habían 
llegado  á agriar  las  relaciones  entre  los  dos  gobiernos  á tal  extremo, 
que  la  guerra  era  inminente.  En  este  estado  los  gobiernos  de  Francia 
y de  Inglaterra  ofrecieron  constituirse  en  árbitros  y fallar  sobre  estas 
diferencias.  La  España  rehusó  el  arbitraje,  porque  no  tratándose  de 
cuestiones  dudosas,  sino  de  puntos  claros  no  entendió  que  debía  someter 
al  fallo  de  ninguna  nación  extranjera  los  agravios  causados  á su 
propia  dignidad  y decoro.  Las  gestiones  amistosas  de  estas  potencias 
se  dirigieron  entonces  á ofrecer  su  mediación,  la  que  aceptada  por 
los  dos  gobiernos  ofrecieron  el  feliz  resultado  de  evitar  la  guerra, 
restableciendo  en  su  antiguo  estado  las  relaciones  que  tan  próximas 
habían  estado  á romperse  completamente.  » 

Este  carácter  la  hace  de  uso  general  y coarta  en  cierto  modo  la 
libertad  de  las  naciones  para  rechazarla.  Una  vez  ofrecida,  solo 
podrá  ser  justamente  desechada  cuando  sea  patente  la  malafé  del  ad- 
versario. « El  Estado  que  no  quiera  ser  mirado,  dice  Bello,  como 
un  perturbador  de  la  tranquilidad  pública,  se  guardará  de  atacar 
atropelladamente  al  que  se  presta  á las  vias  conciliatorias,  si  no  puede 
justificar  á los  ojos  del  mundo  que  con  estas  apariencias  de  paz  solo 
se  trata  de  inspirarle  una  falaz  seguridad  y de  sorprenderle.  » Estas 
mismas  consideraciones  prueban  la  dificultad  que  existe  para  encon- 
trar un  modo  satisfactorio  de  rechazar  la  mediación  ofrecida.  * 


* > altcl,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2 ; 
el).  18,  § 328;  Wheaton,  Elémcnts  du  droit  intemational,  pte.  3,  ch.  2,  § 18, 
Martens,  Prccis  du  droit  des  gees,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Cli.  Vergé,  liv.  6, 
§176;  Martens,  Ilecueil  des  trnités,  vol.  II,  Traité  concha  entre  l’Electeur  du  Pala- 
tinat  et  celui  de  Saxc,  a Teschen,  en  1779 ; Galiani,  De  doveri  de  principi  neu. , 
p P*  ^ í Hubner,  De  la  saisie  des  bdtiments  neutres,  vol.  I,  pte.  1,  ch.  2,  § 11  ; 
n imore,  On  intemational  law,  vol.  III;  Riquelme,  Derecho  público  internacional, 
'*•  > Gt.  1,  cap.  8;  Bello,  Derecho  internacional,  pte.  1,  cap.  11,  § 1;  Kluber, 

'oif  des  gens  moderno,  pte.  2,  tit.  2,  ch.  3,  § 160  ; HeffLer,  Droit  intemational. 
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§ 318.  En  algunas  ocasiones  los  contendientes, 
atendiendo  á la  naturaleza  dudosa  de  sus  pretensiones  Arbltlaj0- 
suelen  someter  sus  diferencias  al  juicio  de  árbitros  nombrados  al 
efecto.  El  arbitraje,  pues,  en  derecho  internacional,  reconoce  la  mis- 
ma causa  que  en  derecho  civil,  y aun  es  susceptible  de  deíinirsede 
la  misma  manera,  pero  se  diferencia  mucho  en  sus  efectos.  No  hay 
tribunal  competente  para  obligar  á los  Estados  á cumplir  la  sentencia 
arbitral,  y esto  solo  la  hiere  de  radical  impotencia ; mas  obliga,  sin 
embargo,  moralmente  y la  nación  que  no  quiera  pasar  como  perturba- 
dora, debe,  al  no  someterse  á una  decisión  de  esta  clase,  justificar 
cumplidamente  su  conducta. 

Para  dar  ai  arbitraje  toda  la  precisión  necesaria  y toda  la  fuerza 
de  que  es  susceptible,  se  fijan  generalmente  en  un  convenio  especial 
ios  hechos  sobre  que  debe  entender,  las  pretensiones  de  los  intere- 
sados y el  punto  verdadero  de  la  cuestión.  Porque  si  los  árbitros 
no  resuelven  con  arreglo  á estas  instrucciones  ó no  juzgan  acerca  del 
punto  realmente  cuestionable,  su  sentencia  no  podrá  ser  obligatoria 
para  ninguno  de  los  interesados. 

En  la  cuestión  de  límites  sostenida  por  Inglaterra  y los  Arbitraje  so- 
Estados-Unidos  norte-americanos,  fué  nombrado  árbitro,  de?  rey'de 
en  virtud  de  un  tratado  firmado  en  1827,  el  rey  de  los  Bajos.' 
Países  Bajos,  el  cual  no  resolvió  en  su  sentencia  el  punto 
en  litigio  limitándose  á presentar  proposiciones  para  un  nuevo  arre- 
glo, por  cuya  causa,  ninguna  de  aquellas  naciones  la  consideró 
obligatoria  y resolvieron  después  el  asunto  amistosamente.  Este  seria 
siempre  el  resultado  de  una  sentencia  arbitral,  que  no  versara  sobre 
el  objeto  debatido  ó no  estuviera  fundada  en  el  convenio  en 
cuya  virtud  se  hubiera  formado  el  arbitraje. 

Los  árbitros  elegidos  para  entender  en  las  cuestiones  internacio- 
nales pueden  ser  particulares  ó soberanos.  Los  primeros  no  pue- 
den delegar  sus  funciones  ; los  segundos  suelen  hacerlo  y no 
intervenir  directamente,  sino  para  pronunciar  la  sentencia  definí 
ti  va. 

La  manera  de  proceder  en  el  ejercicio  de  estas  funciones,  se 
ha  derivado  generalmente  del  derecho  civil.  Sin  embargo,  para 
determinarle,  debe  estarse  en  primer  lugar  á lo  que  estab  ezca 


liv.  2,  ch.  I,  § 109;  Bielefeld,  Instituí,  polit.,  v.  II,  ch. 
principum  priva!,  t.VJII,  § 18;  Garden,  De  la  diplomatie, 
Science  du  gouvernement.  vol.  V,  ch.  3,  sec.  8. 


8,  § 17;  Neuman»,  Jus 
vol.  I,  p.  436,  note  ; Real, 
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ol  convenio  en  que  hayan  sido  nombrados.  Cuando  los  árbitros 
son  muchos  sin  que  se  hayan  previamente  concertado  sus  funcio- 
nes respectivas,  no  pueden  proceder  separadamente  por  no  cre- 
erse que  haya  sido  esta  la  intención  de  los  interesados.  En  sus 
votaciones  es  concluyente  la  ley  de  las  mayorías,  y en  el  caso  de  em- 
pate no  podrán  recurrir  al  nombramiento  de  un  tercero.  Tendrán 
entonces  que  intervenir  las  partes  para  resolver  la  dificultad,  porque 
el  derecho  internacional  moderno  no  ha  admitido  en  este  punto  la 
regla  del  romano. 

El  arbitraje  termina,  por  expiración  del  plazo  extipulado,  porque 
los  contendientes  celebren  nuevos  convenios,  por  la  muerte  de  uno 
de  los  árbitros  ó por  la  promulgación  de  la  sentencia. 

Un  punto  de  mucha  importancia  y que,  por  tanto,  no  debe  per- 
derse de  vista,  es  que  en  las  cuestiones  de  límites  y territoriales  el 
derecho  de  posesión  ó la  tenencia  material , no  significa  nada  en 
frente  del  de  propiedad ; mas  aun,  que  los  árbitros  no  deben  enten- 
der del  primero,  sino  en  tanto  que  pueda  conducirles  á la  determi- 
nación del  segundo.  En  derecho  de  gentes  el  jus  in  re  lleva  siempre 
y en  todo  caso  consigo  el  jus  ad  rem. 

Heífter  enumera  así  los  casos  en  que  los  Estados  pueden  legítima- 
mente dejar  de  cumplir  una  sentencia  arbitral: 

1°  Si  ha  sido  pronunciada  sin  que  los  árbitros  estuvieran  sufi- 
cientemente autorizados  ó fuera  de  los  términos  del  convenio  en  que 
hayan  sido  nombrados. 

2o  Si  los  que  la  han  dictado  son  absolutamente  incapaces. 

3o  Si  estos  ó las  partes  contrarias  no  han  obrado  de  buena  fé. 

4°  Si  todas,  ó alguna  de  ellas,  no  han  sido  escuchadas  en  el 
juicio. 

5o  Si  versa  sobre  cuestiones  impertinentes. 

6°  Si  sus  disposiciones  son  absolutamente  contrarias  á las  reglas  de 
la  justicia,  y no  pueden,  por  tanto,  ser  objeto  de  una  convención. 

De  lo  que  llevamos  dicho  acerca  del  arbitraje , se  deduce  que  no 
puede  aplicarse  sino  á las  cuestiones  de  naturaleza  realmente  liti- 
giosa, distinguiéndose  en  esto  de  la  mediación.  Así  es  que  no  puede 
tildarse  al  Estado  que  lo  rechace  de  que  perturba  el  órden  público,  ó 
provoca  los  desastres  de  la  guerra;  porque  no  es  admisible  que  nin- 
| guno  someta  á un  juicio  de  esa  especie  las  cuestiones  en  que  su  dig- 
nidad se  halle  interesada,  ó sean  de  tan  notorio  derecho  que  no 
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Laya  lugar  í dudas,  pues,  aceptarle  equivaldría  á establecer  uu 
ceden  te  funestísimo.* 

§ 319.  Para  lograr  un  cumplido  arreglo  de  las  cuestiones 
internacionales,  ó para  intentarle  á lo  ménos,  necesítase  conSoroS 
que  los  Estados  se  entiendan  de  un  modo  conveniente,  roi¿* 
discutan  sus  pretensiones,  fijen  y determinen  de  común  ranos- 
acuerdo  sus  derechos,  es  menester,  en  una  palabra,  como  dice  Val- 
tel,  que  «se  hablen,  que  conferencien  juntos.»  Las  conferencias  y los 
congresos,  no  son  mas  que  medios  de  conciliación  recomendables  á 
las  naciones  para  terminar  pacíficamente  sus  diferencias. 

Pinheiro-Ferreira  se  pronuncia  terminantemente  en  contra  de  ellos 
y divide  los  primeros  en  dos  grupos.  Los  unos,  dice,  después  de 
largos  y violentos  debates,  terminan  por  no  decir  nada ; los  otros, 
considerando  como  tributarios  los  Estados  ménos  fuertes,  los  países 
como  propiedades  de  sus  respectivos  gobiernos,  y los  pueblos  como 
rebaños,  los  dividen  por  acres  y cabezas,  atendiendo  solo  á su  pro- 
pia utilidad.  Vattel,  hablando  de  los  de  Cambrai  y de  Soissons,  cele- 
brados en  1724  y en  1728,  dice  que  fueron  «malas  comedias  desem- 
peñadas en  el  teatro  de  la  política,  y en  las  cuales  los  principales  ac- 
tores se  propusieron  hacer  ver  que  deseaban  un  arreglo,  cuándo  sus 
intenciones  eran  enteramente  contrarias.  » Phillimore  no  tiene  incon- 
veniente en  afirmar  que  sabe  por  la  historia,  que  los  congresos  de 
los  soberanos  mismos,  han  mostrado  en  muchas  ocasiones,  que  no 
eran  tribunales  imparciales  ni  competentes  para  resolver  las  cues- 
tiones de  derecho  internacional.  Estas  críticas  pueden  aplicarse  á los 
antiguos,  que  lejos  de  terminar  las  diferencias  internacionales  las 
aumentaban  con  sus  tenebrosos  manejos  y secretas  maquinaciones; 
pero  no  es  exacta  refiriéndose  á los  modernos  que  han  resuelto  cues- 
tiones importantísimas. 


*Halleck,  International  law,  ch.  12,  §§  6,  7 ; Hcfl'ter,  Droit  internalional, liv.  2, 
ch.  1,  § 109;  Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Fodero, 
liv.  2,  ch.  18,  § 329;  note  pp.  306,  307;  Martens,  Précis  du  droit  des  gens  edition 
Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé,  liv.  6,  § 176;  Wheaton,  El  ments  u /oí 
internalional,  pte.  3,  ch.  2,  § 18  ; Phillimore,  On  Internationa  aw,  vo  , . » 

Presidcnt’s  annual  message,  1831;  American  annual  tejis  cr,  , > • » 

Kluber,  Droit  des  gens  moderne,  § 318;  Grotius,  Droit  de  a guerree  ’ 

édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3 ch.  20,  § 48  Puírendorf, 
De  jure  nalurce  et  gentium,  lit>.  5,  cap.  13,  § 6;  Voet,  om.  a Pttn  ec  > 1 • f’ 
vol.  VIII;  Burlamaqui,  Droit  de  la  nalure  et  des  gens,  vol.  V,  pte.  4,  ch.  4; 
Bello,  Derecho  internacional,  pte.  1,  cap.  11,  §§1,  2;  Riquelme,  Derecho  publico 
internacional,  lib.  1,  tít.  1,  cap.  8;  Wildman,  International  law,  vol.  I,  p.  186; 
Real,  Science  du  gouvcrnement,  vol.  V,  ch.  3,  sec.  8. 
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« Los  congresos  antiguos,  dice  Het'fter,  no  tenían  otra  misión  que 
la  do  terminar  las  guerras,  ó tratar  de  los  asuntos  particulares  de  los 
soberanos.  En  nuestro  siglo,  han  adquirido  otro  carácter;  el  de  com- 
pletar y alirniar  la  paz,  conjurar  los  peligros  futuros,  adoptar,  en 
una  palabra,  medidas  sobre  asuntos  de  interés  general.» 

Vergé,  en  su  introducción  al  Précis  du  droit  des  gens,  de  Martens, 
dice,  que  el  congreso  de  Viena  mostró  mas  bien  lo  que  estas  reunio- 
nes habían  sido  en  lo  pasado  que  lo  que  debían  ser  en  lo  venidero, 
y que  para  formarse  idea  de  lo  que  pueden  ser  hay  que  recordar  el 
de  París  de  1856,  verdadera  manifestación  del  espíritu  moderno 
en  las  grandes  asambleas  diplomáticas. 

Otros  publicistas  afirman  que  ha  inaugurado  la  época  de  los  con- 
gresos modernos ; pero  esta  aserción  es  enteramente  gratuita. 

Mas  claro:  antes  de  1856  está  1826  y 1847;  es  decir,  con  ante- 
rioridad al  do  Paris  se  celebraron  los  de  Panamá  y de  Lima,  y si  bien 
es  cierto  que  no  han  tenido  la  importancia  práctica  de  aquel,  mani- 
festaron igual  tendencia  y el  mismo  espíritu  ha  dominado  en  sus 
principios.  Antes  de  que  el  congreso  de  Paris  de  1856  hubiera  abolido 
el  corso  marítimo,  le  habían  condenado  los  de  Panamá  y de  Lima;  si 
el  uno  dificultó  las  guerras  en  el  continente  europeo  por  la  interpre- 
tación dada  al  art.  7o  del  tratado  de  paz,  los  otros  habían  sostenido 
idéntica  doctrina  respecto  á las  cuestiones  que  pudieran  surgir  entre 
los  Estados  de  la  América  latina.  El  primero  podrá  haber  sido  mas 
eficaz  en  el  terreno  de  los  hechos,  pero  no  distinto  de  los  segundos 
en  sus  principios.  Vergé  salva  en  una  nota  el  olvido  en  que  incurre 
acerca  de  ellos,  y hablando  del  de  Panamá  dice,  que  no  ejerció  in- 
fluencia alguna,  y que  sirvió  solo  para  probar  la  impotencia  de  las 
nacientes  repúblicas  de  la  América  española.  Este  escritor  confun- 
de la  cuestión  de  principios  con  la  de  consecuencias  prácticas. 

Desde  1822  en  que  tuvo  lugar  el  de  Verona  hasta  la  época  actual 
se  han  resuelto  muchas  cuestiones  internacionales  en  virtud  de  con- 
ferencias tenidas  por  los  embajadores  de  las  potencias  de  primer  orden. 
Las  mas  notables  han  sido  las  de  Londres,  de  1831  á 1839,  sobre  las 
cuestiones  de  Bélgica,  las  de  Viena,  de  1853  á 1851,  para  evitar  la 
guerra  entre  Rusia  y Turquía,  las  de  Paris,  en  1861,  para  el  arreglo 
de  los  asuntos  del  Líbano,  las  de  Londres,  de  1861,  las  de  Orizaba, 
en  1862,  á consecuencia  de  la  intervención  en  Méjico,  las  de  Lon- 
dres, en  1864,  sobre  la  guerra  dano-alemana,  y en  1867  con  mo- 
tivo de  la  cuestión  del  Luxemburgo. 

Otio  de  los  medios  á que  en  algunas  ocasiones  se  ha  recurrido 
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para  el  arreglo  de  las  cuestiones  internacionales  ha  sido  la  entrevista 
de  soberanos,  que  no  se  pueden  comparar  á los  congresos,  sino  cuando 
van  acompañados  por  los  ministros  de  relaciones  exteriores  ú otros 
plenipotenciarios,  y se  redactan  en  forma  las  deliberaciones.  La  cele- 
brada en  Varsovia,  el  20  de  Octubre  de  1800,  entre  los  de  Austria 
Prusia  y Rusia,  ha  tenido  ese  carácter. 

Algunas  cuestiones  diplomáticas  se  tratan  y se  resuelven  por  notas 
entre  los  ministros  de  relaciones  exteriores  : tal  sucedió  en  1861  con 
la  cuestión  de  los  Principados  danubianos.  * * * § 

§ 320.  Cuando  los  medios  conciliatorios  no  producen  rc- 
sultado  alguno,  pueden  los  gobiernos  intentar  otros  re- 
cursos , entrando  en  las  vias  de  hecho,  sin  que  por  ello  se  entienda 
que  está  declarada  la  guerra.  La  retorsión  que  es  uno  de  ellos,  se 
funda,  como  dice  Heffter,  en  la  máxima  : Quo el  quisque  in  alterum 
staluerit  ut  ipse  eodem  jure  utatur.  Cuando  un  soberano,  dice  Vattcl, 
no  está  satisfecho  del  modo  como  son  tratados  sus  súbditos  por  las 
leyes  y usos  de  otra  nación  puede  declarar  que  observará  con  los 
suyos  la  misma  conducta.  Escriche  la  define  también  así. 

Ateniéndose  á esta  idea  es  muy  fácil  distinguir  los  casos  en  que  pro- 
cede, porque  se  ve  fácilmente,  que  se  aplica  solo  á la  falta  de  cum- 
plimiento de  los  deberes  imperfectos.  Así,  cuando  un  Estado,  sin 
respetar  les  usos  establecidos,  aumenta  inconsideradamente  los  de- 
rechos de  entrada  de  los  productos  de  otro,  este  podrá  emplearla. 
Igual  aconteceria  en  el  caso,  citado  por  Ortolan,  de  que  una  nación 
alterase  de  pronto  el  arqueo  ele  los  buques  mercantes , hiriendo  los 
intereses  comerciales  de  súbditos  ó ciudadanos  extranjeros. 

Cada  país  determinará,  según  los  casos  particulares,  las  condicio- 
nes generales  de  la  retorsión  y las  personas  que  han  de  aprovecharse 
de  ella. 

En  la  historia  de  la  revolución  francesa  se  pueden  encontrar  mu- 
chos ejemplos,  y entre  otros  el  decreto  de  la  Convención,  de  10  de 
agosto  de  1793,  confiscando  los  bienes  de  los  súbditos  españoles, 
como  retorsión  á uno  del  rey  de  España  por  el  que  se  hacia  lo  mismo 

* Vattcl.  Droil  des  gens,  édilion  Guillaumin,  annotóe  par  Pradier-loileré,  liv.  2, 

ch.  18,  § 330;  Pinheiro-Ferreira,  Notes  sur  Mar  leus,  § 330;  Pliiilimore,  On  Inter- 

national law,  vol.  I,  § 398;  vol.  Ií,  § 3;  Heífler,  Droil  interna  tional,,  hv.3,  ch.  2, 

§ 240;  Martcns,  Précis  du  droil  des  gens,  édilion  Guillaumin,  annolée  par  Ch.  \ crge, 
Introduction  historique,  p.  49;  Klubcr,  Droil  des  gens  moderne , § 321,  Burlama- 
qui,  Droil  de  la  nature  des  cens , vol.  V,  pte  4,  ch.  4. 
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con  los  de  los  franceses.  Francia  confiscó  también  en  1806,  todas  las 

mercancías  y propiedades  inglesas.  * 

§ 321 . Otro  de  los  medios  violentos  á que  suele  recur- 
Represaiias.  r¡rse  const¡tUye  j0  que  se  lia  designado  con  el  nombre  de 

represalias.  Vattel  dice,  acerca  de  este  particular  : « Cuando  una  na- 
ción no  puede  alcanzar  justicia  de  otra,  apela  á las  represalias  para 
obtenerla.  Si  alguna  se  apodera  de  lo  que  pertenece  á otra,  ó rehúsa 
pagarla  una  deuda  ó reparar  una  injuria  ó dar  una  justa- satisfacción, 
esta  podrá  apropiarse  cualquiera  cosa  que  pertenezca  á la  primera, 
indemnizándose  con  ella  de  todos  sus  daños  y perjuicios  ó guar- 
dándola en  gaje  hasta  que  obtenga  la  satisfacción  pedida.  » Las 
represalias  deben  limitarse  á los  hechos  puramente  necesarios  para 
la  seguridad  de  las  naciones  y la  conservación  de  sus  legítimos  dere- 
chos. Ningún  pueblo,  verdaderamente  civilizado,  las  usará,  faltando  á 
los  deberes  de  humanidad  y á los  principios  de  justicia.  En  virtud 
de  esta  regla  se  limitan  comunmente  á los  individuos  que  hayan  co- 
metido el  delito  imputable,  ó á los  gobiernos  ofensores,  sin  embargo, 
de  que  en  casos  extraordinarios,  se  aplican  indistintamente  á los  unos 
y á los  otros,  y suelen  tener  un  carácter  beligerante  que  las  hace 
confundir  casi  siempre  con  actos  reales  de  guerra. 

Una  sentencia  judicial  notoriamente  injusta  en  perjuicio  de  un 
extranjero,  puede  legitimar  las  represalias  según  Grotius,  Bynkers- 
hock  y casi  todos  los  publicistas.  « La  autoridad  de  un  juez,  dice 
el  primero  no  tiene  la  misma  fuerza  relativamente  á los  extranjeros, 
que  á los  súbditos  del  Estado.  La  diferencia  que  media  con  respecto 
á una  sentencia  injusta  entre  estos  y aquellos  es  que  los  primeros 
no  pueden  oponerse  por  la  fuerza  á la  ejecución  de  la  sentencia  á 
causa  de  su  sumisión  á la  autoridad  de  que  emana,  mientras  que 
los  últimos  tienen  derecho  á alcanzar  una  satisfacción  completa; 
del  cual  no  debe  usarse  sino  cuando  no  se  pueda  alcanzar  lo  de- 

* HeíTter,  Droil  international,  liv.  2,  ch.  1,  § 111;  Vattel,  Droit  des  gens,  édition 
Guillauinin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2,  ch.  18,  §341,  note  p,  319;  Escriche, 
Diccionario  razonodo  de  legislación  y jurisprudencia,  lít.  Retorsión;  Ortolan,  Diplo- 
malie  de  la  mer,  vol.  I,  ch.  16;  Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  édition  Guil- 
laumin,  annotée  par  Ch.  Yergé,  liv.  8,  ch.  2,  § 254,  note  p.  186;  Wheaton,  Eléments 
du  droil  internal 'tonal,  pte.  4,  ch.  1,  § 1 ; Ivluber,  Droit  des  gens  moderne,  § 234; 
Massé,  Droit  commcrcial,  v.  I,  § 143;  Pinheiro-Ferreira,  Notes  sur  Martens , §541; 
Fhilliniore,  On  international  law,  vol.  I,  § 16;  vol.  II,  § 8;  Polson,  Law  of  nations,. 
sec.  6;  Manning,  Law  of  nations,  p.  105;  Carden,  De  diplomatie,  liv.  6,  § 3 ; Ray- 
neval,  Insl.  du  droit  na  tur  el,  liv.  2,  ch.  12;  Mittermaier,  Deulscltes  priv  a tr.  ,§  110; 
Ludevvig,  Gelehrte  anzeigen,  vol.  I,  p.  73;  Bauer,  Medi  tallones  de  oero  fundamento, 
quo  inlcr  chilates  nititur  retorsio  juris,  Lipsiae,  1740. 
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mandado  por  las  vías  ordinarias  de  la  administración  de  justicia.» 
Estos  principios  lian  sido  reconocidos  por  muchos  tratados  entre  los 
Estados  de  Europa  : no  obstante,  Inglaterra  se  ha  separado  de  ellos 
en  algunas  ocasiones. 

Las  represalias  han  sido  divididas  por  los  publicis- 
tas, en  generales  y especiales.  Las  primeras,  como  su  ia¿Vrepresa- 
mismo  nombre  indica,  son  las  que  un  Estado  concede  á lias' 
todos  sus  súbditos  para  que  se  apoderen  de  los  bienes  ó personas  de 
la  nación  ofensora,  en  alta  mar,  ó en  cualquiera  parte  en  que  se 
encuentren  fuera  de  la  jurisdicción  de  un  tercero. 

Estas  represalias  son  comunmente  hoy  la  primera  medida  que  se 
toma  al  principio  de  una  guerra,  y se  miran,  por  tanto,  como  impli- 
cando la  declaración  de  hostilidades,  á menos  que  no  se  dé  satisfac- 
ción por  el  Estado  que  baja  cometido  la  ofensa.  Son  especiales 
cuando  se  limitan  á ciertas  personas  ó casos,  ó á tiempo  y lugar  deter- 
minados. Estas  se  verifican  siempre  que  en  tiempo  de  paz  se  conceden 
cartas  de  marca  á individuos  que  han  sufrido  una  ofensa  del  gobierno 
ó de  los  individuos  de  otra  nación.  Sin  embargo,  la  palabra  cartas 
de  marca,  en  estos  últimos  tiempos,  se  ha  aplicado  solo  á la  autoriza- 
ción para  armar  buques  particulares  con  el  objeto  de  apoderarse, 
durante  la  guerra,  de  los  bienes  del  enemigo.  Por  eso  hay  que  distin- 
guir estas  cartas  de  marca  y aun  las  patentes  de  presas  que  tienen  la 
misma  significación  de  las  patentes  ó letras  de  represalias.  Los  límites 
en  los  cuales  deben  contenerse  los  individuos  en  el  ejercicio  de  las 
generales,  deben  ser  fijados  por  la  ley  que  las  determine.  * * * § 

8 322.  Otra  división  admitida  de  las  represalias  es  en  „ 

° r Represalias 

positivas  y negativas.  Estas  tienen  lugar  cuando  un  Estado  positivas  y 

r " ° negativas. 

rehúsa  el  cumplimiento  de  una  obligación  que  haya  con- 


* Wheaton,  Eléments  clu  droit  des  gens,  pte.  4,  ch.  1,  §§  1,  2;  Dana,  Ekm.  int. 
law,  by  Wheaton,  eighth  édition.  Vatlel,  Droil  des  gens,  édition  Guillaumin,  anno- 
tée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2,  ch.  18,  § 342  ; Martens,  Précis  du  droit  des  gens, 
liv.  8,  ch.  2,  §§  255-253;  Grotius,  Droil  de  la  guerre  el  de  lapaix,  édition  Guil- 
laumin, annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  2,  § 5;  Bynkershoek,  Quwsl  jur. 
publ.,  lib.  1,  cap.  24;  Kent.  Com.  on  american  law,  vol.  I,  pp.  60,  61,  94,  95; 
Emerigon,  Traités  des  assurances,  ch.  12,  sec.  36 ; Phillimore,  On  international 
law,  vol.  III,  §§  8-24;  Manning,  Law  of  nalions,  pp.  106-111-115 ; Heíf'ter,  Droit. 
international,  liv.  2,  ch.  1,  §§  110,  111  ; Ortolan,  Diplomatie  de  la  771er,  liv.  1, 
ch.  16;  De  Cussy,  Droit  mar  i lime,  liv.  1,  tit.  2,  § 51  ; liv.  2,  ch.  37;  Pistoye  et 

Duverdy,  Traité  des  prises,  tit.  1,  ch.  3,  sec.  3;  Bello,  Derecho  internacional, 
pte.  1,  cap.  11,  § 3 ; Riquelme,  Derecho  público  internacional,  lib.  1,  tít.  1,  cap.  8 ; 

tít.  2,  cap.  12  ; Moser,  Versuch,  liv.  8,  p.  504  ; Kluber,  Droit  des  ge)is  moderne, 

§ 234;  Polson,  Law  o f nalions,  sec.  6;  Wildman,  Internationnal  law,  vol.  II, 
p.  192;  Hansard,  Parí,  debates,  1850;  vol.  XCII,  pp.  281-236. 
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traído  ó no  permite  á otro  el  goce  de  un  derecho  legítimo  que  reclame. 
Las  primeras  tienen  lugar  cuando  una  nación  se  apodera  de  las  per- 
sonas y los  bienes  de  otra  para  obtener  satisfacción  de  los  daños  y 
perjuicios  que  hubiere  recibido.  En  derecho  internacional  tienen  ambas 
la  misma  consideración.  Puede  decirse,  no  obstante,  que  las  nega- 
tivas son  en  general , menos,  á propósito  para  producir  un  rompi- 
miento inmediato  que  las  positivas.  * 

S 323.  La  aprehensión  de  la  cosa  ó persona  objeto  de  la 

Aprehensión  _ r J 

de  la  cosa  ó contienda,  se  considera  como  el  paso  preliminar  de  una 

persona  ob-  r 

jeto  de  la  guerra.  Sin  embargo,  este  hecho  no  implica  necesaria- 

contienda.  ° . r 

mente  su  declaración  : deja  aun  esperanzas  de  arreglo,  y así 
los  súbditos  de  los  Estados  correspondientes  no  deberán  considerarse 
por  eso,  como  enemigos  públicos. 

Si  la  guerra  sigue  inmediatamente  á la  aprehensión,  se  considerará 
esta  como  un  acto  realmente  beligerante.  La  ocupación  de  la  isla  de 
San  Juan,  enl859,fué  un  acto  de  simple  detención,  y no  de  guerra.  ** 
§ 324.  Antes  de  proceder  á las  represalias,  el  Estado 
que  haya  sufrido  daños  ó perjuicios,  ó cuyos  derechos 
hayan  sido  desconocidos  en  los  tribunales  extranjeros,  debe 
acreditar  la  justicia  de  su  causa  y la  legitimidad  de  sus 
pretensiones.  No  basta  con  que  tenga  un  derecho  dudoso 
ó cuestionable  en  su  favor  para  que  sean  procedentes  las  represalias. 
Un  derecho  de  este  género  podrá  dar  lugar  á un  arbitraje,  pero  en 
ningún  caso  á represalias. 

Y si  alguno  se  atreve  á usarlas  inconsideradamente  y sin  atender 
á la  naturaleza , no  bien  definida , de  la  cuestión  que  motiva  su 
conducta,  el  contrario  que  sufre  las  consecuencias  puede  rechazarla 
por  la  fuerza  y aun  emplearla  para  recuperar  el  territorio  ó la  cosa 
de  que  hubiere  sido  despojado.  Yattel  sostiene  que  el  derecho  de 
gentes  no  permite  las  represalias,  sino  en  virtud  de  una  causa  evi- 


Necesidad 
de  justificar 
la  demanda 
ántes  de  pro- 
ceder a la 
ocupación  ó 
apresa- 
miento. 


* Weathon,  Eléments  du  droit  internaiional,  pte.  4,  ch.  1,  § 2;  Halleck,  Interna- 
tional law,  ch.  12,  § 13;  Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par 
Pradier-Foderé,  liv.  2,  ch.  18,  §§  342-346  ; note  p.  321;  Heffter,  Droit  internaiional, 
liv.  2,  ch.  1,  § 110;  Kluber,  Droit  des  gens,  §234,  note;  Bello,  Derecho  internacional, 
pte.  1,  cap.  11,  § 3;  Riquelme,  Derecho  público  internacional,  lib.  1,  tít.  2,  cap.  .12; 
Phillimore,  On  internaiional  law,  vol.  III,  § 11 ; Polson,  Law  of  nations,  sec.  6. 

**  Halleck,  International  lato,  ch.  12,  § 14;  Yattel,  Droit  des  gens,  édition  Guil- 
laumin, annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2,  ch.  18,  § 337;  Wheaton,  Eléments  du 
droit  international,  pte.  4,  ch.  1,  § 1;  Kluber,  Droit  des  gens  moderne,  § 234;  Ri- 
quelme,  Derecho  público  internacional,  lib.  1,  tít.  2,  cap.  12;  Polson.  Law  of  nations, 
sec.  6;  President's  message.  dec.  1859. 
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dentemen te  justa,  de  una  deuda  líquida  y enteramente  probada.  « El 
que  se  apoya  en  una  pretensión  dudosa,  dice  este  publicista,  no  pue- 
de exigir  mas  que  el  exámen  equitativo  y justo  de  su  derecho.  Ade- 
más, ántes  de  usar  de  represalias  es  preciso  que  se  haya  pedido  jus- 
ticia inútilmente,  ó al  menos,  que  haya  razones  fundadas  para  creer 
que  se  demandaría  en  vano.  Seria  contrario  á la  paz,  tranquilidad  y 
bienestar  de  las  naciones,  á su  comercio  mutuo  y á todos  los  vín- 
culos y deberes  que  las  unen, que  cualquiera  de  ellas  pudiera  recurrir 
á las  vías  de  hechos,  sin  saber  de  antemano  si  están  ó no  dispuestos 
á atender  en  justicia  sus  reclamaciones.  » * 

§ 32o.  Que  las  represalias  se  extienden  no  solamente  á 
los  bienes  ó propiedades  de  un  pueblo,  sino  á los  súbdi-  Cóbrelas* 
tos  de  un  Estado  es  un  principio  establecido  de  derecho  1)e'bonas‘ 
de  gentes.  Vattcl  lo  reconoce  así.  Sin  embargo,  esta  doctrina  se  ha 
modificado  mucho  desde  la  época  en  que  publicó  su  obra,  y en  los 
últimos  tiempos  las  represalias  se  han  dirigido  mas  bien  contra  los 
bienes  que  sobre  las  personas.  Aun  Yattel  mismo  tiene  que  recurrir 
para  comprobar  su  aserto  á hechos  y leyes  de  las  antiguas  repú- 
blicas griegas.  ** 

§ 326.  Para  que  la  captura  de  los  ofensores  no  consti- 
tuya una  violación  de  los  principios  de  derecho  interna- 
cional, se  necesita  que  el  Estado  á que  pertenezcan  se 
haya  negado  á dar  cumplida  satisfacción,  castigándoles  ó ponién- 
doles á disposición  del  ofendido.  Estos  apresamientos  tienen  siempre 
un  carácter  tal  de  violencia  que  pueden  considerarse  como  el  paso 
preliminar  de  una  guerra,  que  solo  una  prudente  negociación  diplo- 
mática puede  eritar.  *** 


Captura  y 
castigo  do 
los  ofensores. 


* Vattel,  Droit  des  gens,  édUion  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2, 
ch.  18,  § 343;  Halleck,  International  lato,  ch.  12,  § 15;  Wheaton,  Etdmenls  du 
droit  internacional,  pte.  4,  ch.  t,  § 2;  Garden,  De  diplomatie,  liv.  6,  § 2 ; de  Cussy, 
Droit  marítimo , liv.  2,  ch.  37. 

**  Halleck,  International  law , cb.  12,  § 16;  Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Giiillan- 
min,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2,  ch.  18,  § 351,  note  p.  331;  Giotius,  Droit 
de  la  guerre  et  de  la  paix , édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3, 
ch.  2,  § 7;  Marlens,  Prccis  du  droit  des  gens , édition  Guillaumin,  annotée  par 
Ch.  Vergé,  liv.  8,  ch.  2,  § 258;  Bynkershoek,  Qucesl  jur.  pub.,  lib.  1,  cap.  24; 
HeíTler,  Droit  internalional,  liv.  2,  ch.  1,  § 110;  de  Cussy,  Droit  marilime,  liv.  1, 
tit.  2,  § 51 ; Phillimore,  On  internacional  lato,  vo!.  III,  § 19;  Rutherforth,  Institu- 
tos, b.  2,  ch.  9,  g 13;  W i Id  man,  Internalional  luio,  voi.  I,  p.  192. 

***  Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2, 
ch.  18,  § 350;  Ortolan,  Diplomatie  de  la  mer,  liv.  2,  ch.  16;  Grotius,  Droit  de  la 
guerre  el  de  la  paix,  liv.  3,  ch.  2,  § 5;  Bynkershoek,  Qucest.  jur.  pub.  lib.  1, 
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27.  La  determinación  de  la  responsabilidad  que  cor- 
sí  «sume  responde  á los  súbditos  ofensores  de  un  Estado , cuando 

ol  Estado  la  J 

roaponsabiii-  este  asume  la  responsabilidad  de  los  actos  cometidos,  es 

dad  de  sus  r 

súbditos  asunto  muy  delicado. 

ofensores.  J 

Esta  cuestión  dió  lugar  á un  conflicto,  en  la  república 
norte-americana,  entre  las  autoridades  federales  y los  tribunales  de 
Estado ; que  fué  removido  por  el  congreso  federal , en  su  sesión  del 
29  de  agosto  de  4842,  acordando  que  se  eximiera  de  responsabilidad 
á todos  los  ciudadanos  de  un  Estado  extranjero  que  se  encon- 
trasen confinados  por  hechos  cuya  responsabilidad  hubiera  asu- 
mido, directa  ó indirectamente,  su  nación. 

caso  ocurrí-  cas0  á flue  T10s  referimos,  fué  el  incendio  del  vapor 

tadolie Nue-  Carolina,  dentro  de  la  jurisdicción  del  Estado  de  Nueva- 
va-York.  yori;>  por  el  c api  tan  inglés  Alejandro  Mac-Leod,  reducido 
á prisión  y procesado  por  los  tribunales  del  mismo.  El  gobierno 
británico,  tan  pronto  como  tuvo  conocimiento  del  asunto,  aceptó  la 
responsabilidad  de  los  hechos,  declarando  que  Mac-Leod  había  obrado 
de  conformidad  con  las  órdenes  directas  de  sus  superiores,  y que 
debía,  por  tanto,  ser  inmediatamente  puesto  eñ  libertad. 

El  exámen  de  esta  cuestión  dió  lugar  á largos  y luminosos  debates. 
El  tribunal  supremo  de  Nueva-York  sostuvo  la  doctrina  de  que  el  ofi- 
cial inglés  podía  ser  procesado  y castigado  por  los  delitos  de  incendio  y 
asesinato,  á pesar  de  la  declaración  hecha  por  su  gobierno;  diciendo, 
respecto  á la  cuestión  de  derecho  internacional,  que  cuando  dos  nacio- 
nes estaban  en  paz,  los  actos  hostiles  de  sus  súbditos  debían  estimarse 
como  privados,  no  como  públicos,  y que,  bajo  este  punto  de  vista, 
la  responsabilidad  que  ocasionasen  era  siempre  individual,  proce- 
diendo la  aplicación  de  la  ley  del  lugar,  lex  loci,  y apoyándose  en 
estos  principios,  se  negaba  á ponerle  en  libertad. 

Pero  M.  Webster,  que  era  á la  sazón  ministro  de  relaciones  exterio- 
res , estaba  en  favor  del  derecho  invocado  por  la  Gran-Bretaña  y 
creía  que  en  vista  de  las  declaraciones  del  gobierno  inglés,  era  indu- 
dable la  inocencia  de  Mac-Leod,  llegando  hasta  afirmar  que  la  opinión 
emitida  por  el  tribunal  de  Nueva-York,  y sostenida  porM.  Cowen,  no 
tenia  título  alguno  á ser  considerada  como  respetable.  De  igual  modo 
de  pensar  era  también  el  presidente  de  la  república. 

La  absolución  del  capitán  inglés  impidió  que  se  alcanzara  en  este 

24;  Wheaton,  Eléments  du  droit  International,  pte.  4,  ch.  2,  § 16;  Rutherforth, 
¡nslilules,  b.  2,  ch.  9,  13. 
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asunto  una  decisión  del  mas  alto  tribunal  de  los  Estados-Unidos,  el 
federal.  Pero  la  disposición  del  congreso  de  que  liemos  hecho  mención, 
la  actitud  del  gobierno,  y la  solución  dada  al  proceso,  prueban  sufi- 
cientemente que  en  aquel  país  se  considera  exentos  de  responsabilidad 
á los  extranjeros  que  hayan  cometido  actos  hostiles  siempre  que  el 
respectivo  gobierno  la  asuma  : doctrina  en  que  se  hallan  conformes 
casi  todos  los  publicistas  y jurisconsultos  de  América  y de  Eu- 
ropa. * 

§ 328.  « El  embargo,  dice  Heffter,  es  un  acto  conserva- 
torio ó preparatorio  que  consiste  en  detener  provisional-  ^lüs'bfencs* 
mente  los  buques  que  se  encuentren  en  los  puertos  ó Xntro ajcf 
mares  interiores  de  un  territorio  con  el  íin  de  impedir  su  Estado  o°fci?- 
salida.  Aplicado  primeramente  por  Inglaterra,  se  recono- 
ció después  por  las  leyes  de  todos  los  Estados. » Su  acción  se  extiende 
á toda  clase  de  bienes  y propiedades;  que  pueden  retenerse,  bien 
con  objeto  de  devolverlos  cuando  se  obtenga  la  reparación  demandada, 
ó ya  con  el  de  asegurarse  de  futuras  violaciones. 

Acontece  algunas  veces  que  un  Estado  detiene  los  buques  neutra- 
les que  se  hallen  en  sus  puertos  para  que  no  circulen  ciertas  noticias 
ó hechos  cuyo  secreto  momentáneo  puede  ser  importante ; mas  se- 
mejante hecho  no  debe  considerarse  como  el  embargo  propiamente 
dicho,  ó por  lo  menos,  como  el  que  puede  ser  paso  preliminar  de 
una  guerra. 

Las  personas  que  se  hallen  á bordo  de  un  buque  embargado,  serán 
tratadas  como  prisioneros  de  guerra,  si  llegara  esta  á declararse.  ** 


* Vattel,  Droil  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3, 
ch.  2,  § 187;  Halleck,  International  law,  ch.  12,  §§  18-24;  Burlamaqui,  Droil  de 
la  nature  el  des  gens,  vol.  V,  pte.  4,  ch.  3,  §§  18,  19;  Rutherforth,  Inslilutes, 
b.  2,  ch.  9,  § 18;  Phillimore,  On  ínter  natío  nal  law,  vol.  III,  § 38;  Phillimore, 
Letler  lo  lord  Ashburton,  1842,  pp.  27,  183;  Webster,  Works  of,  vol.  VI,  pp.  247- 
270;  Webster,  Diplomatic  and  official  paper  s,  pp.  120-140;  Lee,  Opinions  of  V.  S. 
attorneys  general,  vol.  I,  p.  81;  Brighlly,  Digest  of  law  of  U.  S.,  p.  302;  Dunlop, 
Üigest.  of  law  of  U.  S.,  p.  1014;  U.  S.  statulcs  at  largo,  vol.  V,  p.  539;  Annual 
register,  1841,  vol.  VIII,  pp.  310  et  seq. 

**  HefTter,  Droil  international , liv.  2,  ch.  1,  § 112;  Bello,  Derecho  internacional, 
pte.  1,  cap.  11,  § 3;  Ortolan,  Diplomatie  de  la  mer,  liv.  2,  ch.  16;  Phillimore,  On 
international  law,  vol.  III,  §§  24-26;  Wheato»,  Elóments  du  droil  national,  pte.  4, 
ch.  1,  §§  1,  2;  Valin,  Traite  des  represantes,  liv.  3,  tit.  10;  Emerigon,  Traite  des 
assurances,  ch.  12.  sec.  35;  Rayneval,  Inst.  du  droil  naturel,  liv.  2,  ch.  12;  Man- 
ning,  Law  of  nalions,  p.  105;  Riquelme,  Derecho  público  internacional,  lib.  1,  til.  2, 
cap.  12;  Real,  Science  du  gouvernement,  vol.  V,  p.  630;  Jouílroy,  Droil  maritime, 
p.  31 ; Pochls,  Secrechl,  b.  4,  § 52G;  Karseboom,  De  navium  detenlionc,  etc.,  Amst., 
1840. 
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§ 330 


§ 329.  En  corroboración  de  esta  doctrina  puede  citarse 
s?rpiwm?am  la  opinión  de  Sir  W.  Scott  acerca  del  embargo  de  los  bu- 
Sio°somiS-C  ques  holandeses  hecho  por  Inglaterra.  «La  aprehensión  de 
gos  de  <803.  estos  buques  dice,  fué  en  el  pricipio  indeterminada  y equí- 
voca. Si  la  diferencia  internacional  hubiera  concluido  por  una  recon- 
ciliación, se  habría  convertido  en  un  simple  embargo  civil,  y terminado 
de  este  modo,  siendo  este  entonces  el  efecto  retroactivo  de  las  cir- 
cunstancias. Pero  si  la  diferencia  acaba  por  la  ruptura  de  las  hosti- 
lidades, el  efecto  retroactivo  es  enteramente  opuesto,  porque  imprime 
sobre  la  aprehensión  que  la  precede  un  carácter  directamente  hostil. 
No  tendremos  ya  un  embargo  ; un  acto  equívoco,  sujeto  á doble  in- 


terpretación; sino  la  intención  (animm) , patente  con  que  se  ha  reali- 
zado, que  era  hostil  ( hostili  animo),  y el  hecho  debe  ser  considerado 
como  de  igual  índole,  ab  initio , contra  personas  que  han  inferido 
ofensas  de  que  no  han  querido  dar  reparación  por  un  cambio  amis- 
toso en  su  manera  de  obrar.  Tal  es  la  marcha  necesaria  de  las  cosas, 
si  es  que  á ntes  de  la  declaración  de  las  hostilidades  no  se  lleva  á 
cabo  alguna  convención  particular  para  la  restitución  de  las  pro- 
piedades aprehendidas.  » * 

Efectos  gene  § 330.  El  empleo  de  medios  violentos  para  obtener  jus- 

raies  de  Jas  ticia  cuando  no  produce  un  arreglo  pacííico  de  la  cues- 
aprehensio-  tion,  se  convierte  en  actos  de  verdadera  hostilidad  que 
bargos.  arrastran  en  pos  de  sí  las  consecuencias  propias  del  carác- 
ter general  de  las  guerras.  En  las  represalias  generales  la  confiscación 
no  suele  seguir  inmediatamente  á la  ocupación  ó captura  de  la  cosa, 
porque  son  en  su  origen  el  acto  equívoco  y de  doble  interpretación 
de  que  habla  Sir.  W.  Scott,  pero  las  especiales  tienen  por  lo  común 
otras  consecuencias;  puesto  que  aquella  tiene  lugar  sin  pérdida  de 
tiempo.  Un  caso  bastante  extraño  de  represalia  especial  que  no  ocasionó 
la  guerra,  ni  aun  la  ruptura  de  relaciones  diplomáticas,  aunque  en 
realidad  debió  producir  ambas  cosas,  fué  la  ejecutada  por  orden  de 
Cromwell  sobre  unos  buques  franceses. 

captura  de  Un  Uuque  mercante  inglés  fué  aprehendido  y con- 
ceses^oMn-  í‘sca(lo  en  las  costas  de  Francia.  Su  propietario,  un  hon- 
gieses.  rado  cu4kero,  se  dirigió  al  Protector  y á su  consejo  de- 
mandando una  reparación.  Cromwell  le  hizo  llamar  á su  presencia, 


Wheaton,  Elémenls  du  droit  ínter national,  pte.  4,  ch.  t,  § 4;Robinson,  Admi - 
rallly  reports,  vol.  V,  p.  24G;  Phillimore,  On  inlernational  law,  vol.  III,  §21;  De 

,y;  Droit  marítimo,  liv.  1,  tit.  2,  § 51;  liv.  2,  c'i.  27:  Duer,  On  insurance, 
toI.  I,  pp.  441  et  seq. 
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le  interrogó  acerca  de  lo  ocurrido  y cuando  se  convenció  de  la  jus- 
ticia que  le  asistía,  le  preguntó  si  no  tenia  inconveniente  en  ir  á Paris 
con  una  carta.  Aceptada  la  proposición,  el  Protector  le  entregó  una 
para  Mazarino,  encargándole  que  esperara  la  respuesta  solamente 
tres  dias.  « La  contestación  que  yo  quiero,  le  dijo  Cromwell,  es  que 
se  pague  íntegro  el  valor  del  buque  y del  cargamento.  Anúnciele  al 
Cardenal  que  si  no  lo  verifica  en  ese  plazo  tiene  usted  orden  de  venir 
á decírmelo.  » El  cuákero  siguió  puntualmente  estas  instrucciones 
y regresó  á Inglaterra  sin  obtener  resultado.  Cromwell  le  prometió 
encargarse  del  asunto,  y dejándose  de  comunicaciones  diplomáticas, 
mandó,  sin  advertir  siquiera  al  embajador  francés,  dos  buques  de 
guerra  al  estrecho  para  que  se  apoderaran  de  los  buques  franceses 
que  encontrasen.  Aquellos  volvieron  con  algunas  presas  que  el  Pro- 
tector hizo  vender  para  indemnizar  al  cuákero,  dando  parte  al  em- 
bajador francés  de  H ocurrido,  diciéndole  que  podia  hacerse  cargo 
del  sobrante  de  la  venta  que  resultaba  á su  favor.»  Este  procedimiento 
fué  enteramente  arbitrario  y opuesto  á los  principios  del  derecho  de 
gentes,  pero  Francia  le  toleró  sin  hacer  reclamación  alguna.  * 

§ 331.  Las  represalias  ^embargos  no  pueden  decretar- 
se, en  atención  á su  índole  y consecuencias,  sino  por  pucde'auto- 
la  autoridad  que,  según  la  constitución  del  Estado,  pueda  presa ífaVy" 
declarar  la  guerra.  Las  especiales  en  tiempo  de  paz  que  e,Ilb‘,r£°s- 
han  caído  en  completo  desuso,  se  concedían  ántes  según  el  Estatuto 
inglés,  las  ordenanzas  francesas  y las  leyes  de  casi  todos  los  pueblos, 
por  los  respectivos  soberanos:  las  generales  tienen  que  ser  autori- 
zadas préviamente  por  una  ley  y ratificadas  solemnemente  después 
por  el  poder  supremo  del  Estado,  sin  cuyo  requisito  no  podrá 
reconocérselas  como  legítimas.  ** 


* Wheaton,  Eléments  du  droit  Ínter national,  pte.  4,  ch.  I,  § 3;  Vattel,  Droil  des 
gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2,  ch.  18,  § 342;  Ville- 
main,  Ilistuirc  de  Cromwell,  vol.  II,  pp.  23G,  237;  Phillimore,  On  inlernational  law, 
vol.  III,  § 21;  Kent,  Com.  on  american  law,  vol.  I,  pp.  60,  61;  Ortolan,  Diplo- 
malie  de  la  mer,  liv.  2,  ch.  16;  Chitty,  Com.  law.  vol.  I,  pp.  418-423;  De  Cussy, 
Droit  marítimo,  liv.  1,  tit.  2,  §51;  Duer,  On  Insurance,  pp.  441-444. 

**  Vattel,  Droit  des  gens , édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2, 
ch.  18,  § 346;  Wheaton,  Eléments  du  droit  International,  pte.  4,  ch.  1,  § 5;  Mar- 
tens,  Précis  du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé,  liv.  8, 
ch.  2,  § 230;  Kent,  Com.  on  american  law,  vol.  I,  pp.  61,  62;  Bynkershoek, 
Quaest.  jur.  pub.  lib.  1,  cap.  24;  Valin,  Commcnlaircs,  vol.  II,  tit.  10,  pp.  414, 
416;  Heirtcr,  Droit  inlernational,  § 110;  Phillimore,  On  inlernational  law,  vol.  III, 
§ 18;  Emerigon,  Traite  des  assurances,  ch.  12,  sec.  35;  Bello,  Derecho  internacio- 
nal, pte.  1,  cap.  11,  § 3;  Rayneval,  ¡nst.  du  droit  de  la  n ature,  liv.  2,  ch.  12; 
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§ 332.  « Conceder  represalias,  dice  Vattel,  contra  una 
]fass óembaar-  nación  en  favor  de  extranjeros,  es  considerarse  como  juez 
conceden! en  entre  estos  y aquellos,  lo  cual  en  derecho  no  lo  puede 
ído  los  hacer  ningún  soberano.  » Cierto  es  que  se  han  concedido 
extranjeros.  a]„una  Vez,  pero  estos  hechos  no  pueden  justificar  el  prin- 
cipio. Inglaterra,  por  ejemplo,  autorizó  en  1662  represalias  contra  las 
Provincias-Unidas,  á favor  de  los  caballeros  de  Malta;  pero  esta  con- 
ducta del  almirantazgo  inglés  fue  altamente  desaprobada  por  Fran- 
cia , y aun  su  mismo  monarca  la  desaprobó  al  fin , y devolvió  á 
Holanda  los  buques  apresados. 

Pueden , sin  embargo,  concederse , á los  extranjeros  domiciliados 
en  el  país,  pues,  hallándose  expuestos  á ellas  y á todas  las  conse- 
cuencias de  la  guerra  como  los  nacionales,  debe  considerárseles  en 
este  punto  con  igual  carácter.  La  cuestión  consiste  en  saber  qué  clase 
de  domicilio  puede  obligar  á un  extranjero  á sufrirlas,  porque  de- 
terminado esto,  se  resuelve  fácilmente  el  asunto  bajo  su  aspecto 
contrario. 

Los  publicistas  no  tratan  casi  de  esta  cuestión,  que  puede  resolverse 
por  la  jurisprudencia  establecida  y las  decisiones  de  los  tribunales 
ingleses  de  presas. 

Decisiones  de  En  1785,  y con  motivo  de  la  toma  de  San  Eustaquio, 
ingleses.  por  el  almirante  Rodney,  el  tribunal  inglés  que  entendió 
en  el  asunto,  decidió,  que  si  un  individuo  marchaba  á un  país  extran- 
jero para  recorrerle  y visitarle  ó por  causa  de  enfermedad , ó para 
concluir  algún  negocio,  no  deberian  ser  aprehendidos  sus  bienes; 
pero  que  los  extranjeros  residentes  en  aquella  ciudad  no  se  encon- 
traban en  esta  situación  y podían  ser  asimilados  por  completo  con 
los  súbditos  del  país. 

En  el  caso  del  Chef  indien,  resuelto  en  1800  , se  observaron  los 
mismos  principios.  M.  Johnson,  ciudadano  de  los  Estados-Unidos 
norte-americanos,  domiciliado  en  Inglaterra,  habia  emprendido  un 
comercio  con  las  Indias  orientales,  que  estaba  prohibido  á los  súb- 
ditos ingleses,  pero  permitido  á los  de  aquella  república. 

Al  regresar  de  su  viaje,  el  buque  llegó  á un  puerto  inglés  donde  fué 
apresado  por  dedicarse  á un  tráfico  ilícito.  Pero  M.  Johnson  habia 
salido  en  esta  época  de  Inglaterra,  por  lo  cual  se  declaró,  que  no  era 
súbdito  inglés  en  el  momento  de  la  captura  y se  le  devolvió  el  bu- 


Bouchaud,  Théorie  des  Irailés  de  co  ntuerce,  ch.  13,  § 4;  Real,  Science  du  gouuer- 
neinent,  vol.  V,  p.  401;  Vildimn,  International  lato,  vol.  I,  p.  191. 
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que.  Sir.  W.  Scott  dice  acerca  de  estos  hechos ; « Es  claro  que  el 
carácter  nacional  de  M.  Johnson,  como  comerciante  inglés,  se  fundaba 
en  su  residencia,  había  sido  adquirido  por  ella,  se  debía  exclusivamente 
á esta  circunstancia.  Desde  el  momento,  pues,  en  que  abandonando 
el  país  en  que  habitaba,  volviera  al  suyo,  recuperaría  su  carácter  pri- 
mitivo debiendo  ser  considerado  como  americano.  El  que  imprime 
la  residencia  cesa  cuando  esta  termina  y no  acompaña  al  individuo 
desde  que,  bona  fíele,  se  pone  en  marcha  para  salir  del  país  sine  animo 
rever  tendí.  » * 

§ 333.  En  los  tiempos  modernos , el  bloqueo  ha  tomado 
en  algunos  casos  el  carácter  de  una  medida  de  represalias  B1°que°‘ 
destinada  á preveer  los  peligros  de  la  violación  de  la  paz,  y en  tal 
concepto  no  exige  la  declaración  previa  de  la  guerra.  Muchos  ejem- 
plos pueden  ser  citados  de  esta  clase  ; entre  otros  el  de  Inglaterra, 
Francia  y Rusia,  en  1827,  sobre  las  costas  de  Grecia,  el  bloqueo  del 
Tajo,  en  1831,  y el  de  Méjico  en  1838.  ** 

* Vattel,  Droit  des  gens , édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2, 
ch.  18,  § 348;  Bynkershoek,  Du  juge  compétent,  des  ambassadeurs,  ch.  22,  § 5, 
n°  13;  Grotius,  Droit  de  la  guerre  et  de  la  paix,  édition  Guillaumin,  annotée  par 
Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  2;  Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin, 
annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  8,  ch.  2,  § 261 ; HeíTter,  Droit  International,  liv.  2, 
ch.  1,  § 110;  Kluber,  Droit  des  gens  moderne,  § 233;  Valin,  Com.  sur  l’ord., 
tit.  Représailles ; Valin,  Traité  des  prises,  p.  225;  Phillimore,  On  international  lato 
vol.  III,  § 16;  Garden,  De  dlplomatie,  liv.  6,  sec.  3,  § 2 ; Manning,  Law  ofnations, 
p.  110;  Wildman,  International  law,  vol.  I,  p.  191. 

**  HelTter,  Droit  international,  liv.  2,  ch.  1,  § 112;  Hautefeuille,  Droit  des  nations 
neutres,  vol.  III,  p.  176;  Wurm,  Slaals  Lexicón,  liv.  12,  p.  128. 
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CAPITULO  I 

JUSTAS  CAUSAS  DE  GUERRA 


Las  guerras  § 334.  «Cualquiera  que  se  haya  formado  una  idea  de  la 
"prenderse1  guerra,  dice  Vattel,  cualquiera  que  reflexione  en  sus  ter- 
Tuusaí3  ribles  efectos  y en  las  consecuencias  desastrosas  que  pro- 
duce, se  convencerá  fácilmente  de  que  no  debe  ser  emprendida  sin 
un  justo  y poderoso  motivo.  La  humanidad  se  subleva  contra  el 
soberano  que  prodiga  la  sangre  de  sus  mas  fíeles  súbditos  sin  nece- 
sidad ó sin  razón  suficiente,  y que  les  expone  á las  calamidades  pro- 
pias de  aquella,  cuando  podría  hacerles  disfrutar  de  los  beneficios 
e una  paz  gloriosa.  Pero  si  á la  imprudencia  ó la  falta  de  amor 
hácia  su  pueblo  un  soberano  juntara  la  injusticia  en  sus  ataques 
¿de  qué  crimen,  ó mas  bien  de  qué  espantosa  série  de  crímenes  no 
se  baria  culpable  ? Seria  entonces  responsable  de  las  desgracias  de 
sus  súbditos  y de  las  que  por  su  causa  sufriera  un  pueblo  inocente. 
No  se  mataría  á un  hombre,  ni  se  quemaría  una  cabaña  de  que  no 
fuera  responsable  ante  Dios  y de  que  no  debiera  cuenta  á la  humani- 
dad. » Y después  añade  : « ¡ Verdades  incuestionables,  imágenes  ter- 
ribles que  deberían  inspirar  á los  jefes  de  las  naciones  en  sus  em- 
presas guerreras  una  circunspección  proporcionada  á la  importancia 
del  asunto  ! » 

Vattel  tiene  razón,  pero  desgraciadamente  ni  en  la  época  en  que 
escribía,  ni  en  la  nuestra,  suelen  pesar  maduramente  los  jefes  de  los 
Estados  las  consecuencias  ni  los  motivos  de  las  guerras  que  tratan  de 
emprender.  * 

\attel,  DroU  des  gens , ídition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3, 
ch.  3,  § 24 ; Hal'.eck,  International  law,  ch.  13,  § 1 • Garden,  De  diplomatie,  liv.  (5, 
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§ 336 

8 335.  Los  publicistas  lian  hecho  una  distinción  muv  im-  _ 

0 . .f.  . Las  razones 

portante  entre  las  razones  justificativas  y los  motivos  de  iUSLil¡caiivas 
r , . y motivos  de 

una  guerra.  Las  primeras  se  refieren  á las  ideas  y prin-  guerra, 
cipios  dominantes  en  una  época  histórica,  al  sistema  general  de  de- 
recho internacional  que  ligue  de  cierto  modo  á varios  pueblos;  los 
segundos  son  sus  hechos  ocasionales,  la  violación  material  sobre  que  se 
funda.  Por  tanto,  amenazar  la  independencia  de  un  Estado  ó comprome- 
ter su  seguridades  uno  de  estos,  cuya  razón  ó causa  justificativas  reside 
en  los  principios  que  consagran  la  independencia  y soberanía  de  las 
naciones , y en  las  ideas  dominantes  acerca  de  ellos  y de  su  apli- 
cación. 

Pero  la  confusión  en  que  caen  algunos  autores,  por  no  deslindar 
suficientemente  las  unas  de  los  otros,  es  causa  de  que  no  pueda  for- 
marse un  juicio  exacto  acerca  del  carácter  que  tienen  algunas. 

No  falta  quien  hace  una  subdistincion  entre  las  razones  justificati- 
vas y las  causas,  que  nos  parece  poco  fundada  y de  cxcasísimo  in- 
terés. * 

§ 336.  Para  que  una  guerra  sea  justa,  es  preciso  que  causa  justa 
exista  una  injuria  ó el  temor  razonalmente  fundado  de  que  LU™£ULr 
se  hará;  pero  estas  afirmaciones  son  tan  generales  que  necesitan 
concretarse  mucho. 

Esta  injuria , deberá  tener  caracteres  muy  distintos  en  la  época  actual 
de  los  que  ofrecería  en  el  siglo  pasado  ó en  la  Edad-Media.  Es, 
pues,  muy  difícil  establecer  acerca  de  este  punto  principios  generales 
y los  publicistas  que  han  tratado  de  hacerlo  han  llegado  siempre  á 
consecuencias  mal  definidas. 

Victoria  decia  en  el  siglo  XVI,  que  solo  podían  legitimarse  por 

§ 5;  Bello,  Derecho  internacional,  pte.  2,  cap.  1,  § 3 ; Manning,  Laiu  of  nations , 
p.  96;  De  Felice,  Droit  de  la  nature  el  des  gens,  vol.  II,  lee.  21  ; Rayneval,  Insl. 
du  droit  naturel , ¿iv . 3,  ch.  1;  Riquelme,  Derecho  público  internacional,  lib.  1, 
tít.  1,  cap.  7;  Real,  Science  du  gouvernement,  tome  V,  ch.  2,  sec.  2,  § 1. 

* Vattel,  Droit  des  gens , édition  Gnillaumin,  annotée  par  Pradier-I  oderé,  liv.  3, 
ch.  3,  § 25 ; Martens,  Prccis  du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par 
Ch.  Vergé,  liv.  8,  ch.  3,  § 265;  Grotius,  Droit  de  la  guerre  el  de  la  paix,  édition 
Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2,  chs.  1 et  seq.  Paley,  Moral  and 
political  phHosophy,  b.  6,  ch.  12  ; Bello,  Derecho  internacional,  pte.  2,  cap.  1,  § 3, 
Ompleda,  Litleratur,  vol.  II,  p.  626;  Burlamaqui,  Droit  de  la  nature  el  des  gens,\ ol. 

V,  pie.  4,  ch.  2;  De  Felice,  Droit  de  la  nature  et  des  gens,  vol.  II,  lee.  21;  Rayneval, 
Inst.  du  droit  naturel,  liv.  3,  ch.  1 ; Riquelme,  Derecho  público  internacional,  lib.  1. 
tít.  1,  cap.  7;  Portalis,  De  la  guerre  considérée  dans  ses  rapports,  etc., 
vol.  XXXVIII,  p.  37,  Des  séances  et  travaux  de  l'académie  des  Sciences  morales  et 
politiques ; Kant,  Eléments  métaphysiques  du  droit,  traduits  de  l’allemand  par 
Jules  Barni,  p.  CVIII. 
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una  injusticia  patente.  Mas  esta  conclusión,  lógica  á piimeia  vista,  es 
insuficiente  si  se  examina  con  detención,  porque  se  funda  en  aprecia- 
ciones que  dependen  del  estado  de  la  civilización  y de  las  relaciones 
internacionales,  y esto  la  modifica  completamente,  supuesto  que  im- 
plica que  la  justicia  está  en  cierto  modo  de  parte  de  todos  los  con- 
tendientes. 

Gentilis  acepta  aquellas  en  que  el  empleo  de  la  tuerza  ha  llegado 
a ser  el  único  medio  de  alcanzar  que  el  derecho  prevalezca  sobre  la 
iniquidad,  la  justicia  sobre  la  injusticia ; y las  divide  en  tres  clases: 
las  justas  y necesarias,  las  que  tienen  la  primera  calidad,  y sin 
participar  de  la  segunda,  son  útiles , y las  que  se  fundan  en  un  senti- 
miento de  humanidad  ó de  honra  nacional.  Estas  distinciones  no  dan, 
empero,  mayor  claridad,  porque  partiendo  todas  de  un  principio  de 
equidad,  cuya  violación  se  supone,  conducen  necesariamente  al 
resultado  de  que  uno  de  los  contendientes  camina  en  contra  de  la 
justicia  y del  derecho,  lo  cual  nos  parece  inadmisible. 

Grotius  las  cree  razonadas  cuando  tratan  de  prevenir  una  injus- 
ticia ó de  repararla. 

\ 

Los  publicistas  posteriores  á él  han  dado  una  idea  mas  positiva, 
fundándolas  únicamente  sobre  la  nocion  del  derecho,  excluyendo  por 
esto  mismo  las  de  religión  ó de  propaganda  y las  de  conquista.  Pero 
á pesar  de  las  censuras  de  los  escritores,  aun  se  hacen  algunas  entre 
los  Estados  que  conservan  su  antiguo  carácter,  y cuyo  único  fin  es  el 
aumento  de  territorio  ó de  influencia.  Sin  embargo,  se  vé  claramente 
que  el  derecho  internacional,  lo  mismo  en  Europa  que  en  América, 
propende  á resolver  las  cuestiones  que  surgen  por  medios  pacíficos, 
apelando  solo  á las  armas  en  casos  de  extrema  necesidad,  y some- 
tiéndose en  estos,  no  pocas  veces,  á la  influencia  que  en  sentido  pa- 
cífico ejercen  mas  y mas  cada  dia  los  neutrales.  Esta  tendencia  es 
marcadísima  en  Europa,  principalmente  desde  el  congreso  de  París 
d c 1856.  * 


Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  P railier-Foderé,  liv.  3, 
•ch.  3,  §§  26,  27 ; note  p.  369;  Victoria,  De  jure  bclli,  §§  13,  14;  Gentilis,  De  jure 
belli,  lib.  1 ; Grotius,  Droit  de  la  guerre  et  de  la  paix,  édition  Guillaumin,  annotée 
par  Pradier-Foderé,  liv.  2,  ch.  1,  § 2;  Proudhon,  La  guerre  el  la  paix;  Paley, 
Mnial  and  political  philosophy , b.  6,  ch.  12;  Phillimore,  On  International  lato, 
vo  ■ § 49;  Bello,  Derecho  internacional,  pte.  2.  cap.  1,  § 3;  Garden,  De  diplo- 

matic,  liv.  6,  § 5;  De  Felice,  Droit  de  la  nature  el  des  gens,  vol.  II,  lee.  21;  Real, 
.sete/ice  du  gouverneinent,  vol.  V,  ch.  2,  sec.  2 S 6. 
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§ 337.  No  puede  negarse  que  una  nación  está  en  su  de-  A ar 
reclio  apelando  á las  armas  para  conservar  lo  que  la  perte-  «oí  pene- 
nece  ó con  objeto  de  recobrar  lo  que  la  sea  debido ; pero  ^ar  rTÍuÓ 
es  preciso  que  su  derecho  esté  tan  claro  que  no  dé  lugar  se  1,03 debe- 
á dudas,  circunstancia  muy  difícil  de  lograr  en  las  contiendas 
internacionales.  * 

§ 338.  El  castigo  de  una  agresión,  por  mas  que  los  Castjgar  nna 
publicistas  reconozcan  que  las  naciones  no  pueden  ser  agresión, 
castigadas,  en  el  sentido  técnico  de  esta  palabra,  justifica  una  guerra, 
si  los  males  causados  por  ella  son  irreparables  ó si  el  Estado  agresor 
se  niega  á indemnizarlos  y á dar  una  satisfacción  ; debiendo  tenerse 
en  cuenta  que  la  emprendida  con  este  objeto  debe  limitarse  exclu- 
sivamente á él,  y una  vez  alcanzado  ha  de  cesar. 

En  este  número  pueden  incluirse  la  de  España  con  Marruecos,  en 
1859,  y la  de  Francia  é Inglaterra  contra  la  China  ocurrida  en  el 
mismo  año.** 

§ 339.  Cuando  los  Estados  han  de  precaverse  contra  un 
peligro  inminente,  obrarán  dentro  de  su  legítima  esfera  de 
acción,  rompiendo  las  hostilidades  contra  el  que  le  pro- 
moviere ; pero  como  en  los  casos  anteriores  es  preciso  que 
aquel  se  halle  suficientemente  fundado. 

Todas  estas  causas  se  amalgaman  de  un  modo  tan  confuso  en  el 
terreno  de  los  hechos,  que  es  muy  difícil  distinguir  del  verdadero  ca- 
rácter de  una  guerra.  Sucede,  pues,  que  las  hay  ofensivas,  que  están 
miradas  bajo  otro  prisma,  completamente  dentro  de  la  razón  y del 
derecho.  Esto  no  quiere  decir  que  no  haya  algunas  claras  de  tal 
manera,  que  un  rápido  exáinen  basta  para  su  justificación,  del  mismo 
modo  que  otras  pueden  legitimarse  en  favor  de  ambos  combatientes, 
lo  cual  prueba  que  su  índole  no  puede  apreciarse  con  precisión. 


La  pro- 
tección con- 
tra un  peli- 
gro inmi- 
nente. 


* Vattel,  Droil  des  gens,  érlilion  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  lív.  2, 
ch.  18,  § 337;  Grotius,  Droit  de  la  guerre  et  de  la  pato,  lív.  2,  ch.  1,  §§  2 et  seq; 
Cauchy,  Le  droit  marítimo  et  International , vol.  I,  P-  18  et  seq.;  De  Pelice, 
Droit  de  la  nature  el  des  gens,  vol.  II,  lee.  21;  Burlamaqui,  Droit  de  lanalwe  el 
des  gens,  vol.  V,  pte.  4,  ch.  2;  Real,  Science  du  gouvernement,  vol.  V,  ch.  2, 
sec.  2,  § 6. 

**  Vattel,  Droil  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3, 
ch.  3,  § 41 ; Grotius,  Droil  de  la  guerre  et  de  la  pato,  édition  Guillaumin,  annotée 
par  Pradier-Foderé,  liv.  2,  ch.  20,  § 38  ; IleííTter,  Droit  international,  liv.  1,  ch.  3, 
§ 101;  de  Felice,  Droit  de  la  nature  et  des  gens,  vol.  II,  lee.  21;  Rutherforth, 
Institules,  b.  2,  ch.  9,  § 11;  Phillimore,  On  international  law,  vol.  III,  § 37; 
Garden,  De  diplomatie,  liv.  6,  § 5;  Real,  Science  du  gouvernement,  tome  V,  ch.  2, 
sec.  2,  § 6. 
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Por  eso  algunos  autores  afirman  que  todas  las  que  se  hacen  en  de- 
bida forma  deben  considerarse  en  sus  efectos  como  justas  de  una  parte 
y de  otra.  '* 

§ 340.  La  diferencia  de  religión  no  puede  autorizarlas:  este 

tificar  una  principio  sirvió  de  base  á la  célebre  paz  de  Westfalia,  y 

diferencias  forma  desde  entonces  parte  integrante  del  derecho  in- 

do religión  ó . , 

el  menor  tcmaC-lOUal. 
grado  de  ci-  . L . 

viiizacion.  Hánse  condenado  también  generalmente  las  llamadas 


civilizadoras,  que  se  prestan  fácilmente  á grandes  abusos.  Sin  embargo, 
Napoleón  Iíí,  como  afirma  M.  Pradier  en  sus  notas  á Vattel,  ha  tra- 
tado de  rehabilitarlas,  y así  lo  declaró  terminantemente  con  motivo 
de  la  expedición  de  la  Siria  en  1860.  ** 

§ 341.  El  engrandecimiento  de  un  Estado  limítrofe  no 
basta  por  sí  solo  para  la  ruptura  razonable  de  la  paz,  á 
no  ser  que  se  manifieste  dispuesto  á continuarle  con  men- 
gua y perjuicio  de  los  demás. 

La  opinión  de  Grolius,  Vattel,  Iíent  y otros,  es  que  en 
circunstancias  análogas  las  naciones  vecinas  se  confederen 
y aúnen  sus  fuerzas,  á fin  de  evitar,  por  este  medio  indirecto,  las 
consecuencias  que  de  otro  modo  podrían  resultar.*** 

§ 342.  Los  motivos  que  pueden  ocasionar  una  guerra  se 
fectos°y  Hei-  dividen  en  perfectos  y lícitos  ó viciosos,  derivándose  los 
primeros  del  bien  del  Estado  y de  la  protección  que  los 


Podrá  consi- 
derarse co- 
mo justa 
causa  de 
guerra  el 
engrandeci- 
miento de  un 
listado  limí- 
trofe. 


* Halleck,  Inlernalional  law,  ch.  13,  §§  6,  7;  Vattel,  Droit  des  gens,  érlition 
Guillaumin,  annotéo  par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  3,  §§  37,  38,  44;  Kltiber,  Droit 
des  gens  moderne,  §237;  Paley,  Moral  and  political  pliilosophy,  b.  6,  ch.  12; 
De  Felice,  Droit  de  la  nature  el  des  gens,  v.  II,  lee.  21  ; Rutherforth,  Institutes, 
liv.  2,  ch.  9,  § 11;  Phillimore,  On  inlernalional  law,  vol.  III,  §37;  Leiber,  Political 
ethics,  liv.  7,  ch.  3,  § 23;  Bello,  Derecho  internacional,  pte.  2,  cap.  1,  § 3;  Riquelme, 
Derecho  público  internacional,  lib.  1,  tít.  1,  cap.  7;  Manning,  Law  of  nalions,  p.  96; 
Rayneval,  Inst.  de  la  nature,  liv.  3,  ch.  1,  § 2;  Real,  Science  du  gouvernement , 
vol.  V,  ch.  2,  sec.  2,  § 6. 

**  Kluber,  Droit  cíes  gens  moderne , § 237;  Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guil- 
laumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  3,  § 41  ; note  p.  380;  Bélinie, 
Philosophic  du  droit,  vol.  I,  pp.  325  et  seq.; 

***  Vattel.  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3, 
ch.  3,  §§  42-46;  Grotius,  Droit  de  la  giicrre  el  de  la  paix,  édition  Guillaumin, 
annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2,  ch.  22-25;  liv.  5,  ch.  22;  Halleck,  Interna- 
lional  law,  ch.  13,  § 8-10;  De  Felice,  Dra'U  de  la  nature  et  des  gens,  vol.  II, 
lee.  21;  Kent,  Commentaries  onamerican  law,  vol.  I,  p.  48;  Rutherforth,  institutes, 

■ 2,  ch.  9,  § 11;  Phillimore,  On  inlernalional  laiv,  vol.  III,  § 48;  Barlamaqui, 
Droit  de  la  nature  et  des  gens,  vol.  V,  pte.  4,  ch.  2 ; Bello,  Derecho  internacional, 
P e.  cap.  1,  § 3;  Paley,  Moral  and  political  philososhy,  b.  G,  ch.  12. 
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§ 344 


gobiernos  deben  á sus  súbditos  y se  relacionan  por  tanto  de  un 
modo  tan  íntimo  con  las  razones  justificativas,  que  sin  ellas  no  pueden 
existir.  % 

Entre  ellos  pueden  citarse  el  de  obtener  una  justa  satisfacción  ó la 
reparación  de  una  ofensa,  ó el  recuperar  un  derecho  de  que  baya 
sido  despojada  una  nación. 

Pero  puede  suceder  que  al  estallar  una,  haya  para  ello  motivos  líci- 
tos que  en  su  trascurso  desaparezcan,  como  acontecería  con  la  que 
comenzara  por  alcanzar  la  reparación  de  una  ofensa  y continuara 
después  en  calidad  de  conquista.  Esta  distinción  es  de  importancia 
práctica,  pudiéndose  citar  mas  de  un  caso  en  que  se  ha  realizado.  * 

§ 343.  Los  motivos  viciosos  son  los  que  se  fundan  en  la 
ambición  desmedida,  én  el  deseo  de  mando,  en  la  sed  de 
conquistas:  estos,  pues,  no  se  relacionan  con  aquellas.  ** 

§ 344.  Sucede  á veces  que  los  gobiernos  no  exponen  ni 
manifiestan  las  verdaderas  causas  de  las  guerras  que  em- 
prenden, y procuran  justificar  su  conducta  en  supuestas 
razones,  que  constituyen  lo  que  los  publicistas  lian  denominado  pre- 
textos. *** 

Como  ejemplos  de  ellas,  podemos  citar  las  de  España 
con  el  Perú  y con  Chile. 

Quejábase  el  gobierno  español  de  la  falta  de  ratifica- 
ción, por  parte  del  peruano,  de  un  tratado  celebrado  en 
4833,  y de  que  no  atendía  las  reclamaciones  que  tenia  hechas  en  favor 
de  algunos  de  sus  súbditos;  cuando  tuvo  lugar  en  Talambo  una  re- 
yerta entre  varios  vascongados,  que  trabajaban  en  unas  minas  parti- 
culares, de  la  cual  resultaron  muertos  y heridos,  y entre  ellos  algunos 


Motivos  vi- 
ciosos. 


Pretextos  en 
que  se  fun- 
dan algunas 
guerras. 


1864. 

El  caso  de  la 
guerra  entre 
España  y el 
Perú. 


* Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv  3, 
ch.  3,  § 30  ; Halleck,  International  law,  ch.  13,  § 12;  Bello,  Derecho  internacional, 
pte.  2,  cap.  1,  §3;  De  Felice,  Droit  de  la  nalure  el  des  gens,  vol.  II,  lee.  21  ; 
Leiber,  Polilical  ethics,  b.  7,  ch.  3,  § 23;  Real,  Science  du  gouvcrnement,  vol.  V, 
ch.  2,  sec.  2,  § 14. 

**  Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3, 
ch.  3,  §§  30,  31  ; Bello,  Derecho  internacional,  pte.  2,  cap.  1,  § 1;  Burlamaqui, 
Droit  déla  nalure  el  des  gens,  vol.  V,  pte.  4,  ch.  2;  De  Pelice,  Droit  de  la  nalure 
el  dis  gens,  vol.  II,  lee.  21;  Rayneval,  lnsl.  du  droit,  etc.;  liv.  3,  ch.  1,  § 3; 
Paley,  Moral  and  polilical  philosophy,  b.  6,  ch.  12. 

***  Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3, 
ch.  3,  § 32;  Ortolan,  Diplomatie  de  la  mer,  liv.  3,  ch.  1 ; De  Felice,  Droit  de  la 
nature  ct  des  gens,  vol.  II,  lee.  21;  Burlamaqui,  Droit  de  la  nalure  el  des  gens, 
vol.  V,  pte.  4,  ch.  2;  Rayneval,  Inst.  du  droit,  liv.  3,  ch.  1,  § 4;  Real,  Science 
du  gouvernemenl,  vol.  V,  ch.  2,  sec.  2,  § 17. 
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peruanos.  Este  hecho  aislado,  personal,  inevitable,  produjo  nuevas 
quejas  del  gobierno  de  España,  que  pretendía  ver  en  la  lentitud  natural 
del  proceso  formado  con  aquel  motivo,  una  especie  de  evasiva  á dar 
por  ellos  una  satisfacción  ; y en  abril  de  1864,  resolvió  enviar  á Lima 
al  Sr.  Salazar  y Mazarredo,  con  el  título  de  Comisario  especial  del  go~ 

|i  biemo  de  S.  M.  C.,  que  era  el  que  usaban  ciertos  empleados  de  la 
l península,  cuando  el  Perú  era  una  colonia  española. 

El  ministro  de  relaciones  exteriores  de  la  repúbica  dirigió  al  en- 
viado de  España  un  oficio,  en  el  cual,  sin  negarse  á recibirle,  le  pe- 
dia algunas  explicaciones  acerca  del  título  mencionado.  Esta  comuni- 
cación no  obtuvo  respuesta,  y á los  pocos  dias  el  Sr.  Salazar  y Mazar- 
redo, dejando  un  memorándum,  se  embarcó  en  la  Covadonga,  que 
tres  dias  después  se  incorporaba  á la  escuadra  española,  y con  esta 
fondeó  delante  de  las  islas  Chinchas,  de  las  que  se  apoderó  su  jefe, 
el  general  Pinzón,  arriando  el  pabellón  nacional  para  reemplazarle 
con  el  de  España,  y apresando  al  mismo  tiempo  un  buque  peruano, 
cuya  tripulación,  del  mismo  modo  que  las  autoridades  civiles  de  las 
islas,  fué  reducida  á prisión. 

Al  notificar  esta  ocupación  el  representante  español  invocó  el  prin- 
cipio de  reivindicación,  como  si  el  Perú  se  hallara  todavía  en  igualdad 
de  circunstancias  á las  de  la  época  colonial.  Tan  extraños  hechos  no 
podían  menos  de  alarmar  á los  gobiernos  de  las  demás  repúblicas 
sud-americanas. 

Confiaba  el  del  Perú  en  que  la  conducta  de  los  agentes  españoles 
seria  reprobada  por  el  suyo;  mas  aunque  este  rechazó  la  palabra 
reivindicación,  aprobó  y sostuvo  la  ocupación  de  las  islas  Chin- 
chas. La  debilidad  de  los  hombres  que  tenian  á la  sazón  en  sus 
manos  las  riendas  del  poder  en  la  república  peruana,  agravó,  en  vez 
de  resolver,  la  situación  de  ambos  países,  dando  lugar  á un  tratado 
que  se  firmó  el  dia  28  de  enero  de  1865,  en  virtud  del  cual  el  Perú 
se  obligaba  á pagar  á España,  como  lo  efectuó,  una  contribución1  de 
guerra  de  3.000,000  de  pesos  fuertes;  á enviar  inmediatamente  un 
ministro  plenipotenciario  cerca  de  S.  M.  C.,  condición  que  también  se 
cumplió,  que  deberia  ocuparse  del  arreglo  de  la  deuda  española,  y á 
recibir  un  Comisario  especial  del  gobierno  español. 

Las  consecuencias  de  este  tratado  fueron  las  revueltas  del  5 de.,  fe- 
brero del  mismo  año  en  Lima  y el  Callao,  que  podían  considerarse, 
por  decirlo  así,  como  la  aurora  de  la  formidable  protesta  que  el  pue- 
blo peruano  ha  hecho  contra  el  gobierno  que  sacrificó  la  dignidad  y la 
conveniencia  de  la  república  ante  las  exigencias  de  España,  y de  la 
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sublevación  que  estalló  en  Arequipa  el  28  de  aquel  mes,  que  circuns- 
cribiendo el  poder  del  general  Pezet  á las  poblaciones  de  Lima  y del 
Callao,  concluyó  por  derrocarle. 

La  validez  de  este  tratado,  cuya  ratificación  por  el  presidente  Pezet. 
fué  un  acto  eminentemente  anticonstitucional,  pues  según  las  leyes  de 
aquella  república  ningún  tratado  es  válido  si  no  obtiene  la  aproba- 
ción del  congreso,  y el  que  nos  ocupa  carece  de  este  requisito,  su  va- 
lidez, decimos,  sirvió  posteriormente  de  base  á las  pretensiones  del 
gobierno  español. 

Y debe  fijarse  mucho  la  atención,  para  examinar  imparcialmente 
este  asunto,  en  la  cuestión  de  validez  ó invalidez  del  tratado  hispano- 
peruano  de  1865,  porque  es  de  suma  importancia  no  solo  en  la 
esfera  del  derecho  público,  sino  en  la  del  internacional.  ¿Cómo  una 
nación  exigirá  de  otra  el  cumplimiento  de  un  tratado  que  esta  no 
considera  válido,  por  haberse  hecho  sin  atenerse  á lo  prescrito  por 
sus  leyes  fundamentales?  Si  la  validez  de  un  contrato  que  se  celebra 
en  un  país  extranjero  y cuyo  cumplimiento  se  exige  ante  los  tribuna- 
les de  otro,  debe  apreciarse  por  las  leyes  de  aquel  en  que  se  ha  cele- 
brado. ¿Cómo  se  ha  de  imponer  á una  nación  el  cumplimiento  de  un 
tratado,  cuya  sanción  es  contraria  á su  constitución? 

Por  estas  razones,  el  de  1865  fué  declarado  nulo  y de  ningún 
valor  legal  por  el  nuevo  gobierno  de  la  república,  que  se  apresuró  á 
declarar  la  guerra  á España  y á hacer  causa  común  con  Chile,  ya  en- 
tóneos en  lucha  con  el  gobierno  español. 

Las  consecuencias  de  esta  guerra  lian  sido  desastrosas  para  España. 
Un  mes  después  del  bombardeo  de  Valparaíso,  el  almirante  Méndez 
Nuñez  atacó  las  fortificaciones  del  Callao,  puerto  del  Perú.  Los  resul- 
tados de  este  combate,  según  el  parte  oficial  dirigido  á su  gobierno 
por  el  comodoro  de  los  Estados-Unidos,  Rodgcrs,  no  fueron  favorables 
á España,  cuya  escuadra  sufrió  pérdidas  considerables.  Del  documento 
á que  nos  referimos  aparece,  que  empezó  el  ataque  ú las  doce  y cua- 
renta y cinco  minutos  de  la  tarde  (2  de  mayo  de  1800).  A las  dos, 
la  fragata  Villa  de  Madrid  tuvo  que  retirarse  rápidamente,  siguién- 
dola al  poco  tiempo  la  Berenyuela-,  y media  hora  mas  tarde  la  Re- 
solución y la  Blanca,  quedando  solamente  en  aquellas  aguas  la 
Almansa  y la  Numancia,  que  zarparon  á las  cuatro  y cuarenta  y 
cinco  minutos.  Las  baterías  peruanas  continuaron  el  fuego  mientras 
que  los  buques  estuvieron  al  alcance  de  sus  cañones. 

Esta  guerra,  suspendida  desde  el  combate  del  Callao,  no  ha  pro- 
ducido para  España  otra  ventaja,  que  colocarla  en  una  posición 
28 
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comprometida  respecto  á las  repúblicas  aliadas,  perdiendo  totalmente 

su  influencia  en  la  América  del  sur.  * 

La  conducta  observada  por  España  cuando  tuvo  lugar  la 
Guerra  entre  ocupación  de  las  islas  Chinchas,  fundándose  en  sus  anti- 
ciílío. 1 guos  títulos  de  dominio  sobre  esta  parte  del  continente 
americano,  causó  serias  inquietudes  en  la  república  de  Chile,  que 
temia  muy  razonadamente  que  á título  de  reivindicación  se  apoderara 
de  alguna  porción  mas  de  su  territorio,  dispuesta  á aprovecharse 
para  restaurar  en  lo  posible  su  perdida  influencia  en  el  Pací- 
íico,  de  cualquiera  pretexto,  como  lo  hizo,  acusando  al  gobierno 
de  Chile  de  que  seguía  una  conducta  de  sistemática  oposición  á Es- 
paña en  sus  diferencias  con  el  Perú. 

Con  efecto,  el  gobierno  español,  por  conducto  de  su  representante 
el  Sr.  Tavira,  había  hecho  en  18o4  varias  reclamaciones  al  de  Chile, 
basadas  unas  en  hechos  independientes  de  su  esfera  de  acción  y otras 
mejor  fundadas  que  ocasionaron  explicaciones  satisfactorias  admitidas 
por  aquel ; el  cual  volvió  un  año  mas  tarde  á entablar  nuevas  de- 
mandas, protestando  de  las  buenas  disposiciones  en  que  se  encontraba 
para  aceptar  las  declaraciones  solemnes  que  el  caso  reclamaba,  en  tanto 
que  f ueran  compatibles  con  su  propia  dignidad.  Versaban  estas  sobre 
supuestos  agravios,  como  se  verá  por  la  sucinta  reseña  que  de  ellos 
vamos  á hacer. 

Era  uno  referente  á los  ultrajes  inferidos  al  pabellón  español. 

Los  hechos  á que  se  aludía  habían  tenido  lugar  en  mayo  de  1864,  á 
la  puerta  misma  de  la  legación.  Tratábase  de  una  manifestación  po- 
pular en  contra  de  la  ocupación  de  las  islas  Chinchas.  Una  parte  del 
pueblo  que  se  dirigía  á la  reunión  que  al  efecto  debía  verificarse,  tuvo 
que  pasar  por  delante  de  la  casa  ocupada  por  aquella,  y algunos  gri- 
taron : « Muera  España,  mueran  los  godos.  » Estos  gritos  no  encon- 

* Pacheco,  Manifiesto,  edición  oficial,  Lima,  1866,  p.  2;  Constitución  del  Perú, 
art.  59,  atribución  16%  art.  94,  atribución  11»;  Annuaire  des  deux-mondes,  1864, 
1865,  p.  837;  Rapport  officiel  du  commodore  Rodgers  sur  le  combal  du  Callao; 
Manifiesto  del  señor  Solazar  y Mazarredo , Lima,  22  abril  1864;  Contestación,  20 
abril  1864;  Comunicación  confidencial  del  señor  Solazar  al  ministro  de  relaciones 
exteriores  de  la  república  peruana,  20  marzo  1864;  Respuesta  del  ministro,  23  marzo 
1864;  Nota  del  enviado  español,  12  abril  1864  ; Nota  del  ministro  del  Perú  al  de 
estado  de  Esparta,  13  abril  1864;  Nota  y declaración  de  la  loma  de  posesión  délas 
islas  de  Chincha,  14  abril  1864;  Contestación  del  gobierno  peruano,  16  abril  1864; 
Cit  cular  del  ministro  de  Chile  A los  representantes  extranjeros,  16  abril  1864; 
Declaración  colectiva  de  estos,  20  abril  1864;  Notas  de  envió  y recepción  de  ambos 
documentos,  19,  20  y 21  abril  1864;  Circular  á los  gobiernos  extranjeros,  26  abril 
'ontestacion  del  comandante  de  la  escuadra  española,  21  abril  1864. 
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traron  eco  en  la  multitud,  y cuando  uno  de  los  presentes  trató  de 
apoderarse  de  la  bandera,  sus  mismos  companeros  le  hicieron  desistir 
de  tal  propósito,  y todos  continuaron  su  camino. 

Esta  escena,  desagradable  sin  duda  pero  imposible  de  preveer,  no 
tuvo  consecuencias  ulteriores.  El  Sr.  Tavira  dió  cuenta  de  lo  acaecido 
al  ministro  de  relaciones  exteriores  de  la  república,  participándole  que 
lo  pondria  también  en  conocimiento  de  su  gobierno.  Pero  las  rela- 
ciones posteriores  entre  Chile  y España  fueron  tan  íntimas  y amis- 
tosas como  antes,  hasla  el  punto  de  que  seis  meses  después  aquel 
entregó  al  presidente  de  la  república  tres  cartas  de  su  soberana,  en 
las  cuales  le  daba  cuenta  de  accidentes  ocurridos  en  su  familia,  y le 
reiteraba  sus  sentimientos  de  amistad  : y en  el  discurso  de  apertura  de 
las  cámaras  españolas,  en  diciembre  del  mismo  año,  declaró  que  las 
relaciones  de  la  monarquía  con  los  demás  Estados  eran  satifactorias, 
salvo  la  sola  excepción  lamentable  relativa  al  Perú. 

Quejábase  el  gabinete  de  Madrid  de  que  el  de  Chile  hubiera  diri- 
gido á los  demás  de  América  una  circular,  con  fecha  4 de  mayo  de 
1864,  en  la  cual  se  manifestaba  la  entera  conlianza  de  que  el  de 
S.  M.  C.  desaprobaría  la  conducta  de  sus  agentes,  y para  probar 
cuán  infundada  era  esta  pretensión,  bastará  con  decir  que  lejos  de  frus- 
trarse las  esperanzas  de  Chile  se  vieron  ámpliamente  satisfechas  con 
la  declaración  hecha  por  los  ministros  de  la  reina  Isabel  de  que  no 
concedían  su  aprobación  á los  hechos  consumados. 

En  cuanto  á las  pretcnsiones  de  que  las  autoridades  chilenas  pu- 
siesen freno  á los  extravíos  de  la  opinión  pública,  y no  dejaran  im- 
pune al  periódico  titulado  El  San  Martin,  son  de  tal  índole,  que  no 
pueden  exponerse  entre  pueblos  igualmente  soberanos  é independien- 
tes, cuyos  derechos  civiles  y políticos  pueden  ser  distintos. 

Enumerábase  igualmente  el  acto  de  hostilidad  cometido  por  la  au- 
toridad de  Lola  contra  la  Vencedora,  goleta  de  guerra  de  España ; 
que  se  reducía  á lo  siguiente.  A fines  de  setiembre  de  1864  arribó 
este  buque  á aquel  puerto,  con  objeto  de  reparar  sus  averías,  y ha- 
cer provisiones  de  agua,  víveres  y carbón.  Los  dueños  de  este  com- 
bustible rehusaron  vender  la  cantidad  pedida,  manifestando  que  no 
la  tenían  en  sus  almacenes.  E)  capitán  de  la  goleta  se  dirigió  enton- 
ces al  comandante  del  puerto  á fin  de  que  se  le  facilitara,  pero  ha- 
biendo declarado  esta  autoridad  que  sus  facultades  n5  se  extendían 
hasta  obligar  á los  propietarios  de  que  se  trataba  en  el  sentido  solici- 
tado, el  primero  protestó  contra  la  una  y los  otros;  protesta  que  el 
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ministro  ele  España  reiteró  al  gobierno  ele  Chile,  que  la  rechazó  como 
no  motivada. 

Si,  como  pretendía  el  gobierno  español,  se  hubiera  tratado  en 
Lota  á la  Vencedora,  como  un  buque  enemigo,  la  habrían  privado  de 
todos  ios  recursos  que  necesitaba  para  la  continuación  de  su  viaje. 

Quejábase,  por  último,  el  gobierno  de  España  de  que  las  autorida- 
des competentes  no  hubieran  disipado  los  temores  que  habia  hecho  na- 
eer  en  los  habitantes  pacíficos  la  amenaza  lanzada  por  El  San 
Martin  contra  los  que  suministraran  provisiones  á la  escuadra  espa- 
ñola ó á sus  agentes.  Al  formular  este  cargo,  el  gobierno  español  se 
olvidaba  de  que  en  Chile  hay  libertad  de  imprenta,  y que  el  citado 
periódico  habia  caído,  gracias  á ella,  en  el  mas  completo  descrédito. 
Por  lo  demás,  es  tan  infundado,  que  de  aceptarse  como  legítimo,  cons- 
tantemente se  interrumpirían  las  relaciones  diplomáticas  de  los  Es- 
tados, y se  colocarían  en  abierta  hostilidad. 

Las  explicaciones  dadas  por  el  gobierno  chileno  fueron  de  tal  modo 
satisfactorias,  que  el  ministro  de  España  residente  en  Santiago,  mani- 
festó al  de  relaciones  exteriores  de  la  república  que,  en  su  concepto, 
disipaban  todos  los  motivos  de  queja  de  su  gobierno,  y contribuirían, 
según  lo  esperaba,  á estrechar  las  relaciones  entre  los  dos  países.  Esta 
solemne  declaración  no  tardó  en  confirmarse  por  un  hecho  de  altísi- 
ma significación : la  bandera  española  volvió  á ondear  nuevamente 
sobre  la  puerta  de  la  legación,  y la  creencia  de  que  España  aprobaría 
la  conducta  del  Sr.  Tavira,  se  fortaleció  mas  aun  cuando  el  Sr.  Ro- 
berts,  que  le  sucedió  en  su  puesto,  enarboló  su  pabellón  el  18  de 
setiembre,  aniversario  de  la  independencia  de  Chile. 

Dos  dias  ántes,  el  almirante  de  la  escuadra  española  habia  llegado 
al  puerto  de  Valparaíso  con  parte  de  ella.  Pues  bien,  el  mismo  dia  18 
dirigió  un  ultimátum  al  gobierno  chileno,  declarando  que  el  Sr.  Tavira 
no  habia  respetado  el  espíritu  ni  la  letra  de  sus  instrucciones,  al 
aceptar  las  explicaciones  dadas,  que  el  de  España  consideraba 
las  cosas  en  su  situación  anterior,  y reclamaba  una  explicación 
satisfactoria  y que  la  bandera  española  fuera  saludada  con  veintiún 
cañonazos;  rompiéndose  en  el  caso  contrario  las  relaciones  diplomá- 
ticas entre  los  dos  países,  y que  si  se  le  obligaba  á hacer  uso  de  las 
tuerzas  navales  colocadas  bajo  sus  órdenes,  reclamaría  una  indem- 
nización por  los  daños  que  sufrieran. 

Era  imposible  que  el  gobierno  de  la  república  de  Chile  aceptara  es- 
tas proposiciones,  que  fueron  digna  y decididamente  desechadas.  El 

23  de  setiembre  el  almirante  español  renovó  su  ultimátum,  que  fué 
436 


CAP.  l] 


JUSTAS  CAUSAS  DE  GUERRA 


§ 345 

rechazado  por  segunda  vez,  dando  lugar  por  consecuencia,  al  siguiente 
dia,  al  bloqueo  de  Valparaíso  y á la  declaración  del  de  todos  los  de- 
más puertos  de  la  república. 

Los  motivos  de  queja  alegados  por  el  gobierno  español  contra  el  de 
Chile,  pueden  considerarse  como  un  pretexto  de  que  se  lia  valido  para 
justificar  aparentemente  su  conducta  agresiva,  que  recuerda  entre 
otros  grandes  atentados  en  contra  del  derecho  de  gentes  el  bombardeo 
de  Valparaíso,  y que  ha  obligado  al  gobierno  chileno  á declarar  que 
emprendía  la  güera  contra  España  con  el  propósito  irrevocable  de  no 
terminarla,  mientras'  el  de  S.  M.  C.  no  ofreciera  una  reparación  por- 
porcionada  á las  ofensas  y perjuicios  causados,  y sólidas  garantías  de 
que  semejantes  hechos  no  se  volverían  á repetir. 

En  vez  de  darlas,  España  bombardeó  el  puerto  indefenso  de  Val-  j; 
paraíso,  empeorando  así  su  situación  y alejando  cada  vez  mas  y mas  j 
la  posibilidad  de  una  paz  digna  y aceptable.  * 

§ 345,  Podemos  decir  que  la  historia  del  derecho  inter- 

, considera- 

nacional  no  es  mas,  bajo  cierto  aspecto,  que  la  iusti-  cienes  genu- 

*'  l rl  J rales:  opinio- 

ficacion  completa  de  la  guerra;  sin  la  cual  en  efecto  nes  acerca 

de  la  guerra. 

quedaba  fuera  de  él,  es  decir,  como  principio  antijurídico. 

Algunos  santos  padres  han  creído  que  estaba  complcta- 

1 r Los  santos 

mente  en  oposición  con  el  espíritu  cristiano,  y la  lian  poderes, 
condenado  hasta  el  punto  de  que  los  soldados  romanos,  que  se  con- 
virtieron al  cristianismo,  desertaban  de  sus  banderas  prefiriéndolo 
todo  á continuar  prestando  el  servicio  militar.  San  Agustín,  sin 

* Contremanifeste  de  M.  Alvaro  Covarrubias,  París,  1866;  Courcelle-Seneuil, 
Guerre  de  l’Espagne  au  Chili , París  1866;  Le  Chili  el  l'Espagne,  París,  1845; 
fíevuc  des  deux-mondes,  15  juillet  1864,  2C  livraison,  p.  516.  Corresponden- 

cia habida  entre  el  ministro  ele  relaciones  exteriores  de  Chile  y la  legación 
de  Esparta  en  la  capital  de  esta  república.  — Nota  del  Sr.  T avira,  ministro 
residente  de  S.  M.  C.,  en  Santiago,  al  Sr.  Covarrubias  ministro  de  rela- 
ciones extranjeras,  13  mayo  1865;  Contestación  de  este,  16  mayo  1865;  Segunda 
nota  del  ministro  de  España  al  de  Chile,  20  de  mayo  1865;  Discurso  del  presidente 
de  Chile  en  la  apertura  del  congreso  nacional,  Io  julio  1865;  Extracto  de  la  memoria 
presentada  al  congreso  por  el  ministro  de  relaciones  exteriores,  2 de  agosto  1865;  A ota 
dirigida  por  el  almirante  Pareja  al  mismo  ministro,  anunciando  su  nombramiento  de 
plenipotenciario  de  S.  M.  C.,  24  julio  1865;  Acuse  del  recibo  de  ella,  21  setiembre 
1865  ; Despacho  del  comandante  general  de  la  escuadra  española  al  ministro  'chileno, 

22  setiembre  1865  ; Contestación  del  ministro,  23  setiembre  1865;  Primera  nota  del 
cuerpo  diplomático,  22  setiembre  1865;  Primera  respuesta  del  general  Pareja  al 
cuerpo  diplomático ; Segunda  nota  del  cuerpo  diplomático,  24  setiembre  1865 ; 
Despacho  del  ministro  de  Chile  al  enviado  extraordinario  de  los  Estados-Unidos, 

23  setiembre  1865;  Segunda  respuesta  de  Pareja  al  cuerpo  diplomático,  26  setiembre 
1865  ; Tercera  nota  del  cuerpo  diplomático  al  almirante  Pareja,  28  setiembre  1865. 
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embargo,  la  legitimó,  fundándola  en  los  Evangelios,  y su  doctrina  fue 
reconocida  y admitida  por  la  Iglesia. 

Pero  su  demostración,  basada  exclusivamente  en  la  interpretación 
de  un  texto  bíblico  dejaba  la  cuestión  realmente  por  resolver.  Por 
esto  dedicó  Grotius  un  extenso  capítulo  de  su  Jure  belli  ac  pacis  á 
probar  que  era  un  hecho  admitido  por  la  religión  y por  la  historia, 
al  cual,  empero,  no  concedia  la  legitimidad  y la  importancia  que  ca- 
racterizan la  paz. 

Muchos  escritores  han  vuelto  á reproducir  con  posterioridad  los 
argumentos  alegados  en  su  contra,  llegando  algunos  en  sus  conclu- 
siones hasta  el  extremo  de  Wayland,  que  dice: 

« Si  apesar  de  la  persuacion  moral  que  opongamos,  un  Estado  nos 
acomete,  debemos  sufrir  el  mal  con  resignación.  » 

Inútil  creemos  combatir  esta  opinión  dictada  por  el  mas  absurdo 
fanatismo  religioso . * . 

S 3Í6.  Pero  entrando  en  un  terreno  mas  positivo  en- 

F.xposicion  ° 1 

de  los  prtn-  contramos  para  combatirla  algunos  argumentos,  que 

cipales  argu-  1 ° ° 7 1 

mentas  can-  mUCllOS  ¡UZgan  deCÍSÍVOS. 

Ira  la  güera.  J ° 

La  guerra,  se  ha  dicho,  es  opuesta  á la  sana  moral ; y el 
espíritu  militar  ocasiona  grandes  y constantes  perturbaciones,  pero  es 
de  una  ambigüedad  tan  notable  este  argumento,  que  puede  muy  bien 
emplearse  para  combatir  cualesquiera  de  las  grandes  instituciones 
sociales.  Su  primer  término  no  es  exacto  en  todas  sus  partes,  puesto 
que  la  ofensa  que  se  supone  inferida  á la  moralidad,  pierde  su  impor- 
tancia desde  el  momento  en  que  se  prueba  el  adelanto  de  la  civilización 
operado  por  ella.  Y esto  es  incontrovertible:  las  guerras  influyen  tanto 
como  en  la  del  Estado,  en  la  dignidad  particular  de  cada  uno  de  sus 
súbditos,  y sirven  de  base  y de  impulso  á las  mas  heroicas  virtudes. 

Se  ha  argumentado  que  siendo  los  hombres  seres  racionales  no 
debian  nunca  recurrir  á la  fuerza  para  resolver  las  cuestiones; 
pero  los  que  esto  sostienen  debieran  indudablemente,  para  fundar  su 


Vera,  Tntroduction  á la  philosophie  de  Schlegel ; Cousin,  Introduction  á l’his- 
toij-e  de  la  philosophie ; Halleck,  International  law,  ch.  13,  §§  16-19;  San  Agustín, 
Opera  epist.,  pp.  136-238;  San  Basilio,  Opera,  epist.  ad  amphil.,  can.  8;  San 
Paulino,  Opera,  epist.  25;  Grotius,  Droit  de  la  guerre  et  de  la  paix , édition  Guil- 
aumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  1;  Wayland,  Elem.  moral  Science,  b.  2, 
p.  2,  d.  2,  ch.  4;  Dyniond,  Essays  on  morality , essay  3,  ch.  19;  Leiber,  Political 
? Uc*’  §§  17-19;  Paley,  Moral  and  political  philosophy,  b.  3,  pt.  2,  ch.  10 

r ' ’ C1  ch-  12;  Neander,  Gesch.  der  Christ  religión,  b.  1,  p.  249; 

rolZ  l díS  °ens’  tome  IV-  ,iv-  /f>  ch.  1 ; Giblon,  Decline  and  tall  of  the 
nyure,  c . 43;  Halleck,  Elem.  militar y art  and  Science,  pp.  9-12. 
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Opinión,  manifestar  lo  que  entienden  por  razón  y por  fuerza,  y pro- 
bar que  entrambas  son  esencialmente  contrarias;  y luego  demostrarnos 
como  puede  la  primera  resolver  las  cuestiones  sin  la  segunda.  Esta 
manera  de  argüir  sacrifica  á una  puerilidad  de  la  inteligencia  la  ver- 
dad y la  historia. 

No  merece  mas  consideración  que  el  anterior,  el  raciocinio  de  al- 
gunos economistas  que  sostienen  que  los  gastos  que  ocasionan  exce- 
den siempre  á sus  beneficios ; ignorando  ó aparentando  ignorar  que 
la  economía  política  no  lo  es  todo  en  la  sociedad,  y que  sus  conclu- 
siones no  pueden  ser  por  esta  causa  absolutas,  dado  el  caso  de  que 
fueran  exactas.  * 

8 347.  Se  ha  sostenido  también  que,  no  teniendo  forzo- 

° 1 •’  Falla  de  ra- 

samente razón  uno  de  los  contendientes,  son  siempre  in-  z<?n  ,de  un0 

1 do  los  con- 

justas:  principio  que  Vattel  formula  del  siguiente  modo:  tendientes. 

(k  La  guerra  no  puede  ser  justa  de  ambas  partes,  una  de  las  cuales  se 
atribuye  un  derecho,  que  la  otra  no  concede  ; ó se  queja  de  una  ofensa 
recibida,  que  el  contrario  niega  haber  hecho.  Son,  pues,  como  dos 
individuos  que  cuestionan  acerca  de  una  proposición,  siendo  impo- 
sible que  las  dos  opiniones  contrarias  sean  al  mismo  tiempo  verda- 
deras. » Pero  si  bien  se  observa  esta  doctrina  no  tiene  fundamento 
alguno  racional.  Porque  es  imposible  juzgar  de  la  importancia  y sig- 
nificación de  una  guerra  por  las  de  una  cuestión  entre  dos  individuos, 
y tratar  de  someter  el  criterio  de  una  lucha  nacional  al  de  la  sostenida 
individualmente  es  faltar  á las  reglas  mas  superficiales  de  la  lógica, 
á la  verdad  histórica  y á las  leyes  de  la  razón  (l). 


* Halleck,  International  law,  cli.  13,  §§  20-22;  Wayland,  Elém.  moral  sciencc 
b.  2,  p.  2,  d.  2,  ch.  4;  Dymond,  Essays  on  morality,  essay  3,  ch.  19;  Leiber, 
Political  ctliics,  b.7,  §§  18-20,  23;  Paley,  Moral  and political  philosophy,  b.  3,  pie.  2, 
ch.  10;  b.  G,  ch.  12;  Halleck,  Elem.  military  art  and  Science , ch.  1,  p.  22,23,  28; 
Hooker,  Recles,  pol.,  b.  1,  §10;  Philliraore,  Oh  i niernalional  lato,  vol.  III,  § 49; 
De  Felice,  Droit  de  la  nature  el  des  gens,  tome  II,  lee.  21 . 

(1)  Halleck  refuta  también  los  argumentos  alegados  en  contra  de  la  guerra.  Pero 
las  refutaciones  del  publicista  norte-americano  se  resienten  del  mismo  defecto.  Así, 
sostiene,  por  ejemplo,  su  necesidad  y justicia  contra  los  que  pretenden  que  no  llena 
su  objeto  ó que  es  forzosamente  injusta  para  uno  de  los  contendientes,  diciendo  que 
lo  mismo  sucede  en  los  pleitos  civiles  ó en  las  causas  criminales  que,  sin  embargo, 
es  preciso  admitir.  Esta  refutación  es  incompleta,  porque  el  individuo  y las  naciones 
se  agitan  en  distinto  círculo,  y no  se  puede  concluir  lógicamente  del  uno  á la  otra. 
Por  esto  es  posible  admitirla  necesidad  de  los  últimos,  y rechazar  la  de  la  primera. 
Por  lo  demás,  siguiendo  el  sistema  de  Halleck,  no  se  hace  otra  cosa  que  ensancharla 
dificultad  en  vez  de  resolverla.  Porque  si  se  rechazan  las  guerras  porque  no  llenan  su 
■objeto,  ó porque  son  injustas  de  parte  de  uno  de  los  contendientes,  y se  dice,  para 
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No  admitiendo  nosotros  que  las  guerras  supongan  falta  de  razón  de 
parte  de  uno  de  los  contendientes,  sino  creyendo,  por  el  contrario, 
que  todos  la  tienen  bajo  su  punto  de  vista  y sus  condiciones  históri- 
cas especiales,  podemos  afirmar  en  contra  de  los  que  sostienen  la 
opinión  que  combatimos,  su  legitimidad  absoluta;  y esta  conclusión 
es  de  tal  importancia,  que  sin  ella  no  podría  existir  el  derecho  inter- 
nacional, puesto  que  si  son  necesariamente  injustas  ¿ á qué  vienne 
hablar  del  derecho  cuando  de  ellas  se  trata  ? * 

§ 348.  Examinadas  las  guerras  bajo  puntos  de  vista  in- 
no°!ienan  su  significantes  ó estrechos,  como,  por  ejemplo,  el  de  una 
ofensa,  de  una  reclamación,  es  claro  que  pueden  no  llenar 
su  objeto  y aun  ser  contrario  el  que  cumplan  á los  principios  de 
justicia;  pero  si  se  las  considera  por  el  prisma  de  la  humanidad  y de 
la  historia  no  se  encuentra  una  sola  que  no  haya  servido  á la  causa 
de  la  civilización,  con  muy  raras  excepciones  que  no  alteran  esencial- 
mente el  principio^general.  ** 

8 349.  Las  mismas  consideraciones  anteriores  pueden 

Los  males  de  ° 1 

una  guerra  servir  para  combatir  la  Opinión  que  sostiene,  que  los  perjui- 

son  mayores 

quneficiosb°'  c*os  fiue  producen,  son  siempre  mayores  que  sus  beneficios; 

fundándose  en  una  nocion  equivocada  del  mal  y del  bien.*** 

„ , . 8 3o0.  Considerando  la  guerra  como  un  mal  evitable, 

contra  de  la  se  ]la  llegado  á pensar  en  la  constitución  de  un  tribunal 
Tribunal  de  superior  que  resolviera  las  cuestiones  entre  los  Estados, 
asi  como  los  de  una  nación  dirimen  las  de  sus  miembros. 
Pero  esto  presenta  un  grave  inconveniente ; cual  es  el  de  suponer  ne- 
cesariamente la  formación  de  una  gran  nacionalidad  preponderante,  ó 
de  una  fuerza  capaz  de  ejecutar  sus  decisiones,  resultando  en  último 
término  la  ruina  del  espíritu  nacional.**** 

probar  lo  contrario,  que  lo  mismo  sucede  con  los  juicios  civiles  y criminales,  la 
consecuencia  lógica  no  es  que  se  admitan  aquellas  , sino  que  con  ellas  se  rechacen 
,T  condenen  también  los  juicios.  (Halleck,  International  law,  cap.  13.) 

* Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3, 
ch.  3,  § 39;  Vera,  lntroduction  a la  philosophie  de  Schlegel;  Halleck,  Internatio- 
nal law,  ch.  13,  § 24;  Leiber,  Political  ethics,  b.  7,  § 19;  Phillimore,  On  Interna- 
tional law,  vol.  III,  § 50;  De  Felice,  Droit  de  la  nature  etdes  gens,  vol.  II,  lee.  21, 
Halleck,  Elem.  mililary  art  and  Science , ch.  1,  p.  29. 

**  Phillimore,  On  inlernational  lato,  vol.  III,  § 50;  Leiber,  Political  ethics , b.  7, 
§ 19;  Halleck,  Elem.  mililary  art  and  Science,  ch.  1,  p.  28. 

Dymoud,  Essay  on  i he  principales  of  moralily,  essay3,  ch.  19;  Leiber,  Politi- 
Caí**CJi'ÍCS’  b ’ Halleck,  Elem.  military  art  and  Science,  ch.  1,  §§  30-33. 

& no  ítefJC1’  ethics,  b.  7,  § 22;  Phillimore,  On  infernational  law,  vol. III 

8 0 , Halleck,  Elem.  military  art  and  science,  ch.  1,  n.  29. 
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§ 3ol . Los  publicistas  modernos  de  mas  reputación  admi- 
ten, va  directa  ó ya  indirectamente,  la  legitimidad  de  la  modernos 
J publicistas 

guerra.  acerca  de  la 

Wheaton  dice  : « Las  sociedades  independientes  deno- 
minadas Estados  no  reconocen  ni  árbitro  común,  ni  juez,  excepto 
los  que  son  instituidos  por  convenciones  especiales.  La  ley  que 
las  gobierna  ó que  reconocen  como  tal  carece  de  la  sanción  positiva 
que  tiene  el  código  civil  de  cada  nación.  Todas  tienen,  pues,  derecho 
de  recurrir  á la  fuerza  como  el  único  medio  de  alcanzar  reparación 
de  las  ofensas  que  hayan  recibido  de  las  demás,  á la  manera  que 
los  particulares  le  tendrían  sino  estuvieran  sometidos  á las  leyes  de 
la  sociedad  civil.  Cada  Estado  tiene  también  el  derecho  de  juzgar  por 
sí  mismo  de  la  naturaleza  y extensión  de  las  ofensas  que  pueden 
justificar  semejante  medio  de  reparación.  » 

El  Dr.  Leiber  sostiene  aun  mas  directa  y terminantemente  su  legi- 
timidad. «La  guerra,  dice,  es  un  elemento  poderoso  de  la  civilización 
de  los  pueblos,  y tal  fué  el  carácter,  por  ejemplo,  de  las  de  Alejandro 
el  Grande.  Por  mas  que  parezca  paradójico,  añade,  es  indudable  que 
suele  producir  el  contacto  mas  estrecho  y el  cambio  de  pensamiento 
y de  espíritu  entre  pueblos  que  de  otro  modo  permanecerían  siempre 
alejados.  Es  una  lucha,  un  estado  de  sufrimiento,  necesario  y salu- 
dable para  la  humanidad.  » 

Halleck  proclama  también  las  mismas  ideas  y las  sostiene  resuelta- 
mente contra  todos  sus  adversarios,  aunque  con  argumentos  en  general 
débiles  ó insuficientes. 

Según  ürtolan,  ocurren  en  la  vida  de  las  naciones  casos  en  que 
una  imperiosa  necesidad  exige  recurrir  á la  via  de  las  armas.  Cuando 
este  es  el  único  medio  que  queda  á un  Estado  para  sostener  sus 
derechos  ultrajados  ó desconocidos,  no  debe  vacilar  en  emplearle  so 
pena  de  atentar  contra  su  dignidad  y preparar  su  decadencia.  Por 
otra  parte,  la  guerra  no  es  siempre  un  mal;  por  el  contrario,  al- 
gunas veces  es  el  específico  que  cura  los  internos ; despierta  la 
energía  en  los  caracteres  debilitados  ó viciados  por  una  larga  paz, 
y es  un  elemento  de  propagación  de  ideas  generosas,  contribuyendo 
al  progreso  humano.  Las  virtudes  mas  nobles,  el  amor  del  a patria,  la 
abnegación,  la  humanidad  se  ejercen  y realizan  en  los  campos  de 
batalla. 

También  Helfter  afirma  su  legalidad,  y sus  declaraciones  son  en  ver- 
da*  1 tan  concluyentes  como  notables.  « Ninguna  sociedad,  dice,  puede 
contar  con  una  paz  perpetua.  Las  naciones  como  los  individuos  pecan 
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en  sus  relaciones  mutuas,  y suponer  una  edad  de  oro  sin  la  guerra  y 
sin  sus  necesidades  es  crear  unas  naciones  exentas  de  pecados.  Es  por 
otra  parte  cierto , que  la  guerra,  provocando  cierta  excitación  moral, 
afirma  las  fuerzas  que  durante  la  paz  duermen  ó se  debilitan  y se  pier- 
den sin  provecho.  Ofreciendo  además  protección  contra  la  injusticia  y 
contra  las  violaciones  del  derecho  entre  las  naciones,  conduce  por  sí 
misma,  al  restablecimiento  de  la  paz  turbada  (1).  Lójos,  pues,  de 
querer  ignorarla,  el  derecho  internacional  debe  fijarla  leyes.  » * 

(1)  Este  pensamiento  ha  sido  desarollado  por  Proudhon  en  su  obra,  La  guerra  et 
la  paix,  bajo  una  nueva  forma.  Este  escritor  afirma  que  la  guerra  conduce  necesa- 
riamente por  su  evolución  á la  paz,  pero  que  esta  será  como  aquella  una  manifesta- 
ción de  Ja  conciencia  universal  no  alcanzada  todavía.  Véase  Proudhon,  La  guerra  et 
la  paix,  v.  II,  p.  382. 

* Wheaton,  Eléments  du  droit  internalional,  pte.  4,  ch.  1,  § 1;  Leiber,  Polilical 
cthics,  b.  7,  §§  20,  21;  Halleck,  International  law,  ch.  13,  § 27;  Ortolan,  Diplo- 
mare de  la  mer,  liv.  3,  ch.  1,  p.  5;  HefTter,  Droit  International , introd.,  § 4; 
Proudhon,  La  guerre  et  la  paix,  vol.  II,  p.  382;  Halleck,  Elem.  mililary  art  and 
Science,  ch.  1,  pp.  32,  33. 
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DISTINTAS  CLASES  DE  GUERRAS 


8 352.  La  palabra  querrá  se  deriva  de  la  alemana  ivehr,  origen 

elimologico 

cuyo  origen  se  encuentra  en  el  idioma  de  los  antiguos  y definición 

D tic  la  palabra 

germanos,  que  significa  defensa.  En  la  Edad-Media  sufrió  guerra. 
muchas  modificaciones,  formándose  de  ella  las  voces  werra,  gwerra  y 
guerra.  Esta  última  pasó  á la  mayor  parte  de  los  pueblos  de  la  Eu- 
ropa meridional,  y así,  el  español,  el  portugués  y el  italiano  dicen: 
guerra,  el  francés  guerre.  El  inglés,  que  conserva  mas  en  este  punto 
el  origen  etimológico  de  la  palabra,  dice  war.  Atendiendo  pues,  á él, 
la  guerra  es  la  defensa  de  una  nación  contra  sus  enemigos.  Pero  los 
publicistas  no  han  solido  tenerle  en  cuenta  al  definirla. 

La  dada  por  Grotius  se  funda  principalmente  en  la  división  que  de 
ella  hace.  Es  la  pública  la  que  se  lleva  á cabo  por  la  autoridad  de  un 
Estado;  privada  la  que  se  hace  de  otro  modo  cualquiera,  y mista  la 
que  participa  déla  naturaleza  de  las  dos  anteriores.  Por  tanto  la  guerra 
tiene  para  este  escritor  una  significación  muy  extensa,  puesto  que 
califica  así  todo  medio  de  resolver  una  cuestión  por  las  armas. 

Yattel  dice  que  es  la  defensa  y sostenimiento  de  un  derecho  por 
medio  déla  fuerza;  y Martens  la  juzga  como  un  estado  permanente 
de  violencias  indeterminadas  entre  los  hombres. 

Para  Pinheiro-Ferreira  significa  el  acto  de  paralizar  las  fuerzas  del 
enemigo ; definición  á que  se  ha  opuesto  Belitne  alegando  que  no  ex- 
presa el  fin  que  aquella  se  propone.  Por  último,  Massé  lia  dicho  que 
era  el  medio  de  zanjar,  por  la  via  de  las  armas,  una  contienda  entre 
dos  pueblos  que  no  tienen  superior  común  á quien  someter  la  reso- 
lución de  su  querella. 

Pero  todas  estas  definiciones  son  en  cierto  modo  incompletas 
teniendo  en  cuenta  que  no  explican  ni  comprenden  bien  el  caso  de 
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la  guerra  civil,  en  la  cual  una  de  las  partes  contendientes,  ó 
quizás  las  dos,  no  son  independientes  y soberanas. 

Para  evitar  los  peligros  en  que  todos  han  caido,  nos  abstendremos 
de  hacer  ninguna,  con  tanto  mayor  motivo  cuanto  que  su  nocion  ge- 
neral se  deducirá  fácilmente  de  las  cuestiones  que  iremos  desenvol- 
viendo. * 

División  de  § 353.  Las  guerras  han  sido  divididas  de  muchas  ma- 
las guerras.  neraSt  Los  historiadores  lo  han  hecho  ya  por  épocas,  como 
por  ejemplo,  en  antiguas,  de  la  Edad-Media,  y de  los  tiempos  moder- 
nos; ya  atendiendo  á su  objeto  especial  en  religiosas,  civiles,  revo- 
lucionarias, de  conquista,  de  independencia,  etc.  etc.  Otras  veces  se 
han  clasiíicado  según  la  nación  que  las  ha  llevado  á cabo,  y así  se  ha 
dicho;  europeas,  americanas,  asiáticas,  ó de  Crimea,  de  Italia,  de 
Francia,  norte-americana,  etc.  etc,  Pero  todas  estas  clasificaciones  son, 
por  decirlo  así,  agenas  al  concepto  que  de  ellas  forma  el  derecho  in- 
ternacional y carecen  de  importancia  para  nuestro  objeto. 

Lo  mismo  sucede  con  la  admitida  por  la  estrategia  y táctica  militar 
que  las  divide  en  ofensivas  y defensivas,  atendiendo  no  al  hecho  que 
las  ha  originado  y á su  significación  general,  sino  de  las  operaciones 
militares.  Por  esto  puede  suceder  y ha  sucedido  con  efecto,  que  una 
puramente  defensiva,  según  estas,  sea  sin  embargo,  ofensiva  con  rela- 
ción al  derecho  internacional,  y viceversa.  Los  publicistas  las  dividen 
en  públicas  y privadas,  en  perfectas  ó imperfectas,  y en  mistas: 
distinciones  de  escasa  importancia  práctica  y que  solo  sirven  para 
deslindar  la  consideración,  un  tanto  distinta,  que  se  las  han  atribuido 
generalmente.  Esto  no  obsta  para  que  en  algunos  documentos  diplo- 
máticos se  las  haya  concedido  muy  grande  si  ha  convenido  fundar 
en  ellas  ciertos  argumentos.** 

* Ortolan,  Diplomalie  de  la  mer,  liv.  3,  ch.  1 ; Grotius,  Droit  de  la  guerre  et  de  la 
paix,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  1,  ch.  3,  § 1 ; Vattel, 
Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  1,  § 1, 
notes;  Pinheiro-Ferreira,  Notes  sur  Martens;  Belime,  Philosophie  du  droit,  vol.  I, 
p.  321;  Massé,  Droit  commercial,  vol.  I,  p.  103;  Jomini,  Précis  de  l’art  de  la 
guerre,  ch.  1;  Bello,  Derecho  internacional,  pte.  2,  cap.  1,  § 1;  Riquelme, 
Derecho  jrúblico  internacional,  lib  1,  tít.  2,  cap.  7;  Heffter,  Droit  inlernational, 
§ 113;  Martens,  Prccis  du  droit  des  gens  édition  Guillaumin,  annotée  par 
Ch.  Vergé,  § 263;  De  Felice,  Droit  de  la  nat.  et  des  gens , vol.  II,  lees.  20,  22, 
Ray noval,  Inst.  du  droit  nat.  liv.  3,  ch.  1,  § 1;  Bynkershoek,  Qucest  jur.pub.  lib.  1; 
cap.  1;  PufFendorf,  De  jur.  nat.  et  gent.,  lib.  1,  cap.  1,  § 8 ; Albericus  Gentilis. 
De  jur.  bel.,  lib.  1,  cap.  2;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III,  § 49;  Leiber, 
PolUical  ethics,  b.  7,  § 15;  Wildmann,  Int.  law,  vol.  II,  p.  2;  Manning,  Law  of 
mlions,  pp.  94-96. 

l)e  Felice,  Droit  de  la  nal.,  vol.  II,  lees.  20,22;  Ortolan,  Diplomalie  de  la  mer, 
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CAP.  Il]  DISTINTAS  CLASES  DE  GUERRA  § 356 

§ 354.  Cuando  una  nación  dominada  por  otra  extranjera 
trata  de  sacudir  su  yugo,  y recurre" para  conseguirlo  á las  / independen -/ 
armas,  la  lucha  que  necesariamente  resulta  toma  el  nom-  : cia-  ! 

bre  de  guerra  de  independencia.  Tal  fué  la  de  España  contra  Francia 
en  1808;  la  de  Hungría  contra  Austria  en  1848,  la  de  Polonia  con- 
tra Rusia  y la  de  los  Estados-Unidos  norte-americanos  con  Ingla- 
terra en  1812.  También  se  pueden  designar  con  el  mismo  título 
la  de  los  Países-Bajos  contra  España  y la  de  la  India  contra  In- 
glaterra. * 

3 355.  Las  insurrecciones  y las  revoluciones  de  los  pue-  „ 
blos  dan  lugar  á guerras  que  se  designan  con  las  mismas  y^eTevoiu11 
palabras.  Las  primeras  tienen  generalmente  por  objeto  cion- 
proclamarse  independiente  parte  de  un  Estado ; así  es  que  bajo  cierto 
punto  de  vista  se  confunden  con  las  de  independencia.  Como  no- 
tables en  este  género,  podemos  citar  la  de  los  Estados-Unidos  norte- 
americanos contra  Inglaterra  en  1776,  la  de  las  colonias  americanas 
contra  España  1810-1824,  la  de  Grecia  contra  Turquía  en  1821,  y 
la  de  los  pueblos  de  Italia  en  1861.  Las  segundas  se  proponen  co- 
munmente el  cambio  radical  del  gobierno  existente : En  este  concepto 
se  confunden  con  las  civiles  y se  rijcn  por  las  mismas  reglas.  * * 

§ 356.  Las -emprendidas  por  causa  de  una  religión  cual-  Guerras  rei¡- 
quiera  han  tomado  el  nombre  de  religiosas ; y el  de  políticas  &I°mfcas.po 
las  que  lo  fueron  para  extender  un  sistema  político.  Al  número 
de  aquellas  correspenden,  por  ejemplo,  las  cruzadas  y las  que  si- 
guieron á la  reforma  hasta  la  paz  de  Westfalia.  Como  ejemplo  de  las 
últimas  mencionaremos  la  de  los  vendeanos  á favor  de  los  Borboncs 


liv.  3,  cli.  1;  Garden,  De  diplomatie,  liv.  6,  § 5;  Whcaton,  Elem.  int.  law.  pt.  3, 
ch.  2,  § 15 ; pt,  4,  ch.  1,  §§  6,  7 ; Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillamnin,  an- 
nolée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  1,  § 2;  Grotius,  Droit  de  la  guerre  et  de  la 
paix,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  1,  ch.  3,  § 4;  Phillimore, 
On  int  . law,  vol.  III,  § 67;  Kent,  Com.  on  am.  law,  vol.  I,  p.  50,  note;  p.  51; 
Bello,  Derecho  internacional,  pte.  2,  cap.  1,  § 3;  Riquelme,  Derecho  público  inter- 
nacional, lib.  1,  tít.  2,  cap.  7;  Burlamaqui,  Droit  de  la  nat.  el  des  gens,  vol.  V, 
pte.  4,  ch.  3;  Rayneval,  Jnst.  du  droit  nat.,  liv.  3,  ch.  2,  Wildman,  Int.  law> 
vol.  II,  p.  3;  Jomini,  Précis  de  l’arl  de  la  guerre,  ch.  1;  Halleck,  Elem.  military 
art  and  Science,  ch.  2,  pp.  35,  36. 

* Jomini,  Précis  de  l’arl  de  la  guerre,  ch.  1;  Halleck,  Int.  law , ch.  14,  § 6, 
Leiber,  Political  elhics,  b.  7,  § 23. 

**  Wheaton,  Elem.  int.  law , p.  2,  ch.  1,  § 3;  Halleck,  Int.  law,  ch.  14,  § 5; 
Bello,  Derecho  internacional,  pte.  2,  cap.  10,  § 1 ; Riquelme,  Derecho  público  inter- 
nacional, lib.  1,  tít.  2,  cap.  14;  Leiber,  Political  athics,  b.  7,  § 23;  Taylor,  On 
rcvolulions,  etc.,  passim.;  Jomini,  Précis  de  l’arl  de  la  guerre,  ch.  1. 
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en  Francia,  la  de  los  carlistas  y partidarios  de  D.  Miguel  en  España 
y Portugal,  y las  sostenidas  por  la  primera  de  estas  tres  naciones 

durante  su  revolución  contra  los  aliados.  * 

* j § 357.  Las  que  imanación  sostiene  para  adquirir  nuevos 
conqu?stas.°i]  territorios  ó para  extender  su  poder,  se  denominan  de 
conquista.  La  historia,  nos  ofrece,  hasta  en  los  tiempos  modernos, 
innumerables  ejemplos  de  este  género.  Tal  era  el  carácter  dominante 
de  las  de  los  pueblos  antiguos,  principalmente  del  romano  y de  las 
tribus  germánicas;  y este  ha  sido  también  el  de  las  sostenidas  por 
Inglaterra  en  la  India  y en  América,  por  España  en  este  último  con- 
tinente, por  Francia  en  Africa  y por  Rusia  en  Asia. 

Los  Estados  norte-americanos,  como  reconoce  Hallecli,  han  sosteni- 
do también  una  de  esta  clase  en  su  última  lucha  con  la  república  me- 
jicana. Es  cierto  que  antes  de  comenzarla,  habían  sufrido  ofensas 
y que  su  gobierno  manifestó  que  la  emprendía  con  el  doble 
objeto  de  alcanzar  una  indemnización  por  los  sucesos  pasados  y mayor 
seguridad  para  el  porvenir.  Pero  esta  declaración  era  muy  vaga,  y lo 
cierto  es  que  siempre  que  se  ha  hecho  ha  servido  como  de  precedente 
á una  violación,  mas  ó menos  encubierta,  de  los  principios  del  dere- 
cho internacional.  En  el  caso  en  cuestión  era  perfectamente  sabido 
que  Méjico  no  podía  ofrecer  otra  clase  de  indemnización  que  territorial, 
y así  se  decidió  aquel  á ocupar  y conservar  en  su  poder  una  parte 
de  su  territorio.  Por  este  procedimiento  los  Estados-Unidos  tenían  que 
convertir  forzosamente  esta  guerra  en  una  de  conquista. 

Iguales  principios,  aunque  un  tanto  rebozados  bajo  las  pretenciones 
de  raza,  produjeron  la  reciente  intervención  francesa  en  el  mismo  país, 
y el  imperio  de  Maximiliano.  Casi  todas  las  luchas  é intervenciones 
de  los  Estados  curopéos  en  los  sud-americanos  se  lian  fundado  en 
idénticas  pretensiones.  ** 


Guerras  na-  § 358.  Hay  guerras  en  que  la  mayoría  de  una  nación 
cionaies.  toma  las  armas  y figura  en  la  contienda.  A estas,  los  pu- 
pubicistas  y los  historiadores  las  han  denominado  nacionales,  cons- 
truyendo así  una  nueva  clase  ó grupo,  cuya  importancia  es  grande, 
como  se  prueba  suficientemente  con  citar  ejemplos  históricos.  La  guer- 
ra de  España  contra  Francia  en  1808  í’ué  nacional  á la  vez  que  de 


De  Felice,  Droit  de  la  nal.  el  des  gens,  vol.  II,  lee.  22;  Halleck,  Jnt.  laio, 
§ 7 ; Laurent,  Droit  des  gens,  vol.  IV,  liv.  4,  ch.  1;  Jomini,  Précis  de  l'art 
de  la  guerre,  ch.  1,  art.  7. 


Halleck,  Inl.  law,  ch.  14,  § 8;  Jomini,  Précis  de  l’art  de  la  guerra , ch.  1, 
art.  b;  Ripley,  fjist.  toar  wilh  México , vol.  I. 
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CAP.  Il] 


DISTINTAS  CLASES  DE  GUERRA 


§ 3o  8 

independencia.  Cierto  es  que  se  habia  establecido  el  gobierno  de  José  I, 
pero  también  se  constituyó  el  nacional,  y la  mayoría  del  país  tomó 
parte  en  la  lucha.  Otro  ejemplo  es  el  de  los  holandeses  contra  Felipe  II 
de  España,  por  mas  que  los  resultados  en  esta  ocasión  no  fueron  fa- 
vorables al  pueblo  que  combatía  por  la  independencia  y por  la  liber- 
tad de  su  patria. 

Se  han  colocado  también  entre  esta  clase  de  guerras  las  sostenidas 
por  las  antiguas  posesiones  americanas  de  España  y de  Inglaterra  con- 
tra la  dominación  de  sus  respectivas  metrópolis. 

No  es  tan  extraño  como  á primera  vista  aparece  que  se  conceda 
á aquellas  colonias  la  misma  importancia  que  á una  nación,  si  se 
atiende  á que  formaron  desde  luego  su  centro  directivo,  constituyén- 
dose así  inmediatamente  en  otros  tantos  Estados,  participando  las  lu- 
chas que  sostuvieron  de  los  caracteres  propios  de  las  nacionales,  de 
las  de  independencia  y de  las  revolucionarias. 

La  primera  de  estas  consideraciones  merece  la  que  sostuvieron  los 
circasianos  contra  el  imperio  ruso,  que  por  parte  de  este  fué  una 
guerra  de  conquista. 

Los  ejemplos  citados  prueban,  que  es  condición  indispensable  para 
que  una  guerra  adquiera  el  carácter  de  nacional  que  la  generalidad 
del  movimiento  se  halle  acompañada  de  la  formación  de  un  gobierno 
ó poder  supremo,  como  sucedió  en  las  antiguas  colonias  de  Inglaterra 
y España ; en  cuyo  caso  hay  que  reconocerles  todas  las  preeminencias 
que  el  derecho  nacional  otorga  á los  beligerantes. 

Por  eso  fué  tan  grave  la  falta  del  gobierno  austríaco  en  Hungría,  y 
el  odioso  papel  desempeñado  por  Rusia,  sobre  la  cual  pesa  también 
una  inmensa  responsabilidad  por  la  conducta  que  ha  observado  en  la 
última  insurrección  polaca. 

Polonia  organizó  su  gobierno,  lanzó  al  campo  sus  ejércitos,  contó 
con  la  cooperación  de  todos  sus  hijos,  y,  sin  embargo,  Rusia  no  trató 
ni  los  ejércitos,  ni  las  poblaciones  polacas,  según  los  derechos  de 
la  guerra,  desentendiéndose  de  las  notas  que  los  gobiernos  de  Fran- 
cia y de  Inglaterra  la  dirigieron  para  el  arreglo  de  la  cuestión.  Esta 
conducta  de  Austria  y de  Rusia  en  dos  guerras  nacionales  ha  sido 
contraria  á los  principios  del  derecho  internacional.  ¡ Y Austria  por 
fin , ha  reconocido  recientemente  la  autonomía  del  reino  húngaro,  al 
paso  que  Rusia  ha  convertido  la  Polonia  en  una  provincia  del  im- 
perio ! * 


* Jotnini,  Précis  do  Cari  de  la  gucrrc,  ch.  1,  art.  8;  Hallcc!<,  Elctn.  mililanj 
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| CAI».  II 


$ 300 


s 


<;ucrras  <io  § 359.  La  de  intervención  se  han  clasilicado  por  los 
indon?n'  historiadores  y publicistas  en  un  grupo  aparte.  Ya  hemos 
tratado  de  las  intervenciones,  y,  por  tanto,  de  esta  clase  de  guerras, 
con  toda  la  extencion  requerida  por  su  importancia.  * 


cneri  is  pú-  § 300*  La  guerra  pública  es  la  que  se  verifica  con  la 
bJicas<  sanción  de  los  poderes  supremos  del  Estado,  esto  es,  en 
toda  la  extensión  y legitimidad  déla  palabra.  « Guando  varios  Estados 
independientes,  dice  Whcaton,  sostienen  por  medio  de  la  fuerza  una 
cuestión  cualquiera  resulta  lo  que  se  conoce  con  el  nombre  de  guerra 
pública.  Si  se  declara  en  forma  ó es  debidamente  comenzada  da  á las 
partes  beligerantes  todos  los  derechos  que  le  son  propios.  El  derecho 
de  gentes  voluntario  ó positivo  no  puede  establecer  respecto  á este 
particular,  distinción  alguna  entre  la  justa  y la  injusta.  En  lo  que  toca 
á sus  efectos,  tiene  que  considerarse  en  el  primer  concepto  por  am- 
bas partes.  Así,  todo  lo  que  las  leyes  de  la  guerra  permitan  á uno  de 
los  beligerantes  es  consentido  al  otro.  » 

( r s Las  privadas,  que  han  desaparecido  con  los  progresos  de 

vadas.  ia  civilización,  y que  Grotius  justifica  en  su  obra  de  Jure 
belli  ac  pacis,  ocurrían  entre  varios  individuos  ó colectividades  de  una 
nación,  sin  la  autorización  de  los  poderes  supremos  del  Estado. 
Producto  lógico  de  la  organización  féudal  de  la  Europa  en  los  siglos 
medios,  no  podían  sostenerse  después  de  la  definitiva  que  rije  los  pue- 
blos modernos.  ** 


art.  ancl  Science,  cb.  2,  p.  36;  Manning,  Law  of  nations,  p.  153;  Polson,  Law 
of  nations , sec.  6. 

* Wheaton,  Elem.  int.  law,  pt.  2,  ch.  1,  § 3-15;  Whcaton,  Hist.  law  of  na- 
tions, pp.  80-88,  519,  523-538  ; Phillimore,  On  int.  law,  vol.  I,  pp.  386-399 ; 
Halleck,  Int.  law , ch.  14,  §§  11-22;  Ortolan,  Diplomatie  de  la  mer,  vol.  II, 
app.  spe.;  Ortolan,  Domaine  ínter nalional,  til.  3;  Grotius,  Droit  de  la  guerra  el  de 
la  paix,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2,  ch.  20,  § 40; 
Grotius,  Pralecgomena,  § 18;  Vattel,  Droit  des  gen s,  édition  Guillaumin,  annotée  par 
Pradier-Foderé,  prélim.,  § 22;  Héffter,  Droit  international , §§  44-46;  appendicej 
De  Cussy,  Précis  historique,  ch.  4,  9,  12;  Pistoye  et  Duverdy,  Traite  des  prises, 
vol.  II,  app.;  Manning,  Law  of  nations,  pp.  97-98;  Bynkershoek,  Qucest.  jur.  pub., 
lib.  1,  cap.  25,  § 10;  De  Cussy,  Droit  maritime,  liv.  2,  ch.  37;  Martens,  Nouveau 
recueil,  vol.  I,  p.  70 ; Mackentosh,  Miscollaneous  works,  p.  750,  et  seq;  Jomini, 
Précis  de  l’arl  de  la  guerre,  ch.  1,  art.  5;  Halleck,  Elem.  art.  and  Science,  ch.  2, 
P-  35;  Rayneval,  Inst.  du  droit  nat.,  liv.  1,  ch.  1,  § 5;  Koch,  Tablean  des  révo- 
lulions,  vol.  I,  pp.  314  et  seq.;  Hansard,  Parí,  debates,  v ol.  VIII,  pp.  46,  64,  242, 
890;  vol.  XXVIII,  pp.  1133-1163;  Gong.  doc.  32  cong.,  2 sess  senato,  Ex.  doc.  n°13. 

**  Wheaton,  Elém.  droit  int.,  pte.  4,  ch.  1,  § 6;  Grotius,  Droit  de  la  guerre  et 
de  la  paix,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  1,  ch.  3,  § 1; 
Cauchy,  Droit  maritime  international,  époq.  3,  pte.  2,  ch.  2,  sec.  4;  Vattel,  Droit 
es  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  4,  §§  64,  67  ; 

448 


CAP.  II J DISTINTAS  CLASES  DE  GUERRA  § 3(33 

§ 361.  Las  mistas,  según  Grotius,  son  ‘públicas  de  parte 
de  la  autoridad  establecida,  y privadas  por  la  del  pueblo  tas. 
que  se  opone  á su  ejercicio,  es  decir,  que  forman  como  una  especie 
de  contienda  civil  entre  los  distintos  miembros  de  una  sociedad  y su 
gobierno.  Sin  embargo,  puede  suceder  que  una  lucha  de  esta  es- 
pecie no  llegue  á tener  la  consideración  de  una  verdadera  guerra 
y se  limite  á una  insurrección  ó rebelión.  Tales  lian  sido  los  sucesos 
ocurridos  en  España  durante  los  años  1866  y 1867.  En  estos  casos 
es  incuestionable  la  aplicación  de  la  ley  local  por  parte  del  poder 
existente.  No  admitiendo  tampoco  el  reconocimiento  de  los  demás 
Estados,  es  imposible  que  se  consideren  en  ningún  caso  como  una 
guerra.  * 

8 362.  El  deseo  de  establecer  divisiones  en  el  asunto,  si-  Guerra  pü- 

btica  solem- 

guiendo  en  esto  el  método  de  los  escolásticos , ha  llevado  ne  y no  so- 

° . lerane. 

también  á Grotius  y otros  autores  á decir  que  las  guerras 

públicas  podian  ser  solemnes  y no  solemnes.  Esta  división  no  tiene  im- 
portancia alguna,  por  cuya  razón  no  hacemos  mas  que  indicarla.  ** 

8 363.  Se  hah  dividido  también  en  perfectas  é imperfec-  Guerras  per- 

. . 1 fectas  é ilu- 

tas, aplicándose  la  primera  denominación  á aquellas  perfectas. 

en  las  cuales  los  miembros  de  una  nación  están  autorizados  á co- 
meter actos  de  hostilidad  contra  todos  los  de  la  otra,  en  los  casos 
y circunstancias  permitidas  por  las  leyes  generales  de  la  guerra ; mien- 
tras que  la  imperfecta,  está  por  el  contrario,  limitada  á lugares,  per- 
sonas y cosas  determinadas.  Como  ejemplo  de  esta  clase  pueden 


ch.  12;  Rutherforth,  Institutos,  b.  2,  ch.  9,  § 15;  Riquelme,  Derecho  público  inter- 
nacional, lib.  1,  tít.  2,  cap.  7;  Bello,  Derecho  internacional,  pte.  2,  cap.  1,  § 1 ; 
Ortolan,  Diplomatie  de  la  mer,  vol.  I,  ch.  1 ; Burlamaqui,  Droit  de  la  naturc  el 
des  gens,  vol.  V,  pte.  4,  ch.  3;  De  Felice,  Droit  de  la  nalure  el  des  gens,  vol.  II, 
lee.  22;  fcent,  Com.  on  am.  law,  vol.  I,  p.  55. 

* Grotius,  Droit  de  la  guerre  el  de  la  paix,  édition  Guiilaumin,  annotée  par 
Pradier-Foderé,  liv.  1,  ch.  3,  § 1 ; Wheaton,  Elem.  int.  law,  pt.  4,  ch.  1,  § 7 ; 
Halleck,  International  law,  ch.  14,  § 25;  Bello,  Derecho  internacional,  pte.  2,  cap.  10, 
§ 1 ; De  Felice,  Droit  de  la  nalure  et  des  gens,  vol.  II,  lee.  22;  Burlamaqui,  Droit 
de  la  na  ture  et  des  gens,  vol.  V,  pte.  4,  ch.  3. 

**  Grotius,  Droit  de  la  guerre  el  de  la  paix,  édition  Guiilaumin,  annotée  par  Pra- 
dier-Foderé, liv.  1,  ch.  3,  § 4;  Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guiilaumin,  annotée 
par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  4,  § 66;  Burlamaqui,  Droit  de  la  nalure  et  des  gens, 
vol.  V,  pte.  4,  ch.  3;  De  Felice,  Droit  de  la  nalure  et  des  gens,  vol.  II,  lee.  22;  Puf- 
fendorf,  Jus  nal.  et  gent.,  lib.  8,  cap.  6,  § 9;  Bynkershoek,  Qucest.  jur.  pub., 
lib.  1,  cap.  2;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  II,  § 66;  Rutherforth,  Institutos,  b.  2, 
ch.  9,  § 10;  Klüber,  Droit  des  gens  moderne,  § 238;  Wildman,  Int.  law,  vol.  III, 
p.  3. 
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recordarse  las  hostilidades  autorizadas  por  los  Estados-Unidos  norte- 
americanos contra  Francia  en  1798.  * 

Actos  dehos-  8 3 64.  En  el  estado  actual  de  las  relaciones  internacio- 


tldos^oHos"  nales,  y principalmente  en  el  de  las  existentes  entre  las 
rcprMcntón-  naciones  europeas  y las  americanas,  es  una  cuestión  de 

tes  de  un  go- 
bierno. 


naciones  europeas 

mucho  interés  la  de  decidir  hasta  qué  punto  son  respon- 
sables los  gobiernos  de  los  actos  de  hostilidad  que  cometan  sus  repre- 
sentantes ó sus  empleados,  que  en  mas  de  una  ocasión  han  venido 
á complicar  la  solución  de  cuestiones  de  otro  modo  fáciles  y sen- 
cillas, y á imponer  á un  gobierno  la  necesidad  de  una  declaración, 
sino  humillante,  molesta  al  menos  y enojosa.  Y cuando  surgen  estas 
dificultades  entre  pueblos  fuertes  y poderosos  y otros  que  no  lo  son, 
es  mas  difícil  aun  llegar  á un  arreglo  conforme  con  los  principios  de 
justicia  y ajustado  á los  del  derecho  internacional. 

Una  nación  de  primer  órden  no  confiesa  sin  grande  esfuerzo  la 
falta  de  uno  de  sus  representantes,  y deja  sobre  todo  de  reconocerla 
cuando  la  reclamación  proviene  de  un  gobierno  relativamente  débil. 
Sin  embargo,  podemos  citar  algunos  ejemplos  en  que  las  negociaciones 
han  conducido  á un  resultado  favorable,  aun  en  estas  circunstancias, 
lo  cual  prueba  que  los  principios  del  derecho  internacional  van  siendo 
en  la  práctica  cada  vez  mas  justos.  ** 

Aunque  por  modificaciones  introducidas  en  su  redacción 
no  se  ratificó  el  tratado  que  en  1853  celebraron  el  Para- 
guay y los  Estados-Unidos,  estos  enviaron  á aquella  repú- 
blica á M.  Hopkins  en  calidad  de  cónsul,  quien  como  tal 
fué  recibido. 

Además  del  desempeño  de  sus  funciones  tenia  M. 
Hopkins,  al  establecerse  en  la  Asunción,  el  designio  de 
á negocios  para  cuya  realización  encontró  grandes  facili- 
dades, concediéndosele  vastos  terrenos  en  San  Antonio.  Faltábanle, 
empero,  capitales  para  la  explotación  de  su  propiedad,  y en  vano 
quiso  buscarlos  en  París  y Londres.  Pero  su  fiebre  mercantil  no 
cedia  fácilmente,  así  es  que  sin  desanimarse  por  el  mal  éxito  de  sus 
ensayos , concibió  y llevó  á cabo  en  Nueva-York  la  compra  de  un 


Conflicto  en- 
tre los  Esta- 
dos-Unidos 
de  norte- 
américa  y el 
Paraguay. 
Motivo  de  la 
conducta 
agresiva  del 
cónsul  Hop- 
kins. 


dedicarse 


* Whealon,  Elém.  droit  int.,  pte.  4,  § 7;  Halleck,  Int.  law,  ch.  14,  § 26;  Pol- 
son,  Law  of  nalions,  sec.  6;  Burlamaqui,  Droit  de  la  nature  et  des  gens,  vol.  V, 
pte.  4,  ch.  2;  Manning,  Law  ofnations,  pp.  94,  95. 

Burlamaqui,  Droit  de  la  nat.  et  des  gens , vol.  V,  pte.  4,  ch.  3;  De  Felice 
Droit  de  ta  nal.  et  des  gens,  vol.  II,  lee.  22;  Puffendorf,  Jus  nat.  et  geni.,  lib.  8, 

caP-  > §§  10,  11-,  Cdrlos  Calvo,  Una  página  de  derecho  internacional. 
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buque  en  malísimas  condiciones,  que,  no  obstante,  aseguró  por  la 
suma  de  50  á 60,000  pesos.  Como  era  de  esperar,  el  buque,  bau- 
tizado con  el  nombre  de  Asunción,  se  fué  á pique  en  su  primer  viaje, 
y por  este  medio  ¡VI.  Hopkins  se  vio  dueño  de  la  suma  fijada  por  el 
seguro  y con  ella  fundó  una  sociedad  intitulada  Compañía  de  comer- 
cio y de  navegación  del  Paraguay. 

Entretanto  sus  exigencias  con  el  gobierno  de  la  república  aumen- 
taban de  dia  en  dia,  y tales  fueron  estas  y tantos  los  insultos  que 
prodigaba  á los  ciudadanos  paraguayos,  que  aquel  hubo  de  retirarle 
el  exequátur,  medida  que  fué  aprobada  posteriormente  por  el  gabi- 
nete de  Washington. 

Todos  estos  acontecimientos  produjeron  el  resultado  que  era  de 
esperar  : la  posición  de  la  Compañía  y la  de  su  fundador  se  hizo 
insostenible.  Para  salir  de  ella,  aprovechóse  M.  Hopkins  de  la  estan- 
cia en  las  aguas  del  Paraguay  del  buque  de  guerra  de  su  nación 
Water- Witch,  encargado  de  explorar  los  confluentes  del  rio  déla 
Plata,  y pretestando  que  peligraba  su  seguridad  y la  de  sus  conciu- 
dadanos, requirió  el  apoyo,  que  le  fué  otorgado,  de  su  comandante; 
de  cuyas  resultas  saltó  en  tierra  con  unos  marineros  armados,  y 
escoltado  por  ellos  se  dirigió  á la  casa  consular  de  donde  sacó  los 
papeles  pertenecientes  á la  Compañía.  Tan  extraño  proceder  no  hu- 
biera quedado  impune,  si,  para  evitar  su  merecido  castigo,  no  se 
hubiese  interpuesto  el  barón  de  Guillemot,  encargado  de  negocios 
de  Francia. 

Un  incidente  ocurrido  entre  el  buque  ya  mencionado  y el  fuerte 
Itapirü  aumentó  la  situación  embarazosa  en  que  se  hallaban  el  Para- 
guay y los  Estados-Unidos,  merced  á los  manejos  de  Hopkins.  No  le 
desaprovechó  este,  como  era  de  esperar,  y las  cosas  llegaron  al 
extremo  de  que  la  república  norte-americana  envió  una  escuadra 
compuesta  de  20  buques  y 2,000  hombres  de  desembarco,  que  per- 
manecieron en  la  rada  de  Montevideo,  merced  a la  generosa  oferta  de 
mediación  hecha  espontáneamente  por  el  general  Urquiza,  presidente 
que  era  de  la  confederación  argentina ; mediación  que  fué  aceptada 
por  el  comisionado  norte-americano,  y que  dicho  general  llevó  per- 
sonalmente á cabo  con  tan  feliz  éxito,  que  dió  por  resultado  la  cele- 
bración de  un  convenio  especial , firmado  el  4 de  febrero  de  1859; 
en  el  cual  se  dispon ia  que  las  reclamaciones  comerciales  de  Hopkins, 
se  examinarían  por  los  árbitros  que,  al  efecto,  nombraran  ambos 
gobiernos.  Estos  declararon,  después  de  un  prolijo  exámen  : « Que 
los  reclamantes  (¿a  Compañía  de  navegación  de  los  Estados-Unidos  y 
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el,  Paraguay),  no  han  probado  ni  establecido  ningún  derecho  de  per- 
juicios, en  la  referida  reclamación,  contra  el  gobierno  del  Paraguay , 
y que  por  las  pruebas  enunciadas  se  ve  que  no  es  deudor  á la  Compa- 
ñía de  las  indemnizaciones  pedidas. 

Ni  la  declaración  de  los  arbitros  podia  ser  mas  terminante,  ni  mas 
patente  la  humillación  de  los  Estados-Unidos;  pues,  si  bien  es  cierto 
que  la  violación  del  territorio,  cometida  por  M.  Hopkins,  quedó  sin 
reparación,  no  lo  es  menos  que  sucedió  así,  porque  el  gobierno  de 
la  república,  animado  de  los  mas  laudables  sentimientos,  hizo  caso 
omiso  de  ella. 

Dignas  son  de  notarse  las  palabras  de  noble  indignación  con  que 
terminó  su  informe  el  comisionado  de  la  república  norte-ameri- 
cana (1). 

Ellas  revelan  hasta  cierto  punto  el  origen  de  la  odiosa  explota- 
ción de  que  han  sido  y son  víctimas  los  pueblos  de  la  América 
meridional. 

Y la  conducta  precipitada,  por  no  decir  imprudente,  de  los  Estados- 
Unidos,  no  solo  ocasionó  perjuicios  al  Paraguay,  sino  que  los  produjo 
y muy  desastrosos  en  su  seno  mismo,  puesto  que  únicamente  en  los 
preparativos  de  su  expedición  gastó  36,000,000  de  francos  y ¿ para 

(1)  He  aquí  el  texto  del  dictámen  del  comisario  de  los  Estados-Unidos  : 

EXAGERACIONES  CRIMINALES. 

« lia  sido  sensible  el  echar  de  ver,  durante  el  curso  de  esta  investigación,  de 
cuánta  sencillez  se  dió  prueba  al  atribuir  á este  asunto , prima  facie,  una  tan  gran- 
de importancia,  digna  de  ocupar  la  atención  del  congreso  ejecutivo,  sin  mas  funda- 
mento que  las  relaciones  parciales  hechas  por  las  personas  mas  directamente  intere- 
sadas en  esta  reclamación,  tergiversando  estudiadamente  las  leyes  y decretos  de  la 
república  del  Paraguay,  y exagerando,  enorme,  sino  criminalmente , las  demandas 
de  esta  Compañía,  las  cuales  han  ido  engrosándose  constantemente,  gracias  á la 
hábil  preparación  de  sus  cuentas,  y á los  intencionales  y malignos  ataques  dirigidos 
contra  el  presidente  y el  pueblo  del  Paraguay,  y lo  que  es  mas,  lodo  esto  sin  otro 
objeto  que  el  de  llenar  los  bolsillos  de  los  reclamantes . 

« El  orgullo  y gloria  del  gobierno  y del  pueblo  de  los  Estados-Unidos  ha  sido 
siempre  no  someterse  á ninguna  injusticia  de  otro  gobierno  ó de  otro  pueblo  -,  pero 
al  propio  tiempo  lo  ha  sido  no  exigir  de  ellos  nada  mas  que  lo  justo ; y tardará 
mucho  todavía,  así  lo  espero  confiadamente,  en  que  llegue  el  dia  en  que  puedan  acu- 
mularse, con  su  consentimiento  y sanción,  fortunas  colosales  como  las  de  la  India 
oriental,  debidas  al  saqueo  de  Estados  débiles,  y arrebatadas  con  la  boca  del  canon. 

« Por  los  motivos  expuestos,  soy  enteramente  del  dictámen  que  la  sentencia  arbi- 
tral debe  recaer  en  favor  de  la  república  del  Paraguay,  y en  contra  de  los  recla- 
mantes, los  cuales  no  han  justificado  derecho  alguno  á daños  y perjuicios  por  razón 
de  su  reclamación.  Todo  lo  cual  se  somete  respetuosamente,  etc.  — C.  Johixson. — 
Washington,  10  de  agosto  de  1860.  » 
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qué?  Para  atender  á las  reclamaciones  procaces  de  Hopkins,  que 
las  hacia  ascender  á 1,000,000  de  pesos  (mas  de  5, 000, 000  de  francos). 

Ejemplo  es  este  que  prueba  una  vez  mas,  cuan  grande  cuidado 
deben  poner  los  gobiernos  en  atender  á las  quejas  de  sus  agentes 
subalternos  en  el  extranjero,  en  las  cuales  entra  por  mucho  el  interés 
individual  en  el  mayor  número  de  casos,  * 

A mediados  de  1858,  el  gobierno  inglés  envió  á la 

Cuestión 

Asunción  un  agente  diplomático  para  renovar  el  tratado  canstatt.  a- 

^ A x gresion  de 

celebrado  entre  aquella  república  y la  Gran  Bretaña,  en . manna^ 
1853,  cuya  expiración  tenia  lugar  en  1800.  Al  dirigirse  al  \\  contra  un’ 

\ ‘ . . , . _ , ¡Enviado  ex- 

mmistro  de  relaciones  exteriores  del  Paraguay  para  desem-  í {traordmarío 

. _ . . i idel  Paraguay 

penar  su  cometido,  mandestó  que  su  permanencia  en  la  líen  las  aguas 
r 'íde  la  repú- 

capital  no  podría  exceder  qe  20  días;  y una  vez  abiertas  Mica  nrgen- 

i . . . ...  . . tina. 

las  negociaciones  hizo  patente  su  intención  de  concluir  un 
tratado  perpétuo. 

No  pudiendo  el  gobierno  paraguayo  acceder  áesta  demanda  cesaron 
las  conferencias,  y el  enviado  inglés  quiso  entónces  tratar  directa- 
mente con  el  presidente  de  la  república,  mas  no  habiendo  obtenido, 
como  era  de  esperar,  resultado  alguno,  se  retiró  guardando  en 
su  alma  un  resentimiento  que  produjo  mas  tarde  bien  amargos 
frutos. 


No  contribuyó  poco  al  desenlace  de  las  diferencias  entre  el  gobier- 
no paraguayo  y el  inglés  el  incidente  del  vapor  mercante  de  la 
mismo  nación  Littly-Polly . 

Navegando  el  Tacuari.  buque  de  guerra  del  Paraguay,  contra  cor- 
riente, y á proximidad  de  la  boca  del  riacho  Sangita,  avistó  por  la 
proa,  un  vapor  cuyo  encuentro  procuró  evitar,  aunque  inútilmente, 
porque  sus  maniobras  fueron  inutilizadas  por  las  que  hizo  el  buque 
que  tenia  delante.  El  choque,  pues,  filé  inevitable,  y como  conse- 
cuencia de  él  la  pérdida  del  Littly-Polly , que  era  el  vapor  avistado 
por  el  Tacuari.  Este  salvó  á la  tripulación  y pasajeros  y los  condujo 
á su  bordo  hasta  tocar  en  tierra,  no  sin  hacer  antes  el  debido  pro- 
ceso verbal.  Con  este  motivo,  empezaron  una  série  de  reclamaciones 
taa  injustas  en  su  fondo,  como  improcedentes  en  los  términos  y 
formas  con  que  se  llevaron  á cabo. 


* Carlos  Calvo:  Una  página  de  derecho  internacional,  p.  1-67  : Commission  under 
thc  conven lion  betwecn  the  United-S lates  and  Paraguay.  — Statemenls  and  arguments 
for  claimants  and  for  thc  republic  and  opinión  and  award  of  commissioners,  Wash- 
ington, 1860. 
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A todos  estos  hechos  vino  á reunirse  otro  que  motivó  las  mas 
extrañas  pretensiones  por  parte  de  Inglaterra. 

Habiéndose  descubierto  una  conspiración  tramada  contra  la  vida 
del  presidente  de  la  república,  se  encontró  entre  los  cómplices  un 
tal  Cansfatt,  provisto  á la  sazón  de  un  pasaporte  inglés,  pero  que  en 
swTviajes  anteriores  lo  había  estado  de  uno  expedido  por  las  autori- 
dades de  la  república  Oriental,  en  cuya  capital  había  nacido.  Redu- 
cido por  este  hecho  á prisión,  el  cónsul  inglés  en  la  Asunción, 
M.  Henderson,  reclamó  que  fuese  puesto  inmediatamente  en  libertad 
atendida  su  calidad  de  súbdito  británico.  Obrando  así  este  funcionario 
se  revestía  de  un  carácter  representativo,  de  que  carecía,  y el  gobierno 
del  Paraguay  al  entrar  en  este  terreno,  dió  pruebas  de  un  deseo  de 
conciliación  y de  una  condescendencia,  que  no  podían,  sin  embargo, 
extenderse  hasta  acceder  [á  su  demanda , apoyada  entónces  ya  por 
reclamaciones  directas  del  gobierno  de  la  reina  Victoria.  El  del 
Paraguay,  fuerte  en  su  derecho,  y cumpliendo  religiosamente  con 
el  deber  que  tienen  los  de  todos  los  países  de  dejar  á la  justicia  la 
mas  amplia  esfera  de  acción,  no  prestó  oidos  á las  peticiones  tan  in- 
fundamente hechas,  de  cuyas  resultas  el  cónsul  inglés  abandonó  el 
territorio  paraguayo  , quedando  así  interrumpidas  las  relaciones 
entre  ambos  países. 

En  tanto  que  esto  acaecía,  el  gobierno  del  Paraguay  había  enviado 
al  hijo  de  su  presidente,  en  misión  especial,  á la  confederación 
argentina,  á bordo  del  Tacuari.  El  general  D.  Francisco  Solano 
López  iba  encargado  de  ofrecer  la  mediación  de  su  país  para  poner 
término  á la  guerra  en  que  estaban  empeñadas  aquella  y la  provin- 
cia de  Rueños-Aires,  la  cual  fue  aceptada  y produjo  los  mas 
felices  resultados.  Pero  cuando  el  Tacuari  se  disponía  á salir  de 
la  rada  de  Buenos-Aires,  el  dia  29  de  noviembre  de  1859,  la  corbeta 
Buzzard  y la  cañonera  Grappler,  de  la  marina  inglesa,  que  se 
hallaban  en  ella  fondeadas  levaron  anclas  y se  opusieron  á su 
partida  hasta  el  punto  de  llegar  á vias  de  hecho,  disparándole  con 
bala,  que  pasó  muy  cerca  de  su  proa. 

Luchar  con  fuerzas  tan  desiguales  hubiera  sido  una  temeridad  in- 
concebible : por  tanto,  el  Tacuari  regresó  á su  fondeadero.  El  general 
López  protestó  enérgicamente  contra  el  ataque  de  que  liabia  sido  víc- 
tima, pidiendo  al  gobierno  argentino  una  protección,  sino  material, 
moral  al  menos;  y se  dirigió  por  tierra  al  Paraná.  La  conducta,  con- 
traria á todas  las  leyes,  de  las  fuerzas  navales  británicas,  se  fundaba, 
según  manifestó  el  vice-almirante  que  las  mandaba,  sir  Stephen  Lush- 


distintas  clases  de  guerra 


364 


CAP.  1 1 J 

ington,  en  la  negativa  de  las  autoridades  del  Paraguay  á poner  en 
libertad  á Canstatt,  y añadía  que  estaba  dispuesto  así  mismo  á no 
embarazar  la  marcha  del  vapor,  si  se  dejaba  libre  á aquel  y se  le  en- 
tregaba  á bordo  del  buque  inglés  Leopard  ó en  la  legación  de  su  país 
en  el  Paraná. 

Con  efecto,  así  que  Canstatt  recobró  su  libertad,  el  Tacuari  aban- 
donó tranquilamente  las  aguas  de  Buenos-Aires. 

Pero  tantos  y tan  graves  sucesos  no  podían  quedar  sin  una  resolu- 
ción conforme  á la  equidad  y á la  justicia.  Para  conseguirla,  el  go- 
bierno del  Paraguay  envió  á las  cortes  de  París  y Londres  un  repre- 
sentante especial.  Este  hizo  muchos,  aunque  vanos  esfuerzos  para  ser 
recibido  por  el  primer  ministro  de  la  reina  Victoria,  que  lo  era  en 
aquella  fecha  lord  Russell,  y solo  consiguió  una  conferencia  con  el  v 
subsecretario  del  F oring -Office.  Por  él  supo  de  nuevo  que  Ingla- 
terra se  negaba  á entrar  en  ninguna  clase  de  negociaciones,  ántes 
de  que  la  república  diese  satisfacciones  que  no  la  eran  debidas.  Con- 
testes con  este  modo  de  apreciar  la  cuestión  se  hallan  todas  las  notas 
de  lord  Russell,  dirigidas  en  respuesta  á las  del  enviado  de  aque- 
lla, y la  intervención  en  el  debate  de  M.  Thouvenel,  ministro 
de  negocios  extranjeros  de  Francia,  no  fué  tampoco  bastante  para 
conducirle  fuera  de  la  via  errónea  en  que  le  colocaba  el  gobierno 
inglés.  Por  su  parte  el  representante  del  Paraguay,  que  lo  era  el  au- 
tor de  este  libro,  léjos  de  darlas,  las  exigía  con  la  entereza  propia  del 
carácter  justo  de  la  causa  que  estaba  encargado  de  defender.  Con- 
fiando en  ella,  y deseando  hacer  patente  su  derecho,  aunque  para  ello 
hubiera  de  apartarse  de  la  senda  trazada  por  las  prácticas  diplomá- 
ticas, propuso  que  se  sometieran  las  cuestiones  pendientes  al  exámen 
de  los  abogados  de  la  Corona,  con  cuya  resolución  se  conformaría: 
tan  razonable  pretensión  no  fué  tampoco  admitida.  Entonces  recurrió 
á la  prensa  para  dilucidarlas,  y obtuvo  un  parecer,  favorable  al  Para- 
guay, del  jurisconsulto  inglés  Dr.  Phillimore,  y del  eminente  diplomá- 
tico francés  M.  Drouyn  de  Lhuys. 

Inglaterra  no  pudo  resistir  por  mas  tiempo  á la  evidencia  de  los  he- 
chos, y el  23  de  abril  de  1862  se  firmó  en  la  Asunción  por  ambos 
países  una  convención,  que  terminaba  las  diferencias  entre  ellos  ha- 
bidas y en  la  cual  M.  Thornton  declaró,  que  el  gobierno  de  S.  M.  B. 
no  había  pretendido  nunca,  con  motivo  de  la  cuestión  Canstatt,  arro- 
garse el  derecho  de  intervención  en  la  jurisdicción  del  Paraguay,  y que 
nunca  había  sido  ni  seria  su  ánimo  impedir  al  gobierno  paraguayo, 
que  procediese  á la  aplicación  de  sus  leyes ; añadiendo,  que  la  de- 
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mostración  contra  el  Tacuari  habió  sido  un  acto  ajeno  al  gobierno  de 
S.  M.  D.  ‘peculiar  del  almirante  Lushingíon. 

De  este  modo  las  satisfacciones  que  con  tanta  razón  había  recla- 
mado el  representante  del  Paraguay  fueron  dadas  superabundante- 
mente,  y un  gobierno  relativamente  poderoso  tuvo  que  ceder  hasta  el 
punto  de  acudir  á la  capital  misma  del  país  que  había  ofendido,  para 
dar  la  debida  reparación.  * 

Guerras  o¡-  § 365.  Las  guerras  civiles  son  las  que  se  sostienen 

Vllcs‘  dentro  de  un  Estado  entre  sus  mismos  miembros.  Tales 
fueron  las  de  los  partidarios  de  D.  Miguel  en  Portugal  y de  D.  Carlos 
en  España  y las  empeñadas  por  las  facciones  en  Méjico  y en  las  re- 
públicas sud-americanas.  En  cierto  modo  puede  decirse  que  todas  las 
de  insurrección  y revolución  participan  de  este  carácter.  En  las  que  lo 
son  realmente  cada  partido  tiene  los  títulos  necesarios  á los  derechos 
de  la  guerra  no  solo  con  respecto  al  otro  contendiente  sino  tam- 
bién con  relación  á los  Estados  neutrales.  Pero  es  preciso  para 
esto  que  no  se  confunda  con  una  rebelión,  en  las  cuales  el  bando  que 
las  hace  se  considera  que  falta  á las  leyes  locales  y sus  actos  se 
estiman  y castigan  como  crímenes  6 delitos.  Esta  consideración  inter- 
na produce  no  poca  confusión  en  la  esfera  del  derecho  internacio- 
nal, porque  sucede  á veces,  y la  historia  recuerda  de  ello  mas  de  un 
caso,  que  un  partido  en  armas  contra  otro  dentro  de  un  Estado  es 
considerado  por  el  gobierno  legítimo  del  mismo  como  rebelde  y 
traidor  y como  tal  juzgado  y perseguido;  mientras  que  los  demás 
neutrales  pueden  considerarle  con  los  derechos  del  legítimo  y verda- 
dero beligerante.  Reconocerles,  es  asunto  de  bastante  gravedad,  pero 
que  depende  necesariamente  del  Estado  que  lo  efectúa.  Es,  por  tanto, 
muy  difícil  establecer  acerca  de  este  punto  reglas  generales,  y hay 
que  atenerse  mas  bien  al  tiempo  porque  se  prolongue  el  movimiento, 
á los  intereses  que  estén  enjuego,  á la  significación,  á la  idea  general 
que  levante  y proclame  el  partido  rebelde.  Los  casos  particulares  y 
la  prudencia  de  los  neutrales  lo  decidirán  todo  en  este  punto.  Pero 
i la  verdadera  neutralidad  no  se  cumplirá  bien  en  estos  casos,  sino 
observando  como  dice  un  publicista,  estrictamente  el  principio  de  no 

Carlos  Calvo,  Una  página  de  derecho  internacional,  pp.  73-304,  París,  1864  ; 
Archives  diploma  tiques,  vol.  II,  año  1862,  pp.  398-477;  Cuestión  Canstatt.  Documen- 
tos  oficiales,  París,  1864;  A stalcment  of  thc  facls  of  the  controversy  between  thc 
you)  nments  of  Greal  ¡irilain  and  Paraguay , and  opinión  of  M.  PJiillimore,  1860;  Opi- 
uoü  cMbIÍ)  ^rou^n  bhnys;  Convención  entre  el  Paraguay  y la  Inglaterra,  18  oc- 
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intervención.  El  Estado  que  no  le  cumpla,  dejará  ipso  fado  de  con- 
siderarse como  neutral  y podrá  dar  lugar  con  su  conducta  á muy 
graves  complicaciones. 

El  ejercicio  de  los  derechos  de  beligerantes  se  ha  debatido  recien- 
temente con  motivo  de  la  larga  y terrible  lucha  sostenida  en  los  Esta- 
dos-Unidos norte-americanos  entre  los  federales  y los  confederados, 
cuyo  carácter  era  especial.  Porque  no  se  trataba  de  un  cambio  de 
gobierno  ó de  dinastía,  sino  de  la  constitución  soberana  é indepen- 
diente de  una  parte  de  aquellos  por  el  pacto  fundamental,  que  fue 
consecuencia  inmediata  de  la  independencia  de  este  pueblo.  Todos 
los  historiadores  y publicistas  que  se  han  ocupado  de  ella,  reco- 
nocen que  tal  fué  el  pensamiento  predominante  de  los  Estados  con- 
federados. Y bien,  esta  aspiración,  bajo  el  punto  de  vista  de  la 
constitución  del  país,  era  legítima,  y la  rebelión,  legalmente  conside- 
rada, era  una  traición. 

Siguiendo  firmes  en  sus  propósitos,  constituyeron  su  gobierno,  or- 
ganizaron sus  ejércitos,  emprendieron,  en  fin,  la  campaña,  de  la  cual 
fue  señal  la  toma  del  fuerte  Sumter,  y concedieron  patentes  de  corso 
contra  los  buques  federales;  cuyo  gobierno,  en  la  precisión  de  com- 
batir á los  rebeldes  y de  restablecer  la  autoridad  de  la  ley  y la  rota 
nacionalidad,  llamó  á las  armas  setenta  y cinco  mil  hombres  y em- 
prendió la  guerra.  En  abril  del  año  siguiente  el  presidente  de  los  Es- 
tados-Unidos decretó  el  bloqueo  de  todos  los  puertos  de  la  república 
que  se  encontraban  en  poder  de  los  rebeldes.  Poco  tiempo  después, 
en  el  mes  de  mayo,  empezó  la  consideración  internacional  que  tuvo 
esta  lucha. 

Inglaterra  reconoció  en  dicha  época  la  existencia  de  la  guerra  entre 
los  federales  y los  confederados,  y la  facultad  de  ambos  contendientes  > 
de  usar  de  sus  poderes  como  beligerantes  en  el  Océano.  Pero  este 
reconocimiento,  no  implicaba,  sin  embargo,  el  de  la  soberanía  é 
independencia  de  los  segundos;  por  el  contrario,  el  gobierno  inglés 
encargaba  á sus  subditos  que  observarán  en  las  cuestiones  que  se  de- 
batían en  el  territorio  norte-americano  la  neutralidad  mas  completa. 
Igual  conducta  observó  el  gabinete  de  París  y otros  de  Europa. 

Su  consecuencia  inmediata  fué  que  considerados  los  combatientes 
como  poderes  beligerantes  ejercieron  en  el  mar,  durante  la  guerra, 
todas  las  facultades  que  en  este  concepto  les  correspondían,  como  por 
ejemplo,  el  derecho  de  visita,  y que  las  presas  marítimas  se  adjudi- 
caran por  los  tribunales  competentes  y según  las  reglas  establecidas. 
Estos  principios  se  aplicaron  en  la  aprehensión  del  brick  Warwick, 
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que  i'ué  confiscado  por  la  sola  consideración  de  que  conducía  mer- 
cancías pertenecientes  al  enemigo. 

De  igual  consideración  disfrutaron  en  tierra.  El  gobierno  de  los  Es- 
tados-Unidos podia  tratar  á los  confederados  como  rebeldes,  pero  prc- 
íirió,  por  motivos  de  humanidad  y de  política,  conceptuarles  como 
beligerantes,  evitando  así  las  represalias,  siempre  terribles  en  seme- 
jantes guerras.  Pero  esta  medida  no  era  esencialmente  obligatoria  y 
podia  suspenderla  en  cuanto  á las  personas  ó según  los  lugares  ó 
completamente. 

Esto  sucedió  en  el  caso  de  Walter  W.  Smith,  que  había  entrado  vo- 
luntariamente al  servicio  de  los  insurrectos.  Juzgado  como  pirata  por 
los  tribunales  de  Filadelfia  fue  sentenciado  en  calidad  de  tal,  pero  el 
presidente  suspendió  la  ejecución  de  la  sentencia,  reteniéndole  sola- 
mente como  prisionero  de  guerra : el  gobierno  obró  del  mismo  modo 
con  todos  los  rebeldes  que  fueron  cayendo  sucesivamente  en  su  poder 
sin  renunciar  al  derecho  que  - le  asistía  para  observar  la  conducta 
opuesta. 

La  del  gobierno  de  los  Estados- Unidos  en  esta  ocasión  no  puede, 
por  lo  que  hemos  visto,  formar  precedente  en  esta  materia.  Fundá- 
base solamente  en  razones  políticas  del  momento  ó en  principios  de 
humanidad  que  podían  ser  admitidos  ó rechazados,  según  las  circuns- 
tancias, lo  cual  la  hacia  depender  de  sí  misma  y no  de  las  disposicio- 
nes de  las  leyes.  * 

Guerras  le-  § 366.  La  división  de  las  guerras  en  legales  é ilegales 
fial gales lle"  es  bebida  á Vattel,  pero  no  tiene  grande  importancia.  Al- 
gunos publicistas  han  confundido  las  segundas  con  las 
injustas,  cuando  en  realidad  puede  suceder  que  una  ilegal  sea  justa,  y 
una  injusta  sea  legal.  La  confusión  que  se  nota  depende  de  no  distin- 
guir con  entera  claridad  la  nocion  de  ley  y la  de  derecho. 

La  admisión  de  esa  división  conduce  á Vattel  á sostener  que,  bajo 
el  punto  de  vista  legal,  una  guerra  puede  ser  justa  de  ambas  partes. 
Sin  embargo,  como  semejante  conclusión  es  contraria  al  espíritu  do- 

* Dana,  Eleni.  int.  law,  by  Wheaton,  eighth  edition,  note  153,  p.  374 ; Vatcel, 
Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Fradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  18  ; 
Bello,  Derecho  internacional,  pte.  2,  cap.  10,  § 1 ; Riquelme,  Derecho  púb.  int., 
liv.  1,  tít.  2,  cap.  14;  Halleck,  Int.  law,  ch.  14,  § 9;  Grotius,  Prolegom.,  § 25; 
Burlíimaqui,  Droit  de  la  nature  et  des  gens,  p.  263 ; Rutherforth,  Insti tutes,  vol.  II, 
P-  503,  Leiber,  Political  ethics,  b.  7,  § 23;  Polson,  Law  of  nations,  sec.  6;  Man- 
PMr’  laW  nat*ons’  P*  98;  Jomini,  Précis  de  l*  art  de  la  guerre,  ch.  1,  art.  9; 
Halleck,  Elem.  mil.  art  and  Science,  ch.  2,  § 35;  Bigelow,  Les  Etals-I.’nis  d'Amé- 
r*gue,  Parí*  1863.  ’ 
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minante  en  su  obra,  manifiesta  que.  su  consideración  es  puramente 
exterior,  y no  concede  á aquel  cuyas  pretensiones  sean  injustas  un 
derecho  legítimo.  Esta  declaración  es  á pesar  de  todo  muy  importante, 
supuesto  que  admite  la  posible  justificación  de  todos  los  contendientes. 

Vattel  aprueba  también  la  división  en  ofensivas  y defensivas,  pero  es 
de  tan  escasísimo  interés  que  no  merece  detenerse  en  su  exámen.  * 

§367.  Cuando  los  individuos  han  sido  debidamente  auto- 
rizados para  cometer  actos  de  hostilidad,  puede  suceder,  JaSosdc 
como  dice  Halleck,  que  los  que  ejecuten  estén  dentro  de  hostIlldad- 
las  leyes  de  la  guerra,  pero  fuera  de  la  autorización  que  recibieron 
ó viceversa.  En  cada  uno  de  estos  casos  es  distinta  la  consideración 
que  merecen  según  el  derecho  internacional,  porque  claro  está  que 
los  primeros  deben  ser  juzgados  según  aquellas  y los  segundos  por 
las  locales.  ** 

* Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotéc  par  Pradier-Foderé,  liv.  3, 
ch.  4,  § 67 ; ch.  12,  §§  188-192;  De  Felice,  Droit  de  la  nat.  el  des  gens,  vol.  II, 
lee.  22;  Burlamaqui,  Droit  de  la  nat.  et  des  gens,  vol.  V,  pte.  4,  ch.  3;  Bello, 
Derecho  internacional,  pte.  2,  cap.  1,  § 2;  Heffter,  Droit  intermtional,  § 119. 

**  Halleck,  Tnt.  law,  ch.  14,  § 31;  Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin, 
annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  2;  Burlamaqui,  Droit  de  la  nal.  et  des  gens, 
vol.  V,  pte.  4,  ch.  3;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III,  §§  38,  92;  Rutherforth, 
Institutes,  b.  2,  ch.  9,  § 18;  Heffter,  Droit  international,  § 119. 
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CAPITULO  III 

DECLARACION  DE  GUERRA  Y SUS  EFECTOS 


¿por  quien  § 368.  La  declaración  de  la  guerra  corresponde  de  de- 
dciaCrada  ía*  recho  á los  supremos  poderes  de  los  Estados.  Las  rela- 
giiena ? ciones  políticas  de  uno  con  otro  se  verifican  y realizan 

solamente  por  medio  de  sus  autoridades;  por  esto  es  preciso  que 
ellas  sean  las  que  la  hagan.  Y como  se  empeñan  todas  las  fuerzas  de 
una  nación  contra  otra,  de  aquí  que  su  declaración  corresponda  á la 
autoridad  última  y suprema  de  la  que  se  propone  llevarla  á cabo. 

Para  resolver,  pues,  que  poder  debe  dentro  de  un  Estado  declarar 
la  guerra,  es  preciso  sujetarse  á lo  que  prescriban  su  constitución  y 
leyes  fundamentales  acerca  de  este  punto.  En  las  antiguas  repúblicas 
de  Italia  y Grecia,  y en  los  pueblos  germánicos  de  otros  tiempos  ese 
poder  residia  en  el  pueblo  en  su  capacidad  colectiva.  Cuando  se  con- 
stituyeron las  monarquías  européas  pasó  naturalmente  á los  monarcas. 
Antes,  en  la  época  feudal,  pertenecía  á cada  señor  y á cada  munici- 
pio. Muchos  señores  féudales  podían  hasta  declarar  la  guerra  á sus 
mismos  soberanos.  En  las  naciones  modernas  cuando  la  soberanía 
reside  en  el  pueblo  este  poder  es  ejercido  también  por  el  pueblo,  pero 
no  por  tal  ó cual  colectividad  ó grupo  sino  por  el  pueblo  todo  ó por 
medio  de  sus  representantes.  Así  en  los  Estados-Unidos  norte-ameri- 
canos corresponde  al  congreso  federal. 

A pesar  de  lo  que  hemos  dicho,  ocurren  casos  en  que  un  empleado 
puede  comenzar  las  hostilidades  siendo  sus  actos  subsiguientemente 
ratificados.  Así  sucedió  en  la  guerra  de  1846  entre  los  Estados-Unidos 
y Méjico.  El  gobierno  norte-americano  ratificó  y confirmó  después 
los  actos  del  general  Taylor,  en  Rio-Grande.  * 

VaUel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3, 
c ' L note>  Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par 
4G0 


CAP.  lll] 


Y SUS  EFECTOS 


§ 369.  La  declaración  formal  de  la  guerra  se  ha  consi- 
derado en  otros  tiempos  como  necesaria  para  legitimar 
las  hostilidades  entre  los  pueblos.  Cuando  los  romanos  se 
disponían  á luchar  contra  un  pueblo  mandaban  al 
pater-patratus,  para  que  alcanzara  satisfacción  de  la  ofensa 
cometida.  Si  durante  treinta  y tres  dias  el  ofensor  no  daba  el 
desagravio  pedido,  el  heraldo  invocaba  el  testimonio  de  los  dioses  y 
declaraba  que  Roma  tomaría  en  aquel  caso  las  medidas  necesarias. 
Entonces  se  piesentaba  la  cuestión  al  senado,  y cuando  so  resolvía 
la  guerra  se  volvía  á mandar  un  heraldo  íí  la  frontera  para  que 
hiciera  la  declaración  en  debida  forma,  según  los  usos  admitidos  y 
consagrados.  Hasta  que  no  se  llenaban  todos  estos  requisitos  y for- 
malidades ninguna  nación  se  consideraba  como  enemiga  del  pueblo 
romano.  Vattcl  vé  en  estos  principios  una  de  las  causas  de  la  gran- 
deza de  Roma. 

Prácticas  especiales,  apropiadas  al  efecto,  continuaron  empleándose 
en  los  Estados  européos  hasta  la  mitad  del  siglo  XVII  El  último 
ejemplo  que  recuerda  la  historia  en  este  punto  es  la  declaración  de 
guerra  de  Francia  contra  España  hecha  en  Rrusclas  el  año  163o 
por  medio  de  heraldos,  según  se  prácticaba  en  la  Edad-Media. 

Esta  formalidad  no  se  juzga  necesaria  en  el  estado  actual  do  las 
relaciones  internacionales.  Sin  embargo,  en  el  siglo  XVII,  y aun  en 
el  XVIII  los  publicistas  cuestionaron  largamente  acerca  de  este  punto, 
inclinándose  Grotius,  Puííendorf,  Valin,  Vattel  y otros,  á que  se  cum- 
pla, y Bynkershoek,  Ileineccius  y algunos  mas,  á la  opinión  contraria. 
Necesítase  forzosamente,  sin  embargo,  de  un  hecho  cualquiera  solemne 
que  venga  cómo  á publicar  y á legitimar  el  estado  de  güeñ  a,  y en 
este  punto  están  conformes  todos  los  publicistas.  Sin  él  seria  muy 
difícil  distinguir  en  un  tratado  de  paz  los  actos  que  deben  conside- 
rarse como  efectos  legales  de  la  guerra,  y los  que  cada  nación  puede, 
traducir  como  daños  y perjuicios  evidentes,  y de  los  cuales  en  ciertas 
circunstancias  podrá  pedir  reparación.  Pero  si  una  manifestación  os 
necesaria,  con  el  fin  indicado,  es  también  indispensable  p.na 

Ch.  Vergé,  liv.  8,  ch.  3,  § 264;  Wlicaton,  RUm  droit  int.,  pie.  4,ch.  1,  $ 5;  Klü- 
ber,  Droit  des  yens  mod.,  § 236,  n.  0.  |>.  300;  Hulllcr,  Droit  intermitió  nal,  8 114, 
Riquolme,  Derecho  púb.  int.,  líb . 1,  til.  1,  soc.  2,  cap.  7,  p.  123 ; (Muían,  Diplo- 
malic  de  la  mer,  vel.  II,  liv.  3,  ch.  1;  i’hillimorft,  ()n  int.  tau> , vol.  III,  88  49, 
50;  Kent,  Com.  on  am.  law,  vol.  I,  pp.  51,  52,  60;  Pulso»,  Lulo  of  nutions,  scc.  (> ; 
Rutherforth,  hislilules,  b.  2,  ch.  9,  8 15,  Chitty,  Law  o f nutions,  p.  28;  Pull'cmlorf, 
Jur.  nut.  el  (jent.,  lil».  8,  cap.  6,  § 10. 
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(|ue  los  neutrales  lleguen  á saber  de  un  modo  oficial  que  se  han 
roto  las  hostilidades  entre  dos  pueblos,  exigiéndolo  así  los  intereses 
de  sus  propios  súbditos,  cuyos  deberes  y relaciones  con  los  belige- 
rantes cambian  esencialmente  á consecuencia  del  carácter  que  imprime 
la  guerra. 

Importa  poco  la  manera  como  se  ha  de  hacer  pública  la  declara- 
■ c¡on  j ]0  que  interesa  es  que  esta  publicidad  sea  efectiva.  En  la  de 
1812  entre  Inglaterra  y los  Estados-Unidos  norte-americanos  comen- 
zaron las  hostilidades  tan  pronto  como  el  congreso  federal  aprobó 
la  guerra,  sin  esperar  a que  se  comunicase  esta  resolución  ni  á Ingla- 
terra, ni  á los  neutrales. 

Muchas  modernas  pueden  citarse  en  que  ha  sucedido  lo  mismo, 
pero  estos  casos  han  sido  resultado  de  las  circunstancias  y no  auto- 
rizan el  establecimiento  de  una  regla  general  en  este  sentido. 

precedentes  Entre  los  ejemplos  mas  notables  que  podemos  citar, 
históricos.  est¿  ej  je  ja  guerra  je  484 6 entre  Méjico  y los  Estados- 

Unidos  norte-americanos,  que  empezó  por  un  conflicto  entre  fuerzas 
armadas  de  entrambas  repúblicas,  ocurrido  sobre  el  mismo  territorio 
disputado.  El  congreso  federal  reconoció,  inmediatamente  que  tuvo 
noticia  del  suceso,  la  existencia  de  la  guerra.  Lo  mismo  aconteció  con 
la  de  1792  entre  Inglaterra  y Francia  que  no  fué  precedida  por  nin- 
guna declaración  formal.  Los  embajadores  se  retiraron  de  sus 
respectivas  corles,  y la  asamblea  nacional  decretó  enseguida  la 
guerra  y la  confiscación  de  las  propiedades  del  enemigo. 

También  empezaron  sin  prévia  declaración  formal  las  hostilidades 
de  1778  entre  Inglaterra  y Francia.  El  gobierno  inglés  conceptuó  que 
los  tratados  celebrados  por  la  última  con  las  colonias  insurrectas  de 
América,  las  justificaban  completamente. 

Las  cuestiones  y dificultades  á que  puede  dar  lugar  la  falta  de 
declaración,  ya  con  respecto  á los  beligerantes,  ya  en  lo  que  se  refiere 
á los  neutrales , se  resuelven  sencillamente.  Es  preciso  para  esto 
elegir  un  punto  de  partida,  que  puede  ser  respecto  á los  primeros, 
el  momento  en  que  comenzaron  las  hostilidades,  y relativamente  á 
los  segundos  aquel  en  que  tuvieron  conocimiento  positivo  de  ellas. 

Phillimore  sostiene  que,  en  los  casos  en  que  las  circunstancias  lo 
exijan,  la  falta  de  prévia  declaración  de  guerra  es  perfectamente 
legítima  y justificable.  * 

el  a aLt¡^’  ^es  Qens’  ®dition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3, 

nnti  ’ ^ ’ úrotius,  Droit  de  la  guerre  et  de  la  paix,  édition  Guillaumin,  an- 

pai  radier-I oderé,  liv.  3,  ch.  3,  § 5,  note  p.  74;  Martens,  Précis  du  droit 
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§ 370.  La  declaración  de  guerra  puede  ser  absoluta  ó 
condicional,  exigiendo  esta  para  su  realización  el  cumplí-  modosnS 
miento  de  alguna  cosa,  y no  dependiendo  la  otra  de  nin-  “Üíon'de"" 
gun  hecho,  ni  de  circunstancia  alguna;  siendo  muy  difícil  8Uerra? 
fijar  en  aquellas  el  punto  exacto  en  que  han  comenzado  las  hostili- 
dades y con  ellas  los  deberes  de  los  neutrales,  y los  derechos  y 
obligaciones  que  á los  súbditos  de  los  Estados  beligerantes  imponen 
las  leyes  de  la  guerra. 

En  la  de  1812  entre  Suecia  é Inglaterra,  el  gobierno  sueco  hizo  la 
declaración,  pero  el  inglés  no  siguió  la  misma  conducta,  lo  que  dio 
lugar  á que  Sir  Scott  manifestara  que  podía  ser  cuestionable  hasta 
qué  punto  afectaría  aquella  los  derechos  de  los  súbditos  británicos 
para  continuar  sus  relaciones  acostumbradas  con  los  puertos  de  Suecia. 

Cuando  después  de  hecha,  el  enemigo  ofrezca  condiciones  equitativas 
para  un  arreglo,  deberá  suspenderse.  Pero  acerca  de  este  punto  no 
es  posible  establecer  reglas  generales.  Los  publicistas  están  todos 
conformes  en  el  principio ; pero  su  aplicación  depende  necesaria- 
mente de  las  circunstancias.  * 

§ 371.  Una  de  las  primeras  consecuencias  y no  de  las  Efec(osdü  h 
de  menor  importancia,  que  producen  las  hostilidades  es  la  ddeec,^“ 
prohibición  de  toda  relación  comercial  entre  los  súbditos  sobre  cl  ,c°- 
de  los  Estados  que  están  en  guerra,  á no  ser  que  fuesen  contratos, 
autorizados  para  continuarlas  por  sus  respectivos  gobiernos. 

Bynkershock,  que  opina  de  este  modo,  está  conforme  en  conceder  á 

des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Cli.  Vergé,  § 267;  Wheaton,  Elém,  droit 
int.,  pte.  4,  ch.  1,  § 8;  Klüber,  Droits  des  gens  moderne,  § 238,  note;  § 239;  Hau- 
tefeuille,  Droit  des  nations  neutros , tit.  3,  ch.  1;  Bynkershoek,  Quwsl.  jur.  pub., 
lib.  1,  cap.  2;  HefTter,  Droits  int.,  §§  119-121;  Halleck,  Int.  law,  ch.  15,  §§2-4,  6 
7;  Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  1,  § 4;  Kent,  Com.on  am.  law,  vol.  I,  §§35-55; 
Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III,  §§  51  et  seq.;  Rutherforth,  Institutos,  b.  2,  ch,  9, 
§§  10,  15;  Ortolan  Droit  marilime,  vol.  H,  liv.  3,  ch.  I,  Carden,  De  diplomatic, 
liv.  6,  §§  5,  6;  Riquelme,  Derecho  púb.  int.,  lib.  1,  tít.  1,  cap.  9;  De  Cussy,  Droit 
marilime,  liv.  1,  tit.  3,  §§  3,  4;  De  Cussy,  Phases  el  causes  célebres,  vol.  I,  pp. 
182,  362;  Rayneval,  Inst.  du  droit  nat.,  liv.  3,  ch.  3;  Emerigon,  "frailé  des  assu- 
rances,  ch.  12,  sec.  35;  Ileineccius,  Elementa  juris  nat.  et  geni.,  lib.  2,  § 198; 
Chitly,  Law  of  nations,  pp.  28  et  seq.;  Polson,  Law  of  nations,  sec.  6;  Wildman, 
On  int.  law,  vol.  II,  pp.  3-8;  Manning,  Law  o f nations,  pp.  118-20;  Burlamaqui, 
Droit  de  la  nature  et  des  gens,  vol.  V,  pie.  4,  ch.  4;  De  Felice,  Droit  de  la  naluie 
et  des  gens,  vol.  II,  lee.  23;  Moser,  Vcrsuch,  etc.,  b.  18,  c.  2,  § 4. 

* Halleck,  Int.  law,  ch.  15,  § 5;  Grotius,  Droit  de  la  guerre  el  delapaix,  édition 
Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  3,  § 7;  Yattel,  Droit  des  gens , 
liv.  3,  ch.  4,  § 53;  Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  1,  § 4;  Heffter,  Droit  int., 
§§  120,121;  Ortolan,  Diplomatie  de  la  mer,  vol.  II,  liv.  5,  ch.  1;  De  Felice,  Droit 
de  la  nat.  cl  des  gens,  vol.  II,  lee.  23. 
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O 

los  gobiernos  facultad  para  decretar  excepciones  en  favor  de  personas 
determinadas  ó de  todos  sus  súbditos,  que  pueden  considerarse  como 
una  suspensión  parcial  de  las  leyas  de  la  guerra,  encontrándose  así 
entrambos  beligerantes  en  paz  y en  guerra  á un  mismo  tiempo. 

Sir  W.  Scott  funda  este  hecho  en  dos  razones;  la  primera  es  que 
solo  el  poder  que  tiene  facultad  para  declarar  la  guerra,  podrá  tam- 
bién, en  rigor  de  derecho,  fijar  la  extensión  que  ha  de  tener  ; y la 
segunda  se  basa  en  la  imposibilidad  de  sostener  ni  obligar  la  ejecu- 
ción de  un  contrato  por  los  súbditos  de  uno  de  los  Estados  belige- 
rantes en  el  territorio  del  otro. 

En  apoyo  de  su  Opinión , hace  notar  la  intención  constante  de  las 
decisiones  de  los  tribunales  de  presas  marítimas  en  Inglaterra , en 
las  cuales  habia  sido  aplicada  continuamente  esta  regla,  aun  en  casos 
en  que  las  disposiciones  del  gobierno  tendían  á quebrantarla. 

Kent  se  opone  también  á que  pueda  establecerse  legalmente  una 
relación  comercial  ó comunicación  pacífica  entre  pueblos  que  estén 
en  lucha,  si  no  media  una  autorización  especial. 

Decisiones  Uno  de  los  casos  que  ocurrieron  en  la  última  guerra 
Ucuiar6 de  ios  de  la  Gran-Bretaña  y los  Estados-Unidos,  fué  el  de  un  ciu- 

norte-ameri-  dadano  que  habia  comprado  en  Inglaterra  algunas  mer- 

canos. 

candas  ántes  de  la  declaración  de  las  hostilidades  y las 
habia  depositado  en  una  isla  situada  cerca  de  la  frontera.  Al  princi- 
piar sus  agentes  fletaron  un  buque  para  ir  al  lugar  donde  estaban 
y transportarlas,  pero  el  buque  fué  apresado  después  que  las  tenia  á 
bordo  y declarado  buena  presa.  El  reclamante  sostuvo  la  legitimidad 
de  su  derecho  manifestando  que  todo  ciudadano  podía  disponer  de  las 
propiedades  adquiridas  ántes  de  la  guerra  y que  se  encontraran  en  el 
territorio  enemigo.  Pero  el  tribunal  supremo  declaró  que  el  sentimiento 
universal  de  los  pueblos  habia  reconocido  las  consecuencias  inmorales 
que  resultarían  si  se  admitiera  que  podian  sostenerse  relaciones  indivi- 
duales entre  los  beligerantes.  La  nación  toda  está  empeñada  en  un 
asunto  y debe  sufrir  la  misma  suerte  ; y el  individuo  de  un  Estado 
debe  considerar  al  del  otro  como  su  propio  enemigo,  porque  lo  es  de 
su  patria.  Las  consecuencias  de  la  infracción  de  este  deber  son  muy 
claras.  El  derecho  de  presas  es  una  parte  del  de  gentes ; imprime  un 
carácter  de  hostilidad  al  comercio , independiente  del  que  tiene  el 
comerciante.  Por  estos  principios  se  puede  sostener  que  todo  lo  que 
procede  de  un  país  enemigo  «es  prima  facie  propiedad  suya  y tiene 
obligación  de  probar  el  reclamante  lo  contrario.  Esta  doctrina,  según 
declaraba  el  tribunal,  era  sostenida  y aplicada  por  todos  los  países 
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mercantes.  Con  sujeción  á estos  principios  el  buque  l'ué  definitiva- 
mente declarado  buena  presa.. 

Igual  sentencia  recayó  sobre  las  mercancías  compradas  en  la  Gran- 
Bretaña  algún  tiempo  ántes  de  la  guerra,,  por  el  agente  de  un  ciuda- 
dano de  los  Estados-Unidos,  y que  no  fueron  exportadas  sino  cerca 
de  un  año  mas  tarde.  Con  este  motivo  el  tribunal  supremo  decía,  que 
permitir  á un  ciudadano  que  sacara  su  propiedad  del  país  enemigo, 
largo  tiempo  después  de  comenzada  la  lucha,  so  pretexto  de  que 
habia  sido  comprada  ántes,  conduciría  á los  resultados  mas  funes- 
tos, y excitaría  el  deseo  de  sostener  un  comercio  fraudulento  é ilegal 
con  el  enemigo. 

Otro  asunto  que  tuvieron  que  resolver  los  mismos  tribunales 
en  aquella  ocasión  fué  el  de  un  buque  perteneciente  á ciudadanos 
de  la  república  que  se  habia  dado  á la  vela,  fletado  para  un 
viaje  á Liverpool  y el  norte  de  Europa,  y regresar  á los  Estados- 
Unidos.  Así  que  llegó  á Liverpool  y descargó  su  cargamento,  tomó 
otro  en  Hull  é hizo  rumbo  para  San-Petersburgo  con  una  patente 
inglesa,  concedida  el  8 de  junio  1812,  que  autorizaba  un  fletamento 
de  caoba  para  Rusia  y otro  de  retorno  para  Inglaterra.  A su  llegada  á 
la  capital  rusa  recibió  noticias  de  la  guerra,  pero  sin  embargo,  se  diri- 
gió á Londres  con  géneros  rusos  consignados  á comerciantes  ingleses, 
pasó  el  invierno  en  Suecia  y en  la  primavera  de  1813  llegó  á Ingla- 
terra bajo  la  escolta  de  un  buque  de  guerra  de  la  mismo  nación, 
descargó  y se  puso  en  marcha  para  los  Estados-Unidos  en  lastre  y 
llevando  una  patente  británica.  Apresado  cerca  del  faro  de  Boston, 
el  tribunal  de  presas  decidió  que  habia  sido  aprehendido  in  delicio, 
y que,  por  tanto,  era  buena  presa. 

Estos  principios  se  han  aplicado  con  tanto  rigor  por  Inglaterra,  que 
hasta  se  ha  prohibido  el  envió  de  víveres  a una  colonia  británica, 
durante  su  ocupación  temporal  por  el  enemigo,  y aun  cuando  los 
necesitara  con  grande  urgencia. 

Los  ejemplos  citados  prueban  terminantemente  que  se  considera 
como  ilegal  todo  tráíico  llevado  á cabo  por  los  súbditos  de  un  Estado, 
beligerante  á favor  de  los  de  otro,  sino  concurre  el  consentimiento, 
expreso  de  los  gobiernos  interesados. 

Pero  no  solo  se  prohíben  y castigan  estas  relaciones  mercantiles, 
hasta  el  punto  de  que  los  tribunales  de  presas  del  propio  país  decre- 
ten la  contiscacion  de  los  objetos  apresados,  sino  que  idénticos  prin- 
cipios se  aplican  también  á los  súbditos  de  las  potencias  aliadas  que 
no  podrán  comerciar  con  el  enemigo  común  sin  exponerse  á sufrir, 
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la  pérdida  de  lo  que  hayan  aventurado.  Esta  regla  se  funda  natural- 
mente en  la  anterior,  de  la  cual  es  una  lógica  consecuencia;  del 
mismo  modo  que  la  referente  al  comercio  de  los  aliados  con  el  ene- 
migo para  el  cual  se  necesita  también  el  consentimiento  expreso  del 
gobierno  respectivo. 

La  única  excepción  admitida  á estos  principios  es  la  de  los  contra- 
tos fundados  en  el  mismo  estado  de  guerra,  y absolutamente  forzosos 
ó necesarios.  Tal  sucede,  por  ejemplo,  con  el  rescate  de  los  prisione- 
ros, y con  las  letras  de  cambio  que  estos  giren  para  su  propia  subsis- 
tencia. Por  eso  el  gobierno  inglés  admitía  que  cualquiera  de  sus  súb- 
ditos que  cayera  en  poder  del  contrario  extendiera,  para  atender  á 
su  subsistencia,  letras  de  cambio  á favor  de  los  súbditos  enemigos, 
pagadas  tan  pronto  como  se  celebrara  la  paz. 

En  la  guerra  de  Crimea  no  fueron  aplicados  en  toda  su  extensión, 
merced  á las  declaraciones  que  se  hicieron,  antes  de  comenzarla,  por 
los  gobiernos  interesados.  El  inglés,  por  su  ordenanza  de  15  de  abril 
de  1854,  permitió  á sus  súbditos  que  traficasen  libremente  con  los 
puertos  rusos  no  bloqueados , por  medio  de  buques  neutrales  y 
siempre  que  las  mercancías  no  constituyesen  contrabando  de  guerra; 
disposiciones  que  fueron  adoptadas  también  por  el  francés.  Por  su 
parte,  el  de  Rusia  declaró,  el  19  de  abril  de  1854,  que  las  mercancías 
francesas  é inglesas  pertenecientes  á súbditos  de  ambas  naciones 
podían  ser  importadas  al  territorio  ruso  en  buques  neutrales.  Igual- 
mente permitieron  el  gobierno  del  czar  y el  de  Francia,  que  sus  súbditos 
respectivos  se  comunicaran  por  medio  del  telégrafo.  Pero,  según 
Dana,  si  las  guerras  han  de  tener  verdadera  consideración  nacional, 
importando  su  resultado  á todas  las  clases,  necesítase  que  su  primer 
resultado  sea  la  prohibición  de  las  relaciones  mercantiles  entre  los 
dos  pueblos,  porque  de  este  modo  se  llegará  también  mas  pronto  al 
fin , y se  evitarán  muchas  luchas  que  se  verificarían  de  seguro  á 
no  comprometerse  en  ellas  tanto  los  intereses  todos  de  una  nación. 

De  los  principios  establecidos  se  deduce  que  los  contratos  privados 
con  los  súbditos  del  enemigo  no  deben  ser  tampoco  válidos.  Esta  regla 
se  aplica  á los  seguros  sobre  la  propiedad  y los  bienes  del  enemigo, 
al  envió  de  fondos  al  país  contrario,  á las  sociedades  mercantiles 
entre  ios  beligerantes,  siendo  estas  últimas  disueltas  por  la  fuerza 
misma  de  la  guerra.  Los  demás  contratos  pierden  solo  su  fuerza 
obligatoria,  que  recobran  una  vez  restablecida  la  paz.  * 

4 

Whcaton,  Elérn  droit  int.¡  pte.  4,  §§  13-15 ; Bynkershoek,  Qucest.  jur.  pub. 
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§ 372.  Otra  consecuencia  lógica  é inmediata  de  la  decla- 
ración déla  guerra,  es  la  de  que  los  enemigos  residentes  sEcH-'n 
en  el  país  beligerante  sufran  sus  efectos,  llegando  hasta  ser  geranio0.1' 
detenidos  como  prisioneros  de  guerra.  Sin  embargo,  este  derecho  se 
ha  dulcificado  por  el  progreso  de  la  civilización  aunque  puede  consi- 
derarse todavía  como  una  ley  de  las  naciones  de  incontrovertible  apli- 
cación. Esta  cuestión  suele  hoy  resolverse  concediéndose  un  plazo 
convencional  para  que  los  enemigos  residentes  en  un  país  belige- 
rante salgan  del  territorio.  Yattel  dice  á este  respecto,  que  el  sobe- 
rano que  declara  la  guerra  no  puede  detener  á los  súbditos  del 
enemigo  que  se  encuentren  en  su  territorio,  sino  concederles  un 
plazo  para  que  salgan  de  él;  porque  al  permitirles  que  entrasen  les 
prometió  tácitamente  protección  y seguridad  para  su  vuelta,  líent 
dice,  que  los  tratados  de  comercio  establecen  generalmente  que  en 
caso  de  guerra  entre  los  contratantes  se  ha  de  conceder  un  plazo 
para  que  salgan  del  territorio  enemigo  los  súbditos  del  otro  belige- 
rante; estipulaciones  que  han  hecho  creer  á algunos  publicistas  que 
tal  era  el  derecho  público  européo  acerca  de  la  materia.  Pero  esos 
pactos,  obligan  solamente  á las  partes  signatarias,  y para  las  demás 
rije  en  toda  su  extensión  el  derecho  común  que  reconoce,  en  prin- 
cipio, la  facultad  de  que  hemos  dado  cuenta. 

Muchos  ejemplos  pueden  citarse  de  cuestiones  de  esta  saca?C,d"u’ 
clase.  El  estatuto  de  Eduardo  III  de  Inglaterra  concedió 
á los  extranjeros  cuarenta  dias  para  que  salieran  del  reino  con  sus 
bienes.  El  congreso  federal  de  los  Estados-Unidos  norte-ameri- 
canos autorizó  en  1798  al  presidente  de  la  república,  para  que  en 
caso  de  guerra  señalara  un  plazo  conveniente  á los  súbditos  ene- 
migos para  que  pudieran  arreglar  todos  sus  asuntos  y salir  del  país. 
En  1829  el  gobierno  de  España  declaró  puerto  libre  el  de  Cádiz, 
determinando  que  en  caso  de  guerra,  los  extranjeros  que  se  hubieran 
establecido  allí  para  dedicarse  al  comercio,  y que  se  convirtieran  por 


lib.  1,  caps.  3,  10,  15,  25;  Halleck,  Int.  law,  ch.  15,  §§  9-12;  Dana,  Elem  int.  taw, 
by  Wheaton,  eighth  edition,  note  158,  p.  400;  Valin,  Com.  sur  lordonnuncc  de  tu 
marine,  liv . 3,  tit.  6,  art.  3;  Kent,  Com.  on  am.  laiu,  fiflh  edition,  vol.  I,  pp. 
66-69;  Chitty,  Laws  of  nalions,  pp.  2,  3,  6,  7,  11,  12;  Phillimore,  On  int.  tan:, 
vol.  III,  §§  67,  70,  73;  Wheaton,  On  captures,  pp.  220-223;  Wheaton,  Reporls, 
vol.  II,  app.  note  1,  p.  34;  Robinson,  Admiralty  reporls,  vol  II,  p.  196;  vol  IV, 
pp.  195,  254;  vol.  V p.  141;  vol.  VI.pp.  127,  403;  Cranch,  Reports,  vol.  III,  pp. 
451,  455;  vol.  VIII,  pp.  169-179,  434;  vol.  IX,  p.  120;  Heífter,  Droil  tnl.,  §§ 
120,  122,  123,  128;  Klüber,  Droil  des  gens  mod.,  § 152;Mannin^,  Law  of  nalions 
pp.  122,  123;  Wildman,  Int . law,  vol.  II,  pp.  8-10. 
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su  declaración  en  súbditos  enemigos , tendrían  un  plazo  para  salú- 
de la  ciudad  y sus  bienes  no  serian  confiscados. 

Al  principiar  la  guerra  de  1803  entre  Inglaterra  y Francia,  el  go- 
bierno francés  mandó  prender  á todos  los  subditos  ingleses  que  se  en- 
contraban en  su  territorio.  Esta  aplicación  práctica  del  principio  que 
liemos  establecido  anteriormente  prueba,  que  aun  domina  ó puede 
dominar  en  las  relaciones  internacionales  según  los  casos  y las  cir- 
cunstancias. También  se  ha  decidido  así  esta  cuestión  por  el  mas  alto 
tribunal  de  los  Estados-Unidos.  Sin  embargo,  la  tendencia  en  este  punto 
del  derecho  internacional  es  contraria  á tales  medidas  de  rigor  que 
acaso  desaparezcan  muy  pronto  de  la  ley  general  de  las  naciones.  * 

S 373.  Con  la  misma  razón  que  el  anterior  se  podrá 

Propiedad  ° A 

enemiga  en-  sos  tener  el  principio,  que  un  Estado  tiene  autoridad  para 

contrada  en  r 

de  unr,E°ía°  con^scar  toc^as  ^as  propiedades  enemigas  que  encuentre  en 
do  en  el  mo-  Sll  territorio  en  el  momento  expresado.  Y esta  conse- 

raenlo  de  1 

romperse  las  cuencia  es  de  tal  importancia  cuanto  que  la  declaración 

ó proclamación  de  la  guerra  no  es  esencialmente  obliga- 
toria, y se  reduce,  como  hemos  visto  en  el  lugar  correspondiente,  á- 
una  determinación  de  los  poderes  supremos  de  un  Estado  que  puede 
ser  adoptada  en  cualquiera  circunstancia.  Pero  si  bien  es  lógica,  aten- 
dido el  espíritu  dominante  en  este  punto  de  la  ley  de  las  naciones, 
su  admisión  por  los  publicistas  ha  dado  lugar  á grandes  debates, 
presentándose  una  gran  divergencia  de  opiniones. 

En  cuanto  á la  práctica  ofrece  los  mismos  resultados  que  la  rela- 
tiva á las  personas.  La  tendencia  de  las  naciones  con  respecto  á las 
propiedades  del  enemigo  que  se  encuentren  en  el  territorio  de  un 
Estado  al  tiempo  de  la  declaración  de  la  guerra,  es  á eximirlas 
de  confiscación,  á garantizarlas,  á considerarlas  como  fuera  de  las 
leyes  de  la  guerra. 


* Grotius,  Droit  de  la  guerre  et  de  la  paix,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pra- 
dier-Foderé,  liv.  3,  ch.  9,  §4;  Vattel,  Droit  des  gens,  liv.  3,  ch.  4,§  63;  Halleck, 
Int.  law , ch.  15,  §§  13,  14;  Kent,  Com.  on  am.  law,  vol.  I,  pp.  56-59;  Phillimore 
On  int.  law,  vol.  III,  § 75;  Bynkerskoek,  Qucest.  jur.  pab.,  cap.  2,  § 7;  Bello, 
Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  2,  § 2 ; Riquelme,  Derecho  púb.  int .,  lib.  J,  til  l,cap. 
10;  Heffler  Droit  int.,  §§  122,  126;  De  Cussy,  Droit  maritime,  liv.  2,  ch.  6;  Massé, 
Droit  commercial,  liv.  2,  til  1,  ch.  2,  §§  1,  2;  Hautefeuille,  Droits  des  neutros t 
vol.  III,  p.  267;  Mably,  CEuvres,  le  droit  public,  vol  IV,  p.  334;  Ernerigon,  Traite 
des  assurances,  ch.  12,  sec,  35;  Azuni,  Droit  maritime,  pte.  2,  ch.  4,  art.  2,  §7; 
uilamaqui,  D 'oit  de  la  nature  et  des  gens,  vol.  V,  pte.  4,  ch.  6;  De  Felice,  Droit 
«e  la  nalure  et  des  gens,  vol.  II,  lee.  23 ; Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  p.  12; 

““Va"  of  naíions,  pp.  124-126;  V.  S.  statutes  at  large,  vol.  I,  p.  557 
ers’  Htsl°tre  du  c onsulat  et  de  F empire,  liv  17. 
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Las  opiniones  de  los  publicistas  han  ido  poco  á poco  modificándose 
en  este  punto , desde  Grotius  que  admitía  en  parte  las  conclusiones 
del  derecho  romano;  sosteniendo  el  del  beligerante  á confiscar  estas 
propiedades ; pero  opinando  con  respecto  á los  créditos  entre  los 
particulares,  que  no  quedan  extinguidos  por  el  hecho  de  la  guerra, 
sino  como  suspendidos  hasta  que  vuelven  á adquirir  su  validez  por 
la  celebración  de  la  paz. 

Un  siglo  después  apareció  Bynkershoek,  que  admite  los  principios 
del  autor  de  Jure  belli  ac  pacis,  aunque  aplicándolos  con  mas  rigor 
En  concepto  de  este  escritor  el  beligerante  puede  confiscar  todos 
los  bienes  del  enemigo,  y hasta  las  deudas  á favor  suyo  se  extinguen 
por  la  declaración  de  la  guerra.  En  apoyo  de  su  doctrina  cita 
muchos  ejemplos  ocurridos  desde  la  mitad  del  siglo  XVI  hasta  me- 
diados del  XVII,  pero  no  se  halla  confirmada  después  en  las  guerras 
ocurridas  desde  entonces  hasta  la  revolución  francesa. 

El  único  caso  que  en  todo  este  largo  período  de  cerca  1753. 

i-i  ..  1 1 ..  . , , Resolución 

de  siglo  y medio  se  encuentra  resuelto  en  conlormidad  con  de  prusia. 
ella  es  el  de  Prusia  en  1753,  que  anuló  como  medida  de  represalias 
en  contra  de  Inglaterra  el  empréstito  de  Silesia,  dando  lugar  con  su 
conducta  al  célebre  informe  de  los  jurisconsultos  ingleses,  del  cual 
decía Montesquicu  que  era  una  respuesta  sin  réplica.  En  este  documento 
se  hace  notar  que  no  se  podía  citar  un  solo  caso  que  sirviera  de  prece- 
dente á la  conducta  de  Prusia,  y que  se  podía  legítimamente  esperar 
que  tampoco  ocurriría  en  el  porvenir  ; que  cuando  un  individuo  fa- 
cilitaba dinero  á un  monarca  bajo  la  fé  de  su  palabra,  lo  hacia  te- 
niendo en  cuenta  que  no  estaba,  como  sus  súbditos,  sujeto  á los  tri- 
bunales del  país,  y que  Inglaterra  y Francia  habían  respetado  este 
principio  en  sus  contiendas  de  tal  modo  que,  durante  la  guerra 
terminada  por  el  congreso  de  Aix-la-Chapelle,  no  habían  ‘tratado  de 
averiguar  si  alguna  parte  de  la  deuda  pública  era  ó no  debida  á 
los  súbditos  enemigos,  como  efectivamente  sucedía,  teniendo  muchos 
ingleses  capitales  en  los  fondos  de  Francia,  y muchos  franceses  en  los 
de  Inglaterra. 

Vattel,  conforme  con  Grotius  y Bynkershoek,  admite  el  principio 
general  de  que  la  propiedad  del  enemigo  podia  ser  confiscada  á causa 
de  la  declaración  de  guerra ; pero  después  presenta  algunas  excep- 
ciones. Según  este  autor  los  bienes  inmuebles  adquiridos  por  subditos 
enemigos  están  exceptuados  de  la  confiscación,  porque  deben  haberlo 
sido  con  el  consentimiento  del  soberano  ó gobierno  que  declara  la 
guerra.  Pero  luego,  sostiene  que  esta  regla  puede  extenderse  á todos 
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iüb  créditos  y acciones  que  resulten  á favor  del  contrario,  declarando, 
sin  embargo,  que  las  ventajas  y la  seguridad  del  comercio  liabian 
hecho  que  no  fuese  tan  rigorosa,  y manifestando  que  el  gobierno  que 
se  determinara  á llevarla  á cabo  se  consideraria  por  los  demás, 
como  faltando  á la  fé  pública. 

Esta  doctrina  ha  sido  en  cierto  modo  confirmada  y aceptada  por  el 
derecho  internacional  moderno,  pero  depende  en  su  aplicación  de 
las  circunstancias  políticas  que  son  esencialmente  variables. 

Una  de  aquellas  á que  se  necesita  atender  es  la  conducta  seguida 
por  el  beligerante  opuesto  : si  uno  confisca  los  bienes  de  cáracter 
enemigo  que  se  encuentren  dentro  de  su  territorio,  y declara  la  cadu- 
cidad de  sus  deudas,  es  justo,  ó por  lo  menos  aceptable  y legítimo 
que,  como  medida  de  reciprocidad,  siga  la  misma  conducta  el  otro. 
Tales  son,  como  dice  sir  Scott,  los  principios  admitidos  por  la  juris- 
prudencia inglesa. 

En  la  lucha  sostenida  en  4812  entre  Inglaterra  y los 
Doctrina  Estados-Unidos,  el  tribunal  supremo  federal  estableció  que 

establecida  x * 

por  el  tribu-  las  propiedades  del  enemigo  que  se  encontraran  en  el 

nal  supremo  A 

de  los  Esta-  territorio  norte-americano  al  declararse  la  guerra  no 
dos-Unidos.  ° 

podían  ser  confiscadas  sin  alguna  disposición  del  poder 
legislativo  que  así  lo  autorizase.  Después  de  establecido  este  principio, 
declaró  que  la  ley  que  la  proclamaba  no  contenia  disposición  alguna 
sobre  el  particular.  Según  esta  jurisprudencia  la  declaración  no  sig- 
nifica la  confiscación  absoluta  de  la  propiedad,  y no  hace  mas  que 
conferir  el  derecho  de  ejecutarla. 

La  constitución  de  los  Estados-Unidos  afirmando  que  la  decla- 
ración de  la  guerra  no  tiene  otro  efecto  que  colocar  las  dos  naciones 
en  estado  de  hostilidad  y dar  los  derechos  que  confiere  la  guerra, 
pero  sin  poder  alcanzar  por  su  propia  fuerza  el  trasferir  la  propiedad 
del  enemigo,  reconoce  implícitamente  este  principio,  corroborado 
por  muchos  actos  del  congreso  federal.  Y que  esto  es  así,  se 
prueba  también  indirectamente  por  la  ley  que  confiere  al  presidente 
poderes  discrecionales  relativamente  á las  personas  de  los  enemigos, 
por  el  acta  concerniente  á la  seguridad  y tratamiento  de  los  prisioneros 
de  guerra,  y por  la  que  determina  la  prohibición  del  comercio  con  los 
enemigos.  Por  todas  estas  razones  se  admitía  como  incontrovertible 
que  una  confiscación  no  procede  sino  se  expresa  terminantemente. 
Restaba,  pues,  solo  examinar  si  en  el  acta  del  congreso  federal  que 
e Juraba  la  guerra  á la  Gran-Bretaña  se  contenia  semejante  mani- 
estacion.  Por  ella  se  autorizaba  al  presidente  para  emplear  todas 
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las  fuerzas  de  tierra  y mar  de  la  república  en  la  prosecución  do  la 
lucha,  y para  expedir  cartas  de  marca  y represalias  generales  contra 
los  buques,  bienes  y efectos  del  gobierno  del  reino  unido  de  la  Gran- 
Dretafia  é Irlanda  y de  sus  súbditos : admitiéndose  así  las  que  pudie- 
ran ejercerse  contra  la  propiedad  del  enemigo  que  se  encontrase  en  el 
territorio  en  la  época  de  la  declaración  de  la  guerra,  si  tal  era  la 
voluntad  de  la  nación;  que  no  había  manifestado  ninguna. 

Fundado  en  estas  consideraciones  el  tribunal  supremo  federal  re- 
vocó la  sentencia  del  inferior,  en  cuya  virtud  se  declaraba  la  confis- 
cación de  algunas  propiedades. 

Esta  doctrina  es  de  una  grande  importancia  tratándose  sobre  todo 
de  pueblos  cuyos  intereses  mercantiles  son  preponderantes,  porque 
tiende á dar  garantías  al  comercio  extranjero  contraías  eventualidades 
de  una  guerra,  y seguridad  á los  súbditos  de  los  demás  Estados.  * 

§ 374.  Cuando  la  declaración  de  la  guerra  de  Crimea,  filicrra  dc 
es  decir,  en  octubre  de  1833,  el  gobierno  ruso  expidió  un  Cr,mca* 
ukase  por  el  cual  permitía  á los  buques  turcos  que  salieran  y aban- 
donaran libremente  los  puertos  del  imperio,  fundándose  en  el  princi- 
pio de  reciprocidad,  atendiendo  á que  la  misma  determinación  había 
sido  acordada  por  el  de  la  Sublime  Puerta. 

También  Inglaterra  y Francia  concedieron  un  plazo  de  seis  sema- 
nas para  que  los  buques  rusos  surtos  en  los  puerlos  de  ambas 
naciones  ó los  que  á ellos  arribasen  en  igual  espacio  de  tiempo 
pudieran  cargar  y descargar  libremente.  Mas  tarde  se  amplió  esta 
disposición  haciéndola  extensiva  á todas  las  naves  déla  misma  nación 
que  se  hubieran  dado  á la  vela,  antes  del  dia  15  de  mayo  de  bSoí. 

El  gobierno  ruso  observó  la  misma  conducta  con  las  de  Francia  é 
Inglaterra  que  so  encontraban  en  los  puertos  del  mar  Negro,  el  Bál- 
tico y el  de  Azof,  y seis  semanas  después  (pie  fuera  posible  la  nave- 


gación con  las  que  se  hallasen  en  los  ¡merlos  del  mar  Blanco.  Durante 
esta  guerra  se  concedieron  inmunidades  á los  súbditos  enemigos  que 
residían  en  los  Estados  beligerantes,  siempre  que  observasen  las  leyes 
generales  del  país  y no  se  confiscó  ninguna  clase  de  bienes. 


• Whcaton , lilcm . droi t inl . , pie.  4,  cli.  1,§  II;  Bynkopsliúoli,  Quecst.  jm  . pub., 
lib.  I,  cap.  8;  Konl,  Coi».  o> i ant.  late,  pl.  1,  locl.  3;  Chillo,  Lato  of  na/ions, 
oh.  3,  p.  80;  Valle!,  Droit  des  gens,  liv,  3,  olí.  5,  § 70 ; IlelUer,  Droit  inl.,  $ 120; 
Helio,  Derecho  internacional , pie.  2,  cap.  2,  § 2;  Klübcr,  Droil  des  gens  tnod.,  §§ 
250-252 ; Do  Felice,  Droit  de  la  nal.  ct  des  gens,  rol.  II,  lee.  20:  Do  l'.ussy,  Droit 
mariümc,  liv.  1,  lit.  3,  § 0;  Mosco,  Versuch,  ele.  b.  9,  !¡$  49-00, • Maimiiig,  Late 
of  na/ions , pp.  124-129;  Cranch,  Reporls,  vol.  VIH,  pp.  123-120;  Monlesipiieu, 
autores,  vol.  XVI,  p.  71. 
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Estos  principios,  cuya  aplicaciones  mayor  cada  día,  han  modificado 
notablemente  en  sentido  de  progreso  y de  humanidad  las  leyes  de  la 
guerra,  y,  por  tanto,  la  ley  general  de  las  naciones;  habiéndose  reco- 
cido en  muchos  tratados  de  navegación  y de  comercio.  * 

§ 375.  Por  mas  de  que  á primera  vista  parece  que  los 
vor  dd  ene-  publicistas  no  están  acordes  acerca  de  los  efectos  que  la 
mig0-  declaración  de  guerra  produce  sobre  las  deudas  consti- 
tuidas con  anterioridad  á favor  del  enemigo,  esta  contradicción  es 
mas  bien  aparente  que  real , pues  todos,  ó por  lo  menos  los  moder- 
nos, reconocen  que  la  tendencia  general  del  derecho  de  gentes  en 
este  punto  es  contraria  al  rigor  de  la  citada  regla.  Por  esto 
Hallcck,  que  sostiene  que  todas  las  deudas  contraidas  ántes  de  la  de- 
claración de  una  guerra  y debidas  por  un  beligerante  ó sus  aliados 
al  enemigo,  se  pierden  necesariamente  por  el  hecho  de  la  misma  de- 
claración, afirma  después  que  desde  Vattel  se  ha  disminuido  el  rigor 
de  esta  regla,  y se  aplica  generalmente  el  principio  contrario. 

Phillimore  distingue  á este  respecto  las  deudas  públicas  ó que 
constituyen  fondos  públicos  y las  privadas,  y admite  la  con- 
fiscación de  las  segundas  s trie  ti  jure ; pero  manifesta  también  que  la 
costumbre  moderna  es  opuesta  al  ejercicio  de  este  derecho,  y que  la 
opinión  de  Vattel,  Emerigon  y Martens  no  tiene  en  este  punto  oposi- 
tores. Tal  es  también  el  parecer  de  Kent  y de  Wheaton. 
comprobantes  En  conformidad  con  esta  doctrina  se  ha  resuelto  gene- 
ralmente la  cuestión  en  los  tiempos  modernos.  Las  deu- 
das de  los  ciudadanos  de  los  Estados-Unidos  en  favor  de  los  súbditos 
ingleses  constituidas  antes  de  la  revolución  y que  no  fueron  entera- 
mente confiscadas,  se  consideraron  como  restablecidas  cuando  se  con- 
cluyó la  paz  entre  los  dos  pueblos.  Estos  principios  se  reconocieron 
también  por  el  tratado  de  comercio  de  1794  entre  Inglaterra  y los 
Estados-Unidos. 

En  la  guerra  de  1793  entre  Francia  y la  Gran-Bretana  el  gobierno 
francés  confiscó  las  deudas  y demás  propiedades  pertenecientes  al 

Dana,  Elcm.  int.  lavo , by  Wheaton,  eighth  edition,  note  156,  p.  388;  Wheaton, 
Elém.  droit  int.,  pte.  4,  ch.  1,  § 12,  note  par  Lawrence;  Pistoye  et  Duverdy, 
Traité  des  prises,  vol.  II,  appex.;  Hautefeuille,  Droit  des  neutres,  deuxiéme  édi- 
tion,  vol.  III,  p.  427 ; Klüber,  Droit  des  gens  mod § 234,  note  p.  303;  De  Cussy, 
>oU  maritime,  liv.  2,  ch.  28;  Ortolan,  Diplomatie  de  la  mer,  vol.  II,  appe ; 
osack,  Law  of  neutrals,  p.  57;  app.  p.  112;  Moniteur  univcrsel,  28  mars  1854 
o>¡  o»  Gazctle,  18  th.  april,  1854;  Gazetle  du  Commcrce,  19  avril  1854;  Parlia- 
, "7  WP**,  1862,  p.  108;  Gong.  Doc.,  33  Cong.,  H.  R.  n»  103,  p.  5 ; Circu- 
' (tu  nunture  de  la  marine  annuaire,  etc.,  1853-1854,  app.  5,  pp.  913,  926. 
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■enemigo.  Inglaterra  usó  también  de  este  derecho  autorizando  recí- 
procas confiscaciones.  Sin  embargo,  en  el  tratado  de  1814,  Francia 
se  obligó  á devolver  los  bienes  y propiedades  confiscadas  y d liquidar 
las  reclamaciones  de  los  súbditos  británicos,  conducta  que  el  gobierno 
inglés  no  imitó  con  notable  injusticia. 

La  Gran-Bretaña  en  su  guerra  contra  Dinamarca,  en  1807,  se  apo- 
deró de  todos  los  buques  enemigos  y de  las  propiedades  que  pudo 
encontrar  en  sus  puertos  ó en  alta  mar,  cuya  confiscación,  como 
derechos  de  almirantazgo,  fue  legitimada  en  virtud  del  efecto  retroac- 
tivo de  la  declaración  de  la  guerra. 

El  gobierno  dinamarqués  publicó  un  decreto  por  el  cual  se  decla- 
raban confiscadas,  en  beneficio  del  Tesoro,  todas  las  deudas  de  los 
súbditos  daneses  d favor  de  los  de  Inglaterra.  Con  este  motivo  el  tri- 
bunal inglés  del  Banco  del  Bey  decidió  que  no  siendo  esta  ordenanza 
conforme  á la  práctica  de  las  naciones,  no  implicaba  la  prohibición  le- 
gal de  perseguirla  deuda  ante  los  tribunales  ingleses.  Pero  esta  juris- 
prudencia no  puede  ser  admitida,  porque  no  funda  bien  las  distincio- 
nes que  establece  entre  la  propiedad  de  cualquiera  clase  y las  deudas. 

El  tratado  de  Paris  de  1856  no  establece  ningún  principio  acerca 
de  esta  materia.  Durante  la  guerra  civil  de  los  Estados-Unidos  norte- 
americanos, el  congreso  de  los  confederados  confiscó  toda  clase  de 
propiedad  mueble  é inmueble,  derechos,  créditos  é intereses,  poseídos 
dentro  de  su  territorio  por  cualquier  enemigo,  con  exclusión  do  los 
fondos  y valores  públicos.  * 

§ 376.  Después  de  las  cuestiones  que  hemos  examinado, 
y como  ya  hemos  indicado  también,  se  comprende  la  grande 
importancia  que  en  derecho  internacional  tiene  la  doler-  una  s"0,Ttt? 
minacion  del  principio  de  una  guerra,  por  lo  que  influye  en  la  situa- 
ción de  los  súbditos  enemigos,  y en  sus  propiedades,  y su  indeter- 
minación tendría  que  producir  cuestiones  de  mucha  gravedad. 


* Wheaton,  Elém.  droit  inl.,  ptc.  4,  ch.  1,  § 12;  Kenl,  Com.  on  nm.  lato, 
vol.  I,  pp.  62,  65;  Halleck,  Inl.  law,  ch.  15,  §§  17-20;  Grotius,  Droil  de  la  yuerre 
el  de  la  paix,  éditon  Guillaumin,  annolóe  par  Pradícr-Fodcre,  liv.  1,  ch.  1,  § 6 , 
liv.  3,  ch.  7,  §§  3,  4;  Vattel,  Droit  des  r/cns,  édition  Guillaumin,  annolóe  par 
Pradicr-Foderé,  liv.  3,  ch.  5,  § 77;  Bynkcrshoek,  Quoest.  jur.  pub. , lih.  1,  cap.  7 ; 
PufFendorf,  De  jur.  nat . el  <jent.  lib.  8,  caps.  C,  19,  20,  23;  Martcns,  A oaveau 
■recudí,  vol.  II,  p.  16  ; Phillimore,  On  inl.  law,  voJ.  III,  §§  87-89;  \Y ildinan,  hit. 
law,  vol.  II,  pp.  10,  11;  Manning,  Law  of  nations,  pp.  129-131  ; Riquelme,  Dere- 
cho púb.  inl.,  lib.  1,  lít.  1,  cap.  9;  De  Cussy,  Droil  marilime,  liv.  2,  ch.  6; 
Dallas,  Hép„  vol.  III,  pp.  4,  5,  199-285;  Bosampiel  and  l’nller,  Itcports,  vol.  III, 
p.  191;  Vesey,  Jux  reporls , vol.  XIII,  p.  71,  Ex  parle  Boussmukcr;  Edwards, 
Admirally  reporls , p.  60. 
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Puede  suceder,  y con  efecto  ha  acontecido,  que  se  cometan  actos 
hostiles  sin  que  les  haya  precedido  declaración  alguna,  En  estos 
casos,  el  hecho  subsiguiente  de  la  guerra  se  retrotraerá  á los  actos 
primitivos  de  la  hostilidad,  que  serán  de  esta  manera  legitimados. 

Del  mismo  modo,  cuando  así  se  verifique,  los  Estados  neutrales  tie- 
nen muy  justos  títulos  á la  interpretación  mas  favorable  posible  de  las 
leves  y la  propiedad  que  tenga  ese  carácter,  no  podrá  ser  condenada 
por  violar  los  deberes  que  le  están  impuestos,  á no  ser  que  se  pruebe 
que  la  guerra  es  de  tal  modo  pública  y notoria,  que  no  podia  racio- 
nalmente desconocerse  su  existencia.  * 

Efectos  de  § 377.  ¿Qué  efectos  producirá  la  declaración  de  guerra 
ctoníegiíer-  sobre  los  tratados  que  hayan  anteriormente  celebrado  las 
ratmados!os  partes  beligerantes?  ¿Se  juzgarán  anulados  ipso  fado ? 
¿Podrán  considerarse  unos  así  y otros  vigentes?  Es  indudable  que 
todos  los  celebrados  con  anterioridad  á la  guerra  y que  supongan  un 
estado  de  paz  quedarán  de  hecho  sin  efecto.  Tal  sucederá  con  los  de 
amistad  y de  alianza;  permaneciendo  los  de  navegación  y comercio 
suspendidos  por  lo  menos  hasta  que  cesen  las  hostilidades.  Pero  no 
pasará  lo  mismo  con  las  convenciones  que  se  hayan  celebrado  en 
previsión  de  una  guerra,  que  rejirán  en  tanto  que  los  beligerantes 
obrando  de  común  acuerdo,  las  invaliden  y establezcan  otras.  Algu- 
nas, por  mas  de  que  sean  perpétuas  según  su  carácter,  quedan  tam- 
bién en  suspenso  por  la  declaración  de  guerra.  ** 

Efectos  de  la  § 378  Los  efectos  que  este  acto  produce  sóbrelas  leyes 

declaración 

de  guerra  locales  son  mas  bien  peculiares  del  derecho  particular  de 
yes  locales,  cada  Estado  que  del  internacional.  Sin  embargo,  existen 
algunos  principios  generales  referentes  á las  relaciones  que 
deben  mediar  entre  el  beligerante  y sus  súbditos  dignos  de  tenerse  en 
cuenta.  Uno  de  ellos  es  la  consideración  hostil  que  presenta  para  su 


* Wheaton,  Elém.  droit  int.,  pte.  4,  ch.  1,  § 8;  Grotius,  Droit  de  la  guerre  et 
de  la  paix,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  1,  ch.  3,  § 4; 
Yattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  4, 
§§51-56;  Halleck,  Int.  law,  ch.  15,  §§  21,23;  Bynkeráhoek,  Qucest.  jur.  p«4.,lib.  1, 
cap.  2;  Rutherforth,  Instihltes,  b.  2,  ch.  9,  § 10-,  Klüber,  Droit  des  gens  mod., 
§§  238,  239;  Hautefeuille,  Droits  des  nations  neutres,  tit.  3,  ch.  1;  Ortolan,  Dip. 
de  la  mer,  liv.  3,  ch.  1;  Riquelme,  Derecho  púb.  int.,  lib.  1,  tít.  1,  cap.  9;  Mar- 
tens,  NouveUes  causes  célebres,  vol.  I,  pp.  56  et  seq.;  Duer,  On  Insurance , vol.  I, 
p.  592;  Rayneval,  De  la  liberté  des  mer s,  vol.  II,  pp.  234  etseq.  ; Rayneval,  Inst. 
du  droit  de  la  nal.,  liv.  3,  ch.  3,  § 1. 

HeíFter,  Droit  int.,  § 122;  Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée 
par  Pradier-Fodéré,  liv.  3,  ch.  10,  § 175;  Wheaton,  Elém  droit  int.,  pte.  3,  ch. 
2,  § 10,  Halleck,  Int.  law ; ch.  15,  § 23;  Ivent,  Com.  on  am.  law,  vol.  I,  ]»  115. 
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§ 380 

antiguo  poseedor  el  territorio  que  se  halla  en  poder  del  enemigo; 
que  no  tiene  con  el  ocupante  mas  conexión  que  la  puramente  militar, 
en  virtud  de  cuyo  acto  han  quedado  en  suspenso  las  leyes  locales. 
Por  eso  procede  la  publicación  de  la  ley  marcial,  que,  como  afirma 
Cushing,  ha  de  conceptuarse  mas  bien  como  manifestación  de  un  he- 
cho existente  que  como  su  creación.  * ** 

§ 379.  Se  ha  confundido  por  algunos  la  ley  marcial  con 
la  militar,  pero  en  realidad  son  distintas.  La  última  es  cía/ y laTcy 
mas  fija  y permanente  que  la  otra,  existo  lo  mismo  en  nillltar- 
tiempo  de  paz  que  en  el  de  guerra,  y se  aplica  al  ejército  y á la  ar- 
mada ; mientras  que  la  primera,  por  el  contrario,  es  una  ley  de  cir- 
cunstancias, que  nace  á consecuencia  del  estado  de  guerra  y desa- 
parece con  él.  Por  otra  parte,  supone  el  establecimiento  de  un  gran 
poder  dictatorial  y arbitrario  que  se  extiende  lo  mismo  sobre  el 
militar  que  sobre  el  paisano : su  publicación  se  ha  considerado  siem- 
pre de  mucha  gravedad  y lo  es  tanto  mas,  cuanto  mayores  y mas 
eficaces  son,  según  la  constitución  de  un  Estado,  las  garantías  de 
las  libertades  y derechos  públicos.  Por  esto  su  ejercicio  es  asunto 
delicadísimo  que  exige  una  gran  prudencia,  y sobre  todo  que  las 
circunstancias  justifiquen  completamente  su  declaración.  *'* 

§ 380.  La  aplicación  que  de  ella  se  hace  en  los  Estados  j,a  icy  mar- 
européos  es  muy  distinta,  dependiendo  siempre  del  carácter  Esladoseiro- 
general  de  las  leyes  fundamentales  propias  de  cada  pueblo.  puos’ 

La  legislación  francesa  reconoce  el  estado  de  paz  en  el  cual  las  per- 
sonas están  sometidas  á las  leyes  y autoridades  militares  según  sus 
clases;  el  de  guerra  en  el  que  las  leyes  y autoridades  que  gobiernen, 
dependen  del  lugar  y de  las  circunstancias,  habiendo  casos  en  que  la 
civil  manda  de  acuerdo  con  la  militar,  y otros  en  que  la  primera  está 
subordinada  á la  segunda ; y el  de  sitio  que  supone  la  suspensión  de 
las  leyes  y poderes  civiles.  El  último  puede  resultar,  bien  de  la  pre- 
sencia de  un  enemigo  extranjero  ó ya  de  una  insurrección. 

Estos  principios  generales  se  han  aplicado  en  casi  toda  Europa. 
Así,  la  legislación  española,  por  ejemplo,  obra  de  las  circunstan- 
cias en  que  se  encontraba  el  gobierno  de  este  país  á principios  de 

* Ilallcck,  Inl  law,  ch.  15,  § 24  ; Cushing,  Opinions  of  V.  S.  Allys  geni.,  vol. 
VIII,  pp.  365  et  seq. ; Gardner,  Ins  titules,  p.  208;  Hansard,  Parí.  Debates,  N.  S. 
vol.  IX;  third  series,  vol.  CXV. 

**  Halleck,  Inl.  law,  ch.  15,  § 25;  Klüber,  Droit  des  gens  mod.,  § 255;  W olíais, 
Jus  genlium,  § 863 ; Cushing,  Optnions  of  U.  S.  Att'ys,  gcul,  vol.  VIII,  pp.  305,  el 
seq.  ; O’Brien,  American  military  law,  p.  28. 
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1867,  reconoce  el  estado  de  paz  ó.  normal,  el  de  alarma  y el  de 
guerra. 

El  estado  de  sitio  de  las  naciones  del  continente  europeo  es,  como 
dice  Cusliing,  la  ley  marcial  de  Inglaterra  y de  los  Estados-Unidos. 
A pesar  de  que  para  publicarla  no  exige  en  la  primera  de  estas  na- 
ciones un  decreto  del  parlamento,  suele  expedirse  para  el  restableci- 
miento de  las  leyes  y autoridades  civiles,  una  vez  terminada  la  causa 
que  haya  motivado  la  publicación  d'e  la  marcial.  * 

ia  constitu-  8 381.  La  constitución  de  los  Estados-Unidos  norte-ame- 

cion  de  los  ■ . . . 

Estados-uní-  ricanos  no  menciona  el  termino  de  ley  marcial,  fenóme- 

dos  acerca  " 

de  la  sus-  n0  qUe  se  observa  en  todos  los  diversos  que  forman  la 

ponsion  del  1 ^ 

habeas corpas  Union.  La  federal  reconoce  que  puede  haber  casos  de  re- 
belión ó invasión  extranjera,  pero  no  determina  fijamente  lo  que  se 
ha  de  hacer  en  estas  circunstancias.  Sin  embargo,  refiriéndose  al 
habeas  Corpus  dice  que  este  privilegio  no  se  suspenderá  sino  cuando 
lo  exija  la  seguridad  pública.  Pero  semejante  medida  por  grave  y 
significativa  que  sea,  no  lo  es  tanto  que  equivalga  á la  publicación 
de  la  ley  marcial.  Y,  sin  embargo,  es  lo  único  que  se  establece 
directa  y expresamente  en  la  constitución  de  los  Estados-Unidos, 
cuyos  autores  verían  probablemente  las  dificultades  que  ofrecía 
el  deslindar  y determinar  las  circunstancias  en  que  habia  de  pu- 
blicarse la  ley  marcial  y no  se  resolvieron  á fijar  un  derecho,  cuyo 
ejercicio  es  siempre  tan  peligroso.  Pero  al  dejar  de  reglamentarle  y 
al  consignar  en  ciertos  casos  la  suspensión  del  habeas  corpus,  dieron 
á la  ley  marcial  una  base  ó por  lo  menos  una  dirección  fija,  de  tal 
modo  que  liay  publicista  que  dice,  que  su  esencia  estriba,  en  Ingla- 
terra y en  los  Estados-Unidos,  en  la  suspensión  del  privilegio  del 
habeas  corpus.  Y con  efecto  la  publicación  de  aquella  sin  la  suspensión 
de  este  seria  completamente  inútil  en  la  república  norte-americana, 
porque  las  autoridades  civiles  locales  impedirían  legalmente  á las  mili- 
tares la  ejecución  de  las  medidas  que  creyeran  convenientes  para 
el  restablecimiento  del  orden  público  ó para  rechazar  la  invasión. 

Como  la  suspensión  referida  forma  parte  del  artículo  Io  de  dicha 
constitución  referente  á las  facultades  del  congreso  federal,  se  ha  dedu- 


* Halleck,  hit.  law,  ch.  15,  § 26;  Escriche,  Dic.  de  leg.  y jurisprudencia,  pas- 
sim.  ; Block,  Dic.  de  l'admin.  franpaise,  passim.  ; Blackstone,  Commentaries , 
v°b  I,  p.  136;'  Stephen,  Commentaries  vol.  II,  p.  602;  Cushing,  Opinions  of 
U.  .S.  atlys  geul.  vol.  VIII,  pp,  366,  et  seq.  ; Hansard,  Parí.  Debates,  N.  S. 

yol.  XI;  ihird  series,  vol  CXV  ; Bowyer,  Vniv.  pub.  lato,  p.  424  ; Hale,  fíist.  com. 
law,  p.  39. 
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cido  por  algunos  que  solo  á este  cuerpo  corresponde  autorizarla.  Sin 
embargo,  examinado  el  asunto  con  la  detención  que  su  importancia 
requiere,  se  ve  que  los  términos  de  la  constitución  son  mas  genera- 
les y no  suponen  limitación  alguna  en  el  sentido  de  que  la  suspensión 
del  habeas  corpus  tenga  siempre  que  hacerse  por  ese  conducto.  Lo 
que  si  exige  es  que  haya  rebelión  ó invasión , y que  la  requiera  el  bien- 
estar público.  Pues  bien,  estos  hechos  pueden  ocurrir  cuando  estén 
suspendidas  las  sesiones,  ó en  un  punto  lejano,  y en  estos  casos  la 
publicación  de  la  ley  marcial  seria  imposible  en  el  tiempo  y las  cir- 
cunstancias que  la  hicieran  precisa. 

Ateniéndose,  pues,  ala  idea  general  y á la  significación  de  la  cons- 
titución de  los  Estados-Unidos,  es  lógico  admitir  que  la  facultad  de 
suspender  el  privilegio  del  habeas  corpus  en  los  casos  marcados  por 
la  ley,  debe  corresponder  también  al  presidente,  general  en  jefe  del 
ejército  y marina  de  la  república  y de  la  milicia  de  los  varios  Estados 
cuando  es  llamada  al  servicio  activo  y encargado  de  resistir  y rechazar 
las  invasiones  y combatir  las  rebeliones  que  ocurran.  Y este  poder 
debe  extenderse  á todos  los  que  ejercen  una  autoridad  de  la  misma 
naturaleza,  aunque  en  mas  estrecho  círculo. 

En  contra  de  esta  opinión  están  generalmente  los  comentadores  de  • 
la  constitución  norte-americana  y también  se  pueden  citar  como  con- 
trarias á ella  muchas  sentencias  de  sus  tribunales,  en  las  cuales  se 
reconoce  que  la  acción  directa  del  poder  legislativo  es  necesaria  para 
autorizar  la  suspensión  del  habeas  corpus  sin  cuyo  requisito  no  seria 
obligatoria. 

Pero  el  tribunal  federal  supremo  ha  declarado,  que  el  ejercicio  de 
este  poder  por  parte  del  presidente  de  la  república  no  era  peligroso 
para  la  libertad,  y que  tampoco  era  dé  temer  que  el  mas  alto  funcio- 
nario de  la  república  abusara  de  esas  facultades. 

Por  otra  parte,  el  congreso  federal  no  ha  decretado  en  ningún  caso 
la  suspensión  del  privilegio  del  habeas  corpas,  ni  ha  condenado  la 
conducta  de  las  autoridades  que  lo  han  hecho.  ^ si  tal  ha  sido  su 
actitud  en  este  asunto,  pueden  en  cambio  citarse  muchos  casos  en 
que  aquel  ha  sido  suspendido  en  los  Estados-TJnidos  por  las  autorida- 
des ejecutivas  y militares  de  cada  uno  de  ellos. 

El  general  Wilkinson,  bajo  la  autoridad  del  presidente  íip8 
Jefferson,  suspendió  en  1806,  en  contra  del  tribunal  su-  Prg^*düob' 
premio  de  Nueva-Orleans,  el  privilegio  del  habeas  corpus, 
con  motivo  de  la  conspiración  Burz. 

El  general  Yackson  obró  del  mismo  modo  en  Nueva-Orleans  el 

477 


§ 381  DECLARACION  DE  GUERRA  Y SUS  EFECTOS  ¡CAI»,  u, 

año  1814,  contra  la  autoridad  del  juez  Hall,  cuando  el  ejercito  inglés 
se  aproximaba  á dicha  ciudad,  y después  en  la  Florida,  en  oposición 
de  la  de  Fromentin.  El  primero  de  estos  casos  fué  sometido  al  con- 
greso federa],  pero  este  alto  cuerpo  se  negó  á desaprobar  ó aprobar 
la  conducta  del  referido  general,  considerándose  esta  manera  de  obrar 
como  un  reconocimiento  tácito  de  que  el  poder  ejecutivo  podia,  en  las 
circunstancias  previstas  por  la  constitución,  suspender  la  garantía  del 
liabeas  Corpus. 

Fundándose  en  estos  ejemplos  y principalmente  en  los  términos  de 
la  constitución  y en  la  significación  general  que  tiene  la  suspensión 
del  babeas  corpus,  Halleck  sostiene  la  competencia  del  poder  ejecutivo 
de  la  república  y de  sus  representantes  para  decretarla,  siempre  que 
ocurra  una  rebelión  ó invasión  que  comprometa  la  seguridad  pública. 

Otro  argumento  aduce  el  mismo  publicista  á favor  de  su  manera 
de  pensar  en  este  punto,  basado  en  la  reconocida  importancia 
y en  las  consecuencias  de  la  publicación  déla  ley  marcial,  que  viene 
siempre  á crear  nuevas  relaciones  ae  aerecho  y como  un  nuevo  es- 
tado para  los  habitantes  sometidos  á sus  consecuencias.  Es  tal,  en 
efecto,  su  importancia  que  no  puede  comprenderse  sino  como  un  atri- 
buto de  la  soberanía,  tan  esencial  á la  existencia  de  una  nación  como 
el  derecho  de  declarar  la  guerra.  Bajo  este  nuiito  de  vista  el  poder  de 
publicarla  ó de  declarar  un  territorio  en  estado  de  sitio  debe  ser  re- 
conocido por  todos  los  gobiernos : resolviéndose  la  cuestión  referente  á 
la  autoridad  que  deba  ejercerle  según  la  legislación  de  cada  pueblo.  * 

Halleck,  Int.  law , ch.  15,  §§  27-30;  Story  Com.  on  the  constitution,  § 1342; 
Cushing,  Opinions  of  U.  S.  Att’ys  geni,,  vol.  VIII,  pp.  365-374;  Hamilton,  Hist. 
of  the  republic,  vol.  VI;  Parton,  Life  of  Jackson;  Wilkinson,  Memoires. 
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§ 382.  No  admite  duda  alguna  de  que  el  deber  primero 
de  todo  ciudadano  es  el  de  servir  y defender  á su  patria,  lü^du^adí- 
por  cuya  razón  el  Estado  que  declara  la  guerra  puede  y 
debe  contar  con  la  cooperación  de  todos  los  miembros  que  le  compo- 
nen, sin  que  sea  razón  bastante  para  que  estos  se  nieguen  á prestár- 
sela, que  no  crean  justa  ó conveniente  la  causa  que  la  motiva ; pro- 
cediendo solo  en  ese  caso  que  influyan  indirectamente  para  su  no 
prosecución.  Este  principio,  indiscutible  teóricamente,  produciría  en 
la  práctica  grandes  ventajas,  pues,  no  solo  modificaría  en  muchas 
ocasiones  la  índole  de  las  luchas  empeñadas,  sino  que  apresuraría 
siempre  su  fin. 

No  nos  parece  necesario  detenernos  á demostrar  que  existe  en  todas 
las  naciones  un  cierto  número  de  individuos,  que,  por  sus  circunstan- 
cias especiales,  se  hallan  exentos  del  servicio  activo  de  la  milicia,  lo 
cual  ha  ocasionado,  hasta  cierto  punto,  la  organización  de  los  ejérci- 
tos permanentes.  * 

§ 383.  Para  buscar  la  fecha  de  su  constitución  definí-  Ejércitos  per- 
tiva  es  preciso  recurrirá  los  siglos  XV  y XVÍ.  Las  grandes  manentcs' 
luchas  que  al  expirar  el  primero  y en  el  comienzo  del  segundo  tuvo 
que  sostener  España  la  obligaron  á instituirlos,  con  los  defectos  pro- 
pios del  atraso  de  aquella  época. 

En  Francia  el  ejército  permanente  se  constituyó  en  tiempo  de  Cár- 

*Vattel,  Droll  des  gens  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier  Foderé,  liv.  3,  ch.  2, 

§ 8 ; Halleck,  Int.  law,  ch.  16,  § 1;  Burlamaqui,  Droit  de  la  nal.  et  des  gens, 
vol.  V,  pie.  4,  ch.  1 ; De  Felice,  Droit  de  la  nalure  et  des  gens,  vol.  II',  lee.  20; 
Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III,  §§  70.  71;  Wildmaii,  Int.  law,  vol.  II,  § 8;  Pol- 
son,  Law  of  nalions , sec.  6. 
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los  VII  y fuó  regularizado  convenientemente  en  el  de  Francisco  I, 
corrompiéndose  en  el  de  Luis  XV ; como  lo  prueban  las  ordenanzas 
de  1732  y 1762,  que  establecían  el  alistamiento  por  medio  de  primas 
remuneratorias  en  dinero  y otorgaban  a familias  piivilogiadas  los  em- 
pleos superiores. 

Pinlieiro-Ferreira,  que  sostiene  su  necesidad,  llega  hasta  el  extremo 
de  afirmar  que  solo  aquellos  á quienes  por  causas  físicas  ó por  de- 
sempeñar elevados  puestos  en  la  administración  pública  con  interés 
evidente  para  el  Estado,  no  les  fuera  dado  entregarse  al  ejercicio  de 
las  armas,  deben  exceptuarse  de  tomar  parte  en  él:  justificando  de 
este  modo  la  organización  militar  de  las  naciones  en  la  acepción  mas 
lata  de  la  palabra. 

Pero  si  bien  es  cierto  que  el  estado  actual  de  las  relaciones  interna- 
cionales exige  el  mantenimiento  de  los  ejércitos  permanentes,  no  de- 
ben olvidarse  tampoco  los  peligros  que  ofrece  su  existencia,  y para  evi- 
tarlos urge  que  se  modifique  su  organización  de  conformidad  con  el 
espíritu  de  libertad  y de  progreso  que  domina  en  los  pueblos  mo- 
dernos. 

Exenciones  Como  liemos  indicado  al  principio  de  este  capítulo,  por 
militares . indeclinable  y poderoso  que  sea  'el  deber  de  defender  el 

suelo  patrio,  no  puede  menos  de  haber  algunas  exenciones.  Las  mu- 
jeres, los  niños  y los  ancianos  tienen  una  incapacidad  reconocida  por 
todos  los  autores. 


Hablando  de  las  primeras  Vattel  observa,  que  si  bien  las  hay  de 
tanto  ánimo  y valor  como  el  hombre  mas  esforzado,  el  número  de 
las  que  se  encuentran  en  este  caso  es  muy  reducido,  debiendo  tenerse 
presente  además  que  son  mas  útiles  y necesarias  para  el  desempeño 
de  las  funciones  propias  de  su  sexo. 

En  nuestros  dias  el  clero  está  exento  del  servicio  militar,  porque 
se  considera  á su  sagrado  ministerio  incompatible  con  los  deberes  de 
la  guerra;  pero  sin  remontarse  á épocas  lejanas  se  encuentran  en  la 
historia  ejemplos  del  heroísmo  con  que  mas  de  una  vez  ha  derrama- 
do su  sangre  sobre  los  campos  de  batalla  en  defensa  de  su  país  ó en 
la  de  su  religión. 

Vattel  hace  una  distinción  entre  el  secular  y el  regular,  juzgando 
que  este  no  debe  eximirse  y que  el  primero  sí,  porque  puede  con- 
ceptuarse como  parte  integrante  de  los  funcionarios  públicos  en  quie- 
nes existe  una  incompatibilidad  marcadísima  para  el  servicio  militar. 
CfmpCrimonUC  ^omo  es  lógico  suponer,  las  personas  que  no  toman 
parte  activa  en  la  guerra  carecen  de  la  consideración  es- 
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pecial  que  las  leyes  internacionales  conceden  á los  combatientes,  ha- 
llándose por  tanto  incapacitadas  de  hacer  uso  de  los  derechos  que  les 
son  inherentes.  E o mismo  sucede  respecto  á aquellas  que,  á pesar  de 
ser  útiles  para  la  milicia,  no  han  sido  llamadas  por  su  gobierno  para 
formar  parte  de  ella,  pero  si  lo  fueren,  la  adquirirán  inmediata- 
mente. * 

§ 384.  El  derecho  de  decretar  quintas,  levas  y alista-  Quintas, levas 
mientos  voluntarios  ' corresponde  naturalmente  al  poder  tosl'vtoiuriíta" 
que  tiene  el  de  declarar  la  guerra,  y,  según  Vattel,  puede 
colocarse  entre  los  de  magestad.  A pesar  de  esta  afirmación  habrá  que 
atenerse  á la  constitución  de  cada  Estado  para  determinar  en  quien 
reside  esta  facultad  y como  debe  ejercerla. 

Para  probar  que  el  aserto  del  referido  autor  no  es  En  la  oran- 
exacto,  bastará  con  exponer  las  disposiciones  que  rijen  so-  fo's^Esla^dos- 
bre  la  materia  en  la  república  norte-americana  y en  In- 
glaterra. 

En  esta  el  rey  se  halla  facultado  para  declarar  la  guerra,  pero  no 
puede  decretar  alistamiento  alguno,  ni  conservar  el  ejército  en  servi- 
cio activo,  sin  el  concurso  del  parlamento.  En  la  primera,  por  el 
contrario,  el  congreso  federal  tiene  poder  para  lo  uno  y para  lo 
otro.  ** 

§ 38o.  Desde  que  las  modificaciones  operadas  en  la  or- 

n . 1 Deber  que 

ganizacion  militar  de  los  Estados  imposibilitaron  que  el  ser-  (icnen  '?s 

° # + 1 Estados  de 

vicio  fuese  gratuito,  como  acontccia  en  la  antigua  Roma,  sostener  sus 

° 07  tropas. 

hubieron  los  gobiernos  de  buscar  recursos  para  el  sosteni- 
miento de  sus  tropas,  imponiendo  contribuciones,  cuya  justicia  es  in- 
negable, puesto  que  los  que  se  eximen  del  servicio  militar,  deben 


* Vattel,  Droit  des  gens , édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3, 
ch.  2,  § 9,  note;  § 10;  Bello,  Derecho  internacional,  pte.  2,  cap.  3,  § 4; 
Halleck,  Int.  laxo,  ch.  16,  - §§  2,  3;  Phillimore,  On  int.  laxe,  vol.  II/,  §§  70,  94; 
Burlaraaqui,  Droit  de  la  itat.  el  des  gens,  vo!.  V,  pte.  4,  ch.  1;  De  Felice,  Droit 
de  la  nal.  et  des  gens,  vol.  II,  lees.  20,  25;  Polson,  Laxo  of  nations,  sec.  6; 
Riquelme,  Derecho  pub.  int.  lib.  1,  lít.  i,  cap.  10  ; Real,  Scicxxce  da  gouvernemcnt , 
vol.  V,  ch.  2,  sec.  6,  § 8;  Larroque,  La  gxxcrre  et  les  armées  permanentes ¡ 
Pradier-Foderé,  Coxn.  des  lois  sur  le  recrulemenl,  1854;  Benjamín  Constant,  Prin- 
cipes de  politique,  ch.  14,  Coxxrs  de  poli!,  const.,  vol.  I,  pp.  100,  et  seq ; Iíouzel, 
Constit.  sociale,  pp.  500,  et  seq. 

*'  Vattel,  Droit  des  gens , édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3, 
ch.  2,  § 7 ; Grotius,  Droit  de  la  guerre  et  de  la  paix,  édition  Guillaumin,  annotée 
par  Pradier-Foderé,  liv.  1,  ch.  1,  § 0;  Halleck,  Int.  laxe,  ch.  16,  § 4;  Kent, 
Coxn.  onam.  laxe,  vol.  I,  p.  262;Story,  Com.  on  the  coxxstitution,  § 950;  Bur- 
lamaqui,  Prin.  du  politique,  pte.  4,  ch.  1,  § 12;  Bowyer,  Unir.  pub.  laxe.  ch.  20. 
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naturalmente  sufragar  los  gastos  que  ocasionan  los  que  le  desem- 
peñan. 

|(s  ,oji  La  carga  de  alojamiento  tiene,  por  su  generalidad,  cierto 

miemos.  carácter  de  contribución,  pero  hoy  es  ya  menos  onerosa, 

merced  á los  adelantos  introducidos  en  la  administración  militar.  Hay 
casos,  sin  embargo,  en  que  es  indispensable  recurrir  á ellos,  como 
sucede,  por  ejemplo,  cuando  un  cuerpo  de  ejército  se  dirige  á un 
punto  muy  distante  del  de  su  partida.  * 

Pensiones  y § 386.  Las  naciones  que  estiman,  cual  es  debido,  su 
íosiry  hospfia-  grandeza,  no  pueden  menos  de  atender  preferentemente  á 
Ies  los  que  exponen  su  vida  por  mantener  su  honra,  su  inte- 
gridad y su  poder. 

Algunos  escritores,  entre  los  que  se  halla  Pinheiro-Ferreira,  han 
criticado  que  los  gobiernos  concedan  supremacía  al  elemento  militar 
sobre  el  civil;  pero  este  juicio  erróneo  depende  de  que  no  lian  hecho 
la  diferencia  que  existe  entre  ambos,  de  la  cual  se  desprenden  los 
motivos  muy  justos  que  existen  para  que  se  atienda  con  particularidad 
al  primero. 

Las  pensiones  y retiros  con  que  se  recompensan  sus  servicios,  (que 
existen  también  en  la  clase  civil),  y los  asilos  y hospitales  que  en 
provecho  suyo  se  construyen,  pueden  conceptuarse  como  una  conti-  « 

nuacion  del  percibo  de  los  haberes  que  disfrutaban  en  el  servicio  ac- 
tivo. * 

Pero  cuando  los  gobiernos  deben  tener  un  especial  cuidado  en  que 
sus  tropas  no  carezcan  de  lo  necesario  es  en  tiempo  de  guerra,  porque 
de  lo  contrario  se  exponen  á que  las  cubran  con  exceso  á costa  del 
país  en  que  se  encuentren,  convirtiéndose  así  para  él  en  una  verda- 
dera plaga. 

Recuérdense  sino  las  atrocidades  que  acompañaban  á las  guerras  de 
la  Edad-Media,  y el  saqueo  de  Ñapóles  á fines  del  siglo  XV,  por  las 
tropas  del  gran  capitán  Gonzalo  de  Córdova.  ** 


* Vattel,  Droit  des  gens , édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  Iiv.  í, 
ch.  20,  § 244;  liv.  3,  ch.  2,  § 11;  Grotius,  Droit  de  la  guerre  et  de  lapaix,  édition 
Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  1,  ch.  1,  § 6;  Halleck,  Int.  law, 
ch.  16,  § 5;  Wheaton,  Elém.  droit  int.,  pte.  2,  ch.  4,  §3;  Rutherforth,  Ins titules, 
v°l.  h>  ch-  9,  § 6;  HelFter,  Droit  International,  §§  64,  69,  70;  Klüber,  Droit  des 
gens  moderne,  § 124;  Domat,  Droit  pub.,  liv.  1,  tit.  5;  Zallinger,  Inst.  jur.  nat. 
et  pub.;  vol.  1,  lib.  3,  c.  4,  § 214;  Bowyer,  Univ.  pub.  law,  ch.  20. 

**  Prescott,  Historia  de  los  reyes  católicos ; Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guil- 
laiunin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  2;  §§  11,  12,  note;  Halleck,  Int. 
law,  ch.  16,  § 6;  Manning,  Law  of  nalions,  p.  171  ; Ward,  Law  ofnations,  vol.  I, 
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mer- 
cenarias. 


§ 387.  Es  asunto  que  se  presta  mucho  á.  discusión  el  Tropas 
de  saber  si  un  Estado  tiene  ó no  derecho  para  alistar, 
bajo  su  bandera,  tropas  mercenarias,  entendiéndose  por  tales  las 
compuestas  de  extranjeros  que  sirven  voluntariamente  en  virtud  de 
un  sueldo  convenido. 

Aceptadas  como  un  hecho  consumado,  que  en  mas  de  una  ocasión 
ha  producido  graves  trastornos,  por  la  facilidad  con  que  se  prestan  á 
servir  de  instrumentos  á tal  ó cual  partido  político,  los  autores  con- 
vienen en  que  merecen  todas  las  consideraciones  de  las  leyes  de  la 
guerra. 

Vattel  dice  que  su  enganche  debe  ser  libre  y que  el  gobierno  que 
las  admite  no  ha  de  usar  engaño  alguno  en  un  trato  que  se  funda, 
como  todos,  en  la  buena  fé. 

Los  legisladores  franceses  de  1830  y de  1848  decidieron  Legislación 
que  no  podia  admitirse  ninguna  tropa  extranjera  sin  el 
consentimiento  prévio  de  la  asamblea;  pero  en  la  constitución  de 
1852  se  ha  eliminado  este  principio.  * 

§ 388.  Dos  cuestiones  se  hallan  envueltas  en  la  forma-  partidas  y 
cion  de  partidas  y guerrillas.  Es  la  una,  determinar  que  euernIlas- 
consideración  debe  dárselas,  y la  otra  decidir  si  es  lícito  que  un  beli- 
gerante se  valga  de  semejante  medio  para  hacer  la  guerra.  Ligadas 
i ntimamente  entre  sí  su  resolución  mutua  es  inevitable. 

La  práctica  de  las  naciones  ha  autorizado  su  uso,  y,  por  tanto, 
desde  el  momento  en  que  un  gobierno  las  aprueba,  ayudándolas  así 
para  hostilizar  á su  enemigo,  se  hace  responsable  de  los  actos  que 
cometan  y hay  que  conceptuarlas  como  una  parte  de  sus  tropas. 

Respecto  á aquellas  que  se  formaren  sin  el  consentimiento  del  be- 
igerante  respectivo,  el  derecho  internacional  las  considera  de  muy 
distinto  modo.  Así  es  que  si  cayeren  en  poder  del  contrario,  este  po- 
drá juzgarlas  como  reos  de  los  delitos  que  hayan  cometido.  * 


pp.  265  et  seq.;  Vauchelle,  Cours  d’administration  militairc , 4°  édition,  1861  ; 
A.  Solard,  Hist.  de  l'Hótct  des  invalides,  1845. 

* Vattel,  Droit  des  gens  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3, 
ch.  2,  § 13,  note,  § 14;  Bello,  Derecho  internacional,  te.  2,  cap.  1 , § 5;  Halleck, 
Int.  lavo,  ch.-  16,  § 7;  Bynkershoek,  Qucest . jur . pub . , lib.  f,  cap.  22;  Pinheiro- 
Ferreira,  Notes  sur  Vattel , § 13,  p.  372;  Ward,  Law  oí  nalions,  vol.  II,  p.  301  ; 
Manning,  Law  of  nalions,  pp . 172-181 . 

**  Cicerón,  De  ofíiciis , lib.  1,  cap.  11;  Wheaton,  Elém  droit  int.,  pte.  4,  ch.  2, 
§ 8;  Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3, 
ch.  15,  §§  223-228,  Halleck,  Int.  law , ch.  16,  § 8;  Kenl,  Com.  on  aw.  lato,  vol  I,  p. 
94;  Bynkershoek, Quo:st.  jur.  pub.,  lib.  1,  cap.  26;  Klübor,  Droit  des  gens,  § 267; 
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i.cvanianiicn-  § 389.  Se  ha  pretendido  por  algunos  que  tienen  igual 
coiui'u 1 mm  carácter  los  levantamientos  en  masa  de  una  nación  para 
. invasión.  oponerse  á una  invasión  extranjera,  pero  esto  no  es  exac- 
to; porque  en  este  caso  toman  parte  en  el  movimiento  las  autorida- 
des, y no  puede  ponerse  en  duda,  ni  un  instante,  la  responsabilidad 
del  Estado,  al  paso  que  en  aquellas  es,  como  liemos  visto,  discutible. 

Así  es  que  el  derecho  internacional  concede  ala  población  que  obra 
de  este  modo  el  carácter  de  beligerante  y dispone  que,  en  caso  de  ser 
vencida,  debe  tratársela  como  á prisioneros  de  guerra. 

Mas  á pesar  de  la  justicia  que  encierra  este  principio  no  lia  sido, 
en  general,  reconocido  en  las  guerras  européas. 

, Entre  los  ejemplos  que  pueden  citarse  se  halla  el  de  la 

Caso  del  du-  * 

que  de  wci-  conducta  de  Wclhngton,  que  cuando  invadió,  en  1814,  el 

lington.  ^ 1 7 7 

sur  de  Francia,  amenazó  á los  habitantes  de  algunas  po- 
blaciones levantadas  en  contra  suya  con  colgarlos,  si  no  deponían  las 
armas  ó se  incorporaban  al  ejército  de  Soutt.  * 

Actos  hostiles  § 390.  Los  publicistas  han  establecido  algunas  distincio- 

ai°iaemarSpor  nes  entre  los  actos  hostiles  cometidos  por  particulares  en 
particuiaies.  apa  mar  y cn  tierra. 

Ivent  sostiene  que  los  primeros  no  constituyen  un  acto  pirático,  aun 
cuando  sus  autores  no  estén  autorizados  por  su  gobierno  para'  llevar- 
los á cabo ; lo  que  no  impide  para  que  se  les  castigue  con  terrible 
severidad.  Pero  se  contradice,  cuando  ocupándose  de  los  segundos, 
emite  la  opinión  de  que  deben  ser  castigados  como  delitos  ordinarios 
y que  no  se  consideran  en  ningún  caso  con  el  carácter  necesario  para 
someterse  á las  leyes  de  la  guerra.  Ahora  bien,  ¿ por  qué  no  ha  de 
revestirse  á aquellos  del  mismo  aplicado  á estos?  Y si  se  hace  así 
¿qué  razón  existe  para  eliminar  la  calidad  pirática  que  tienen  real- 
mente? 

Pero  hay  que  hacer  una  distinción  de  importancia  entre  los  actos 
de  hostilidad  ofensivos  y los  defensivos;  porque  estos,  tengan  ó no 
resultado  favorable,  entran  en  el  dominio  de  las  leyes  de  la  guerra. 

Conformes  con  estos  principios  los  reglamentos  britá- 

1 S26.  . . 

Reglamentos  nicos  de  1826  disponen , que  se  califiquen  como  piráticos 

británicos.  , r . , , . , . , ... 

los  actos  hostiles  cometidos,  sin  la  debida  autorización, 

HetJter,  Droit  int.,  § 126;  Martens,  Prccis  du  droit  des  ge'is,  édition  Guillaumin, 
annotée  par  Ch.  Vergé,  § 264;  Hautefeuille,  Droit s des  nations  neutres,  tit.  3,  ch. 
- ; Pliillimore,  On  mi.  law , vol.  III.  §96;  Manning,  Law  of  nations,  p.  153 ; Scott, 
General  orders , n°  372,  dec.  12  th.,  1847. 

Halleek,  Int.  law.  ch.  16  § 9;  Napier,  Ilist.  peninsular  toar , b.  23,  ch.  3, 
Aiamung,  Law  of  nations,  p.  153. 
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ell  a|ta  mar,  á menos  que  no  se  hubieren  ejecutado  en  defensa  pro- 
pia. 

Ahora  nos  toca  examinar  esta  cuestión  en  la  parte  que  se  relaciona 
con  la  consideración,  que  merecerán  á la  nación  á que  pertenezca  el 
buque  de  que  se  trate. 

Las  leyes  de  Inglaterra  y las  de  los  Estados-Unidos  adjudican  las 
presas  hechas  por  ese  medio  en  favor  del  almirantazgo. 

De  la  distinción  hecha  se  deriva  la  única  diferencia  que  puede 
existir  entre  los  actos  de  hostilidad,  con  igual  carencia  de  autoridad, 
consumados  en  tierra  y los  que  lo  son  en  el  mar.  Porque  merced  á 
los  progresos  de  la  civilización,  del  mismo  modo  que  á la  circuns- 
tancias especiales  que  concurren  en  la  guerra  terrestre,  los  belige- 
rantes respetan  actualmente  las  propiedades  situadas  en  el  territorio 
enemigo,  siempre  que  no  sean,  ó puedan  convertirse  en  útiles  ó ins- 
trumentos propios  para  ella , sin  que  este  justo  respeto  se  haya  ex- 
tendido á las  marítimas;  basándose  esta  diferencia,  según  algunos  es- 
critores, en  que  aquellas  no  tienen  el  carácter  de  especulación  que 
domina  en  las  mercancías  exportadas  é importadas  por  la  nave- 
gación. 

Wheaton  la  explica  diciendo,  que  el  objeto  primordial  de  las  guerras 
marítimas,  que  es  la  destrucción  del  comercio  y de  la  navegación  del 
enemigo,  no  puede  alcanzarse  mas  que  apelando  á la  captura  y con- 
fiscación de  sus  tiuques  mercantes. 

Pero  si  se  analiza  detenidamente  este  raciocinio,  se  verá  que  ca- 
rece de  fundamento,  y el  que  sirve  de  base  á la  distinción  debatida 
es  el  atraso  que  se  observa  en  todos  los  países  en  el  ramo  marítimo, 
comparándole  con  los  demás. 

\ en  comprobación  de  este  aserto  pueden  presentarse  las  modilica- 
ciones  que  se  han  introducido  en  esta  materia  después  de  la  guerra  ríe 
Crimea  en  1834  y del  congreso  de  Paris  en  1836.  * 

Vattel,  Droil  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Koderé,  liv.  3. 
ch.  15,  § 226;  Wheaton,  -Elém  droit  int.,  pie.  4,  ch.  2,  §§  7,  9;  Dana,  Elcm.  int , 
laiv,  by  Wheaton,  eighth  edition,  note  171,  p.  451;  Kent,  Com.  on  am.  lino,  vol. 

I,  pp.  94-96;  Bynkershoek,  Qucest.  jur.  publ ,,  líb.  1,  caps.  18,  20 ; Martcns,  Précis 
clu,  droil  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé,  § 264;  Martens, 
Essai  sur  les  armaleurs , ch.  1,  §§  5-7 ; Bello,  Derecho  internacional , pte.  2,  cap.  4, 
§§  L 2;  Hellter,  Droit  int.,  § 124;  Hautefeuille,  Droits  des  nalions  neutros , tit . 3, 
ch.  2;  Massé,  Droit  commercial,  liv.  2,  tit.  1,  ch.  2;  Manning,  Laiv  of  nalions, 
pp.  114-153;  Ward,  Law  of  nalions  vol.  I,  p.  295;  Brown,  Cir.  and  adm.  law, 
vol.  II,  p.  526,  app.;  Spark,  Dip . correspondance , vol.  I,  p.  443;  Wheaton, 
Heports , vol.  II,  appendix,  notel,  p.  7;  Robinson,  Admiralt y reports,  vol.  IV,  p. 
72;  Dodson,  Adnüralty  reports,  p.  297. 
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S 391.  Se  ha  dado  el  nombre  de  buques  armados  en 

Armamentos  ° . , ..  , 

en  corso,  corso  á los  equipados  por  particulares,  en  tiempo  de  guer- 
ra, que  se  destinan,  con  la  autorización  del  gobierno  respectivo,  á la 
captura  de  las  embarcaciones  enemigas. 

Admitido  como  legítimo  el  derecho  de  los  beligerantes  á apresar 
los  buques  del  contrario,  hay  que  aceptar  el  ejercicio  que  de  él  hi- 
rieren sus  fuerzas  navales;  y lo  mismo  puede  decirse  de  los  corsarios; 
cuyo  establecimiento  se  justifica  por  el  deber  que  tiene  todo  ciuda- 
dano de  prestar  su  cooperación  en  beneficio  de  la  patria  y el  de  los 
gobiernos  de  legitimar  con  ese  fin,  los  actos  hostiles  de  los  particulares. 
Así  es  que  no  puede  considerarse  como  privada  la  guerra  hecha  por 
ellos;  que  son  auxiliares  de  las  fuerzas  regulares  del  Estado  hasta  el  ex- 
tremo de  formar  muchas  veces  parte  de  la  armada  y combatir  á su 
lado. 

Por  estas  razones  se  les  otorga  una  consideración  pública , y,  por 
tanto,  internacional,  superior  á la  de  los  cuerpos  francos  organizados 
en  las  luchas  terrestres  por  órden  de  un  general  en  jefe. 

„ . En  ciertas  ocasiones  los  gobiernos  han  facilitado  bu- 

f't ?aCRio  ja"*  <fues  á los  particulares  para  que  lograsen  por  la  fuerza  la 

neir0,  satisfacción  que  Ies  fuere  debida.  Entre  otros  ejemplos  de 
esta  especie,  se  cuenta  el  de  la  expedición  de  Duguai-Trouin  con- 
tra Pdo-Janeiro  en  tiempo  de  Luis  XÍV. 

Por  aquella  época  el  gobierno  francés  expidió  varias 
ordenanzas  ordenanzas  con  el  fin  de  favorecer  el  armamento  en  corso, 

francesas  ' 

y para  determinar  que  clase  de  buques  podían  facilitarse 

con  este  objeto. 

La  de  1691  prohibía  que  se  entregase  ninguno  de  mas  de  cuaren- 
ta y cuatro  cañones,  ordenando  al  mismo  tiempo  que  los  de  menor 
número  que  se  prestasen  habían  de  hallarse  provistos  de  las  muni- 
ciones de  guerra  necesarias , en  cuyo  estado  les  devolverían  los  ar- 
madores, corriendo  por  cuenta  de  estos  el  aprovisionamiento  de  ví- 
veres y el  pago  de  ios  equipajes,  siendo  de  la  del  gobierno  el  de  los 
oficiales  y guardias-marinas  autorizados  á permanecer  á bordo. 

La  primera  limitación,  que  es  al  mismo  tiempo  la  regla  primera 
que  se  ha  impuesto  en  esta  materia  por  el  derecho  de  gentes,  consiste 
en  la  necesidad  de  proveerse  para  ejercer  el  corso  de  un  documento 
suscrito  por  el  gobierno  competente,  que  se  ha  denominado  comi- 
siones de  guerra  á cartas  de  marca  y en  épocas  mas  lejanas,  cai  tas 
o.e  represalias , distinción  que  no  existe  actualmente. 

lata  obtenerlas  el  armador  paga  una  cantidad  que,  aunque  distinta 

A Q£l  * 
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en  cada  país,  se  halla  generalmente  en  relación  con  el  armamento  y 
la  cabida  del  buque. 

Esta  costumbre  data  de  muy  remota  fecha,  pues,  su  Leyes  antj_ 
cumplimento  se  halla  ya  prescripto  en  las  ordenanzas 
publicadas  por  D.  Pedro,  el  Ceremonioso,  de  Aragón,  en  el  año 

de  1356. 

De  la  restricción  primera  se  derivó  natural  y seguidamente  otra  : 
las  cartas  de  marca  se  concedían  solo  por  un  plazo  determinado,  á 
cuya  expiración  perdían  su  valor  y fuerza  legal. 

Paulatinamente  se  han  ¡do  exigiendo  nuevas  condiciones  é impo- 
niendo mayores  trabas,  entre  las  que  puede  incluirse  la  obligación 
que  tiene  el  corsario  de  probar,  siempre  que  se  le  exigiere,  su  nacio- 
nalidad y la  de  someterse  á las  decisiones  de  los  tribunales  marítimos 
de  presas. 

Los  buques  pueden  ser  armados  en  corso,  propiamente  dicho,  ó 
reunir  á este  carácter  el  mercantil.  Los  que  tienen  esta  doble  cuali- 
dad juegan  un  papel  importante,  no  solo  por  el  numeroso  personal 
que  ocupan,  sino  por  los  perjuicios  que  ocasionan  al  comercio  de  la 
parte  contraria. 

Aunque  las  cartas  de  marca  concedidas  á los  primeros  les  acuerdan 
los  mismos  derechos  que  á las  fuerzas  regulares  de  su  nación  , se 
les  ha  negado  en  algunas  ocasiones  que  puedan  hacer  uso  de  ellos 
dentro  del  territorio  enemigo;  considerándoles  en  él  como  piratas. 
Así  lo  consigna  la  ordenanza  francesa  ántes  citada  de  1691. 

La  legislación  que  rije  en  Francia  sobre  la  materia  se 

, , 1803- 

halla  contenida  en  el  decreto  de  22  de  mavo  de  1803  (2  royos  vigen- 

v tes  en  Fran- 

pradial,  año  XI).  cía. 

Por  él  se  impone  como  condición  primera  para  obtener  la  patente 
de  corso  que  se  testifique  la  nacionalidad,  y para  evitar  que  se  eluda 
esta  disposición,  se  dispone  que  desde  el  momento  en  que  se  descu- 
bra que  no  se  ha  expedido  con  el  nombre  del  verdadero  armador  se 
le  impondrá  á este  y á la  persona  que  hiciera  sus  veces  una  multa 
de  6000  frs.  declarándose  aquella  nula. 

Siendo  el  ministro  de  marina  y de  las  colonias  la  única  autoridad 
que  puede  concederlas,  Jos  súbditos  franceses  residentes  en  el  extran- 
jero que  las  soliciten,  deben  dirigir  su  petición  por  conducto  de  los 
agentes  diplomáticos  ó consulares. 

La  caución  exigida  se  eleva  á 74.000  francos  en  el  caso  de  que  la 
tripulación  exceda  de  140  hombres  y se  reduce  á 37,000  para  las  de 
número  inferior. 
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Se  prohíbe  á toda  clase  de  empleados  (pie  proroguen,  sin  autori- 
zación expresa  del  ministro  mencionado,  el  plazo  señalado  en  las 
cartas  de  marca;  no  permitiéndose  del  mismo  modo,  que  el  buque 
cambie  de  nombre,  y en  el  caso  de  que  uno  mismo  fuese  armado  dos 
ó mas  veces,  se  numerarán  estas  en  la  última  carta  (á  la  qne  acom- 
pañará siempre  el  texto  del  decreto  de  su  concesión),  y en  el  rol  del 
equipaje. 

Los  buques  corsarios  están  sujetos  á la  ordenanza  y reglamentos 
de  policía  militar  y los  delitos  que  cometieren  sus  tripulantes  serán 
juzgados  por  los  tribunales  instituidos  para  la  armada,  declarándose 
civil  y solidariamente  responsables  á sus  armadores  y capitanes  de  las 
infracciones  que  cometan  contra  las  órdenes  del  gobierno,  bien  res- 
pecto á la  navegación  de  los  neutrales,  ya  relativamente  á los  pesca- 
dores enemigos;  cuyos  delitos  pueden  dar  lugar  á la  revocación  de  las 
cartas  de  marca. 

En  el  caso  de  que  se  pruebe  que  un  capitán  corsario  lia  hecho 
uso,  para  el  logro  de  sus  empresas,  de  diversos  pabellones,  será  per- 
seguido, juntamente  con  sus  cómplices,  como  pirata. 

En  el  articulo  de  este  decreto  referente  á las  presas,  se  dice  que  la 
tercera  parte  de  su  producto  corresponde  al  equipaje,  con  la  deduc- 
ción que  á cada  uno  le  concierna,  de  los  adelantos  que  se  hayan  he- 
cho; no  percibiendo  los  que  compongan  el  de  un  buque  armado  en 
guerra  y mercancías,  mas  que  una  quinta  parte  del  valor  de  las  que 
hagan,  pero  sin  descuento  alguno. 

En  atención  á las  necesidades  de  la  marina  del  Estado  no  se  per- 
mite que  formen  la  tripulación  de  un  corsario  los  matriculados 
de  los  distritos,  sino  en  la  proporción  de  una  octava  parte,  pudiendo 
el  resto  componerse  de  extranjeros,  que  serán  tratados  en  todo  como 
los  nacionales. 

Si  los  buques  mercantes  cambiasen  de  bandera,  por  temor  á ser 
capturados,  puede  dispararse  un  cañonazo  con  pólvora  sola,  que  se 
denomina  cañonazo  de  denuncia , y cuyo  objeto  es  sujetarles  á un  re- 
conocimiento. Pero  antes  hay  que  izar  la  bandera  francesa. 

Los  buques  avisados  de  este  modo  están  obligados  á amainar,  y á 
enviar  una  chalupa  con  los  papeles  que  identifiquen  su  nacionalidad, 
pudiendo  el  corsario  á su  vez  obrar  de  igual  manera  si  lo  estimare 
conveniente;  y si  se  resistiesen,  apoderarse  de  ellos. 

Las  presas  de  los  buques  sin  patente,  se  confiscan  en  provecho  del 
Estado. 

hespecto  á los  prisioneros  hechos  por  los  corsarios,  se  ordena  que 
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sean  conducidos  al  puerto  francés  mas  inmediato,  y si  su  número 
excede  de  la  tercera  parte  del  equipaje,  podrán  trasbordarlos  á las 
naves  neutrales  que  encuentren  en  su  derrota,  llenando  algunas  do 
las  formalidades  exigidas  para  estos  casos,  y pueden  así  mismo  de- 
sembarcarles en  los  puertos  neutrales,  justificando  la  necesidad  en 
que  se  hallan  de  obrar  así  ante  el  cónsul,  de  quien  solicitarán  un 
permiso  por  escrito,  y el  cual  quedará  obligado  á entregarlos  al  re- 
presentante de  la  nación  enemiga  para  proceder  á su  cange  por  un 
número  igual  y del  mismo  grado.  Se  exceptúan  de  esta  regla  el  capi- 
tán y oficiales  apresados,  que  deben  permanecer  á bordo  del  captor. 

Se  les  prohíbe  que  exijan  rescate  á ningún  buque  que  tuviere 
patente  dada  por  un  gobierno  neutral,  ni  aun  á sus  enemigos,  á no 
ser  que  se  hallen  autorizados  para  ello  por  sus  armadores  y provistos 
de  unas  hojas  en  blanco,  en  las  que  debe  expresarse  su  nombre,  ban- 
dera, puerto  de  armamento  y cabida  y los  de  su  presa,  las  circuns- 
tancias de  la  captura  y las  del  rescate.  Pero  aunque  este  se  verifique 
retendrán  como  prenda  y garantía  y conducirán  á un  puerto  de 
Francia  á cualquiera  de  los  oficiales  superiores  del  buque  rescatado 
y cinco  tripulantes  por  cada  treinta  de  los  que  compongan  el  equi- 
paje, pudiendo  exigirles  que  les  provean  de  los  víveres  necesarios 
para  su  manutención  hasta  el  arribo  á las  aguas  de  su  destino. 

El  buque  rescatado  debe  además  manifestar  en  otra  hoja  el  punto 
á que  piensa  dirigir  su  rumbo,  y el  tiempo  que  invertirá  en  su  viaje, 
no  pudiendo  pasar  de  quince  dias  para  los  pescadores  y de  seis  se- 
manas para  los  de  las  demás  clases;  y si  faltare  á sus  declaraciones 
podrá  ser  detenido  de  nuevo. 

A un  buque  que  haya  pagado  rescate  no  puede  exigírsele  otro,  y 
la  infracción  á esta  regla  se  castiga  con  una  multa  de  500  francos, 
pero  sí  podrá  ser  capturado  nuevamente  y conducido  á un  puerto  del 
país  á que  pertenezca  el  apresador,  ó á los  de  los  aliados  ó neu- 
trales. 

Cuando  los  corsarios  arriben  á un  puerto  extranjero,  declararán 
ante  su  cónsul  si  han  hecho  uso  ó no  de  los  tratados  de  rescate. 

Estas  prescripciones  se  modifican  algo  en  su  aplicación  á las  colo- 
nias francesas,  á cuya  primera  autoridad  se  concede  la  facultad  de 
expedir  las  cartas  de  marca,  prohibiéndose  bajo  penas  severas  que 
los  funcionarios  que  hayan  de  entender  en  los  armamentos  de  corso, 
se  hallen  de  modo  alguno  interesados  en  ellos. 

Tales  son  las  disposiciones  vigentes  en  Francia,  á pesar  de  las  de- 
claraciones del  congreso  celebrado  en  Paris  el  año  de  18oG. 
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ñlas  no  por  ellas  se  resuelven  ciertamente,  de  una  manera  práctica, 
todas  las  cuestiones  examinadas  por  los  publicistas  al  tratar  de  esta 
materia,  entre  las  cuales  es  una  de  las  mas  importantes  la  de  desig- 
nar la  consideración  que  lia  de  darse  al  buque  que  se  halle  provisto 
de  dos  ó mas  patentes  expedidas  por  Estados  aliados  contra  un  ene- 


migo común. 

Mientras  que  Kent  y Phillimore  opinan  que  debe  conceptuárseles 
como  piratas,  Hautefeuille  sostiene  el  parecer  contrario,  de  un  modo 
tan  terminante  como  los  primeros  el  suyo. 

De  este  asunto  á otro  que  tiene  con  él  muy  grande  analogía  y no 
menor  interés,  solo  hay  un  paso,  que  se  salva  fácilmente.  ¿ Qué  ca- 
rácter habrá  de  darse  al  buque  de  una  nación  neutral  armado  en 
corso  por  uno  de  los  beligerantes? 


Aquí  nos  encontramos  también  con  una  escisión  completa  entre 
los  autores.  Phillimore  juzga,  que  si  bien  no  tiene  títulos  bastantes 
para  merecer  la  atención  que  se  consagra  al  enemigo  vencido,  no 
puede  tampoco  caracterizársele  de  pirata ; y Ortolan  discrepa  de  este 
parecer  tan  absolutamente  que  sostiene  la  doctrina  opuesta. 


1682. — 1 699. 

considera-  La  legislación  de  los  Estados-Unidos  califica  este  acto 

cion  qne  rae-  c 

heciiolfía  cíe  gran  crimen,  dictámen  que  emitia  ya  en  1682  la  de  la 
legislación  colonia  de  Plymouth  y en  1699  la  de  Nueva-York. 

norte-  amen-  •'  •> 


cana. 

i7g5  El  artículo  3.°  del  tratado  que  celebraron  Inglaterra  y 
Inglaterra Francia  en  setiembre  de  1785,  le  condena  igualmente, 
rrancia . castigándole  con  penas  severísimas,  además  de  exigir  la 

restitución  de  la  presa  y la  correspondiente  satisfacción. 


Muchos  de  los  tratados  que  posteriormente  se  han  lie- 

A los  celo- 

bracios  con  vado  á efecto,  entre  Francia  y las  repúblicas  del  sur  de 

las  repúbli-  . - • ..  . 

cas sud-amc-  America,  contienen  idéntica  manifestación. 

ricanas.  , 

Entre  otros  puede  mencionarse  el  de  la  república  de  San 
Salvador,  en  cuyo  artículo  18  se  estipula  : que  si  una  de  las  partes 
contratantes  declara  la  guerra  á alguna  nación,  la  otra  no  autorizará 


á sus  naturales  que  acepten  cartas  de  marea  para  perjudicar  á su 
comercio. 


Asimilación  Se  l*an  celebrado  también  muchos  tratados  en  los  que 

TaTs  ySios"  se  asimila  á los  corsarios  con  los  piratas.  Su  mayor  nú 

coi  sanos,  mero  pertenece  á los  Estados-Unidos,  que  han  tomado  en 

este  punto  la  mas  vigorosa  iniciativa. 

Así  vemos  que  en  su  última  guerra  con  Méjico  se  apresuraron  á di- 

Ugir  al  gobierno  español  una  nota,  recordándole  el  artículo  14  de  su 
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tratado  de  1795,  que  contiene  una  cláusula  semejante,  y los  ministros 
de  la  reina  Isabel  ordenaron  inmediatamente  á las  autoridades  de  Cuba 
y Puerto-Rico  que  impidieran  á toda  costa,  en  las  islas  sujetas  á su 
mando,  el  armamento  en  corso  contra  la  república  norte-americana. 

Con  motivo  de  la  expedición  que  hizo  á Méjico  en  el 
año  de  1838,  el  vice-almirante  Baudin  declaró  que  trataría  Declaración 
como  piratas  á todos  los  corsarios  que,  sin  pertenecer  a mfrantefran- 
la  nación  mejicana,  cometieran  actos  hostiles  al  amparo  ces  Baudin- 
de  su  bandera. 


Mas  á pesar  de  estos  precedentes,  lo  cierto  es  que,  salvo  el  caso 
de  existir  estipulaciones  en  contrario,  el  parecer  de  Phillimore  sirve 
de  pauta  para  la  aplicación  á la  materia  de  las  prescripciones  del 
derecho  internacional ; habiéndose  conseguido  con  aquellas  que  algu- 
nos escritores  confundan  el  corso  con  la  piratería,  siendo  tan  distintos 
por  su  espíritu  y su  tendencia,  como  acabamos  de  demostrar.  Por 
esta  misma  razón,  no  merece  ciertamente  una  refutación  séria  la 
doctrina  que  sostiene  como  principio,  que  el  corso  no  es  mas  que 
una  piratería  legalmente  organizada,  fundándose  en  los  abusos  á que 
ha  dado  lugar,  como  si  estos  pudieran  no  existir  en  todo  cuanto  atañe 
á la  imperfecta  humanidad. 

Un  escritor  inglés  opina  que,  además  de  todas  las  prescripciones 
enumeradas,  deberia  obligarse  á los  corsarios  á que  condujeran  en 
su  buque,  los  empleados  que  el  gobierno  estimase  suficientes  para 
la  mas  cumplida  inspección  de  sus  actos. 

Si  existen  las  divergencias  expresadas  acerca  del  carác-  Concordan_ 
ter  que  debe  darse  á los  corsarios,  no  las  hay  segura-  ci“i^e°i)i' 
mente  en  pedir  que  desaparezcan  por  completo. 

Hace  dos  siglos  que  Grotius  combatía  su  armamento,  apoyándose  en 
que  los  perjuicios  que  causaban,  sobre  no  ser  bastantes  para  poner 
término  á las  contiendas,  recaían  en  perjuicio  de  particulares,  á 
quienes  arruinaban  sin  ventaja  pública.  A los  esluerzos  de  escritor 
tan  eminente,  se  unieron  algunos  años  mas  tarde  los  de  Mably  y de 
Galiani. 

Este,  conociendo  las  dificultades  que  ofrecía  el  asunto  y la  inutili- 
dad de  los  trabajos  parciales , si  no  tenían  eco  en  la  masa  común 
de  las  naciones,  se  dirigió  á la  emperatriz  Catalina  de  Rusia  supli- 
cándola que  terminase  su  manifiesto  de  1780  con  una  declaración 
contraria  á la  guerra  de  corsarios,  que  seria  suscrita  por  todos  los 
gobiernos  européos. 
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« De  este  modo,  decía,  se  podrá  acabar  con  una  práctica  intolerable 
para  los  Estados.  » 

1785,  Tan  generosas  aspiraciones  liabian  de  producir  algún 

D?eréSS  dia  el  fruto  apetecido.  Con  efecto,  en  el  tratado  que  se 
ESVüni-  celebró,  en  1785,  entre  los  Estados-Unidos  y Prusia,  se 
dos  y Prusia.  estajjiece  que  si  sobreviniera  una  guerra  entre  ambas  partes 
contratantes,  se  permitiría  la  libre  navegación  de  todos  los  buques 
mercantes  destinados  al  trasporte  de  los  efectos  indispensables  para 
la  vida  y que  no  se  expedirían  patentes  de  corso.  Aunque  este  artí- 
culo no  llegó  á ser  un  hecho  práctico,  y por  mas  de  que  esas  mismas 
potencias  hicieron  caso  omiso  de  él  en  el  pacto  que  firmaron  en  1799, 
no  es  menor  su  importancia,  como  consagración  de  un  principio; 
debiendo  tener  en  cuenta  que  no  solo  condena  la  lucha  por  medio  de 
corsarios,  sino  la  captura  de  los  buques  dedicados  al  comercio, 
cuestiones  que  en  realidad  son  diferentes,  y pueden,  por  tanto,  recibir 
distinta  solución. 

• Estos  principios  fueron  admitidos  por  la  asamblea 
de^asam0-  lc^ativa  de  Francia,  á la  que  M.  Kersaint  presentó,  el 
blcesa'an  dia  ^ de  may°  de  1792,  un  proyecto  de  ley  por  el  cual 
se  decretaba  : 

Que  no  se  concederían  patentes  de  corso ; 

Que  los  buques  de  comercio  que  estuviesen  armados  para  su  legí- 
tima defensa,  no  podrian  apoderarse  de  otro  contrario,  salvo  el  caso 
en  que  mediara  una  provocación; 

Que  los  de  guerra  no  podrian  apresar  á los  mercantes  enemigos, 
que  se  hallaren  desarmados  ; 

Que  todo  súbdito  francés  que  formara  parte  del  equipaje  de  un  cor- 
sario incurriría  en  la  pena  de  muerte ; 

Que  los  buques  de  esta  clase  pertenecientes  al  enemigo  que  fueran 
capturados,  serian  retenidos  hasta  la  celebración  de  la  paz,  siendo 
indemnizados  debidamente  los  particulares  á quienes  hubieran  oca- 
sionado perjuicios; 

Por  último,  que  el  rey  debía  negociar  tratados  con  las  demás  nacio- 
nes para  alcanzar  la  supresión  completa  de  los  corsarios  en  las  guer- 
ras marítimas. 

Adoptado  casi  por  unanimidad  este  proyecto  de  ley,  se  redactó 
en  es*;a  forma  : « Se  invita  al  poder  ejecutivo  á negociar  tratados 
ron  las  demás  naciones  para  suprimir  el  uso  de  corsarios  en  las  guerras 
marítimas  que  puedan  verificarse,  y para  asegurar  la  libre  navegación 
de  los  buques  mercantes.  » 
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De  conformidad  con  este  acuerdo,  el  general  Dumouriez  Ncgociacio- 
dirigió  á los  representantes  de  Francia  en  el  extranjero  ne\K°má' 
los  oportunos  despachos,  á fin  de  entablar  las  negociaciones  necesarias 
para  su  cumplimiento.  Pero,  en  obsequio  á la  verdad,  debemos  decir 
que  ningún  gobierno  europeo  estuvo  en  esta  ocasión  á la  altura  del 
francés,  puesto  que  mientras  Inglaterra  no  respondía  y los  Estados- 
Unidos  lo  hacían  afirmativamente  en  el  sentido  de  que  la  disposición 
de  que  se  trataba  formase  parte  del  tratado  de  comercio  que  an- 
helaban concluir,  España  contestó  condicionalmente;  siendo  las  ciu- 
dades anseáticas  las  únicas  que  aceptaron  terminantemente  la  nueva 
doctrina,  y no  vacilaron  en  renunciar,  siempre  que  ocurriera  alguna 
guerra  marítima  con  Francia,  al  derecho  de  armar  buques  en  corso; 
de  cuyas  resultas,  la  convención,  en  justa  reciprocidad,  las  aplicó 
idénticos  principios,  por  su  decreto  de  29  de  marzo  de  1793. 

Pero  tuvieron  tan  escasa  importancia  práctica  todas  las  tentativas 
hechas  para  la  abolición  del  corso,  que,  en  180o,  Tetens  decía,  que 
durante  un  corto  período  del  siglo  anterior  algunos  amigos  de  la 
humanidad  habían  esperado  tanto  del  pretendido  progreso  de  la  civi- 
lización, que  llegaron  á considerar  como  posible  la  supresión  de  los 
corsarios,  pero  que  ya  se  liabia  abandonado  generalmente  una  doctrina 
tan  infundada. 

Cuando  en  el  año  de  1823  estalló  la  guerra  entre  España  1323< 

L r Resoluciones 

v Francia,  el  gobierno  de  esta  nación  comunicó  á los  délas  deJ  s^,¡crno 

demás,  que  se  hallaba  resuelto  á no  expedir  patentes  de 
corso  en  contra  de  los  buques  mercantes  españoles  y que  había  orde- 
nado á la  armada  que  no  capturase  mas  que  á los  de  guerra,  pudien- 
do,  no  obstante,  apresar  también  á los  de  aquel  país  ó extranjeros, 
sin  excepción  de  clase,  que  intentaran  forzar  un  bloqueo  efectivo 
establecido  por  Francia. 

Así  mismo  solicitó,  al  dar  cuenta  de  estas  disposiciones,  Acogida  (jue 
que  las  naciones  marítimas  de  Europa  le  prestaran  su  • tiniL,on' 
concurso  para  evitar,  en  lo  posible,  los  perjuicios  que  los  corsarios 
españoles  pudieran  causar  al  comercio  francés,  no  autorizando  ó sus 
nacionales  que  se  armasen  en  corso,  y prohibiendo  á aquellos  la 
entrada  y permanencia  en  sus  aguas,  y la  venta  en  ellas  de  sus  cap- 
turas. 

M.  Canning  i’espondió  que  el  gobierno  inglés,  cumpliendo  con  lo 
dispuesto  en  las  leyes  vigentes ‘no  toleraria  lo  primero;  pero  que 
no  podía  oponerse  á la  venta  de  presas,  ni  impedir  á los  corsarios 
de  cualquiera  de  los  beligerantes  que  entraran  en  los  puertos  inglc- 
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sos,  porque  de  obrar  así  faltaría  á los  usos  constantes  del  derecho 
marítimo. 


« Esta  prohibición,  dijo,  pesaría  con  desigualdad  sobre  ambos 
combatientes,  uno  de  los  cuales  podría  tener  mas  fuerzas  marítimas 
regulares  y el  otro  contar  exclusivamente  con  sus  corsarios  para 
vengar  los  perjuicios  ocasionados  á su  comercio.  » 

En  aquel  mismo  año,  el  presidente  Monroe,  intentó  que 
los  gobiernos  de  Inglaterra,  Francia  y Rusia,  de  consuno 
con  el  suyo,  fijaran  de  una  vez  y resolvieran,  no  ya  la 
cuestión  de  los  corsarios,  sino  la  de  los  derechos  inherentes 
á los  beligerantes  y los  de  los  neutrales. 


Esfuerzos  do 
Monroe  en 
pro  de  la 
resolución 
de  cuestio- 
nes impor- 
tantes. 


La  correspondencia  diplomática  que  se  sostuvo  con  este  motivo 
duró  siete  años,  esto  es,  desde  1823  á 1830,  y demostró  que  si  las 
mencionadas  potencias  no  estaban  dispuestas  á negociaciones  aisladas, 
que  tuvieran  por  objeto  la  supresión  de  las  cartas  de  marca,  se  halla- 
ban animadas  del  mejor  deseo  de  llegar  á un  acuerdo  omnímodo 
sobre  esta  materia  (1).  Mas  no  pudiendo  conseguirse  desligar  entram- 
bas cuestiones,  y obedeciendo  el  gobierno  de  los  Estados-Unidos  á 
las  exigencias  impuestas  por  un  cambio  de  política,  desistió  de  sus 
proyectos  (2),  fundándose  en  que  atendiendo  á la  escasez  de  su 
marina  habría  de  precaverse  contra  las  formidables  escuadras  de  las 
grandes  potencias  européas. 

Otro  esfuerzo  en  pró  de  la  abolición  del  corso,  de  que  suelen  olvi- 
darse los  publicistas,  fué  el  hecho  por  el  congreso  de  Panamá,  en  el 
año  de  1826,  y si  bien  sus  consecuencias  prácticas  no  tuvieron  grande 
importancia,  su  actitud  respecto  á esta  cuestión  fué  la  misma  que 
adoptó  treinta  años  mas  tarde  el  de  París. 


^6^  guerrü  En  el  trascurso  de  la  guerra  de  Crimea  ninguno  de  los 
beligerantes  expidió  patentes  de  corso,  pero  temerosos  los 
gobiernos  de  Francia  é Inglaterra  de  que  el  de  los  Estados-Unidos  no 
observase  igual  conducta,  se  dirigieron  á él  proponiéndole  su  aboli- 
ción por  completo.  Su  contestación  se  apoyaba  en  las  mismas  razones 
que  expuso  cuando  se  terminaron  las  negociaciones  que  acabamos  de 
narrar,  manifestando  siempre  que  no  tenia  inconveniente  en  entrar  en 


(1)  \éanse  las  instrucciones  de  M.  Adams,  en  1823  ; y la  correspondencia  que  lia 
mediado  entre  M.  Rush  y MM.  Huskisson  y Canning,  M.  Vheldon  y M.  de  Chateau- 
briand, y M.  Middleton  y el  conde  Nesselrode  en  1824-1826. 

v i»!  Té?e  no*a  ñuchanan  al  conde  de  Nesselrode  de  18  de  mayo  de  1832, 
> nstmcciones  de  M.  Van-Buren  á M.  Vandolph  de  18  de  junio  de  1830. 
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negociaciones  cuyo  objeto  fuera  la  abolición  solicitada,  siempre  que  la 

~ i . i j-i  . 1 


Conducta  se- 
guida en  esta 
ocasión  por 
los  gobier- 
nos curopóos 


acompañase  el  respeto  en  el  mar  de  la  propiedad  privada. 

Los  gobiernos  européos  siguieron  las  huellas  del  de  la 
república  norte-americana. 

El  de  Austria  expidió  uil  decreto  en  25  de  mayo  de  1854, 
prohibiendo  á los  súbditos  del  imperio  que  hiciesen  uso  de 
patentes  de  corso,  ó que  tengan  participación  alguna  en  armamentos 
de  esa  especie,  bajo  la  pena,  no  solamente  de  ser  abandonados  á la 
suerte  que  los  cupiese,  sino  de  ser  procesados  por  los  tribunales  de  su 
país . 


España  obró  en  el  mismo  sentido ; y Suecia  y Noruega  y Dinamarca 
manifestaron  que  no  admitirían  en  sus  puertos  los  buques  armados 
en  corso. 

Por  el  tratado  de  Paris  de  1856,  se  declara  terminante- 

1856. 

mente  abolida  entre  las  partes  signatarias  la  guerra  marí-  Tratado  de 
tima  por  medio  de  corsarios.  Para  extender  sus  consecuen- 
cias se  requirió  la  adhesión  del  resto  de  las  naciones,  que  fué  rehu- 
sada por  España,  Méjico  y los  Estados-Unidos. 

Peto  habiendo  manifestado  los  últimos  que  su  falta  de  conformidad 
enia  por  causa  el  no  reconocerse  el  principio  de  amalgamar  la  aboli- 
* cion  del  corso  con  el  respeto  á la  propiedad  privada,  Rusia,  Francia, 

Prusia,  Italia  y Holanda,  aceptaron  esta  enmienda,  conocida  con  el 
nombre  de  Marcy,  pero  la  oposición  del  gobierno  inglés  á su  admisión, 
es  causa  de  que  no  figure  en  la  doctrina  establecida  por  el  congreso 


citado. 

Un  año  después,  el  presidente  Buchanan  propuso  que  se 
retirara  la  enmienda  Marcy,  en  la  duda  de  si  el  gobierno 
norte-americano  debía  ó no  adoptar  el  principio  á que  se 
referia. 

La  campaña  de  Italia  en  1859  no  pudo  motivar  la  cues- 
tión de  la  expedición  de  patentes  de  corso,  porque  todos  los 
Estados  que  tomaron  parte  en  ella,  habían  sido  signatarios 
del  congreso  de  Paris. 

El  gobierno  de  los  Estados-Unidos  no  las  expidió  tam- 
poco en  la  que  sostuvo  con  la  república  mejicana,  y las 
concedidas  por  esta,  no  fueron  admitidas  por  los  extranje- 


Nuevas  vaci- 
laciones del 
gabinete  de 
Washington. 


1 859 . 

Conducta  se 
guida  en 
Italia. 


1860-1865. 
En  los  Esta- 
dos -Unidos. 


ros,  en  atención  á las  disposiciones  de  los  tratados  existentes  entre 
aquellos  y los  demás. 

La  guerra  civil  que  trabajó  últimamente  su  existencia,  ocasionó 
nuevas  disensiones  acerca  del  corso.  El  gabinete  británico  trató  de 
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<]iio  el  gobierno  rebelde  se  adhiriese  á la  declaración  hecha  sobre  el 
particular  por  el  congreso  de  Paris,  pero  sus  esfuerzos  no  dieron  re- 
sultado alguno ; ántes  por  el  contrario,  el  presidente  de  los  Estados 
separatistas,  Jcffcrson  Dayis,  declaró,  al  dar  cuenta  el  dia  "29  de  abril 
de  1861,  al  congreso  cíe  Montgomery,  de  las  medidas  que  habia  adop- 
tado para  la  defensa  del  país,  que  careciendo  el  gobierno  de  buques 
de  guerra,  seria  muy  útil  suplir  su  falta  por  algunos  armados  por 
particulares,  y que  suplicaba  al  cuerpo  eolegislador  que  le  autorizase 
á aceptar  las  numerosas  peticiones  que  se  le  liabian  dirigido  con  tal 
objeto.  Apresuróse  aquel  á satisfacer  estos  deseos  votando  el  mismo 
dia  una  ley  por  la  que  se  concedía  la  autorización  demandada,  que  fué 
puesta  inmediatamente  en  ejecución. 

Adoptando  otra  línea  de  conducta,  el  gobierno  federal,  por  medio 
de  M.  Seward,  su  ministro  de  relaciones  exteriores,  dirigió  en  el  mis- 
mo mes  una  nota-circular  á sus  representantes  en  el  extranjero,  ma- 
nifestándoles que  el  presidente  se  adhería  á la  enmienda  hecha  á la 
declaración  de  Paris  por  M.  Marcy;  pero  que  no  siendo  las  circuns- 
tancias propicias  para  su  inmediata  adopción  no  debían  insistir  en  sus 
reclamaciones,  y consecuente  con  este  modo  de  dilucidar  la  cuestión, 
propuso,  ántes  de  que  terminara  aquel  año,  que  se  celebrara  un  tra- 
tado que  contuviese  su  referida  adhesión. 

Condiciones  Queriendo  los  gobiernos  de  Francia  y de  la  Gran-Bretaua, 
nótesele  ra-  que  no  tenían  inconveniente  en  reconocerla,  salvar  los  in- 
01  ‘ s convenientes  que  de  semejante  acto  pudieran  desprenderse, 
dirigieron  separadamente  á los  representantes  de  aquella  república 
unas  comunicaciones,  que  restringían,  en  cierto  modo,  las  pretensio- 
nes del  poder  norte-americano. 

En  la  de  M.  Thouvenel  se  decía  á M.  Dayton,  que  el  gobierno 
francés  declararía  al  firmar  la  convención  proyectada,  que,  en  vista 
de  su  naturaleza  especial,  no  se  consideraba  directa  ni  indirectamente 
complicado  en  el  conflicto  que  existia  á la  sazón  en  los  Estados- 
Unidos. 

Lord  Russell,  en  una  extensa  carta  que  dirigió  á M.  Adams,  en  28 
de  agosto  de  1861,  hacia  una  declaración  idéntica  á la  del  gabinete 
de  Paris,  en  nombre  del  de  la  reina  Victoria,  y al  hablar  de  los  Estados 
confederados,  decía,  que  habiéndoles  reconocido  comolbeligerantes,  se 
1 labia  implícitamente  acatado  su  derecho  á armarse  en  corso,  siendo 
este  el  motivo  de  que  la  convención  intentada  se  aclarase  en  el  sen- 
telo  que  indicaba,  pues,  de  no  hacerse  así  se  encontraría  el  gobierno 
británico  en  una  flagrante  contradicción. 
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1778-17'.». 
Tratados  ce- 
lebrados con 
(•'rancia  y la 
tiran-Brelnfla 


Esta  proyectada  declaración  en  mancomún  fué  desechada 
por  el  gobierno  norte-americano,  quedando  así  sin  efecto  las'negocuv- 
alguno  nuevamente  la  enmienda  de  M.  Marcy. 

El  congreso  federal  autorizó  para  que  expidiera  patentes  de  corso  al 
presidente,  que  no  hizo  uso  de  ellas,  y las  concedidas  por  su  contrario 
no  fueron  aceptadas  por  los  extranjeros,  que  recelaban  el  cumplimiento 
rigoroso  de  los  tratados  vigentes. 

Sin  embargo,  la  protección  marcada  que  algunos  Estados  europeos 
dispensaban  á los  confederados,  obligó  á M.  Seward  á encargar  á 
M.  Adams  que  participase  á lord  Russell,  que  si  el  gobierno  de  los  Es- 
tados-Unidos expedia  alguna  vez  cartas  de  marca,  lo  baria  únicamente 
para  acabar  con  la  piratería  ejercida  por  las  cañoneras  que,  despre- 
ciando las  estipulaciones  subsistentes,  zarpaban  do  los  puertos  de  Eu- 
ropa para  dedicarse  á arruinar  su  comercio. 

Los  tratados  que  la  misma  república  celebró  en  1778 
con  Francia  y con  Inglaterra  en  1794,  estableciendo  la  con- 
sideración de  piratas  que  debía  imponerse  á los  corsarios 
armados  en  puertos  neutrales,  no  lian  sido  renovados  con 
posterioridad  á la  expiración  de  su  plazo. 

Menester  es  convenir,  en  medio  de  todo,  que  la  abolición  del  corso 
ofrece  serias  dificultades  para  los  países  que  no  cuentan  con  una  ma- 
rina numerosa. 

El  ministro  de  S.  M.  B.,  lord  Claren  don,  en  un  discur-  1836. 
so  que  pronunció  ante  la  cámara  alta  en  1856,  dijo  que  iord"ciaren- 
ninguna  nación  estaba  mas  interesada  que  Inglaterra  en  la 
mencionada  abolición,  tanto  por  la  inmensa  extensión  de  su  comercio, 
cuanto  por  que  la  mayor  parte  de  los  buques  que  se  ocupaban  en  él 
eran  de  vela,  por  cuyo  motivo  podían  ser  fácilmente  apresados  por 
los  vapores. 

Pero  la  razón  de  mas  peso  que  la  Gran-Brctaña  puede  alegar  en 
este  asunto  consiste  en  el  poder  de  su  armada  con  la  que  no  es  dable 
competir. 

Y en  último  término  puede  asegurarse  que  el  corso  dcsaparoceria 
inevitablemente  desde  el  momento  en  que  por  un  acuerdo  general 
todas  las  naciones  se  adhiriesen  á las  proposiciones  de  los  Estados 
del  Norte  de  América,  acerca  de  que  la  propiedad  privada  merece  el 
mayor  respeto.  * 

* Vattel,  Droit  des  gens,  éditiou  Guillaumi»,  nnnolée  par  Pradier-Foderé  iiv.  3, 
oh.  15,  § 229;  Wheaton,  Elém.  droit  int.,  pie.  4,  ch.  2,  § 10;  Kcnt,  Com . on  i un. 
lnw,  vo).  I,  pp.  97,  98,  100;  Halleek,  Int.  Uno,  ch.  1G.  §§  11-16;  Ortolan,  Diplo- 
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instrumentos  § 392.  Como  principio  general  en  esta  materia  puede 
do  guerra.  asen tarso  el  de  que  ninguna  nación  culta  debe  servirse  de 

medios  ó instrumentos  de  guerra  que  produzcan  una  eíusion  inútil 
de  sangre,  sin  que  esto  quiera  decir,  que  los  pueblos  modernos  hayan 
de  renunciar  á los  adelantos  en  el  arte  guerrero  y á la  reforma  de 
sus  armamentos,  que  marchando  de  consuno  con  la  civilización  sufren 
nuevas,  aunque  terribles  modificaciones. 

Su  legitimidad  se  deriva,  digámoslo  así,  del  empleo  que  se  les  dá ; 
porque  es  harto  evidente’que  no  deben  usarse  contra  mn  enemigo  que 
carece  de  iguales  recursos,  como  sucedió  en  el  bombardeo  de  Val- 
paraíso. 

Por  lo  demás,  no  cabe  duda  alguna  de  que  cada  descubrimiento 
importante  en  este  ramo  ejerce  una  poderosa  influencia  en  favor  de 
!a  paz ; pudiendo  citarse  en  corroboración  de  este  aserto  la  opinión 
de  Ortolan,  cuando  dice,  que  los  combates  actuales,  merced  á los  re- 
cursos de  que  es  dado  valerse,  tienen  que  ser  mucho  mas  cortos  y 
decisivos,  con  lo  cual  ha  ganado,  mucho  la  humanidad. 

Verdad  es  que  no  siempre  se  han  conceptuado  como  legítimas  las 
mejoras  introducidas  en  los  instrumentos  militares,  y la  historia  nos 
enseña  que  los  cañones  construidos  en  la  Edad-Media,  se  emplearon 

rnaíie  de  la  mer,  liv.  2,  ch.  11;  liv.  3,  chs.  1,  3;  vol.  II,  app.  spécial,  pp.  516-518; 
Dana,  Elem.  int.  law,  by  Wheaton,  eighth  edition,  note  173,  p.  453 ; Pardessus, 
CoUeciion  des  lois  maritimes,  vol.  V,  p.  471  ; Reddie,  Researches  in  maritime  int. 
law,  vol.  II,  p.  574;  Grotius,  Droit  de  la  guerre  et  de  la  paix,  édition  Guillaumin, 
annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  8,  § 2;  Mably,  Droit  public,  vol.  II,  p.  310,' 
Bynkershoek,  Qucest.  jur.  pub.,  lib.  1,  cap.  17,  19;  AVhealon,  llistoire  du  droit  des 
gens,  p.  308;  Galiani,  Dei  doveri  dei  neutrali,  p.  436;  Cauchy,  Le  droit  maritime 
int.,  vol.  II,  pp.  306,  312,  375/376,  409;  Fetens,  Considérations  sur  le  droit  réci- 
proque,  etc.,  pp.  68,  69;  Martens,  Précisdu  droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée 
par  Ch.  lergé,  § 289,  note  p.  368;  Emerigon,  Traite  des  assurances,  cli.  12,  sec.  35; 
Pistoye  et  Duverdy,  Trailé  de  prises,  til.  4,  ch.  2,  sec.  1;  Heffter,  Droit  int., 

§ 124,  app.  3;  De  Cussy,  Droit  maritime,  liv.  1,  tit.  3,  §§  20,  21;  Hautefeuille, 

Droit  maritime,  liv.  1,  tit.  2,  § 29;  tit.  3,  ch.  2;  Valin,  Com.  sur  l’ord.,  liv.  3, 
tit.  9;  Massé,  Droit  commercial , liv.  2,  tit.  1,  ch.  2;  Phillimore,  International  law , 
vol.  I,  § 358;  vol.  III,  app.,  p.  850;  De  Cussy,  Précis  historique , ch.  12;  Law- 
rence,  Visitation  and  search,  p.  195;  Klüber,  Droit  des  gens,  § 260 ; Martens,  Essai 
sur  les  armateurs,  ch.  2,  § 14;  Martens,  Recueil  des  traites,  vol.  IV,  p.  156;  Hau- 

terive  et  de  Cussy,  Recueil  des  traites,  vol.  II,  p.  88;  Abreu,  Tratado  de  las 

presas,  pie.  2,  cap.  1,  §§  7,  8;  Franklin,  Works  of,  vol.  II,  p.  13,  15,  447,  539  ; 
Polson,  Law  of  nalions,  sec.  6;  Manning,  Law  cf  nalions,  p.  114,  116,  117 ; V . S. 
slalules  al  large,  vol.  VIH,  passim.;  Cong.  doc.,  33d  cong.,  lst.  sess.  H.  R.  Ex- 
Doc.  no  103;  President’s  Message,  aug.  12  th.,  1856;  Marcy,  Letter  lo  count  Sar- 
Uges,  jnly,  28  tli.,  1856 ; Moniteur  universel,  14  juillet  1858;  North  american  review, 

N.  S.,  vol.  II,  p.  166,  169;  Edinburgh  revetu,  vol.  VIII,  p.  13,  15;  Annual  registe r, 
1^23,  p.  185. 
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§ 393 

únicamente  contra  las  plazas  fuertes  y no  en  los  encuentros  á campo 
raso,  por  creer  que  seria  un  acto  bárbaro  consentir  que  un  héroe  pu- 
diera caer  merced  al  disparo  de  un  cobarde.  Los  ingleses  fueron  los 
primeros  que  se  atrevieron  á usarlos  en  la  batalla  de  Crecy,  acaecida 
en  el  siglo  XIV,  siendo  tal  el  éxito  alcanzado,  que  de  ahí  provino  su 
generalización. 

Lo  mismo  sucedió  con  ciertos  proyectiles,  cuyoempleo  ha  sancionado 
el  hábito. 

En  1759,  ej  vice-almirante  francés,  Couílans,  publicó  una  orden 
del  dia,  prohibiendo,  como  medio  desleal,  el  uso  de  las  balas  huecas. 

Por  último,  algunos  autores  modernos,  entre  los  que  se  cuentan 
Martens  y Klüber,  desaprueban  que  se  carguen  los  fusiles  con  dos 
balas  ó bien  con  una,  si  está  preparada  de  alguna  manera  especial 
que  la  haga  inevitablemente  mortífera.  * 

§ 393.  Ningún  pueblo  civilizado  acudirá  nunca  al  recurso  Empleo  de  - 

armas  enve- 

de  envenenar  las  armas  que  emplee  en  las  luchas,  puesto  nonadas, 
que  solo  conducen  á aumentar  los  horrores  de  la  guerra.  La  misión 
de  las  de  fuego,  del  mismo  modo  que  la  de  las  blancas,  es  poner 
fuera  de  combate  el  número  mayor  posible  de  enemigos,  pero  no  la 
de  llevar  á sus  filas  la  exterminación  completa.  Por  eso,  una  nación 
puede  justamente  oponerse  á que  otra  se  valga  de  ellas. 

Inútil  nos  parece  decir  que  es  aun  crimen  mas  grande  envenenar 
las  aguas  ó los  alimentos  destinados  á la  parte  contraria  , si  bien 
puede  corlarse  el  paso  de  los  unos  ó de  las  otras;  siendo  este  un 
ardid  que  léjos  de  merecer  vituperio  es  digno  de  encomio  si  con  el 
se  consigue  evitar  la  prolongación  de  una  guerra.  ** 

* Ortolan,  Diplomatie  de  la  mor,  liv.  3,  ch.  1,  pp.  32,  33;  Martens,  Précis  du 
droit  des  gens,  édition  GuiUaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé,  § 273,  note;  De  Cussy, 
Droit  maritime , liv.  1,  tit.  2,  § 24;  Vattel,  üroil  des  gens,  édition  GuiUaumin,  an- 
noté par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  2,  § 6;  Klüber,  Droit  des  gens  mod.,  § 244; 
Halleck,  Int.  law,  ch.  1G,  § 17;  Phillimore,  On  bit.  law,  vo!.  III,  pt.  9,  ch.  7, 
p.  142;  Bynkershoek,  Qua>st.  jur.  pub.  ; Hell'ler,  Droit  int.,  § 125;  Manning,  Law 
of  nations,  p.  149;  Wildman,  Int.  law,  cap.  1 ; vol.  II,  p-  24;  Jrevoux,  Diction- 
naire,  vol.  III,  pp.  18,30. 

**  Vattel,  Droit  des  gens,  édition  GuiUaumin,  annotée  par  Pradier-Iodere,  liv.  3, 
ch.  8,  §§  156,  157;  Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  édition  GuiUaumin,  annotée 
par  Ch.  Vergé,  § 273,  note  A;  Grotius,  Droit  de  la  guerre  ct  de  la  puix,  édition 
Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  4,  §§  16,  17;  Klüber,  Droit  des 
gens  mod.,  § 244;  Halleck,  Int.  law,  ch.  16,  §§  18,19;  Bello,  Derecho  int.,  pte.  2, 
cap.  3,  § 7;  Ortolan,  Diplomatie  de  la  mcr,  vol.  II,  liv.  3,  ch.  1;  Lciber,  Polilkal 
cthics,  b.  7,  §§  24,  25;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III,  § 94;  Heffter,  Droit  int., 

§ 125;  De  Cussy,  Droit  maritime,  liv.  1,  tit.  2,  § 24;  Carden,  De  diplomatie,  liv.  G, 

§ 7;  De  Felice,  Droit  de  la  nal.  el  des  gens,  vol.  II,  lee.  25;  Burlarnaqni,  Droü 
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, ij  <591.  Valiéronse  en  tiempos  remotos  del  asesinato 

Asesínalo  do  ° 1 , , 

t u enemigo,  como  medio  legítimo , ó tácitamente  permitido  cuando 
menos,  para  dirimir  una  contienda;  siendo  la  víctima  el  soberano 
enemigo  ó el  jefe  de  sus  tropas.  Pero  semejante  proceder  ha  mere- 
cido las  protestas  de  todos  los  publicistas  , si  bien  no  faltan  algunos 
que  le  atenúan  y otros  que  le  disculpan  en  cierto  sentido. 

Vattel  trata  de  establecer  una  diferencia  entre  el  asesinato  autorizado 
por  un  gobierno  ó por  el  jefe  superior  de  un  ejército  y el  que  se 
perpetra  por  un  individuo  que  no  haya  recibido  mandato  alguno ; 
juzgando  el  primero  laudatorio,  si  pone  término  á la  guerra , y esta 
fuere  justa;  y cita  en  apoyo  de  su  opinión  lo  acaecido  á Muscio 
Scevola  y a Pepino. 

Semejante  doctrina  es  peligrosa  por  demás,  y así  lo  ha  reconocido  la 
jurisprudencia  de  todos  los  países,  siendo  esta  la  causa  de  que  se 
marquen  penas  muy  severas  para  el  castigo  de  hechos  semejantes, 
en  los  que  la  cuestión  del  mandato  no  puede  influir  mas  que  de  una 
manera  secundaria,  es  decir,  que  solo  sirve  para  juzgar  hasta  donde 
llega  la  responsabilidad  del  delincuente.  Así  es  que  su  mismo 
autor  concluye  por  condenarla,  como  lo  hace  el  derecho  internacio- 
nal moderno.  * 

§ 395.  No  sucede  lo  mismo  relativamente  á las  sorpre- 
sorpresas.  sas  ^ CUya  admisiori  está  sancionada  por  la  práctica  de 

todas  las  naciones  de  tal  modo,  que  si  uno  ó mas  soldados,  sirvién- 
dose de  cualesquiera  estratagema,  logran  entrar  en  el  campo  enemigo 
y apoderarse  de  su  general  en  jefe,  podrian,  si  se  resistiese,  darle  la 
muerte , sin  que  este  acto  se  les  impute  como  un  crimen ; pudien- 
do  decirse  lo  mismo  de  la  toma  de  una  plaza  ó de  un  fuerte  valién- 


de  la  nat.  et  des  gens,  vol.  V,  pte.  4,  ch.  6;  Putter,  Beylrage,  p.  54;  Ward, 
Law  of  nalions,  vol.  I,  pp.  252,  253;  Paley,  Moral  and  pol.  philosophy,  b.  6,  ch. 
12;  Frinkhusius,  De  illicilo  venenatorum  armorum  usu,  Jenae  1667;  H.  Cocceji, 
De  arrnis  illicitis,  1698,  in-4°;  Van  Beust,  Kriegsanmerkungen,  b.  5,  p.  236; 
Real,  Science  du  gouvernement,  vol.  V,  ch.  2,  sec,  6 § 4;  Rayneval,  Inst.  du  droit 
nat.,  liv.  3,  ch.  4. 

* Vatlel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3, 
ch.  8,  § 155;  Grotius,  Droit  de  la  guerre  et  de  la  paix,  édition  Guillaumin,  anno- 
tée par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  4,  § 18,  n.  1;  Pinheiro-Ferreira,  Notes  sur  Vat- 
lel, § 155,  p.  423;  Halleck,  Int.  law,  ch.  16,  § 20;  De  Felice,  Droit  de  la  nalure 
el  des  gens,  vol.  II,  lee.  25;  Burlamaqui,  Droit  de  la  naturc  et  des  gens , vol.  V, 
I»te. 4,  ch.  6; Bynkershoek,  Qucest.jur.  pub.,  lib.  1,  cap.  l;Leiber,  Potitical  elhics , 
b.  7,  §§  24,  25;  Paley,  Moral  and  pol.  philosophy,  b.  6,  ch.  12;  De  Cussy,  Droit 
maritime,  liv.  1,  tit.  3,  § 24;  Garden,  De  diplomatie,  liv.  6,  § 7 ; Rayneval,  Inst. 
du  droit  nat.,  liv.  3,  ch.  4;  Polson,  Law  of  nations,  sec.  6;  NVildman,  Int.  lato , 
vol.  II,  § 24;  Real,  Science  du  gouvernement,  vol.  V,  ch.  2,  sec.  6,  § 5. 
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§ 396 

dose  de  iguales  recursos,  aun  cuando  de  ella  resultaran  un  número 
mayor  ó menor  de  víctimas.  * 

§ 396.  Grotius  ha  probado,  con  abundancia  de  ejem- 
plos, que  debe  existir  entre  los  enemigos  la  mas  cumplida  coíuos6 
buena  fé,  y hasta  Bynkcrshoek,  que  sostenía  que  todos  los  cncin's°s' 
medios  eran  admisibles  cuando  se  trataba  de  un  contrario,  condena  v 
rechaza  la  perfidia,  diciendo,  que  la  fuerza  de  la  costumbre  había  esta  - 
blecido entre  las  naciones  civilizadas  algunas  relaciones  de  guerra, 
comnercium  belli,  por  medio  délas  cuales  se  templaba  la  violencia  de 
.las  hostilidades,  y se  podia  conservar  cierto  carácter  pacífico  que 
conducía  frecuentemente  al  arreglo  de  las  disensiones,  y,  de  consi- 
guiente, á la  celebración  de  la  paz. 

Admitida  como  inquebrantable  principio  la  buena  fe  Ardides  yes- 
debida  al  enemigo , resta  saber  hasta  qué  punto  puede  trüta“e,lms' 
hacerse  uso  de  ardides  y estratagemas,  sin  faltarla  en  nada. 

Realmente  estas  no  constituyen  por  sí  un  acto  de  perfidia,  así  es 
que  si  las  circunstancias  que  las  acompañen  les  prestan  un  carácter 
distinto , dejaran  de  conceptuarse  como  tales  y podrá  suceder  que 
lleguen  á constituir  un  delito. 

En  la  edición  de  Vattel,  de  179o,  se  cita  como  ejemplo 

7 j x Estratagema 

de  estratagema  digna  de  censura , la  de  una  fragata  in-  v¡tuj>orai>io 
glesa  que,  durante  la  guerra  entre  Francia  y la  Gran- 
Bretaña  se  había  aproximado  á la  costa  de  Calais  haciendo 
la  señal  de  socorro  para  apoderarse,  como  lo  efectuó,  del  bote  y 
marineros  que  acudieron  á prestársele. 

También  ocurrió  otro  caso  muy  notable,  el  año  de  1800, 
en  el  puerto  de  Barcelona.  rcl 

r de  Barcelona. 

Una  tragala  y dos  navios  ingleses  que  se  hallaban  en  las 
cercanías  se  apoderaron  violentamente  de  un  barco  sueco,  y entraron 
con  él  y bajo  su  pabellón  en  el  puerto,  donde  apresaron  dos  fragatas 
españolas. 

Esta  cuestión  presenta  dos  aspectos,  referente  el  uno  al  acto  con- 
sumado en  el  buque  de  Suecia  y el  otro  al  que  tuvo  lugar  con  los  de 


* Grotius,  Droit  de  la  gnerre  el  de  la  paix,  édition  Guillatimin,  annolée  pai  Pia- 
dier-Fodcré,  Uv.  3,  ch.  4,  § 18;  Vattei,  Droit  des  gens,  édition  Guillaunii»,  annolée 
par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  8,  § 155;  Halleck,  Inl.  law , ch.  16,  § 21  ; Hynker»- 
hock,  Quoest.  jur.  pub .,  lib.  i,  cap.  1;  De  Felice,  Droit  de  la  nal.  et  des  gens, 
vol.  II,  lee.  25;  Burlamaqui,  Droit  de  la  nal.  el  des  yens,  vol.  \,  pie.  4,  ch.  6; 
Philliiinore,  On  inl.  law,  vol.  III,  § 9i;  Ortolan,  Diplomatie  de  la  »>er,  vol.  II, 
liv.  3,  ch.  1;  Riquelmc,  Derecho  púb.  inl.,  lib,  1,  tít.  1,  cap.  12;  Rayneval,  / nst . 
da  droit  nal.,  liv.  3,  ch.  4;  De  Cussy,  Droit  vuiritime,  liv.  1,  til.  3,  $ 24. 
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España.  En  lo  ocurrido  con  estos  la  estratagema  no  traspasa  los  lí- 
mites de  la  buena  fé,  porque  deber  suyo  era  hallarse  preparados  á 
todo  evento  y no  dejarse  sorprender  de  un  modo  que  solo  puede 
achacarse  á la  incuria  mas  incalificable,  pero  no  sucedia  lo  mismo  res- 
pecto al  primero.  En  este  punto  Inglaterra  faltó  á los  derechos  de  la 
neutralidad  y cometió  contra  el  de  gentes  un  gravísimo  atentado , por 
el  cual  pudo  el  gobierno  sueco  pedirla  una  satisfacción  y declararla 
justamente  la  guerra,  si  se  hubiere  negado  á dársela.  * 

Empico  § 397.  Existia,  sin  embargo,  un  motivo  que  podia  haber 
Supuesta?  dado  lugar  á las  reclamaciones  de  España  : tal  era  el  de 
haberse  llevado  á cabo  el  apresamiento  bajo  pabellón  neu- 
tral, en  contra  de  lo  dispuesto  por  las  mismas  ordenanzas  inglesas  y 
de  los  usos  establecidos  por  todas  Jas  naciones  cultas. 

Según,  Sir  Scott,  navegar  y hasta  perseguir  á un  buque  enemigo 
con  bandera  supuesta  son  actos  lícitos,  pero  hacer  fuego  á su  amparo 
es  un  hecho  reprobado  por  todo  y por  todos,  y su  gravedad  es  in- 
mensa, por  las  consecuencias  que  puede  traer. 

Todos  los  escritores  se  hallan  contextes  acerca  de  este  particular. 

Antes  de  romper  el  fuego  los  buques  deben  manifestar  clara  y re- 
sueltamente su  nacionalidad.  ** 


* Grolius,  Droit  de  la  guerre ct  de  la  paix,  édilion  Guillaumin,  annotée  par  Pra- 
dier-Foderé,  liv.  3,  ch.  1,  §§  8,  17;  Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  an- 
notée par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  10,  §§  177,  178;  Bynkershoek,  Qucest.  jur.  pub., 
lib.  1.  cap.  1;  Wheaton,  Elém.  droit  int.,  pte.  h,  ch.  2,  §18;  Halleck,  Int.  law, 
el1-  16,  §§  22,  23;  Ortolan,  Diplomatie  de  la  raer , vol.  II,  liv.  3,  ch.  1;  Martens, 
Précis  du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé,  § 274;  Pinhei- 
ro-Ferreira,  Notes  sur  Martens,  § 274  ; Klüber,  Droit  des  gens  moderne,  § 266  ; 
Phillimore,  On  int.  lato,  vol.  III,  § 94;  Leiber,  Political  ethics , b.  7,  §§  24,  25; 
Paley,  Moral  and  political  philosophy,  b.  3,  pte.  1,  ch.  15;  Bello,  Derecho  inter- 
nacional, pte.  2,  cap.  6,  §§  1,  2;Riquelme,  Derecho  púb.  int.,  lib.  1,  tít.  1,  cap.  12; 
Relime,  Pliilosophie  du  droit , 2C  édit.,  vol.  I,  p.  330;  Moser,  Versuch,  v.  X,  pt.  1, 
p.  317;  Ompteda,  Litleratur,  § 308;  Kamptz,  Nene  lit.,  § 291;  PufTendorf,  De  jure 
nat.  et  gent.,  lib.  8,  cap.  6,  § 6;  Garden,  De  diplomatie,  liv.  6,  § 7 ; De  Cussy, 
Droit  maritime,  liv.  1,  tit.  4,  § 24;  Rayneval,  inst.  du  droit  nat.,  liv.  3,  ch.  4; 
Bouchaud,  Théorie  des  traites  de  commerce,  p.  377  ; Wildman,  Int.  law,  vol.  II, 
pp.  21,  25;  Frankenstein,  Dissert.  de  dolo  in  bellis  licito,  Lips.,  1721;  Joly  de  Meze- 
*oy  Traité  des  stratagémes  penáis  a la  guerre,  Metz,  1765;  Robinson,  Admiralty 
reporls,  vol.  II,  p.  139. 

Pistoye  et  Duverdy,  Traité  des  prises , tit.  5,  ch.  1;  Valin,  Traite  des  prises, 
c • 2,  scc.  1,  § 9;  Ortolan,  Diplomatie  de  lamer,  vol.  II,  liv.  3,  ch.  1;  Massé,  Droit 
V°*‘  § 307;  Hai.tefeuille,  Droils  des  nations  ncutres , vol.  IV,  p.  8; 

a eck,  int.  law,  ch.  16,  § 24;  Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  p.  25;  De  Cussy, 

r,nt  luafitime,  liv.  1,  tit.  3,  § 25;  Lebeau,  Nouveau  code  des  prises,  vol.  W> 
PP-  222,  283. 
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§ 390 


Noticias 

falsas. 


§ 398.  Los  mas  célebres  capitanes  no  han  tenido  inconve- 
niente alguno  en  recurrir  á la  propagación  de  noticias  falsas 
como  medio  eficacísimo,  no  pocas  veces,  para  engañar  al  enemigo  y 
preparar  su  derrota. 

Para  lograr  este  fin  ha  sido  costumbre  valerse,  ya  de  un  parte 
escrito  ad  hoc,  que  se  hace  caer  en  poder  del  contrario,  ya  por  medio 
de  una  ó mas  personas  que,  fingiéndose  traidores , mantienen  lo  que 
se  ha  llamado  inteligencias  dobles. 

Vattel  distingue  entre  estas,  las  que  se  sostienen  á propuesta  del 
fingido  perjuro  y las  que  dimanan  del  enemigo,  siendo  las  primeras 
degradantes  y pudiendo  aceptarse  las  últimas  sin  deshonor. 

Por  esta  razón , cuando  los  jefes  tienen  conocimiento  de  que  se 
trata  de  sobornar  á uno  de  sus  inferiores  suelen  autorizarle  para  que 
acceda  aparentemente  á las  proposiciones  que  le  fueren  hechas,  y sir- 
van así  su  propia  causa. 

Cuando  el  duque  de  Parma  sitió  á Berg-op-Zoom , dos  caso  ocurrí 
prisioneros  españoles  que  se  hallaban  encerrados  en  un  ^zown? 
fuerte  inmediato  á la  ciudad  trataron  de  sobornar  para  que  se  le 
entregasen  á un  soldado  inglés  y á un  paisano,  que  les  escucharon 
con  apariencia  benévola  y concluyeron  por  cerrar  un  trato,  advirtiondo 
al  gobernador  de  todo  lo  que  pasaba,  y dando  lugar  con  su  conducta 
á que  el  sitiador,  confiando  en  el  soborno,  intentara  penetrar  en  el 
fuerte,  perdiendo  en  su  empresa  cerca  de  3,000  hombres.  * 

§ 399.  Son  espías  aquellos  que  se  introducen  en  las  filas 
del  enemigo  para  sorprender  sus  proyectos , informarse 
de  sus  recursos,  averiguar  su  número,  etc.,  etc.,  y trasmitir  luego 
todas  las  noticias  que  adquieren  á la  persona  ó al  Estado  que  les 
paga.  La  pena  que , en  el  caso  de  ser  descubiertos  y aprehendidos , 
se  les  impone  es  la  de  muerte. 

Vattel  juzga  que  esta  clase  deservicios  es  denigrante,  por  cuya 
razón  ningún  soberano  puede  exigirlos , si  bien  hay  casos  especiales 
en  que  puede  derogarse  esta  regla.  Pero,  como  observa  muy  acerta- 
damente Pinheiro-Ferreira , en  esta  doctrina  hay  una  contradicción 


Espías. 


* Vattel,  Droil  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-toderé,  liv.  3, 
ch.  10,  § 182;  Grotius,  Droit  de  la  guerra  el  déla  paix,  édition  Guillaumin,  annotée 
par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  1,  §§  8,  17;  Halleck,  Int.  law,  ch.  16,  § 25;  De 
Cussy,  Droil  marítima , liv.  1,  tit.  3,  § 24;  Puffendorf,  De  jure  nat.  el  gen!.,  lib.  8, 
cap.  G,  § 6;  Martens,  Précis  du  droil  des  gens,  édition  Guillaumin  annotée  par 
Cli.  Vergé,  § 274;  Relime,  Philosophie  du  droil,  vol.  I,  p.  331,  note;  Leiber, 
Political  elhies,  b.  7,  §§  24,  25;  Paley,  Moral  and  pol.  philosophy,  h.  3,  pl.  i, 
ch.  15;  Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  pp.  24,  25;  Grotius,  Anuales,  etc.,  liv.  I. 
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manifestó,  por  que  nadie  puede  obligar  á que  se  cometan  actos  des- 
honrosos. 

El  articulo  101  de  las  ordenanzas  militares  de  la  repú- 
delos^sia-  plica  norte-americana,  establece  que  todos  los  extranjeros, 
d'ji'-unuioi.  ^ jn(jividuos  que  no  deban  fidelidad  á los  Estados-Unidos, 

que  fueren  sorprendidos  acechando  como  espías  dentro  ó alrededor 
de  las  fortificaciones  ó campamentos  federales,  serán  condenados  á la 
pena  capital,  y ejecutado  según  la  ley  y uso  de  las  naciones,  por  sen- 
tencia de  un  consejo  de  guerra. 

Por  supuesto  que  no  podrá  imponerse  este  castigo,  ni  imputarse 
aquel  carácter,  al  oficial  que,  sin  disfrazarse,  salva  las  líneas  enemi- 
gas para  recoger  datos,  levantar  planos  ú otros  hechos  análogos.  * 
Casos  de  Ha_  Los  dos  casos  mas  notables  que  pueden  citarse  de  per- 
ie  y Antiro.  sonas  respetables  que  hayan  aceptado  el  papel  de  espías 
son  los  del  capitán  Nathon-Hale  y el  mayor  André,  ocurridos  en  el 
trascurso  de  la  guerra  de  la  independencia  de  los  Estados-Unidos. 

El  primero  regresó  á la  isla  de  Long-Island,  después  de  la  retirada 
de  Washington,  é introduciéndose  á favor  de  un  disfraz  en  las  filas 
británicas,  obtuvo  todos  los  datos  que  se  proponía  averiguar  acerca  de 
las  fuerzas  del  enemigo  y de  cuales  debían  ser  sus  operaciones  futu- 
ras. Pero  ai  tiempo  de  salir  fué  preso  y conducido  á la  presencia  de 
Sir  William  Howe,  quien  dió  órdenes,  que  fueron  cumplidas  á la 
mañana  siguiente,  para  que  fuese  pasado  por  las  armas  como  espía; 
y no  le  consintieron  ninguno  de  los  consuelos  que  en  semejantes 
circunstancias  presta  á cada  uno  el  culto  de  sus  creencias. 

El  caso  del  mayor^  André,  idéntico  en  su  índole , pero  diametral- 
mente opuesto  en  sus  fines,  se  reduce  á lo  siguiente  : 

Este  oficial,  que  se  hallaba  al  servicio  de  Inglaterra  penetró  por  el 
rio  Hudson  en  las  líneas  de  los  Estados-Unidos,  y trató  y arregló  con 


* Grotius,  Droit  de  la  guerre  et  de  la  paix,  édition  Guillaumin,  annotée  par 
Pradier-Fodéré,  liv.  3,  cap.  4,  § 18;  Vattel,  Droit  des  gens,  liv.  3,  ch.  10,  § 179; 
Pinheiro-Ferreira,  Notes  sur  Vattel , § 179,  p.  429;  Martens,  Précis  du  droit  des 
gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé,  § 274;  Halleck,  Int.  laiv,  ch.  16, 
S 26;  Bello,  Derecho  internacional,  pte.  2,  cap.  6,  §2;  Riquelme,  Derecho  púb.  int., 
hb.  1,  tít.  1,  cap.  12;  Klüber,  Droit  des  gens  moderne , § 266;  De  Felice,  Lcgons 
du  droit  des  gens,  vol.  II,  pte.  2,  p.  199;  Heilter,  Droit  int.,  § 250;  Bruckner,  De 
erploralionibus  et  exploratoribus,  Jenae,  1700,  rec.  1744;  Rayneval,  Inst . du  droit 
noL ’ llv-  3>  ch-  De  Cussy,  Droit  maritime,  liv.  1,  tit.  3,  § 24;  Kamptz,  fíey- 
u'íje  zum  staats , etc.,  vol.  I,  p.  63;  Moser,  Versuch,  b.  9,  pt.  II,  466  f. , b.  6, 
!’•  5,  Schmalz,  Europ.  volkerrechl,  p.  135  ff;  Encyclopédie  méthodique,  diploma li- 

gue,  \ol.  III,  j>.  333-335;  U.  S.  stalutes,  act  of  april  lOth,  1806;  Cross,  Militar  y 
laws,  p.  123. 
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Arnold  la  entrega  de  West-Point.  Hecho  prisionero  en  el  momento 
en  que  se  disponía  á volver  á Nueva-York,  se  apoderaron  de  los 
papeles  que  llevaba,  los  cuales  probaban  el  soborno  de  aquel.  Was- 
hington dispuso,  no  sin  examinar  ántes  detenidamente  el  asunto, 
que  fuese  condenado  á muerte  como  espía ; pero  recibió  hasta  su 
último  momento  el  trato  que  merecía  su  clase. 

Algunos  escritores  ingleses  han  censurado  agriamente  este  acto, 
pretendiendo  que  Andró  había  penetrado  en  el  territorio  de  los  Esta- 
dos-Unidos con  la  autoridad  de  Arnold.  Pero  debieran  saber,  los  que 
así  se  expresan,  que  el  pasaporte  expedido  por  un  traidor  con  objeto 
de  concertar  ó de  llevar  á cabo  su  traición  no  puede  prestar  protec- 
ción alguna. 

Además,  aunque  no  se  hubiera  considerado  al  oficial  británico 
como  espía,  habría  merecido  la  misma  pena  que  se  le  impuso,  por 
el  solo  hecho  del  soborno.  * 

8 400.  Grotius,  Wattel  y algunos  otros  autores  han  dis- 

Recompensas 

cutido  acerca  de  si  era  ó no  moral  remunerar  á los  trai-  a ios  trai- 

dores. 

dores,  pero  esta- es  una  cuestión  de  escasa  importancia, 
y la  mayor  parte  de  ellos  han  tenido  que  recurrir  ala  historia  romana 
para  resolverla  en  sentido  negativo.  ** 

§ 401.  No  es  del  mismo  modo  cuestionable  la  determi-  Divisiones 
nación  de  si  un  beligerante  debe  pagar  los  servicios  que  entro  el  enc- 
le  preste  uno  de  los  partidos  que  se  agiten  en  el  país  del 
otro.  Las  circunstancias  son  completamente  distintas ; y el  interés  del 
contendiente  estriba  en  proteger  la  tendencia  y los  esfuerzos  del  que 
pudiera  ocasionar  con  su  triunfo  el  término  de  la  guerra.  *** 


* Phillimore,  tín  int.  laiv,  vol.  III,  § 10G ; Halleck,  Int.  law,  ch.  1C,  § 27 ; Mar- 
tens,  Ersahlungen  merkwürdigcr  falle , t.  I,  p.  3Ü3;  Kamptz,  Beylrage  sum  slaats, 
t.  I,  n.  3;  Sergeant,  Life  of  major  André;  Hamilton,  Ilist.  of  Ihe  republic,  vol.  I; 
Maltón,  J/ist.  of  England ; Holraes,  Annals. 

**  Valle!,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotéc  par  Pradier-1- oderé,  IR. 
ch.  10,  §§  180,  182;  Pinheiro-l’erreira,  Notes  sur  Valle!,  § 180,  p.  430;  Halleck, 
Int.  law , ch.  16,  § 28;  Bello,  Derecho  internacional,  § 125;  HeíRer,  Droit  Inter- 
national, § 125. 

’HMl  Yatlel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  hv.  3, 
ch.  10.  § 181;  Kent,  Coni.  on  «»».  law,  vol.  I,  p.  25;  Halleck,  Int.  law,  ch.  1 
§ 29;  Bello,  Derecho  internacional , pte.  2,  cap.  6,  § 3. 
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á 

CAPITULO  V 

EL  ENEMIGO  Y SUS  ALIADOS 


considera-  §.  402.  Para  saber  cual  es  la  verdadera  y legítima  sig- 
p?óca  dcTos  nificacion  de  una  guerra,  se  necesita  ante  todo  determinar 
fos1  Estados  el  carácter  que  imprime  sobre  los  pueblos  beligerantes; 
beligerantes.  part¡endo  siempre  del  principio  de  que  la  enemistad  que 

produce  no  invade  nunca  el  terreno  personal,  aunque  pese  de  lleno 
sobre  las  colectividades  de  los  Estados  respectivos  que  se  la  hayan 
declarado,  y teniendo  en  cuenta  así  mismo  que  siendo  esencialmente 
transitoria  ha  de  cesar  desde  el  momento  en  que  termina  la  causa 
que  la  ha  producido.  Además,  como  los  pueblos  no  pueden  aislarse 
en  el  movimiento  general  de  la  civilización,  y cada  dia  se  relacionan 
mas  íntimamente,  resulta  que  el  carácter  de  enemistad  de  las  naciones 
beligerantes  se  modifica.  Cada  época  de  la  historia  que  pasa,  cada 
progreso  que  se  realiza  deja  un  punto  de  contacto  libre  é indepen- 
diente y definitivamente  adquirido  entre  las  naciones.  He  aquí  porque 
se  ha  considerado  como  peligrosa  la  doctrina  sustentada  por  Vattel 
acerca  de  la  enemistad  impresa  por  las  guerras. 

Pinheiro-Ferreira  cayendo  en  el  extremo  opuesto  dice  que  la  guerra 
no  tiene  lugar  nunca  entre  las  naciones,  sino  entre  los  gobiernos  y 
que  solo  un  cierto  número  de  individuos  afiliados  á sus  proyectos  y 
que  toma  participación  en  sus  actos  puede  considerarse  como  parte 
beligerante.  Pero  esta  distinción  entre  la  nación  y el  gobierno  es 
ilógica,  porque  existe  entre  ellos  una  solidaridad  tal  que  no  se  con- 
cibe la  primera  sin  el  segundo,  ni  este  sin  aquella.  Es,  pues,  impo- 
sible que  los  actos  gubernamentales  no  se  reflejen  sobre  la  primera  y 
que  en  las  guerras  no  se  trasluzca  el  espíritu  nacional,  esto  es,  el  del 

pueblo  que  las  hace.  Nos  encontramos,  pues,  con  que  si  la  doctrina 
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§ 403 


Extensión  tic 
los  derechos 
de  la  guerra 
respecto  ála 
persona  del 
enemigo. 


Disposicio- 
nes acerca 
del  particular 
de  los  gobier- 
nos de  Fran- 
cia 6 Ingla- 
terra . 


de  Vattcl  es  peligrosa,  la  de  Pinheiro-Ferreira  es  incompleta  y está 
en  contradicción  con  la  razón  y con  la  historia.  * 

§ 403.  El  juicio  que  ha  formado  el  primero  sobre  este 
asunto,  le  obliga  á resolver  muchas  cuestiones  cuya  sola 
iniciativa  es  ociosa  en  la  época  actual,  que,  dando  á las 
guerras  otra  significación  que  la  que  tenían  antiguamente, 
concede  como  lógica  consecuencia  mayor  amplitud  de  derechos  á los 
que  toman  parte  en  ellas.  Por  esta  razón  se  permite  á los  beligeran- 
tes que  continúen  entre  sí  cierta  clase  de  relaciones  que  mediaban 
antes  de  rota  la  paz,  como  por  ejemplo,  las  mercantiles. 

Los  gobiernos  de  Francia  y de  la  Gran-Bretaña  decla- 
raron en  1860,  á causa  de  la  guerra  que  sostenían  con  la 
China,  que  los  súbditos  de  ambas  naciones  podían  conti- 
nuar las  relaciones  comerciales  aun  dentro  del  celeste  im- 
perio, con  los  chinos,  y que  estos  quedaban  autorizados  á 
su  vez  para  proseguir  las  que  mantuvieran  con  aquellos  en  completa 
igualdad  de  circunstancias,  y que  las  propiedades  de  los  unos  ó de 
los  otros  que  fueren  capturadas  á bordo  de  los  buques  de  las  respec- 
tivas naciones,  gozarían  de  los  privilegios  concedidos  á las  de  los  neu- 
trales. 

Partiendo  Wheaton  del  principio  incontrovertible  de  que  Respeto  que 
el  empleo  de  la  fuerza  no  es  lícito,  si  no  existe  una  nece-  da  dei  cnc- 
sidad  absoluta,  indispensable,  de  recurrir  áél,  deduce  que 
ningún  Estado  tiene  derecho  á privar  de  la  vida  á los  súbditos  de 
otro,  siempre  que  no  se  resistan  y defiendan  con  las  armas  en  la 
mano,  porque  el  objeto  que  se  proponga  la  guerra  puede  muy  bien 
alcanzarse,  reteniendo  á los  que  hubieren  caido  prisioneros  ó devol- 
viéndoles la  libertad  bajo  palabra  de  no  lomar  nuevamente  parte  en 
la  contienda. 

Actualmente  se  exceptúan  del  efecto  directo  de  las  ope-  Excepciones 
raciones  militares  el  jefe  del  Estado  y su  familia,  los  em- 
pleados civiles,  los  trabajadores,  los  comerciantes,  literatos,  y,  en 
general,  todas  las  personas  que  se  dedican  á los  quehaceres  ordinal  ios 
de  la  vida,  que  no  han  faltado  á las  leyes  de  la  guerra  } que  no  lian 
sido  aprehendidos  con  las  armas  en  la  mano. 

* Vattel,  Droit  des  geni,  édilion  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3, 
Ch  5,  $§  70,  71,  72,  note;  Pinheiro-Ferreira,  Notes  sur  Vattel,  liv.  3,  § 1,  P-  ¿A' 
Massé,  Droit  commercial,  liv.  2,  til.  1,  ch.  2 ; Albericus  Gentilis,  De  jur.  bel., 
com.  i,  in  par.;  Hallcck,  ¡ni.  law,  ch.  17,  § 1;  Leiber,  Political  ethm,  b.  i 
& 24;  Rutherforlh,  Jnslilutes , b.  2,  ch.  9,  § 15. 
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§ 40  i 

Y por  razón  do  equivalencia  so  ha  aplicado  el  mismo 

Monumentos  1 , # , , , 

y edificios  principio,  restringiéndolas,  en  lo  que  toca  a la  propiedad  y 
territorio  del  enemigo;  pues,  aunque  en  extricto  rigor  de 
derecho  puede  un  beligerante  apropiarse  lo  que  es  de  pertenencia  del 
olro,  las  modificaciones  que  ha  ido  introduciendo  la  creciente  ilustra- 
ción de  los  pueblos  ha  convertido  en  ley  originaria  de  la  costumbre 
la  de  respetar  los  templos,  los  monumentos  artísticos  y los  edificios 
destinados  á hospitales,  oficinas  públicas,  etc.;  reconociéndose  igual- 
mente, en  el  mayor  número  de  casos,  que  debe  eximirse  de  confis- 
cación la  propiedad  territorial,  aun  en  el  caso  de  conquista  absoluta, 
hallándose  sujeta  únicamente  á las  contribuciones  de  guerra. 

El  último  ejemplo  que  registra  la  historia  de  un  modo  de  proceder 
contrario  se  remonta  á la  conquista  de  Inglaterra  por  Guillermo  de 
Normandía.  * 

S 404.  WolíF  sostiene  que  cualquiera  que  auxilia  á un 

Carácter  ge-  ° 1 1 1 

"aíia'itfs0 daf  beligerante  con  hombres  ó con  dinero,  se  declara  enemigo 
Estado  ene-  del  otro,  y ]e  autoriza  para  que  le  haga  la  guerra,  opinión 
que  admite  Vattel  hasta  cierto  punto,  por  mas  de  que  la 
tilde  de  cruel  y atentatoria  á la  tranquilidad  pública,  pues,  solo  se 
aparta  de  su  autor  en  las  condiciones  que  deben  concurrir  para  la 
determinación  de  la  enemistad. 

Innecesario  es  decir  que  la  nación  que  celebra  en  el  transcurso  de 
la  guerra  y para  este  fin  un  tratado  ele  alianza  defensiva  con  una 
de  las  partes  contendientes  será  considerada  por  la  otra  como  hostil, 
pero  no  sucederá  lo  mismo  con  la  llevada  á cabo  anteriormente,  por 
mas  de  que  como  resultado  de  ella  se  preste  un  auxilio  ó socorro, 
porque  entonces  no  se  hace  mas  que  satisfacer  una  deuda. 

\ attel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pratlier-Foderé,  liv.  3, 
ch.  4,  § 63;  ch.  5,  §§  69,  72;  ch.  8,  § 138;  ch.  9;  Wheaton,  Etim.  droit  int., 
pie.  4,  ch.  2,  §§  2,  5;  Pinheiro-Ferreira,  Notes  sur  Vattel,  § 63,  p.  392;  Halleck, 
luí,  law , ch.  17,  §§  2,  3;  Massé,  Droit  commercial,  2n,c  édit.,  v.  I,  pp.  104,  114, 
117;  Burlamaqui,  Droit  de  la  nal.  el  des  gens , vol.  V,  ptc.  4,  ch.  6;  De  Felice, 
Droit  de  lanat.  el  des  gens,  vol.  II,  lee.  25;  Kliiber,  Droit  des  gens  mod.,  §§  246, 
247,  250,  252,  note,  253;  Martens,  Prccis  du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin, 
annotée  par  Ch.  Vergé,  §§  279-282;  Rntherforth,  Inslitules,  b.2,  ch.  9 § 15;  Ri- 
quelme,  Derecho  púb.  int.,  lib.  1,  tít.  l,cap.  12;  Bynkershoek,  Queest.  jur.  pub., 
lib.  1,  chs.  2,  7;  Bello,  Derecho  internacional , pte.  2,  cap.  2,  § 2 ; Caueliy,  IJroil 
tnarilime  int.,  vol.  1,  pp.  285,  et  seq.;  Martens,  Recueil,  vol.  II,  p.  681;  Emerigon, 
Iraitó  des  assur ranees,  vo\.  I,  p.  567,  et  seq.;  Lampedi,  De  licentia  in  hostem, 
1'61;  Rayneval,  /«sí.  du  droit  nal.,  liv.  3,  ch.  5,  § 4;  Kamptz,  Beytrage,  t.  I, 
»•  9 ; ftíoser,  Versuch  , t.  IX,  pte.  2,  pp.  201-424  ; Moser,  Bey  trago , t.  III,  PP-  *. 
471  5 Kluil>  H¡*t.  M Bel.,  t.  II,  p.  ¿73. 
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Por  eso  Francia  no  se  quejó,  durante  la  guerra  de  sure- 

, , , , , ^ ° Hechos  coin- 

SlOn,  de  los  socorros  prestados  por  las  Provincias-Unidas  á robantes, 
la  reina  de  Hungría,  y los  suizos  vivían  en  paz  con  toda  Europa  á 
pesar  del  contingente  de  tropas  que  ponían  á disposición  de  aquella 

Algunos  autores  hacen  una  distinción,  para  aplicar  estos  princi- 
pios, entre  las  justas  y las  que  no  lo  son,  pero  esto  es  mas  bien  una 
sutileza  que  otra  cosa,  por  lo  difícil,  si  no  imposible,  que  es  determi- 
nar con  precisión  dónde  y cómo  reside  la  injusticia. 

Heffter  es  uno  de  los  que  resuelven  mas  clara  y lógicamente  este 
asunto,  que  tanto  se  relaciona  con  los  rasgos  distintivos  de  la  neu- 
tralidad, calificando  de  hostiles  las  que  tienen  por  objeto  robustecer 
mas  el  ataque  ó la  defensa  de  uno  de  los  combatientes  y cuya  dura- 
ción ha  de  cesar  únicamente,  cuando  se  haya  logrado  el  fin  para  que 
se  emprendió  la  guerra. 

Entre  las  de  este  genero  merece  una  especial  mención  la  estipulada 
entre  Francia  y las  colonias  inglesas  norte-americanas  en  la  época 
de  su  revolución,  que  el  gobierno  británico  conceptuó  como  una  decla- 
ración de  guerra  por  parte  de  aquella,  y como  causa  justificativa  de 
la  que  podía  emprender  en  contra  suya  por  la  calidad  que  había  asu- 
mido de  aliada  de  las  colonias  insurrectas.  * 

S 405.  No  todos  los  autores  concuerdan  en  que  sea  ne- 

° z ¿Es  necesaria 

cesaría  una  declaración  solemne  de  guerra,  cuando  se  la  declaración 

° 7 de  guerra 

trata  de  los  aliados  de  un  enemigo,  siendo  Vattel  uno  de  uaiámiosedc 
los  que  así  opinan,  con  la  salvedad,  empero,  de  que  no  lic  nl'¡'|,,,.fnc' 
debe  aplicarse  á las  naciones  que  no  se  puedan  conceptuar 
como  asociadas  al  beligerante  contrario,  respecto  á las  cuales  no  es 
procedente,  sino  después  de  haber  pedido  en  vano  las  explicaciones 
oportunas. 

Otros  creen  que  debe  esperarse  para  hacerla  á que  los  aliados 
demuestren  su  hostilidad  de  una  manera  irrecusable,  doctrina  que 
equivale  á no  dar  á las  alianzas  defensivas,  por  sí  solas,  carácter  al- 
guno de  enemistad.  Pero  esto  no  es  admisible  y lo  que,  por  tanto, 


* Vattel,  Droit  de s gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-todere,  hv.  , 
ch.  6,  §§  80,  85.  95,  102:  Wheaton,  Elcm.  droit  inl .,  pte.  3,  ch.  2,  §§  Id,  14,  lo; 
pte.  4,  ch.  3,  § 5;  Woffius,  Jus  genlium,  §§  730,  736;  Bynlcershoek  Quws  . jur. 
U-.  ib.  1,  caps.  2,  9;  Ha.Ieck,  Int.  law,  ch.  17,  §§  4-6,  21 ; Bello  Derecho  Int 
pte.  2,  cap.  9,  § 1;  Philhmore,  On  int.  law,  vol.  III,  §§60,  73 ; Heffter ^joUnt 
8S  115-117,  144;  Riquelme,  Derecho  púb.  int.,  lib.  1,  tit.  1,  cap.  11 , Kluber,  JJioit 
des  gens  mod.,  §§  269,  270,  272;  Martens,  Précis  du  droit  des  gens , édition  Guillaumin, 
annotée  par  Ch.  Vergé,  § 304;  Kamptz,  Beytrage,  § 287;  Ompteda,  Lilteratur  vot- 
kerecht,  § 318;  Moser,  Vermischte,  etc.,  vol.  I,  p.  84. 
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lia  do  hacer  el  Estado  que  tema  sus  consecuencias  es  evitarlas,  como 
lo  efectuó  Rusia  con  Prusia  en  1813,  y Federico  el  Grande  cuando 
invadió  la  Sajonia  electoral.  * 

§.  406.  Para  resolver  con  acierto  la  significación  que 
Sr"  fe  corresponde  á esta  clase  de  aliados  es  indispensable  fijar 
bien  la  naturaleza  del  casus  fcederis  de  las  alianzas 
para  lo  cual  hay  que  atenerse  á las  disposiciones  generales,  á la  ín- 
dole de  las  obligaciones  que  de  él  resulten  y á las  circunstancias  que 
concurran  en  los  signatarios. 

Por  eso  se  debe  analizar  detenidamente  el  espíritu  y la  letra  de  las 
alianzas  verificadas  con  anterioridad  á la  ruptura  de  la  paz,  si  no  ha 
de  incurrirse  en  una  precipitación  culpable  al  declarar  la  guerra.  ** 

Alianzas ofen-  §•  407.  En  Jas  ofensivas  que  tengan  la  misma  calidad 

íadonfeñei  de  antelación  al  comienzo  de  las  hostilidades  se  obligan, 
casus  fcederis  pQr  jQ  genera^  ¡as  naciones  firmantes  á prestarse  socorro 

y protección  bien  contra  un  país  señalado  ó ya  indeterminadamente, 
esto  es,  contra  una  nación  cualquiera ; siendo  en  ellas  sumamente 
difícil  por  su  indispensable  ambigüedad,  la  demostración  exacta  del 
casus  fcederis,  dando  lugar  á que  algunos  autores  distingan,  para 
saber  si  es  ó no  procedente,  entre  las  guerras  justas  y las  que  no  lo 
son,  juzgándole  aplicable  solo  en  las  primeras. 

Claro  es  que  si  la  injusticia  de  una  lucha  es  evidente  no  serán  vá- 
lidas las  alianzas  que  se  efectuaren  para  su  prosecución,  porque  no 
es  posible  admitir  en  sana  razón  jurídica  que  los  actos  manifiesta- 
mente ilegales  puedan  ser  aceptados  como  valederos. 

Ahora  bien,  menester  es  que  se  tenga  un  especial  esmero  en  la 

* Vattel,  Droil  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3, 
eh.  6,  § 102  ; Binkershoek,  Qucesl.  jur.  pub.,  lib.  1,  cap.  9;  Wheaton,  Elém.  droit 
int.,  pte.  3,  ch.  2,  § 15;  Halleck,  International  law,  ch.  17,  § 21;  Phillimore, 
On  int.  law , vol.  III,  ch.  3,  § 10;  Heffter,  Droit  International,  § 117;  Grotius, 
Droit  de  la  guerre  et  de  la  paix,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé, 
liv.  3,  ch.  3,  § 10;  De  Beulwitz,  De  auxiliis  Jiostis , etc.,  Hal.  Sax.  1747. 

**  Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2, 
ch.  12,  § 168;  liv.  3,  ch.  6,  §§  86-96;  Grotius,  Droit  de  la  guerre  et  de  la  paix , 
édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2,  ch.  15,  § 13;  ch.  25,  § 4; 
Wheaton,  Elém.  droit  int.,  pte.  3,  ch.  2,  § 15;  Bynkershoek,  Quxst.  jur.  pub., 
lib.  1,  cap.  9;  Halleck,  International  law,  ch.  17,  § 7;  Martens,  Précis  du  droit 
des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé,  § 299;  Kliiber,  Droit  des  gens 
moderne,  § 269;  Riquelme,  Derecho  púb.  int.,  lib.  1,  tít.  1,  cap.  11  ; Heffter,  Droit 
int->  §§  H5,  116;  Garden,  De  diplomatie,  liv.  7,  § 1 ; Moser,  Versuch,  t.  VIII, 
P-  181  ; t.  IX,  p.  43;  Moser,  Vermischte,  etc.,  t.  I,  p.  84;  Martens,  Erzahlungen , 
t.  I,  num.  17. 
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aplicación  de  esta  doctrina,  porque  á nadie  se  le  ocultan  los  incon- 
venientes que  trae  en  pos  de  sí,  por  la  facilidad  con  que  se  presta  á 
servir  de  excusa  para  faltar  al  cumplimiento  de  lo  estipulado. 

Todas  estas  son  circunstancias  que  no  ha  de  olvidar  el  beligerante 
que  tema  las  consecuencias  del  casus  fcederis,  pues,  de  ellas  se  des- 
prende que  no  procede  hasta  que  el  aliado  se  haya  convencido  de  la 
razón  que  asiste  á la  otra  parte  contratante.  * 

§.  408.  Lo  mismo  sucede  con  las  alianzas  defensivas,  Alianzas  dc_ 
en  las  cuales  el  aliado  tiene  derecho  á examinar  si  el  otro  Í^So°Ti 
signatario  ha  dado  un  motivo  justo  para  el  rompimiento  C(mi11  l'aderilt 
de  las  hostilidades,  y si  así  fuere  le  inclinará  á que  ofrezca  una 
satisfacción  decorosa,  y solo  en  el  caso  de  que  no  se  aceptase  es 
cuando  el  casus  foecleris  tendrá  lugar. 

Del.  mismo  modo  si  un  beligerante  no  admitiese  una  proposición 
semejante  de  su  aliado,  éste  podrá  negarse  al  cumplimiento  de  lo  es- 
tipulado supuesto  que  faltan  las  condiciones  tácitas  necesarias  para  la 
validez  de  la  obligación  contraida,  en  cuyo  caso  no  procederá  aquel. 

No  es,  empero,  fácil  que  rse  reúnan  todas  las  circunstancias  expre- 
sadas, muy  particularmente  en  las  luchas  modernas,  (fue  tanto  se 
resienten  del  espíritu  de  la  época,  y que  se  imponen  lo  mismo  á los 
beligerantes,  que  á sus  aliados,  y aun  á todos  los  pueblos  de  un  con- 
tinente. ** 

§.  409.  Pero  como  en  todas  estas  distinciones  se  entraña  presunción  ú 
el  peligro,  que  hemos  manifestado,  de  hacer  ilusorios  los  ^usaM 
contratos  verificados,  se  ha  establecido  una  regla  de  grande 
utilidad  práctica,  que  consiste  en  la  presunción  de  que  la  razón  y el 
derecho  están  de  parte  de  la  causa  que  defienda  el  aliado,  pudiéndose 
resolver  de  este  modo  casos  oscurísimos  ó dudosos.  *** 


* Vattel,  Droit  des  yens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-I1  oderé,  liv.  3, 
cb.  6,  § 86;  Wheaton,  Elém.  droit  int.,  pte.  3,  ch.  2,  § 15;  Halleck,  Int.  law, 
ch.  17;  § 8;  Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par 
Ch.  Vergé,  § 297;  Klüber,  Droit  des  gens  mod.,  §§  237,  268,  269;  Bello,  Derecho 
internacional,  pte.  2,  cap.  9,  § 1 ; Garden,  De  diplomalie,  liv.  6,  sec.  2,  § 2. 

**  Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-1  odei o,  liv.  3, 
ch,  6,  § 90;  Wheaton,  Elém.  droit  int.,  pte.  3,  ch.  2,  § 2;  Halleck,  Int.  law,  ch.  17, 
§ 9;  Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  9,  § 1 i Garden,  De  diplomalie,  liv.  6,  sec.  2, 
§ 2;  Wildman,  Int  law,  vol.  II,  p.  166. 

***  Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3, 
ch.  6,  § 86;  Wheaton,  Elém.  droit  int.,  pte.  3,  ch.  2,  § 15;  Bynkershoek,  Quaist. 
jar.  pub.,  lib.  1,  cap.  9;  Halleck,  Int.  law,  ch.  17,  § 11;  Bello,  Derecho  int., 
pte.  2,  cap.  9,  § 1;  Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée 
par  Ch.  Vergé,  § 297;  Kluber,  Droit  des  gens  rnoderne,  §§  237,  268,269. 
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s.  410.  Vattel  opina  que  no  solo  está  exento  un  Estado 

t.  Soi'il  Olll  ¡gil”  ® i T 1 1 11 

lorio  un  ira-  (j0|  cumplimiento  de  un  pacto  de  alianza,  cuando  se  halla 
za  cuando  el  cn  imposibilidad  material  de  hacerlo,  sino  que  puede 

Ksladotiuc  lev  *■  „ , ,,  • i*  • i . • , 

haya  celebra- j también  prescindir  de  el,  si  íuese  perjudicial  á sus  intere- 
cumpiiric  ? | ges,  como  sucedería  en  el  caso  de  que  hubiera  prometido 
víveres,  municiones,  fuerzas,  que  no*  pudiera  luego  proporcionar  sin 
ene  sus  propias  necesidades  quedasen  á descubierto. 

Pero  cn  realidad  la  única  excusa  aceptable  es  la  imposibilidad  ma- 
terial, si  bien  hay  que  advertir  que  esto  y no  otTa  cosa  significan  los 
casos  citados  por  este  autor.  * 

5 §.  411.  Los  principios  referentes  al  casus  feederis  que 

socorro,  sub-  dominan  en  las  alianzas  ofensivas  y defensivas,  se  aplican 
si  lio'',  cío.  , , i • 

á los  tratados  de  socorros,  subsidios,  etc.,  etc.,  pues,  aun- 
que la  protección  que  por  ellos  se  acuerda  es  parcial  y limitada,  no 
por  eso  se  lian  de  regular  distintamente,  siendo  además  idéntica  la 
responsabilidad  moral  que  ocasionan.  ** 

Esta  clise  §•  Aun(lue  en  tesis  general  puede  decirse  que  ios 
dno  Peden5  trata^os  de  socorro  y de  subsidio  no  pueden,  ó mejor  dicho, 
sw  causa  tic  n0  deben  producir  una  declaración  de  guerra,  hay  cir- 
cunstancias, cuya  determinación  es  imposible,  porque  de- 
penden de  un  momento  dado,  de  un  hecho  imprevisto,  que  pueden 
prestarles  el  carácter  que  aquella  exije  para  su  aplicación. 

Pero  en  los  demás  casos  la  nación  que  ayuda  á otra  con  un  contin- 
gente de  hombres  ó con  dinero  no  será  enemiga  del  contrario  mas 
que  en  proporción  directa  al  daño  que  pueda  causarle  con  el  concurso 
prestado.  *** 

Casus  focieru  §•  413.  Muchas  veces  se  amplían  las  alianzas  defensivas 

cu  los  trata-  1 

dos  degaran-  hasta  garantizar  la  posesión  del  territorio  que  uno  de  los 
firmantes  ocupa  en  la  época  de  su  celebración.  Entonces 


\ attel,  Droit  des  gens , édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3, 
ch.  6,  § 92;  Wheaton,  Elém.  droit  int.,  pte.  3,  ch.  2,  §§  14,  15;  Halleck,  Int.  law, 

ch.  17,  § 13;  De  Felice,  Droit  de  la  nature  ct  des  gens , vol.  II,  lee.  28. 

**  Vattel,  Droit  des  gens,  édilion  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3, 
ch.  6,  § 92;  Wheaton,  Elém.  droit  int.,  pte.  3,  ch.  2,  § 15;  Halleck,  Int.  lato, 
ch.  17,  § 12;  Bello,  Derecho  internacional,  pte.  2,  cap.  9,  § 1. 

***  Wheaton,  Elém.  droit  int.,  pte.  3,  ch.  2,  § 14;  Vattel,  Droit  des  gens,  édition 
Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  6,  §§  79-82;  Halleck,  Int.  law, 
c*1-  f §§  14,  16;  Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée, 
par  Ch.  \ergé,  §§  301,  303;  Galiani,  Dei  doveri  dei  pusi.,  lib.  1,  cap.  5,  p.  145; 

Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  2,  § 1 ; Riquelme,  Derecho  púb.  int.,  lib.  1,  tít.  1, 

cap.  12;  Ward,  Law  of  nalions,  vol.  II,  pp.  265,  295;  Klüber,  Droit  des  gensmod., 
® l/,0>  á71  i HeíTter,  Droit  int.,  §§115-117;  Moser,  Vcrsuch.  b.  10,  pt,  1,  pp.  139-14. 
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el  casus  f ceder is  no  se  realiza  hasta  qué  aquel  se  halle  en  poder  del 
enemigo. 

Aunque  la  mayor  parte  de  los  autores  exigen  en  este,  punto,  como 
en  los  precedentes,  que  la  justicia  de  la  contienda  sea  evidente,  hay 
algunos  que  abogan  por  la  no  aplicación  de  ese  principio  en  estos 
casos. 

Lo  positivo  es  que  sobre  ambos  pareceres  están  las  circunstancias 
del  momento,  únicas  que  pueden  resolver  la  cuestión  conveniente- 
mente. 

El  tratado  de  alianza  celebrado  entre  Inglaterra  v Por- 

_ _ o j 1543 — 16SÍ  — 

tugal,  en  1642,  después  del  levantamiento  del  reino  por-  i66i. 

, . 1 Alianza  en- 

tugues  contra  España  y de  la  elevación  al  trono  de  la  casa  tre  Inglater- 
ra y Portugal 

de  Braganza,  fué  renovado  por  Cromwell  en  1654  y en  1661 
por  Carlos  II ; estipulándose  en  el  último  el  socorro  que  la  Gran-Bre- 
taña  se  obligaba  á prestarle,  declarando  además  que  defendería  la 
integridad  de  su  territorio  siempre  que  fuese  atacado,  y comprome- 
tiéndose, por  último,  en  virtud  de  un  artículo  secreto,  á extender  su 
defensa  á sus  colonias  y conquistas  futuras. 

A mediados  del  siglo  XVII  se  celebró  otra  defensiva  y 
perpétua  entre  Inglaterra  y los  Estados-Generales  de  una 
parte  y Portugal  de  otra ; que  fue  confirmada  por  los  tra- 
tados de  paz  de  Utrechl  entre  Portugal  y Francia  en  1713 
y entre  la  primera  nación  y España  en  1715. 

Cuando  la  familia  real  portuguesa  emigró  al  Brasil,  en 
1807,  se  concluyó  un  nuevo  tratado  entre  Inglaterra  y 
Portugal,  en  cuya  virtud  se  reconocía  por  aquella  como 
soberanos  legítimos  del  reino  portugués  á los  príncipes  de 
la  casa  de  Braganza,  con  exclusión  de  cualquiera  otra  dinastía. 

En  1810  se  estipuló  en  Rio-Janeiro  entre  el  represen- 
tante  inglés  y la  familia  real  portuguesa,  que  entrambas  Nuevo  irata- 
potencias  se  aliaban  para  la  defensa  y garantía  recíprocas 
de  sus  derechos  contra  todo  acto  de  hostilidad  exterior  en  conformi- 
dad con  los  tratados  ya  existentes,  cuyas  disposiciones  se  restablecían 
de  nuevo. 

El  tratado  que  se  llevó  á cabo  en  Viena,  el  año  de  1815,  Anuíu:imicio 
entre  ambas  naciones  derogaba  el  de  Rio-Janeiro,  pero  ""¿ración  do 
renovaba  y confirmaba  los  anteriores  en  toda  su  amplitud.  ü“'°- 

Adaptándose  á su  espíritu  y ú su  letra,  la  Gran-Brctaña  iS26. 
intervino  directamente  en  Portugal,  cuando  el  gabinete 
de  Madrid  amenazó  su  independencia  en  1826. 

33 


Entre  logia- 
térra,  los  Es- 
tados Gcne- 
i’aJcs  y Por- 
tugal . 


1807. 

Nuevo  trata- 
do entre  In- 
glaterra y 
Portugal. 
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Discusiones 
promovidas 
por  este  mo- 
tivo en  el 
parlamento 
v en  la  pren- 
’a  inglesa. 


Es  indudable  que  en  esta  ocasión  era  procedente  á todas  luces  el 
casus  foederis  de  las  estipulaciones  convenidas  con  Inglaterra. 

Esto  no  impidió,  sin  embargo,  que  en  el  parlamento 
inglés  se  promoviera  un  debate  que  invadió  mas  tarde  la 
prensa,  acerca  de  la  significación  que  debía  darse  á los 
tratados  subsistentes. 

¡! Edinburgh-lleview,  publicó  un  artículo  muy  notable 
justificando  la  conducta  del  gobierno,  y estableciendo  que  las  cir- 
cunstancias particulares  de  la  cuestión  habida  entre  España  y Portu- 
gal, daban  lugar  al  casus  foederis  de  los  tratados  celebrados  entre  el 
gobierno  portugués  y el  británico,  por  mas  de  que  las  alianzas  de- 
fensivas no  impusieran  la  obligación,  ni  dieran  el  derecho  de  interve- 
nir en  los  actos  internos  de  los  Estados. 


En  este  escrito  se  asienta  como  principio  inconcuso  que  la  única 
regla  que  es  posible  seguir  en  la  interpretación  de  los  tratados  de 
esta  especie,  se  reduce  á que  cualquier  perjuicio  que  sea  justa  causa 
de  guerra  para  un  aliado,  le  da  derecho  á ser  socorrido  por  el  otro, 
aconteciendo  lo  mismo  en  el  caso  de  que  uno  de  ellos  apele  al  uso  de 
la  fuerza  para  rechazar  una  agresión  injustificada. 


Si  la  Francia,  en  1715,  se  dice  en  él,  reuniendo  sus  escuadras  y 
sus  tropas,  hubiera  publicado  y hecho  circular  escritos  contra  el  go- 
bierno legítimo  de  Jorge  I;  si  hubiera  recibido,  arma  al  brazo,  los 
batallones  que  desertaban  del  ejército  real  y facilitado  hombres  y ar- 
mas al  conde  de  Mar,  cuando  proclamaba  al  pretendiente;  es  seguro 
que  la  Gran-Bretaña,  habría  podido  exigir  reparación,  y de  no  obte- 
nerla declarar  la  guerra  á Francia  y exigir  de  los  Estados-Generales 
los  socorros  que  debían  prestarla,  en  virtud  de  los  tratados  vigentes, 
con  la  misma  razón  que  si  el  pretendiente  marchara  sobre  Londres 
á la  cabeza  del  ejército  francés. 

De  la  doctrina  emitida  en  este  artículo  se  saca  en  consecuencia, 
que  procede  el  casus  foederis  de  los  tratados  que  garantizan  el  terri- 
torio, no  solo  si  este  es  invadido,  sino  cuando  se  trabaja  indirecta  y 
secretamente  para  que  lo  sea. 


„ U5i¡.  Esta  cuestión  iniciada  en  el  diario  inglés,  por  muy  di- 
terente  motivo,  surgió  muchos  años  después  con  el  de  la 
guerra  que  tenia  lugar  en  1756  entre  Inglaterra  y Francia.  Tratá- 
base de  saber  si  los  Estados-Generales  se  hallaban  ó no  obligados  á 
llenar  los  deberes  que  se  habían  impuesto  por  sus  estipulaciones  con 
el  gabinete  británico. 
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Con  efecto,  habíanse  celebrado  entre  ellos  varios  tratados 

de  alianza  defensiva.  En  el  primero,  concluido  en  1678,  ni3. 

. , . . , . . . . Tratados  de 

se  declaraba  aue  tenia  por  objeto  la  conservación  del  tern-  alianza  entre 
1 Inglaterra  y 

torio  que  respectivamente  correspondía  a entrambas  partes  1^n^íjdos~ 

contratantes,  y el  que  en  adelante  adquiriesen  en  Europa 
merced  á los  convenios  que  pudieran  sobrevenir.  Se  pactó  igualmente 
que  cuando  una  de  las  dos  naciones  fuese  atacada  ó amenazada  por 
otra,  su  aliada  debía  prestarla  inmediatamente  un  socorro  determinado 
de  tropas  y de  buques,  quedando  obligada  á romper  con  el  enemigo 
dos  meses  después  de  la  reclamación  hecha  por  la  nación  ya  en 
guerra,  con  la  cual  obraría  conjuntamente  desde  aquella  fecha  con 
todos  sus  recursos.  En  la  segunda  alianza,  establecida  por  los  tra- 
tados de  límites  y de  sucesión  de  1709  y 1713,  dominan  idénticos 


principios. 

Por  último,  en  la  que  celebraron  en  el  Haya,  en  1717, 
tomó  parte  Francia;  y su  objeto  fué,  como  el  de  las  ante- 
riores, la  garantía  recíproca  del  territorio  perteneciente  á 
cada  una  de  ellas. 


1717. 

Francia  tomó 
parte  en  la 
alianza. 


Este  tratado  fué  renovado  por  la  cuádruple  alianza  de  1718  y por 
el  de  Aix-la-Chapelle  en  1748. 

Volviendo  ahora  á las  enunciadas  pretcnsiones  de  Inglaterra  en  la 
época  de  su  lucha  con  la  nación  francesa,  motivadas  por  el  ataque 
dado  á Menorca,  que  se  hallaba  por  entonces  en  poder  de  los  ingleses, 
diremos  que  el  gabinete  de  Londres  se  quejaba  de  que  los  Estados- 
Generales  no  habian  cumplido  lo  pactado. 

Estos  trataron  de  justificar  su  conducta  con  la  agresiva  de  In- 
glaterra, circunstancia  que  habia  imposibilitado  la  procedencia  del 
casus  feederis,  y que  aun  cuando  no  hubiera  sido  así,  esto  es,  que  si 
Francia  fuese  la  agresora  tampoco  debería  tener  lugar,  porque  el 
proceder  de  la  última  no  sería  mas  que  una  consecuencia  del  seguido 
en  América  por  la  primera. 

El  gobierno  inglés  replicó,  en  primer  lugar,  que  el  tratado  de  1678, 
base  de  los  sucesivos,  así  como  todos  juntos,  se  limitaban  á garanti- 
zar pura  y simplemente  los  derechos  y posesiones  de  las  dos  partes 
contratantes  contra  todos  los  reyes,  príncipes,  repúblicas  y Estados, 
de  modo  que  atacado  uno  de  los  aliados,  no  importaba  de  qué  ma- 
nera, debía  ser  socorrido  por  el  otro. 

«Esta  extensión,  decialord  Liverpool,  en  el  texto  de  dichos  tratados, 
no  parece  haber  sido  resultado  de  una  omisión  ó de  una  inexactitud. 

Los  autores  de  estas  garantías  han  preferido,  sin  duda,  dejar  la  reso- 
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Iuoiou  de  este  asunto  á la  buena  fé  que  debe  decidir  en  último  resul- 
tado en  todos  los  contratos  que  celebren  las  naciones  soberanas  é in- 
dependientes. No  es  de  presumir  que  hayan  querido  establecer,  pol- 
la amplitud  de  su  l'rase,  que  cualquiera  délas  partes  contratantes  es- 
talla obligada  á sostener  torios  los  actos  de  violencia  ó de  injusticia 
que  su  aliada  estuviera  dispuesta  á cometer  dominada  por  su  ambi- 
ción ó sus  intereses;  pero  también  es  cierto  que  lian  procurado  evitar 
las  muchas  ocasiones  en  que  puede  pretenderse  que  la  necesidad  de 
la  garantía  no  existe,  faltando  de  este  modo  el  objeto  principal  déla 
alianza.  Era  preciso  alejar  estos  dos  inconvenientes,  y juzgaron  opor- 
tuno ponerse  en  guardia  contra  ambos.  Sabían  perfectamente  que  en 
las  guerras  entre  los  pueblos  civilizados  las  partes  beligerantes  se  acu- 
saban mútuamente  de  haber  cometido  el  primer  acto  de  provocación 
y de  agresión,  y que  la  peor  de  las  causas  tenia  siempre  su  excusa. 
Previeron  que  este  motivo  daria  lugar  á cuestiones  interminables 
siempre  que  la  infidelidad  de  un  aliado  se  valiera  de  él.  El  limitar, 
pues,  los  casos  de  garantía  por  una  descripción  mas  minuciosa  y de- 
tallada, hubiera  dado  ocasión  á una  mayor  incertidumbre  sobre  un 
punto  ya  de  suyo  oscuro  j dudoso.  No  ignoraban  que  los  casos  variarían 
hasta  el  infinito;  que  los  motivos  de  defensa  personal,  aunque  justos, 
podrían  no  ser  siempre  claros ; que  un  enemigo  astuto  sabría  prestar 
distinta  apariencia  á los  preparativos  mas  alarmantes,  y que  una  na- 
ción ofendida  podría  encontrarse  en  la  necesidad  de  comenzar  las 
hostilidades  ántes  de  que  el  peligro  que  las  motivase  pudiera  ser  pu- 
blicamente conocido.  » 

Si  las  razones  usadas  para  combatir  la  alegación  primera  de  los 
Estados-Generales  son  concluyentes,  no  les  van  seguramente  en  zaga 
las  empleadas  para  rebatir  la  doctrina  fundada  en  el  comienzo  de  un 
ataque  anterior.  « Si  se  admitiese,  dice  lord  Liverpool,  el  razonamiento 
en  que  se  funda  esta  objeción,  bastaría  para  destruir  los  efectos  de 
todo  trabajo  de  garantía  y acabar  con  la  confianza  que  las  naciones 
puedan  tener  en  las  alianzas  defensivas.  Con  ella  se  señala  al  enemigo 
la  conducta  que  debe  seguir  para  evitar  los  inconvenientes  de  las 
alianzas,  y le  muestra  cuando  y como  debe  comenzar  su  ataque.  Dé- 
jese que  cometa  el  primer  acto  de  hostilidad  sobre  algún  punto  no 
comprendido  en  la  garantía,  y después  podrá  continuar  realizando  sus 
propósitos  sin  apurarse  por  las  consecuencias.  Permítase  á Francia 
f|ue  ataque  algún  territorio  insignificante  que  Holanda  posea  en  Amé- 
lica,  y ya  no  estarán  garantizadas  las  fronteras  de  los  Estados-Gene- 

iales.  Raciocinar  de  esta  manera  es  mofarse  de  los  mas  solemnes 
MC 
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compromisos.  El  objeto  propio  de  los  tratados  de  garantía  es  conser- 
var un  territorio  marcado  en  poder  de  una  nación  determinada.  Los 
celebrados  entre  Inglaterra  y los  Estados-Generales  estipulan  la  de- 
fensa de  lós  de  cada  una  de  las  partes  contratantes  en  Europa  de  un 
modo  absoluto,  siempre  que  fueren  atacadas  ó inquietadas.  Sien 
la  presente  guerra  el  primer  ataque  tuvo  lugar  fuera  de  Europa, 
es  un  hecho  cierto  que  mucho  tiempo  árites  habíase  verificado  otro 
dentro  que  exigía  el  cumplimiento  de  los  tratados  de  alianza.  Pero 
Holanda  misma  ha  manifestado  su  opinión  acerca  de  este  punto.  Su 
tratado  de  1678,  con  Inglaterra,  es  solo  una  copia  de  los  doce  pri- 
meros artículos  del  celebrado  con  Francia  en  1662.  Pues  bien,  poco 
tiempo  después  de  concluir  este  se  vió  envuelta  en  una  guerra  con 
aquella.  Las  hostilidades  comenzaron  entonces,  como  ahora,  fuera  de 
Europa,  en  las  costas  de  Guinea,  y su  causa  era  también  la  misma : 
un  derecho  que  se  negaba  á ciertas  posesiones  situadas  en  Africa,  y 
en  las  Indias  Orientales.  Inmediatamente  declaró  que  el  caso  previsto 
por  el  tratado  de  alianza  liabia  llegado,  y reclamó  de  Francia  ios  so- 
corros estipulados.  No  tengo  necesidad  de  presentar  las  notas  de  sus 
ministros  para  probar  este  punto : la  historia  recuerda  bien  que  el 
gobierno  francés  atendió  la  demanda,  prestó  los  socorros  y hasta 
sostuvo  una  guerra  en  defensa  de  su  aliado.  Véase,  pues,  cual  fué  la 

conducta  de  Holanda  sobre  el  mismo  artículo  v en  un  caso  idéntico. 

«• 

La  de  Francia  está  igualmente  á favor  de  la  misma  opinión,  aunque 
al  cumplir  lo  estipulado  tuvo  que  reprimir  en  cierto  modo  la  ambi- 
ción de  su  jóven  monarca,  retardar  por  algunos  meses  su  entrada  en 
España  y atraerse  el  odio  de  Inglaterra.  » 

En  consonancia  con  los  principios  y las  tendencias 
marcadísimas  de  los  tratados  que  venimos  examinando,  Alianza  entre 

i . ..  Francia, 

las  naciones  de  la  Europa  occidental  se  han  visto  obligadas  Inglaterra  y 

, ° Turquía. 

a oponerse  a la  desmembración  y absorción  del  imperio 
turco  por  el  ruso,  que  estuvo  á punto  de  ser,  en  1854,  un  hecho 
consumado,  con  motivo  de  la  ocupación  de  la  Moldavia  y la  V alaquia 
por  los  ejércitos  del  czar  v la  guerra  desigual  sostenida  por  lurquía 
en  contra  de  Rusia. 

Para  evitar,  pues,  que  asi  suceda,  se  concluyó  en  Constan tinopla, 
el  dia  12  de  mai’zo.  de  1854,  un  tratado  de  alianza  entre  Inglaterra, 
Francia  y Turquía,  por  el  cual  las  dos  primeras  garantizaban  la  in- 
dependencia é integridad  del  imperio  otomano,  persuadidas  de  que 
su  existencia  era  necesaria  para  el  mantenimiento  del  equilibrio  eu- 
ropéo. 
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Esta  alianza,  efectuada  durante  la  guerra  con  una  potencia  belige- 
rante, imprimía  igual  carácter  en  todas  las  partes  contratantes,  supo- 
niendo desde  luego  la  existencia  del  casus  foederis. 

Así  debieron  comprenderlo  Francia  é Inglaterra,  que 
Entro  mgia-  terminaron  en  Londres,  el  il  de  abril  del  mismo  año, 

Ierra  y 

Francia.  U11  tratado  en  el  que  se  obligaban  á restablecer  la  paz 
entre  Rusia  y Turquía  y á garantizar  la  Europa  contra  las  compli- 
caciones que  pudiesen  turbar  la  paz  general. 

Declarábase  en  él  igualmente  que  se  había  violado  el  territorio  turco 
con  la  ocupación  de  la  Moldavia  y la  Valaquia  por  las  tropas  rusas  ; 
y,  por  último,  se  invitaba  á que  se  adhirieran  á sus  estipulaciones  las 
naciones  que  lo  estimasen  oportuno. 

Un  año  después  se  verificó  otro  entre  Cerdeña  y la 

1 855  • 

Adhesión  de  Puerta  Otomana,  en  el  que  se  adhería  el  gobierno  sardo  al 

la  Ccrdcña.  1 ° 

ya  existente , comprometiéndose  á enviar  sus  tropas , al 
tenor  de  lo  dispuesto  en  la  convención  que  había  celebrado  junta- 
mente con  Francia  é Inglaterra,  el  20  de  enero  de  1855,  por  la  cual 
se  obligaba  á contribuir  con  un  cuerpo  de  15,000  hombres,  man- 
dado por  un  general  sardo  y cuyo  sostenimiento  corria  de  su  cargo, 
para  mantener  la  integridad  de  la  nación  otomana. 

1856  El  tratado  de  París  de  1856,  que  puso  término  á 
Trpari?.de  a(Iuella  guerra , participa , á la  vez  que  del  carácter  pro- 
pio de  los  de  paz,  del  inherente  á los  de  garantía. 

Por  su  artículo  7o  se  declara  admitida  la  Sublime  Puerta  á partici- 
par de  las  ventajas  del  derecho  público  y del  equilibrio  européo, 
obligándose  las  partes  signatarias  á respetar  su  integridad  é indepen- 
dencia, garantizando,  por  consiguiente,  el  cumplimiento  de  esta 
obligación,  y considerando  como  cuestión  de  interés  general  cualquier 
acto  contrario  á ella. 

El  casus  foederis  de  este  tratado  continuaba,  pues,  tan  claro  y ma- 
nifestó como  lo  era  en  1854. 

1865  El  tratado  de  alianza  ofensiva  y defensiva  que  celebró 

chuncz y ef  en  1865  la  república  de  Chile  con  la  del  Perú,  ofrece  un 
PeEspafta.tra  carácter  amplísimo.  Su  objeto  era  el  de  repeler  la  agresión 
cometida  por  el  gobierno  de  España;  pero  con  este  mo- 
tivo las  partes  contratantes  hacían  la  declaración  siguiente: 

« Art.  I»  Las  repúblicas  del  Perú  y Chile  pactan  entre  sí  la  mas 
estrecha  alianza  ofensiva  y defensiva  , para  repeler  la  actual  agresión 
del  gobierno  de  España , como  cualquiera  otra  del  mismo  gobierno , 
que  tenga  por  objeto  atentar  contra  la  independencia,  la  soberanía  ó 
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las  instituciones  democráticas  de  ambas  repúblicas  ó de  cualquiera 
otra  del  continente  sud-americano,  que  traiga  su  origen  de  reclama- 
ciones injustas,  calificadas  de  tales  por  ambas  naciones,  no  formula- 
das según  los  preceptos  del  derecho  de  gentes , ni  juzgadas  en  la 
forma  que  el  mismo  derecho  determina.  » 

Del  texto  de  este  artículo  se  desprende  netamente  que  en  el  mo- 
mento en  que  el  gobierno  español  ataque  en  lo  mas  mínimo  las  ins- 
tituciones de  cualquiera  de  las  repúblicas  sud-americanas  se  deter- 
minará ipso  facto  el  casus  foederis  del  tratado  chileno-peruano,  cuya 
lata  significación  podría  ser  causa  de  graves  complicaciones,  si  el  prin- 
cipio que  encierra  no  hubiese  sido  reconocido  ya  por  el  resto  de  los 
Estados  que  forman  aquel  continente. 

Este  acto  no  es,  en  realidad , mas  que  una  manifestación  latente 
del  espíritu  que  domina  en  aquellos  pueblos  desde  su  emancipación  y 
viene  á corroborar  por  su  tendencia  la  llamada  doctrina  de  Monroe, 
noble  aspiración  á que  propende  hace  muchos  años  la  América 
entera. 


En  1863,  y algunos  meses  ántes  de  que  se  celebrara  el 
tratado  de  que  acabamos  de  ocuparnos , se  concluyó  en 
Buenos-Aires  otro,  también  de  alianza , entre  el  Brasil , la 
república  argentina  y la  del  Uruguay,  en  contra  del  Para- 
guay, proponiéndose  con  ella  derrocar  el  gobierno  del  ge- 


Alianza  entre 
el  Brasil,  la 
república  ar- 
gentina y la 
del  Uruguay 
contra  el 
Paraguay. 


neral  López,  al  par  que  obligándose  á respetar  su  independencia  y 


su  integridad  territorial,  garantizadas,  por  las  partes  contratantes, 


por  espacio  de  cinco  años,  extendiéndose  esta  garantía  á los  mismos 


aliados. 


Así  vemos  que  por  el  articulo  17  se  establece,  que  estos  se  garantiza- 
rán recíprocamente  el  cumplimiento  de  las  convenciones,  arreglos  y 
tratados  que  se  concluyan  con  el  nuevo  gobierno  del  Paraguay,  y dispo- 
ne que  en  el  caso  de  que  uno  de  ellos  no  pudiera  alcanzar  de  él  que 
cumpla  lo  pactado  ó si  tratara  de  anularlo,  los  demás  se  comprome- 
ten á hacérselo  respetar,  aunque  sea  por  las  armas,  si  no  hubiere  otro 
remedio.  Aquí,  pues,  no  admite  duda  alguna  el  casus  foederis. 

La  consecuencia  general  que  podemos  deducir  de  los  ejemplos 
presentados , es  que  las  alianzas  defensivas  y de  garantías,  por  mas 
de  que  tengan  moralmente  la  fuerza  de  los  contratos  mas  solemnes, 
ceden  el  paso,  al  llegar  al  terreno  de  la  práctica,  al  interés  particular 
de  cada  nación,  producto  de  las  circunstancias  políticas,  es  decir, 
que  el  derecho  internacional , reconoce  en  estos  casos  el  salas  populi 
como  ley  suprema. 
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|*or  lo  demás,  en  la  época  presente  no  se  acostumbra  á celebrar 
convenios  de  índole  tal  que  puedan  einpenai  á los  listados  ( * n guer- 
ras imprevistas , perdiendo  así  las  cuestiones  que  anteceden  una 

parle  no  pequeña  de  su  importancia. 

\o  son  estos  ciertamente  los  únicos  debates  á «pie  lian 

Triplos  alian-  . ' 

Z;i<  cu  h (jU(j0  war  esta  especie  de  pactos,  va  considerándoles  con 

caso  do  fMicr-  c * 1 7 « 

»•*  referencia  al  beligerante,  bien  relativamente  al  aliado. 

il,ia'1,>s-  Valtel,  por  ejemplo,  pregunta:  «En  el  caso  de  que  tres 
Estados  hayan  celebrado  una  alianza  defensiva,  si  estallare  la  guerra 
oiilre  dos  de  ellos  ¿qué  conducta  deberá  observar  el  otro?  » 

Y tratando  de  responderse  sostiene,  que  podrá  prestar  sus  buenos 
olicios  para  el  arreglo  de  la  cuestión  pendiente,  y si  no  le  consiguiere, 
dar  el  auxilio  convenido  á aquel  cuya  causa  juzgare  asistida  de  mas 
razón.  Pero  esta  solución  es  demasiado  absoluta,  porque  todo  depen- 
derá en  el  caso  supuesto  de  las  estipulaciones  establecidas  en  el  tra- 
tado respectivo.  Pudiera  suceder  que  el  tercer  firmante  se  hallase  re- 
vestido de  un  carácter  neutral,  y entóneos  no  admite  duda  que  no  po- 
drá inclinarse  á favor  de  uno  de  los  contendientes  sin  faltar  á las 
prescripciones  del  convenio  que  haya  definido  su  posición. 

Para  determinar  en  estas  ocasiones  los  efectos  del  casus  feederis  es 
menester  atenerse  á su  origen,  y si  el  tratado  de  que  nace  no  expone 
distintamente  cuales  sean  las  obligaciones  impuestas  á cada  uno  de 
los  firmantes,  la  lógica  enseña  que  debe  observarse  la  regla  común 
que  se  aplica  á todos  los  contratos,  á saber:  que  los  beneficios  y los 
perjuicios  han  de  ser  proporcionados  á los  medios  puestos  respecti- 
vamente en  juego  y al  fin  común  de  ía  guerra. 

Regias  Si  los  aliados  no  pueden  llegar  al  debido  acuerdo  acer- 
ca de  los  medios,  dirección,  etc.,  que  lian  de  emplearse  en 
la  empresa  que  se  proponían  llevar  á cabo  ó en  los  sacrificios  que 
les  corresponde  hacer,  no  podrán  aisladamente  romper  las  hostilida- 
des, celebrar  tratados  de  paz,  ni  consumar,  en  fin,  acto  alguno  que 
pueda  perjudicar  á la  otra  ú otras  partes  contratantes. 

Un  Estado  no  deberá  engrandecerse  á costa  de  sus  aliados , y está 
obligado  á restituirles  todo  lo  que  les  pertenezca  y baya  caído  en  su 
poder  por  los  accidentes  de  la  guerra. 

Cuando  se  estipulan  socorros  determinados,  lia  sido  práctica  cons- 
tante ponerles  á disposición  de  la  nación  mas  importante.  Del  mismo 
modo  si  hubieren  de  prestarse  en  tropas,  aquella  á que  pertenezcan 
tiene  el  deber  de  equiparlas  y cubrir  las  bajas  que  ocasionen  la  guer- 
ra  >'  las  enfermedades. 
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Se  ha  establecido  también  la  regla  de  que  los  aliados  no  deben 
concluir  la  paz  sino  mancomunadamente ; pero  entre  las  que  pueden 
citarse  como  excepciones,  tenemos  la  muy  reciente  de  Villaí’ranca  de 
1859,  en  cuya  celebración  no  tomó  parte  Italia.  Igualmente  se  pueden 
mencionar  casos  en  que  los  aliados  no  solamente  se  han  declarado 
neutrales  sino  que  han  abrazado  la  causa  de  su  antiguo  enemigo ; 
como  sucedió  en  1813,  con  los  de  Francia,  que  combatieron  después 
á Napoleón  I.  * 


* Vatlcl,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3, 
oh.  6,  §§  91,  93-102;  Wheaton,  Elém.  droit  int.,  liv.  3,  ch.  2,  §§  14,  15;  Halleck, 
Int.  law,  ch.  17,  §§  17,  18,  20;  Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  9,  § 1;  Bynkershoek, 
Qucest.  jur.  pub.,  lib.  1,  cap.  9;  De  Felice,  Droit  de  la  nature  et  des  gens,  vol.  II, 
lee.  28;  Heffter,  Droit  int.,  §§  115-117  ; Klüber,  Droit  des  gens  mod.,  § 149,  note 
b.;  Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé, 
§§  299,  300,  note;  Garden,  De  diplomatie,  liv.  6,  sec.  2,  § 1;  Wildman,  Int.  law, 
vol.  II,  p.  169. 


FIN  DEL  TOMO  PRIMERO. 


IM PIILNTA  DE  EOS  CAMINOS  HE  HIERRO. 


A.  CHAIN  ET  C*,  CAEEK  IIKIICKHE,  20,  EN  PARIS.  — liiili-S. 
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